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Las dificultades para el establecimiento de estructuras sociales, 
políticas e institucionales en España a lo largo del siglo XIX 
han tenido estrecha relación con la violencia que caracterizó al 
proceso revolucionario liberal en sus diversas etapas. La 
presente obra destaca los aspectos de orden político, social, 
económico y cultural que contribuyeron a la plasmación y al 
desarrollo de los diversos repertorios y arquetipos violentos, 
mostrando su origen, su justificación ideológica, sus 
componentes estratégicos, sus resultados prácticos y su 
difusión en el espacio y en el tiempo. También presta atención 
a los dispositivos (militares, milicianos, policiales, 
gubernativos, judiciales, legislativos...) de defensa del Estado, 
en su mutua interacción con los grupos que desafían la 
autoridad. Aborda, igualmente, un análisis en términos 
comparativos con otros países de la Europa latina, como 
Portugal, Francia e Italia, sin olvidar el mundo colonial — 
especialmente el antillano— y otros espacios geopolíticos que 
tuvieron su incidencia en coyunturas más concretas. 

Erudito e iluminador, este libro demuestra que, lejos de tratarse 
de una singularidad española, la violencia política ha sido un 
ingrediente característico en la historia de las transformaciones 
que las sociedades occidentales experimentaron desde las 
convulsiones revolucionarias del último cuarto del siglo XVIII. 
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INTRODUCCIÓN 


LA VIOLENCIA, ¿ELEMENTO CONSTITUTIVO DE LA 
POLÍTICA ESPAÑOLA CONTEMPORÁNEA? 


CARACTERIZACIÓN Y FUNCIÓN DE LA VIOLENCIA EN LA VIDA 
POLÍTICA 


En un pasado no tan lejano, la violencia, especialmente en sus 
manifestaciones colectivas, se solía estudiar como el preludio o la 
consecuencia de un determinado desarrollo histórico-social. En el peor de 
los casos, los hechos violentos eran contemplados como manifestaciones 
residuales de una situación de enfrentamiento, y valorados o juzgados 
polémicamente según la tendencia ideológica del cronista de turno. Sin 
embargo, a partir de las convulsiones que tuvieron como punto de 
referencia el año 1968, la violencia comenzó a instalarse en el corazón del 
análisis de las distintas ciencias sociales, incluida la historia. Ya no 
resultaba admisible su presentación como corolario, espectacular pero 
marginal, de las situaciones conflictivas que padecía una sociedad, sino que 
comenzó a ser considerada como un fenómeno central de civilización, 
adscrito a la vasta constelación de modos, usos y actitudes políticas, 
sociales y doctrinales de una época [1] . Y, como tal manifestación de 
cultura en el sentido más amplio del término, debía ponerse en relación con 
el grado de desarrollo político, económico, social, científico e ideológico 
del colectivo que la protagoniza o del conjunto de la sociedad en la que se 
inscribe. 

El hecho violento (fuera este un enfrentamiento callejero, una revuelta, un 
atentado personal, una sedición, una insurrección, una insurgencia de altos 
vuelos o una guerra civil) que, por su esencia destructiva de las relaciones 
sociales, resulta difícilmente aprehensible a través de un análisis científico 
convencional no debe estudiarse como un hecho esporádico o aislado ni 
como una realidad estructural de carácter amorfo, que reúna acríticamente 
bajo una misma etiqueta cualesquiera de sus manifestaciones imaginables. 
La violencia colectiva ha de ser entendida, por el contrario, como una 
actividad que sólo resulta comprensible si es ubicada en el lugar que le 


corresponde dentro de la riqueza de las manifestaciones sociales, políticas y 
culturales de un periodo histórico determinado. El fenómeno a observar no 
es tanto el acto violento en sí mismo como las circunstancias que lo 
provocan, las acciones reivindicativas de los colectivos que la protagonizan, 
la integración de su protesta en una estrategia de poder o estatus y sus 
previsibles consecuencias en el seno de la comunidad en que se produce. 
Como enfatizaron los Tilly, «la presencia o ausencia de la violencia produce 
de por sí pocos cambios en los resultados históricos, pero la acción 
colectiva que conduce a la violencia es nada menos que el material con el 
que se construye la historia» [2] . 

El estudio detallado de la violencia —incluido el fenómeno más concreto y 
específico de la violencia en la política— reúne condiciones heurísticas nada 
despreciables, ya que nos ofrece un punto de vista privilegiado para 
contemplar el conjunto de las relaciones de conflicto que afectan a una 
sociedad: desde los esquemas psicológicos que informan los 
comportamientos individuales y colectivos hasta los marcos interpretativos, 
las formulaciones ideológico-teóricas, las estrategias de acción política, los 
factores económicos o el reflejo de todo este universo de confrontaciones en 
la sociedad y la cultura. 

Pero el carácter aparentemente fragmentario e irracional de la violencia 
hace delicada su teorización y su sistematización en un discurso histórico 
coherente. La asimilación, tan cercana al mito proletario formulado por 
Georges Sorel, de la violencia con el caos, la anarquía, el desorden, la 
transgresión y la ausencia de normas o formas sociales, ha sido aceptada en 
ocasiones de manera excesivamente conformista por los estudiosos del 
fenómeno y ha dificultado, sin duda, una aproximación objetiva al mismo. 
Pero la multidimensionalidad de la violencia es indicativa de la variedad de 
sus valores y de sus diversas funciones sociales, de ahí que no se pueda ni 
se deba estudiar como algo uniforme. La violencia es un fenómeno social 
de causalidad múltiple con múltiples procesos de realimentación. 

Evidentemente, no existe vara fija para medir la naturaleza y el alcance 
objetivo de la violencia. Como todo «bien» cultural, queda sujeto al 
relativismo que imponen el cambio de actitudes y la mutación de principios 
jurídicos, éticos y políticos de las sociedades en que se produce. En el caso 
de la violencia política, esta queda sometida de forma predominante a los 
criterios normativos vigentes en un determinado sistema político-jurídico: 
«Cabe politizar la criminalidad y hacer hincapié en el carácter de rebelión 


que siempre comporta, como “criminalizar” la violencia política y negarse a 
distinguirla de las otras formas de violencia —asegura Ignacio Sotelo—. De 
ahí que la violencia sea política o criminal según la califique la mayoría» 
[3] o, al menos —añadimos nosotros—, según lo dictaminen las normas y los 
valores dominantes en una sociedad. 

El conflicto y la violencia son factores inherentes al proceso político desde 
su mismo origen. No es necesario aceptar en todos sus términos la 
provocativa definición de Maurice Duverger —«la guerra civil continuada 
por otros medios»- para reconocer que la política es un instrumento 
dirigido a canalizar las situaciones de conflicto en una sociedad a través del 
empleo del mínimo posible de fuerza. En última instancia, la política intenta 
eliminar completamente la violencia física, reemplazándola por otras 
formas de «lucha» más  ritualizadas: batallas electorales, debates 
parlamentarios, discusiones en comisión, movilizaciones, campañas 
publicitarias, etc. [4] En esta definición, tan inspirada en los textos de los 
clásicos a partir de Hobbes, política y violencia aparecen como términos 
incompatibles, ya que, en su finalidad, la política tiende a excluir la 
violencia mediante la organización y canalización de la acción a través de la 
«encapsulación» de los conflictos en procedimientos [5] . Sin embargo, en 
la práctica no resulta tan sencillo disociar la violencia de toda acción 
política. Ciertamente, esta fundamenta una gran parte de sus medios de 
intervención en la negociación y la persuasión, pero aparece también repleta 
de gestos y demostraciones de fuerza potencialmente violentos, como las 
incitaciones, las presiones, las amenazas, los excesos verbales, las 
demostraciones masivas (que buscan la intimidación por el número o por la 
organización), las provocaciones o las violencias subliminales. Para Peter 
Calvert, «toda política es producto de la violencia ritualizada» [6] . El 
simbolismo violento basado en la dialéctica excluyente «amigo/enemigo», 
descrita con una intencionalidad nada inocua por Carl Schmitt [7] , es una 
constante del juego político, mezcla de competición y de participación que 
distrae una parte de la energía popular de la concurrencia explícitamente 
violenta. El propio debate parlamentario es la ritualización de ese combate 
y su sublimación, donde los contendientes aceptan unas determinadas reglas 
de juego para que sus seguidores no sobrepasen ciertos límites ni se salgan 
de ciertas normas legales que perjudicarían las aspiraciones políticas del 
colectivo en su conjunto. 


En consecuencia, la violencia política no es un fenómeno específico de 
carácter excepcional, sino que forma parte de un intrincado y extenso 
continuum de acciones de fuerza más o menos aceptadas por la politeya y 
dirigidas a la obediencia o al desacato respecto al poder político. La 
violencia política explícita, que adopta la fisonomía de un enfrentamiento 
físico, no es, por tanto, un caso aparte. Tanto la autoridad del Estado como 
la capacidad reivindicativa de las diversas organizaciones políticas y 
sociales se mantienen por la amenaza constante del uso de la violencia 
fisica como razón última del juego político. Desde la advertencia pública 
hasta el asalto directo al poder, todas estas acciones se refuerzan y se hacen 
creíbles las unas a las otras [8] . Pero, cuando actúa la violencia como 
simple amenaza, trata de economizar el uso de la fuerza. Como afirmó Von 
Clausewitz refiriéndose a la guerra, la violencia política no intenta 
generalmente aniquilar físicamente al adversario, sino quebrar su voluntad 
más rápidamente y con el menor efecto moral o material posible. Y, como 
en la guerra, el uso de la fuerza en la política no suele ser irreflexivo, 
ilimitado o indiscriminado, sino que generalmente está sometido al control 
de una organización, que lo emplea como uno de los varios instrumentos de 
que dispone para la conquista o la conservación del poder. 

Toda táctica de lucha (especialmente en la contienda política, por sus 
complejas implicaciones simbólicas y por el especial énfasis depositado en 
el consenso, básico para la legitimación de todo sistema de poder) aparece 
sometida a ciertas normas que tienden a maximizar los resultados con el 
mínimo coste social y material. Además, se podría aseverar que, a lo largo 
del tiempo, la violencia política ha sufrido un proceso de creciente 
racionalización y cálculo con el propósito de acentuar su eficacia. Tanto la 
violencia de Estado como la violencia subversiva (es decir, la dirigida 
contra el poder existente) presentan gradaciones que van desde las formas 
más simples y desestructuradas de protesta o coerción a la formación de un 
verdadero instrumento de fuerza organizado para la conquista o la defensa 
del Estado. 

No cabe duda de que, en ocasiones, el uso de la violencia ha permitido la 
consecución de objetivos sociales, económicos y políticos de forma más 
rápida que el juego político convencional, como, por ejemplo, sucedió con 
las grandes revoluciones de la primera mitad del siglo XIX (que 
establecieron y ampliaron los derechos de ciudadanía en los regímenes 
liberal-parlamentarios) o las huelgas obreras de fines de la centuria, que 


aceleraron la toma de conciencia de un amplio sector de las masas 
trabajadoras y llevaron a la aceptación gubernamental y patronal de 
relvindicaciones históricas como la jornada de ocho horas. Pero estas 
reclamaciones colectivas se lograban siempre y cuando el recurso a la 
fuerza partiera de un consenso mínimo que, en última instancia, permitiera 
la ritualización del conflicto y su canalización hacia concesiones políticas, 
sociales y económicas concretas. Como parte de una táctica política, la 
aplicación abusiva, continua o indiscriminada de la violencia puede causar 
efectos contraproducentes, como la represión desproporcionada o incluso el 
establecimiento de un régimen de terror sistemático. En no pocos casos, el 
exceso de violencia y su aplicación demasiado persistente y dilatada en el 
tiempo no han mejorado, sino que han deshecho las posibilidades de 
crecimiento y la capacidad reivindicativa de un movimiento político-social, 
cuando la escalada de violencia provocada por un sector del mismo ha 
superado las cotas permitidas por el Estado y (lo que es más importante a 
efectos de legitimación de esta estrategia de fuerza) las soportadas por el 
sector mayoritario de la sociedad. Por eso, el «juego» de la violencia 
política no es, salvo raras excepciones que conducen por un atajo a la 
guerra civil, la opción del «todo o nada» o la «guerra total», más propia de 
los grupos nihilistas de antaño o fundamentalistas de hogaño. Una sociedad 
regulada por un poder que disfrute de un atisbo de legitimidad y muestre 
una mínima eficacia en la resolución de las reivindicaciones colectivas no 
está de forma constante bajo las amenazas de una revolución sangrienta 
dirigida por los grupos disidentes o de un régimen policiaco omnipotente. 
La violencia política tiende siempre a bascular entre la táctica de la escalada 
y formas de interacción más pacíficas (negociación o persuasión) o 
violencias más ritualizadas (coerción subliminal o disuasión) y de menor 
coste social. Todo ello depende de factores imbricados en el contexto social, 
político y económico, las relaciones de fuerzas entre los contendientes 
(siempre con vistas a la obtención o la conservación del poder) y el tipo de 
acción reivindicativa que las organizaciones implicadas consideren más 
adecuada en cada momento. Pero la estrategia es siempre la misma: obtener 
por la vía más rápida posible ciertas compensaciones de un poder 
considerado escasamente receptivo a tales requerimientos. Como vemos, la 
violencia —y mucho menos la violencia en política— no es una manifestación 
anómica del conflicto; suele estar sometida a ciertas reglas generales, 
aparece justificada ideológica y doctrinalmente y pretende formar parte de 


una estrategia política global. Pero es cierto que, en la mayoría de los casos, 
es un utensilio menos ritualizado y normativizado que otros instrumentos de 
concurrencia política, como la propaganda, la lucha electoral y 
parlamentaria, las manifestaciones multitudinarias, etcétera. 

Este carácter ambivalente de la violencia como factor oficialmente 
marginado, pero al tiempo como recurso supremo del debate político, ha 
dado lugar a definiciones impregnadas, de forma más o menos explícita, de 
un cierto relativismo moral y normativo. Así, autores como Edward W. 
Gude la consideran como un recurso o instrumento lícito y vigente para la 
resolución política de los conflictos, aun sin que estos lleguen al rango de 
revolución social [9] . Sin embargo, otros especialistas destacan la 
ilegalidad y la ilegitimidad como principales características del hecho 
político violento, desde el momento en que se emplea la fuerza como único 
recurso para conquistar el poder o dirigirlo por medios presuntamente no 
lícitos. Este tratamiento diferencial del fenómeno según apoye o cuestione 
la legalidad en vigor no resulta sorprendente, ya que la violencia política no 
se distingue de los otros tipos de violencia sino en su intencionalidad, que 
remite a una dimensión ideológica que tiene que ver siempre con la 
legitimidad del poder político constituido [10] . En ese punto, parece 
pertinente exponer lo que entiendo por violencia en política. Podríamos 
definirla como el empleo consciente (aunque no siempre deliberado o 
premeditado), o la amenaza del uso, de la fuerza física por parte de 
individuos, entidades, grupos sociales o partidos que buscan el control de 
los espacios de poder político, la manipulación de las decisiones en todas o 
en parte de las instancias de gobierno y, en última instancia, la conquista, la 
conservación o la reforma del Estado. Esta definición abarcaría desde las 
interpelaciones intelectuales (desde el nivel más bajo de amenazas oO 
justificaciones hasta el más elaborado de teorías e ideologías de la 
violencia) hasta el empleo de la fuerza fisica, siempre que cumplan dos 
requisitos: manifiesten intencionalidad y se dirijan a influir en el vasto 
campo de la estructura política. Permite insistir en el papel estratégico de la 
violencia como medio de negociación y la describe como un proceso 
interactivo que se desarrolla entre varios grupos de actores. Además, 
engloba tanto las actitudes de ofensa al sistema como de defensa del mismo, 
a través de la coerción legal o ilegal y el estado de excepción. Con gran 
perspicacia, una serie de estudiosos de la crisis peruana de los años ochenta 
del siglo pasado definieron la violencia política como un conjunto de 


hechos en el que destacan dos elementos: «primero, dos o más actores 
sociales que son portadores de proyectos políticos asumidos, al menos por 
uno de ellos, como irreconciliables; segundo, la apelación a acciones de 
fuerza, coerción o intimidación como parte dominante de su estrategia o 
metodología para imponer dichos proyectos» [11] . La confrontación de 
proyectos políticos mediante el empleo estratégico de la fuerza debiera ser, 
en efecto, el núcleo central de cualquier reflexión sobre el papel de la 
violencia en la vida pública. 

Desde ese punto de vista, consideraremos como política toda 
manifestación violenta que presente alguna de estas dos características: 


1) Que tenga como objetivo principal el control o el reordenamiento de 
espacios de poder político, la manipulación de las decisiones en todas o 
en parte de las instancias del gobierno (desde la local a la internacional) 
y, en último extremo, la conquista, la conservación o la reforma del 
Estado. A este tipo de acción la llamaremos violencia política deliberada. 
Sin embargo, existen otras modalidades de violencia intrínseca que no 
implican aspiraciones inmediatas de poder, pero que presentan 
características políticas inequívocas. Un ejemplo de ello es la lucha 
«horizontal» librada entre individuos Oo grupos reivindicativos que 
compiten por el control de recursos similares, en una fase previa a la 
obtención de oportunidades políticas que les posibilite lanzar un desafío 
directo al Gobierno, como fueron, por ejemplo, los choques de fascistas y 
nazis con las formaciones obreras antes de su asalto al poder. 

2) Que su objetivo inicial no sea de índole estrictamente política, pero que 
provoque un debate y estimule una toma de posición de los distintos 
actores (desde los individuos a los grupos sociales, organizaciones 
políticas y Estado) en torno a la Administración y el reparto del poder. Es 
lo que llamaremos violencia instrumentalizada con fines políticos. Estas 
confrontaciones con uso intenso de la fuerza pueden tener muy diversos 
detonantes de orden cultural o subcultural, étnico, religioso, corporativo, 
económico, social, etc., pero, para que tengan contenido político, han de 
ser interpretadas consciente o inconscientemente en ese sentido. Esta 
politización se puede realizar desde las tribunas públicas (por ejemplo, la 
crítica parlamentaria o de los medios de comunicación a determinados 
modos de gestión estatal de la violencia social), o desde los movimientos 
contestatarios, que intentan aportar organización y  vertebración 


ideológica a estas protestas que, en su origen, suelen mostrar un limitado 
nivel de proyecto. Casos paradigmáticos de este tipo de violencia 
instrumental son los conflictos laborales (boicots, sabotajes, huelgas 
relvindicativas...), cuyo impulso de protesta trata de ser capitalizado y 
multiplicado en la dirección de una transformación del espacio político y 
social. Un ejemplo de instrumentalización política de un recurso 
reivindicativo de orden laboral lo aportan la «acción directa» y la huelga 
general revolucionaria. Teorizadas en el tránsito del siglo XIX al XX por 
los sindicalistas franceses, se planteaban como acciones de intensidad 
progresiva que tenían lugar en la exclusiva esfera económica, pero, por 
su incidencia en el punto más delicado del sistema de dominación 
capitalista —el aparato productivo—, se convirtieron en poderosas armas 
de transformación política. 


Según la definición que acabamos de proponer, toda manifestación de 
violencia política debe presentar las siguientes condiciones: en primer lugar, 
un nivel mínimo de teorización, destinado en esencia a socializar un 
sentimiento de insatisfacción colectiva, justificar el hecho agresivo en sí y 
ofrecer una alternativa política creíble (revolucionaria, reaccionaria O 
continuista) al statu quo existente; en segundo término, una cierta capacidad 
de organización interna y de influencia exterior, lograda mediante el 
encuadramiento de segmentos más o menos significativos de la población y 
la actividad proselitista y propagandística; por último, una voluntad real de 
actuación o influencia sobre el ordenamiento sociopolítico vigente, sea para 
subvertirlo, reformarlo o reforzarlo mediante la instalación de un 
«contrapoder» o de un «parapoder» efectivos. Ello no quiere decir que no 
exista violencia política que incumpla parcialmente alguno de estos 
requisitos, o que desvíe o complemente sus objetivos de poder interfiriendo 
en otros espacios sociales como, por ejemplo, las relaciones laborales. Tal 
pudo ser el caso del pistolerismo cenetista, degradación de la tradicional 
estrategia sindicalista de «acción directa», donde la lucha económica sin 
intermediarios se percibía como el más eficaz instrumento revolucionario 
contra el Estado burgués. De todos modos, hay que reconocer que el 
planteamiento de la violencia colectiva en su praxis exclusivamente política 
supone un reduccionismo artificial y empobrecedor de los síntomas de unos 
conflictos cuya base originaria de índole económica, social y cultural es 
preciso estudiar en toda su profundidad e implicaciones para comprender 


las causas reales de la violencia. Aunque la violencia política tiene como 
referencia fundamental el poder y sus mecanismos de preservación, no 
hemos de olvidar que ese poder es ejercido en función de los intereses 
morales y materiales de grupos sociales calificables como dominantes, y 
que la lucha política (violenta o no) por el control de los resortes del Estado 
suele ser la manifestación parcial o secuencial de un enfrentamiento social 
más complejo, vasto y duradero. La violencia política organizada se 
entiende —de este modo— como una manifestación muy concreta de la 
conflictividad social en un ámbito cronológico y espacial definido. En la 
mayor parte de las ocasiones, el conflicto político no es sino el precipitante 
y acelerador último hacia la violencia organizada en una situación previa de 
«equilibrio social catastrófico», según la terminología gramsciana. La 
influencia de las estructuras y de los cambios de las relaciones de poder de 
una sociedad en las manifestaciones violentas del conflicto es enorme, 
aunque indirecta, y los cambios sociales redefinen a la vez los campos y las 
estrategias de lucha. Además, como muestra de la interpenetración profunda 
de las causas estructurales de conflicto y de sus expresiones violentas, en 
algunos momentos de especial conflictividad, la violencia deja de tener un 
carácter genuinamente político y cobra una fuerte impronta socioeconómica 
(como fueron en España los casos del «trienio bolchevique» de 1918-1920, 
del «ciclo revolucionario» anarcosindicalista de 1931-1933 o del «periodo 
revolucionario» de 1934), por lo que la diferenciación entre modalidades de 
acción violencia resulta más ardua e incluso improcedente. Pero 
entenderemos que el objeto de estudio es toda violencia impregnada por —o 
encaminada preferentemente a— una acción política destinada a la toma o 
conservación del poder, del cual se precisa saber su estructura, sus recursos 
de legitimidad y sus posibles fisuras. 


EL PROPÓSITO Y LA DISPOSICIÓN DE ESTA OBRA 


Una mirada a la agitada historia contemporánea de España nos podría 
convencer de la importancia de la violencia política como fenómeno 
recurrente. La repetida y, en algún caso, decisiva presencia de esta en la 
trayectoria histórica del país en los últimos dos siglos es uno de los puntos 
de coincidencia más señalados de no pocas de las interpretaciones globales 
del sentido de nuestra contemporaneidad, especialmente las debidas a 


autores extranjeros como Gerald Brenan, Franz Borkenau, Héléne de La 
Souchére o Bartolomé Bennassar, y, en sentido más estrictamente político, a 
Gabriel Jackson o Stanley Payne. Tampoco son ajenos a esta exégesis 
ensayistas autóctonos como Salvador de Madariaga, José Ortega y Gasset o 
Julio Caro Baroja. 

Esta singular percepción de la historia contemporánea española como 
entreverada de episodios de violencia colectiva —especialmente de violencia 
política— no resulta gratuita. La violencia ha sido algo consustancial con el 
desarrollo, evidentemente accidentado, de los procesos de incorporación del 
país a los retos de la modernidad. Más de cien gobiernos, ocho 
constituciones, tres destronamientos, tres guerras civiles de envergadura y 
un gran número de revoluciones, pronunciamientos y golpes de Estado para 
derribar el Gobierno (sin contar los motines y otras alteraciones del orden 
público) atestiguan la inestabilidad del proceso político español en los 
últimos dos siglos. José María Jover destacó la situación crónica de guerra 
civil como uno de los factores condicionantes de la historia política 
española de 1834 a 1874, con tres etapas de conflicto fratricida (1833-1840, 
1848-1849 y 1872-1876), que atestiguan la problemática conformación y 
consolidación del Estado liberal [12] . En efecto, durante el periodo inicial 
de transformaciones económicas, jurídicas y políticas anejas al triunfo del 
liberalismo, las diversas manifestaciones de la violencia política se 
insertaron en un contexto de guerra civil casi permanente. Jordi Canal 
abunda en la caracterización netamente guerracivilista del conflicto político 
español contemporáneo y asevera que «España vivió y sufrió, durante la 
mayor parte del siglo XIX, los efectos de una larga guerra civil, discontinua 
pero persistente, en la que se alternaban periodos de combate abierto, 
conatos insurreccionales, exilios y etapas de tranquilidad más aparentes que 
reales» [13] ; una particular «guerra de los cuarenta años» que modeló el 
Estado, la nación y las formas de la protesta. Sea o no justa esta 
caracterización unívoca de un conflicto político que se expresó por medio 
de múltiples matices y manifestaciones, lo cierto es que las luchas políticas 
del XIX dejaron como herencia una cultura de guerra civil contrapuesta a la 
cultura cívica (en el sentido que Almond y Verba dieron al concepto) o 
consenso de fondo sobre las instituciones y las identidades comunitarias, a 
pesar de los inevitables partidismos políticos y las enemistades ideológicas 
[14] . El hecho de que, a lo largo del siglo XIX, sólo veintinueve años 
estuvieron técnicamente libres de guerra en España o en sus posesiones de 


ultramar es un ejemplo elocuente de la estrecha convivencia colectiva con 
la peor calamidad que puede padecer una sociedad [15]. 

Es indudable que las dificultades para el establecimiento de estructuras 
sociales y políticas estables a lo largo del siglo XIX han tenido estrecha 
relación con la violencia, y que la naturaleza y el papel coactivo del Estado 
han sido esenciales en el desarrollo de este tortuoso proceso. Estabilidad 
social y eficacia del Estado son problemas innegables del desenvolvimiento 
español decimonónico que se prolongan en los siglos siguientes; por 
ejemplo, la cuestión del «orden público» y sus vínculos con el «orden 
social» son asuntos bastante recurrentes en la historia contemporánea 
española, como variable dependiente de este tipo de realidades [16] . Como 
resaltó Julio Aróstegui, si «la presencia significativa de la violencia política 
en la España del siglo XIX se halla ligada a las dificultades de construcción 
de un nuevo Estado moderno [...], ello explica aún mejor la persistencia de 
aquella en el XX» [17] . 

Si se acepta que la violencia política ha sido un factor notablemente 
presente en la historia española contemporánea, las primeras direcciones de 
un estudio serio del fenómeno no podrían ser sino, primero, la de clarificar 
y categorizar lo que entendemos por episodios de violencia política, tal 
como hemos intentado esbozar en las páginas precedentes y desarrollado 
con mucha mayor amplitud en otros trabajos [18] . La segunda dirección 
sería de mayor calado: intentar establecer una perspectiva explicativa que 
tuviera la suficiente amplitud histórica para calibrar esa presencia 
inveterada de los fenómenos de violencia política en España. A pesar de que 
este libro se centre en el entorno de las estructuras de poder, se pretende 
confirmar la hipótesis de que las situaciones de conflicto sociopolítico 
agudo van anejas a los fenómenos de transformación social y económica, y 
que las modalidades de actuación violenta protagonizadas por el Estado y 
sus eventuales retadores cambian según la ubicación de cada sector social 
con referencia al proceso de producción económica, social y cultural y a los 
instrumentos de poder del Estado. Como estudió Edward P. Thompson para 
la clase obrera inglesa, los grupos sociales subordinados transforman sus 
medios reivindicativos según la propia toma de conciencia colectiva y el 
desarrollo de las fuerzas productivas. Ello resulta evidente en el proceso de 
desarrollo capitalista para el proletariado crecientemente organizado, pero 
no lo es menos para unos sectores dominantes que transformaron 
sustancialmente sus instrumentos de violencia y coerción desde los inicios 


de la revolución liberalburguesa a los estertores de la misma. En definitiva, 
y según afirmó Charles Tilly, «la organización de una población y su 
situación política condicionan fuertemente su modo de acción colectiva, y 
esta limita estrechamente las posibilidades de violencia. Así, cada tipo de 
grupo participa en modalidades de violencia colectiva significativamente 
diferentes» [19] . También el Estado moderno —aspirante, según Hobbes, a 
la patrimonialización monopolística de la violencia colectiva—- ha 
perfeccionado y especializado sin cesar sus propios instrumentos de 
consenso (autoridad), coerción (poder) y represión (fuerza), para hacerlos 
más eficaces a las nuevas manifestaciones de disenso sociopolítico [20] . En 
consonancia con estas aseveraciones, la presente obra tratará de integrar en 
el relato los aspectos de orden social y económico que contribuyan a 
contextualizar debidamente el origen y la evolución de los diversos 
repertorios de violencia política. También se prestará atención a los 
dispositivos (militares, milicianos, policiales, gubernativos, legales...) de 
defensa del Estado en cada periodo histórico, en su mutua interacción con 
los grupos que desafían su autoridad. Se expondrán los diversos arquetipos 
violentos, mostrando su origen, su justificación ideológica, sus 
componentes estratégicos, sus resultados prácticos y su difusión en el 
espacio y el tiempo. Por último, se abordará un análisis en términos 
comparativos, ubicando la violencia política en la España del siglo XIX en 
una escala y un contexto histórico adecuados. Se trataría de aclarar que, 
lejos de tratarse de una singularidad de nuestra historia, la violencia política 
es un ingrediente característico en la historia de las transformaciones que 
las sociedades occidentales han experimentado desde las convulsiones 
revolucionarias del último cuarto del siglo XVIII. A tal fin, se tratará de 
buscar comparaciones con otros países de la Europa latina, como Portugal, 
Francia e Italia, sin olvidar el mundo colonial (especialmente, el antillano) y 
otros espacios geopolíticos que tuvieron su incidencia en coyunturas más 
concretas. Y ello sin menoscabar las particularidades de las coordenadas 
españolas de este proceso de creciente globalización de los repertorios de 
protesta violenta y de prevención, coerción y represión estatal que 
atraviesan todo el siglo XIX. 

Los capítulos del libro tienen una estructura cronológica bastante 
convencional (Guerra de la Independencia, época fernandina, construcción 
del Estado liberal hasta el comienzo de la década moderada, reinado de 
Isabel II, Sexenio Democrático y primera etapa de la Restauración), pero el 


texto también puede ser interpretado como la sucesión de tres grandes 
ciclos de protesta: el primero supuso el triunfo de la revolución liberal que 
se inicia en la Guerra de la Independencia y que, tras el imposible retorno al 
absolutismo, se resuelve en el transcurso de una guerra civil que se libró de 
forma intermitente entre 1820 y 1840; el segundo vino marcado por la 
disputa en torno al proyecto hegemónico del liberalismo entre progresistas 
y moderados, que se resolvió a favor de estos últimos en 1843 y 1856; el 
tercero se articuló en torno a los límites del primer experimento 
democrático y arrancó de las conspiraciones progresistas y demócratas de 
mediados de la década de los sesenta para decaer entre los años 1873 y 
1876, abriendo paso a un largo periodo de liberalismo oligárquico que 
comenzó a ser contestado por el movimiento obrero organizado en el 
tránsito del siglo XIX al XX. Esta periodización general ayudaría a 
esclarecer el papel desempeñado por las distintas manifestaciones violentas 
en la conformación de actitudes sociales y políticas de rebeldía o lealtad, en 
el despliegue de modalidades de subversión o de defensa del statu quo, en 
la movilización insurreccional o  contrarrevolucionaria de ciertas 
organizaciones y grupos sociales y en la adopción de subculturas de la 
violencia más o menos caracterizadas. 

Quisiera terminar con un breve capítulo de agradecimientos. Debo mucho 
a la eficacia profesional de los bibliotecarios y bibliotecarias de las dos 
instituciones de cabecera en mi investigación: la Biblioteca Nacional de 
España y la Biblioteca de la Universidad Carlos !II de Madrid. A Jacobo 
García Álvarez y a Encarnación y Carmen García Monerris por haberme 
facilitado la lectura de obras de singular interés para la realización de este 
trabajo. También a mi querido compañero de departamento, Ángel 
Bahamonde, y a mi amigo Emilio La Parra, por su lectura paciente y 
detenida del manuscrito. 

Este libro es el primero de dos entregas que tratarán de ofrecer una visión 
panorámica de la historia de la violencia política en la España 
contemporánea. El diseño inicial de la obra lo hice con Julio Aróstegui, con 
quien tenía previsto escribirla a lo largo de 2013. Su muerte a inicios de ese 
año truncó la empresa, tal como la concebimos en aquel momento. Sé que 
el presente texto es un pálido reflejo de ese afán compartido, pero, a pesar 
de ello, he decidido dedicarlo a su memoria. 
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I 


LA GUERRA DE LA INDEPENDENCIA, LABORATORIO Y 
CRISOL DE LAS VIOLENCIAS DEL SIGLO XIX (1808-1814) 


ENTRE EL ESCORIAL, ARANJUEZ Y MADRID: CONJURAS DE 
PALACIO Y MOTINES EN LOS PROLEGÓMENOS DEL 
ALZAMIENTO ANTINAPOLEÓNICO 


Las primeras manifestaciones de violencia política en los albores de la 
España contemporánea estuvieron vinculadas con las protestas de «ciclo 
antiguo» calificadas por especialistas como Hobsbawm, Rudé, Tilly o 
Thompson como  «preindustriales»,  «prepolíticas», «reactivas» 0 
«arcaicas», que fueron moneda corriente en sociedades que vivían el 
proceso de transición hacia el capitalismo [1] . Sus expresiones violentas 
más habituales (las algaradas y los motines populares, generalmente 
espontáneos y débilmente estructurados desde el punto de vista 
organizativo) estallaban en coyunturas de máxima tensión atizadas por 
problemas de índole social y económica. Se caracterizaban por un estallido 
brusco, motivado por una razón concreta o por un estímulo primario (en 
general, una disminución súbita del nivel de consumo, que podía 
desembocar a corto plazo en hambre y miseria), y presentaban unos 
objetivos no menos inmediatos (la resolución de los problemas más 
acuciantes para la comunidad), aunque mantuvieron pautas de acción 
colectiva complejas, directas, disciplinadas y con objetivos razonablemente 
definidos. Como señaló Charles Tilly, las formas tradicionales de 
descontento popular no tienen, como a simple vista pudiera parecer, un 
desarrollo anárquico y espontáneo, sino que estos repertorios de protesta 
estaban sujetos a procedimientos más o menos pautados, dictados por la 
costumbre, la experiencia y el sentido común [2] . 

Normalmente, el motín no tenía lugar en una situación de máximo 
deterioro de la situación social, política o económica, sino en el momento 
de incertidumbre y expectativa previo a la aparición de una coyuntura 
crítica. En ese contexto de tensión, la propagación de rumores alarmantes 
desempeñaba un papel esencial en la ampliación del descontento. La acción 


comenzaba con un levantamiento espontáneo, generalmente sin instigación 
o conjura previa, en varias poblaciones aisladas entre sí, que se extendía 
merced a la difusión oral del hecho por parte de los viajeros, antes que por 
la supuesta presencia de agitadores profesionales o emisarios secretos. El 
estallido violento se producía en lugares públicos como plazas, calles, 
pósitos, mercados o tahonas y, en muchos casos, lo protagonizaban las 
mujeres, acompañadas de niños y jóvenes, que iniciaban el escándalo con 
alguna agresión aislada a funcionarios o autoridades, el apedreamiento de 
establecimientos públicos o el desarrollo de manifestaciones tumultuarias 
caracterizadas por modos muy laxos de organización y disciplina (aunque, 
en ocasiones, se detecta una cierta jefatura, generalmente no plebeya, sino 
de pequeños empleados de la magistratura y de la Administración civil), por 
la difusión de un programa político predominantemente antifiscal y por la 
violencia dirigida a las propiedades con preferencia sobre la agresión 
personal. El furor popular estaba basado en un repertorio tradicional, donde, 
con el fin de aplicar una justicia elemental, se ejecutaban destrucciones 
rituales y simbólicas sobre los centros del poder local u otras instituciones e 
individuos sospechosos de rechazar o amenazar los valores e intereses 
compartidos y legitimados por la comunidad [3] . 

Originados las más de las veces por un impulso espontáneo, y movidos 
por el carácter instintivo de la masa, los tumultos urbanos duraban pocos 
días, pero podían prolongarse en el ámbito agrario en combinación con 
otras formas de protesta, como incendios o confiscaciones de cosechas, 
asaltos o reparto de propiedades, levantamiento de cuadrillas rurales o 
rebrote de partidas de bandoleros, todas ellas variantes campesinas del 
espíritu «revolucionario» de la plebe urbana. La dinámica tumultuaria no 
impedía que los motines pudiesen derivar hacia objetivos más ambiciosos 
de tipo político aunque, tras los mismos, no solía producirse un cambio 
evidente y duradero sino, con frecuencia, un retorno a la situación anterior. 


De Esquilache a Godoy: conjuras y motines antiministeriales en la etapa 
final del Antiguo Régimen 


Los motines que estallaron en España en la primavera de 1766 contra el 
ministro reformista marqués de Esquilache, que fueron los más grandes de 
Europa, hasta los acaecidos en Francia en 1789, adoptaron la fisonomía de 


altercados populares contra la crisis de subsistencias. El 10 de marzo 
comenzó en Madrid una espiral de sucesos cada vez más violentos: multas, 
forcejeos, amenazas, arrestos y manifestaciones de descontento contra las 
autoridades, hasta que el 23 estalló un motín cuya represión costó 40 
muertos y centenares de heridos. Hay indicios de que estas protestas 
estaban vinculadas a algún tipo de conjura elitista —aristocrática, jesuita y 
antiilustrada en este caso— y tuvieron, ciertamente, una amplia incidencia 
geográfica (Aragón, Castilla, Guipúzcoa, Valencia, Murcia, Andalucía e 
incluso América), pero, a pesar de mostrar algún atisbo de programa 
político, cuartearon, pero no hundieron, la estructura política y social del 
Antiguo Régimen [4] . 

Además de la adopción de las consabidas acciones punitivas, se adoptaron 
las primeras medidas encaminadas a la creación de un cuerpo de seguridad 
especializado: la Real Cédula del 6 de octubre de 1768 impulsó la primera 
gran reforma de la Policía borbónica, ya que estableció la división de 
Madrid en ocho cuarteles bajo la autoridad de otros tantos alcaldes de barrio 
que actuarían como jueces encargados de la vigilancia y la represión de la 
delincuencia, si bien su gestión se realizaba con fuertes dosis de 
paternalismo y caridad cristiana [5] . El 3 de agosto de 1769, otra Real 
Cédula ordenaba el establecimiento de los alcaldes de barrio en cuantas 
ciudades tuviesen Chancillería y Audiencias, con lo cual se incrementó 
notablemente el control teórico sobre la población urbana. El 17 de marzo 
de 1782, Floridablanca promovió la creación de la Superintendencia 
General de Policía, cuya misión era juzgar y sancionar las actitudes 
delictivas, al margen de los alcaldes de Casa y Corte. Estas primeras normas 
trataban de unificar las diversas leyes e instancias especializadas en el 
mantenimiento del orden interior, pero su acción se limitaba, por el 
momento, a la capital del reino. 

Los trastornos provocados por la Revolución francesa se tradujeron en una 
involución en las actitudes políticas que tuvieron un reflejo inmediato en la 
seguridad pública. La Superintendencia de Policía fue suprimida por Real 
Cédula del 4 de junio de 1792, que señaló el retorno al Reglamento de 1768 
[6] . Desde el 4 de enero de 1791 hasta el 27 de marzo de 1792 funcionó 
una Comisión Reservada en tareas de Policía política antirrevolucionaria, 
dedicada a la matrícula de extranjeros, el contraespionaje y la censura 
política y religiosa. 


A raíz de la Guerra contra la Convención se produjo el primer intento de 
formar a unidades de voluntarios armados para asegurar el orden en las 
ciudades en sustitución de un Ejército Real que participaba con todas sus 
fuerzas en la lucha contra la Francia revolucionaria. El precedente 
inmediato de este tipo de unidades fueron las Milicias Provinciales que 
habían surgido en plena Guerra de Sucesión como un verdadero ejército de 
reserva. Estas Milicias obtuvieron su reglamento en 1767, por el que se 
disolvieron todos los cuerpos armados medievales de guardia en ciudades, 
fronteras y puertos. A partir de 1794, Godoy formó compañías de Milicia 
Urbana en ciudades como Madrid, Barcelona y Zaragoza, que tomaron el 
nombre de «Voluntarios Honrados», en un concepto cuasigremial de 
acusado tono moralista que, convenientemente actualizado, sería asumido 
pocos años después por la Milicia Nacional de talante liberal. Godoy 
entregó esta iniciativa de defensa a los particulares, pues no deseaba 
institucionalizar esta fuerza ciudadana como milicia armada en la que se 
pudieran difundir las ideas revolucionarias. Prueba de estas reticencias 
respecto a la lealtad al Antiguo Régimen de los «Voluntarios Honrados» fue 
su rápida disolución tras la Paz de Amiens de marzo de 1802. 

Los siguientes motines, producidos en 1789 en Barcelona, en 1790 en 
Orense y en 1793-1794 y 1800-1801 en Valencia fueron el reflejo de las 
dificultades económicas agudizadas por el coste de las guerras contra la 
República Francesa y el miedo al contagio revolucionario, que prefiguran 
los movimientos populares de la primavera de 1808. En ese contexto de 
tensión entre intransigentes y conciliadores, que desembocó en el 
encumbramiento de Manuel Godoy y el retorno a la amistad con Francia, el 
3 de febrero de 1795 se descubrió la conjura del «Cerrillo de San Blas» 
urdida por el pedagogo ilustrado Juan Bautista Mariano Picornell y Gomila 
con el apoyo de algunos aristócratas del «partido aragonés» contrarios a 
Godoy para inducir un motín popular en Madrid, constituir una Junta 
Suprema revolucionaria y proclamar un régimen de «libertad, igualdad y 
abundancia», sin que estuviera claro en las proclamas y manifiestos que se 
conservan si los implicados se decantaban por la monarquía constitucional 
o por la república [7] . 

Los nefastos resultados de la alianza con la Francia revolucionaria figuran 
en el trasfondo de la creciente impopularidad del Príncipe de la Paz, que, 
como bien planteó en su momento Jean-René Aymes, se extendió por todos 
los sectores de la sociedad. El «partido aristocrático» buscó en el príncipe 


Fernando un contrapeso e incluso una alternativa al omnímodo poder del 
amigo personal de los reyes. Tras el destierro en 1805 de nobles y 
eclesiásticos de esa tendencia, la campaña antigodoísta se intensificó, 
afectando a la imagen pública y privada de los monarcas. 

La presión napoleónica sobre la monarquía española con la excusa del 
bloqueo continental contra Inglaterra alimentó una nueva conjura, esta vez 
de carácter palaciego: el 30 de octubre de 1807 se hizo público un proceso 
sustanciado en El Escorial en el que Carlos IV denunciaba al príncipe de 
Asturias como reo de alta traición por haber alimentado una conspiración 
para derrocarlo. Al parecer, hacia marzo de 1807, Fernando había entablado 
contacto con el canónigo Juan Escoiquiz, que había sido desterrado en 
Toledo. Se trataba de concertar una entrevista privada del príncipe de 
Asturias con su padre para relatarle las infidelidades de la reina con Godoy 
y negociar su matrimonio con una dama del entorno de Napoleón o de sus 
aliados. Escoiquiz recabó la ayuda de aristócratas de la oposición 
antigodoísta como el duque del Infantado, el conde de Orgaz y el marqués 
de Ayerbe, además del embajador francés Francois de Beauharnais. A la 
muerte del rey (eventualidad que no se descartaba), Infantado asumiría el 
control militar de Castilla la Nueva, incluida la Corte y los Reales Sitios. 
Sin embargo, el 27 de octubre se registró por orden real los aposentos del 
príncipe, donde se encontraron documentos comprometedores. Tras ser 
confinado en su cuarto, Fernando admitió su culpabilidad el 29 y comenzó a 
facilitar los nombres de los conjurados, que fueron detenidos. El incidente 
sacó la crisis política, dinástica, y familiar a la luz pública y tuvo un fuerte 
impacto en la sociedad española. La conspiración había sido descubierta en 
el momento de la firma del Tratado de Fontainebleau, que estipulaba la 
invasión militar conjunta franco-española de Portugal. Aunque don 
Fernando fue perdonado el 5 de noviembre por su padre, que había sido 
convenientemente presionado por Napoleón, el «caso» contribuyó a que el 
descrédito de Godoy fuera en aumento; tanto más cuanto 65.000 soldados 
franceses estaban atravesando los Pirineos camino de Portugal con su 
temeroso beneplácito. El 25 de enero de 1808, el tribunal encargado de 
juzgar a los cómplices del príncipe emitió sentencia absolutoria para todos 
los encausados, alegando falta de pruebas, aunque algunos notorios 
fernandinos fueron desterrados. La conspiración quedó momentáneamente 
desarticulada, pero su desenlace mostró la débil posición política del 


favorito ante la nobleza palaciega desplazada por los partidarios del 
Príncipe de la Paz [8] . 

La conjura de palacio —esto es, los actos desestabilizadores que se 
preparan y ejecutan en y contra las altas esferas del poder político— 
engloban una variada gama de acciones de fuerza protagonizadas por 
grupos reducidos de personas que disponen de un elevado potencial de 
movilización de recursos, pero que los emplean en  subvertir 
moderadamente la situación política, sustituyendo a los titulares del poder 
estatal o presionándolos para que efectúen un cambio en la línea de 
gobierno, aunque sin llegar a una transformación relevante de los resortes 
institucionales o de las bases de apoyo del régimen político. Esta modalidad 
violenta acoge una serie de expresiones sediciosas cuya tradición histórica 
se remonta a la Antigiledad, y que aparecen estrechamente vinculadas a 
fenómenos sociopolíticos más contemporáneos, como el pretorianismo, de 
ahí que se pueda incluir en su seno manifestaciones violentas como el motín 
militar o el pronunciamiento. El complot o la conjura palaciega siempre 
venían precedidos de una conspiración protagonizada por un segmento de la 
elite, que iniciaba un proceso reservado de acopio de recursos y de 
concertación de voluntades con vistas al desencadenamiento de un acto 
ilegal de protesta. La conspiración puede presentar una variada tipología 
según su grado de organización y desarrollo: la intriga (colusión informal 
entre un grupo reducido de personas), el contubernio (conspiración informal 
de un colectivo más amplio), la conjura (proyecto subversivo elaborado en 
detalle por un grupo pequeño de implicados) o el complot (plan 
desestabilizador de amplias ramificaciones, que actúa como antesala de un 
golpe de Estado). La conspiración se diferencia de otras formas de acción 
política por su secretismo, su limitada movilización de recursos coactivos 
inmediatos y su escasa implicación popular directa. En la conspiración 
como proyecto de minorías, la reserva resulta obligada, no sólo por la 
clandestinidad forzada ante la presumible represión, sino también por una 
presunta debilidad de las propias fuerzas políticas, que no es aconsejable 
divulgar. Para superar esta situación, las elites conspiradoras tienden a crear 
sus propias organizaciones clandestinas para tratar de ampliar su apoyo 
social e institucional. Aunque la cuantía de los recursos movilizados 
siempre es muy limitada, los medios de gestión de la organización 
clandestina deben adquirir la suficiente complejidad, descentralización y 
diversificación como para poder, si no competir, al menos burlar los 


engranajes represivos del Estado. Como señala Tilly, la organización 
conspirativa tiene la virtualidad de maximizar las oportunidades disponibles 
a la hora de calcular el momento adecuado para ejecutar un alzamiento 
contra el Gobierno al menor coste posible [9] . 

La conspiración no es una modalidad violenta per se, sino que aparece 
más bien como la fase preliminar o constitutiva de otras acciones de fuerza 
no espontáneas ni «eruptivas», desde un golpe de Estado a una revolución, 
que requieren un mínimo de organización previa y unas condiciones 
esenciales de seguridad para sus inspiradores y ejecutores. La diferencia 
entre la conjura y otras formas de violencia política organizada también 
tiene que ver con su escala: si el descontento social es grande, los dirigentes 
de la trama conspirativa lo encauzarán hacia insurgencia o la guerra civil, 
pero si el descontento, o la capacidad para expresarlo, resulta muy limitado, 
su recurso provisional es permanecer al acecho como conspiradores. 
Factores como una capacidad represiva muy alta o muy baja por parte del 
Estado, la dudosa lealtad de las fuerzas del régimen o el apoyo implícito de 
amplios sectores sociales descontentos que no pasan a la acción pueden 
facilitar el desarrollo de una conjura. Si la capacidad de represión oficial es 
fuerte, los conspiradores sólo pueden prosperar si gozan de un cierto grado 
de apoyo institucional (por ejemplo, convirtiendo a su causa a una parte de 
las fuerzas gubernamentales o garantizando, al menos, su neutralidad), o si 
aplican la violencia en pequeña escala, con el objeto de erosionar las bases 
del régimen y fomentar el descontento popular, lo que aumentaría las 
probabilidades de estallidos violentos de mayor importancia. Un nivel 
coercitivo muy alto o una amplia permisividad oficial facilitan la 
conspiración, mientras que un nivel medio de control gubernamental 
favorece otro tipo de manifestaciones de rebeldía abiertamente violentas, 
como la insurrección o la guerra interna. Cuando la legitimidad y el control 
coercitivo del Gobierno se debilitan, la conspiración latente puede dar un 
salto cualitativo hacia la conjura de palacio o el golpe de Estado, pero, si las 
lealtades son firmes, sólo queda a los conspiradores el recurso a métodos 
violentos más enérgicos y prolongados, como la guerrilla o el terrorismo, 
con la esperanza de erosionar el sistema aumentando el descontento y 
acercando el conflicto político violento a los aledaños de la guerra civil [10] 


El restablecimiento de la Superintendencia General de Policía el 13 de 
diciembre de 1807, en los mismos términos en que había funcionado entre 


1782 y 1792, se inserta en la intención de Godoy de contrarrestar la 
disidencia política, manifestada en las conspiraciones republicana de 1795 y 
fernandina de 1807. La Superintendencia, que no logró desarticular la 
conjura que desembocó en el motín de Aranjuez, sería disuelta por el nuevo 
poder real el 20 de marzo de 1808, en vísperas de la invasión francesa. 

A la altura de marzo de 1808, el ambiente en Madrid era completamente 
hostil a Godoy. Incluso se especulaba con una posible ayuda francesa para 
derrocarlo, lo que supondría, de forma casi inevitable, el acceso al trono del 
príncipe Fernando. Godoy concentró tropas en Aranjuez y se dispuso a 
efectuar un repliegue táctico hacia el sur en compañía de los reyes. En 
paralelo, agentes a sueldo del infante don Antonio, del duque del Infantado 
y del conde de Altamira comenzaron a reclutar a voluntarios en los pueblos 
vecinos pare acudir al Real Sitio en defensa del príncipe de Asturias. 

En la primavera de 1808, estallaron dos motines consecutivos: el primero 
aceleró la crisis de la dinastía y el segundo, la crisis del Estado. El de 
Aranjuez, desarrollado entre la noche del 17 y la tarde del 19 de marzo, no 
fue un movimiento espontáneo contra el impopular Gobierno de Godoy, 
sino una intriga conectada con la conjura de El Escorial e instigada por el 
aristocrático «partido» fernandino (con figuras como Pedro de Alcántara 
Álvarez de Toledo y Salm-Salm —duque del Infantado— y Eugenio Palafox y 
Portocarrero —conde de Montijo- como actores destacados), que había 
fracasado en su conjura dinástica el año anterior y que ahora pretendía 
evitar la salida de los reyes hacia Andalucía y acabar políticamente con el 
favorito. Según algunas fuentes, el movimiento comenzó con un disparo de 
señal en la medianoche del 17 al 18 y finalizó día y medio más tarde con la 
detención de Godoy. El Ejército fue un mero espectador de los sucesos, y el 
pueblo quedó situado en un segundo plano, relegado a simple instrumento 
de ejecución de la conjura urdida por la aristocracia fernandina [11] . 
Aunque hubo intentos subversivos en los cuarteles y alborotos en las 
provincias y la capital (donde, el 20 de marzo, las turbas atacaron la iglesia 
de San Juan de Dios y las casas del ministro de Hacienda Miguel Cayetano 
Soler y de allegados y familiares del Príncipe de la Paz), el incidente tuvo 
más de «complot de palacio» que de auténtico movimiento popular. Como 
hemos dicho, las «revueltas de palacio» —es decir, los actos 
desestabilizadores que se preparan y se ejecutan en las más altas esferas del 
poder político- suelen ser conflictos típicos de regímenes poco 
evolucionados  institucionalmente, escasamente representativos 0 


fundamentados en legitimidades de tipo tradicional, donde las antiguas 
elites aristocráticas tienen todavía un papel político relevante. Hoy día, este 
tipo de actuaciones aparecen estrechamente vinculadas a fenómenos 
sociopolíticos más contemporáneos, como el pretorianismo, pero, en marzo 
de 1808, el Ejército Real carecía de capacidad y liderazgo para ejercer este 
tipo de iniciativa política y fue más observador que impulsor de la protesta 
violenta, como también sucedería mes y medio más tarde. En cuanto al 
pueblo, aunque había sido manipulado, tuvo una intervención decisiva, ya 
que la presión en la calle no sólo consiguió la renuncia de un odiado 
ministro (como había ocurrido con Esquilache, en 1766), sino también la 
abdicación de un soberano y el acceso al trono de un nuevo rey, legitimado 
por esta particular forma de «plebiscito» armado. 

El motín de Aranjuez, que ha sido calificado por Miguel Artola como un 
golpe de Estado impulsado por una elite cuyo único plan definido era 
acabar con Godoy [12] , arrojó como resultado imprevisto la crisis de la 
institución dinástica. Los sucesos convencieron a Napoleón de la debilidad 
de la monarquía española, y lo animaron a hacer efectivo el destronamiento 
de los Borbones. Tras la revuelta palaciega tuvo lugar en Madrid una oleada 
de violencia callejera entre los soldados franceses y los civiles españoles, 
que el 25 de marzo mataron a un militar galo e hirieron a otros dos cuando 
trataron de impedirles paso a un burdel de la calle San Antonio. Las 
secuelas del motín de Aranjuez se prolongaron hasta inicios de abril. En 
toda España menudearon los incidentes: el 11 y el 18 de abril, en 
Valladolid; el 18, en Burgos —con cuatro víctimas mortales—; el 19 en 
Vitoria, cuando el pueblo intentó impedir que Fernando VII partiera hacia 
Francia, y el 20 en Madrid, al circular el rumor de que agentes franceses 
pretendían imprimir panfletos favorables al destronado Carlos IV. El 21 de 
abril se produjeron disturbios en Toledo y el 24, en León. La escalada 
violenta fue en aumento cuando, a fines de abril, llegaron a la Corte los 
rumores del arresto de rey Fernando en Bayona. El 26, tres soldados 
franceses asesinaron y robaron a un civil y, al atardecer, uno de los 
ayudantes de Murat dio muerte a otro vecino en una reyerta. Al día 
siguiente, un mercader hirió gravemente a otro militar, y esa mañana siete 
soldados franceses fueron agredidos, resultando tres de ellos gravemente 
heridos. Murat movilizó las tropas en un despliegue preventivo y el 30 
ordenó que los últimos miembros de la familia real marcharan a Bayona. 
Aquel día y el siguiente, el pueblo se concentró frente a Palacio a la espera 


de noticias. Se pidió a la Junta de Gobierno (que en ausencia del monarca 
fue designada, según Real Decreto del 8 de abril, para despachar «los 
negocios graves y urgentes que puedan ocurrir, oyendo antes a mis 
secretarios de Estado y del Despacho») el reparto de armas. Esta se negó y 
ordenó el acuartelamiento de las tropas españolas, que sumaban 3.000 
hombres. Todos esos acontecimientos enlazan, sin solución de continuidad, 
con el comienzo de la actividad de Murat, por orden de Napoleón, en favor 
de la vuelta al trono de Carlos IV y el inicio de una campaña de propaganda 
que pretendía, en realidad, crear el clima favorable para un cambio de 
dinastía. 


¿Explosión de xenofobia o alzamiento nacional? Las diversas lecturas del 
Dos de Mayo 


Como en otros grandes motines urbanos, la conjugación de hostilidad e 
incertidumbre, atizadas por el efecto deletéreo del rumor, precipitaron un 
brusco estallido de violencia. El levantamiento popular del Dos de Mayo 
comenzó a las 9 de la mañana, cuando un grupo de partidarios de don 
Fernando encabezados por el maestro cerrajero José Blas de Molina (que 
había participado activamente en el motín de Aranjuez) pregonó que los 
franceses estaban a punto de llevarse a los últimos miembros de la familia 
real camino de Bayona. Al grito de «mueran los franceses», trataron de 
penetrar en Palacio y detener el carruaje que llevaba al infante Francisco de 
Paula, pero, en el forcejeo, mataron a un soldado galo que se dirigía al 
cuartel de San Nicolás. Murat respondió convocando un batallón de 
granaderos de la Guardia y disolviendo a la multitud con las salvas de tres 
piezas de acompañamiento situadas en la plaza de Oriente, que provocaron 
una decena de muertos y heridos, mientras el resto de los congregados era 
dispersado por un escuadrón de cazadores polacos. Este gesto de agresión 
elevó uno de los tumultos habituales de aquellos días al rango de una 
extensa revuelta urbana contra el dominio francés. La particular dinámica 
en espiral de noticias no confirmadas recorrió toda la población, que pasó 
de la incomodidad ante la presencia francesa a la hostilidad manifiesta y, 
luego, al odio y al ensañamiento. La multitud, manipulada en parte por 
agentes fernandinos, exigió a sus autoridades municipales que dimitieran o 
se adhirieran a la proclamación de guerra contra Francia. Como respuesta, 


Murat ordenó el despliegue de una fuerza de entre 20.000 y 27.000 
hombres, que fueron aleccionados para efectuar una rápida limpieza de las 
calles [13]. 

Las columnas entraron simultáneamente por las distintas puertas de 
Madrid: 3.000 soldados acampados en el Buen Retiro y los cuarteles del 
Pósito se dirigieron a la calle de Alcalá, la Carrera de San Jerónimo, la calle 
Mayor y la Puerta del Sol (donde la lucha contra miles de paisanos se 
prolongó por más de dos horas) [14] ; desde la Puerta de Fuencarral y el 
Puente de Segovia, 4.000 infantes de la primera división entraron en la 
ciudad por la Puerta de Toledo y, desde El Pardo y Puerta de Hierro, otro 
fuerte contingente de tropas se dirigió a la Puerta de San Vicente. Partidas 
armadas que dirigían líderes espontáneamente surgidos del vecindario 
trataron de oponerse a las fuerzas de Murat. Los caudillos populares 
también cercaron los cuarteles para evitar la salida de tropas y ordenaron la 
erección de barricadas en los accesos a la ciudad [15] . En su marcha desde 
el este, los fusileros del coronel Friederichs lograron ocupar la plaza Mayor 
y las de Santa Cruz y Antón Martín, estableciendo contacto con la caballería 
ligera de Grouchy, con lo que la ciudad quedó dividida en dos sectores a lo 
largo de las calles Mayor y Atocha. Mientras tanto, la guarnición española 
de entre 4.500-5.600 hombres permanecía acuartelada por orden del capitán 
general Francisco Javier Negrete por indicación del afrancesado ministro de 
la Guerra, Gonzalo O”Farrill. Al mediodía, se mantenían focos de 
enfrentamiento en la Puerta del Sol, Antón Martín, Plaza Mayor, Puerta 
Cerrada y el parque de artillería de Monteleón, que fue el único 
establecimiento militar que se alzó en armas y fue defendido desde las 9:30 
hasta las 14:00 horas por 20 artilleros, 40 miembros del Cuerpo de 
Infantería de Voluntarios de Estado y 80 paisanos, frente a 2.000 soldados 
imperiales —la mayoría, italianos— de la segunda división al mando del 
general de brigada Jacques Lefranc. Salvo en ese recinto, la resistencia tuvo 
un carácter popular y no planificado, sin organización ni estrategia, tal 
como se evocaba exactamente un siglo después de los sucesos: 


Balcones, ventanas, guardillas y tejados vomitaron piedras, pedernales, ladrillos y tejas, 
arrancadas con las manos; calderas de agua hirviendo, mesas, bancos, barreños, muebles 
destrozados y todo cuanto pudiera descalabrar, herir, magullar o producir la muerte. Con la 
celeridad del rayo cundido y se propagó instantáneamente por todo Madrid aquel furor, aquella 
ceguedad, aquella rabia trágica y sublime [16]. 


La revuelta, en la que no faltaron los saqueos de casas marcadas por haber 
sido el escenario de ataques a los soldados imperiales y las muertes 
indiscriminadas de viandantes, finalizó a las cinco de la tarde con un 
balance de víctimas aún no esclarecido. Las cifras más plausibles hablan de 
400 a 500 muertos y 200 heridos entre los madrileños, incluidos 80 
fusilados en la madrugada del 2 al 3 de mayo previo juicio sumarísimo ante 
una comisión militar francoespañola [17] . Las pérdidas del Ejército francés 
oscilan entre los 100 muertos y 1.000 heridos que evalúa Aguilera a las 145 
bajas que censa Pérez de Guzmán, las 150 (14 de ellas «definitivas») 
reseñadas en los informes del general Grouchy y los 1.600-1.700 muertos, 
cerca de 500 heridos y más de 200-300 desaparecidos reseñados en otras 
fuentes mucho menos fiables [18]. 

La Junta de Gobierno (Azanza y O”Farrill) trató de negociar la paz con 
Murat, pero el día 4 este se colocó al frente de la misma y deportó a Francia 
a su anterior presidente, el infante don Antonio Pascual [19] . Ello puso en 
evidencia que Napoleón había decidido hacerse con el control político y 
militar del país, que quedaba sumido en la tesitura de someterse o hacer 
frente a una invasión foránea arma en mano. 

Aún se debate si el Dos de Mayo fue el último acto de la conspiración 
contra Godoy, un remedo de la Grande Peur francesa del verano de 1789 
(pero en sentido abiertamente contrarrevolucionario), una revolución 
frustrada o un brote de xenofobia alentada por curas y frailes [20] . La idea 
que predomina en la actualidad es que no existió un patrón único de 
levantamiento y que es más necesario matizar que rechazar radicalmente su 
carácter espontáneo. Ninguno de los historiadores que ha investigado en las 
últimas décadas los hechos sostiene con rotundidad que los sucesos de 
Madrid fueran el resultado de una conspiración y, menos todavía, que eso 
acaeciese con carácter general en los ulteriores levantamientos de las 
provincias. No hay fuentes documentales que permitan corroborar este 
aserto, y las investigaciones recientes no han aportado nada nuevo sobre 
esta cuestión [21] . La llamada «confabulación de los artilleros» es de sobra 
conocida por la historiografía desde que Pérez de Guzmán la sacó a la luz 
en 1889 [22] y, como bien señaló Artola en 1968, no tuvo nada que ver con 
el estallido popular [23] . Se trataba de un plan exclusivamente militar para 
hacer frente a los ejércitos franceses que le fue comunicado al ministro de la 
Guerra y que este se encargó de desbaratar [24] . El motín popular cogió 
por sorpresa a Daoíz, Velarde y sus compañeros de armas, que sólo se 


unieron a él cuando ya había comenzado. La teoría conspirativa tiene su 
más sólido apoyo en la actuación del «partido aristocrático», convertido en 
fernandino, que se había confabulado contra Godoy antes de la invasión 
francesa, y cuya actividad política sería decisiva en las primeras 
movilizaciones populares contra la ocupación francesa en zonas como 
Asturias, Valencia, Aragón y Sevilla [25] . En suma, en el luctuoso suceso 
confluyeron la respuesta popular espontánea a una situación política que se 
rechazaba, la conjura militar y el rumor de una insurrección proyectada por 
los aristócratas fernandinos [26] . 

El Dos de Mayo —un motín antifrancés que se parece más a los que venían 
ocurriendo desde mediados de abril que a los posteriores— no provocó una 
insurrección general e inmediata, pero su impacto no debe ser 
minusvalorado, ya que, como la Masacre de Boston del 5 de marzo de 
1770, actuó como evento trágico que estimuló una movilización rápida y 
masiva de la población. Desde entonces, la violencia popular sería 
resignificada por la propaganda coetánea (socializada por la Iglesia como 
principal máquina de propaganda y de activismo antifrancés) como derecho 
de defensa legítima contra un invasor extranjero [27] . 

El bando de los alcaldes de Móstoles dejó un reguero de motines e 
incidentes en la mitad sur del país, atizados por la inacción de la Junta de 
Gobierno y los miembros de los distintos Consejos residentes en la capital, 
que remitieron a provincias mensajes de tono apaciguador. El correo o la 
difusión de la información oficial, que incluía el bando represivo de Murat, 
estimularon un proceso de rebelión gradual pero generalizada. 


ECOS DE MAYO: EL BINOMIO REBELIÓN URBANA/MOVIMIENTO 
JUNTERO Y LA PROGRESIVA NACIONALIZACIÓN DE LA 
RESISTENCIA ARMADA 


Entre los sucesos de Madrid y el levantamiento generalizado, 
transcurrieron unas dos semanas. La ola de rebeliones comenzó en Asturias, 
donde Gijón se adelantó a Oviedo al constituir su junta el 5 de mayo, cuatro 
días antes de que en la capital se apedreara a los magistrados de la Real 
Audiencia que quisieron publicar un bando conminatorio de Murat y otro 
del Consejo de Castilla, donde se llamaba a mantener el orden y respetar a 
las tropas francesas. Acto seguido se estableció la Junta General del 


Principado, que comenzó el alistamiento de soldados y envió a emisarios a 
La Coruña, Santander y León, antes de constituirse en Junta Suprema 
soberana el 25 de ese mes. Los levantamientos de Santander, León y 
Galicia, que tuvieron estrecha conexión con los sucesos de Oviedo, 
siguieron un protocolo similar: manifestaciones tumultuarias en favor de 
Fernando VII o en contra de Napoleón, reclamación a las autoridades 
locales para que declararan la guerra a Francia, agresiones a las más remisas 
a aceptar las exigencias populares, ocupación y ataque a las sedes 
municipales o judiciales, asaltos a cuarteles y arsenales, reparto de armas a 
la población, creación espontánea de milicias cívicas, nombramiento de 
nuevas autoridades y erección de juntas locales y provinciales. 

Los alborotos y los movimientos patrióticos e insurreccionales de mayo- 
junio de 1808 estuvieron en íntima relación con la constitución del 
contrapoder revolucionario por antonomasia en la historia contemporánea 
española: el junterismo. El vacío de poder generado por la ocupación de 
facto de los resortes gubernamentales por el Ejército francés facilitó las 
iniciativas de las autoridades inferiores (alcaldes) y la constitución de 
instituciones hasta entonces inéditas, como las juntas locales y de 
armamento, las juntas provinciales y la Junta Suprema de España e Indias 
creada en Sevilla el 27 de mayo, que pronto extendió su influjo a Córdoba, 
Jaén y Granada, y que declaró solemnemente la guerra a Napoleón el 6 de 
junio. A pesar de los ecos lejanos de las Comunidades de Castilla, la 
secuencia revolucionaria insurrección urbana-junta-movilización bélica 
resultaba una novedad en la España de inicios del XIX, aunque pueden 
rastrearse algunas semejanzas con el procedimiento coetáneo seguido en 
otros países para impulsar sus guerras de liberación nacional: 


El levantamiento que llevó al poder a las juntas y provocó el comienzo de la guerra es un 
acontecimiento único en la Europa de la época. Encontramos similitudes en los que se produjeron 
en algunas ciudades del norte de Italia contra la ocupación republicana o en el sur de esa 
península contra la napoleónica, también en el de Tirol de 1809 o en el portugués, este claramente 
derivado del español, pero ni su dimensión, ni su duración, ni la capacidad de crear un poder 
revolucionario que fuera capaz de organizar con éxito la resistencia y establecer un gobierno 
paralelo al de los ocupantes son comparables [28] . 


Tras la comunicación el 20 de mayo en la Gazeta de la abdicación de 
Fernando, las noticias de los primeros chispazos de la insurrección en varias 
partes de España, y el rumor de una levée en masse de jóvenes españoles 
para la Grande Armée napoleónica, se produjeron de forma espontánea 


levantamientos en toda España, que condujeron a la formación de juntas 
provinciales más o menos revolucionarias, las cuales nacieron desde abajo, 
por presión popular en forma de motines ante el vacío de poder existente, 
pero que fueron inducidas por conspiradores fernandinos y asumidas a 
regañadientes por las autoridades legítimas. De este modo, las viejas elites 
fueron cooptadas para la revolución, e incluso algunas la lideraron. Los 
motines posteriores al Dos de Mayo no fueron sólo actos de resistencia 
contra los franceses, sino movilizaciones dirigidas a provocar cambios en el 
poder político, todavía residualmente godoísta [29] . 

El proceso de contagio revolucionario a nivel local se prolongó por 
espacio de unas tres semanas. Las revueltas comenzaron el día 23 de mayo 
en Valencia y Cartagena, aunque, en esta última ciudad, ya hubo agitación 
el día anterior. En esa fecha también se destrozaron en las calles de 
Barcelona los carteles que anunciaban las abdicaciones de Bayona. Las 
primeras juntas se establecieron en Cartagena el 24, en Asturias en la 
madrugada del 24 al 25 y en Valencia el día 25. Al día siguiente, los 
patriotas se hicieron con el poder en Zaragoza —donde el levantamiento 
había comenzado el 24, aunque inicialmente no se formó una Junta— y se 
sublevaron Santander, Santiago y Sevilla. El 27 estalló la insurrección 
popular en León, que constituyó su Junta el día 30. El 28 lo hicieron Cádiz, 
Lérida (donde el 2 de junio se creó la Junta interina del Principado de 
Cataluña, si bien la definitiva se estableció el 18) y Palma de Mallorca, 
aunque allí la formación de la Junta se retrasó hasta el 30. Ese día, el 
contrapoder patriota se estableció en La Coruña, Badajoz y Tarragona, y el 
31 en Zamora, donde la Junta se constituyó oficialmente el 2 de junio. A 
fines de mayo se produjeron choques callejeros entre soldados franceses y 
manifestantes en Barcelona, y comenzaron los incidentes en Valladolid, 
donde la resistencia del general Gregorio García de la Cuesta retrasó la 
formación de la Junta de Armamento y Defensa hasta el 2 de junio. En 
Segovia, los incidentes se iniciaron el 1 de junio y la Junta se estableció el 
día 3. En Soria fue el día 3 cuando se produjo el motín y, en Salamanca, el 
4, lo mismo que en Ciudad Rodrigo. En Gerona, el nuevo poder se 
conformó el 5 de junio. En muchas ciudades la formación de las juntas se 
retrasó varios días desde el comienzo de las movilizaciones populares; 16 
de ellas se convirtieron en supremas, asumiendo la soberanía en nombre del 
pueblo para conservar la monarquía fernandina, aunque fueron 18 las 
provincias representadas en la Junta Suprema Central Gobernativa, debido a 


que la Junta de León y Castilla envió a diputados por ambos reinos y 
también lo hizo Madrid [30] . Estas juntas provinciales creadas para llenar 
el vacío producido por el hundimiento de los organismos estatales ante la 
invasión napoleónica fueron el origen de un «federalismo intuitivo», 
tradicional y particularista que sería característico de esta especial 
coyuntura histórica [31]. 

A excepción de Cataluña (donde se habían producido motines en centros 
textiles en crisis desde la Guerra Gran, como Manresa o Igualada, y donde 
la rebelión fue canalizada a través de los gremios y de la organización civil 
armada del Sometent ), los principales levantamientos de fines de mayo a 
mediados de junio tuvieron un componente eminentemente urbano y 
periférico (Oviedo, Valencia, Zaragoza, Sevilla, La Coruña, Badajoz, 
Valladolid y Cartagena), afectando, generalmente, a ciudades que eran sede 
de capitanías generales y audiencias, o que no padecían la ocupación militar 
francesa, como sucedía en el País Vasco, Navarra y la Rioja. En muchas de 
estas, no se produjeron levantamientos espontáneos, sino inducidos por 
conspiradores fernandinos, como fueron los casos de Oviedo o Valencia 
[32] . En todo caso, las motivaciones de la agitación popular fueron 
complejas: desde la hostilidad al invasor hasta las malas condiciones 
económicas o la incertidumbre dejada por la ausencia de una autoridad 
reconocible. 

Este proceso de transferencia revolucionaria del poder político se efectuó 
en medio de un ambiente insurreccional en ocasiones extremadamente 
violento, que fue dirigido de forma preferente contra las autoridades civiles 
y militares acusadas de colaboración o pasividad. La venganza popular se 
cernió sobre los civiles franceses residentes —fue el caso de los 
comerciantes de Valencia—, las autoridades presuntamente traidoras 
(capitanes generales, gobernadores, regidores municipales...) o destacados 
seguidores de Godoy, como los grandes propietarios mallorquines 
vinculados al defenestrado valido. En Valencia, al recibirse el 23 de mayo la 
noticia de las abdicaciones de Bayona, el fraile Juan Rico encabezó una 
algarada que fue contrarrestada con un motín liberal orquestado por el 
hacendado Manuel Bertrán de Lis. El 25 se constituyó la Suprema Junta del 
Reino de Valencia, que proclamó tener «la soberanía por decisión del 
pueblo» [33] . Desde esos días al 6 de junio, fueron asesinadas en la ciudad 
unas 300 personas (incluidos numerosos franceses y Miguel de Saavedra y 
Jofré, barón de Albalat, que había sido designado representante de la 


nobleza en la Junta), acusadas de colaboracionismo por el pueblo que había 
asaltado los arsenales instigado por el canónigo absolutista Baltasar Calvo. 
En Cádiz, la multitud también tomó el poder cuando, el día 29, el capitán 
general marqués del Socorro vaciló en proclamar a Fernando y fue muerto 
por la multitud. El 30 fue asesinado en Badajoz el capitán general conde de 
la Torre del Fresno, y el 10 de junio corrió la misma suerte en Cartagena el 
capitán general de la Real Armada Francisco de Borja y Poyo. Según 
Fraser, medio centenar de oficiales militares, funcionarios, alcaldes locales 
y empresarios fueron asesinados, por haberse negado a unirse al 
levantamiento, por ser considerados simpatizantes de Godoy, por haber 
disfrutado de cargos públicos durante su Gobierno, o por simples motivos 
de venganza social [34] . Por su parte, Cardesín evalúa en, al menos, 80 los 
linchamientos producidos en España entre mayo de 1808 y abril de 1810, la 
mitad de ellos a lo largo de las cuatro primeras semanas del alzamiento, 
especialmente en capitales de provincia y centros urbanos. Cuarenta de los 
«arrastrados» por las turbas fueron autoridades militares o civiles; de ellas, 
tres capitanes generales (Cádiz, Badajoz y La Coruña), dos comandantes 
generales de Marina (Cartagena y Ferrol), seis gobernadores de capitales 
provinciales o plazas fuertes, seis corregidores, seis regidores, dos generales 
y dos coroneles, junto a siete antiguos cargos de la Administración de 
Godoy [35] . La mitad de los asesinados lo fueron en Cataluña, Valencia y 
Aragón. Se vivieron escenas de desbordamiento de las elites locales 
cercanas a la inversión canavalesca que ya se habían contemplado en el 
motín del 19 de marzo, con asaltos y saqueos de viviendas, escenas de 
júbilo desbocado y derribo de bustos y placas alusivos a la anterior 
situación política. 

La iniciativa de la revuelta antifrancesa correspondió a las Audiencias 
(consejo político-administrativo y tribunal de justicia de segunda instancia) 
y a los capitanes generales como presidentes de las mismas. Tuvieron que 
hacer frente a la presión popular sin entrometerse demasiado, solicitando 
instrucciones al Consejo de Castilla o refuerzos militares para mantener el 
orden. Ninguna fuerza militar intervino para reprimir los principales 
levantamientos, si bien algunas autoridades lograron hacerse con el control 
mediante el uso de un extremo rigor. En Zaragoza, tras conocerse el 24 de 
mayo la noticia de la abdicación y encarcelamiento de Fernando VII, la 
multitud se amotinó y, tocada con escarapelas rojas, se dirigió a la 
residencia del capitán general de Aragón, Jorge Juan Guillelmi, para 


exigirle armas. Ante la negativa de este a efectuar el reparto, los revoltosos 
asaltaron el palacio de Capitanía y apresaron a varios mandos militares, 
entre los cuales figuraba el propio Guillelmi; los encerraron en el castillo de 
la Aljafería, y se apoderaron de un enorme arsenal de 25.000 fusiles y 80 
piezas de artillería que allí se custodiaba. Tras la reunión de la Real 
Audiencia para vislumbrar una salida al conflicto, el 25 el brigadier José de 
Palafox y Melzi (que pocos días antes había tratado en vano de convencer a 
Guillelmi de que traía instrucciones del rey Fernando para levantar Aragón 
contra los franceses) fue puesto al frente de una Junta de Gobierno 
compuesta por miembros del antiguo Ayuntamiento, militares y clero. En su 
calidad de nuevo capitán general, Palafox desarmó sumariamente al 
paisanaje, puso fin a las manifestaciones populares declarando la ley 
marcial e impuso un férreo control sobre la ciudad mediante rondas cívicas 
nutridas por los vecinos más acomodados [36] . 

Configuradas en principio como juntas de armamento y defensa 
encargadas de racionalizar el incipiente esfuerzo de guerra, estas 
instituciones de urgencia ya expresaban en sus proclamas cuestiones 
políticas de matiz liberal como la soberanía, interpretada como 
emancipación del pueblo. Pero las juntas también fueron un poderoso 
elemento de encauzamiento de la movilización controlada de ese pueblo 
[37] . Existió un contraste evidente entre su caracterización política 
revolucionaria y su función social abiertamente antirrevolucionaria, ya que 
se encargaban de desactivar las reclamaciones populares. Sólo pueden 
calificarse de poder revolucionario por su oposición a las autoridades 
establecidas y su apelación retórica a la soberanía popular [38] . En la 
Guerra de la Independencia, el movimiento popular estuvo controlado por 
los estamentos superiores de la sociedad, que difundieron consignas de 
lucha típicas del Antiguo Régimen, condensadas en el lema «Dios, Patria y 
Rey». El carácter eventual de las juntas locales y la pronta articulación de 
nuevos poderes (Junta Central, Consejo de Regencia o Cortes) hicieron 
inviable cualquier tipo de reformas que pudieran emprender estas, aunque 
su finalidad fue eminentemente práctica: organizar la defensa del territorio 
[39] . Frente a las juntas se levantó la figura del jefe superior o jefe político, 
establecido en el artículo 324 de la Constitución para evitar, según 
reconoció el conde de Toreno el 10 de enero de 1812, que los entes locales 
«se deslicen y propendan insensiblemente al federalismo, como es su 
natural tendencia» [40] . Las Diputaciones provinciales, presididas por el 


jefe político y nombradas por el poder central según los artículos 325 y 335 
de la Constitución, fueron otro instrumento de esta estrategia antijuntera 
que buscaba controlar y centralizar el particularismo local. 

Las relaciones de las juntas con el naciente poder militar distaron de ser 
armónicas. La Junta Suprema Central hubo de soportar los primeros atisbos 
de golpismo militar, cuando el capitán general de Castilla y León, Gregorio 
García de la Cuesta, mandó detener a los delegados junteros de León por 
subversivos. El general Castaños le reconvino: 


Si los generales, a quienes está confiada la fuerza militar para derrotar a nuestros enemigos, se 
han de hacer independientes y aun superiores de la autoridad civil, procediendo por sí mismos 
contra las personas en quienes reside, no se diga ya que los objetivos para que se arman los 
pueblos y se frena los ejércitos son la defensa de Fernando VII, la independencia y libertad de 
España, ni la conservación de las leyes, sino que se trata de establecer una anarquía militar, que 
después de derramar torrentes de sangre, nos ha de hacer caer en manos de nuestros enemigos y 
nos ha de precipitar en el despotismo y le esclavitud [41]. 


A pesar de tales admoniciones, el intervencionismo en la labor de 
gobierno era una tentación demasiado fuerte para estos jefes acostumbrados 
a la pleitesía palaciega, no a la subordinación a la nueva autoridad civil de 
procedencia revolucionaria. En mayo de 1809, el marqués de La Romana 
disolvió la Junta de Asturias por sus presuntas simpatías «republicanas». La 
insubordinación militar se extendió a Sevilla y Cádiz, donde los amigos de 
La Romana y Palafox intrigaban contra la Junta Central. La convocatoria de 
Cortes Generales sirvió en parte para contrarrestar esta primera oleada de 
cesarismo castrense [42] . En efecto, la proliferación de juntas 
revolucionarias a lo largo del siglo XIX estuvo vinculada al déficit de 
legitimación del Estado y a la debilidad de los partidos políticos que no 
supieron canalizar las aspiraciones populares. Las juntas podían sustituir a 
las autoridades gubernamentales cuestionadas y evitar que se produjera un 
peligroso vacío de poder, pero, en muchas ocasiones, fueron hechura de 
unos partidos sin visión unitaria y global de la acción revolucionaria. 

Aunque en el Antiguo Régimen se habían constituido juntas en 
circunstancias de notoria gravedad para el reino, el recurso a las juntas 
como modo de cubrir el vacío institucional en coyunturas de especial 
agitación se utilizó en casi todas las crisis políticas del siglo: 1808, 1820, 
1835, 1836, 1840, 1843, 1854 y 1868. Se formaron al margen o frente al 
poder constituido ejerciendo una soberanía de hecho, y aplicándola en la 
creación de un gobierno y un ejército o milicia que debían ser sostenidos 


por la población. Fueron, a la postre, las verdaderas constructoras del 
Estado nacional liberal español, ya que generaron las redes primordiales de 
socialización política a través de las cuales se fue creando una opinión 
pública desligada de los canales ideológicos tradicionales (como la Iglesia), 
y que fue el fundamento de la nueva legalidad liberal [43] . Las juntas 
sustituían a los ayuntamientos y a las diputaciones, ya que se concebían 
como órganos de gobierno local que canalizaban el desorden popular 
consiguiente a un cambio abrupto de gobierno o de régimen. Reorganizaron 
la Administración de Hacienda y Justicia, crearon la Milicia Nacional o 
Urbana, nombraron y destituyeron a los capitanes generales y llevaron a 
cabo una depuración de los cargos de la Administración civil y miliciana. 
Pero, como contrapoder revolucionario, canalizaron la violencia tanto como 
la estimularon. Desde 1820 formarían parte esencial de la estrategia política 
de los pronunciamientos, modelo insurreccional típicamente hispano, que, 
como veremos más adelante, se relaciona con las características particulares 
del Ejército salido de la Guerra de la Independencia; una guerra que se 
convirtió en un laboratorio donde testar buena parte de las modalidades 
violentas del siglo XIX (pronunciamientos militares, alzamientos urbanos, 
guerrillas, guerras civiles, jornadas revolucionarias...), y que inauguró un 
largo periodo de enfrentamientos políticos que abarcó las tres cuartas partes 
de la centuria. 


EL CORAZÓN DE LA VIOLENCIA INSURGENTE: LUCES Y 
SOMBRAS DE LA GUERRILLA Y LA CONTRAGUERRILLA 


Desde junio de 1808, campesinos armados comenzaron a patrullar los 
caminos y a vigilar la entrada de las ciudades. Las juntas provinciales 
enviaron a fines del verano a sus representantes a la Junta Suprema Central, 
que trató de movilizar a la población encuadrada inicialmente en estas 
milicias de fortuna, y estimular su combatividad con proclamas 
deshumanizadoras del enemigo. Contra la tesis de la rabiosa modernidad de 
esta movilización popular armada, algunos autores destacan que, en el 
Antiguo Régimen, ya existían partidas de salvaguardia del orden 
(escopeteros o milicianos honrados), cuadrillas latrofacciosas (muchas de 
ellas nutridas de desertores) ligadas al contrabando y al bandolerismo, y 
partidas tradicionales de autodefensa (sometents y miquelets de la Corona 


de Aragón), que muestran una clara continuidad con experiencias bélicas 
anteriores y posteriores [44] . El caso es que la temprana derrota del 
Ejército regular (con un volumen teórico de 100.000 hombres, de los cuales 
14.000, al mando del marqués de la Romana, se hallaban en Dinamarca 
sirviendo a Napoleón), con la subsiguiente dispersión de decenas de miles 
de soldados, obligó en el otoño-invierno de 1808-1809 a poner a punto otro 
método de lucha armada: la guerrilla. 


La guerra de guerrillas como prototipo de la violencia insurgente 


La guerra de guerrillas es la principal táctica de lo que, desde hace más de 
un siglo, se denomina «insurgencia» como método de oposición armada 
frente al extranjero invasor o frente al régimen político del propio país [45] 
. Es un tipo de violencia insurgente caracterizado por el empleo de recursos 
militares de carácter heterodoxo contra fuerzas regulares en acciones 
limitadas, que se relacionan generalmente con una más amplia estrategia de 
orden político y/o militar [46] . La guerrilla es un modo de lucha cuyo 
objetivo estratégico es reducir el potencial político y coactivo del régimen 
existente incrementando el propio hasta que la fuerza guerrillera pueda ser 
organizada y adiestrada como un Ejército regular capaz de derrotar al 
ejército gubernamental en campo abierto y, por ende, derribar el gobierno o 
hacer que se rinda a las exigencias de las fuerzas insurgentes [47] . Por lo 
tanto, la guerrilla nunca es un fin en sí misma y, cuando lo es, ello significa 
que ha degenerado en bandidismo o en otro tipo de actividad criminal 
común. Es uno de los métodos disponibles para librar una guerra de 
contenido revolucionario y siempre está relacionada con objetivos militares 
y políticos más amplios que la simple resistencia frente a un invasor; de 
modo que las operaciones de la guerrilla son a menudo interdependientes 
con las operaciones militares convencionales, los movimientos de 
resistencia contra la ocupación enemiga, la subversión, la guerra política y 
psicológica y las operaciones encubiertas de búsqueda de información [48]. 

La guerrilla es, además, una táctica con voluntad de permanencia que debe 
ser coordinada en el tiempo y en el espacio. Puede servir para facilitar las 
operaciones de un Ejército regular, mantener el espíritu de lucha entre la 
población civil o crear un ambiente hostil al adversario que, a la postre, 
determine su desistimiento y abandono del territorio. Con ello se crea un 


ambiente psicológico de potencia y omnipresencia que la granjea el apoyo 
de la población. Su misión, directa o indirecta, es cooperar para el éxito de 
las fuerzas regulares amigas o aliadas entorpeciendo las operaciones del 
ejército enemigo, o crear las condiciones necesarias para sustraer a las 
fuerzas regulares adversarias el control del territorio y de la población y 
conseguir, eventualmente, la subversión interna y la consecución de 
determinados fines políticos [49] . Por eso Robert Taber advertía que, 
«cuando hablamos de la lucha guerrillera, nos referimos a los guerrilleros 
políticos, civiles armados para quienes el rifle o el machete no es el arma 
principal, sino sus relaciones con la comunidad o la nación, en y por la cual 
pelean [...]. Ella la encubre, es su intendencia, su oficina de reclutamiento, 
su red de comunicaciones y los mil ojos de su eficiente servicio de 
información» [50] . El objetivo de una guerra convencional es lograr el 
control de un Estado mediante la derrota de las fuerzas enemigas en el 
campo de batalla. En contraste, la estrategia de las fuerzas no 
convencionales debe ser ganar el control del Estado obteniendo, en primer 
lugar, el control de la población civil [51] . Por eso, los medios que emplea 
la guerrilla son tanto políticos como militares. Parafraseando a Von 
Clausewitz, Taber señalaba que «la guerra de guerrillas es la prolongación 
de la política por medio de un conflicto armado» [52] . 

Junto con su carácter político, la guerrilla se caracteriza por ser un tipo 
difuso y asimétrico de conflicto bélico, librado con formaciones reducidas 
contra un enemigo superior. Se utiliza, generalmente, como un elemento 
auxiliar de lucha, especialmente tras las líneas enemigas, mientras que el 
esfuerzo militar primario toma la fisonomía de una guerra convencional 
[53] . Si la guerrilla es «un método de lucha que emplean hombres que 
viven en áreas ocupadas o rodeadas por el enemigo» [54] , la principal 
fuerza del guerrillero radica en el conocimiento del terreno y de la 
población. La guerrilla aplica unos particulares tipos de violencia a un 
proceso tan paradigmáticamente brutal como es una guerra: afecta a la 
población civil y se nutre de la misma. La característica irreductible de la 
lucha guerrillera exitosa es la estrecha colaboración entre las guerrillas y la 
población que simpatiza con sus fines y objetivos [55] . Para sobrevivir, las 
guerrillas necesitan inteligencia (buena información proveniente de la 
población civil), una moral alta y una base segura. El control progresivo del 
territorio (formado de bases regulares, bases de guerrilla sujetas a 
incursiones frecuentes del enemigo, zonas de lucha y zonas ocupadas por el 


enemigo) tiende a debilitar a las fuerzas ocupantes, mientras que fortalece a 
los insurgentes [56] . 

La guerrilla es un método de lucha donde las operaciones se desarrollan en 
el terreno controlado por fuerzas hostiles con unidades relativamente 
reducidas que atacan al enemigo donde es relativamente débil o donde las 
guerrillas pueden obtener una superioridad temporal sobre una fuerza 
enemiga concreta [57] . Los ataques guerrilleros buscan un efecto 
paralizante, restringiendo la movilidad de las fuerzas gubernamentales y 
reduciendo su superioridad numérica, causando con ello la diversión de 
muchas tropas enemigas en defensas estáticas y su concentración en los 
lugares atacados con mayor frecuencia. En la guerra de guerrillas, se trata 
de equilibrar la inferioridad física con técnicas psicológicas como paralizar 
a los oponentes por la ansiedad, el miedo o la frustración, lo que suele 
desencadenar una escalada de violencia en ambos bandos contendientes 
[58] . Todas estas tácticas de desgaste moral y material reducen el control 
administrativo del Gobierno y muestran a la población la incapacidad del 
poder establecido para mantener la ley y el orden. Ello proporciona a la 
guerrilla el tiempo, el espacio y las condiciones necesarias para implantar 
su propio aparato político y económico, asegurando su fortalecimiento 
mediante el control de la población y de los recursos naturales en las zonas 
liberadas [59] . La apatía de la mayor parte de la población favorece a la 
guerrilla, porque el poder establecido no puede poner en marcha una 
defensa adecuada del país sin la inteligencia y la información que le 
proporciona el segmento de la población que está al corriente de los 
movimientos y propósitos de la guerrilla. 

Aunque el término «guerrilla» se universalizó durante la Guerra de la 
Independencia española —se introdujo en la lengua inglesa en 1809 a raíz de 
un parte enviado por el duque de Wellington durante la «campaña 
peninsular» [60] —, la palabra designa una modalidad de acción armada que 
se ha utilizado profusamente desde tiempos remotos como medio de 
resistencia frente a un gobierno impopular o un invasor foráneo. Medio 
milenio antes de Cristo, la táctica de golpear y de huir de los escitas frustró 
la conquista del Cáucaso por Darío I. Tres siglos y medio más tarde, los 
macabeos lanzaron una guerra de guerrilla contra los invasores sirios; 
Viriato hizo lo propio en Lusitania durante la conquista romana de Hispania 
en el siglo Ill a.C., y el antiguo reino bereber de Numidia resistió por estos 


mismos medios su definitiva asimilación por el Imperio romano en el siglo 
I d.C. 

Las reglas esenciales de la guerrilla ya fueron enunciadas hacia el 350 a.C. 
por el general chino Sun Tzu que, en su obra £l arte de la guerra (Ping-ta), 
destacó la importancia de tres componentes esenciales en la estrategia del 
combate indirecto, esto es, el que se basa en el acoso y el desgaste de las 
fuerzas del adversario sin arriesgar en batallas decisivas a campo abierto: el 
conocimiento del terreno, la gestión del tiempo en el combate y el empleo 
del factor psicológico [61] . Sun Tzu afirmó que la guerra era el arte de 
embaucar al adversario. Se trataba de hacerle creer que se es débil cuando 
se es fuerte, y lo contrario, lo cual constituye la base psicológica de toda 
conflagración armada, pero especialmente de la guerra que se lleva a cabo 
por procedimientos irregulares. 

Aunque la táctica se siguió empleando en el siglo XV entre los husitas de 
Bohemia, los forajidos (haiduks) de los Balcanes y la revuelta de George 
Castriota-Skanderbeg en Albania contra los turcos, la moderna teoría de la 
guerrilla tiene sus orígenes en la petite guerre que comenzó a plantearse en 
el siglo XVII; en concreto, en las experiencias de defensa popular contra los 
ejércitos mercenarios durante la Guerra de los Treinta Años [62] . A fines 
del siglo XVI y durante todo el siglo XVIII se afirmó y se desarrolló, en la 
teoría y en la práctica, una forma de combate irregular llamada en francés 
petite guerre, en inglés small war o little war, en alemán kleiner Krieg y en 
italiano piccola guerra. Sus principales formuladores fueron tratadistas 
franceses del arte militar como Antoine de Ville en 1731, De Jenny en 1749, 
De la Croix en 1752, Le Roy de Grandmaison en 1756 o Jean-Louis 
Lecointe en 1759 [63] . La moderna táctica guerrillera nació como 
alternativa a la creciente profesionalización del arte militar iniciada desde el 
siglo XVIM. A medida que la disciplina y el estilo de combate 
perfectamente codificado y ritualizado reducían la movilidad y la 
flexibilidad de respuesta de los grandes ejércitos, se fue desarrollando el 
arte de la «pequeña guerra», que tuvo unos exponentes destacados durante 
la Guerra de Sucesión española (1701-1715) [64] , la Guerra 
Revolucionaria de las colonias americanas contra Gran Bretaña (1775- 
1783), las guerras de la Vendée y la chouannerie (1793-1801), el 
levantamiento de las milicias del Tirol contra el ocupante francés en 1796- 
1797 o la insurrección antiliberal calabresa de 1799, 


Hasta inicios del siglo XIX, la literatura sobre estrategia militar no acordó 
a la guerrilla un papel independiente de las operaciones regulares de los 
ejércitos. Thomas Auguste Le Roy de Grandmaison, en La Petite Guerre ou 
Traité du Service des Troupes Légeres en Campagne (París, 1756), la siguió 
entendiendo como el combate partisano de la infantería ligera o los cuerpos 
francos integrado en operaciones militares regulares de carácter secundario, 
como las exploraciones, vanguardias y escaramuzas. Esta percepción sólo 
fue modificada a la luz de las experiencias de levée en masse y la nación en 
armas inspiradas por el nacionalismo y el fervor revolucionario francés, 
especialmente cuando surgió el concepto de guerra nacional o popular de un 
pueblo unido contra un invasor que, según el general Jomini, era «la más 
formidable de todas». 

El concepto de guerrilla como guerra popular librada a la vez con medios 
políticos, administrativos y militares no fue definido o asumido por los 
grandes estrategas de ese siglo hasta que los españoles se levantaron contra 
Napoleón en 1808 [65] , aunque ya los haitianos habían obtenido en 1804 
victorias contra los franceses utilizando el método guerrillero. Las derrotas 
militares en las batallas convencionales y las subsiguientes ocupaciones 
francesas derivaron en levantamientos nacionalistas en varias partes de 
Europa. La consagración estratégica de este método de lucha en las 
campañas antinapoleónicas libradas en España en 1808-1812, Tirol en 1809 
o Rusia en 1812 [66] , seguidas de los combates de los serbios contra los 
gobernadores islámicos en 1815 y de los griegos contra los turcos en 1829, 
despertó la atención de los teóricos de la guerra, aunque durante la primera 
mitad del siglo XIX la noción de la guerrilla permaneció alejada tanto de 
los principios de la guerra clásica como de la moderna subversión política. 
Hubo que esperar a la obra de Jean-Frédéric-Auguste Lemiére de Corvey, 
Des partisans des corps irréguliers (París, 1823), para encontrar el primer 
tratado teórico de conjunto sobre la cuestión. Tanto este autor como Karl 
von Decker en su obra Der kleine Krieg im Geiste der neueren 
Kriegsfuhrung (Berlín, 1822) hablaron de la guerra partisana como algo 
absolutamente nuevo, y no como un hecho resistencial primitivo o 
delictivo. El fundador de la moderna polemología, Carl Philipp Gottlieb 
von Clausewitz, discutió en el capítulo 26 de su tratado Vom Kriege (Berlín, 
1832) acerca de la función estratégica y política de lo que se denominaba 
comúnmente como «guerra del pueblo» impulsada por el nacimiento del 
moderno nacionalismo, que se combinaba con las operaciones militares 


convencionales en la defensa del territorio. Esta guerra popular de 
resistencia contra un agresor foráneo, que tendría una índole 
fundamentalmente campesina, se libraría en el corazón del país — 
preferentemente, en terrenos montañosos, boscosos o pantanosos— y no se 
decidiría por un solo enfrentamiento, ya que los grupos partisanos no 
debían atacar el cuerpo principal del enemigo, sino sólo desgastarlo [67] . 
Este militar prusiano no se mostraba muy entusiasta de estas guerras 
populares que deterioraban gravemente los principios en los que se 
sustentaba la guerra profesional y que, además, conllevaban unos temibles 
costes humanos y materiales. Las tareas de los guerrilleros eran recoger 
información, arrestar a los correos y secuestrar a los generales enemigos o a 
personas destacadas, destruir puentes y depósitos, obstruir las carreteras y 
tomar fondos y abastecimientos. Pero estas actividades quedaban 
subordinadas a las operaciones que debía realizar el Ejército regular, 
particularmente en el papel defensivo impuesto por una invasión [68] . 
Antoine-Henri Jomini, en su Précis de l'art de la guerre (París, 1838), 
hablaba de las guerras nacionales como los eventos bélicos más formidables 
recordaba, sin duda, la cruenta campaña de desgaste de Napoleón en 
España—, ya que se basaban en algo tan inusual como el levantamiento 
espontáneo de una nación con el propósito de sostener su independencia 


[69] . 


El origen y la organización de la guerra irregular contra Napoleón 


En el momento de iniciarse la Guerra de la Independencia, el término 
«guerrilla» seguía designando a las operaciones de orden secundario que se 
efectuaban en campañas de tipo convencional, pero, poco a poco, se fue 
abriendo paso el significado moderno de lucha armada de combatientes 
encuadrados en formaciones irregulares contra un enemigo invasor o un 
gobierno nacional considerados ilegales y usurpadores del poder legítimo 
[70] . La experiencia inmediata del Ejército español en este tipo de 
combates se remontaba a la Guerra de la Convención de 1793-1795, cuando 
los habitantes de los pueblos del Suroeste francés emprendieron combates 
irregulares contra las tropas del general Antonio Ricardos, que el 3 de julio 
de 1793 publicó un bando donde amenazó con la horca a cualquier civil que 
fuera sorprendido con las armas en la mano, mientras que el general francés 


Louis de Flers proclamó el derecho de los ciudadanos a defender a la patria 
[11]. 

La novedad de la guerrilla española en relación con episodios anteriores 
de lucha protagonizados por civiles armados contra formaciones militares 
regulares radicaba, sobre todo, en la complejidad, amplitud y duración de la 
implicación de la población en las operaciones bélicas contra un moderno 
Ejército regular [72] . Lo que dio fama internacional al movimiento español 
de resistencia armada iniciado en el verano de 1808 fue su extensión en el 
tiempo y en el espacio, rompiendo los límites convencionales del frente y la 
retaguardia. Las guerrillas surgieron incluso antes del Dos de Mayo y 
actuaron contra las comunicaciones francesas: Javier Mina y Larrea (Mina 
el Mozo) en Pamplona-Jaca, Juan Martín Díez (El Empecinado) entre 
Aranda y Carabias y Vicente Sardina entre Guadalajara y Sigúenza. En 
principio, este tipo de bandas armadas fueron constituidas con soldados y 
oficiales del Ejército regular (Renovales, Villacampa y Durán en Aragón; 
Milans del Bosch. Sarsfield y Eroles en Cataluña, o Díaz Porlier en León, 
Asturias y Santander), que ejercían el mando sobre paisanos, pero parece 
que la primera acción guerrillera de envergadura la realizó El Empecinado 
en abril de 1808 interceptando correos franceses [73] . 

Se pueden distinguir cuatro fases en este proceso de insurgencia: en la 
etapa inicial dominó la guerra regular, que alcanzó su punto culminante 
cuando la Junta Central llegó a Sevilla a mediados de diciembre de 1808. 
La guerrilla empezó a cobrar consistencia tras la llegada a España de la 
Grande Armée, la victoria de Napoleón en Somosierra y la entrada en 
Madrid el 4 de diciembre, ya que la catástrofe militar condujo a la 
proliferación de soldados fugitivos y desertores, que devinieron elementos 
incontrolados e imprevisibles. El segundo periodo (del 27 de diciembre de 
1808 al 19 de noviembre de 1809) se cerró con la batalla de Ocaña. 
Tampoco encontramos en él una guerrilla plenamente formada ya que, con 
ella, convivieron otros dos tipos de combate: el regular a campo abierto y la 
defensa/ataque de ciudades. La tercera fase, que transcurrió entre las 
batallas de Ocaña y de los Arapiles (22 de julio de 1812), fue la «época 
dorada» de la guerrilla, ya que, ante la derrota de las fuerzas regulares 
españolas, esta táctica alternativa de lucha cumplió a la perfección una 
doble finalidad: acosar al enemigo y espolear a la población para erradicar 
el colaboracionismo con el invasor. El cuarto y último periodo marcó la 
decadencia de la guerrilla: la recuperación de la iniciativa militar por los 


aliados y la progresiva retirada francesa cambiaron el signo de la contienda 
y dejaron la mayor parte del territorio peninsular en manos de las tropas 
regulares, provocando al mismo tiempo el ocaso de la guerra irregular [74] . 

En el verano de 1808, la guerra de guerrillas ya se había establecido como 
rasgo definitorio del conflicto. En sus orígenes, la lucha fue un auténtico 
levantamiento armado popular, con bandas de campesinos que, movidas por 
el pánico a la ocupación, cometían las atrocidades más espeluznantes contra 
los franceses y sus colaboradores en La Mancha, Cataluña o Aragón. Los 
guerrilleros servían de elemento de coacción a quienes desearan inhibirse o 
desertar de la contienda. Pero también reaparecieron problemas sociales y 
conflictos señoriales que enconaron la violencia: estallaron tumultos y 
motines que, en apariencia, eran el resultado del odio a los franceses, pero 
que contenían un cierto aroma de asalto general contra la riqueza, los 
privilegios y la autoridad, como sucedió con el asesinato en Castellón del 
gobernador, coronel Pedro Lobo, el 19 de junio, o la revuelta campesina que 
prendió en Oviedo ese otoño. La guerrilla nació espontáneamente de ese 
impulso popular de venganza comunitaria, sin atenerse a la disciplina 
militar [75] . 

Las guerrillas no aparecieron como unidades orgánicas antes del segundo 
semestre de 1808. La sucesión de derrotas españolas de ese otoño (Gamonal 
el 10, Espinosa de los Monteros el 11, Tudela el 23 y Somosierra el 30 de 
noviembre) [76] condujo a deserciones masivas que, como en los casos de 
Mina, Díaz Porlier, Renovales, Llauder o Durán, permitieron la constitución 
de grandes partidas armadas. Como sucedería en las futuras guerras civiles 
del XIX, las fuerzas regulares alzadas contra el Gobierno fueron incapaces 
de dominar una extensión de territorio suficiente para llevar a cabo una 
campaña convencional, y tuvieron que improvisar un modelo de 
organización militar alternativo que les permitiera mantener viva su causa 
[77] . No existió un plan nacional para levantar guerrillas, sino que, una vez 
que se establecieron los poderes revolucionarios, estos intentaron 
regularizarlas y someterlas al poder militar [78] . Así pues, en sus orígenes, 
la guerrilla fue un fenómeno espontáneo, no el producto de una 
movilización general aunque, en muchos casos, se recurrió para su 
formación a la leva forzosa o a la conscripción. Tuvo un carácter no 
profesional y defensivo, pero pronto se vio sometida a un proceso de 
control creciente, para acabar por convertirse en unidades regulares del 
Ejército, y sus jefes en oficiales del mismo. 


Las derrotas del Ejército regular en el otoño-invierno de 1808-1809 y la 
guerra sin cuartel llevada a cabo por el invasor, junto con el incremento de 
fugitivos y desertores, condujeron a que el 28 de diciembre de 1808 la Junta 
Suprema Central Gubernativa del Reino dictase en Sevilla su primer 
Reglamento para «partidas de hombres armados», esto es, una milicia de 
nueva especie que actuaría bajo la denominación de «Partidas y Cuadrillas» 
[79] . La norma tenía 34 artículos en los que se trataba de homogeneizar las 
normas en lo referente a equipamiento, reclutamiento, paga, derecho de 
botín, disciplina militar, graduaciones, penas oO castigos según las 
Ordenanzas Militares, etc. Estas partidas se distribuirían en los diferentes 
ejércitos a las órdenes de sus correspondientes generales. Respecto del 
enemigo francés, se trataba de «introducir el terror y la consternación en sus 
ejércitos», al tiempo de «enriquecerse honrosamente con el botín del 
enemigo e inmortalizar sus nombres con hechos heroicos dignos de eterna 
fama» [80] . El artículo 22 determinaba que sus cometidos serían 
«interceptar las partidas del enemigo, contener sus correrías, impedir que 
entren en los pueblos para saquearlos o imponer contribuciones y 
requisiciones de víveres, e incomodarlos en sus marchas con tiroteos desde 
los parajes proporcionados» [81] ; esto es, su misión era fundamentalmente 
defensiva y consistía en tratar de limitar la capacidad de maniobra del 
Ejército francés y contener sus exacciones sobre la población civil [82] . En 
ningún momento las partidas fueron concebidas como una fuerza 
independiente, sino como una extensión del Ejército y del poder político, 
que trató de reglamentarlas de manera constante. 

1809 fue el año de la expansión de la guerrilla, cuando la Junta Central se 
dio cuenta de la imposibilidad de continuar la lucha por métodos 
convencionales tras las derrotas de noviembre del año anterior. El 
Reglamento publicado en enero sobre las Juntas Provinciales contemplaba 
entre sus obligaciones la de contribuir a la supervivencia de la guerrilla. De 
este modo, Pablo Morillo se hizo presente en Extremadura a partir del 4 de 
enero, Jerónimo Merino y Julián Sánchez crearon sus guerrillas en febrero, 
Mina el Mozo comenzó a actuar esa primavera, Palarea el 1 de junio, Longa 
el 10 de agosto y Jáuregui el 16 de ese mes. El número de guerrilleros se 
acrecentó hasta llegar a los 50.000 [83] . Galicia fue el asentamiento de la 
primera insurgencia guerrillera generalizada en España: de febrero a junio 
de 1809, casi 56.000 campesinos combatieron a un ejército de 40.000 
soldados a las órdenes del mariscal Soult y una fuerza adicional de 18.000 


al mando de Ney. Ese verano, tras una sucesión de reveses, las tropas 
bonapartistas abandonaron para siempre el noroeste peninsular [84] . 

En respuesta a las brutalidades francesas y la derrota militar del Ejército 
del Centro, la Junta Central ordenó el 17 de abril la elaboración de un 
segundo Reglamento, titulado «Instrucción para el Corso Terrestre contra 
los Ejércitos franceses». En él se intentaba poner freno a las atrocidades 
napoleónicas contra los guerrilleros y la población civil, legalizando la 
existencia de francotiradores y facultándolos a ejercer justas represalias, 
con recompensas e indemnizaciones a los guerrilleros más distinguidos. Se 
ordenaba hacer a los ejércitos franceses «todo el mal y daño posible, incluso 
con armas prohibidas», y se encargaba a los justicias el control de las 
guerrillas, que debían dar parte de sus acciones a las juntas provinciales 
[85] . 

El auge del movimiento guerrillero se sitúa entre la derrota de Ocaña del 
18 de noviembre de 1809 (que obligó a la Junta Central a refugiarse en la 
isla de León, convocar Cortes el 1 de enero de 1810 y resignar sus poderes 
en un Supremo Consejo de Regencia el 28 de ese mismo mes) y la 
capitulación del teniente general Joaquín Blake en Valencia el 6 de enero de 
1813. En la crisis de 1810, con los británicos luchando por su vida en 
Portugal y los españoles refugiados en Cádiz, la guerrilla expresó como 
ninguna otra actividad la determinación de continuar la lucha [86] . La 
resistencia antifrancesa de los primeros momentos de la contienda dejó 
paso, a partir de mayo de 1810, a una insurgencia organizada, preconizada 
por el Consejo de Regencia, que el 15 de septiembre de 1811 emitió una 
orden donde se daban instrucciones para la disolución de las cuadrillas que 
causasen trastornos entre la población. Las Cortes también discutieron 
sobre cuestiones referentes a la guerrilla. 

La absorción por el Ejército se hizo de forma gradual e irreversible: la 
partida de El Empecinado, con más de 3.200 hombres y 600 caballos, se 
transformó hacia mayo de 1811 en la División Volante del 2.” Ejército; la de 
Díaz Porlier distribuyó a sus casi 3.000 elementos en el batallón provincial 
de Laredo, Húsares de Cantabria y 1, 2 y 3 batallón Cántabro; la partida de 
Francisco Longa compuso con sus 2.800 hombres la División de Iberia del 
7.* Ejército; la de Francisco Espoz y Mina se convirtió en la segunda mitad 
de 1811 en División de Navarra con más de 3.000 plazas, y la de Juan 
Palarea, El Médico, se incorporó en mayo de 1811 con 600 individuos al 5.” 
Ejército como regimiento de Húsares Numantinos [87] . Esta «gran 


guerrilla», militarizada y regularizada, desactivó el carácter amenazador 
que al principio tuvo el fenómeno de las partidas para el Ejército y el 
conjunto del orden social y político establecido [88] . 

Entre marzo de 1809 y julio de 1812, se fueron transformando en Ejército 
regular las guerrillas de El Empecinado, Julián Sánchez, Espoz y Mina, 
Longa, Durán, Villacampa, Palarea, Díaz Porlier, Merino, Pablo Morillo, 
Bartolomé Amor, Renovales, Jáuregui o Tapia. El tercer Reglamento, 
promulgado por la Regencia el 11 de julio de 1812, llamaba a las partidas 
«cuerpos francos», y limitaba el poder de sus cabecillas en las operaciones 
militares. La norma reforzaba su dependencia de los comandantes militares 
responsables de la zona donde operasen, al tiempo que los generales 
implicados habrían de nombrar a un inspector militar cuya tarea consistiría 
en llevar un registro de sus actividades, sancionar los ascensos, castigar a 
transgresores individuales, eliminar las partidas cuya conducta no fuera la 
adecuada y buscar, entre los grupos propuestos, al más idóneo para actuar 
como cantera de nuevas bandas [89] . La creciente crueldad de la normativa 
quedó reflejada en el artículo 6, que recordaba que las misiones de la 
guerrilla eran «hostilizar al enemigo y fomentar o conservar el espíritu 
público en los países ocupados por el enemigo», atacando sus rutas, 
correspondencia, convoyes, hospitales y almacenes [90] . El último 
Reglamento para los cuerpos francos o partidas de guerrilla, fechado el 28 
de julio de 1814, trataba de su disolución y eventual integración en el 
Ejército regular [91] . 

Los víveres, dinero y uniformes solían ser proporcionados por las juntas 
locales, y las armas y munición procedían de la ayuda inglesa. Las 
relaciones entre las guerrillas y los centros de poder locales, provinciales o 
regionales, encarnados en las juntas, fueron complejas y problemáticas 
desde el momento en el que estas quisieron controlar y dirigir no sólo la 
cuestión vital del abastecimiento, sino también la gestión de los asuntos 
militares. En este caso, el enfrentamiento tuvo un contenido político y 
surgió por cuestiones como las competencias, los privilegios, las 
prerrogativas o la jurisdicción. Un ejemplo del virtual «doble poder» 
erigido por la guerrilla lo tenemos en Espoz y Mina, «el pequeño rey de 
Navarra», que asumió el servicio de aduanas con Francia e incluso instituyó 
un tribunal de justicia para Álava y el Alto Aragón. Hubo colaboración con 
los ingleses, de las bandas entre sí y con el Ejército regular, aunque, a 
veces, se produjeran sangrientas rivalidades por falta de una disciplina 


adecuada y una dirección política eficaz y comúnmente aceptada. Los 
guerrilleros mostraron una pertinaz inclinación a convertirse en «señores de 
la guerra», cambiando sus originales motivaciones sociales y políticas por 
otras donde dominaba la lógica de la dominación territorial y económica, lo 
que provocó escisiones internas y frecuentes cambios de frente [92] . Las 
disputas entre las diferentes partidas (en pugna por el control del mismo 
territorio y, en ocasiones, como elemento de resistencia a las absorciones 
forzadas) eran frecuentes y, a veces, se unieron a uno u otro bando del 
conflicto por resentimiento o conveniencia particular. 

En esas condiciones de alta volatilidad de competencias y lealtades, no 
existió un apoyo político unánime a la guerrilla, sino que menudearon las 
disputas de carácter económico con las comunidades locales y los órganos 
de gobierno regional y provincial [93] . Las juntas trataron de mantener el 
control sobre las partidas para evitar su deriva anárquica o delincuencial; de 
forma que la guerrilla no fue sólo una forma de lucha antifrancesa, sino 
también un instrumento en la disputa por el poder de las distintas 
instituciones surgidas del caos político de 1808, y copartícipes en la 
definición de sus respectivos centros de decisión [94] . La desintegración de 
la autoridad, con una Junta Central sin medios para imponer su voluntad 
sobre las juntas locales, comarcales y provinciales, atizó las tensiones entre 
el poder civil y el militar en la organización y las misiones encomendadas a 
las partidas; por ejemplo, fueron muy notorios los conflictos entre El 
Empecinado y la Junta Provincial de Guadalajara por definir sus 
competencias en una lucha que trascendía el ámbito de lo local. Por razones 
de índole doméstica, esta Junta impidió que el jefe guerrillero sacara a 
tropas de la provincia para levantar el asedio de Suchet sobre Valencia en 
junio de 1811 y atizó un motín militar que acabó con la total disolución de 
las fuerzas de Juan Martín, que perdió su independencia como jefe 


guerrillero, ya que su mando fue integrado en el 2.” Ejército [95] . 


Geografía y sociografía de la guerrilla 


La guerra de guerrillas no implicó un esfuerzo unánime y homogéneo, 
sino que las fuerzas insurgentes operaron preferentemente en zonas del 
norte peninsular, desde Cataluña (el barón de Eroles y Lacy controlaban el 
camino de Barcelona a La Junquera) al Bajo Aragón, pasando por 


Guadalajara (El Empecinado), Navarra (Mina el Mozo, Espoz y Mina, el 
padre Teobaldo y Sarasa), Rioja, País Vasco (Renovales), partes de Castilla 
la Vieja (Longa entre Vitoria, Vizcaya y Burgos; el cura Merino en Burgos, 
Lerma, Soria y Logroño, llegando hasta Segovia en sus incursiones; Durán 
en Soria; Julián Sánchez El Charro entre las afueras de Salamanca y el norte 
de Extremadura hasta la frontera portuguesa, y El Empecinado en un arco 
que iba de La Rioja a Cuenca), Asturias (Castañón, Escandón y Juan Díaz 
Porlier El Marquesito), León y Galicia (Morillo). Pero también las 
encontramos en el Reino de Valencia (la zona norte del eje Zaragoza- 
Valencia la controlaban el barón de Eroles, Lacy, Llauder y Milans del 
Bosch, mientras que Gayán, Renovales y Villacampa actuaban en el sur), 
Castilla la Nueva (Juan Palarea El Médico o Francisco Abad Moreno —alias 
Chaleco— acechaban en el eje Madrid-Sevilla) y Andalucía, donde se pudo 
constatar una considerable presencia en la Serranía de Ronda y el condado 
de Niebla y, en menor medida, en las Alpujarras granadina y almeriense, en 
las sierras jiennenses de Segura y de Cazorla, en los montes del Torcal en 
Málaga, las campiñas cordobesas y sevillanas, la sierra de Grazalema en 
Cádiz y los cerros del Andévalo en Huelva [96] . Se han contabilizado un 
centenar de grandes partidas [97] , que actuaban normalmente en zonas 
agrestes, pero también las hubo en las llanuras de Andalucía oriental, la 
meseta Norte y La Mancha. Solían desplegarse en zonas fronterizas entre 
los grandes ejércitos franceses: El Empecinado y Durán se movían entre el 
Ejército del Centro de José Bonaparte y el de Aragón mandado por Suchet, 
y Palarea, en el límite sur del Ejército del Centro. 

Entre los guerrilleros vascos destacó Gaspar de Jáuregui El Pastor, que 
llegó en agosto de 1812 a controlar tres batallones de 1.200 hombres cada 
uno. En Navarra, al menos una docena de bandas recorrían el territorio en la 
primavera de 1809. Estas partidas se unieron ese otoño alrededor de Martín 
Javier Mina y Larrea (Mina el Mozo) hasta su captura por el general Dufour 
en marzo de 1810. Cuando se planteó la necesidad de unificar las 
actividades de la guerrilla mediante la elección de un jefe supremo, se eligió 
a Francisco Espoz e Ilundain, tío carnal de Mina, que, además de incorporar 
los grupos de Gurrea, Ciriza y Sarasa, heredó a los supervivientes de la 
partida de su sobrino y, en recuerdo a él, empezó a ser conocido como 
Espoz y Mina. Tras su reconocimiento oficial por la Junta de Aragón y 
Castilla, sus seguidores pasaron de 500 a 3.000. En septiembre de 1811 fue 
reconocido por la Regencia de Cádiz como jefe de la recién creada División 


de Navarra, que operó en la zona fronteriza aniquilado columnas francesas. 
El plan de «pacificación» diseñado por el general Honoré Reille —ayudante 
de campo de Napoleón— con una fuerza de 15.000 hombres, no surtió 
efecto, y sus excesos represivos (amenazas de destrucción de la Iglesia y del 
régimen foral, ejecución de sospechosos y ahorcamiento de cuatro 
«bandidos» por cada francés muerto) alentaron aún más la acción 
insurgente. En 1812, la División de Navarra, integrada por casi 11.000 
combatientes, llegó a capturar Huesca y a tomar el control de la frontera 
francesa [98] . 

En Cataluña, el bandolerismo endémico desde el siglo XVII se había 
expandido durante la Guerra de la Convención, y a partir de 1808 se 
incorporaron a estas gavillas de proscritos grupos de desertores o huidos del 
reclutamiento. Junto a los actos de resistencia protagonizados por los 
cuerpos armados de seguridad local nutridos de voluntarios como los 
Somatenes y los miqueletes (sistemas de autodefensa vecinal perfectamente 
asumidos por la población), menudearon las operaciones de acoso 
protagonizadas por las partidas, cuyos cabecillas (Francisco Milans del 
Bosch, Joan Clarós, el barón de Eroles, Torras o Josep Mansó) mandaban 
tropas del corregimiento y regulares. 

En Aragón el estallido guerrillero se produjo tras la caída de Zaragoza en 
febrero de 1809, Su periodo de actividad se prolongó hasta fines de 1811, 
cuando tras el acoso a que las sometió Suchet en el Alto Aragón, las 
partidas se refugiaron en tierras de Navarra O Cataluña, y fueron 
desapareciendo o integrándose en unidades regulares [99] . La situación 
cambió con la irrupción de Espoz y Mina, que derrotó a los franceses en 
Ayerbe, mientras que Lacy reavivó la guerrilla a lo largo del Ebro y el Segre 
y en la frontera con Cataluña. En el Maestrazgo, las actividades guerrilleras 
aparecieron a inicios de 1811. Los guerrilleros vallisoletanos como 
Jerónimo Saornil (activo en La Cistérniga), Francisco Castilla (que operaba 
en la vega del Duero) y Tomás Príncipe (asentado en el Esgueva) tenían 
experiencia militar previa a la guerra. Un caso notorio lo representó Juan 
Martín El Empecinado, que ingresó en la guerrilla tras las derrotas del 
Ejército regular en Cabezón de la Sal y Medina de Rioseco (junio-julio de 
1808), pero que actuó preferentemente fuera de su provincia natal (en 
Segovia y Guadalajara), sin que el general francés Joseph Léopold Hugo, 
veterano de la guerra contrainsurgente de la Vendée, pudiera derrotarlo. En 
la submeseta sur destacó Juan Palarea, que extendió sus acciones a Ávila, 


Cuenca, Salamanca, Segovia y algunos puntos de Extremadura y Andalucía, 
y llegó a participar con 600 jinetes en la batalla de Los Arapiles el 22 de 
julio de 1812. En Salamanca destacó Julián Sánchez, que colaboró 
permanentemente con Wellington y que, con sus exacciones, logró amasar 
una considerable fortuna personal. 

La cuantificación de las unidades guerrilleras oscila entre las 330 de 
Fraser o las 382 de Rodríguez Solís (que no censa las partidas de Cataluña y 
Galicia ni las formaciones de autodefensa popular como los sometents O 
miquelets catalanes) a las 646 censadas por Horta, y que distribuye 
geográficamente de la siguiente manera: 100 en Andalucía, 16 en 
Extremadura, 42 en el antiguo reino de León, 166 en Galicia, 9 en Asturias, 
40 en Castilla la Vieja, 24 en País Vasco, 25 en Navarra, 128 en Cataluña, 
56 en Aragón, 35 en el antiguo reino de Toledo, 34 en La Mancha y 21 en el 
País Valenciano y Murcia [100] . De 400 partidas en 1810 se pasó a 120 en 
1812, por la fusión de unidades locales y la progresiva liberación del 
territorio. En un principio, las partidas ejecutaban operaciones con una 
fuerza mínima de 50 a 100 personas, pero hacia 1812 ya tenían una media 
de 1.500 a 3.000 combatientes. Las mayores (las de El Empecinado, Díaz 
Porlier, Merino o Espoz y Mina) superaron con creces esa cifra. Juan 
Martín llegó a contar con 10.000 combatientes; Jerónimo Merino, cura del 
Villoviago, que alcanzó el grado de brigadier al acabar la guerra, mandó 
unos 2.500; el fraile Inocencio Nebot se alzó con cerca de 5.000 en el 
Maestrazgo castellonense, y Espoz y Mina contó con 3.000 hombres en 
1810, unos 5.000 en mayo de 1811, 7.000 en 1812 y en torno a 8.000 en 
junio de ese mismo año. Las cifras absolutas también resultan 
controvertidas: en 1811, el servicio de información del duque de Wellington 
contabilizaba 28.000 guerrilleros en 111 partidas [101] . Una lista de 22 
partidas conocidas en octubre de ese año arroja un total de 38.520 hombres, 
lo que hace suponer un total próximo a los 50.000 combatientes [102] , cifra 
similar a la indicada por Gómez de Arteche y muy por encima de los 35.000 
estimados por Canga Argúelles y asumidos por René Chartrand, que estima 
en un cuarto de millón la población que prestó apoyo a la guerra irregular, 
esto es, uno de cada cuatro varones españoles adultos [103] . Según Fraser, 
llegó a haber unas 330 partidas, de ellas 16 de grandes proporciones que, en 
1811, encuadraban a 47.600 hombres de infantería y caballería, lo que 
arrojaría una fuerza total estimada de unos 55.500 combatientes irregulares 
[104] . Suponían sólo el 0,5 por 100 de la población civil, pero todos los 


testimonios concuerdan en que buena parte de esta apoyaba a los 
guerrilleros con dinero, víveres, información, etc. Pero otro sector no menos 
significativo sufría pasivamente la insurrección, sin tomar partido por 
temor, indiferencia, atentismo o hastío por los excesos de las guerrillas, que 
actuaron como eficaz instrumento disuasorio para quienes pretendieron 
inhibirse de la contienda [105]. 

Ronald Fraser divide a los guerrilleros en cuatro categorías: los partisanos 
(que se alzaron en armas sin autorización civil o militar, y suponían el 80 
por 100 de las guerrillas registradas), los corsarios terrestres (que pidieron y 
obtuvieron autorización para su creación a la Junta Suprema Central), los 
forajidos y proscritos (contrabandistas perdonados si participaban en la 
guerrilla) y los cruzados religiosos de origen clerical. El carácter popular de 
la insurrección fue señalado por testimonios franceses coetáneos, que 
recordaron las guerras de la Vendée [106] . Una ingente masa de 
eclesiásticos, oficiales militares, nobles, médicos, alcaldes, mujeres, 
pastores, estudiantes, soldados prófugos, desertores extranjeros del Ejército 
napoleónico O antiguos prisioneros nutrieron las partidas. Las guerrillas 
fueron dirigidas por hombres con carisma o dotes de mando, no en función 
de su nacimiento, pero uno de cada cinco guerrilleros procedía de las clases 
privilegiadas: clérigos (8,3 por 100), militares (5,5 por 100), autoridades 
civiles (2,4 por 100), profesionales liberales (2,3 por 100), estudiantes (1,3 
por 100) o rentistas (1,1 por 100). En el liderazgo destacaban los religiosos 
(12 por 100), los labradores (8,5 por 100) y los militares (7,5 por 100) [107] 
. Llama la atención la presencia de numeroso clero en armas, incluso antes 
de la insurrección general. Tras la supresión por José Bonaparte de las 
Órdenes monásticas en agosto de 1809, muchos de sus miembros pasaron a 
la guerrilla, especialmente en las llamadas partidas de Cruzada, que se 
fueron formalizando a fines de 1809 con integrantes del clero regular (sobre 
todo, carmelitas descalzos) en Córdoba, Cataluña, Galicia, Aragón o 
Extremadura [108] . Fueron ellos quienes infundieron a la lucha ese rasgo 
característico de defensa del orden tradicional representado y garantizado 
por la Iglesia. 

Uno de cada cuatro guerrilleros era un campesino pobre, pero no adscrito 
al proletariado rural, que era escaso en la submeseta Norte, donde 
predominó la guerrilla. Aunque hubo bandidos, desertores, sacerdotes y 
monjes, el grueso de las partidas estuvo constituido por pequeños 
campesinos con tierras, cuyo objetivo preferente era defender sus 


propiedades de las exacciones cometidas por las tropas francesas [109] . A 
decir de Tone, «la dispersión de la población, la economía campesina 
articulada y la tradición de un fuerte gobierno local fueron algunos de los 
factores que contribuyeron al éxito de las guerrillas en la España 
septentrional» [110] . A veces, el marcado localismo de la lucha guerrillera 
derivó en bandidaje, que se convirtió en una lacra especialmente grave 
desde mediados de 1809 hasta 1810. En ese contexto, la irrupción violenta 
de poderes foráneos fue interpretada como una agresión a los fundamentos 
de la comunidad articulada orgánicamente en torno a los poderes 
tradicionales de ámbito local; de modo que la insurgencia rural contra el 
invasor napoleónico podría interpretarse, antes que como un ejemplo señero 
de guerra nacional-revolucionaria, como una muestra de la habilidad de las 
comunidades campesinas y de los labradores propietarios para protegerse de 
forma autónoma en determinadas circunstancias, salvaguardando sus 
intereses, que estaban íntimamente ligados a la economía moral del Antiguo 
Régimen [111] ; una movilización protagonizada por una comunidad a la 
defensiva que volvería a producirse en amplias comarcas del norte de 
España durante la primera «carlistada». 


¿Patriotismo, codicia o venganza? Móviles y estímulos de la lucha 
guerrillera 


La gran pregunta que habría que responder es si los guerrilleros fueron 
héroes que combatieron al enemigo y desempeñaron un papel destacado en 
su expulsión de la península Ibérica, o si fueron simples bandidos cuyo 
interés radicaba en el lucro personal, y que utilizaron la lucha patriótica 
para encubrir sus rapiñas, como en muchas otras guerras civiles [112] . ¿Su 
motivación era ideológica o económica? Hubo múltiples razones para entrar 
en la guerrilla: vengar una afrenta personal, burlar la disciplina militar, 
disfrutar de la relativa libertad que caracterizaba a estos grupos de lucha 
irregular, el ansia de lucro personal, etc. [113] . Buena parte de la 
motivación era inconfesablemente económica y, en este sentido, los 
guerrilleros de Espoz y Mina se granjearon una justificada fama de 
ladrones. En la parte cuantitativamente más importante de este fenómeno 
insurreccional, se conjugaron el partidismo y la delincuencia, que quedan 


perfectamente sintetizados en el grito cínico «¡Larga vida al rey Fernando y 
continuemos robando!» [114]. 

Otro elemento decisivo para la movilización armada fue la escalada de 
violencia protagonizada por ambos bandos (pillaje, extorsión, venganzas, 
masacres de prisioneros, represalias contra la población civil o exacciones 
económicas desorbitadas), en un proceso de realimentación mutua que 
resultaría característico de las guerras civiles de los siglos XIX y XX. 
Muchas veces se entró en la guerrilla por motivaciones personales, como 
respuesta contra las infamias, pillajes, abusos y desórdenes que acentuaban 
el riesgo de perder los bienes más queridos: la familia, el hogar o la 
propiedad. También jugó fuerte el tradicional temor a la conscripción o el 
hecho de que las fuerzas francesas, una vez que dejaron atrás sus líneas de 
suministros, empezaran a requisar sumariamente las posesiones de los 
particulares [115]. 

No existe constancia de que el español fuera guerrillero vocacional en un 
pasado más o menos remoto. La guerrilla antinapoleónica fue un fenómeno 
sociopolítico de época, a mitad de camino entre la rebelión patriótica, la 
defensa vecinal y el bandolerismo, en un clima generalizado de inseguridad 
y violencia. Aunque agudizó las tensiones entre pobres y ricos, que existían 
desde antes de mayo de 1808, no tuvo designios de revolución social, sino, 
más bien, de restitución del viejo orden amenazado por una invasión 
extranjera; una movilización contrarrevolucionaria popular expresada en 
forma de insurgencia armada [116]. 

La guerrilla prescindió de la estructura militar de jerarquía, graduación y 
disciplina, y optó por seguir las pautas de conducta propias de las relaciones 
sociales campesinas: vínculos personales, cooptación de jefes naturales, 
fidelidad basada en la amistad (pero también el temor), culto al valor, etc. 
En muchos casos, la resistencia popular se dirigió a la defensa del hogar o 
de la patria chica. Es cierto que la guerrilla fue también una forma de 
contestación social y se convirtió en modo de supervivencia para muchos 
hombres y mujeres, depauperados y sin trabajo, en medio de la vorágine de 
la guerra [117] . Muchos campesinos ingresaron en la guerrilla para no 
prestar o por haberse visto obligados a prestar el servicio de bagajes a los 
invasores. El reclutamiento forzoso y la difícil situación económica llevaron 
a muchos prófugos o desertores a sobrevivir sobre el terreno aplicando la 
violencia contra los franceses, pero también contra la población autóctona. 
El deterioro de la condición campesina y la agresión continuada de los 


invasores llevaron a este tipo de respuesta espontánea y primitiva, 
semejante a la de los haiduks en los Balcanes bajo dominio otomano. 
Luego, la rebeldía colectiva fue adoptando una fisonomía más política. De 
ahí fueron surgiendo las imágenes tópicas del insurgente de 1808 como 
guerrillero por naturaleza, y del bandolero individualista pero patriota, que 
fueron acuñadas definitivamente por el Romanticismo literario como 
síntesis del valor de la camaradería igualitaria y el prestigio personal [118]. 
Pero, más allá de su imagen de combatiente romántico, diseñada con 
posterioridad al conflicto, el guerrillero se situaba frecuentemente fuera de 
la ley. Su actuación se confundió con la del bandolero y el malhechor de 
antes de la guerra, y se convirtió en un modo desesperado de supervivencia 
en medio del conflicto. 

El bandolerismo era un fenómeno endémico desde fines del siglo XVIII, 
que se incrementaba en periodos de depauperación, de guerras o de 
inestabilidad política [119] . La vinculación de la guerrilla antinapoleónica 
con el mundo de la delincuencia común resultaba evidente desde el 
momento en el que absorbió, según el Reglamento de Partidas y Cuadrillas 
de diciembre de 1808, a gran parte de la criminalidad operante antes de la 
contienda [120] . Los miembros de las guerrillas y de las cuadrillas 
bandoleriles se asemejaban en su origen social, sus agravios colectivos e 
individuales, sus modos de lucha (emboscadas, asaltos, tomas de rehenes y 
mercancías) y sus ambiguas relaciones con la población civil [121] . 
Muchas de las actividades guerrilleras (requisas, reclutas, secuestros y 
exigencias de suministros) rayaban en el bandidaje tradicional, con la 
diferencia de que las partidas estaban sometidas a la autoridad militar o 
civil de la provincia o provincias donde operaban. Ello se tradujo en 
protestas continuas de los pueblos ante la Junta Central y el Consejo de 
Regencia por los excesos cometidos por los guerrilleros, que interceptaban 
el correo, se llevaban ganado, saqueaban las casas de los afrancesados, etc. 
Las partidas socavaban con sus exacciones la capacidad de resistencia de la 
comunidad local, apoderándose de recursos para el Ejército y atizando la 
deserción y los motines. Sometidas al fuego cruzado de los distintos actores 
armados, las comunidades agrarias tuvieron que desplegar estrategias de 
supervivencia alternativas, como enfrentarse con las partidas de la zona y 
alcanzar un modus vivendi con la menos amenazadora, que era, con 
frecuencia, la formada por los miembros de la propia comunidad local [122] 


En suma, la guerrilla se nutrió en su origen de la experiencia popular 
previa en lo referente a la autodefensa vecinal de la propiedad y las 
cosechas y la erradicación del contrabando, actividades que resultaban 
habituales en el norte peninsular desde los difíciles años finales del siglo 
XVIII. Esta circunstancia ayuda a explicar por qué la guerrilla se organizó, 
sobre todo, al norte del Duero y en la periferia peninsular, mientras que el 
Ejército regular libraba sus batallas en el centro de la Península [123]. 


La lucha contrainsurgente: milicianos, gendarmes y contraguerrilleros 


Ciertamente, la guerra sirvió a menudo como pretexto para llevar a cabo 
ataques contra la propiedad, de manera que el fenómeno guerrillero debe 
analizarse también desde el punto de vista de las políticas de seguridad que 
aplicaron las autoridades de ocupación y las afrancesadas [124] . Las 
guerrillas absorbieron una parte nada desdeñable del esfuerzo militar 
francés a través de pequeñas escaramuzas, expediciones punitivas, rastreos 
y convoyes. Las acciones de guerra irregular, que iban desde la simple 
interceptación del correo al enfrentamiento en forma de emboscada o golpe 
de mano, requerían movilidad, capacidad de sorpresa y rapidez en el ataque, 
la retirada y la dispersión [125] . Para luchar contra ellas, Napoleón reforzó 
la presencia militar en la frontera con cazadores de montaña y compañías de 
migueletes. Se trató de controlar a la población con la declaración del toque 
de queda, la prohibición de agrupamientos de personas y el nombramiento 
para puestos públicos de individuos pudientes que tuvieran algo que perder 
ante las presiones de la guerrilla y la contraguerrilla. Los franceses también 
potenciaron el espionaje y crearon columnas móviles, que recorrían el 
territorio en busca del enemigo. 

La implicación ciudadana en el mantenimiento del orden político, tan 
vinculada al proceso revolucionario francés, trató de estimularse en España 
con diversas intenciones: era una forma de responsabilizar a todos los 
ciudadanos, especialmente a los funcionarios y a los propietarios, en una 
defensa cerrada del orden social que tuvo una creciente lectura política, ya 
que el combate contra el bandolerismo —léase la guerrilla antifrancesa— era 
un modo evidente de militancia en favor del sostenimiento del régimen 
josefino [126] . En Madrid ya se constituyeron rondas de voluntarios 
afrancesados en agosto de 1808. El 1 de octubre, el Consejo de Castilla 


remitió a la Junta de Armamento un Plan de Milicias Urbanas para la 
guarnición y defensa de la villa y corte, dirigido a «cuidar de la tranquilidad 
interior de los mismos pueblos, bajo las reglas que aquí se expresan» y 
garantizar «la quietud de sus poblaciones y también para resistir al 
enemigo, si intentase entrar en ellas» [127] . Se preveían para Madrid 6.000 
infantes y 1.200 jinetes (artículo 4) exentos del servicio y de dieciséis a 
cincuenta años de edad. Según Martínez Ruiz, sus integrantes eran 
propietarios o individuos con profesión u oficio conocido, buena conducta y 
aceptable complexión física. Los regimientos se dividirían según criterios 
estamentales: la nobleza ocupaba uno de infantería y otro de caballería; el 
tercer regimiento era para los empleados del rey José; el cuarto estaba 
compuesto por comerciantes; el quinto, por procuradores, agentes y 
escribanos, y el sexto por el resto de voluntarios, además de un escuadrón 
de caballería de composición no aristocrática. Su mantenimiento se haría 
mediante un impuesto por clases que debía ser recaudado con la ayuda del 
Ayuntamiento, y cada regimiento sería comandado por un grande de 
España. Se contaba con la creación de un batallón por cada uno de los 10 
cuarteles de la capital, y se previó que los gastos de uniforme y armamento 
corrieran a cargo de la Villa y Corte, pero hubo muchas peticiones de 
exención de servicio en sus filas. El abandono de la capital por la 
Administración josefina tras la derrota de Bailén supuso un leve 
contratiempo en el despliegue de la ciudadanía en armas. El 24 de 
noviembre de 1808 —poco antes de la reconquista de Madrid por las tropas 
napoleónicas— ya estaba en pie una Milicia Voluntaria que, a fines de año, 
llegó a encuadrar a 11 batallones y hasta 27 compañías. 

En diciembre de 1808, Napoleón dispuso el despliegue de una Guardia 
Nacional de 1.600 hombres, cuyos batallones se establecerían en Madrid, 
Segovia, Talavera, Alcalá de Henares y Guadalajara. El 29 de abril de 1809, 
el Gobierno josefino creó las Guardias Urbanas de Toledo y La Mancha y 
anunció su ampliación a toda España el 20 de julio. Estas milicias locales 
fueron la base de organización, a partir de un decreto del rey José del 29 de 
junio, de una Guardia o Milicia Urbana (luego llamada Cívica), definida 
como reclutamiento de los ciudadanos levantados en armas en defensa de 
sus intereses y para «reprimir a los bandidos» —esto es, a los guerrilleros—, y 
compuesta por propietarios o individuos con profesión u oficio conocido, de 
buena conducta acreditada y entre los diecisiete y cincuenta años edad [128] 
. El 23 de abril de 1810 se creó la Guardia Cívica de Madrid, con 10 


compañías de 100 hombres, una por cada cuartel en que estaba dividida la 
villa. La organización miliciana capitalina fue regulada por decreto 
comunicado por el marqués de Almenara el 19 de mayo de 1810 (Gaceta 
del 21 de mayo), obtuvo su reglamento el 19 de octubre de 1811 y pervivió 
hasta el derrumbe del verano de 1812 [129] . Entre fines de 1809 y 
mediados de 1810, se constituyeron hasta 48 unidades milicianas en toda 
España, sobre todo en Andalucía (Écija, Osuna, Estepa, Sevilla o Granada) 
y Aragón, donde Suchet creó guardias cívicas en 34 localidades [130] . El 
19 de diciembre de 1809, José Bonaparte dio el visto bueno a la creación de 
una unidad de Policía en Navarra con el título de Migueletes de Navarra de 
José Napoleón, cuyo objetivo era, al igual que las milicias urbanas, el 
mantenimiento de la tranquilidad pública y la persecución de malhechores., 

Al no considerarse suficientes estas milicias de voluntarios urbanos, el 31 
de marzo de 1810 se decretó que, en todas las provincias, se reclutara una 
fuerza especial de carácter provisional, que se dedicaría en exclusiva a la 
erradicación del bandolerismo, a imagen de la Gendarmerie francesa. Así 
nacieron los cazadores de montaña de infantería o caballería como intento 
de creación de una Gendarmería de alcance nacional, cuyos individuos 
luego podrían pasar al Cuerpo General de Gendarmería cuando este se 
crease [131] . El 22 de enero de 1811 se creó una Compañía de 
Gendarmería Real para Madrid y su provincia con el fin de mantener el 
orden público [132] . Este fue el primer ensayo frustrado de creación de un 
cuerpo profesionalizado y militarizado de Policía, que luego desembocaría 
en la creación de la Guardia Civil. La derrota de Los Arapiles el 22 de julio 
de 1812 obligó al rey José a abandonar definitivamente Madrid, que fue 
ocupada por el Ejército angloespañol el 12 de agosto. El 26 de ese mes se 
constituyó en la ciudad una Milicia Urbana Nacional, que convivió con la 
Milicia Cívica bonapartista con la pretensión de mantener el orden público 
y sustituir al Ejército en sus funciones de vigilancia territorial. 

El régimen josefino trató de importar el modelo policial francés. Murat 
nombró el 5 de mayo de 1808 a un superintendente general de Policía que, 
desde su puesto de la Jefatura Superior del Departamento de Policía, 
colaboró estrechamente con las autoridades militares en la represión del 
levantamiento popular. El artículo 27 de la Carta Otorgada de Bayona 
preveía la creación de un Ministerio de Policía General del Reino, que 
recibió competencias por Real Decreto del 6 de febrero de 1809: medidas 
para la seguridad del Estado, custodia del interior de las prisiones y censura 


de prensa. Diez días más tarde, José I decidió que un intendente general 
desempeñara la Jefatura Superior del Departamento de Policía de Madrid, 
dividida en 10 cuarteles o distritos con un comisario cada uno. También se 
creó un batallón de Policía encargado de la seguridad pública en el interior 
de la ciudad. 

Por Decreto del 24 de noviembre de 1809 se estableció la Petite 
Gendarmerie d”Espagne, para asegurar las comunicaciones (especialmente 
la ruta Bayona-Madrid), controlar las costas y perseguir a guerrilleros [133] 
. Esta fuerza llegó a tener a 20 escuadrones, con 4.140 hombres de a pie y 
1.740 a caballo, que actuaron en Navarra, Aragón y Burgos, pero sufrieron 
831 muertos (de ellos, 27 oficiales) y 1.077 heridos (85 oficiales) en el 
desempeño de sus servicios. A inicios de 1810, las actividades de 
contraguerrilla se fueron cubriendo con rondas de vecinos y guardias 
cívicos en Andalucía y Madrid. También colaboraron guerrilleros renegados 
como Jerónimo Rocatallada o Domingo Brun en Aragón, o José Chacón, 
que hostilizó en Navarra a Espoz y Mina. Como observa Hocquellet, «la 
guerrilla era una guerra de civiles, en ningún caso una guerra civil, aunque 
en algunas regiones las autoridades josefinas intentaron organizar bandas de 
partisanos afrancesados para que luchasen, en el mismo territorio y con las 
mismas tácticas, contra los guerrilleros patriotas» [134] . 

El mantenimiento del orden también fue desempeñado por una 
magistratura de excepción de origen republicano y napoleónico: por Real 
Decreto del 16 de febrero de 1809, se crearon Comisiones Militares para los 
individuos sometidos al fuero castrense, y Juntas Criminales 
Extraordinarias, cuyo objeto era imponer duras penas a «asesinos, ladrones, 
revoltosos con mano armada, sediciosos, esparcidores de alarmas, espías, 
reclutadores en favor de los insurgentes, que se hallen en correspondencia 
con ellos o que usen el puñal o el rejón» [135] . Muchas veces, las 
autoridades militares francesas identificaron a cualquier fuerza armada 
irregular con los salteadores de caminos, a quienes cabía aplicar la 
legislación penal común, agravada por un régimen jurisdiccional de 
excepción [136]. 

El hecho de que los franceses consideraran a los guerrilleros como 
«bandidos», y estos a los franceses como herejes que exterminar, propició 
una escalada de la violencia marcada por brutalidades, represalias y 
venganzas indiscriminadas. En Navarra, y en menor medida en el País 
Vasco, la espiral de violencia y represalias fue más aguda que en el resto de 


España, ya que generales franceses como Honoré Charles Reille (victorioso 
sobre Mina el Mozo en el otoño de 1810) emplearon el terror contra la 
tenaz resistencia popular. Los guerrilleros ejercieron la represión sobre las 
autoridades civiles locales mediante mutilaciones, marcado de frentes, 
emplumamientos con brea y ejecuciones sumarias de los colaboracionistas. 
La emboscada de Espoz y Mina a un importante convoy francés en Arlabán 
el 25 de mayo de 1811 condujo a un duro bando del general Bessiéres, que 
hacía responsables de estas acciones incluso a los familiares de los 
guerrilleros. Entre junio de 1811 e inicios de 1812, tanto Espoz y Mina 
como los generales Reille y Abbé perpetraron ejecuciones mutuas de 
prisioneros. La espiral de amenazas y represalias alcanzó su momento 
culminante cuando Espoz y Mina declaró el 14 de diciembre de 1811 la 
guerra sin cuartel a los franceses, sin distinción entre soldados y jefes, que 
serían ahorcados. Este ciclo de barbarie cesó en el último año de la guerra, 
porque los franceses eran incapaces de sustituir sus bajas. En Navarra, se 
calcula que los ejércitos josefinos perdieron a 16.745 soldados (contando 
muertos y capturados) a manos de la guerrilla entre 1810 y el final de la 
contienda. 

En otras regiones, la acción contraguerrillera fue más eficaz. Tras la 
invasión de Andalucía por los franceses en la primavera de 1810, se 
llenaron de guerrillas el valle del Guadalquivir, la Serranía de Ronda y las 
Alpujarras. La justicia josefina actuó implacablemente contra los llamados 
genéricamente «bandoleros», y la Armée du Midi del mariscal Jean-de-Dieu 
Soult trató de frenar esta marea insurgente declarando el 7 de mayo de 1810 
que las partidas existentes eran «reuniones de bandidos que no tienen otro 
objeto que los robos y el asesinato». Trató de implicar a la ciudadanía de 
entre diecisiete y sesenta años en tareas de seguridad local por medio de 
unidades paramilitares, como la Milicia Cívica creada por Reales Decretos 
del 6 de febrero y 19 de abril de 1810 en las grandes capitales y pueblos 
como Écija, Marchena, Osuna, Estepa, Lucena, Antequera o Loja, entre 
otros [137] . A ella se unieron unidades de cazadores de montaña, 
compañías francas de escopeteros y regimientos de dragones en columnas 
volantes especializadas en la lucha contraguerrillera y la actividad policial 

138]. 

Tras la caída de Zaragoza el 20 de febrero de 1809, los aragoneses 
también optaron por la guerra de guerrillas. Los franceses hubieran podido 
mantener el control del territorio de no ser por la llegada de un Ejército 


regular al mando de Blake, que invadió el este de la región. Forzado a 


adoptar una posición defensiva en Zaragoza, el 3.” Cuerpo del general 
Louis Gabriel Suchet quedó incapacitado para atacar a las guerrillas, que 
proliferaron enormemente, animadas por la victoria de Blake en Alcañiz el 
23 de marzo. Reducido a Zaragoza y Jaca, Suchet descubrió que las 
guerrillas imposibilitaban su abastecimiento, y decidió atacar a Blake, a 
quien derrotó en María de Huerva y Belchite los días 15 y 18 de junio. Con 
las fuerzas regulares españolas temporalmente neutralizadas, Suchet recibió 
refuerzos y mandó columnas punitivas en todas direcciones desalojando, a 
inicios de 1810, a los insurgentes de muchas de sus plazas fuertes en la 
montaña de la periferia de Aragón, como Daroca, Teruel, Calatayud, Fraga, 
Monzón o Benasque [139] . En febrero de ese año, Suchet recibió órdenes 
de concentrar sus fuerzas para atacar Valencia. Pero, al salir de la ciudad, 
los partisanos reaparecieron de sus refugios montañosos, atacaron 
numerosas fortificaciones francesas y cortaron las comunicaciones del 
mariscal con su base. La limitación de los abusos de la soldadesca, 
impuesta con rigor por Suchet, hizo que, en 1812, pudiera conquistar 
Valencia sin dejar la mayor parte de su ejército en tareas de guarnición en 
Aragón [140]. 

De 1810 a 1812, Napoleón desplegó en la Península una fuerza de 
400.000 hombres y, durante 1812, permaneció en España un ejército de casi 
250.000. Tras intentar el control del territorio por medio de fortines, los 
franceses abandonaron esta estrategia y se concentraron en las grandes 
ciudades y las rutas de suministros. Luego pusieron en marcha la 
contraguerrilla (especialmente los cuerpos francos), ofrecieron amnistías y 
recompensas a cambio de información e impusieron multas a los 
ayuntamientos, si no daban cuenta de los vecinos que habían huido. A la 
altura de 1812, la resistencia popular era cada vez menor, pero la marcha 
hacia Rusia de 80.000 soldados del Ejército imperial (que pasó de 310.000 
a 230.000 efectivos en mayo de 1812) cambió de forma irreversible el 
equilibrio militar. 


Un balance de la importancia militar y política de la guerrilla en la 
contienda de 1808-1814 


Mucho se ha discutido acerca de la trascendencia de la guerrilla en el 
balance militar de la contienda. Al igual que los oficiales ingleses que 
vivieron la Peninsular War, Esdaile minusvalora el carácter decisivo de la 
guerrilla, ya que, en su opinión, durante el periodo crucial de la contienda 
que va de fines de 1808 a inicios de 1812, perjudicó a la causa aliada, al 
minar la resistencia del Ejército regular y acelerar la decisión francesa de 
enviar fuerzas aplastantes contra ellos y el Ejército británico [141] . De 
hecho, tras la conquista de Madrid en agosto de 1812, Wellington tuvo que 
retirarse a Portugal porque las autoridades españolas no proporcionaron los 
refuerzos necesarios para consolidar la conquista. Frente a la tesis de 
Esdaile de que las partidas estaban compuestas, sobre todo, por desertores y 
bandidos, y que perjudicaron a la causa aliada al detraer personal del 
Ejército e indisponer a los civiles, Tone aduce que los ejércitos españoles no 
se hundieron porque sus hombres desertasen masivamente en dirección a 
las guerrillas, sino que fueron hacia ellas por el colapso de las tropas 
regulares [142] . 

Las guerrillas tuvieron el mérito de haber proporcionado la iniciativa a 
Wellington en su gran ofensiva de 1812-1813, fijando e inmovilizando 
grandes fuerzas del enemigo e incluso entrando en línea de batalla cuando 
la ocasión era propicia. Tras militarizarse al final de la guerra, participaron 
en batallas como Ciudad Rodrigo, Los Arapiles, Vitoria y San Marcial. Pero 
la coordinación entre guerra regular e irregular en la Península no resulta 
clara en absoluto ni parece que la guerrilla fuera tan decisiva como se 
piensa en la victoria final de los aliados [143] . Quizá la guerrilla no fuera la 
pieza clave de la victoria, como ha pretendido demostrar la historiografía 
tradicional española, pero proporcionó al Ejército regular información 
detallada de los movimientos de los franceses e inmovilizó gran cantidad de 
fuerzas adversarias. Como señala Vittorio Scotti Douglas, «sin la guerrilla 
los franceses habrían en muy poco tiempo logrado someter a España, así 
como lo habían hecho con todos los otros países de Europa que 
consiguieron conquistar» [144] . 

Se calcula que en torno al 80 por 100 de las tropas francesas (unos 
250.000-350.000 hombres) tuvo que dedicarse al mantenimiento del orden 
público en las poblaciones y la seguridad de las comunicaciones. Algunos 
convoyes iban escoltados por 3.000 o 4.000 hombres y, sólo en la 
protección de la ruta Madrid-Francia, se emplearon a 70.000. La evaluación 
en cifras de las pérdidas humanas causadas por la contribución guerrillera 


está caracterizada por la disparidad. Fraser calcula que la guerrilla causó 
poco más de la mitad de las hipotéticas pérdidas francesas (unas 300.000), 
de las que los navarros habían infligido casi un tercio con sus cerca de 
50.000 soldados franceses muertos, heridos o capturados [145] . Tone 
estima que, del total de bajas sufridas por las tropas josefinas, un tercio se 
produjo en combate contra los ingleses, y el resto contra los ejércitos 
españoles y la guerrilla [146] . Scotti Douglas asigna a esta 80.000 bajas 
como mínimo, mucho más importantes que las infligidas por los ejércitos 
regulares y el doble de las causadas por las tropas luso-británicas de 
Wellington [147] . García Sánchez estima que la guerrilla sufrió un 24 por 
100 de bajas mortales (cerca de 12.000), frente a los 46.000 muertos que 
ocasionó a los franceses [148] . En un análisis global del conflicto, Canales 
evalúa las muertes en unos 200.000 soldados imperiales, 35.000 tropas 
anglo-portuguesas y entre 228.690 y 522.940 españoles para una población 
de 11,5 millones, lo que convierte a la Guerra de la Independencia en la más 
letal de las conflagraciones de la historia contemporánea española, ya que 
conllevó pérdidas de entre el 2 y el 4 por 100 de la población total del país 
[149]. 

Toda Europa asistió, sorprendida y fascinada, a los sucesos de España, 
donde la inhumanidad y la crueldad camparon por sus respetos. La guerra 
irregular española fue imitada en Tirol en 1809, por el Landsturm prusiano 
en 1813 o en Rusia en 1812. Pero la violencia de guerra (con su cortejo de 
saqueo e incendio de pueblos, fusilamientos de hombres, violaciones de 
mujeres, etc.) también encontró émulos, ya que fue aplicada por los mismos 
franceses en la conquista de Argelia en 1830. 

En España, la guerrilla se ha mitificado como la expresión más acabada 
del patriotismo del pueblo español, unido ante un fenómeno tan igualitario 
y nivelador como la guerra; una contienda que se convirtió en toda Europa 
en el arquetipo de la moderna guerra popular que, en algunos casos, se 
confunde con la guerra revolucionaria. Desde esa perspectiva, la guerrilla 
habría sido la versión española de las guerras de la Revolución francesa, 
basadas en el mito de la nación en armas [150] . Según José María Jover, la 
resistencia armada española debía enmarcarse en las guerras nacionales de 
liberación antinapoleónica, a la par que las de Rusia y Alemania aunque, en 
el caso español, con un protocolo concreto de acción, basado en el 
levantamiento espontáneo, la formación apresurada de un ejército nacional 
y la generalización de las guerrillas [151] . Miguel Artola, siguiendo el 


modelo insurgente maoísta, definió la guerra de guerrillas como guerra 
revolucionaria, pero separó la guerra civil de la emprendida contra un 
ocupante extranjero. Este autor puso el énfasis en el origen militar de la 
guerrilla a través de los dispersos o fugitivos del Ejército, menoscabando su 
origen netamente popular, tal como lo habían proclamado los historiadores 
del XIX, desde el conde de Toreno a Rodríguez Solís. Las condiciones 
objetivas para su desencadenamiento serían: una manifiesta inferioridad 
militar ante el invasor; una situación de guerra, prolongada donde se 
desvanece la separación convencional entre el paisano y el combatiente, y 
una población universalmente beligerante en un contexto de guerra nacional 
de liberación planteada como guerra de desgaste, cuyo fin estratégico 
primordial no era la derrota, sino la destrucción moral y física del enemigo. 
Este autor incurre en un anacronismo cuando analiza la táctica guerrillera 
en el seno de una conflagración prolongada de liberación nacional (de la 
cual nuestra Guerra de la Independencia no fue el primer ni único 
exponente) con las pautas de la guerra revolucionaria, teorizada por ciertas 
tendencias marxistas (leninismo, maoísmo, castrismo o guevarismo), como 
el vehículo para precipitar un abrupto cambio social y político en países 
colonizados o en vías de desarrollo [152] . Carrasco Álvarez cuestiona el 
modelo de levantamiento nacional de Rodríguez Solís y el modelo de 
guerra revolucionaria de Artola, señalando que, junto a la idea de nación y 
revolución, persistían las querellas localistas, las motivaciones personales y 
la feroz competencia por espacio de poder, en un clima que se acercaba a la 
dinámica de la guerra civil expuesta por Stathis Kalyvas [153]. 

Como hemos visto, John Tone ha tratado de rebatir a las historiografías 
británica y francesa, que minusvaloran el papel de las guerrillas tanto en el 
desarrollo como en el resultado de la guerra, pero también ha criticado la 
historiografía española, que veía en la guerrilla el epítome del 
levantamiento en masa del pueblo contra los franceses. Resulta difícil la 
identificación entre pueblo y nación en una guerra tan dispersa y falta de 
ideologización de las masas populares. Los combatientes tenían una visión 
difusa de la nación: eran «patriotas», pero, para ellos, la patria significaba 
sobre todo la tierra natal y el entorno comunitario más cercano a su 
experiencia vital. El movimiento guerrillero no fue una fuerza arrolladora y 
nacionalizadora, sino que pasó por fases de desintegración y reconstitución, 
y sus logros se debieron a la suerte en la batalla, a las vicisitudes de la 
política y a la personalidad de sus dirigentes [154] . No existió un prototipo 


de guerrillero o de guerrilla, porque lo que prevaleció en los diferentes 
escenarios bélicos fue el localismo. La guerrilla no fue sólo una «cruzada» 
popular, sino una lucha dictada en muchas ocasiones por cálculos de tipo 
personal, como fue en el caso de Navarra, donde con un campesinado 
relativamente próspero, con limitadas diferencias de riqueza, menor 
importancia de la Iglesia como propietaria y señorialismo casi ausente, la 
guerrilla fue una auténtica campaña en defensa de Dios, el rey y la patria. 
Pero también actuó en salvaguardia de la pequeña propiedad y la 
comunidad foral tradicional dirigida por los grupos privilegiados del 
Antiguo Régimen contra el «otro» inasimilable —los franceses—, del que se 
seguía recordando sus exacciones e impiedad manifestadas durante la 
Guerra de la Convención. En otras zonas, la unanimidad de motivos 
tampoco fue la tónica [155] . Es cierto que la guerrilla no fue una 
movilización tan nacional como se ha querido ver, pero, volviendo una vez 
más al caso navarro, también coadyuvó de forma relevante a la derrota 
napoleónica y, a la postre, fue reconocida como parte del Ejército regular; 
una situación que se repetiría parcialmente durante la Primera Guerra 
Carlista. 

El debate sobre el predominio del patriotismo local sobre el nacionalismo 
en circunstancias tan extremas resulta, en buena medida, estéril. Es preciso 
reconocer la complejidad inherente a la Guerra de la Independencia, a la 
vez contienda civil, de liberación nacional, de ejércitos extranjeros y 
revolucionaria. Era una guerra caracterizada por «su implacabilidad, la 
imposibilidad de encontrar una solución o fórmula política dada la variedad 
y la multitud de sus dirigentes; la ausencia de objetivos definidos a 
conquistar; su elasticidad en el tiempo y el espacio; el fallo de la gran 
maniobra; la inseguridad de la retaguardia; la falta de engranaje con la 
Administración territorial; la ausencia de un frente definido; la perplejidad 
psicológica entre el amigo y el enemigo; el desgaste moral y material y la 
exacerbación de todas las miserias» [156] . Fue una guerra total en el 
tiempo, el espacio y los recursos. Los militares franceses recordaron, con 
horror, esa guerra sin tregua, donde las fuerzas combatientes no podían 
permitirse el gozo relativo de los intervalos pacíficos que caracterizaban al 
desarrollo de las campañas bélicas convencionales: 


Con las guerrillas no había combates de duración limitada, era una lucha continua, sin descanso 
e interrupción; no perdían la ocasión de asechanza o emboscada, aprovechaban todas las horas, 
todos los lugares, y acababan siempre por perseguir a los que les habían perseguido. Las guerrillas 


no mataban nunca muchos hombres de una vez, mas como renovaban incesantemente los golpes, 
nosotros concluimos por gastar, sin resultado alguno, un ejército escogido que tanto interesaba 
conservar [157]. 


Más que una guerra de frentes, fue, en efecto, una guerra irregular y 
defensiva, popular y total, porque la protagonizó el pueblo alzado en armas 
con todas sus motivaciones (egoístas o altruistas), con todos los medios de 
lucha disponibles (tolerables o inhumanos), en todas las estaciones del año 
y en todos los ámbitos, del local al nacional; una guerra que movilizó todo 
tipo de recursos y en la que se libraron todas las modalidades de combate, 
desde las tradicionales a las más modernas, incluida la guerra psicológica, 
que caracterizó al «infierno español» evocado por los soldados 
napoleónicos [158] . 

Los liberales «quedaron fascinados con los guerrilleros como 
personificación de ese pueblo en armas que luego se regularizaría en la 
Milicia Nacional. Conspicuos paladines de la causa constitucional, como 
Álvaro Flórez Estrada, se mostraron contrarios al Ejército regular que, 
desde su perspectiva, apuntalaba el absolutismo, y ensalzaron la guerrilla 
como contrapeso popular al despotismo [159] . Muchos jefes guerrilleros 
decidieron, a partir de 1814, respaldar con las armas la causa del 
liberalismo, aprovechando su alto rango en el naciente Ejército nacional 
para arrastrar a España hacia la era de los pronunciamientos. Francisco 
Javier Mina intentó en vano apoderarse de la ciudadela de Pamplona el 25 
de septiembre de 1814, huyó a Francia y partió de Liverpool el 15 de mayo 
de 1816 camino de México acompañado de una veintena de voluntarios de 
diversos países (ingleses, irlandeses, franceses, italianos y españoles), 
dispuestos a ofrecer sus conocimientos del arte de la guerra a los patriotas 
en su lucha por la independencia. La expedición se retrasó y, tras soportar 
traiciones como la de Mariano Picornell, llegó a las playas de Nueva 
España el 25 de abril de 1817. La expedición la integraban 300 jefes y 
oficiales, pero falló el apoyo interior y la coordinación con los insurgentes 
de la zona. Tras el fracaso de su tentativa, Mina fue apresado por los 
realistas, fusilado el 11 de noviembre de 1817 y declarado padre de la patria 
mexicana en 1823 [160] . Díaz Porlier se pronunció contra Fernando VII en 
1815 y también fue fusilado. El Empecinado, tras unirse a los liberales en 
1820, cayó prisionero de los absolutistas en 1823 y fue ahorcado en Roa el 
19 de agosto del año siguiente. Otros se adhirieron al absolutismo y 
retomaron la guerrilla durante el Trienio Liberal. Este fue el caso del cura 


Merino, que se enroló en las partidas que marchaban apoyando la invasión 
de los Cien Mil Hijos de San Luis y, a la muerte de Fernando VII, dirigió el 
alzamiento carlista en Castilla la Vieja. Algunos más optaron por el 
bandidaje como modo alternativo de vida. 

La Guerra de la Independencia se convirtió en la gran escuela de 
aprendizaje de la lucha armada y de la confrontación excluyente del 
enemigo extranjero [161] . Como dijo Galdós, la contienda fue la gran 
academia del desorden y el caudillaje, que alumbró tres tipos 
representativos: el guerrillero, el contrabandista y el ladrón de caminos. Los 
españoles se adiestraron en el arte de improvisar ejércitos y dominar por 
más o menos tiempo una comarca, trabuco en mano. De este modo casi 
impremeditado, «cursaron la ciencia de la insurrección y las maravillas de 
entonces las hemos llorado con lágrimas de sangre» [162] . El fenómeno 
guerrillero potenció a corto y a medio plazo un estilo de vida al margen de 
la ley, que se extendió por amplias comarcas de Cataluña, Galicia, País 
Valenciano, Aragón, Andalucía o Extremadura hasta el último cuarto del 
siglo XIX [163] . La identificación entre bandidos y facciones realistas fue 
un lugar común difundido por las autoridades liberales durante el Trienio, el 
levantamiento de los Matiners y la Primera y Segunda Guerras Carlistas. En 
suma, la conflagración de 1808-1814, en la crudeza y complejidad de sus 
manifestaciones conflictuales, fue un auténtico laboratorio de aprendizaje 
de la política institucional a todos los niveles, pero también un crisol de las 
expresiones más disolventes de esa misma política, de las violencias que se 
sufrieron y de las que aún estaban por llegar. 
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II 


ENTRE LA LEGITIMIDAD Y LA REVOLUCIÓN: 
ESTRATEGIAS DE FUERZA EN LA ÉPOCA FERNANDINA 
(1814-1833) 


Las Restauraciones en la Europa posnapoleónica (1814-1830) se han 
contemplado de modo convencional como un proceso político destinado a 
restablecer en su integridad las estructuras políticas y las dinastías 
destronadas por la Revolución y el Imperio. Así sucedió con las monarquías 
de Francia (Luis XVIII), España (Fernando VIT), Portugal (Juan VD), Italia 
(Fernando IV en Nápoles, Víctor Manuel I en el Reino de Cerdeña o Pío 
VII en los Estados Pontificios) y los Estados alemanes. Pero las condiciones 
de restablecimiento de las antiguas dinastías oscilaron entre el retorno 
brutal al absolutismo que tuvo lugar en España y la conciliación entre las 
antiguas instituciones monárquicas y el reformismo bonapartista en Francia, 
Nápoles, Baviera, Baden o Wurtemberg. El carácter coactivo de los 
Gobiernos se acentuó con el resurgimiento del espíritu revolucionario entre 
1819 y 1827 en España, Portugal, Nápoles, Rusia o Grecia. La dimensión 
europea de la represión frustró las anteriores tentativas de ajuste entre 
tradición y modernidad, abriendo las compuertas a una dura pugna entre la 
reacción absolutista, el reformismo autoritario-burocrático y el rupturismo 
liberal, que acabó por resolverse en las revoluciones europeas de 1830. En 
la Península Ibérica, la lucha entre «ultras», realistas moderados y 
constitucionalistas tuvo, sin solución de continuidad, una deriva bélica en 
las Guerras Liberais portuguesas de 1828-1834 y la Primera Guerra Carlista 
española de 1833-1840. 


GOLPISMO, REPRESIÓN Y RESISTENCIA ARMADA EN LA 
RESTAURACION ABSOLUTISTA (1814-1820) 


El primer golpe de Estado de la España contemporánea: su contexto y 
consecuencias 


El final de la Guerra de la Independencia planteó el problema de la 
legitimidad de la nueva estructura constitucional ante el inminente retorno 
al país del otrora monarca absoluto. La Regencia rehusó ratificar el tratado 
de Valencay del 11 de diciembre de 1813 (por el que Napoleón restableció 
en el trono a Fernando y le prometió que reinaría como monarca a la 
antigua usanza) y ratificó su acatamiento a la Constitución y a las 
disposiciones de las Cortes. Estas aprobaron el 2 de febrero de 1814 las 
normas de protocolo para la vuelta del rey, fijando un itinerario que 
culminaría en el juramento a la Constitución en Madrid. En medio de la 
incertidumbre, el 17 de febrero se denunció un plan en el que estaban 
implicados el presbítero José González Falcón y Juan Garrido para derrocar 
a la Regencia constitucional y establecer otra presidida por la infanta 
Carlota, y en la que participarían destacados absolutistas como Juan Pérez 
Villaamil y el general Castaños. El 22 de marzo el rey cruzó la frontera por 
Figueras, y el 24 arribó a la zona catalana dominada por las tropas 
españolas. Una vez llegado a Reus, varió el itinerario diseñado por las 
Cortes y decidió efectuar un viaje, evidentemente dilatorio, a Zaragoza. El 
15 de abril el capitán general de Valencia y Murcia, Francisco Javier Elío, 
hizo un discurso en la venta de La Jaquesa, en el que subrayó el 
protagonismo del Ejército en la recuperación de la Corona, despreciando 
implícitamente la voluntad nacional. El 16, don Fernando entró en Valencia, 
donde lo esperaban algunos representantes de la trama absolutista ubicada 
en Madrid, como el conde de Montijo y los duques de Osuna y de San 
Carlos. En lugar de conducir a sus tropas al sur de Francia, como le había 
ordenado la Regencia, el conde de La Bisbal las acantonó en Castilla la 
Vieja, para ponerse al servicio del rey en cuanto se presentara la ocasión. La 
actitud de Inglaterra, representada por su embajador, Henry Wellesley 
(hermano menor de Wellington), de no apoyar el sistema constitucional 
español, que consideraba guiado por principios republicanos, fue decisiva 
para la consolidación de la trama reaccionaria. Tras recibir de manos del 
diputado Bernardo Mozo de Rosales —más tarde marqués de Mataflorida— el 
Manifiesto de los Persas (elaborado el 12 de abril y firmado por 69 
diputados «serviles», entre ellos 34 eclesiásticos), don Fernando concedió el 
17 una audiencia a Elío, que invitó al monarca a recuperar plenamente sus 
derechos, para lo cual puso sus tropas a disposición del soberano, en lo que 
algunos han considerado el primer golpe de Estado protagonizado por el 
Ejército en la historia contemporánea española. 


En Andalucía occidental, el movimiento absolutista desbordó a las 
autoridades liberales. El 3 de abril hubo manifestaciones en Sevilla, en las 
que se pidió la restauración de la soberanía absoluta del monarca, y, a 
inicios de mayo, los realistas usurparon el poder en esta ciudad y en 
Córdoba. Sucesos similares tuvieron lugar el 6 de mayo en San Fernando y 
el 10 en Sanlúcar de Barrameda, donde la agitación fue reprimida por 
Cayetano Valdés con tropas procedentes de Cádiz. 

La conjura urdida por el entorno del rey Fernando contó con el apoyo del 
recién nombrado capitán general de Madrid, Francisco de Eguía, y se 
consumó el 4 de mayo, con la firma reservada de un Real Decreto que 
ordenaba la disolución de las Cortes y la abolición de la Constitución y 
todos sus actos legislativos, que fueron declarados «nulos y de ningún valor 
ni efecto, ahora ni el tiempo alguno, como si no hubiesen pasado jamás 
tales actos y se quitasen de en medio del tiempo». El monarca prometía la 
convocatoria de Cortes estamentales según los usos del Antiguo Régimen, 
pero no cumplió la promesa y afianzó un ejercicio del poder de impronta 
marcadamente personal. 

Eguía recibió el encargo de entrar en Madrid, ocupar militarmente la sede 
de las Cortes y detener a algunos de los más caracterizados políticos 
liberales, lo que hizo en la noche del 10 de mayo con la ayuda de cinco 
jueces de policía nombrados por él. Se arrestó a los regentes Pedro Agar y 
Gabriel Císcar; a los ministros de Gobernación Juan Álvarez Guerra y de 
Gracia y Justicia Manuel García Herreros; al capitán general de Castilla la 
Nueva, Pedro Villacampa, y a 24 de los más destacados diputados; entre 
ellos, Argúelles, Muñoz Torrero, Álvarez Guerra, Martínez de la Rosa y 
Calatrava. En la mañana del 11, las Cortes fueron clausuradas y se hizo 
público el Decreto del 4 de mayo. Estas actuaciones fueron acompañadas de 
un levantamiento popular inducido por el conde de Montijo, en el que al 
grito de «mueran los liberales, flamasones [sic], herejes y judíos» se 
destruyeron lápidas alusivas a la Constitución, se cambiaron los nombres de 
algunas calles, se acosó a los liberales que iban camino de la cárcel y se 
celebraron varios tedeums [1] . 

El 13, don Fernando hacía por fin su entrada solemne en Madrid, 
escoltado por miles de soldados. La segunda quincena del mes se 
caracterizó por la explosión del sentimiento monárquico, que se expresó en 
la restitución de sus nombres a las plazas reales y las manifestaciones 
espontáneas de adhesión al monarca. El retorno a la legitimidad anterior a la 


experiencia «usurpadora» del liberalismo no se hizo mediante la 
implantación de un absolutismo templado o de una Carta Otorgada —como 
sucedió en Francia con Luis XVI!I—, sino mediante la violenta imposición 
de un modelo extremo y personalista de Estado absoluto. Incluso el duque 
de Wellington contribuyó a su implantación, acelerando su avance hacia 
Francia y paralizando el envío de tropas que pudieran contrarrestar el golpe 
contrarrevolucionario que se efectuó en Madrid. Aunque trató de favorecer 
la instauración de una monarquía próxima al modelo británico, su notorio 
desprecio hacia la Constitución de 1812 hizo que vetara cualquier atisbo de 
pronunciamiento constitucional y favoreciera las maniobras complotistas de 
los contrarrevolucionarios españoles [2] . 

Un decreto del 21 de julio restableció el Consejo de la Inquisición y los 
demás tribunales del Santo Oficio, que volvió a encargarse de mantener la 
unidad católica, pero, sobre todo, actuó como organismo de represión 
política, especialmente contra liberales y masones, haciendo para ello un 
uso sistemático de su extensa red de informantes. El 15 de diciembre el rey 
firmó un Real Decreto por el que se condenaba a 51 de los políticos 
liberales procesados a condenas de prisión, destierro a presidios y 
confiscación de bienes [3] . De este modo se consumó este golpe de Estado 
de la vieja escuela principesca, apoyado por la «antigua milicia» 
representada por Elío y Eguía, que abrió las puertas a la primera gran 
represión política de nuestra historia contemporánea [4] . 

Acuñada en Francia durante el siglo XVII, la expresión «golpe de Estado» 
ha quedado incorporada en la actualidad al vocabulario de casi todas las 
lenguas modernas. La edición de 1694 del Dictionnaire de l'Académie 
Francaise identificaba el golpe con «lo que es útil al bien del Estado» y 
señalaba que debía ser ejecutado por el monarca como depositario de un 
poder absoluto y arbitrario. El Littré lo define como una «medida brutal a la 
que recurre un gobierno, y que decide alguna cosa importante para el bien 
del Estado», como la matanza de San Bartolomé del 22-23 de agosto de 
1572; una «empresa violenta por la cual un personaje conquista el poder», 
como fue el caso del 18 de brumario de 1799, o una «medida por la cual un 
Gobierno cambia violentamente, al margen de las leyes de la Constitución», 
tal como sucedió con el golpe de Estado intentado por Carlos X con la 
promulgación de las Ordenanzas de julio de 1830. 

Resulta difícil hablar de golpismo en épocas anteriores a la conformación 
del Estado moderno, puesto que los sistemas políticos deben evolucionar 


hasta un cierto punto y poseer determinadas características funcionales para 
que un golpe de Estado sea posible [5] ; de modo que los golpes en la 
Europa moderna, entendidos como acciones técnicamente complejas con 
objetivos políticos definidos, fueron la excepción a la regla, y sólo 
podríamos enumerar como acontecimientos homologables el Complot de la 
Pólvora de 1605, la purga del Parlamento inglés en 1648 y la disolución de 
sus restos por Cromwell en 1653, la conjura fallida de los jacobitas en 1722 
o el golpe restaurador de Gustavo Adolfo III en Suecia en 1772. El resto de 
las conquistas ilegales del poder se seguían ejecutando mediante conjuras y 
golpes de palacio, cuyo fin era la eliminación del adversario político, y no 
implicaban la utilización consciente de la demasiado primitiva maquinaria 
estatal con tales designios. En realidad, como ya se ha visto en el anterior 
capítulo, la modalidad violenta de la revuelta palaciega acoge una serie de 
manifestaciones sediciosas cuya tradición histórica se remonta a la 
Antigúedad. Aunque el golpe de Estado está vinculado en la actualidad a un 
imaginativo elenco de situaciones violentas (el asesinato político en sus 
variantes regicida o magnicida, el coup de théátre de una sonada 
defenestración política, la purga de un sector de la elite gobernante, la 
rebeldía más o menos notoria de una importante institución o de un alto 
personaje del Estado...) y tener a muy variados inductores o ejecutores, los 
militares suelen ser los protagonistas más habituales de este tipo de 
violencias «de elite», que en el pasado afectaban a poderes no sujetos a 
fiscalización o a legitimación popular. 

Ni durante la Revolución francesa ni en la publicística antinapoleónica 
elaborada durante la Restauración se extrajeron enseñanzas de ese periodo 
confuso que transcurrió desde el año Il al año VIII (1794-1799), cuando el 
golpe penetró con pleno derecho en los textos franceses de Historia de la 
mano de varias colisiones violentas entre los poderes del Estado, 
comenzando con la protagonizada por la Convención contra el Comité de 
Salud Pública el 9 de thermidor del año II (27 de julio de 1794). Esta 
reacción termidoriana no sólo marcó el reflujo del proceso revolucionario, 
sino la instalación de una situación de inestabilidad institucional 
permanente que se sustanció en los sucesivos «golpes del Directorio», en 
especial el protagonizado por Bonaparte y Sieyés el 18 de brumario del año 
VIII (9-10 de noviembre de 1799), que sigue constituyendo el modelo más 
acabado de golpe de Estado antiparlamentario [6]. 


Tras el paréntesis napoleónico, donde se produjeron oscuras intentonas 
republicanas, como la protagonizada por el general Claude-Francgois de 
Malet en octubre de 1812, la Restauración contempló la realización de un 
postrer golpe de Estado entendido como coup de force impuesto por el 
poder absoluto de un monarca. Las «Cuatro Ordenanzas» promulgadas por 
Carlos X el 25 de julio de 1830 no reunieron, sin embargo, los requisitos de 
prudencia y de oportunidad prescritos por la preceptiva clásica de Gabriel 
Naudé y desencadenaron una acción revolucionaria que clausuró en Francia 
el periodo que podríamos definir como «clásico» del golpe de Estado como 
estratagema principesca. 

Desde la perspectiva actual, el golpe de Estado puede ser definido como 
un cambio político mediante la fuerza, efectuado por algunos poseedores 
del poder gubernamental en desafío de la constitución legal del Estado. Es 
un acto inesperado, repentino, decisivo, potencialmente violento e ilegal, 
cuya impredecibilidad resulta tan peligrosa para los conjurados como para 
las eventuales víctimas, y que precisa de un gran cuidado en la ejecución. 
Su propósito es alterar la política estatal mediante una intervención por 
sorpresa y con el menor empleo posible de la fuerza [7] . Los golpes son 
acciones relativamente encubiertas que ignoran o rebasan los canales 
regulares o las reglas del juego en lo referente a procesos de sucesión. Los 
ejecutan ciertas elites insurgentes para eliminar a los gobernantes por 
medios extraconstitucionales, y van acompañados de la amenaza o del 
recurso real a la violencia física [8] . En su manifestación más frecuente, el 
golpe de Estado es una estrategia ilegal encaminada a derribar un gobierno, 
cuya esencia es la planificación secreta y cuidadosa, seguida de un ataque 
repentino al corazón de la Administración por la amenaza o el uso de la 
violencia por un pequeño grupo conspirativo desde dentro del aparato del 
Estado. Y un golpe se juzga exitoso cuando logra la instalación en el poder 
de un gobierno escogido por los propios conspiradores [9] . 


Sociedades conspirativas e intentos de regicidio: el insurreccionalismo 
elitista liberal hasta el pronunciamiento de Las Cabezas de San Juan 


Una vez consumada la restauración del absolutismo, desde el Ministerio 
de la Guerra el general Eguía comenzó a practicar una drástica reducción 
del Ejército. Muchos regimientos fueron suprimidos, y los restantes 


sufrieron recortes de dos o tres batallones. Un 75 por 100 de oficiales (entre 
11.000 y 12.000) quedaron sin destino o fueron incorporados como 
ayudantes a los regimientos subsistentes. Además, el ministro inició una 
política discriminatoria contra los oficiales y jefes guerrilleros liberales, que 
fueron relegados a puestos secundarios, lo que aumentó su resentimiento 
[10] . La respuesta liberal no se hizo esperar y tomó la forma de 
conspiraciones elitistas, seguidas de levantamientos urbanos igualmente 
minoritarios. El 1 de julio de 1814 se descubrió en Valencia una turbia 
conspiración para asesinar al capitán general Elío, que fue arrestado en 
ejecución de falsas órdenes y liberado seis días después [11] , y el 27 de ese 
mismo mes se destapó una intriga para proclamar la Constitución en Cádiz. 
El antiguo guerrillero Francisco Espoz y Mina se alzó el 25 de septiembre 
en la villa navarra de Puente la Reina con el siguiente propósito confesado: 


Mi objeto era apoderarme de la plaza y ciudadela de Pamplona, figurando fuerza, plantar en 
ellas la bandera de la libertad, promoviendo la reunión de Cortes; y extender comunicaciones 
inmediatamente a todas las demás provincias del reino para obtener de ellas la correspondiente 
cooperación al propio fin [12] . 


Artola pone en duda este programa y ubica la acción —que puede 
calificarse como el primer pronunciamiento liberal de la historia de 
España— dentro del voluntarismo personal de su ejecutor, aunque pensase en 
el apoyo que le podría brindar el partido liberal, recién vencido en el golpe 
de Estado regio de mayo anterior [13| . Espoz y Mina contactó con el 
primer regimiento de Voluntarios de la División de Navarra que mandaba su 
antiguo subordinado, el coronel Antonio Górriz. El plan debiera haber 
culminado en la toma de Pamplona, donde estaba al acecho Mina el Mozo, 
pero todo se vino abajo cuando la oficialidad se negó a secundar la 
intentona, que casi coincidió con la detención en Madrid, 10 días antes, de 
más de 80 liberales implicados. Vemos aquí en embrión lo que sería el 
protocolo de ejecución del pronunciamiento antiabsolutista clásico: conjura 
restringida a cenáculos políticos y militares, levantamiento en armas de un 
líder carismático (frecuentemente guerrillero) de la Guerra de la 
Independencia en un núcleo urbano relevante pero periférico, proclamación 
solemne de la Constitución y difusión del «gesto» a la espera de que fuera 
secundado a escala nacional por las elites liberales. De las carencias de este 
procedimiento insurreccional (ausencia de apoyo popular, lenta y dificultosa 
propagación del gesto político, planteamiento militar a la defensiva) pueden 


dar cuenta sus repetidos fracasos, que llevaron a sus ejecutores ante el 
pelotón de fusilamiento (como fue el caso de Górriz) o al destierro. Esta 
segunda opción fue la que tuvo que arrostrar Espoz y Mina, que el 5 de 
octubre logró huir a Francia, donde constituyó un foco conspirativo de larga 
duración [14] . 

La intentona de Juan Díaz Porlier tuvo un desenlace aún más dramático. 
Detenido en Madrid durante la redada antiliberal de la madrugada del 29 de 
mayo de 1814, fue condenado el 16 de julio a cuatro años de cárcel, que 
había de cumplir en el coruñés castillo de San Antón. Tras obtener un 
régimen de prisión atenuada para tomar baños medicinales, preparó el 
pronunciamiento que inició a su retorno a La Coruña en la noche del 18 al 
19 de septiembre de 1815. Con la ayuda de varios oficiales asturianos que 
habían combatido junto a él en la «francesada», hizo prisionero al capitán 
general y a las autoridades militares locales, haciéndose con el control de la 
plaza en menos de dos horas. Tras proclamar la Constitución, hizo público 
un manifiesto de tono moderado, donde exhortaba a la nobleza y a la 
burguesía a colaborar con la monarquía constitucional, en la cual debían ser 
respetadas tanto «las prerrogativas del trono como los derechos de la 
nación». Solicitaba, además, la convocatoria de Cortes elegidas por el 
pueblo, las cuales deberían tener la libertad de realizar los cambios 
constitucionales que fueran pertinentes dentro de este esquema de soberanía 
dual. Consiguió el respaldo de una parte de los comerciantes de la ciudad, 
así como de prácticamente todas las fuerzas militares acantonadas en La 
Coruña y en la base naval del Ferrol. Con ellas organizó el 21 una fuerza de 
864 hombres, que se dirigió hacia Santiago de Compostela, pero la traición 


de un grupo de sargentos del 6.” regimiento de Marina determinó su 
captura, procesamiento sumario por la Real Audiencia, condena, 
degradación y ejecución por ahorcamiento el 3 de octubre [15] . La reacción 
fernandina, que se había realizado hasta entonces sin efusión de sangre, se 
desplegó a partir de octubre de 1815 en forma de condenas a muerte de los 
principales conspiradores en favor del constitucionalismo, como Díaz 
Porlier, Lacy o Richart, que fueron considerados reos de lesa majestad; una 
figura jurídica notablemente indeterminada, ya que incluía cualquier acto de 
defensa —de palabra o de obra— de la derogada Constitución. 

La frustrada expedición libertadora que El Marquesito quiso impulsar en 
Galicia pone en evidencia los límites sociales y geográficos del 
insurreccionalismo liberal de inicios del XIX, constreñido al entorno 


burgués de las ciudades comerciales o las bases militares de la periferia 
peninsular (con efectivos que habían combatido al lado de los cabecillas 
insurgentes), y bastante inoperante en su irradiación hacia otros espacios, 
como el soldadesco, el campesino o el artesanal-menestral. 

La llamada «Conspiración del Triángulo», impulsada por el abogado 
liberal alicantino Vicente Ramón Richart y Pérez, se proponía perpetrar el 
asesinato de Fernando VII el 21 de febrero de 1816, en uno de sus 
frecuentes devaneos nocturnos por Madrid, o bien secuestrarlo y obligarlo a 
ejecutar un cambio de gobierno en sentido liberal. La trama fue descubierta 
por la delación de dos sargentos de Marina momentos antes del atentado y 
se dio por zanjada con la detención de medio centenar de sospechosos y el 
ahorcamiento de Richart y de su ayudante, el barbero Baltasar Gutiérrez, en 
la plaza de la Cebada el 6 de mayo. Otros implicados, como Ramón María 
Calatrava Peinado (futuro ministro progresista de Hacienda en 1842-1843), 
Simón Plaza, Juan O”Donojú, Mariano Renovales y Antonio Garrido, 
fueron condenados a muerte en rebeldía. El alcance regicida de esta 
conspiración explica el endurecimiento de las medidas represivas y, en 
general, del conjunto de la política fernandina, a partir de esas fechas [16] . 

Lejos de ser un epifenómeno, el magnicidio es un elemento revelador del 
modo diferencial en que las culturas y las civilizaciones han afrontado la 
problemática de la violencia política. Esta se planteó de forma preferente en 
Occidente bajo la forma del tiranicidio que, desde la Grecia clásica hasta las 
guerras de religión del siglo XVII, se consideraba incluso un acto honorable 
[17] . El debate sobre el tiranicidio ya se planteó en Grecia y Roma, donde 
Cicerón hizo el elogio de tyrannoctonoi («asesinos de tiranos»), como 
Bruto y Casio. La escolástica medieval, representada en Juan de Salisbury o 
Tomás de Aquino, fundamentaba el derecho individual de resistencia a la 
tiranía en la Ley natural: ninguna persona privada podía por su propia 
autoridad matar al tirano, salvo si recibía directamente la orden de Dios y la 
ejecutaba en aras del bien común [18] . Desde 1590, la doctrina del 
tiranicidio recibió un fuerte impulso en el seno de la Iglesia católica de la 
mano de la Compañía de Jesús. La posición más extrema fue la del jesuita 
español Juan de Mariana que, en De rege et regis institutione (1598), 
señalaba el deber de sumisión del soberano al pueblo. Si el rey se 
transformaba en tirano, Mariana establecía varios modos graduales de 
resistencia: asambleas para amonestar públicamente al monarca, deposición 
del mismo, declaración como enemigo público y, en último extremo, 


asesinato [19] . Sin embargo, tras la muerte del rey francés Enrique IV por 
Francois Ravaillac el 14 de mayo de 1610, el tiranicidio fue 
progresivamente relegado al campo de las prácticas políticas prohibidas por 
la Iglesia católica. Las doctrinas absolutistas de la razón de Estado, de 
Bossuet a Hobbes, proclamaron la inviolabilidad de la persona real, pero a 
pesar del avance del proceso de civilización en el siglo XVIII, a mediados 
de la centuria, el asesinato siguió utilizándose como arma política 
preferente, vinculada en su mayor parte a «revoluciones de palacio». Así 
murieron Gustavo Adolfo III de Suecia en 1792, y los zares Pedro Il en 
1762, Iván VI en 1764 y Pablo I en 1801, mientras que monarcas como José 
I de Portugal (1758) o Luis XV de Francia (1757) lograron salvar la vida. 

Sustentado por las teorías de la voluntad popular de Rousseau, el 
tiranicidio resurgió a fines del siglo XVIII no sólo como instrumento de 
defensa frente a un gobierno opresivo, sino como acto violento que abría la 
posibilidad de un nuevo comienzo, vinculado a un cambio radical en el 
régimen político y social. Esta interpretación escatológica del tiranicidio, no 
como un gesto de preservación social, sino como un procedimiento 
revolucionario contemplado como un modo de regeneración política, marcó 
el decurso de la violencia organizada con este fin durante todo el siglo XIX. 
Los asesinatos políticos ya no tendrían un móvil religioso, sino que se 
perpetrarían en momentos de desafección respecto de un régimen 
erosionado en su legitimidad, y que se pretendería hacer cambiar mediante 
un acontecimiento violento inesperado. Por otro lado —y en ello reside su 
vinculación con el carácter simbólico del moderno terrorismo-—, la utilidad 
potencial de un asesinato político resulta obvia, ya que brinda una inmensa 
atención pública a la causa que lo reivindica [20] . No es, por tanto, extraño 
que la eliminación física de los gobernantes haya sido uno de los medios 
más utilizados para obtener un cambio en la situación política a lo largo de 
la época contemporánea. 

La acción sediciosa emprendida en 1817 por Luis Lacy y Gautier, su 
antiguo ayudante Francisco Milans del Bosch y Ramón María Sala fue la 
primera apoyada por la masonería y tuvo un respetable seguimiento 
burgués, popular y militar. Lacy estaba estrechamente conectado con 
núcleos liberales y masónicos españoles, emigrados políticos en Francia y 
sectores liberales y republicanos franceses. Había contactado con el Oriente 
Montijano de Granada (el conde de Montijo, aristócrata ilustrado, artífice 
de las conquistas del poder de don Fernando en 1808 y 1814 y, por 


entonces, capitán general del territorio, constituyó la logia granadina en 
1816 y coqueteó con los liberales por su común hostilidad al retorno de la 
Inquisición) y con otra logia masónica radicada en Murcia, donde figuraban 
José María Torrijos, Juan Van Halen, Juan López Pinto y Juan Romero 
Alpuente. La trama tenía conexiones en Gerona, Cardona, Manresa, 
Tarragona, Reus, Tortosa y Peñíscola. El movimiento, que se desarrollaría 
en un entorno geográfico que los cabecillas conocían perfectamente desde 
la Guerra de la Independencia, comenzaría el 5 de mayo en la masía de la 
familia Milans del Bosch en Sant Viceneg de Montalt, donde se 
concentrarían las tropas sublevadas en Mataró y Arenys de Mar. Se 
pretendía restablecer la Constitución en Barcelona y Gerona, desde donde el 
pronunciamiento debería haberse extendido a Navarra, Valencia, Cartagena 
y Galicia. Lacy y Milans planearon reunir en Arenys de Mar a las tropas 
locales y a las de Mataró para encaminarse luego hacia Barcelona, donde se 
unirían a ellos la trama civil de la conspiración y los militares insurrectos de 
la guarnición. Pero la indecisión de algunos oficiales y una serie de 
delaciones producidas en Mataró y Arenys provocaron que la tropa se 
sintiera engañada y decidiera retornar a sus cuarteles. Con todo, Lacy se 
levantó en Caldetas al frente de un grupo armado reducido, pero no recibió 
ayuda alguna. Los oficiales comprometidos decidieron huir a Francia, 
mientras que el capitán general de Cataluña, Francisco Javier Castaños, 
ordenaba al comandante de brigada de la reserva de Arenys que los 
persiguiera. Las órdenes se demoraron demasiado para resultar efectivas, y 
las partidas de paisanos ultrarrealistas fueron las únicas que inquietaron a 
los insurrectos en su huida. Lacy desobedeció el consejo de Milans y se 
escondió unos días en Lloret de Mar, desaprovechando la ventaja que 
llevaba a sus perseguidores, hasta caer en manos del brigadier Manuel 
Llauder, enviado en su persecución por Castaños. El nuevo intento de 
asesinato del capitán general de Valencia, Francisco Javier de Elío, 
orquestado por Manuel Bertrán de Lis el 17 de enero de 1817, convenció a 
Castaños y al Gobierno de la necesidad de acelerar el proceso contra Lacy 
para que se convirtiera en una causa ejemplarizante que desincentivara 
cualquier intento de pronunciarse en favor de la Constitución de 1812 o de 
cualquier cambio de gobierno en sentido liberal [21] . En consecuencia, 
Lacy fue trasladado a Mallorca el 30 de junio y fusilado el 5 de julio de 
1817 en el castillo de Bellver por orden de Castaños, tras un fallido intento 
de liberación el 2 de mayo anterior [22] . 


En marzo de 1817, se descubrió una conspiración en Santiago de 
Compostela protagonizada por civiles, como el abogado Francisco Ferro 
Caaveiro, pero con amplia implicación castrense. El principal centro 
conspiratorio estaba en la Escuela Militar, en donde cursaban sus estudios 
40 cadetes bajo la dirección del jefe accidental Pascual Basadre, asimismo 
liberal. Los conjurados consiguieron el apoyo de algunos oficiales y 
sargentos del regimiento de Granada, acantonado en la ciudad, y urdieron 
un plan que consistía en arrestar al gobernador militar, general José Pescy, y 
a otros oficiales y notables absolutistas de la ciudad. En el caso de que se 
frustrase este movimiento urbano, los 40-50 conjurados pasarían a 
constituir una partida guerrillera, a la espera de alguna respuesta procedente 
de las ciudades gallegas. El plan fue descubierto el 14 de marzo por la 
delación de un sargento y desembocó en un largo proceso, en el que se 
dictaron dos sentencias contradictorias en 1817 y 1818, y que no se cerró 
hasta 1834 [23]. 

En el Puerto de Santa María se descubrió una nueva trama sediciosa el 8 
de julio de 1817. El 21 de septiembre de ese año fue detenido y encerrado 
en los calabozos de la Inquisición en Murcia el teniente coronel Juan Van 
Halen, que había unido, desde fines de 1816, a los conspiradores masónicos 
de Cartagena y Murcia con las logias de Granada y Cataluña. Además de 
Van Halen (que logró huir de forma rocambolesca de las prisiones 
inquisitoriales madrileñas el 30 de enero de 1818), fueron procesados como 
cabecillas de la conspiración el brigadier Torrijos (a la sazón gobernador 
militar de Murcia, Cartagena y Alicante), el político Juan Romero Alpuente, 
el coronel Matías Moñino, el teniente coronel Ignacio López Pinto y varios 
oficiales del Regimiento de Lorena. El conde de Montijo, que había 
despertado las sospechas del Santo Oficio por su alto grado masónico y por 
haber intervenido en las conspiraciones de Lacy y del Triángulo, fue 
destituido en junio de 1817 de la Capitanía General de Granada por su 
conducta equívoca hacia los liberales. La represión continuaría en esa zona 
a lo largo de 1819, especialmente bajo el mandato de Francisco Ramón 
Eguía como capitán general [24] . 

En la noche del 1 al 2 de enero de 1819, se frustró un movimiento armado 
en Valencia encabezado por el teniente coronel Joaquín Vidal, que había 
iniciado sus actividades conspirativas dos años antes. La intentona, que 
buscaba la restauración de Carlos IV, tenía ramificaciones en Madrid (la 
sociedad secreta Compañeros de Polo) y Valladolid (en el entorno del 


guerrillero El Empecinado) y preveía el apresamiento de Elío a la salida de 
un teatro, pero fue descubierta por la delación de un cabo del Regimiento de 
la reina. El siempre audaz capitán general acudió con una reducida fuerza a 
la casa de billar donde se reunían los conspiradores. En su huida, Vidal 
hubo de enfrentarse a Elío, quien le propinó una estocada casi mortal. Este 
singular jefe militar ordenó 22 detenciones y ratificó 18 penas de muerte, de 
las que 13 fueron ejecutadas el 20 de enero por el afrentoso procedimiento 
del fusilamiento por la espalda, tras de lo cual sus cadáveres fueron 
colgados [25] . Todas las intentonas liberales que se realizaron durante el 
primer lustro de gobierno absolutista fracasaron por su iniciativa 
personalista, su aislamiento político y social y la descoordinación de su 
ejecución [26] ; unas carencias que también tuvo la conspiración urdida por 
el abogado Jean-Paul Didier en Lyon y Grenoble a fines de 1815 e inicios 
de 1816. Sin embargo, el Gran Oriente masónico, establecido en Granada 
en 1816, había intervenido en las confabulaciones de Lacy o Van Halen, y 
Vidal también había estado en contacto con sociedades secretas inspiradas 
en el modelo carbonario italiano [27] . 

Rafael Sánchez Mantero ya señaló en su momento la coincidencia de 
método empleado en los pronunciamientos en España, Francia y la 
península italiana entre 1815 y 1830 [28] ; rebeliones que coincidieron con 
un florecimiento de los repertorios sectarios procedentes de diversos 
ambientes literarios e intelectuales, que definieron el topos de la sociedad 
secreta como la estructura de resistencia característica del liberalismo 
político en la Europa meridional durante la Restauración. El carbonarismo 
francés surgió a fines del siglo XVIII bajo la influencia de las diferentes 
filosofías «comprometidas» en el periodo anterior a la Revolución. Los ritos 
forestales que sirvieron de trama ritual a la charbonnerie surgieron de las 
tradiciones corporativas de los trabajadores del bosque: leñadores, 
carboneros, forjadores, etc. Joseph Briot o los generales Jacques-Joseph 
Oudet (Philopoemen) y Jean-Victor-Marie Moreau (Fabius) fueron 
miembros activos de estos grupos ocultos, que asumieron como línea 
política un republicanismo revolucionario contrario a los distintos 
imperialismos franceses, y también a sus alter ego europeos. Cuando 
Bonaparte protagonizó el golpe de 18 de brumario, los incipientes 
carbonarios pasaron a la oposición republicana, sin dejar de contribuir 
activamente en la Administración del Estado francés en plena expansión. En 
Italia, la propagación de la ideología carbonaria se efectuó tanto en el seno 


de los regimientos de ocupación como de una gran cantidad de funcionarios 
civiles e influyó en los ambientes nacionalistas autóctonos, para quienes la 
opción republicana era la más deseable a la hora de estructurar su proyecto 
de unidad política. La carbonería era decididamente antimonárquica. Nació 
con la finalidad de luchar por la independencia y la unidad de Italia bajo un 
régimen constitucional y surgió en los años del reinado de Joachim Murat 
en Nápoles entre 1808 y 1815 [29] . Fue una sociedad secreta que aglutinó 
los descontentos de todos los Estados italianos: los antiaustriacos, los 
antibonapartistas, los antiborbónicos, los antibritánicos y los antipapistas. 
Consternados por la rápida difusión de estas estructuras conspirativas entre 
los pequeños propietarios la burguesía, la nobleza e incluso el clero, los 
regímenes restaurados a partir de la derrota de Napoleón impusieran 
medidas punitivas a estas organizaciones, que consideraban anárquicas y 
disolventes; por ejemplo, Fernando IV de Borbón, que había recuperado el 
trono de Nápoles en mayo de 1815, prohibió de inmediato tanto las logias 
masónicas como las sociedades carbonarias, y encargó a su ministro de 
Policía Antonio Capece Minutolo (príncipe de Canosa), la creación de la 
contrasociedad secreta de los Caldera1. Los miembros de esta organización, 
reclutados entre los bajos fondos del bandidaje meridional, cometieron 
terribles excesos contra los supuestos liberales, pero fracasaron en la 
erradicación del carbonarismo, que se extendió a otras partes de Italia. Sus 
redes, a las que se adhirieron emigrados franceses como Jacques-Thomas 
Flotard, Armand Bazard y Philippe Buchez, no sólo fueron las protagonistas 
de la revolución constitucionalista que triunfó en Nápoles el 13 de julio de 
1820, sino que también tuvieron un peso relevante en la revolución de Turín 
del 13 de marzo de 1821, ambas inspiradas por el levantamiento de Riego. 
Tras la reacción absolutista que se enseñoreó de Italia a partir de marzo de 
1821, sus jefes exiliados, organizados en torno a la Sociedad Constitucional 
de los Patriotas Europeos inspirada por el general calabrés Guglielmo Pepe 
—uno de los líderes de la revolución napolitana de 1820-—, trasladaron la 
organización secreta a otros países, entre ellos España, para evitar o, al 
menos, entorpecer la invasión de las tropas del duque de Angulema [30] . 
En Francia, el paso de un sector del liberalismo a la clandestinidad a raíz 
de las medidas de excepción impuestas por los «ultras» tras el asesinato del 
duque de Berry el 14 de febrero de 1820 se plasmó en una base de acción 
revolucionaria que atrajo a los sectores sociales que, como los oficiales 
demi-solde, malvivían sin esperanza de ascenso y bajo el temor constante a 


ser depurados, o los estudiantes, que veían limitados sus medios de 
expresión política por el régimen de sufragio censitario. Organizaciones 
secretas como Les Survivants de l'Empire, le Débris de 1'Ancienne 
République et 1l'Espoir de la Nouvelle se unieron en contra del 
reforzamiento autoritario de la ¡monarquía restaurada organizando 
intentonas armadas en colaboración con grupos de oficiales acantonados en 
la capital. Su primera actuación fue el complot del Bazar francais, lugar de 
reunión de los conjurados en la rue Cadet de París, donde algunos demi- 
solde, inspirados en el pronunciamiento de Riego, prepararon una 
insurrección que debía estallar simultáneamente en la capital, Amiens, 
Épinal, Colmar y Lyon, con el apoyo de grupos de estudiantes. Pero el 
mariscal Marmont adoptó medidas que desanimaron a los conspiradores, y 
el golpe fue definitivamente abortado en el castillo de Vincennes el 18 de 
agosto de 1820. 

Fue entonces cuando un grupo de jóvenes radicales acordó formar una 
organización insurreccional y republicana aún más restringida que llamaron 
charbonnerie. La logia masónica parisina Amis de la Vérité fue la base 
logística de esta nueva organización, que fue impulsada a partir de marzo de 
1821 por los estudiantes Bazard y Duguied sobre la base de las experiencias 
de clandestinidad vividas en su exilio italiano del verano anterior. A partir 
de ese año, la proliferación de sociedades secretas antiborbónicas y 
democráticas (como los Chevaliers de la Liberté, que se implantaron en 
París tras haberse extendido por el oeste del país, a partir de la escuela de 
caballería de Saumur) se convirtió en un verdadero quebradero de cabeza 
para las autoridades borbónicas. La carbonería, que adaptó sus estatutos de 
origen napolitano a la idiosincrasia política del liberalismo francés, parecía 
la secta más temible, dado su carácter rigurosamente clandestino y su 
estricta formación militar. Organizados piramidalmente en ventes (grupos 
de 11 hombres) comunales, departamentales y centrales, y con las armas 
dispuestas en todo momento para una insurrección, los carbonarios tuvieron 
su momento de mayor actividad en el trienio 1821-1823, en coincidencia 
nada casual con la reimplantación del régimen liberal en España. Las 
grandes conspiraciones (la urdida en las cercanías de París el 19 de agosto 
de 1820, la de los Chevaliers de la Liberté en Saumur el 24 de noviembre 
de 1821 o la del teniente coronel Caron al mes siguiente en Belfort, con 
intención de extenderse por toda Alsacia) fracasaron definitivamente 
cuando el movimiento del oeste fue retomado en febrero de 1822 por el 


general Jean-Baptiste Breton (Berton), que marchó desde Thouars con 150 
hombres, en su mayoría campesinos, hacia Belfort sin obtener ningún 
apoyo aunque, en enero, febrero, abril y julio de 1822, se produjeron 
chispazos insurreccionales en Tolón, Nantes, Estrasburgo y Colmar. 


El descubrimiento de una vente carbonaria ubicada en el 45.” regimiento 
de Infantería de Línea acantonado en La Rochelle, cuyos integrantes habían 
sido trasladados preventivamente desde París en febrero de 1822 y que 
estaban en relación con la conspiración de Berton, condujo al juicio 
sumarísimo y al guillotinamiento de cuatro sargentos el 21 de septiembre de 
ese año. Una represión severa desmanteló la red conspirativa, con el 
balance de una docena de ejecuciones. Estos sucesos marcaron el declive de 
las sociedades secretas y el fin de las intrigas militares, que fracasaron por 
culpa de una preparación técnica deficiente, de la penetración de delatores 
en los círculos conspirativos y de la indecisión de los jefes militares a la 
hora de ejecutar el levantamiento. La represión fue terrible; los procesos 
rápidos y las condenas a muerte (Berton, Caron, Raoulx, Bories, Pommier, 
Goubin...), ejemplares. Pero los complots de 1820-1822 tuvieron un 
impacto político de primer orden, ya que la confluencia de un número 
creciente de afiliados a la carbonería (en 1822 se estimaba en 60.000, entre 
ellos muchos estudiantes, además de personalidades del partido liberal 
como el marqués de Lafayette, Marc-René de Voyer de Paulmy 
d'Argenson, el industrial textil Jacques Koechlin o el diputado Jacques- 
Antoine Manuel) con el malestar existente en el Ejército parecía prefigurar 
una alianza revolucionaria de amplia base que se plasmaría con todo su 
ímpetu en las «tres gloriosas» de julio de 1830. A inicios de 1823, los 
carbonarios franceses estaban persuadidos de que su procedimiento 
insurreccional había fracasado, aunque se opusieron —más simbólicamente 
que otra cosa— a la expedición lanzada por la Santa Alianza contra el 
Gobierno constitucional español de la época [31]. 

Los años iniciales y finales de la década de los veinte del siglo XIX fueron 
la época dorada del «liberalismo insurreccional» español como modelo 
político subversivo de corte cívico-militar. Como había sucedido durante la 
Guerra de la Independencia, se trataba de forzar el desencadenamiento de 
una coyuntura revolucionaria que permitiera establecer juntas en las 
provincias, al frente de las cuales una Junta Central ejercería de Gobierno 
provisional. 


La concentración de tropas en la zona de Cádiz para embarcar en una 
expedición contra los rebeldes de Buenos Aires brindó a los conspiradores 
(entre quienes se encontraban políticos como Istúriz, Mendizábal y Alcalá 
Galiano) una oportunidad inesperada, sobre todo cuando cundió el malestar 
ante la conscripción forzosa y la perspectiva de una dilatada y sangrienta 
campaña ultramarina. A ello se añadió un brote de fiebre amarilla entre la 
guarnición, y la entrega del mando a un general afiliado a la masonería y 
del que se creía que simpatizaba con las ideas constitucionales. La 
conspiración de El Palmar del Puerto fue el prolegómeno del 
pronunciamiento de Riego en Las Cabezas de San Juan. Su centro director 
radicaba en Bayona, aunque contaba con ramificaciones en Marsella, 
Burdeos, Portugal, Gibraltar e Inglaterra, además de Vitoria, Galicia, Cádiz 
y Madrid. Algunos de sus protagonistas eran Evaristo San Miguel y, 
probablemente, Juan de Olavarría. Contaba con el apoyo de la masonería 
francesa, de antiguos josefinos y de miembros de la burguesía comercial 
radicada en Cádiz, como el valenciano Vicente Bertrán de Lis y Francisco 
Javier de Istúriz, en cuyo domicilio celebraba sus sesiones el soberano 
capítulo masónico, que se encargó de canalizar políticamente el 
movimiento. Los conspiradores barajaban la posibilidad de que el 
«rompimiento» tuviese lugar en La Coruña, ciudad de reconocida 
raigambre liberal aunque, al final, se decantaron por Cádiz por razones 
geográficas, políticas y militares. La red complotista también se extendía 
por Madrid, Vitoria o Valencia. El llamado «Plan Beitia» (deudor del 
proyecto político esbozado por Vidal a inicios de 1819) pretendía sustituir a 
Fernando VII por Carlos IV, que debía ser colocado a la cabeza de una 
monarquía que pusiese fin al absolutismo. El fallecimiento del viejo rey en 
Roma el 20 de enero de 1819 obligó a cambiar de planes y proyectar una 
regencia del cardenal Luis María de Borbón (último presidente del Consejo 
de Regencia constitucional) como paso previo a la designación del futuro 
jefe de Estado por las Cortes [32] . 

El levantamiento fue abortado el 8 de julio de 1819 por la traición del 
general en jefe del Ejército expedicionario, Enrique O”Donmnell, conde de 
La Bisbal, que debiera haberlo encabezado. Después de que su segundo al 
mando, Patricio Sarsfield, hubiera detenido a tres agentes liberales, no tuvo 
otro remedio que arrestar a 15 oficiales comprometidos en el proyecto 
insurreccional (Quiroga, San Miguel, Arco-Agúero...) para disipar las 
sospechas de complicidad. Al ser descubierto el complot, Istúriz y Alcalá 


Galiano huyeron a Gibraltar, y La Bisbal fue sustituido por el conde de 
Calderón, un antiguo virrey de Nueva España de acendradas creencias 
absolutistas. Aún se debate si la «sorpresa del Palmar» fue el último 
coletazo del revolucionarismo conspirativo del sexenio fernandino o un 
ensayo general del pronunciamiento que se escenificaría en Las Cabezas de 
San Juan en enero de 1820 [33]. 

La estructura conspirativa se recompuso con rapidez, gracias a los 
desvelos de Juan Álvarez Mendizábal y Vicente Bertrán de Lis. Se 
organizaron focos en Sanlúcar, Jerez, Puerto Real, Medina Sidonia, San 
Fernando y Cádiz, en los que participaron figuras del futuro liberalismo 
doceañista como el propio Mendizábal o Antonio Alcalá Galiano [34] . El 
pronunciamiento, que quedó fijado para el 1 de enero de 1820, debía 
iniciarse con un triple movimiento de fuerzas: en Alcalá de los Gazules, el 
coronel Antonio Quiroga enviaría a las tropas a Medina Sidonia y Cádiz. 
Desde Las Cabezas de San Juan y Villamartín, el teniente coronel Rafael 
del Riego iría a Arcos de la Frontera para capturar a los jefes del ejército 
expedicionario y levantar el batallón de España. De allí marcharía a Medina 
Sidonia, donde se incorporaría el batallón de la Corona, mientras que el 
teniente coronel Miguel López Baños emplearía a otras fuerzas acantonadas 
más al interior. Todos convergerían desde San Fernando sobre Cádiz que, a 
la postre, no pudo ser conquistada por Quiroga el 3 de enero, lo que obligó 
a modificar el plan: Riego, que había proclamado la Constitución en 
Cabezas en San Juan mediante una arenga escrita por Alcalá Galiano, y 
establecido su cuartel general en Arcos, pasó por Jerez y el Puerto de Santa 
María, hasta conectar el día 7 con Quiroga y López Baños en La Carraca y 
San Fernando, donde se estableció una Junta revolucionaria. Los seis 
batallones sublevados se reorganizaron en la isla de León en dos brigadas. 

Después de otros dos intentos de tomar Cádiz el 5 y el 24 de enero (en esta 
última ocasión, con un batallón del regimiento de Soria que se encontró con 
la indiferencia del vecindario) [35] , Riego abandonó la idea de conquistar 
la ciudad y partió el 27 con una columna de 1.500 hombres, que recorrió 
durante dos meses las localidades de la costa gaditana y malagueña 
proclamando la Constitución sin encontrar un apoyo significativo, pero 
tampoco una abierta hostilidad. Desde el 20 de febrero, la fuerza se 
desplazó al interior por Antequera, Ronda y varias localidades sevillanas 
hasta Córdoba, donde llegó el 7 de marzo con sólo 300 soldados. Desde el 
27 de enero, Riego y sus hombres habían recorrido alrededor de 1.000 


kilómetros en Andalucía (Vejer, Algeciras, Málaga y Antequera) 
proclamando la Constitución, declarando que no querían desencadenar una 
guerra civil y procediendo a la liberación de los realistas presos. El 11 de 
marzo Riego optó por ir a Extremadura y, dos días más tarde, tomó la 
decisión de internarse en Portugal [36] . 

Cuando todo parecía perdido, y la fuerza había decidido dispersarse por 
las montañas extremeñas camino de un más que probable exilio, la 
situación cambió dramáticamente: el 21 de febrero había estallado un 
movimiento de solidaridad en La Coruña al mando del coronel Félix 
Álvarez Acevedo. Doscientos oficiales se insubordinaron en la Capitanía 
General, mientras que la tropa confraternizaba con los civiles en la calle al 
grito de «¡viva la nación!» [37] . Tras la constitución de una Junta Superior 
de Gobierno, el movimiento se extendió al Ferrol y Vigo el 23 y a 
Pontevedra el 25. Lugo fue ocupada el 3 de marzo por un regimiento 
procedente del Ferrol, pero Santiago y Orense permanecieron al margen. La 
revolución prendió en Oviedo y Murcia el 29 de febrero, para pasar más 
tarde a Zaragoza (5 de marzo), Tarragona (8 de marzo), Segovia (9 de 
marzo), Cádiz (9 de marzo, con choques con batallones leales al día 
siguiente que provocaron varios muertos y heridos) [38] , Barcelona (10 de 
marzo) y Pamplona (11 de marzo) [39] . En Alicante se produjo el 1 de 
marzo un movimiento en favor de la Constitución, que fue rápidamente 
sofocado por las autoridades militares conocedoras de la trama [40] . Por el 
contrario, en Tarragona, el coronel Pedro Perena encabezó la revuelta del 
Ejército frente a las autoridades civiles y militares, proclamando la 
Constitución, haciendo prisioneros al gobernador, al teniente del rey y al 
comandante de armas, y nombrando el día 10 una nueva Junta Gubernativa. 
Ese mismo día se proclamó la Constitución en Reus y Barcelona. En la 
capital catalana, las logias paramasónicas, mezcla de masonería y 
sociedades secretas de conspiradores, amalgamaron la oficialidad de la 
guarnición con las redes de conspiradores civiles y, en ellas, coincidieron 
los supervivientes de la fallida trama del general Lacy en 1817, con 
militares revolucionarios residentes en Barcelona en los últimos años y 
exiliados que habían llegado clandestinamente a la ciudad [41] . El mismo 
10 de marzo la multitud que exigió al capitán general Castaños la 
publicación del texto constitucional aclamó al brigadier liberal José de 
Castellar como nueva autoridad política y a Pedro de Villacampa como 
nuevo jefe militar. Los únicos actos de violencia que se produjeron fueron 


el acoso al obispo Pablo de Sichar, la liberación de los presos y el saqueo e 
incendio de los archivos y el edificio de la Inquisición. Castellar procedió a 
la convocatoria de una junta de autoridades, que estableció una Junta local 
presidida por el propio jefe político. Una de sus primeras medidas fue 
iniciar el 15 de marzo el alistamiento de milicianos voluntarios, cuyo 
número creció de 1.500 en julio a 2.000 en diciembre y 3.000 (un 16 por 
100 de los vecinos) al año siguiente [42] . 

El 23 de febrero Espoz y Mina había atravesado la frontera pirenaica para 
preparar el levantamiento de San Sebastián. El 6 de marzo, la proclamación 
de la Constitución en Ocaña por el conde de La Bisbal cuando se dirigía a 
reprimir el levantamiento al frente de un ejército organizado 
precipitadamente por el Gobierno aceleró la crisis del régimen absolutista. 
Al día siguiente, el general Ballesteros comunicó al rey la dudosa lealtad de 
la guarnición de Madrid. Esa misma noche, el monarca anunció su 
disposición a jurar el Texto Fundamental. En los días siguientes, se puso en 
libertad a los liberales encarcelados; se asaltó las cárceles de la Inquisición 
de Corte, situadas cerca de la plazuela de Santo Domingo; se repuso el 
Ayuntamiento Constitucional de 1814, y se creó una Junta Provisional 
Gubernativa, que se autoproclamó soberana y asumió transitoriamente el 
poder hasta la reunión de las Cortes y la formación de un Gobierno 
constitucional. 

El movimiento insurreccional de enero-marzo de 1820, que movilizó a 
amplias capas de población urbana, se inspiró en alguna de las pautas del 
alzamiento general de mayo-junio de 1808: un levantamiento del Ejército 
con apoyo civil que, tras lanzar un mensaje de rebeldía (en este caso, la 
proclamación de la Constitución de 1812), estableció de forma escalonada 
el contrapoder juntero en los núcleos de población más dinámicos, donde se 
consolidó el movimiento revolucionario hasta la creación de un organismo 
centralizador que fue la Junta Provisional Gubernativa radicada en Madrid. 
El pronunciamiento fue preparado durante meses, con un sentido de la 
realidad política y una minuciosidad que rompen la tópica imagen 
romántica de unas conspiraciones improvisadas por grupos de exaltados sin 
organización ni programa revolucionario [43] . Sin embargo, su éxito no se 
debió tanto a los méritos de los insurgentes como a la incapacidad de las 
tropas absolutistas, al mando del general Freire, para acabar con la 
menguante expedición de Riego, mientras que la inmensa mayoría de la 
población no apoyaba la rebeldía, pero tampoco hacía nada por constreñirla 


O liquidarla. Ello abrió una ventana de oportunidades que aprovecharon los 
liberales de las ciudades para forzar la resolución del impasse 
revolucionario. 

Núcleos dispersos del Ejército absolutista mantuvieron por varios días su 
oposición al cambio político, en un preludio de la feroz resistencia que el 
realismo más extremo opondría al reconstituido régimen liberal en los tres 
años siguientes. 


MILICIANOS NACIONALES Y GUERRILLEROS REALISTAS: LA 
DIALÉCTICA VIOLENTA CAMPO/CIUDAD EN EL TRIENIO 
LIBERAL (1820-1823) 


La titubeante construcción del Estado liberal adoptó en España un carácter 
violento e insurreccional, con situaciones revolucionarias en 1820, 1835, 
1836, 1840, 1854 y 1868, y contrarrevolucionarias en 1814, 1822, 1827, 
1833, 1843, 1846, 1856, 1871 y 1874. El primer ciclo de confrontación, que 
tuvo un alcance europeo, se desarrolló a partir de 1820. A mediados de 
febrero de ese año, fue asesinado el duque de Berry (hijo del conde de 
Artois y sobrino del rey) y, pocos días más tarde, fue descubierta en 
Londres la conspiración de Cato Street, donde un grupo de radicales 
pretendió derrocar violentamente al Gobierno conservador de lord 
Liverpool, que había impuesto drásticos recortes a las libertades de reunión 
y expresión el año anterior, simbolizados en la Masacre de Peterloo del 16 
de agosto de 1819. A la revolución española de marzo de 1820 siguieron las 
de Nápoles y Sicilia (revuelta carbonaria del 2-3 de julio), Portugal 
(revolución liberal de Oporto del 24 de agosto) y Piamonte (sublevación 
carbonaria de marzo de 1821 y abdicación de Víctor Manuel I). Pero la 
contrarrevolución planificada por la Santa Alianza se puso inmediatamente 
en marcha con la eliminación de la oposición liberal en Nápoles en julio de 
1820, en Saboya-Piamonte en marzo de 1821, en Portugal en mayo de 1823 
y en España en octubre de ese año. 

Durante los años de ostracismo, el liberalismo europeo había sobrevivido 
gracias, en buena medida, a la constitución de unas complejas redes 
clandestinas de cobertura casi continental. De hecho, para los 
revolucionarios de los años veinte del siglo XIX, la temática europea era 
más importante que la nacional, ya que no sólo combatían contra sus 


respectivos regímenes de opresión, sino contra un sistema antiliberal de 
alcance europeo. La derrota de 1820-1823 de los regímenes 
constitucionales en Italia, Portugal o España llevó al campo liberal a la 
creencia de que sólo un cambio internacional favorable al liberalismo 
podría permitir restaurarlo con garantías de perdurabilidad. El radicalismo 
del periodo 1814-1823 daría paso a unas trayectorias políticas marcadas por 
el posibilismo, pero también hubo activistas que no cesaron de conspirar 
durante toda la década y quisieron experimentar hasta el final el modelo 
insurreccional acuñado por Riego, como fue el caso de los liberales 
exaltados agrupados en torno al general Torrijos, que se movilizaron mucho 
antes del triunfo de la Revolución francesa de julio de 1830 [44] . 

Las logias y las sociedades secretas, independientes unas de otras, 
configuraron una estrategia defensiva común frente a la represión y la 
presencia de espías a sueldo de los gobiernos restaurados. En torno a estas 
estructuras ocultas de resistencia se tejieron redes de sociabilidad, que 
sirvieron para poner en contacto a los conspiradores de diferentes 
tendencias políticas, empleos, grupos sociales y entornos geográficos o 
culturales. El exilio multiplicó la presencia y la influencia, real o 
imaginada, de este tipo de organizaciones encubiertas, que florecieron en 
España durante el Trienio Liberal. Desde 1820, existían la masonería (que 
contaba con dos millares de adeptos de tradición afrancesada de orden) y la 
comunería (que atraía a un amplio espectro de liberales, desde moderados a 
republicanos jacobinos, asiduos frecuentadores de las sociedades 
patrióticas), pero también el carbonarismo importado por emigrantes 
italianos o franceses, que había surgido como organización de resistencia 
antinapoléonica en 1807-1810 y se había mantenido como herramienta de 
oposición transnacional a la Santa Alianza. Como escisión de la cada vez 
más conservadora masonería, en febrero de 1821 surgieron los Caballeros 
Comuneros o Hijos de Padilla (liderados por liberales exaltados como Juan 
Romero Alpuente o Lorenzo Calvo de Rozas), que llegaron a contar con 
6.000 miembros en múltiples núcleos sometidos a una compleja estructura 
confederal [45] . La comunería española fue, más bien, la forma concreta 
que adoptó en España la disidencia masónica, en un proceso similar al que 
dio origen a la carbonería en Italia [46] . Poco a poco, los comuneros 
mudaron la elitista parafernalia masónica para darse un contenido más 
democrático y popular y, desde su reforma efectuada el 23 de octubre de 
1822, fueron adoptando actitudes políticas cada vez más radicales, 


siguiendo las directrices marcadas por el periódico exaltado El Zurriago y 
la Sociedad Landaburiana; pero, aun representando el ala más avanzada del 
liberalismo español, nunca se declararon explícitamente republicanos [47] . 
El 23 de febrero de 1823 los comuneros acabaron por escindirse en una 
corriente revolucionaria y otra conservadora —la Confederación de 
Comuneros Españoles Constitucionales—, que se identificaba con el 
posibilismo liberal de Martínez de la Rosa. El abandono del poder del 
secretario del Despacho de Estado, Evaristo Fernández de San Miguel, a 
inicios de marzo de 1823, confirmó la división de los comuneros en una 
mayoría deseosa de alcanzar el poder a toda costa y una minoría 
«constitucional», que apoyó a San Miguel y abogó por llegar a un 
entendimiento con los masones que posibilitara la salvación del sistema 
político liberal. Las rivalidades intersocietarias desempeñaron un papel 
nada desdeñable en la erosión del régimen constitucional [48] . Tras la 
segunda restauración fernandina, las sociedades secretas continuaron 
operativas, aunque desplegaron una mayor actividad conspirativa en el 
exilio, en estrecho contacto con los emigrados franceses o portugueses. 


La defensa del régimen constitucional: la Milicia Nacional y el recurso al 
estado de excepción 


La Milicia Nacional es uno de los fenómenos sociopolíticos más 
interesantes del proceso revolucionario en España y en Europa. Concebida 
en un principio como lugar de encuadramiento militar de la burguesía y 
otras clases comprometidas en la defensa del orden constitucional recién 
instaurado, su desarrollo se vio afectado por altibajos vinculados al distinto 
alcance que las fracciones liberales otorgaron a dicha revolución, hasta 
transformarse en el incómodo fermento revolucionario de una nueva 
situación democrática con tintes socializantes durante el Sexenio. La 
seguridad pública se transformó en un asunto de ciudadanía plasmado en la 
institución miliciana, si bien la puesta en marcha de este nuevo modelo de 
seguridad se hizo de forma harto vacilante. 

Para cualquier miliciano decimonónico, sus antecesores inmediatos fueron 
los patriotas levantados en Madrid el Dos de Mayo. Durante la Guerra de la 
Independencia, compañías voluntarias de la Milicia Honrada levantada por 
la Junta Central actuaron en funciones de vigilancia y localización de las 


fuerzas francesas, o en tareas de hostigamiento de tipo guerrillero. El 
mariscal Luis Wimpffen presentó ante las Cortes el 22 de septiembre de 
1812 un proyecto de Reglamento Provisional de Milicias Urbanas 
encargadas de garantizar el orden público a nivel nacional, dependientes 
orgánicamente del Ejército, pero adscritas administrativamente a los 
ayuntamientos, que también corrían con los gastos de armamento [49] . Su 
propósito era constituir una fuerza de salvaguardia armada que permitiese al 
Ejército dedicarse a labores estrictamente bélicas, y que hiciese frente al 
bandolerismo y a los desertores. Su reglamento establecía que el 
alistamiento correspondía a los ayuntamientos, que podían hacer uso de esta 
fuerza armada sin que el comandante militar (que era el jefe de la Milicia en 
cada distrito) pudiese negarse a ello. El 9 de octubre de 1812 el diputado 
liberal gallego José Alonso y López llevó a la Cámara una propuesta sobre 
la creación de una fuerza armada popular cuyo objetivo sería defender las 
conquistas políticas y sociales de la revolución. Su estructura debía ser 
militar, actuando como reserva del Ejército, mientras que las Milicias 
Honradas actuarían como garantes del orden y la tranquilidad en los 
pueblos. Por otro lado, las Reflexiones sobre la formación de un 
Reglamento para las milicias nacionales presentadas a la Comisión de 
Constitución Militar por una de sus secciones (Cádiz, 1813) establecieron 
la posibilidad de dividirla en Milicia Nacional fija, sedentaria o local 
(órgano voluntario encargado de la defensa permanente del orden público 
constitucional en el ámbito municipal) y Milicia activa o móvil, reclutada 
mediante sorteo, que debería actuar a la vez como reserva permanente del 
Ejército y como la gran fuerza armada de defensa del orden constitucional 
en los conflictos internos más graves, para lo cual se implantaría el 
reclutamiento obligatorio de los varones de dieciocho a veintiséis años. 
Pronto, la Milicia Nacional se desarrolló completamente al margen del 
Ejército. El artículo 356 del título VII de la Constitución de Cádiz ya 
distinguió entre «tropas de continuo servicio» y la Milicia Nacional, cuyo 
cometido sería, según el diputado Agustín de Argúelles, «la defensa del 
Estado y la protección de la libertad en el caso de que se conspire 
abiertamente contra la Constitución» [S0] o, según el conde de Toreno, 
«mantener en toda su integridad la Constitución siempre que se quisiere 
destruirla violentamente». Se perfilaba, entonces, la institucionalización y 
las funciones de un cuerpo armado específicamente burgués en su 
concepción y objetivos de defensa. Como en la Milicia Cívica de José l, la 


milicia liberal española encuadraba a los ciudadanos que tuvieran intereses 
que defender, pero, en esos momentos, aún no suponía un contrapoder 
respecto del incipiente Ejército nacional [51] . Las Cortes discutieron a 
partir del 27 de marzo y promulgaron el 15 de abril de 1814 un Reglamento 
provisional para la Milicia Nacional fija del reino, inspirado en el de la 
Garde Nationale francesa. En los debates se asentó la dicotomía entre el 
papel de defensa frente a amenazas exteriores otorgado al Ejército regular y 
los objetivos de orden interior asignados a la Milicia Nacional; en especial, 
el orden público y la defensa del ordenamiento constitucional [52] . 

La Milicia Nacional, que aparecería y desaparecería de la vida política con 
los progresistas (1820-1823, 1836-1837, 1840-1843 y 1854-1856), se 
concebía al tiempo como un recurso de defensa del nuevo orden político y 
un resorte de salvaguardia del orden público. Pero sus competencias 
policiales generales desvirtuaron su funcionamiento, ya que estas no eran su 
cometido principal, pero, cuando los enemigos de la Constitución actuaron 
a campo abierto, desbordaron la capacidad de actuación de la Milicia, 
obligando a intervenir al Ejército [53] . Su militarización en estructura y 
ordenanzas era muy relativa, ya que sus miembros sólo se equiparaban a la 
autoridad militar estando de uniforme y desempeñando un servicio oficial; 
de modo que este incipiente modelo policial hubo de soportar las 
restricciones propias del Ejército, pero sin disfrutar de su capacidad de 
actuación. Al final, esta militarización produjo la división de la Milicia 
Nacional en una Milicia Nacional Voluntaria, que actuaría como reserva del 
Ejército en caso de emergencia, y una Milicia Nacional local, más 
especializada en actividades policiales, inamovible de sus puntos de origen 
y al servicio de las autoridades locales, dejando a las autoridades 
gubernativas (jefe superior político y ministro de la Gobernación) sin 
medios para cumplir sus cometidos de protección a escala provincial y 
nacional. En suma, el carácter excesivamente localista de la Milicia 
Nacional retrasó la creación de un cuerpo de Policía a nivel estatal, como se 
pudo comprobar en el Trienio, cuando la propuesta planteada el 30 de julio 
de 1820 por el secretario de Despacho de Guerra, Pedro Agustín Girón 
(marqués de las Amarillas y 1 duque de Ahumada) de crear una Legión de 
Salvaguardias Nacionales diseminada por todo el territorio nacional y a la 
que se encomendaría la protección y seguridad del campo según el modelo 
francés fue rechazada por «atentatoria y desarticuladora de la Milicia 
Nacional» [54] . Con todo, la iniciativa inspiraría la creación por los 


moderados —a instancia de su hijo Francisco Javier— de la Guardia Civil dos 
décadas después [55]. 

Durante la primera etapa del régimen fernandino, se suprimieron el 
Ministerio de la Gobernación y los jefes políticos (liquidados el 4 de mayo 
de 1814), se restauró el poder casi omnímodo de los capitanes generales y 
los comandantes generales de provincia, y se crearon órganos de Policía 
política autárquicos y con competencias juzgadoras, como el Ministerio de 
Policía y Seguridad Pública de 1815 y la Superintendencia General de 
Policía a partir de 1823. La revolución de 1820 demostró la ineficacia del 
sistema de vigilancia absolutista, ya que ni la Inquisición ni la Justicia 
ordinaria fueron capaces de descubrir lo que se tramaba en Las Cabezas de 
San Juan [56]. 

El Trienio Liberal supuso un cambio notable en las premisas del orden 
público. Los restablecidos jefes superiores políticos se transformaron en la 
figura clave, no sólo de los procesos electorales, sino de las funciones de 
policía, que cada uno de ellos trató de cubrir a su libre albedrío, primero 
con voluntarios y, luego, profesionalizando paulatinamente su labor. A la 
par, se fue introduciendo una militarización de la labor policial que potenció 
su carácter represivo sobre el preventivo (en ausencia casi total de servicios 
de información), y desbordó los siempre confusos límites legales de su 
actuación. 

Cuando se restauró el régimen constitucional, una de las primeras 
preocupaciones fue institucionalizar convenientemente la Milicia Nacional 
establecida por la Constitución de 1812. El Trienio Liberal fue el momento 
álgido de desarrollo de la Milicia como brazo armado de una burguesía 
empeñada en asegurar sus conquistas revolucionarias. Pero fue también la 
palestra donde las dos grandes facciones del liberalismo libraron una sorda 
lucha por el poder político y por el establecimiento de los límites de la 
revolución: los exaltados intentaron hacer de la Milicia Nacional un 
organismo político defensor de los logros constitucionales, en la línea 
revolucionaria de la «patria armada», mientras que los doceañistas 
moderados trataron de restringir sus atribuciones a la salvaguardia del orden 
público. 

Muy pronto, las Cortes moderadas trataron de apartar a los ayuntamientos 
de su organización y mando. Podían participar en la institución todos los 
españoles entre los dieciocho y los cincuenta años, que se integrarían en 
unidades de infantería o caballería en función de sus medios económicos. 


En la práctica, la única Milicia que se estableció fue la local. En Cádiz, la 
Milicia Nacional fue creada a partir de la Comisión de Milicias y 
Alistamiento establecida por el Cabildo Municipal el 25 de marzo de 1820. 
Se formó un cuerpo «patriótico», y posteriormente unidades de caballería 
en julio de 1820 y artillería en 1821 [57] . En Madrid, el nuevo 
Ayuntamiento liberal organizó las tradicionales «rondas de vecinos 
honrados» el 9 de marzo. El 11 de abril los liberales más exaltados 
impulsaron la creación de una Junta para formar a la Milicia Nacional 
según el Reglamento de abril de 1814. El alistamiento efectivo comenzó el 
28 de abril, y los gastos fueron costeados por el Ayuntamiento, pero se 
pusieron fuertes trabas económicas al ingreso de los menestrales. Las 
sociedades patrióticas desempeñaron un papel nada desdeñable en su 
reaparición y movilización, consumada por un Real Decreto del 26 de abril 
de 1820, que creaba la Milicia Nacional Local como entidad dependiente 
del Ejército, legalizando así los grupos ya creados por iniciativa de los 
ayuntamientos en ciudades como Madrid y Cádiz. El Decreto también 
aprobaba un Reglamento Provisional de la Milicia Nacional Local, fechado 
el 24 de abril, y que recogía la mayor parte de los principios de la norma de 
1814. El artículo 1 limitaba el despliegue miliciano a las capitales de 
provincia y cabezas de partido, además de a los pueblos cuyos 
ayuntamientos así lo solicitaran. El artículo 2 eliminaba el carácter forzoso 
de su alistamiento, que se extendía a todo español entre dieciocho y 
cincuenta años en plenitud de sus derechos constitucionales. Sus jefes, a 
pesar de ser electivos, se deberían escoger entre militares o marinos 
retirados, y se trataría de hacer con todo este dispositivo un embrión de 
Ejército regular [58] . 

Menos de dos meses después de su creación en abril de 1820, la Milicia 
Local de Madrid tenía más de 1.000 infantes y una compañía de caballería 
nutrida con títulos de Castilla, ricos comerciantes y grandes propietarios 
[59] . El nuevo Reglamento provisional gubernativo de la Milicia Nacional, 
que fue leído por el general Quiroga en las Cortes el 4 de agosto de 1820, se 
justificó como resultado de la «urgentísima necesidad de atender a la 
seguridad pública y de repartir entre el mayor número posible de 
ciudadanos una carga que en la actualidad pesa sobre la corta porción de los 
que voluntariamente se han alistado desde la publicación de Real Decreto 
de 24 de abril del corriente año hasta el día» [60] . Este proyecto transformó 
a la Milicia Nacional en una fuerza armada popular y desmilitarizada, a 


cuyos integrantes se les aplicaría el fuero castrense sólo cuando estuvieran 
de servicio. Su carácter civil quedaba reafirmado en su dependencia 
funcional, ya que, a diferencia de los reglamentos de abril de 1814 y abril 
de 1820, la Milicia ya no se subordinaba al Ejército, sino a las autoridades 
políticas civiles —alcaldes y jefes políticos—, y tampoco se hizo obligatorio 
que sus oficiales procedieran de las Fuerzas Armadas. Las obligaciones que 
debía asumir la institución miliciana eran una reproducción de lo dispuesto 
en los reglamentos anteriores, lo que reafirmó la finalidad básicamente local 
de la Milicia como fuerza armada popular destinada al mantenimiento del 
orden y la seguridad en los pueblos. Se le asignaba funciones de seguridad 
pública, escolta y defensa de hogares y términos municipales frente a 
enemigos interiores y exteriores. Los ayuntamientos quedaban encargados 
de armar a estas fuerzas, lo cual, unido al significativo desinterés popular y 
los límites a su reclutamiento en función de la propiedad, interpuso trabas 
casi insalvables a su despliegue. Todo ello llenó de temor a los liberales más 
exaltados, que consideraban que, si se mantenía este criterio patrimonial, la 
Milicia no podría calificarse de auténticamente «nacional». Pero, según los 
moderados, la relajación del principio clave de la propiedad ponía en 
peligro la superioridad misma de la burguesía. La Milicia se transformaba 
así en un fermento de desorden, por lo que los doceañistas apelaron a la 
imposición de unas «garantías sociales» y a una adecuada «organización 
militar» en la institución. 

En 1820-1821 se reorganizó el Ejército permanente, y la Milicia Nacional 
Local, bajo dependencia de las autoridades civiles, quedó dividida en legal 
o forzosa y voluntaria. La primera, debido a la obligatoriedad de su 
reclutamiento, sobrevivió entre grandes dificultades de personal y las 
continuas sospechas de deslealtad por culpa de su heterogénea 
composición. El procedimiento de alistamiento de los milicianos legales o 
de los voluntarios se efectuó con notable lentitud y con una fuerte inercia 
social e institucional. La apatía también fue la tónica en la Milicia 
voluntaria que, a fines de 1820, arrojaba una fuerza de 10.280 hombres en 
un país de casi 12 millones de habitantes [61] . El 4 de marzo de 1821, el 
secretario del Despacho de Gobernación, Mateo Valdemoro, señalaba la 
existencia de una fuerza potencial de 570.685 milicianos, aún no reclutados, 
armados ni encuadrados debidamente. La Milicia se fue extendiendo a nivel 
nacional en 1821 como milicias provinciales (32.418 hombres) o locales de 


reserva [62] . Para la endeudada Hacienda estatal era más barato organizar 
estos cuerpos populares que aumentar y mantener el Ejército regular. 

Ante el incremento de las acciones armadas contra el régimen 
constitucional impulsadas por los realistas, el Gobierno abandonó 
paulatinamente la anterior línea civilista y optó por la militarización del 
orden público. El 16 de julio de 1820, el diputado aragonés Valentín Solanot 
presentó una moción por la cual, ante «las continuas señales de reacciones 
que se manifiestan por destruir el sistema constitucional», pedía la 
aprobación de varias medidas; entre ellas, la aplicación del artículo 308 de 
la Constitución, que preveía la suspensión de algunos derechos en 
circunstancias extraordinarias [63] . El 2 de septiembre de ese año se 
presentó ante la Cámara un proyecto de Ley sobre «penas que habrán de 
imponerse a los conspiradores contra la Constitución e infractores de ella», 
reflejo del que había sido debatido con anterioridad en la Cortes 
Constituyentes de 1810 y las ordinarias de 1814. Por el artículo 34, se 
ratificaba el desafuero para los delitos comprendidos en los primeros 32 
artículos. El anterior decreto no llegaría a tener aplicación porque, en 
marzo, también se estaba discutiendo otro que abreviaría los procesos 
seguidos por delitos contra la seguridad del régimen constitucional, y que 
dejaría sin efecto el artículo 34 de la anterior normativa. Este Decreto de 
Cortes del 17 de abril de 1821 «sobre el conocimiento y modo de proceder 
en las causas que se formen por conspiración o maquinaciones directas 
contra la observancia de la Constitución, o contra la seguridad exterior o 
interior del Estado, o contra la sagrada e inviolable persona del Rey 
Constitucional» (artículo 1), que fue equiparado a ley cuatro días más tarde, 
tipificó los diversos delitos de conspiración contra la Constitución, entre los 
que figuraban la confusión en una persona o cuerpo de las potestades 
legislativa, ejecutiva y judicial, o la imposición en el país de otra religión 
que la católica, cuyos perpetradores sufrirían la pena de muerte, mientras 
que se reservaban penas de ocho años de confinamiento para las 
manifestaciones anticonstitucionales realizadas de palabra o por escrito. 
También permitió una mayor intromisión del Ejército en las materias de 
orden interno, extendiendo la jurisdicción militar al conocimiento de los 
delitos políticos cometidos por civiles. La ley, que se promulgó para 
combatir las partidas realistas, se mantuvo en vigor durante casi todo el 
siglo XIX, e impuso severas restricciones a la regulación legal de las 
reuniones y las manifestaciones públicas [64] . 


Los primeros levantamientos realistas y la agitación liberal exaltada hasta 
el verano de 1822 


La política liberal de las Cortes impulsó al campesinado no propietario y a 
la Iglesia a formar un frente antiliberal y contrarrevolucionario en medio de 
la crisis social y económica. Estos grupos se levantaron contra la política 
eclesiástica del Gobierno (sobre todo, la ley de reforma de las órdenes 
religiosas, que implicó la exclaustración de monacales y la reducción de 
comunidades de mendicantes y clérigos regulares) y el proceso de 
desamortización eclesiástica que cernía sobre muchos pobres labradores la 
amenaza de una elevación de la renta o el desahucio, en una coyuntura de 
marasmo comercial por el bloqueo del tráfico con América, de bajada de los 
precios agrícolas y de aumento de la tributación. 

El Trienio aparece como un momento crítico del proceso de politización 
de determinados sectores populares en sentido hostil al liberalismo [65] . 
Las elites reaccionarias lograron encuadrar a sectores populares 
perjudicados a corto plazo por las medidas revolucionarias, dando a la 
insurgencia realista un inequívoco carácter interclasista. Esto explica la 
fuerza que alcanzó la contrarrevolución como alternativa popular, 
movilizadora, universal y utópica, que forzó a los liberales a entrar en la 
dinámica de la guerra civil, después de un periodo de incremento 
irrefrenable de la violencia política [66] . 

La época posterior a 1815 contempló una revalorización de la guerra, no 
entre naciones, sino como lucha popular y revolucionaria; una 
conflagración total en la que no se diferenciaba entre combatientes y no 
combatientes [67] . Incluso antes de que entrase en vigor la ley de supresión 
de las órdenes religiosas masculinas el 25 de octubre de 1820, estallaron los 
primeros levantamientos antiliberales, impulsados en buena medida por los 
cabildeos de las juntas apostólicas y las sociedades secretas realistas [68] . 
Las partidas gallegas ya habían surgido en abril de 1820 en las zonas 
montañosas de Pontevedra, montes de León y parte del curso del Miño, al 
mando de cabecillas como Barcia, Pereira y, sobre todo, el teniente coronel 
Manuel de Castro, barón de Sancti Johannis, que asumió en julio la jefatura 
de las fuerzas insurrectas [69] . Ese verano, la agitación se extendió por 
toda la región hasta la frontera portuguesa, donde el 14 de julio salió a la 
luz una conspiración urdida por la Junta Apostólica de Tuy, cuyas fuerzas 
intentaron atacar Santiago y La Coruña, pero fueron rechazadas [70] . A 


fines de año se constituyó una Junta «apostólica» provisional al estilo de las 
erigidas en 1808. En Castilla, los primeros chispazos de la insurrección se 
produjeron en junio en Burgos, en conexión con una frustrada intriga 
cortesana. Ese otoño, ya había partidas realistas en Ávila, León, Burgos o 
Palencia [71] . En octubre se dio cuenta del levantamiento de una partida en 
la localidad alavesa de Aríñez, y el brigadier Juan Bautista Guergué se 
rebeló en ese territorio en noviembre. El 1 de noviembre parte del 
regimiento de caballería de Borbón dio un golpe de mano en Talavera de la 
Reina como parte de un complot de altos vuelos urdido por el coronel 
extremeño Gregorio Eugenio Morales Herrero, que preveía una maniobra 
de distracción en Extremadura y una concentración de tropas en Ávila para 
dirigirse, acto seguido, a El Escorial, donde se proclamaría a don Fernando 
rey absoluto. El prematuro descubrimiento de la trama obligó a Morales y a 
otros 14 conjurados en el Real Sitio a huir precipitadamente hacia el valle 
del Jerte y de ahí a Portugal, de donde fue extraditado en mayo de 1821, si 
bien logró escapar de su cautiverio en Valladolid a fines de 1822 para 
continuar luchando en la Guerra Realista [72] . 

El 20 de noviembre de 1820 los liberales exaltados protagonizaron una 
asonada en Valencia en la que se exigió el arresto del arzobispo y el 
procesamiento del general Elío, presuntamente implicados en una conjura 
antigubernamental [73] . El 21 de enero de 1821 se descubrió en Madrid 
una conspiración absolutista urdida por el capellán de honor del rey, Matías 
Vinuesa. Su «Plan para conseguir nuestra libertad» consistía en la ejecución 
de un auténtico golpe de Estado, que comenzaría con la detención en 
palacio de los ministros, el capitán general y los miembros del Consejo de 
Estado. El príncipe Carlos María Isidro, el duque del Infantado y el 
marqués de Castelar sublevarían respectivamente al batallón de Leganés, el 
regimiento del Príncipe y la Guardia Real, procediendo al control de la 
capital con el apoyo de un motín popular que se desencadenaría a los gritos 
de «¡viva la Religión, el Rey y la Patria, y muera la Constitución!» [74] . 
Vinuesa fue detenido y condenado a diez años de prisión, pero el 5 de mayo 
de 1821 fue asesinado a martillazos en la cárcel por una turba de liberales 
exaltados [75] . 

En los primeros meses de 1821, tras el descubrimiento de la conjura de 
Vinuesa, menudearon los conatos insurreccionales en diversas provincias 
españolas, bajo la forma de estallidos simultáneos y levantamientos en masa 
en varias comarcas que indicaban una preparación previa. La primera 


rebelión fracasada la protagonizó el 28 de enero el beneficiado Antonio 
Amurrio en la localidad alavesa de Labastida, seguida por la frustrada 
intentona del teniente ilimitado Juan Ignacio Aizquibel, que tenía planeado 
tomar Vitoria con la ayuda de Quesada desde Francia y que fue detenido 
por la Milicia Nacional el 24 de febrero [76] . El 19 de abril el subteniente 
José Ignacio de Uranga levantó a unos 600 facciosos en Salvatierra, con la 
intención de tomar Oñate y los arsenales de Placencia [77] . La insurgencia 
se extendió por Navarra, Vizcaya (liderada por Francisco Tomás de Anchía 
y Urquiza —Longa— y el oficial retirado Fernando de Zabala) y Guipúzcoa, 
donde se produjeron brotes de rebeldía en enero (animado por los primos y 
sacerdotes Francisco María de Gorostidi y Francisco José de Eceiza y 
Pagadi) y junio de 1821, y en mayo de 1822. En esa última fecha, 
Gorostidi, Eceiza y el también vecino de Albistur Francisco Ignacio de 
Gorostegu1 urdieron el proyecto de raptar al jefe político en Tolosa el 19 de 
junio y esperar las instrucciones de HEguía para desencadenar una 
insurrección, pero una delación precipitó el levantamiento en la noche del 
16 al 17. La banda de Gorostidi quedó aislada y anduvo errante por Álava y 
Vizcaya hasta que el 13 de julio logró unirse a la facción de Fernando de 
Zabala para atacar Durango el 29 [78] . El 24 de agosto Uranga, por los 
insurrectos de Álava; Gorostidi, por los de Guipúzcoa, y Zabala, por los 
vizcaínos, acordaron la unión de sus fuerzas, reconociendo general en jefe 
de este «Ejército Real» al general Vicente de Quesada, con Zabala actuando 
de lugarteniente [79] . El cura Merino se alzó en Burgos a inicios de abril de 
1821, para ser batido al mes siguiente. Por esas mismas fechas se alzaron en 
Valencia partidas como la del bandido Jaime Alfonso, El Barbut [80] , y 
otras, lideradas por Romagosa, Josep Miralles (Serrador), Busoms o Badals, 
proliferaron en las comarcas catalanas el Bages, Bergueda, Conca de 
Barbera, Gironés y Valles [81] . 

Muchos de estos cabecillas habían sido guerrilleros antinapoleónicos y 
volverían a tomar las armas en la rebelión de los Malcontents y en la Guerra 
Carlista [82] . Entre los antiguos guerrilleros que combatieron el régimen 
liberal figuran Joaquín Ibáñez (barón de Eroles), Longa, Jerónimo Merino, 
Uranga, Zabala o el presbítero de Anoeta Francisco de Gorostidi. Otros eran 
simples aventureros o bandoleros, como Tomás Costa (Misses) o Narciso 
Carrió. Entre el clero, junto a figuras legendarias de la «francesada» como 
el cura Merino o Antonio Marañón, El Trapense, aparecieron otras nuevas y 
no menos despiadadas, como Salazar, Gorostidi o Eceiza [83] . Estos dos 


últimos fueron los protagonistas de la «rebelión de los curas», que asoló 
Guipúzcoa con numerosos robos y secuestro de regidores. Los religiosos 
participaron en la leva de las guerrillas, en el mantenimiento del espíritu 
bélico de la población, en la propaganda anticonstitucional, en la 
recaudación de fondos para la compra de armas y en el servicio de 
información y comunicaciones del bando sedicioso [84] . El éxito de estos 
primeros alzamientos se explica por la eficaz tarea conspirativa de la 
dirección contrarrevolucionaria y el apoyo económico que brindó bajo 
protección francesa; la acción emprendida desde palacio por el rey y Ugarte 
a través de las «Confidencias»; la debilidad militar del poder constitucional 
en Cataluña o el país vasconavarro; las repercusiones negativas que la 
praxis económica liberal empezaba a tener sobre determinados sectores de 
la población; la crisis agrícola, comercial e industrial que abocaba a la 
miseria a una parte de la población cada vez más receptiva a los mensajes 
revolucionarios; el papel agitador y canalizador de la protesta desempeñado 
por buena parte del clero catalán y vasco; la actuación de los jefes de 
partida como clave del encaje entre la antirrevolución popular y la 
contrarrevolución elitista; la actitud favorable de los ayuntamientos y el 
campesinado acomodado que facilitaron el libre movimiento de las partidas 
y dificultaron la acción de los liberales, y la utilización de la guerrilla y el 
somatén en acciones puntuales que permitieron integrar diversos sectores 
sociales en la lucha anticonstitucional [85] . 

La contrarrevolución también se fue orquestando desde el exterior. El 
general Eguía huyó de España y llegó a Bayona el 29 de junio de 1821. 
Para recuperar el protagonismo en la insurrección, urdió un plan que 
consistía en impulsar un levantamiento masivo en las provincias y obligar a 
la tropa a salir de Madrid, momento que aprovecharían unas partidas 
realistas para «liberar» al rey y conducirlo a Pamplona o a Francia. Para 
ello, Eguía necesitaba contar con la colaboración del Gobierno galo, que 
tenía que poner 8.000 o 10.000 hombres en la frontera en apoyo de tan 
arriesgada empresa. El plan fue acerbamente criticado por el marqués de 
Mataflorida, que pensaba que don Fernando difícilmente se prestaría a huir 
s1 no lo había hecho en 1808 de Bayona o Valencay y en 1820 de Madrid 
[86] . 

La gran rebelión realista navarra que impulsó Eguía en diciembre de 1821 
resultó un fiasco, ya que sólo el 0,6 por 100 de la población —unos 1.400 
hombres— se alistó en las guerrillas, cuyos promotores acabaron por huir 


hacia Francia, donde formaron pequeños grupos de bandidos y desertores 
[87] . Eguía, que en febrero-marzo de 1822 recibió seis millones de reales 
procedentes de Madrid, volvió de inmediato a las andadas comprando 
fusiles en Burdeos y organizando una fuerza de 500 hombres bajo el mando 
del general Quesada que, a inicios de junio, se apoderó del fuerte navarro de 
Irati. Pero ese mismo mes Eguía fue depuesto por el Gobierno francés y 
sustituido por Mataflorida y la recién establecida Regencia de Urgel como 
núcleo dirigente de la contrarrevolución [88] . Desde el inicio del año, 
Bernardo Mozo de Rosales había estado urdiendo un plan alternativo, que 
consistía en la formación en una plaza fuerte de Cataluña de una regencia 
que gobernara en nombre del «rey cautivo», apoyada por juntas 
provinciales y un ejército realista, y conseguir como tal contrapoder 
insurreccional el reconocimiento y el apoyo de las potencias europeas [89] . 
A tal fin, Mataflorida contactó con el ennoblecido Doménec de Caralt, con 
el hacendado Salvador Malavila y con el aventurero Georges Bessiéres para 
que organizaran partidas armadas en Cataluña. 

Entretanto, la insurgencia realista se extendía por otras regiones. Una 
nueva oleada de partidas pululó desde la primavera de 1822, por localidades 
gallegas como Cotovad, Trives, Burón o Lalín, con predominio del 
elemento popular campesino y el apoyo mayoritario del clero. La partida 
del bajo Miño, dirigida por Ignacio Manuel Pereira, se transformó en la 
División Real del Miño, formada por dos batallones ligeros que 
incursionaron permanentemente en la frontera hasta noviembre de 1822, 
con la connivencia de las autoridades portuguesas [90] . Extremadura 
también conoció la sedición realista. A inicios de ese año, el arcediano de 
Valencia de Alcántara, Fernando Hermoso, levantó una partida de más de 
50 hombres a caballo en las cercanías de Coria, pero fue capturado en 
Cabezuela, y condenado a muerte, aunque, tras la apelación ante la Real 
Audiencia, purgó diez años de presidio [91] . En Aragón, los primeros 
levantamientos, que tuvieron lugar en Alcañiz el 14 de octubre y en Caspe 
el 8 de diciembre de 1821, adoptaron la fisonomía de pugnas por el poder 
local entre viejas y nuevas elites, y enfrentamientos con las capas sociales 
bajas que nutrían la Milicia Nacional voluntaria de tendencia exaltada [92] . 

A pesar de esta fiebre insurreccional, a inicios de 1822, los realistas sólo 
disponían de pequeñas partidas que no controlaban el territorio, por lo que 
se vieron compelidos a fusilar a los prisioneros liberales y a extraer por la 
fuerza suministros de los pueblos. Por su parte, el Ejército liberal, al no 


poder atraer a los realistas a la lucha a campo abierto, se vio obligado a 
impedir que las partidas enemigas pudieran obtener apoyo —especialmente 
refugio y abastecimiento— de la población civil y, para ello, debía lograr que 
el terror a sus castigos fuera superior al ejercido por los realistas [93] . Un 
ejemplo de esta despiadada política contrainsurgente fue la destrucción por 
Francisco Espoz y Mina de Castellfollit de Riubregós (Barcelona) y el 
diezmado de los prisioneros realistas capturados el 24 de octubre de 1822. 

José Luis Comellas cifró en 14 los levantamientos realistas en 1820, 35 en 
1821, 54 en 1822 y 19 en los primeros meses de 1823; es decir, no menos 
de 122 alzamientos populares, sin contar los protagonizados por 
individualidades de ideología absolutista [94] . Ante el incremento de la 
insurgencia a fines de 1820 e inicios de 1821, las medidas aprobadas por el 
régimen liberal, compendiadas en la Ley del 17 de abril de 1821, fueron 
básicamente coercitivas: incremento de la presencia del Ejército regular, 
mejora de la organización de la Milicia Nacional, agilización de las causas 
judiciales contra los «facciosos» y control de los eclesiásticos. Los sucesos 
del norte de España también determinaron un giro estratégico de la facción 
exaltada hacia el abandono del principio de la obligatoriedad en el 
reclutamiento de la Milicia Nacional, ya que ello podría permitir el acceso a 
las armas de los enemigos del sistema constitucional. En consecuencia, se 
trató de anular el reglamento de agosto de 1820 y limitar la Milicia a las 
facciones liberales, conscientes del significado político del servicio en dicha 
institución [95] . En abril de 1821, fueron constantes las exposiciones 
dirigidas a la Cámara en favor de la superación de la división entre legales y 
voluntarios. En esta dramática tesitura, la Milicia Nacional voluntaria se 
transformó de defensora de orden público en garante del orden 
constitucional en los pueblos con las armas en la mano, lo que despertó el 
recelo de los sectores liberales más moderados. 

El problema del reclutamiento intentó paliarse en el Reglamento Adicional 
del 4 de mayo de 1821, con la progresiva ampliación del criterio de 
voluntariedad y la asimilación y el desarme progresivos de los «legales» por 
los «voluntarios». Hasta octubre de 1821, no se establecieron los estatutos 
definitivos de la Milicia Nacional activa o Ejército de reserva. Según este 
reglamento, las autoridades competentes en materias de policía serían los 
jefes políticos de las provincias, los alcaldes y los ayudantes de barrio. Para 
la vigilancia, se preveía la división de las grandes ciudades en cuarteles, ya 
contemplada en la Instrucción para los Alcaldes de Cuartel de 1768, y el 


nombramiento de un agente de Policía no profesional ni remunerado, que 
debía ser ayudado por el Ejército, la Milicia Nacional y los propios vecinos. 

La institución miliciana luchó de forma preferente contra las 
conspiraciones, levantamientos y partidas realistas desde fines de 1820. Así, 
por ejemplo, en Cádiz, se formó una columna móvil de la Milicia Nacional 
para actuar contra la facción absolutista [96] , lo que desmiente la 
interpretación de Payne sobre la creación de la Milicia como contrapeso del 
creciente poder militar [97] . Los conflictos más llamativos se planteaban 
entre los moderados doceañistas partidarios de una concepción censitaria de 
la Milicia y los exaltados defensores de una mayor democratización de la 
misma. Pero la verdadera amenaza era, en último término, la absolutista, y 
un indicio plausible de la misma eran las disputas de competencia entre el 
rey y las Cortes. Por ello, el recurso al poder popular se hizo cada vez más 
necesario, y la Milicia pasó del color verde liberal al morado comunero, 
símbolo de la tendencia exaltada; de modo que el menestral y el jornalero 
afectados por la desamortización optaron, bien por la contrarrevolución 
campesina regulada a través del fenómeno de las partidas o los alzamientos 
realistas, bien por el ingreso en una Milicia cada vez más radicalizada, pero 
que actuaba como un imprescindible canal de mediación entre moderados y 
exaltados [98] . 

Al tiempo que declinaban coyunturalmente las partidas absolutistas, la 
crisis económica y la incertidumbre política alentaron desde la primavera de 
1821 a enero de 1822 una serie de movimientos de desobediencia de la 
fuerza armada y de la población liberal exaltada. En la noche del 3 de abril 
de 1821, una parte de la Milicia Nacional y de la oficialidad del Ejército 
establecidas en Barcelona obligó a las autoridades municipales a expulsar 
de la ciudad a algunos «serviles» [99] . Hubo alborotos en Sevilla, Cádiz y 
La Coruña, donde parte de la guarnición y la Milicia lograron, a viva 
fuerza, que se revocara el relevo de Mina en la Capitanía General. En junio, 
los clubes patrióticos fueron clausurados en toda España y, a inicios de 
septiembre, fueron detenidas varias personas en Zaragoza acusadas de 
formar parte de una conspiración republicana urdida por Cugnet de 
Monterlot y Francisco Villamor; reproches que muy pronto se extendieron a 
Riego, quien el 4 de septiembre fue destituido de su cargo de capitán 
general de Aragón [100] . El día 7, los liberales doceañistas (Toreno, 
Martínez de la Rosa y el Gobierno a través de Argúelles) acusaron en las 
Cortes a Riego de criptorrepublicanismo y tildaron a los liberales exaltados 


de «anarquistas» que, con su labor disolvente, estaban haciendo el juego a 
los serviles. Las manifestaciones de desagravio al general que se celebraron 
en Madrid el día 18 degeneraron en la hiperbólica «batalla de las Platerías», 
que no fue otra cosa que la dispersión ordenada por el jefe político José 
Martínez de San Martín de una manifestación exaltada que discurría por el 
centro de la ciudad como protesta por la exoneración de Riego [101]. 

Los sucesos de Zaragoza parecen haber tenido relación con una conjura 
presuntamente republicana que se había descubierto en Barcelona meses 
atrás. En la versión más plausible de los hechos, los agentes realistas 
habrían sobornado al aventurero Georges Bessiéres (un antiguo teniente 
coronel desertor de los ejércitos napoleónicos que se había instalado como 
tintorero en Barcelona en 1815 y que, en 1817, había participado en las 
tramas conspirativas de Lacy y Milans) para que instigase una conjura que 
hiciese vacilar a las autoridades políticas del Principado. Bessiéres, que 
había sido nombrado capitán de las Milicias de la Ley en Barcelona poco 
después del pronunciamiento de Riego y tenía libre acceso a las oficinas del 
jefe político, fue detenido en la noche del 22 de mayo de 1821 junto con el 
fraile mexicano Luis Gonzaga Oronoz (anterior presidente de la Sociedad 
Patriótica de Barcelona) y el militar Francesc Brotons (ayudante de la 
autoridad militar de la Ciudadela) bajo la acusación de preparar una 
conspiración republicana y masónica, que contaría la colaboración de 
revolucionarios franceses y el visto bueno de liberales exaltados como 
Espoz y Mina, Riego, Miguel López Baños, Felipe Arco-Agúero y El 
Empecinado. Según declaraciones atribuidas al propio Bessiéres, se trataba, 
de reunir, de acuerdo con el coronel Costa y el general Francisco Milans, a 
unos 3.000 hombres, ocupar la Ciudadela, hacerse con el control de 
Barcelona, acercar tropas a la frontera y presionar a Francia para que 
adoptase la Constitución española. El plan resulta tan descabellado que 
abona la sospecha de una acción provocativa para desprestigiar al 
liberalismo exaltado. Sea como fuere, el tribunal condenó a muerte a 
Bessiéres, liberó a Oronoz y dejó a Brotons en libertad bajo vigilancia 
durante seis meses. El 12 de julio Bessiéres entró en capilla, pero, tras la 
noticia del indulto concedido a los facciosos realistas en Salvatierra y bajo 
presión popular, la autoridad militar decidió aplazar la sentencia [102] . 
Poco más tarde, Bessiéres fue indultado por el capitán general Pedro 
Villacampa y pasó a cumplir cadena perpetua en el castillo de Figueras, de 
donde huyó para refugiarse en Francia, donde no tardó en ponerse en 


contacto con contrarrevolucionarios exiliados como el gerundense Salvador 
Malavila y el burgués de Mataró Doménec de Caralt. «Converso» al 
absolutismo y nombrado mariscal de campo de la facción realista, retornó a 
Cataluña en la primavera de 1822, al frente de una partida que se mantuvo 
al acecho en la comarca de Sant Llorene de Cerdans [103]. 

En el otoño de 1821, el clima de malestar que se venía observando desde 
marzo por la designación del Gobierno moderado de Bardají y sus 
disensiones con las Cortes culminó en una serie de protestas simultáneas del 
liberalismo radical presente en las sociedades patrióticas y la embrionaria 
Milicia Nacional. La movilización tuvo lugar a fines de octubre (en plena 
campaña de elección de diputados a Cortes que dio resultados favorables a 
los moderados) ante los ayuntamientos en Cádiz, Sevilla, La Coruña, 
Murcia, Cartagena, Zaragoza, Valencia, Cuenca, Barcelona, Granada o 
Badajoz, como protesta por el moderantismo del Gobierno y la actitud 
obstruccionista del rey, que ya preparaba la reacción. 

En Madrid volvió a brotar el malestar el 24 de octubre ante el 
nombramiento del absolutista Carvajal como capitán general [104] . En 
Cádiz, la Milicia Nacional se opuso airadamente el día 26 al nombramiento 
del teniente general Francisco Javier Venegas, marqués de la Reunión 
(gobernador militar de La Coruña en el momento de la rebelión de Riego) 
como comandante general de la plaza y apostadero, y lo mismo hizo con su 
sucesor, el barón de Andilla. Sólo la llegada a la ciudad del masón Antonio 
Alcalá Galiano y de Olegario de Cuetos logró calmar los ánimos [105] . Los 
incidentes se produjeron en Zaragoza el 29 de octubre [106] y, en Valencia, 
el estallido se produjo el 21 de diciembre a instancia de la Tertulia 
Patriótica, que alentó la firma de una exposición al Gobierno moderado. 
Los graves disturbios acaecidos en Palencia durante las Navidades entre los 
miembros de la Milicia Nacional voluntaria y los paisanos realistas 
obligaron al envío de tropas encabezadas por el capitán general de Castilla 
la Vieja. El 24 de febrero de 1822, la crisis interna de la Milicia Nacional de 
Barcelona a causa de unos reproches por la huida de ciertos jefes ante una 
epidemia de fiebre amarilla condujo a un airado enfrentamiento entre el 
coronel jefe de la institución, el liberal exaltado Josef Costa, y el jefe 
político Juan Munárriz, que fue acosado por los milicianos. El 
Ayuntamiento, de mayoría moderada, pidió la intervención del Ejército, que 
llegó a disparar a los insumisos concentrados en la plaza del Teatro sin 


causar víctimas, pero practicando numerosas detenciones; entre ellas, la del 
propio Costa, que fue acusado de rebelión [107]. 

La oleada de protesta se había desarrollado de manera similar a la 
revolución de enero-marzo del año anterior: impopularidad del Gobierno, 
crisis militar, negativa a prestar obediencia a las autoridades civiles y 
militares, y rebeliones locales, con intensa agitación de los sectores 
populares, que vitorearon a Riego y la Constitución, lanzaron mueras contra 
la tiranía y las camarillas. Ante el temor a que la agitación popular tomara 
derroteros incontrolables, se establecía inmediatamente la Junta de 
Autoridades (que, convocadas por el Ayuntamiento, el jefe político y los 
ciudadanos influyentes reunidos en tertulias o sociedades patrióticas, 
estaban compuestas por los jefes militares y políticos y por las autoridades 
eclesiásticas y ciudadanas), que trataba de canalizar el movimiento de 
protesta. A continuación se manifestaba el rechazo popular a las autoridades 
civiles y militares nombradas por el Gobierno, y la petición de destitución 
de los ministros, cuatro de los cuales fueron obligados a dimitir en enero de 
1822 [108] . La oleada de desobediencia civil que tuvo lugar de octubre de 
1821 a febrero de 1822 puede considerarse precursora de los movimientos 
de 1835-1836, que implicaron ya una importante amalgama revolucionaria 
de Milicia Urbana, juntas y levantamientos armados en Andalucía, 
Extremadura, Zaragoza o Valencia [109]. 

El 28 de febrero de 1822 el rey nombró un gobierno «anillero» (esto es, de 
tendencia doceañista moderada, llamado así porque buena parte de sus 
miembros pertenecía a la Sociedad Constitucional del Anillo de Oro) [110] , 
que pronto se enfrentó a la orientación exaltada de las recién electas Cortes 
ordinarias. Estas, que iniciaron sus sesiones el 1 de marzo bajo la 
presidencia de Riego, trataron de exigir al Gobierno de Martínez de la Rosa 
una actitud más beligerante frente a la contrarrevolución, que se fue 
extendiendo en forma de partidas a fines de mayo e inicios de junio. Los 
incidentes urbanos acaecidos en los meses anteriores provocaron que, a 
fines de abril de 1822, el Gobierno presentara un proyecto de 
reglamentación de la Milicia Nacional de contenido claramente restrictivo, 
pero las Cortes frustraron la iniciativa y elaboraron un dictamen que se 
tradujo en una nueva —la cuarta desde 1814— Ordenanza para la Milicia 
Nacional local, que comenzó a ser discutida el 9 de junio de 1822, esto es, 
en plena escalada de tensión entre el poder constitucional y el real. El 
proyecto dejaba claro el carácter político de la institución ya que, por vez 


primera, hacía solemne declaración de su obligación de «contribuir a 
sostener en toda su fuerza la Constitución política de la Monarquía, y, por 
consiguiente, la libertad civil, la propiedad y los demás derechos que ella 
consagra» (artículo 3). Ante la crítica situación del país, la norma marcaba 
la obligatoriedad del reclutamiento y limitaba las facultades de los jefes 
políticos, que no podrían disponer de la Milicia sin el consentimiento del 
Ayuntamiento respectivo (artículo 182). Los alcaldes podían recurrir a ella 
«para algún objeto de utilidad o necesidad pública, mantenimiento de 
orden, hacer respetar las leyes y autoridades establecidas, defender las 
propiedades, la libertad civil y cuanto contenga al sostenimiento del sistema 
constitucional, y nunca para otro fin». Con la Ordenanza, que acabó por ser 
promulgada el 29 de junio y perviviría hasta el final del Trienio, se 
consolidaba la vinculación de la Milicia con los poderes electivos —una 
comisión ad hoc de las Cortes, además de los ayuntamientos—- y su 
desvinculación del poder Ejecutivo y sus agentes los jefes políticos, que 
perdieron el monopolio de la dirección de esta fuerza armada [111] . En la 
práctica, la Milicia Nacional se ocuparía de dar guardia a los 
ayuntamientos, realizar patrullas para sostener el orden, perseguir y 
aprehender a desertores y malhechores, escoltar la conducción de presos, 
etcétera. 

En 1822, las actividades anticonstitucionales, protegidas por la familia 
real, fueron in crescendo. Se tiene constancia de la creación de una 
Confidencia Central General de la Corte, organización clandestina dirigida 
por Antonio Ugarte, destacado componente de la camarilla palaciega, que 
propició la creación de Juntas de Confidencia provinciales y locales 
formadas por religiosos, militares retirados, hacendados y empleados 
públicos que habían perdido su puesto a partir de marzo de 1820. Sus 
cometidos eran difundir noticias falsas, elaborar listas negras, vigilar los 
movimientos de la Milicia Nacional, contactar con los guerrilleros que 
actuasen en la demarcación, formar a otros grupos armados, infiltrarse en 
los ayuntamientos constitucionales y defender a los absolutistas ante la 
justicia [112]. 

La expansión de las redes de oposición absolutista ocasionó graves 
incidentes en distintos puntos del reino [113] . En Pamplona, los 
enfrentamientos que tuvieron lugar el 19 de marzo —X Aniversario de la 
Constitución— entre paisanos absolutistas y milicianos locales contra la 
tropa regular de convicciones liberales exaltadas arrojaron como resultado 


13 heridos y la muerte de un oficial, un ayudante y tres soldados, además de 
dos absolutistas [114] . Ante la hostilidad de buena parte del vecindario, el 
Gobierno ordenó el día 26 el desarme de la Milicia Nacional voluntaria de 
la ciudad. En junio, se produciría una importante rebelión realista en 
Navarra, que fue derrotada a fines de año gracias al envío de un importante 
contingente militar al mando del general Torrijos. 

Desde mayo de 1822, se fue urdiendo un complejo plan que implicaba la 
contribución de distintas fuerzas (vinculadas, sobre todo, a las 
Confidencias) en diversos puntos de España (Cádiz, Córdoba, Castro del 
Río, Orihuela, Cartagena, Murcia, Lorca, Sigienza, Calatayud...) [115] , y 
que culminaría con un golpe de fuerza en el Palacio Real similar al 
diseñado por Vinuesa. La contrarrevolución parecía inminente cuando, el 30 
de mayo, se produjeron enfrentamientos entre la guarnición realista (que 
vitoreó al rey absoluto) y la Milicia en Aranjuez, y disturbios absolutistas en 
Valencia, donde los artilleros de la Ciudadela se rebelaron en nombre del 
rey absoluto y proclamaron capitán general a Elío quien, desde el 10 de 
marzo de 1820, se hallaba detenido en esa fortaleza a la espera de juicio. El 
intento de sedición y liberación quedó frustrado por la oportuna 
intervención de tres batallones de la Milicia Nacional y la resolución del 
comandante militar del distrito, el general Diego Clarke, que proclamó la 
ley marcial y tomó la fortaleza por asalto en la madrugada del día 31, 
fusilando sumariamente a varios insurgentes [116] . Elío, el «soldado 
cristiano», figura central de la reacción valenciana y española, fue 
condenado a muerte por un Consejo de Guerra el 28 de agosto y ejecutado a 
garrote vil en el Llano del Real el 4 de septiembre convirtiéndose, desde ese 
momento, en uno de los grandes mártires de la contrarrevolución [117]. 

En la noche del 25 de junio, se sublevó en Castro del Río una brigada de 
carabineros, cuerpo que estaba a punto de ser disuelto por orden del 
Gobierno. La Milicia Nacional activa de Córdoba se solidarizó al día 
siguiente y salió de la ciudad para unirse a las fuerzas sediciosas, dando 
vivas al rey absoluto y mueras a la Constitución, hasta enfrentarse con la 
Milicia Nacional de Écija. Tras sufrir una derrota inicial en Montilla, el 
mariscal de campo Tomás O*Donojú impuso la rendición a 450 insurrectos 
[118]. 

Desde el inicio del Trienio, la Guardia Real era un nido de conspiradores, 
entre quienes destacaba Luis Fernández de Córdova, el oficial que había 
resistido el ataque de Quiroga sobre Cádiz en enero de 1820. El 5 de enero 


de 1821 ya se había producido un conato de rebelión de la Guardia de 
Corps en Madrid [119] . El recelo de los oficiales de esta unidad aumentó 
en junio de 1822 por culpa de una nueva regulación de sus ascensos, 
mientras que la conquista realista de la Seo de Urgel el 21 de junio 
acentuaba el desasosiego de los liberales. El 30 de junio, cuando don 
Fernando acababa de cerrar la legislatura de las Cortes ordinarias, se 
produjeron disturbios delante de palacio: algunos ciudadanos vitorearon al 
«rey constitucional», y unos granaderos de la Guardia atacaron a 
bayonetazos al pueblo. El capitán general Pablo Morillo y el jefe político 
Martínez de San Martín lograron acuartelar a los enardecidos guardias, pero 
los enfrentamientos se recrudecieron cuando la Milicia Nacional se 
encontró en la Plaza de Oriente con soldados que gritaban: «¡Viva el rey 
neto!». El teniente liberal Mamerto Landáburu Uribe (en cuyo honor se 
crearía la sociedad patriótica radical Landaburiana, liderada por Romero 
Alpuente) murió cuando trataba de interponerse entre ambos bandos 
contendientes. Estos sucesos llevaron a la movilización de la guarnición y 
de 20.000 milicianos provinciales a los lugares más amenazados por la 
sublevación realista en ciernes [120] . 

El 1 de julio el Ayuntamiento Constitucional de Madrid asumió plenos 
poderes ante la pasividad del Gobierno doceañista y pidió al rey el 
alejamiento de sus pretorianos, que iban camino de conformar un verdadero 
foco del contrapoder antirrevolucionario. El Consistorio fue apoyado por la 
Milicia Nacional y la guarnición local, mandada por Morillo, y a la que se 
unieron generales como Riego, Ballesteros y Palarea. En la noche del 1 al 2 
de julio, cuatro batallones de la Guardia escapados de Madrid se 
concentraron en El Pardo para marchar sobre la capital, mientras que otros 
dos se declaraban en rebeldía. El Gobierno trató de negociar con los 
amotinados, mientras que el Ayuntamiento reclamaba la formación de una 
Junta liberal de amplia base para organizar la resistencia. Esa noche se puso 
en alerta a los cuatro batallones de la Milicia Nacional, y Evaristo San 
Miguel y otros oficiales liberales residentes en la Corte a la espera de 
destino se aprestaron a organizar un «Batallón Sagrado» de 200 hombres 
(oficiales, diputados, abogados, propietarios, médicos, altos funcionarios, 
antiguos emigrados políticos...), que fueron armados por el Ayuntamiento 
para defender la Constitución [121] . La Diputación Permanente de las 
Cortes, en sus exposiciones al rey anteriores al 7 de julio, al evocar sus 
facultades concedidas por la Constitución, insinuó la posibilidad de que 


fuera depuesto y sustituido por una Regencia, pues estimaba que el monarca 
no disfrutaba de plena libertad al estar custodiado por tropas 
insubordinadas. En la noche del 6 al 7 de julio, mientras el Gobierno de 
Martínez de la Rosa permanecía voluntariamente «secuestrado» en palacio 
en espera de lo que pudiera acontecer, los guardias de El Pardo 
convergieron sobre la capital en tres columnas, que dirigieron sus pasos al 
Parque de Artillería, la Puerta del Sol y la plaza de la Constitución (plaza 
Mayor), pero, al intentar tomar el Ayuntamiento, fueron rechazados por los 
milicianos y se replegaron hacia palacio, para ser luego dispersados en las 
cercanías de Alcorcón [122] . Sorprendentemente, la jornada se saldó con 
sólo tres muertos, 41 heridos y 17 contusos entre los milicianos. El rey, que 
se hallaba en sus estancias palaciegas junto a los atribulados ministros, fue 
liberado y custodiado por tropas leales a la Constitución. 

La trama contrarrevolucionaria no quedó desarticulada, ni mucho menos. 
Ese mismo día, los embajadores europeos remitieron al Gobierno español 
una nota conjunta en la que advertían que «de la conducta que se observe 
respecto a S.M.C. van a depender las relaciones de España con la Europa 
entera, y que el más leve ultraje a su majestad sumergirá a la Península en 
un abismo de calamidades» [123] . La impresión de que don Fernando era 
prisionero de los exaltados se convirtió en el lugar común de la propaganda 
absolutista, pero el rey llevaba meses negociando una intervención de las 
potencias conservadoras y había autorizado una operación concertada con el 
general Eguía, consistente en hacerse con el control de la familia real 
cuando estuviera en La Granja o El Escorial y trasladarla a una plaza fuerte 
del norte ocupada por los rebeldes realistas. Por su parte, el marqués de 
Mataflorida planteó un ataque a Madrid para liberar al monarca mediante 
una acción combinada de tropas absolutistas y guerrilleros de la partida del 
cura Merino [124] . 

En la conspiración que desembocó en los sucesos del 7 de julio, la 
participación del rey y de su entorno se justifica por su voluntad de 
restablecer el absolutismo, pero la pasividad de los ministros doceañistas 
parece motivada por razones menos radicales, que se inscriben en un afán 
conservador de poner coto legal a la revolución. Los sucesos, que recuerdan 
a los enfrentamientos del 10 de agosto de 1792 en las Tullerías, dejaron al 
rey Fernando en una situación muy parecida a la que hubo de padecer Luis 
XVI tras la fuga de Varennes en junio de aquel mismo año. Tras el fracaso 
de la «contrarrevolución desde arriba» planeada por la Corte y ejecutada 


por la Guardia Real, se operó una cierta radicalización del régimen 
constitucional, que se plasmó en la sustitución, bajo presiones de la 
sociedad secreta de los Caballeros Comuneros y Vengadores de Padilla, del 
ministerio moderado dirigido por Martínez de la Rosa por el que se calificó 
como ministerio exaltado, encabezado por el general San Miguel. A pesar 
de que la conspiración palaciega había fracasado, logró minar la estabilidad 
de un régimen ya frágil de por sí [125] . Parecía haber llegado el momento 
de la contrarrevolución desde abajo, pero la victoria constitucional del 7 de 
julio tuvo un doble efecto: espoleó y radicalizó a los constitucionales, 
mientras que los dirigentes absolutistas y el propio rey pasaron a confiar la 
suerte de la contrarrevolución a las potencias extranjeras que estaban 
preparando el Congreso de Verona [126] . 

El 7 de julio de 1822 se transformó en la fecha sagrada de la Milicia 
Nacional, que sería conmemorada como fiesta de la libertad y la 
democracia durante todo el siglo siguiente. Tras la derrota de la 
contrarrevolución elitista gracias a la movilización de los sectores populares 
madrileños organizados paramilitarmente, el Gobierno decidió impulsar la 
Milicia Nacional legal u obligatoria, y el 15 de octubre las Cortes recibieron 
el encargo regio de examinar los trabajos para la elaboración de un 
Reglamento de Policía de Seguridad. En el arduo debate parlamentario que 
se entabló con ese motivo, los intervinientes lograron depurar el concepto 
de función policial. Manuel Bertrán de Lis señaló que la palabra «Policía» 
sonaba «de una manera muy ingrata a los oídos de todos los españoles; a mí 
a lo menos me suena malísimamente, porque me recuerda las muchas 
tropelías que sufrí en los tribunales que llevaban ese nombre». El diputado 
por Murcia Juan Alix señaló que «el nombre de policía es bastante para 
alarmar a todos los individuos de una Nación libre, pues recuerda es- 
tablecimientos creados a fin de entrometerse hasta en las operaciones más 
ocultas de los ciudadanos». Por su parte, Agustín de Argúelles declaró que 
era «enemigo declarado de reglamentos de policía, porque esta palabra nos 
recuerda los excesos que en otras épocas se han cometido a su sombra». 
Juan Romero Alpuente incluyó entre sus competencias «todo lo relativo al 
gobierno administrativo y económico de los pueblos, excluyendo sólo la 
parte de policía de salubridad». Por fin se decidió que el Reglamento se 
refiriese sólo a la Policía de Seguridad, que se dirigiría exclusivamente al 
mantenimiento del orden público [127] . 


A tenor de la propuesta de Romero Alpuente, la Milicia era un factor 
esencial en el impulso que los exaltados querían dar para la formación de un 
Estado descentralizado, construido sobre el poder local [128] . Pero, en un 
contexto de conflicto político permanente entre el poder municipal y el 
poder gubernativo, y con el trasfondo de los crónicos problemas 
hacendísticos que atenazaban a los ayuntamientos, el orden público 
retornaría poco a poco a manos del Estado. No sería hasta la segunda 
Restauración cuando se crease una estructura policial organizada y 
jerarquizada, pero el contencioso entre el poder militar y el civil en torno al 
problema de la gestión del orden público se mantendría hasta bien avanzado 
el siglo XX. 

A mediados de 1821, el alzamiento realista había adquirido ya una 
dimensión nacional. El primer impulso unificador vino de Francia; 
concretamente, de la sociedad contrarrevolucionaria de los Amigos del 
Orden establecida en Bayona en febrero de 1821 por el marqués de 
Mataflorida con la venia del rey e integrada por los más conspicuos 
refugiados realistas [129] . Tras ser desbandada por el Gobierno francés en 
marzo, a fines de año se creó en Toulouse un nuevo núcleo dirigente (el 
«Gobierno Supremo», encabezado también por Mataflorida), que impulsó y 
coordinó las partidas catalanas desde abril de 1822 con el apoyo de 
Doménec de Caralt y Salvador Malavila, organizadores de la red del 
interior. Institucionalizadas tempranamente según el Reglamento de 
Partidas y Cuadrillas del 28 de noviembre de 1808, las guerrillas realistas se 
mantuvieron dispersas y sin dirección política hasta bien entrado el año 
1822 [130] . A fines de 1821, un ejército francés de observación de 23.000 
hombres se situó en los Pirineos para establecer un «cordón sanitario», pero 
también para actuar como amenaza permanente contra la España liberal. 

Los levantamientos de Misses en el Ampurdán en febrero de 1822 y de 
Montaner en Castellar de n'Hug en marzo de ese año marcaron la aparición 
de numerosas guerrillas: desde mediados de abril, las partidas de Antoni 
Coll (Mossén Anton) y de Tomás Costa (Misses) comenzaron a actuar en 
Osona, el Ripollés, la Garrotxa y el Pla de l'Estany. A fines de ese mes, 
aparecieron nuevas bandas en el Vallés Oriental, la Selva, el Gironés, el Alt 
Emporda, Osona, la Garrotxa, el Bergueda y el Ripollés, encabezadas por 
Maria Vilella, Francesc Orriols (Teixidor), Salvador Malavila, Benet 
Plandolit y otros, con centro en Ripoll. En mayo y junio menudearon los 
enfrentamientos con las tropas liberales. En la Cataluña central, las partidas 


de Jo- sep Busoms (Jep dels Estanys), Josep Montaner, Maria Navarro, 
Josep Mercet y Benet Tristany se enseñorearon del Bages, el Bergueda, el 
Solsones y 1"'Anoia. En la Cataluña meridional, se alzaron Joan Rafí Vidal, 
Joaquim y Josep Antoni Montagut, Doménec Forcadell, Román Bonet 
Chambó y Josep Rambla [131] . En la Segarra, la Conca de Barbera, el 
Priorato y el Penedes aparecieron las partidas de Joan Romagosa (jefe del 
somatén de la Bisbal del Penedes), Antonio Marañón (El Trapense) y Pau 
Miralles (labrador acomodado de Cervera), que establecieron una Junta 
realista en Cervera a mediados de mayo. En Poniente merodeaba Francesc 
Badals (Romanillos), que consiguió atraer bajo sus órdenes partidas como 
la de Bartomeu Porredón (Ros d”Eroles), que operaba en el alto Urgell. Las 
partidas realistas consolidaron su dominio sobre el noroeste de Cataluña: el 
25 de abril, Misses tomó Olot, los realistas ocuparon Solsona el 20 de 
mayo, Berga en cuatro días más tarde y el 16 de junio Romagosa, y El 
Trapense ocupó la Seo de Urgel, donde el 22 formaron una autotitulada 
Junta Provisional Superior de Cataluña, que fue presidida por el obispo de 
la ciudad, y cuyos cometidos principales fueron reorganizar a las tropas 
realistas y administrar el territorio bajo su control [132]. 

En el círculo realista de Perpiñán trabajaban Malavila, Bessiéres, 
Doménec de Caralt y su hijo y Terrades, que intentaron diversos ataques 
sobre tierras gerundenses en abril de 1822. En mayo, las partidas estaban 
presentes en 19 de las 41 comarcas catalanas, y 6.000 hombres estaban 
integrados en 14 grandes bandas. Algunas, como las de Antonio Marañón El 
Trapense, que se levantó el 2 de mayo de 1822 en el monasterio de Poblet y 
pululó con 800 hombres de la comarca de Montblanc, o Joan Romagosa 
(que ya contaba con 700 adscritos el 7 de mayo), llegaron a tener más de 
2.000 hombres. A fines de julio se estimaban en 12.000 los combatientes 
encuadrados en las grandes «divisiones» realistas de ámbito comarcal que 
mandaban Misses, Malavila, Mosséen Anton, Romagosa, Jep dels Estanys, 
Miralles, Romanillos, etc. Pero lo normal era la formación de partidas con 
medio centenar de hombres bajo el liderazgo de un jefe reconocido por su 
prestigio ganado en anteriores conflictos (sobre todo, en la Guerra de la 
Independencia) y su perfecta integración en el entorno comunitario de 
procedencia [133] . El enrolamiento se efectuó preferentemente en zonas 
con industria rural o agricultura comercializada, que sufrían directamente la 
crisis económica de inicios del siglo XIX, agravada con las sequías de 1821 
y 1822 y la epidemia de fiebre amarilla de 1821. La mayor parte de los 


jornaleros, campesinos y menestrales que dieron apoyo al realismo no 
deseaba el retorno al Antiguo Régimen en su conjunto, sino defender 
determinados aspectos de la sociedad señorial porque era la única forma de 
evitar su proletarización y mantener su vínculo con la tierra mediante la 
enfiteusis. El aumento constante de las cargas tributarias (especialmente las 
contribuciones extraordinarias de guerra) fueron otro posible estímulo para 
integrarse en la facción. Más que una concertación deliberada de 
propósitos, lo que se produjo fue una confluencia de la respuesta 
contrarrevolucionaria de las viejas elites dominantes con la predisposición 
antirrevolucionaria de algunos sectores populares, que entendieron la 
movilización armada como una forma de resistencia y de subsistencia en 
una coyuntura de crisis económica y social aguda [134]. 

Tras la ocupación de la comarca de Urgel en el verano de 1822, Cataluña 
vivió hasta el otoño una verdadera guerra civil. Entre julio y diciembre, 
miles de insurrectos trataron en vano de conquistar Vic y Reus. En las filas 
realistas, el reclutamiento se agilizó tras los sucesos acaecidos el 7 de julio 
en Madrid, que desacreditaron la vía conspirativo-golpista y consolidó la 
viabilidad de la tradicional lucha guerrillera, que fue sostenida con fondos 
procedentes del entorno del rey a través de las confidencias, las 
aportaciones económicas de los absolutistas y los robos y pillajes a los 
constitucionales [135] . 

La organización en partidas permitía que, sin constituir un peligro de vida 
o muerte para el régimen liberal, la insurrección realista se mantuviese por 
un tiempo casi indefinido. En estas circunstancias de guerra civil 
(contra)revolucionaria, la única posibilidad que tenían los liberales de 
acabar con la insurrección era estrangular las fuentes de suministro de las 
partidas realistas y reducir sus posibles refugios. Por ello, el Ejército se vio 
obligado a impedir que las partidas realistas pudieran obtener ayuda de los 
pueblos y, para ello, arbitraron una fórmula muy sencilla: conseguir que el 
terror a los castigos propios fuera superior que el terror a los castigos 
infligidos por el enemigo. De esta forma, el terror pasó a ser un arma más 
en el conflicto, y no fue utilizada sólo por el Ejército liberal, sino también 
por la burguesía que combatía en la Milicia Nacional [136] . Colocado entre 
los dos fuegos de esta estrategia contrainsurgente, el vecindario huía hacia 
poblaciones más seguras cuando se aproximaban los soldados con órdenes 
de efectuar recargos y contribuciones forzosas y, eventualmente, les tendían 
emboscadas. Poco a poco, el pueblo aprendió a legitimar la violencia 


política emprendida por caudillos militares y populares, y a ejercitarla por sí 
mismo como instrumento de autodefensa, haciendo honor a una tradición 
guerrillera que conecta los levantamientos realistas del Trienio con la 
«francesada» de 1808 y la rebelión carlista de 1833. 

Desde la primavera de 1821 hasta el verano de 1822, la violencia de 
guerra adquirió carta de naturaleza en los dos bandos; una oleada de 
violencia incontrolada que fue alimentada por las represalias y las 
venganzas ejercitadas por ambos contendientes. Bien es cierto que los 
realistas fueron los primeros que utilizaron sistemáticamente la violencia 
para conseguir sus objetivos, principalmente en la conquista de ciudades, 
villas y pueblos. Estas ocupaciones siguieron unas pautas muy 
determinadas, en las cuales se combinaba la agitación política y la violencia 
fisica y simbólica: tras la rendición o huida de los milicianos locales, se 
expulsaba a las familias de los milicianos de la ciudad, se formaba el 
somatén (eficaz instrumento de la movilización armada en Cataluña a partir 
de mayo de 1822), se establecían juntas insurreccionales, se destruían 
documentos de los ayuntamientos, se procedía a la destrucción de la placa 
en honor de la Constitución, se imponía una onerosa contribución en 
metálico que habían de satisfacer principalmente los «negros» (liberales) y 
los milicianos nacionales y, finalmente, se efectuaba la requisa de ropas y 
víveres, se saqueaban propiedades, se tomaban rehenes y se quemaba la 
casa o se destruían los bienes de algún notorio liberal. Posteriormente se 
añadieron a estas acciones las detenciones y los fusilamientos de milicianos 
y autoridades locales de tendencia liberal [137] . Ya en la primavera de 
1821, las partidas realistas comenzaron a fusilar sistemáticamente a sus 
prisioneros, práctica que mantendrían a lo largo de toda la rebelión tanto en 
el norte (Merino en Burgos) como en Valencia y Cataluña. Sucesos como la 
conquista de la Seo de Urgel por los guerrilleros de Costa y El Trapense el 
21 de junio de 1822 y el fusilamiento en Olot de la guarnición prisionera 
condujeron a que el Ejército liberal comenzase a ejecutar a los prisioneros 
realistas [138] y a que las autoridades gubernamentales sancionaran 
legalmente la represión sobre los familiares y los bienes de los incorporados 
a las filas absolutistas. Esta violencia sectaria, repleta de agresiones, 
prisiones y expulsiones, fue especialmente grave en Barcelona en 
septiembre y en Manresa el 17 de noviembre de 1822, cuando 24 
absolutistas (entre ellos, 14 clérigos) fueron masacrados en los arrabales de 
la ciudad [139]. 


Desde febrero de 1823, las prisiones de Barcelona se llenaron de realistas 
capturados por Francisco Milans del Bosch. La circulación de rumores 
sobre la inmediata invasión francesa produjo una oleada psicótica 
anticlerical que volvería a repetirse en 1835. En la noche del 15 de abril, 
fueron arrestadas varias autoridades eclesiásticas, entre las cuales se 
encontraban los obispos de Lérida y Vic. Este último prelado, Raimundo 
Strauch y Vidal, notorio antiliberal, fue asesinado junto con un franciscano. 
Desde el 22 de abril, y durante tres semanas, la ciudad vivió una crisis de 
violencia extrema, en cuyo transcurso más de 20 personas fueron 
asesinadas. El terror revolucionario se mantuvo en otros puntos de España 
durante todo el verano, como queda ejemplificado en la muerte de 52 presos 
en el castillo de San Antón de La Coruña el 23 de junio de 1823 [140]. 
Durante el bienio 1822-1823 fueron asesinados —algunos de forma 
extremadamente brutal— 95 religiosos y sacerdotes, la mayoría de ellos en 
Cataluña [141] . Pero esta primera oleada clericida de la historia 
contemporánea española tuvo su contrapartida en los incendios de iglesias y 
casas rectorales por las bandas realistas en el Burgo de Osma, Dicastillo o 
Durango. 

La reacción absolutista pareció organizarse en una institución 
contrarrevolucionaria estable con el establecimiento el 14 de agosto de 
1822 de la Junta de Regencia Suprema de España durante la cautividad de 
Fernando, más conocida como Regencia de Urgel que, bajo la presidencia 
de Bernardo Mozo de Rosales (marqués de Mataflorida), apoyado por 
Joaquín Ibáñez (barón de Eroles) y Jaime Creus (arzobispo de Tarragona), 
trató de controlar los organismos insurreccionales locales [142] . Las juntas 
regionales de Cataluña, Navarra, Aragón, Sigúienza y Galicia reconocieron 
la Regencia, pero no así el general Eguía, que siguió regentando en Bayona 
una junta al margen de su autoridad. La contrarrevolución realista sufrió un 
reflujo por la falta de recursos, la merma del apoyo francés y los 
enfrentamientos con los realistas moderados de la Junta de Bayona, que 
trabajaban en pos de una avenencia con los liberales «doceañistas» [143]. 


El recrudecimiento de la insurrección antiliberal y la intervención francesa 
de 1823 


En julio-agosto de 1822, coincidiendo con los sucesos de Madrid, la 
insurrección también alcanzó su momento culminante en otras regiones. 
Tras los rumores que circularon el 12 de junio sobre un inminente 
levantamiento realista en Pamplona, se produjo en Navarra una escalada 
contrarrevolucionaria que tuvo eco en todo el país. Tres millares de 
combatientes, con amplia participación del clero y de una parte de la 
oficialidad surgida de las guerrillas de la Guerra de la Independencia, se 
alzaron en armas sin que el Gobierno de Martínez de la Rosa hiciera nada 
por impedirlo [144] . Hubo saqueos por todo el Viejo Reino, y los realistas 
llegaron al extremo de exigir raciones al Ayuntamiento de Pamplona. Se 
estableció una Junta, controlada desde Francia por Eguía, que tenía por 
objetivo extender la rebelión al País Vasco [145] . A inicios de septiembre 
pasó a Cataluña la división realista navarra de Quesada, compuesta por 
4.000 hombres, para unirse al ejército que el barón de Eroles acababa de 
organizar [146] . Pero la rebelión realista en Navarra estaba derrotada 
mucho antes de que se produjera la invasión francesa. 

A partir de la primavera de 1822, la contrarrevolución cambió de 
estrategia en Aragón: en vez de estallidos urbanos violentos y pasajeros, se 
fomentó el levantamiento del campesinado a través de partidas [147] . Las 
primeras surgieron en mayo al amparo de las que tenían su base en 
Cataluña: una compuesta por un millar de hombres que surgió en Tamarite 
fue dispersada por el Ejército y fraccionada en pequeñas bandas; otra de 
200 combatientes dirigida por Romanillos llegó desde Lérida y ocupó Fraga 
el 1 de julio; Morella fue fugazmente ocupada el 31 de mayo por el 
cabecilla Josep Rambla (antiguo guerrillero y contrabandista tras 1814), que 
amenazó Caspe y Alcañiz; Calatayud soportó una rebelión realista que se 
enseñoreó de la ciudad entre el 8 y el 13 de julio y, en agosto, la actividad 
insurreccional se extendió de Mequinenza al valle del Ebro. En su papel de 
región de tránsito entre los principales focos rebeldes del norte y Cataluña, 
Aragón sufrió repetidamente los abusos de las expediciones realistas: a 
fines de agosto, los 4.000 hombres que bajo la dirección de El Trapense y 
Quesada se dirigían de Navarra a Cataluña, desataron una violencia hasta 
entonces desconocida en el Alto Aragón, con saqueos, asesinatos, 
mutilaciones y violaciones, que iban dirigidos a desmoralizar a las 
poblaciones desasistidas por el Gobierno constitucional, cuya decisión de 
reforzar las tropas en el norte posibilitó un recrudecimiento de la actividad 
insurreccional en el Bajo Aragón en septiembre-octubre [148] . A mediados 


de diciembre, las guerrillas fueron reorganizadas por el antiguo oficial 
Rafael Sempere, que unificó las diferentes unidades hasta alcanzar los 
4.000-5.000 hombres en febrero de 1823 [149] . Pero, a escala nacional, la 
insurgencia sólo se consolidó en una estrecha franja que iba desde los valles 
del Pirineo navarro hasta Gerona. 

La inicial respuesta liberal frente a la insurrección realista se caracterizó 
por la falta de iniciativa. Se levantaron el somatén y la Milicia Nacional, y 
se fortificaron los principales núcleos de población, asegurando las llanuras 
de Vic, Manresa y Cardona e impidiendo el acercamiento de las partidas al 
litoral. Cuando la rebelión recobró el aliento durante el verano de 1822, el 
Gobierno declaró el estado de guerra en el 7.” Distrito Militar (Cataluña) el 
23 de julio, y el 11 de agosto hizo lo propio en el 5.” Distrito (Navarra) 
[150] . La respuesta liberal, orquestada desde Barcelona, logró el control 
progresivo de los núcleos sediciosos del Llobregat y el Penedes. 

El enconamiento de la lucha provocó en algunas ciudades una situación de 
tensión que desembocó en nuevas algaradas callejeras. En Alicante, tras 
conocerse la derrota de la Guardia Real en Madrid, se celebró el 10 de julio 
una manifestación exaltada donde se exhibió un retrato de Riego. El 16 
hubo una nueva conmoción, tras llegar las noticias de un levantamiento 
realista en Orihuela. Los liberales exigieron a las autoridades locales que 
organizasen una expedición contra esa ciudad, cosa que se efectuó al día 
siguiente. El 22 fueron los sectores conservadores los que salieron a la calle 
cuando se difundió la especie de que las fuerzas enviadas a Orihuela se 
disponían a volver con el propósito de destituir a las autoridades. Esta vez, 
el Ayuntamiento y el jefe político Francisco Fernández Golfín detuvo a 14 
patricios, que fueron acusados de perturbar el orden público [151] . El 5-6 
de septiembre Barcelona vivió otra nueva experiencia tumultuaria, con 
quema solemne de panfletos realistas y exigencia miliciana de arresto de 
desafectos, que fueron deportados a Mallorca para evitar su linchamiento 
[152] . 

La llegada a Lérida el 9 de septiembre de los 21.000 hombres del Ejército 
de Operaciones dirigido por Espoz y Mina supuso un giro copernicano en la 
evolución militar de la guerra, marcada hasta entonces por la dispersión de 
los combates y la severidad de la represión. Como las «columnas 
infernales» mandadas contra la Vendée en 1793-1794, el cuerpo 
expedicionario quedó encargado de ocupar el territorio catalán por medio 
del terror. Además del incremento de las ejecuciones sumarias, el gran 


evento ejemplarizante fue la destrucción completa de Castellfollit de 
Riubregós el 24 de octubre, tras un mes de asedio [153] . Desde su centro 
de operaciones en Cervera, Espoz y Mina continuó ejerciendo una enérgica 
presión sobre las tropas realistas con la entrada en Balaguer el 3 de 
noviembre y la derrota el 15 en Pobla de Segur del barón de Eroles, que 
tuvo que huir hacia la Cerdaña. La Regencia de Urgel (ciudad que cayó en 
manos liberales el 3 de febrero de 1823, tras 74 días de asedio) ya había 
huido hacia Puigcerda y Llivia antes de encaminarse hacia el exilio francés 
a fines de noviembre. El nuevo año 1823 comenzó con una virtual derrota 
de los realistas, 7.000 de los cuales se exiliaron en los Pirineos Orientales 
aquel invierno [154] . El 18 de marzo las últimas fuerzas insurrectas 
tomaban el camino de la frontera, y el 1 de abril Espoz y Mina pudo hacer 
público el bando que daba por concluida la campaña. Sin embargo, la 
rebeldía se mantuvo en Navarra y Aragón hasta febrero-marzo de 1823. 
Santos Ladrón, después de ocupar Ayerbe, trataba aún de sitiar Huesca por 
esas fechas [155] . A comienzos del año se había declarado el estado de 


guerra en el 6.” Distrito, al mismo tiempo que las tropas gubernamentales 
asediaban la plaza rebelde de Mequinenza y las del aventurero Bessiéres 
(5.000 infantes y 400 jinetes) intentaban el 5 de enero tomar Zaragoza por 
asalto. Tras fracasar en la empresa, la fuerza pasó a Guadalajara y llegó a 
las puertas de Madrid a la altura del 20 de mayo. 

Tras sus repetidos fracasos a la hora de sublevar Navarra, Eguía jugó 
durante el otoño de 1822 la carta de la moderación, acercándose al 
Gobierno francés para impulsar el plan de establecer en España un régimen 
de Carta Otorgada. Fernando VII también empezó a distanciarse de 
Mataflorida y sus reaccionarios de la Regencia de Urgel para tratar de 
acercarse a la salida propuesta por el Gobierno de Jean-Baptiste de Villéle 
[156] , pero el plan de restauración plena del absolutismo acordado en 
Verona la cambió todo. 

El fracaso del movimiento realista como rebeldía organizada hizo 
imperiosa la intervención extranjera. Los contactos de Fernando VII con los 
monarcas absolutistas para pedir una intervención datan, al menos, de junio 
de 1821 [157] . El Congreso de las potencias absolutistas celebrado en 
Verona el 22 de noviembre de 1822 acordó «destruir el sistema de gobierno 
representativo de cualquier Estado de Europa donde exista» y asignó a 
Francia la tarea de poner fin a «la situación actual de España y Portugal». 
Sin embargo, el primer ministro Villéle intentó, hasta el último instante, 


convencer a los liberales españoles para que moderasen su Constitución a 
imagen de la Carta Otorgada francesa. Su derrota frente a los 
intervencionistas Francois-René de  Chateaubriand y Mathieu de 
Montmorency dejó expedito el camino para la ejecución de una «acción de 
policía» que fue asumida por iniciativa francesa y que obedecía a 
motivaciones de índole doméstica [158] . El 28 de enero de 1823, Luis 
XVIII anunció oficialmente el proyecto de intervención armada en España. 
El 19 de febrero la multitud exaltada asaltó el Palacio Real al grito de 
«¡muera el rey!». La invasión de los Cien Mil Hijos de San Luis se produjo 
el 7 de abril y contó con el apoyo de unos 35.000 soldados auxiliares del 
«Ejército de la Fe», que el barón de Eroles organizó en 13 batallones. 

La España liberal, que acababa de vencer a sus enemigos internos en 
marzo, vio cómo, menos de un mes después, la invadía el Ejército del 
duque de Angulema. Hacia fines de marzo e inicios de abril, cuando las 
tropas francesas ya estaban concentradas en la frontera, la charbonnerie 
esbozó un gesto de apoyo a sus correligionarios de allende los Pirineos. Se 
trataba de formar, en favor de la España constitucional, a algunos cuerpos 
auxiliares compuestos por los miembros más devotos de la charbonnerie, 
especialmente de aquellos que habían figurado en conspiraciones con 
liberales proscritos de otros países. A la postre, sólo una legión de liberales 
piamonteses, polacos y franceses liderados por el coronel Pacchiarotti se 
hicieron diezmar ante Figueras antes de capitular el 16 de septiembre, 
mientras que el coronel Fabvier (que había huido a la España liberal, donde 
adiestró a una pequeña fuerza de franceses e italianos denominada el 
Batallón de los Hombres Libres) intentó efectuar en el Bidasoa el 7 de abril 
una «insurrección pasiva», tremolando ante sus compatriotas una bandera 
tricolor, arengándolos y cantando La Marsellesa hasta recibir como 
respuesta una andanada, que provocó ocho muertos [159] . A decir verdad, 
la campaña española le dio al Gobierno galo la seguridad de un mejor 
control de sus regimientos y, como resultado, redujo las capacidades 
insurreccionales de la charbonnerie francesa que, desde ese momento, 
pareció quedar reducida a la nada. 

Los Cien Mil Hijos de San Luis ocuparon España favorecidos por una 
imagen de restauración del orden (frente al espectáculo de un rey 
«secuestrado» por los liberales) que no habían disfrutado los protagonistas 
de la anterior «francesada». Además, a diferencia de lo sucedido durante la 
Guerra de la Independencia, fueron auxiliados por las partidas realistas 


reorganizadas y encuadradas militarmente [160] . Pero la invasión francesa 
fue todo menos un paseo militar, no sólo por la tenaz resistencia que 
opusieron algunas ciudades de acreditada raigambre constitucionalista sino, 
sobre todo, por el encarnizamiento de los combates entre liberales y 
ultrarrealistas, que adoptaron la fisonomía de una auténtica campaña bélica. 
En el bando constitucional, los principales núcleos urbanos se aprestaron a 
la resistencia, puesto que la estrategia del Gobierno consistía en librar una 
guerra a la defensiva muy similar a la de 1808-1810. Para ello, había que 
guarnecer las ciudades importantes y llevar a cabo una guerra de guerrillas 
que impidiera a los franceses su marcha directa hacia Cádiz, donde estaban 
las Cortes con el rey [161] . El Poder Legislativo había adoptado, desde 
principios de febrero, una serie de medidas de excepción: se ordenó una 
leva de 30.000 hombres, la incorporación al Ejército de la Milicia activa y 
la organización de cuerpos francos. Entraron en acción guerrillas como la 
del Empecinado, que, de nuevo, actuó por Valladolid y Extremadura y, 
además de las que existían en Cataluña, se organizó una columna de 
liberales europeos en la que figuraban personajes de la talla del general 
Guglielmo Pepe o el conde Carlo Bianco de Saint-Jorioz. Sin embargo, las 
tropas liberales dirigidas por Espoz y Mina, La Bisbal, Ballesteros, 
Villacampa o Morillo, virtualmente desprovistas de apoyo popular, apenas 
lograron frenar el avance, que encontró su foco de resistencia más tenaz en 
Cataluña [162] . 

La Regencia fue sustituida el 9 de abril por una Junta Provisional de 
Gobierno de España e Indias, radicada en Oyarzun e integrada por 
Francisco Eguía como presidente y Antonio Gómez Calderón y Juan 
Bautista de Erro como vocales. Dicha Junta se convertiría en la autoridad 
«legítima» reconocida por los invasores hasta su llegada a Madrid. En la 
capital, se produjo un tragicómico enfrentamiento cuando las fuerzas de 
Bessiéres (que el 24 de enero había derrotado en Brihuega a las tropas 
liberales del comandante general de Castilla la Nueva Demetrio O”Daly) 
[163] pretendieron adelantarse a las de Angulema en la toma de la ciudad. 
La enérgica defensa efectuada el 20 de mayo por las tropas liberales al 
mando del teniente general Zayas en el Buen Retiro y el Paseo del Prado 
ocasionó 200 muertos y 700 prisioneros a la multitud realista y a las fuerzas 
de Bessiéres, que se dieron vergonzosamente a la fuga. Dos días más tarde, 
entraban las primeras tropas francesas sin disparar un tiro [164] . El 25, 
Angulema destituyó a la Junta Provisional y formó una nueva Regencia del 


Reino presidida por el duque del Infantado y compuesta por el conde de 
Montemar, Juan de Cavia (obispo de Osma), Antonio Gómez Calderón, el 
barón de Eroles (que continuó operando en Cataluña) y Francisco Tadeo 
Calomarde como secretario. 

El 23 de julio el gobernador de La Coruña, Pedro Méndez de Vigo, ante el 
rumor de que algunos realistas presos en el castillo de San Antón iban a 
tomarse la justicia por su mano en cuanto llegasen las tropas francesas, 
ahogó en el mar a 51 de ellos, en un remedo de las noyades ejecutadas en 
Nantes por el delegado en misión Jean-Baptiste Carrier en 1793-1794. Este 
fue el acto más cruel de la guerra perpetrado en territorio gallego y, quizá, 
en el conjunto de España [165]. 

Don Fernando había sido trasladado medio prisionero de Madrid a Sevilla, 
y de ahí a Cádiz, donde las Cortes abrieron sus sesiones el 15 de junio y 
organizaron la resistencia de la ciudad. El 30-31 de agosto las fuerzas del 
duque de Angulema asaltaron el fuerte del Trocadero y el 20 de septiembre, 
el de Sancti Petri. El Gobierno liberal se rindió el 1 de octubre, y ese mismo 
día el rey pudo desembarcar libremente en el Puerto de Santa María, para 
recuperar su condición de «rey neto» el 13 de noviembre, tras un moroso 
viaje de retorno a Madrid que facilitó el desencadenamiento de una espiral 
de venganzas [166] . 


LA REPRESIÓN Y LOS PROCEDIMIENTOS INSURRECCIONALES 
DEL LIBERALISMO Y EL ULTRARREALISMO EN LA DÉCADA 
OMINOSA (1823-1833) 


En el último gran enfrentamiento a campo abierto de la guerra, que tuvo 
lugar el 8 de octubre en el pueblo aragonés de Tremeced, los franceses, 
ayudados por las tropas del barón de Eroles, Santos Ladrón, Capapé y el 
conde de España, derrotaron a Evaristo San Miguel, que había salido de 
Tarragona en auxilio de Lérida. Cayeron a continuación las plazas de 
Ciudad Rodrigo, Badajoz, Seo de Urgel, Lérida, Barcelona y Tarragona. El 
5 de noviembre el general Torrijos capituló en Cartagena; el 9, cayeron las 
Baleares salvo Menorca y, el 11, tuvo lugar la rendición postrera del coronel 
Joaquín de Pablo (Chapalangarra) en Alicante, otra ciudad famosa por su 
espíritu liberal [167] . Las fuerzas de ocupación —más de 40.000 hombres 
en 1824— se mantendrían en la Península Ibérica hasta 1828. 


La reacción absolutista tomó dos vías para expresarse: la demolición 
institucional, legislativa y económica del régimen liberal y la represión de 
sus apoyos sociales. La violencia civil se mantuvo mucho más allá de la 
finalización de la Guerra Realista y de la campaña restauradora 
protagonizada por los franceses. La persecución informal contra los 
liberales, que ya había sido emprendida por los ultrarrealistas durante el 
avance francés, dejó paso a una campaña represiva oficial que figura entre 
las más cruentas de la historia contemporánea española. Se puso en marcha 
una exhaustiva legislación, con efectos retroactivos, para la depuración 
política y administrativa [168] . Una Ordenanza del 9 de abril de 1823 
eliminó todos los cargos constitucionales (jefes políticos, jueces de primera 
instancia, alcaldes, etc.) responsables del orden público. El canónigo «ultra» 
Víctor Damián Sáez, secretario de Estado del Gobierno interino instaurado 
por el Consejo de Regencia el 27 de mayo de 1823, y ratificado en su 
puesto por el rey el 19 de noviembre, dirigió la reacción absolutista con 
extremado celo y rigor: condenó a muerte a los regentes Gabriel Císcar, 
Cayetano Valdés y José Gaspar de Vigodet y al general Francisco 
Ballesteros, jefe del Ejército liberal. Los cuatro lograron exiliarse, pero el 
coronel Riego, que había sido hecho prisionero en La Carolina el 15 de 
septiembre, fue ahorcado de forma ignominiosa en Madrid el 7 de 
noviembre. 

La Ordenanza de Andújar del 8 de agosto de 1823, en la que el duque de 
Angulema ordenaba que «las autoridades españolas no podrán hacer ningún 
arresto sin la autorización del comandante de nuestras tropas», 
estableciendo la liberación de presos recluidos de forma arbitraria y por sus 
ideas políticas, quedó virtualmente anulada con la desaforada reacción 
realista desencadenada tras el retorno al poder de don Fernando [169] . En 
pueblos y ciudades se desataron episodios de terror blanco, en los que los 
ayuntamientos y las fuerzas de ocupación se vieron desbordados y fueron 
incapaces de evitar las venganzas contra los constitucionalistas. La 
violencia antiliberal, lejos de responder a un plan trazado desde las 
instituciones, se desbordó por el tejido social y fue el resultado de un 
intenso proceso de movilización popular en el que confluyeron armas, 
milicias, símbolos y canciones [170] . En 1876, un septuagenario Patricio 
de la Escosura recordaba el trance sufrido por el joven poeta Ventura de la 
Vega, miembro de la sociedad patriótica Los Numantinos, en las primeras 
semanas de reacción absolutista en Madrid: 


Ventura de la Vega, por dejarse crecer el pelo o llevar melenas, crimen reputado a la sazón como 
infalible síntoma de masonismo, se vio en la puerta del Sol acometido por una turba de bravos 
realistas que, tras de maltratarle brutalmente, porque eran cien hombres contra un niño, le 
cortaron allí mismo el revolucionario cabello, sentándole en la cuba de un aguador de los de la 
Mariblanca, y ejecutando la operación con las enormes tijeras de un esquilador de caballerías 
[111]. 


Otro testigo presencial, Modesto Lafuente, evocaba las vejaciones a que 
eran sometidos los liberales sin distinción de sexo: 


Fascinada la plebe por las fanáticas peroraciones de clérigos y frailes, lanzábase a cometer todo 
linaje de desmanes [...]. En la mitad del día, en los sitios más sagrados, no sólo en las aldeas, sino 
en las más populosas ciudades, se acometía y apaleaba a los que habían pertenecido a la milicia 
nacional, llegando la barbarie en algunos puntos hasta el extremo de arrancarles a viva fuerzas las 
patillas y el bigote, y pasearlos por las calles principales con un cencerro pendiente al cuello y 
caballeros en un asno. Más de una heroína liberal fue sacada entonces a la vergiijenza y en igual 
forma, trasquilado el cabello y emplumada [172] . 


Estas agresiones, similares a las ejecutadas por las bandas de muscadins 
contra los jacobinos en la reacción termidoriana de 1793 y 1795, son un 
ejemplo elocuente de la «política del matonismo» campante en la época, y 
que fue tolerada e incluso favorecida por los poderes públicos, sobre todo 
en el ámbito local. 

La amnistía decretada el 1 de mayo de 1824 se obtuvo tras meses de 
presiones diplomáticas y amenazas apenas veladas. A partir de este 
momento, el Gobierno francés ya no buscó imponer una monarquía 
moderada en España, sino que se contentó con limitar la represión en las 
ciudades donde mantenía guarniciones, en particular Cádiz, que se convirtió 
un precario oasis para los liberales que no habían podido emprender el 
camino del exilio [173]. 

Las represalias, predicadas desde el púlpito y ejecutadas de forma 
descontrolada por las guerrillas y las partidas contrarrevolucionarias (que se 
mezclaban de forma imprecisa con las exacciones de bandoleros «realistas» 
como Jaime Alfonso El Barbudo en la comarca de Crevillente), dejaron un 
largo reguero de víctimas: los franceses evaluaron en unos 2.000 los 
asesinatos producidos en los últimos tres meses de 1824, la mayor parte de 
ellos en Cataluña [174] . Según datos de la Real Audiencia, entre octubre de 
1823 y octubre de 1825, sólo en el Principado fueron asesinadas 1.828 
personas [175] . Como reacción a la Ordenanza de Andújar, proliferaron las 
sociedades secretas creadas en la estela de las Juntas de Confidencia, como 


la Junta Apostólica (creada en 1822 por Juana Eguía —hija del general- y 
refundada en los conventos de Madrid tras la ocupación de la capital por las 
tropas del duque de Angulema), la Sociedad del Áncora Real, la Junta 
Concepcionista, La Estrella o El Ángel Exterminador. Según el testimonio 
poco fiable del liberal Pedro Méndez Vigo, esta última organización se 
habría reunido en septiembre de 1825 en el monasterio de Poblet bajo la 
presidencia del arzobispo de Tarragona Jaume Creus Martí (que había sido 
miembro de la Regencia de Urgel) para urdir un plan de asesinato de 600 
oficiales «negros» (liberales) que se encontraban vegetando en Barcelona 
sin expectativa de destino [176] . El 14 de mayo de 1824 el diario Le 
Constitutionnel de París había difundido noticias inexactas sobre la 
existencia de la Sociedad del Áncora Real, o Junta Apostólica, colocada en 
Madrid bajo la protección del nuncio Giustiniani, quien desmintió el rumor, 
cosa que también hizo por propia conveniencia el gabinete de Cea 
Bermúdez [177] . 

Fueran ciertas o no las tremebundas historias que se contaban sobre las 
venganzas efectuadas por estas sociedades secretas realistas, nutridas de 
eclesiásticos y antiguos inquisidores, la represión también tomo otros 
derroteros, como las multas, las confiscaciones, las suspensiones de empleo 
o las depuraciones de funcionarios civiles y militares [178] . Hubo 
encarcelamientos en masa, destrozos y saqueo de negocios y viviendas, 
arrestos domiciliarios, etc.; muchos de ellos perpetrados por los Voluntarios 
Realistas, campesinos pobres o miembros del lumpenproletariado urbano 
espoleados por los clérigos [179] . La sucesión de órdenes y decretos 
represivos intentaba hacer la vida imposible a los liberales en los pueblos, 
en una estrategia de acoso donde confluían la persecución política y la 
venganza personal, que recuerda a la ejercitada por los vencedores en la 
posguerra de 1939 [180]. 


El control panóptico de la disidencia: los Voluntarios Realistas, las 
Comisiones Militares, la Junta Reservada de Estado y la Superintendencia 
de Policía 


Durante este último periodo absolutista, el orden público cobró una clara 
impronta represiva, que se manifestó en la existencia de múltiples instancias 
ejecutivas con una tenue especialización: la Policía dedicada a combatir a 


los liberales, a los realistas exaltados y a la delincuencia común; las Juntas 
de Purificaciones, para depurar de liberales a la Administración; las 
Comisiones Militares, como instancia sumarísima de represión antiliberal, y 
los Voluntarios Realistas, como policía armada en manos del sector 
«apostólico» del régimen fernandino. 

La represión contó, desde el primer día, con una amplia participación de 
las capas populares. La Junta Provisional de Gobierno disolvió ipso facto la 
Milicia Nacional —cuyos miembros comenzaron a ser convenientemente 
«purificados»— y el 14 de mayo de 1823 expidió un Reglamento interno (no 
publicado) para la constitución de los Voluntarios Realistas [181] , réplica 
absolutista de la Milicia Nacional formada, en gran parte, por los rebeldes 
que se habían alzado en armas desde 1821. Un Decreto de la Regencia del 
Reino sancionó su creación el 10 de junio de 1823 [182] , y una Real Orden 
del 6 de septiembre de 1824 encargó a los capitanes generales la 
organización, el fomento y la disciplina de estos Voluntarios que, desde el 
31 de diciembre, quedaron desvinculados de la dependencia exclusiva de 
los ayuntamientos. Según el Reglamento oficial promulgado el 20 de 
febrero de 1824, podían enrolarse hombres de veinte a cincuenta años 
(salvo eclesiásticos y antiguos milicianos nacionales voluntarios, 
compradores de bienes nacionales no adictos al rey y miembros de 
sociedades secretas y patrióticas) «de buena conducta, honradez conocida, 
amor a nuestro soberano y adhesión decidida a la justa causa de 
restablecerle en su trono y abolir enteramente el llamado sistema 
constitucional, que tantos males ha causado a toda la nación y sus 
individuos» [183] . Se alistaron nobles, hacendados, burócratas, empleados 
de la Real Casa, pequeños profesionales (barberos, colchoneros, 
pasamaneros, sastres, fontaneros...) e incluso jornaleros, ya que no hacía 
falta ser propietario para integrarse en el cuerpo armado, sino mostrar el 
suficiente «amor a nuestro soberano» [184] . Se pretendió dividir la fuerza 
en dos grupos según una lógica estamental: uno compuesto por hacendados, 
labradores, empleados, fabricantes, profesores, oficiales militares, 
comerciantes y gremios mayores, y otro formado por los adscritos a los 
gremios menores, artesanos y braceros. Según Pérez Garzón, los 
Voluntarios Realistas madrileños estaban compuestos en un 33 por 100 por 
asalariados, mientras que, en la Milicia Nacional, este porcentaje se reducía 
al 7,4 por 100. Por el contrario, se enrolaron muchos menos comerciantes y 
profesionales liberales [185] . París constata también un dominio 


abrumador del pueblo bajo (artesanos empobrecidos y jornaleros 
amenazados por el desempleo), con una participación casi testimonial de los 
propietarios (2,2 por 100) y los profesionales liberales (3,6 por 100) [186] . 
Los jóvenes estaban mal vistos, ya que se sospechaba que podían ser presa 
fácil del liberalismo. Se optó, preferentemente, por los honrados cabezas de 
familia como defensores de la propiedad y el orden político y social, en una 
concepción clasista de la seguridad pública que iba a ser compartida por el 
moderantismo del siglo XIX y el conservadurismo del XX. 

Las Reflexiones apologéticas y reglamentarias sobre las Milicias 
Realistas y sobre su utilidad, necesidad y modo de fomentarlas (1825) 
inciden en la idea de resaltar las virtudes morales del súbdito obediente pero 
inquieto, defensor convencido del Altar y el Trono y partícipe de un sistema 
panóptico de vigilancia parapolicial: 


Ved aquí la más fiel, extensiva y vigilante policía que nos ha de preservar en medio de nuestros 
temores: en cada calle o plaza de nuestros pueblos moran por lo menos tres o cuatro Realistas que 
vigilan a todas horas sobre la conducta de su vecindario y que observan cuidadosamente las 
reuniones, visitas, tertulias, conexiones y sistema de cada vecino, que saben sus opiniones, sus 
hospedages y todos sus pasos; que los siguen de cerca con el mayor interés y celo por el 
compromiso y riesgo en que ya se hallan sus vidas, y que los frustran por último en su origen y 
antes que prevalezcan, lo que no puede egecutar ningún gobierno o magistrado por mucha tropa 
de línea que tenga a sus órdenes [187]. 


Estos Voluntarios, que con no poco sarcasmo y cierta agudeza fueron 
calificados por Fernando VI como «los mismos perros con distintos 
collares», actuaron en casi idénticas funciones que la Milicia, 
salvaguardando el orden público en pueblos y ciudades. Sin embargo, el 
todopoderoso superintendente de Policía Juan José Recacho no cesaba de 
denunciar en sus audiencias privadas con el rey sus tropelías y su 
adscripción al bando realista más intransigente. Muchas veces, bajo el 
nombre de Voluntarios Realistas, se escondían grupos de matones 
absolutistas, como la «partida de la porra» en Córdoba o la «del Trueno» en 
Madrid, que se dedicaban a apalear a los presuntos liberales o actuaban 
como instrumento político de la oligarquía local, a veces en detrimento de 
los intereses de la Corona. 

Algunas de las actividades represivas de los Voluntarios Realistas caen de 
lleno en la categoría del «vigilantismo», que para Rosenbaum y Sederberg 
son los «actos de amenaza o de coerción que violan los límites formales de 
un orden sociopolítico estabilizado, actos que, sin embargo, los violadores 


consideran que son en defensa de este orden contra otras formas de 
subversión» [188] . Estos autores presentan una tipología de esta actitud 
violenta eminentemente reactiva, según se dirija al combate contra la 
criminalidad común (escuadrones de la muerte, patrullas vecinales, grupos 
privados de vigilancia), al control de grupos sociales, raciales o religiosos 
(autodefensa comunitaria, somatenes, Ku Klux Klan, etc.) o a la 
salvaguardia del régimen político frente a las fuerzas disidentes (fuerzas 
paramilitares o parapoliciales, agentes provocadores, rondas campesinas, 
tramas involucionistas, etc.) [189] . Pocas dudas caben acerca de la 
adscripción de los Voluntarios Realistas a esta última tarea. La violencia 
generada por los grupos «vigilantes» casi nunca va dirigida contra la 
estructura política o las instituciones gubernamentales, sino que actúa 
contra los grupos disidentes. La actividad de los «vigilantes» prospera 
cuando el Gobierno no está dispuesto o es incapaz de hacer respetar las 
normas legales y de mantener el orden social al que aspiran los grupos 
institucionalizados, de modo que el potencial para el «vigilantismo» varía 
positivamente con la intensidad y la difusión de la creencia de que el 
régimen es ineficaz a la hora de mantener el orden contra los eventuales 
retadores. 

El feroz absolutismo de los Voluntarios Realistas creó no pocos problemas 
a los Gobiernos fernandinos más moderados, partidarios de un pacto con el 
ala derecha del liberalismo. A pesar de que el «ultra» Francisco de Eguía 
propusiera la creación de un Ejército absolutista compuesto de una potente 
Guardia Real complementada con los batallones de Voluntarios Realistas y 
que, en 1825, estos perfilaran su carácter militar, el ministro de la Guerra 
José de la Cruz Moya pensó seriamente en disolver esta milicia que, con su 
extremada politización, comenzaba a inquietar a muchos jefes y oficiales 
profesionales. De hecho, a partir de 1826, los frecuentes conflictos entre los 
Voluntarios y los capitanes generales trataron de solucionarse con la 
creación de una Inspección General directamente dependiente del rey, lo 
que sustrajo, de hecho, el control de la Milicia a los jefes del Ejército. 

El 8 de junio de 1826 se aprobó un nuevo Reglamento de los Voluntarios 
Realistas, con la triple intención de elevar su dotación y sus efectivos, 
desligarlos de la tutela de los capitanes generales y reforzar la imagen del 
cuerpo como una fuerza incondicionalmente ligada a la defensa del altar y 
el trono. El artículo 65 lo dejaba meridianamente claro, al señalar que el 
principal objetivo de los Voluntarios era «combatir a los Revolucionarios 


[...] y exterminar la Revolución». La organización estaría dirigida por un 
inspector general, que debía ser un general del Ejército nombrado por el rey, 
asesorado de un auditor y una Secretaría. Cada Capitanía General contaría 
con una Subinspección. Los Voluntarios se encuadrarían en batallones de 
ocho compañías de 80 hombres cada una: seis de fusileros, una de 
granaderos y otra de cazadores. En cada provincia los batallones se 
encuadrarían en brigadas. Durante el servicio de patrullas y de guardia, los 
Voluntarios gozaban del fuero militar. Teóricamente, este voluntariado 
constituía la primera fuerza militar del país: en 1824, encuadraba a 70.000 
hombres y, en mayo de 1826, alcanzó lo que quizá fuera su máximo 
despliegue, con 234.555. En 1828, se mantuvo por encima de los 200.000 
afiliados y, a fines de 1832, contaba con 115.000 hombres alistados en 500 
batallones de infantería, 4.308 hombres de caballería en 51 escuadrones y 
1.424 de artillería en 24 compañías, más tres compañías de zapadores y 
bomberos [190] . A finales de 1831, el número de Voluntarios Realistas se 
mantenía estable en torno a los 100.000 efectivos, aunque su dotación y 
recursos habían descendido considerablemente [191 

La implicación en el verano de 1827 de los Voluntarios Realistas catalanes 
en la rebelión de los Malcontents suscitó la desconfianza de Fernando VII. 
Las dificultades económicas que sufrían los ayuntamientos motivaron su 
decadencia desde ese mismo año. Ni siquiera su entusiasta movilización 
contra las intentonas insurreccionales de los liberales emigrados, lideradas 
por los hermanos Bazán en 1826, por Mina en 1830 y por Manzanares y 
Torrijos al año siguiente, sirvieron para rehabilitar esta fuerza paramilitar a 
los ojos de un monarca cada vez más escéptico respecto de sus auténticas 
lealtades. Cuando el puesto de inspector general dejado vacante por el 
fallecimiento de José María Carvajal y Urrutia no fue cubierto, la 
Inspección General fue disuelta por Cea Bermúdez el 26 de diciembre 
1832, y los Voluntarios fueron puestos bajo la dependencia directa de los 
capitanes generales. Desde enero de 1833, cuando comenzó su desarme 
bajo acusaciones de carlismo, protagonizaron una serie de revueltas, que 
fueron especialmente resonantes en Madrid y en León. El 23 de octubre una 
Real Orden suprimió los arbitrios de los Voluntarios, y el 25 se procedió a 
su definitiva disolución, lo que provocó graves incidentes en la Corte el día 
27. La guerra civil comenzó precisamente con la insurrección de los 
Voluntarios Realistas, que se sublevaron en favor de don Carlos nada más 
conocerse el fallecimiento del rey Fernando. El sector del voluntariado que 


se mantuvo fiel al Gobierno se reconvirtió, bajo la denominación de 
Voluntarios de Isabel II (migueletes o cuerpos francos), en una fuerza 
sometida al control de la oficialidad criptoliberal, anticipando la creación de 
la Milicia Urbana por el Gobierno de Martínez de la Rosa en febrero de 
1834. 

Impulsados en 1823-1824, obstaculizados en 1827-1828, temidos en 1832 
y disueltos oficialmente en 1833, los 200.000 Voluntarios Realistas 
licenciados fueron una espada de Damocles que pendió sobre la alternativa 
dinástica isabelina en los últimos años de vida del rey Fernando. Su 
transición del realismo exaltado al carlismo combatiente resultó, por tanto, 
un hecho previsible, puesto que hicieron de correa de transmisión entre los 
intereses de la oligarquía conspirativa apostólica y la base social absolutista, 
proporcionaron una estructura armada y jerarquizada y estaban 
perfectamente integrados en la misma estructura política que pretendían 
subvertir. Esta organización tenía la capacidad para impulsar un 
levantamiento a escala nacional, pero Pedro Rújula reconoce que no se 
puede establecer una conexión directa y unívoca entre las actitudes políticas 
y las motivaciones sociales de movimientos contrarrevolucionarios como el 
que se fue perfilando en España al inicio de la década de 1830 [192]. 

La depuración sistemática de la función pública fue otro de los 
mecanismos represivos implementados durante la Década Ominosa. La 
Regencia decretó el 24 de julio de 1823 que todos los milicianos 
voluntarios y masones fueran separados de la Administración. Esta orden 
sirvió de base a la depuración de las burocracias civil y militar por las 
Juntas de Purificación. La dificultosa gestación de la amnistía creó 
divisiones en el seno del Gabinete, que se solventaron con la política de 
mano dura aplicada por el ministro de Justicia, Francisco Tadeo Calomarde. 
La represión que se puso en marcha a partir del cambio de Gobierno del 18 
de enero de 1824 estuvo perfectamente calculada y tuvo un objetivo 
fácilmente discernible: la limpieza de la Administración civil y militar de 
elementos liberales. La operación ya había sido iniciada con el Decreto de 
la Regencia del 27 de junio de 1823, que estableció el sistema de 
«purificación» de los funcionarios civiles que no dejaron sus puestos con el 
advenimiento del liberalismo en la primavera de 1820, para lo cual se creó 
una Junta de Purificación en Madrid, que fue complementada el 29 de 
septiembre con una Circular del Ministerio de Hacienda que ordenaba la 
creación de Juntas de Purificación de funcionarios en provincias. El Decreto 


fue suspendido temporalmente por el rey el 27 de octubre, pero acabó por 
ser restablecido en toda su vigencia por la Cédula del 1 de abril de 1824, 
que mantuvo el procedimiento depurador en virtud de «informes 
reservados» de tres personas adictas a la monarquía absoluta, lo que dio pie 
a un sinfín de abusos por las irregularidades en la investigación, las 
limitaciones para la defensa y la parcialidad de muchos jueces [193] . 
Muchas de estas juntas siguieron funcionando hasta 1832 con desigual 
fortuna: de los 22.000 a 23.500 empleados públicos cuya conducta fue 
examinada por las Juntas de Purificación, sólo el 10 por 100 fueron en 
realidad expulsados [194] . 

En respuesta a las tentativas insurreccionales liberales del verano de 1823 
en Tarifa, Almería y sierras de Levante [195] , por Real Orden del 13 de 
enero de 1824 refrendada por el ministro de la Guerra José de la Cruz, se 
crearon en las capitales de provincia las Comisiones Militares Ejecutivas y 
Permanentes. Estos tribunales militares especiales iban a actuar contra... 


[...] quienes desde el 1 de octubre de 1823 se hubiesen declarado, y los que en lo sucesivo lo 
hiciesen con armas o con hechos de cualquier clase, enemigos de los legítimos derechos del trono 
y partidarios de la Constitución de Cádiz [...]; los que desde la misma fecha hubiesen escrito o 
escribieren papeles y pasquines dirigidos a aquellos fines [...]; quienes públicamente hablasen 
contra la soberanía, o en favor de la Constitución [...]; los que sedujesen o intentasen hacerlo a 
otros con objeto de formar alguna partida de facciosos [...]; quienes promoviesen alborotos 
cualquiera que sea su naturaleza, o el pretexto de que se valgan para ello [196] . 


El 17 de octubre apareció en el Diario de Madrid un Real Decreto fechado 
el 9 de octubre de 1824, donde el ministro de la Guerra, José Aymerich, 
anunciaba que todos esos delitos serían considerados de lesa majestad y, por 
lo tanto, merecedores de la pena de muerte [197] . 

Las Comisiones Militares incoaban causas penales a todo individuo 
partidario de la Constitución, mientras que la Juntas de Purificación se 
encaminaban a investigar a los cargos administrativos, civiles y militares 
(unos 25.000 fueron expedientados, y un 9 por 100 expulsados de su 
puesto), en procesos que duraron hasta 1832. De este modo se creó una 
jurisdicción de excepción para quienes se hubiesen declarado de palabra o 
de hecho en contra del Trono, y también para los malhechores de derecho 
común detenidos por cualquier tropa militar o por los Voluntarios Realistas. 
El Real Decreto de amnistía del 1 de mayo de 1824, promulgado bajo 
presiones del Ejército francés de ocupación, no reintegró a los acusados de 
liberalismo a sus empleos. De hecho, unos 3.000 oficiales 


constitucionalistas se vieron constreñidos a pasar a la situación de licencia 
indefinida. Cuando José Aymerich de Varas llegó al Ministerio de la Guerra 
en agosto de 1824, la represión se acentuó: un Real Decreto del 9 de 
octubre de 1824 endureció el trato dispensado a los delitos políticos, 
aplicando la pena de muerte a quienes se declarasen «con arma o con 
hechos de cualquier clase enemigos de los legítimos derechos del trono [...] 
o partidarios de la Constitución», y amenazando con la misma pena capital 
a quienes escribiesen «papeles o pasquines dirigidos a aquellos fines», 
aquellos que quisieran formar partidas o fomentasen alborotos para obligar 
a un cambio en la forma de gobierno, al igual que «los masones, comuneros 
y otros sectarios, atendiendo a que deben considerarse como enemigos del 
Altar y los Tronos» [198] . Se amenazaba con cuatro a diez años de presidio 
a quienes hablasen en público contra la soberanía absoluta del rey o en 
favor de la Constitución, y se dejaba al criterio judicial la valoración de la 
intencionalidad política de estos actos para agravar aún más las penas. La 
arbitrariedad en la imposición de castigos por delitos de opinión marcó la 
tónica de esta etapa represiva, que finalizó en el verano de 1825 con la 
salida de Aymerich del Ministerio y la consolidación de una situación 
moderada con López Ballesteros. Las Comisiones Militares Ejecutivas y 
Permanentes, que en 517 causas incoadas condenaron a 1.094 personas 
(582 por delitos políticos, con 132 penas de muerte, aunque el número de 
procesados fue mucho mayor), fueron disueltas por Real Decreto del 4 de 
agosto de 1825 y, tras ser restablecidas de inmediato por los capitanes 
generales, pronunciaron del 24 de agosto al 12 de septiembre de 1825 otras 
112 sentencias de muerte. El 9 de octubre de 1824 el Ministerio de la 
Guerra amplió su jurisdicción, con penas más rigurosas, a toda clase de 
delitos cometidos de palabra y obra, por acción u omisión, desde el 1 de 
octubre de 1823. Estos tribunales especiales fueron abolidos el 26 de agosto 
de 1828, aunque resurgieron desde el 18 de marzo de 1831 hasta el fin de la 
década absolutista. Con estas comisiones, la jurisdicción militar se 
incorporó de lleno al tratamiento de los delitos políticos, allanando el 
camino a la implantación de una justicia castrense de excepción que campó 
por sus respetos en las dictaduras militares de la España contemporánea. 
Las sociedades secretas fueron objeto de una atención especial. Ya en 
1819, la lucha contra la masonería se había convertido en una obsesión para 
el tambaleante régimen absolutista, y la Inquisición no había reparado en 
medios para destruirla [199] . Tras la caída del régimen liberal, en el 


preámbulo de la Real Cédula del 13 de enero de 1824 que reorganizaba la 
Policía según el modelo napoleónico con la instauración de una 
Superintendencia General, Fernando VII recordaba el contenido del Real 
Decreto del 6 de diciembre de 1823: 


Tuve a bien decir al mi Consejo que una de las principales causas de la revolución en España y 
en América, y el más eficaz de los resortes que se emplearon para llevarla adelante habían sido las 
Sociedades Secretas, que bajo diferentes denominaciones se habían introducido de algún tiempo a 
esta parte entre nosotros, frustrando la vigilancia del Gobierno, y adquiriendo un grado de 
malignidad, desconocido aun en los países de donde tenían su primitiva procedencia. Por lo tanto, 
convencido mi Real ánimo de que para poner pronto y eficaz remedio a esta gravísima dolencia 
moral y política no alcanzaban algunas determinaciones de nuestras leyes [...] y que por lo menos 
era necesario ampliarlas o contraerlas [...], redoblando las precauciones para descubrir las 
referidas Asociaciones y sus siniestros designios, quise que el Consejo [...] se ocupase de este 
[200] . 


El 1 de agosto de 1824, una nueva Real Cédula reiteró la prohibición, 
manifestada en el Real Decreto del 6 de diciembre anterior, de «todas las 
congregaciones de francmasones, comuneros y otras sociedades secretas, 
cualquiera que sea su denominación y objeto» [201]. 

La Junta Reservada de Estado, que debía actuar bajo la tutela del 
Ministerio de Gracia y Justicia, dominado durante años por Calomarde, fue 
creada el 24 de noviembre de 1823 como organismo consultivo, para 
examinar la ejecutoria de las sociedades secretas que se presumía habían 
intervenido decisivamente en la proclamación y ejecutoria del régimen 
constitucional. Según el reglamento promulgado en abril siguiente, su 
misión era «informar al gobierno de cuanto tenga relación con las 
asociaciones secretas que existieron o existan en España y suministrarle los 
datos necesarios para que conozca todas sus ramificaciones e impida su 
reproducción» (artículo 3). Se trataba de formar un índice de todos los que 
habían pertenecido a ellas (artículo 4), y perseguir y castigar a antiguos 
milicianos voluntarios, miembros de batallones sagrados y de compañías 
sueltas de escopeteros o cazadores de montaña, miembros de los 
ayuntamientos constitucionales, participantes en reuniones patrióticas en las 
que se hubieran enviado representaciones colectivas para influir en las 
decisiones de los gobiernos y «a toda clase o categoría de personas que de 
cualquier manera se distinguieron por su adhesión al sistema 
constitucional» (artículo 5) [202] . La Junta Reservada de Estado, que 
pervivió hasta las postrimerías del reinado, quedó encargada de 


confeccionar una lista de 80.000 nombres sospechosos de 
constitucionalismo y también efectuó tareas censoras sobre libros contrarios 
a las prerrogativas de la Corona y al dogma católico [203] . 

De 1823 a 1825, se crearon Juntas de Purificación en las grandes 
instituciones y en algunas actividades vinculadas con la educación: la 
función pública, el Ejército, las universidades, los profesores de latinidad, 
los alumnos externos en los lugares donde existía un seminario, la Iglesia 
(Juntas de Fe), etc. Incluso la amnistía declarada el 1 de mayo de 1824 fue 
otro instrumento de represión, porque algunos liberales que hasta entonces 
habían podido escapar a la persecución oficial u oficiosa ahora se veían 
incorporados en las listas de presuntos «beneficiarios». Los informes de la 
Superintendencia General de Policía de 1826 censaban a 134.506 hombres 
y 9.243 mujeres adictas al régimen liberal, a falta de datos para las 
ciudades, notoriamente liberales, de Madrid y Cádiz, lo que podría hacer 
ascender el total de disidentes reales o potenciales a unos 160.000 [204] . 
La represión de la disidencia liberal en la ciudad que había sido cuna del 
constitucionalismo español ofrece un buen ejemplo del clima de terror que 
presidió la restauración del absolutismo en 1823-1824. Como lugar de 
acuartelamiento de la más importante división francesa, y a corta distancia 
de Gibraltar, la ciudad era, para los liberales, una suerte de santuario 
protegido por el comandante galo conde de Bourmont, que se oponía a la 
persecución sistemática que trataba de impulsar el gobernador español 
Carlos Fabre d'Aunoy. Este, desprovisto de una fuerza militar fiable para 
impulsar la represión, dio prioridad al establecimiento de la Policía secreta, 
cuya actividad se tradujo en detenciones y castigos masivos. Tras ser 
destituido y enviado a Sevilla, no cesó de denunciar la «insolencia de los 
anarquistas» gaditanos que gozaban de la protección de los franceses [205] . 

Estas purgas coincidieron con la reorganización del cuerpo de Policía, 
tarea que estaba pendiente desde la primera etapa absolutista. El 12 de 
marzo de 1815 se había creado un Ministerio de Seguridad Pública, que 
debía actuar independientemente de la Sala de Alcaldes y, tres días más 
tarde, se promulgó el Reglamento Provisional de Policía, pero el 12 de 
octubre se dio marcha atrás con la supresión del Ministerio y el retorno de 
las competencias de seguridad pública a la Sala de Alcaldes [206] . Al año 
siguiente, el entonces corregidor de Madrid, José Manuel de Arjona y 
Cubas, propició un nuevo reglamento de Policía cuyo alcance práctico se 
desconoce. Aunque durante el Trienio no hubo una especial preocupación 


por crear una Administración policial estable, durante el último tramo del 
reinado de Fernando VII se constituyó definitivamente una Policía política 
centralizada, inspirada en el modelo napoleónico, y a la que se intentó dar 
una cobertura nacional. El vacío de poder que generó el avance de los Cien 
Mil Hijos de San Luis trató de ser cubierto con ordenanzas locales de 
Policía, como ocurrió en los casos de Vitoria y Zaragoza. 

La institución en ciernes fue criticada por quienes —especialmente los 
miembros del Consejo de Castilla y los prelados— preferían el retorno de la 
Inquisición, a la que consideraban un instrumento más eficaz en el combate 
ideológico a favor del altar y el trono. Personajes como Mauricio de 
Escalona propusieron el 26 de junio de 1823 a la Regencia la creación de 
dos tipos de Policía: política y de seguridad de los caminos. La misión de la 
primera sería «garantir al govierno español contra los ataques, ardides y 
medios secretos de las sociedades secretas; de modo de asegurar su 
existencia futura poniéndola al abrigo de los acahecimientos de una nueva 
revolución. Esta policía política deve toda ella ser de observación, pues lo 
más importante para todo govierno, es el conocer sus enemigos secretos, 
sus medios, sus recursos, sus esperanzas, sus ramificaciones fuera del 
Reyno y poder por este medio contrarrestar, desvanecer, sus proyectos y dar 
el golpe al tiempo preciso a estos gefes de facción, cuando las 
circunstancias lo exigen». Debía estar bien organizada en todo el país y 
vigilar a todos los estratos sociales, aunque reconocía que esta era una tarea 
dificultosa, para la que había de servirse de «los medios creados ya en 
tiempos pasados en lugar de innovar otros cuya insuficiencia sería pronto 
conocida. Decimos esto con la convicción que resulta del conocimiento de 
los vicios de la Administración española. Jamás se conseguirá crear una 
policía secreta si esta no se pone entre las manos de uno de los cuerpos del 
estado el más interesado al mantenimiento de las doctrinas sociales 
conservatrices de la Legitimidad». Al tiempo que consideraba imposible 
establecer una Policía secreta con funcionarios civiles, Escalona abogaba 
por un restablecimiento inmediato de la Inquisición, que era «una 
corporación fuertemente organizada, activa, acostumbrada a hacer todas las 
pesquisas extendiendo sus relaciones de un extremo a otro de España y 
abrazando bajo su vigilancia todas las clases de la sociedad». Se destacaba 
su perseverancia, la unidad de acción en sus pesquisas, el secreto inviolable 
en la instrucción de sus casos y «un conocimiento profundo de la moralidad 
de la nación», de modo que «sea que la Inquisición deva existir en los 


venidero de hecho o de derecho, su acción secreta no deve por eso estar 
menos ligada a la acción del govierno, del cual ella deve ser el auxiliar el 
más útil» [207] . Sin embargo, como es bien sabido, el Santo Oficio, 
suprimido el 9 de marzo de 1820, no fue restablecido por presiones de las 
potencias legitimistas de la Santa Alianza, lo que dejó un considerable vacío 
operativo en la persecución de los delitos políticos y de opinión, sobre todo 
en lo referente a la censura de publicaciones. La creación en otoño de 1824 
de Juntas de Fe diocesanas trató de paliar esta carencia [208] . El último 
auto de fe se efectuó contra el maestro Cayetano Antonio Ripoll, acusado de 
hereje, que fue ahorcado en Valencia el 31 de julio de 1826 ante el 
escándalo de buena parte de la opinión europea [209] . 

La Regencia creó dos instituciones de salvaguardia del orden: un efímero 
Ministerio del Interior de la Península y Ultramar que actuó del 27 de mayo 
al 2 de diciembre de 1823 y, bajo su dependencia directa, una 
Superintendencia General de Vigilancia Pública, que sería el embrión de la 
futura Policía General del Reino; encargada, en principio, de canalizar la 
represión que los realistas de la Regencia de Urgel estaban realizando de 
forma incontrolada, lo que había creado graves conflictos con el duque de 
Angulema. Al ser liberado Fernando VII de su «cautiverio», suprimió de 
facto el Ministerio del Interior, y el 26 de noviembre nombró al realista 
moderado Manuel de Arjona superintendente general de Vigilancia Pública, 
cargo en el que se mantuvo a pesar de la desaparición del Ministerio una 
semana más tarde [210] . Arjona era un realista moderado que había sido 
Juez de Vagos en Madrid, instructor del sumario por la conspiración del 
Triángulo, corregidor de la Corte y jefe de la Comisión que redactaría el 
Proyecto de Real Cédula para la organización de la Policía. Poco después 
del desplazamiento de los «ultras» del Gobierno, y con la llegada del 
moderado conde de Ofalia al Ministerio de Gracia y Justicia el 2 de 
diciembre de 1823, se puso en marcha con carácter de urgencia y a petición 
del rey la reorganización de la Policía, quizá como necesario contrapeso de 
las difícilmente controlables juntas de purificación. El 21 de diciembre, 
Arjona presentó un Proyecto de Arreglo de la Policía General del Reino 
desglosado en 25 artículos, que fue discutido tres días más tarde por la 
Comisión-Junta de Ministros de los Supremos Consejos (Indias, Hacienda y 
Consejo Real), que lo aprobó el 1 de enero de 1824. El borrador de Real 
Decreto fue aceptado por el Consejo de Ministros el 6 de enero, firmado por 
el rey dos días después y promulgado mediante Real Cédula el 13, poco 


después de que los «ultras» abandonaran el Gabinete. Ello supuso el 
establecimiento oficial de la Superintendencia General de Vigilancia 
Pública o de Policía como organismo nacional de carácter civil, dependiente 
del Secretario de Estado y del Despacho universal de Gracia y Justicia, y a 
la que se otorgaba la mayor parte de las competencias de la desaparecida 
Inquisición [211]. 

Esta Superintendencia, que algunos autores distinguen como el arranque 
de la moderna institución policial española, asumió la mayor parte de las 
competencias de la extinta Inquisición, a fin de crear organismos de 
seguridad laicos y civiles que dependieran del Trono mismo. Según su 
Decreto fundacional, su misión sería «velar sobre la conducta de las 
personas que se hayan hecho o se hagan sospechosas por sus opiniones y 
principios contrarios a la Religión y al Trono» [212] . Si bien la Real 
Cédula no hablaba de la Policía como instrumento de seguridad al estilo 
francés, sino como sinónimo de buena administración del Estado, su tarea 
esencial era la salvaguardia del orden político. Se la debía emplear para 
«conocer la opinión» y «reprimir el espíritu de sedición, estirpar los 
elementos de discordia». Se buscaba que sus atribuciones fueran amplias y, 
para ello, debía contar con importantes medios de acción, con unidad de 
jurisdicción y quedar bajo la dependencia de un solo ministerio. Sus 
actividades se solapaban con las de la Comisiones Militares, ya que 
contaban con las mismas facultades y competencias en el campo represivo, 
pero no en el del control de la población. El artículo 14.13 de la Real 
Cédula establecía como obligación de la Superintendencia la persecución de 
los delitos de opinión o políticos y, en concreto, la erradicación de «las 
asociaciones secretas, ora sea de comuneros, masones, carbonarios o de 
cualquiera otra secta tenebrosa que exista hoy o existiere en adelante: ora se 
reúnan para cualquier otro objeto, sobre cuyo carácter reprobado infunda 
sospechas la clandestinidad de las juntas» [213] . El artículo 12 la 
conminaba a «impedir las cuadrillas y reuniones tumultuarias que amenacen 
la tranquilidad de las ciudades, de los campos o caminos, y las coaliciones 
de jornaleros para hacer subir el precio de los jornales». La Policía, que 
debía autofinanciarse (artículo 22) con el resultado de sus actividades 
(multas, incautaciones o tasas por expedición de documentos), asumía a la 
vez competencias políticas, judiciales, de policía urbana y administrativo- 
burocráticas (padrón de vecindario, cartas de seguridad sobre los 
domiciliados, control de personas y sus desplazamientos por medio de su 


inscripción en los registros de barrios, vigilancia sobre forasteros y 
extranjeros, documentos de identidad, vigilancia en mesones, tabernas, 
cafés y casas de diversión), pero se encargó, sobre todo, de actuaciones de 
tipo político, como la persecución de los realistas exaltados, apostólicos o 
carlistas, además de los liberales y los masones. 

Su Reglamento para la Villa y Corte, dictado el 20 de febrero de 1824, 
dividía la organización en Policía General del Reino (una especie de Policía 
gubernativa, dependiente de la cartera de Gracia y Justicia), alta Policía o 
Policía reservada (encargada del control de los exiliados, que actuó bajo el 
control de Calomarde y, desde el 28 de marzo de 1828, estuvo bajo el 
mando de José Manuel del Regato hasta su supresión por Javier de Burgos 
el 5 de diciembre de 1833) [214] y Policía secreta sin plantilla definida, 
pero estructurada en servicios que se pagaban con fondos reservados. La 
Policía estaría formada por agentes civiles profesionales (superintendente 
general, secretario, tesorero, 10 comisarios de cuartel, 65 celadores de 
barrio y cinco celadores de puertas) y semiprofesionales, que simultaneaban 
sus funciones con otro cargo (como los alcaldes de barrio, que serían 
auxiliares natos de la Policía y debían dar cuenta de las infracciones y 
delitos a los comisarios de Cuartel), a los que se añadía una importante red 
de confidentes. También establecía la separación entre empleados, agentes y 
espías permanentes o extraordinarios destacados en principales áreas de 
emigración política (Gibraltar, Lisboa, Marsella, París, Toulouse, 
Londres...) y confidentes (artículo 21). El superintendente general de la 
Policía sería un magistrado superior con residencia en Madrid, teóricamente 
dependiente del ministro de Gracia y Justicia, pero en contacto directo con 
el rey (a quien debía dar cuenta de los sucesos de la Corte dos veces por 
semana) y responsable de los nombramientos, sanciones, traslados o control 
de gastos de la institución. En cada capital de provincia se nombraría a un 
intendente, que estaría auxiliado por un secretario, un depositario, un 
escribiente y varios agentes. El artículo 15 también establecía el auxilio y la 
cooperación eventual de la fuerza armada, para lo cual la Policía usaría, 
«ínterin establezco un cuerpo militar especialmente encargado de la 
seguridad de los pueblos y de los caminos», de sus alguaciles y personal 
dependiente. En caso necesario, podrá invocar el auxilio de los 
comandantes militares, de los alcaldes, de los jueces y tribunales, de los 
jefes de la Real Hacienda «y de cuantos tengan fuerza armada de que 
disponer, todos los cuales franquearán a la Policía los auxilios que 


necesite». Entretanto se creaba ese cuerpo militarizado de seguridad 
dependiente exclusivamente de la Policía General del Reino, en Madrid se 
organizarían rondas con un sargento y cuatro soldados de la guarnición, 
mandadas por un cabo de la Policía, que sería un alguacil o portero de la 
misma. Sin embargo, esa fuerza o tropa auxiliar de la Policía nunca llegó a 
establecerse por la oposición del alto mando militar [215]. 

La Policía en provincias disponía de su propio reglamento promulgado en 
la misma fecha del anterior [216] y estaba dividida en 4 intendencias de 1.* 
(Barcelona, Cádiz, Sevilla y Valencia), 12 de segunda (Aragón, Burgos, 
Canarias, Córdoba, Extremadura, Galicia, Granada, Málaga, Murcia, 
Toledo, Valladolid y Baleares) y 15 de 3.* (Asturias, Ávila, Cuenca, 
Guadalajara, Jaén, León, La Mancha, Navarra, Palencia, Vascongadas, 
Salamanca, Santander, Segovia, Soria y Zamora). Cada Intendencia tendría 
sus subdelegaciones con sus correspondientes distritos. Lo intendentes de 
Policía de provincias tendrían las mismas atribuciones que el Reglamento 
de Madrid asignaba al superintendente general en calidad de jefe particular 
de la Policía de la Corte, con la diferencia de que recibirían las órdenes de 
este, quien recabaría de los intendentes provinciales dos partes semanales 
de situación que serían entregados al rey (artículo 8). Entre sus prolijas 
competencias (padrones, control de viajeros, de mercancías, permisos de 
armas, caza y pesca, registro de vehículos, etc.), figuraba controlar la 
difusión de libros prohibidos, impedir reuniones tumultuarias y las 
coaliciones de jornaleros para subir el precio de los salarios y perseguir las 
asociaciones secretas. Por lo tanto, no hubo organización oficial de Policía 
hasta el 8 de enero de 1824, y no se comenzó a extender a toda España 
hasta junio de ese año. Los absolutistas moderados y los apostólicos 
mantuvieron un duro forcejeo por el control de la Superintendencia, que 
venía a ocupar gran parte de las funciones represivas que había ejercido el 
otrora temible —y ahora extinto— Santo Oficio. 

La Superintendencia General estuvo dirigida desde el 26 de noviembre de 
1823 hasta el 26 de agosto de 1824 por el alcalde de Casa y Corte José 
Manuel de Arjona. Tras la ocupación liberal de Tarifa a inicios de agosto de 
1824, lo sucedió otro alcalde, el ultrarrealista Mariano Rufino González, 
que desarticuló, al principio de su mandato, una conspiración carlista en La 
Mancha y ordenó, a comienzos de octubre, un padrón por sexos y provincia 
de los liberales exaltados o moderados, miembros de la Milicia Nacional 
voluntaria o del Batallón Sagrado de julio de 1822, adeptos a la masonería, 


comuneros y compradores de bienes nacionales o secularizados. El 20 de 
mayo de 1825 lo sucedió de forma interina el militar Juan José Recacho 
(que, en marzo de 1824, ocupaba la intendencia de Oviedo y era afín a Cea 
Bermúdez), quien emitió de inmediato un bando por el que ninguna persona 
«podría zaherir o denigrar las providencias del Gobierno de S.M.», so pena 
de ser arrestada y entregada al tribunal correspondiente (artículo 1). Penaba 
también a quienes recibiesen anónimos sobre materias políticas oO 
disposiciones de gobierno, los leyeran, copiaran o no los entregasen 
inmediatamente a la Policía (artículos 5 y 6). Por último (artículo 7), 
advertía que «los que tengan reuniones públicas o secretas, en las cuales se 
murmuren las disposiciones del gobierno, o se pretenda desacreditar a este 
por medios directos o indirectos, serán procesados, y además de las penas 
que les señalan las leyes pagarán la multa de cien ducados cada uno de los 
concurrentes» [217] . Tras la caída en desgracia de Cea en octubre de 1825, 
el nuevo ministro de Estado, duque del Infantado, creó su propio servicio de 
seguridad bajo el mando del funcionario de Hacienda «ultra» José Bueno. 
La Policía, que se convirtió en manzana de la discordia de las luchas entre 
absolutistas moderados y apostólicos, acabó politizándose en extremo por el 
modo de elección de sus miembros y la reducción de sus competencias a la 
persecución del delito político. Como señala Modesto Lafuente: 


Entre la policía, que llegó a hacer instrumentos suyos hasta los sirvientes de las casas para 
descubrir los secretos del hogar y de la familia, y las comisiones militares que juzgaban y 
sentenciaban a los acusados con arreglo y en el corto plazo de ordenanza, los infelices liberales 
que se habían salvado de las prisiones, y no habían tenido medios para emigrar al extranjero, 
veianse a cada momento amenazados de más desdichada suerte que los unos y los otros [218] . 


Hubo bastantes resistencias a la Policía por parte de los «ultras» 
procedentes de la Iglesia —que añoraban la Inquisición y consideraban que 
la Policía era una institución extranjera, importada de la denostada Francia 
bonapartista—, la judicatura y el Ejército, especialmente en lo que atañía a 
los conflictos de competencia con las Comisiones Militares y los capitanes 
generales [219] . De hecho, el Consejo de Estado elevó con fecha del 21 de 
abril de 1826 una consulta donde se sugería la supresión de la Policía, a lo 
que el rey respondió que, «después de una revolución, como la que ocurrió 
desde 1820 hasta 1823, no bastan los medios ordinarios, que propone el 
Consejo, para descubrir y castigar a los conspiradores y las conspiraciones» 
[220] . Tras el estallido de la rebelión de los Agraviados —que gritaban 
«¡viva la Inquisición y muera la Policía!»—, Recacho y sus colaboradores 


fueron detenidos el 14 de agosto de 1827 (el exsuperintendente luego pasó a 
Francia), lo que permitió transferir a la Policía a la órbita del ministro de 
Gracia y Justicia Calomarde, como, de hecho, sucedió con el Real Decreto 
del 17 de agosto, gracias al cual logró limitar las atribuciones de la 
Superintendencia a los delitos políticos. Los intendentes provinciales 
cambiaron su nombre por el de subdelegados, y la Secretaría se sustituyó 
por un simple Negociado de Policía [221]. 

Los últimos años del reinado fueron de gran confusión en este ramo de 
gobierno. En enero de 1829, Luis López Ballesteros censuraba en Consejo 
de Ministros la proliferación de policías paralelas al servicio de ministros o 
simples cortesanos, síntoma de la sorda lucha por el poder que se libraba en 
esos años. El 28 de marzo el rey encomendó a José Manuel del Regato 
(exmasón, excomunero, espía en los círculos liberales desde marzo de 1824 
por recomendación de Fernando VII y coordinador desde 1825 de una 
densa red de confidentes ubicada en París a través del agente Mariano de 
Carnerero) funciones de alta Policía o Policía política en provincias, con el 
rango de intendente efectivo y 20.000 reales anuales para gastos reservados 
[222] . Entre el verano de 1830 y marzo de 1831, este singular personaje 
actuó como director de una alta Policía de seguridad sin conocimiento del 
conjunto del Gobierno, pero bajo la férula del Ministerio de Gracia y 
Justicia y en estrecha relación con el rey. Actuaciones como la detención de 
Mariana Pineda en Granada el 18 de marzo de 1831, su ejecución el 26 de 
mayo o la captura y el fusilamiento de Torrijos y sus compañeros en Málaga 
el 11 de diciembre de ese año fueron, en buena medida, obra de las 
maquinaciones de esta Policía secreta. 

Tras ver declinar su posición a lo largo de 1830, Regato fue detenido el 21 
de marzo de 1831 por orden de Calomarde bajo la acusación de estar 
implicado en el complot que estaba urdiendo Espoz y Mina. Su domicilio 
fue registrado y su documentación incautada, pero, tras ser liberado al día 
siguiente —al parecer, envió al rey informes incriminatorios contra 
Calomarde—, cesó en su comisión de Policía reservada en julio. El 24 de 
octubre de 1832 fue nuevamente detenido por orden del ministro Encima y 
Piedra y deportado a Ibiza, donde llegó el 6 de noviembre. Desde entonces 
hasta su muerte, don Fernando recibió directamente la información policial 
de las manos del ministro de Estado Francisco Cea Bermúdez [223] . Tras 
el fallecimiento del monarca, Regato fue suspendido definitivamente de 
empleo por Toreno el 8 de septiembre de 1834, pero, tras ser acusado de 


instigar una sedición procarlista en la noche del 3 al 4 de octubre de 1835, 
fue condenado el 26 de febrero de 1836 por la Comisión Militar Ejecutiva 
de las Baleares a ocho años de destierro a las islas Filipinas, adonde partió 
en septiembre de ese año [224] . La figura del intrigante Regato es 
característica de esta época de arbitrariedad e incertidumbre, donde se podía 
hacer una brillante carrera administrativa desde las cloacas del Estado. 

En el otoño de 1830, el ministro de Hacienda Pedro Sainz de Andino trató 
de impulsar la creación de una Secretaría de Estado y del Despacho del 
Interior como gobierno político del reino dirigido a la conservación del 
orden público y la seguridad del Estado, pero su iniciativa corrió idéntica 
suerte que el efímero establecimiento del Ministerio del Interior en 1823 
[225] . En la víspera de la muerte del rey, se promulgó una Real Cédula 
(que fue revocada en 1835), en la que la Policía recuperaba todas sus 
funciones, tal como se habían desarrollado por el Reglamento del 20 de 
febrero de 1824. La Superintendencia recuperó el 29 de septiembre de 1833 
las atribuciones obtenidas en 1824, pero, poco después, el Gobierno Cea 
revocó la orden, y Javier de Burgos intentó el 30 de noviembre 1833 
absorber las competencias de Policía general en las subdelegaciones del 
recién creado Ministerio de Fomento, cuya asunción de la Administración 
civil anulaba, de hecho, la Superintendencia de Policía, que quedó 
definitivamente suprimida por Real Decreto del 4 de octubre de 1835 [226] 


El recuerdo de los abusos policiales de la época fernandina aún seguía 
vivo en los años veinte del siguiente siglo, cuando se pretendió establecer 
un paralelismo entre la Década Ominosa y los «siete años sin ley» de la 
dictadura primorriverista. Muchos años antes, el historiador Antonio Pirala 
ya había impuesto el canon intemporal de la desconfianza popular ante una 
institución dirigida a vigilar al ciudadano antes que a proteger sus derechos: 


Nuestra policía llegó a convertirse en arma secreta contra los ciudadanos que lamentaban 
silenciosos la mala administración pública. Nunca prestó ningún gran servicio: falsas y mentidas 
delaciones para hacerse necesarias; ofertas importantes jamás realizadas, supuestos proyectos de 
asesinato para dar valor al servicio que a deshora de la noche se prestaba, acompañando al 
retirarse a sus casas, altos personajes; concurrir a las galerías públicas de las Cámaras para 
desaprobar lo que contra los ministros dijeran diputados independientes y aplaudir lo que en favor 
de aquellos se expusiera; corromper a los sirvientes de personas a quienes se temía para saber sus 
acciones más secretas; sembrar la desconfianza en la sociedad y en las familias, ejercitar la 
estupidez, introducir la inmoralidad, practicarlo indigno y ser el ludibrio de todos los nobles 


sentimientos que enaltecen a la humanidad. Desdichado el gobierno que base su existencia en 
tales medios [227]. 


La mecánica de los «rompimientos»: estrategias subversivas del exilio 
liberal entre 1824 y 1832 


El año 1823 marcó el comienzo de una emigración política de 
considerables proporciones. Fue el exilio liberal por excelencia, tanto por su 
relativa homogeneidad ideológica como por su larga duración y el elevado 
número de implicados, que algunos autores casi coetáneos cifraron en 
20.000 [228] , 12.000 de los cuales quedaron exiliados en Francia, 
especialmente una masa anónima de artesanos, labradores, milicianos 
nacionales, concejales, capellanes castrenses, suboficiales y soldados [229] 
. Las acciones colectivas más frecuentes de estos expatriados fueron la 
conspiración y la insurrección, en íntima dependencia con los sucesos 
políticos de los países vecinos, especialmente Portugal y Francia. Los 
liberales mantuvieron una incesante labor insurgente en forma de 
expediciones por mar y por tierra de grupos de exiliados que llegaron a la 
Península en sucesivas oleadas, atacando algún punto vulnerable de la 
periferia. Organizadas hasta 1830 desde Londres, y luego desde París, estas 
expediciones solían iniciarse con la ocupación de una cabeza de puente en 
las proximidades de una frontera, ya fuera la de Gibraltar para las asonadas 
en Andalucía y Levante, el sur de Francia para las orquestadas en Navarra y 
Cataluña y, en menor medida, desde Portugal [230] . Durante la Década 
Ominosa, también se manifestó una cierta «democratización» de los 
pronunciamientos, ya que no sólo los protagonizaron jefes militares de 
prestigio, sino también civiles de baja cuna como el capitán Pablo Iglesias 
González, concejal y oficial de la Milicia Nacional de Madrid que, en 1823, 
inspiró la sociedad secreta comunera La Santa Hermandad y se pronunció 
en Almería junto con los «coloraos», en el verano de 1824. 

La mecánica insurreccional se fue depurando progresivamente. La fase 
conspirativa era gestionada por juntas directivas creadas en la emigración, 
que elaboraban los documentos políticos programáticos del futuro gobierno, 
y por juntas conspirativas basadas en sociedades secretas residentes en 
España, como la masonería o la carbonería. Luego venía la penetración 
(«rompimiento» o «salto») en la Península desde las fronteras francesa o 
portuguesa o el litoral meridional, con el objeto de ejecutar el 


«pronunciamiento»; es decir, dar un grito de rebeldía cuyo propósito era 
provocar una oleada de emulación o simpatía que partiría de la periferia y 
se extendería por toda España hasta llegar al centro neurálgico del país, 
desatando una cadena de alzamientos populares que forzarían el cambio de 
régimen sin derramamiento de sangre. La «insurrección nacional» se 
produciría, según los liberales, como simple consecuencia del 
pronunciamiento, acto o gesto mediante el cual la personalidad que asumía 
el liderazgo del levantamiento leía un manifiesto que habría de provocar la 
adhesión de las fuerzas vivas constitucionalistas que, en cada localidad, 
esperaban el momento propicio para salir a la calle, proclamar la 
Constitución y precipitar el cambio de régimen [231]. 

En agosto de 1824, el coronel Francisco de Paula González Valdés partió 
de Gibraltar al frente de una columna de 200 hombres pertenecientes a la 
sociedad secreta El Areópago, y sorprendió en la madrugada del día 3 a la 
guarnición de Tarifa, hasta que los insurgentes fueron a su vez asediados 
por una brigada de la división francesa de Cádiz y derrotados el día 19 al 
tratar de socorrer a unos paisanos que habían proclamado la Constitución en 
Jimena. Tras perder Tarifa, Valdés huyó a Tánger con medio centenar de sus 
seguidores. Una Real Orden del Ministerio de Gracia y Justicia ordenó que 
cualquier revolucionario que fuese hecho prisionero con las armas en la 
mano fuera inmediatamente entregado a una comisión militar. El 24 de 
agosto, José O”Donnell, gobernador general del Campo de Gibraltar, ordenó 
el fusilamiento de 36 rebeldes capturados [232] . 

Otras dos expediciones trataron de apoyar esta intentona: un grupo 
liderado por el teniente coronel Antonio Marconchin desembarcó 
momentáneamente en Marbella el 7 de agosto, mientras que el capitán 
Iglesias, que había zarpado el 6 de agosto desde su exilio en Gibraltar con 
48 hombres para colaborar con Valdés en el levantamiento de Andalucía 
oriental, desembarcó en Roquetas de Mar al amanecer del 13. Su intención 
era conquistar Almería, ciudad que atacó entre las tres y la seis de la 
mañana del día 14. Pronto constató que la guarnición había sido reforzada 
con una compañía de artilleros, los empleados del Resguardo de Rentas y 
los Voluntarios Realistas de la plaza y los pueblos aledaños, y que buena 
parte de los liberales locales habían sido detenidos gracias a los informes 
recabados por la Superintendencia General de Policía. Dos nuevos intentos 
de asalto, efectuados al anochecer del 15 y a las cuatro y media de la 
mañana del 16 con 250 infantes y 40 jinetes, se resolvieron en otros tantos 


fracasos. En su huida hacia el cabo de Gata para embarcar en un bergantín 
de ayuda, Iglesias y otros implicados fueron capturados el día 22 en los 
alrededores de Cúllar. Al menos, 114 expedicionarios fueron juzgados de 
forma sumaria y fusilados por la espalda o ahorcados, mientras que Iglesias 
y su lugarteniente Antonio Santos fueron retenidos en Baza. Allí 
protagonizaron un confuso episodio de confesiones y delaciones que les 
granjearon un indulto. Sin embargo, el rey ordenó el 18 de enero de 1825 su 
conducción a la Cárcel de Corte de Madrid. El indulto fue anulado, y ambos 
personajes fueron arrastrados hacia el cadalso el 25 de agosto de 1825 [233] 


Las autoridades absolutistas sofocaron ambos movimientos con el auxilio 
de las tropas francesas y el decisivo concurso de José Manuel del Regato, 
confidente policial encargado de denunciar a los jefes y participantes en las 
expediciones a Tarifa y Almería. La restrictiva amnistía decretada en mayo 
quedó anulada de facto, el cuerpo de Voluntarios Realistas cobró nuevo 
vigor y el rey procedió a cesar a algunos altos cargos acusados de falta de 
celo, como el superintendente de Policía José Manuel de Arjona, que fue 
sustituido por el «ultra» Mariano Rufino González. 

También en 1824 se descubrió en Cartagena una nueva conspiración para 
favorecer el desembarco de emigrados. Al amanecer del 19 de febrero de 
1826, en coincidencia con las revueltas en Rusia y Grecia, se produjo el 
desembarco de los hermanos Antonio y Juan Fernández Bazán (coronel y 
teniente coronel, respectivamente) con 58 hombres en la localidad 
alicantina de Guardamar, pero la movilización de los Voluntarios Realistas 
obligó a los liberales a refugiarse en la sierra de Crevillente. Tras ser 
derrotados y capturados en Muchamiel el día 22, 39 expedicionarios fueron 
fusilados en Orihuela y Alicante entre el 23 y el 28 de febrero [234] . 

Los hechos insurreccionales de 1830-1831 no pueden entenderse sin los 
antecedentes de 1824 y 1826, ya que forman parte de un único proceso 
conspirativo general protagonizado por los emigrados liberales [235] . Entre 
ellos destacó Espoz y Mina quien, con el apoyo del Gobierno británico, 
estableció en Londres desde 1823 una organización militar revolucionaria, 
que contaba con el general Burriel como jefe de Estado Mayor, y con los 
generales Rotten, Palarea, Torrijos, Butrón, De Pablo, Barrera, O”Donnell, 
Gurrea, Leguía, Plasencia, Milans del Bosch y Méndez Vigo como jefes de 
división, apoyados por coroneles como Francisco González Valdés y 
Joaquín de Pablo (Chapalangarra). Más al margen de estas maniobras 


figuraban los generales Espinosa, Quiroga y Zaldívar, y civiles como 
Calatrava, Gascó, Álvarez Mendizábal o Gil de la Cuadra [236] . La Junta 
de Londres buscó vías de financiación entre radicales británicos como 
Robert Boyd, franceses como el marqués de Lafayette (que contribuyó con 
100.000 francos), liberales mexicanos y financieros galos a través del 
banquero español Lorenzo Calvo, de quien se dijo que adelantó medio 
millón de francos a Torrijos en el otoño de 1830 [237] . En marzo de 1824, 
Espoz y Mina convocó a un grupo de emigrados (los diputados Domingo 
Ruiz de la Vega, Martín Serrano, José Pumarejo y Manuel Llorente, el 
coronel Pedro Barrena y los comandantes Ángel Pérez y José Castañeda) 
para tratar de la posibilidad de precipitar un cambio político en España 
[238] . Los negociantes extranjeros acreedores de los préstamos concedidos 
al régimen constitucional que no fueron reconocidos por el rey apoyaron un 
proyecto de expedición que debiera haberse efectuado en junio de 1825 
bajo el mando de Milans, pero que no se materializó por las indiscreciones 
de este general. Otra intentona fracasada congregó a los generales Wilson, 
Lallemand, Pepe, Mina y Torrijos para efectuar, a fines de julio o inicios de 
agosto de 1825, ataques combinados sobre Alicante, Vigo, Ferrol y Palamós 
para distraer al Gobierno y dejar el camino expedito para una gran incursión 
que debería haber efectuado Torrijos sobre algún punto costero meridional 
20 días después [239] . 

Al triunfar la reacción absolutista en España, muchos liberales se 
refugiaron en Portugal. Hasta fines de la década de los veinte, el país vecino 
se convirtió en un factor insoslayable del proceso revolucionario español, 
ya que se transformó en uno de los centros preferentes de las conspiraciones 
liberales, cada vez más inclinadas al iberismo [240] . Tras la muerte de Juan 
VI en 1826, su primogénito don Pedro optó por el Imperio del Brasil y 
abdicó la corona de Portugal en su hija María Da Gloria, dejando la 
regencia a su hermano don Miguel a cambio de un compromiso 
matrimonial con su sobrina y la aceptación de la recién promulgada Carta 
Constitucional. Desde 1825, Espoz y Mina había organizado juntas 
revolucionarias fijas y ambulantes en Lisboa, Oporto y algunas poblaciones 
fronterizas. En estrecho contacto con un triunvirato de asesores formado por 
los exdiputados Agustín Argúelles, Rodrigo Valdés Busto y Ramón Gil de la 
Cuadra, esbozó un plan insurreccional que su agente Juan de Olavarría 
expuso al duque de Orleans, al primer ministro británico George Canning y 
a los realistas moderados de Madrid. Para desarrollar el proyecto, que no 


descartaba una agresión contra el rey y los infantes Carlos María Isidro o 
Francisco de Paula [241] , el 29 de abril de 1826 se remitió a 33 
personalidades exiliadas (entre ellas, Valdés, Argúelles, Istúriz, Alcalá 
Galiano, Quiroga, Torrijos y los coroneles de la antigua División de 
Navarra Pedro Antonio Barrena y Joaquín de Pablo) un cuestionario donde 
se preguntaba por la situación interna de los partidos, el sistema de gobierno 
más conveniente, las ventajas de la unión con Portugal y los medios de 
conseguir recursos financieros para el alzamiento [242] . Las respuestas 
fueron descorazonadoras, y los triunviros resolvieron que no había llegado 
el momento de desencadenar la revolución, sino prepararla pacientemente 
mediante el envío de agentes que fueran convenciendo al país de la 
necesidad de ejecutar un cambio de gobierno, expulsar a las fuerzas de 
ocupación francesas y restablecer un sistema constitucional depurado de sus 
anteriores errores y dotado de un régimen representativo «sin exageraciones 
ni radicalismos» [243]. 

La usurpación del trono y el reinado del absolutista Miguel en Portugal a 
partir de junio de 1828 se tradujeron en una dura persecución que agudizó 
el desaliento de los emigrados. Espoz y Mina y sus colaboradores 
comenzaron a persuadirse de la imposibilidad de un alzamiento por el 
empeoramiento de la situación en Portugal y la falta de cooperación de 
Inglaterra, preocupada en garantizar la política de equilibrio con los estados 
de la Santa Alianza. Por su parte, el mariscal de campo José María de 
Torrijos, que había llegado a Inglaterra en abril de 1824, convocó en 
Londres a los emigrados para constituir en 1826 una Junta Directiva del 
Alzamiento de España, pero Espoz y Mina se mostró en desacuerdo con la 
idea de una invasión inmediata [244] . 

En 1827, los exiliados trataron de aprovecharse de la lucha que se estaba 
librando entre los partidarios del absolutista don Miguel y los liberales que 
apoyaban a María Da Gloria para impulsar varias conspiraciones 
impulsadas por juntas clandestinas cuyas actividades se tradujeron en 
escaramuzas en la frontera entre febrero de 1826 y el verano de 1827 [245] . 
Ese último año se descubrieron sendas conjuras en Canillas del Aceituno 
(cerca de Vélez-Málaga) en enero y otra en Sariñena (Huesca) el 2 de mayo, 
a cargo del coronel Miguel Nogueras. En Francia, Francisco Milans del 
Bosch y Arquer, estrecho colaborador de Lacy en la intentona de 1817, trató 
de alzarse de nuevo contra el Gobierno absolutista desde su escondite en los 


Pirineos Orientales, pero fue arrestado por las autoridades galas en 
Laroque-des-Albéres el 3 de junio de 1829. 

La fase «espontaneísta» del insurreccionalismo liberal comenzó a declinar 
en 1827, precipitando la división del colectivo de exiliados. Los repetidos 
fracasos indujeron a los conspiradores a planificar mejor sus siguientes 
intentos, centralizando la gestión de las asonadas. Con este objetivo 
constituyó en 1827 la Junta o Reunión revolucionaria de Londres, en la que 
el cada vez más conservador Espoz y Mina (dominante entre los exiliados 
en 1826-1827) se negó a participar, lo que allanó los obstáculos para su 
control por el más exaltado Torrijos que, durante el Trienio, había sido su 
subordinado en la guerra contra las partidas realistas de Navarra y Cataluña 
[246] . Perseguido por el Gobierno conservador del duque de Wellington, 
Torrijos estableció en 1828 contacto con John Sterling y los «Doce 
Apóstoles», un grupo de jóvenes radicales ingleses. En conjunción con la 
oposición interna y con los exiliados procedentes de Gibraltar, la Junta 
organizó una insurrección que fue desbaratada por la Policía fernandina 
merced al empleo de una eficaz red de espías y confidentes. Incapaz de 
actuar, y sometida a fuertes tensiones internas, la Junta empezó a declinar a 
partir de 1828 [247] . El 28 de septiembre de 1829 Espoz y Mina decidió 
licenciar provisionalmente a sus conjurados y el 15 de octubre reunió en 
Londres a sus partidarios para anunciarles el carpetazo definitivo a las 
operaciones de restablecimiento de la Constitución en España [248] . Pero, 
en mayo de 1830, Torrijos expuso su propio proyecto insurreccional 
consistente en la penetración «en circunferencia» en la Península para 
atacar Madrid desde diversos puntos. La acción se iniciaría con la entrada 
en España de los conjurados en Londres encabezados por él mismo. 

El 16 de julio la Junta de Londres se disolvió y nombró con carácter 
interino, hasta que se «reuniese libremente la nación», una Comisión 
Ejecutiva del levantamiento encabezada por el propio Torrijos. Se decidió 
lanzar una expedición sobre la costa andaluza asistida desde Gibraltar, pero 
la Policía británica, alertada por el embajador español, detuvo a los 
conspiradores que, tras ser puestos en libertad, decidieron proseguir la 
conjura desde Francia [249] . La actividad se relanzó gracias a la ayuda 
económica que Torrijos recibió del irlandés Robert Boyd y al estallido de la 
revolución de julio en París. Hasta ese verano, la emigración liberal se 
había concentrado en Inglaterra, tanteando planes clandestinos y de 
organización de fuerzas [250] , pero, desde entonces, el eje de la 


conspiración pasó a Francia, donde gozaba del apoyo encubierto de Luis 
Felipe. Durante algunas semanas, el Gobierno de Jacques Laffitte se vio 
tentado por la propagación de la ola revolucionaria de la que París se había 
convertido en epicentro, razón por la que se concedieron facilidades a los 
exiliados; concretamente la libre circulación por el territorio francés, 
además de la aportación de 100.000 francos efectuada por el marqués de La 
Fayette. Llegados desde Inglaterra y Bélgica, los liberales españoles y 
portugueses se agolparon en la frontera pirenaica para preparar el gran día 
de la invasión conjunta de la península Ibérica. 

En agosto, Juan Álvarez Mendizábal y el banquero Jacques Ardoin se 
pusieron de acuerdo para sufragar los gastos de la invasión, y se constituyó 
en París un Directorio Provisional del levantamiento de España contra la 
tiranía integrado por Istúriz, José María Calatrava, José Manuel de Vadillo y 
el brigadier Vicente Sancho. Los partidarios de Espoz y Mina constituyeron 
una Junta en Bayona, mientras que los seguidores de Torrijos y Milans se 
organizaron desde Perpiñán. En esta última ciudad, que acogía las juntas 
encargadas de la organización de las operaciones, el temor a un conflicto 
fronterizo provocó en septiembre una oleada de pánico entre la población. 
A inicios de octubre, Espoz y Mina trabajaba febrilmente en Bayona con De 
Pablo, Gaspar de Jáuregui, Méndez Vigo y José Manuel de Vadillo, antiguo 
ministro de Ultramar en el Ministerio de San Miguel, que formaba parte de 
la Junta organizada por Mendizábal en París para reunir fondos con destino 
a la expedición [251] . Mina obtuvo del ministro de la Guerra francés, el 
mariscal Étienne-Maurice Gérard, la autorización para organizar una 
penetración en España, pero el reconocimiento de Luis Felipe por Fernando 
VII a principios del mes de octubre hizo que el Gobierno francés se 
encaminase progresivamente hacia una política de no intervención en 
Europa, modificando radicalmente su relación con los liberales españoles. 
La disolución de los cuerpos armados en la frontera y el internamiento de 
los emigrados dificultó y, al tiempo, espoleó la conspiración [252] . Lo 
mismo puede decirse de la orden dictada por Fernando VII el 1 de octubre, 
que preveía duros castigos para los autores de intentos de invasión y sus 
cómplices en el exterior. 

También, a inicios de octubre, estallaron tensiones entre Mina y líderes 
como el general Méndez Vigo y los coroneles Valdés y De Pablo, que 
rehusaban colocarse a sus órdenes aunque, a la postre, acordaron apoyar la 
intentona desde una posición autónoma. El subprefecto de Bayona ordenó 


el repliegue de los refugiados al departamento de las Landas el 15 de 
octubre, pero, unos días antes, ya se había consensuado el plan conjunto de 
invasión: Mina y Jáuregui (El Pastor) cruzarían el Pirineo por Navarra y 
Guipúzcoa respectivamente; ocuparían Irún, se introducirían en las 
montañas y una vez engrosadas sus fuerzas con las de otras partidas (como 
la que López Baños preparaba en Perpiñán), penetrarían en Navarra por la 
Borunda y conectarían con los generales Francisco Plasencia y Carlos 
Espinosa, que pasarían la raya por Aragón y el valle del Baztán. A sus 
órdenes figuraban Barrena y Sarasa, destinados por Mina para invadir con 
sus reclutas las montañas de Roncesvalles, con la ayuda de los oficiales 
León Iriarte y Juan Ignacio Noain. Todos ellos se juntarían con los 
voluntarios riojanos en la orilla del Ebro y marcharían hacia Zaragoza o 
Vitoria, esperando el pronunciamiento de las demás ciudades españolas. Por 
Navarra entrarían también los disidentes Valdés y De Pablo; Plasencia y 
Gurrea lo harían por Oloron y Canfranc, y la penetración en Cataluña 
quedaba encomendada a Francisco Milans y Evaristo San Miguel, en 
combinación con Grasses y José Chacón, enviados por Torrijos desde 
Gibraltar. La fuerza invasora constaba de dos millares de exiliados, más 
algunos voluntarios franceses. 

Joaquín de Pablo (Chapalangarra) pasó la frontera por Valcarlos el 16 de 
octubre, acompañado de una docena de secuaces, entre ellos el poeta José 
de Espronceda, pero resultó muerto en un enfrentamiento con los 
Voluntarios Realistas locales dirigidos por el comandante (y futuro jefe 
carlista) Francisco Benito Eraso. El día 14 el coronel Francisco González 
Valdés había irrumpido en el valle del Baztán por Vera de Bidasoa y Urdax 
con unos 400 hombres. Ese mismo día, Gurrea penetraba por Jaca. Espoz y 
Mina, que atravesó la frontera el día 18 con 350 hombres y en compañía de 
los generales Fernando Butrón y Miguel López Baños, avanzó sobre San 
Marcial, dividiendo sus fuerzas para ayudar a un apurado Valdés, cuya 
fuerza había quedado reducida a 160 combatientes. Conquistó Vera el 21, 
haciendo huir a una fuerza de 250 carabineros que se había atrincherado en 
un convento. La columna tomó Irún el día 25, pero Espoz y Mina no logró 
conectar ni con Butrón ni con Valdés. 

La contraofensiva absolutista no se hizo esperar: Valdés fue derrotado por 
Llauder el 27 y se vio obligado a repasar la frontera, mientras que Espoz y 
Mina, con sólo 200 hombres, se adentró en Guipúzcoa bajo el acoso 
constante de una columna de granaderos con quienes libró una escaramuza 


el 28 y fue obligado a repasar la frontera dos días más tarde [253] . El 19 
había penetrado por La Junquera y Agullana una partida de 130-140 
hombres capitaneados por el coronel Antonio Baiges, Brunet y dos hijos de 
Milans del Bosch (Lorenzo y Joaquín), pero, ante la falta de colaboración 
popular, también ellos optaron por regresar a Francia [254] . Hubo otras 
irrupciones por la frontera aragonesa (donde Méndez Vigo, que había 
atravesado la raya en agosto, mantuvo contacto con los liberales de la 
región en octubre y noviembre) y catalana (donde una partida de 40-50 
hombres circuló el 23 de octubre por Setcases y el valle de Núria antes de 
volver a Francia), pero sin coordinación entre ellas [255] . El 12 de 
noviembre Méndez Vigo intentó una última incursión en Sallent, pero, dos 
días más tarde, hubo de pasar la frontera en Laruns. 

Tras el fracaso del movimiento insurreccional en el Pirineo Oriental, Luis 
Felipe impuso una política represiva: en noviembre, los oficiales huidos de 
la intentona fueron internados en Burdeos y los suboficiales y soldados 
enviados a Périgueux. El confinamiento que el Gobierno de Francia impuso 
a los conspiradores liberales españoles volvió a situar en primer plano la 
alternativa de Gibraltar, adonde había llegado Torrijos el 5 de septiembre 
[256] . Allí organizó una Junta o Comisión Ejecutiva con Manuel Flores 
Calderón, Manuel García del Barrio, Francisco de Borja Pardío, Antonio 
Lorenzo Gaitán, Juan Antonio Escalante, Antonio López Ochoa y Salvador 
San Juan. La nueva red conspirativa mantuvo frecuentes contactos con 
comisionados de las juntas de Cádiz, Algeciras, Málaga, Sevilla, las 
Alpujarras, Serranía de Ronda, Valencia, Murcia y Cartagena. El 24 de 
octubre de 1830 fracasó un primer intento de ocupación de Algeciras [257] 
y, en la noche del 28 de enero de 1831, Torrijos logró penetrar en La Línea 
de la Concepción con 34 hombres, aunque fue rápidamente repelido por 
tropas procedentes de San Roque y hubo de retornar a Gibraltar. 

Entre el 21 de febrero y el 8 de marzo de 1831 coincidieron en el sur de 
España dos proyectos insurreccionales: a las acciones de Torrijos se 
sumaron los planes de las juntas del interior dependientes de Espoz y Mina, 
coordinadas desde una Junta Central ubicada en Madrid por Agustín Marco- 
Artu. En la primera fecha, el coronel de ingenieros Salvador Manzanares 
(que había sido ministro de la Gobernación del último Gabinete 
constitucional de 1823) desembarcó en Los Barrios (en la comarca del 
Campo de Gibraltar) con 44 hombres. El 26 de febrero los oficiales José 
Montalbán, Tomás Benítez, Carlos Vincent de Agramunt y Vicente Egido 


dirigieron un desembarco de 85 hombres en la playa de Getares para apoyar 
a Manzanares. Al no recibir ayuda de la guarnición de Algeciras, la fuerza 
combinada se internó en la Serranía de Ronda, donde tuvo dos encuentros 
armados desfavorables con las contraguerrillas de los Voluntarios Realistas 
de la comarca los días 2 y 5 de marzo, lo que provocó su dispersión. En la 
huida a Gibraltar, Manzanares fue muerto por la traición de unos delatores, 
y 16 de sus compañeros capturados fueron fusilados el día 10 [258]. 

El jueves 3 de marzo un conato de rebelión en Cádiz culminó en el 
previsto asesinato del gobernador Antonio del Hierro y Oliver. La Brigada 
Real de Marina, que guarnecía la isla de San Fernando, se pronunció al día 
siguiente en favor de la Constitución. Se comenzó a organizar la Milicia 
Nacional, pero, al igual que en Cádiz, el movimiento no consiguió el 
deseado apoyo popular. Una columna de unos 1.200 hombres abandonó la 
localidad en la noche del 4 camino de Vejer para conectar con los 
correligionarios que creían que se habían levantado en Tarifa y Algeciras. El 
5 de marzo Vejer fue temporalmente ocupado por 800 hombres, en el marco 
de lo que se presentía como una insurrección general del liberalismo 
andaluz, trazada como un pronunciamiento militar que posibilitase un 
estallido revolucionario en varios puntos previamente concertados, hasta 
lograr su «contagio» al resto del territorio nacional; estrategia que 
recordaba al plan de Riego de enero de 1820. Pero el movimiento fracasó 
definitivamente el 8 de marzo, cuando los refugiados en Vejer fueron 
obligados a capitular por las fuerzas del capitán general Quesada [259] . 
Hubo manifestaciones menores de rebelión en Sevilla y Cartagena, 
detenciones en Córdoba y expulsión de sospechosos en Málaga. En mayo, 
Raimundo de Ettenhard y Salinas, vicepresidente de la Junta Reservada de 
Estado, tenía en su poder las «listas y registros masónicos» encontrados en 
las investigaciones sobre el complot de Marco-Artu [260] . El fracaso de 
este levantamiento «combinado» del sur peninsular condujo a la ruptura del 
frágil acuerdo de colaboración establecido entre los cenáculos conspirativos 
de Espoz y Mina y Torrijos. 

En los meses siguientes, el panorama portugués se fue despejando 
favorablemente para la causa liberal: tras la huida a Londres de María Da 
Gloria, su padre decidió embarcar hacia Europa después de abdicar la 
corona del Brasil. Su llegada a París en julio de 1831 despertó un gran 
entusiasmo entre los emigrados lusos y españoles. Juan Álvarez Mendizábal 
compró dos fragatas y fomentó el reclutamiento de la Legión inglesa y de 


un batallón belga del que formaba parte el teniente general Juan Van Halen. 
Espoz y Mina y Torrijos volvieron a dirigir la mirada hacia la casa de 
Braganza —concretamente, a don Pedro— como impulsora de un proyecto de 
unión peninsular de corte liberal. Sin embargo, el exrey del Brasil (que 
desembarcaría en Oporto el 8 de junio de 1832 sin la presencia de 
emigrados españoles, para no dar motivo de intervención a Inglaterra y 
Fernando VII en favor de don Miguel) se desentendió de brindar cualquier 
tipo de ayuda económica [261] . En cambio, Mendizábal estuvo detrás de la 
expedición al Algarve, que permitió a los liberales conquistar Lisboa y 
sellar la suerte del conflicto civil portugués. 

Tras las varias intentonas baldías de inicios de 1831, Torrijos lideró una 
expedición que desembarcó en Málaga el 2 de diciembre. Llegando a la 
costa los sorprendió el barco Neptuno, que abrió fuego contra los liberales. 
El grupo de la fuerza rebelde emprendió camino hacia la sierra de Mijas, en 
medio de un acoso militar permanente. Se refugiaron en Torrealquería del 
conde de Mollina en Alhaurín de la Torre, pero al amanecer del día 4 fueron 
rodeados por los Voluntarios Realistas de Coín y hubieron de rendirse. El 
grupo fue conducido al convento de los Carmelitas Descalzos de San 
Andrés y, de allí, el domingo 11 a la playa de San Andrés, donde Torrijos y 
48 de sus acompañantes fueron fusilados sin juicio previo por el general 
Vicente González Moreno, gobernador militar de Málaga que había urdido 
el plan para atraerlo a la costa [262] . En junio de 1832, Espoz y Mina se 
trasladó a Gibraltar para tantear nuevas opciones insurreccionales, pero se 
persuadió de que ya no era posible el éxito de un nuevo pronunciamiento. 
Con él se clausuró el ciclo de expediciones destinadas a subvertir el 
régimen absolutista. 

La moderna historiografía ha pasado de concebir el pronunciamiento 
como un mero recurso o técnica militarista a verlo como el eje de toda una 
estrategia política liberal; un procedimiento revolucionario controlado, 
dirigido por unas minorías políticas y militares liberales, en el que el pueblo 
sólo tenía el papel de beneficiario pasivo [263] . Se suponía que la virtud, 
los grandes ideales y la fuerza movilizadora del ejemplo —una versión avant 
la lettre de la doctrina anarquista de la «propaganda por el hecho»-— 
producirían el alistamiento inmediato del pueblo en el bando de sus líderes 
autoproclamados. El objetivo del pronunciamiento no era desencadenar la 
imprevisible guerra de guerrillas (como aspiraban los absolutistas), que era 
un instrumento de movilización armada del campesinado de imprevisibles 


consecuencias. Tampoco se buscaba, a priori, el enfrentamiento con las 
fuerzas del Gobierno, sino la insurrección de los núcleos urbanos (donde 
radicaba la genuina base social del liberalismo) como recurso de control del 
movimiento popular y como instrumento de presión contra el poder 
establecido. Se aspiraba a una insurrección pacífica, especie de plebiscito 
insurreccional propiciado por el Ejército subordinado a la voluntad civil y 
depositario de la voluntad nacional. Pero los insurgentes liberales no 
descartaban tampoco el uso de las armas en defensa propia. 

Una de las víctimas ocasionales del declive del insurreccionalismo elitista 
liberal a partir de los años treinta fueron las sociedades secretas. Tras la 
Revolución francesa de 1830, el carbonarismo italiano se recuperó en 
Parma, Módena, Romaña y las Marcas. Estas dos últimas regiones se 
rebelaron en 1831 contra el poder papal, que levantó como respuesta una 
violenta hermandad contrarrevolucionaria: las Bande della Santa Fede 
(Sanfedist1), para acosar a los círculos clandestinos liberales. En Parma, la 
duquesa se puso bajo protección austriaca tras haberse negado a promulgar 
una Constitución y, en Módena, el tiránico duque Francisco IV fue 
sustituido por una dictadura carbonaria, pero retornó con ayuda austriaca 
para destruirla y efectuar un escarmiento ejemplar con los conspiradores. 
Tras estos acontecimientos, el carbonarismo vivió su ocaso definitivo, y su 
puesto en el elenco de sociedades secretas revolucionarias fue ocupado por 
la Joven Italia creada en Marsella por Giuseppe Mazzini en julio de 1831 
que, en febrero de 1834, emprendió su primer movimiento insurreccional en 
Saboya de la mano de Gerolamo Ramorino, y que también apoyó la 
expedición calabresa de los hermanos Bandiera en junio-julio de 1844. Lo 
mismo se puede decir de la masonería española, que acentuó su declive 
durante la Década Ominosa, hasta el punto de poderse señalar su 
inexistencia al final del reinado de Fernando VII. En todo caso, tras esta 
etapa de conjuras minoritarias, comenzaron a aparecer nuevas estrategias 
violentas fuera del control de las elites liberales, como evidencian las 
bullangas de 1835 y 1836, que protagonizaron el comienzo de la revolución 
liberal española. 


La presión «ultra», desde la rebelión de los Agraviados hasta el 
levantamiento carlista 


En esta última etapa del reinado, se sucedieron también importantes 
complots de carácter ultrarrealista. En mayo de 1824, el brigadier Joaquín 
Capapé (El Royo de Alcañiz) conspiraba contra el Gobierno fernandino 
moderado, a quien los «ultras» exigían el reconocimiento de los grados a 
los combatientes realistas y el cobro de sus sueldos atrasados. Capapé partió 
de Madrid para ponerse al frente de una rebelión dispuesta en Aragón en 
inteligencia con el capitán general Pedro Legallois de Grimarest. En 
septiembre, se descubrió la Conjuración Carolina, de la Áncora o de la 
Estrella que, con la implicación de Capapé y Grimarest en Zaragoza, 
pretendía proclamar rey al infante Carlos María Isidro después de que 
Fernando VII hubiera indultado a varios liberales. Tras la desarticulación de 
la conjura en Torrejón y Guadalajara, y el envío a la capital aragonesa de 
una brigada francesa de observación, Capapé fue capturado el 28 mayo en 
Villarluengo y enviado a Madrid para ser juzgado [264] . Inopinadamente, 
fue dejado en libertad a falta de pruebas concluyentes. La autoridad que lo 
había arrestado, el ministro de la Guerra, José de la Cruz Moya, fue acusado 
de connivencia con los liberales y hubo de sufrir las iras de los realistas en 
forma de destitución, encarcelamiento y destierro. También se descubrieron 
conspiraciones en Extremadura y La Mancha, donde el mariscal Manuel 
Adame (El Locho) se levantó en septiembre de 1824, con el apoyo de 
oficiales de la milicia realista. La intervención de la Policía frustró la 
intentona [265]. 

Las Juntas Apostólicas prepararon, para el año 1825, una insurrección 
general, para la que disponían de focos conspirativos en Madrid, Valencia, 
Murcia, Tortosa, Barcelona, Tarragona, Oviedo, Santander, Extremadura, 
Granada y Jaén [266] . En junio, la destitución de José Aymerich 
(comandante general de los Voluntarios Realistas) del Ministerio de la 
Guerra, y el nombramiento de Recacho para la Superintendencia de Policía, 
atizaron la oposición «ultra» al gabinete realista moderado. El 16 de ese 
mes unos tambores de los Voluntarios Realistas de Madrid cayeron 
enfermos por ingerir cabezas de ganado en mal estado. Enseguida corrió el 
rumor de que habían sido envenenados por los «negros», con la 
complicidad de los ministros moderados. Estalló entonces un motín donde 
la multitud atacó a individuos, cafés y comercios supuestamente liberales. 
La conjugación de incertidumbre política y tensión social (en este caso, una 
crisis de subsistencias por la sequía y un aumento de los impuestos y del 


precio de los productos manufacturados) hace comparable estos sucesos con 
el «degúello de frailes» de julio de 1834 [267] . 

A inicios de julio ya estaban en alerta miembros de las juntas apostólicas, 
como los clérigos Solera y Uribe, los militares Bessiéres, Barros y el 
gobernador militar de Madrid Liñán, así como el antiguo superintendente de 
Policía Mariano Rufino González, que orquestarían una acción tumultuaria 
encabezada por los Voluntarios Realistas [268] . La rebelión más importante 
antes de la de los Agraviados fue la impulsada por el imprevisible 
Bessiéres, que instaló su foco principal en Guadalajara y ramificaciones en 
Zaragoza y Tortosa, en conexión con las intentonas anteriormente 
protagonizadas por el brigadier Capapé. En esta conjura de altos vuelos, 
estaban implicados, entre otros, el canónigo Solera (capellán mayor de las 
Demandaderas de Santiago y delator del grupo), Matías Bravo (antiguo 
secretario del tribunal de la Inquisición), el canónigo Molle (capellán mayor 
de Palacio), Juan Antonio de Rojas Queipo (miembro del Consejo de 
Estado), el mariscal de campo Pedro Valero Podio (gobernador de la Seo de 
Urgel en 1822), el exintendente de Policía Mariano Rufino González y el 
médico de Su Majestad Turlán. La Junta Suprema, encargada de la 
ejecución del movimiento sedicioso, estaba relacionada con otras juntas 
apostólicas. El plan consistía en capturar y asesinar a los ministros de Cea, 
nombrar un nuevo ministerio de signo apostólico con Mataflorida en la 
cartera de Estado, restablecer la Inquisición y efectuar la tantas veces 
aplazada matanza de oficiales liberales. La Junta Suprema planeó 
levantamientos militares en Cuenca (Bessiéres), Ciudad Real (Valero Podio) 
y Galicia (coronel Barros) para el 12 o 13 de julio de 1825, pero unos 
sospechosos movimientos de tropas en la frontera francesa obligaron a 
aplazar el movimiento. Este parecía dirigido por la facción «ultra» 
(Bessiéres, Valero Podio, Rojas Queipo, etc.) liderada por Eguía, que 
actuaba desde Madrid con derivaciones y apoyos en Castilla y Andalucía. 
El plan fue impugnado por el exiliado marqués de Mataflorida, que 
mantenía su propia red clandestina con sede en Vitoria y ramificaciones en 
Cataluña y Aragón [269] . A primeros de agosto, la Policía tenía en la mano 
todos los hilos de la conjura y conocía las debilidades y divisiones del 
movimiento rebelde. Para evitar correr la misma suerte que el ministro 
Cruz, Cea esperó a que la rebelión estallase para aplicar toda la fuerza de la 
ley. 


Ascendido a general de división y, al parecer inducido por el entorno regio 
—con Recacho como gran manipulador—, Bessiéres abandonó Madrid en la 
madrugada del 16 de agosto en dirección a Guadalajara, donde consiguió el 
apoyo de unos 400 realistas. El comienzo de la sedición coincidió con la 
deserción en Getafe de varios oficiales y soldados del regimiento de 
caballería de Santiago, que condujeron a tres escuadrones en dirección al 
foco sedicioso de Guadalajara y Brihuega. El 17 y el 21 el rey firmó sendos 
decretos ordenando el fusilamiento de todo aquel que apoyase la rebelión 
del «traidor Bessiéres». Este intentó apoderarse de Sigúenza con 270 
hombres, pero no recibió la ayuda ni del Ejército ni de los Voluntarios 
Realistas. El 25, tras licenciar sus exiguas tropas, Charles d'Espagne de 
Ramefort, conde de España y jefe de la Guardia Real en 1819, le dio 
alcance en Zafrilla y le hizo ejecutar al día siguiente en Molina de Aragón 
con siete de sus compañeros, sin investigar nada y quemando una serie de 
papeles personales presuntamente comprometedores para el rey. La 
precipitación de Bessiéres y la energía de Cea conjuraron temporalmente el 
peligro de una involución [270] . El 27 de agosto los conjurados, que 
contaban con apoyos en Córdoba (corregidor Juan Prats) y Pamplona 
(mariscal de Campo Santos Ladrón de Cegama), trataron de conquistar 
Tortosa. Fracasaron igualmente las intentonas «ultras» de Zaragoza, 
Granada (donde se produjo la ejecución del portaestandarte de caballería 
Morales), Santander y Villena. 

La acción protagonizada por Bessiéres fue el preludio de la sublevación de 
los realistas Agraviados o Malcontents catalanes en la frontera con Aragón 
durante la primavera de 1827, después de que, en marzo-abril, se produjera 
en el Bajo Ebro y las comarcas de Tortosa, Vic, Manresa, Gerona y Figueras 
un intento de sublevación en forma de partidas guerrilleras a favor del 
infante don Carlos. La primera partida que se levantó estaba liderada por el 
capitán ilimitado (esto es, con licencia indefinida) Salvador Llovet que, en 
compañía del teniente coronel Trillas, ejecutó en la noche del 11 al 12 de 
marzo un golpe de mano contra Tortosa que debía ser el preludio para un 
alzamiento general previsto a partir del 1 de abril, momento en que Narcís 
Abrés se sublevó cerca de Gerona y Esteban Dinat en Figueras, extendiendo 
la sublevación por el norte de Cataluña. Se alzaron partidas en los 
corregimientos de Tortosa, Manresa, Vic y Gerona, encabezadas por 
oficiales ilimitados como Ballester, Dinat, Carnicer, Caballería, Bofill, 
Busoms, Planas o Puigbó. A pesar de que el clero local se mostró 


mayoritariamente favorable a la insurrección, estas primeras partidas fueron 
fácilmente dispersadas y aniquiladas por el Gobierno, que atajó el problema 
con la declaración del estado de alarma el 3 de abril, el reforzamiento de las 
unidades militares en Cataluña el 8 y un indulto a quienes depusieran las 
armas, que fue proclamado el 30 de ese mes, después del ajusticiamiento 
ejemplarizante de algunos notorios cabecillas [271] . 

Las razones del malestar venían de lejos. Los insurgentes reprochaban al 
Gobierno fernandino que, cuando en agosto de 1824 estableció normas para 
incorporar al Ejército Real a los jefes de las antiguas partidas realistas 
desmovilizadas en febrero, la mayor parte de ellos (unos 1.000, con 
excepciones como Romagosa y Misses) fueron declarados incapaces de 
ejercer puestos de mando y puestos fuera del servicio con licencia 
indefinida, aunque algunos pasaron a dirigir a los Voluntarios Realistas. La 
oposición de los apostólicos se exasperó en 1826 cuando, ante los primeros 
chispazos de la guerra civil portuguesa, los realistas moderados 
(transaccionistas o fernandistas) apoyaron la apertura del rey hacia los 
elementos más templados de la emigración liberal. La aparición de un 
reglamento de los cuerpos de Voluntarios Realistas que se consideró muy 
restrictivo en sus competencias de policía echó aún más leña al fuego. En 
ese contexto de gran tensión política, apareció el apócrifo Manifiesto de la 
Federación de Realistas Puros, coincidente con el desembarco de los 
hermanos Fernández Bazán en Alicante [272] . Las reivindicaciones de los 
Malcontents estaban en la línea de la oposición apostólica: supresión de la 
Policía y restablecimiento de la Inquisición, depuración más profunda del 
personal de la Administración y el Ejército, intensificación de la represión 
contra los liberales y concesión de ventajas a los realistas «auténticos» que 
habían librado la guerra de guerrillas de 1822-1823 [273] . 

Después del movimiento superficial de marzo, estalló otro mucho más 
grave ese verano, tras la siega, que dejaba en paro a los campesinos no 
propietarios, y que se fue extendiendo de sur a norte a medida que se 
agotaba la oferta de trabajo. Las partidas reaparecieron en julio, con mayor 
amplitud, en la Cataluña central, en medio de la adhesión masiva de la 
población rural. En gran medida, las formaban Voluntarios Realistas y las 
encuadraban oficiales «ultras» sin destino (indefinidos) o expulsados del 
Ejército (ilimitados) [274] . Cabecillas como Agustín Saperes (Caragol) o 
Josep Busoms (Jep dels Estanys) lideraron potentes bandas armadas que se 
situaron a las puertas de Figueras o Gerona. La ejecutoria de Busoms es 


representativa de este tipo de jefes de partida: era un campesino que había 
sido capitán de guerrillas en 1812, contrabandista en la posguerra, miembro 
activo de la reacción absolutista de 1822-1823 y alzado en armas en 1827, 
porque el Gobierno no le había otorgado el sueldo de oficial, al que creía 
tener derecho [275] . 

El 30 de agosto, tras la toma de Solsona y Manresa, los insurrectos 
constituyeron, en esta última ciudad, una Junta Superior Provisional de 
Gobierno del Principado presidida por Agustín Saperes, no sólo con el 
objeto de regularizar y coordinar la insurrección, sino también de actuar 
como contrapoder político [276] . Además de conquistar Vic, Olot, Cervera 
o Berga en el norte, a inicios de septiembre los Malcontents lograron tomar 
Valls y Reus. Barcelona estuvo a punto de verse cercada; situación que, de 
hecho, sufrieron otras capitales, como Gerona o Tarragona. Fueron 
censados oficialmente unos 8.000 insurrectos, pero, en realidad, los 
sublevados movilizaron hasta 30.000 combatientes, esto es, el 13,3 por 100 
de los hombres de diecisiete a cuarenta años capaces de tomar un arma en el 
Principado, y con una amplia representación de artesanos [277] . 

El 5 de septiembre los realistas constituyeron una nueva Junta en Cervera 
y, en los días siguientes, el cabecilla Rafí Vidal penetró en Valls y Reus. En 
Aragón se produjo en septiembre la sublevación de Miguel Nogueras en 
Sariñena, donde fue derrotado, y la rebelión frustrada del 6.” regimiento de 
Caballería Ligera, que inició la marcha hacia Cataluña. También hubo 
conatos de insurgencia en Valencia, La Mancha, Andalucía, el Maestrazgo y 
el País Vasco, donde el 2 de octubre los oficiales ilimitados Asensio de 
Lausagarreta, Juan José Ramírez, Andrés Sabi y Juan Ignacio de Elguea 
formaron una partida de 80 hombres a las voces de «¡viva el rey, la religión 
y la Inquisición!», que anduvo errante por tierras alavesas hasta su 
apresamiento el día 12 [278] . 

No fue sino hasta fines de agosto y primeros de septiembre cuando el 
Gobierno adoptó medidas drásticas para yugular la revuelta. El 14 de 
septiembre se nombró al conde de España nuevo capitán general del 
Principado, y se le puso a la cabeza de una fuerza de 20.000 hombres 
procedentes de Aragón y Valencia. Su plan de campaña consistió en 
controlar las comarcas meridionales de Cataluña asegurando las plazas 
fuertes de Tarragona y Tortosa para, luego, ocupar el feudo rebelde de 
Manresa. Desde el 28 de septiembre, Fernando VII viajó por Cataluña, 
ofreciendo clemencia en una alocución pronunciada en Tarragona esa 


misma jornada. Su periplo «pacificador» se amplió a Zaragoza, Pamplona y 
País Vasco hasta el 11 de agosto del año siguiente. Mientras tanto, un 
Cuerpo de Ejército al mando del conde de España acababa rápida y 
despiadadamente con los insurrectos, desconcertados con la venida del rey 
y la inhibición de los instigadores ocultos. La rebelión terminó oficialmente 
a fines de octubre, y el ajuste de cuentas se efectuó en la primera mitad de 
noviembre, con la condena y ejecución sumaria de una docena de personas; 
entre ellas, los miembros de la Junta Superior Provisional de Gobierno y 
cabecillas como Abrés y Rafí Vidal. Se deportó a Ceuta a tres centenares de 
sediciosos, y 35 eclesiásticos —el sector clave de la rebelión— sufrieron 
penas de confinamiento [279] . Con todo, a fines de ese año algunas 
partidas sueltas seguían pululando por Aragón y, en enero de 1828, 
proliferaron rumores de alzamiento en Almería y en Antequera. En agosto, 
se habló del levantamiento de una partida carlista a las órdenes de Caragol 
en Cataluña y, en noviembre, de una conspiración en Valencia [280] . En los 
preliminares de la cuarta boda del rey en noviembre de 1829, el general 
Eguía resultó herido por una carta explosiva que le inutilizó la mano 
derecha [281] . Los rumores de revuelta carlista que rebrotaron en el verano 
clave de 1830 estuvieron relacionados con el malestar causado por la crisis 
de subsistencias. Aunque el movimiento ultrarrealista nunca fue un bloque 
homogéneo ni estuvo organizado militarmente a nivel nacional, la Guerra 
de los Agraviados se debe insertar dentro del proceso de formación del 
partido carlista y constituye uno de los episodios más importantes del 
mismo [282]. 

Los «Sucesos de La Granja» del 18 al 30 de septiembre de 1832, 
acaecidos en torno a la enfermedad de Fernando VII y a la derogación por 
presiones «ultras» (infante Carlos María Isidro, embajadores de Nápoles, 
Austria y Cerdeña y ministros conde de Alcudia y Calomarde) de la 
Pragmática Sanción que el monarca había mandado publicar en marzo de 
1830, han sido interpretados por la historiografía más conservadora como 
una iniciativa restauradora de la legalidad dinástica que fue contrariada por 
la ejecución de un auténtico golpe de Estado [283] . Por el contrario, la 
historiografía progresista los analiza como último intento de los 
reaccionarios de imponer su programa inmovilista después de haber 
intentado la vía insurreccional (Malcontents) y la política (apostólicos) 
[284] . Fue, más bien, una intriga o conjura de palacio incruenta, que 
condujo el 23 de septiembre a la reposición de la norma sucesoria y el 1 de 


octubre, a un cambio de Gobierno, donde triunfó la estrategia reformista del 
sector más templado del régimen (el representado por Cea Bermúdez), 
partidario de una transición pactada con el liberalismo más moderado que 
culminó en la promulgación del Estatuto Real. Es cierto que los sucesos 
tuvieron una inquietante faceta militar, ya que la guarnición de Madrid 
quedó dividida: el grueso de la tropa estaba bajo el mando de Llauder, que 
apoyaba a María Cristina, pero casi todos los miembros de la elitista 
Guardia Real se inclinaban por don Carlos. Cuando el rey se recuperó, 
depuró a 200 oficiales de la Guardia y destituyó a los capitanes generales 
ultrarrealistas de Galicia, Granada, Ávila, Cartagena, Guipúzcoa y Cataluña 
[285] . En este último distrito, el conde de España había estado ejerciendo 
desde 1827 una auténtica tiranía, repleta de excentricidades religiosas, 
bromas brutales y ataques de furia homicida. Las ejecuciones sumarias que 
ordenó en noviembre de 1828 (13 ajusticiados) y fines de 1829 (32 
muertos) se hicieron con cañonazos de aviso y exposición fuera de la 
ciudadela de los cuerpos de las víctimas, ante los cuales bailaba. Otros 50 
reos fallecieron en prisión a causa de las torturas y las privaciones, 17 se 
suicidaron, más de 400 fueron deportados a los presidios de África y unos 
2.000 desterrados (muchos de ellos familiares de las víctimas mortales) a 
más de seis leguas de Barcelona [286] . Su régimen de terror finalizó en 
diciembre de 1832, cuando fue reemplazado por Llauder. A punto de ser 
linchado por la multitud, embarcó precipitadamente con rumbo a Génova. 
Además del desplazamiento de los capitanes generales más «ultras», que 
fueron sustituidos por cristinos como el marqués de las Amarillas y Llauder, 
o por liberales como Quesada, se produjo la expulsión de notables 
«apostólicos» como Calomarde y la marcha a Portugal del infante Carlos 
María Isidro y su familia a mediados de año. El Gobierno de Cea intentó 
desactivar a los Voluntarios Realistas encargando su control a las nuevas 
autoridades militares, suprimiendo el 26 de diciembre su Inspección 
General autónoma, limitando su uso de las armas y recortando su 
presupuesto. El 15 de octubre la reina gobernadora daba otro paso en favor 
de la reconciliación con los liberales al otorgar una amnistía, que afectó a 
numerosos exiliados, pero que no incluía ni a los diputados que habían 
votado la destitución de Fernando VII en Sevilla en 1823 ni a los 
insurgentes que habían «acaudillado fuerza armada» contra el rey en los 
años anteriores, lo cual significaba el mantenimiento de la presión punitiva 


sobre 79 exdiputados y líderes militares como Espoz y Mina, Méndez Vigo 
o Valdés. 

Los episodios de La Granja y la destitución de los «ultras» más destacados 
y todavía presentes en los engranajes del Estado desencadenaron casi de 
inmediato una situación insurreccional con movilización de las capas 
populares que desembocó tras la muerte de Fernando VII en la primera gran 
guerra civil del siglo XIX [287] . A fines de octubre de 1832, se produjeron 
los primeros altercados promovidos por los Voluntarios Realistas, y el 5 de 
noviembre hubo en Madrid un intento de insurrección que fue abortado. A 
fines de año, el coronel Juan Campos levantó una partida que circuló unos 
días entre Madrid y Toledo. Tras conocerse el decreto de amnistía, se 
produjeron en Barcelona riñas entre Voluntarios Realistas y ciudadanos 
liberales, que se recrudecieron tras la llegada del nuevo capitán general, 
Manuel Llauder, el 19 de diciembre. Tras sufrir un intento de asesinato 
coordinado con la toma de las fortalezas de la ciudad por el segundo cabo 
conde de Penne Villemur, Llauder encarceló al jefe del batallón local de 
Voluntarios Realistas, cesó a sus jefes más significados, ordenó la expulsión 
de numerosos voluntarios y, en marzo de 1833, procedió al desarme de 10 
de los 19 batallones de la milicia absolutista radicados en Cataluña [288] . 

La evidencia del próximo final del monarca y, con ello, el irremisible 
estallido de la crisis dinástica condujeron a la proliferación de 
conspiraciones carlistas en Bilbao a fines 1832, en León a mediados enero 
de 1833 y en Madrid y Molins de Rei en marzo. Rafael Maroto, 
comandante general de la provincia de Toledo, recibió la visita del 
conspirador carlista conde de Negri, quien lo animó a sublevarse. Tras 
renunciar a su cargo, Maroto intentó que don Carlos aceptase un 
pronunciamiento para proclamarlo regente durante la enfermedad de su 
hermano, pero el infante se opuso a la idea. A la muerte del rey el 29 de 
septiembre, la correlación de fuerzas entre el continuismo fernandino y la 
contrarrevolución carlista resultaba inquietante: el Gobierno de Cea 
Bermúdez contaba con poco más de 45.000 soldados que debían hacer 
frente a una más que probable revuelta protagonizada por 40.000 realistas 
[289]. 

El proceso insurreccional fue inducido desde arriba y contó con una fuerte 
participación de los Voluntarios Realistas. El pronunciamiento el 2 de 
octubre de 1833 del comandante de Voluntarios Manuel María González en 
Talavera de la Reina marcó la pauta de una serie de levantamientos de 


partidas o de rebeliones inconexas [290] . Antiguos guerrilleros, exmilitares 
fernandinos y Voluntarios Realistas asumieron fugazmente el control del 
poder municipal, impulsando con sus correrías una generalización del 
movimiento de rebeldía. Así sucedió en Logroño, controlado desde el 7 de 
octubre por Basilio García, Pablo Briones y Santos Ladrón de Cegama, o 
Burgos, donde el viejo guerrillero Jerónimo Merino se alzó el 23 de 
octubre, recorrió el territorio que conducía hasta Soria y llegó hasta las 
inmediaciones de Madrid el 27. En Cataluña, la rebelión del oficial 
ilimitado Josep Galcerán y medio centenar de hombres (en su mayoría, 
Voluntarios Realistas, apostólicos, guerrilleros del Trienio o agraviados de 
1827) en el Prat de Llucanes el 5 de octubre fue sofocada por el capitán 
general Llauder sin demasiadas dificultades. En Morella se proclamó a 
Carlos V el 13 de noviembre, pero la población fue ocupada por fuerzas 
gubernamentales el 10 de diciembre. 

La insurgencia más grave provino del país vasconavarro, donde la elite 
política gobernante preparó, organizó y encabezó la sublevación, reforzando 
las competencias de las diputaciones forales y militarizando a la sociedad 
con grupos de voluntarios y naturales o paisanos armados (variante 
autóctona de los Voluntarios Realistas en Álava y Vizcaya), asimilados a las 
tradicionales milicias locales, que habían sido instruidas militarmente y 
adoctrinadas políticamente en un absolutismo de resonancias foralistas 
entre 1823 y 1833 [291] . La continuidad ideológica, política y social entre 
estos paisanos armados y los incipientes combatientes carlistas no ofrece 
lugar a dudas. Resulta difícil cuantificar con exactitud los efectivos de estos 
grupos armados en las cuatro provincias. A mediados de 1825, el Gobierno 
central estimaba que podían llegar hasta los 30.000 hombres, y diversas 
informaciones parciales parecen confirmar esta apreciación. En 1827, la 
Diputación de Vizcaya contaba con 12.000 voluntarios, la de Guipúzcoa 
con 4.662, en Álava no bajaban de 5.000 y los navarros rondaban los 9.000 
242]. 

La primera actuación violenta tuvo lugar en Bilbao el 3 de octubre y fue 
protagonizada por el marqués de Valde-Espina, el brigadier Fernando de 
Zavala y el coronel de Voluntarios Realistas Pedro Novia de Salcedo. Tras 
el asalto de un grupo de paisanos y clérigos armados a la Diputación de 
Vizcaya, se produjo la expulsión del diputado general y del corregidor, la 
proclamación como rey de Carlos V y la persecución y asesinato de 
liberales por la muchedumbre armada. Luego se creó el Estado Mayor 


General del Ejército Real de Vizcaya, compuesto de seis brigadas 
comarcales que pronto controlaron el territorio provincial y avanzaron hacia 
Guipúzcoa hasta ser derrotadas por las fuerzas gubernamentales en 
Balmaseda [293] . Este proceso de relevo tumultuario de las autoridades, 
que recuerda sobremanera al que tuvo lugar en la primavera de 1808, 
también tuvo lugar en Guipúzcoa (con un levantamiento en Oñate y el 
armamento foral de los tercios) y en Álava, cuya capital fue conquistada el 
7 de octubre por el comandante de la Cuadrilla de Vitoria de los Naturales 
Realistas Armados Valentín de Verástegui. Ese mismo día se sublevaron en 
Salvatierra José Uranga y Bruno Villarreal. La situación en Navarra fue 
mucho más compleja: el 4 de octubre fracasó el alzamiento en la zona 
pirenaica del coronel Francisco Benito Eraso, pero el definitivo impulso de 
rebelión lo dio el brigadier Santos Ladrón de Cegama, que, desde Valladolid 
y Logroño, penetró en Navarra, pero fue derrotado en Los Arcos el 11 de 
octubre y acabó por ser fusilado en Pamplona tres días más tarde. 

El control, siquiera temporal, de ciudades como Bilbao o Vitoria dio 
cohesión a un caótico proceso insurreccional que, desde el país 
vasconavarrro y el centro y sur de Cataluña, se fue extendiendo a lo largo 
de noviembre al norte de Castilla, Asturias, La Mancha, Extremadura, 
Andalucía, Valencia y Aragón, donde Manuel Carnicer se había lanzado al 
monte en los días postreros de octubre [294] . En Levante, la rebelión más 
señalada fue la protagonizada en Morella por el barón de Hervés, que el 10 
de diciembre fue derrotado en Calanda y ejecutado. En la montaña catalana 
y el Campo de Tarragona se levantaron viejos combatientes realistas, 
clérigos y sublevados de 1827, cuya movilización armada apenas se 
diferenció de la protagonizada por las partidas bandoleriles. 

La victoria del general cristino Sarsfield en Peñacerrada; la recuperación 
por el Gobierno de los grandes núcleos de población (Logroño a fines de 
octubre, Vitoria el 21 de noviembre y Bilbao el 25 de ese mes); reveses 
como el que sufrieron en Morella a mediados de noviembre el coronel 
Carlos Victoria y Rafael Ram de Viu, barón de Hervés (que fueron 
fusilados); la lealtad mostrada por las autoridades civiles y militares, y la 
inactividad de un pretendiente refugiado en Portugal (que, desde el 17 de 
octubre, perdió todos los bienes y rentas bajo la acusación de conspiración) 
fueron circunstancias más que suficientes para dar el levantamiento por 
frustrado a fines de 1833. A inicios de diciembre, las sublevaciones parecían 
controladas y en curso de extinción en toda España. Se produjo una 


concentración de la actividad insurgente en el país vasconavarro, Cataluña, 
Valencia y Aragón, y los iniciales levantamientos urbanos dejaron paso, sin 
desaparecer del todo, a un insurreccionalismo de base predominantemente 
rural [295] . El intento de ocupación carlista de Zaragoza el 27 de febrero 
de 1834 es un ejemplo tardío de esta primera fase de la guerra civil 
caracterizada por sucesivos asaltos a ciudades: el cabecilla conde de Penne 
Villemur (exgobernador militar de Barcelona y antiguo inspector de los 
Voluntarios Realistas de la ciudad condal) planeó la detención del capitán 
general conde de Ezpeleta y del resto de las autoridades, la concentración 
masiva de insurgentes (sobre todo, de los barrios populares de las Tenerías y 
el Arrabal, extramuros de la ciudad) en la Puerta del Sol y la toma de la 
Aljafería y otros establecimientos militares, que se complementaría con 
levantamientos de apoyo en Borja, Calatayud, Barbastro, Selgua, Monzón y 
Tamarite. El descubrimiento de la trama puso en fuga a los conjurados 
militares y civiles, pero medio centenar fueron capturados y procesados, 
haciéndose acreedores a dos condenas a muerte y a pesadas penas de cárcel 
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Entretanto, en Vasconia los carlistas habían logrado mantener una cierta 
organización bélica gracias a moverse en un terreno y entre una población 
muy favorables; circunstancias que pronto aprovechó el coronel Tomás de 
Zumalacárregui e Imaz, cuando accedió a la jefatura de las fuerzas navarras 
el 14 de noviembre de 1833. 
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LA CONSOLIDACIÓN DE LOS ARQUETIPOS VIOLENTOS 
DE LA REVOLUCIÓN Y LA CONTRARREVOLUCIÓN (1833- 
1846) 


Las distintas conmociones políticas de 1830 (las «jornadas de julio» 
francesas que acarrearon el destronamiento de Carlos X; la abdicación del 
duque Carlos II en Brunswick en julio; la lucha por la independencia de 
Bélgica frente a la monarquía absoluta de Guillermo de Orange en agosto- 
octubre; la movilización constitucionalista en Sajonia —Dresde y Lelpzig— 
en septiembre; las victorias liberales en las elecciones de Baden, Baviera y 
Wurtemberg; la insurrección de Varsovia contra el zar en noviembre; la 
oleada liberal en algunos cantones suizos en diciembre; la rebelión en 
Bolonia contra el poder papal en febrero de 1831, o las revueltas del 
«capitán Swing» en las zonas rurales del sur de Inglaterra en 1830-1832) 
constituyeron el segundo ciclo de confrontación paneuropea de inicios del 
XIX, que acabó con la hegemonía ultraconservadora establecida en el 
continente en 1815. En buena medida, las revoluciones fueron 
protagonizadas por ciudadanos que lograron derrotar en las calles a las 
tropas regulares y a las fuerzas de policía, emancipando a la sociedad civil 
liberal de la hasta entonces omnipresente tutela militar. Desde entonces, los 
pronunciamientos exclusivamente castrenses en favor de los procesos 
constitucionales se hicieron virtualmente innecesarios [1]. 

El triunfo de las fuerzas del progreso en Francia en 1830 y en Gran 
Bretaña en 1832 favoreció el éxito de los liberales en las guerras civiles de 
Portugal (1832-1834) y España (1833-1840). El movimiento revolucionario 
europeo de identidad democrática adquirió un impulso y una dimensión 
cosmopolita sin precedentes: en 1834, Mazzini fundó la Joven Europa, y 
una expedición integrada por italianos, alemanes, suizos y polacos trató de 
invadir Génova. 


SIN CUARTEL: LAS DINÁMICAS VIOLENTAS DE LA GUERRA 
CIVIL (1833-1840) 


En España, la última fase de la revolución liberal se desarrolló en un 
contexto de guerra civil. La violencia y la crueldad en los conflictos de la 
primera mitad del siglo XIX fueron extremas y constantes, tanto en las 
actitudes de los gobernantes, dirigidas a atemorizar a la población, como en 
las propias acciones de guerra. Se maltrataba a la población civil y se 
fusilaba sistemáticamente a los soldados prisioneros salvo en casos que 
comportaban un gran valor de intercambio, lo que desencadenó una espiral 
de represalias. 

Las guerras civiles son el escenario por antonomasia de la violencia 
política y social. Al contrario que las guerras convencionales, los conflictos 
fratricidas muestran un carácter triangular, ya que no sólo implican a dos 
actores armados, sino también a civiles, cuyo apoyo resulta vital para 
determinar el resultado del conflicto. La clave para derrotar al enemigo en 
una guerra de este tipo es negarle el acceso a la población civil y a los 
recursos que esta controla. Son, por ello, enfrentamientos de suma cero, en 
los que se vence a costa de obtener o destruir los recursos a la parte 
contraria, y donde se pone en juego la existencia misma de los 
contrincantes, su identidad colectiva e incluso su supervivencia física. 

Los conflictos civiles traen aparejados procesos de fragmentación de 
soberanía: los actores políticos tratan de asumir el control —base de la 
soberanía— tratando de obtener la adhesión o colaboración popular, y 
disuadiendo del apoyo que beneficie al enemigo. La colaboración en favor 
de un bando beligerante está estrechamente relacionada con la distribución 
del control, o extensión en la que los actores establecen su poder en un 
territorio [2] . Este control territorial requiere la adhesión de los civiles que, 
por medio de denuncias y represalias, colaboran con el bando que mejor 
garantice la salvaguardia de sus vidas y haciendas. Los individuos sólo 
denunciarán a sus vecinos sospechosos de inteligencia con el enemigo en 
circunstancias de seguridad, cuando sus víctimas potenciales no tengan 
acceso al otro actor rival —esto es, a hacer contradenuncias—, y con el objeto 
de alcanzar todo tipo de beneficios simbólicos o materiales. Existe una 
correlación inversa entre la defección y la denuncia: cuanto mayor sea el 
nivel de control, menos probabilidades habrá de defección (porque los 
riesgos de ser capturados y castigados son altos), y más probable será la 
denuncia, porque los riesgos de arrostrar represalias son bajos. Este tipo de 
violencia selectiva se produce en áreas donde el control es lo 
suficientemente alto como para estimular las denuncias, pero no tan 


absoluto como para que huyan los disidentes [3] . En caso de empate en las 
capacidades coactivas de ambos contendientes, la violencia tenderá a ser 
indiscriminada. 

Las violencias centradas en las represalias sobre la población civil 
producen paralización y miedo irracional, y atomización de la sociedad [4] , 
pero son un factor negativo en el desarrollo de las guerras civiles, ya que 
pierden su cualidad disuasoria al vedar a amplias capas de la población la 
posibilidad de establecer un cálculo anticipado del mal venidero y la 
habilidad para evitarlo [5] . En las zonas muy disputadas por los bandos en 
lucha, no puede haber neutrales, porque la imparcialidad puede ser 
interpretada como colaboración pasiva con el enemigo. De hecho, la 
neutralidad suele atraer la hostilidad de ambos bandos, sin obtener la 
protección de ninguno. La violencia indiscriminada puede ser utilizada para 
alcanzar una gran variedad de objetivos, como el exterminio de grupos 
particulares, el desplazamiento de gente, la captura de bienes o la 
demostración del poder de un grupo para dañar a otro [6] . Surge en 
condiciones de falta de información y de fuerte desequilibrio del poder 
entre los bandos en lucha, y se extiende porque es más «barata» de aplicar 
que la violencia selectiva. Los detonantes de la violencia indiscriminada son 
una débil disciplina combatiente y la liberación de fuertes emociones que 
generan frustración y tensión. La tendencia general de la dinámica de la 
violencia en las guerras civiles es que esta tiende a ocurrir donde un bando 
es casi hegemónico, no donde un actor tiene el pleno control o donde está 
siendo desafiado. Por ello, la colaboración resulta más incierta en áreas de 
soberanía fragmentada donde ambos actores están presentes, porque 
emplearán la violencia para consolidar su control. 


La herencia de las guerras anteriores y los primeros compases del conflicto 


Los riesgos que podía correr la población civil en las guerras eran de sobra 
conocidos por los españoles del primer tercio del siglo XIX. Los grandes 
conflictos armados (Guerra de las Naranjas de 1801, Guerras de la Tercera 
y Cuarta Coalición contra Napoleón de 1804-1808, Guerra de la 
Independencia de 1808-1814, guerras latinoamericanas de emancipación de 
1808-1833, Guerra Realista de 1822-1823 y Primera Guerra Carlista de 
1833-1840) se libraron en buena medida ante la ausencia de unas leyes de 


guerra vinculantes, que no se comenzaron a implementar a nivel 
internacional sino a partir de la década de 1860; de ahí el maltrato 
dispensado a los prisioneros y a la población civil si no mediaba un acuerdo 
personal entre los mandos que lograra limitar los inevitables excesos de la 
soldadesca. La situación empeoraba si uno de los contendientes —como 
sucedió en la Guerra de la Independencia— no se atenía a los principios 
consuetudinarios de la guerra convencional y optaba, de forma preferente, 
por la guerra irregular de guerrillas, que ya fue utilizada por los propios 
franceses en el Rosellón contra la invasión del general Ricardos. 

Tanto en la guerra contra Napoleón como en las sublevaciones realistas 
del Trienio o en las guerras carlistas, el terror y la brutalidad estuvieron 
relacionados con el hecho de estarse librando una guerra civil 
(contra)revolucionaria que impuso su propia lógica por encima del cálculo 
estrictamente militar. La lógica de la represión sistemática para limitar los 
recursos materiales y humanos del enemigo en un contexto de guerra 
fratricida se instaló desde los primeros pasos de la insurgencia carlista y 
vino reforzada por la necesidad de apuntalar la legitimidad de la nueva y 
frágil situación política. Cuando en octubre de 1833 comenzó la rebelión, 
las personas que no aceptaron como reina a la infanta Isabel fueron 
consideradas facciosas y, como tales, arrostraron el riesgo del fusilamiento 
por traición. Así sucedió con Santos Ladrón de Cegama, que fue pasado por 
las armas en Pamplona el 14 de octubre de 1833, la víspera de la 
promulgación de un decreto de ley marcial que prometió idéntico trato al 
resto de los rebeldes. El 4 de diciembre Vicente Genaro de Quesada, capitán 
general de Castilla la Vieja, fusiló en Burgos a cinco sediciosos. En 
respuesta, los carlistas también comenzaron a matar a sus prisioneros, 
basándose, por un lado, en que debían fusilar en represalia y, por otro, al 
carecer de plazas donde guardar a sus presos. 

Pocos soldados murieron en el campo de batalla. El único gran encuentro 
de toda la guerra se saldó con 3.000 muertos y 400 prisioneros después del 
choque de 36.000 liberales y 24.000 carlistas en las campas de Mendigorría 
el 16 de julio de 1835. La estrategia de los generales de don Carlos 
consistió en la renuncia sistemática a presentar grandes batallas, conscientes 
de su inferioridad numérica y de las ventajas que les otorgaba el 
conocimiento del territorio. El dominio de la geografía y el respaldo de la 
población propiciaron un tipo de estrategia militar que ya había demostrado 
su eficacia durante la Guerra de la Independencia. 


La primera guerra civil fue el conflicto donde cristalizaron dos de los 
arquetipos violentos más persistentes del carlismo: la partida armada y el 
Ejército Real, concebidos como los puntos inicial y final de un proceso de 
insurrección a gran escala. Aunque en los prolegómenos del conflicto se 
dieron otras modalidades de confrontación física, como la protesta 
campesina, la rebelión urbana o el motín militar, no cabe duda de que la 
insurrección a campo abierto, de la que la guerrilla fue su manifestación 
más frecuente, acabó por transformarse en la táctica de resistencia por 
antonomasia de los carlistas. «Echarse al monte» fue siempre una tentación 
constante para la militancia tradicionalista, en especial de su juventud, 
subyugada por el talante romántico y evocador de este tipo de bandas 
armadas, cuyo origen se pierde en las brumas de la mitología guerrera del 
carlismo montaraz: un grupo de amigos se constituía en asociación 
informal, comprometiéndose a operar juntos, y a repartir las ganancias y 
pérdidas anejas a las incursiones militares; una actividad combativa que se 
encontraba, en la mayoría de los casos, a mitad de camino entre la lucha 
irregular en campo abierto y el bandolerismo, y que podía resumirse en el 
apelativo denigratorio oficial de «partida latrofacciosa». 

La táctica guerrillera no era una novedad en la España de la cuarta década 
del siglo XIX. Ya se había desplegado con éxito indudable durante la 
Guerra de la Independencia y en el Trienio, cuando las partidas realistas de 
Gorostidi, Ladrón de Cegama, Quesada, Romagosa, Miralles o El Trapense 
lograron levantar en armas al campo catalán y navarro, encuadrando a unos 
30.000 hombres a la altura de 1822. La guerrilla volvió a aparecer durante 
la revuelta de los Agraviados de marzo-octubre de 1827. De este modo, 
cabecillas como Jep dels Estanys, Narcís Abrés, Pixola, Carnicer, Caragol o 
el coronel Juan Campos (¡efe de la intempestiva partida que circuló a fines 
de 1832 por Madrid y Toledo) fueron adquiriendo, junto con los viejos 
guerrilleros de la «francesada» (el cura Merino, los brigadieres Isidro Mir o 
Salvador Malavila, y los coroneles Adame, Cuevillas, Cuesta, Batanero, 
Morales o Gorostidi), destrezas que se harían necesarias en la siguiente 
guerra civil, donde la geografía de la guerrilla se asemejaría notablemente a 
la que se manifestó en los conflictos de inicios de la centuria: país 
vasconavarro, Galicia, Cataluña interior [7] , nordeste de Castilla la Vieja, 
La Mancha y Valencia. 

En circunstancias extremas como las que proporcionó la Guerra Carlista, 
la partida era una respuesta desesperada al aislamiento político, pero 


también un recurso contra la marginalidad social. En muchos casos, se 
ingresaba en ella para huir de las levas liberales o por una soldada que 
aliviase los largos periodos de paro estacional, ya que los guerrilleros son 
los combatientes ocasionales por antonomasia; de ahí que, en ocasiones, las 
partidas fueran también el reflejo, espontáneo y poco articulado, de luchas 
populares como la rebeldía contra las quintas o la protesta contra el 
deterioro de la situación económica. Pero, en otros casos, no se ingresaba en 
las bandas por voluntad de protesta social, sino por mercenarismo, afán 
delictivo (pillaje, robo a mano armada, secuestro o contrabando fronterizo), 
tentaciones especulativas o para burlar la persecución del Estado por 
pequeños o grandes delitos. A pesar de las precauciones adoptadas, los 
soldados muchas veces se adherían o abandonaban la facción por motivos 
que nada tenían que ver con la política, como el alejamiento de sus puntos 
de origen y la urgencia de las tareas agrícolas. 

Resulta perfectamente constatable la mezcolanza entre el bandolerismo y 
la reivindicación política en las actividades de las partidas, que fluctuaban 
sin excesivo esfuerzo desde los hechos bélicos hasta el bandidaje puro y 
simple, en cuyo contexto las exacciones se empleaban para financiar la 
guerra, pero también para labrarse una fortuna personal. Sin embargo, a 
pesar de los excesos que cometieron, hay motivos para dudar de la presunta 
indisciplina y anarquía de las partidas, y de su aparente desconexión con la 
lucha regular. En Cataluña, este tipo de formaciones, dispersas en múltiples 
grupos autónomos y extremadamente móviles de no más de 40 hombres, 
dirigidas por militares de baja graduación y nutridas por desertores, 
vagabundos, exiliados y delincuentes, poseían una rudimentaria estructura 
de gestión, vinculada a la necesidad de construir una administración política 
y económica paralela, y ejercían un control muy estrecho y eficaz sobre el 
«voluntariado» a través del convencimiento, la sugestión, la promesa de 
ascenso social, el chantaje económico, social o ideológico y las amenazas 
físicas. 

En teoría, la guerrilla clásica carlista se diferenciaba de la de la Guerra de 
la Independencia o del Trienio en que debía constituir la base para la 
creación de una fuerza armada regular. Las guerrillas de 1808-1809 fueron 
un fenómeno esporádico que dificilmente alcanzó a coordinar su labor con 
la de unos ejércitos en trance de disolución, mientras que las más estables y 
regulares partidas de 1813-1814 siempre permanecieron en situación de 
inferioridad con respecto a los ejércitos enemigos y aliados. Los guerrilleros 


realistas de 1822 no tuvieron ni capacidad ni tiempo para articular una 
auténtica respuesta militar al liberalismo, que acabó por ser impuesta desde 
fuera por los Cien Mil Hijos de San Luis. En los albores del conflicto civil, 
la guerrilla alumbró al Ejército Real, pero con la evolución de las 
necesidades de la guerra y las luchas faccionales en la cúpula del carlismo, 
ambos procedimientos de lucha armada acabaron por entrar en colisión y 
hacerse difícilmente compatibles, salvo en el reducto semiautónomo del 
Maestrazgo, gobernado con mano de hierro por el cabecilla Ramón 
Cabrera. En general, las fuerzas carlistas desarrollaron una amplia 
capacidad de acción como fuerzas separadas y autónomas en territorios sin 
ocupación efectiva del Ejército enemigo, pero ni su disciplina ni sus medios 
tácticos les permitían arriesgarse a una batalla convencional a campo 
abierto y, cuando lo hacían, eran casi indefectiblemente derrotadas. 

La guerra de guerrillas, que fue el modo de lucha dominante durante 
buena parte de la contienda, tuvo efectos nocivos para la población civil. 
Con la Guerra de la Independencia, las revueltas realistas de 1822-1823 y la 
Primera Guerra Carlista, se fue consolidando la imagen del guerrillero 
como combatiente por decisión personal y voluntaria, al margen de la 
obediencia y la disciplina militares. La larga duración de la contienda 
condujo a una cierta profesionalización de la violencia, mezclada con el 
bandolerismo social como expresión característica del descontento 
campesino [8] ; un bandidaje que siempre estuvo en estrecha conexión con 
las crisis socioeconómicas y bélicas, como la Guerra Realista, que se libró 
en plena tensión sobre la disolución de los señoríos; la Guerra Carlista, 
fuertemente vinculada con el proceso de desamortización eclesiástica; la 
Guerra dels Matiners, coincidente con la crisis económica de 1847-1848, o 
los conflictos armados del Sexenio, que vinieron precedidos de la crisis 
agraria y financiera que comenzó en 1864. 

En muchos pasajes y escenarios de la guerra civil, el carlismo fue 
contemplado por parte de la población como un movimiento descontrolado, 
con fuerte tendencia a albergar actividades delictivas. Su estructura interna 
era similar a la de los grupos bandoleriles: una organización informal 
dirigida por un jefe natural, que tenía un concepto expeditivo de la justicia y 
empleaba frecuentemente la intimidación e incluso el terror para asegurar 
lealtades [9] . Pere Anguera destacó que las partidas que actuaron en 
Cataluña durante la Guerra de los Siete Años fueron esencialmente 
anárquicas, más producto de la miseria que de la ideología y, por 


consiguiente, sus acciones estuvieron más próximas al bandidaje que a la 
ejecución de acciones para lograr objetivos estrictamente militares [10] . 
Muchas veces se entraba en las partidas con la perspectiva de buscar una 
solución económica momentánea en una coyuntura de crisis agraria; de ahí 
el carácter frecuentemente estacional de su actividad, que entraba en virtual 
letargo en verano y en invierno. Los oficiales profesionales sabían de sus 
limitaciones y de su dudosa eficacia, y, por ello, aspiraban a encuadrarlas 
tarde o temprano, en un Ejército regular de leva forzosa y centrado en la 
ejecución de operaciones convencionales. 

Desde el primer momento, se trató de derrotar la rebelión por la vía militar 
y mediante la represión sobre los civiles, especialmente sobre los 
representantes del poder local. Las primeras órdenes conminatorias de las 
autoridades cristinas a los ayuntamientos, consistentes en la confiscación de 
bienes a los vecinos pasados a la facción, datan de la época de la 
constitución de la Junta Carlista de Navarra el 5 de noviembre de 1833 [11| 
. En el Viejo Reino, las autoridades isabelinas, encabezadas por el virrey 
interino, general Quesada, comenzaron la persecución sistemática de los 
huidos a la facción desde el inicio real de la contienda a comienzos de 1834, 
con embargos de bienes muebles e inmuebles y de los predios rústicos y 
urbanos de sus familias [12] . En 1836, se impuso una multa mensual de 20 
reales de vellón a todos los padres que tuviesen hijos combatiendo en el 
bando rebelde. La respuesta de los carlistas generó la típica espiral de 
represalias y contrarrepresalias característica de la disputa por los recursos 
en los primeros compases de una guerra civil. Las necesidades derivadas de 
la guerra impulsaron a los carlistas a exigir fuertes contribuciones, 
dinerarias y en especie (entre la práctica impositiva militar y la extorsión 
pura y dura) en los territorios sometidos a su control y, aún más, en las 
localidades ocupadas transitoriamente, que eran vistas como potencialmente 
hostiles [13] . Los asesinatos de civiles o militares, los secuestros, los 
impuestos «negociables», los robos y los sabotajes (sobre todo, a las 
canalizaciones de agua para cortar el abastecimiento de las ciudades 
enemigas y obstaculizar la agricultura) se hicieron moneda frecuente [14] . 

A fines de 1833, las partidas levantadas en las Vascongadas y Navarra 
fueron las únicas que habían logrado articular una resistencia armada 
efectiva en favor de don Carlos, gracias, en buena medida, a la movilización 
de los naturales armados de cada pueblo al servicio de diputaciones y 
juntas. Merced a su capacidad organizativa, los indisciplinados Voluntarios 


Realistas y las partidas dispersas por toda la región se convirtieron en un 
auténtico ejército de voluntarios y forzosos, equipado en principio con 
efectos de fortuna, pero enormemente móvil y combativo, que controló 
buena parte del campo vasconavarro hasta el final de la contienda. 

Como estrategia predominante en el campo carlista durante la primera 
mitad del conflicto civil de 1833-1840, la guerrilla tuvo un nombre propio: 
el coronel Tomás de Zumalacárregui, que se había formado durante la 
Guerra de la Independencia en la guerrilla de Gaspar de Jáuregui El Pastor 
y terminó el conflicto con el grado de capitán. Con sus indudables dotes de 
mando, Zumalacárregui logró transformar unas masas campesinas sin 
instrucción militar en un aguerrido ejército con el que intentó poner en 
práctica un proyecto subversivo que recuerda, en el plano estrictamente 
técnico, a la guerra prolongada que Mao acabaría por definir en Yan'an un 
siglo después: un despliegue secuencial de resistencias campesinas 
dispersas que, merced a la capacidad organizadora del caudillo político- 
militar y a la simbiosis lograda entre el combatiente y la población, se 
vertebraron en una auténtica «resistencia estratégica», que debiera 
desembocar en la formación de un Ejército regular. Este se desplegaría en el 
frente y en la retaguardia del enemigo, obstaculizaría sus enlaces y 
abastecimientos y lo obligaría a la acumulación de hombres y de material 
en las grandes poblaciones, lo que permitiría una ampliación progresiva de 
la influencia contrarrevolucionaria en el ámbito rural. Entre diciembre de 
1833 y junio de 1834, Zumalacárregui desplegó una guerra de guerrillas a la 
defensiva que le permitió ganar tiempo para culminar la formación de un 
Ejército regular mientras procedía al desgaste físico y moral de las tropas 
cristinas. Tras las victorias de Abárzuza el 29 de marzo y de Alsasua el 22 
de abril de 1834, cambió la táctica de guerrilla dispersa por el control 
efectivo del medio rural y de las comunicaciones, especialmente de los 
pasos del Pirineo navarro, que aseguraban los suministros procedentes de 
Francia. Esta etapa de «equilibrio estratégico» tendría por objetivo principal 
el aniquilamiento de la fuerza enemiga, y no el mantenimiento o conquista 
de ciudades o territorios. A tal fin, tras la batalla de la Llanada de Álava (27 
de octubre), Zumalacárregui pudo equipar, en menos de seis meses, a un 
ejército estable de 12 batallones de infantería y cinco escuadrones de 
caballería armados con lanzas, además de un pequeño parque de artillería y 
los correspondientes cuerpos auxiliares. El caudillo carlista asentó su 
dominio en la mitad occidental de Navarra, dejando el resto bajo el dominio 


precario de los liberales. Al tiempo, se dirigió al País Vasco y, con la ayuda 
de fuerzas carlistas de la zona, inició una campaña relámpago, que permitió 
la conexión de los dos focos principales de la insurrección en el norte, 
dejando virtualmente bloqueadas las cuatro capitales. A partir de esa fecha, 
el control del territorio y de las comunicaciones por los carlistas rompió el 
equilibrio militar en la región y abrió el camino a una guerra larga, repleta 
de sangrientas represalias. 

La leyenda romántica que aún hoy envuelve a Zumalacárregui facilita el 
ocultamiento de algunos llamativos defectos: no se unió a la rebelión 
realista hasta mediados de junio de 1822, y su ejecutoria militar en aquella 
oportunidad se puede tildar de mediocre. Su pretendida maestría en la lucha 
guerrillera, efectuada mediante marchas y  contramarchas, queda 
relativizada por el hecho de que operó en un momento en el que el carlismo 
aún disfrutaba de un fuerte apoyo popular. Con todo, sólo pudo consolidar 
la guerrilla en Navarra y Vascongadas y no la pudo generalizar a toda 
España. Tuerto en tierra de ciegos, el Espoz y Mina de la «francesada» 
habría sido un genio militar en comparación con él [15]. 

El modo expeditivo que tenía Zumalacárregui de hacer la guerra provocó 
una dura respuesta de las autoridades cristinas. Tras una circular emitida por 
el caudillo carlista el 9 de febrero de 1834, en la que condenaba a muerte a 
los representantes de los ayuntamientos y de la Diputación navarra que no 
se pasasen a sus filas, el antiguo realista y entonces jefe del Ejército 
cristino, Vicente Genaro de Quesada, publicó el 11 de marzo un bando 
donde exigía de los ayuntamientos listas de quienes estuvieran ausentes sin 
licencia de la localidad y amenazaba con el embargo de los bienes muebles 
e inmuebles y predios rústicos y urbanos de aquellos vecinos que, pasados 
15 días, continuasen en las filas de la rebelión, que serían fusilados si eran 
aprehendidos. También impuso la vigilancia de los superiores de las 
órdenes religiosas a sus acólitos, y trabajos forzados a quienes atendieran a 
heridos enemigos sin comunicarlo a las autoridades. A partir de la 
publicación de estas Órdenes, se desató una espiral de represalias que 
enconó el conflicto en los meses siguientes. Los dos ejércitos comenzaron a 
fusilar a los prisioneros civiles y militares (incluso a los oficiales desde 
fines de abril de 1834), y a ejercer el terror en los pueblos. Zumalacárregui 
utilizó estas tácticas contra sus enemigos por su manifiesta inferioridad 
numérica y por el hecho de que los prisioneros se convertían en un estorbo 
en sus frecuentes marchas y contramarchas [16] . Por su parte, los 


isabelinos imponían métodos de coacción extrema para eliminar las fuentes 
de suministros del Ejército carlista, haciendo que el temor a su castigo fuera 
mayor que el terror al carlismo. Cuando los insurrectos pasaron a controlar 
también amplias zonas del territorio, las fuerzas cristinas tuvieron 
igualmente que secuestrar a alcaldes y vecinos destacados para garantizar 
los abastecimientos [17] . 

Al amanecer del 16 de marzo de 1834, Zumalacárregui atacó la localidad 
de Gamarra Mayor, a cuatro kilómetros de la capital alavesa, que estaba 
defendida por unos 200 miembros del cuerpo franco (voluntarios) de 
Celadores de Álava, que se rindieron tras ofrecer una feroz resistencia, y 
sufrir más de 30 bajas y la defección de su comandante y oficiales. En un 
proceso que se repetiría en muchas ocasiones durante esta guerra sin 
cuartel, los prisioneros fueron conducidos a Heredia en una marcha de 25 
kilómetros hacia el este. Zumalacárregui, que se retiraba hacia Navarra tras 
no haber podido tomar Vitoria, desahogó su frustración aplicando, por vez 
primera, el punto segundo del decreto de Ley Penal firmado por don Carlos 
el 24 de enero de 1834, que ordenaba que «se tratase a los prisioneros del 
mismo modo y con el mismo rigor que se emplease con los carlistas cuando 
fuesen apresados» [18] . Ciento dieciocho prisioneros fueron puestos en 
capilla y fusilados al día siguiente. John Francis Bacon, cónsul británico 
de Bilbao, describió de este modo los motivos que impulsaron a 
Zumalacárregui a ordenar los fusilamientos de Heredia: 


Fue guiado sin duda a determinación tan atroz por miras políticas; opinó le era necesario 
preservar a los suyos, difundiendo el terror en sus contrarios; porque es incuestionable que, en las 
guerras civiles y revoluciones, alcanzan mayor respeto y atenciones aquellos que se deciden por 
medidas sanguinarias [19] . 


El 1 de noviembre emitió un bando que ordenaba pasar por las armas a 
todos los prisioneros, y que todos los batallones de su ejército llevasen 
escrito en sus estandartes el emblema «Victoria o Muerte» hasta que el 
enemigo reclamase por convenio la concesión de cuartel. En el quinto punto 
de la orden, se establecía la pena de muerte para los alcaldes, regidores y 
justicias que circulasen órdenes del «gobierno revolucionario». El caudillo 
carlista continuó empleando estas tácticas de intimidación sobre las 
poblaciones para procurarse víveres. De este modo, quemó las iglesias en 
las que se habían refugiado los defensores de Cenicero en La 
Rioja y Villafranca en Navarra. En esta última localidad, medio centenar de 


miembros de la Milicia Urbana decidió atrincherarse el 28 de noviembre 
con sus familias (8 mujeres y 11 niños) en el campanario de la iglesia 
parroquial. A la mañana siguiente, con la torre ya ardiendo, las mujeres 
buscaron una escapatoria, y Zumalacárregui las capturó y vejó, «tratándolas 
de putas y pegándoles con un látigo que tenía en la mano», para después, 
con la aquiescencia de don Carlos, ordenar que fueran «rapadas y paseadas 
por las calles, como se egecutó a la mañana inmediata [...] sobre borricos, 
desnudas de medio cuerpo, a tambor batiente», mientras les arrojaban 
«tronchos, estiércol, piedras y otras inmundicias» [20] . Murieron tres 
mujeres y cuatro niños. Ocho milicianos murieron a consecuencia de sus 
heridas y cinco abrasados por el incendio de su improvisada fortaleza. El 
resto fue fusilado poco después [21]. 

En su infructuosa persecución de Zumalacárregui por el valle del Baztán, 
el virrey Francisco Espoz y Mina también perpetró frecuentes actos de 
crueldad con los prisioneros: tras el combate y conquista de Los Arcos el 2 
de febrero de 1835, ordenó el asesinato de los enemigos enfermos o heridos 
que se encontraban en los hospitales. Pero esta táctica no dio sus frutos ya 
que, tras sufrir repetidas derrotas, Espoz y Mina hubo de presentar su 
dimisión como jefe supremo del Ejército de operaciones en el norte. 


Los intentos por humanizar la guerra: el convenio Eliot 


Cuestiones como el fusilamiento indiscriminado de prisioneros, la 
represión contra los civiles, la aparición de símbolos de la guerra sin cuartel 
como las banderas negras con la calavera y las tibias cruzadas o los 
maltratos a los soldados capturados tienen mucho interés a la hora de 
mostrar la brutalidad de estos años de contienda civil. El comandante 
general de Vizcaya, y luego de todas las Provincias Vascongadas, 
Baldomero Espartero, se quejó en Bilbao de los bárbaros fusilamientos que 
estaban jalonando la campaña y pidió al Gobierno regularizar la guerra 
«procediendo con estos enemigos implacables, como con los de una nación 
contraria, según las leyes generales del derecho de gentes y de la guerra» 
[22] . La propuesta definitiva vino, sin embargo, de una potencia extranjera: 
el Gobierno británico decidió enviar una comisión para conseguir que 
ambos bandos llegasen a un acuerdo para suprimir los fusilamientos 
indiscriminados, comisionando a Edward Eliot, tercer conde de Saint 


Germans, y a su secretario el coronel John Gurwood para efectuar esta 
misión. Tras llegar el 5 de abril de 1835 a Bayona, Eliot comunicó al casi 
dimisionario Espoz y Mina su intención de marchar al cuartel de don 
Carlos, rogándole la emisión de un salvoconducto. La delegación inglesa 
llegó el día 20 a Segura y allí se entrevistó con el pretendiente, quien los 
remitió al cuartel de Zumalacárregui, con quien deberían acordar los 
términos del convenio. Tras la victoria de Artaza el 20-22 de abril, el 
general en jefe carlista se retiró con sus tropas al valle de La Berrueza, 
donde se encontró con lord Eliot. Llegaron rápidamente a un acuerdo, que 
fue firmado por el general carlista en Asarta el 24 de abril. En un gesto 
conciliador, conservó la vida de los 27 presos hechos en Artaza que 
quedaban por fusilar. Los comisionados británicos marcharon entonces 
hacia Estella, donde esperaban encontrar a Gerónimo Valdés, nuevo jefe al 
mando del Ejército de operaciones del norte, que accedió a entrevistarse 
con ellos en Logroño. El general cristino hizo algunas enmiendas y lo firmó 
el 27 de abril. Zumalacárregui lo ratificó en Eulate al día siguiente. Gracias 
a este convenio quedó regularizado el trato a los prisioneros de guerra en el 
escenario bélico del País Vasco y Navarra en los siguientes términos: 1) la 
preservación de las vidas de los prisioneros; 2) el intercambio periódico de 
los mismos; 3) el intercambio de prisioneros igual en número de cada lado; 
4) la concertación del intercambio según rango; 5) los pueblos 
seleccionados para la detención de prisioneros, que serían respetados por 
los combatientes; 6) los prisioneros políticos serían juzgados según las 
leyes; 7) los prisioneros enfermos y heridos serían respetados; 8) las 
estipulaciones serían vinculantes en todas las provincias del Reino, y 9) el 
convenio sería seguido estrictamente [23] . 

Con la firma del Convenio Eliot, el Ejército carlista logró una victoria 
moral, ya que fue aceptado como Ejército regular y bando legalmente 
beligerante. Sin embargo, aunque los combatientes estaban de acuerdo en 
tratar a los prisioneros de cada lado según las reglas de la guerra, sólo 
pasaron unos cuantos meses antes de que la lucha se volviera a realizar con 
la misma ferocidad de antes. Un decreto emitido en Durango por don Carlos 
el 20 de junio de 1835 exceptuó del canje de prisioneros a todo extranjero 
que fuera hallado en las filas enemigas, que sería pasado por las armas si 
era capturado y no podría permanecer en España ni hacer comercio con ella 
tras el triunfo de la causa carlista [24] . Un soldado de la Legión Británica 
(British Legion) observó que «los británicos y los chapelgorris [tropas 


francas isabelinas, también llamadas “peseteros”] que cayeron en las manos 
de los carlistas eran ejecutados sin piedad ninguna, algunas veces con 
torturas dignas de los indios de Norteamérica; pero las tropas españolas 
regulares fueron salvadas por el convenio de Eliot, creo yo, y después de 
estar encarceladas, donde fueron tratadas con toda severidad, fueron 
intercambiadas por el igual número de prisioneros [carlistas )» [25] . 

Los reveses padecidos en el norte por las tropas isabelinas acabaron 
desembocando en una guerra en toda regla, si bien circunscrita al país 
vasconavarro hasta el verano de 1835. Cuando esta fase de «equilibrio 
estratégico» pareció alcanzarse hacia abril-mayo de ese año, 
Zumalacárregui, que hasta entonces había sabido combinar hábilmente la 
guerra regular con la irregular, creyó llegado el momento de pasar a la 
tercera fase de su proyecto insurreccional. Se trataba de iniciar una audaz 
guerra de movimientos que, desde el reducto norteño, asestara un golpe al 
corazón del Estado, confirmando la «superioridad estratégica» que había 
obtenido en el norte de España. A tal fin se dispuso a marchar sobre Madrid 
con 30.000 hombres previa conquista de Álava, pero el Cuartel Real le 
impuso el asedio de Bilbao. Esta operación fue un error trascendental, ya 
que distrajo las magras fuerzas carlistas en un objetivo secundario cuando 
en Madrid el recién nombrado jefe del Gobierno Juan Álvarez Mendizábal 
estaba forzando el paso decisivo hacia el reformismo liberal. Precisamente, 
el 15 de junio de 1835, Zumalacárregui resultó herido frente a Bilbao y 
murió nueve días después. Su brillante campaña insurgente sólo había 
durado 19 meses y medio. 

A partir de ese momento, la guerrilla, que se había desarrollado como 
alternativa bélica ante la falta de recursos y de oficiales de prestigio —el 
generalato moderado se adhirió casi en bloque a Isabel Il— que pudieran 
conducir una guerra convencional, se fue supeditando a las operaciones de 
un Ejército regular creado de la convergencia de los oficiales militares 
adictos de época fernandina y de los Voluntarios Realistas, especialmente 
en Navarra y País Vasco. Sin embargo, el desarrollo y la eficacia del 
Ejército Real chocaron con dos grandes escollos: por un lado, los 
inevitables conflictos entre cabecillas guerrilleros y militares, depositarios 
de concepciones radicalmente distintas de la acción bélica y de dos formas 
de liderazgo (el popular y el oficial) que acabaron por generar profundas 
divisiones en el seno del carlismo; por otro, la escasez de medios impuesta 
por la localización de la rebelión en las provincias del norte impuso un 


proceso de militarización de la sociedad que fue avanzando 
inexorablemente en el transcurso de la guerra, ampliando la recluta forzosa 
de diecisiete a cuarenta años, reduciendo al mínimo las causas de exención 
e incrementando la acción coactiva, lo que hizo que las deserciones 
aumentaran como consecuencia de las onerosas cargas a que estaba 
sometido el país. 

La brutalidad de la guerra no se cernió sólo sobre los enemigos, sino sobre 
las propias filas de ambos bandos combatientes: en noviembre de 1835, el 
batallón de Voluntarios de Guipúzcoa había estado operando en el suroeste 
de Álava cuando al general Espartero, comandante general de las Provincias 
Vascongadas, le llegó un escrito del obispo de Calahorra en el que se 
quejaba de que soldados de la mencionada unidad habían robado en las 
iglesias de Labastida y Briñas, atropellando a personas respetables. El 
general pidió informes a sus jefes, que le comunicaron que también se 
habían producidos hechos semejantes en Subijana de Álava y Ollavarre. 
Frustrados los intentos de que los miembros del batallón señalasen a los 
autores de los excesos, Espartero mandó formar el 13 de diciembre a su 
división en las cercanías de Gomecha, recriminó a los soldados su actitud y 
ordenó que fuese diezmado el batallón, quintado el diezmo y fusilados 
inmediatamente los individuos a quienes tocó la mala fortuna, no sin haber 
sido confortados antes con los auxilios espirituales [26] . En junio de 1837, 
en Hernani, Francisco Crook Ebsworth, ayudante del conde de Mirasol, 
resultó muerto y otros oficiales heridos en un motín suscitado por el retraso 
en la percepción de la paga. El 16 de agosto, en Miranda de Ebro, unos 
soldados del Batallón Provincial de Segovia asesinaban al general Rafael de 
Ceballos-Escalera al grito de «¡mueran los traidores que nos quitan lo que 
es nuestro!» y, tan solo un día después, un motín de soldados acaecido en 
Vitoria se cobró la vida del gobernador militar, el presidente de la 
Diputación Provincial y varios diputados. El verano se cerró el 25 de agosto 
en Pamplona con el asesinato a bayonetazos del general Sarsfield a manos 
de sus propios subordinados, enfurecidos por la desastrosa retirada de 
Ulzama. Su cadáver fue ultrajado durante más de dos horas en la plaza de la 
Constitución y su casa, incendiada. Espartero reaccionó ante todos estos 
motines con una feroz represión, que incluyó penas de cárcel, traslados a 
Ceuta, disoluciones de batallones y diezma de otros en el otoño de ese 
mismo año [27] . 


Conforme transcurría la guerra, la penuria económica en el norte se hizo 
cada vez más aguda. La falta de colaboración de la población civil fue 
mayor, ante el gradual alejamiento de la expectativa de una victoria carlista. 
Las medidas coactivas, que habían mostrado su eficacia en los primeros 
compases de la guerra, perdieron su sentido ante la imposibilidad material 
de conseguir suministros [28] . La violencia utilizada por los carlistas sobre 
la población civil había resultado efectiva en el anterior periodo de 
guerrillas, cuando el miedo se había convertido en un importante factor para 
inclinar voluntades, pero, cuando las necesidades del Ejército regular se 
hicieron mayores y más perentorias, y las despensas de los pueblos 
quedaron vacías, el miedo a las represalias de la facción se fue disipando. 

Para tratar de revertir esta potencial desafección, y tras una serie de 
peticiones del «ministro» de Gracia y Justicia carlista, Miguel Modet, y de 
la Diputación de Guipúzcoa a fines de marzo de 1836, los carlistas crearon 
su propia Policía por Real Decreto del 12 de abril de 1836, con el objetivo 
de evitar delitos como «atentados de lesa Majestad, infidencia o traición» 
(artículo 3). El 12 de julio se nombró a Patricio Eguiluz superintendente 
general de Vigilancia Pública. Comenzaron a establecerse comisarías en las 
provincias vascas con el propósito de vigilar la situación en las villas 
(menos favorables que al principio de la guerra), vigilar fronteras y 
perseguir desertores. La Policía entró en conflicto de competencias con las 
diputaciones forales, que consiguieron forzar la supresión de la 
Superintendencia General el 3 de junio de 1837. Sus atribuciones pasaron 
de las diputaciones a Guerra [29] . 

Para aliviar la decadencia económica que ahogaba el desarrollo militar y 
político de la Causa, los carlistas organizaron diversas expediciones: Miguel 
Gómez se desplazó por Asturias, Galicia, Segovia y las cercanías de Madrid 
entre agosto y diciembre de 1835; Basilio García anduvo por Soria en julio- 
agosto de 1836; Pablo Sanz amenazó Oviedo en septiembre de ese año, y 
Juan Antonio de Zaratiegui incursionó en Castilla la Vieja en julio de 1837 
para dejar camino libre a la Expedición Real que, de mayo a septiembre, 
pasó por Huesca, Berga y Segovia, para situarse a las puertas de Madrid el 
12 de septiembre, a la espera infructuosa de un acuerdo político y dinástico 
con la reina gobernadora. Como las guerrillas, las fuerzas expedicionarias 
hubieron de vivir sobre el terreno, practicando exacciones en los pueblos 
por donde pasaban. Con el sistema de expediciones se pretendía levantar en 
armas a otras regiones que se hallaban en las fases preliminares de la 


insurrección ampliando, de este modo, el escenario bélico, facilitando 
nuevos recursos y dando cohesión a la guerra contrarrevolucionaria. Se 
pudo constatar así una inversión en el proceso «lógico» de la subversión 
armada —en ese momento, era el Ejército el que impulsaba y nutría la 
guerrilla, y no al revés—, que no era sino el reflejo de las dificultades del 
carlismo para conciliar ambos arquetipos violentos en un sistema coherente 
de lucha. 


En la cúspide de la brutalidad: espiral de represalias en el Bajo Aragón 


En el este del país, la guerra civil ofreció ejemplos semejantes o incluso 
mayores de ferocidad sobre la población indefensa. Durante la campaña de 
Francisco Espoz y Mina en Cataluña de junio de 1836, los carlistas 
perseguidos por la Cerdaña quemaron el pueblo de Martinet, saquearon 
torres y casas de campo, robaron ganado y secuestraron las mujeres de los 
milicianos nacionales. Los liberales mandados por Gurrea quemaron casas 
en Navés y algunos pueblos del valle de Arán. 

Pero fue, en el Bajo Aragón y el Maestrazgo, donde se produjeron los 
actos más reprobables, especialmente desde la asunción del mando por 
Ramón Cabrera, que fue nombrado el 25 de octubre de 1835 comandante 
general interino del Bajo Aragón [30] . Cabrera ya había ordenado el 
fusilamiento de 10 soldados y un sargento en Castejoncillo de Alarba 
(Zaragoza) el 30 de marzo de 1834, y recibido el 1 de mayo de 1835 una 
copia del convenio de Eliot que habían firmado los ejércitos del norte para 
acabar con la guerra sin cuartel, pero con la advertencia de Zumalacárregui 
de que, «si no observan este con las fuerzas de V., no dé cuartel a los suyos» 
[31] . 

La formación de partidas que confluían en un Ejército Real se convirtió en 
el modelo clásico de la movilización carlista, pero, como ya se ha dicho, la 
lucha intestina de la dirigencia carlista hizo entrar en colisión el modelo 
guerrillero y los planes para la consolidación de un auténtico Ejército Real, 
salvo en el Maestrazgo gobernado por Cabrera [32] . Este sometió a 
planificación las operaciones, organizó la recaudación y el abastecimiento y 
estructuró las partidas como si de un Ejército regular se tratasen. En 
contraste, los cristinos adolecieron de una estrategia clara para el control del 


territorio —sólo construyeron puntos fortificados aislados entre sí—, y ello 
favoreció la movilidad de las guerrillas. 

La guerra irregular llevada a cabo por los carlistas en Aragón, ejecutada 
mediante rápidos movimientos y asaltos a poblaciones fortificadas, 
incrementó la crudeza de los enfrentamientos, en los que, de manera 
inevitable, se veía implicada la población civil. El 11 de septiembre de 1835 
Cabrera atacó un convento de Rubielos de Mora (Teruel) defendido por un 
grupo de milicianos nacionales que fueron fusilados sumariamente tras 
rendirse, y 65 prisioneros de una compañía del Regimiento de Ciudad Real 
fueron desnudados, acosados y alanceados en Nogueruelas (Teruel). Como 
respuesta, el brigadier Francisco Ocaña, por entonces en funciones de 
capitán general de Aragón, ordenó que los soldados de Cabrera que cayesen 
prisioneros fuesen pasados por las armas sin distinción alguna, extendiendo 
la medida punitiva a los religiosos y a las personas influyentes que los 
apoyasen [33] . El fusilamiento por Cabrera de los alcaldes de Torrecilla y 
Valdealgorfa en La Fresneda el 6 de febrero de 1836, en aplicación de un 
bando publicado el 24 de noviembre anterior, desató una nueva espiral 
vindicativa. Dos días después, un oficio del brigadier Agustín Nogueras, 
comandante general del Bajo Aragón, al capitán general de Cataluña (Espoz 
y Mina) y al gobernador militar y político de Tortosa, Antonio Gaspar 
Blanco, ordenaba «mandar fusilar a la mujeres, padres o madres de los 
cabecillas de Aragón, que cometan iguales atentados que el feroz Cabrera» 
[34] . En cumplimiento de tan polémica orden, fue pasada por las armas 
María Griñó Diñé, madre del cabecilla carlista, en Tortosa el 16 de febrero. 
Cuatro días más tarde, preso de furor homicida, Cabrera mandaba en 
Valderrobles que se fusilara a todos los enemigos que se capturasen y, de 
forma inmediata, a María Roque (esposa del coronel Manuel Fontiveros, 
comandante de armas de la plaza rendida de Chelva) y a otras tres mujeres, 
que fueron ejecutadas el día 27 [35] . Ante el escándalo provocado por estas 
acciones —el asunto se debatió incluso en el Parlamento británico el 18 de 
marzo—, Espoz y Mina dimitió, y Nogueras fue destinado a Valencia y luego 
a Alicante. Por el contrario, Cabrera continuó perpetrando atrocidades 
durante las conquistas y saqueos de Liria el 29 de marzo (con el asesinato 
de 16 milicianos nacionales y el fusilamiento de 27 prisioneros en Chiva), 
Alcotas (donde 145 soldados del regimiento de Ceuta que se habían rendido 
fueron fusilados el 18 abril) y Alventosa, donde 77 prisioneros —entre ellos, 
un niño de once años— fueron ejecutados el 20 de octubre. Durante la 


Expedición Real, 23 milicianos nacionales que se habían rendido en 
Burriana fueron llevados a la plaza fuerte de Cabrera en Cantavieja y 
fusilados el 4 de octubre de 1836. El capitán Joaquín Monfort y su padre 
fueron torturados antes de ser pasados por las armas. 

El conflicto sobre el trato humanitario que cabía dispensar al enemigo en 
circunstancias de guerra volvió a plantearse en toda su crudeza al comenzar 
las expediciones carlistas dirigidas desde el país vasconavarro hacia el resto 
de España. El Gobierno isabelino consideró que el Convenio Eliot 
concernía únicamente a los prisioneros hechos en el frente norte del país, y 
que a los carlistas pertenecientes a estas expediciones y que fueran hechos 
prisioneros más allá del teatro de operaciones originario no les era de 
aplicación el acuerdo del 27 de abril de 1835. Sin embargo, el Gabinete de 
Madrid acabó por aceptar su aplicación en toda España. Como ejemplo se 
puede citar el caso del alemán August von Goeben, el cual, enrolado en la 
expedición de Basilio García que había salido de Navarra para reunirse con 
las tropas de Cabrera, fue herido y hecho prisionero en Cuenca a inicios de 
1838, para ser finalmente canjeado por uno de los prisioneros isabelinos en 
poder del caudillo carlista. 

El que ya entonces fue llamado «tigre del Maestrazgo» —más por su 
talante depredador que por su valentía en el combate— siguió tremolando la 
bandera negra que simbolizaba la ausencia de cuartel para los enemigos 
capturados. El 30 de marzo de 1837, 42 oficiales y sargentos fueron 
fusilados por orden suya extramuros de la recién conquistada Burjasot, 
mientras que —según algunos escritos y grabados de la época— el cabecilla y 
su Estado Mayor contemplaban el espectáculo en medio de una fiesta de 
música y libaciones, que fue justificada a posteriori por Cabrera por la 
aglomeración festiva de público durante las ejecuciones [36] . El 25 de 
agosto tuvo lugar en Villar de los Navarros, cerca de Belchite, una batalla 
en la que fue derrotado y hecho prisionero el brigadier liberal Ramón 
Solano, además de 84 oficiales, 60 sargentos y unos 1.500 soldados, de los 
cuales unos 400 pertenecientes a la quinta de 1836 fueron obligados a servir 
a la causa carlista. El resto fue conducido meses más tarde, en medio de los 
rigores del invierno, hacia Beceite, falleciendo unos 900 en el camino por el 
frío, el agotamiento y la desnutrición. En esta localidad se dieron incluso 
casos de canibalismo entre los prisioneros el 5 de enero de 1838. El 1 de 
febrero, los prisioneros restantes salieron de Beceite en dirección a 
Peñarroya y Morella, pero la nieve y el hielo los sorprendieron por el 


camino. Los carlistas mataron a bayonetazos a una treintena de soldados 
que no pudieron continuar [37] . En Peñarroya, permanecieron durante 
varios días los 200 soldados supervivientes. En apenas siete meses, y antes 
del canje, tres cuartas partes había perecido a causa del hambre, el frío, las 
enfermedades y las ejecuciones sumarias. 

El 5 de junio de 1838 Cabrera mandó fusilar en La Yesa (Valencia) a 46 
prisioneros acusados de haber incendiado el hospital carlista de Chelva y 
asesinado a sus pacientes. Tras la derrota y muerte del general Ramón 
Pardiñas el 1 de octubre en Maella, donde Cabrera hizo 3.115 prisioneros de 
tropa y 120 oficiales, el jefe carlista mandó ejecutar a los 50 dragones del 
Regimiento del Rey que no habían dado cuartel a los carlistas prisioneros 
en el combate [38] . 

El 4 de octubre de 1838 el general Antonio Van Halen y Sarti tomó 
posesión como comandante en jefe del Ejército del Centro y capitán general 
de Aragón, Valencia y Murcia. Contando con un número de tropas similar al 
de Cabrera, no podía conseguir la superioridad estratégica, porque tenía que 
dedicar más de un tercio de sus efectivos a proteger los núcleos fortificados 
y las rutas de comunicaciones. Van Halen utilizó entonces un conjunto de 
estrategias que, más de un siglo después, se utilizaría en la lucha contra el 
maquis. En esta etapa de «guerra sin cuartel», una Real Orden del 14 de 
octubre estableció consejos o juntas permanentes de represalias que 
ordenaron el fusilamiento de dos carlistas presos por cada liberal muerto y 
obligó a las autoridades municipales a establecer listas de desafectos 
susceptibles de ser castigados en el futuro. También declaró el estado de 
guerra y remodeló la estructura operativa del Ejército con la creación de 
rondas volantes (destacamentos de 12-24 jinetes en labores de 
contraguerrilla) y cuerpos francos de milicias armadas financiados por los 
municipios y las diputaciones provinciales, bajo sus órdenes directas [39] . 

El 12 de octubre Cabrera ejecutó en Maella a 96 sargentos prisioneros de 
la división de Pardiñas. En represalia, Van Halen fusiló a otros tantos 
oficiales y soldados carlistas. La Junta de Represalias de Valencia, 
dominada por los milicianos locales, ordenó matar a 55 carlistas prisioneros 
(y al general Froilán Méndez Vigo, que trató de evitarlo) en venganza por 
los fusilamientos ejecutados por el cabecilla Forcadell en Villamalefa 
(Castellón) el 25 de octubre. Allí sólo salvaron la vida seis niños de diez a 
catorce años y un anciano de sesenta, pero Cabrera mandó que «todos 
fueran fusilados sin excepción de clases, sexos ni edades», lo que se 


cumplió el 6 de noviembre. El cura de la localidad, el liberal Mariano 
Renau, que había sido el alma de la resistencia, fue fusilado en Onda en 
presencia del propio Cabrera, que prorrumpió en gritos y risas 
descontroladas, excitando a los espectadores a contemplar el cadáver [40] . 
Según Goeben, «durante todo ese invierno causó estragos el terrible sistema 
de venganzas: Forcadell tomó Villamalefa, y fusiló a 55 prisioneros; en 
Valencia cayeron 55, en Teruel 9, en Zaragoza 8 carlistas (los únicos que 
aún quedaban) y en cada ciudad pequeña según las circunstancias» [41] . 
Pirala evaluó en 182 los milicianos nacionales y soldados prisioneros 
fusilados por Cabrera antes de que su madre fuera ejecutada y, desde ese día 
hasta el 1 de noviembre de 1838, mató a otros 730, a quienes deben 
añadirse 371 asesinados por sus subordinados, lo que hace un total de 1.283 
víctimas de esta auténtica borrachera de sangre. Las huestes de Cabrera 
también incendiaron Caspe, Samper, Alcorisa, Montalbán, Urrea del Jalón, 
Soneja, Chiva, Burriana y otros pueblos, secuestrando los bienes de 12.000 
familias [42] . Una de las razones de tamaña crueldad era que, en Aragón, 
no regía el convenio Eliot. Después de una serie de misivas mutuamente 
recriminatorias que se cruzaron Van Halen y Cabrera [43] y, tras la 
desaprobación por don Carlos, de los métodos bélicos de su general, este se 
vio obligado a firmar el Convenio de Lécera o Segura el 1 y 3 de abril de 
1839 gracias, en buena parte, a la intercesión del coronel de artillería Lacy. 
El acuerdo obligaba a los contendientes a respetar la vida de los 
combatientes enemigos capturados, incluidos los pasados de filas (artículo 
1); imponía la asistencia sanitaria de los heridos enemigos, y establecía 
normas para el canje (artículos 3-6 y 9-10), además de prescribir un buen 
trato de palabra y obra a los prisioneros (artículo 7) que, en ningún caso, 
serían trasladados a Ultramar [44] . 


Los últimos compases de la guerra: entre la pacificación y la tierra 
quemada 


A inicios de 1837, Navarra había agotado buena parte de sus recursos, 
debido a las continuas exacciones destinadas a sufragar la guerra, cuya 
marcha también resultaba insatisfactoria para los isabelinos. Las 
contribuciones requeridas a los civiles se hicieron cada vez más onerosas, e 
incluso la Diputación se quejó a la reina gobernadora de la tiranía militar 


del virrey, el teniente general Pedro Sarsfield. En esta situación explosiva se 
produjeron los motines militares de los «peseteros» (especialmente de los 
sargentos de la Brigada de Flanqueadores y Tiradores) acantonados en 
Pamplona y alrededores el 26 de agosto de 1837. Excitados por el retraso en 
la paga, detuvieron y mataron a Sarsfield y a otras autoridades civiles y 
militares de antecedentes realistas durante el Trienio. Tras ser sometidos a 
un consejo de guerra, el 16 de noviembre de 1837 fueron fusilados por la 
espalda siete sargentos y dos oficiales, y diezmado el resto de la tropa para 
sufrir cuatro años de presidio. La brigada fue disuelta [45] . 

La represión se agravó en la etapa final de la contienda, cuando los 
últimos enfrentamientos desesperados y la ejecutoria personal de algunos 
líderes enconaron la violencia: el 31 de diciembre de 1838 la Junta de 
Represalias de Navarra ordenó la evacuación de los territorios gobernados 
por los liberales y la confiscación de los bienes de todos los habitantes que 
no cumplieran la medida, salvo viudas o padres de casados y sacerdotes. 
Las medidas fiscales para sufragar la guerra se tradujeron en la práctica en 
aprehensiones de ganado, extorsiones, requisas, embargos de rentas y 
productos agrícolas, secuestros y servicios de bagajes (transporte de 
víveres, armas o heridos), etc. La violentación de la población civil para 
conseguir suministros, que se transformó en una práctica cada vez más 
habitual y formalizada, multiplicó las protestas de los pueblos y de los 
campesinos particulares ante las autoridades civiles y militares. 

En la segunda mitad de 1838, ya había pasado el tiempo de la guerrilla. La 
persistencia del fenómeno guerrillero, que llegó a implicar a más de 17.000 
hombres a mediados de 1838, dependía de la resolución de los problemas 
políticos y sociales que este planteaba, pero también de la limitación de los 
riesgos arrostrados por estos combatientes irregulares y de la 
implementación de medidas paliativas de las situaciones personales de los 
exiliados, como las amnistías e indultos que podían otorgar el Gobierno y la 
Corona. Pero los combatientes irregulares estaban excluidos de los 
convenios Eliot y de Segura, por lo que, en caso de ser capturados, corrían 
el riesgo de ser fusilados y sus jefes más notorios, descuartizados [46] . El 4 
de septiembre de 1838 Espartero dio una orden general que imponía el 
fusilamiento de todo soldado que se pasara a las filas enemigas. El 23 de 
marzo de 1839, en la etapa postrera de la guerra en el norte, el conde de 
Luchana sugería al expresidente del Consejo, Isidro de Alaix, que era 
necesaria «la devastación del territorio que ocupan los rebeldes». Se trataba 


de arrasar, como hizo el general William T. Sherman en Georgia veinticinco 
años más tarde, las fuentes de suministros de unos rebeldes que seguían 
manteniendo básicamente la estrategia guerrillera. Tales excesos se 
perpetraban desde el inicio de la guerra bajo la cobertura del estado de sitio, 
ya que las competencias que tenía un jefe militar en una fortaleza o plaza 
asediada eran más amplias que las que disfrutaba bajo una ley marcial 
convencional, donde los actos y las decisiones de los capitanes generales 
(observancia de las ordenanzas, abastecimiento de las tropas, policía, 
justicia, inspección de la Administración civil...) quedaban sometidos a la 
fiscalización del respectivo consejo de guerra [47] . Para mitigar estos 
abusos, se debatieron en 1838 y 1839 diversos proyectos de ley que 
regulaban las prerrogativas militares al respecto, pero que no llegaron a 
promulgarse al acercarse el fin de la contienda. 

En esos momentos críticos, la elite carlista estaba librando una sorda 
batalla por el poder, que no estuvo exenta de violencia. Desde su 
nombramiento como jefe del Ejército Real, el realista moderado Rafael 
Maroto trató de limitar la influencia de los apostólicos en el Gobierno del 
pretendiente, imponiendo al marqués de Valde-Espina como nuevo ministro 
de la Guerra en lugar de Arias Teijeiro. Las pugnas internas entre 
transaccionistas y «ultras» alcanzaron su punto culminante en febrero de 
1839, con un golpe de Estado que condujo el día 17 a los fusilamientos en 
Estella de los generales Guergué, Pablo Sanz y Francisco García, el 
brigadier Teodoro Carmona, el intendente Francisco Javier Uriz y el oficial 
de la Secretaría de Guerra Luis Antonio Ibáñez, todos ellos ordenados por 
Maroto, quien llegó a exigir a don Carlos una purga de mayores 
proporciones. Como respuesta, el pretendiente ordenó su destitución el 21 
de febrero y lo declaró traidor, si bien revocó su decisión tres días después. 

Desde ese momento, cuando la sensación de agotamiento material y de 
desaliento hizo aumentar las deserciones y dificultar el reclutamiento, 
Maroto aceleró las negociaciones con Espartero, forzado por circunstancias 
adversas como el distanciamiento creciente de las potencias moderadas, la 
intensificación de las actividades conspirativas del sector intransigente, las 
grandes dificultades económicas existentes en las regiones septentrionales y 
el irreversible avance de las fuerzas liberales. Lejos de garantizar un pacto 
de familia, como pretendían algunos dirigentes carlistas, las negociaciones 
se centraron en la cuestión foral y en la conservación de los empleos 
militares, en un deseo de dar ventajas a los combatientes del norte. El 29 de 


agosto se ultimó el tratado, que fue ratificado el 31 en Vergara. A pesar de 
algunos conatos de oposición por parte de fuerzas alavesas y navarras, el 
ejército vasconavarro se descompuso en pocos días, y el 14 de septiembre 
don Carlos, que no había reconocido el acuerdo, atravesó la frontera, siendo 
confinado en Bourges por orden de las autoridades francesas. 

En el este peninsular, los carlistas catalanes y del Maestrazgo no aceptaron 
las condiciones de paz y continuaron combatiendo. En el Principado, la 
virtual dictadura militar impuesta por el capitán general barón de Meer 
entre octubre de 1837 y junio de 1839 había dado prioridad a la derrota 
carlista sobre cualquier otra consideración política. Aún en 1839, el general 
en jefe carlista en Cataluña, el neurótico trenca-caps conde de España, 
saqueó Manlleu y abrasó Ripoll, y el 9 de octubre de 1839 tomó Mola, 
donde degolló a 103 personas (incluidos mujeres y niños) y fusiló a 140 
defensores. Todos los dirigentes carlistas del Principado exigieron su 
destitución, que el pretendiente firmó a fines de octubre. Camino del exilio 
en Andorra, fue asesinado el 2 de noviembre en el puente de Espia sobre el 
río Segre por orden de la Junta Gubernativa de Cataluña [48] . Su muerte 
aceleró un proceso de descomposición (con la reducción a la mitad de los 
13.000 insurrectos establecidos en el Principado en octubre de 1839), que 
trató de ser contenido a fines del año con la llegada de combatientes 
castellanos, vascos y navarros que no habían aceptado el convenio de 
Vergara. 

En su reducto de Aragón, norte de Valencia y sur de Cataluña, un enfermo 
Cabrera mantuvo durante el otoño de 1839 una resistencia numantina ante 
la convergencia de varios ejércitos liberales comandados por Espartero. El 
conde de Morella asumió, en enero de 1840, el mando de las tropas carlistas 
de Cataluña. En su conquista de Berga el 8 junio, fusiló a varios liberales y 
carlistas transaccionistas, pero después de la victoria del capitán general 
Juan Van Halen en Peracamps el 24-28 de abril, resultaba evidente la 
inutilidad de toda resistencia. La situación en Aragón era igualmente 
desesperada: entre febrero y mayo fueron capitulando las plazas fuertes 
carlistas (Segura, Castellote, Aliaga, Cantavieja...), hasta que el 30 cayó 
Morella. El 2 de junio Cabrera huyó por Flix hacia Cataluña, donde el 
general José Segarra había emprendido desde noviembre anterior un 
infructuoso intento de reorganización de la rebelión. Tras una continua 
retirada, el «Tigre» atravesó la frontera el 6 de julio. El 19-20 de noviembre 
de 1840 se proclamó un perdón gubernamental para todos los procesados, 


sentenciados y sujetos a responsabilidades por delitos políticos desde el 19 
de julio de 1833 hasta la publicación del Real Decreto. De este modo, 
finalizaba una guerra de inusitada crueldad que había causado unas 100.000 
muertes (de ellas, 40.000 soldados cristinos) y 100.000 heridos [49] , y que 
legó un imaginario duradero de violencia y derrota en la cultura política del 
legitimismo español. 

Las anomalías en el comportamiento político y social generadas por una 
guerra civil prolongada ayudan a explicar la pervivencia de la guerrilla 
mucho más allá de la finalización oficial del conflicto. El tránsito de lo 
bélico a lo político, que es uno de los retos que debe afrontar una sociedad 
que pretende superar las secuelas morales de un conflicto armado, se realizó 
en España con extremada dificultad: las insurrecciones y los alzamientos, 
las juntas de defensa o la guerra civil continuaron siendo los repertorios de 
acción violenta predilectos de liberales y carlistas durante gran parte del 
siglo XIX [50]. 


LA LÓGICA DEL TUMULTO URBANO: LA CONSUMACIÓN DE LA 
REVOLUCIÓN LIBERAL EN 1834-1836 


Durante la guerra civil, se asistió al momento álgido de la lucha por el 
poder entre los autoritarios fernandinos, que habían trasvasado su lealtad a 
la regente María Cristina, y los liberales procedentes del exilio. El bloque 
absolutista se desembarazó de los «ultras» tras la conjura de palacio 
acaecida en La Granja en septiembre de 1832 y se mantuvo en el poder 
hasta septiembre de 1835 a través de una serie de concesiones a los 
liberales: amnistías de 1832, 1833 y 1834, creación de una Milicia Urbana, 
elaboración y promulgación del Estatuto Real en enero-abril de 1834 y 
gobierno del «justo medio» de Francisco Martínez de la Rosa. Sin embargo, 
el sector más avanzado del liberalismo continuó perseverando en la 
estrategia insurreccional sostenida desde la Década Ominosa, en virtud de 
la acción de sociedades secretas y el control del pueblo a través de las 
juntas, que tanto éxito habían tenido en la Guerra de la Independencia para 
atajar los conatos de revolución social. 


Sociedades secretas y orden público bajo el Estatuto Real 


El conocimiento directo de la Revolución francesa, la Guerra de la 
Independencia, el Trienio o las revoluciones de 1830 contribuyó, de forma 
decisiva, a la propagación del ideario liberal en todos los medios de la 
población urbana española [51] . Uno de los instrumentos difusores más 
eficaces fueron las sociedades secretas. Según Hobsbawm, entre 1789 y 
1348, «la hermandad revolucionaria secreta fue con mucho la forma de 
organización más importante al servicio de las miras modificadoras de la 
sociedad existente en Europa Occidental» [52] . En esos años de fines de 
los años treinta e inicios de los cuarenta, se trató de crear una especie de 
internacional democrática contra los regímenes doctrinarios del liberalismo 
ultraconservador. Desde 1830, los elementos más activos del moribundo 
carbonarismo italiano fueron absorbidos por la Joven Italia de Mazzini, 
entidad revolucionaria con un contenido político más radical e incluso 
republicano, a partir del cual se creó en Berna en abril de 1834 la sociedad 
internacional, revolucionaria y secreta Joven Europa, que contó con 
delegaciones en Francia, Polonia e Italia. En 1835-1838, se produjo la gran 
eclosión de las sociedades secretas en España, cuya proliferación fue 
estimulada por un contexto político menos represivo que el de la Década 
Ominosa. De este modo, surgieron grupos clandestinos como los 
Federalistas Españoles, Comuneros Templarios, Templarios Sublimes, 
Liberales Unidos, Hermanos de la Grande Unión, Sociedad Europea, 
Centro Universal, Labradores del Bosque, Santa Hermandad, Lágrimas de 
Torrijos, etc. En diciembre de 1837, se organizó la sociedad secreta La 
Federación a partir de la fusión de las sociedades de los Defensores de los 
Derechos del Hombre, los Vengadores de Alibaud (apellido del asesino 
frustrado de Luis Felipe en 1836), la Joven España y los Unitarios [53] . La 
Federación, filial española de la Joven Europa, estaba formada por liberales 
exaltados e integró hasta 1840 cada vez a más sectores del movimiento 
demócrata-republicano que pretendía hacer frente a los proyectos reactivos 
de los moderados [54] . Sus objetivos pasaron de impulsar un movimiento 
revolucionario en abril de 1838 a propiciar una reforma constitucional en 
1839, pero la Federación orquestó, en parte, los preparativos para la 
revolución desde agosto de 1840. 

Tras la muerte de Fernando VII, el Gobierno de Cea Bermúdez 
comprendió la necesidad de crear una nueva institución de salvaguardia 
armada. El 25 de octubre de 1833 se disolvieron los Voluntarios Realistas y 
se dictaron las bases para la formación de una Milicia Urbana, voluntaria y 


no popular, que se desarrolló, según normativa emitida el 4 de noviembre, 
en Barcelona, Cádiz, Zaragoza, Valencia, Madrid, Badajoz, Puerto de Santa 
María, Jerez, Orense, Bilbao, Vitoria y otras capitales para prestar auxilio a 
la autoridad local y conservar la tranquilidad de la población frente al 
inminente levantamiento carlista. 

El 9 de enero de 1834, Cea Bermúdez cayó a causa de una conjura de 
palacio impulsada en Madrid por el clan de aristócratas moderados 
(marqueses de Miraflores y de Casa Irujo y conde de Ofalia) y jefes 
militares como el marqués de las Amarillas (sobrino de Castaños) y el 
capitán general de Castilla la Vieja, Vicente Genaro de Quesada, que el día 
anterior había hecho pública una declaración en contra de Cea y en favor de 
la implantación de reformas políticas, siendo secundado por su colega 
Llauder desde Cataluña [55] . Este grupo elitista sería el que controlaría el 
Estamento de Próceres a partir del mes de abril. 

Con la promulgación del Estatuto Real y el ascenso al poder del liberal 
doceañista Francisco Martínez de la Rosa se creó legalmente, por Real 
Decreto del 16 de febrero de 1834, la Milicia Urbana. El primer artículo de 
su ley orgánica la definía como «institución civil dependiente del Ministerio 
de lo Interior en lo general de la Nación y del gobernador civil en cada 
provincia», estableciéndose su formación en todas las poblaciones 
peninsulares e insulares de más de 700 habitantes. El Reglamento 
promulgado esa misma fecha por el titular de Guerra Antonio Remón Zarco 
del Valle y Huet sancionó un control total de los alcaldes y mayores 
contribuyentes sobre los alistados, que eran, sobre todo, propietarios, 
profesionales y comerciantes ya que para ingresar en la Milicia había que 
disponer de rentas propias o ejercer un arte u oficio (artículo 4), y pagar una 
contribución anual —territorial o industrial—- no inferior a 300 reales (artículo 
5) [56] . En octubre de 1834, se creó una Milicia Urbana móvil (esto es, 
unidades que podían actuar fuera de su lugar de origen) destinada a apoyar 
la campaña militar contra los carlistas, y nutrida por voluntarios de las 
compañías de urbanos. En el Reglamento definitivo del 23 de marzo de 
1835 (que entró en vigor en junio, con las reticencias de los capitanes 
generales), la Milicia Urbana aparecía como una «institución civil 
dependiente del Ministerio del Interior en lo general de la nación, del 
gobernador civil en cada provincia y de la respectiva autoridad civil y 
gubernativa en cada pueblo» [57] . Sólo dependería de la jurisdicción 
castrense —los capitanes generales— en situaciones de guerra, precisamente 


cuando estas autoridades obtuvieron mayores atribuciones según los Reales 
Decretos del 12 de enero y 20 de octubre de 1835, que les confirieron la 
potestad de imponer los estados de sitio y guerra sin comunicación previa al 
Gobierno. Se preveía el alistamiento obligatorio de todos los ciudadanos 
que tuvieran las cualidades prescritas por la ley, lo que suponía la 
posibilidad de integrar a parte de los antiguos Voluntarios Realistas, con 
quienes compartían su papel de instrumentos de control del poder municipal 
al servicio de las directrices del Gobierno [58] . En consonancia con el 
pensamiento moderado, la Milicia Urbana no surgía como emanación 
popular o de la soberanía municipal, sino como graciosa concesión del 
Estado. Sus fines eran la fidelidad y obediencia a la reina niña Isabel, hacer 
guardar y cumplir el Estatuto Real, defender el territorio contra el enemigo 
interior o exterior, sostener y conservar la tranquilidad del país, prestar 
apoyo a las autoridades y obedecer a sus jefes. Las competencias 
municipales fueron restringidas en relación con las que dispuso la Milicia 
Nacional del Trienio. De acuerdo con el doctrinarismo imperante en el 
Gobierno, se vedó el acceso a las clases no propietarias y se evitó la 
electividad de los mandos. Pero, a pesar de su carácter eminentemente 
moderado, la Milicia Urbana permitió la integración en su seno de 
elementos filoprogresistas. 

A pesar de su destacada actuación en los sucesivos motines urbanos que 
jalonaron la crisis del régimen del Estatuto (la Milicia intervino de forma 
decisiva en las quemas de conventos del 21 y 25 de julio de 1835 en Reus y 
Barcelona), los moderados no pudieron disolverla porque, desde el primer 
momento, hubo de actuar —con poca eficacia, por cierto— contra las partidas 
carlistas y bandoleriles en zonas como Valencia o La Mancha. 
Precisamente, a causa de la guerra civil, la institución fue acentuando sus 
rasgos castrenses. De su importancia como refuerzo de un Ejército regular 
comprometido en las operaciones bélicas da cuenta la estimación de 
233.547 milicianos en 1834, por 120.000 soldados adscritos al Ejército, 
mientras que, a fines de 1836, la plantilla de la restablecida Milicia 
Nacional era de 481.749, de ellos 166.384 armados [59] . En la práctica, la 
Milicia Urbana sólo movilizó al 1 por 100 de la población que tenía rentas 
propias o ejercía artes y oficios [60] . 

Con el Gobierno Mendizábal, se retomó un verdadero proyecto 
revolucionario que transformaría profundamente las bases socioeconómicas 
del país. Por de pronto, el cambio se percibió en la Milicia Urbana que, por 


Real Decreto del 28 de septiembre de 1835, cambió su denominación por la 
más evocadora de Guardia Nacional destinada, sobre todo, a afianzar y 
garantizar los resultados del proceso desamortizador. Se crearon 
subdivisiones como la Milicia Movible, los Voluntarios Leales y la Milicia 
Sedentaria o Anciana (cuerpos de reserva, creados en septiembre de 1835 
con los excluidos de la Guardia Nacional). Se aumentó el número de 
guardias, que pudieron elegir democráticamente a sus oficiales, y se 
promulgó un nuevo Reglamento el 5 de febrero de 1836, por el que los 
ayuntamientos volvieron a controlar la institución cívica armada como ya 
habían hecho durante el Trienio, ejerciendo las labores de reclutamiento, 
compra de armamento y convocatoria de la fuerza en caso necesario. 

En cuanto a la Policía, una Real Orden del 12 de marzo de 1834 estableció 
que los subdelegados de Fomento —virtuales gobernadores civiles de las 
provincias, ante la ausencia de un Ministerio del Interior— se entendieran en 
cuestiones de policía con los capitanes generales (que eran subdelegados de 
Policía en sus respectivos distritos), y estos con el superintendente general 
de la Policía del Reino. Los gobernadores militares de las plazas ejercerían 
la policía en ellas. Tras la dimisión de Javier de Burgos el 13 de abril de 
1834, el Ministerio de Fomento cambió su denominación por Ministerio de 
Interior, y el 4 de diciembre por el de Gobernación. Desde ese momento, los 
delegados de Fomento dejaron su lugar a los gobernadores civiles como 
suprema autoridad política y gubernativa de su demarcación, pero, a 
diferencia de su fuente de inspiración, que era el prefecto francés 
(representante a todos los efectos de toda la Administración centralizadora a 
nivel departamental), el gobernador civil español adoptó una actitud 
esencialmente partidista y represiva, y fue invitado por sus superiores a 
dedicarse casi en exclusiva a preparar procesos electorales y dirigir 
operaciones policiales. 

Larra comentó con inigualable sarcasmo la continuidad de la Policía 
política durante el periodo de vigencia del Estatuto Real: 


Que la policía es, pues, una institución liberal, se deduce claramente de su existencia en Austria 
y en Polonia; y que si nos venimos más acá, veremos que en Francia la instaló Bonaparte, uno de 
los amigos más acérrimos de la libertad; y tanto, que él tomó para sí toda la que pudo coger a los 
pueblos que sujetó; y a España, por fin, la trajo el célebre conquistador del Trocadero el año 23, y 
fue lo que nos dio en cambio y permuta de la Constitución que se llevó; prueba de que él creía que 
valía tanto por lo menos la policía como la Constitución [...]. A la policía debió el desgraciado 
[Antonio] Miyar [librero ajusticiado el 11 de abril de 1831] triste fin; y como ha dicho muy bien 
otro orador, a la policía se debió sin duda alguna aquella inocente treta por la cual se sonsacó de 


Gibraltar a un célebre patriota [Torrijos] para acabarlo en territorio español, con toda nobleza y 
valentía. Pero, ¿a qué más ejemplo? De cuantos liberales han muerto judicialmente asesinados en 
los diez años, acaso no habrá habido uno que no haya tenido algo que agradecer a esa brillante 
institución. Ahora bien, continuador el año 35 y heredero universal, como se ha pretendido, de los 
diez años, mal pudiera rehusar herencia tan legítima: así hemos visto a nuestra policía 
recientemente hacer prodigios en punto a conspiraciones [...]. Probada, pues, hasta la evidencia la 
bondad de la policía, ¿cómo pudiéramos no agregarnos al voto de los 50 señores procuradores que 
han perdido la última votación? Poco vale por cierto nuestra opinión; no somos desgraciadamente 
ni procuradores ni inviolables, pero en cambio tendremos policía por lo menos; pagaremos en 
compañía de nuestros compatriotas ocho millones para que nos averigiien nuestras 
conversaciones, nuestros pensamientos, nuestros [...] y si algún día la policía nos prende, como es 
probable, por anarquistas, exclamaremos con justo entusiasmo: «¡Buena cárcel nos mamamos! 
¡Pero buen dinero nos cuesta!» [61]. 


Aunque tras la época fernandina se operó una progresiva sujeción de la 
Policía a las autoridades civiles, su imagen represiva y sus inconfesables 
actividades le seguían granjeando la animadversión de la ciudadanía. Pirala 
señalaba que, 


donde existe un gobierno liberal que sólo respeta el derecho de los pueblos, para nada se necesita 
policía secreta, aun cuando esté perfectamente constituida y organizada, [y la Regencia] deseará 
sin duda extinguir este germen de vicios y aun de delitos, poniendo a la vez término a los gastos 
que ha ocasionado y han sido cubiertos con preferencia y absoluto olvido de atenciones la más 
sagradas. La Policía de España [...] debe ser pública, como lo serán todos sus actos, y se 
dedicarán única y exclusivamente a la protección de los ciudadanos, reprimiendo los delitos y 
persiguiendo a los criminales [62] . 


La Superintendencia de Policía, que había sido suprimida en octubre de 
1835, y había sido restablecida al acabar la guerra civil, fue liquidada 
definitivamente por Espartero después de que el ministro de la 
Gobernación, Manuel Cortina, le reseñase los cuantiosos gastos efectuados 
en ese ramo por los gabinetes anteriores: sólo en Madrid se había 
dilapidado en 1839 más de medio millón de reales y, en los ocho primeros 
meses de 1840, se había desembolsado una cantidad semejante, que había 
sido gestionada de forma singularmente opaca bajo la forma de simples 
pagos al portador. Alegando razones económicas y de moralidad, el regente 
decidió la supresión de la Policía secreta por Real Decreto del 2 de 
noviembre de 1840, a cambio de organizar con urgencia la Policía de 
Protección y Seguridad pública bajo la dependencia de las autoridades 


populares [63] . 


Motines anticlericales, rebeliones militares, bullangas y juntas: el miedo y 
su explotación política en los «veranos calientes» de 1834 a 1836 


El Gobierno de Martínez de la Rosa comenzó a entrar en dificultades 
desde el verano de 1834 por una concatenación de circunstancias adversas 
que se cernieron sobre la capital: la Guerra Carlista se estaba recrudeciendo 
en el norte desde la primavera, y el 12 de julio don Carlos pasaba la 
frontera. Precisamente entonces se produjo en Madrid un brote de cólera a 
resultas del cual murieron un total de 4.463 personas, pero cuyo desarrollo 
inicial la prensa ocultó durante 10 días, aumentado la inquietud y 
disparando los rumores. La epidemia se cebó en los más pobres, y la gran 
mortandad que comenzó a constatarse a partir del 17 de julio, con más de 
500 víctimas diarias, alteró los ánimos, conectando una causa de riesgo 
sanitario con otra de orden político. La prensa de la Corte desplegó 
entonces una áspera campaña, acusando a los religiosos de complicidad con 
el carlismo. Para complicar aún más las cosas, los partidarios de la regente 
María Cristina convocaron Cortes Generales para finales de julio, con la 
intención de que la sucesión de Fernando VII en la persona de su hija Isabel 
quedara definitivamente legalizada. La inestabilidad vivida en los meses 
que siguieron a la muerte del rey hacía temer a los isabelinos que sus 
enemigos de ambos lados del espectro político no consentirían la reunión de 
las Cortes. En ese ambiente de ansiedad e incertidumbre, el miedo 
desempeñó un papel crucial en un estallido de violencia que tuvo 
insospechadas consecuencias políticas. 

El miedo —una de las emociones fundamentales del individuo, con la ira, 
el amor, el desagrado, la alegría o la pena— es una actitud colectiva y 
transhistórica [64] , que se puede definir como un sentimiento de malestar 
suscitado por la presencia y/o el conocimiento de un peligro al que se 
atribuye una influencia perjudicial a nuestros intereses. La respuesta frente 
a una amenaza puede variar entre dos polaridades extremas: para eliminar el 
miedo, el individuo puede pasar al ataque como cualquier animal, o bien 
ocultarse, esconderse, replegarse y evaluar de nuevo el peligro. Cuando se 
tiene la impresión de que se puede eliminar la amenaza mediante la acción, 
a través de la destrucción real o imaginaria del objeto o del estímulo que 
provoca el miedo, el individuo amenazado pasa al ataque. Esta actitud de 
autodefensa puede desembocar en conductas explícitamente violentas cuya 
brutalidad depende, entre otras variables, del nivel de temor que se está 


sufriendo. En ese sentido, el miedo y su posible correlato agresivo están 
filogenéticamente programados en la conducta del hombre como parte de su 
capacidad para la supervivencia en un medio hostil; de modo que se puede 
afirmar que el miedo es «soluble» en la acción, sea esta una movilización 
violenta o una manifestación de contornos pacíficos y, por ello, desaparece 
en el momento de hacer frente a la causa del mismo [65] . Como emoción 
primaria, el miedo es una fuente universal de poder y de movilización 
social, como se puede constatar en el desarrollo de los movimientos de 
protesta, en las crispaciones contrarrevolucionarias y en las revoluciones. 
En definitiva, la violencia y el miedo son más significativos cuando se 
vinculan a determinados tipos de acción colectiva, pero en ocasiones 
marcadas por la incertidumbre y la ausencia de constricciones sociales, la 
experiencia del miedo puede desembocar en formas de confrontación 
violenta de carácter aparentemente «patológico», «anómico» o «primitivo», 
como veremos al describir los disturbios anticlericales de 1834 y 1835. 

Los miedos colectivos y sus previsibles resultados muestran una 
naturaleza análoga a los miedos individuales y pueden inducir a la violencia 
a través de la designación de un chivo expiatorio. En principio, se podría 
señalar que los miedos colectivos se difunden a través del cuerpo social 
según tres tipos de dinámica: los rumores alarmistas, que vehiculan un 
temor favorecido por la inseguridad, la incertidumbre, la fluidez de los 
cambios, la percepción hostil del adversario político a través de 
estereotipos, clichés y prejuicios, y la pervivencia de determinados mitos 
convencionales en la conciencia colectiva (caso del bulo de los caramelos 
envenenados que circuló por Madrid a primeros de mayo de 1936); los 
contagios mentales, que se producen en comunidades cerradas o lugares de 
afinidad psicosociológica como las aldeas, los conventos, los cuarteles, las 
escuelas o las fábricas, donde la imitación y la histeria ante una situación de 
peligro difuso tienen una función especial (como ejemplo, el juicio y 
ahorcamiento por brujería de 19 personas en Salem, Massachusetts, en 
1692-1693), y las psicosis colectivas , o encuentro entre un hecho real o 
posible deformado o exagerado en cuanto a sus eventuales consecuencias, y 
la «espera» que caracteriza a la psicología de todo grupo acosado por una 
amenaza sobrenatural o sobrehumana (pánicos del tipo del suscitado en los 
estados de Nueva York y Nueva Jersey por la adaptación radiofónica de la 
novela de H. G. Wells La guerra de los mundos por Orson Welles el 30 de 
octubre de 1938, o las psicosis anticomunistas de las dos posguerras 


mundiales), a la cual se añadiría la imitación y la capacidad de sugestión 
suscitadas por la acción de los medios de comunicación y de propaganda de 
masas. 

La Grande Peur brotada en los primeros compases de la Revolución 
francesa fue una de las primeras oportunidades en que el miedo colectivo 
tuvo una inequívoca lectura moderna como amenaza a la seguridad nacional 
respondida por la intensificación de la acción colectiva. El pánico produjo 
una vigorosa movilización revolucionaria, fortaleció la unidad patriótica y 
aceleró el cambio social, ya que la reacción en los campos se dirigió contra 
la aristocracia, arruinando el régimen señorial [66] . 

La concatenación del miedo y la violencia puede dar lugar a una dinámica 
explosiva cuando, sin dirección previa y sin un propósito político aparente, 
se difunden rumores y noticias falsas sobre un sustrato de agravios previos 
que condicionan y preparan la acción bajo la forma de movilización 
tumultuaria ante las autoridades, lo cual deriva en actos violentos 
espontáneos de carácter ocasional. La acción colectiva característica de este 
tipo de dinámicas del miedo es el motín. 

Los sucesos acaecidos en Madrid el 17 y 18 de julio de 1834, que fueron 
conocidos popularmente como «el degúello de los frailes», son un buen 
ejemplo de cómo un rumor alentado por el miedo y en un contexto de 
inseguridad colectiva por razones vitales (la salud pública), de polarización 
social (el envalentonamiento de los absolutistas ante el rumor de un 
inminente ataque carlista) y de inacción o debilidad gubernamental (el 29 
de junio, para intentar burlar la epidemia de cólera, la familia real y parte 
del Gobierno se habían trasladado a La Granja) generan una dinámica de 
violencia explosiva contra un chivo expiatorio accesible e inerme. Según 
relata Pirala, «la presencia del cólera, la vista de tantas acometidas, de 
tantas muertes, tenía aterrorizados a todos. Del temor se pasa pronto al 
amilanamiento o a la desesperación, y de esta a los excesos, a los crímenes» 
[67] . Fue entonces cuando, tal como reconstruye Galdós en la entrega final 
de la segunda serie de sus Episodios Nacionales, hizo su aparición la 
dinámica del rumor como válvula de escape de la tensión; habladurías 
descabelladas, que corrieron de boca en boca, sobre unos enigmáticos 
emponzoñadores que arrojaban «cosas malas en el agua», polvos amarillos 
en las fuentes y pozos de Madrid [68] . La asignación de la autoría a los 
religiosos se debía a que la prensa los considera auxiliares poderosos de los 
carlistas, conjurados en el exterminio de los isabelinos. A partir de ahí, la 


psicosis de complot creció y, según Pirala, «bastaba ver a un fraile arrimado 
a una fuente para que fuera envenenador», aunque la maldad de los frailes 
era accesoria, porque eran «indefensos y ricos, y la víctima no podía ser 
más a propósito» [69] . Uno de los argumentos de los amotinados que 
recogieron tanto Galdós como Pirala fue que las aguas habían sido 
envenenadas por niños enviados por el clero para no infundir sospechas de 
su depravado intento, añadiendo el ingrediente emocional de la 
manipulación infantil a la justificación de la violencia clerófoba. 

El incidente desencadenante de los sucesos, según Pirala, fue una 
expresión despectiva contra las milicias urbanas proferida por un antiguo 
voluntario realista, que fue agredido cuando buscaba refugio en la iglesia 
del convento de San Isidro y denigrado como «emisario de los jesuitas, de 
los envenenadores» [70] . A primera hora de la tarde del 17, comenzaron a 
circular los primeros grupos, en los que había guardias urbanos y de corps y 
salvaguardias, gritando mueras a los jesuitas y a los frailes. A las tres, la 
multitud, que procedía en buena medida de los barrios más afectados por la 
epidemia, ya había interiorizado la concatenación causal perversa y se 
congregaba en la Puerta del Sol y en las plazas Mayor y de la Cebada bajo 
la consigna: «¡Veneno, veneno, mueran los jesuitas, mueran los frailes!». A 
las cinco, las turbas asaltaron el Colegio Imperial de los Jesuitas, matando a 
15 de ellos en el establecimiento educativo, el seminario y la calle. En el 
convento de Santo Tomás de los dominicos, se mató a siete frailes en 
presencia de la tropa. Los ataques fisicos contra los religiosos se repitieron 
en las iglesias de Santo Tomás, la Merced, San Francisco, Atocha, San Gil, 
los Basilios, el Carmen y los Jesuitas. El intento de asalto al convento del 
Carmen fracasó por la oposición de algunos milicianos urbanos y, a las 
21:00 horas, comenzó el asalto del convento de San Francisco, donde se 
hospedaba el batallón de la Princesa, cuyos soldados no evitaron que fuesen 
masacrados 43 franciscanos. Finalmente, a las once de la noche, se atacó el 
convento de San José de mercedarios calzados, muriendo ocho frailes de la 
orden y un franciscano que se había refugiado allí. Los escolapios de San 
Fernando en Lavapiés se salvaron por la acción protectora del vecindario. 
En la madrugada, se declaró el estado de sitio en Madrid y se fijó un bando 
condenando los atentados. Por la mañana, un Real Decreto reguló las 
reuniones públicas y prescribió duros castigos para los grupos sediciosos, 
aunque no llevasen armas, e incluso para los espectadores benevolentes de 
estas manifestaciones. Con todo, a primera hora de la tarde del 18 las turbas 


intentaron atacar el seminario de Nobles de los jesuitas, el convento de 
Atocha, el de dominicos del Rosario, los agustinos de Recoletos, el 
monasterio de San Bernardo y el colegio de franciscanos descalzos de San 
Bernardino extramuros [71] . 

El estallido de violencia a través de un motín popular no pudo ser atajado 
por la pasividad del Gobierno de Martínez de la Rosa y la imprevisión de 
José Martínez de San Martín, superintendente de Policía y capitán general 
del distrito, quien fue forzado a dimitir y acabó siendo encarcelado. A pesar 
de disponer de 8.000-9.000 hombres de la Milicia Urbana y el Ejército —que 
mostraron pasividad e incluso condescendencia con los excesos de la 
multitud—, la falta de energía y previsión de las autoridades fue objeto de 
universal censura, sobre todo cuando se supo que conocían la existencia de 
focos revolucionarios, tramas urdidas con propósitos de violencia y 
preparativos conspiratorios mucho antes del 17 de julio. La justificación 
política de su inacción apareció en una Real Orden promulgada al día 
siguiente de la matanza, en la que se argumentaba que «la enfermedad que 
padece esta heroica villa [...] ha sido el pretexto de tales excesos; y los 
enemigos del trono de Isabel Il, de su Augusta Madre y de la justa libertad, 
la verdadera causa» [72] . El balance de la asonada fue la muerte de 78 
frailes y el procesamiento de 136 hombres y 15 mujeres, en su mayor parte 
de extracción popular, aunque también hubo 26 militares y 23 milicianos 
urbanos. Dieciocho fueron absueltos, 23 acabaron en presidio y a dos se les 
aplicó la pena capital [73] . 

Pérez Garzón se cuestiona si los sucesos de 1834 fueron un simple rapto 
de pánico colectivo o una táctica calculada para precipitar la exclaustración 
destruyendo el poder eclesiástico y derribando al Gobierno [74] . En efecto, 
el 23 de julio se descubrió la conjura de una sociedad secreta titulada 
Confederación General de los Guardias de la Inocencia, o La Isabelina, que 
había sido creada antes de la muerte de Fernando VII por el aventurero 
Eugenio de Aviraneta, aunque sus estatutos databan de marzo de 1834. Si 
hemos de creer a Baroja, era una entidad de tipo carbonario, integrada en su 
mayoría por militares y empleados, y organizada de forma triangular, con 
un directorio formado por Calvo de Rozas, Palafox, Flórez Estrada, Romero 
Alpuente, Beraza, Olavarría y Aviraneta, cada uno de ellos a la cabeza de 
una sección específica [75] . Sus fines eran «defender el trono de Isabel Il y 
las libertades nacionales consignadas en nuestros códigos», y «frustrar 
todos los proyectos y maquinaciones del bando teocrático carlista». Sus 


conexiones con los primeros pronunciamientos de 1814 y los supuestos 
políticos e ideológicos del exilio liberal eran notorios [76] . 

El modelo insurreccional era el del pronunciamiento practicado en la 
Década Ominosa, pero adaptado a las circunstancias propias del 
parlamentarismo estamental: tras la apertura de las Cortes por parte de la 
regente el 24 de julio, se presentaría una moción para reconsiderar la 
vigencia de la Constitución de 1812. Al mismo tiempo se lanzaría una 
proclama al país y una exposición a la reina gobernadora en la que 
Aviraneta y sus secuaces solicitaban la ampliación del régimen del Estatuto 
mediante su sustitución por una nueva Constitución transaccional inspirada 
en la francesa de 1830. Si María Cristina se negaba, se preparaba una 
sublevación que debía iniciarse con la toma del Ayuntamiento, la formación 
de un nuevo Gobierno (formado, entre otros, por el duque de Rivas, Flórez 
Estrada, Calvo de Rozas y Olavarría) y el fomento de la insurrección de 
diferentes puntos del país. José Palafox tomaría el mando de las tropas, y 
Evaristo San Miguel sería nombrado gobernador militar de Madrid. La 
salida legal consistiría en la conversión del Estamento de Procuradores en 
Asamblea Nacional Constituyente. El plan, que extendía sus tentáculos a 
Madrid, Cádiz, Málaga, Barcelona, Oviedo y quizá Canarias, quedó 
frustrado en el último momento por una delación que posibilitó la detención 
de los principales implicados desde la tarde del 23 de julio, aunque fueron 
liberados poco tiempo después [77] . El liberalismo no pactista se dividió, y 
la mayoría optó por mantener la oposición en el marco parlamentario, 
mientras que una minoría continuó perseverando en las formas de actuación 
de las organizaciones secretas y en una opción insurreccional que pronto 
sería modulada por la reaparición del fenómeno juntero. 

A fines de 1834, Madrid vivía en un ambiente de conspiración 
generalizada. Existían, al menos, dos tramas: una progresista animada por el 
teniente Cayetano Cardero, el diputado por Murcia brigadier Juan Palarea y 
el general Quiroga, conectados con los miembros de La Isabelina 
descontentos con el régimen del Estatuto y el manejo de la guerra, ante la 
que pedían el armamento masivo de la población, y otra doceañista, 
impulsada por personalidades del Gobierno como Toreno, Martínez de la 
Rosa o el general Quesada (absolutista converso), que hacían un doble 
juego a fin de que el cierre de filas entre tendencias liberales les permitiera 
librarse de colegas de tendencia realista como el ministro de la Guerra 
general Llauder. Ambas tramas confluyeron la noche del 17 al 18 de enero 


de 1835 en el pronunciamiento de 700 soldados del 2.” batallón del 7.* 
regimiento ligero de Aragón, al que pertenecía Cardero. El plan era alzar a 
toda la Milicia Urbana de Madrid y arrastrar a la mayor parte de la 
guarnición, detener a los ministros en sus casas, tocar alarma general y 
enviar a una comisión escogida previamente para manifestar a la reina 
gobernadora el objeto político del movimiento y exigirle el nombramiento 
de un nuevo ministerio. Los soldados amotinados se hicieron fuertes en la 
Casa de Correos, pero, mientras esperaban en vano la adhesión de otras 
unidades, un grupo de paisanos ametralló al capitán general José de 
Canterac —de simpatías liberales—, matándolo en el acto. Los sediciosos 
acabaron por entregarse a las tropas de Llauder, pero lograron arrancar al 
Gobierno una rendición condicionada. Desautorizado, Llauder acabó 
dimitiendo el 24 de enero [78] . 

El original desenlace de este motín militar, desencadenado en la estela de 
las conspiraciones liberales del año anterior, alentó la rebelión de las 
provincias, bajo la fisonomía de motines anticlericales y de subsistencias 
similares al madrileño de julio de 1834. El primero estalló en Huesca por 
motivos económicos y fue seguido el 23 de marzo de un alboroto en 
Málaga, motivado por la prohibición impuesta por el gobernador militar 
Nicolás de Isidrón —tenido por realista— a que los Milicianos Urbanos 
entonaran cantos patrióticos. Los altercados, alentados por parte del 
Ayuntamiento, la Milicia y los mayores contribuyentes, desembocaron en 
un asalto miliciano a la casa del general y en el despliegue de fuerzas del 
Ejército para calmar los ánimos. Con ese mismo objetivo, se estableció una 
Junta moderada que pudiese canalizar la actitud levantisca de la población, 
pero ello no impidió que el capitán general de Granada enviase tropas el día 
5 de abril y ordenase la destitución del Ayuntamiento [79] . El 3 abril estalló 
en Zaragoza un motín liberal cuyo origen debe remontarse a un fracasado 
golpe de mano carlista alentado el 25 de marzo por el arzobispo Bernardo 
Francés y Caballero, y saldado con la expulsión de la ciudad de 114 clérigos 
absolutistas entre los días 4 y 9 de abril [80] . La algarada, atizada por la 
frustración de no poder vencer a los facciosos que dominaban buena parte 
de la región, culminó en el intento de asalto al palacio arzobispal, que fue 
defendido por el capitán general al frente de la tropa y la Milicia Urbana. El 
instigador de los hechos (un fraile lego llamado Crisóstomo de Caspe) 
dirigió a las turbas hacia el convento de mínimos de la Victoria, donde 
fueron asesinados cuatro frailes, y, después, al de San Diego, donde 


mataron a otros dos. Esa noche se acuchilló a un lego franciscano y se dejó 
malherido a un sacerdote. El prelado fue expulsado a Lérida y, de ahí, tomó 
el camino de Francia [81] . Sucesos similares tuvieron lugar en Murcia el 6 
de abril contra el obispo y el intendente, aunque, en esta ocasión, los 
muertos fueron un escribano, el cocinero del obispo y otro ciudadano. El 
Gobierno declaró el estado de sitio y detuvo a varios procuradores. 

A partir de ese momento, la escalada de la tensión se hizo incontenible: el 
11 de mayo de 1835, Martínez de la Rosa fue atacado en su propio 
domicilio [82] y dimitió el 6 de junio, siendo sustituido por el conde de 
Toreno. Del 4 al 6 de julio, coincidiendo con la expulsión de los jesuitas, se 
produjo en Zaragoza una algarada más grave que la de abril, cuando la 
agitación anticarlista de la Milicia Urbana contagió a una compañía del 
regimiento del infante comandada por el teniente Blas Pover, que, al igual 
que hizo Cardero a inicios de año en la Puerta del Sol de Madrid, se 
pronunció en favor de la Constitución de 1812. Las turbas saquearon e 
incendiaron los conventos de Santo Domingo, San Lázaro, San Agustín y la 
Victoria (donde murieron 11 frailes y tres resultaron heridos) y expulsaron a 
varias congregaciones religiosas [83] . El contagio se propagó a Cádiz el 18 
de julio y, en la madrugada del 22 al 23, a Reus donde, tras recibirse la 
noticia del asesinato en Arnes de cinco milicianos urbanos por una banda 
carlista capitaneada por un fraile local, la multitud asaltó tres conventos y 
mató en represalia a una docena de franciscanos y a nueve carmelitas [84] . 
La muerte de los urbanos soliviantó a una población que ya estaba 
mostrando públicamente su hostilidad a los frailes por considerarlos 
delatores de los liberales durante la Década Ominosa, impulsores de la 
rebelión de 1827 y sostenedores de la insurgencia carlista. Tampoco cabe 
minusvalorar las expectativas que despertaron las ventajas que podía 
reportar una futura desamortización de los bienes eclesiásticos [85] . 

La noticia de los sucesos de Reus se extendió rápidamente por toda la 
comarca. Hubo agitación en Valls, saqueo de inmuebles del capítulo 
catedralicio tarraconense en Vilaseca y un intento de agresión en Tarragona 
contra el arzobispo Antonio Fernando de Echanove y Zaldívar, que fue 
compelido a buscar asilo en una fragata inglesa. Estas protestas populares, 
de gran envergadura y carácter marcadamente anticlerical, coincidieron con 
el decreto del 25 de julio por el que se suprimían los conventos con menos 
de 15 religiosos, y culminaron en los sucesos del 25 y 26 de julio en 
Barcelona. Entre las causas del motín que afectó a la ciudad condal, figuran 


la percepción de un agravamiento de la guerra civil (argumento discutible 
cuando a mediados de 1835 las partidas carlistas estaban siendo 
arrinconadas en el Prepirineo), las frecuentes manifestaciones absolutistas 
del clero regular en riesgo de exclaustración y las persecuciones del capitán 
general Llauder contra los liberales, pero también el descontento por la 
reintegración de los bienes desamortizados en el Trienio (cuando los 
campesinos dejaron de pagar todo tipo de rentas) y la actividad económica 
de las órdenes religiosas en funciones de terratenientes, rentistas, 
arrendadoras o prestamistas —lo que supone una cierta semejanza con los 
motivos de la «Semana Trágica» de 1909— que les concitó el odio 
antiseñorial de un mundo agrario cada vez más vinculado al mercado 
capitalista [86] . 

En esta bullanga anticlerical barcelonesa, se puede distinguir un 
movimiento popular espontáneo que, al conocerse los sucesos de Reus, 
partió de la plaza de toros (donde se había celebrado una corrida 
decepcionante) hacia los conventos de la Merced, San Francisco y de los 
Agustinos descalzos, cuyos religiosos se defendieron con piedras y armas 
de fuego. A las siete de la tarde, la turba asaltó e incendió el convento de los 
franciscanos. Pero hubo también una actividad clerófoba más organizada, 
plasmada en los intentos de algunos destacados liberales de canalizar las 
concentraciones populares en la Rambla del Mig para dirigir su ira contra 
los conventos de capuchinos y trinitarios calzados y, a partir de ahí, a los 
conventos de la Rambla y el norte del barrio del Raval: San José de los 
carmelitas descalzos en la Rambla, dominicos de Santa Catalina, trinitarios 
descalzos de la Rambla (en el emplazamiento que hoy ocupa el Liceo), 
agustinos calzados del carrer de 1*Hospital, Nuestra Señora de Bonanova y 
la iglesia del convento del Carme de los carmelitas calzados. Muchos frailes 
lograron huir y fueron recogidos durante la mañana siguiente por el Ejército 
y la Milicia, que los trasladó al castillo de Montjuic. Aunque hubo 16 frailes 
muertos, no se atacaron ni los conventos de monjas ni las parroquias, 
edificios o miembros del clero secular [87] . 

Tras los sucesos de Barcelona, una gran revuelta antiseñorial con oleadas 
de exclaustración forzosa se extendió por Cataluña hasta mediados de 1836. 
Entre el 23 y el 26 de julio, fueron asaltados los conventos de capuchinos de 
Sabadell, Mataró, Arenys de Mar y Vilafranca del Penedes, los de los 
jerónimos del Vall d'Hebron y Murtra, el de los carmelitas descalzos de 
Cardó, así como las cartujas de Montalegre y Scala Dei en el Priorato, los 


benedictinos de Sant Cugat y Santa María de Ripoll y los cistercienses de 
Poblet y Santes Creus. Igualmente fueron saqueados los monasterios de 
Montserrat, Alcover, La Selva de Camp, Vall y Escornalbou. Una docena de 
edificios religiosos ardieron, unos 3.200 religiosos fueron obligados a la 
exclaustración en el Principado y 30 (22 frailes y 8 sacerdotes) fueron 
asesinados [88] . 

La autoridad militar —especialmente Llauder— fue acremente censurada 
por su pasividad e incluso por su presunta connivencia con los 
alborotadores. Las frecuentes amenazas proferidas por el capitán general 
radicalizaron las actitudes políticas y provocaron su precipitada salida de 
Barcelona el 27 de julio [89] . Ello facilitó el desencadenamiento el 5 de 
agosto de una nueva bullanga —la del «cañonazo»—, dirigida esta vez contra 
las autoridades militares, que tuvo su momento culminante en el cruento 
asesinato del segundo cabo de la Capitanía, el general Pedro Nolasco Bassa, 
de quien se rumoreaba que había venido con 1.000 infantes y 40 jinetes 
para aplicar un duro correctivo a la ciudad. Además del armamento del 
pueblo y la erección de barricadas en las embocaduras de las calles que 
daban a la plaza de Sant Jaume, se persiguió a supuestos adictos al 
carlismo, se quemaron los papeles de la Policía, se atacaron los fielatos y se 
asaltó el convento de San Sebastián. 

Ante el vacío dejado por el poder militar, se recuperó la tradicional 
estrategia juntista con la puesta en marcha del día 5 al 10 de una Junta 
d'Autoritats 1 Comissionats del Poble, amplio frente unitario del liberalismo 
local que pronto quedó fracturado por el desbordamiento popular 
simbolizado en el incendio de la fábrica «El Vapor» de Bonaplata, Vilaregut 
y Cía. al anochecer del día 5. El incidente movilizó a la burguesía 
barcelonesa, presta a desplazar del poder a los sectores exaltados y 
controlar la agitación popular contraria a sus intereses, con el apoyo 
inestimable de los delegados de los batallones de la Milicia Urbana. Dicho 
y hecho: cuando, en la mañana del día 6, la multitud atacó la Aduana, los 
urbanos la dispersaron sin contemplaciones, y, del 7 al 10, 200 individuos 
fueron detenidos en la Ciudadela y varios fueron fusilados como presuntos 
culpables de estos sucesos [90] . Ese mismo día 10 la Junta de Autoridades 
fue sustituida por una Junta Auxiliar Consultiva, encargada de consolidar el 
orden conservador. 

Los motines urbanos e interclasistas de 1834 y 1835 no fueron 
espontáneos, ni en su origen ni en su finalización. La práctica simultaneidad 


de los levantamientos en distintas ciudades da pie a pensar en un plan fijado 
de antemano por los progresistas radicales, pero Moliner Prada asegura lo 
contrario: que los liberales fueron a remolque de la agitación popular y 
dirigieron todos sus esfuerzos a controlarla mediante las juntas, muchas de 
las cuales tomaron decisiones arbitrarias, como el reclutamiento y 
armamento de la Milicia Urbana, el nombramiento de magistrados, la 
destitución de funcionarios (incluidos capitanes generales y altos mandos 
del Ejército) o el cobro de impuestos y aranceles [91] . Fue la 
contemporización de Martínez de la Rosa y Toreno, bloqueando los 
cambios políticos y socioeconómicos esenciales (sobre todo, la 
desamortización eclesiástica) lo que desencadenó los movimientos 
revolucionarios iniciados en julio de 1835 en Zaragoza, Reus, Barcelona, 
Cádiz, Málaga o Granada. Estas acciones colectivas, con atisbos 
anticlericales, anticarlistas, antimdustrialistas, antigubernamentales y 
proconstitucionalistas, abrieron el camino a un desarrollo del fenómeno 
miliciano-juntero, que asumió de facto el Gobierno ese verano [92] . La 
Junta Auxiliar Consultiva de Barcelona buscó atraerse a las juntas de 
Aragón y Valencia para formar una federación, pero fracasó y acabó por ser 
sustituida por una mera Junta de Armamento y Recursos. A pesar de ello, el 
«sarampión» juntero se extendió por todo el país. El 9 de agosto se había 
constituido, bajo la dirección del capitán general Felipe Montes, una Junta 
Suprema Gubernativa en Zaragoza, que debería ponerse en contacto con los 
representantes populares de Cataluña y el resto de España. En su programa 
estaba la supresión de los conventos de regulares, la persecución de los 
empleados públicos adictos al absolutismo y la convocatoria de Cortes [93] 
. El 5 de agosto, al saber que se preparaba el incendio de varios conventos 
de Madrid y que la Milicia Nacional estaba a punto de nombrar una Junta 
provisional de gobierno, la reina gobernadora nombró una comisión militar 
y exigió la adopción de medidas enérgicas. Al día siguiente, grupos de 
ciudadanos alentados por liberales como Alcalá Galiano pasearon por las 
calles vitoreando la Constitución. El 10 de agosto aparecieron en Carretas y 
Montera carteles que incitaban a los urbanos a tomar las armas contra el 
Estatuto Real. En la noche del 15, los cuatro batallones de la Milicia Urbana 
madrileña marcharon a la plaza Mayor donde, unidos a paisanos armados, 
erigieron barricadas compuestas con carros, maderas, escombros y piedras 
arrancadas de las calzadas. Se estableció la Junta provisional, pero, tras 
diversos parlamentos y amenazas del capitán general Quesada, la multitud 


depuso su actitud hostil y se retiró malhumorada a sus casas. El Gobierno 
decretó al día siguiente el estado de sitio en la capital [94] . 

Alberto Gil Novales conecta los motines de 1835 con las movilizaciones 
de desobediencia cívica de 1821, motivadas por las reclamaciones del 
liberalismo popular frente un Gobierno reputado como excesivamente 
conservador o contrarrevolucionario [95] . El Gabinete del conde de Toreno 
había intentado hacerse con las riendas de la situación imponiendo una serie 
de medidas represivas, que recuerdan a las adoptadas por Carlos X ante la 
revolución de julio de 1830: el Ministerio de la Gobernación dictó el 6 de 
agosto un Real Decreto que amenazaba con la inhabilitación a las 
autoridades que no hicieran uso de la fuerza pública para reprimir los 
desórdenes, y los días 8 y 18 sendos Reales Decretos restringieron el 
derecho de reunión y la libertad de imprenta. El 3 de septiembre otro Real 
Decreto declaraba la ilegalidad y la disolución de las juntas revolucionarias, 
declarando nulas sus decisiones y castigando la resistencia al Gobierno con 
penas que las leyes contemplaban para los delitos de rebelión. 

A pesar de estas prevenciones, entre inicios de agosto e inicios de 
septiembre, el «sarampión» juntero se contagió a Valencia, Murcia, 
Valladolid, Alicante, Extremadura, Galicia (Ferrol y Coruña), Asturias y 
Santander. Muchas de estas ciudades proclamaron la Constitución de 1812, 
se organizaron frente al peligro carlista y trataron de obtener fondos para la 
guerra mediante la formación de juntas de armamento y defensa. A imagen 
de lo sucedido en Barcelona, los miembros de las clases dominantes se 
pusieron al frente de los movimientos populares con la intención de 
desactivarlos. El intento del conde de Toreno de disolver las juntas llevó a 
que todas quisieran organizarse en un pacto federal y que el movimiento 
revolucionario se extendiera por todo el país, con especial incidencia en 
Andalucía, donde estallaron movimientos junteros constitucionalistas en 
Cádiz (junto con Tarifa y Algeciras) y Málaga (23 de agosto), Córdoba (29 
de agosto), Granada (30 de agosto), Sevilla (2 de septiembre), Huelva (4 de 
septiembre) y Almería (14 de septiembre) [96] . La marcha de los generales 
Manuel Latre y Narciso López hacia el sur con fuerzas gubernamentales 
hizo que la Junta de Córdoba bloquease militarmente Despeñaperros. 
Incapaz de controlar la situación, Toreno entregó el poder a Mendizábal el 
14 de septiembre, y el 22 la Junta de Málaga aceptó la rendición de Latre, 
cuyos regimientos habían proclamado la Constitución. El día anterior 
Mendizábal creó, por Real Decreto, las diputaciones provinciales, 


convirtiendo a las juntas soberanas en instituciones delegadas del poder 
central y desvirtuando su componente revolucionario a medida que reducía 
progresivamente sus atribuciones [97] . De este modo, logró la pacificación 
del país, salvo en Valencia y Andalucía. En la ciudad del Turia, la derrota de 
las milicias urbanas de Cheste, Chiva y Buñol en La Yesa el 26 de julio a 
manos de los carlistas y el avance de la epidemia de cólera produjeron un 
estado de incertidumbre, que provocó el primer motín la noche del 5 de 
agosto, encaminado a matar a los carlistas presos en las Torres de Quart. 
Esa tarde fueron fusilados, tras un juicio militar sumarísimo, Blas Ostolaza 
(exinquisidor general y confesor de don Carlos) y seis jefes guerrilleros. Al 
día siguiente, se produjo un conato de motín en los portazgos [98] . En 
Andalucía, la insurrección de Cádiz se propagó enseguida a Málaga y 
Granada. El 2 de octubre se constituyó una Junta Central o Suprema con 
sede en Andújar y bajo la presidencia del conde de Donadío, que consiguió 
reclutar a una tropa de 30.000 hombres que avanzó hacia La Mancha con el 
objetivo de reducir a los carlistas y presionar a la regente para que 
restableciera la Constitución gaditana. Pero la convocatoria a Cortes el 28 
de septiembre y la urgencia de la lucha contra el carlismo desarmaron al 
movimiento ciudadano. Empero, la acción juntera se mantuvo hasta 
mediados de octubre como movimiento urbano apoyado por la milicia 
mediante el alistamiento de los Voluntarios Nacionales, pero con el cambio 
político muchas juntas se disolvieron. La de Andújar pactó con Mendizábal 
e Istúriz el 18 de octubre, disolviéndose al día siguiente [99] . Con todo, 
hubo un rebrote juntero en Málaga ese mismo mes. Mendizábal —el nuevo 
hombre fuerte del Gobierno desde mediados de septiembre— se propuso 
finalizar la guerra civil con la movilización de todos los recursos nacionales 
=simbolizada en el levantamiento de la «quinta de los cien mil», levée en 
masse a la española— y la consolidación del Estado liberal al margen del 
junterismo revolucionario. 

El movimiento juntero ha quedado inextricablemente unido al proceso de 
revolución burguesa en España y, en concreto, a la estrategia política de los 
pronunciamientos como arquetipo insurreccional típicamente español [100] 
. Ignacio Marcuello señala que el junterismo fue la plataforma utilizada por 
los progresistas para coaccionar la prerrogativa regia desde fuera del 
sistema político, como única vía para alcanzar las responsabilidades de 
gobierno como, de hecho, logró en 1836, 1840 y 1854 [101] . Estaba, pues, 
plenamente integrado en el método insurreccional del progresismo. 


Como contrapoderes revolucionarios de carácter provisional, las juntas 
chocaron con el poder gubernativo y militar existente. Ante la crisis 
planteada por el debilitamiento o el eclipse de esos poderes, las juntas 
sustituían a los delegados del Gobierno central y asumían la soberanía en 
nombre del pueblo. Eran también la respuesta de la burguesía liberal a los 
motines urbanos que se desencadenaron cíclicamente en las provincias por 
causas económicas (carestía), sanitarias (epidemias), políticas (actuaciones 
puntuales de las autoridades locales, o exacciones como los consumos o las 
quintas) o militares (amenaza carlista). Se trataba de frenar y canalizar la 
revolución popular y defender el incipiente orden burgués. Fueron, pues, el 
motor y el cauce, pero también el límite de la revolución; una 
representación de la voluntad popular, pero, en realidad, un modo de control 
de la misma. Por otro lado, el junterismo evidencia la endeblez del sistema 
representativo parlamentario y la debilidad del Estado, ya que puso al 
descubierto los vaivenes históricos entre el unitarismo y el federalismo, que 
fueron habituales en las décadas centrales del siglo XIX [102]. 

La crisis de 1835 facilitó un rápido tránsito del reformismo dieciochesco 
de Cea al liberalismo moderado de Martínez de la Rosa y Toreno, y, de ahí, 
al liberalismo radical de Mendizábal, que implicó en realidad una 
«revolución desde arriba» cifrada en la ampliación del pacto entre la 
Corona y el liberalismo conservador. Los violentos motines urbanos de ese 
año, que impulsaron la revolución liberal en España, tuvieron un indudable 
protagonismo popular en ciudades como Valencia, Zaragoza o Barcelona, 
pero no fueron totalmente espontáneos, sino que obedecieron a un plan del 
liberalismo progresista, que impulsó un proceso juntero que debía 
desembocar en la organización de una Junta Central. El movimiento tuvo 
motivos económicos, relacionados con el abastecimiento de las poblaciones 
y el impuesto de consumos, pero, sobre todo, obedeció al miedo al 
carlismo, la hostilidad hacia el clero regular, la desconfianza hacia el 
Gabinete moderado del conde de Toreno y la repulsa al Estatuto Real [103] 
. La crisis socioeconómica y el aumento de la tensión política por el 
bloqueo gubernamental de las reformas exigidas por el Parlamento elegido 
en julio de 1835 desembocaron en una revolución de las provincias, que se 
inició con un binomio insurreccional que se convertiría en clásico: un 
pronunciamiento de la Guardia Nacional y un movimiento juntero que fue 
fomentado por los agentes de Mendizábal en Málaga, Cádiz o Granada. 


La revolución del verano de 1835 se había caracterizado por una gran 
violencia popular y por el descontrol militar del bando isabelino [104] . La 
víctima principal de ambas actitudes hostiles fue el clero regular [105] . 
Una vez quemados los conventos, las juntas efectuaron por vías de hecho lo 
que Mendizábal plasmaría en sus decretos desamortizadores de febrero de 
1836. Pero aquello fue una violencia selectiva, igual que lo fue la matanza 
de frailes del año anterior. Las turbas no mataron a unos eclesiásticos 
cualesquiera ni prendieron fuego al convento más cercano, sino que 
atacaron al clero absolutista precisamente por ello: por ser enemigos 
políticos en el marco de una guerra civil a quienes parecía legítimo eliminar 
como desahogo ante miedos reales o imaginados, o como venganza por la 
represión ejercida por el bando contrario [106] . El miedo causado por la 
oleada revolucionaria del verano de 1835 hizo posible el pacto entre 
realistas moderados y liberales templados, que dio lugar a la aparición del 
moderantismo político entre el verano de 1835 y el de 1836 [107]. 

La siguiente bullanga barcelonesa tuvo lugar tras la imprudente 
publicación el 30 de diciembre de 1835 de un comunicado de Espoz y Mina 
anunciando el asesinato por los carlistas de 33 prisioneros liberales. La 
represalia efectuada el 4 de enero de 1836 se cobró la vida de cerca de un 
centenar de carlistas presos en la Ciudadela, Atarazanas, Canaletas y el 
Hospital Militar. Al día siguiente, el 6.” Batallón Nacional de Voluntarios 
del 12.” Regimiento ligero de la Milicia Urbana —apodado «de la blusa» por 
la extracción menestral de sus integrantes— se insubordinó y marchó hacia 
la plaza del Palacio Real cantando el himno de Riego y dando vivas a la 
Constitución de 1812, pero gran parte de la propia Milicia Urbana y 
amplios sectores liberales leales a Mendizábal se mostraron opuestos al 
movimiento, que acabó con la depuración de los urbanos, la disolución de 
la Junta de Armamento y el destierro de los cabecillas de la protesta a 
Canarias y La Habana, que fue el destino final de líderes populares como 
Ramón Xaudaró y Ramón Ferrer [108] . 

En Valencia, el incremento de la actividad de las partidas carlistas en el 
norte de la región y la espiral de represalias impulsada por Cabrera actuaron 
como trasfondo de un tumulto protagonizado por la Guardia Nacional el 29 
de febrero, en el que se quemaron los pósitos y el mobiliario urbano. El 6 de 
marzo la multitud se amotinó de nuevo profiriendo gritos contra el 
despotismo y el «justo medio», y exigiendo la liberación de los presos por 
la insurrección del verano anterior. El capitán general José Carratalá tuvo 


que buscar refugio en la Ciudadela. Al día siguiente de la asonada 
valenciana comenzó la desamortización monástica [109]. 

El 19 de marzo de 1836 salió a la luz un complot liderado por Juan Van 
Halen: un golpe de fuerza organizado por las sociedades secretas para 
proclamar en Madrid la Constitución de 1812 el día de su XIV aniversario, 
y poco antes de la apertura de las Cortes del Estatuto. Poco después, se 
produjo otro rebrote revolucionario a escala nacional cuando la Corona y su 
entorno se resistieron a aceptar la legalidad surgida del alzamiento 
revolucionario del verano anterior. El 15 de mayo cayó Mendizábal, y 
ascendió al poder el moderado Francisco Javier de Istúriz. Tras un voto de 
censura, el nuevo Gobierno disolvió las Cortes el día 24 y convocó 
elecciones para julio. En la primera vuelta de los comicios, los moderados 
tomaron la delantera a los progresistas, pero el inmediato estallido 
revolucionario impidió la celebración de la segunda vuelta. 

El fracaso de la transición pactada «desde arriba» en 1833-1834 
desencadenó la última fase de la revolución liberal en 1835-1837. El 
movimiento juntero del verano de 1835, fase primera de la revolución, 
había producido la caída de Toreno y la formación del Gobierno de 
Mendizábal y, en 1836, esas mismas fuerzas no parecían dispuestas a tolerar 
un nuevo Gobierno moderado [110] . El movimiento insurreccional, 
apoyado por la Guardia Nacional (nueva denominación de la Milicia 
Urbana tras el Real Decreto del 5 de febrero de 1836 que amplió su base de 
alistamiento, aunque siguió guardando un carácter censitario), se plasmó en 
la formación de juntas locales y provinciales de gobierno que, como en 
1808, trataron de movilizar recursos para la guerra —en esta ocasión, civil-, 
pero que tuvieron como proyecto político exigir a la regente María Cristina 
la proclamación de la Constitución de 1812. 

La primera ciudad en alzarse, en la noche del 25 de julio, fue Málaga. La 
Guardia Nacional marchó «a tambor batiente» hacia la plaza Mayor, a pesar 
de la prohibición expresa del gobernador militar, conde de Saint Just, quien 
reconvino a los oficiales mientras la tropa se negaba a obedecer. Ante el 
aluvión de insultos y amenazas, se refugió en el principal, «y sin hallar 
apoyo en la tropa que guarnecía el puesto, fue alevosamente asesinado a 
fusilazos a las nueve y media de la noche». En el cuartel de la Merced 
también fue abatido el gobernador civil, conde de Donadío, que se había 
reconvertido al moderantismo de Istúriz y Alcalá Galiano tras haber 
presidido un año antes la Junta Central de Andalucía y que, en los días 


anteriores, había recibido gritos de «muera» y cánticos del Trágala en la 
Alameda. La multitud asaltó domicilios de notorios carlistas, y la Guardia 
Nacional y las tropas prestaron juramento a la Constitución de 1812. Acto 
seguido, el capitán general interino Evaristo San Miguel constituyó una 
Junta tras consultar con las autoridades militares, los jefes de la Guardia 
Nacional, los magistrados de la Audiencia, los regidores del Consejo 
Municipal y el cabildo catedralicio [111] . La sublevación de Málaga, 
inducida al parecer por el entorno de Mendizábal, se extendió por toda 
Andalucía: Cádiz el 28, Sevilla el 30, Córdoba y Granada (donde el capitán 
general salvó la vida porque los oficiales sublevados impidieron que sus 
soldados «fuesen a viva fuerza a casa de $. E.», lo que le permitió huir de la 
ciudad) el 31 de julio, Jaén y Huelva el 3 de agosto [112] , y Antequera y 
Almería un poco más tarde. 

El levantamiento de Zaragoza el 1 de agosto arrastró en los días siguientes 
a todo Aragón (Huesca, Calatayud, Borja, Alcañiz, Caspe y Fraga) [113] , 
del mismo modo que el de Badajoz el día 3 influyó en toda Extremadura — 
Cáceres se sublevó el 14—, y el de Valencia el 8 se extendió a Alicante el 9, 
y a Murcia y Castellón y Cartagena el 11 [114] . En Barcelona se produjo el 
12 una bullanga pacífica, que logró reconducir momentáneamente el 
capitán general Espoz y Mina con el envío de una exposición colectiva a la 
regente. Pero la proclamación de la Constitución de Cádiz tres días después 
extendió el movimiento juntero por todo el Principado y aceleró su 
abandono del cargo el 13 de septiembre [115] . Con todo, la burguesía 
barcelonesa tenía muy próxima la traumática experiencia del verano de 
1835 y era consciente del peligro de dejar la iniciativa revolucionaria a los 
sectores populares, como se comprobaría en las bullangas del año siguiente. 


El motín de los sargentos de La Granja y el restablecimiento del régimen 
constitucional 


En Madrid, el ambiente de tensión recordaba al de la algarada de julio de 
1834. El Gobierno se encontraba amenazado por la guerra civil del norte y 
la revolución juntera en el sur (Málaga, Cádiz, Córdoba y Granada), 
extendida luego a Zaragoza y Levante. La amenaza de la columna carlista 
del general Basilio García sobre el Real Sitio de San Ildefonso el 24-25 de 
julio y la generalización del movimiento juntero a partir del 12 de agosto 


acentuaron un nerviosismo que estalló el 3 de agosto en un conato de 
rebelión de los batallones de la Guardia Nacional, que fue cortado en seco 
por el capitán general Vicente Genaro de Quesada con el desarme de los 
particulares, mientras que el Gobierno decretaba lo propio para los 
miembros de la Guardia Nacional, en previsión de un movimiento favorable 
al restablecimiento de la Constitución de 1812, 

En la noche del 12 al 13 de agosto se produjo en La Granja de San 
Ildefonso la rebelión de los sargentos de dos batallones de la guarnición, 
que conminaron a la reina gobernadora a restablecer la Constitución de 
1812 y a convocar de nuevo las Cortes. El Real Decreto fue firmado al día 
siguiente en medio de la presión de las tropas amotinadas, y a pesar del 
intento de soborno a los sargentos ensayado por el ministro de la Guerra, el 
general Méndez Vigo [116]. 

La llegada de estas noticias prendió fuego al polvorín madrileño. La 
multitud se hallaba congregada en la plaza de la Cebada a primera hora de 
la tarde del 14 cuando los vivas a la Constitución fueron respondidos con 
descargas del regimiento de la Reina Gobernadora, que causó varios 
muertos. Ochocientos hombres asaltaron el cuartel del batallón franco de 
Madrid en el monasterio de Los Basilios para hacerse con sus armas. Esa 
madrugada comenzó a manifestarse el triunfo constitucionalista con la 
sustitución del capitán general Quesada por el liberal Antonio Seoane. 
Pocas horas más tarde, se conocía el relevo de Istúriz por el progresista José 
María Calatrava a la cabeza del Gobierno. La Guardia Nacional urbana 
patrullaba sin problemas una ciudad instalada en el júbilo, a pesar de que el 
Gabinete saliente había proclamado el estado de sitio y el conato 
revolucionario había causado más de 40 muertos [117] . Esa mañana, el 
impopular Quesada huyó de Madrid, pero cerca de Hortaleza fue 
interceptado y masacrado por una multitud entre la que se hallaban guardias 
nacionales. Su cadáver fue descuartizado y, a modo de celebración por el 
triunfo de la revolución, sus partes se expusieron en una estaca adornada 
con un lazo verde en el Café Nuevo de la calle Alcalá, lugar habitual de 
reunión de progresistas y radicales [118] . La revolución de julio-agosto de 
1836, que conllevó el restablecimiento del régimen constitucional, había 
comenzado con linchamientos de la autoridad (en este caso, de los 
gobernadores civil y militar de Málaga) y acabó de la misma forma con la 
tumultuosa muerte de Quesada. 


El 18 de agosto el enfrentamiento en que se enzarzaron dos batallones de 
la Guardia Real de infantería puso en evidencia las tensiones políticas que 
seguían atenazando a esta influyente unidad militar. El 21 se constituyó en 
la capital una Junta de Defensa formada, entre otros, por Argúelles y 
Olózaga. Cuatro días más tarde, las juntas fueron reconvertidas por decreto 
en juntas de armamento y defensa, encargadas de racionalizar y coordinar 
los esfuerzos de la guerra contra los carlistas. Desprovistas de contenido 
político, y tras haber cumplido con su misión revolucionaria, las juntas 
dejaron de existir en octubre. 

Los sucesos de La Granja no fueron una simple asonada o motín militar, 
sino la desembocadura de una revolución política largamente anunciada 
desde la disolución de las juntas en 1835 y cuidadosamente preparada por 
los seguidores de Mendizábal, con amplia participación de las sociedades 
secretas. La de 1836 fue, según Isabel Burdiel, una revolución más 
moderada, controlada y organizada que la de 1835; una revolución 
claramente burguesa dirigida desde las juntas por notables locales frente a 
la actitud autoritaria de una Corona que se suponía contemporizadora con el 
carlismo y la amenaza de una deriva radical del descontento popular. El 
movimiento juntero propició el pacto de convivencia entre los partidos 
moderado y progresista que alumbraría la Constitución de 1837, mucho más 
templada que la de 1812. De este modo, se fue consolidando un proyecto 
revolucionario burgués de orden alejado de cualquier veleidad jacobina, y 
configurado como defensa frente a la amenaza de retorno al Antiguo 
Régimen y como muro de contención ante la violencia social entrevista en 
las revoluciones de 1835 y 1836 [119] . Si embargo, esta tendencia al 
radicalismo y a la autonomía de las clases populares acabaría por generar, 
en breve tiempo, la fractura irreversible del liberalismo entre progresistas y 
moderados [120]. 

El nuevo Gobierno de Calatrava se dispuso a restablecer la situación 
existente antes de 1823. Contó con Mendizábal en el Ministerio de 
Hacienda desde el 14 de septiembre de 1836 y nombró a Joaquín 
Baldomero Fernández-Espartero Álvarez de Toro general en jefe del 
Ejército del Norte. El 23 de agosto el Gabinete sustituyó la moribunda 
Guardia Nacional por una remozada Milicia Nacional, que fue encargada, 
según el artículo 61 del decreto de las Cortes, de «sostener la Constitución 
política de la monarquía, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812» 
[121] . Ante el incremento del peligro carlista, el 30 de ese mes se decretó 


un aumento en sus efectivos y su ampliación territorial a las poblaciones 
donde no existía, de suerte que si, a fines de 1834, los miembros de la 
Milicia Urbana eran de unos 30.000 hombres, en 1836 la Milicia Nacional 
contaba ya con 475.000, de los que 157.000 estaban armados [122] . Ese 
mismo día 30 de agosto, un Real Decreto recordaba que seguía en plena 
vigencia la amenazadora Ley del 17 de abril de 1821 sobre estados 
excepcionales. 

Convertida en baluarte de la autonomía local y provincial, pero también en 
defensora de las poblaciones frente a la amenaza carlista, la Milicia 
Nacional actuó contra la facción en Cenicero, Bilbao, Zaragoza, Madrid, 
etc. En consonancia con su posicionamiento ideológico progresista, los 
oficiales fueron elegidos democráticamente, según el restablecido 
Reglamento del 29 de junio de 1822. A medida que la revolución liberal 
transformaba las estructuras políticas, económicas y sociales del Antiguo 
Régimen, y la resistencia a estos cambios era catalizada por el movimiento 
realista-carlista, se 1ba imponiendo inevitablemente el carácter democrático 
de la institución miliciana. Ante el peligro de desbordamiento de sus 
iniciales planteamientos reformistas, los progresistas comenzaron a poner 
trabas a la democratización de la Milicia, creando el 30 de agosto de 1836 
una Inspección General (su primer titular fue el ministro de la Gobernación 
Joaquín María López, sustituido en 1838 por el general Andrés García 
Camba y de las Heras, y este por el general Antonio Quiroga hasta el 1 de 
junio de 1839) asistida por subinspectores provinciales de origen militar. 

La restauración constitucional del verano de 1836 no trajo aparejada una 
pacificación completa del movimiento popular más radical. En la bullanga 
barcelonesa del 13 de enero de 1837, un amotinamiento de milicianos de 
distintos batallones en el antiguo convento de San Agustín degeneró en un 
enfrentamiento entre los lanceros de la Milicia Nacional Voluntaria 


partidarios del «justo medio» y el 6.” Batallón Nacional «de la blusa». El 
conflicto se zanjó con la declaración de la ley marcial el día 14, el desarme 
de los batallones 12.” de Infantería Ligera y Zapadores de la Milicia 
Nacional y la renuncia y disolución del Ayuntamiento Constitucional, que 
fue sustituido por el consistorio precedente [123] . Estos incidentes, que 
parecen más una jugada provocativa de los sectores moderados que una 
iniciativa autónoma de los radicales, acentuaron la división casi irreversible 
del bando liberal. El 4 de mayo, la resistencia de la Milicia Nacional 
voluntaria a entregar las armas y disolverse derivó en un nuevo tumulto. 


Los exmilicianos apartados por los sucesos de enero atacaron al periódico 
moderado El Vapor, patrocinado desde 1833 por Llauder, asaltaron el 
Ayuntamiento y la Diputación, se hicieron fuertes en la plaza de Sant Jaume 
y reclamaron la renovación del Ayuntamiento del Estatuto por otro 
constitucional y la reorganización de los batallones de la Milicia Nacional 
anteriormente desarmados. Menudearon los enfrentamientos en la rambla 
de Santa Mónica, donde la multitud fue atacada por una variopinta fuerza 
de milicianos progubernamentales, mossos d'esquadra y marineros ingleses 
y españoles. Esa misma madrugada se alcanzó un acuerdo de desarme. Los 
enfrentamientos, que habían arrojado un balance de 40 muertos, 80 heridos 
y 150 detenidos, desembocaron el 10 de mayo en el procesamiento en 
Consejo de Guerra sumarísimo y el fusilamiento del periodista y líder 
republicano Ramón Xaudaró, en la que se considera la primera condena a 
muerte por razones políticas ejecutada en la época liberal [124] . El fracaso 
de la bullanga de mayo de 1837 en Barcelona fue un paso decisivo en la 
consolidación del dominio moderado. El 4 de septiembre de 1837, 
arguyendo un incremento de la agitación carlista, se implantó el estado de 
sitio en toda Cataluña. A mediados de octubre, después de unas elecciones 
generales particularmente turbulentas en las que fue asesinado el antiguo 
alcalde moderado Mariano Vehils, la burguesía de Barcelona incitó al 
capitán general, barón de Meer, a establecer desde el 14 de mayo una 
auténtica dictadura militar para establecer el orden en calles y fábricas, 
suspendiendo ayuntamientos y la Diputación Provincial, desmantelando la 
Milicia Nacional local y desterrando a sus elementos más radicales de 
identidad progresista y demócrata a Canarias y a Cuba [125]. 

En agosto de 1837, las Juntas de Armamento y Defensa en cada provincia 
dejaron paso a una Subinspección de la Milicia Nacional, que centralizó 
todas sus actividades. La Constitución de 1837 señaló en su artículo 77 que 
«habrá en cada provincia cuerpos de Milicia Nacional». En cuanto a los 
derechos fundamentales, el artículo 7 advertía que «no puede ser detenido, 
ni por eso ni separado de su domicilio ningún español, ni allanada su casa 
en los casos y en la forma que las leyes prescriban». Aunque el artículo 8 
matizaba que «si la seguridad del Estado exigiera en circunstancias 
extraordinarias la suspensión temporal en toda la Monarquía o en parte de 
ella de lo dispuesto en este artículo anterior, se determinará por una ley». 

Tras las elecciones legislativas de octubre de 1837 que dieron la mayoría a 
los sectores moderados, el Gobierno de Eusebio Bardají procedió a 


desarmar a la Milicia, mientras que como contrapeso se creaba un Ejército 
de Reserva al mando del mariscal de campo Ramón María Narváez, pero la 
iniciativa fue vetada por Espartero. Comenzaba así una abierta rivalidad 
miliciana-castrense que no se resolvería hasta 1844. A partir de 1838, los 
choques entre milicianos y militares se hicieron más frecuentes: en mayo de 
1839, se produjeron serios enfrentamientos en Valencia, pero la Milicia 
Nacional, vanguardia de la revolución o amenaza de la reforma, aún pesaba 
mucho como fuerza política. Como había ocurrido en 1820, 1822, 1835 y 
1836, el carácter crecientemente progresista de la institución era la mejor 
garantía de dinamización del cambio político y de profundización de las 
transformaciones socioeconómicas liberales sobre todo, la 
desamortización— frente a las partidas legitimistas y el naciente fenómeno 
del bandolerismo, alimentados por una masa de campesinos empobrecidos 
por las transformaciones capitalistas de la propiedad y la producción 
agrícola. 

Las bullangas de Barcelona, que vivieron su momento culminante entre 
julio de 1835 y octubre de 1837 [126] , y que se mantuvieron hasta el final 
del trienio esparterista en 1843, pueden ser contempladas como un 
verdadero ciclo insurreccional cuyas manifestaciones se fueron escalonando 
con una evidente periodicidad desde el verano de 1834 [127] . Algunos 
autores conservadores las han interpretado (al igual que la movilización 
anticlerical) como una actuación inducida por los sectores más radicales del 
progresismo contra el moderantismo, movilización vertebrada por las 
sociedades secretas y ejecutada por un pueblo inculto y brutal. Pero estos 
disturbios populares fueron capitalizados tanto por el liberalismo moderado 
como por el progresista. Las corrientes de interpretación marxista han 
descrito las bullangas como un simple epifenómeno de la revolución 
burguesa; algaradas populares espontáneas, que tuvieron como 
denominador común la insatisfacción ante la política moderada, 
especialmente el rechazo a la solución transada que se pretendía dar al 
problema carlista. Otras investigaciones han tratado de buscar una lógica 
autónoma del comportamiento popular y presentan estas agitaciones como 
resultado de la confluencia circunstancial de dos tipos de movimiento: el 
liberal burgués, que trataba de destruir el entramado socioeconómico, 
jurídico y político feudal, y el popular, caracterizado como típico motín de 
subsistencia preindustrial [128] . Las bullangas fueron modos conflictivos 
de buscar alternativas al viejo sistema feudal, alternativas que se fueron 


perfilando y modificando a lo largo de la lucha [129] . Sea como fuere, la 
ciudad condal se erigió en esos años en la ciudad liberal por excelencia, con 
una fuerte implantación del radicalismo popular, lo que la convertiría en un 
espacio revolucionario clave hasta bien entrado el siglo XX. 

Los sucesos de La Granja supusieron la ruptura del Gobierno de Madrid 
con las potencias europeas moderadas que, desde ese momento, 
intensificaron su apoyo económico a la causa carlista. Molesta con la 
actitud contemporizadora de Francia e Inglaterra hacia el proceso 
revolucionario liberal, la regente entró en contacto con la Corte de su 
hermano Fernando II de Nápoles para iniciar una negociación en la que se 
mostró dispuesta incluso a ceder el poder a don Carlos a cambio de la 
obtención de seguridades personales para ella y su familia, pero el fracaso 
carlista ante Bilbao a fines de 1836 pareció retrasar esta gestión. La 
Expedición Real de 1837 trató de aprovechar la reacción conservadora 
producida tras la llegada al poder de Calatrava para forzar el proyecto de 
transacción por vía matrimonial que había estado rondando por las 
cancillerías europeas desde inicios de 1835: el duque de Wellington había 
planteado la alternativa de un matrimonio de la reina niña Isabel con el 
infante Carlos Luis, primogénito del pretendiente y futuro conde de 
Montemolín, pero las exigencias francesas de excluir del trono a don Carlos 
y a María Cristina, y la creación de una Regencia, hicieron fracasar la 
iniciativa. La aproximación carlista hasta las puertas de Madrid el 12 de 
septiembre pretendía forzar la decisión de la reina gobernadora, bien 
mediante una derrota militar, bien mediante un plan de huida de María 
Cristina y de las infantas al extranjero bajo la protección de Nápoles. Al día 
siguiente, la llegada de Espartero a marchas forzadas frustró esta intriga 
palaciega y obligó a una precipitada retirada de la Expedición Real hacia el 
Ebro y el país vasconavarro. 

La amenaza que se cernía sobre Madrid puso en evidencia la ineficacia 
militar del Gobierno Calatrava. Las elecciones de septiembre dieron 
mayoría a los moderados que, tras una breve presidencia de Bardají, 
encontraron a su valedor en Ofalia, que inauguró un periodo de gobierno 
templado que se prolongaría hasta 1840. 

El movimiento revolucionario de 1835-1837 fue un nuevo embate del 
radicalismo político, amalgamado con las corrientes más rupturistas del 
liberalismo progresista, con propuestas como la puesta en vigor de la 
Constitución de 1812, la convocatoria de Cortes Constituyentes o el 


establecimiento de una Junta Central [130] . La retórica de la violencia 
acompañó a los discursos de los distintos dirigentes liberales, pero la 
diferencia radica que, en los años treinta, esa violencia fue usada para 
dirimir la hegemonía entre los grupos en que se fragmentó el liberalismo 
131] ; una retórica exterminista bajo circunstancias de guerra civil que 
tiene poco que envidiar a las desplegadas durante el siglo XX. 


CONSPIRACIÓN, JORNADA REVOLUCIONARIA E INSURRECCIÓN 
URBANA: ASCENSO, ACOSO Y CAÍDA DEL DUQUE DE LA 
VICTORIA (1837-1846) 


El pacto político entre moderados y progresistas que desembocó en la 
Constitución transaccional de 1837 desvió al proyecto político del 
liberalismo de cualquier veleidad radical. Entre 1837 y 1839, no hubo 
grandes movimientos revolucionarios sino, sobre todo, indisciplinas 
militares (especialmente choques entre la Milicia Nacional y el Ejército a 
partir de 1838) que fueron duramente reprimidas por Espartero. No resulta 
casual que, en esta época, fueran asesinados en el norte los generales Rafael 
de Ceballos-Escalera y Pedro Sarsfield, en el transcurso de motines que se 
desencadenaron respectivamente en Miranda de Ebro el 16 de agosto y en 
Pamplona el 25 del mismo mes de 1837 [132] . El 16 de agosto, tras la 
llegada de las fuerzas de Espartero en socorro de Madrid, se amotinaron 80 


oficiales de la Guardia Real en Pozuelo y otro grupo de oficiales de la 2.* 
brigada de Van Halen en Aravaca, que se manifestaron dispuestos a no ir a 
combatir a los carlistas de Zaratiegui si el Gobierno de Calatrava- 
Mendizábal no era sustituido, y no se resolvían los problemas de los 
ascensos y el impago de sueldos. Espartero hubo de acudir a Pozuelo a 
contemporizar con los revoltosos, aunque un grupo de oficiales exigió ser 
liberado del servicio y sus plazas vacantes hubieron de ser cubiertas en 
Segovia por los suboficiales. El conde de Luchana consiguió a la vez 
dulcificar la sanción a los pronunciados y precipitar la crisis en el seno de 
un Gobierno desacreditado. El 19, Calatrava, desprovisto del apoyo de 
Espartero y de María Cristina, hubo de presentar la dimisión, y el conde de 
Luchana, que rehusó la Presidencia del Consejo, accedió a regentar 
temporalmente la cartera de Guerra hasta la constitución de un nuevo 
Gabinete presidido por el antiguo doceañista Eusebio Bardají, evitando, de 


esta manera, que los moderados se hicieran de nuevo con todo el poder 
[133]. 

Quince altas autoridades fueron asesinadas en esa tumultuosa época de 
transición política que va de enero de 1835 a marzo de 1838: cayeron — 
linchados en varias ocasiones— capitanes generales, gobernadores civiles y 
militares o generales con mando en tropa. Unos cuantos más, incluidos 
ministros y alcaldes, sufrieron atentados fallidos. La autoridad se vio en 
esos tiempos por los suelos —literalmente— en más de una ocasión [134]. 

En el otoño de 1838, el Gabinete presidido por el duque de Frías —otro 
antiguo «anillero»— planteaba declarar el estadio de Guerra en ambas 
Castillas frente a la amenaza carlista. Ante el peligro de que la decisión 
acelerase los preparativos revolucionarios de los progresistas, el Gobierno 
quiso contar con el apoyo del general Ramón María Narváez, que el 23 de 
octubre había sido nombrado jefe del Cuerpo del Ejército de la Reserva, con 
una fuerza de 40.000 hombres. El 26 el ministro interino de la Guerra, el 
brigadier Francisco Hubert, le confió que el Gobierno tenía decidido 
declarar el estado de sitio en Madrid, y que era urgente que fuera a la capital 
a recibir órdenes de la regente. Aunque en su entrevista insistió ante María 
Cristina que la alarma era innecesaria e ilegal, el 28 Hubert le puso en 
guardia de una inminente alteración del orden público y le ordenó que sus 
tropas no hiciesen ningún movimiento que se pudiera interpretar como 
hostil a la población. Aunque la Milicia Nacional local se colocó en estado 
de alerta, la tensión remitió y las tropas fueron desmovilizadas pasada la 
medianoche del 29 de octubre. Sospechando haberse convertido en mero 
instrumento de presión en los tira y afloja entre el Gobierno y los 
progresistas, Narváez presentó la dimisión, que no fue aceptada por la 
regente y los ministros, deseosos de utilizarle más adelante [135]. 

A inicios de noviembre, los progresistas se agitaban en Murcia, Alicante, 
Zaragoza y Valencia con el fin de impedir la reunión de las Cortes de 
mayoría moderada. Los primeros síntomas de una algarada inminente se 
dieron en Sevilla el día 7, cuando se difundió de forma intencionada el 
rumor de que la Milicia Nacional local iba a ser desarmada, en un momento 
en el que la máxima autoridad militar, el capitán general conde de Clonard 
(de antiguas simpatías absolutistas), se encontraba en Cádiz. La agitación 
miliciana se incrementó desde el día 10, hasta llegar al enfrentamiento 
directo con las fuerzas del Gobierno tres días más tarde. Fue entonces 
cuando el general moderado Luis Fernández de Córdova aceptó ponerse al 


frente de la Milicia y ocupar la presidencia de una Junta Superior 
Gubernativa que asumiera el control del orden público. Narváez, que a la 
sazón se encontraba en Córdoba, fue requerido para asumir la 
vicepresidencia de la Junta sevillana. Su llegada en loor de multitudes a la 
capital hispalense en la tarde del 18 llenó de indignación a Clonard, que el 
20 hizo público un manifiesto en el que acusaba de traición a ambos 
generales. El propio Gobierno se hizo eco de esta inquietud y ordenó a 
Córdova que entregase el mando de las fuerzas militares y milicianas al 
segundo cabo, Francisco Sanjuanena. Ante el peligro inminente de un 
enfrentamiento entre soldados y milicianos, Córdova y Narváez acordaron 
ceder el mando y contribuir al apaciguamiento general desarmando a la 
Milicia. El 25, Clonard ordenó la detención de ambos generales por 
insubordinación y, al día siguiente, el Gobierno impuso que su conducta 
fuera examinada en un Consejo de Guerra. Después de que el propio 
general Espartero divulgase el 6 de diciembre una exposición 
incriminatoria, Narváez y Córdova perdieron toda esperanza de tener un 
juicio justo y decidieron huir a Gibraltar 20 días más tarde. A fines de año 
llegó a la ciudad el conde de Clonard, con el propósito de desarmar 
definitivamente a los milicianos [136] . El Ejército de la Reserva, que había 
estado bajo el mando de Narváez, fue disuelto en evitación de males 
mayores. Más que un pronunciamiento frustrado, los incidentes de Sevilla 
pueden interpretarse como una maniobra de baja política para anular a dos 
destacados generales en el momento culminante de la lucha por el poder 
que estaban librando moderados y progresistas. 


El «Glorioso Pronunciamiento» de septiembre de 1840 


En junio de 1839, las elecciones a Cortes arrojaron una mayoría 
progresista, pero el Gobierno de Evaristo Pérez de Castro las suspendió el 
31 de octubre y las disolvió al mes siguiente, forjando unas nuevas Cortes 
de mayoría moderada en enero de 1840. Desde el primer momento, los 
debates en la Cámara fueron muy crispados, repletos de acusaciones de 
fraude electoral, hasta el extremo de que el Gobierno declaró el estado de 
sitio en Madrid el 25 de febrero y suspendió las sesiones parlamentarias 
hasta el 29. Los progresistas conspiraron contra la reina y utilizaron a 
Espartero como ariete del movimiento revolucionario. El 21 de marzo 


comenzó la discusión de la Ley de Ayuntamientos que, en violación de la 
Constitución de 1837, pretendía eliminar la preponderancia del elemento 
popular en aplicación del sufragio indirecto implantado en Cádiz. Se 
pretendía limitar el cuerpo electoral a los mayores contribuyentes, instalar 
la intervención gubernamental en la designación de los consistorios (en las 
capitales de provincia, el regidor y los tenientes de alcalde serían elegidos 
por la Corona y, en los pueblos de más de 500 vecinos, por el jefe político a 
partir de una lista propuesta por los electores) y otorgar al alcalde la 
totalidad del poder ejecutivo, ya no como representante popular sino como 
delegado del poder central. Todas las enmiendas presentadas por los 
progresistas fueron derrotadas, y la ley acabó por aprobarse el 14 de julio. 
El día 5 (coincidiendo con la huida de Cabrera por la frontera francesa) el 
capitán general de Cataluña, Juan Van Halen, se había entrevistado en 
Barcelona con la reina regente para advertirla del riesgo de una revolución 
s1 los ministros se empecinaban en promulgar la Ley de Ayuntamientos, 
contra la que se manifestaron el Ejército, la Milicia Nacional y muchos 
consistorios, que lanzaron manifiestos de oposición a la ley y decidieron 
presentar la renuncia colectivamente. Para atajar el inminente conflicto 
institucional, el Gobierno y la regente se dispusieron a licenciar a los 
soldados y disolver los distintos cuerpos francos que habían luchado en la 
guerra civil. María Cristina acudió a Barcelona a negociar con Espartero, 
pero tras un forcejeo infructuoso sancionó la polémica ley en la madrugada 
del día 15. Espartero, seriamente disgustado, dimitió de todos sus cargos, 
aunque trató de apaciguar los ánimos y consiguió que la regente nombrara 
un nuevo ministerio presidido por el progresista Antonio González, con 
políticos afines a Espartero. Pero la Ley Municipal no fue revocada, y ello 
generó una intensa campaña de protesta de la prensa progresista. 

Ante las confusas noticias procedentes de Barcelona, estallaron graves 
desórdenes en Madrid los días 17 a 19 y el 27 de julio. El pueblo de la Villa 
y Corte obligó a los regidores a situarse en cabeza de la insurrección e 
impuso la creación de una Junta provisional que militarizó a todos los 
varones de dieciocho a cuarenta años, depuró a los funcionarios y anunció 
que iba a actuar por la salvación de la Constitución, la independencia 
nacional y la estabilidad del trono, exhortando a hacer lo mismo a las juntas 
surgidas en provincias con el protagonismo de la Milicia Nacional. La 
dirección central del partido progresista lanzó la idea de constituir una Junta 


Central para controlar el movimiento revolucionario y reformar la 
Constitución de 1837 [137]. 

La pugna entre progresistas y moderados desembocó en un nuevo motín 
en Barcelona, donde la regente se hallaba de visita. El 18 de julio estalló en 
la plaza de Sant Jaume un motín miliciano y obrero contra María Cristina, 
presuntamente orquestado por las sociedades secretas y los progresistas 
cercanos a Espartero. En la tarde del 21, a la salida de las reinas de palacio, 
grupos de moderados «jovellanistas» (seguidores de María Cristina y 
opuestos a la deriva constitucional en que estaba sumido el país desde 
1836) prorrumpieron en vivas a la «reina neta» y a la regencia absoluta, y 
en mueras al progreso y a Espartero, cubriendo de improperios a la esposa 
de este, que actuaba como dama de compañía de doña Isabel. Los 
progresistas se arrojaron sobre los alborotadores, causando dos o tres 
muertos, algunos heridos y muchos contusos. El orden fue restablecido por 
Espartero tras declarar el estado de sitio e invitar a la reina a marchar a 
Valencia. Sin embargo, en la mañana del día siguiente, Francisco Balmes, 
un abogado moderado que había participado en el motín del día anterior, se 
presentó delante de un grupo de progresistas y comenzó a insultarlos. 
Cuando los vejados quisieron arrestarlo y llevarlo ante la autoridad, sacó 
una pistola y huyó a su domicilio en el número 10 de la calle San Pablo, 
donde se encastilló disparando y matando a un cazador del regimiento de 
Luchana, a un miliciano nacional y a un joven apellidado Bosch, además de 
provocar varios heridos. Unos soldados forzaron la entrada de la casa. El 
desenlace del incidente dio pie a la polémica: según los progresistas, 
Balmes se había suicidado, pero según los moderados fue asesinado. Con 
una soga al cuello, su cadáver fue arrastrado por las calles. Después, la 
turba asaltó la imprenta del periódico moderado El Guardia Nacional. La 
regente, que recibió incluso una oferta de pronunciamiento de Diego de 
León durante una entrevista que ambos mantuvieron el 8 de agosto, trató de 
buscar mejor ambiente en Valencia. Antes de partir, se negó a firmar el 
programa de Gobierno que le presentó Antonio González, que contemplaba 
la inmediata disolución de las Cortes y la derogación de la Ley de 
Ayuntamientos. El presidente del Consejo, desairado, presentó la dimisión, 
pero no así el resto de los ministros, que el 12 de agosto constituyeron un 
nuevo Gabinete bajo la jefatura del también esparterista Valentín Ferraz 

138]. 


El final pactado de la guerra civil precipitó el cambio de régimen, ya que 
forzó la marcha de la regente tras una nueva insurrección de las ciudades. 
Después de que María Cristina hubiera nombrado el 28 de agosto un 
gabinete moderado dirigido por Modesto Cortázar, el 1 de septiembre 
estalló en Madrid un nuevo pronunciamiento de la Milicia (que había 
pasado de 4.000 efectivos en 1836 a tener más de 10.000 por aquel 
entonces) durante la celebración de un pleno municipal. Buena parte del 
Ejército acantonado en El Retiro y del cuerpo policial de los Salvaguardias 
se unió a los sublevados, y el Consistorio, de acuerdo con la Diputación y 
los jefes de la Milicia, se declaró en rebeldía y organizó el día 5 una Junta 
Provisional de Gobierno presidida por el alcalde Joaquín María Ferrer, que 
destituyó a varios mandos militares contrarios a la insurrección, distribuyó 
armas y apeló a otros ayuntamientos [139] . El consabido «contagio» 
juntero comenzó el día 3 en Zaragoza (donde el Ayuntamiento, constituido 
en Junta Superior Provisional de Gobierno, acordó que la Milicia local 
acudiese en auxilio de la de Madrid) [140] y el 5 en Valencia, donde se 
instaló una Junta revolucionaria que decidió trasladarse a la próxima 
localidad de Alcira. Ese mismo día, María Cristina ordenó a Espartero que 
marchara con su ejército de operaciones contra Madrid, pero el general se 
negó por medio de una respetuosa exposición a la regente. El movimiento 
de protesta, perfectamente pautado, controlado y financiado -—el 
comerciante madrileño José Safont aportó un millón de reales—, se extendió 
por todo el país. Espartero apoyó el levantamiento juntero como obra del 
«partido liberal» encaminada a asegurar el trono y la regencia, pero se negó 
a obedecer cualquier decreto emitido desde Valencia por la reina. Acuciada 
por las circunstancias, María Cristina le ofreció el Gobierno el día 16. El 29 
de septiembre Espartero llegó a la Corte en medio del alborozo popular, y el 
3 de octubre constituyó un gabinete progresista. Tras ser aceptado por la 
Junta de Gobierno de Madrid, el duque de la Victoria dio una negativa 
«inmediata y decidida» a la constitución de una Junta Central compuesta 
por representantes de las juntas provinciales, como en 1808. Los miembros 
del Gabinete llegaron a Valencia el 9 de octubre, para exponer a la regente 
las líneas generales de su programa de gobierno: disolución de las Cortes, 
anulación de la Ley Municipal y corregencia. Al no estar de acuerdo con 
estas condiciones, la regente disolvió las Cortes y renunció a su cargo el día 
12, y embarcó el 17 para Francia [141] . El 14, Espartero había decretado la 
supresión de la Ley de Ayuntamientos y la liquidación de las juntas 


revolucionarias, con excepción de las provinciales que, tras contemplar 
cómo se revocaban los confinamientos y destierros dictados en las semanas 
anteriores, se convirtieron en auxiliares de la regencia provisional hasta su 
total extinción el 9 de noviembre. La Junta Central nunca llegó a 
constituirse oficialmente [142] . 

El «Glorioso pronunciamiento de setiembre» de 1840, que marcó el inicio 
del «Trienio Progresista», fue menos espontáneo y vigoroso que el de 1835, 
y estuvo controlado por los adscritos al partido de Espartero organizados en 
torno a clubes como la Asociación Patriótica Constitucional de Madrid. Las 
juntas estuvieron dominadas por representantes de la pequeña burguesía 
mercantil y rural, representantes de ayuntamientos, diputaciones 
provinciales y Milicia Nacional, todas ellas instituciones dominadas por el 
partido progresista. Los ayuntamientos constitucionales eran el fundamento 
del poder esparterista, base de la organización y del control de la Milicia 
Nacional, y raíz del movimiento juntero de 1840 contra la idea 
centralizadora del Estado defendida por los moderados. La breve 
experiencia de poder del liberalismo progresista español, que daba 
preeminencia política al Parlamento como depositario de la soberanía 
nacional, fue un caso excepcional en la Europa de la época, donde 
dominaba el modelo de monarquía constitucional basada en una carta 
otorgada, la primacía del monarca sobre el Parlamento y una representación 
censitaria [143] . Los intentos por consolidar un régimen de esta naturaleza 
habían precipitado la revolución de septiembre de 1840, pero la casi 
inmediata división del progresismo entre civilistas y «ayacuchos» facilitó el 
desencadenamiento de la reacción conservadora menos de tres años 
después. 


Los pronunciamientos fallidos del moderantismo (1841-1842) 


A fines de los años treinta, se fue imponiendo dentro de las filas del 
liberalismo moderado un sector «duro», que rechazaba la Constitución de 
1837 y defendía la ruptura de relaciones con el partido progresista, al que 
no perdonaba la «ofensa» infligida a la reina madre. Este nuevo 
moderantismo surgió de las cenizas de la revolución de 1840, decidido a 
neutralizar a sus rivales y utilizar la fuerza como herramienta política. A las 
revoluciones progresistas de 1835, 1836 y 1840 los moderados opusieron, 


de esa forma, la contrarrevolución fallida de 1841 y la revolución exitosa de 
1843, en su afán por regresar al poder y tomarse cumplida venganza de lo 
sucedido en el verano de 1840. La violencia adquirió de ese modo una 
autoridad y un prestigio como herramienta para hacer y deshacer gobiernos 
que ya no perdería en todo el reinado de Isabel Il, arrinconando los medios 
pacíficos de combate político, como la organización partidista o los trabajos 
electorales [144] . 

Pretextando que el partido moderado no reconocía otra legalidad que la de 
María Cristina, se preparó una contrarrevolución en 1841. Su principal 
agente en Madrid, Juan Donoso Cortés, enviaba a Fernando Muñoz 
informaciones que alertaban de las divisiones que estaban atenazando a los 
partidos y al propio Ejército. En abril, el conde de Colombí (hermano de 
Cea Bermúdez) presentó a María Cristina en París a los principales 
generales exiliados por su oposición al régimen esparterista. El plan inicial, 
impulsado por el ala más reaccionaria del moderantismo, representada por 
el marqués de Viluma, el brigadier Juan de la Pezuela y el coronel Diego de 
León, consistía en propiciar un levantamiento en el País Vasco, que se 
extendiera a Aragón y Andalucía, y culminara en un golpe de mano en la 
capital. Si no fuera posible tomarla, el plan alternativo consistía en 
apoderarse de la reina y de su hermana y llevarlas a Vitoria, o incluso a 
Francia [145] . Los fondos provinieron de financieros como Carriquiri o 
Gaviria, coordinados por Fernando Muñoz, mientras que María Cristina 
aportó ocho millones de reales de su peculio [146]. 

El 1 de julio Narváez salió rumbo a Marsella con la intención de llegar a 
Barcelona y Valencia para comprar las voluntades de los carlistas recién 
derrotados. Una vez clausurado el Congreso en agosto, comenzaron a 
circular insistentes rumores de un inminente golpe de Estado reaccionario 
que contaría con el apoyo de Luis Felipe y el papa Gregorio XVI. Mientras 
tanto, un agente informaba a Espartero de que los conspiradores del 
extranjero habían establecido contacto con una Junta radicada en Madrid y 
formada por los brigadieres Lara y Mazarredo y el coronel Roncali, que iba 
a diseminar propaganda antiesparterista por los cuarteles, organizar la 
rebelión de la Guardia Real y revueltas en el País Vasco capitaneadas por 
oficiales moderados y por carlistas [147] . El plan sedicioso se concebía 
como un pronunciamiento simultáneo de Diego de León y Concha en 
Madrid, Leopoldo O”Domnell en Pamplona, Cayetano Borso di Carminati 
en Zaragoza (donde estaba acantonada la Guardia Real), Narváez en 


Andalucía y el exministro de Marina Manuel Montes de Oca en el País 
Vasco. O”Donmnell ordenó a Juan Van Halen, al frente de la Milicia 
Nacional, que trasladase sus tropas a Barcelona, y las mezclase con la tropa 
regular acantonada en Montjuic y la Ciudadela. Pero Van Halen rehusó la 
propuesta, y el conocimiento parcial del complot propició que se 
constituyera en la ciudad condal una Junta de Vigilancia con poderes 
ejecutivos que «sirviese de freno a los malos y de escudo a los buenos», y 
que envió al diputado Antonio Giberga a Madrid para asegurar al regente la 
lealtad del pueblo catalán [148] . 

A pesar de las dificultades, O”Donnell se levantó en Pamplona el 27 de 
septiembre, secundado en Zaragoza por Borso di Carminati. El 3 de octubre 
O”Donnell, apoyado por el político moderado Nazario Carriquiri y algunos 
carlistas, a quienes prometió la reintegración foral, se hizo con el control de 
la fortaleza pamplonesa y de un batallón del regimiento de Extremadura. 
Los intentos de los insurgentes de prender a las autoridades esparteristas se 
saldaron con un fracaso, limitándose a la captura del alcalde. El resto de los 
representantes del Gobierno alentó a la población de la ciudad a repeler la 
intentona y, a tal fin, se armó una partida cuyo mando se dio al comandante 
Urbano Igarreta. O”Domnell sometió a Pamplona a un intermitente 
bombardeo entre el 5 y el 11 de ese mes, y el 13 se situó en Echaur1, donde 
reunió cerca de 2.000 infantes y unos 250 caballos. Diversas partidas 
recorrieron infructuosamente la zona media de Navarra y los pueblos 
septentrionales de la Ribera en busca de voluntarios. 

Entretanto, el día 1 se había levantado el comandante Pablo Vega en 
Estella, y el 4 lo hicieron el general Gregorio Piquero-Argúelles en Vitoria, 
el coronel La Rocha en Bilbao y Juan Antonio de Urbiztondo en Vergara 
[149] . El 5, mientras que en el balcón del Ayuntamiento de Orduña se 
proclamaba a Isabel II, Montes de Oca constituía un Gobierno provisional 
en Vitoria, pero carente de apoyo popular, de modo que la insurrección del 
norte se deshizo con rapidez. Los sucesos de Madrid tuvieron una factura 
bien distinta: a las ocho de la tarde del 7 de octubre, tropas dirigidas por 
Diego de León, Manuel Gutiérrez de la Concha y Juan de la Pezuela 
llegaron al Palacio Real. El objetivo era apoderarse de la reina niña Isabel y 
de la infanta Luisa Fernanda para llevarlas a las provincias del norte, donde 
se esperaba una insurrección militar. La resistencia de 17 alabarderos, 
comandados por el coronel Domingo Dulce, frustró la operación. En 
Valladolid fracasó el brigadier Orive, coronel del regimiento de la reina 


gobernadora, que tuvo que huir a Portugal. En Andalucía, Narváez no se 
movió, a pesar de disponer del compromiso del gobernador del Campo de 
San Roque [150]. 

El duque de la Victoria abandonó Madrid el 18 de octubre con 32.000 
hombres para dirigirse a las ciudades sublevadas del norte, pero su 
lugarteniente, el general y exguerrillero Martín Zurbano, ocupó Vitoria el 
19 y Bilbao el 21. Ese mismo día, O”Donnell inició su huida hacia Francia, 
saliendo por Urdax el 23. La ciudadela pamplonesa, abandonada por los 
principales insurrectos, se entregó por fin el día 25. Las milicias vitoriana y 
bilbaína fueron disueltas por su apoyo a la rebelión, y los fueros vascos 
fueron virtualmente liquidados a golpe de decreto. El 28 de diciembre de 
1842, un Consejo de Guerra establecido en Pamplona emitió 93 sentencias 
de muerte, pero todos los condenados se beneficiaron de la amnistía 
concedida por la reina el 29 de junio de 1843, 

Aprovechando la virtual ausencia de unidades militares, enviadas a 
sofocar la rebelión norteña, la Junta de Vigilancia de Barcelona, que se puso 
en marcha a mediados de octubre con miembros de la Diputación, el 
Ayuntamiento y la Milicia, procedió a partir del 26 al derribo de la 
Ciudadela, símbolo secular de la opresión borbónica [151] . El Gobierno 
encargó a Van Halen detener la demolición y castigar a los responsables. En 
noviembre disolvió la Junta de Vigilancia, suspendió el Ayuntamiento y la 
Diputación, desarmó a tres batallones de la Milicia considerados 
republicanos y estableció el estado de sitio. La prensa de oposición fue 
perseguida. Narváez, O'Donnell, Concha y otros implicados lograron huir, 
pero Borso di Carminat1, Montes de Oca y Diego de León fueron fusilados, 
al igual que otros 200 jefes y oficiales. El pronunciamiento fallido de 1841 
cobró un aura de romanticismo para una parte nada desdeñable de la 
opinión moderada, ya que, desde su perspectiva, había aspirado a devolver 
a la regente exiliada el trono y la tutela de sus hijas, «opresas de Espartero». 

Las relaciones entre los mandos militares y el partido progresista sufrieron 
un fuerte deterioro durante la regencia del duque de la Victoria, 
especialmente tras los sucesos de octubre de 1841, que se saldaron con la 
depuración de 2.100 oficiales acusados de ser políticamente conservadores 
y el exilio de otro millar a Portugal y Francia. En contrapartida, en febrero 
de 1842, el ministro de la Gobernación presentó un proyecto de ley en el 
que se solicitaba autorización para movilizar a 50.000 miembros de la 
Milicia Nacional fuera de sus provincias de pertenencia si la ocasión lo 


requería [152] . El partido moderado se dio cuenta de la necesidad de 
disponer del apoyo del Ejército para desplazar del poder al conde de 
Luchana y procedió a una reorganización de su estructura que llevó a los 
puestos de dirección a militares como Narváez, O”Donnell y Concha [153]. 
El equipo dirigente moderado (Narváez, Concha, Pezuela, Viluma, Pidal, 
Borrego, Pastor Díaz y otros), apoyado política y económicamente por el 
entorno de María Cristina, empezó a trabajar en París por la consecución de 
una alianza insurreccional con los progresistas no esparteristas [154] . 

Una nueva acción revolucionaria, desencadenada en noviembre-diciembre 
de 1841, tuvo su centro neurálgico en Barcelona, donde desde meses atrás 
se venían produciendo manifestaciones de descontento popular ante el 
propósito atribuido al Gobierno de Espartero de concertar un tratado de 
comercio con Inglaterra, lo que implicaría la ruina de las manufacturas 
catalanas y la miseria de los trabajadores, indignados con las máquinas 
textiles y el arancel librecambista. También influyó la noticia de la sujeción 
de los catalanes a las quintas y la posibilidad de que fuera impuesta a los 
barceloneses una contribución extraordinaria para la reconstrucción del 
trozo de la Ciudadela derribado por acuerdo de la Junta de Vigilancia 
establecida con carácter interino el 10 de octubre de 1840 [155] . Mientras 
que el esparterismo se inclinaba cada vez más en favor de la defensa del 
orden, la opinión popular catalana lo hacía en favor del progresismo más 
extremo, partidario del sufragio universal, sobre todo como respuesta al 
fracasado pronunciamiento moderado de 1841. La prensa del Principado no 
cesó de denunciar los planes intervencionistas del Gobierno central. 

El 13 de junio de 1842 el periodista republicano ampurdanés Abdón 
Terradas, que había sido alcalde de Figueras durante las conmociones de 
fines del año anterior, proclamó la República en esta localidad con 100 
correligionarios, mientras que en Barcelona grupos de republicanos 
recorrieron las Ramblas, siendo tres de ellos detenidos al día siguiente y 
sancionada la prensa afín [156] . El antimonarquismo de Terradas y su 
periódico El Republicano fue ganando el ambiente del proletariado textil, 
hasta que el jefe político de Barcelona, Juan Gutiérrez, detuvo a los 
redactores de la publicación y prohibió al vecindario asociarse bajo la 
bandera del republicanismo y alborotar en cafés, calles y plazas. La 
detención de varios jóvenes por estos motivos, pero, sobre todo, el intento 
de unos 30 obreros de introducir por la Puerta del Ángel unas vasijas de 
vino sin pagar derechos, desembocó el 13 de noviembre de 1842 en una 


airada protesta popular en cuyo transcurso fue desarmada la guardia del 
fielato y un soldado resultó muerto. El jefe político ordenó la disolución a 
viva fuerza de una manifestación que se estaba realizando en la plaza de 
Sant Jaume, detuvo a algunos redactores de £/ Republicano como presuntos 
inductores del motín y llegó a encarcelar a una comisión que había ido a 
pedir la liberación de los detenidos. 

Tras aceptar una tregua de un día, las autoridades decidieron implantar el 
estado de sitio y desplegar las tropas y la Milicia Nacional. La gente 
respondió con la erección de barricadas en las calles céntricas y toques al 
somatén para evitar la entrada de las tropas del general Martín Zurbano el 
día 15. El regimiento de Saboya atacó a la Milicia Nacional, que hasta 
entonces había permanecido neutral en la disputa. La difusión de una 
proclama de la Milicia en favor de la liberación de los presos condujo a su 
disolución por el jefe político, que fue agredido. Menudearon los choques 
entre milicianos nacionales y tropas del Ejército, que tuvieron que 
abandonar el centro de la ciudad y refugiarse en la Ciudadela tras haber 
sufrido la capitulación de 2.500 soldados y la muerte de 2 jefes, 9 oficiales 
y 31 individuos de tropa, además de 180 heridos, mientras que los 
sublevados apenas tuvieron bajas por hallarse bien parapetados en calles y 
casas. 

La sublevación antiesparterista, que contó con abundante participación 
obrera y republicana, derivó el día 16 en la conformación a título 
provisional de una Junta Popular Directiva Provincial apoyada por los 
milicianos y que los republicanos intentaron politizar y encauzar cuando la 
burguesía local negó su colaboración. La Junta, que fue encargada de 
canalizar el movimiento y garantizar el orden público, pidió la 
descentralización administrativa, la adopción de una política económica 
proteccionista y la prosecución de la reforma liberal del Estado. Después de 
la fase de confrontación armada, se abrió paso una segunda etapa, que 
consistió en proporcionar una salida política y organizativa a la rebelión 
mediante el empleo de la Junta Popular Directiva de mayoría republicana, 
que trató de negociar la rendición de las fuerzas militares, extender la 
rebelión a toda Cataluña y ampliar el abanico de fuerzas susceptibles de 
comprometerse formalmente en la oposición al Gobierno [157] . El 17, el 
general Van Halen ordenó la evacuación de la Ciudadela, que había sido 
atacada repetidas veces, y las tropas leales al Gobierno se establecieron en 
Monfjuic, con el propósito de reabastecerse y preparar el cerco de la ciudad. 


El 19, se creó una Junta Consultiva compuesta de las personalidades de 
mayor prestigio de la ciudad, pero que no llegó a constituirse por hallarse 
ausentes muchos de los 25 miembros que la componían. El 21, la Junta 
Popular Directiva, desconfiando seguramente de la Milicia Nacional, 
acordó crear unos batallones de Tiradors de la Patria, que no pasaron de 
1.500 individuos procedentes de las patuleies, o sector popular más 
radicalizado de la población. El 23, la Junta Popular anunció la sublevación 
de Gerona (donde el levantamiento de la Milicia Nacional el día 20 sólo se 
mantuvo 48 horas), Tortosa, Figueras y otras poblaciones, aunque 
Tarragona, Reus y Vic quedaron en manos del Gobierno. 

La contrarrevolución comenzó a triunfar cuando el 27 de noviembre, ante 
el temor a un bombardeo desde Montjuic, una asamblea municipal que se 
celebró en el Saló de Cent fue disuelta por la Milicia Nacional, que declaró 
liquidada la Junta Popular Consultiva y, con ella, la influencia de los 
republicanos en la ciudad. El 29 se creó una Junta de conciliación formada 
por todas las clases sociales, pero bajo el control de la burguesía moderada, 
para que tratara de negociar la rendición. Van Halen actuaba desde el 21 en 
Sant Feliu de Llobregat intentando hacer efectivo el bloqueo y asedio de la 
ciudad. Al atardecer del 29 de noviembre, una salva desde Montjuic 
anunció la llegada desde Sarria de Espartero y del jefe de Gobierno Rodil, 
que ignoraron las comisiones conciliatorias y acordaron desarmar la Milicia 
y reducir a todo trance la insumisión de la ciudad. A las dos de la tarde del 2 
de diciembre, las campanas volvieron a convocar a somatén, pero los 
concernidos por la alarma optaron mayoritariamente por la huida. Con todo, 
se construyeron zanjas y barricadas donde tremolaron banderas negras. 
Desde las once de la mañana del día 3, Barcelona recibió un total de 1.014 
proyectiles de todos los calibres, que destruyeron 462 viviendas por valor 
de 12 millones de reales y provocaron la muerte de 20 vecinos [158] . Tras 
la rendición, que se formalizó al día siguiente, la represión fue muy dura: la 
Milicia Nacional fue desarmada y se decretó la pena de muerte para quien 
se negara a entregar las armas. Tras la rendición, las juntas militares 
fusilaron a 19 proletarios. El balance final fue de entre 20 y 30 muertos 
civiles, 11 oficiales y 31 individuos de tropa. Hubo cientos de detenciones y 
85 fusilamientos. Otros 74 vecinos fueron condenados a diez años de 
prisión, y siete más a penas de seis años [159] . La ciudad fue obligada a 
pagar una sanción de 12 millones de reales por los destrozos ocasionados. 


La Jamancia de 1843 fue la heredera directa de la rebelión popular, con 
participación obrera y republicana, de noviembre de 1842, 

Entre los numerosos exiliados en Francia tras el levantamiento barcelonés 
de noviembre destacó el socialista utópico Abdón Terradas que, tras ser 
confinado en Perpiñán, formó una junta política encargada de socorrer a los 
refugiados republicanos y financiar en las postrimerías de 1842 un intento 
de invasión en el que, según informes del cónsul español en Bayona, Ángel 
Gil de Borja, no se descartaba un plan para asesinar a Espartero con la 
ayuda de cuatro forajidos de la facción de Cabrera [160] . 

La noticia de los tumultos de Barcelona llegó a Valencia el 2 de 
noviembre. Los milicianos nacionales de obediencia republicana se 
insurreccionaron, tocaron generala y erigieron barricadas en la plaza del 
Mercado. El jefe político Miguel Antonio Camacho declaró la ley marcial y 
se refugió en la Ciudadela [161] . Estos sucesos provocaron la definitiva 
ruptura entre esparteristas y progresistas. 

Mientras tanto, en la primavera de 1842, los conspiradores moderados 
habían creado la Orden Militar Española, concebida en un principio como 
una sociedad de socorros mutuos, que luego derivó en sociedad secreta 
insurreccional con un Consejo presidido por O”Domnell y formado por 
Narváez, Fernando Fernández de Córdova, Juan de la Pezuela, Antonio 
Benavides y Patricio de la Escosura como secretario [162] . La entidad era 
subvencionada por María Cristina a través de su esposo morganático, 
Fernando Muñoz, y el apoyo en Madrid lo prestaba el periódico El Heraldo, 
dirigido por Luis José Sartorius y José Zaragoza. A fines de ese año, el 
coronel Juan Prim entró en contacto con los conspiradores moderados 
refugiados en París, como Fernández de Córdova, Narváez y el duque de 
Riánsares. Prim y el capitán Lorenzo Milans del Bosch llegaron a Reus 
(segunda ciudad de Cataluña por aquel entonces, capital comercial de una 
zona de agricultura de secano con absoluto predominio político 
constitucional) el 24 de marzo de 1843 y, seis días más tarde, se 
pronunciaron contra BEspartero y la política autoritaria de los 
«angloayacuchos», pero no lograron tomar Tarragona y tuvieron que huir y 
refugiarse en el campo. 


La confabulación antiesparterista del verano de 1843 


El fracaso de las candidaturas esparteristas en las elecciones de febrero de 
1843 había fragilizado la posición política del regente. Tras hacerse efectiva 
la dimisión de Rodil el 3 de abril, el progresista «puro» Joaquín María 
López presentó el 11 de mayo su programa de Gobierno, que fue bien 
recibido por la oposición. Buscando la conciliación, López presentó el 18 su 
proyecto de amnistía para los actos de rebelión acaecidos desde el 4 de julio 
de 1840 e intentó separar de sus puestos a destacados esparteristas como 
Linage y Zurbano, a lo que el regente se negó. López dimitió y fue 
sustituido por el presidente del Senado, Álvaro Gómez Becerra. La alianza 
de los moderados con los grupos progresistas que capitaneaban Olózaga y 
López se consumó cuando, en la sesión parlamentaria del 20 de mayo, se 
produjo la ruptura entre los sostenedores del nuevo Gobierno (47 diputados 
ministeriales) y sus detractores (87 parlamentarios del llamado «partido 
nacional», compuesto por progresistas «puros» y por moderados). El 
célebre discurso que Olózaga pronunció para la ocasión fue interpretado 
como la señal para un pronunciamiento contra los «ayacuchos», 
especialmente cuando las Cortes fueron disueltas por el regente el 26 de 
mayo. 

Una oleada de indignación se extendió a través de la prensa por toda la 
nación, alentada por una coalición antiesparterista de progresistas, 
republicanos y moderados, que inició la insurrección. El primer paso del 
proceso insurgente fue la formación de juntas revolucionarias, dirigidas a 
defender la legitimidad del Gobierno López y la Constitución de 1837. La 
movilización juntera adoptó una fisonomía sorprendentemente similar a la 
que mostró el movimiento de julio-agosto de 1836: el 22 de mayo el 
periódico progresista El Despertador Malagueño llamó a la rebelión. Al día 
siguiente, algunos oficiales de la Milicia Nacional local leyeron ante las 
tropas y el jefe político un documento de censura al Gabinete Gómez 
Becerra. El 25 se constituyó una Comisión de Gobierno con miembros de la 
Diputación, Ayuntamiento y Milicia Nacional, que reclamó la restitución 
del Gabinete López. El gesto malacitano fue secundado por Granada, 
Almería (27 de mayo), Sevilla (19 de junio) y Córdoba (21 de junio). El 
regente, que publicó sendas proclamas dirigidas a la Milicia Nacional y al 
Ejército el 13 y el 20 de junio, mandó a Andalucía al general Van Halen 
que, del 19 al 27 de julio, asedió Sevilla, ciudad que fue defendida desde el 
día 20 por cuerpos francos constituidos por todos los hombres entre los 
dieciocho y los cuarenta años y todos los solteros [163] . Pronto siguieron el 


ejemplo andaluz La Coruña (18 de junio) y Lugo (19 de junio) y, a 
continuación, las grandes poblaciones de Castilla la Vieja, Aragón, 
Valencia, Murcia y Mallorca. 

Los primeros levantamientos de signo progresista fueron 
instrumentalizados por los espadones moderados adscritos a la Orden 
Militar Española. Nogueras, Gómez de la Serna, Infante y Osorio estaban al 
acecho en Castilla y Andalucía; Narváez y Concha en Aragón, y Prim en 
Cataluña. El 29 de mayo Prim y Milans, cansados de deambular por la 
comarca de Valls y Montblanc, regresaron a Reus, donde reclamaron la 
eliminación de la Regencia y formaron una Junta de Gobierno provisional 
que fue presidida por el propio Milans, mientras que Prim, encargado del 
mando militar, marchaba a Tarragona el 31 de mayo, al frente de unos 1.500 
milicianos nacionales. La flamante Junta pronto se encontró con 
dificultades, ya que hubo de defenderse del acoso del general lealista 
Martín Zurbano, que atacó Reus con 8.000 hombres. Tras recibir más de 
1.500 impactos de bombas y granadas, y sufrir una docena de muertos, la 
ciudad capituló el 11 de junio. Prim logro huir con 500 milicianos hacia las 
montañas de Prades, se adhirió a la Junta Suprema establecida en Manresa y 
entró en Barcelona el 15 de junio [164] . 

El ejemplo reusense se extendió por Vilafranca del Penedes, Granollers, 
Cardona, Vic, Sabadell, Igualada, Martorell, Mataró, Figueras, Castelló 
d'Empuries y Rosas, y, más tarde, por Tortosa y el Camp de Tarragona. El 5 
de junio el capitán general interino de Barcelona, José Cortines de 
Espinosa, quiso declarar la ley marcial, que no se llegó a poner en práctica 
por la oposición de los alcaldes constitucionales, apoyados por la población. 
Una comisión de notables se constituyó al día siguiente en Junta Suprema 
Provincial de Barcelona, anunciando su separación del Gobierno de Madrid 
y lanzando la idea de reunir una Junta Central —como en 1808— antes de que 
se convocaran las Cortes. Propiciada por los progresistas catalanes, esta 
Junta era la expresión del provincialismo con tintes igualitaristas y 
democráticos que se estaba difundiendo por todo el país. Su plan político 
fue apoyado por la Milicia Nacional y los voluntarios populares del batalló 
de la Brusa, pero no se logró un acuerdo general, especialmente por las 
reticencias de los progresistas, que temían un control de las juntas por parte 
de los moderados [165]. 

En Zaragoza, la movilización contra el Gobierno fue impulsada por Jaime 
Ortega y Javier de Quinto con el apoyo de una compañía de cazadores y 


otra de artillería de la Milicia Nacional, pero encontró la oposición del 
capitán general Antonio Seoane y del grueso de la Milicia, que fue 
movilizada a iniciativa del Ayuntamiento leal a Espartero en la madrugada 
del 8 al 9 de junio. El 31 se constituyó una Junta Superior de Gobierno de la 
provincia de Zaragoza fiel al regente, que mantuvo el control del poder 
hasta su disolución por el restablecido Gobierno López el 27 de julio [166] . 

Tras Cataluña se levantó Valencia, y luego Alicante, Cartagena, Aragón, 
Murcia y Sevilla. El pronunciamiento antiesparterista comenzó en Valencia 
el 10 y, en Alicante, la noche del 11 de junio. En ambas ciudades, las 
autoridades locales decidieron la creación de una Junta Provisional Local de 
Salvación para ponerse al frente del movimiento popular. Se adhirieron 
rápidamente Elda, Cocentaina, Aspe, Elche, Monóvar, Jijona, Busot, Aguas, 
Muchamiel, Torrevieja, La Mata, Crevillente, Benidorm, San Vicente, 
Villafranqueza, San Juan y Relleu. Alcoy se adhirió el 14 de junio. La Junta 
alicantina se autodisolvió el 29 de ese mes, tras haber cumplido su misión 
movilizadora de la población contra el bando esparterista [167] . La 
indecisión fue, sin embargo, la tónica dominante en muchas otras ciudades. 
Este fue el caso de León, donde hubo que esperar al 13 de julio para la 
constitución final de una Junta Provisional de Gobierno del partido judicial, 
que se limitó a permanecer a la expectativa de los acontecimientos en el 
resto de España [168]. 

Como quedó dicho, Prim entró en Barcelona el 15 de junio. La Junta 
Suprema de Gobierno lo autorizó a organizar una fuerza de 4.000 
voluntarios y ponerse a la cabeza de toda la Milicia Nacional de Barcelona, 
que se convirtió en el foco principal del movimiento antiesparterista. El 27 
de junio llegaron a Valencia Narváez, Manuel de la Concha, Pezuela y otros 
moderados procedentes del exilio francés, y ese mismo día desembarcaron 
en la ciudad condal Francisco Serrano y Luis González Bravo. El 28, la 
Junta de Barcelona proclamó el Ministerio López como Gobierno 
provisional y a Serrano como secretario de los distintos ministerios. El 30, 
el propio Serrano decretaba la destitución del regente. 

Entre fines de junio e inicios de julio, el levantamiento triunfó en casi 
todas las provincias, donde se formaron sus juntas respectivas, que 
aceptaron la propuesta de la de Barcelona de que se constituyera un 
Gobierno provisional presidido por López. Entonces, el movimiento se 
reactivó con la entrada en escena de los militares moderados: las diferentes 


juntas provinciales entregaron el mando de las tropas insurrectas a los 
generales de la Orden Militar Española. 

A fines de junio, sólo seguían fieles al regente los milicianos de Madrid, 
Cádiz y Zaragoza. Con sus fuerzas mermadas por una plaga de deserciones, 
Zurbano se retiró de Barcelona hacia Lérida. El regente, que por fin se 
había movilizado el 21 de junio con el propósito de someter Valencia, 
perdió un tiempo precioso en Albacete esperando las decisiones de sus 
ministros. Tras fracasar en sus planes de llegar a la ciudad del Turia, se 
retiró hacia Andalucía, sin conseguir dominar Sevilla, con la ayuda de los 
5.000 hombres del Cuerpo de Van Halen, que bombardeó la ciudad. Desde 
Valencia, Narváez cayó con 2.000 soldados sobre Teruel el 4 de julio y, 
sorteando unidades esparteristas, alcanzó Guadalajara una semana después. 
Ante esta amenaza, el 9 de julio se declaró el estado de sitio y, tres días más 
tarde, fue movilizada la Milicia de Madrid. Se levantaron barricadas en los 
accesos de la ciudad y se excavaron trincheras en las calles de Hortaleza y 
Fuencarral, todo ello bajo la supervisión de Evaristo Fernández de San 
Miguel y del ministro de Hacienda Juan Álvarez Mendizábal [169] . 
Después de que la Junta de Barcelona confiriera poderes militares a Serrano 
y la de Valencia hiciera lo propio con Narváez, ambos confluyeron sobre 
Madrid. Los primeros disparos se oyeron en la capital el día 14. El 16, 
Narváez llegó a la Puerta de Alcalá, pero decidió retirarse y librar batalla 
con las tropas de Seoane y Zurbano en Torrejón de Ardoz el 22. La 
inopinada desbandada de las unidades gubernamentales —debido quizás a un 
malentendido o a un soborno— y su incorporación a las fuerzas de Narváez 
al grito de «¡todos somos uno!» dejó expedito el camino hacia Madrid, 
donde la división del general Francisco Javier Azpiroz entró a las cinco de 
la tarde del día 23, a pesar de que la Milicia Nacional hizo ademán de 
resistencia levantando barricadas. Narváez, que llegó a la ciudad a las once 
de la noche, fue nombrado capitán general de Castilla la Nueva, y Javier de 
Quinto, nuevo jefe político de la capital, ordenó el desarme urgente de la 
Milicia Nacional [170] . El control del poder central por los sediciosos hizo 
que las tropas que aún sitiaban Sevilla se pasasen en masa a las filas de 
Narváez. Sin esperanzas de revertir la situación, Espartero embarcó el día 
30 desde el Puerto de Santa María para Lisboa y, de ahí, a un prolongado 
exilio en Londres. Tras la victoria, Serrano obligó a algunos altos militares 
progresistas (San Miguel, Capaz, Isidro, Luján y Rodríguez Veraz) a 
abandonar Madrid. Narváez comenzó a desarmar la Milicia Nacional en 


varias ciudades, y muchas diputaciones y ayuntamientos fueron 
reemplazados. 

El movimiento antiesparterista del verano de 1843 había sido un proyecto 
«centralista» en el sentido de la creación de una confederación de juntas al 
estilo de las constituidas en 1808. Mientras tanto, se reunían en Barcelona 
comisionados de Cádiz, Burgos y Ceuta para formar una Junta Central a la 
que llamaron a las restantes provincias. El pacto concertado entre 
centralistas y moderados era luchar juntos hasta el establecimiento de esta 
Junta Central, pero el compromiso quedó roto por el Gobierno provisional, 
que respondió al reto centralista disolviendo la Milicia Nacional, el 
Ayuntamiento y la Diputación de Madrid; destituyendo al Tribunal 
Supremo; sustituyendo a numerosos empleados civiles y militares; 
nombrando a diputados sin hacer elecciones; adelantando la mayoría de 
edad de la reina Isabel; convocando Cortes para el 15 de octubre, y 
mandando renovar por entero el Senado, en una violación flagrante del 
artículo 19 de la Constitución de 1837. La Junta de Barcelona, que protestó 
enérgicamente al ver cerrado su camino para formar una Junta Central 
democrática y reformista, optó por reafirmar su desafío al poder impuesto 
por la fuerza de las armas. 


La tardía resistencia popular federalizante (agosto de 1843-abril de 1846) 


La presión política y militar de los moderados consiguió que el Gobierno 
provisional decretase el 1 de agosto que las Juntas dejaban de ser 
gubernativas O supremas y pasaban a ser simplemente auxiliares o 
consultivas. Luego se fueron disolviendo, pero la de Barcelona se fue 
radicalizando a partir de la segunda quincena de ese mes. El día 13 el 
capitán general interino, Jaime de Arbuthnot, desarmó al batallón de 
Voluntarios de la brusa, que se insubordinó, ocupó las Atarazanas y obligó 
a la máxima autoridad militar a refugiarse en la Ciudadela. El 15 se oyeron 
gritos de «¡mueran los moderados!» y se procedió al rearme del batallón de 
la brusa. Dos días más tarde, llegó Prim, que había sido nombrado 
gobernador militar de la plaza y comandante general de la provincia. 
Organizó una asamblea con las fuerzas vivas locales para tratar de negociar 
con el Gobierno de Madrid el relevo del capitán general y la reunión de una 
Junta Central, o de unas Cortes Constituyentes. 


Ante el creciente control del poder estatal por los moderados, entre inicios 
de agosto y fines de octubre de 1843 se produjeron pronunciamientos 
proesparteristas en Madrid, Segovia, Vitoria, Badajoz, Cádiz, Córdoba, 
Sevilla, Almería, Granada, Vigo, Ferrol [171] , León o Zaragoza. En esta 
última ciudad, la rebelión municipalista y centralista tuvo lugar a fines de 
julio, después de que, el 27, el Gobierno de Madrid decidiera la disolución 
de la Junta de Gobierno. Desde fines de septiembre, la capital aragonesa 
sufrió un duro asedio dirigido sucesivamente por el general Cañedo y, desde 
el día 8 de octubre, por el nuevo capitán general Manuel Gutiérrez de la 
Concha, que obtuvo la rendición el día 24 al precio de 40 bajas entre la 
población civil [172] . En Madrid, se produjo una tentativa de conspiración 
y un motín abortado el 22 de septiembre [173] . En León, el movimiento 
centralista triunfó el 11 de octubre gracias al apoyo de la Milicia Nacional y 
el batallón provincial. El 18, llegó a las puertas de la ciudad una fuerza 
gubernamental dirigida por el general Miguel Senosiain, que luchó contra 
una columna militar centralista en los montes de la Candamia, causándola 
70 bajas. El día 25, las tropas del coronel Antonio González de Cevallos 
ocuparon la población, recogiendo 750 fusiles [174] . Dos millares de 
republicanos sevillanos se apoderaron de Morón, pero fueron batidos en 
Benamejí y sus dirigentes fusilados. Lo mismo ocurrió con otros que se 
alzaron en La Carolina. 

El Gobierno de Joaquín María López no consintió ni un ápice de 
federalismo, pactó con la burguesía moderada de Barcelona y disolvió las 
juntas en todo el país. Ante la falta de acuerdo con el poder central, la 
población barcelonesa incrementó su agitación. A fines de agosto, el 
movimiento en la ciudad condal tomó un cariz francamente revolucionario, 
al pasar al primer plano de la protesta el proletariado en paro forzoso. Prim, 
que hasta entonces había mantenido una estrategia conciliadora, arengó el 
día 28 a la Milicia y a los voluntarios, pero la actitud de los centralistas 
provocó un grave incidente. El 1 de septiembre intentó someter al «batallón 
de la blusa», pero fue objeto de algunos disparos y hubo de huir de la 
ciudad en dirección a Gracia, donde se dispuso a recomponer sus fuerzas 
[175]. 

Al día siguiente, estalló en la ciudad una revuelta popular de signo 
republicano. Se organizó una Milicia de 3.500 hombres, se erigieron 
barricadas y se creó una Comisión Popular Interina que el 3 de septiembre 
se convirtió en Junta Suprema Provisional de la Provincia de Barcelona, 


integrada por la mayoría de quienes habían formado la Junta de junio, y 
presidida fugazmente por el coronel Antonio Baiges hasta su muerte en los 
ulteriores combates. Ese mismo día, mientras desembarcaban tres 
compañías del Ejército procedentes de Tarragona y las fuerzas 
gubernamentales ocupaban la Ciudadela, los centralistas se apoderaron de 
las Atarazanas, la Aduana y el puente de Santa Madrona. El movimiento 
revolucionario se extendió el 6 de septiembre a Mataró, el 7 a Gerona, el 8 a 
Hostalrich, el 9 a Sabadell, el 12 a Olot, el 14 a Figueras y el 15 a Reus, que 
conformaron sus respectivas juntas. Fuera de la región catalana se 
implantaron en Vigo (23 de octubre a 11 de noviembre), Zaragoza (18 de 
septiembre a 24 de octubre), León (11 a 25 de octubre), Almería (29 de 
septiembre a 5 de octubre) y Granada, pero fracasaron en Valencia, Vinaroz, 
Santander, Burgos, Cádiz, Sevilla, Córdoba, Ciudad Rodrigo y Segovia. 

El 4 de septiembre comenzaron las hostilidades en Barcelona por el flanco 
de la muralla del mar, y el 7 los gubernamentales abrieron fuego desde 
Montjuic hacia las Atarazanas. Durante los días siguientes, se sucedieron 
las batallas en las cercanías de Barcelona. El día 10, los 7.000 hombres del 
brigadier Ametller, que habían llegado a la ciudad para unirse a la causa 
centralista, recorrieron la provincia para levantar otras poblaciones, 
estableciendo su cuartel general en Badalona, pero fueron derrotados el 22 
por Prim en una batalla librada en Sant Andreu del Palomar. Cuatro días 
después, el general reusense tomó Mataró, y Ametller hubo de retirarse a 
Gerona, donde fue sitiado por Prim hasta obligarlo a rendirse el 7 de 
noviembre. Desde el 1 de octubre, Barcelona fue duramente bombardeada, 
especialmente las Atarazanas y los baluartes de mediodía, San Pedro y San 
Antonio. El día 2, los «jamancios» (nombre adoptado por el movimiento 
popular armado desde junio) trataron de asaltar la Ciudadela. Las 
autoridades revolucionarias requisaron dinero y bienes —entre ellos, los del 
recientemente fallecido industrial Josep Bonaplata— para financiar una 
resistencia que casi todo el mundo empezaba a considerar inútil. 

La rendición de Gerona precipitó la de otras poblaciones. Tras la 
declaración de mayoría de edad de la reina por las Cortes el 10 de 
noviembre, el capitán general de Cataluña, Laureano Sanz, presentó un 
convenio de «sumisión y pacificación» a la Junta de Barcelona, en el que 
exigía la disolución de la Milicia Nacional y los cuerpos francos e imponía 
el exilio los cabecillas más comprometidos. El 16, la Junta acordó una 
«honrosa capitulación», que tuvo efecto a partir del 20 y se autodisolvió el 


día 29 [176] . En la tarde del día 20, fueron detenidos 37 miembros del 7.* 
regimiento de la Milicia Nacional y se nombró un Ayuntamiento 
marcadamente conservador. La Milicia fue relevada por soldados regulares 
de la Ciudadela y hubo de entregar sus armas el día 23 bajo pena de muerte, 
quedando virtualmente disuelta a partir de ese momento. Las hostilidades, 
que finalizaron oficialmente el 4 de diciembre, causaron 427 víctimas, de 
las cuales 45 eran militares, mientras que hubo 335 muertos y 354 heridos 
entre los sublevados. Narciso Ametller, Abdón Terradas y otros dirigentes 
centralistas se entregaron el 12 de enero del año siguiente, cuando firmó su 
capitulación la última Junta, ubicada en Figueras. Pero muchos milicianos, 
en connivencia con las autoridades municipales, huyeron del cerco de 
Barcelona y se dispersaron por los pueblos del Llano. Estos fugitivos 
formaron las partidas de rebeldes republicanos y demócratas que lucharon 
contra el Gobierno durante la Guerra de los Matiners, al lado de sus 
correligionarios del Maresme, el Valles, 1"Anoia y el Penedes. 

Elorza y Trías señalan que el protagonismo popular y las declaraciones 
igualitaristas de la Jamáncia prueban que, por vez primera, la dinámica 
insurreccional popular se identificaba con el conflicto de clases [177] . La 
rebelión barcelonesa también supuso la definitiva separación de la 
burguesía barcelonesa de la actividad insurreccional. Durante la crisis 
catalana, Prim actuó como instrumento del que se valió la reacción 
moderada para yugular la revolución centralista, ejemplificando la profunda 
escisión que atenazaría al partido progresista durante los años siguientes. 
Por de pronto, esta formación política hubo de soportar, desde fines de 
1843, una intensa represión por parte de los moderados, que encarcelaron a 
próceres como Manuel Cortina, Pascual Madoz o Joaquín María López. 
Cataluña, que se mantuvo en estado de guerra desde junio de 1843 a enero 
de 1845, hubo de soportar la virtual dictadura del capitán general Ramón de 
Meer, cuyo celo represivo impidió que Barcelona recuperase el 
protagonismo subversivo de antaño. El estado de excepción que se prolongó 
en Cataluña entre 1843 y 1858 (salvo las coyunturas electorales y los pocos 
meses que median entre el levantamiento del estado de sitio por el capitán 
general Dulce el 17 de agosto de 1854 y su reposición el 3 de junio de 1855 
por la proliferación de partidas carlistas y la declaración de una huelga 
general en Barcelona) [178] acarreó la muerte violenta de 143 hombres, la 
deportación de decenas de prisioneros a ultramar e incontables abusos 
contra bienes y propiedades [179] . En enero de 1845, el Ejército 


acantonado en el Principado estaba formado por 13.000 hombres, de los 
cuales 6.500 permanecían en Barcelona actuando como una virtual fuerza 
de ocupación [180]. 

La Jamancia clausuró la etapa de revueltas populares de 1840-1843, que 
congregaron en una misma causa a los trabajadores urbanos, a sectores 
importantes de la menestralía y a grupos de la pequeña burguesía. Su 
desarrollo resultaba perfectamente pautado: sublevación popular, 
nombramiento de una junta revolucionaria, extensión del movimiento a 
toda España, caída del Gobierno, disolución de las juntas, desmovilización 
ciudadana, disolución o control militar de la Milicia Nacional, descontento 
de los sectores sociales más avanzados y reacción conservadora con 
liquidación de la protesta popular por parte del Ejército [181] . Entre 1820 y 
1843, una parte considerable de los proyectos revolucionarios españoles 
habían surgido de Barcelona, pero, a partir de ese último año, se impuso un 
modelo político centralizado en el que la influencia catalana quedó muy 
mermada. Ello selló el final del predominio revolucionario de los sectores 
urbanos catalanes, basado en el arquetipo violento de la bullanga. 

López utilizó contra el municipalismo insurgente los mismos métodos que 
había empleado Espartero, y su actuación represiva contribuyó a la caída 
del progresismo [182] . El junterismo centralista como aspiración 
democrática fracasó, pero no desapareció sin lucha: el 6 de noviembre de 
1843 el capitán general Narváez salió ileso de un atentado con bomba en el 
madrileño teatro del Circo, que fue endosado a los progresistas [183] . El 
hombre fuerte del partido moderado encomendó a los militares la 
persecución de los «revolucionarios» por los clubes y cafés de Madrid, con 
ayuda de la Policía dirigida por el gobernador civil y militar, su amigo 
Manuel Mazarredo, que mantuvo en la capital el estado de alarma y al 
Gobierno de López bajo su férula. La campaña represiva orquestada por los 
moderados fue vista por el alarmado ministro de la Gobernación, Fermín 
Caballero, como el preludio de un golpe de Estado. En consecuencia, 
decretó el rearme de la Milicia Nacional y convocó elecciones municipales. 
El 24 de noviembre los moderados contestaron convenciendo a la reina para 
que sustituyera a López por Olózaga. Este cayó, a su vez, tras protagonizar 
el 29 un sonado incidente con doña Isabel por una presunta violentación de 
la voluntad real a la hora de firmar el decreto de disolución de las Cortes. 
La llegada al poder de Luis González Bravo el 5 de diciembre marcó el 


inicio de la hegemonía política moderada, que se prolongaría por más de 
una década. 

La reimplantación de la Ley de Ayuntamientos de 1840 desató entre las 
bases progresistas una airada reacción defensiva. En Cataluña (donde el 
castillo de Figueras, capturado por los centralistas, capituló el 10 de enero 
de 1844), se declaró el estado de excepción. El 4 de enero de 1844 se 
descubrió en Barcelona una conspiración que implicaba a una parte de la 
guarnición de la Ciudadela, y por la que se condenó a muerte al sargento 
Pascual Blanco. Hubo no menos de 200-250 detenciones en la ciudad 
condal, además de 400 deportaciones a Cartagena y 300 a Cádiz. Los 
progresistas fueron borrados del mapa político del Principado [184] . El 1 
de febrero el Gobierno de González Bravo ordenó la detención de Madoz, 
Cortina, Garnica, José Linares, Joaquín Verdú y Joaquín Garrido. 

A fines de enero de 1844, se produjeron sublevaciones centralistas 
impulsadas por el coronel Pantaleón Boné y los progresistas radicales en 
Alicante, Murcia y Cartagena. Boné, que había partido de Valencia con 
150 carabineros de infantería, 50 de caballería y un batallón del regimiento 
de infantería de Saboya, llegó a Alicante el 27 y, tras conseguir el apoyo de 
algunos oficiales de la guarnición, tomó el castillo de Santa Bárbara y 
apresó a su gobernador en la tarde del 28. Al grito de «¡abajo Narváez y 
González Bravo!», los revolucionarios capturaron a las autoridades civiles y 
militares y crearon una Junta Provisional de Gobierno para Aragón, 
Valencia y Murcia presidida por Boné, y que contaba con Manuel Carreras 
Amérigo (efe de la Milicia Nacional y auténtico motor del levantamiento) 
como vicepresidente. Una Junta de Armamento y Defensa se encargó de las 
cuestiones militares, para las que contaba con 900 hombres de la Milicia 
Nacional local, 400 carabineros, 50 soldados de regimiento de infantería de 
Saboya y entre 200-300 milicianos nacionales de los pueblos más próximos. 
El 29 de enero la Junta decretó la movilización de la Milicia Nacional en 
toda la provincia. Ese mismo día se produjo una sublevación progresista en 
Alcoy que, al no ser apoyada por la Milicia local, fue fácilmente 
desarticulada por las autoridades. El 31, Boné se dirigió a esta ciudad con 
1.000 infantes, 40 jinetes y dos piezas de artillería, pero no logró tomarla, 
aunque el 2 de febrero el pronunciamiento triunfó en Villajoyosa y 
Cartagena, donde se llegó a constituir una Junta revolucionaria. La idea de 
los centralistas era extender la rebelión por Albacete, Murcia, Almería 
y Málaga, donde estaban a la espera grupos de conjurados [185]. 


El Gobierno actuó de inmediato. Una Orden dictada por el Gabinete de 
González Bravo del 6 de enero de 1844 autorizó la proclamación del estado 
de excepción en cualquier provincia, mientras durase la situación de 
desorden. El 31, otra Real Orden mandaba aplicar en varias provincias 
levantinas la Ley del 17 de abril de 1821 sobre «delitos contra la 
Constitución, seguridad del Estado o la figura del rey». El capitán 
general de Valencia, Federico Roncal1, fue investido de plenos poderes y el 
4 de febrero derrotó a Boné en Elda, tomando a 250 prisioneros. El $8, 
Alicante ya estaba bloqueada por mar y tierra. Roncali, que el 5 de febrero 
había fusilado a siete oficiales que había capturado en la acción de Elda, 
entró por fin en Alicante el 6 de marzo con 5.000 hombres y tras 28 días de 
asedio. Ese mismo día, Boné fue apresado por el somatén entre Relleu y 
Sella, juzgado el 7 y fusilado al día siguiente por la espalda en el malecón 
del puerto junto con otros 23 insurgentes (nacionales, provinciales y 
carabineros). También se produjeron dos ejecuciones en Cocentaina el 12 
de marzo, una en Monforte el 13 y otra en Alicante el 15. La represión no 
terminó con los fusilamientos de marzo, sino que se prolongó a lo largo de 
1844 y 1845 con ajustes de cuentas impulsados por las autoridades de la 
provincia [186] . Carreras logró huir a Gibraltar y, en 1848, participó en la 
revolución frustrada de mayo, donde fue capturado y sentenciado a muerte. 

La noticia del levantamiento de Alicante llegó el 30 de enero a Cartagena. 
Los soldados de dos batallones del regimiento de Gerona, recientemente 
llegado a la ciudad, se insubordinaron contra sus oficiales procedentes del 
convenio de Vergara a los gritos de «¡viva Isabel II y la Constitución de 
1837!» y «¡abajo el ministro y la Ley de Ayuntamientos!», y encarcelaron al 
gobernador militar Blas Requena. El 2 de febrero se formó una Junta 
Revolucionaria presidida por el jefe local del partido progresista, el 
brigadier de Marina Antonio Santacruz. La Milicia Nacional apoyó la 
insurrección y tomó el control de todos los puestos de vigilancia. Águilas, 
Albacete y Orihuela secundaron el movimiento, pero no así Lorca, donde se 
produjeron graves enfrentamientos entre los partidarios de uno y otro 
bando. El día 3 la Junta de Cartagena mandó una columna sobre Murcia. La 
salida de la guarnición para hacer frente a los atacantes facilitó que se 
sublevaran los paisanos progresistas, que establecieron una Junta 
Provisional de Gobierno de la Provincia, presidida por el general Francisco 
de Paula Ruiz. Este declaró el territorio bajo su jurisdicción en estado de 
sitio y se trasladó el 7 a Cartagena, con el objeto de presidir una junta de 


jefes para la defensa de la ciudad. El día 8 de febrero el general Fernando 
Cotoner, al mando de las fuerzas gubernamentales, marchó desde la rendida 
Alicante sobre Cartagena, que se aprestó a la defensa. Comenzó así un duro 
asedio por mar y tierra que se prolongó hasta la rendición el 25 de marzo y 
que prefigura, en muchos aspectos, la peripecia del cantón de 1873 [187]. 

A fines de marzo de 1844, hubo extensiones de la revuelta en Alcoy, 
Castellón, Vinaroz y Zaragoza. En Madrid, operaba una junta 
revolucionaria que estaba en contacto con los exiliados en Londres, 
Gibraltar, Portugal y París, donde Mendizábal centralizaba los trabajos 
conspirativos de los progresistas radicados en Francia. Todo parece indicar 
que la red de voluntades era muy tupida y alcanzaba incluso a la clase de 
tropa. Según testimonio de Fernández de Córdova «cuando yo me encargué 
en mayo de 1844, del Gobierno Militar de Madrid, hallé ya en su mayor 
parte corrompida a la benemérita y honrada clase de sargentos por los 
ofrecimientos y halagos de los progresistas». En previsión de males 
mayores, ordenó la depuración de 1.200 oficiales de infantería [188] . 
Narváez impuso el estado de sitio en provincias como Almería, Logroño o 
Alicante. 

Desde octubre de 1844, Ametller, Linage y Nogueras trabajaron en la 
preparación de otra intentona. El 24 se descubrió una nueva conspiración 
para asesinar a Narváez en Madrid e iniciar un levantamiento progresista. 
El comandante Joaquín Alberni aseguró que el principal instigador había 
sido Juan Prim, que estaría preparando un movimiento destinado a estallar 
simultáneamente en Madrid y Barcelona. Prim fue detenido el 27 y 
sometido el 4 de noviembre a un Consejo de Guerra que lo condenó a 
muerte, aunque, en una nueva vista celebrada el día 14, el tribunal le redujo 
la pena a seis años de prisión, mientras que los demás acusados por la 
llamada «conspiración de los trabucos» hubieron de purgar cuatro años de 
cárcel. Pero, cuando Prim estaba a punto de partir hacia la deportación en 
las islas Marianas, las súplicas de su madre le granjearon un indulto [189]. 

Desde el 11 de noviembre, el general Martín Zurbano lideró un breve 
movimiento centralista con una partida de 200 hombres, que penetró por los 
Pirineos y conquistó Nájera, donde capturó a las autoridades, fusiló a un 
policía, impuso una multa de 3.000 duros a los más significados moderados 
y lanzó una proclama en apoyo de la Milicia Nacional, la Constitución de 
1837, Espartero y la Junta Central. Entretanto, el general Francisco de Paula 
Ruiz (que a inicios de 1844 había presidido la Junta de Cartagena) también 


atravesó la frontera el 16 de noviembre con 200 exiliados para apoderarse 
de Ansó y Hecho, donde estableció una Junta que proclamó al día siguiente 
la Constitución de 1837. El 18 de noviembre los insurrectos mataron a dos 
carabineros y ese mismo día fue declarado el estado de excepción en la 
provincia de Huesca, mientras que unidades del Ejército al mando del 
general Ramón Anglés se concentraban para recuperar los valles. Tras 
alcanzar este objetivo entre el 23 y el 26 de noviembre, los principales 
cabecillas huyeron a Francia, pero el Gobierno de Narváez ordenó el 3 de 
diciembre el fusilamiento en la plaza de Hecho de una docena de habitantes 
de esas comarcas que habían actuado como presuntos colaboradores de la 
invasión y aplicó la «ley de fugas» al sargento de Carabineros Vicente 
Labarry [190] . El fracaso casi simultáneo de ambos movimientos se saldó 
con 200 ejecuciones; entre ellas, las del propio Zurbano y sus hijos Benito y 
Feliciano, que fueron fusilados en Logroño el 21 de enero de 1845 [191]. 
La erección del «mito Zurbano» como nuevo mártir de la libertad se debió 
no sólo a su origen popular, a su ejecutoria como guerrillero revolucionario 
o a su cercanía personal con el legendario general Espartero, sino también a 
su dramático final —en el que arrastró a parte de su familia—, consumado 
ante la indiferencia del Gobierno. Como ejemplo de la campaña represiva 
de largo alcance que se orquestó durante la década moderada, Pirala 
constató que, durante el primer año de dominio de ese partido, de diciembre 
de 1843 a diciembre de 1844, las autoridades habían perpetrado 214 
fusilamientos por motivos políticos, lo que suponía el triple de los 
ejecutados en los diecisiete años de gobierno absoluto de Fernando VI 
[192] . En el primer Gobierno de Narváez, de mayo de 1844 hasta febrero 
de 1846, se censaron 6.849 exiliados, en gran parte carlistas [193] . Entre 
1848 y 1850, fueron deportados a las colonias dos millares de disidentes 
políticos [194] . No cabe duda de que el proyecto político del moderantismo 
se cimentó y erigió a partir del uso indiscriminado de la violencia en forma 
de coacciones, amenazas, persecuciones o encarcelamientos [195] . El 
moderantismo confundió deliberadamente el propio Gobierno con el 
régimen, de forma que cualquier atisbo de oposición o ataque al partido se 
convertía en una agresión al sistema político [196] . El miedo cerval a la 
revolución y la patrimonialización del poder político fueron las dos caras de 
la política moderada. 

Durante la revolución antiesparterista de mayo-junio de 1843, la única 
fuerza política que se mantuvo fiel al regente fue la politizada Milicia 


Nacional. El Gobierno progresista de Joaquín María López, dispuesto a 
eliminar las instituciones favorables al antiguo regente, impuso el desarme 
de la Milicia Nacional en Madrid por Real Decreto del ministro de la 
Guerra, general Serrano. El día 20 de noviembre Olózaga tomó el poder y 
decidió el rearme de la Milicia, provocando la dimisión de Serrano como 
ministro de la Guerra y de Narváez como capitán general. El 23 se presentó 
en el Senado una proposición de Ley para el mantenimiento de los decretos 
de desarme y disolución de la Milicia. Poco después caía Olózaga, lo que 
permitió que, en diciembre, la Milicia Nacional fuera desarmada en otros 
lugares de España, como Granada, Pontevedra, Zaragoza o Caspe. El nuevo 
Gabinete del ahora moderado González Bravo, tras suprimir la Inspección y 
la Subinspección de la Milicia Nacional (cuyas atribuciones pasaron a los 
capitanes y comandantes generales de distritos y provincias) por Real 
Decreto del Ministerio de la Gobernación del 18 de diciembre, y suspender 
las Cortes el 27, dictó una serie de medidas que supusieron el virtual 
desmantelamiento de la Milicia: cese de los abonos de los ayuntamientos a 
las subinspecciones, supresión de pagos de arbitrios, entrega del equipo al 
Ejército, etc. Para contrarrestar la aún poderosa Milicia Nacional, Narváez 
decidió duplicar las fuerzas del Ejército regular, hasta superar los 100.000 
hombres a mediados de 1844. 

El 31 de enero de ese año el Consejo de Ministros propuso el desarme de 
la Milicia en las capitales de provincia, y el 1 de febrero una Real Orden 
reservada del Ministerio de la Guerra facultó a los capitanes generales para 
proceder al desarme y disolución de la entidad armada en los pueblos de 
más de 300 habitantes. Por fin, una Real Orden del 17 de febrero de 1844 
estableció la disolución final de la Milicia Nacional. El proyecto de 
González Bravo consistía en situar entre el jefe político y el Ejército una 
fuerza especial a las órdenes directas del ministro de la Gobernación [197] . 
Ese fue el bosquejo inicial de lo que luego sería la Guardia Civil, creada por 
el moderantismo triunfante para eliminar la amenaza miliciana y crear un 
nuevo cuerpo de seguridad militarizado, adecuado para el sostenimiento del 
Estado centralista [198]. 

La nueva Ley de Ayuntamientos del 8 de enero de 1845 confirmó al 
alcalde (nombrado por la Corona en las ciudades de más de 2.000 vecinos) 
como el administrador del municipio «bajo la vigilancia de la 
Administración superior». Se recortaron las funciones y la autonomía de los 
consistorios, además de reducirse notablemente el cuerpo electoral para 


elegirlos. Ello supuso el ocaso de la autonomía de los ayuntamientos como 
contrapeso del abrumador poder del Estado central. La reforma tributaria de 
Mon-Santillán, denostada por los progresistas en lo que atañía a la 
desproporcionada distribución provincial de impuesto territorial, provocó 
una revuelta popular en Madrid los días 18 y 19 de agosto de 1845. La 
algarada, que comenzó con el cierre de comercios y enfrentamientos en los 
barrios populares, no pudo ser frenada con un bando conminatorio del jefe 
político, Fermín Arteta. Desde primeras horas de la mañana del 19, grupos 
armados de jornaleros, artesanos y comerciantes se echaron a la calle y 
lograron cerrar las tiendas del centro de la ciudad, agrediendo a los jefes y 
oficiales que se dirigían a sus cuarteles. Narváez decidió sacar la mitad de 
las tropas de sus cuarteles y colocarlas al mando del general Fernández de 
Córdova, que sofocó la rebelión al precio de un muerto y seis heridos [199] 


En abril de 1846, estalló una nueva sublevación centralista en Galicia. El 
principal foco de la conspiración era el regimiento de Zamora, establecido 
en La Coruña y fuerte de 2.000 hombres, que en 1843 había actuado bajo el 
mando de Zurbano en la defensa de la regencia de Espartero. Conocedor de 
parte de la trama, el Gobierno ordenó el traslado de su segundo batallón a 
Valladolid, pero el 2 de abril se incorporó al mismo el comandante 
esparterista Miguel Solís Cuetos, que ese mismo día se pronunció en El 
Carral (Lugo). Tras conquistar la capital (donde se le incorporó un batallón 
del regimiento provincial de Gijón), propició la creación de una Junta 
Provincial de Armamento y Defensa el día 4, al tiempo que la revolución 
estallaba en Santiago [200] . Solís y Vicente Alsina acudieron luego a 
marchas forzadas hacia esa ciudad, donde se había constituido una Junta 
Superior de Gobierno que puso bajo las armas a dos centenares de 
estudiantes [201] . El movimiento juntero también se instaló en Pontevedra 
el 9 de abril y en Vigo al día siguiente, pero fracasó en La Coruña y El 
Ferrol [202] . El día 8 se produjo un tragicómico encuentro sin disparos 
entre las fuerzas sediciosas y gubernamentales en Sigúeiro. El 13, las juntas 
revolucionarias provinciales, con la excepción de Lugo, acordaron 
constituir en Santiago una Junta Suprema de Gobierno de Galicia, que 
emitió un manifiesto de contenido progresista y regionalista. 
Inmediatamente se procedió a la organización del «Ejército de la 
Revolución» encabezado por Solís y Rubín de Celis para dominar Ferrol, 
Coruña y Orense, pero la campaña liberadora se saldó con un rotundo 


fracaso. Más grave fue el enfrentamiento librado el día 23 en San Simón de 
Cacheiras con las fuerzas del ejército de operaciones de Galicia al mando 
del general José de la Concha. Solís, derrotado, se retiró a Santiago y se 
aprestó a la defensa armando a la población. Tras efectuar una salva de 
artillería, Concha asaltó la ciudad con tres columnas que rompieron la 
resistencia de 2.000 insurgentes fortificados en el monasterio de San Martín 
Pinario. Solís se rindió a las 19:30 de ese día. La segunda división de 
ejército revolucionario se dispersó el 25 sin oponer resistencia. La 
«revolución gallega del 46» terminó con dos millares de presos civiles y 
militares, el éxodo de centenares de universitarios e intelectuales hacia 
Portugal y el fusilamiento de Solís y otros 11 oficiales —en adelante, 
conocidos como «los «mártires del Carral»— en la tarde del 26 [203] . Fue 
un levantamiento de tendencia regionalista, pero también en favor de la 
supresión del sistema tributario de 1845 y del restablecimiento de la 
Constitución de 1837. Lo protagonizaron los diversos sectores económicos 
perjudicados por las leyes hacendísticas, agrupados en tres tendencias 
políticas (reformistas moderados, progresistas y provincialistas) que 
definieron objetivos políticos muy concretos [204] . 


PANORÁMICA DE LA INTERVENCIÓN MILITAR EN LA POLÍTICA 
ESPAÑOLA CONTEMPORÁNEA 


El intervencionismo militar fue una constante de la España decimonónica: 
el novelista y diplomático Juan Valera afirmó que, tan sólo entre 1843 y 
1848, se habían producido 38 pronunciamientos, y el político demócrata- 
liberal José Canalejas concluyó, en un discurso pronunciado en 1881, que 
hasta esa fecha habían tenido lugar en España un total de 81. El historiador 
José Ramón Alonso sumó un total de 300 para los años que van de 1814 a 
1854, y Julio Busquets advirtió que, desde el acto de fuerza de Francisco 
Javier Elío de 1814 hasta el del brigadier Manuel Villacampa de 1886, se 
produjeron más de 40 pronunciamientos, aunque anotó que la cifra variaba 
considerablemente dependiendo de la fuente que se consultase y de lo que 
se entendiera por tal concepto [205]. 


Modalidades de la violencia pretoriana 


Con tales antecedentes, no cabe duda de que el pronunciamiento se 
convirtió en una de las expresiones violentas paradigmáticas de la 
construcción del Estado nacional en España y América Latina a lo largo del 
siglo XIX; un arquetipo de violencia política que fue protagonizado por el 
Ejército en el contexto de unos regímenes liberales inmaduros, escasamente 
institucionalizados, con un acusado déficit de legitimidad y con una débil 
sociedad civil. Como explicó Jaime Balmes en un texto que ha devenido 
clásico en el análisis de este tipo de avatares, 


mucho se habla en estos últimos tiempos de la necesidad de destruir la preponderancia militar 
para fortalecer el poder civil; parécenos que la cuestión se ha planteado al revés, y que más bien 
debiera pensarse en robustecer el poder civil para destruir la preponderancia militar: no creemos 
que el poder civil sea flaco porque el militar sea fuerte, sino que, por el contrario, el poder militar 
es fuerte porque el civil es flaco [...]. 

Las quejas contra la preponderancia militar datan ya de mucho tiempo; hace largos años que las 
fracciones liberales se acusan unas a otras [...]. Lo que en 1834 y 1835 decían los progresistas 
contra los moderados, dijeron los moderados contra los progresistas en 1836 y 1837; hasta 1840 
les tocó el turno a los progresistas repetir los mismos cargos; que luego reprodujeron los 
moderados hasta 1843 [...]. El nombre de las personas y de los hombres no significa nada: el 
hecho es el mismo [206] . 


Este y otros modos de actuación militar se han convertido en la expresión 
fáctica más representativa de ese fenómeno social, político y cultural de 
carácter multidimensional que denominamos «militarismo» [207] , o de la 
manifestación característica de la intromisión militar en la vida política que 
llamamos «pretorianismo», al que se ha definido como «la situación en la 
que la clase militar, dentro de una sociedad dada, ejerce un poder político 
independiente de dicha sociedad en virtud de un empleo real de la fuerza o 
la amenaza de emplearla» [208] . Según Perlmutter, un Ejército se convierte 
en pretoriano cuando un grupo de oficiales, o unos activistas clave, tienen 
éxito en impulsar a la organización militar hacia la política [209] . El 
pretorianismo está presente cuando los militares amenazan, de forma más o 
menos abierta, con dar un golpe de Estado a menos que el Gobierno acepte 
determinadas demandas, cuando ejecutan un levantamiento fallido, cuando 
un golpe produce o previene el reemplazo del Gobierno por otro grupo de 
civiles o cuando los mismos oficiales toman el control del Gobierno. En 
este último caso, los regímenes civiles se transforman en regímenes 
militares, aunque los individuos o grupos civiles sigan ejerciendo una 
notable influencia [210]. 


Sin embargo, el pretorianismo español decimonónico tenía sus límites. La 
naturaleza preferentemente violenta de las coyunturas de sucesión entre 
liberalismo y absolutismo en el primer tercio del siglo XIX contribuyó a 
crear la imagen estereotipada del protagonismo político de los militares. 
Blanco Valdés advirtió que «la revisión de los tópicos historiográficos del 
pronunciamiento y del pretorianismo resulta fundamental» e indicó que 
«debe subrayarse el protagonismo de los grupos civiles (revolucionarios y 
contrarrevolucionarios)»» en los cambios políticos no pautados que 
implicaban el uso de la violencia. Aunque no hubo militarismo (entendido 
como impregnación de los valores castrenses en la sociedad civil), sí hubo 
un marcado intervencionismo del Ejército en el desarrollo del civilismo 
liberal. Más que un monopolio del aparato militar en la dinámica de cambio 
del sistema político, el pretorianismo actuó como mecanismo de alternancia 
de grupos opuestos dentro de ese sistema a través de modos particulares de 
intervención como el pronunciamiento militar. Sin embargo, Blanco Valdés 
afirma que puede existir un pretorianismo sin clara finalidad militarista y 
haber fuertes dosis de militarización en el aparato del Estado (por ejemplo, 
en la gestión del orden público desde el Trienio Liberal) a medida que la 
debilidad del liberalismo exigía a los defensores del proyecto constitucional 
echar mano de la fuerza armada para su preservación [211] . Existió, pues, 
más pretorianismo que militarismo, más tentación intervencionista que real 
impregnación cultural de los valores castrenses, ya que el Ejército español 
nunca se pronunció en el siglo XIX para acentuar la militarización de la 
sociedad ni reforzar el belicismo de Estado [212] . 

Contra el tópico del pretorianismo como intromisión predominantemente 
militar en el sistema político, varios autores han destacado el protagonismo 
de los grupos civiles revolucionarios y contrarrevolucionarios en las 
coyunturas de crisis de poder. No hay que detenerse demasiado en la 
observación de los preparativos, ejecución y desenlace de los 
pronunciamientos para constatar que no han sido el único modo de 
intervención militar en la política, ni los uniformados son sus únicos 
protagonistas. El pretorianismo se ha manifestado y se sigue manifestando a 
través de una rica gama de actuaciones, cuya elección depende de la 
correlación de fuerzas civiles y militares, de la organización de la 
institución castrense, de la flexibilidad que exhiban los jefes militares, del 
nivel de compromiso que las fuerzas armadas muestren con respecto al 
régimen existente y, sobre todo, del grado de madurez alcanzado por la 


sociedad civil en su adhesión a los principios del sistema representativo. 
Esta es una cuestión clave: Needler señaló que la recurrencia de las 
intervenciones militares en la política latinoamericana no se debía sólo a 
factores históricos o culturales, sino que era característica de un estadio, o 
de una serie de estadios, en el desarrollo político de esas sociedades. Se 
trata de una etapa en la que las bases tradicionales de legitimidad (el 
derecho divino y la autoridad carismática del monarca absoluto) habían 
desaparecido sin que aún se hubiese implantado de forma estable un nuevo 
principio de legitimación: el consenso del pueblo consultado libremente a 
través de unas elecciones. En ese periodo de transición hacia la democracia 
parlamentaria, en el que el Poder Ejecutivo actuaba sin necesidad de 
cimentar su derecho a gobernar en la aquiescencia de la mayor parte de la 
población, el recurso a la fuerza bruta aparecía como un sustitutivo 
ocasional de ese consentimiento [213] . De este modo, el caudillismo 
militar, entendido como la forma de poder ejercida por un líder carismático 
que necesita del uso de la fuerza militar para conquistar y conservar el 
poder [214] (y sus diferentes  correlatos prácticos, como el 
pronunciamiento), aparece bajo una nueva luz: la de actuar respectivamente 
como modos híbridos de legitimación y de acceso no pautado al poder 
político en los estadios iniciales del desarrollo de los sistemas liberales 
clásicos. 

Los modos de intervención pretoriana en la política son, pues, muy 
diversos y dependen de un amplio ramillete de factores políticos y militares. 
En sus estudios sobre la conflictividad pretoriana en la España 
decimonónica, el general Miguel Alonso Baquer ha diferenciado el motín 
(desobediencia de sectores castrenses inferiores, como la Milicia Nacional), 
el pronunciamiento (rebeldía de mandos profesionales con el fin de ejercer 
presión sobre el Gobierno), el golpe de Estado (asalto al poder Ejecutivo 
por los altos mandos con el fin de enderezar el rumbo político), el 
alzamiento (levantamiento militar masivo con apoyo popular rural o 
urbano) y la insurrección como ruptura pública de la legalidad, con ánimo 
revolucionario [215] . Esta acusada relación de la jerarquía castrense con 
modelos conflictivos privativos de cada escalón de mando responde a la 
mayor Oo menor proximidad de cada colectivo a los centros de decisión del 
poder civil o militar, y a la eficacia de los recursos coercitivos que manejan. 

Dentro de las variadas tipologías de la rebeldía pretoriana que no suponen 
un asalto directo al poder, el motín se perfila como una actuación propia de 


las escalas inferiores de la jerarquía militar, como la suboficialidad y la 
clase de tropa. Suele ser una rebelión limitada y desorganizada, que atenta, 
en primer lugar, contra la disciplina castrense y presenta muy lejanos visos 
de subversión de la legalidad, salvo la que acarrea la ruptura de la 
obediencia debida. Su germen puede estar en una conjura minoritaria que, 
tras haber fallado el primer golpe y, con él, las posibilidades de contagio 
revolucionario, recurre a una acción violenta de carácter sedicioso que 
pretende precipitar el desarrollo del movimiento y lograr un cambio político 
rápido y radical. En ese sentido, y con algunas excepciones como las 
indisciplinas por motivos del servicio que no arrojan especiales 
consecuencias políticas o sociales, el motín militar suele ser la expresión 
marginal y extemporánea de una acción subversiva más ambiciosa (por 
ejemplo, un pronunciamiento, un golpe de Estado o un intento 
revolucionario, como sucedió con los artilleros del cuartel de San Gil en 
junio de 1866, el movimiento sedicioso de la marinería del acorazado 
Potemkin en junio de 1905, la rebelión republicana en la fragata acorazada 
Numancia en agosto de 1911 o la insubordinación de las tripulaciones 
alemanas en Kiel en noviembre de 1918), respecto de cuyo inicio prefijado 
se adelanta o retrasa por circunstancias de orden interno como, por ejemplo, 
la ruptura de las comunicaciones con el centro director del complot, y 
externo, como la represión gubernamental rápida o el cerco a los 
sublevados. La única alternativa a este impasse es el abandono del 
establecimiento militar aislado donde se ha desarrollado el motín (en el caso 
de las unidades navales, la marcha hacia un puerto simpatizante o neutral), 
y la salida a la calle en una búsqueda, generalmente infructuosa, de 
colaboradores civiles [216] . En la historia de España, ha habido motines 
que fueron el resultado de una rebeldía largamente madurada y que 
condujeron a la quiebra del régimen, como el paradigmático de Aranjuez el 
18 de marzo de 1808, que llevó a la caída de Godoy y precipitó la crisis de 
la monarquía; la sublevación de los sargentos de La Granja el 12 de agosto 
de 1836, que marcó el fin del régimen del Estatuto Real, o los sucesos del 
cuartel de San Gil del 22 de junio de 1866, que señalaron el comienzo del 
ocaso de la monarquía isabelina. 

El «cuartelazo» es una revuelta, plante o huelga aislada, defensiva y 
pasiva, propia de la oficialidad intermedia, que tiene lugar en una 
instalación militar, como medida de presión para la obtención de 
determinadas exigencias. Los insurgentes solían permanecer en sus puestos 


y esperaban el desarrollo de los acontecimientos [217] . En la mayor parte 
de los casos, es un tipo de protesta impulsada por un peculiar grupo 
profesional para hacer valer sus reivindicaciones de orden corporativo, 
pero, para otros autores, el «cuartelazo» representa la fase preliminar de 
otros tipos de violencia pretoriana, como el pronunciamiento o el golpe de 
Estado, que serían las actitudes subversivas propias de los militares de alta 
graduación. Stokes distinguía el «cuartelazo» (que identificaba con el 
pronunciamiento) del golpe de Estado: el primero era un método complejo 
y altamente desarrollado de cambio de gobierno desde los cuarteles, cuyo 
desarrollo clásico era la rebelión de un establecimiento militar; el 
pronunciamiento, manifiesto o grito; la marcha hacia los puntos estratégicos 
(centros de comunicación, almacenes militares, centros gubernamentales y 
la capital); el anuncio al pueblo del cambio de gobierno y el nombramiento 
de una junta patriótica que asume la dirección del Gobierno en un periodo 
transitorio [218] . Su triunfo dependía del apoyo de otras unidades militares 
y de la adhesión de la opinión pública y requería una especial destreza en la 
elección de líderes, en la realización del programa revolucionario y en la 
evaluación de los problemas políticos y técnicos, con el fin de evitar la 
efusión de sangre o daños a la propiedad, como sucedió en los 
«cuartelazos» argentinos de 1930 y 1943, Por el contrario, el golpe de 
Estado es una acción sediciosa más rápida, difícil y peligrosa de planear y 
ejecutar, ya que supone un asalto directo al poder, lo que implica la 
inmovilización de la autoridad depositaria del mismo a través de su 
eliminación o detención. Era, pues, una acción que sobrepasaba los límites 
del cuartel y requería mayor experiencia profesional. El golpe es un método 
forzoso de organizar y cambiar gobiernos que permite e incluso alienta la 
participación civil [219] . Finer observó que los pueblos latinos 
diferenciaban perfectamente el «cuartelazo» del golpe de Estado, al que 
identificaban con la captura y la destitución repentinas de la máxima 
autoridad de gobierno aunque, en ocasiones, ambos procesos podían 
coincidir o darse sucesivamente [220] . 


El pronunciamiento como arquetipo violento del liberalismo español 
decimonónico 


El pronunciamiento es una modalidad de violencia pretoriana digna de 
especial atención, por su peculiar fisonomía y su carácter heteróclito, en la 
frontera de otros tipos de acción política armada, como la revuelta 
palaciega, el golpe militar o la acción revolucionaria, ya que supone la toma 
de posición política de un jefe castrense, a través de presiones O 
manipulaciones sobre el poder y, en caso necesario, a través de la 
insurrección abierta con apoyo civil subsidiario. En los albores del siglo 
XIX, el pronunciamiento se convirtió en una forma arquetípica de violencia 
insurreccional basada en la movilización de militares y ciudadanos con la 
pretensión de formar una junta política que encarnase la soberanía nacional 
y proclamase el advenimiento de un régimen político constitucional 
haciéndose eco de las demandas del liberalismo revolucionario [221] . La 
pieza clave en la que se establecía la legitimidad política y popular del 
pronunciamiento era la Junta que, desde mediados del siglo XVIII, era el 
Órgano político que se constituía en momentos de crisis política o de 
excepcionalidad en el que los ciudadanos delegaban su soberanía hasta la 
elección de nuevas autoridades. En ellas convivieron los sectores 
acomodados de las corporaciones tradicionales y las capas populares y 
militares del liberalismo revolucionario. 

Varios autores han puesto el énfasis en el protagonismo castrense de los 
pronunciamientos y su adscripción a una época concreta de la historia 
contemporánea de España: para Comellas era «una forma de golpe militar 
asestado contra el poder para introducir en él reformas políticas, propia de 
la Historia española del siglo XIX» [222] , y Sánchez Agesta lo caracterizó 
como un método de intervención militar en el siglo XIX a través de la 
«coacción incruenta del poder efectuada desde los altos mandos» [223] . 
Más vagamente, Christiansen lo describió como un «acto de declaración, 
abierta o implícita, con ayuda de tropas, personal civil o ambas cosas, 
contra el gobierno o su política» [224] . Alonso Baquer es el máximo 
paladín de la calificación del pronunciamiento como «conflicto político- 
militar» de baja intensidad, donde la participación se quiere limitar a los 
miembros de la fuerza armada para evitar el desencadenamiento de un 
conflicto mayor [225] . Esta definición margina los estallidos populares y 
los motines militares como epifenómenos de dudosa funcionalidad, 
sobrevalorando la importancia de lo castrense en este tipo de rebeldías y 
aplicando la parte (la acción violenta, habitualmente realizada por una 
fuerza armada) al todo (la acción subversiva, elaborada generalmente desde 


instancias ideológicas y políticas extramilitares). No se percibe la diferencia 
aducida por este autor entre un pronunciamiento castrense y un conflicto 
político-social que, por iniciativa civil, requiere la presencia de efectivos 
militares para conseguir sus objetivos de forma violenta, pero ordenada. 
Cepeda ha realizado la caracterización más completa y compleja del 
fenómeno, al que definió como «aquella crisis política del país en que el 
Ejército, o un sector de él, participa, iniciándola o colaborando en ella una 
vez desatada, en favor de un grupo político determinado o apoyando una 
opción de gobierno concreta, poniendo en juego su fuerza, bien como 
amenaza, bien haciendo un uso externo y efectivo de ella, y suscitando una 
respuesta de las masas, siendo necesaria esta última condición (la 
participación popular) para que una intervención del grupo militar en la 
política pierda el carácter de simple golpe de Estado» [226] . Es, por tanto, 
una acción cívico-militar, deseablemente incruenta y realizada en favor de 
un partido o grupo político, social o institucional, cuyo objetivo inmediato 
no era la conquista violenta del Estado, sino el ejercicio de una presión o 
coacción sobre el Gobierno y el poder supremo lo suficientemente eficaces 
como para obtener del primero su claudicación sin condiciones y, del 
segundo determinadas ventajas políticas que incluían casi indefectiblemente 
el usufructo del poder. El pronunciamiento es una rebeldía o sublevación 
militar fruto de una conspiración previa que busca el apoyo de un sector de 
las fuerzas armadas, de las organizaciones políticas y de la opinión pública; 
que pretende la conquista del poder o la rectificación de la política 
gubernamental mediante una aproximación militar periférica o indirecta al 
foco de poder, ya debilitado o cómplice, de forma poco cruenta y sin 
promover una ruptura total con el mismo. Busca, pues, el apoyo de la 
mayoría del país y, para ello, se ve acompañado de un programa o 
manifiesto. El pronunciamiento está en contacto con otras expresiones de 
rebeldía como el motín militar (levantamiento anárquico, a veces secuela 
del fracaso de un pronunciamiento) o el golpe de Estado (asalto minoritario 
y directo sobre el poder), y es una secuela de fenómenos más profundos 
como el pretorianismo, esto es, de la injerencia franca y violenta del 
Ejército o parte de él en la política interior de la nación empleando su 
fuerza en beneficio de un partido. A decir de Cepeda, un pronunciamiento 
se convierte en golpe de Estado o de palacio si no hay participación de 
masas 0, cuando menos, no estimula una respuesta por parte de esas masas, 
de forma que el concurso de la población se hace necesario para que una 


insurrección militar con objetivos políticos pierda su carácter golpista [227] 
. Pero el golpe también se diferencia del pronunciamiento por su carácter de 
asalto directo y fulminante al poder, lo que implica que los golpistas han de 
atesorar una serie de destrezas técnicas con las que ni soñaban sus 
románticos antecesores decimonónicos; habilidades capaces de paralizar y 
subvertir una estructura estatal más sofisticada que antaño, en el sentido de 
la mayor complejidad burocrática. 

En definitiva, existen formas violentas de acción pretoriana diferentes al 
golpe de Estado, e incluso acciones encubiertas teóricamente no violentas 
pero de no menor eficacia, como las presiones, los vetos o las coacciones y 
los golpes «blandos», que, a diferencia de los golpes tout court, no implican 
necesariamente el derrocamiento del poder establecido ni el empleo directo 
de la violencia física. Para O”Kane, «cuando un gobierno es influido por los 
militares, sin intervención física explícita, puede suceder que los militares 
ejerzan incluso más poder del que se observa cuando la “intervención 
militar” existe» [228] . En el razonamiento inverso, tampoco todos los 
golpes son acciones militares, sino que los civiles y las formaciones 
paramilitares pueden ocasionalmente actuar en solitario, sin apoyarse en la 
intervención del Ejército regular [229] . Conviene recordar que los golpes 
tienden a instalar gobiernos que incluyen civiles con militares en un papel 
secundario, más que gobiernos puramente castrenses [230] . 

La palabra «pronunciamiento» adquirió significación política desde el 
levantamiento de Las Cabezas de San Juan el 1 de enero de 1820, ya que 
fueron las proclamas de los coroneles Riego y Quiroga las que, por vez 
primera, emplearon ese término como sinónimo de «levantar la voz por la 
Patria». La palabra ya estaba incorporada al vocabulario político francés a 
la altura de 1842, y la décima edición del Diccionario de la Real Academia 
que vio la luz diez años después recogió el vocablo «pronunciamiento» con 
esa acepción de levantamiento o rebelión. En el mundo hispánico del siglo 
XIX, la práctica del pronunciamiento, síntesis de aparatoso acto de fuerza y 
juego ceremonial [231] , llegó a unos grados de rutinización y ritualización 
rayanos en el virtuosismo, tal como recuerda Balmes: 


Se da un grito en un punto cualquiera, se constituye una Junta, se formula un programa, se 
declara independiente la población pronunciada, y se exhorta a la nación a que imite el ejemplo. 
La noticia circula, los ánimos se agitan, se pronuncia otra ciudad, y luego otra, y después otra, y al 
cabo de pocos días se halla el gobierno supremo circunscrito al breve espacio donde puede 
alcanzar su vista. Obligado a capitular, a abandonar el puesto, suben al poder otros hombres, sale 


a la luz un manifiesto, las juntas felicitan, el nuevo gobierno les manda que se disuelvan y ellas 
obedecen, y la función se ha concluido [232] . 


La consolidación del pronunciamiento como arquetipo violento vino de la 
mano de la creciente intervención pretoriana del Ejército español que, desde 
la Guerra de la Independencia hasta la Restauración, mantuvo la tesis de la 
necesidad de su actuación política como puntal para la supervivencia de la 
patria, la liberación de la nación y la salvaguardia del régimen liberal en 
posición de vanguardia. El pronunciamiento se presentaba como un medio 
legítimo, aunque no constitucional, de forzar cambios políticos 
significativos tanto a nivel nacional como regional o local [233] , sobre todo 
cuando la pervivencia de los residuos del Antiguo Régimen (especialmente 
presentes en la función y ejecutoria política de la Corona) y el 
doctrinarismo de los partidos hizo casi imposible el acceso al poder por 
medios «legales» [234] . Parafraseando al poeta romántico Manuel José 
Quintana, Raymond Carr definió el pronunciamiento como «el método 
español de hacer las revoluciones»: 


El pronunciamiento fue el instrumento de la revolución liberal en el siglo XIX. Consistía en una 
insurrección de oficiales justificada por una absurda teoría que hacía del cuerpo de oficiales el 
depositario último de la voluntad general de Rousseau [...]. 

El origen de la intervención de los militares en la política se halla tal vez en el papel que jugaron 
los militares en la administración del siglo XVIII [...]. Y en los conflictos entre políticos y 
militares durante la Guerra de la Independencia. Pero tan sólo en el reinado de Fernando VII se 
desarrolló la intervención hasta adquirir la forma rígida de un drama clásico [235] . 


El pronunciamiento es la circunstancia culminante de una «crisis política 
que cuenta con la decisiva participación del Ejército, o un sector de él, que 
inicia la rebelión contra el gobierno, autoproclamándose portavoz de una 
voluntad nacional que cree peligrar la libertad» [236] . Consistía en 
garantizar, como se dijo en una proclama progresista fechada en Olot el 17 
de julio de 1854, el «sostenimiento de las leyes fundamentales del Estado 
contra la injusta represión [...]. Se trata, en fin, de sostener las instituciones 
liberales bien entendidas» [237] . A diferencia del golpe de Estado, el 
pronunciamiento hace un llamamiento a la opinión pública para unirse al 
movimiento y justificar el acto según unas pretendidas aspiraciones de 
libertad [238] . No buscaba irrumpir por sorpresa con alguna fuerza en el 
centro donde gravitaba el poder, sino rescatar una opinión pública que el 
Gobierno trataba de amordazar. Pero la mayor parte de la población se 
mantenía al margen y consideraba que la decisión debía ser militar, ya que 


el Ejército aparece en el imaginario liberal decimonónico como el último 
reducto de la voluntad nacional; de modo que en su «época dorada», que 
abarca en HEspaña los dos primeros tercios del siglo XIX, el 
pronunciamiento respondía, al menos teóricamente, a un movimiento de 
opinión que se oponía a un gabinete al que se calificaba de no 
representativo, o que se estaba excediendo en sus funciones y prerrogativas, 
transgrediendo gravemente la Constitución. Desde ese punto de vista, los 
pronunciamientos se consideraban acciones defensivas, ya que se oponían a 
una actuación, supuestamente ilegal, iniciada por el Ejecutivo, y sus 
proclamas hablaban de sostener, conservar o defender un patrimonio 
político dilapidado o amenazado por la arbitrariedad del Gobierno [239] . 
Normalmente, el pronunciamiento se ejecutaba cuando se suponía que el 
poder sufría una crisis de legitimidad tan aguda que, ante la amenaza de un 
conflicto armado, no era capaz de movilizar sus fuerzas, o que, en caso de 
ser llamadas estas a sofocar el levantamiento, no actuarían con eficacia por 
temor a provocar una escalada violenta —el miedo siempre presente a una 
guerra civil- y por la existencia de un esprit de corps que trataba de 
salvaguardar la unidad de la institución castrense. 

Perlmutter describe los pronunciamientos como una revuelta de los 
militares contra el sistema patrimonial de poder en España [240] . Pero, 
como acción de elite y en beneficio de la elite, el pronunciamiento era, 
sobre todo, una alternativa de acusado carácter mesiánico que limitaba la 
posibilidad de una revolución popular [241] ; un proceso subversivo 
controlado y dirigido por las elites políticas y militares en el que el pueblo 
actuaba como comparsa y resultaba el beneficiario pasivo. Los 
pronunciados actuaban con el apoyo de unidades militares y colaboraban, 
de forma preferente, con los grupos políticos y sociales que disponían de 
medios eficaces de difusión del mensaje político, para dar una imagen 
favorable ante el pueblo y forzar la voluntad del monarca, exigiendo la 
dimisión de un ministerio incapaz, a su juicio, de resolver los problemas del 
país. 

Un pronunciamiento precisaba de la participación de más de un grupo 
político para triunfar o contar, al menos, con la colaboración pasiva e 
indirecta de la mayor parte de la sociedad que, sin decidirse a apoyar el 
poder establecido, aceptase el desmoronamiento del régimen, aunque es 
preciso reconocer que los pronunciamientos progresistas contaron con 
mayor participación y fluidez de relaciones entre ejército y pueblo que los 


moderados. Pero la proliferación de juntas a partir de los años cuarenta 
convirtió los pronunciamientos en revueltas de masas. La participación 
popular se convirtió en un factor clave a partir de entonces y, desde ese 
momento, los pronunciamientos triunfantes (en 1843, 1854 o 1868) 
hubieron de estar inspirados por más de un grupo o partido. 

Naturalmente, la fisonomía del pronunciamiento como rebelión militar 
con un neto alcance político varió notablemente en función de la naturaleza 
del régimen que se pretendía asaltar y de los avatares internos de la 
institución castrense. Alonso Baquer diferencia los pronunciamientos de 
opinión pública, adhesión monárquica y solidaridad castrense [242] . En su 
artículo de 1986, este autor reformula esta tipología y habla de los 
pronunciamientos de carácter liberal (el que se entona de cara a la opinión 
pública tiene a su protagonista en la Milicia Nacional y promete la 
instauración de una dominación legal de carácter racional en sentido 
weberiano), realista (que busca el apoyo de la Corona, es impulsado por 
antiguos guerrilleros y pretende restaurar la dominación «tradicional») y 
militar (que busca el aplauso de las unidades regulares del Ejército, es 
dirigido por militares profesionales y establece un tipo de dominación 
carismática) [243] . Estos tres tipos de pronunciamiento quedarían 
morfológicamente encuadrados entre el motín popular y la acción súbita 
propia del alto mando militar que llamamos golpe de Estado. Según este 
análisis tipológico, para el estudio del pronunciamiento, hay que tener en 
cuenta al protagonista de la acción violenta, la táctica que se emplea (ataque 
directo o aproximación indirecta), el nivel de violencia que se busca, la 
capacidad de resistencia del Poder Ejecutivo y la complicidad o no del 
poder supremo o arbitral. Su grave carencia es el no evaluar en su justa 
importancia factores de tipo político, como la participación de los partidos, 
la definición ideológica del movimiento y el apoyo popular. El predominio 
castrense en el diseño y la iniciativa de buena parte de los pronunciamientos 
decimonónicos se debía a que los caudillos militares eran, al tiempo, los 
jefes virtuales de las fuerzas políticas. Los militares casi nunca actuaron 
solos ni tenían objetivos políticos distintos de los de la opinión del 
momento. 

Por su parte, Busquets divide los pronunciamientos en tres tipos: en 
primer lugar, las rebeliones abiertas iniciadas con un manifiesto redactado 
por civiles y que buscaron apoyos en unidades del Ejército para lograr un 
«efecto dominó», alentado o neutralizado por la Corona; en segundo lugar, 


las presiones incruentas de los generales hacia el poder supremo, como la 
propuesta de restauración absolutista hecha por Elío a Fernando VII en 
1814, las exposiciones de Llauder y Quesada a la reina gobernadora en 
1834, las presiones de Alfonso XIII sobre Primo de Rivera en 1929 o las 
intervenciones de algunos generales sobre Franco (Kindelán en 1943, Juan 
Bautista Sánchez en 1957); por último, estarían los plantes de oficiales, a 
mitad de camino entre la presión política de los generales y el motín de la 
tropa, motivados en la mayoría de las ocasiones por razones económicas y 
sociales. Pueden ser peticiones colectivas circunstanciales realizadas por 
escrito (como el «plante» artillero de enero de 1873 o la rebelión pasiva en 
septiembre de ese mismo año de oficiales contrarios a la conmutación por el 
presidente Salmerón de la pena de muerte contra los militares que habían 
colaborado con los cantonalistas), o con métodos violentos (como los 
asaltos a la prensa que desembocaron en la Ley de Jurisdicciones de 1906, o 
las conspiraciones de los artilleros contra Primo de Rivera). Su carácter 
corporativo se manifiesta mediante reuniones y constitución de 
asociaciones semilegales o semiclandestinas, como las Juntas de Defensa de 
los años de la primera posguerra mundial o la Unión Militar Democrática 
(UMD) del tardofranquismo [244] . 

En función del alcance del proyecto político que se pretende impulsar y de 
la mayor o menor implicación de la muchedumbre, y de acuerdo con el 
carácter fronterizo de esta manifestación de violencia castrense, podríamos 
hablar de varios tipos de pronunciamiento: el de carácter «palaciego» (en 
favor o en contra de un reforzamiento institucional o político de la más alta 
jerarquía del Estado), el de tipo «corporativopretoriano» (impulsado en pro 
de una reacomodación interna en la estructura de las fuerzas armadas y una 
mayor presencia del poder militar en la vida política) y el «revolucionario», 
que implica la subversión abierta de un régimen por parte de las fuerzas 
armadas, que gozan de un fuerte apoyo popular y político. 


La evolución histórica y el procedimiento de ejecución de los 
pronunciamientos 


La evolución histórica de esta modalidad de actuación política violenta 
permite contemplar sus rasgos desde una perspectiva dinámica mucho más 
esclarecedora. Alonso Baquer diferencia una primera etapa de 


intervenciones castrenses que coincide con la crisis del absolutismo y la 
constitución del régimen liberal (1814-1836). Los pronunciamientos 
liberales vendrían pautados por las acciones revolucionarias precursoras y 
sin apenas apoyo popular de Francisco Javier Mina en 1814, Juan Díaz 
Porlier en 1815 y Luis de Lacy y Francisco Milans del Bosch en 1817, hasta 
llegar al momento culminante del levantamiento de Riego en 1820 e ir 
declinando con las irrupciones fronterizas de emigrados como Espoz y 
Mina o Torrijos en 1830-1831. Los pronunciamientos absolutistas o de 
solidaridad monárquica comenzaron con el de Elío en 1814 y continuaron 
con el golpe cortesano del 7 de julio de 1822, los alzamientos rurales 
realistas de 1820-1822, el pronunciamiento «ultra» del mariscal Georges 
Bessiéres en 1825 y los levantamientos carlistas del otoño de 1833. Por últ1- 
mo, estarían las acciones liberales de 1835-1836, con apoyo de la Milicia 
Nacional, que culminaron en el motín de los sargentos de La Granja de 
1836 y la consolidación definitiva del régimen constitucional. Según 
Comellas, una posible explicación del ritmo acelerado de los movimientos 
subversivos entre 1815 y 1850 es la tendencia a la exaltación propia de la 
era romántica, henchida de sociedades secretas de conspiradores [245] . 
Como elemento integrante de la cultura política del Romanticismo, la 
conjura adquirió matices de sagrada liturgia, ya que los compromisos se 
formalizaban con ritos iniciáticos e incluso se firmaban con la propia sangre 

246] . Para Jover, «el conspirador romántico aporta a la lucha política 
emoción, entusiasmo y algunas ideas. Aportará también —recordad la 
magnífica estampa de un Diego de León— una impecable estética de la 
muerte» [247] ; un patrimonio de emociones que enriquecieron los héroes y 
mártires del panteón liberal como Torrijos, Bertrán de Lis, Porlier o Lacy. 
Misterio, conjura, exaltación del héroe, tendencia al símbolo y al mito, 
interpretación milagrosa de la vida, estética de la muerte, ingenua 
improvisación y desproporción entre los medios y el fin fueron los rasgos 
característicos de la violencia política subversiva en la etapa formativa del 
liberalismo español [248] . 

La segunda fase coincidió con el establecimiento del llamado «régimen de 
los generales» (1838-1868) y estuvo caracterizada por el desarrollo de los 
pronunciamientos «clásicos» en su protagonismo casi exclusivamente 
militar, de solidaridad castrense y profesionales de corte moderado durante 
la regencia de Espartero. Tras la revolución progresista de octubre de 1840 
se desarrollaron los pronunciamientos antiesparteristas de los generales 


Fernández de Córdova y Narváez en Sevilla en noviembre de 1838; de 
O”Donnell, Concha, Pezuela y Diego de León en septiembre-octubre 1841, 
y de la Orden Militar Española, que culminó con la caída del duque de la 
Victoria en julio de 1843. Durante la Década Moderada, destacaron los 
levantamientos del general Zurbano en Haro en noviembre de 1844 y del 
teniente coronel Solís y la Milicia Nacional en Lugo en abril de 1846. 

Tras la rebelión civil republicana de 1848, el pronunciamiento de julio de 
1854 estableció el modelo de la jornada revolucionaria centrada en la 
insurrección urbana. Una vez desaparecida la hegemonía política moderada, 
la secuencia revolucionaria in crescendo de 1865-1868 (conspiraciones de 
Prim en Madrid, Pamplona y Villarejo en 1864-1866; Pierrard e Hidalgo en 
el cuartel de San Gil en junio de 1866 y, de nuevo, Prim en Valencia en 
agosto de 1867) condujo a la «Revolución Gloriosa» de septiembre de 
1868, en la que, a pesar de la aparición de juntas compuestas de miembros 
distinguidos de los partidos progresista, unionista y demócrata, el Ejército 
decidió y culminó el proceso revolucionario. La particularidad de los 
sucesos de 1868 radica en que adoptaron la forma de un movimiento militar 
de sentido democrático que implicó un cambio radical en la fisonomía del 
Estado, pero acentuó la inestabilidad política. Los múltiples complots e 
insubordinaciones militares del Sexenio culminaron en los actos de sedición 
de 1874: el golpe de Estado de Pavía del 3 de enero y el pronunciamiento 
de Sagunto del 30 de diciembre. 

Pasada la «edad de oro» de los pronunciamientos, las dos etapas postreras 
que marca Alonso Baquer son puramente residuales: las reformas militares 
del régimen de la Restauración desplazaron del primer plano de la vida 
política las sediciones castrenses, que devinieron anormales, inútiles e 
ilegales según el Código de Justicia Militar. Un buen ejemplo de este 
cambio de actitud lo tenemos en Emilio Castelar quien, en febrero de 1869, 
dijo en las Cortes que los pronunciamientos, «mirados a la luz de las leyes 
positivas, quizás sean faltas graves; pero mirados a la luz eterna de la 
conciencia humana, que bendice los héroes de la libertad, son grandes 
jalones que van señalando el progreso de España». Sin embargo, el 12 de 
noviembre de 1878 rogaba que «enterremos como un sueño morboso así los 
golpes de Estado como los pronunciamientos de cuartel [...]. Señores, ¿no 
observasteis como yo que todos los cambios políticos que se han verificado 
en España durante este siglo han comenzado y concluido por grandes y 


violentísimos desórdenes, por atentados a la disciplina o a la autoridad, por 
golpes militares?» [249] . 

Las tendencias políticas marginadas del sistema de la Restauración 
protagonizaron los últimos ensayos clásicos de pronunciamiento (la 
«Octubrada» carlista de 1900 o las rebeliones republicanas de Badajoz en 
1883, Santa Coloma de Farners en 1884 o la «Villacampada» de 1886, 
conectada a la trama conspirativa que Ruiz Zorrilla siguió manejando hasta 
1892), en un momento en el que la violencia política comenzaba a adoptar 
una clara fisonomía de masas al hilo de la consolidación de las grandes 
ideologías obreristas del anarquismo, el marxismo y el sindicalismo 
revolucionario. La «segunda era de pronunciamientos» de 1917-1936 
supuso un retorno al pretorianismo en intervenciones militares en «pasivas» 
de carácter corporativo (1917 o 1923) y levantamientos activos con apoyo 
civil (1930, 1931, 1932, 1936 o 1939), que tendrían su última expresión 
patente en el golpe de Estado frustrado del 23 de febrero de 1981 [250] . 

Si analizamos de cerca la dinámica interna de los pronunciamientos en las 
primeras dos etapas, percibimos que el pronunciamiento ibérico 
antiabsolutista tenía un protocolo bastante formalizado de ejecución: la 
conspiración (se realizara esta en España o en el extranjero), el 
pronunciamiento en sí (bien fuera una rebelión militar estricta o un «salto» 
o «rompimiento» desde una frontera o desde la costa al territorio español), 
el contagio insurreccional (de otras unidades militares, pero también y sobre 
todo del pueblo, movilizado en una «jornada revolucionaria») y, por último, 
el logro del objetivo político fijado [251] . 

En la era constitucional dominada por los «espadones liberales», la fase 
previa al pronunciamiento era el retralmmiento, o negativa a seguir 
participando en el juego del sistema parlamentario, como decidieron los 
progresistas en 1843-1854 y 1856-1868 [252] . Normalmente, el 
pronunciamiento comenzaba con una etapa de preparativos reservados, 
llevados generalmente a cabo por una sociedad secreta, junta o comité 
revolucionario militar o cívico-militar y, más raramente, por un grupo 
reducido de individuos aislados. La conspiración cívico-militar implicaba 
un sondeo de opiniones («trabajos»), la fijación del plan (lugar, fecha y 
táctica que seguir), los compromisos y los preparativos de última hora, 
llamados también «obras», que incluían el eventual cambio en la fecha del 
levantamiento. Como fenómeno político-social, la conspiración conllevaba 
la clandestinidad como modo de operar, aunque pretendía apoyarse tácita o 


retóricamente en la aquiescencia de un sector mayoritario de la opinión 
pública [253] . Los organizadores del complot estaban movidos por la 
constante preocupación de que el movimiento sedicioso escapase a su 
control o degenerase en un motín cuartelero, una revolución incontrolada o 
una algarada urbana sin claros fines políticos. Un alto nivel de coerción 
estatal o una amplia permisividad oficial facilitan la conspiración, mientras 
que un nivel medio de control gubernamental favorece otro tipo de 
manifestaciones de rebeldía abiertamente violentas, como la guerra interna. 
Es, precisamente, la precariedad de la propia estructura secreta, y la 
debilidad impuesta por la ausencia de legitimación social inmediata, lo que 
hace de la conspiración una de las manifestaciones subversivas más 
imprevisibles. Muchos autores han destacado el carácter azaroso de estas 
tareas, y el talante personal acusadamente romántico de los primeros 
militares pronunciados, dispuestos a arriesgar sus carreras y sus vidas en un 
acto de abierta rebeldía que realizaban casi en solitario y con dudosas 
posibilidades de éxito. 

A continuación tenía lugar la fase expositiva: un «acto», «gesto» O 
«grito», mediante el cual la personalidad que asumía el liderazgo del 
levantamiento (generalmente, un militar que movilizaba a tal efecto las 
fuerzas bajo su mando, u otras disponibles) declaraba su rebeldía frente al 
Gobierno y/o la legalidad vigente. En no pocas ocasiones, este «grito» 
podía complementarse con una declaración política o un programa de 
actuación que se divulgaba bajo la forma de «manifiesto al país». En la 
mayoría de los casos, los pronunciados otorgaron una importancia crucial a 
la redacción de un texto político y trataron de divulgarlo antes de cumplir su 
amenaza de tomar las armas. Los textos de los pronunciamientos 
evolucionaron con el tiempo, adquiriendo en el proceso un registro 
pseudolegal común, una serie de estrategias retóricas compartidas y un 
patrón, reiterado y reconocible, que podría llegar a definirse como parte de 
un subgénero literario propio: denuncia de abusos políticos apoyándose en 
la opinión pública, plan y petición o amenaza y apelación a la voluntad 
nacional. Este compromiso programático era redactado normalmente por 
los elementos civiles encargados de ofrecer cobertura ideológica y política 
al levantamiento castrense. Como es bien sabido, el de Manzanares de 1854 
fue debido a Cánovas; el «España con honra» de 1868 fue inspirado por 
Adelardo López de Ayala, el de Sandhurst que esgrimió Martínez Campos 
en Sagunto fue también redactado por Cánovas y Ruiz Zorrilla compuso el 


de agosto de 1876, que abrió camino al levantamiento frustrado del año 
siguiente. Como excepción, Primo de Rivera escribió de su puño y letra la 
proclama sediciosa de septiembre de 1923, y el signado por los generales 
Weyler y Aguilera contra la Dictadura en 1924 es atribuible con toda 
probabilidad, a Melquíades Álvarez. Más que un plan constructivo de 
actuación (para el que, con todo, siempre se aseguraba contar con apoyo 
civil y militar), este llamamiento buscaba la denuncia y la intimidación del 
Gobierno, cuya ejecutoria era presentada como contrapuesta a la voluntad 
del pueblo y/o del poder supremo del Estado; principios ambos de 
legitimidad político-constitucional del liberalismo moderado respecto a los 
cuales los rebeldes prometían lealtad y salvaguardia, salvo en casos 
extremos de denuncia sin ambages de la legalidad existente, como sucedió 
en los grandes movimientos revolucionarios o contrarrevolucionarios de 
1868, 1874, 1930 y 1936. 

La fase ejecutiva del pronunciamiento era el levantamiento armado, que 
tenía lugar cuando el general u oficial al mando de la rebelión reunía a las 
tropas y dirigía una arenga a los soldados, donde denunciaba el estado de 
corrupción que el levantamiento estaba destinado a remediar y anunciaba 
las grandes reformas políticas para emprender, y prometía condecoraciones, 
ascensos, licencias, etc. [254] ; de ahí que se hablase irónicamente de las 
revoluciones como un método de acceso, no al poder, sino al presupuesto 
del Estado. 

Iniciado por una o por varias fuerzas militares, el levantamiento en armas 
presuponía la existencia de otros focos insurreccionales de tipo civil y 
militar, que se levantarían simultánea o escalonadamente después de ese 
primer acto de rebeldía. Este podía darse mediante la sublevación de una o 
varias unidades acantonadas en localidades alejadas del control directo del 
poder central o a través de un «rompimiento» desde el exterior. En el 
proceso de rebelión, los alzados intentaban ganar tiempo conquistando un 
enclave y esperando algún movimiento de apoyo de sus compañeros de 
armas o de la población civil. Cuando la rebelión no obtenía el deseable 
apoyo popular, era tildada peyorativamente de «cuartelazo». De acuerdo 
con esta estrategia política elusiva, la táctica militar se basaba en maniobras 
de diversión periférica: entre 1820 y 1854, las unidades militares que se 
pronunciaban deambulaban hasta que las ciudades actuaban y los 
ayuntamientos armaban a los ciudadanos. Marchas y contramarchas como 
las realizadas por Riego en 1820, por la guarnición de Badajoz en agosto de 


1883 o por Villacampa en 1886, buscaban ganar tiempo a la espera de un 
desenlace que podía consumarse por medios no militares, como el aludido 
levantamiento popular urbano, que daría pie a una transferencia más o 
menos legal del poder político. El objetivo del pronunciamiento no era 
provocar un conflicto sangriento, ni mucho menos una guerra civil, sino 
ejecutar una acción militar demostrativa, coordinada en ocasiones con una 
insurrección «nacional» en las grandes ciudades (ámbito tradicional de 
apoyo al liberalismo y escenario de las célebres «jornadas 
revolucionarias»), como medidas de presión dirigidas a la rectificación del 
Gobierno o a la toma directa del poder. Si la administración de una ciudad 
les era favorable, se constituía una Junta Revolucionaria o una Junta de 
Salvación y Gobierno, se leían proclamas, se confiscaba el dinero del 
Gobierno, se armaban milicias y se enviaban delegaciones a las poblaciones 
vecinas. Por otro lado, como estrategia de hostigamiento indirecto y 
deseablemente incruento sobre el Gobierno, el pronunciamiento buscaba 
demorar el mayor tiempo posible el asalto directo al poder político, 
esperando que madurase la situación, y confiando en que la extensión 
geográfica y cronológica de la desobediencia afectase, de forma irreparable, 
a la legitimidad y al eficaz ejercicio de la autoridad gubernamental, que 
debía cortar rápidamente el absceso revolucionario para evitar que la inercia 
del pueblo a obedecer se quebrase y jugara en favor del grupo sedicioso 
[255] . Una vez estallaba la sedición, todo dependía de la rapidez con que 
Gobierno y los rebeldes acopiaran apoyos, que solían ser militares, pero 
también populares en ciudades que rompían su relación con la capital, 
iniciando los consabidos movimientos descentralizadores y municipalistas 
en tiempo de crisis; es decir, la clave no estaba en el potencial bélico de los 
conjurados, sino en la fidelidad del resto del Ejército al poder establecido, 
de ahí que se hablara de pronunciamientos positivos (en apoyo al bando 
rebelde) o negativos (de pasividad ante los requerimientos del Gobierno, 
aduciendo la necesidad de mantener el orden público o el deseo de evitar el 
derramamiento de sangre entre compañeros de armas en aras de la 
solidaridad corporativa). En resumen, el pronunciamiento era una invitación 
a la acción colectiva antes que una acción espontánea [256] . Como señala 
Cepeda, 


un pronunciamiento necesita más de un grupo político entre los participantes para conseguir el 
triunfo, o contar con la colaboración indirecta de la mayor parte de la sociedad que, sin decidirse a 
apoyar al poder establecido, posibilita el desmoronamiento del régimen. El pronunciado debe 


intentar ganar tiempo, esperando adhesiones de otros puntos de la geografía nacional; por el 
contrario, el poder legítimo debe cortar rápidamente el absceso revolucionario para evitar que la 
inercia del pueblo a obedecer [...] se rompa y juegue a favor del aspirante, el contestatario del 
sistema [257] . 


Esto es evidente en 1820, 1840, 1843 y 1854. El pronunciamiento 
triunfante desembocaba en la cesión o caída del Gobierno, la llamada a 
palacio del líder de la insurrección y la formación de un nuevo Gabinete, la 
disolución de Cortes y la convocatoria de elecciones, con lo que se salvaban 
las formas constitucionales aunque, desde 1868, ya no se respetaron dichas 
convenciones, y los pronunciamientos provocaban oO aspiraban a 
desencadenar un cambio de régimen [258] . Todo el proceso debía hacerse 
rápidamente, ya que una prolongación de la crisis podía hacer estallar una 
revolución popular o un conato de guerra civil. De hecho, en España la 
violencia desplegada en este tipo de acciones venía marcada por la 
autocontención, y la secuencia revolucionaria  desembocaba, 
frecuentemente, en la formación de juntas locales o provinciales en manos 
de los ciudadanos respetables. Para asegurar el control o limitar al máximo 
la espontaneidad de este tipo de acciones protagonizadas por las masas bajo 
la caracterización del «pueblo en armas», resultaba imprescindible la 
participación previa o simultánea de las unidades militares comprometidas. 
Como dice Headrick, «los republicanos nunca se quejaron por la falta de 
apoyo del pueblo en el alzamiento, sino por la falta de generales influyentes 
en su bando» [259] . Es cierto que el Ejército no esperaba normalmente al 
estallido popular para incorporarse a la lucha, pero no es menos obvio que 
aguardaba un apoyo civil a posteriori [260] . Es la participación popular 
controlada la que convierte este acto de rebeldía en un pronunciamiento y 
no en un simple golpe de palacio, generando incluso revoluciones (1820, 
1840, 1854 o 1868) o golpes contrarrevolucionarios (1814, 1823, 1833, 
1843, 1856 o 1874). El Ejército aparece como el instrumento del cambio 
político en coyunturas de falta de hegemonía social y de poder legitimado. 
De hecho, las interinidades sin Constitución (en 1833-1840, 1872 y 1874) 
constituyeron un vacío de autoridad y legitimidad favorable a los 
pronunciamientos. 

Como vemos, el pronunciamiento no era una técnica, conflicto o recurso 
militar o militarista, sino una verdadera estrategia política para la conquista 
del poder, forjada por el liberalismo español y utilizada, preferentemente 
(pero no en exclusiva), por este, sin importar las tendencias, durante todo el 


siglo XIX. Un pronunciamiento era, ante todo, una operación político- 
militar que utilizaba medios militares, pero no perseguía fines estrictamente 
castrenses, sino que la actuación del Ejército expresaba violentamente las 
demandas y aspiraciones de grupos civiles más amplios, que eran los 
verdaderos protagonistas y beneficiarios de la acción [261] . Según Sánchez 
Agesta, «los generales del reinado de Isabel II eran simplemente políticos 
que utilizaban para sus fines el Ejército en el que ejercían mando» [262] . 
Hasta bien entrado el siglo XX —concretamente, hasta septiembre de 1923-, 
no fue el Ejército el que se pronunciaba como institución, sino un 
determinado sector dentro de él, y los generales se comportaban como 
políticos que abusaban de su control sobre un instrumento estatal de 
coacción. Los «espadones» creían que el aval de las tropas y el plebiscito 
que les otorgaba la adhesión de una parte de la población los legitimaban 
para gobernar más y mejor que los políticos surgidos del capricho real o de 
un sufragio censitario y a menudo fraudulento. Pero, en general, el Ejército 
como corporación no impuso su poder y resultó más perjudicado que 
beneficiado por el «régimen de los generales», ya que sufrió la masificación 
de sus cuadros de mando y la consiguiente merma de prestigio social, la 
adopción de compromisos partidistas que derivaron en clientelismo, la 
limitación de las prestaciones sociales, etc. Hasta el Directorio de Primo de 
Rivera, el pronunciamiento nunca pretendió la suplantación del poder civil 
por un gobierno castrense, sino que los militares adheridos a este tipo de 
movimientos actuaban en nombre de un partido, o lo asumían 
inmediatamente como tal y, una vez en el poder, su relación con el Ejército 
se limitaba a mantener una relación personal o clientelar con sus miembros 
[263]. 

Los pronunciamientos decimonónicos nunca tuvieron una connotación 
política dominante en sentido moderado o progresista, liberal o absolutista, 
revolucionario o contrarrevolucionario, ya que derrocaron y dieron paso a 
regímenes y gobiernos de muy diversa naturaleza [264] . Su objetivo 
deseable se cifraba en cubrir un vacío político e institucional mediante el 
desencadenamiento de una rebelión pacífica y conjunta del pueblo y del 
Ejército que actuara como «plebiscito insurreccional». La acción militar era 
sólo el factor precipitante de este proceso de relegitimación, y la 
intervención de los conjurados civiles era tan imprescindible como la 
presencia de la elite castrense para que el pronunciamiento no degenerase 
en otros tipos de conflictividad masiva menos controlables. Estos podían ser 


la rebelión popular, el motín cuartelero (como los protagonizados por 
contramaestres republicanos en Cartagena en 1885 y 1886) o las protestas 
corporativas con designios más o menos claros de cambio político, como el 
«plante» de oficiales: una protesta pasiva (con correlatos violentos, como 
los asaltos a periódicos de 1895 y 1905, que abrieron el camino a la Ley de 
Jurisdicciones de 1906, o con rasgos de «rebelión de burócratas», como las 
Juntas de Defensa de 1917) contra una situación supuestamente inmoral o 
injusta que debía ser rectificada por un poder civil al que no se deseaba 
suplantar, pero sí tutelar y guiar en sus decisiones. En otras ocasiones, un 
movimiento insurreccional mal dirigido podía dar lugar, antes o después de 
su ejecución, a la proliferación de «partidas latrofacciosas», como las 
brotadas tras las guerras civiles o como secuela de las intentonas 
republicanas de 1878, 1883, 1884 y 1886. 

A partir de la segunda mitad del XIX, primero en los países anglosajones, 
luego en Francia, y más tarde en otros países que encaminaban sus pasos 
hacia la democracia, las violencias pretorianas dejaron de justificarse como 
una alternativa de regeneración política de naturaleza cesarista y pasaron a 
caracterizarse como un acto reprobable y punible ejecutado contra la 
voluntad soberana del pueblo que, de este modo, veía legitimada cualquier 
actitud de resistencia ante la amenaza de una involución autoritaria. Justo es 
decir que, en España, este proceso de proscripción moral y social del 
intervencionismo militar en la política resultó mucho más tardío que en 
otros países europeos. En todo caso, la creciente complejidad del moderno 
Estado burocrático hizo más dificil su conquista por los métodos ilegales 
usados hasta entonces. El cada vez más ineficaz conspiracionismo de cuño 
romántico, plasmado en la práctica en el pronunciamiento, fue dejando paso 
a estrategias de desestabilización más «técnicas», basadas en la infiltración 
y la anulación de los servicios vitales del Estado como preludio de un asalto 
directo al poder que debía ser realizado por un puñado de especialistas, 
ejecutores de un plan conspirativo minuciosamente planteado. Se 
avecinaba, en suma, la hegemonía del golpe de Estado como referente de la 
moderna violencia pretoriana. 
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IV 


ENTRE EL ORDEN Y LA REBELDÍA: LA LUCHA VIOLENTA 
POR EL PODER DURANTE EL REINADO DE ISABEL II 
(1844-1868) 


LA IMPLANTACIÓN DE UN MODELO CENTRALISTA Y 
MILITARIZADO DE ORDEN PÚBLICO 


La cuestión policial en la España contemporánea 


A lo largo de la historia contemporánea de España, el Estado ha tratado las 
disidencias violentas con una voluntad punitiva antes que preventiva. Con 
el paso del tiempo, la actividad de salvaguardia del orden público fue 
abandonando su vertiente de representación y defensa de los intereses 
colectivos para adoptar la fisonomía característica de una mera delegación 
del poder estatal; es decir, en vez de ser un producto de las demandas 
sociales o una suerte de autorregulación (self*policing) de la comunidad, la 
seguridad se fue vinculando de forma cada vez más estrecha al proceso de 
construcción del Estado nacional, lo que otorgó al desempeño de sus 
funciones una imagen de coacción gubernamental antes que de servicio 
público. Y es que en España ha prevalecido históricamente un modelo de 
seguridad colectiva ligado al ejercicio, frecuentemente desmesurado, del 
poder, lo cual ha concedido al ejercicio del control social una fisonomía 
más coactiva que en los países anglosajones. En España, la Policía se ha 
contemplado a sí misma como la larga mano del Poder Ejecutivo antes que 
como una institución al servicio del ciudadano, y sus actuaciones han 
tendido a la preservación de la ley y el orden antes que a la prevención, el 
control o la investigación de los delitos. La nacionalización de los 
mecanismos de mantenimiento del orden público ha resultado insuficiente, 
habida cuenta de las dificultades para crear una auténtica fuerza policial 
apolítica, civilista y profesionalizada. Esa carencia ha tratado de ser 
cubierta con un sistema represivo excesivamente centralizado y 
militarizado, aislado del resto de la sociedad y, con frecuencia, atentatorio 
de las libertades individuales y colectivas. Un ejemplo de esta disonancia lo 


tenemos en el tránsito entre el modelo de orden público heredero del primer 
liberalismo surgido del levantamiento popular antifrancés (la Milicia 
Nacional como representación armada del pueblo, y garante de sus derechos 
cívicos recién adquiridos) y el paradigma moderado que acabó 
prevaleciendo a partir de 1844, plasmándose en la Guardia Civil como 
cuerpo de orden público elitista, profesional y militarizado, que actuaría, en 
lo sucesivo, como simple delegado de la autoridad gubernativa. Si ha 
habido una actitud que haya prevalecido en nuestro Estado contemporáneo 
a la hora de tratar las disidencias sociales o políticas, ha sido la de aplicar 
con todo rigor los recursos coactivos disponibles, antes que optar por los 
mecanismos no dolosos de prevención, canalización o resolución del 
conflicto. El Estado ha demostrado con frecuencia ser brutal, pero no 
policíaco en el sentido estricto de su eficacia funcional, ya que las fuerzas 
del orden (sobre todo, el Ejército) han mostrado falta de voluntad 
preventiva y de capacidad para aplicar una represión proporcional a la 
violencia desplegada en su contra [1] , pero tampoco han sido capaces de 
establecer un sistema de control eficaz y con intencionalidad totalizante. La 
prioridad dada a las capacidades coercitivas (base de la salvaguardia del 
orden público) y extractiva (fiscalidad) sobre las facetas de negociación 
(defensa del régimen político representativo, garantía jurídica de los 
derechos políticos y sociales) y de distribución de recursos (educación, 
asistencia social y laboral, abastecimiento, etc.) [2] puede haberse debido a 
la configuración predominantemente militar de la organización burocrática 
del Estado nacional, que es un hecho patente desde los albores del 
liberalismo, pero que puede rastrearse en épocas anteriores [3] . 

Al igual que en otros países de nuestro entorno, uno de los principales 
elementos de vertebración histórica de la presencia estatal en España han 
sido las Fuerzas Armadas. De hecho, los esfuerzos de centralización 
administrativa iniciados en el siglo XVIII se inspiraron en modelos de 
eficiencia militar, que, en la práctica, se tradujeron en la presencia del 
Ejército en las tareas supuestamente civiles, trasladando a la jurisdicción 
militar competencias políticas clave, como la salvaguardia del orden 
público. La máxima autoridad administrativa, política y judicial en cada 
división territorial del Estado era la militar. La Real Audiencia actuaba 
como un Senado consultivo del capitán general [4] , mientras que, en las 
instancias inferiores (intendentes o corregidores, en gran parte de los casos 
fusionados con el cargo de gobernador militar), actuaban como simples 


delegados del mismo. En el Antiguo Régimen, la autoridad militar 
concentraba las competencias en materia de policía y orden público, y el 
mando directo de las fuerzas armadas encargadas de estos menesteres, que 
eran el Ejército y los cuerpos territoriales especializados en la persecución 
del bandolerismo, como las milicias provinciales, los mossos d 'esquadra, 
los migueletes o los miñones. A la larga sombra que los capitanes generales 
proyectaron sobre la Administración interior decimonónica se añadió la 
indefinición constitucional de las funciones que el Ejército debía 
desempeñar en la defensa integral del Estado [5] . Ello se tradujo en una 
pugna permanente de atribuciones con las autoridades políticas y con otros 
organismos de la seguridad pública, como la Milicia Nacional o la Guardia 
Civil, a lo largo del siglo XIX y hasta bien entrado el siglo XX. La diferente 
estructura de seguridad en los ámbitos rural (donde las antiguas policías 
regionales y el Ejército actuaban bajo la férula de las Capitanías Generales 
y las Audiencias) y urbano (donde las atribuciones represivas eran 
compartidas por las autoridades judiciales, locales y gubernativas), junto a 
otros factores (la penuria presupuestaria, la doble dependencia orgánica de 
las autoridades civil y militar o la escasa voluntad y continuidad 
gubernamentales, motivadas en parte por la inestabilidad político- 
administrativa), dificultaron la implantación de un modelo nacional 
unificado de orden público. Ello condujo, a partir de 1844, a la adopción de 
una estructura de seguridad mixta: militar en el campo (Guardia Civil) y 
civil en el urbano (Policía de Protección y Seguridad, militarizada en 1870 
como Cuerpo de Orden Público), cuyo despliegue provincial evolucionó 
muy lentamente hacia un modelo civil nacional y centralizado en el último 
cuarto del siglo XIX [6] . 

La militarización de la Administración estatal, que se hizo más intensa tras 
la Guerra de Sucesión y durante el periodo revolucionario francés, resulta 
un hecho incontrovertible en la defensa interna del Estado y fue más intensa 
y duradera que en otros países europeos, donde la función militar se fue 
integrando gradualmente en la nueva estructura del orden público, más 
flexible y adecuada al control óptimo de los niveles intermedios del 
disentimiento colectivo. En países como España, la escasa especialización, 
la ineficacia y la frecuente indocilidad de los instrumentos de represión 
resultan un indicio plausible para calibrar las limitaciones del Estado 
nacional en sí mismo, y en relación con el escaso desarrollo de una 
infraestructura capitalista industrial que pudiera justificarlo y reforzarlo [7] 


La débil y desigual implantación de la ciudadanía social y política 
permitió al Ejército conservar, por más tiempo, su papel dominante en el 
control de la protesta interna (sobre todo contra las fuerzas regionales o de 
clase que reivindicaban la ampliación de los derechos de ciudadanía), y 
emplear, sin reparos, los cuatro niveles básicos de actuación coactiva (la 
conciliación, el servicio policial convencional, el empleo demostrativo de la 
fuerza y la escalada de la violencia real), para cuya ejecución disponía de 
repertorios de acción más amplios que los de los disidentes, y de una 
parafernalia represiva más apta que en épocas anteriores [8] . La 
intervención sistemática de las Fuerzas Armadas en el control de la acción 
colectiva ha supuesto el mantenimiento de la autonomía de los militares 
respecto de los gobernantes civiles, y su predominio como actor político 
independiente hasta épocas relativamente recientes. El Ejército fue 
asumiendo un papel cada vez más decisivo en las tareas del Estado: su 
especialización y su virtual monopolio de la seguridad interior acentuaron 
su independencia respecto de los poderes públicos, hasta constituir un poder 
alternativo al político, en función de su presunta capacidad para imponer un 
orden social efectivo y preservar la unidad nacional [9] . Las Fuerzas 
Armadas han intervenido frecuentemente de forma autónoma en los 
conflictos que enfrentaban al capital con el trabajo, al centro con la periferia 
o al Gobierno con la oposición, provocando una mayor intensidad y 
frecuencia de la violencia. Las peculiaridades del control militar de la 
acción colectiva no facilitaron el desarrollo de una acción no violenta ni el 
tránsito hacia actitudes predominantemente reformistas, más bien todo lo 
contrario. Como señala Charles Tilly, la preponderancia militar minimizó 
las posibilidades de negociación que, en otras partes de Europa, 
posibilitaron la formulación de derechos individuales y sociales para los 
ciudadanos y restricciones para las prerrogativas del Estado [10] . 

Otro gran problema sin resolver fue la escasa diferenciación estructural de 
los resortes del orden público, ya que los órganos administrativos que 
desempeñaban la función policial han sido, con frecuencia, los mismos que 
ejercían funciones militares y judiciales, especialmente en los estados de 
excepción. Si en las democracias liberales la fórmula policial supera la 
estructura militar por ser más adecuada al mantenimiento del orden público 
en el nuevo sistema de relaciones de propiedad [11] , en España no ha 
existido una separación neta entre Ejército y fuerzas de seguridad, hasta el 
punto de poderse hablar de una continuidad funcional entre el Ejército, la 


Guardia Civil y la Policía. A diferencia de otros Estados europeos más 
avanzados, la adopción del modelo tripartito de división especializada de la 
coerción física estatal (Policía, fuerzas paramilitares de seguridad y Ejército 
regular) para afrontar con eficacia los distintos niveles de conflictividad ha 
sido en España tardía e insuficiente. El llamado «problema militar» (la 
intromisión castrense en la vida política y social) siempre se planteó como 
desconectado de la reforma de la Administración policial y de las técnicas 
jurídicas para el mantenimiento del orden público [12] , cuando el creciente 
protagonismo castrense en materia de control social y político fue una de 
las grandes coartadas para el intervencionismo militar en la «cosa pública». 
En ese sentido, el legado de ese peculiar modo de enfocar la seguridad 
estatal desde un sesgo predominantemente castrense fue alentar una 
militarización que condicionó la apertura política del régimen isabelino, 
dificultó el asentamiento de la democracia durante el Sexenio, erosionó y 
acabó por destruir el régimen liberal de la Restauración en 1923, complicó 
la existencia de la Segunda República y dio lugar en 1936-1939 al régimen 
dictatorial más longevo de nuestra historia contemporánea, donde la 
defensa del orden se asimiló, de iure y de facto, al exterminio físico o moral 
de la población disidente. 


Los instrumentos de control social del régimen moderado: la Guardia Civil 
y la edificación del Estado centralista 


La Guerra de la Independencia desencadenó una serie de procesos de 
cambio que, en el campo específico de la seguridad pública, mantuvieron su 
vigencia hasta el último cuarto del siglo XIX. La revolución liberal aceleró 
el desmantelamiento del sistema de protección del Antiguo Régimen, 
basado en un orden preventivo antes que represivo [13] . La positivación de 
los nuevos derechos individuales y cívicos (propiedad, libertad personal, de 
trabajo, de opinión, de reunión, de asociación, etc.) impuso su regulación a 
través de un sistema de orden público normalizado, igualitario y basado en 
la represión legal, es decir, en un castigo aplicado en función de una 
transgresión previa de la ley, al contrario del orden preventivo anterior, y 
que actuaba según supuestos establecidos de forma rigurosa. 

La búsqueda de un nuevo modelo de orden público estatal se hizo de 
forma harto vacilante. En una primera etapa, las elites representadas en el 


régimen fernandino trataron de mantener las formas de seguridad 
declinantes. Se suprimieron el Ministerio de la Gobernación y los jefes 
políticos, y se restableció el poder de los capitanes generales, junto con la 
creación de órganos de policía política autárquicos y con competencias 
juzgadoras, como el Ministerio de Policía y Seguridad Pública de 1815 y la 
Superintendencia General de Policía de 1823. En la segunda etapa, iniciada 
con la muerte de Fernando VII, los moderados intentaron en vano orientar 
la Milicia Nacional de origen progresista hacia la defensa de su política 
conservadora. En la tercera, el moderantismo triunfante eliminó, lisa y 
llanamente, la «amenaza» miliciana y creó un nuevo cuerpo de seguridad 
para el sostenimiento del Estado centralista: la Guardia Civil [14] . 

Antonio Pirala recuerda que el modelo policial que se adoptó en España 
no fue el preventivo y protector de tipo inglés, sino el represivo de origen 
francés, que luego asumió el partido moderado: «Dependiente del poder 
central, se creen llamados a mandar sus agentes no a proteger a los 
ciudadanos honrados, ni a evitar el mal, sí a prender los criminales y a 
procurar su castigo [...]. Nuestra policía llegó a convertirse en arma secreta 
contra los ciudadanos que lamentan silenciosos la mala administración 
pública» [15] . En efecto, mientras que los progresistas y los moderados 
«puritanos» eran partidarios de inspirarse en el modelo anglosajón, 
impulsado por Robert Peel, de un cuerpo policial civil que ejercía un 
control no militarizado del orden público, la mayoría del partido moderado 
trató de responsabilizar de la defensa interior del Estado a un cuerpo de 
naturaleza militar, pero bajo el control del Ejército [16] . Su modelo 
predilecto fue el napoleónico de la Gendarmerie: un cuerpo militar de 
despliegue abierto, con misiones de orden interior que, desde la capital del 
país, se diseminó sobre todo el territorio con vocación de competencia 
universal —no como los carabineros— y con un despliegue propio y 
jerarquizado. Ello permitiría llevar el poder del Estado centralista a todos 
los rincones del país, no a través de un elemento funcional (el 
gendarme/guardia civil-policía), sino de un ente institucional de estructura 
arquitectónica (el puesto y la casa-cuartel), cuyos ocupantes no estaban 
subordinados a la autoridad de los alcaldes; de ahí derivaría un servicio 
policial más centrado en la salvaguardia del Estado que dirigido al servicio 
de los ciudadanos, como era el modelo anglosajón [17] . 

Muy pronto se abordó una profunda transformación de la estructura de 
seguridad en un sentido marcadamente centralizador. Un Real Decreto del 


26 de enero de 1844 elaborado por el ministro de la Gobernación José 
Justiniani (marqués de Peña Florida) y su subsecretario Patricio de la 
Escosura procedió a la reorganización del ramo de Protección y Seguridad 
Pública según el modelo impuesto por el Reglamento de 1824. La reforma 
tenía un triple objetivo: resucitar el aparato policial que Espartero había 
disuelto de 1840; atribuir a la autoridad gubernativa la competencia de la 
seguridad pública que, desde el Gobierno Calatrava, estaba asignada a los 
alcaldes constitucionales y, por último, crear un entramado extenso de 
poder que permitiese la expansión de la acción del Estado [18] . El artículo 
l estableció que «el servicio de protección y seguridad pública estará 
exclusivamente a cargo del Ministerio de la Gobernación de la Península y 
de sus respectivos agentes en las provincias», esto es, los jefes políticos. 
Los artículos 2 a 9 se ocupaban de la organización de la Policía, y el 10 
anunciaba que el Ministerio de la Gobernación «propondrá, con la urgencia 
que el servicio público reclama, la organización de una fuerza especial 
destinada a proteger eficazmente las personas y las propiedades, cuyo 
amparo es el principal objeto del ramo de protección y seguridad» [19] . 
Durante la vigencia del estado de excepción, el orden público dependería 
directamente del Ministerio de la Gobernación y los jefes políticos, que 
ejercerían sus funciones por medio de sus comisarios y personal subalterno 
(celadores). 

Este Real Decreto fue completado con un Reglamento de fecha 30 de 
enero de 1844, que confirmó la dependencia del ramo de Protección y 
Seguridad respecto de los jefes políticos, y su financiación por parte de los 
ayuntamientos. Junto al personal civil (comisarios de distrito, celadores de 
barrio, ciudad y cabeza de partido, etc.), debería organizarse un cuerpo 
uniformado compuesto por agentes de Protección y Seguridad, cuyos 
agentes dedicados a la vigilancia callejera estarían al mando de los 
celadores de barrio. Los comisarios encargados de la protección y seguridad 
pública de los distritos dispondrían del servicio de la futura Guardia Civil 
en el término de su jurisdicción. Sin embargo, tras la caida de González 
Bravo y la llegada al poder de Narváez a inicios de mayo de 1844, se 
produjeron dos grandes modificaciones: la doble dependencia respecto de 
los ministerios de la Guerra y de Gobernación y la militarización interna, 
que preconizaba el Real Decreto del 13 de mayo, fundador de la Guardia 
Civil, que fue dificultando la implantación de un cuerpo civil de seguridad 
profesional y apolítica, ya que los jefes políticos optaron por controlar 


férreamente ese instrumento, con el consiguiente clientelismo y dedicación 
a actividades fundamentalmente políticas, como el control de las elecciones. 
Esta politización extrema y la falta de profesionalización explican la 
sucesión de numerosas reformas policiales de carácter efímero. 

En octubre de 1847, Narváez ocupó, por tercera vez, la Jefatura del 
Gobierno, y el 26 de noviembre remitió una circular a los ayuntamientos 
conminándolos a que financiaran una Policía secreta, convencido de que 
esta era «una triste necesidad de las sociedades modernas» [20] . El ramo o 
servicio de Protección y Seguridad Pública fue utilizado para luchar contra 
los adversarios políticos, que estaban sometidos a un maltrato similar al que 
sufrían los delincuentes comunes. Tras los sucesos de mayo de 1848, el 
ministro de la Gobernación Luis José Sartorius promulgó el 10 de ese 
mismo mes (Gaceta del 11) un Decreto donde, tras hacer una extensa 
exposición de los hechos revolucionarios, señalaba las prácticas de control 
y vigilancia que se debían acometer ante estas sublevaciones. De este modo, 
Narváez creó por Real Orden del 15 de julio el Gobierno Superior de 
Policía de Madrid, para «vigilar muy de cerca y escrupulosamente a los que 
se proponen medrar en el desorden, y a los que se acogen a las grandes 
poblaciones para sustraerse a la acción de la autoridad». Aunque dependía 
teóricamente del jefe político de la provincia, el director o jefe superior de 
Policía se equiparó en categoría administrativa a este; podía, además, 
publicar bandos e imponer multas y sanciones y, bajo su autoridad, 
figuraban los comisarios, celadores, antiguos agentes del Ramo de 
Protección y Seguridad Pública y las fuerzas de la Guardia Civil. Tendría 
competencia en todo lo relativo a la seguridad de las personas y del Estado, 
se ocuparía de instruir la información sumarial de los delitos, podría 
imponer penas por vía gubernativa y multas de menos de 1.000 reales, 
recabar de la autoridad militar el auxilio de la fuerza armada y dictar las 
disposiciones que estimase convenientes para el estricto cumplimiento de 
las leyes [21] . La Policía de Protección y Seguridad pasó a llamarse 
Salvaguardias de Madrid, sin modificar su estructura y organización, y, por 
Real Decreto del 25 de febrero de 1852, el ministro de la Gobernación 
Manuel Bertrán de Lis cambió la denominación del ramo no uniformado de 
Protección y Seguridad Pública por el de Cuerpo de Vigilancia Pública, 
existente sólo en Madrid. Algunos comisarios fueron reemplazados por un 
comisionado especial, mientras que dos inspectores transmitirían las 
órdenes del gobernador de provincia (denominación del cargo refundido de 


jefe político e intendente de Hacienda a partir del Real Decreto del 29 de 
septiembre de 1847) a la plantilla de Vigilancia. A fines de 1849, una vez 
pasada la emergencia revolucionaria, la Jefatura de Policía de Madrid 
perdió su autonomía y pasó como sección al Gobierno Superior Político de 
Madrid [22] . En 1854 se fusionó la dirección de los servicios del Cuerpo de 
Vigilancia y Policía Municipal en un organismo híbrido que se llamó 
Cuerpo de Vigilancia Pública y Municipal. 

La omnipresencia del Ejército en las tareas de salvaguardia del orden no 
impidió, sino que estimuló el fortalecimiento de la acción del Estado a 
escala nacional. La dependencia predominantemente castrense en el 
mantenimiento del orden público y la adecuación de los recursos coactivos 
a los requerimientos del Estado  centralizador en un contexto 
predominantemente rural hicieron que los sucesivos Gobiernos no se 
atrevieran o no consideraran necesario impulsar la creación de un cuerpo 
civil de salvaguardia; de modo que la Policía surgió, diversificó sus 
funciones y se extendió por el territorio español mucho más tarde que en 
otros países europeos. 

Sin duda, el gran hallazgo de la década moderada fue la constitución de 
una Policía militarizada de alcance nacional, cuyo origen se encuentra en 
las reticencias del Ejército para seguir actuando de forma preferente en 
misiones de orden público y en la necesidad de proporcionar una salida 
profesional que permitiera descongestionar las plantillas del cuerpo de 
oficiales, notablemente incrementadas tras el convenio de Vergara. El 31 de 
diciembre de 1843 el Ministerio de la Guerra remitió al de Gobernación un 
escrito en el que solicitaba la creación de una fuerza pública «bajo la 
dependencia inmediata del Ministerio de la Gobernación», que sustituyese 
al Ejército en las tareas de lucha contra el bandolerismo, lo que acentuaba 
su dispersión orgánica. El asunto comenzó a tratarse en Consejo de 
Ministros el 21 de enero de 1844, cuando los titulares de Gobernación, 
Guerra y Marina informaron de los trabajos que se estaban realizando para 
«organizar una gendarmería» al estilo de la francesa. Gran parte de los 
amigos de Narváez se mostraron contrarios al criterio de González Bravo, 
que era partidario de reforzar la autoridad de los jefes políticos. Tras arduos 
debates sobre la naturaleza civil o militar del Cuerpo, el 10 de marzo se 
aprobó el proyecto, de donde salió el Real Decreto del 28 de marzo, que 
anunció la creación de la Guardia Civil como fuerza permanente de 
conservación del orden social y de protección de personas y propiedades, 


frente a la transitoriedad y el localismo que había imperado en la moribunda 
Milicia Nacional, que quedó suprimida en la Constitución de 1845. 
También se presentaba como paliativo a la diversidad de funciones 
defensivas asumidas por el Ejército, cuyo robustecimiento frente al brazo 
político —se reconocía en el preámbulo— «no favorece mucho el desarrollo 
completo del sistema constitucional», ya que «ni el Ejército ni la Milicia 
Nacional desempeñan con la fe necesaria el servicio enojoso de la policía, 
que aquellos cuerpos miran con cierto desvío por las preocupaciones 
vulgares, y que sólo se presenta a sus ojos como una obligación pasajera, 
accesoria y extraña al primordial objeto de su respectivo instituto» [23] . En 
la parte dispositiva se señalaba que el Cuerpo, «en cuanto a organización y 
disciplina depende de la jurisdicción militar» (artículo 12), pero el 
alistamiento se haría a cargo de los jefes políticos, que nombrarían a 
sargentos y cabos a propuesta del jefe superior del Tercio respectivo 
(artículo 15) [24] . 

Este primer decreto fundacional instituyó un Cuerpo profesional y no 
militarizado, dependiente de las autoridades civiles en todo menos en su 
organización y disciplina, asuntos que atañerían al Ministerio de la Guerra 
sin que por ello la nueva institución perteneciera al Ejército. Pero, aun sin 
ser parte de las Fuerzas Armadas, su dependencia del Ministerio de la 
Guerra sería decisiva a la hora de consolidar el poder militar en el Estado 
[25] . Poco a poco, especialmente tras la caída del Gobierno González 
Bravo el 3 de mayo, se fue dejando de lado este inicial carácter civil y se 
impulsó a la Guardia Civil hacia una dependencia orgánica exclusiva del 
Ministerio de la Guerra. Ello fue confirmado por lo que López Garrido 
denomina «contradecreto de 13 de mayo», emanado de ese Ministerio y 
firmado en exclusiva por Narváez, a la sazón titular de la cartera. En el 
preámbulo, redactado en primera persona, el duque de Valencia declaraba 
que «es necesario que este cuerpo, que ha de crearse con Oficiales del 
Ejército, dependa del Ministerio de la Guerra en su organización, personal, 
disciplina, material y percibo de haberes, y del de Gobernación por lo 
relativo a su servicio peculiar» [26] . Se percibe claramente el giro dado en 
la dependencia orgánica de la Guardia Civil. Si el Real Decreto del 26 de 
enero afirmaba rotundamente que el ramo de Protección y Seguridad 
Pública dependía en exclusiva del Ministerio de la Gobernación, el de 28 de 
marzo encargaba a este Ministerio la organización de la nueva fuerza y el 
nombramiento de sus componentes, reservando a la jurisdicción militar sólo 


lo relativo a la disciplina y la organización. El de 13 de abril, alegando 
motivos de urgencia, encomendaba su organización al Ministerio de la 
Guerra, pero dejaba claro que, en el futuro, los nombramientos los haría el 
de Gobernación. Por último, el de 13 de mayo configuraba la Guardia Civil 
como un cuerpo del Ejército en todo lo relativo a su organización, y sólo 
dependía del de Gobernación en sus misiones de índole policial [27] . 

El primer Reglamento para el servicio, aprobado por Real Decreto de 
Gobernación del 9 de octubre de 1844, fue también motivo de discordia 
entre el Ministerio de la Gobernación (bajo presión de los jefes políticos) y 
el de la Guerra. El primero quiso estrechar su relación con el Instituto, al 
que consideraba un cuerpo armado especial subordinado a la Policía y los 
jefes políticos, y erigirse en el único conducto para la transmisión de 
Órdenes y la imposición de sanciones a sus miembros. Ello generó no pocos 
roces entre la Inspección General de la Guardia Civil y las autoridades 
gubernativas cuando los jefes políticos decidían movilizar a esta fuerza. 
Esta estrecha dependencia de la autoridad civil no fue del agrado del 
fundador, el segundo duque de Ahumada, que temía que esta conexión con 
el poder gubernativo acabase por politizar el Cuerpo a imagen de la Milicia 
Nacional. Por otro lado, el Reglamento Militar de la Guardia Civil emitido 
el 15 de octubre, obra exclusiva de Ahumada (que se inspiró en el decreto 
fundacional) y que, en lo sucesivo, sería el estatuto personal de los 
miembros del Cuerpo, estableció que el Instituto debía regirse por las 
Ordenanzas Generales del Ejército (con lo que todo ataque a la Guardia 
Civil estaría sometido al fuero de guerra) y omitió deliberadamente toda 
referencia a su dependencia del Ministerio de la Gobernación [28] . El 
propio Ahumada forzó una reforma de su Reglamento por Real Decreto del 
2 de agosto de 1852, que arrebató a los comisarios, celadores y alcaldes la 
capacidad de ordenar a la Guardia Civil que, en adelante, actuaría de forma 
autónoma en el restablecimiento de la paz pública. El artículo 26 de la 
norma imponía a la Benemérita la obligación de cooperar con el 
sostenimiento del orden público y acudir de propia iniciativa cuando este se 
viera socavado, asumiendo poderes discrecionales (incluido el uso de las 
armas) para sofocar cualquier tipo de desorden. 

La ruptura del principio representativo del poder popular, que había estado 
presente en el desarrollo de la Milicia Nacional, quedó perfectamente de 
manifiesto en el despliegue de la Guardia Civil, en cuyo torno se fue 
elaborando un complejo elenco de representaciones colectivas que 


incidieron en la forja de su imagen corporativa y en la proyección de su 
autoridad en el campo social. Uno de los elementos simbólicos más 
característicos del Cuerpo es su autarquía física y moral, con sus 
costumbres privativas y su propia visión del mundo, reflejadas en la famosa 
Cartilla, aprobada el 20 de diciembre de 1845 (texto único para mejorar la 
deficiente alfabetización de la tropa) con un contenido «totalizante», ya que 
normativizaba hasta sus más pequeños detalles las 24 horas de la vida del 
guardia civil, sus misiones, sus relaciones jerárquicas, la definición del 
puesto orgánico, etc., extendiéndose en un célebre capítulo a aspectos tan 
personales como el carácter, el talante, el lenguaje, el aseo, la vestimenta, 
las costumbres, las compañías, las normas de urbanidad, etc. [29] . En 
definitiva, el carácter militar, el reclutamiento endogámico, la inflexibilidad 
de la reglamentación interna y la forma segregada de vida en casas-cuartel 
alejadas de la comunidad impulsaron la adopción de una «cultura de gueto» 
basada en el paternalismo interno y en la autorreclusión, que potenciaron el 
carácter riguroso y represivo del Cuerpo. La casa-cuartel es un 
microcosmos peculiar: a la vez, ámbito físico de separación de los 
miembros del Instituto respecto del resto de la sociedad, reducto semimilitar 
(lugar de alerta y concentración), donde proseguir indefinidamente el 
servicio de vigilancia en la más pura materialización del panoptismo 
benthamiano estudiado por Michel Foucault, y domicilio familiar (donde 
dominaban los ideales mesocráticos de seguridad económica y moral), que 
se solapa con el profesional, lo que facilita la autorreproducción de los 
valores del Cuerpo [30]. 

La Guardia Civil se estructuró como un instrumento de centralización del 
poder estatal, posibilitando con su reglamento militar y con su distribución 
en destacamentos una virtual ocupación del territorio nacional, cuyo fin 
último era servir de brazo armado a la burguesía conservadora en su defensa 
a ultranza de la propiedad en el campo [31] . Su despliegue se hizo en 
círculos concéntricos, avanzando desde Madrid (sede, desde el 15 de abril 
de 1845, de la Dirección General del Instituto) en sentido radial por los 
caminos reales de comunicación hasta los ámbitos regional, provincial, de 
partido judicial (cobertura lograda a partir de 1852 mediante compañías 
bajo el mando de un capitán) y municipal [32] . A imitación de las legiones, 
compañías y brigadas de la Gendarmerie, la Benemérita se estructuró a 
nivel regional en tercios, a nivel provincial en comandancias, a nivel 
comarcal en líneas y a nivel local en puestos [33] . Se establecieron 14 


Tercios en las Capitanías Generales, empezando por Madrid y Barcelona, 
aunque su ámbito natural de actuación sería la provincia (cuyas capitales 
eran el lugar de concentración de la fuerza en caso de necesidad), bajo la 
autoridad teórica del jefe político. El 20 de diciembre de 1844 se hizo la 
primera distribución que cubrió todo el territorio peninsular, y el 10 de julio 
de 1846 el Instituto se extendió a las Baleares. El 12 de julio de 1846 se 
emitió una Real Orden que reestructuraba la fuerza mediante una compañía 
en cada una de las 48 provincias, más la guarnición de la Corte, donde 
estaría el centro de operaciones. La Guardia Civil se fue desplegando en 
todo el territorio nacional con el objeto de cubrir las carreteras, las cabezas 
de los partidos judiciales y las líneas de expansión del ferrocarril y el 
telégrafo [34] . El resultado fue un control panóptico del país. Como dijo 
O”Donnell en una Circular del 18 de septiembre de 1854: «La distribución 
de la Guardia Civil en más de mil destacamentos, proporciona una 
ocupación verdaderamente militar de todo el territorio». En 1846, se 
desplegaba en 514 puestos; en 1870, en 1.609 y en 1900, en más de 2.000. 
El último salto expansivo lo daría después de la guerra de 1936 a 1939, 
cuando asumió las competencias del extinto Cuerpo de Carabineros. 
Compuesta de 5.769 hombres según el Real Decreto del 13 de mayo de 
1844, la Guardia Civil padeció un déficit crónico de efectivos, que 
aumentaron ocasionalmente tras las conmociones políticas de 1848 y 1854. 
El 17 de noviembre de 1856 una Real Orden proyectó aumentar la plantilla 
en 1.000 plazas, hasta alcanzar las 12.000, pero el objetivo se frustró por la 
penuria fiscal del Estado. En 1861, había 10.010 guardias de infantería y 
1.578 de caballería. En los prolegómenos de la revolución de 1868, la 
plantilla contaba con 13.780 efectivos. 

Además de actuar como Policía judicial en caminos y campos, como 
Policía militar para la persecución de prófugos y desertores, como Policía 
administrativa para la protección de la caza y pesca y el uso de armas y 
como Policía fiscal para la persecución del fraude [35] , la Benemérita 
actuó durante la era isabelina como fuerza concentrada, al estilo de un 
cuerpo más del Ejército, en cumplimiento de los llamados «servicios 
extraordinarios», fuera como unidad en campaña en las guerras, bien como 
cuerpo antidisturbios en los conflictos sociales y políticos más graves. 
Tanto el jefe político para cualquier ocasión que considerase oportuna como 
la autoridad militar tras haberse declarado los estados de excepción o de 
sitio tenían la potestad de reclamar la presencia de la Guardia Civil y 


ordenar su agrupamiento en uno oO varios puestos determinados de 
antemano. Por ejemplo, tras los sucesos de 1848, una Real Orden del 27 de 
abril de 1849 facultó al inspector general a «reconcentrar los puestos» 
cuando lo creyese necesario. De nuevo, durante la guerra de los Matiners 
(1847-1849), la Guardia Civil hubo de combatir las partidas carlistas en su 
calidad de fuerza militar [36] . En realidad, un cuerpo que había sido 
concebido como fuerza especializada en la delincuencia rural no se 
adaptaba con facilidad a la represión de la disidencia política tumultuaria en 
la ciudad y el campo, como se pudo demostrar en la asonada revolucionaria 
de la primavera de 1848, ante las barricadas madrileñas de julio de 1854 o 
en los sucesos de la Noche de San Daniel del 10 de abril de 1865 (donde los 
excesos de la Guardia Civil Veterana produjeron 11 muertos, 193 heridos y 
más de 200 detenidos [37] ) y, más tarde, en los levantamientos campesinos 
(motines por la carestía del pan en Benavente, Valladolid, Burgos, Palencia 
o Rioseco en junio de 1856 y la sublevación de Pérez del Álamo en Loja en 
julio de 1861) que jalonaron esos años. 

La acentuación por parte de los Gobiernos moderados de la tónica 
militarista optando por técnicas marciales en muchos dominios 
institucionales y administrativos, como la Policía y el orden público [38] , 
tuvo también su reflejo en la defensa extraordinaria del Estado. Uno de los 
instrumentos que más utilizaron los moderados fue la Ley del 17 de abril de 
1821 sobre la imposición de la jurisdicción de guerra en los trances graves 
de orden público. El artículo 8 de la Constitución de 1845 impuso que la 
suspensión temporal de derechos en caso de amenaza a la seguridad del 
Estado se determinase mediante ley, de un modo similar al Texto 
Fundamental de 1837, pero legalizó la posición del Ejército como 
controlador del proceso político a través de la amplísima regulación del 
estado de excepción. Un proyecto de ley de orden público que fue 
presentado por Miraflores ante las Cortes en febrero de 1846 prohibía toda 
reunión política sin previa autorización del jefe político o del alcalde 
respectivo. También regulaba los estados excepcionales, que debían ser 
declarados por el jefe político, pero no establecía ningún control 
parlamentario a través de la promulgación de una ley suspensiva. Una vez 
declarado, la autoridad superior la asumía el jefe militar correspondiente, y 
los delitos eran juzgados por un Consejo de Guerra ordinario. Sin embargo, 
la norma no fue discutida en el Parlamento, como tampoco lo fue el 
Proyecto de Ley de Orden Público presentado por el ministro de la 


Gobernación Luis José Sartorius el 17 de noviembre de 1847, que iba 
destinado a crear un completo sistema represivo. La Ley de Orden Público 
del 14 de marzo de 1848 y el Código Penal de 1850 fueron exhaustivos en 
la tipificación de los delitos de lesa majestad, sedición y rebelión, 
desacatos, resistencias y asociaciones ilícitas. 

La política militarizada de orden público sancionaba el predominio 
absoluto del capitán general sobre el gobernador civil, cargo creado de 
modo definitivo por Real Decreto del 28 de diciembre de 1849 como agente 
gubernativo eminentemente político, que contrastaba con la temprana 
profesionalización en tareas administrativas del prefecto francés [39] , y que 
se erigió en el exponente máximo de las tendencias burocrático- 
centralizadoras del naciente Estado constitucional español. En Cataluña, la 
permanencia indefinida y abusiva del estado de guerra, que fue denunciada 
por Prim en las Cortes en noviembre de 1851, permitía a las comisiones 
militares investigar, perseguir, detener, juzgar, condenar, encarcelar, 
deportar o ejecutar a los individuos considerados subversivos, como fue el 
caso de los obreros, que fueron sometidos a la jurisdicción militar por un 
bando del capitán general Ramón de la Rocha del 17 de septiembre de 
1853, donde se amenazaba con el máximo rigor a los perpetradores de 
«desórdenes industriales». Treinta mil miembros de las fuerzas armadas y 
de orden público (de ellos 9.000 en Barcelona que, en aquella época, 
contaba con 350.000 habitantes) vigilaban estrechamente a la población 
catalana, que ascendía a 1,7 millones de habitantes en 1868. 

Bravo Murillo intentó promulgar en 1852 un proyecto de ley sobre 
seguridad de las personas por el que la suspensión de garantías no se haría 
por ley, sino por decreto del Gobierno, que podría prolongarse por tiempo 
indefinido [40] . Ese mismo año recuperó un Real Decreto del 18 de febrero 
de 1846 en el que Javier de Burgos había ordenado la eliminación de los 
periódicos que criticaran la forma de gobierno monárquica y la supresión 
temporal de quienes atacaran a los funcionarios del Estado. También 
presentó un proyecto de reforma constitucional basado en nueve leyes 
orgánicas que sancionaban una verdadera dictadura civil. Entre ellas, 
figuraba un proyecto de Ley de Orden Público que establecía por decreto 
dos estados excepcionales: el «preventivo» (que contemplaba la restricción 
o suspensión de ciertas garantías ciudadanas por parte de las autoridades 
civiles en la forma prevista en el artículo 11 de la ley de Seguridad de las 
Personas) y el «excepcional», donde las atribuciones gubernativas serían 


asumidas por la autoridad militar del distrito o provincia, según el Proyecto 
de Ley de Orden Público presentado por Sartorius en noviembre de 1847. 
De este modo, se estableció un hilo conductor indiscutible entre la Ley 
pionera de 1821, el Proyecto de Ley sobre el estado de excepción de 1838, 
los nonatos de Orden Público de 1847 y 1852 y las Leyes de Orden Público 
de 1867 y 1870 [41] . 

Un sector mayoritario del generalato encontró perfecto acomodo en el 
proyecto político moderado, que concordaba con sus principios y valores 
básicos: orden,  uniformización, centralización, jerarquización, 
autoritarismo, lealtad corporativa, eficacia administrativa, etc. Orquestaron 
en torno a Narváez un sistema de poder clientelar tanto o más eficaz que el 
del propio partido. Al tiempo que se constituía como un «partido militar y 
de los militares», ejerciendo un férreo patronazgo del Ejército [42] , el 
moderantismo gobernante fue elaborando un concepto del orden público 
entendido como instrumento de la organización racionalizadora del Estado 
mediante la centralización administrativa; del control físico y moral de la 
población a través de la vigilancia de sus movimientos y armamento, su 
moral y sus buenas costumbres; del fomento del desarrollo material por vía 
de la defensa a ultranza de la propiedad privada, y de la consolidación de 
sistema político liberal doctrinario y, sobre todo, de la institución 
monárquica [43]. 


LAS LÓGICAS DE LA REVOLUCIÓN Y LA CONTRARREVOLUCIÓN 
(1844-1854) 


Después de 1820 y 1830, el tercer ciclo de confrontación política europea 
se desarrolló en torno a 1848, fecha simbólica de la oleada revolucionaria 
más importante y extensa de la historia contemporánea continental [44] . El 
ciclo revolucionario comenzó en 1846 con el estallido de una crisis 
económica que asoló el continente y terminó a fines de 1849, con la derrota 
de los últimos insurgentes húngaros. En enero de 1848, se produjo una 
insurrección en Palermo, que se extendió a Salerno, Calabria y Nápoles, 
hasta que Fernando II accedió a constituir un Gobierno liberal y convocar 
elecciones constituyentes. Un mes más tarde se inició la insurrección en 
París, que desembocó el 25 de febrero en la proclamación de la Segunda 
República. A partir de ese magno acontecimiento, el impulso revolucionario 


se extendió por todo el continente: el 27 de febrero se produjeron 
manifestaciones masivas en Mannheim y Karlsruhe, abriendo el camino a la 
Marzrevolution, plasmada en el acceso al poder de gobiernos reformistas en 
Baviera y Wurtemberg, y la promesa de un nuevo código fundamental para 
Prusia el 18 de marzo. Un levantamiento en Viena el 15 de marzo provocó 
la caída de Metternich y el inicio de un conflicto secesionista en Hungría. 
En Saboya-Piamonte se proclamó el Estatuto Albertino el 5 de marzo, y Pío 
IX promulgó una Constitución para los Estados Pontificios el 14 del mismo 
mes. Las «Cinco Gloriosas Jornadas» de Milán frente al Ejército austriaco 
entre el 18 y el 22 de marzo sirvieron de ejemplo para la República de San 
Marcos veneciana (marzo de 1848-agosto de 1849) y la Segunda República 
Romana (febrero-julio de 1849). 

La contrarrevolución militar fue progresando en Chequia (junio de 1848), 
el norte de Italia (victoria del general austriaco Radetzky en Custoza en 
julio de 1848), Hungría (diciembre de 1848) o los Estados Pontificios (fin 
de la República Romana en julio de 1849). La Dieta de Fráncfort, reunida 
en mayo de 1848, presentó su Constitución para una Alemania unida, pero, 
tras la negativa de Federico Guillermo IV de Prusia a aceptarla, se 
implantaron gobiernos revolucionarios en Sajonia, Baden y Palatinado que, 
a la postre fueron derrotados por los prusianos. Poco tiempo después, los 
austriacos volvieron a imponerse sobre el territorio germano, dispuestos a 
agostar cualquier rebrote de la «primavera de los pueblos» [45] . El fracaso 
de este ciclo insurreccional no pudo borrar el espectro de la revolución 
democrática, que reaparecería en España en 1854 y 1868, en Italia en 1859- 
1861 y en Francia en 1871. 


La persistencia del insurreccionalismo carlista: la Guerra dels Matiners 


En los años cuarenta, se lanzaron guerrillas en Cataluña y el Maestrazgo, 
sobre todo en esta última región en 1844. Muchas volvieron a confundirse 
con fenómenos como el bandolerismo de los trabucaires, hombres 
escondidos en el monte, inadaptados a una vida en paz, que veían en la 
delincuencia con coartada política una forma más o menos cómoda de 
supervivencia. Estas partidas con trasfondo carlista se mantuvieron en 
Cataluña hasta la guerra de los Matiners de septiembre de 1846 a mayo de 
1849. 


En 1846-1847, estalló una crisis económica caracterizada por la escasez de 
cereal, debido a las malas cosechas, y por el alza de precios de los artículos 
de primera necesidad, agravada por un aumento considerable de la 
población en las zonas rurales. La paralización de la actividad industrial 
acentuó el paro obrero, provocó una disminución del consumo y la 
circulación monetaria y redujo las actividades crediticias de los bancos. La 
crisis de subsistencias, aunque de menor intensidad que la de 1857 o la de 
1868, golpeó con dureza al país en un momento delicado por la crónica 
incertidumbre política, por el dilema matrimonial de la monarquía que 
amenazaba con traducirse en una crisis de Estado y por el resurgimiento del 
carlismo como factor desestabilizador [46] . La fuerte subida de los precios, 
que se conjugó con el paro y los bajos jornales, contribuyó a deteriorar el 
nivel de vida de las clases populares. En el País Valenciano, los disturbios 
se manifestaron precozmente y tuvieron un fuerte componente antifiscal, 
aunque no tanto como los que se producirían de 1854 a 1856 en Castilla la 
Vieja. En 1847, los motines contra los consumos afectaron a localidades 
levantinas como Jijona, Aspe, Elda y Villena, además de a regiones como 
Cataluña, Andalucía, Extremadura o La Mancha. En la primavera, hubo 
motines del pan en La Coruña (20 y 25 de marzo), Granada (4 de mayo) y 
Sevilla (6 de mayo). También aparecieron partidas carlistas en Berga, La 
Mancha y Andalucía. En Galicia, las conmociones tuvieron especial 
intensidad y, en la cornisa cantábrica, también hubo disturbios durante el 
invierno y la primavera [47] . La agitación social contribuyó a bloquear los 
proyectos reformistas y conciliadores de los liberales puritanos, que habían 
concedido una amnistía e iniciado una aproximación a los progresistas. En 
vista de las circunstancias, el Ejecutivo presidido por Joaquín Francisco 
Pacheco optó por una previsora oleada de represión. 

La llamada Guerra dels Matiners fue la culminación de ese malestar social 
traducido en la proletarización del campesinado tras la transferencia 
revolucionaria de la propiedad eclesiástica y municipal a aristócratas, 
burgueses y terratenientes [48] . El bandolerismo, endémico en la Cataluña 
interior, enlazó con las actividades resistenciales de los campesinos 
legitimistas para desembocar, desde mediados de agosto de 1842, en la 
proliferación de partidas carlistas en el Maestrazgo y norte de Cataluña, que 
se fueron incrementando durante el año 1843 en una movilización gradual 
que sería característica del tercer conflicto civil iniciado en 1872. Ya desde 
el mes de enero de 1842 se sucedieron por toda Cataluña multitud de golpes 


de mano atribuidos al bandidaje endémico de los trabucaires. Una de sus 
actuaciones más notorias fue el ataque a los Milicianos Nacionales en 
IL Esparra (Santa Coloma de Farners) el 6 de abril, en el cual participó el 
joven teniente Francesc Savalls, y que se saldó con la muerte de nueve 
voluntarios liberales. 

El motivo inmediato de la guerra fue el fracaso de la fusión del carlismo 
con el moderantismo, con la frustración de la unión matrimonial de Isabel II 
con el pretendiente conde de Montemolín en 1845. El sentimiento de 
engaño que experimentaron los carlistas por el matrimonio de la reina con 
su primo, el ultramoderado Francisco de Asís, el 17 de octubre de 1846, 
precipitó los acontecimientos bélicos con la aparición de las primeras 
partidas en septiembre. 

La Junta Provincial vasconavarra lanzó un manifiesto en defensa de los 
fueros y las instituciones vascas para avivar el voluntariado. A partir de 
octubre de 1846, comenzaron a aparecer partidas organizadas a cuyo frente 
se encontraban cabecillas como Bartomeu Porredón (Ros d”Eroles), Josep 
Pons (Pep del*Oli) o Josep Puig (Boquica), personajes cuyos nombres 
indican claramente su extracción popular, de nuevo junto al clero 
representado por Mossén Benet Tristany (cabeza de una larga saga de 
carlistas), su sobrino Rafael, Masgoret, etcétera [49] . El epicentro de la 
rebelión giraba en torno a Cervera. La proliferación de partidas en octubre y 
noviembre, incrementadas a fines de año por exiliados procedentes de 
Francia (Forcadell, Zorrilla o Tristany), obligó al capitán general de 
Cataluña, Manuel Pavía y Lacy, marqués de Novaliches, a convocar a 
somatén el 30 de diciembre. La única región donde se consolidó la rebeldía 
fue en el Principado, donde la guerra se hizo abierta desde inicios de 1847 
con la asunción del mando por el sacerdote y general Benet Tristany, la 
conquista de Cervera el 16 de febrero de 1847 y el regreso a la Capitanía 
(tras un breve interregno de Manuel Gutiérrez de la Concha) de Pavía a la 
cabeza de un abrumador contingente de 22.000 hombres, en un momento en 
el que los Matiners apenas contaban con 400 [50] . A pesar de su manifiesta 
superioridad, el Ejército gubernamental optó por una táctica pasiva de 
ocupación del territorio a partir de reductos militares defensivos. 

La primera etapa del conflicto, que se prolongó hasta abril de 1848, se 
caracterizó por la lucha entre unas guerrillas autónomas (a veces incluso sin 
una explícita identidad carlista) y el Ejército. En una segunda fase, estas 
partidas fueron manipuladas en favor del carlismo, el progresismo o el 


republicanismo [51] . En la primavera de 1847, aumentaron las partidas 
(Tristany llegó a tener bajo su mando a 1.200 hombres en marzo), y la 
rebelión se extendió por Orense, las montañas de Santiago y Lugo, Oviedo 
e incluso los Montes de Toledo. El 28 de junio de 1847 se declaró el estado 
de excepción en los partidos judiciales de Salas de los Infantes, Belorado, 
Briviesca y Burgos (salvo la ciudad) por la aparición de una banda carlista 
dirigida por el coronel Antonio Arnaiz, El Estudiante de Villasur. 

Tristany fue capturado el 16 de mayo por los mossos d'esquadra en Les 
Viles de Llanera y murió fusilado por la espalda el 17 en Solsona en 
compañía del cadáver de su lugarteniente Bartomeu Porredón, muerto el día 
anterior en Clariana de Cardener. Se produjeron ejecuciones de diversas 
tropas liberales como represalia, al tiempo que se acopiaba dinero y jóvenes 
para sostener la rebelión. Pero Pavía se negó a contribuir a la espiral de 
venganzas cuando se le propuso encarcelar a la madre del cabecilla Josep 
Estartús. 

Cuando Joan Castella asumió el mando interino de la facción en Cataluña, 
la guerra se intensificó en el verano de 1847, al tiempo que crecieron los 
rumores de una insurrección carlista en toda España. A partir de entonces, el 
conflicto se radicalizó, y las bandas carlistas se enseñorearon de Urgell, el 
Penedes, la Segarra, Osona, la Garrotxa y el Ampurdán. El 1 de septiembre 
Pavía fue sustituido de nuevo por el general Gutiérrez de la Concha, quien 
lideró a 42.000 soldados frente a unos 4.000 Matiners. La crisis militar 
provocó, a fines de agosto, la caída del Gobierno puritano de Joaquín 
Francisco Pacheco y su sustitución interina por el banquero José María de 
Salamanca. Concha desplegó 62 columnas fijas situadas en distritos y 
ciudades, además de 18 columnas móviles; bloqueó la frontera con Francia; 
armó a los vecinos de los municipios amenazados, e impuso multas a 
quienes mostraron actitudes de pasividad o colaboración. Para tratar de 
desmovilizar a los Matiners, decretó una amnistía el 3 de septiembre. 

El 4 de octubre Narváez retornó al poder y, en noviembre, volvió a 
nombrar general en jefe a Pavía, que decidió combatir la guerrilla con 
medidas de promoción de las obras públicas y protección de la industria 
para paliar el paro que alimentaba las partidas, además de reabrir la frontera 
para fomentar el comercio. También aumentó la red de informantes y 
distribuyó al Ejército en distritos y círculos dotados de columnas itinerantes 
de infantería y caballería para defender las ciudades más destacadas y su 
campo circundante, lo que limitó el número de marchas y contramarchas 


inútiles [52] . Se alzó el somatén general y se dictó pena de muerte para los 
jefes de partida que matasen, torturasen o quemasen cosechas y casas, y el 
cierre de las masías donde se diera cobijo a los rebeldes o cuyos habitantes 
no dieran cuenta de su presencia a las autoridades. Al mismo tiempo, desde 
el 17 de diciembre, se impulsó una campaña de indultos sucesivos y de 
pacificación militar desde Molins de Rei hasta la frontera que condujo a la 
pacificación definitiva a mediados de enero de 1848. Las partidas 
montemolinistas fueron declinando en diciembre por el aumento de las 
columnas liberales, la mejor coordinación de las fuerzas gubernamentales, 
el cansancio de los guerrilleros, los numerosos decretos de indulto y la 
merma del apoyo en los pueblos [53] . A pesar de ello, los insurgentes 
entraron en Igualada el 21 de febrero de 1848. 

Después de una breve etapa de decaimiento, el conflicto se agravó en la 
primavera de 1848, en coincidencia con las rebeliones que estallaron en 
otros lugares de España relacionados con las agitaciones revolucionarias 
que, desde febrero, se estaban enseñoreando de Europa. Estas 
circunstancias de vulnerabilidad aparente del Estado favorecieron la 
colaboración entre carlistas, progresistas y republicanos. Ello trajo consigo 
la reactivación de la guerra, debido a la puesta en escena de un carlismo 
presuntamente menos absolutista que, además, era capaz de poner en pie 
una guerrilla mejor organizada. Desde el 11 de abril, las partidas de Borges, 
Masgoret, Castell, Posas o Tristany invadieron pueblos y aldeas, maltrando 
a los regidores de los ayuntamientos y llevándose rehenes. Tras los ataques 
insurgentes sobre Monistrol de Montserrat, Carrer de Bonaire o Caldes de 
Montbui, y la toma de Sans a mediados de mes, el Gobierno de Narváez ya 
no ofreció un indulto, sino que propuso el 17 de abril una amnistía 
restringida a la rendición incondicional, mientras que las autoridades 
revolucionarias francesas obligaban a los emigrados carlistas a establecerse 
en el interior [54] . No obstante, se produjeron nuevos enfrentamientos en 
mayo en Santa Coloma de Farners, Sant Martí de les Esposes, Viladrau, 
Ripoll, etc. En junio, había 57 partidas dispersas por el Principado, con un 
total aproximado de 5.000 efectivos. 

A fines de ese mes, el montemolinista Mariano Peco relanzó la 
insurrección en Extremadura, La Mancha y Toledo. También hubo 
estallidos menores en Santander, Galicia, Asturias y Aragón, pero el 
movimiento fracasó en Andalucía, Zamora, León, Palencia y Valladolid. El 
reducto más peligroso, aparte de Cataluña, era el país vasconavarro, donde 


la rebelión fue encabezada por el general en jefe carlista Joaquín Elío que, 
sin entrar en el país, emitió desde Francia una proclama insurreccional que 
tuvo escaso efecto. El jefe de la conspiración en Guipúzcoa, Joaquín Julián 
Alzáa, atravesó la frontera con el propósito de formar algunos batallones de 
combatientes, pero sólo pudo organizar una partida de 40 hombres, que 
penetró en Navarra el 23 de junio. El 27 tomó Tolosa y el 28 Hernani, pero, 
tras quedar asediado por tropas gubernamentales en el monte Aralar, acabó 
por rendirse el 2 de julio y fue fusilado al día siguiente por orden del 
capitán general Juan Antonio Urbiztondo, un antiguo carlista pasado al 
Ejército liberal en aplicación del convenio de Vergara. 

Con la llegada de Ramón Cabrera el 23 de junio para asumir el mando de 
las tropas carlistas en Aragón, la guerra se extendió al Maestrazgo hasta 
congregar a 5.000 rebeldes armados. Se intentó también instituir una 
Diputación General de Cataluña por obra de un activo y ambiguo personaje: 
Tomás Bertran 1 Soler. El empeño de Cabrera por dar regularidad y 
cohesión a la campaña guerrillera permitió la colaboración estratégica con 
otras partidas de identidad republicana, en una connivencia de los extremos 
políticos que se repetiría en otras ocasiones hasta bien entrado el siglo XX. 

En julio, la actividad guerrillera era febril, y los carlistas comenzaban a 
bloquear las poblaciones que no pagaban las contribuciones. Mientras que 
los Matiners y los republicanos parecían unirse en la ejecución de diversas 
acciones armadas (el 3 de octubre la prensa barcelonesa se refirió a una 
conjura de republicanos y montemolinistas para apoderarse de la ciudad 
condal al día siguiente desde el interior de las murallas) [55] , Narváez 
exigió el final de la guerra y propuso armar a 25.000 catalanes, cosa que no 
aceptó Pavía, temeroso de que se convirtieran en un ejército revolucionario 
[S6] . El cabecilla cabrerista Josep Estartús entró en Olot el 10 de agosto. El 
10 de septiembre Pavía fue sustituido por Fernando Fernández de Córdova, 
que reorganizó el Ejército y consiguió que una parte creciente de la 
población tomase parte activa en las operaciones, anulando los recursos 
humanos y materiales que los pueblos ofrecían al enemigo, organizando 
más columnas móviles, suprimiendo destacamentos ociosos y vigilando los 
puertos mediterráneos desde donde se abastecían los carlistas. El Gobierno 
siguió intentando una política de atracción de los insurrectos, logrando 
algunas defecciones con promesas de incorporación al Ejército de los 
mandos entregados. En ese momento, 1.316 oficiales y 32.289 soldados 
operaban contra 4.960 insurrectos desplegados en 45 partidas. 


El guerrillero Borges obtuvo algunas victorias sobre los gubernamentales, 
mientras Cabrera derrotaba en Aviñó al general Manzano y decidía 
emprender «acciones» (fusilamientos) entre sus propias huestes, para evitar 
nuevas defecciones como las que habían consumado Pep del*Oli y otros 
cabecillas. El 28 de junio la reina Isabel firmó una Real Orden destinada a 
promover la deposición de armas de los jefes y oficiales carlistas, a quienes 
se reconocería idéntico grado y posición en el Ejército liberal. La captación 
de algunos líderes montemolinistas en una «guerra bruta» realizada 
mediante sobornos permitió la desactivación progresiva de las partidas a 
partir de octubre. A fines de 1848, fracasados todos los movimientos 
revolucionarios en España, la resistencia carlista se concentró en Cataluña. 
Tras ser herido en la acción de Pasteral el 26 de enero de 1849, Cabrera se 
refugió provisionalmente en Francia, de donde volvió el 3 o 4 de febrero 
para seguir combatiendo. Este empecinamiento motivó el 14 de marzo un 
duro bando del capitán general Concha, que advirtió que no concedería 
indultos a los combatientes que se presentaran sin armas o a los paisanos 
que, en adelante, se uniesen a la facción. Los prisioneros serían enviados a 
ultramar o encarcelados, y se fusilaría a todo voluntario que, después de 
haber sido indultado, se reintegrase en la guerrilla. El mismo trato se 
dispensaría a espías, colaboracionistas e incendiarios. También se 
establecieron cuantiosas multas para los pueblos que pagasen contribución a 
los carlistas, y castigos a los parientes de los jóvenes enrolados en las 
partidas. El 25 de marzo Cabrera respondió con un bando de igual dureza, 
que hacía presentir una escalada de represalias como la que había 
protagonizado en 1836. 

La victoria del Ejército regular en el Pasteral impidió que los rebeldes se 
instalaran estratégicamente, de forma permanente, en la región. Ante el 
desmoronamiento de la insurrección, se acudió al recurso desesperado de 
hacer venir a España al pretendiente Carlos Luis, pero el 4 de abril el conde 
de Montemolín fue interceptado por las autoridades francesas cerca de la 
frontera catalana y acabó prisionero en la ciudadela de Perpiñán. Bajo el 
mando del marqués del Duero, la superioridad gubernamental se hizo 
irreversible: aniquiló a varias partidas y derrotó a Cabrera en Pinós. Fue la 
señal para la desbandada: entre inicios de enero y el 27 de abril de 1849, 
cayeron prisioneros 1.400 legitimistas, de ellos 40 jefes y oficiales, y se 
presentaron a las autoridades más de 1.200 voluntarios [57] . El 5 de mayo 
Cabrera, herido, entró en Francia y fue detenido en Err (Cerdaña). Las 


fuerzas de Rafael Tristany fueron las últimas en abandonar las armas el 14 
de mayo. Así terminaba un conflicto en el que unos 10.000 carlistas habían 
logrado poner en jaque durante dos años y ocho meses a 70.000 soldados 
perfectamente armados. Narváez decretó una amnistía para carlistas, 
centralistas y progresistas el 8 de junio. El 5 de septiembre el Gobierno 
español libró pasaportes a muchos refugiados (2.116 carlistas, 119 
progresistas, 94 centralistas y otros no determinados) que solicitaron 
acogerse a la amnistía que había sido ofrecida por la reina el 8 de junio. 

La insurgencia de los Matiners fue más que un conflicto legitimista. La 
coincidencia en partidas y acciones armadas de elementos que no eran 
propiamente carlistas, sino secuaces del republicanismo, es una buena 
muestra de la ambigúedad política que caracterizó al movimiento. También 
ha querido verse en los orígenes del mismo un primer episodio de 
protonacionalismo catalán, a tenor de las actividades de Bertran 1 Soler, que 
intentó conciliar a progresistas y carlistas en pos de un régimen de 
autogobierno gestionado a través de la efímera Diputació General de 
Catalunya que proclamó el 24 de noviembre de 1848 [58] . 

Coincidiendo de nuevo con dificultades sociales y económicas en el país, 
y con la declaración por vez primera de una huelga general en Barcelona 
del 2 al 9 de julio de 1855, se alzaron partidas carlistas en las dos Castillas, 
Aragón y con alguna mayor potencia en Cataluña, donde volvieron a las 
armas veteranos cabecillas de los años cuarenta, como Rafael Tristany, José 
Borges o Marcelino Gonfaus (Marsal) [59] . En esta ocasión, el fracaso fue 
inmediato, de modo que el carlismo se sumió en una etapa de menor 
actividad, aunque empezó a manifestarse un nuevo planteamiento 
insurgente: se trataba de abandonar la vieja táctica de las partidas en el 
medio rural, cuyas posibilidades de triunfo eran cada día más reducidas por 
la avasalladora presencia de la Guardia Civil y la mejora de los medios de 
comunicación, para intentar concitar adhesiones en el seno del Ejército y 
entre capas sociales más acomodadas [60] . Ahí se encuentran los orígenes 
de la nueva modalidad de «pronunciamiento» carlista, ejemplificada en la 
intentona de San Carlos de la Rápita de abril de 1860. 

A partir del año 1857, empezó a plantearse esta nueva táctica, que contaba 
en el campo carlista con apoyos como los del viejo general Joaquín Elío, 
pero con la reticencia de otros líderes no menos influyentes, como Ramón 
Cabrera. También se mantuvieron contactos con personajes significativos 
del moderantismo liberal como el marqués de Salamanca, y con algunas 


figuras descollantes del futuro neocatolicismo. La conspiración recibió la 
adhesión de Jaime Ortega y Olleta (capitán general de Baleares y antiguo 
progresista), el apoyo de los legitimistas franceses y la posibilidad de 
utilizar fuerzas del Ejército regular. El 24 de marzo de 1860 el pretendiente 
conde de Montemolín, su hermano Fernando y el general Elío se 
embarcaron en Marsella con destino a Mallorca. El 2 de abril la expedición 
de 4.000 hombres comandada por Ortega desembarcó en las costas 
tarraconenses de San Carlos de la Rápita con el propósito de provocar 
la sublevación de varios establecimientos militares en Cataluña y forzar la 
abdicación de la reina Isabel. Al avanzar hacia el interior, los soldados y 
algunos oficiales, desconocedores de lo que se tramaba, se apercibieron de 
la maniobra sediciosa de su jefe y se insubordinaron. Ortega, su ayudante 
Cavero, el general Elío y otros comprometidos, además del pretendiente 
don Carlos Luis y su hermano don Fernando, hubieron de huir 
precipitadamente, pero todos ellos fueron capturados de manera casi 
inmediata. La represión fue sospechosamente selectiva: Ortega y sus 
ayudantes fueron fusilados el día 18, Elío obtuvo el perdón tras 
comprometerse a no alzarse más contra la reina, y los príncipes carlistas 
renunciaron a sus derechos al trono en un documento firmado en Tortosa el 
23 de abril. Acto seguido, fueron expulsados de España y, en los medios 
oficiales, se procuró echar tierra sobre toda la trama y las sospechosas 
connivencias gubernamentales en el asunto [61] . El pronunciamiento de 
Ortega fue una rareza en el marco de las formas «clásicas» de violencia 
carlista basadas, sobre todo, en la formación de partidas que confluirían, 
cuando las circunstancias fueran propicias, en la constitución de un 
auténtico Ejército Real [62] . La intentona trajo el inevitable corolario del 
levantamiento de partidas en Palencia, Vizcaya o Burgos, que volverían a 
aparecer en 1868 [63]. 


Las «tormentas del 48» y los inicios de la agitación demócrata-republicana 


Paradójicamente, en 1848, mientras Europa se incendiaba y en Cataluña 
bramaba la guerra civil, la España urbana se mantuvo relativamente 
tranquila [64] . Bien es cierto que el Gobierno había tomado toda clase de 
previsiones. El 27 de febrero se presentó a las Cortes un proyecto de Ley de 
Poderes excepcionales o extraordinarios que autorizaba al Gabinete a 


declarar en suspenso las garantías consignadas en el artículo 7 de la 
Constitución, mientras las Cortes permaneciesen cerradas. La norma, que 
suponía la asunción legal de poderes dictatoriales por Narváez hasta el 14 
de enero siguiente, fue votada favorablemente el 13 de marzo con la 
coletilla de la autorización a recaudar impuestos y concertar un empréstito 
de 200 millones de reales para los gastos extraordinarios que pudiera 
ocasionar la medida. Quedaba así instaurada una auténtica «dictadura legal» 
en el país [65] . 

El 22 de marzo se suspendieron las Cortes y en medios progresistas y 
demócratas se comenzó a barajar la insurrección como única medida para 
frenar la deriva «ilegal y violenta» del Gobierno de Narváez. Tras la 
revolución se creó en París un Comité Democrático español presidido por 
un tal Del Balzo y compuesto, además, por Jacinto Salas y Quiroga, Llinás 
y Blanco, que visitaron a Lamartine y que, con la ayuda de los republicanos 
franceses, preparó la revolución remitiendo a inicios de marzo instrucciones 
a varias ciudades españolas, como Barcelona, Valencia y Zaragoza, que se 
pretendían levantar a inicios de junio [66] . 

El 24 de marzo José María Orense se entrevistó con el coronel Joaquín de 
la Gándara para planificar un levantamiento que movilizó al sector más 
radical del progresismo (Manuel Buceta, Ricardo Muñiz, general Serrano 
Bedoya y Narciso de la Escosura) y del republicanismo (brigadier 
Victoriano Ametller). Con el apoyo de liberales avanzados y demócratas 
como Rivero u Ordax Avecilla, se creó una Junta conspirativa militar 
dirigida por Gándara, que aprovechó la particular situación de 600 oficiales 
en expectativa de destino, a media paga y con enormes deseos de actuar en 
un movimiento insurreccional, para el que se acopiaron armas y munición. 
Otro núcleo conspirativo, presidido por Orense, contaba con el regimiento 
de España y el «elemento popular» (un millar de voluntarios, procedentes 
de las sociedades secretas, los antiguos miembros de la Milicia Nacional y 
grupos de jóvenes estudiantes), que tomaría el palacio de Buenavista, la 
Casa de Correos y el teatro de Oriente. Ambos grupos acordaron actuar el 
26 de marzo a las 15:00 horas, pero el Gobierno previno el alzamiento 
organizando un espectacular despliegue militar y situando numerosas 
fuerzas en los puntos estratégicos de Madrid. El motín, que según algunos 
testimonios fue apoyado por la Embajada británica, comenzó la noche del 
25 en los barrios populares del sur (Lavapiés y Puerta de Moros), desde 
donde acudieron pelotones de 100-200 paisanos armados que llegaron a la 


plaza del Progreso (Tirso de Molina), con la esperanza de que se les unieran 
los soldados del cuartel de Santa Isabel. El coronel Gándara se lanzó a la 
calle, secundado por republicanos y progresistas, pero sin apoyo militar. Se 
erigieron algunas barricadas en la carrera de San Jerónimo, frente a la casa 
del marqués de Miraflores y las Cuatro Calles, y los rebeldes lucharon 
contra el Ejército y la Policía en la Puerta del Sol y la plaza de la Cebada. 
Redondo, el segundo jefe de la ronda de Policía cuyo jefe era el cínico y 
codicioso Francisco Chico, actuó de forma expeditiva, asesinando sin 
motivo alguno a un exmiliciano nacional, hasta que fue herido mortalmente 
entre la calle de la Encomienda y el Mesón de Paredes. La rebelión, de 
carácter inequívocamente democrático, y en la que se pudieron escuchar 
gritos continuos de «¡viva la República!» por vez primera en Madrid, fue 
sofocada a las tres de la mañana del día 26 con un saldo de 200 muertos y 
más de 100 prisioneros [67] . El mismo día entró en vigor la Ley de Poderes 
especiales en todo el territorio nacional (lo que daba por concluida la 
legislatura de 1847), el capitán general de Madrid declaró el estado de sitio 
en la capital y se constituyó un Consejo de Guerra para juzgar a los 
insurgentes Tras la derrota, algunos próceres progresistas tuvieron que 
ocultarse, y unos cuantos políticos y generales fueron detenidos y 
desterrados, pero ninguno fue ejecutado. 

El eco de la revuelta madrileña fue discreto: en Cataluña y Andalucía, 
aparecieron algunas partidas republicanas [68] y, en Valencia, se constituyó 
una fugaz Junta del mismo signo político dirigida por el antiguo alcalde 
Domingo Mascarós. En la ciudad de Barcelona, donde proliferaron durante 
febrero y marzo huelgas fabriles y cierres de talleres [69] , los estudiantes 
se manifestaron el 28 y 29 de marzo por la Rambla reclamando la rebaja de 
matrículas, reválidas y derechos de examen, libertad de indumentaria, 
separación de los catedráticos designados por Real Orden (esto es, sin 
oposición), eliminación de los programas docentes, suspensión del examen 
del último año y liberación de los estudiantes arrestados. Fue inevitable que 
chocaran con las fuerzas del Ejército [70] . Hubo movimientos similares en 
Sevilla, Valencia, Alicante, Murcia, Cartagena, Zaragoza y Galicia, en 
coincidencia con las algaradas estudiantiles de Viena, Heidelberg o 
Coimbra [71]. 

Ante la evidencia del rearme represivo del Gobierno, tanto Orense como 
Olózaga hicieron todo lo posible para evitar una segunda insurrección 
popular. Sin embargo, esta se produjo en Madrid la noche del 6 al 7 de 


mayo y contó, al parecer, con el apoyo del banquero Salamanca y el 
embajador británico Henry Bulwer-Lytton. La insurrección se desarrolló 
con una significativa inversión de papeles en comparación a la del mes de 
marzo. Los sargentos del regimiento de España acantonados en el cuartel de 
San Mateo arrastraron a unos 300 soldados de dos batallones hacia la Puerta 
del Sol y la plaza Mayor por la calle de Fuencarral, esperando ser 
reforzados con vecinos procedentes de los barrios populares, pero sólo se 
les unieron unos 80 amotinados civiles. Rodeados, un batallón resistió todo 
el día en la plaza Mayor, calle de las Platerías y plaza de la Villa, mientras 
que el otro era atacado en la Puerta del Sol por la Policía, la Guardia Civil 
(se concentró en la capital casi la mitad de la plantilla nacional, con 4.000 
guardias de infantería) y las tropas regulares al mando de José Fulgosio, 
capitán general de Madrid, que fue herido mortalmente en la refriega. Esta 
vez, el Gobierno actuó más expeditivamente: después de declararse la ley 
marcial, la sublevación fue sofocada a las dos horas con 35-40 muertos y el 
fusilamiento tras Consejo de Guerra de ocho soldados y suboficiales del 
regimiento de España y cinco paisanos, en su mayor parte antiguos 
miembros de la extinta Milicia Nacional. Los sucesos del 26 de marzo y 7 
de mayo en Madrid causaron 1.500 detenidos, entre 1.200 y 2.000 
deportados —sobre todo, a Filipinas— y un millar de huidos [72] . 

El férreo control impuesto por la Policía y el Ejército en las grandes 
ciudades llevó a la oposición democrática a pasar de la insurrección urbana 
a la guerrilla, coincidiendo con el giro contrarrevolucionario que se estaba 
operando en el resto de Europa. En Alicante, la insurgencia comenzó con el 
pronunciamiento de Manuel Masip, médico de Almenara, que el 12 de 
mayo penetró con una partida de gente armada en Segorbe, donde 
permaneció hasta la madrugada del día 13, en que salió de la ciudad sin que 
la población se adhiriera al movimiento. Dos compañías del Ejército 
disolvieron prontamente la gavilla. Simultáneamente tuvo lugar sendos 
alzamientos republicanos en Pego (dirigido por Joaquín Antonio Sendrá y 
Antonio Ivars) y en Chiva, donde el abogado de Buñol Juan Bautista Ferrer 
se puso al frente de la rebelión. Las autoridades militares decretaron el 14 
de mayo el estado de sitio en las comarcas afectadas, pero, a pesar del envío 
de refuerzos desde Alcira, la rebelión se fue extendiendo, hasta el punto de 
que Sendrá e Ivars llegaron a concentrar a más de 2.000 combatientes. A 
mediados de mayo, decidieron abandonar la montaña y extender la 
sublevación por la huerta de Valencia. El día 16 penetraron en Albaida, 


donde impusieron a los vecinos más adinerados una contribución de 30.000 
reales, pero la revuelta no contó con el apoyo de la población, y los restos 
de las partidas retornaron al monte para dispersarse poco después. La 
persistencia de las gavillas en la zona de Liria y Buñol indujo al capitán 
general de Valencia, José Luciano Campuzano, a declarar el estado de sitio 
en toda la región el 22 de mayo. A fines de mes, las partidas de Sendrá e 
Ivars se habían disuelto y muchos de sus componentes se habían entregado 
a las autoridades, que ejecutaron a los más notorios cabecillas. Sendrá logró 
burlar la persecución para reaparecer en octubre en Cocentaina con una 
partida de 80 hombres que fue disuelta a fines de ese mes. 

La agitación también invadió el escenario urbano. A inicios de mayo, se 
había descubierto una conspiración republicana en Alicante encabezada por 
el antiguo alcalde Manuel Carreras y algunos oficiales exiliados en Portugal 
por haber participado en la intentona de Pantaleón Boné de 1844 y la 
revolución gallega de 1846, y que habían regresado a España tras la 
amnistía. El complot, que tenía ramificaciones en Sevilla, Cádiz, Málaga, 
Madrid y Valencia, fue desarticulado antes de ser llevado a la práctica. Un 
Consejo de Guerra que tuvo lugar del 8 al 10 de agosto condenó a muerte a 
varios sargentos y a tres civiles (entre ellos, Carreras), pero las penas no 
llegaron a ejecutarse y fueron conmutadas por el destierro a Filipinas hasta 
1852. Carreras desempeñaría un papel destacado en la revolución de julio 
de 1854, tras de la cual fue nombrado alcalde de Alicante. Murió justo un 
año después, dejando un recuerdo compartido con los «mártires de la 
libertad» de 1844 en la memoria popular local [73] . 

La agitación residual obligó a que el capitán general decretase el 28 de 
septiembre de 1848 el estado de excepción en todo el distrito bajo su 
mando, lo que no evitó que, un mes más tarde, un grupo de unos 35 
republicanos dirigidos por el labrador Lorenzo Carreras ocupara el castillo 
de Guadalest, haciendo prisionera a parte de su guarnición. El golpe de 
mano formaba parte de un plan diseñado por el general Sendrá para levantar 
toda la comarca de la Marina, pero el día 29 Guadalest fue recuperada por 
cuatro columnas gubernamentales (unos 400 hombres) tras dos horas de 
lucha que arrojaron un balance de un oficial de carabineros y seis rebeldes 
muertos, a quienes ulteriormente se añadieron 21 fusilados, entre ellos 
Lorenzo Carreras [74] . 

La efervescencia revolucionaria también contagió Sevilla, donde el 13 de 
mayo se produjo el amotinamiento de 300 hombres del primer batallón del 


regimiento de Guadalajara y 140 soldados de caballería, que fueron 
liderados por el comandante José Portal y el capitán Domingo Moriones. 
Cuando asumieron que no iban a contar con ningún apoyo popular, 
abandonaron la ciudad el 17 para buscar refugio en Portugal [75] . Hubo 
pequeños motines urbanos en Galicia, Zaragoza, Murcia, País Vasco o 
Ceuta. El levantamiento de partidas se convirtió, a partir de entonces, en la 
secuela habitual de estas intentonas: la de los hermanos Merino se mantuvo 
en las cercanías de Jaén y Despeñaperros, y otras, de matiz republicano, se 
levantaron en la comarca aragonesa de las Cinco Villas. En La Coruña se 
planeó un pronunciamiento que debía estallar en agosto y, a tal fin, Juan 
Manuel Pereira imprimió una proclama en Portugal, pero la mayor parte de 
los conjurados fue detenida. Tras estos fracasos, los focos de agitación se 
trasladaron a la frontera pirenaica, donde desde 1843 se habían concentrado 
refugiados como Ametller, Baldrich, Altamira o Ballera, que el 2 de abril de 
1848 incursionó hacia Cataluña con una partida de un millar de hombres 
armados, en su mayoría refugiados españoles y revolucionarios franceses 
movidos por un común designio republicano y juntero. Los valles 
pirenaicos se convirtieron en lugar de enlace entre los emigrados 
republicanos y progresistas establecidos en el sur de Francia y los 
conspiradores del interior. Tanto en Perpiñán como en Bayona se crearon 
juntas revolucionarias, presididas ambas por el infante Enrique María de 
Borbón, que acopió numeroso armamento y contactó en abril con los 
carlistas, probablemente con el fin de concertar un pacto de no agresión que 
facilitara el destronamiento de Isabel II [76] . 

El recrudecimiento de la Guerra dels Matiners brindó a la izquierda 
progresista y demócrata la oportunidad idónea para volver a actuar. El 1 de 
julio de 1848, el republicano Abdón Terradas emitió desde París un 
comunicado en favor de la democracia y de un Gobierno revolucionario que 
convocara Cortes Constituyentes. Baldrich se alzó en el campo de 
Tarragona el 3 de agosto con 500 hombres. El 8 de septiembre, Ametller 
atravesó con otros 300 la frontera en dirección a Gerona para ayudar a 
Baldrich y, en Barcelona, se constituyó un comité revolucionario que 
prometió la reactivación de la Milicia Nacional, la abolición de levas y 
portazgos, el sufragio universal, la libertad de imprenta y la reactivación del 
comercio interior. Poco después, Ametller era derrotado por el general 
Nouvilas, que ordenó el fusilamiento de los capitanes Barrera y Altamira. El 
frente conspirativo progresista-republicano sufrió otro duro golpe cuando el 


l de septiembre fue descubierto un poco creíble plan para la entrega de las 
plazas de Hostalrich, Figueras, Lérida, la Seo de Urgel y Montjuic a las 
bandas de Cabrera, supuestamente propiciado por el Comité de Barcelona 
en connivencia con el de Perpiñán. El oscuro asunto quedó zanjado el 25 de 
septiembre con la captura y el fusilamiento del presidente de la junta 
revolucionaria barcelonesa (capitán Ramón López Vázquez) y sus jefes 
militares, el capitán Joaquín Clavijo y el alférez Juan Valserra. También fue 
descubierto un complot en Navarra. A inicios de octubre, se levantó en el 
norte de Aragón una partida republicana de 200 hombres al mando del 
coronel Manuel Abad (Manolín) y el comandante Santos Castejón, 
financiados, al parecer, por el banquero José de Salamanca. Mientras el 
comandante militar de Huesca iniciaba la persecución, los alzados ocuparon 
la ciudad por unas horas, llevándose a los quintos. Tras su derrota en 
Siétamo, un Consejo de Guerra condenó a muerte a siete oficiales, un 
suboficial y cinco paisanos designados por sorteo. Todos ellos fueron 
fusilados el 5 de noviembre en las Heras del Cáscaro, mientras que el resto 
fue deportado a ultramar [77] . 

La preocupación de la autoridad gubernativa por la pervivencia de 
repertorios sectarios hizo que, tras la «primavera de los pueblos», el 
Ministerio de la Gobernación emitiese el 21 de septiembre una Real Orden 
circular sobre sociedades secretas y «medidas para la persecución de las 
personas que las componen», en la que recordaba que el título III, capítulo 
IV, del Código Penal de 1848 se ocupaba de las asociaciones ilícitas, 
reservando la primera sección a las sociedades secretas, especialmente las 
de «tendencia exclusivamente anárquica», que seguían obsesionando al 
Gobierno moderado tanto como a los gabinetes fernandinos de veinte años 
atrás [78]. 

Frente a la caracterización pesimista que la historiografía «clásica» ha 
forjado de las «tormentas del 48» en España, García de Paso relativiza el 
presunto «fracaso», ya que su dinámica presenta notables paralelismos con 
otros movimientos europeos revolucionarios y contrarrevolucionarios (en 
este caso, los Matiners catalanes y la rebelión de Maria da Fonte en el norte 
de Portugal) a nivel rural y urbano. La extensa movilización popular 
permitió la aparición del partido demócrata y afianzó la cultura política del 
republicanismo en torno a las experiencias revolucionarias acumuladas, los 
mártires y los mitos fundacionales, entre los que se encontraban las 
barricadas madrileñas de marzo o mayo y las partidas rurales del otoño. Sin 


la experiencia fallida de 1848, no habría habido una revolución «Gloriosa» 
en 1868, como tampoco en Francia un 1870, un 1866 en Italia, un 1871 en 
Alemania o un 1867 marcado por el compromiso entre Austria y Hungría 
eB 

La agitación fronteriza se prolongó hasta la revolución de 1854 bajo la 
dirección de activistas demócratas progresistas como Baldrich. Una de las 
consecuencias de estas acciones fue la fractura definitiva del progresismo y 
la aparición del Partido Democrático en 1849, A mediados de ese año, se 
podía constatar una gran actividad conspirativa animada por la sociedad 
secreta Los Hijos del Pueblo, que contaba con unos 1.200 afiliados en 
Madrid, una importante ramificación provincial y contactos en París, Lisboa 
y otras capitales. La progresiva proletarización de las sociedades secretas 
entre 1830 y 1848 había significado la adopción de objetivos de 
transformación social más concretos. Desde entonces hasta 1868, el 
progresismo y la democracia republicana utilizaron la insurrección urbana 
como instrumento preferente de su acción política. 


EL BIENIO PROGRESISTA Y EL OCASO DE LA MILICIA NACIONAL 
COMO ALTERNATIVA POPULAR DE SALVAGUARDIA DEL ORDEN 
POLÍTICO (1854-1856) 


Los sucesos del verano de 1854 se produjeron con el trasfondo de una 
grave crisis financiera que obligó a adelantar la recaudación de las 
contribuciones territorial e industrial. Con el fin de hacer más llevadero el 
crecimiento de los cupos del impuesto de consumos presupuestados en 
1852, el presidente del Consejo, Juan Bravo Murillo, declaró inalterables 
durante tres años los encabezamientos, redujo tímidamente la cuantía de los 
derechos de puertas (sobre todo, en Madrid), suprimió los impuestos 
indirectos sobre la compraventa de hortalizas y endureció los requisitos 
para la concesión de monopolios de venta al público de productos 
alimenticios. Obsesionado por la amenaza de revueltas (sobre todo, tras el 
atentado del cura Martín Merino contra la reina el 2 de febrero de 1852, que 
reavivó los rumores de inminentes convulsiones anticlericales) [80] , Bravo 
Murillo acompañó estas concesiones fiscales a los menesterosos con un 
endurecimiento de la política de orden público. El país fue sometido a la 
disciplina de un estado de guerra no declarado formalmente [81]. 


La Guardia Civil recibió nuevas competencias y una amplia autonomía en 
la represión de protestas, para la que ya no era precisa la autorización de los 
gobernadores civiles. Pero la paz social sobre la que Bravo Murillo 
pretendía erigir su nuevo orden autocrático quebró el 30 de agosto con una 
revuelta campesina en Andalucía de naturaleza antifiscal. El incremento de 
los tributos directos y la recaudación del odiado impuesto de consumos y de 
derechos de puertas originaron esta inopinada agitación que la carestía de 
los alimentos, a causa de su exportación a los países contendientes en la 
Guerra de Crimea, no hizo sino azuzar. Las más de las veces, los 
amotinados emprendieron su protesta violenta ahogados por los impuestos, 
y los fielatos y los recaudadores fueron las primeras víctimas de su enojo 
[82] . 

Por culpa de la exportación del escaso excedente triguero peninsular, del 
paro y de la presión fiscal, el hambre se instaló en los hogares de un gran 
número de españoles; en particular, en el noroeste del país. La ira popular 
acabó por desatarse en enero-febrero de 1854 en la provincia de Zamora, a 
cuyos habitantes afectó más la escasez de pan debido a la exportación de su 
grano a Portugal. Pero la declaración del estado de sitio tras el frustrado 
levantamiento de Zaragoza en febrero evitó la extensión de estos incidentes 
más allá de los lindes de la provincia. Desde fines de marzo de 1854, la 
crisis por el incremento del precio del pan derivada del miedo a que, con la 
Guerra de Crimea, cesase el abastecimiento de trigo ruso motivó una serie 
de huelgas en Barcelona que desembocaron en un paro casi general desde el 
30 de marzo hasta el 4 de abril. 

A esta situación de carestía y paro se unió la crisis política motivada por la 
implacable actuación del Gobierno de Luis José Sartorius, conde de San 
Luis, constituido el 19 de septiembre de 1853 tras la crisis interna del 
moderantismo posterior a la caída de Bravo Murillo a fines del año anterior. 
Después de perder varias votaciones en las Cortes, el 9 de diciembre 
decidió disolver las Cámaras y gobernar a golpe de decreto, vulnerando la 
Constitución de 1845. En este periodo inició la persecución de los 
progresistas y los moderados adictos al general Leopoldo O”Donnell, 
quienes acusaron a Sartorius de comportarse como un «nuevo Godoy» 
cuando decidió el traslado forzoso del conde de Lucena a Santa Cruz de 
Tenerife (aunque este logró evadir el destierro escondiéndose en Madrid), 
del capitán general José de la Concha a Las Palmas y de Facundo Infante a 
Baleares. El 5 de enero de 1854 la Policía irrumpió en la sede del partido 


demócrata y encarceló a sus principales dirigentes. Una lluvia de multas y 
recogidas de periódicos se cernió sobre la prensa de oposición. Con la 
disidencia de los generales moderados aperturistas o «puritanos», se pasó de 
una simple crisis de partido a una crisis de régimen [83] . 


Las dos caras de la «Gran Revolución» de julio 


A inicios de 1854, se constituyeron tres comités conspirativos diferentes: 
uno moderado agrupado en torno a O”Donnell, otro progresista en torno a 
los generales Nogueras, Osorio y Ametller y un tercero liderado por los 
demócratas Martos y Cisneros, que colaboraron entre sí, al mostrarse 
solidarios en su antigubernamentalismo [84] . La primera tentativa de 
pronunciamiento se produjo en Zaragoza el 20 de febrero de 1854 y fue 
preparada por Dulce y José Gutiérrez de la Concha, pero ejecutada a la 
postre por el brigadier Rafael de Hore, quien levantó en la Aljafería al 
regimiento de infantería de Córdoba bajo su mando, apoyado por los 
regimientos de Granaderos y de Borbón y unos 300 civiles del partido 
demócrata liderados por el catedrático, periodista y jefe del partido Eduardo 
Ruiz Pons. El gobernador civil procedió a declarar el estado de excepción. 
Hore murió cuando, a punto de iniciar una expedición sobre Pamplona, 
trató de interponerse entre las tropas insurrectas y las gubernamentales. 
Algunos jefes trataron de resistir en el Ayuntamiento y las casas inmediatas, 
pero, al alba del 21, decidieron huir hacia los valles de Hecho y Ansó y 
acabaron por ser internados en Pau. Tras la derrota de la rebelión, se 
exiliaron en Francia tres o cuatro centenares de implicados [85] . 

El fracaso de la insurrección, que no fue apoyada por el partido progresista 
[86] , condujo a la muerte del teniente coronel Latorre, que fue detenido a 
cinco leguas de la frontera y fusilado el 6 de marzo. En previsión de males 
mayores, el Gobierno del conde de San Luis emitió el 22 de febrero una 
Real Orden Circular a los capitanes generales para que publicaran 
inmediatamente la Ley del 17 de abril de 1821 en el distrito bajo su mando, 
«declarando por consiguiente el mismo en estado excepcional». Ese mismo 
día, Sartorius desterró a muchos generales (San Miguel, Chacón, Ros de 
Olano, Serrano, Manzano, Messina y Zabala) y políticos (González Bravo, 
Alejandro de Castro, Manuel Bermúdez de Castro, Manuel Rancés, 
Dionisio López Roberts, Antonio Cánovas, etc.). La política represiva 


contra políticos, periodistas, publicaciones y comités de partido 
(especialmente los del demócrata) llevó incluso a la clausura del Ateneo de 
Madrid. Sartorius también sancionó a generales como Serrano, que fue 
destinado fuera de la capital. El descontento general se incrementó desde 
mayo por la exigencia de un semestre de contribución anticipada. 
Circularon rumores de complot en la capital, Galicia y Navarra, donde, 
como de costumbre, se hablaba de la reaparición de partidas carlistas. 

La conspiración continuó, dirigida tanto por los moderados narvaecistas 
como por los puritanos. En su etapa final, la constitución de un frente de 
«unidad liberal» contra la fracción intransigente «polaca» era un secreto a 
voces, ya que pasaban de dos millares los conjurados que participaron en el 
conato del 13 de junio, cuando el recién nombrado director general de 
Caballería, Domingo Dulce, fracasó a la hora de entregar el mando de las 
tropas comprometidas al general O”Donnell para marchar desde Canillejas 
hacia Madrid [87] . En la mañana del 28 de junio, so pretexto de pasar 
revista a los cuerpos de la división, Dulce acabó por sublevarse en el 
Campo de Guardias de Canillejas con el apoyo de las fuerzas de Caballería 
e Infantería de los regimientos del Príncipe y de Santiago, y el concurso de 
generales como O”Donmnell, Ros de Olano y Messina, y de políticos 
puritanos como Ríos Rosas y Pacheco, que, en ese momento, sólo 
perseguían la imposición de un mero cambio ministerial más respetuoso 
con la Constitución [88] . El Gobierno respondió, como en 1848, con la 
concentración de la Guardia Civil en las capitales de provincia, y la del 
primer tercio en Madrid [89] . Los generales sublevados, tras incorporar 
algunos refuerzos procedentes de Alcalá de Henares, marcharon sobre la 
capital, enfrentándose a las unidades gubernamentales en un inconcluyente 
encuentro armado en Vicálvaro en la tarde del 30. La situación de impasse 
evidenció que los moderados necesitaban el concurso de otros grupos 
políticos, como los liberales de Cánovas y Fernández de los Ríos y los 
progresistas de Cayetano Cardero y Agustín Algarra, que diseñaron el 
proyecto político del movimiento. 

Los rebeldes iniciaron un movimiento dilatorio en busca de apoyos, e 
incluso O”Donmnell pareció dispuesto a pactar con la reina. En su repliegue 
táctico hacia Andalucía, las tropas insurrectas llegaron el 7 de julio a 
Manzanares, donde el conde de Lucena se reunió con Serrano para buscar 
una reactivación política y militar del proyecto sedicioso. Fue entonces 
cuando Cánovas redactó el famoso manifiesto, que incluía la promesa del 


restablecimiento de la Milicia Nacional, la formación de juntas y la 
convocatoria de nuevas Cortes. 

El 9, los insurrectos penetraron fugazmente en Cuenca, y el 12 se 
pronunció el regimiento de Montesa en Torrejón de Ardoz. La 
transformación del pronunciamiento en un verdadero movimiento 
revolucionario comenzó con el levantamiento de Barcelona en la noche del 
14 de julio contra el capitán general Ramón de la Rocha. Los diversos 
núcleos conspirativos civiles y militares, moderados, progresistas y 
demócratas apoyaron que el coronel Manso de Zúñiga, que mandaba el 
regimiento de Navarra, ocupase el Ayuntamiento y constituyera una Junta 
presidida por el progresista general Contreras. Esa noche se quemó la 
fábrica Arnau, donde murieron su propietario e hijos [90] . 

En la región valenciana, la insurrección armada iniciada en Alcira el 5 de 
julio se extendió a Albalat, Alberique, Segart, Gestalgar, Montichelvo y 
Carlet, donde entró una partida mandada por el teniente coronel Miguel 
Orozco. Alcira fue fortificada a la espera del ataque de las fuerzas 
gubernamentales de Infantería y Guardia Civil, que expugnaron la ciudad 
después de tres días de encarnizada lucha. Tras el fracaso de una intentona 
presuntamente republicana en Játiva, el día 10 Orozco fue derrotado y 
muerto en Gestalgar. El 16, Valencia se levantó finalmente contra el 
Gobierno tras recibirse noticias de la rebelión de Barcelona. El gobernador 
civil Ramón de Campoamor fue obligado a liberar a los presos por las 
acciones de Gestalgar y Alcira. Tras crearse una Junta Revolucionaria sin 
violencia ni oposición, el 23 se creó el batallón de Voluntarios de Valencia y 
se procedió al armamento y la elección de los jefes de la reconstituida 
Milicia Nacional [91]. 

El movimiento, probablemente estimulado por una pluralidad de 
conspiraciones [92] , se extendió a Valladolid la noche del 15 de julio. Al 
día siguiente, la noticia llegó a Zamora, donde el coronel Victoriano 
Ametller (uno de los demócratas más activos) se levantó el 17 con el apoyo 
de los carabineros y contando con la neutralidad de la Guardia Civil. Bajo 
su presidencia, una Junta procedió a la organización de la Milicia Nacional 
[937., 

Los pronunciamientos se sucedieron en cascada, primero en la costa 
mediterránea desde Valencia el 16 a Málaga el 19, finalizando en La Coruña 
el 24. Zaragoza se convirtió de nuevo en un escenario destacado de la 
insurrección, cuando constituyó el 17 de julio una Junta de Gobierno que 


reclamó la presencia del duque de la Victoria para que se uniera a la 
insurrección. Siguieron horas de tensión entre el pueblo esparterista y el 
capitán general Felipe Rivero y Lemoine, alineado con O”Donmnell y 
empeñado en dirigir la rebelión en solitario. Cuando en la mañana del 19 se 
conocieron los alzamientos progresistas en otras ciudades, la Junta obligó a 
dimitir a Rivero. Al día siguiente, Espartero entró en la ciudad y fue 
nombrado por la Junta «generalísimo de los ejércitos nacionales» [94] . 

Todos estos sucesos forzaron a la reina a destituir al conde de San Luis en 
la mañana del 17 de julio [95] . Tras conocerse la formación de un Gobierno 
con voluntad transaccionista presidido por Fernando Fernández de Córdova, 
los insurgentes recibieron refuerzos de Castilla y Andalucía. El 
pronunciamiento en la Corte el mismo día 17 tuvo como secuela los 
incendios nocturnos de las casas de María Cristina, el marqués de 
Salamanca, Sartorius o Agustín Esteban Collantes, con secuela de varios 
muertos y heridos provocados por las descargas de fusilería que Fernández 
de Córdova ordenó efectuar contra la multitud. A partir de ese momento, el 
pronunciamiento militar se convirtió en una revuelta de masas [96] , en 
cuyo transcurso se produjo el asesinato del impopular jefe superior de 
Policía de Madrid Francisco García Chico y de otros agentes del Cuerpo de 
Vigilancia. Tras la renuncia del Gobierno de Fernández de Córdova, la 
lucha callejera se intensificó, al tiempo que el nuevo Gabinete del duque de 
Rivas trataba de llegar a un acuerdo con los militares vicalvaristas con el 
visto bueno de la reina. Se estableció una Junta con fuerte acento demócrata 
y, enfrente, se constituyó una Junta de Salvación, Armamento y Defensa 
presidida por Evaristo San Miguel y de tono progresista, que tenía por 
finalidad salvaguardar la monarquía y el orden social [97] . 

A partir del 19, Madrid contempló la aplicación masiva del «repertorio de 
barricadas» más intenso e importante de su historia [98] . El término, 
tomado del vocabulario militar francés del siglo XVI (el primer «Día de las 
Barricadas» tuvo lugar en París el 12-13 de mayo de 1588, como respuesta 
popular al proyecto de Enrique III de imponer una guarnición militar 
permanente en la ciudad), define, según Marc Traugott, las «estructuras 
improvisadas, construidas y defendidas por insurgentes civiles, cuya 
función es llevar reivindicaciones al espacio urbano y movilizarse contra las 
fuerzas militares y policiales» [99] . Pero, más que una simple construcción 
defensiva, la barricada es una «rutina de acción colectiva» en continua 
adaptación y cambio como producto de la oposición entre insurgentes y 


represores, que define una determinada situación insurreccional [100] . 
Ubicada en el corazón de la cultura urbana revolucionaria del siglo XIX (en 
la revolución parisina de julio de 1830, se erigieron no menos de 4.000), la 
barricada interrumpe la circulación vial y, por tanto, aísla a las fuerzas 
represivas; activa la red popular de información, y permite a la gente 
bascular desde lo «normal» a lo «excepcional», ya que forma parte esencial 
de los rituales de transformación anejos a toda situación revolucionaria. 
Este tipo de arquitecturas de lo efímero son una señal que moviliza a la 
multitud, atrae a los curiosos y permite «sentir» las posibilidades de éxito. 
Bajo su cobijo se crea un ambiente de fraternidad y camaradería donde se 
reorganizan las fronteras sociales y donde los veteranos, los militares, los 
miembros de las sociedades secretas, los milicianos, los trabajadores, las 
mujeres y los niños tienen su lugar en la lucha. Finalmente, identificando 
inequívocamente al pueblo en armas, la barricada brinda a los soldados la 
oportunidad de abandonar el combate y cambiar de bando, aumentando las 
probabilidades de éxito del movimiento revolucionario [101]. En Madrid se 
erigieron unas 280 barricadas, con funciones específicas de defensa 
(rodeando los acuartelamientos de las tropas), entretenimiento (para retrasar 
su avance) y retirada, custodiadas por civiles bajo la dirección de una junta 
de vecinos armados que ponía a su cabeza a un jefe militar [102] . El 
escritor y periodista Julio Nombela recuerda cómo su padre lo llevó a ver 
los reductos construidos en la calle de Leganitos: 


Cruzándola de parte a parte, formadas de grandes cajones repletos de piedras arrancadas del 
pavimento y cubiertos de esteras y colchones [...]. En cada una de las dos barricadas había un 
palo enclavado en uno de los cajones, sosteniendo un cartel que decía Pena de muerte al ladrón, 
letrero que vi repetido en las demás barricadas que hallé al paso. 


Estas barricadas, defendidas por tenderos y menestrales bajo la dirección 
de viejos militares liberales de graduación media, «estaban engalanadas con 
ramos de flores, coronas de laurel y retratos en litografía de Espartero, San 
Miguel y de la mayor parte de los militares victoriosos. Los retratos 
aparecían en dorados marcos bajo doseles de terciopelo, sede o percalina de 
los colores nacionales; por las noches se iluminaban con farolas de aceite o 
velas de sebo, y ante aquellas imágenes, bastante feas por cierto, se 
cantaban canciones patrióticas acompañadas por guitarras y bandurrias» 


[1031.. 


El llamamiento al poder de Espartero logró paralizar la lucha, que se había 
cobrado ya 74 muertos y 279 heridos. Tras la rendición de las tropas 
gubernamentales y la constitución de un Gobierno de transición presidido 
por Evaristo San Miguel el 20 de julio, la reina llamó a Espartero y a 
O”Donnell el día 31. Siguieron «momentos de locura», un rapto de 
entusiasmo político masivo en el que todo parecía posible, ya que la 
autoridad pareció desaparecer y la comunidad popular imaginó haber 
conquistado el poder [104] . La alegría se desbordó durante el delirante 
recibimiento y el desfile de los revolucionarios ante Espartero y la Junta el 
l de agosto, pero luego vino el inevitable contraclímax, cuando un 
Gobierno con representación parcial de las fuerzas conjuradas —los 
demócratas no participaron en él- procedió al desmantelamiento solemne 
de las barricadas, la entrega de las armas y la convocatoria de una nueva 
Milicia Nacional de 18.000 ciudadanos sobre la base de las listas 
confeccionadas para su disolución por González Bravo en 1843. 

La revolución de 1854, que para Jaume Vicens fue una especie de secuela 
tardía de las conmociones europeas de 1848 [105] , se había desarrollado en 
dos fases bien definidas: en primer lugar, un alzamiento militar liderado por 
los generales moderados disidentes (que firmaron dos manifiestos del 28 de 
junio, sin programa político concreto) con participación secundaria de 
algunos progresistas y demócratas de segunda fila, que fue inoperante a 
corto plazo. En segundo término, tuvo lugar un potente movimiento popular 
centrado en la rebelión juntera de las provincias, generado por la falta de 
noticias fiables sobre la situación en Madrid, y que tomó el relevo de la 
conjura elitista unos 15 días después del comienzo de la insurrección [106] ; 
una movilización que comprometió, sobre todo, a las clases trabajadoras 
(salvo en el País Vasco y Navarra, donde el pronunciamiento quedó 
exclusivamente en manos de los militares) a través de manifestaciones, 
animadas especialmente por los progresistas. No fue, a la postre, una 
revolución dual, ya que salvo en Madrid, donde el pueblo se enfrentó a las 
tropas gubernamentales (generado el poderoso mito del «pueblo liberal en 
armas», protagonista de las barricadas de 1854 que, a su vez, eran legítimas 
herederas de los tumultos de los años treinta y cuarenta), en las otras 
ciudades el Ejército, por acción u omisión, inclinó la balanza en favor de los 
alzados. 

El movimiento juntero, que brotó de forma simultánea a los 
pronunciamientos locales [107] , alcanzó una dimensión sólo comparable a 


la de 1808: se constituyeron juntas en prácticamente todas las capitales de 
provincia, salvo las vasconavarras y catalanas. En Málaga, Badajoz, 
Mérida, Salamanca, Zamora o Toledo sus integrantes fueron elegidos 
mediante sufragio, pero casi siempre fueron los grupos de elite quienes se 
reservaron la tarea de constituirlas, excluyendo a las capas inferiores de la 
población, como fueron los casos de Zaragoza y Palma de Mallorca. En 
Barcelona, Alicante, Cartagena, La Coruña o Vigo, los gobernadores 
militares se pusieron a su cabeza. Todo parece indicar que el junterismo 
desbordó el inicial pronunciamiento conservador del movimiento militar y 
desvió sus objetivos, haciéndolos más ambiciosos. Las juntas publicaron los 
primeros edictos inspirándose en el Manifiesto de Manzanares y pusieron a 
las autoridades provinciales (gobernadores civiles) en la tesitura de 
respaldar el movimiento o presentar la dimisión. 

El «alzamiento» de julio de 1854 no fue una revuelta antifiscal ni tampoco 
un motín de subsistencias a gran escala, pero en él hubo mucho de ambas 
expresiones del malestar popular. La población se echó a la calle al grito de 
«¡más pan y menos consumos!». En todas las urbes castellanas, la turba 
incendió los fielatos, e incluso los administradores de Hacienda y los 
comerciantes de grano fueron objeto de persecución [108] . En el nivel 
local, se constituyeron nuevos ayuntamientos tras la rehabilitación en sus 
cargos de los regidores depuestos en 1843. A partir del 1 de agosto, el 
Gobierno provisional decidió autorizar sólo una Junta por provincia, y con 
funciones puramente consultivas, anulando cualquier medida hacendística 
que hubieran adoptado. Tras repetir el decreto de disolución definitiva el 23 
de agosto, y ante la resistencia de Madrid, Málaga, Huesca o Lérida, las 
últimas juntas fueron disueltas de forma expeditiva el 18 de septiembre 
[109] . Todavía el 28 de agosto se erigieron barricadas en Madrid contra la 
marcha impune de María Cristina, incidentes que se zanjaron con más de 
100 detenciones y con la marginación progresiva de los demócratas en la 
coalición revolucionaria [110]. 

El bienio 1854-1856 fue el de la consagración del modelo de acción 
juntista, pero también el de la consolidación del «repertorio de las 
barricadas» como modo de participación revolucionaria de signo 
democrático, que mantuvo una difícil convivencia con el repertorio del 
pronunciamiento militar. Junterismo, provincialismo y federalismo se irían 
definiendo en las décadas siguientes como fases antigubernamentales 
sucesivas de la protesta política popular [111] . 


La agudización de la crisis económica y la restauración armada del orden 
conservador (1854-1856) 


La luna de miel revolucionaria duró poco. El 18 de agosto de 1854 se 
ordenó la reapertura inmediata de los detestados fielatos, lo que generó 
graves tumultos en Salamanca hasta el 2 de septiembre. Ese mes, los 
motines del pan se extendieron por Castilla la Vieja. En Burgos estalló el 27 
de septiembre un motín de subsistencias que fue atajado por el gobernador 
civil con la declaración del estado de guerra según la Ley del 17 de abril de 
1821. La intervención del Ejército y de la Milicia Nacional provocó varios 
heridos y un muerto. Un Real Decreto del 20 de noviembre amnistió a todos 
los encartados [112] . Las revueltas sociales también perturbaron el orden 
público en Cataluña, que fue el escenario de violentas acciones /udditas, 
extendidas luego a Valencia, Extremadura y Andalucía (Antequera), donde 
los jornaleros habían organizado, desde los primeros días de agosto, 
ocupaciones e incendios de fincas, justamente en vísperas de las elecciones 
a la Asamblea Constituyente. El anuncio de la eliminación parcial de los 
consumos a partir del 1 de enero de 1855 no satisfizo en absoluto a la 
población, que confiaba en su plena abolición. Después de que Teruel se 
anticipara con un motín que fue declarado el 26 de diciembre, la población 
festejó el día de Año Nuevo de 1855 con tumultos, incendios de fielatos y 
agresiones a los empleados de las empresas de puertas en Valencia, 
Granada, Madrid, Antequera, Castellón, Valtierra, Zaragoza, Carcelén, 
Palencia o Valladolid. En Andalucía y Extremadura, los jornaleros 
realizaron nuevas ocupaciones de fincas, en el transcurso de las cuales 
libraron auténticas batallas campales con la Guardia Civil, en las que algún 
bracero perdió la vida. Al mismo tiempo, se llamaba a la deserción de los 
quintos, y volvieron a proliferar las partidas bandoleriles. 

Una Real Orden del 3 de enero de 1855 trató de excitar el celo de los 
tribunales para instruir las causas correspondientes a motines u otro tipo de 
atentados contra la seguridad pública, pero la iniciativa no pareció dar el 
resultado que se esperaba, puesto que una nueva Real Orden del 23 de 
noviembre expresaba el disgusto del Gobierno por la pasividad de los 
tribunales ante las alteraciones de orden público y ordenaba la constitución 
de sesiones plenarias de las audiencias territoriales para cubrir esa 
eventualidad. El 12 de marzo el ministro de la Gobernación, Francisco 
Santa Cruz Pacheco, remitió una Real Orden circular a los gobernadores 


civiles en la que les daba su total apoyo para amparar la paz y la seguridad 
individual, y les conminaba a reprimir con dureza motines y asonadas. Ese 
mismo mes fue descubierto un complot tejido por un grupo obrero 
revolucionario en Tarragona para proclamar la República. Santa Cruz 
perdió por completo las riendas del orden público tras el conato de rebelión 
carlista en un escuadrón de caballería de Zaragoza el 22-23 de mayo de 
1855 [113] . Ante la aparición de partidas presuntamente legitimistas en 
Castilla la Vieja y el Maestrazgo, se declaró la ley marcial en Aragón, 
Burgos y Navarra [114]. 

Los motines de junio en Córdoba y Santiago (donde el cabecilla fue 
condenado a muerte) tuvieron una enorme repercusión pública. Una Ley del 
3 de junio autorizó al Gobierno presidido por Espartero a desterrar a 
cualquier punto de la Península a aquellas personas sospechosas de 
perturbar el orden público o conspirar contra la seguridad del Estado. El 2 
de julio comenzó en Barcelona una huelga general, que al grito de 
«¡asociación o muerte!» fue secundada por más de 50.000 operarios. El 
paro, donde se hizo exhibición de banderas rojas, se prolongó hasta el día 
11, como protesta por el fusilamiento del dirigente obrero José Barceló. 
Hubo disturbios en Tortosa, Berga, Sans, Grácia Oo Badalona [115] . El 
«peligro rojo» comenzó a ser esgrimido por las fuerzas conservadoras para 
provocar la caída de Espartero. En el motín popular que tuvo como 
escenario Zaragoza en noviembre 1855, y que fue tildado de socialista por 
cierta prensa, la Milicia Nacional colaboró con los sublevados. 

Las protestas se recrudecieron por la reinstalación de los consumos y los 
portazgos, cuya eliminación había sido exigida en los programas de las 
juntas revolucionarias. En junio de 1856, estalló en Astorga (centro del 
comercio triguero con destino a la Montaña, Asturias y Galicia) una 
revuelta que se extendió por la Tierra de Campos. El aumento del precio del 
pan provocó un gran motín con saqueo e incendio de casas en Valladolid el 
22 de junio, que se trasladó al día siguiente a Palencia, donde los 
enfrentamientos provocaron una muerte. En Medina de Rioseco, se 
incendiaron dos fábricas de harina situadas en el Canal de Castilla, y hubo 
conatos de rebelión en Burgos y Melgar de Fernamental. Las tropas del 
capitán general Armero detuvieron, durante la madrugada del día 23 en 
Valladolid y Rioseco y la del 24 en Palencia, a algo más de medio millar de 
personas, 200 de las cuales, tras ser acusadas de sedición, fueron juzgadas a 
las pocas horas por tribunales militares sin ninguna garantía procesal, con 


arreglo a la draconiana Ley de abril de 1821. El día 25 de junio comenzaron 
las ejecuciones, que se prolongaron hasta primeros de agosto. En Medina de 
Rioseco, Valladolid y Palencia, Armero ordenó el ajusticiamiento de 19 
hombres y 2 mujeres, pocos de los cuales rebasaban los veinticinco años de 
edad. Otros 60 murieron en las cárceles [116] . Una Real Orden del 25 de 
junio ordenó que, cuando los sediciosos llegaran a vías de hecho contra la 
fuerza pública, las personas o las propiedades de particulares, la Guardia 
Civil debía hacer uso de la fuerza sin necesidad de intimaciones y sin 
contemplación alguna. 

La revuelta contra el hambre y el paro se extendió con extraordinaria 
rapidez al resto del país: Badajoz y Palma de Mallorca el 24 de junio; 
Guadalajara el 25; Sevilla el 27; Cuenca el 29; Madrid, Toledo y Zaragoza 
el 30; Valencia y Almería el 1 de julio, y Barcelona el 24 de ese mes. El 
Gobierno recibió partes sobre levantamientos en Torrelavega, Comillas, 
Albacete, Gijón, Granada, Pontevedra, Alcoy, Riotinto, Tortosa, Vigo, 
Murcia, Manises, Bilbao, Sigúenza, Guadalajara y un centenar de 
localidades más, donde los incendios de las fábricas de harinas y los asaltos 
a las panaderías obligaron a una movilización masiva de tropas del Ejército 
y de la Milicia Nacional para ocupar las calles y restablecer el orden. Los 
altercados fueron impulsados por jornaleros, arrendatarios, pequeños 
propietarios, empleados públicos de bajo nivel, menestrales y artesanos 
[117] . El 13 de julio el ministro de la Gobernación, Patricio de la Escosura, 
aseguró en Consejo de Ministros que, más allá del hambre, no existía 
ninguna otra motivación detrás de los motines, y propuso, con el 
consentimiento de Espartero, la supresión de la prensa conservadora que 
estaba calentando a la opinión biempensante con el espectro de la 
revolución social. La tesis contradecía la sostenida por el ministro de la 
Guerra, que veía la mano de agitadores de todos los colores, salvo los de su 
partido, y se declaró incompatible con su compañero de gabinete. La reina 
se decantó por las tesis conspiracionistas de O”Donmnell, forzando la 
dimisión de Escosura y, por añadidura, la de Espartero en la madrugada del 
14 de julio. 

La caída política del duque de la Victoria también se debió a los 
enfrentamientos brotados en el seno del Gabinete sobre el modelo de 
seguridad interior que debía prevalecer en el país. La llegada al poder de 
Espartero tras la revolución de julio de 1854 había determinado la anulación 
por Real Decreto del 13 de septiembre de buena parte del paquete de 


reformas del orden público que había sido impuesto por los Gobiernos 
moderados. En cuanto a la Guardia Civil, si bien el Gobierno había 
ordenado su inmediata salida de la capital a la espera de disolverla o hacerla 
compatible con la Milicia Nacional (que fue restablecida el 15 de 
septiembre sobre la base de la Ordenanza del 29 de junio de 1822), su 
lealtad al poder constituido y la cerrada defensa que hizo de ella el nuevo 
director general, Facundo Infante, garantizaron su supervivencia, ya que 
logró abandonar su inicial carácter de institución de partido para alcanzar el 
rango de institución apolítica de cobertura nacional [118]. 

La Milicia Nacional, que había permitido a los progresistas tomar el poder 
en 1822, 1835, 1836, 1840 y, de nuevo, en 1854, se convirtió una vez más 
en manzana de la discordia de la coalición gobernante, al transformarse en 
un arma peligrosa en mano de las clases populares empobrecidas, que 
constituían los grupos más radicales del liberalismo. Los progresistas, que 
habían llamado a las barricadas en julio de 1854, evidenciaron un año más 
tarde sus divisiones respecto a la necesidad o no de la Milicia Nacional: 
hombres como Pascual Madoz, Salustiano Olózaga y Patricio de la 
Escosura se manifestaron en contra de una institución que ya escapaba a su 
control e impedía, o amenazaba, el acceso legal y parlamentario del partido 
al poder y proponían como mal menor una reforma en profundidad de su 
organización. Para los liberales más avanzados, el control de la Milicia por 
parte de los ayuntamientos compensaba la intensa dinámica centralizadora 
impuesta por la adopción de las figuras del jefe político o el gobernador 
civil. Los progresistas avanzados defendieron a ultranza la Milicia como 
garantía última de la revolución, y, en ello, coincidieron con el partido 
demócrata, que la consideraba una de las bases de su programa, la 
identificaba con la soberanía nacional y veía en ella una organización de 
encuadramiento de las clases modestas que presionaría al Gobierno para 
que aceptase algunas de las reivindicaciones básicas de su ideario. De este 
modo, la Milicia Nacional, vinculada de forma creciente con la tendencia 
demócrata, se convirtió en un potente foco de contrapoder popular, ya que, 
según datos de su Inspección General, por esas fechas actuaban en España 
546.286 milicianos nacionales (30.000 en Madrid), de ellos 530.559 de 
Infantería, 13.792 de Caballería y 1.935 de Artillería [119] . 

Frente a este modelo de Estado descentralizado constituido sobre el poder 
municipal, y contra la pervivencia de un organismo armado de defensa que 
aspiraba a la profundización de la revolución en sentido democrático, los 


moderados que, de hecho, ostentaban la hegemonía en la revolución 
trataron de impedir el acceso a la Milicia de las clases no propietarias, 
buscaron controlar sus actividades y, por último, trataron de forzar su 
disolución, como había sucedido en 1843. Sus principales bazas de presión 
eran el Ejército (al que utilizaron como instrumento de los procesos 
involucionistas de 1843, 1856 y 1874) y la Guardia Civil. 

El 26 de diciembre de 1854 un sector de la Milicia Nacional malagueña se 
rebeló contra el gobernador civil Enrique O*Donnell, a quien acusaban de 
actuar ilegalmente (con la demora en la entrega de armas a la Milicia y la 
firma de una orden de detención contra sus jefes) para favorecer las 
opciones políticas moderadas. En la noche del 28 al 29, las turbas asaltaron 
la Aduana e invadieron su residencia con el propósito de asesinarlo, pero 
fueron repelidas tras sufrir algunos heridos. El gobernador civil dimitió y 
fue sustituido por el gobernador de Zaragoza, Cayetano Cardero. El motín, 
que tuvo un amplio eco en toda España, evidenciaba el carácter 
crecientemente popular y antiburgués del instituto armado [120] . 

La ruptura se consumó en la primavera de 1855: tras la presión ejercida el 
27 de marzo por los comandantes de la Milicia de Madrid sobre el alcance 
de las reformas del Gobierno de Espartero, se suscitó en el Parlamento un 
arduo debate que se zanjó el 11 de abril con una Ley que impedía a la 
Milicia Nacional la discusión, deliberación o representación sobre asuntos 
políticos, limitando su capacidad de influencia [121] . La decisión, que 
desató disturbios en la capital, abrió las compuertas a una completa serie de 
medidas depuradoras. Un Real Decreto del 3 de junio ordenó la 
centralización de la Milicia en manos de autoridades nombradas por el 
Ejecutivo, y no elegidas por los propios milicianos. Además, se expulsó de 
ella a los obreros y a otras «personas perturbadoras». El ministro 
o*domnellista Alonso Martínez propuso el desmantelamiento de la Milicia 
de forma selectiva y progresiva. De este modo, el 6 de octubre fue disuelta 
la Milicia en Sevilla, en diciembre en Málaga y, posteriormente, en 
Barcelona y Valencia. A inicios del año 1856, una protesta unánime de los 
jefes de la Milicia logró suspender la aplicación de esta medida, pero acto 
seguido se produjeron diversos levantamientos protagonizados por sus 
integrantes: en Zaragoza, un motín fue secundado por la Milicia, que fue 
depurada por el capitán general, el esparterista Gurrea. El 7 de enero, 
después de que las Cortes declararan facciosa una exposición justificativa 
de la Milicia aragonesa, se produjo en Madrid la insubordinación de los 


milicianos adscritos a la tercera compañía del segundo batallón de Ligeros, 
integrada por algunos individuos del partido demócrata, que se encontraba 
de guardia en el Congreso. Dando vivas a Zaragoza, al pueblo soberano, la 
Milicia, la república y la libertad, los milicianos se dirigieron al salón de 
sesiones disparando al aire. En medio del tiroteo, las puertas del Parlamento 
fueron cerradas. El ministro de la Guerra, O*”Donnell, dio órdenes a los 
generales Serrano (director general de Artillería), Hoyos, Ros de Olano y 
Zavala para que saliesen con sus tropas. Fue la llegada de estos refuerzos 
militares lo que decidió la situación. Los amotinados se dispersaron por la 
ciudad, que volvió a la calma a las ocho de la noche tras una oportuna 
intervención de Espartero. En el ulterior Consejo de Ministros, Alonso 
Martínez exigió la disolución de la compañía miliciana sublevada, a la que 
calificó de «roja». Un Consejo de Subordinación decretó la expulsión de 34 
milicianos. Poco después, el principal cabecilla, el sargento Manuel Mayor, 
fue condenado a dieciséis años de prisión [122] . 

El 6 de abril se produjo un motín de la Milicia Nacional en Valencia, 
motivado por el malestar suscitado por el sorteo de quintos, que derivó en 
un enfrentamiento con la Guardia Civil saldado con el balance de un muerto 
y varios heridos. Cuatro centenares de paisanos y varias decenas de 
milicianos de los batallones de zapadores y bomberos lucharon contra las 
fuerzas regulares de Caballería, mientras que, desde barricadas y tejados, 
vecinos y milicianos acosaban a las fuerzas de Artillería e impedían el 
avance de las columnas de Infantería. Hacia las 17:30, la Milicia concertó 
con el capitán general Villalonga un alto el fuego, pero, ante la campaña 
desatada por la prensa conservadora, que tildó el levantamiento de 
conspiración «masónico-socialista», el Gobierno decidió destituir a 
Villalonga, declarar el estado de sitio y enviar al general Juan de Zavala con 
poderes extraordinarios hasta el 15 de mayo para pacificar la ciudad, como 
había hecho en 1843 allanando el camino a Narváez. Zavala declaró la 
disolución de todas las unidades de la Milicia Nacional, sin importar su 
participación o no en el conflicto, y marcó una pauta represiva que selló el 
comienzo del fin del Bienio Progresista [123] . Esta situación de rebeldía 
crónica decidió al Gobierno a presentar el 16 de junio un Proyecto de Ley 
Orgánica de la Milicia de carácter extraordinariamente conservador, ya que 
la institución pasó a depender en exclusiva del Ministerio de la 
Gobernación, su servicio se hizo obligatorio y su acceso quedó restringido a 
los crudadanos que contribuyeran al sostenimiento de las cargas públicas. 


Esta medida precipitó la dimisión del Ayuntamiento de Alicante el 18 de 
junio de 1856, mientras que el gobernador militar Leoncio Rubín declaraba 
el estado de guerra para precaverse contra un posible levantamiento de la 
Milicia Nacional. 

El progresismo gobernante entró en declive por la asfixiante presión 
popular de los motines, que eran duramente reprimidos por O”Donnell. Su 
ascenso al poder se fue fraguando desde mediados de 1856 en 
conspiraciones «alimentadas» por la crisis de subsistencias. Fue un golpe 
preparado a imitación del putsch perpetrado por Luis Napoleón Bonaparte 
el 2 de diciembre de 1851: contó con el apoyo de los directores de las 
diferentes armas y varios generales (Serrano, Ros de Olano, Manuel 
Gutiérrez de la Concha, Messina o Dulce) y fue debidamente justificado por 
una campaña de la prensa conservadora que calificó los disturbios agrarios 
de agitaciones democráticas y socialistas [124] . Planteada la crisis 
ministerial por los acontecimientos de Castilla, y ante los rumores sobre la 
inminente llegada a la presidencia de O”Domnell, que fue interpretada en 
clave de golpe de Estado bonapartista, el pueblo madrileño levantó 
barricadas en colaboración con la Milicia Nacional que, dirigida por Sixto 
Cámara y Manuel Becerra, contaba con 16.000 infantes y algunos caballos 
y cañones. 

El 14 de julio la Gaceta publicó la composición del nuevo Gobierno, que 
declaró el estado de sitio en toda España. A las 16:30 de la tarde se 
reunieron en las Cortes, bajo la presidencia de Madoz, algo más de 80 
diputados, que declararon que el Gobierno no merecía su confianza y 
enviaron a la reina un voto de censura contra O”Donnell. Este respondió 
declarando facciosa la asamblea por no tener suficiente quorum. En la 
mañana del 15, Alonso Martínez, recién nombrado gobernador civil, se 
presentó en la Diputación y el Ayuntamiento, donde Ferraz le informó que 
había movilizado a la Milicia Nacional. Pero, con la declaración del estado 
de sitio, la suspensión de sesiones parlamentarias, el control de los puntos 
estratégicos por las Fuerzas Armadas (incluida la Guardia Civil) y el apoyo 
de la Corona, la victoria de los moderados no resultaba dudosa. El ministro 
de Hacienda, Manuel Cantero, había propuesto que el capitán general 
Serrano atacase desde el sur, hasta encontrarse con O”Donmnell, que 
avanzaría desde palacio y la Puerta de Toledo, envolviendo a la Milicia, que 
se hallaba concentrada en la plaza de Santo Domingo. Ros de Olano se 
encargaría de repeler el ataque de los milicianos en la plaza de la Cebada, 


que era el segundo foco de la resistencia popular. La inopinada marcha de 
Espartero de la ciudad recrudeció el enfrentamiento. La metralla llegó a 
afectar al techo del Palacio del Congreso, donde el presidente de la Cámara, 
Facundo Infante, advirtió a los 37 diputados presentes: «Señores, los 
cañones los tenemos a la puerta». El edificio fue evacuado a las 14:00 


horas. El diputado Pascual Madoz, al frente del 5.” batallón de línea de la 
Milicia Nacional, se hizo fuerte en los palacios de Medinaceli y 
Vistahermosa, que fueron bombardeados por Serrano desde El Retiro. Se 
luchó ferozmente todo el día en la plaza de Santo Domingo y la carrera de 
San Jerónimo, pero, agotada la munición, los jefes de la Milicia dieron 
orden de retirada de las barricadas apresuradamente construidas. El 16, tras 
una resistencia final en la plaza de la Cebada, O”Donmnell controló la 
situación al precio de 38 muertos y 222 heridos entre sus tropas y, quizá, 10 
veces más entre las fuerzas milicianas [125] . Entretanto, la frontera del 
Bidasoa había sido franqueada por dos batallones franceses que dejaron 
claro el apoyo de Napoleón III a su émulo español [126] . 

La Milicia Nacional fue desarmada en Cádiz y Sevilla, pero ofreció fuerte 
resistencia a hacerlo en ciudades como Jaén, Granada, Málaga (donde las 
barricadas resistieron por nueve días) [127] , Alicante, Murcia, Oviedo, 
Valladolid, León (donde la Milicia se sublevó el 17 y 18 de julio), 
Tarragona, Reus [128] , Gerona y, sobre todo, Barcelona, donde la 
movilización popular (esencialmente obrera) iniciada el 18 de julio fue 
replicada al día siguiente con un bombardeo desde el castillo de Montjuic y 
el 21, con un asalto a las barricadas erigidas en torno al hospital de la Santa 
Cruz [129] . En la villa de Grácia, numerosos progresistas y federales, 
comandados por Viceng Martí 1 Torres (El Noi de la Barraqueta), 
mantuvieron la resistencia contra las tropas del capitán general Juan 
Zapatero y Navas. Fueron linchados 7 oficiales del Ejército y ejecutados sin 
proceso 18 milicianos. Martí organizó una columna para auxiliar a 
Zaragoza, pero, cuando llegó a Mequinenza, la capital aragonesa ya había 
capitulado el 1 de agosto, y su Junta de Armamento y Salvación había 
tomado el camino de Francia [130] . El balance final de víctimas en la 
capital catalana fue de 12 oficiales y 50 soldados muertos, y 11 oficiales y 
198 soldados heridos, mientras que los alzados contra el Gobierno sufrieron 
403 bajas mortales. Hubo amagos de resistencia en Alcira y Játiva, pero no 
en Valencia, donde la contrarrevolución se había adelantado a mayo [131]. 
Hasta fines de agosto, se produjeron incendios de cosechas a gran escala en 


Castilla, Extremadura, Andalucía y Cataluña y, hasta fines de año, hubo 
motines de obreros y campesinos de inspiración republicana en Málaga, 
Granada y Almería, y destrucciones de fábricas en Málaga y Sevilla. 

La liquidación del Bienio Progresista adoptó caracteres de auténtica 
restauración de la estructura de orden público de la Década Moderada. El 
Ayuntamiento de Madrid fue disuelto el 16 de julio, y, 10 días más tarde, el 
ministro de la Gobernación Antonio de los Ríos Rosas emitió una circular 
en la que ordenaba a las autoridades militares la liquidación inmediata de 
las diputaciones y los ayuntamientos «que hayan negado obediencia al 
Gobierno de S.M.». O”Donnell, siguiendo los pasos de González Bravo en 
1843, desarmó nuevamente la Milicia Nacional a cambio de una vaga 
promesa de reorganización, aunque decretó su disolución final por Real 
Decreto fechado el 15 de agosto, medida que hizo pública una semana 
después alegando su perniciosa influencia sobre el orden público. Un mes 
más tarde, con las Cortes ya disueltas, se restableció la Constitución de 
1845, a la que se adjuntó un Acta adicional de contenido liberalizador. El 10 
de octubre Narváez sustituyó a O”Domnell. A él correspondió el 
restablecimiento del orden moderado en toda su plenitud. De inmediato, 
anuló el Acta adicional y amnistió a los milicianos que habían luchado 
contra su predecesor en julio, pero no a los implicados en los motines 
precedentes. El 11 de noviembre levantó el estado de sitio, pero mantuvo el 
estado de emergencia en Andalucía, Cataluña y el Maestrazgo hasta el 20 de 
septiembre de 1858. 

Las facultades del poder en plaza se vieron considerablemente reforzadas. 
Por Reales Órdenes del 24 de junio y el 3 de julio de 1857, se dieron nuevas 
instrucciones a las autoridades civiles y militares para casos de alteración 
del orden, sometiendo a los tribunales militares a toda persona que atacase O 
hiciese resistencia a la fuerza pública, y se reiteraba a las autoridades 
castrenses que, cuando no pudieran reducir a los rebeldes o sediciosos, 
procedieran, de acuerdo con el capitán general o el jefe militar de la plaza, a 
declarar el estado de sitio. El duque de Ahumada retornó a la Dirección de 
la Guardia Civil tras el interregno de José MacCrohon, hombre de 
confianza de O”Domnell, y un Real Decreto del 5 de noviembre de 1856, ya 
con Narváez en el poder, reestructuró la Policía madrileña. La vigilancia de 
la capital fue confiada a la Guardia Urbana de Madrid, creada por Real 
Decreto del 24 de marzo de 1858. Esta institución policial derivó, por Real 
Orden del 29 de diciembre de 1858, en un cuerpo mixto especial de 


Vigilancia Pública de carácter civil y otro de naturaleza castrense, que sería 
la Guardia Civil Veterana de Madrid, cuyos reglamentos de Servicio y 
Militar fueron aprobados el 10 de febrero y el 6 de junio de 1859, 
respectivamente. 

La creación de la Guardia Veterana (convertida por Real Decreto del 28 de 
septiembre de 1862 en Tercio Veterano) trató de homologar el sistema de 
orden público español al conjunto europeo, junto con la creación, por Real 
Decreto del 24 de marzo de 1858, de la Dirección General de Seguridad y 
de Orden Público como órgano de coordinación de todas las actividades 
policiales, siguiendo el modelo de la Jefatura Superior de Policía de 
Madrid, pero extendiendo su jurisdicción a toda España y centralizando sus 
actividades en el Ministerio de la Gobernación. Con el retorno de 
O”Donnell al poder, José Posada Herrera suprimió esta Dirección General el 
14 de octubre de 1858 y, en su lugar, creó por Real Decreto del 29 de 
diciembre un Cuerpo de Vigilancia Pública al que dotó de un Reglamento 
que fue aprobado por Real Orden del 9 de enero de 1859. La última gran 
reforma del Cuerpo de Vigilancia se produjo en 1863, cuando se 
reestructuraron sus funciones y se otorgaron mayores incentivos 
económicos y profesionales a sus agentes. El ramo de Protección y 
Seguridad Pública osciló entre los 1.490 hombres censados en 1863 hasta 
los 2.292 en 1876 y 3.953 en 1886, de los cuales la mitad estaban 
destinados en Madrid [132] . A pesar de su notorio despliegue estratégico en 
la capital del Estado, siempre fue el pariente pobre de una seguridad pública 
que continuó manteniendo un acusado tono militar. El presupuesto de la 
Guardia Civil durante el siglo XIX (que supuso, por término medio, un 2,5 
por 100 del total de gastos del Estado) fue cinco veces mayor que el del 
Cuerpo de Vigilancia (0,5 por 100 de media). Sólo la Guardia Civil 
Veterana de Madrid disponía de un presupuesto equivalente a dos tercios 
del total asignado al Cuerpo de Vigilancia en toda España [133]. 

La Policía y la Guardia Civil fueron puestas en solfa por sus deficientes 
actuaciones en la «Noche de San Daniel» del 10 de abril de 1865 [134] . 
Ello volvió a poner en el primer plano la posibilidad de promulgar una Ley 
de Orden Público, cuya necesidad se había estado debatiendo en los años 
anteriores. La precipitación de los acontecimientos políticos del final del 
reinado y las dificultades para su aprobación en las Cortes hizo que, a la 
postre, el proyecto fuese promulgado como Ley del Reino según Real 
Orden del 20 de marzo de 1867. En él se definía como delito o falta contra 


el orden público toda manifestación que ofendiera a la religión, a la moral, a 
la monarquía y a otras instituciones, o produjeran escándalo, agitación, 
bullicio, tumulto o conato de motín (artículo 1). Distinguía y describía los 
estados de normalidad (artículos 4 a 28) y alarma (artículos 29 a 44), 
durante los cuales la autoridad civil podrá suspender juntas o reuniones, 
expulsar a personas peligrosas, suspender publicaciones, cerrar locales 
públicos, recoger armas, etc. En el estado de guerra, que era regulado en los 
artículos 45 a 58, la autoridad militar asumiría todos los poderes civil y 
político, judicial y administrativo, y se juzgarán por vía militar los delitos 
de sedición, rebelión, robo, incendio, hurto, contrabando, defraudación y 
falsificación contra el Estado, desobediencia y desacato a la autoridad 
(artículo 53). El artículo 54 señalaba: 


Cuando la sedición o rebelión se manifieste desde los primeros momentos o la urgencia del caso 
lo exija, podrán la autoridad civil, judicial y militar, puestas de acuerdo, disponer inmediatamente 
la declaración del estado de guerra sin pasar por el segundo periodo de esta ley [alarma]. 

Si no hubiere acuerdo entre dichas autoridades o tiempo para tomarlo, se entrará desde luego por 
ministerio de la ley y como medida provisional y la más segura en el estado de guerra, dándose 
cuenta inmediatamente al Gobierno para su resolución. 

Si la rebelión ocurriese en una capital de provincia, la autoridad civil será el Gobernador de la 
Provincia, la autoridad judicial, el Regente de la Audiencia donde la hubiere; y la militar el 
Capitán General donde le haya. Si fuere en puntos donde no hubiese estas autoridades, se reunirán 
para la declaración arriba indicada, el Juez de primera instancia, o el Decano si hubiere más de 
uno, el Subgobernador, el Corregidor o Alcalde, y el Jefe militar que ejerza el mando de las 
armas. 


En la capital no podría declararse el estado de guerra sin la autorización 
del Gobierno, y se levantaría previo consejo de las autoridades civiles, 
judiciales y militares, aunque la última palabra la tenía el Ejecutivo. Con 
esta norma, se trató de combatir los levantamientos en armas de demócratas 
y progresistas, que jalonaron los años finales del reinado de Isabel Il. 


LOS ALZAMIENTOS DEMÓCRATA-REPUBLICANOS Y SUS 
RAMIFICACIONES INTERNACIONALES (1856-1868) 


La actividad insurreccional de los demócratas españoles tuvo una 
dimensión más civilista que la de los progresistas. El insurreccionalismo 
demócrata-republicano se remontaba a la conspiración de Picornell de 
1795, a la asonada republicana impulsada en Málaga en enero de 1821 por 


el publicista barcelonés Lucas Francisco Mendialdúa y a la urdida en 
Barcelona pocos meses más tarde con el apoyo de los comuneros 
autóctonos y de los carbonarios italianos. También hubo participación 
republicana en la conjura tejida en Zaragoza a inicios de septiembre de 
1821 en torno al capitán general Riego, en las alteraciones que se 
produjeron en Valencia en enero de 1822 y las que tuvieron como escenario 
Barcelona al mes siguiente. 

La tensión entre la exigencia del sufragio directo para todos los varones 
mayores de edad, que implicaba una confianza en las vías legales e 
institucionales como instrumento de cambio político, y la propensión 
conspirativa e insurreccionalista de los demócratas y republicanos (que, por 
lo general, hicieron de la violencia armada no sólo un recurso adecuado, 
sino moralmente lícito para alcanzar objetivos políticos), fue una constante 
desde 1840 y se haría evidente durante el Sexenio [135] . Según Guy 
Thomson, se desarrollaron cuatro redes superpuestas de propaganda, 
difusión y actividad conspirativa. Primero, los demócratas de alto rango, 
como Fernando Garrido, mantuvieron sus vínculos con la «Internacional 
Demócrata» de Mazzini y con los grupos de exiliados españoles en 
Portugal. En segundo término, la masonería ayudó a integrar y brindar 
cobertura a las redes nacionales, regionales y locales de progresistas y 
demócratas. En tercer lugar, los periódicos demócratas, como El Pueblo, La 
Discusión y La Democracia, proporcionaron un medio eficaz para la 
difusión de noticias extranjeras, nacionales y locales, a través de redes 
nacionales de corresponsales y quioscos. Finalmente, se esperaba que las 
resucitadas asociaciones carbonarias aseguraran el apoyo masivo del pueblo 
cuando llegara el momento de la insurrección [136]. 

En octubre de 1848 se produjeron en Huelva y Zaragoza levantamientos 
armados de signo republicano. En pleno conflicto de los Matiners, 
cabecillas como Baldrich y Escoda levantaron partidas entre Reus y Valls 
en el verano de 1848, llegando a atacar la guarnición de Gracia en febrero 
de 1849, y uniendo sus fuerzas con las de otros republicanos como Ballera 
y Baliarda en marzo de 1849. El 24 de junio de 1851, el dirigente 
demócrata-republicano Francisco de Paula Cuello Prats, secretario del 
Comité de Barcelona, murió en un altercado con una «banda de la porra» 
progubernamental capitaneada por Jeroni Tarrés, Ramón Serra Monclús y 
Ventura Díaz [137] . Los llamamientos a la acción violenta efectuados por 
esta tendencia política siempre estuvieron acompañados de un hondo temor 


al desbordamiento popular. Todos estos grupos eran, de alguna manera, 
tributarios de una forma habitual de hacer política durante la década de 
1830: la conspiración. En consonancia con su tradición activista, durante las 
décadas de 1850 y 1860, los demócratas y los republicanos utilizaron, de 
forma casi regular, la organización clandestina de corte carbonario. La 
mentalidad y la estructura de las sociedades secretas de esta época son bien 
conocidas: un carácter reservado y oculto, una apelación retórica a la 
hermandad y a la ayuda mutua, un ritual coactivo, una segmentación de sus 
componentes, jerarquizados en grados, y una organización descentralizada 
de base decenal [138] . Antonio Eiras se ha referido a la «moda» de las 
sociedades secretas que afectó a la política de la izquierda durante ese 
periodo [139] ; una época en la que las redes conspirativas se consideraban 
una forma necesaria de agrupamiento político, y en la que prácticamente 
todos los partidos disponían de sus sectas clandestinas de encuadramiento y 
acción. Así pues, «la proclividad insurreccionalista de los demócratas se 
perfila, más que como un rasgo peculiar, como un ingrediente común de la 
práctica política de la primera mitad del siglo, y en especial de sus décadas 
centrales, propio de la situación española, pero no exclusivo» [140] . 

Resultaba patente el deseo de los demócratas españoles de emular el tipo 
de organización conspirativa italiana. De este modo, en junio de 1849, en el 
entorno del recién creado Partido Democrático Español, animado por 
Fernando Garrido y Manuel María Aguilar, surgió la sociedad secreta Hijos 
del Pueblo como grupo clandestino organizado paramilitarmente en 
decurias, centurias y millares, dispuesto a coadyuvar al desencadenamiento 
de una revolución democrática a escala continental, cuyo modelo 
estratégico era el impulso de una acción insurreccional que movilizara a 
ciudadanos voluntarios sin esperar la ayuda del Ejército. Este ente 
clandestino preparó un complot con centro en Zaragoza, pero su 
coordinadora a escala nacional fue desarticulada en 1858 [141]. 

En 1851, a través de Mazzini y el Comité Europeo radicado en Londres, 
los republicanos españoles solicitaron al Gobierno norteamericano dinero y 
asistencia para llevar a cabo una revolución democrática en España a 
cambio de la entrega de Cuba. El embajador en España desde 1852, el 
demócrata Pierre Soulé, que era miembro de la Joven América y amigo de 
Mazzini, se percató, en 1854, de la poca fuerza que disponían los 
republicanos españoles para mantener su oferta y se resignó a buscar otros 
medios para resolver la cuestión cubana [142] . A tal fin, escribió en 1854 


un manifiesto en Ostende que formaba parte de un intento de los sectores 
esclavistas sureños para obtener apoyos de cara a una posible anexión de la 
isla por Estados Unidos, aprovechando la Guerra de Crimea. 

En Granada, hacia 1854, se creó una sociedad carbonaria llamada Venta 
Nacional, que se extendió a Jaén, Almería, Málaga y Córdoba desde el 
verano de 1856. En 1857, Sixto Cámara organizó una Junta Revolucionaria 
en Lisboa en relación con los dirigentes republicanos de Madrid y con gran 
número de círculos democráticos provinciales. También se estableció en 
Londres una Junta Libertadora, que enviaba dinero y armas a Gibraltar en 
relación con el centro directivo internacional animado por Mazzini, Auguste 
Ledru-Rollin y Louis Blanc. En esta nueva sociedad secreta, pudo tener una 
de sus raíces la sublevación de Loja de 1861, auténtico culmen de este 
procedimiento clandestino. En 1859, Mazzini propuso a Sixto Cámara la 
organización de una expedición armada (Legión Ibérica), coordinada desde 
Lisboa, para luchar con Garibaldi en Italia [143] . De este modo, la 
conspiración democrática adquirió un importante sesgo internacionalista, 
que quedó frustrado por la derrota de Garibaldi en Aspromonte y el retiro de 
Mazzini a Londres [144] . Con todo, republicanos como Eduardo Ruiz Pons 
desde Oporto y Fernando Garrido (antiguo comisionado de Mazzini) desde 
Marsella mantuvieron correspondencia con Mazzini y Garibaldi al menos 
hasta 1863. Las sociedades secretas democráticas volverían a proliferar en 
el bienio clave de 1867-1868. 

El deber de vigilancia permanente de los asuntos públicos figuraba en el 
mismo centro del concepto liberal exaltado de ciudadanía. Esta atención 
constante no se efectuaba sólo a través de la prensa y las sociedades 
patrióticas, sino también por medio de la Milicia Nacional. El ideal de 
ciudadanía «militarizada» se había cultivado en el seno de una sociedad 
secreta como la comunería, cuyo ritual de iniciación fue especialmente 
expresivo a ese respecto. Esta aspiración fue recuperada posteriormente por 
los demócratas y republicanos, que manejaban un concepto de ciudadanía 
en el que la defensa armada de la libertad desempeñaba un papel 
fundamental. Resulta evidente que los demorrepublicanos aspiraban a 
establecer una sociedad de ciudadanos vigilantes, prestos a tomar las armas 
en defensa de la libertad, pero encuadrados en unas instituciones 
firmemente jerarquizadas —la Milicia y las sociedades secretas— que 
dirigieran sus movimientos y contuvieran el desorden y los eventuales 
desbordamientos violentos [145] . 


Las intentonas revolucionarias de Sixto Cámara entre 1856 y 1859 


Tras la contrarrevolución de julio de 1856 y el paso a la clandestinidad y 
al exilio de numerosos militantes republicano-democráticos, el socialismo 
jacobino español, liderado por Sixto Cámara y Fernando Garrido, exacerbó 
su componente neocarbonario, emprendiendo una espiral insurreccional 
[146] . El máximo exponente de la senda revolucionaria y clandestina que 
tomaron buena parte de los demócratas desde esa época fue, sin duda, Sixto 
Sáenz de la Cámara. Influido en su activismo por Mazzini y Blanqui y 
difusor de un novedoso discurso internacionalista, en junio de 1856 — 
aislado de la línea dominante del partido demócrata— ya preconizaba una 
revolución armada seguida de un periodo de dictadura que se consideraba 
necesaria para evitar una contrarrevolución de los unionistas y los 
moderados. Cámara se distinguió en la resistencia al golpe de O”Donnell, 
cuando dirigió, junto a Manuel Becerra, el tercer batallón de ligeros de la 
Milicia Nacional de Madrid, que se rindió tras 26 horas de combate. El 23 
de julio abandonó Madrid junto a Bernardo García (editor del periódico La 
Soberanía ) para sublevar Sevilla. Ante la pasividad que encontraron en la 
capital hispalense, se desplazaron a Cádiz, Jerez, Marchena y Granada para 
organizar «nuevos elementos de lucha» y, en la tarde del 12 de noviembre, 
se pusieron al frente de un movimiento insurreccional en Málaga con la 
ayuda de Eladio Martínez Guerra y Romualdo Lafuente, que capitaneaba a 
un grupo de sublevados en Perchel. Se trataba de alentar un motín entre los 
500 soldados que iban a embarcar para Melilla, pero la iniciativa fracasó al 
coste de seis insurrectos muertos y medio centenar de heridos; entre ellos, 
una docena de soldados y 20-30 civiles [147] . 

Tras el retorno al poder de Narváez en octubre de 1856, la estrategia 
revolucionaria de los demócratas se radicalizó, ya que el partido fue 
impelido a organizarse de modo clandestino. Esta estrategia, como en el 
caso italiano, era consecuencia del exilio, la persecución y la desesperación 
política, y estaba basada en levantamientos civiles de tipo carbonario con 
apoyo internacional. Cuando el progresismo parecía una fuerza gastada y el 
partido demócrata estaba prohibido y en situación caótica, ambos buscaron 
inspiración en los acontecimientos de Italia, el único modelo plausible para 
la tambaleante revolución liberal y democrática española [148]. 

A finales de 1856, se creó una sociedad secreta de carácter republicano a 
iniciativa de Ceferino Tresserra, que había retornado recientemente de Italia 


iniciado en el carbonarismo, cuya estructura se extendió durante el más 
permisivo periodo de gobierno de la Unión Liberal [149] . De hecho, el 
partido demócrata se fue confundiendo cada vez más con la sociedad 
carbonaria [150] . Se pretendió organizar un movimiento de alcance 
nacional para el 10 de mayo de 1857, bajo las órdenes de una Junta 
Nacional Revolucionaria que había sido constituida el mes anterior por 
Sixto Cámara en Lisboa, apoyado por Eladio Martínez Guerra y en relación 
estrecha con el directorio carbonario establecido en Madrid y con 
ramificaciones en provincias. El 5 de abril Cámara lanzó desde Zaragoza un 
«Manifiesto de la Junta Nacional Revolucionaria al Pueblo» que iba 
dirigido a los labradores pobres y los jornaleros, a quienes prometía la 
recuperación de las libertades robadas por O”Donnell, la restitución de las 
tierras comunales y la reforma de las leyes hipotecarias [151] . La guerra de 
guerrillas, que se había convertido en un repertorio violento casi exclusivo 
del campesinado carlista, fue asumida también por los demócratas que, en 
este manifiesto, preconizaron un levantamiento nacional-popular al estilo 
mazziniano, basado en el despliegue de partidas armadas. 

Andalucía y Extremadura se convirtieron en los lugares clave de la 
insurrección, por su proximidad a Gibraltar y Portugal y por la presencia de 
minorías democráticas clandestinas residentes en las ciudades pequeñas y 
medianas, aunque la principal fuerza revolucionaria la constituirían los 
obreros y jornaleros. La conspiración urdida por Sixto Cámara y Eladio 
Martínez Guerra desde su exilio en Lisboa buscaba instalar un gobierno 
revolucionario siguiendo la lógica del Partito d'Azione creado por Mazzini 
en 1855. Sus centros serían Málaga y, sobre todo, Granada, que se convirtió 
en el gran foco de la conspiración democrática andaluza gracias a las 
actividades de la organización clandestina Venta Nacional, que coincidieron 
con la llegada a la ciudad del demócrata catalán Ceferino Tresserra. Este 
había participado en las barricadas erigidas en Barcelona en abril de 1856 
contra el general Juan Zapatero, el hombre fuerte del golpista O”Donmnell en 
Cataluña. Incluso se pretendía hacer coincidir el movimiento con golpes 
previstos en París y Nápoles para el 10 de mayo. El plan también 
contemplaba una huelga de trabajadores en Barcelona para el 8-9 de mayo, 
y movilizaciones complementarias en Sierra Morena, Ronda, Tarragona, 
Valencia, Alicante y Madrid, donde un grupo de voluntarios liderados por 
Juan Antonio del Río trataría de ocupar palacios, ministerios y casas 
particulares de los ministros, del capitán general y del gobernador civil. 


La sublevación respondía a un plan combinado a nivel regional, con un 
pronunciamiento de tipo popular, pero encabezado por militares. Cámara no 
preveía una marcha peripatética de una columna militar como hizo Riego, 
sino la convergencia de columnas de voluntarios civiles hacia centros 
revolucionarios al estilo de los carbonarios franceses de los años veinte. El 
levantamiento de Cámara en Andalucía estaba previsto que estallase el 
mismo día -25 de junio— que el de Carlo Pisacane en Nápoles, lo que 
confirmaría la hipótesis de la coordinación revolucionaria entre ambos 
países [152] . Sin embargo, la trama fue descubierta por el cónsul español 
en Lisboa, Emilio García Olloqui, que recibió una confidencia de un tal 
Aparicio, y acabó siendo desarticulada por la Policía [153] . A pesar de 
todo, hubo un pequeño disturbio en Málaga el 25 de abril, y el 
levantamiento de partidas armadas a fines de junio de 1857 en Utrera, 
Pruna, El Arahal, Paradas y Despeñaperros. El 26 de junio Bernardo García 
se levantó con la ayuda de los hermanos Merino en Bailén y La Carolina, y 
el grupo avanzó hacia Jaén. En la noche del 28 al 29, una partida de 120 
infantes y 40 jinetes mal armados, formada mayoritariamente por artesanos 
y estudiantes, al mando de Manuel María Caro García (capitán expulsado 
del Ejército en la reacción de 1856) y el comerciante Gabriel Lallave, salió 
de Sevilla y asaltó Utrera al grito de «¡viva la República, mueran las quintas 
y los consumos!», incendiando el cuartel de la Guardia Civil. Reducida a 
unos 80 individuos, el 30 de junio ocupó El Arahal, donde al grito de 
«¡mueran los ricos!» incendió la casa-cuartel de la Guardia Civil y los 
archivos municipales, notariales y del duque de Osuna, imponiendo una 
contribución forzosa a los vecinos más acaudalados. Luego se dirigió a 
Morón de la Frontera (donde enarboló una bandera roja, pero no logró 
controlar la población), Alcalá del Valle, Pruna y otros pueblos, sin 
conseguir un levantamiento general del campesinado. El 3 de julio la 
partida fue desbandada por las tropas regulares (una compañía del 
regimiento de Albuera, dos escuadrones de caballería de Alcántara y una 
batería), que le infligieron 25 muertos en Benaoján, en la serranía de Ronda 
[154] . Cámara, que se debía haberse unido a Caro, levantó en 
Despeñaperros y La Carolina otra banda rebelde, pero, al enterarse de la 
derrota de sus correligionarios, huyó a Portugal junto con Fernando Garrido 
[155]. 

Narváez no anduvo con contemplaciones: por orden del comisionado 
especial del Gobierno, el general Manuel Lassala y Solera, Caro y otros 26 


hombres de su partida fueron ejecutados el 12 de julio en Sevilla, y otros 12 
sufrieron la misma suerte hasta que el verdugo detuvo su labor el día 23. 
Una docena fue ajusticiada en El Arahal (incluidos niños de catorce a 
dieciséis años) y otros dos individuos lo fueron en Ronda. Doscientos 
implicados fueron encarcelados, y 42 acabaron en el presidio de Ceuta. La 
persecución de la Nueva Carbonería sevillana lanzó a un millar de hombres 
al exilio [156] . 

Tras ese desastroso verano de 1857, entre los demócratas fue ganando 
terreno la tendencia legalista, aterrada por los ataques a la propiedad 
privada que se habían producido en Utrera y El Arahal. Con todo, durante el 
invierno de 1857-1858, Cámara siguió preparando desde Lisboa, con la 
ayuda de Fernando Garrido y Ceferino Tresserra, un movimiento 
insurreccional de influencia carbonaria y naturaleza cívico-militar que debía 
estallar en el verano de 1859 en Alicante (con partidas armadas), Cartagena, 
Sevilla (donde la sublevación estaba prevista para el 12 de julio), Málaga, 
Extremadura y Cádiz. Por aquel entonces, se hablaba de la existencia de 
80.000 afiliados a la carbonería en Andalucía. A inicios de 1858, la Policía 
descubrió la red clandestina de la conspiración en Madrid, lo que condujo al 
encarcelamiento de 13 destacados demócratas y, en febrero de ese año, se 
hizo lo propio en Málaga, donde se estaba preparando un levantamiento en 
la capital y en Antequera, similar al que había acontecido en 1857. 

La rebelión demócrata de 1859 fue diseñada por Cámara para 
Extremadura, ya que en Badajoz contaba con la ayuda de su correligionario 
José Moreno Ruiz El Estudiante y la posible aquiescencia de algún batallón 
del Regimiento Provincial. La rebelión quedó fijada para fines de junio e 
inicios de julio, coincidiendo con el final de la siega y la fiesta de San 
Teobaldo, patrón de los carbonarios. Estallaría en Badajoz y Olivenza y 
sería secundada en Sevilla, Antequera, Cádiz (Garrido), Granada, Madrid 
(Castelar), incluso Alicante y Cartagena. El impenitente agitador se reunió a 
sus correligionarios en Elvas y pasó a Olivenza el 8 de julio de 1859 para 
ganarse la voluntad del Regimiento Provincial y proclamar la República, 
pero fue descubierto por la Policía y tuvo que huir a pie hacia la frontera. 
Antes de ponerse a salvo, Sixto Cámara murió de un golpe de calor [157] . 
Varios sargentos implicados en la conspiración fueron ejecutados a garrote 
vil. Garrido fue encarcelado en Cádiz, y la célula de exiliados demócratas 
ubicada en Lisboa quedó huérfana de liderazgo. 


Las malogradas sublevaciones de Sixto Cámara fueron las únicas 
rebeliones típicamente mazzinianas organizadas por el partido demócrata. 
Tras el fracaso y muerte de este caudillo revolucionario, los dirigentes en 
Madrid decidieron no reconstruir la estructura carbonaria central de la 
organización. Con todo, dos años más tarde, se produciría en Loja el mayor 
levantamiento rural del siglo XIX en España. 


Rafael Pérez del Álamo y el levantamiento de Loja en julio de 1861 


Desde 1856, posiblemente por la venta de los bienes de propios, 
comenzaron a proliferar conatos de agitación social que desembocaron en 
un permanente estado preinsurreccional en Andalucía. El gran estallido tuvo 
lugar en Loja en el verano de 1861, vinculado a la sociedad secreta 
granadina Venta Nacional, cuya influencia, según los recuerdos del 
principal dirigente del movimiento, Rafael Pérez del Álamo, veterinario de 
la localidad, se extendió por Córdoba, Jaén y Málaga [158] . Pérez del 
Álamo había actuado en las elecciones de Cortes de 1858 como apoderado 
en favor de la Unión Liberal, lo que le permitió ampliar el número de 
afiliados a la sociedad secreta hasta llegar a 3.000 miembros antes de julio 
de 1861; cifra a todas luces desmesurada para una población masculina de 
cerca de 5.000 lojeños. Además, la confabulación tenía extensas 
ramificaciones en Alhama, Antequera, Mollina, Iznájar y otros pueblos. 

El acoso creciente a los jefes demócratas y a los organizadores de la 
sociedad carbonaria por parte de los jueces y la Policía local, presionados 
desde Madrid e incluso por Narváez desde su exilio en París, precipitaron el 
alzamiento. Inspirado por el éxito de Garibaldi en transformar a unos 
cientos de voluntarios patrióticos en un ejército rebelde dispuesto a efectuar 
la liberación de Sicilia, Pérez del Álamo creyó que sus 600 hombres 
concentrados en Iznájar —el distrito más remoto de Córdoba— serían capaces 
de atraer a los miles de jornaleros y pequeños agricultores de la región que 
acababan de completar la cosecha, y que se unirían a él en una marcha 
triunfal sobre Granada. El levantamiento, preparado para el 25 de junio, 
debía ser secundado por miles de profesionales liberales, pequeños 
propietarios, comerciantes, artesanos, campesinos, aparceros jóvenes y 
jornaleros procedentes de pueblos en las zonas montañosas del oeste de 
Granada, este de Málaga y sur de Córdoba. La revolución se basó, en buena 


medida, en la promesa de adquisición o reparto de tierras. El 21 se produjo 
una asonada en Mollina, que provocó varios muertos y heridos, y el juzgado 
de Antequera dictó auto de prisión contra Pérez del Álamo. Este publicó un 
bando revolucionario el 28 en la Campiña de las Salinas y se puso al frente 
de unos 200 hombres, que aumentaron rápidamente a medida que se 
sublevaba la comarca. Al día siguiente, irrumpió con 600 seguidores en 
Iznájar al grito de «¡viva la república y muera la reina!»; atacó y rindió el 
puesto de la Guardia Civil; se incautó de raciones, tabaco y pólvora, y lanzó 
un manifiesto en favor de los derechos del hombre. El 30 de junio se dirigió 
a Loja, la segunda ciudad de la provincia de Granada, donde la patente 
desigualdad social se agudizaba por los manejos caciquiles de Narváez y su 
clientela, especialmente su sobrino Carlos Marfor1. Entró en la ciudad al día 
siguiente gritando «¡viva la República, viva Garibaldi y viva la Libertad!», 
destituyendo a las autoridades y estableciendo un Gobierno revolucionario. 
Durante los cinco días siguientes, se concentraron 6.000-8.000 agricultores 
y jornaleros procedentes de Granada, Málaga y Córdoba, para fortificar la 
ciudad con barricadas y trincheras. Se erigieron parapetos y zanjas en las 
bocacalles, que fueron defendidas por 31 batallones, la mitad de ellos 
armados. Pérez del Álamo dijo haberse inspirado en las acciones de 
Cámara, pero su praxis insurreccional tenía más de garibaldina que de 
mazziniana. Garibaldi pensaba en una transición rápida del voluntariado 
armado al Ejército regular, pero Mazzini, que teorizó ampliamente sobre 
una guerra insurreccional en la que debían coordinarse las columnas 
volantes de gran movilidad con los levantamientos populares en las 
ciudades, nunca hizo nada por ponerla en práctica [159] . Consideraba la 
guerrilla como la fase precursora de una guerra nacional que, en su etapa 
final, debía contar con un ejército nacional regular. La misión política de las 
bandas era constituirse en el «apostolado armado», capaz de impulsar la 
insurrección [160]. 

La «revolución del pan y el queso», que se desplegó en una zona 
circunscrita a Zagra, Iznájar, Las Fuentes, Antequera, El Colmenar, 
Alfarnate, Loja y Alhama, con las sierras colindantes, llegó a contar con un 
contingente de 10.000 sublevados, de los que 6.000 quedaron organizados 
en batallones de 700, compañías de 100 y cuartas de 25. Pero en Málaga, 
Granada y Sevilla seguían acantonadas las fuerzas vencedoras de la reciente 
campaña de Marruecos, que había costado casi 10.000 bajas. El gobernador 
civil de Granada, Celestino Mas y Alba, publicó un bando el 30 de junio en 


el que ordenaba a los rebeldes deponer las armas en un plazo de 12 horas, 
so pena de ser juzgados conforme a la Ley del 17 de abril de 1821, que 
preveía el juicio en un Consejo de Guerra para quienes fueran apresados por 
la autoridad militar en posesión de armas o para quienes hicieran resistencia 
a la tropa. El 3 de julio la localidad fue sitiada por fuerzas gubernamentales 
procedentes de Málaga y Granada. Tras repeler dos ataques, Rafael Pérez 
del Álamo ordenó evacuar la ciudad en la madrugada del día 4, al enterarse 
de que se acercaba la artillería enviada desde Madrid. Los insurrectos, 
aislados, salieron de Loja y se dispersaron. Pérez del Álamo intentó 
refugiarse en Alhama con algunos centenares de rebeldes, pero fue 
derrotado en las inmediaciones de Las Pilas el día 5. En las seis semanas 
posteriores, columnas del Ejército batieron la región arrestando a todo aquel 
que tuviera armas o estuviera fuera de su domicilio sin causa justificada, 
enviándolos a tribunales militares en Loja y Málaga. Unas 600 personas 
fueron juzgadas en Consejo de Guerra, de las que más de 400 fueron 
condenadas a penas de cárcel, 34 a cadena perpetua en Fernando Poo y una 
treintena a muerte, de las que se ejecutaron seis: un vecino de Iznájar y 
cinco insurrectos más, escogidos entre los jefes de las localidades que 
habían aportado un mayor contingente de amotinados (Salar, Loja, Iznájar, 
Periana y Alfarnate), aunque hubo una veintena de pueblos implicados en el 
movimiento [161] . Tras huir y acogerse a un indulto, Pérez del Álamo pudo 
retornar a Loja en septiembre de 1862 [162]. 

Casi 20.000 andaluces habían desplegado tácticas de acción insurreccional 
urbana (barricadas) y rural (guerrillas) durante la rebelión de 1861. El 
gobernador civil de Granada, Antonio Guerola, achacó el origen de la 
insurgencia a una sociedad secreta «carbonaria republicana garibaldina» 
surgida a inicios de 1854 en la capital (la Venta Nacional), con actividades 
de ayuda mutua y reparto de tierras, y que se había extendido a Antequera 
durante ese año [163] . Existió, en efecto, una sociedad secreta con un 
núcleo elitista de pequeños propietarios, comerciantes y profesionales, y 
una amplia base jornalera [164] . No cabe duda de que la revolución de 
Loja tuvo un programa director de origen pequeñoburgués, fundamentado 
en el reconocimiento de los derechos y libertades individuales, la 
reclamación de un Estado descentralizado con separación e independencia 
de poderes, una auténtica representación parlamentaria, una fuerza armada 
popular y una organización social de carácter utópico fourierista que, según 
Díaz del Moral, supuso la primera manifestación de «socialismo indígena», 


centrado en el reparto de tierras [165] . Los historiadores sociales han 
interpretado los hechos de diversas maneras: como un ejemplo del 
«socialismo indígena» (Díaz del Moral), como una revuelta «espartaquista» 
de los jornaleros sin tierra (Bernaldo de Quirós) o como la primera gran 
revolución popular sin la participación de los militares (Thomson); un gran 
levantamiento agrario contra la venta de tierras municipales, que fueron 
recuperadas por los ayuntamientos de Loja, Alhama y Antequera en julio de 
1861. 

Como alzamiento prepolítico y protoanarquista, colectivista y socializante, 
y como supuesta manifestación de una economía moral popular heredada 
del Antiguo Régimen, los sucesos de Loja se presentan también como una 
insurrección de corte social agrario antes que como una revolución política; 
una gran jacquerie premoderna, un movimiento social que coincidió, en 
buena medida, con las acciones campesinas de tipo primitivo, milenarista y 
mesiánico. Pero otros autores los vinculan con la política española de la 
época, como el liberalismo exaltado, la democracia campesina o la 
actividad de sociedades secretas de tipo carbonario traídas por los exiliados 
italianos en la década de 1820. Según Thomson, la revolución de Loja 
surgió de una cultura política de clandestinidad arraigada en la Década 
Ominosa y que había tomado un cariz original durante el Bienio Progresista 
[166] . No fue un motín ordinario, sino la desembocadura de las 
expectativas revolucionarias crecientes de los líderes demócratas y 
carbonarios locales [167] . 

Después de las elecciones de noviembre de 1863, los progresistas se 
aliaron cada vez más con los demócratas, en una política de abstención 
electoral o retraimiento. La expansión de la Administración pública y el 
estrecho patrocinio gubernativo que se impuso sobre el poder local 
sirvieron para reforzar el dominio de los gobiernos de Madrid y acentuar el 
control político de arriba hacia abajo a través de elecciones administradas 
bajo sufragio restringido. Alentados por la victoria ocasional en los 
comicios municipales, y servidos por una prensa relativamente libre durante 
la etapa de gobierno de la Unión Liberal, demócratas y progresistas 
persistieron, a través de las conspiraciones y la participación en las 
asociaciones masónicas y carbonarias, en preparar al electorado para el 
sufragio universal, convencidos de la ineluctabilidad de la revolución. 

La estrategia de acción del partido demócrata arrojó casi un levantamiento 
por año —la mayoría en Andalucía— antes de la «Gloriosa» de 1868. 


Coincidieron casi siempre con la celebración del Corpus a fines de mayo, 
cuando, tras la siega, los jornaleros se preparaban para las fiestas del 
verano. A veces, la protesta fue dirigida por sectores ajenos al campesinado 
(como fueron los casos de El Arahal en 1857 y Montilla en 1873), o fueron 
movimientos espontáneos de protesta contra la concentración de la 
propiedad (pleitos de señoríos o desamortización civil), expresados por 
medio de manifestaciones ante los ayuntamientos y otros organismos 
oficiales, asaltos a mercados, panaderías o casas de ricos, invasiones de 
fincas, etc. No hubo militarización de la acción, sino que los revoltosos se 
agruparon por procedencia local bajo el mando de los ya designados 
cabecillas demócratas que, inspirados por Garibaldi, creían en la 
insurrección como un acto demiúrgico, y, a tal fin, construyeron y 
defendieron barricadas semejantes a las de febrero de 1848 en París o las 
erigidas en marzo de 1848, julio de 1854 y julio de 1856 en Madrid [168]. 
En el transcurso de sus acciones, los rebeldes expresaban la propaganda y 
los manifiestos de los sectores más avanzados de los partidos progresista y 
demócrata, con abundancia de consignas republicanas y garibaldinas. 
Durante la primera mitad de los años sesenta, los demócrata-republicanos 
impulsaron dos ciclos de movilización popular. El primero, preparado 
durante el invierno de 1860-1861, culminó brevemente en un levantamiento 
popular masivo durante el verano de 1861, bajo el liderazgo de Pérez del 
Álamo. La segunda conspiración se organizó durante el invierno de 1863- 
1864, pero fue abortada en mayo de ese último año, antes de que se 
convirtiera en un levantamiento general. Lo que Guy Thomson llama la 
«conspiración de los garibaldinos» se desarrolló en la misma región que el 
levantamiento de Loja y fue organizada por el segundo al mando de Pérez 
del Álamo en julio de 1861: Ramón Calvo Jiménez. Pero se diferenció del 
levantamiento de Loja en 1861 en su anticipación de liderazgo externo, 
proporcionado por los «oficiales de Garibaldi» y, posiblemente, incluso por 
el propio general italiano. La idea de una insurrección andaluza, que, a 
imagen de la expedición de los Mil sobre el Reino de las Dos Sicilias, podía 
ser lanzada desde el 2 de mayo de 1864 por la Legión Ibérica liderada desde 
Granada por Garibaldi o por uno de sus generales afines, no parece haber 
sido una mera lucubración del «héroe de ambos mundos» durante la escala 
que efectuó en Gibraltar a inicios de ese mes [169] . En abril de 1863, el 
líder demócrata Eduardo Ruiz Pons, en nombre del Centro Revolucionario 
de la Unión Ibérica, sito en Oporto, había intentado sin éxito levantar el 


norte y el este de España en rebelión contra la monarquía. Su derrota tuvo 
eco en Andalucía, donde durante esa primavera y verano de 1863 existió 
una conspiración progresista-demócrata que se extendió desde Granada, a 
través de Loja, Ardales y la Serranía de Ronda, al menos hasta Sevilla, 
donde Rafael Pérez del Álamo, indultado por la reina en septiembre de 
1862, había establecido su residencia. Esta conspiración también se 
extendió hacia el sur hasta Almería, y hacia el norte a través de Jaén hasta 
Madrid, donde existían vínculos claros con la conspiración de Ruiz Pons en 
el norte de España, Cataluña y Valencia. 

Los sucesos de Loja pesaron durante largo tiempo en el ánimo de las 
clases poseedoras, deseosas de ver garantizado el sacrosanto derecho de 
propiedad. No tiene nada de extraño que, el 28 de abril de 1863, los 
diputados Perier y Guzmán presentaran ante las Cortes una proposición de 
Ley «para que la guardia rural en España se desempeñe por el cuerpo de la 
Guardia Civil», proposición que fue reiterada por el neocatólico Aparisi y 
Guijarro el 4 de diciembre de ese año. El 9 de abril de 1864 el ministro de 
Fomento Augusto Ulloa se vio obligado a presentar un Proyecto de Ley 
sobre guardia rural, por el cual «el cuerpo de guardias civiles se aumentará 
cada año en 1.000 hombres por lo menos, hasta completar el número de 
20.000, para que además de los servicios que hoy presta, desempeñe el de 
seguridad y policía rural y forestal en todo el reino» (artículo 1). Aunque 
este proyecto no fue sancionado por las Cortes, el 7 de marzo de 1866 se 
presentó otro casi idéntico, que se convirtió en Ley el 22 de abril. El 27 de 
abril la Guardia Civil asumió el servicio de la seguridad rural y forestal en 
todo el reino, pero el necesario aumento de la plantilla y los problemas 
presupuestarios debidos a la crisis impidieron que la ley entrara plenamente 
en vigor. La asunción de las competencias de guardería rural, encaminada a 
la protección de una propiedad agrícola cada vez más cuestionada por los 
sectores populares, fue lenta e incompleta, de modo que, para evitar un 
peligroso vacío de competencias, Narváez presentó en 1867 un plan 
alternativo de guardería rural para la protección de personas y la custodia de 
la propiedad en el campo (cometidos muy parecidos a los de la Guardia 
Civil), que cobró fuerza de ley el 31 de enero de 1868. La norma creaba un 
Cuerpo de Guardería Rural distinto del de la Benemérita, pero bajo la 
dependencia de la Dirección General de la Guardia Civil, ya que estaba 
organizado militarmente y controlado por los oficiales de la Benemérita. 
Cada provincia dispondría de una compañía de 80-120 hombres a mando de 


un capitán a las órdenes del correspondiente coronel jefe del Tercio de la 
Guardia Civil. También se nombró a un comandante subinspector a las 
Órdenes del director general del Instituto [170] . El Cuerpo de Guardería 
Rural se puso en marcha en abril, muy poco antes de la muerte de Narváez, 
y pasó a mejor vida con la revolución de septiembre. Tras Alcolea, muchas 
juntas revolucionarias locales disolvieron espontáneamente a la Guardia 
Rural, que fue suprimida oficialmente por Prim el 13 de octubre de 1868 y 
sus jefes, oficiales y suboficiales destinados a la Guardia Civil [171] . Los 
cometidos de protección de la propiedad pasaron entonces a manos de los 
recién constituidos Voluntarios de la Libertad [172] . 

Estas medidas coincidieron con las rebeliones federales y con la fuerte 
agitación social que estalló en las áreas de gran propiedad, asoladas por las 
crónicas malas cosechas, las crisis de subsistencia, la caída de los precios 
agrarios desde 1872 y la consiguiente disminución de la tasa de beneficio 
[173] . Con el recrudecimiento de la conflictividad campesina, el 28 de 
septiembre de 1872 el presidente del Consejo, Manuel Ruiz Zorrilla, 
presentó un nuevo proyecto de organización de la Guardia Rural, pero 
vinculándola esta vez a los gobernadores civiles, abriendo el reclutamiento 
a otros estamentos y manteniendo su vinculación orgánica con la Dirección 
General de la Guardia Civil [174] . La obsesión burguesa por el orden y la 
seguridad se exacerbó con las rebeliones carlista y cantonal. En esas 
circunstancias, no resulta sorprendente que el 2 de agosto de 1873 el 
Ministerio de la Guerra expidiera una Orden, que no pasó de proyecto, para 
que el contingente de la Guardia Civil aumentase hasta los 30.000 hombres. 
Tras el retorno de los Borbones, la Ley del 20 de junio de 1876 asignó, 
definitivamente, a la Guardia Civil los cometidos de Guardia Rural, a pesar 
de la firme oposición de los agricultores catalanes. 


El otro frente de la democracia: los estudiantes y la «Noche de San Daniel» 


En 1865, tuvo lugar el primer gran motín estudiantil de la historia 
contemporánea española, que culminó en la «Noche de San Daniel» del 10 
de abril. Su origen hay que achacarlo a la ofensiva neocatólica contra los 
krausistas y a la Real Orden Circular dada el 27 de octubre de 1864 por el 
ministro de Fomento Antonio Alcalá Galiano, que prohibía al profesorado 
expresar ideas contrarias a la monarquía y al concordato firmado con la 


Santa Sede. Este atentado a la libertad de cátedra mereció dos días después 
la airada protesta de Emilio Castelar desde su diario La Democracia . La 
crítica del dirigente demócrata-republicano al donativo de presuntos bienes 
del Patrimonio Real para salvar el déficit hacendístico de 600 millones 
determinó que el 20 de marzo de 1865 la reina firmase una orden para 
incoarle expediente [175] . Como el rector Juan Manuel Montalbán se 
resistiera a instruirlo, fue apartado de su puesto el 5 de abril. Esta fue la 
señal para que los estudiantes (entre 5.000 y 10.000, según las fuentes, que 
ya estaban disfrutando las vacaciones de Semana Santa) expresaran su 
descontento a las nueve de la noche del día 8 con una serenata al rector 
dimisionario en solidaridad con Castelar marchando, acto seguido, desde la 
calle de Santa Clara a la del Arenal y la Puerta del Sol. El lunes 10, los 
universitarios silbaron ruidosamente al nuevo rector Diego Manuel 
Bahamonde y Jaime, marqués de Zafra, durante su toma de posesión en la 
casona de San Bernardo y, por la noche, unos 2.000 se concentraron de 
nuevo en la Puerta del Sol, agrediendo a un agente de la autoridad y 
apedreando a los miembros de la Guardia Civil Veterana por su expeditiva 
actuación del sábado durante la serenata. Narváez ordenó un desmesurado 
despliegue militar de 40.000 soldados en Madrid y lanzó a la Guardia Civil 
por las calles de Montera, Alcalá y la Carrera de San Jerónimo en contra de 
los escolares, que eran apoyados en su protesta por una nutrida cohorte de 
obreros y artesanos. Las violencias producidas entre Recoletos, 
Jacometrezo, plaza de Oriente, plaza de la Cebada y calle Atocha se 
saldaron con 14 muertos (entre ellos, varios militares), 74 heridos y 114 
detenidos [176] . Galdós, testigo más que probable de esta «Noche del 
Matadero», relata los hechos de un modo un tanto desenfadado, como 
corresponde a la distancia que, en el imaginario democrático, separaba a la 
algarada callejera de la auténtica revolución: 


La calle de Santa Clara estaba atestada de gente ansiosa de oír la serenata, cuando la multitud se 
dispersó por la calle del Arenal e invadió la Puerta del Sol. 

Dos noches después se tocó la verdadera serenata, consistente en pitos y otros instrumentos 
discordantes; diseminose la tropa por la población; la caballería salió de sus cuarteles; sonaron 
tiros; corrió todo el que pudo; abriéronse paso los de a caballo repartiendo cintarazos a diestra y 
siniestra; aquí caía un ciudadano; perniquebrábase aquí una vieja; más allá era atropellado un 
académico; gruñía un ciego en su rincón y juraba el tendero cerrando las puertas del edificio; 
caían pedazos de cristales de una botica, y a otro lado caía de un balazo un muestrario de 
fotografías: desocupábanse los cafés y llenábase el Saladero; disparaban piedras los chicos y balas 
los veteranos; caían algunos inocentes heridos y otros morían atravesados por una bala; fue una 


pequeña Saint-Barthélemy, y una función de desagravios en honor de alguna cartera susceptible. 
Hubo asedios heroicos, como el de la calle de los Negros, y víctimas cruelmente inmoladas como 
el joven Nava. Esta noche tuvo su Santo como la de Saint-Barthélemy; se llamó usque in 
ceternum, «Noche de San Daniel» [177] . 


Años más tarde, en sus Episodios Nacionales, Galdós matizaba esta 
percepción apolítica de la algarada y subrayó su importancia en la creación 
de la estructura de oportunidades, que permitió la apertura del ciclo 
insurreccional antissabelino de 1866-1868: 


Calle arriba iban hombres, mujeres y muchachos huyendo despavoridos. Centauros, que no 
jinetes, parecían los guardias; esgrimían el sable con rabiosa gallardía, hartos ya de los insultos 
con que le había escarnecido la multitud. No contentos con hacer retroceder a la gente, metían los 
caballos en las aceras, y al desgraciado que se descuidaba le sacudían de plano tremendos 
estacazos. Chiquillos audaces plantábanse frente a los corceles, y con los dedos en la boca 
soltaban atroces silbidos. Al golpe de las herraduras, echaban chispas las cuñas de pedernal de que 
estaba empedrada la calle costanera. Un individuo a quien persiguieron los guardias hasta un 
portal de los pocos que no estaban cerrados, cayó gritando: «¡Asesinos!», y el mismo grito y otros 
semejantes salieron de los balcones del Ateneo. En la puerta de la sacristía de San Luis había dos 
muchachos que, después de pasar los últimos jinetes hacia la Red de San Luis, gritaban: «¡Pillos! 
¡Viva Castelar..., viva Prim!». Hacia la esquina de la calle de la Aduana, dos sujetos de buen 
porte retiraban a una mujer descalabrada... La noticia, traida por un ordenanza, de que en la 
Puerta del Sol y Carrera de San Jerónimo había muertos hizo exclamar a Beramendi: 

—;¡Sangre!... Esto va bien [178] . 


La famosa «Noche» tuvo, en efecto, una honda repercusión política: los 
enfrentamientos provocaron una reunión inmediata del Gabinete, en cuyo 
transcurso falleció de apoplejía el anciano ministro de Fomento Alcalá 
Galiano, que fue sustituido por el gobernador civil de Madrid Manuel 
Orovio y Echagúe. Su primera medida fue suspender de empleo y sueldo a 
Castelar por Real Orden del 16 de abril, provocando las renuncias de los 
profesores auxiliares de la Central Morayta, Salmerón y Fernández Ferraz 
para no verse obligados a sustituir a Castelar y que, a su vez, fueron 
encausados por abandono de destino, injurias graves y desacato a la 
autoridad. Los días 12 y 16 de mayo el diputado moderado José María 
Clarós afirmó sin rebozo en el Parlamento que «es menester la dictadura 
intelectual. No olvidéis, señores ministros, que la dictadura es una cosa 
legítima y, en algunas ocasiones, santa. La dictadura es legítima desde el 
instante en que es necesaria». Mientras tanto, Orovio recordó el 21 que los 
profesores no estaban autorizados a hacer nada «ni dentro ni fuera de la 
cátedra» contrario a la religión, la dinastía y la Constitución del país. Sin 


embargo, un mes más tarde, cayó el Gobierno moderado y entró en 
funciones un gabinete de la Unión Liberal, que el 25 de junio sobreseyó la 
causa contra Castelar, que retornó a la cátedra, al igual que los auxiliares 
dimitidos, gracias a los buenos oficios del nuevo ministro de Fomento, el 
marqués de la Vega de Armijo. 

El republicanismo español formaba parte de un movimiento paneuropeo 
similar en sus formas de lucha, de difusión ideológica, organización, 
estructura popular, educación, etc. Desde el fin del absolutismo en 1833 
hasta la restauración de la monarquía en 1875, las rebeliones democrático- 
republicanas españolas se asemejan a las de sus tendencias homólogas del 
mediodía francés o italiano, particularmente en la capacidad de respuesta de 
la clase media, los campesinos y los trabajadores agrícolas a las ideas 
democráticas transmitidas por los periódicos, y en la asociación de personas 
de estas diversas categorías sociales en común, formas «modernas» de 
sociabilidad, como clubes, albergues, cafés y asociaciones carbonarias 
[179] . Thomson alude a la existencia de un «ciclo mazziniano» español de 
levantamientos democráticos que va de las acciones frustradas de Sixto 
Cámara a las insurrecciones federales de octubre de 1869 y el verano de 
1873 [180] . Las movilizaciones neocarbonarias, orquestadas en torno a una 
microsociedad secreta paralela al Partido Demócrata Español, tuvieron su 
punto álgido en las insurrecciones de Utrera y El Arahal, a mediados de la 
década de 1850, y la de Loja en 1861, que fue lanzada por una sociedad 
secreta democrática-republicana-garibaldina, surgida del Bienio Progresista 
y desarrollada desde 1856 a 1861. Estas acciones se prolongarían durante 
toda la década de 1860 (por ejemplo, en la insurrección republicana 
acaecida en Béjar a fines de agosto de 1867) y enlazarían con el 
insureccionalismo federalista popular del Sexenio Democrático [181] . En 
estos años cruciales, se fue forjando en el entorno demócrata-republicano 
una cultura de la revuelta cuya expresión más acabada fue la repetición de 
las insurrecciones urbanas, y cuyo indicador más claro fue la presencia 
creciente de trabajadores en las filas de la Milicia Nacional. Sólo el fracaso 
de la experiencia federal en 1873 quebraría la operatividad del 
interclasismo jerarquizado de pueblo-burguesía característico de la revuelta 
democrática [182]. 

Antes de la revolución de 1868, ningún demócrata de la talla de Sixto 
Cámara se sentía preparado para dar un paso adelante como el principal 
líder insurreccional del partido. Los demócratas de Madrid y las capitales 


de provincias habían sido forzados al silencio o al exilio. La estrategia de 
involucrar al Ejército a través de la subyugación de los suboficiales quedó 
desacreditada. Surgieron serias divisiones dentro del partido sobre la 
necesidad de una insurrección. Pero las conexiones internacionales se 
mantuvieron vivas por medio de las enérgicas actividades de tráfico de 
armas llevadas a cabo por Fernando Garrido en Francia, Bélgica y Gran 
Bretaña, así como a través de los vínculos que la masonería mantenía con la 
comunidad de exiliados en Lisboa, particularmente a través del Gran 
Oriente Lusitano de la Masonería Ibérica. Sin embargo, sin estos doce años 
de esforzado activismo demócrata-republicano, la «Septembrina» no habría 
sido ese evento popular que le valió el epíteto de «Revolución Gloriosa», 
una «revolución inmaculada» a ojos de Mazzin1. 

Significativamente, ni él ni Garibaldi se inmiscuyeron en el proceso 
revolucionario español tras los sucesos de septiembre de 1868 [183]. 


LAS ESTRATEGIAS DE SUPERVIVENCIA DEL PROGRESISMO 
(1856-1867) 


La convulsa trayectoria histórica del progresismo español, fuerza 
impulsora y, a la vez, frecuentemente marginada en el proceso de 
transformaciones políticas del liberalismo decimonónico, dio lugar a una 
cultura política peculiar, donde la defensa de los derechos cívicos e 
individuales del sistema parlamentario, de la secularización o de las 
reformas económicas en sentido librecambista (principios que se vinculaban 
a la propia idea de progreso) trató de ser garantizada mediante estrategias 
de intervención y de movilización políticas a menudo erráticas y 
contradictorias. Durante las dos largas etapas de moderantismo que 
flanquearon su fugaz época de predominio al frente del Gobierno, el 
progresismo osciló entre el posibilismo parlamentario, la vocación 
insurreccional y el retraimiento como actitud de transición entre las otras 
dos alternativas, asumidas y justificadas por el mayor o menor alejamiento 
del poder. El progresismo fue adaptando su actuación política a los 
parámetros de marcados por el moderantismo o el unionismo, esto es, 
cambiando a partir de 1860 un liderazgo predominantemente civil —a esas 
alturas, el referente esparterista era puramente simbólico— por otro militar 
representado en Prim, que no sólo ofrecía sus destrezas conspirativas, sino 


un ascendente incontestable sobre numerosos jefes y oficiales preteridos en 
una política de ascensos de acusado tono clientelar desde la llegada al poder 
de Narváez en 1844, 


La técnica del retraimiento político en la era isabelina 


Una de las señas de identidad del progresismo desde su aparición con 
denominación bajo el liderazgo de Salustiano Olózaga en 1839 fue la 
consideración de la legitimidad de la acción revolucionaria, sustanciada en 
el «derecho de rebelión legal» [184] . Los progresistas reservaron ese 
derecho de insurrección para los casos en que, a su entender, la libertad 
fuera atacada, esto es, ante un ataque indiscriminado al espíritu 
constitucional, por un desacuerdo político (un cambio de gobierno no 
deseado, un programa gubernamental contrario al del propio partido, la 
evidencia de la corrupción en las altas esferas del poder...), por la evidencia 
de un monopolio excluyente y hostil del poder por parte de los «enemigos 
de la libertad» (estuvieran estos encarnados en un partido, una camarilla o 
la propia reina), o por un bloqueo u obstrucción de los medios legales 
establecidos para el acceso al Gobierno que, en no pocas ocasiones, se 
achacaban a una hostilidad declarada del máximo poder moderador, 
circunstancia que quedó fijada bajo la rúbrica de los «obstáculos 
tradicionales» denunciados por Olózaga ante las Cortes el 11 y 12 de 
diciembre de 1861 y en el banquete progresista celebrado en los Campos 
Elíseos el 3 de mayo de 1864 ante 3.000 correligionarios [185]. 

Sin embargo, bajo el axioma presuntamente irrevocable del «derecho a la 
revolución», latía una concepción instrumental de la violencia política. El 
progresismo no acostumbró a emplear la fuerza por principio, sino como 
una baza de negociación en un complejo proceso de presiones para obtener 
el poder, y siempre que se dieran una serie de condiciones previas: un 
partido suficientemente cohesionado en torno a un líder indiscutible (fuera 
este Espartero, Olózaga, Prim o Ruiz Zorrilla), que encabezaba la 
conspiración y representaba con claridad una alternativa a la situación 
política existente; la necesaria sintonía con un sector del Ejército al que se 
cedía el protagonismo en el pronunciamiento, y un apoyo popular suficiente 
para impulsar la imagen de «soberanía múltiple» propia del movimiento 
juntero y legitimar, a posteriori, la acción revolucionaria como un acto de 


salvaguardia de los derechos ciudadanos. El modelo revolucionario 
progresista era el resultado de esa intrincada combinación entre la dirección 
del partido, el pronunciamiento militar y el junterismo. El protocolo de 
acción estaba bastante formalizado: en primer lugar, se producía un 
movimiento castrense que contaba con el apoyo, más o menos seguro, de 
alguna guarnición. A continuación se constituían juntas revolucionarias en 
las ciudades que, ante la debilidad del Estado y a veces con la colaboración 
de sus representantes políticos o militares, asumían la soberanía en su 
territorio, produciéndose posteriormente el acuerdo entre ellas para el 
levantamiento de una Junta Central o de un poder revolucionario como 
representación de la soberanía nacional que el progresismo aspiraba a 
representar [186] . Así se produjo en 1820 con Riego, en 1835 con 
Mendizábal, en 1840 con Espartero y en 1843 con los disidentes 
antiesparteristas encabezados por Olózaga. 

En la segunda mitad del siglo XIX, algunas de las premisas básicas de este 
modelo insurreccional comenzaron a perder vigencia. La aparición de la 
alternativa conciliadora de la Unión Liberal restó fuerza a la imagen de la 
incompatibilidad política y de intereses entre la elite moderada y el 
progresismo «desheredado» por la evolución doctrinaria del régimen 
liberal. El unionismo no sólo se convirtió en el centro político del sistema 
isabelino, sino que atrajo a los sectores más influyentes de la elite militar, 
sin la que era inconcebible la ejecución de cualquier acto de fuerza. La 
división del partido progresista, consumada entre 1846 y 1854, en 
templados, reformistas o «resellados» partidarios de la monarquía 
constitucional, liderados por Manuel Cortina, y radicales o «puros» 
defensores de la soberanía nacional como único poder constituyente, 
encabezados por Salustiano Olózaga, limitó su capacidad de influencia 
política y social, precisamente en el momento en el que los demócratas 
surgidos de las convulsiones de marzo y mayo de 1848 pasaban de ser un 
pequeño cenáculo de intelectuales a tener su propia infraestructura política, 
haciendo que la cultura liberal/progresista de carácter oligárquico perdiera 
terreno frente a una cultura liberal/democrática que aceptaba, de forma 
teórica, la hegemonía política de los sectores populares y obreros [187] . En 
ese sentido, la conversión a la democracia del sector mayoritario del partido 
progresista a partir de 1865 no fue tanto el producto de la evolución 
ideológica como un medio de obtener el apoyo popular necesario para hacer 


una oposición más eficaz a un régimen cada vez más enquistado en los 
procedimientos represivos [188]. 

El progresismo ocupó una difícil posición, limitado a la derecha por un 
liberalismo conservador defensivo y proclive a la transacción con las 
fuerzas procedentes del Antiguo Régimen y, a la izquierda, por la versión 
exaltada, democrática y revolucionaria del liberalismo, que fue ganándose a 
los sectores populares urbanos. Las tensiones a que se vio sometido por 
ambos flancos, la heterogeneidad de sus integrantes y la ausencia de un 
ambiente propicio para la reforma gradual del sistema socioeconómico y 
político, supusieron un lastre excesivo para un movimiento que se vio 
bloqueado en sus expectativas de poder por la intransigencia de los 
moderados y por el permanente recelo de la Corona. Contra la política 
moderada dispuesta a resolverlo todo en términos de exclusión y violencia, 
sólo se podía llegar al poder mediante el pronunciamiento militar, lo que 
reforzó la posición del Ejército como instrumento del cambio político en 
detrimento de los partidos. Ello obligó al progresismo a recabar en las 
coyunturas más críticas el apoyo táctico de las masas populares, recurriendo 
de nuevo a la insurrección armada para lograr el poder. Esta arriesgada 
opción obligó a los progresistas a radicalizar su lenguaje, su práctica 
política y su programa, con lo que acabaron por quedar atrapados en una 
dinámica revolucionaria que había tratado denodadamente de evitar [189] . 

En lo sucesivo, y hasta su virtual desaparición como fuerza política 
plenamente caracterizada a fines del XIX, el progresismo no lograría cubrir 
por sí mismo las tres premisas básicas ya mencionadas para una actuación 
revolucionaria (apoyo militar, liderazgo interno y sintonía popular) y se 
vería forzado a buscarlas a través del acuerdo multipartidario —el pacto de 
Ostende de agosto de 1866 fue el primero, pero no el último de su historia—, 
pero a costa de radicalizar su programa y acentuar los riesgos de 
fraccionamiento interno. Ese fue uno de los motivos que llevaron a su 
escisión e impotencia durante el Sexenio, y a su declive durante la 
Restauración, aunque siempre dejó abiertas las otras alternativas de 
actuación pública (el parlamentarismo y el fomento de la educación), que 
constituirían el legado más preciado para la supervivencia política del 
republicanismo en el primer tercio del siglo XX. 

Toda estrategia política concebida bajo criterios de racionalidad 
instrumental se fundamenta en las experiencias previas. Las acciones 
colectivas son un medio para conseguir un fin, un instrumento que debe ser 


escogido entre los repertorios de acción disponibles en una sociedad. Estos 
repertorios son modalidades de actuación en común urdidas sobre la base de 
intereses compartidos, que se van redefiniendo y cambiando en el 
transcurso de la acción en respuesta a nuevos intereses y oportunidades y 
que son interiorizadas por los grupos sociales tras un largo proceso de 
aprendizaje [190] . La experiencia acumulada de forma directa e indirecta 
interacciona con las estrategias de la autoridad, formando un número 
limitado de formas de acción más practicables y frecuentes de lo que 
pueden serlo otras formas que, en teoría, sirven para los mismos fines [191] 
. Alo largo de las luchas políticas del XIX, el progresismo fue poniendo a 
punto un repertorio sui géneris de acción pública: el retraimiento 
parlamentario. Esta actitud de protesta, en la tierra de nadie que media entre 
la insurrección y la participación política institucionalizada, buscaba 
maximizar los beneficios de la semilealtad (garantizaba la libertad de 
movimientos e incrementaba la capacidad de presión sobre el poder) sin 
entrar de lleno en los costes que acarreaba la deslealtad, como eran la 
clandestinidad y la represión. Para Sagasta, el retraimiento no era un fin en 
sí mismo, sino un chantaje político que consistía en «esperar un poco con el 
arma al brazo, y no entrar en la lucha en este momento, para entrar con más 
ventaja pocos meses después» [192] . Esta actitud «con un pie en lo alto de 
palacio y otro sobre la barricada», según frase de Fernando Garrido, se 
basaba en varias premisas: la presencia de un Gobierno francamente 
reaccionario que fomentase la polarización, el apoyo de parte del Ejército 
en un proceso de conspiración, una política de alianzas con los sectores 
democráticos que permitiera al progresismo la recuperación de su antiguo 
ascendiente sobre las masas populares y el mantenimiento de una estructura 
partidaria sólida a la espera de una hipotética llamada al poder. Lo negativo 
del retralmiento es que comportaba una clara dualidad estratégica, y ese 
permanente titubeo entre la acción parlamentaria y la revolucionaria podía 
dislocar el partido en dos tendencias contrapuestas si no se contaba con un 
liderazgo consistente. 


¿Política «fina» o política «fuerte»? Las sublevaciones de Prim entre 1564 
y 1867 


El progresismo optó, por vez primera, por el retralmiento parlamentario 
tras la aprobación de la Ley de Ayuntamientos en 1840. En 1856-1858, el 
sector «puro» del partido eligió ese mismo camino con el apoyo de los 
demócratas de Rivero y Orense, en respuesta a la violencia que había puesto 
fin a la experiencia revolucionaria de 1854. Tras una audiencia de 
destacados progresistas con la reina celebrada el 26 de febrero de 1863 (en 
la que doña Isabel expresó su «deseo más ardiente» de que el partido 
alcanzase legalmente el poder, para dárselo luego al marqués de 
Miraflores), su última apuesta por la abstención activa se produjo cuando, el 
20 de agosto de 1863, una Circular del Ministerio de la Gobernación 
restringió las reuniones electorales para los comicios de finales de año, lo 
que llevó al anuncio de retraimiento de progresistas y demócratas el 8 de 
septiembre. Tras arduas discusiones entre los notables progresistas, se 
impuso la tesis abstencionista de Olózaga (respaldado por Calvo Asensio y 
Sagasta) frente a los intentos de Prim de sondear una solución negociada en 
el entorno cercano a la reina [193] . La posición quedó ratificada el 29 de 
octubre de 1864 y en un manifiesto el 20 de noviembre de 1865. Desde 
entonces, los progresistas se acercaron a los demócratas «fusionistas» 
(Becerra, Rivero y García Ruiz) para impulsar la revolución. En marzo de 
1865, progresistas «puros» y demócratas sellaron una alianza revolucionaria 
con el objeto de «rechazar la actual situación reaccionaria» [194] . No fue 
en esta ocasión el preludio de una negociación para obtener el poder (lo que 
Prim denominaba en 1862-1863 política «fina») sino una clara tentativa de 
superación de los «obstáculos tradicionales» por vías de hecho, aunque el 
procedimiento revolucionario que el conde de Reus —resignado en 1866- 
1868 a hacer política «fuerte»— aspiraba a conducir estaba más cerca de la 
fórmula liberal-progresista de movilización predominantemente castrense 
que del modelo democrático de rebelión urbana miliciana y juntera. 

Prim se fue deslizando hacia la actividad insurreccional en la primavera de 
1864, en coincidencia con la crisis financiera agravada por la guerra en 
Santo Domingo. Por ese entonces, la estrella indiscutible del progresismo 
proponía un golpe exclusivamente militar para forzar un cambio de 
gobierno [195] . La amenaza de ejecutar un alzamiento armado como 
alternativa a unas elecciones manipuladas desde el poder formaba parte de 
esta «política del chantaje» tan estrechamente vinculada con el retrarmiento 
institucional. Como explicaba en una carta fechada en Vichy el 14 de julio 
de 1865, «ya conoce usted mi lema: hagamos política fina [...]. Una de dos: 


o nos daban el poder después de las elecciones, o les cerraría de tal modo, 
quitándoles toda razón o pretexto, que tendrían que decir secamente: “no te 
doy el poder porque no quiero” [...]. En tal caso —concluía Prim-, lo 
echaríamos todo a rodar» [196]. 

A inicios de 1864, Prim tenía comprometidas a la mayor parte de las 
fuerzas militares que guarnecían Madrid y también contaba con la ayuda del 
capitán general de Valencia (Zara), el de Burgos (Serrano del Castillo), el 
brigadier Sartorius, el coronel Díaz de Rada y el general Anselmo Blaser, 
firmemente opuesto a O'Donnell y a los «vicalvaristas». El movimiento, 
preparado en principio para el 6 de junio, fue aplazado en la noche del 4 de 
agosto. Ruiz Zorrilla, Sagasta, Joaquín Aguirre de la Peña y otros 
progresistas esperaron en vano el pronunciamiento del regimiento de 
Saboya en el cuartel de la Montaña del Príncipe Pío, ya que una delación de 
última hora dio al traste con todo el plan [197]. 

Como castigo a este primer conato de rebeldía, Prim fue desterrado a 
Asturias, pero en la primavera de 1865 escapó de su retiro forzoso para 
cooperar en un nuevo levantamiento. A tal fin se constituyó un directorio 
revolucionario con Prim de presidente y Aguirre, Sagasta y Becerra en 
representación de los partidos progresista y demócrata, cada uno de los 
cuales tenía su propio comité, mientras que Olózaga y Fernández de los 
Ríos crearon otro independiente, y Madoz se encargaba de la difícil tarea de 
coordinar el conjunto de la trama [198] . Estaba previsto que el movimiento 
estallase en Valencia el 29 de abril, y se habían dispuesto ramificaciones del 
mismo en Alicante, La Mancha (el general Carlos Latorre en Ocaña) y 
Zaragoza (Rivero y García Ruiz). Prim pidió licencia para desplazarse a 
Francia con el propósito de atravesar la frontera en el momento oportuno, 
pero los jefes de la guarnición valenciana vacilaron y el golpe hubo de ser 
aplazado [199] . La intentona se preparó pocos días después del 
desencadenamiento en Madrid de los sucesos de la «Noche de San Daniel», 
que tuvieron un fuerte impacto en el ánimo del general [200] . El 2 de junio 
Prim abandonó su refugio francés para acercarse a las puertas mismas de 
Pamplona, donde esperaba sublevar la Ciudadela y gran parte de la 
guarnición. Tras la frustración de la intentona y su nueva huida al país 
vecino, el 8 de junio embarcó en Marsella para reasumir la trama 
insurreccional de Valencia, donde se preveía que el regimiento de Borbón 
iniciase la revuelta. El día 10, Prim estaba a punto de encabezar la rebelión 
cuando llegaron noticias de las precauciones tomadas por el Gobierno en 


Barcelona, Cambrils y Vendrell, así como del despliegue de columnas 
volantes de la Guardia Civil en dirección a Lérida y Valencia. La oficialidad 
del regimiento rehusó secundar el movimiento si no era liderado por el 
mismísimo duque de la Victoria. Poco después, la intervención del 
gobernador civil y del capitán general Juan Villalonga y Escalada acabó por 
frustrar la intentona. Mientras el coronel, los comandantes y algunos 
oficiales del regimiento eran arrestados, Prim pudo escapar en dirección a 
Orán [201] . El descubrimiento de alijos de armas, la clausura de casinos, 
centros y tertulias progresistas, el incremento de la censura y la agilización 
de las causas políticas acabaron provocando la sustitución de un agotado 
Narváez por O”Donnell el 21 de junio. 

El Comité Central progresista reunido a fines de octubre de 1865 ratificó 
la continuación del retraimiento frente a la opinión de Prim, Madoz y Ruiz 
Zorrilla, partidarios de aceptar la mano tendida por O”Donnell, que había 
prometió rebajar el censo electoral, establecer  circunscripciones 
provinciales, derogar la ley de imprenta y no presentar ni apoyar candidatos 
oficiales [202] . Tras la ratificación de este acuerdo el 20 de noviembre, 
Prim se embarcó en una nueva aventura insurreccional. El plan 
revolucionario consistía en movilizar los tres regimientos de caballería del 
cantón de Alcalá: los cazadores de Albuera y los coraceros del rey y de la 
reina, más los regimientos de húsares de Calatrava y Bailén, acantonados en 
Aranjuez y Ocaña. También estaban comprometidos dos batallones de 
África y uno de Almansa ubicados en Ávila y Zamora, más los carabineros 
de esta última ciudad. Su idea era conseguir el poder imitando al O”Donmnell 
de 1854, esto es, patrocinando un pronunciamiento no popular ni 
revolucionario. Incluso resulta probable que el duque de Tetuán, tras haber 
fracasado en sus consejos para que la reina mandase llamar a Prim, y 
contando con la negativa de los progresistas a entrar en su Gobierno, 
incitara la ejecución de este pronunciamiento para formar, como en julio de 
1854, un ministerio bicéfalo, con Prim en la cartera de Guerra [203] . 

El conde de Reus logró pronunciarse el 2 de enero de 1866 en Villarejo de 
Salvanés, en compañía del auditor de Guerra Monteverde, el comandante 
Manuel Pavía, el brigadier Lorenzo Milans y el periodista Carlos Rubio, 
pero sin dar conocimiento al Comité Central del partido progresista, y 
habiendo votado un mes antes en favor de la participación electoral. Como 
estaba previsto, al día siguiente se les unieron 684 hombres de los 
regimientos de Calatrava y Bailén, pero les falló la fuerza comprometida en 


Alcalá. Al avanzar en dirección a Arganda, estas tropas fueron batidas y 
obligadas a efectuar un penoso itinerario por La Mancha y los montes de 
Toledo hasta acabar penetrando el 21 en Portugal por Encinasola, tras haber 
recorrido más de 700 kilómetros sin sufrir bajas [204] . Parece que 
O”Donnell lanzó en su busca a los generales Zavala y Dulce, con la 
consigna de no extremar su celo persecutorio y prolongar el 
pronunciamiento el tiempo suficiente para alcanzar una componenda 
política en Madrid, pero resulta difícil imaginar que el unionismo y el 
progresismo hubiesen aceptado un principio de acuerdo impuesto por la 
fuerza de las armas. 

Después de Villarejo, se produjeron chispazos de sublevación militar en 
Tarragona y Béjar, y un intento de rebelión más serio en Ávila, donde un 
batallón del regimiento de infantería de Almansa se sublevó el 3 de enero y 
se dirigió a Zamora, pero al no encontrar apoyo alguno retrocedió hacia 
Toro y huyó a Portugal por Alcañices el día 8 [205] . Esa misma jornada 
hubo manifestaciones en Barcelona y el 17-18 de enero, una tentativa de 
insurrección en Valencia. Tampoco faltaron a la cita las inevitables partidas, 
que vagaron por Despeñaperros, Alhama de Aragón, Valencia y el Priorato. 

El levantamiento en Villarejo de Salvanés, que obligó a emigrar a más de 
1.000 implicados, no formaba parte de una política de retraimiento 
revolucionario a ultranza, en la que Prim no creía, sino que respondía a una 
táctica elitista de obtención del poder político a través de la emulación del 
pronunciamiento de O”Donmnell de julio de 1854, conjugando la presión 
militar y política sobre la Corona [206] . Como hicieron los moderados 
puritanos con el duque de Tetuán en junio de 1854, los progresistas 
confabulados con Prim a fines de 1865 le aseguraron que, pronunciándose 
para lograr la formación de un gobierno de unidad liberal, evitaba la 
revolución política que se avecinaba [207] . Para ello, Prim eludió concertar 
un acuerdo explícito con los demócratas, con el fin de evitar la caída del 
trono. 

Sin embargo, este nuevo fracaso radicalizó su actitud revolucionaria. Cada 
vez más cercano a la democracia, Prim se convirtió en el paladín del 
progresismo abstencionista y del movimiento revolucionario contrario a los 
Borbones. Como confió a Ruiz Zorrilla, «abandonar el cauce de legalidad, 
como hemos hecho, equivale a los fusiles. Desde hoy mismo, cada comité 
progresista ha de ser un comité revolucionario» [208] . A inicios de la 
primavera de 1866, O”Donnell rompió definitivamente los contactos con el 


conde de Reus y optó por la intransigencia, suspendiendo las garantías 
constitucionales en Castilla la Vieja y presentando una restrictiva ley de 
imprenta para tratar de conjurar la escalada revolucionaria. 

Exiliado esta vez en Londres, Prim regresó a París a mediados de mayo 
para participar en una nueva tentativa revolucionaria a cuyo servicio 
efectuó frecuentes viajes a la frontera pirenaica. Preparaba un 
pronunciamiento para el 20 de junio, en que se trasladaría de Hendaya para 
irrumpir por Irún y llegar a San Sebastián, donde se le unirían 11 batallones 
de infantería, 3 regimientos de caballería, 2 baterías de artillería, la Guardia 
Civil y los carabineros. De allí la insurgencia se extendería a Vitoria, donde 
el general Nouvilas tenía previsto trasladar un batallón del regimiento de 
Toledo que guarnecía Bilbao. Muñiz saldría con García Permuy de Zamora 
hacia Ávila para bloquear todo avance gubernamental hacia el norte. El 
general Blas Pierrard, desterrado en Soria, se presentaría en Madrid, y 
Lorenzo Milans del Bosch trataría de sublevar Cataluña. 

La insurrección, prevista para la noche del 23 al 24 de junio, se adelantó 
dos días por la presión de los demócratas y progresistas implicados 
(generales Pierrard y Contreras, capitán Hidalgo o Manuel Becerra), y por 
la impaciencia de los sargentos de artillería comprometidos en el madrileño 
cuartel de San Gil [209] . Estos tenían motivos de queja contra el Gobierno 
unionista porque, a diferencia del resto de armas del Ejército, les había 
impedido promocionar más allá del empleo de capitán. Este agravio 
corporativo ya había sido motivo de conflicto en 1864, cuando Fernández 
de Córdova ocupó el puesto de director general de Artillería y ofreció esta 
posibilidad de ascenso con la que no estaban de acuerdo los oficiales 
facultativos, al considerar que los prácticos no tenían la preparación 
científica para ocupar estos cargos de responsabilidad. Al final, el Gobierno 
les ofreció retiros más ventajosos que en otras armas según sus años de 
servicio, pero el agravio corporativo ya estaba infligido. 

Ruiz Zorrilla llegó antes del 18 de junio a Valladolid para coordinar la 
rebelión en Castilla la Vieja, que debería iniciarse el 21 de junio. Un 
telegrama de Prim obligó a aplazar el levantamiento, pero no logró evitar un 
chispazo en Salamanca, donde se levantaron 150 paisanos adscritos al 
partido demócrata. Ni en Valladolid ni en las otras ciudades, donde la 
movilización estaba prevista para el 21, sucedió nada. 

En la mañana del 22, se sublevaron los sargentos de los cuatro regimientos 
de artillería del madrileño cuartel de San Gil. Los suboficiales tuvieron una 


sangrienta colisión con los jefes y oficiales que trataron de evitar la salida a 
la calle de la tropa (murieron los comandantes Joaquín Valcárcel y José 
Cadaval, el capitán Eugenio Torreblanca y el teniente Juan Martorell), a la 
que esperaban los paisanos que estaban erigiendo barricadas en la Puerta 
del Sol, la plaza de Santo Domingo y las calles de Preciados y Fuencarral. 
Al no salir la totalidad de los regimientos de artillería, no se les sumaron los 
de infantería acantonados en el cercano cuartel de la Montaña del Príncipe 


Pío. Los rebeldes del 5.” regimiento de artillería a pie y el de a caballo, y 


parte del 6.” (unos 1.200 hombres, a las órdenes del general Pierrard), 
lograron trasladar sus 30 piezas hacia la Puerta del Sol, pero en gran 
desorden. Entretanto, unos 2.000 paisanos luchaban en las calles alentados 
por Becerra, Martos, Castelar, Moreno Benítez, el coronel Ortiz, Nicolás 
María Rivero, Figueras, Guisasola, Nogués y otros dirigentes progresistas y 
demócratas. O”Donnell, Narváez, Serrano, Isidoro de Hoyos, Zavala y 
buena parte del generalato destinado en Madrid se desplegaron por la 
capital, ocupando las instalaciones de artillería que no se habían sublevado 
para que permaneciesen fieles, y organizando posiciones defensivas en las 
cercanías del Palacio Real. En la Puerta del Sol, donde estaba previsto que 
se unieran los soldados rebeldes y los milicianos movilizados por los 
hombres de Ricardo Muñiz, las fuerzas leales al Gobierno ocuparon las 
bocacalles y mantuvieron la posición hasta el atardecer. Al mismo tiempo, 
unidades artilleras sublevadas trataron de entrar en el Palacio Real junto con 
más de 1.000 milicianos, pero fueron frenadas en seco por las fuerzas leales 
a la reina, que les dispararon desde el interior de la plaza de la Armería y el 
propio recinto palaciego. Una vez que los alzados fracasaron en su objetivo 
principal, Serrano y O”Donmnell trazaron un plan para ir reduciendo las 
barricadas que se habían instalado en varias calles de la ciudad hasta cercar 
a los sublevados en el propio cuartel del que habían partido. El día 23, San 
Gil estaba cercado, y las tropas del Gobierno combatieron piso por piso 
hasta tomarlo por completo a primera hora de la tarde. A las cuatro, las 
fuerzas gubernamentales de caballería e ingenieros procedentes de los 
acuartelamientos del Retiro y la Montaña, al mando de O”Donnell, Serrano 
y Narváez, asaltaron las últimas barricadas y sofocaron la rebelión al precio 
de dos centenares de muertos y 600 heridos, entre ellos el general Narváez 
[210] . Hubo 400 detenidos, de los cuales fueron juzgados un centenar. El 
día 25, 21 sargentos y 46 soldados fueron pasados por las armas en la tapia 
exterior de la plaza de toros situada en las proximidades de la puerta de 


Alcalá, mientras que Sagasta, Martos, Becerra, Castelar y Baltasar Hidalgo 
eran condenados a muerte en rebeldía. O”Domnell, que en los meses 
anteriores no había logrado alcanzar un pacto con Prim, solicitó entonces 
plenos poderes, pero un enfrentamiento con la reina por la presunta 
blandura de la represión y el fracaso notorio de su política de atracción a los 
progresistas determinaron su caída y sustitución por Narváez el 10 de julio. 

En Cataluña hubo derivaciones del conflicto: el 23 de junio se levantó en 
Gerona parte del regimiento de infantería de Bailén, con participación de 
grupos de la izquierda progresista, pero la ausencia de apoyo popular 
determinó su huida e internamiento al día siguiente en Francia. Implicado 
en las conspiraciones de Prim, Vicencg Martí 1 Torras, El Noi de la 
Barraqueta, fue detenido en Martorell el 10 de agosto por los mossos 
d'esquadra y murió esa misma noche en un intento de liberación dirigido 
por su hermano Joan, que huyó a Francia, hasta que se benefició de un 
indulto el 29 de agosto de 1867. Al alzamiento en Castilla, precipitado por 
Ruiz Zorrilla en Burgos el día 19 de junio, no se sumaron los militares 
previamente comprometidos porque aún no habían llegado los generales 
Lagunero y Escalante. Tras un conato de rebelión de 150 paisanos en 
Zamora, se dio una contraorden, a la espera del eco de los sucesos 
acaecidos en Madrid. Al conocerse el día 22 la declaración del estado de 
guerra en toda España, Lagunero y Escalante decidieron actuar al día 
siguiente en Valladolid, pero los intentos de movilizar a la guarnición se 
saldaron con un nuevo fracaso [211] . El demócrata jerezano Ramón de 
Cala y Barea estuvo implicado en el intento de sublevar la Infantería de 
Marina de la base de San Fernando el día 22, pero el fracaso le indujo a 
ocultarse en la sierra gaditana y tomar luego el camino de París. El 17 de 
julio Prim fue expulsado de Francia y hubo de buscar refugio en Bélgica. 
Aún el 5 de noviembre el Gobierno desarticuló un núcleo conspirativo 
formado por los sargentos de artillería destinados en Zaragoza [212] . 

La frustración del alzamiento de junio de 1866 (que contaba con un 
programa revolucionario pactado por progresistas y demócratas) y su cruel 
represión incitaron al progresismo intransigente a urdir una conspiración 
antiborbónica de largo alcance, como la que el marqués de Los Castillejos 
preparó en el extranjero entre junio de 1866 y septiembre de 1868. Tras una 
reunión previa celebrada en Bruselas por Martos, Olózaga, Chao y Orense, 
el 16 de agosto de 1866 un nutrido grupo de personalidades progresistas y 
demócratas (los generales Prim, Pierrard y Contreras, el brigadier Lorenzo 


Milans y los civiles Sagasta, Becerra, Rubio, García Ruiz y Ruiz Zorrilla, 
aunque no asistieron Castelar, Martos y otros líderes del partido demócrata) 
acordaron en Ostende la formación de un centro revolucionario de ambos 
partidos, a cuya cabeza se colocó Prim, asesorado por el progresista Joaquín 
Aguirre de la Peña (exministro de Gracia y Justicia) y el demócrata Manuel 
Becerra, pero que fue rechazado por los republicanos. Con todo, la red 
conspirativa fue organizándose desde Bruselas, especialmente con 
emigrados, en su mayoría militares proscritos tras las intentonas de enero y 
junio [213] . Luego se crearon juntas revolucionarias en París (Castelar, Pi y 
Margall, García López y Chao), Oporto (Roque Barcia), Madrid (Figueras, 
Rivero y Madoz) y Londres. A mediados de febrero de 1867, Prim volvió a 
asumir el control de las tareas conspirativas y pidió a la Junta de Lisboa 
(encabezada por Roque Barcia, Antonio Valles y Alfonso Cortijo) que le 
indicase con urgencia el estado de las fuerzas comprometidas. El plan era 
comenzar la rebelión el 15 de agosto en el Alto Aragón (donde acudirían 
Pierrard y Moriones), y que la acción fuera secundada en Valencia y 
Cataluña. En esta última región, el coronel Fernando Pierrard se alzaría en 
Gerona y José Lagunero lo haría en Tarragona, a las órdenes del general 
Contreras, que debía irrumpir por el Valle de Arán. Los exiliados en 
Portugal penetrarían en Extremadura y se alzarían también en Andalucía y 
varios puntos de Castilla. Prim pasaría la frontera por Canfranc y tomaría 
Jaca. La amnistía concedida el 24 de abril de 1867 a los cabos y soldados 
comprometidos en los sucesos de enero y junio de 1866 permitió el retorno 
a España de unos 2.000 hombres, muchos de ellos exiliados en Portugal. 

Entretanto, el deterioro de la situación gubernamental se hizo manifiesto. 
Tras el abrupto relevo de O”Donnell, la política autoritaria y represiva de 
Narváez se plasmó en el exilio de numerosas personalidades civiles y 
militares, el cierre de las Cortes en julio de 1866 y la convocatoria de 
nuevas elecciones para inicios de 1867, que arrojaron una mayoría 
moderada tan abusiva que la representación de la Unión Liberal quedó 
reducida a sólo cuatro diputados. El nuevo reglamento de las Cámaras, 
aprobado en junio de 1867, suprimió el voto de censura en contra del 
Gobierno, lo que hacía imposible un eventual relevo de poder con los 
unionistas, que anunciaron su retraimiento en el Senado. 

En 1867, Garibaldi, con anuencia de Prim, estuvo a punto de iniciar una 
insurrección en Barcelona [214] . A inicios de junio de ese año, se produjo 
un conato de pronunciamiento en Palencia, encabezado por el oficial José 


Copeiro del Villar, que fue fusilado junto con el cabo Manuel Barroso el 2 
de julio. En esas circunstancias, el centro conspirativo progresista de 
Bruselas se reunió con agentes demócratas el 20 de junio y alcanzó un 
acuerdo político basado en el de Ostende del año anterior. Sus términos se 
resumían en la convocatoria de una Asamblea Constituyente para decidir la 
forma de gobierno aunque, si esta se decantaba por la monarquía, la familia 
Borbón sería vetada como alternativa dinástica. 

La noche del 15 al 16 de julio se preparó una asonada en el Alto Aragón, 
que debía ser secundada en Cataluña, Valencia y Andalucía. Pero el 
alzamiento en Castellón —el más temprano— fue derrotado, lo mismo que las 
pequeñas partidas que se levantaron en Valencia, Andalucía, Aragón y las 
dos Castillas. 

A fines de julio, Prim decidió encabezar e impulsar un nuevo movimiento 
sedicioso. Se esperaba congregar hasta 22 batallones insurrectos en la 
frontera desde Le Perthus y La Junquera hasta Andorra y la Seo de Urgel. A 
tal fin, se nombraron comandantes militares: Fernando Pierrard Alcedar en 
Gerona, Gaminde en Lérida, Baldrich en Barcelona y Lagunero en 
Tarragona. El general Juan Contreras, que debía entrar por el Valle de Arán 
hacia el corazón de Cataluña, fue nombrado capitán general in pectore, y 
Blas Pierrard, que el 15 de agosto pasó la frontera por Jaca acompañado de 
Moriones y otros 70 hombres, fungiría como capitán general de Aragón. A 
Portugal fue destinado el brigadier Lorenzo Milans del Bosch, con la 
misión de reunir a la emigración y dirigirla sobre Extremadura y Andalucía 
en funciones de capitán general [215] , y el general Carlos Latorre ejercería 
el mismo cargo en Valencia. Prim entraría en Cataluña y Aragón como 
general en jefe. 

La vasta y compleja planificación a escala nacional quedó trastocada 
cuando el 6 de agosto se recibió en el Centro Revolucionario de Bruselas 
una carta del comisionado de Valencia en la que aseguraba la disposición 
plena de esa guarnición a sublevarse. Tras firmar sendas proclamas al 
pueblo y al Ejército, Prim decidió cambiar de planes y salir de Bruselas el 7 
de agosto. Embarcó en Génova el 14 para encabezar en Valencia un 
levantamiento de componente menos civilista y con un limitado designio 
revolucionario. Contaba con ponerse al frente de 4.000 infantes, 600 jinetes 
y 2 baterías, pero el 17 de agosto no se produjeron los levantamientos de 
tropas previstos en Alicante o Valencia, y hubo de volver a Marsella el día 
20 sin tan siquiera haber tocado suelo español, por haberse declarado la 


cuarentena en El Grao para los buques italianos y después de haber 
recibido, por medio del sacerdote Luis Alcalá Zamora, la noticia de que la 
guarnición valenciana se había vuelto atrás en su compromiso [216] . 
Mientras tanto, en Cataluña, los guerrilleros ya habían dado orden de 
sublevación en la noche del 15-16 de agosto. Gabriel Baldrich puso en pie 
de guerra cuatro partidas con unos 2.000 hombres durante un mes entre las 
provincias de Barcelona y Tarragona, comandadas por personajes clásicos 
del insurreccionalismo progresista-demócrata como Antoni Escoda, Jaume 
Ambort, Benet Ferrer o Mateu Porqueras, que abandonaron la lucha el 12 
de septiembre. En la provincia de Tarragona, las diversas partidas, que 
totalizaban 6.000 hombres, fracasaron en sus objetivos por falta de 
coordinación. En la frontera aragonesa, Pierrard y Moriones dirigieron una 
columna de un millar de hombres —la mitad de ellos carabineros— que no 
pudo tomar Jaca. Aunque el 22 de agosto lograron batir a las fuerzas 
gubernamentales dirigidas por Manso de Zúñiga en Linás de Marcuello, 
cerca de Ayerbe, sus graves pérdidas llevaron a la disolución de la fuerza y 
su retorno a la frontera de Canfranc el 27-28 de agosto. Contreras hizo lo 
propio el día 30. 

Prim había llegado a la frontera del Pirineo el 23 de agosto para reasumir 
el plan revolucionario inicial. El 25 se propuso penetrar en España, 
secundado por Sagasta, Becerra, Ruiz Zorrilla y García Ruiz, pero ya era 
demasiado tarde, ya que plazas clave como la de Puigcerda se encontraban 
perfectamente guarnecidas con tropas leales al Gobierno. Sin atreverse a 
penetrar en la frontera por el Valle de Arán, hubo de regresar a Perpiñán a 
inicios de septiembre y, de ahí, a Lyon, donde el día 3 conferenció con 
Becerra y García Ruiz para dar carpetazo definitivo al movimiento, una vez 
que se pudo constatar que las tropas comprometidas se fueron disgregando 
por la espera y los indultos prometidos por el Gobierno. Como restos del 
naufragio, aparecieron fugaces bandas armadas en Castellón, Vilasar, Reus, 
Hecho o Ansó [217] . En Béjar, más de 6.000 insurrectos fueron empujados 
hacia Portugal. Una Junta de la emigración celebrada el 10 de septiembre en 
París se encargó de la ingrata tarea de hacer el balance de la intentona [218] 


La única buena noticia para los conspiradores fue el giro estratégico 
decidido por los unionistas en el otoño de 1867. Ya en septiembre, los 
progresistas habían celebrado entrevistas con unionistas como el general 
Dulce, pero O”Donnell, refugiado voluntariamente en Biarritz y aún dolido 


con los progresistas —y especialmente con Prim-— por los sucesos del cuartel 
de San Gil, se opuso tajantemente a propiciar el destronamiento de la reina. 
Su fallecimiento el 5 de noviembre allanó el camino. El nuevo líder del 
partido, el general Francisco Serrano, se avino a un acuerdo con los 
progresistas, al tiempo que Olózaga requería la colaboración insurreccional 
de los demócratas a cambio de aceptar el sufragio universal para elegir las 
futuras Cortes Constituyentes. 


RETABLO DE CONSPIRADORES: PREPARATIVOS Y EJECUCIÓN DE 
LA «GLORIOSA» 


Frente a la amenaza revolucionaria, el Estado isabelino se dispuso a 
reforzar su dispositivo de defensa. En los años anteriores a los grandes 
levantamientos progresistas, se había comenzado a redactar un proyecto de 
ley de orden público. La precipitación de los acontecimientos tras los 
sucesos del cuartel de San Gil el 22 de junio de 1866, la llegada al poder de 
Narváez el 10 de julio, la firma del Pacto de Ostende el 16 de agosto y los 
problemas para su aprobación por un Parlamento casi permanentemente 
cerrado hicieron que este proyecto fuese promulgado como Ley del Reino 
por Real Orden del 20 de marzo de 1867. En él se definía como delito o 
falta contra el orden público toda manifestación que ofendiera a la religión, 
a la moral, a la monarquía y a diversas instituciones o produjeran escándalo, 
agitación, bullicio, tumulto o conato de motín (artículo 1). Distinguía y 
describía los estados de normalidad (artículos 4 a 28), alarma (durante el 
cual la autoridad civil podrá suspender juntas o reuniones, expulsar a 
personas peligrosas, suspender publicaciones, cerrar locales públicos o 
recoger armas, según rezaban los artículos 29 a 44) y guerra, en el que la 
autoridad militar asumiría todos los poderes civil y político, judicial y 
administrativo, y se juzgarían en Consejo de Guerra los delitos de sedición, 
rebelión, robo, incendio, hurto, contrabando, defraudación y falsificación 
contra el Estado, desobediencia y desacato a la autoridad (artículos 45 a 
58). La ley marcial se levantaría previo consejo de las autoridades civiles, 
judiciales y militares locales, aunque el Gobierno tenía la última palabra 
sobre su derogación, del mismo modo que asumía en exclusiva la potestad 
de declarar el estado de guerra en la capital del reino [219] . 


En abril de 1868 murió Narváez. Su sucesor, Luis González Bravo, 
mantuvo la política represiva contra la oposición de todo signo: adelantó el 
cierre estival de las Cortes al 19 de mayo y comenzó a gobernar 
dictatorialmente. También se enemistó con los jefes de la Armada por una 
reducción del presupuesto para la marina de guerra, como consecuencia de 
la crisis económica que afectaba al país. En efecto, a tres años de malas 
cosechas, con la consiguiente crisis de subsistencias y alza de los precios, se 
añadió la primera gran crisis financiera del capitalismo español, cuyo 
detonante fueron las pérdidas sufridas por las compañías ferroviarias, que 
arrastraron a los bancos y a las sociedades de crédito, cuyas acciones 
empezaron a caer en 1864. En mayo de 1866, la crisis de liquidez alcanzó a 
dos grandes sociedades barcelonesas: la Catalana General de Crédito y el 
Crédito Mobiliario Barcelonés, lo que desató una oleada de pánico que 
aceleró el hundimiento de otros bancos ese verano, con funestas 
consecuencias sobre la actividad industrial y comercial. La conjugación del 
desplome financiero y la crisis de subsistencias agravó el problema del paro 
en los sectores de las obras públicas, la construcción y el textil, este último 
lastrado desde 1862 por la escasez de algodón provocada por la Guerra de 
Secesión norteamericana. Se desataron motines populares en Sevilla o 
Granada motivados por la carestía, el hambre y el desempleo, a los que se 
añadió el descontento de los propietarios agrarios, cuyas ganancias cayeron 
en picado por la disminución drástica del consumo. 

Tal era el trasfondo económico de una auténtica crisis de régimen: después 
del retraimiento electoral progresista en 1863 y el fracaso de la política 
aperturista de O'Donnell en 1865-1866, el retorno al poder de la peor 
versión del moderantismo se tradujo en una significativa reducción de los 
apoyos políticos y sociales a la monarquía, más aún cuando la Unión 
Liberal ya había establecido los primeros contactos con los progresistas a 
través del general Dulce semanas antes de la muerte de O”Domnell. Dirigido 
ahora por Serrano, el unionismo se sumó en marzo de 1868 al Pacto de 
Ostende, que habían suscrito en 1866 progresistas y demócratas para el 
derrocamiento de Isabel II y el nombramiento de un Gobierno provisional 
que convocaría elecciones constituyentes. Un comité secreto, compuesto 
por unionistas y progresistas, sirvió de enlace con Prim y algunos generales 
para impulsar una revolución prevista para junio. El 3 de julio La Nueva 
Iberia publicó el artículo «La última palabra», en el que los tres partidos de 
la oposición anunciaban su alianza para «el gran momento del combate». 


Con el propósito de contener la revolución en ciernes, González Bravo 
ordenó el 6 de junio la detención de la flor y nata del generalato unionista. 
En la mañana del día 7 de julio, logró capturar en Madrid al duque de la 
Torre, a su inmediato subordinado Domingo Dulce (verdadera alma de la 
conspiración, que ya había intentado llevar al trono al duque de 
Montpensier a inicios de 1868 en colusión con Patricio de la Escosura), a 
los generales Juan de Zavala y Fernando Fernández de Córdova, al mariscal 
de campo Serrano Bedoya y el brigadier López de Letona, mientras que el 
teniente general Rafael Echagúe era detenido en San Sebastián y el mariscal 
de campo Caballero de Rodas lo era en Zamora [220] . Antes de ser 
desterrados a Canarias, fueron encerrados en el castillo de San Sebastián en 
Cádiz, donde se entrevistaron el día 9 con Topete y Adelardo López de 
Ayala para ultimar el movimiento. A ellos se unieron en la distancia Primo 
de Rivera, Nouvilas y Milans del Bosch [221] . Desde su encierro, Dulce 
trató de organizar un nuevo comité revolucionario con cuatro unionistas 
(Juan Álvarez de Lorenzana, Mauricio López Roberts, Vega de Armijo y el 
conde de Romera), cuatro progresistas (José Olózaga, Manuel Cantero, 
Ricardo Muñiz y Moreno Benítez) y un general (Jovellar). En provincias, se 
constituyeron comisiones mixtas de civiles y militares para encauzar la 
revolución [222] . 

El cuñado de la reina, Antonio María de Orleans, duque de Montpensier, 
se convirtió en uno de los factótums de la conjura. Inclinado hacia el 
unionismo, y amigo personal de la elite civil y militar del partido (Ríos 
Rosas, López de Ayala, Serrano, Dulce, Topete o Nouvilas), había 
comenzado a expresar públicamente sus discrepancias con Isabel II tras su 
decisión de apoyarse en los moderados en julio de 1866 [223] . A fines de 
1867, en una reunión secreta, Serrano, Dulce y Fernández de Córdova 
acordaron que, en previsión de la cada vez más evidente crisis de la 
monarquía isabelina, apoyarían la candidatura al trono de su hermana, cosa 
que Córdova comunicó a Montpensier y a Luisa Fernanda en enero 
siguiente [224] . El 7 de julio, poco antes de su detención, Serrano se había 
mostrado dispuesto a marchar sobre Aranjuez con dos divisiones de 
caballería, para secuestrar a la reina y poner en el trono a su hermana. El 
príncipe de Orleans alentó la actuación de los generales unionistas 
deportados a Canarias, pero él mismo y su familia fueron expulsados del 
país y hubieron de buscar precipitado acomodo en Portugal. De este modo, 
Lisboa se convirtió en un activo foco de conspiración contra la reina y su 


Gobierno. El principal enlace con los conjurados en España era la escritora 
Gertrudis Gómez de Avellaneda, que llevaba a Montpensier la información 
que le facilitaba López de Ayala, designado por Serrano para encabezar la 
revolución en Andalucía [225] . Al parecer, el duque invirtió una fortuna 
considerable en impulsar la trama: remitió tres millones de reales al Comité 
Revolucionario de Madrid por intermedio de su ayudante Felipe Solís y 
Campuzano y fletó sendos barcos para recoger a los generales deportados 
en Canarias y a Prim en Londres, pero este último acabó por declinar el 
ofrecimiento [226] . 

La conspiración del verano de 1868 tuvo una estructura bastante compleja, 
ya que, a pesar de basarse en un golpe preferentemente castrense, tuvo 
diferentes actores y objetivos. Tras el fracaso de la insurrección progresista 
de agosto de 1867 y la ruptura de Orense y otros líderes republicanos con 
Prim, este buscó una alianza por la derecha, favoreciendo la creación en 
Madrid de un Comité Revolucionario de progresistas conservadores y 
unionistas (Vega de Armijo, Álvarez de Lorenzana, López Roberts, conde 
de la Romera, José Olózaga, Cantero, Moreno Benítez y Ricardo Muñiz) 
bajo la jefatura del general Dulce. Para equilibrar el sentido político de la 
trama, Prim mantenía contacto con el Centro Revolucionario de demócratas 
y republicanos que dirigía Amable Escalante [227] . La rebelión quedó 
fijada para el 9 de agosto, y luego para el mes siguiente. A pesar, o quizá 
debido a la densidad de los contactos políticos a tres bandas, Nicolás 
Estévanez (que visitó a Prim en Londres a inicios de agosto) recordaba la 
improvisación que dominaba la trama conspirativa: 


En los seis meses primeros del 68 se nos avisó más de diez veces que nos preparáramos; fijábase 
el día, la hora, hasta el minuto en que había de estallar el movimiento, sin que se supiera casi 
nunca de dónde venía la orden ni quién daba el aviso. Los inexpertos éramos los más puntuales, y 
pasamos en vela repetidas noches, ocupando los puestos designados o mirando a las puertas y 
ventanas de los cuarteles y de los ministerios. Al amanecer, o ya bien amanecido, nos retirábamos 
cabizbajos, unos renegando de su suerte y creyendo perdida toda esperanza de revolución, otros 
más confiados que nunca y dispuestos a repetir la suerte en la siguiente noche, y veinte veces, y 
mil, con la fe que allana los obstáculos [228] . 


El nerviosismo de la espera se tradujo en un conato prematuro de 
alzamiento en Cádiz el domingo 9 de agosto, impulsado por José Paúl y 
Angulo quien, según propio testimonio, se mantuvo en contacto con líderes 
republicanos como Ramón de Cala, Fermín Salvochea, Gumersindo de la 
Rosa y Rafael Guillén Martínez, y agrupó a 100 paisanos armados de Jerez, 


junto con demócratas y republicanos del Puerto de Santa María y San 
Fernando, para apoyar al capitán del apostadero, el brigadier Topete, al 
general Fernando Primo de Rivera y a otros militares unionistas 
comprometidos en el regimiento de infantería de Cantabria dirigido por el 
coronel progresista José Merelo. Pero ni Topete ni Primo cumplieron lo 
acordado, y el complot fue desarticulado por el Gobierno con varias 
detenciones en el regimiento comprometido [229] . 

A inicios de septiembre, Ruiz Zorrilla y Sagasta fueron a Londres para 
unirse a Prim, y los tres embarcaron el 12 en Southampton con destino a 
Gibraltar, donde llegaron en la mañana del día 16. Paúl y Angulo y el 
coronel jefe del regimiento de Cantabria estaban esperándolos. Los 
exiliados de Inglaterra y los deportados de Canarias se encontraron en 
Cádiz, donde tuvo lugar el pronunciamiento de la escuadra dirigida por 
Topete al anochecer del 17 de septiembre. A la 1 de la tarde del día 
siguiente, la sedición se extendió por la ciudad cuando Prim y los generales 
unionistas hicieron público el manifiesto revolucionario redactado por 
Adelardo López de Ayala. En las horas siguientes, el regimiento de 
Cantabria tomó la Casa de la Aduana, sede del Gobierno Civil, con la 
colaboración de los paisanos del Partido Democrático. Dirigentes 
demócratas radicales como Paúl y Angulo, Cala, Salvochea, La Rosa y 
Guillén fueron piezas importantes del levantamiento [230] . La población 
gaditana se sumó a la revolución cuando el general Primo de Rivera dio 
armas a los paisanos, que construyeron barricadas. Una vez consolidado el 
triunfo del levantamiento, Prim nombró el 19 una Junta Provisional de 
Gobierno con representantes de todos los partidos que habían apoyado la 
revolución [231]. Los ciudadanos armados que se habían puesto al servicio 
de la Junta se organizaron en una milicia civil cuya denominación común 
fue la de Voluntarios de la Libertad. En Cádiz, el 30 de septiembre la Junta 
Provincial decidió formar los dos batallones solicitados y entregar a dicho 
cuerpo un millar de fusiles. 

La insurgencia gaditana se atuvo al esquema arquetípico de las rebeliones 
militares liberales de las décadas anteriores: resentimiento de los generales- 
políticos por su alejamiento del poder, etapa de sondeos y compromisos y 
pronunciamiento, acompañado de proclamas emocionales y vibrantes en el 
que se hacía un llamamiento al pueblo. Pero el objetivo ya no era, como 
antaño, acabar con un Gobierno corrupto, sino destronar a la propia reina 
[232] . La proliferación incontrolada de juntas revolucionarias provocó que 


las repercusiones de la militarada trascendieran las de un mero 
pronunciamiento y  desataran una auténtica revolución popular 
(circunstancia virtualmente inevitable desde los sucesos de 1854), que 
contó con una participación obrera destacada en Barcelona, Madrid o 
Sevilla [233] . La reacción de la población civil en las ciudades donde el 
Ejército permaneció a la expectativa fue levantarse y hacer presión sobre las 
tropas leales a Isabel Il, como sucedió en Granada y Santander [234] . 

El 18 de septiembre los campesinos gaditanos iniciaron la ocupación de 
tierras. Al día siguiente, se levantó la flota surta en El Ferrol y se sublevó en 
Sevilla el general Rafael Izquierdo con el grueso de la guarnición, al tiempo 
que la población erigía barricadas. El 20 se constituyó en la ciudad una 
Junta Provisional Revolucionaria de mayoría demócrata [235] . Sevilla fue 
el punto neurálgico de la revolución, porque en ella se formó el 23 de 
septiembre el ejército que avanzaría camino de Madrid al mando de 
Serrano. Las columnas de civiles armados desempeñaron también un 
importante papel en la difusión y la garantía del orden revolucionario. La 
mandada por Miguel Ramos Bellido recorrió varios pueblos del oeste de 
Sevilla y las provincias de Huelva y Extremadura, y la que dirigió Pérez del 
Álamo recorrió la parte este (Carmona, Marchena y Écija, donde hubo 
graves desórdenes por el vacío de poder y la improvisación), hasta terminar 
participando en la batalla de Alcolea con 2.000 seguidores [236] . 

Hasta el 22 de septiembre, la rebelión gaditana fue ganando terreno en 
toda Andalucía. El 19 tuvo lugar en Málaga un pronunciamiento militar 
cuyos jefes se dirigieron al Ayuntamiento para constituir una Junta Popular, 
que asumió funciones al día siguiente disolviendo todas las corporaciones 
municipales de la provincia. La movilización popular se hizo ingobernable 
a partir del día 22: las turbas asaltaron el Ayuntamiento, agredieron a los 
guardias municipales, destruyeron los documentos de los fielatos y aduanas, 
asaltaron armerías y erigieron barricadas. La agitación remitió el 25 con la 
llegada de Prim, Serrano y Milans del Bosch a bordo de la fragata blindada 
Zaragoza . La presión popular trató de canalizarse con la formación de 
batallones de la Milicia Nacional el 5 de octubre [237] . El 20 de septiembre 
hubo levantamientos de militares y paisanos, y constitución de juntas 
revolucionarias en Córdoba y Huelva [238] . El 22, las ciudades no 
capitalinas (Algeciras, Jerez, Morón, Écija, Utrera o Carmona) se sumaron 
a la causa. La última gran ciudad en adherirse el movimiento fue Granada el 
día 26, pero la rápida y entusiasta respuesta de numerosos pueblos a los 


llamamientos de la Junta Revolucionaria Provincial demostró la 
preparación de los demócratas y progresistas, y su determinación de 
recuperar los derechos (particularmente para formar compañías de la 
Milicia Nacional) cuya pérdida habían lamentado desde el final del Bienio 
Progresista. Hubo alzamientos eminentemente populares en Antequera o 
Béjar, ciudad que, tras formar su Junta el día 22, fue atacada el 26 por 
fuerzas gubernamentales que perpetraron 26 ejecuciones ilegales. 
Rápidamente comenzaron las ocupaciones espontáneas de tierras en la parte 
sur del país [239] . 

El 19 de septiembre Prim se había embarcado en la fragata Zaragoza para 
sublevar Málaga, Almería, Cartagena, Alicante, Valencia y Barcelona. Hubo 
combates de barricadas en Santander el día 20, y alzamiento de partidas en 
León y la Rioja. A partir del 22, se fueron uniendo al movimiento 
Santander, La Coruña, Zaragoza, Cartagena, Santoña, Alicante o Alcoy, con 
diferentes modelos de sublevación, pero con una activa participación 
popular estimulada por los demócratas de diversas tendencias pero, sobre 
todo, los de convicciones republicanas [240] . 

Tras la dimisión de González Bravo el día 19, su sucesor, el ministro de la 
Guerra José Gutiérrez de la Concha, fue vencido el 28 de septiembre en la 
batalla del puente de Alcolea. La derrota gubernamental dio nuevo impulso 
a la rebelión juntera en el arco mediterráneo. El líder republicano Joan 
Martí 1 Torres (Xic de la Barraqueta), que se había distinguido en la 
conspiración de 1854 y tenía organizadas fuerzas en toda Cataluña, se puso 
al frente de una numerosa partida de militantes federales [241]. 

Barcelona, escarmentada por el duro castigo aplicado a los procesos 
insurreccionales de 1866 y 1867, demoró 12 días su levantamiento. La junta 
clandestina que actuaba desde, al menos, la asonada de agosto de 1867, y 
que estimuló la creación de hasta 14 centros revolucionarios en la ciudad 
(como el que compartían en el Café Suizo Antoni Feliu 1 Codina, Joan 
Tutau o Valentí Almirall, bajo la batuta del comerciante Cirili Montserrat), 
difundió publicaciones censuradas, contactó con militares descontentos y 
frenó los ánimos de los revolucionarios más radicales hasta que, en la tarde 
del 29 de septiembre, tras una manifestación de estudiantes, la noticia de la 
victoria de Alcolea y el rumor de la llegada inminente de Prim a la ciudad 
animaron a los conjurados (muchos de ellos antiguos militares liberales 
represaliados) a tomar el Ayuntamiento. La junta clandestina, travestida 
desde el día 30 en flamante Junta Revolucionaria, disolvió a los odiados 


mossos d 'esquadra y organizó un cuerpo propio de seguridad pública para 
afrontar un eventual ataque contra el nuevo orden de cosas [242] . Las 
autoridades isabelinas, encabezadas por el capitán general, conde de Cheste, 
abandonaron la ciudad ese mismo día, en coincidencia con el estallido 
sedicioso en Gerona que, sin demora, procedió a organizar su propia Junta 
[243] . En Tarragona, tras la declaración del estado de guerra el 21 de 
septiembre, los revolucionarios civiles asaltaron las sedes del poder 
gubernativo la noche del 29 al 30, adelantándose al pronunciamiento militar 
de Joaquín Bassols (que fue nombrado capitán general de Cataluña) y a la 
constitución de la Junta Revolucionaria, que procedió de inmediato a 
organizar la Milicia [244] . En Reus se creó el día 30 una Junta 
Revolucionaria Provisional y se constituyeron espontáneamente dos 
batallones milicianos con un total de 400 voluntarios [245] . 

En el Reino de Valencia, donde las partidas se habían enseñoreado 
previamente de los campos, la capital se declaró en rebeldía el 30 de 
septiembre y, en su seno, se estableció una Junta que se mantuvo en 
funciones hasta el 21 de octubre [246] . En Aragón, la creación de las juntas 
revolucionarias locales de Zaragoza, Huesca y Teruel se retrasó hasta que la 
situación política se fue despejando tras la batalla de Alcolea. En Huesca, la 
Junta Suprema de Gobierno formada el 29 de septiembre destituyó el 2 de 
octubre a todos los ayuntamientos de la provincia y ordenó la constitución 
de juntas municipales revolucionarias [247] . En Zaragoza, la población 
civil se lanzó a la calle para levantar barricadas y evitar el despliegue del 
Ejército. La tropa, abandonada por sus jefes, confraternizó con la población, 
y las autoridades civil y militar presentaron la dimisión [248] . La evolución 
en Castilla la Vieja fue muy similar: tras conocerse el resultado de la batalla 
de Alcolea, Segovia se pronunció el 29 y, al día siguiente, lo hicieron el 
resto de las capitales de la región, en una transición política que fue 
controlada por las antiguas autoridades a través de juntas de notables [249] . 
En Palencia, los agitadores demócratas se movilizaron pacíficamente para 
impedir la continuidad del gobernador civil isabelino, mientras que el 
gobernador militar se hizo fuerte en el convento de San Francisco, sede del 
Gobierno Civil y de la Diputación [250] . En cambio, en Madrid, la lucha 
por el control del poder revolucionario fue encarnizada. Después de 
conocerse el resultado del encuentro de Alcolea, la hora de la rebelión sonó 
al amanecer del 29 de septiembre. Tras el asalto al Parque de Artillería se 
produjo el linchamiento de un expolicía, estanquero en la plaza de Antón 


Martín, y de un bollero, que había delatado a dos sargentos huidos de la 
asonada de junio de 1866. También se produjeron agresiones al secretario 
de González Bravo, al director de La Época Ignacio José Escobar y a varios 
inspectores de Policía. Mientras que la reina, de vacaciones en San 
Sebastián, tomaba apresuradamente el camino de Francia, el comité secreto 
de los revolucionarios unionistas y progresistas que se hallaba en la capital 
formó una Junta Revolucionaria que estableció su sede en el Ayuntamiento 
bajo la presidencia de Nicolás María Rivero y nombró, de inmediato, a 
Pascual Madoz gobernador civil y a Ros de Olano capitán general. En 
respuesta, los demócratas constituyeron otra de tono más radical presidida 
por el brigadier Amable Escalante, secundado por Rivero, Carratalá, Chao, 
Figueras, Sorní, Morayta y otros miembros del partido, que repartió 40.000 
fusiles entre la población [251] . Este hecho consumado obligó a la fusión 
el 5 de octubre de ambas entidades en una Junta Superior revolucionaria 
elegida por sufragio universal. El día 8, la Junta de Madrid legitimó al 
Gobierno provisional, del cual fueron excluidos los demócratas, que 
recibieron en compensación la Alcaldía de Madrid. 

Por última vez, el junterismo desempeñó un papel crucial en una 
revolución en España. Durante la etapa previa a la revolución, las juntas de 
Madrid, Barcelona o Zaragoza desplegaron una actividad semiclandestina 
centrada en la edición y distribución de periódicos al margen de la censura 
imperante y la coordinación de la labor sediciosa de los partidos 
comprometidos. El relativo equilibrio en la capacidad bélica de los 
contendientes y el estrangulamiento de las comunicaciones en lo referente 
al transporte de tropas y a la rápida difusión de las noticias son las 
condiciones externas que hicieron posible el protagonismo insurreccional 
juntero. Bien es cierto que la mayoría de las juntas se crearon tras el triunfo 
de pronunciamiento en Cádiz. Según Firas Roel, en todas las ciudades 
sublevadas se repitió a grandes rasgos el mismo protocolo de actuación: 
intervención de la fuerza popular armada, movida por los agitadores 
republicanos; formación de juntas revolucionarias con elementos de los 
diversos partidos, y publicación de proclamas y manifiestos por esas juntas, 
con contenido y programa democrático, entre los que destacaba la libertad 
de cultos y de enseñanza, pero también la expulsión de los jesuitas, el 
destierro de algunos curas de sus parroquias, la retirada de imágenes 
religiosas de los lugares públicos, la prohibición del toque de campanas y la 
supresión o incluso el derribo de iglesias, conventos y seminarios [252]. A 


ello se unieron las proclamas para evitar una deriva espontánea de la 
rebelión popular, y limitaciones al armamento del pueblo en aras del 
mantenimiento del orden público. Las juntas de Gobierno también 
reconocieron a los nuevos ayuntamientos y a las juntas revolucionarias 
locales, poniendo en marcha la nueva Administración provincial. Su 
liquidación fue rápida y, en ocasiones, tumultuosa: tras reconocer al 
Gobierno provisional, la Junta Suprema Revolucionaria de Madrid se 
autodisolvió el 19 de octubre y, al día siguiente, Serrano ordenó la extinción 
de las demás, al tiempo que procedía al nombramiento de los nuevos 
gobernadores civiles, encargados de normalizar el poder a escala provincial. 
El 21 se emitió un decreto para la «reorganización» de los 40.000 
voluntarios armados que se habían movilizado en el transcurso del proceso 
revolucionario, lo que suscitó altercados y erección de barricadas en Cádiz 
hasta el 31 de octubre y, en Málaga, del 31 de diciembre al 2 de enero de 
1869 [253] . Entre noviembre y diciembre, el proceso revolucionario podía 
darse por concluido con la disolución de las últimas juntas —la de Teruel fue 
la postrera— y la purga de elementos más radicales de la Milicia Nacional. 

La que se vino en denominar revolución «Gloriosa» respondió a un 
modelo insurreccional híbrido de naturaleza civil y militar, donde la 
rebelión de la escuadra en Cádiz allanó el camino a varios actores (Ejército, 
juntas revolucionarias, milicia ciudadana y movilización popular) y a 
diferentes modelos de sublevación rural (partidas) y urbana 
(pronunciamiento y movilización insurreccional, revitalizada tras la batalla 
de Alcolea); todos ellos con una decisiva participación popular, que fue 
convenientemente alentada por las diversas tendencias del partido 
demócrata. Para Tuñón de Lara, la «Septembrina» fue el momento 
culminante de las conspiraciones de notables y los «pronunciamientos», por 
un lado, y de las actividades de las organizaciones clandestinas de base 
popular, por otro, que convergieron en un acto insurreccional que implicó a 
sectores sociales muy heterogéneos [254] . Eso resulta cierto, pero no lo es 
menos que fue el Ejército —al menos, una parte de él— el que preparó, inicio, 
decidió, culminó y clausuró el proceso revolucionario. 
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DESARROLLO Y FRUSTRACIÓN DEL PROCESO 
REVOLUCIONARIO: EL SEXENIO DEMOCRÁTICO (1868- 
1874) 


La revolución triunfante arbitró mecanismos de consenso para evitar que 
los miembros de la coalición vencedora recurrieran al procedimiento 
insurreccional como alternativa política. El manifiesto «España con honra», 
que retomaba los principios del Pacto de Ostende, proponía una base de 
acuerdo mediante la convocatoria de elecciones por sufragio universal y la 
determinación de la nueva forma de gobierno previa convocatoria de unas 
Cortes Constituyentes [1] . Las reglas del juego político quedaron aún más 
claras cuando, en el manifiesto de conciliación redactado por Nicolás María 
Rivero el 12 de noviembre de 1868, unionistas y progresistas aceptaron la 
monarquía democrática a cambio de que los demócratas transigiesen con la 
monarquía constitucional [2] . Aunque ello produjo la escisión del 
movimiento demócrata en el mayoritario Partido Republicano Democrático 
Federal (PRDF) y el sector minoritario accidentalista de los «cimbrios» 
(Rivero, Martos y Becerra), la promulgación de la Constitución en junio de 
1869 debiera haber permitido la estabilización del progresismo como clave 
de bóveda de la coalición monárquico-democrática instalada en el poder. 
Como aseguraba Massa Sanguineti, «el partido progresista, cuyos 
representantes constituían la mayoría de la Cámara, había cumplido sus 
ofertas y realizado con exceso su programa de 1865. El ejercicio de la 
libertad en todas sus manifestaciones estaba completamente asegurado en el 
nuevo Código. La seguridad individual en el libérrimo ejercicio de todos los 
derechos que constituyen la verdadera libertad civil y política, era ya una de 
las bases de la organización constitucional» [3] . 

Sin embargo, la conflictiva evolución del Sexenio, en el que se sucedieron 
diversos regímenes (gobierno provisional, regencia, monarquía democrática 
y repúblicas federal, unitaria y autoritaria) con creciente retralmiento 
partidista y apoyo social declinante, provocaron la ruptura de los consensos 
políticos básicos que habían dado origen a la «Gloriosa» y dejaron paso 
franco a la aceleración y la diversificación del proceso revolucionario (y 


contrarrevolucionario) en un contexto rupturista caracterizado por el 
empleo intensivo de la violencia. Ninguna fuerza política relevante 
renunció al uso de la fuerza en un momento u otro del Sexenio, lo que 
implicó el despliegue de repertorios de protesta muy variados, tanto de 
matriz tradicional como de factura innovadora. Se mantuvieron los desafíos 
tumultuarios frente a la consolidación del Estado nacional de cuño 
centralista: contra su capacidad extractiva (motines de quintas y de 
consumos), contra su capacidad coactiva (motines milicianos y castrenses) 
y contra su capacidad política (levantamientos municipalistas y 
provincialistas contra los representantes del poder central, con erección 
ocasional de juntas revolucionarias). Pero, a la par que se mantenían estos 
repertorios tradicionales de lucha, que apelaban a la demanda directa, a la 
acción tumultuaria y al espacio limitado de acción, el Sexenio aportó 
algunas novedades propias del moderno repertorio modular [4] , como las 
huelgas que proliferaron en mayo y junio de 1873 en Valladolid, Valencia o 
Sevilla, Cádiz o Sanlúcar de Barrameda; las marchas y las concentraciones 
políticas partidistas, y las manifestaciones callejeras en pos de un objetivo 
de carácter general. El tránsito de las juntas locales al comité revolucionario 
de alcance nacional, o del pronunciamiento al golpe de Estado, son 
ejemplos concretos de esa renovación de los comportamientos 
relvindicativos que comenzaba a intuirse en el último cuarto del siglo XIX. 


LAS INSURRECCIONES REPUBLICANAS DE 1868 Y 1869 


Durante la revolución, la Junta Suprema de Madrid creó una comisión de 
armamento bajo la autoridad del alcalde Rivero, que el 29 de septiembre 
dispuso la creación de compañías y batallones populares cuyos mandos 
serían elegidos por sufragio universal. El 24 de octubre, ya constituidos los 
nuevos ayuntamientos democráticos, un bando fijó las bases mínimas para 
el funcionamiento del cuerpo de los Voluntarios de la Libertad en Madrid, 
poniéndolos bajo la autoridad del alcalde. Un nuevo bando fechado el 22 de 
noviembre, que instituía en Madrid la Milicia Ciudadana, señalaba que sus 
cometidos eran «la garantía del orden, salvaguardia de la propiedad, amparo 
de la familia, escudo de la autoridad legítima». Según el artículo 1 del 
Reglamento de la Milicia Ciudadana de Madrid del 1 de junio de 1870, el 
cometido de esta fuerza era «defender la libertad, el orden y las leyes» [5] . 


El ejemplo de la capital fue imitado de inmediato en otras ciudades. Por 
Decreto del 17 de noviembre de 1868 (Gaceta del 18, complementado por 
otro Decreto del día 24), el ministro de la Gobernación, Práxedes Mateo 
Sagasta, estableció a escala nacional una Milicia Ciudadana estructurada en 
batallones, que al no ser mantenida por el Gobierno o por los municipios, 
esperaba que fuera controlada por los sectores conservadores de clase 
media, cuya lealtad hacia el nuevo régimen se consideraba una garantía de 
moderación necesaria para la finalización del proceso revolucionario 
burgués. El ministro atribuía al cuerpo un carácter «interino y transitorio», 
limitaba su formación a ciudades de «crecido vecindario» y lo ponía bajo la 
autoridad del alcalde respectivo, de modo que los llamados Voluntarios de 
la Libertad limitaron su ámbito de actuación a las capitales de provincia y a 
los pueblos de más de 10.000 habitantes que hubieran levantado con 
anterioridad una fuerza popular armada de características similares a la que 
se pretendía reimplantar. Temeroso Sagasta de que la Milicia causara 
revueltas por estar compuesta mayoritariamente de republicanos, sugirió 
que los ayuntamientos procedieran a rectificar el alistamiento de la fuerza 
ciudadana y prohibieran que sus miembros portasen armas y se reunieran en 
los días en que se verificasen las elecciones a Cortes. También se preveía la 
posibilidad de su disolución por el Gobierno si se levantaba en contra del 
régimen establecido [6] . 

Los Voluntarios, que en el momento de su creación ascendían a unos 
40.000, en su mayor parte jornaleros y proletarios (en la capital, estos 
grupos constituían el 30 por 100 de la fuerza total), empujaban 
decididamente hacia las ideas socializantes y la República en ciudades 
como Madrid, Barcelona o Valencia, mientras que la burguesía, en trance de 
conservadurización, intentó desvirtuarlos o anularlos. El progresista 
histórico Pascual Madoz sugirió un retorno in toto a la Milicia Nacional del 
Bienio Progresista, como garantía de defensa de la propiedad y como 
contrapeso a los Voluntarios de la Libertad, que atesoraron un carácter 
mucho más popular y democrático que las anteriores experiencias 
milicianas. La polarización social del Sexenio, sobre todo con la aparición 
del proletariado organizado como fuerza política que tener en cuenta, 
impulsó a la milicia en la dirección opuesta a la deseada por los sectores 
conservadores. De hecho, los Voluntarios de la Libertad constituyeron el 
último acto de la progresiva radicalización miliciana constatable desde el 
Trienio, al incluir entre sus filas a militantes internacionalistas [7] . En 


consecuencia, los sectores conservadores buscaron garantizar el derecho de 
propiedad mediante el recurso habitual a la Guardia Civil y el empleo 
ocasional de un Ejército crecientemente profesionalizado y moderado. 


Los levantamientos de Cádiz y Málaga (diciembre de 1568-enero de 1869) 


Los republicanos no aceptaron este control del voluntariado popular, sobre 
todo cuando fueron desarmadas las milicias locales que habían sido 
constituidas espontáneamente en Málaga, Sevilla, Jerez, Cádiz, Tarragona y 
Barcelona. El 21 de septiembre tuvo lugar en Alcoy una sublevación en 
protesta contra estas medidas restrictivas: los insurrectos organizaron una 
Junta Revolucionaria, desarmaron a la Guardia Civil, raptaron a algunos 
familiares de los mayores contribuyentes y cortaron las comunicaciones de 
la ciudad con el exterior, a la espera de la llegada del Ejército desde 
Valencia. El bombardeo efectuado el 25 por las fuerzas gubernamentales 
determinó la rendición y la huida de los principales cabecillas [8] . Ese 
mismo día estalló en Barcelona una algarada ocasionada por el intento de 
desarme de los Voluntarios de la Libertad, dirigidos por reconocidos 
dirigentes federales como Joan Tutau, Pere Pous, Joan Aleu, Fermí Villamil 
o Joan Chavarria. También comenzaron a proliferar partidas demócratas y 
republicanas, que se mantenían en alerta intermitente desde las intentonas 
de Prim de 1865 y 1867. 

El malestar aumentó cuando se supo que el proyecto de Constitución no 
recogía la posibilidad de mantener una fuerza armada ciudadana de carácter 
estable y cobertura nacional. El ambiente de crispación se acentuó cuando 
el 21 de octubre el Gobierno provisional decretó la disolución de las juntas 
y la entrega de las armas en poder de los milicianos. Cuatro días más tarde, 
el Gabinete hizo público un manifiesto en donde, de forma sibilina, se 
decantaba por el principio monárquico. La reacción de los demócratas no se 
hizo esperar: a fines de ese mes, el partido pasaba a definirse oficialmente 
como republicano. Sagasta, que había mostrado en sus circulares su 
desconfianza hacia esa formación política como instigadora de las revueltas 
en Andalucía y Levante, pospuso las elecciones municipales previstas para 
el 1 de diciembre de 1868 al 18 del mismo mes. Para evitar que algún 
mando del Ejército encabezase una asonada, el ministro de la Gobernación 


publicó en los últimos días de noviembre una orden que impedía que los 
militares tomasen parte en asociaciones o reuniones de carácter político. 

A pesar del acoso gubernamental, los republicanos cosecharon un 
excelente resultado en las elecciones locales y asumieron el control político 
de veinte capitales, con la significativa excepción de Madrid. Buena parte 
del éxito se debió a la enérgica actividad de los clubes republicanos que, 
junto con los Voluntarios de la Libertad, se erigieron en el centro de la vida 
social del radicalismo popular urbano durante el Sexenio, y en un embrión 
de doble poder frente a los representantes institucionales ubicados en los 
ayuntamientos. La vocación insurreccional de los clubes republicanos, 
partidarios de la construcción federal «desde abajo» mediante una política 
de hechos consumados, era condenada por líderes centristas como 
Francisco Pi y Margall, pero la tentación de alzarse en armas reaparecería 
con fuerza durante el movimiento cantonalista del verano de 1873. 

Entre noviembre de 1868 y febrero de 1869, se organizaron continuos 
mítines y manifestaciones electorales, e incluso conatos de rebelión en 
algunas capitales andaluzas. La agresión gubernativa al poder municipal 
provocó manifestaciones republicanas el 19 de noviembre en Málaga, el 22 
en Barcelona y el 29 en Madrid. En Cádiz, el rechazo popular a un alcalde 
no elegido por sufragio universal, y la circulación de rumores sobre la 
llegada de fuerzas militares para reprimir una huelga obrera que había 
estallado en El Puerto de Santa María, condujeron a graves incidentes entre 
soldados y trabajadores en paro, que comenzaron a erigir barricadas. El 4 de 
diciembre el gobernador militar, el mariscal Joaquín de Peralta, ordenó la 
entrega de todas las armas en poder de los paisanos, incluidos los 
Voluntarios de la Libertad. La milicia gaditana se negó, y la algarada derivó 
en franca insurrección a partir del día 5. El gobernador civil accidental se 
vio constreñido a resignar el mando, y el gobernador militar declaró el 
estado de guerra en toda la provincia, con arreglo a la Ley de 1821. El 
levantamiento se extendió ese día por el centro de la ciudad en forma de 
185 barricadas. Cádiz permaneció bajo el control de una Junta 
Revolucionaria. El día 7, las fuerzas gubernamentales atacaron sin éxito el 
Ayuntamiento y, en la mañana del 8, a petición del cuerpo consular, el 
Gobierno solicitó un armisticio de 48 horas que le permitió organizar la 
respuesta militar. El 11, la proximidad del capitán general de Andalucía, 
Antonio Caballero de Rodas, con 8.000 hombres procedentes de Jerez, 
desembocó en una alarma general y un conato de asedio hasta que los 


rebeldes depusieron las armas a las seis de la mañana del domingo día 13 
[9] . Tras la entrada de las fuerzas del Gobierno dos días más tarde, 
comenzó el recuento de víctimas. En 1869, Luis Mejías Escassy dudaba de 
los partes oficiales y contabilizaba, sólo para los días 5 a 8 de diciembre, 
350 bajas entre la tropa y 150 entre los milicianos, de las que una tercera 
parte —unos 166-— serían fallecidos [10] . El 29 de diciembre un Consejo de 
Guerra juzgó a uno de los líderes republicanos más conspicuos, Fermín 
Salvochea, que había actuado como comandante del segundo batallón de 
Voluntarios de la Libertad. Tras ser capturado y encarcelado en el castillo de 
Santa Catalina, el día 30 fue condenado a treinta años de destierro a 
ultramar, pero obtuvo la libertad tras la amnistía del 2 de mayo de 1869. 

El ejemplo gaditano tuvo resonancia inmediata en la provincia de Málaga, 
donde los milicianos se aprestaron a la defensa desde el 14 de diciembre, en 
plena campaña de las elecciones municipales. El levantamiento de la capital 
se produjo el 30, tras el paréntesis navideño, cuando se supo que las tropas 
de Caballero de Rodas se aproximaban a la ciudad. Aunque algunos grupos 
de milicianos —los titulados «nacionales de orden»— se negaron a participar 
en la lucha, la mayor parte del voluntariado, apoyado por 1.500 campesinos, 
se movilizó organizando defensas, baterías, barricadas y retenes armados. 
El 31, Caballero de Rodas declaró el estado de guerra, y Pavía lo puntualizó 
desde el Gobierno Militar. Cercada por mar y por tierra, la ciudad fue 
concienzudamente bombardeada. El día de Año Nuevo se libró una batalla 
que dejó vía libre a la irrupción de las tropas gubernamentales, que 
colocaron rehenes civiles en la vanguardia de su avance, incendiaron 
edificios, saquearon propiedades y acuchillaron en sus domicilios a 
ancianos y mujeres. Málaga quedó sometida el día 2, al precio de 13 
milicianos muertos y 32 heridos en la defensa de las barricadas [11] . 
Empero, la agitación federal se mantuvo y brotó ocasionalmente en Sevilla 
a fines de febrero de 1869 y en Paterna y Jerez en marzo. En ese mes y en 
abril, se produjeron en la región grandes manifestaciones en contra de las 
quintas. 


El gran levantamiento federal de octubre de 1869 


Con tales antecedentes, la campaña electoral para las Cortes 
Constituyentes de mediados de diciembre de 1868 resultó extremadamente 


tensa y se centró de forma casi exclusiva en el debate sobre la forma de 
gobierno deseable para el país. Tras los comicios, el republicanismo inició 
una campaña en contra del centralismo, que desembocó en la firma de 
acuerdos federales entre los comités provinciales del partido. En mayo de 
1869, los federalistas de la antigua Corona de Aragón firmaron el Pacto de 
Tortosa. La dirección del PRDF quedó al margen de su elaboración, pero 
señaló el camino para la concertación de los federalistas a nivel local, 
provincial y regional. El 15 de junio, tras la ratificación parlamentaria de la 
Constitución monárquica, se firmó en Valladolid un acuerdo de las 17 
provincias de Castilla la Vieja, León, Castilla la Nueva y Albacete [12] . El 
Comité Republicano de Gijón efectuó un llamamiento a las provincias de 
Asturias, Santander y Vascongadas para concertar el pacto federal 
cantábrico. En La Coruña, se ensayó una alianza galaico-asturiana y, en 
Córdoba, se firmó a inicios de 1869 un acuerdo vinculante de todas las 
provincias andaluzas y extremeñas, además de Murcia. Los pactos federales 
suscritos en esta época proponían la reorganización del partido para la 
defensa de los derechos políticos de los ciudadanos y legitimaban la 
insurrección si estos eran conculcados. El 30 de junio se firmó en Madrid 
un Pacto General por el que se creaba un Consejo Federal provisional, que 
reclamaba la constitución de una República democrática federal. Los pactos 
federales no sólo actuaron como el anticipo de la futura concepción 
descentralizada del Estado, sino que aspiraron a constituir un poder paralelo 
a través del despliegue de este movimiento «superjuntero» con vocación 
revolucionaria. De hecho, el artículo 4 del Pacto de Tortosa reclamaba el 
derecho de insurrección en caso de que peligrasen los derechos 
democráticos. 

Estando las Cortes cerradas por las vacaciones veraniegas, estalló una 
intentona carlista, frente a la cual los Voluntarios de la Libertad y los 
republicanos proclamaron su disposición de ayudar al Gobierno, pero la 
amenaza sirvió de excusa al Gabinete para recortar los derechos políticos de 
forma indiscriminada. Por Decreto del 22 de julio de 1869, Sagasta 
recuperó la Ley del 17 de abril de 1821 sobre el modo de proceder en las 
causas de conspiración directa y a mano armada contra la Constitución y la 
seguridad interior y exterior del Estado, lo que implicaba la extensión del 
fuero militar a estos delitos, achacados oficialmente a los carlistas, pero 
endosados también a los republicanos. También otorgó a los gobernadores 
civiles poderes discrecionales para reprimir alteraciones y desórdenes 


públicos, incitando a los capitanes generales para que, de acuerdo con los 
alcaldes y gobernadores, persiguiesen a las partidas y fusilasen a quien 
fuera capturado con las armas en la mano [13] . En respuesta, los 
federalistas más irreductibles, que distinguieron a Sagasta con el apelativo 
de «Calomarde Ib», comenzaron a hacer preparativos y agrupamientos de 
efectivos, a la par que diputados insurreccionalistas como Fermín 
Salvochea o Rafael Guillén efectuaban, a mediados de agosto, giras de 
propaganda por Medina Sidonia, Paterna, Ubrique o Grazalema. El 28 de 
junio, duodécimo aniversario de la insurrección de 1857, hubo un conato 
insurreccional en Sevilla, resuelto en pocas partidas, que circularon por la 
comarca al margen de los dirigentes oficiales hispalenses [14] . 

A fines de septiembre de 1869, la prensa difundió la noticia de que, en las 
principales ciudades, el PRDF se armaba a través de sus comités para 
resistir la solución monárquica que habían impuesto las Cortes 
Constituyentes. El primer incidente serio se había producido en Madrid el 9 
de ese mes, cuando el alcalde Nicolás María Rivero, en su calidad de jefe 
de los Voluntarios de la Libertad, mandó trasladar a la guardia miliciana 
establecida en el Ministerio de la Gobernación, medida que fue acogida por 
los voluntarios como un acto de desconfianza que los llevó a ocupar a viva 
fuerza el edificio oficial. In extremis, Pi y Margall logró evitar el 
derramamiento de sangre entre milicianos y soldados. 

Los viajes de propaganda preinsurreccional derivaron en violencia: el 
efectuado el 23 de septiembre por el general Blas Pierrard a Tarragona 
degeneró en tumulto cuando el secretario del gobernador civil, Raimundo 
de los Reyes, se acercó de forma poco prudente, revólver en mano, a 
exigirle a Pierrard que sus correligionarios no enarbolaran banderas 
republicanas. Tras ser apuñalado, su cadáver fue arrastrado hasta el muelle. 
Ante la gravedad de los hechos, el ministro de la Gobernación ordenó al 
gobernador civil la disolución de todos los clubes republicanos en 
Tarragona y Tortosa, el desarme de los Voluntarios de la Libertad, la 
prohibición de las manifestaciones republicanas y el encarcelamiento de 
Pierrard. Los republicanos locales, indignados por su inculpación en el 
asesinato, se aprestaron a la resistencia. Las barricadas comenzaron a brotar 
en Tarragona el día 25 [15] . Mientras tanto, el comité provincial 
republicano federal barcelonés convocó la tercera reunión del Pacto de 
Tortosa para organizar la defensa conjunta de los territorios concernidos por 
el acuerdo si el Gobierno se decidía a utilizar al Ejército en contra de los 


federales. Prim reforzó la guarnición de Barcelona el 24 de septiembre y 
dictó al capitán general de Cataluña, el progresista Eugenio Gaminde, la 
siguiente orden: 


Tan luego como te veas frente a la insurrección, atácala con todo vigor, sin escuchar a las 
comisiones que, a guisa de mediadoras, se te presentarán; esto será una añagaza para dar tiempo 
de la llegada de los del Llobregat, donde el levantamiento será más nutrido. Dentro de la ciudad 
tienes bastante con doscientos caballos; el resto, con un batallón bien mandado, y cuatro piezas de 
montaña, envíalas sin tardanza al Llano, a fin de que los sublevados del campo, cuando se dirijan 
a Barcelona, se vean verdaderamente atacados y pierdan su moral, dispersándose sin norte fijo 
[16]. 


Fue en la ciudad condal donde estalló el primer enfrentamiento armado 
entre tropas leales al Gobierno de Serrano-Prim y milicianos civiles 
(Voluntarios de la Libertad) genéricamente republicanos. El 25 de 
septiembre, tras extenderse el rumor del desarme de los batallones 
prorrepublicanos de los Voluntarios, los milicianos federales se dirigieron a 
sus cuarteles. Mientras que las tropas del Ejército y los Voluntarios no 
republicanos ocupaban la plaza Nacional (actual plaza Real) y la autoridad 
gubernativa confirmaba el desarme obligatorio, la rápida formación de una 
comisión negociadora integrada mayormente por dirigentes federalistas 
nada proclives a la «resistencia activa» no impidió la erección de barricadas 
en Sant Antoni, Ponent, Carme, Hospital y otras calles y plazas del oeste de 
la ciudad esa misma tarde. Después de que el capitán general Gaminde 
detuviera a los republicanos que habían ido a parlamentar, se formó una 
Junta Superior Revolucionaria contra el parecer del comité local del PRDF. 
El Ejército atacó los parapetos esa misma tarde, cobrándose 15 muertos, 
una decena de heridos y un centenar de prisioneros [17] . Los milicianos 
rindieron las armas, la ciudad fue ocupada militarmente y el Ayuntamiento 
fue disuelto por el capitán general el día 28. Todos estos sucesos 
coincidieron con una gran huelga de la industria algodonera, que se inició a 
mediados de agosto y acabó a inicios de octubre. El aparato organizativo 
del PRDF quedó muy deteriorado, ya que la pasividad mostrada por la 
mayoría de sus parlamentarios no agradó a las bases federales catalanas 
[18]. 

También el día 25 de septiembre el ministro de la Gobernación, Práxedes 
Mateo Sagasta, había remitido a los gobernadores civiles una circular sobre 
orden público en la que afirmaba que el Gobierno había respetado los 
derechos individuales, pero constataba que en reuniones y manifestaciones 


se ostentaban lemas contrarios a la forma de gobierno sancionada en las 
Constituyentes, y que las asociaciones republicanas, «prestando a sus 
individuos las fuerzas de su colectividad, les excitan por medios directos e 
indirectos a la rebelión e inflaman a las masas ignorantes con predicaciones 
subversivas, poniendo en peligro la seguridad del Estado». En 
consecuencia, ordenaba a los gobernadores que «disuelvan aquellas 
asociaciones que no cumplan con los reglamentos y acuerdos del decreto 
del 20 de noviembre de 1868 y que no toleren gritos subversivos, ataques a 
la Constitución, ni amenazas a la propiedad, suspendiendo aquellas 
asociaciones que incurran en estos hechos». 

En aplicación de esta orden, numerosos ayuntamientos fueron destituidos 
por los gobernadores civiles, que habían visto reforzado su poder en virtud 
de la aplicación de leyes de excepción. Las discusiones de los dirigentes 
republicanos sobre la conveniencia de recurrir a la sublevación no se 
produjeron hasta los sucesos de Tarragona, la rebelión barcelonesa y la 
polémica circular de Sagasta. El pacto federal catalano-aragonés recabó la 
ayuda de los demás. La minoría federal en las Cortes era partidaria del 
levantamiento, pero una mayoría del partido republicano aún parecía remisa 
a dar ese incierto paso. El 27 de septiembre Orense, Figueras y Castelar 
firmaron circulares llamando a la insurrección, pero se produjo una gran 
confusión por las sucesivas órdenes y contraórdenes que se fueron 
lanzando. Más de 80 representantes de las provincias llegaron a Madrid a 
reclamar instrucciones, en el momento preciso en que se intensificaban los 
combates en Barcelona [19] . Ese mismo día, las algaradas se extendieron a 
las comarcas centrales catalanas, y el 1 de octubre 
a Reus, Valls, Montblanc, Lérida y Tortosa [20] . 

También el 1 de octubre Sagasta presentó ante las Cortes un proyecto de 
ley de suspensión de garantías constitucionales (con la consiguiente 
limitación de los derechos de asociación, reunión, manifestación y 
pensamiento) y de autorización para declarar el estado de guerra en la parte 
del territorio que el Gobierno estimase conveniente. Los diputados 
republicanos protestaron airadamente. Dos días después, cuando Prim 
ordenó la declaración de la ley marcial en las provincias que resultaran 
afectadas por la rebelión en ciernes, la minoría republicana abandonó la 
Cámara. La aparición en la Gaceta del día 6 de la ley de suspensión de 
garantías fue la señal para el desencadenamiento de la insurrección general, 
que implicó a 45.000-60.000 militantes, liderados por 15 de los 60 


diputados republicanos, cuyos nombres fueron leídos por Prim en la sesión 
parlamentaria del 9 de octubre. La sublevación afectó a las zonas de 
predominio republicano (Andalucía, Aragón, Cataluña y Valencia) y, en 
menor grado, a Castilla la Vieja y Galicia. La asonada adoptó, en principio, 
la forma de partidas rurales, que ocuparon y retuvieron por pocas horas 
algunos pueblos y pequeñas ciudades. 

Tras la disolución de las juntas revolucionarias, la promulgación de la 
Constitución monárquica y la concertación de pactos federales, en el otoño 
de 1869 sobrevino una oleada de levantamientos federales, que ha sido 
definida «la mayor insurrección civil de la España liberal» [21] . La 
sublevación estalló de forma escalonada, sin coordinación ni liderazgo. En 
Andalucía, los primeros movimientos sediciosos comenzaron el 1 de 
octubre en algunos pueblos de la provincia de Cádiz, que es donde la 
agitación tuvo mayor incidencia. Ese día, unos 200 jornaleros se levantaron 
en Paterna encabezados por Fermín Salvochea y se dirigieron a Medina 
Sidonia, donde encontraron encastillados a las autoridades, carabineros y 
mayores propietarios, aunque lograron requisar armas, municiones, 
comestibles y caballos. El 4 de octubre entraron en Alcalá de los Gazules, 
después de haber engrosado sus fuerzas hasta el millar de hombres. La 
partida nombró una Junta Revolucionaria, impuso una contribución de 
15.000 reales a los mayores contribuyentes y requisó armas, caballerías y 
víveres. El 5 hubo levantamientos en Las Cabezas de San Juan y otras 
poblaciones. Al día siguiente, el capitán general declaró el estado de guerra. 
En coincidencia con estos sucesos, el diputado federal José Paúl y Angulo 
levantó una partida con algunas docenas de trabajadores en Sotillo del 
Trobar, cerca de Arcos de la Frontera, donde entró con 200 insurrectos en la 
madrugada del 3 de octubre, proclamando la república federal y endosando 
una fuerte contribución a los hacendados. Tras contactar en El Bosque con 
Salvochea, ambos fueron derrotados por fuerzas de carabineros en Algar, 
donde sus fuerzas sufrieron medio centenar de muertos. Los insurrectos se 
fueron retirando ante la falta de apoyo popular. Una parte resistió en la 
Sierra de Líbar, en el límite de la provincia de Cádiz con la de Málaga, 
antes de marchar hacia el norte y ser definitivamente vencidos el 15 de 
octubre en una llanura próxima a Benaoján, donde las tropas del coronel 
Luque ejecutaron a unos 150 insurrectos; entre ellos, el diputado Rafael 
Guillén y el joven Cristóbal Bohórquez, que habían levantado algunas 
guerrillas. Paúl y Angulo se escondió en Huelva, mientras que Salvochea y 


un reducido número de rebeldes lograron ponerse a salvo en Gibraltar [22] . 
Tras un periplo por París, Ginebra y Tánger, Salvochea retornaría a España 
tras la amnistía concedida en el verano de 1870. 

En la provincia de Málaga, se aprestaron a la lucha miles de republicanos, 
pero las discrepancias entre sus dirigentes retrasaron el levantamiento hasta 
su derrota en casi toda España. Se levantaron partidas (como la del 
presbítero Esteban de Ribas, al mando de 2.458 federales, o los 300 
hombres alzados por Solier) en la Axarquía y los montes de Málaga; el 
presbítero Romero merodeó por la serranía de Ronda y el comandante Mesa 
hizo lo propio en Huelva. Un grupo asaltó el cuartel de la Guardia Civil de 
La Carolina, antes de retirarse a Sierra Morena. En Sevilla capital, el 
levantamiento no llegó a intentarse, pero, desde el 4 de octubre, hubo 
conatos de sublevación en Castilleja del Campo, Escacena del Campo, 
Castilblanco y, sobre todo, en la comarca de Carmona, Utrera y Osuna, 
hasta el gran levantamiento que se produjo en El Arahal a las once de la 
noche del lunes día 5 [23] . En esa localidad, una multitud de federales 
procedente de Utrera asaltó el Ayuntamiento, se incautó de los fondos 
existentes en las arcas del municipio, requisó todas las armas y caballos del 
vecindario y cortó la vía férrea y la comunicación telegráfica. Al amanecer 
del miércoles salió la gavilla, compuesta de 40 jinetes y unos 200 infantes 
mal armados a las órdenes del diputado José Fantoni y de Navarrete, 
excomandante de la Guardia Municipal de Marchena. El presbítero 
Pedregal arengó al grupo armado, encareciendo el respeto a personas y 
propiedades, pero el grupo insurrecto no dispuso de mucho tiempo para 
actuar, ya que fue batido el día 12 en Setenil. También en Carmona se 
proclamó la república en la madrugada del 5, se eligió una Junta 
Revolucionaria, se levantaron barricadas y se preparó la defensa, pero las 
desavenencias entre republicanos moderados y radicales permitieron la 
recuperación sin resistencia de la población por un reducido contingente de 
fuerzas del Gobierno el día 7. En Granada, ante la inquietud que mostraban 
los Voluntarios de la Libertad, el capitán general Antonio del Rey declaró el 
estado de guerra el 6 de octubre y, dos días más tarde, ordenaba la 
disolución de la milicia. Dos partidas de 200 hombres huyeron a Sierra 
Nevada, donde permanecieron hasta que fueron batidas por fuerzas del 
regimiento del príncipe y somatenes cerca de Jerez del Marquesado, con un 
balance de 6 muertos, 8 heridos y 200 prisioneros. Tras recuperar el control, 
el Gobierno ordenó la disolución de los ayuntamientos federales [24] . 


La del otoño de 1869 fue la más amplia insurrección popular de la historia 
contemporánea de Andalucía [25] . Su desarrollo respondió a criterios 
bastante homogéneos. Normalmente, se proclamaba la república federal en 
una localidad; los ayuntamientos y los clubes republicanos constituían una 
milicia y se formaba una partida que intentaba entrar en otros pueblos para 
conseguir fondos y armas, abastecerse y extender el movimiento 
revolucionario. Cuando se recibían noticias de la llegada inminente de las 
fuerzas gubernamentales (con predominio de Guardia Civil y carabineros), 
se huía hacia otra localidad y se repetía el mismo esquema, esperando el 
engrosamiento de la partida con nuevos simpatizantes [26] . El movimiento, 
ampliamente anunciado, puso en guardia a las autoridades, que 
concentraron fuerzas militares en los puntos clave de la región. El 
alzamiento urbano no se produjo, y la insurrección derivó en la formación 
de partidas de obreros y campesinos que recorrieron las comarcas rurales de 
fuerte implantación federal para evitar ser desarmadas. Según datos 
anunciados por Prim el 24 de octubre de 1869, hubo 629 bajas militares, 
con 4 jefes, 15 oficiales y 91 soldados o guardias muertos. Las pérdidas 
entre los insurrectos fueron, sin duda, mucho más numerosas, sobre todo en 
la serranía de Ronda, donde se ejecutó a muchos al ser apresados. La 
rebelión andaluza terminó con una gran derrota, ya que los federales 
perdieron a sus representantes en las instituciones locales y vieron 
seriamente comprometida su organización legal y electoral. La represión 
provocó una amplia desorganización del republicanismo y atemperó la 
intensa agitación popular iniciada en el año 1868 [27] . 

El 30 de septiembre de 1869, con gran apoyo popular, se proclamó la 
República en Barbastro, pero la llegada de un regimiento hizo que los 
sublevados huyeran hacia Benasque y Benabarre. También hubo resistencia 
federal en la localidad asturiana de Pruneda del 6 al 8 de octubre. Cuando el 
movimiento parecía sofocado, se produjo la rebelión más sangrienta, que 
fue la de Valencia donde, tras varias colisiones entre monárquicos liberales 
y republicanos, el gobernador José Peris y Valero publicó un bando el 4 de 
octubre dirigido a dispersar las partidas republicanas, pero le prometió al 
alcalde José Antonio Guerrero y Ludeña que no disolvería los batallones de 
la Milicia. Sin embargo, el capitán general Fernando Primo de Rivera 
declaró el estado de guerra el día 6 y ordenó la disolución de los Voluntarios 
dos jornadas después, alegando que la rebelión había cundido entre sus 
oficiales. Amenazó que quien no hiciera entrega de las armas en dos horas 


sería considerado reo de rebelión y juzgado sumariamente por un Consejo 
de Guerra. La corporación municipal, desautorizada, presentó su dimisión 
al gobernador civil, con lo que el poder local, de facto, se trasladó al 
directorio que estaba organizando la insurrección. Estas polémicas 
decisiones precipitaron la rebelión, que se articuló en tres frentes: la 
movilización paramilitar en la capital, la gestión política del directorio 
revolucionario y el alzamiento de partidas republicanas en varios pueblos. 

La insurrección urbana fue protagonizada por los seis batallones de 
milicias (unos 3.000-4.000 hombres), que se enfrentaron a las columnas de 
soldados regulares, a las que infligieron grandes bajas en sus planas 
mayores. Incluso obtuvieron la rendición de varias compañías del 
regimiento de Toledo el 9 de octubre. La rebeldía se prolongó hasta el día 
16, mientras que el capitán general organizaba cuatro columnas para atacar 
la ciudad. Unos 6.000-10.000 insurrectos erigieron 922 barricadas, todas 
ellas numeradas para facilitar las Órdenes de movimientos que daba el 
directorio revolucionario. Hubo calles defendidas por más de nueve 
reductos sucesivos. En suma, las barricadas convirtieron el centro de 
Valencia en una auténtica fortaleza, con el mercado como núcleo de 
confluencia de la insurrección, igual que había sido en meses anteriores el 
centro preferente de reunión política. El 16, unidades gubernamentales se 
apoderaron de casi todos los suburbios de la ciudad, donde se fortificaron 
las barriadas a la espera del inminente bombardeo. Tras el lanzamiento de 
más de 1.500 proyectiles y 1.300 granadas, se produjo la violenta irrupción 
en la ciudad de unos 20.000-22.000 soldados y guardias civiles. Los 
choques, que continuaron hasta la rendición y dispersión de la Milicia el 
mismo día 16 de octubre, provocaron 70 muertos, centenares de heridos y 
más de 700 prisioneros [28] . 

La insurrección federal de 1869 se expandió, sobre todo, por la franja 
litoral mediterránea. Se levantaron partidas como las lideradas por José 
Pérez Guillén (El Enguerino) y Salvador Perelló, de 800 y 500 
combatientes respectivamente, que acudieron en defensa de Valencia, o las 
de El Pintor (200 hombres en Sueca, Candía, Oliva y Guadasuar), Mata, 
Tomás Bertomeu Menor Tomaset de Petrel (inmediaciones de Alicante), 
Emigdio Santamaría (Orihuela y Dolores), Jerónimo Poveda (200 hombres 
en Espinardo) o Palloch en Alcoy, donde se destruyó el registro de la 
propiedad [29] . En Alicante, Froilán Carvajal lideró la insurrección en 
favor de la República, pero fue hecho prisionero por las tropas del general 


Arrando y ejecutado en Ibi, como también lo fue el joven guerrillero 
Palloch. 

En Murcia, la insurrección del republicanismo intransigente alentada por 
José María Orense y coordinada por Enrique Rodríguez Solís tenía como 
objetivo levantar toda la periferia mediterránea, con esta ciudad como punto 
de conexión con Andalucía y Levante. El socialista jacobino Antonio 
Gálvez Arce (Antonete), con el apoyo de un grupo numeroso de vecinos de 
Torreagúera y Beniaján, trató de asumir el control de la capital, pero, tras 
ser frenado por la Junta Revolucionaria progubernamental dirigida por 
Jerónimo Torres, transformó un batallón de Voluntarios de la Libertad en 
una partida guerrillera, que se refugió en las cumbres del monte Miravete. 
El gobernador civil envió al resto de las compañías milicianas y fuerzas de 
la Guardia Civil, carabineros y cazadores de Córdoba, con el propósito de 
reducir a los rebeldes. Estos fueron desbaratados el 4 de octubre, antes de 
que el activista federal Jerónimo Poveda pudiera sublevar otros dos 
batallones de milicianos en la capital. Gálvez y Poveda tuvieron que huir y 
exiliarse a Argel hasta acogerse a la amnistía de marzo de 1870 [30] . 

En Cataluña, donde unos 8.000 republicanos se alzaron en armas, el 
ejemplo precoz de Barcelona fue imitado en otras localidades. El 28 de 
septiembre los comités provinciales resignaron sus poderes en manos de 
una Junta Revolucionaria que fue dirigida por el diputado por Gerona Pere 
Caimó 1 Bascós, que el 4 de octubre proclamó la república democrática 
federal en Gerona, y se encargó de levantar al resto del Principado. En 
Vilanova 1 la Geltrú, los enfrentamientos iniciados el 29-30 de septiembre 
entre los milicianos republicanos y las tropas regulares (apoyadas por 
«voluntarios gubernamentales» de ideología monárquica) se resolvieron a 
favor de estos últimos, que se hicieron con el control de la villa el 1 de 
octubre, al precio de la vida de cuatro militares y dos civiles [31] . En Reus, 
el poder fue detentado por los republicanos del 1 al 3 de octubre, con el 
apoyo de un gran número de trabajadores textiles, que lograron preservar la 
paz local con la formación de una Junta Revolucionaria republicana de 
amplia base. Tras rehuir el combate con las fuerzas militares enviadas por el 
Gobierno para reasumir el control, los rebeldes abandonaron la ciudad en la 
noche del 2 al 3 de octubre. Cerca de 2.000 se presentaron tres días más 
tarde en Cornudella al general Gabriel Baldrich (comandante de las fuerzas 
de operaciones en Tarragona y Lérida y antiguo miliciano del Camp de 
Tarragona), quien les impuso la entrega de las armas, pero no infligió 


ningún castigo grave a los insurrectos. En Gerona, el alzamiento fue 
dirigido desde el 3 de octubre por Francesc Sunyer 1 Capdevila, como 
reacción al desarme de los Voluntarios en Tarragona y Tortosa [32] . 
Millares de federales tomaron el Ampurdán (al parecer, dos millares se 
unieron a Sunyer), la comarca de La Bisbal y el Pirineo, donde José Toribio 
de Ametller levantó una partida. En el llamado «foco de La Bisbal» se 
llamó a somatén, se ocuparon conventos, se tomaron los ayuntamientos, se 
cortaron los accesos a las poblaciones y se efectuaron recaudaciones 
forzosas de dinero y armamento [33] . El 6 de octubre las tropas 
gubernamentales al mando del brigadier Romualdo Crespo atacaron La 
Bisbal, pero la encarnizada resistencia interpuesta por los federales les 
obligó a retroceder. Crespo urdió una estratagema, haciendo prisionero al 
jefe republicano Pere Caimó cuando iba a parlamentar. Ante la amenaza de 
fusilamiento y el anuncio de la llegada de nuevos efectivos, los rebeldes se 
dispersaron, dejando 9 muertos y 60 heridos sobre el terreno. El 9 de oc- 
tubre el capitán general Gaminde decretó el estado de guerra en toda 
Cataluña. Los enfrentamientos entre rebeldes y tropa continuaron hasta 
inicios de noviembre, y la ley marcial se mantuvo hasta mediados del mes 
siguiente. Caimó fue sentenciado a muerte por un Consejo de Guerra, pero 
finalmente fue indultado por Prim. 

Se produjeron también chispazos aislados en puntos aislados de otras 
provincias (Logroño, Valladolid, Huesca, Coruña o Cáceres), en donde los 
republicanos armaron a sus batallones de Voluntarios de la Libertad, 
compuestos mayoritariamente de federalistas. Hubo guerrillas federales en 
Salamanca (la república fue proclamada en Béjar por José María Orense), 
Asturias y Orense. En Castilla la Nueva (Ciudad Real, Cuenca, Toledo y 
Albacete), la Guardia Civil recibió orden de concentración los días 6 y 9 de 
octubre en las capitales de provincia. 

Con la rendición de los insurrectos de Valencia el 18 de octubre, se dio por 
oficialmente terminada la insurrección, al precio de 629 bajas militares en 
toda España [34] . El Gobierno, que el 3 de diciembre presentó en el 
Parlamento una propuesta de suspensión de las garantías constitucionales y 
autorización para declarar el estado de guerra en todo el territorio, inició 
una amplia campaña de persecución contra el PRDF, que implicó la 
destitución de ayuntamientos, el cierre de clubes y casinos, la prohibición 
de asociaciones obreras y el desarme y disolución de los Voluntarios de la 
Libertad. La derrota impuso una cierta ruptura en la evolución política del 


federalismo, que quedó sumido en la desorganización por culpa de la 
clausura de sus sedes oficiales u oficiosas, y del encarcelamiento masivo de 
cuadros medios y dirigentes. Aunque el 3 de diciembre aún se produjo en 
Córdoba una manifestación republicana que se saldó con dos muertos y 
ocho heridos, la agitación popular remitió notablemente hasta 1873. 

Los levantamientos de 1868 y 1869 dejaron un legado duradero en la 
cultura política del republicanismo federal. En Cataluña, sus héroes y 
mártires se incorporaron al panteón de mitos populares como los 
centralistas de los años 1840-1850, el legendario Abdón Terradas, alcalde 
republicano de Figueras en 1842, los insurgentes del «Foc de Liers», 
establecido cuando el Alto Ampurdán republicano resistió el levantamiento 
de O*Donmnell de 1856, o el popular dirigente federal tarraconense Joan 
Martí 1 Torres (Xic de les Barraquetes) [35] . En el conjunto de España, la 
herencia cultural del levantamiento fue la «mística de la barricada» y la fe 
en la revolución violenta como camino aceptable hacia la emancipación 
política y social que el republicanismo histórico mantuvo vivas hasta inicios 
del siglo XX. 


¿Quién mató a Prim? El primer magnicidio de la historia contemporánea 
española 


Tras el fracaso de la insurrección del otoño de 1869, el periódico £l 
Combate, dirigido en un principio por José Paúl y Angulo (diputado 
constituyente por Jerez de la Frontera y compañero de correrías con 
Salvochea y Guillén en la Sierra de Cádiz en octubre de 1869), mantuvo 
viva la línea insurreccional tras la elección de Amadeo l el 16 de noviembre 
de 1870. Al parecer, algunos integrantes del directorio del PDRF viajaron a 
París con el propósito —que, a la postre, se reveló vano— de negociar un 
empréstito de tres millones de francos «para hacer la revolución en España» 
[36] . El levantamiento, previsto inicialmente para el 1 de enero de 1871, 
fue abortado tras el asesinato del presidente del Consejo, el general Prim. 

La muerte del conde de Reus es un misterio todavía por dilucidar. La 
instrucción del sumario se extendió por 14.778 folios manuscritos (y hasta 
18.000, tras su archivo definitivo en marzo de 1893) encuadernados en 78 
tomos (falta el número 42) repletos de contradicciones y personajes 
misteriosamente desaparecidos u oportunamente emigrados. Prim ya estaba 


en el punto de mira desde el otoño de 1870. La sociedad secreta La 
Internacional, creada poco antes en Bayona por el unionista José María 
Pastor y por el republicano Enrique Sostrada, planteaba la muerte del 
presidente como paso previo para la entronización del duque de 
Montpensier tras un levantamiento militar posiblemente dirigido por el 
general Caballero de Rodas. Don Antonio de Orleans, que había sido un 
destacado financiador de las anteriores conspiraciones antiisabelinas, estaba 
comprensiblemente molesto con el apoyo que el general había brindado a 
otras candidaturas diferentes de la suya, en especial la de duque de Aosta. 
Tras parlamentar con el ayudante de Montpensier, el coronel Felipe Solís y 
Campuzano, Pastor reclutó a una decena de pistoleros para ejecutar el 
atentado. Se fijó la fecha del 16 de noviembre, pero una delación dio al 
traste con todo el plan, que acabó con la detención de la mayor parte de los 
implicados, menos Sostrada y Solís [37] . 

Parece que el general estaba advertido de que existía un complot para 
asesinarlo a través de la información facilitada el 26 de diciembre por el 
periodista Bernardo García a Ricardo Muñiz, íntimo amigo del presidente 
del Consejo que, a su vez, la transmitió al gobernador civil, Ignacio Rojo 
Arias, hombre de confianza de Sagasta, quien sólo logró detener a un 
sospechoso. En la tarde del 27, el diputado republicano por Huesca, 
Francisco García López, le recomendó que cambiase su itinerario de vuelta 
a casa [38] . Además de algunos anónimos, Prim había recibido amenazas 
directas de Paúl y Angulo, otrora amigo suyo, pero radicalizado en sentido 
federal desde su participación en la sublevación gaditana de fines de 1868, 
quien desde su periódico El Combate había llamado a «matarle como un 
perro» y el 23 de diciembre había anunciado en primera página el cambio 
de «la pluma por el fusil». De hecho, gran parte del republicanismo — 
incluidos insurreccionalistas como Fermín Salvochea— situó a Paúl y 
Angulo a la cabeza del grupo ejecutor que se apostó, a las siete y media de 
la tarde del 27, en la calle del Turco [39] . Entre 6 y 12 asesinos efectuaron 
dos descargas con armas de distintos calibres a corta distancia. El general 
resultó herido en el antebrazo izquierdo y en la mano derecha, de la cual 
hubo necesidad de amputarle el dedo anular [40] . El día 30, una vez que se 
le  agravaron 1rremediablemente las heridas por culpa de la 
infección causada por retazos del abrigo de piel de oso que llevaba en el 
momento del atentado, un Prim agonizante aseguró a un amigo y a su 
esposa que «no me matan los republicanos» [41] . 


Las pesquisas policiales se centraron en los republicanos y los 
montpensieristas, aunque las sospechas también salpicaron al entorno del 
regente, al general Serrano. Los primeros indicios apuntaron a Paúl y 
Angulo, quien decidió no presentarse ante la justicia y huir a Francia, en un 
exilio que se prolongó hasta su muerte en 1892. En favor de la tesis 
exculpatoria del federalismo figura el hecho de que el partido no intentase 
una nueva insurrección aprovechando el vacío de poder dejado por la 
desaparición del conde de Reus. En relación con Serrano, su jefe de escolta, 
José María Pastor (quien poco antes había sido jefe de Orden Público en 
Madrid) fue acusado de promover el ataque, reclutando a uno de los dos 
grupos de asesinos: el comandado por Enrique Sostrada, que había sido 
conectado en febrero en su exilio de Bayona por el propio Pastor, el cual 
actuaba con el nombre falso de Juan José Rodríguez López en nombre de 
una no menos fantasmagórica sociedad secreta llamada La Internacional. 
Todo ello se efectuó con la connivencia de Paúl y Angulo, quien habría 
dado la definitiva orden de hacer fuego, y cuya voz fue identificada por uno 
de los ayudantes de Prim. Solís y Campuzano, que fue encausado en junio 
de 1871, eludió la detención hasta septiembre de 1872, después de haber 
comprado la retractación de otros procesados y eliminado a otros incluso en 
prisión. Lo cierto es que estas y otras irregularidades (la desaparición de 
testigos y de exhortos, o el traslado de hasta doce jueces instructores y 
varios fiscales) no se produjeron en favor de Paúl y Angulo, sino del 
ayudante de Montpensier y del jefe de la escolta de Serrano, que mantenían 
conexiones amistosas con los agentes de Policía que estaban indagando en 
la responsabilidad del atentado [42] . José Antonio Piqueras expone la 
interesante hipótesis de la inquietud de los unionistas (que hasta entonces 
habían logrado sus escaños en coalición con los progresistas) ante un final 
inminente de la legislatura que los pondría en el trance de presentase a las 
urnas en solitario, desempeñando el incómodo papel de oposición frente a 
una coalición gubernamental reforzada de progresistas y demócratas bajo el 
patrocinio de Prim. Su asesinato les permitió controlar el Gobierno y 
precipitó la división del progresismo entre constitucionalistas y radicales 
[43] . 

Cuando el recién llegado rey Amadeo fue a dar el pésame a la viuda de 
Prim y le prometió que no cejaría hasta dar con los asesinos, doña Francisca 
Aguero le contestó con toda intención: «No tendrá que buscar muy lejos». 
Detrás del monarca se encontraba, en ese momento, el duque de la Torre 


quien, tras asumir la presidencia de primer Gobierno de la monarquía, no 
mostró gran empeño en investigar el crimen. No fue esta la actitud del 
promotor fiscal Joaquín Vellando, quien, tomando como fundamento las 
declaraciones de Solís y Eustaquio Pérez, emitió dos dictámenes: el 
primero, fechado el 9 de septiembre de 1871, señalaba que «aparecía en 
primer término la responsabilidad del Excmo. duque de Montpensier, contra 
quien debe dirigirse el procedimiento como principal autor del complot que 
tuvo por objeto el asesinato del Excmo. Sr. D. Juan Prim». En el segundo, 
emitido el 12 de junio de 1872 con el contenido del dictamen del año 
anterior, Vellando solicitaba directamente la prisión del duque, para lo cual 
dirigía un suplicatorio, ya que se encontraba en el extranjero. El juez de 
turno se negó a aceptar el dictamen, y el fiscal presentó un recurso, sin 
resultado [44] . 

El sumario no avanzó nada durante las conmociones de 1873 y el régimen 
autoritario presidido por Serrano en 1874. Hubo 104 procesados, de los 
cuales ocho fueron encarcelados (entre ellos José María Pastor), seis 
fallecieron en libertad o en prisión (Ruperto Merino Alcalde fue asesinado), 
siete fueron declarados prófugos de la justicia y 72 permanecían en libertad 
(entre ellos Solís y Campuzano) a la altura de 14 de septiembre de 1874 
[45] . La boda del rey Alfonso XII con la hija de don Antonio de Orleans 
impuso el cierre del sumario el 30 de septiembre de 1877, y el 
sobreseimiento definitivo al año siguiente, con la correspondiente 
exculpación de Solís y Pastor como instigador y encubridor respectivos del 
atentado [46] . Paúl y Angulo siempre sostuvo que había sido manipulado 
por altas esferas, que lo convirtieron en el perfecto chivo expiatorio de un 
complot de altos vuelos que no cabe atribuir a una iniciativa personal o 
partidista, sino a una compleja trama de intereses políticos amenazados por 
la supervivencia del hombre fuerte del naciente régimen de monarquía 
democrática. Las sospechas no se detuvieron allí: otros testimonios 
coetáneos, como el del abogado y político cubano Ramón de Céspedes 
Barrero, atribuyeron el crimen a «los negreros de La Habana», esto es, al 
«partido español» firmemente opuesto a la línea negociadora que Prim 
parecía querer establecer con los insurgentes de la isla [47] . 

La polémica no ha remitido: en 2012, una «Comisión Prim» impulsada 
por Francisco Pérez Abellán (periodista de sucesos y profesor del 
Departamento de Criminología de la Universidad Camilo José Cela de 
Madrid) logró la exhumación del cadáver embalsamado del general, y un 


equipo de forenses estableció el estrangulamiento como posible causa de su 
muerte, aunque una parte de los especialistas convocados se desvinculó de 
estas conclusiones, y otros estudios efectuados posteriormente (como el 
patrocinado por la Sociedad Bicentenario del general Prim, que elaboró un 
contrainforme en diciembre de 2013) han descartado esa posibilidad [48] . 
Las incógnitas principales de este primer gran magnicidio de la época 
contemporánea española aún no se han despejado. 

Desde tiempos remotos, el asesinato aparece como un aspecto parcial de 
una conspiración para usurpar poderes gubernamentales. David C. Rapoport 
señala tres justificaciones del asesinato: unos lo conciben en términos 
puramente instrumentales en función del fin que se persigue (tradición 
grecorromana); otros admiten su maldad intrínseca, pero lo aceptan como 
medio para evitar un mal mayor (tradición cristiana), y otros lo valoran 
como un bien en sí mismo, sin prejuzgar el fin perseguido (aproximación 
terrorista) [49] . La historia muestra una relación estrecha entre el asesinato 
y el grado en que el poder es detentado por un solo hombre [50] . Con la 
llegada de la era de las masas y de las motivaciones ideológicas que 
comenzó con la Revolución francesa, los asesinatos políticos mudaron su 
justificación religiosa por la eminentemente política. Se trataría con ello de 
erosionar un régimen cuestionado en su legitimidad, y que se pretendería 
cambiar mediante un acontecimiento violento inesperado. Es en la época 
contemporánea cuando se ha instalado plenamente el vocablo «magnicidio» 
para definir este tipo de violencia individualizada contra un gobernante con 
el objeto de propiciar un cambio en la situación política. Como hecho 
precipitante, está vinculado a otros procesos de violencia colectiva de 
mayor intensidad, como el golpe de Estado, la revolución o la guerra civil. 


LAS GUERRAS CARLISTA Y CUBANA Y SUS SECUELAS 


Mientras que los progresistas buscaban la conspiración en los cuarteles, 
con apoyo secundario del pueblo alzado o encuadrado en partidas 
vinculadas por la adhesión política e ideológica, en el modelo 
insurreccional republicano predominaba el apoyo popular masivo de 
carácter urbano sobre la organización de partidas, que acostumbraban a 
surgir del interior de los núcleos de población y actuaban como elemento de 
conexión y difusión del impulso revolucionario en las ciudades. Si en los 


alzamientos republicanos predominaban las revueltas populares sobre las 
partidas, el carlismo ensayó modos de violencia más próximas a la 
conspiración y a la demostración de fuerza controlada, como la preparación 
y el posterior alzamiento de grupos guerrilleros [51] . Ambos movimientos 
buscaban la conquista y el control de los núcleos urbanos: el 
republicanismo, desde dentro de los mismos en el marco de un proceso 
revolucionario, y el carlismo, desde fuera, a través de la capacidad de 
resistencia que la guerrilla podía mostrar hasta conformar un Ejército 
regular que conquistase las ciudades en la fase definitoria de una guerra 
civil. 


La Segunda Guerra Carlista (1872-1876) 


A comienzos del Sexenio, el tradicionalismo carlista desplegó dos 
estrategias complementarias: la legalista, protagonizada dentro y fuera del 
Parlamento por los neocatólicos (que, desde 1856 a 1868, habían girado en 
torno al moderantismo dinástico), y la conspirativa, que se fue organizando 
y ampliando de la mano de viejos cabecillas como Ramón Cabrera, Rafael 
Tristany, Josep Estartús o Francesc Savalls. No se buscaba repetir la 
experiencia de los trabucaires y los Matiners, simo propiciar una 
movilización mayoritariamente militar, como la frustrada de 1860. A tal fin 
se constituyó una red de comandantes generales regionales, juntas de 
armamento y defensa regionales y comisarios regios, todo ello bajo el 
mando de Hermenegildo Díaz de Cevallos, secretario encargado de los 
asuntos militares, que luego lo sería de la organización armada carlista en 
Cataluña. El general Joaquín Elío quedó encargado de la comisión de 
armamento y municiones y de una Junta o Centro de Frontera que sería 
disuelta en mayo de 1871, cuando fue nombrado jefe del Estado Mayor 
General de los ejércitos de don Carlos [52] . El plan era la conquista del 
poder por el pretendiente Carlos de Borbón y Austria-Este a través de una 
sucesión de pronunciamientos efectuados en los cuarteles con el apoyo de 
las partidas. El foco principal de la rebelión sería Cataluña, bajo la 
dirección de los centros de conspiración y alistamiento establecidos en París 
y la frontera pirenaica. De ahí se extendería a Navarra (donde acudiría 
Elío), Vascongadas, La Mancha, Valencia y Madrid. Tras el descubrimiento 
parcial, el 4 de mayo de 1869, de la conspiración cívico-militar urdida en 


los cuarteles de Barcelona, los esfuerzos se concentraron en el castillo de 
Figueras, a la vez que se abrieron negociaciones con los jefes militares con 
mando en tropa en Lérida, Seo de Urgel, Reus, Tortosa, Tarragona y 
Barcelona. A inicios de agosto, unos 5.000 carlistas se alzaron en toda 
España, 1.500 de ellos en Cataluña y otros tantos en Valencia, con focos 
menores en La Rioja alavesa, Ciudad Real, Castilla la Vieja y León. Pero la 
guarnición de Figueras fue sustituida por tropas fieles al Gobierno. 
Pamplona tampoco se levantó, y la falta de armas y de una financiación 
adecuada condujo a un estrepitoso fracaso en la primera semana de 
septiembre, especialmente en Cataluña y Navarra [53] . 

A partir del otoño de 1869, el carlismo interpretó, de forma favorable, la 
estructura de oportunidades que se fue definiendo en torno a varios 
acontecimientos: el aumento de las movilizaciones federal y obrera en la 
oleada de actos de resistencia a la disolución gubernativa de los Voluntarios 
de la Libertad, el debilitamiento del poder coactivo del Estado en una parte 
significativa del territorio (con la supresión de los mossos d 'esquadra y la 
concentración de la Guardia Civil en los núcleos urbanos), las medidas 
anticlericales que movilizaron a los creyentes o el trasvase hacia el carlismo 
de elites locales moderadas que se habían visto perjudicadas por la pérdida 
del poder municipal a resultas de la implantación del sufragio universal [54] 


Tras la derrota del verano de 1869, una parte de la dirección conspirativa 
carlista cayó en desgracia y fue sustituida en octubre por el liderazgo de 
Ramón Cabrera quien a fines de año inspiró una nueva organización militar 
clandestina compuesta de juntas de armamento provinciales dependientes 
de comandantes generales regionales subordinados a la dirección única de 
este veterano cabecilla [55] . 

En febrero de 1870, el coronel jefe del primer distrito de Carabineros, 
Antonio Escoda y Canela, propuso un simulacro de alzamiento en el país 
vasconavarro para atraer a los dirigentes carlistas exiliados y propiciar su 
captura. Todo parece indicar que la «Escodada» fue una maniobra urdida en 
el entorno del jefe del Gobierno Juan Prim para desacreditar al carlismo, 
pero una delación de última hora dio al traste con la operación [56] . 
Después de que Cabrera presentase en marzo la dimisión debido a 
discrepancias con el pretendiente y con notables figuras del movimiento, 
don Carlos asumió personalmente la jefatura tras una conferencia que tuvo 
lugar el 18 de abril de 1870 en la localidad suiza de Vevey. A pesar de este 


nuevo traspié, la vía política legal, apoyada por el secretario del 
pretendiente, Francisco Navarro Villoslada, por Antonio Aparisi y Guijarro, 
el resto de los miembros de la Junta Central carlista y los directores de los 
periódicos tradicionalistas, cedió el paso a la senda conspirativa, que 
desembocaría en un «golpe de Estado» apoyado por una movilización 
popular. Para ello, se perfiló la definitiva organización clandestina, que se 
mantendría hasta el estallido bélico de la primavera de 1872, a partir de 
unas juntas de armamento desigualmente repartidas por el territorio 
nacional bajo la coordinación del general Elío desde su puesto en la 
Secretaría Militar de Carlos VII y por Hermenegildo Díaz de Cevallos 
desde la Comandancia General de Cataluña. [57] . 

Desde San Juan de Luz y Madrid, se organizó una nueva intentona para 
fines del verano de 1871. Sin embargo, el 6 de septiembre el neocatólico 
Cándido Nocedal (que se había incorporado al carlismo tras la abdicación 
de Isabel II en su hijo el 25 de junio de 1870) se entrevistó en Ginebra con 
el pretendiente, a quien, en función de los decepcionantes resultados de la 
encuesta realizada a los comandantes militares, aconsejó no iniciar una 
sublevación [58] . El alzamiento, previsto en un inicio para septiembre, fue 
aplazado en el último momento, lo que provocó una nueva crisis del aparato 
clandestino: Elío y Díaz de Cevallos presentaron la renuncia, al igual que el 
resto de los comandantes generales. El vacío que dejaron estas dimisiones 
obligó a una reestructuración profunda de la estructura conspirativa, que fue 
puesta bajo la dirección de Ramón Ibarrola, jefe carlista de Guipúzcoa y 
responsable de la actividad en la frontera. 

A inicios de 1872, las autoridades amadeístas, que constataban el 
mantenimiento de la actividad conspirativa del carlismo, cerró casinos 
tradicionalistas y prohibió a sus militantes acceder a cargos públicos 
provinciales y locales por no querer jurar la Constitución [59] . Nocedal 
había asumido el control de facto del partido en diciembre anterior, pero su 
liderazgo era contestado por los carlistas más veteranos e intransigentes, 
que lograron que el 15 de abril de 1872 la minoría católico-monárquica 
abandonase el Parlamento. El 14 de abril don Carlos había dado la orden de 
alzamiento sin consultar a Nocedal, que abandonó la actividad política en 
respuesta [60] . En realidad, los neocatólicos estuvieron tan implicados 
como los veteranos carlistas en este escenario prebélico, que contemplaba, 
de nuevo, un levantamiento en los cuarteles para disipar esa persistente 
imagen trabucaire del movimiento legitimista. Pero, al fracasar la atracción 


del elemento militar, la dirección carlista no tuvo más remedio que apoyar 
la tradicional estrategia de las partidas. 

El 15 de abril don Carlos ordenó a los diputados de la Comunión Católico- 
Monárquica que abandonasen el Parlamento y al grito de «¡Abajo el 
extranjero!» —referido al rey Amadeo de Saboya— encabezó personalmente 
la rebelión, que se extendió por Navarra, el País Vasco y Cataluña, si bien 
en este último lugar no pasó de la fase de partidas. Las operaciones 
militares las dirigiría el general Eustaquio Díaz de Rada, mientras que, en 
Cataluña, la rebelión fue orquestada por Díaz de Cevallos, que había 
reorganizado las redes conspirativas establecidas en 1869. Se trataba de 
crear juntas de armamento para conseguir dinero, armas y pertrechos, 
estructurar una organización eficiente de batallones mandados por caudillos 
o militares experimentados y obtener apoyo en los cuarteles del Ejército 
gubernamental [61]. 

El alzamiento presuponía una complicidad entre las partidas y las 
guarniciones comprometidas que, a la hora de la verdad, no tuvo lugar. En 
la noche del domingo 7 de abril, fracasaron tanto la sublevación militar 
preparada en Barcelona como la urdida en diferentes cuarteles en Gerona, 
Olot, Figueras y Seo de Urgel [62] . La asonada, que había movilizado entre 
10.000 y 15.000 hombres, resultó un completo fiasco: mientras que las 
tradicionales partidas guerrilleras trataban de resistir en el campo, ningún 
cuartel apoyó el levantamiento. El ministro de la Guerra, el general Serrano, 
inició las operaciones contra los carlistas apoyándose en fuerzas del 
Ejército y de la Guardia Civil, hasta que en la acción de Oroquieta del 4 de 
mayo el general Domingo Moriones derrotó a los sublevados y obligó a don 
Carlos a retomar la senda de la frontera [63] . La imposibilidad de sostener 
la lucha en el norte llevó a un acuerdo de perfiles confusos entre la 
Diputación a Guerra de Vizcaya y el general en jefe de las fuerzas 
gubernamentales, firmado en Amorebieta el 24 de mayo. El convenio fue 
denunciado luego por unos y por otros, y se dijo que había estado 
promovido por los elementos foralistas vizcaínos integrados en el carlismo, 
a fin de preservar el ordenamiento legal existente. En las zonas donde la 
insurrección fue un incidente menor, la Guardia Civil actuó en solitario en 
funciones de policía, concentrada en las cabeceras de línea o de 
comandancia. En el frente secundario de Cataluña, el despliegue de 3.000 
hombres en partidas —activas, sobre todo, en Gerona— exigió la 


movilización de más de 15.000 soldados gubernamentales entre abril y 
noviembre. 

El estruendoso fracaso de la estrategia de pronunciamiento militar carlista, 
donde la rebelión castrense debía haber sido apoyada por una red de juntas 
legitimistas que actuaran como plataformas de asalto al poder local y 
provincial, condujo a que el factor secundario de la acción armada —las 
partidas— se transformase en la baza esencial para el sostenimiento de la 
lucha. La supervivencia de las bandas facciosas en Cataluña (donde algunas 
viejas glorias, como Rafael Tristany o Juan Castells, aparecieron junto a 
nuevos líderes como Francisco Tallada, Francisco Auget o el discutido 
Francisco Savalls) [64] y el Maestrazgo (Pascual Cucala) dio continuidad a 
la rebelión hasta el estallido del movimiento del 18 de diciembre de 1872 en 
el País Vasco y Navarra. Incluso antes de esa fecha, ya se habían formado 
grupos guerrilleros, como el dirigido por el párroco de Hernialde Manuel 
Ignacio Santa Cruz Loidi, cuyas correrías tuvieron como escenario 
Guipúzcoa, hasta que el propio carlismo lo apartó de la lucha en julio de 
1873 por su exagerada independencia de criterio y su innecesaria crueldad 
con el enemigo, como lo atestigua el asesinato de 36 carabineros en 
Endarlaza el 29 de junio de 1873. Este tipo de caudillo popular, y 
secundariamente militar (aunque alrededor del 80 por 100 de los jefes de 
partida de Cataluña había participado en la primera guerra civil, en la 
rebelión de los Matiners o en las tropas pontificias que habían defendido 
Roma en septiembre de 1870), era capaz con su influencia social de 
canalizar la protesta armada de los propietarios, hacendados y campesinos 
antiliberales, defender su intereses locales y alentar el reclutamiento en los 
sectores populares a través de compensaciones económicas inmediatas, 
promesas de trabajo o el simple uso de la fuerza. La movilización basada en 
la lealtad que se dispensaba al caudillo por razones personales y familiares 
reactivó las desavenencias tácticas y corporativas, que se habían hecho 
moneda corriente en el anterior conflicto civil, entre los gerifaltes 
guerrilleros y los oficiales profesionales, que mostraban su enojo con la 
indisciplina campante en las partidas. Por ello, a lo largo de la guerra, el 
pretendiente contempló el encuadre y la militarización progresivas de las 
guerrillas con el objetivo de crear un Ejército regular que diera justa réplica 
a las fuerzas enemigas. En ese sentido, don Carlos cambió la denominación 
de «partidas» por «batallones» entre 1873 y 1874, e impulsó la creación de 
un colegio de cadetes en Vidrá (Gerona) en 1874 que formaría a oficiales 


que pudieran dirigir tanto combates convencionales como acciones 
guerrilleras. En todo caso, la preocupación por adquirir una disciplina 
interna y una organización militar similares a las de un Ejército regular se 
mantuvo por largo tiempo, como lo demuestran las consideraciones 
expuestas en el libro La guerra de guerrillas (1894) de José B. Moore o en 
el frustrado proyecto de la Real Academia Militar Carlista, impulsado por 
Fal Conde durante la Guerra Civil de 1936 a 1939, 

El fracaso de la primavera de 1872 condujo a la reordenación del aparato 
militar carlista, especialmente el catalán, que, desde febrero de 1873 a enero 
de 1874, se organizó con criterios militares más convencionales. El nuevo 
jefe en el norte fue Antonio Dorregaray, y el destinado a ser jefe militar de 
Cataluña era el infante don Alfonso Carlos. Hasta la expansión de la guerra 
hacia el norte en la primavera de 1873, el carlismo catalán llevó el peso de 
la iniciativa insurreccional. En el campo gubernamental, los capitanes 
generales Gaminde y Baldrich tuvieron que lidiar con las deserciones, el 
licenciamiento de contingentes, la deteriorada relación con la población 
local y el fracaso a la hora de levantar el somatén [65] . 

La primera gran batalla campal ganada por los carlistas en el escenario 
septentrional fue la de Eraul, el 5 de mayo de 1873. Para esas fechas, su 
ejército contaba con alrededor de 50 batallones, esto es, más de 25.000 
hombres. Don Carlos volvió a entrar en España el 16 de julio y estableció 
sus reales en Durango y Estella. En Cataluña, el primer encuentro de 
consideración fue la batalla de Alpens, ganada el 9 de julio por Savalls al 
general José Cabrinetty, lo que facilitó el control de la Cataluña interior por 
unos 12.000 insurgentes. Entre el 21 y el 24 de agosto se produjo la 
completa destrucción del pueblo de Tortella, en la comarca de La Garrotxa, 
que se convirtió en símbolo de la resistencia republicana frente a las 
exacciones carlistas. 

A un año del inicio del conflicto, la superioridad militar carlista era 
incontestable en el norte, Cataluña y Aragón, donde se había logrado la 
constitución de un verdadero ejército. En estas condiciones, a fines de 1873, 
el carlismo volvió de nuevo su mirada hacia Bilbao, como había hecho en la 
anterior guerra civil, y organizó un costoso, y a la postre estéril, asedio que 
duró hasta mayo de 1874, y que mermó significativamente la capacidad 
militar de la facción en el norte. 

En 1874, el carlismo alcanzó su auge en combatientes y territorio bajo su 
control. Enfrentadas a un ejército republicano minado por la indisciplina y 


abocado a la defensiva, las tropas del pretendiente lograron conquistar Olot 
y Seo de Urgel, controlaron las dos terceras partes del territorio catalán, 
interceptaron las comunicaciones y se mostraron capaces de recaudar 
impuestos. El capitán general Rafael Izquierdo diseñó entonces una nueva 
estrategia y concentró la Milicia Nacional en poblaciones y puntos 
estratégicos, lanzando rondas volantes contra las partidas recaudadoras y 
utilizando al Ejército regular para la ejecución de las operaciones más 
convencionales. Estas medidas produjeron el reflujo carlista en el 
Principado, hasta el punto de que, en abril de 1874, la facción se vio 
reducida a 10.000 combatientes, que seguían encuadrados, sobre todo, en 
partidas. A la hora de establecerse como contrapoder político efectivo, el 
carlismo fue vencido por sus propias limitaciones coactivas en los ámbitos 
fiscal y militar (reclutamiento y operaciones) [66] . 

El general Manuel Gutiérrez de la Concha intentó entonces dar el golpe 
definitivo emprendiendo el ataque a Estella, núcleo político del carlismo, 
pero la batalla de Abárzuza, librada entre el 25 y el 27 de julio, fue un 
fiasco gubernamental y costó la vida a su general en jefe que, por aquel 
entonces, estaba implicado de lleno en la conspiración para restaurar la 
monarquía borbónica. A mediados de ese mismo mes de julio, se produjo la 
fugaz ocupación y el saqueo de Cuenca por las huestes del infante Alfonso 
Carlos. 

1875 fue el año que marcó la crisis y la rápida disolución del con- 
glomerado militar carlista en Cataluña y, luego, en el norte. La monarquía 
alfonsina aumentó enormemente los recursos para la guerra, no sólo los 
militares sino también las acciones políticas, intentando atraer a figuras del 
bando carlista. Este aún cosechó algunas victorias relevantes, como la 
derrota de Alfonso XII en Lácar el 3 de febrero de 1875, que proporcionó a 
los carlistas un tiempo más de resistencia. En los últimos compases de la 
guerra, sobre todo tras la ocupación de Cataluña, Valencia, Aragón y el 
centro por las tropas alfonsinas, la partida, que empleó técnicas del pasado, 
como el secuestro de autoridades municipales y principales contribuyentes, 
se fue transformando en un fenómeno marginal en el esquema subversivo 
carlista, al no dar coherencia espacial y temporal a un proyecto de rebelión 
que, de nuevo, quedó restringido de forma preferente al ámbito 
vasconavarro. Aunque las fuerzas alfonsinas consiguieron controlar el 
centro y Cataluña a lo largo de ese año, más de 120.000 soldados tuvieron 


que luchar en el norte hasta la caída de Estella y el definitivo exilio del 
pretendiente Carlos VII a finales de febrero de 1876 [67] . 

Aunque con menor intensidad que en la Guerra de los Siete años, la 
brutalidad se instaló en el corazón de la contienda y se enconó a medida que 
la obtención o la asignación de recursos se hizo más dificultosa, sobre todo 
a raíz de la puesta en marcha del bloqueo terrestre y marítimo 
gubernamental en el norte. La violencia contra las personas se centró en el 
fusilamiento de prisioneros. Lluís Ferran Toledano evalúa en 629 las 
ejecuciones perpetradas por los carlistas catalanes, de las cuales 429 fueron 
responsabilidad de Savalls. Este cabecilla ordenó la muerte de 73 milicianos 
nacionales de Berga y Barcelona en Sant Julia de Cerdanyola tras la 
conquista de Berga el 27 de marzo de 1873, y 118 soldados de la columna 
Nouvilas sufrieron idéntica suerte en Ripoll y Llaés el 17 de julio de 1874. 
Por su parte, las tropas gubernamentales ejecutaron al menos a 78 facciosos 
que habían sido capturados. La violencia se planteó, frecuentemente, como 
represalia por los excesos del enemigo: si los carlistas secuestraban a los 
principales contribuyentes de una ciudad capturada, las tropas 
gubernamentales hacían lo mismo con los notables carlistas en el momento 
de la reconquista. La guerra afectó físicamente a unos 26.000 individuos, de 
los cuales 5.600 murieron en combate o fusilados, unos 9.700 resultaron 
heridos y unos 10.000 fueron hechos prisioneros o secuestrados por ambos 
bandos [68]. 

La violencia política carlista estuvo fuertemente ideologizada, al 
presentarse como el brazo armado del catolicismo, y proceder a la quema de 
registros civiles (hasta 140 ardieron en Cataluña), el ataque contra los 
locales y bienes materiales de las asociaciones obreras y republicanas, la 
tala de árboles de la libertad, la destrucción de listas de conscripción, etc. 
Las medidas coactivas no estaban coordinadas, sino que se dejaban a la 
voluntad de cada cabecilla [69] . Por parte liberal, se procedía a la 
recaudación de contribuciones, embargos de bienes, reclutas forzosas, 
deposición de ayuntamientos e incendio de poblaciones sospechosas de 
colaborar con el enemigo, como Sant Quirze de Besora, Castellar de n”Hug, 
Espinalbet o el barrio del Rosari en Berga. Las multas, los secuestros y el 
reclutamiento forzoso llevaron a los individuos y a las familias que huían 
del «país carlista» a buscar refugio en las grandes capitales [70] . La 
demonización del enemigo —con el caso paradigmático del «cura Santa 
Cruz», el gran propugnador de la guerra sin cuartel, transformado en 


personaje literario por Baroja o Valle-Inclán— fue otro legado cultural de un 
conflicto constructor de nuevos mitos que nutrieron el imaginario 
guerracivilista del carlismo en las décadas siguientes. 


La «Guerra de los Diez Años» en Cuba (1868-1878) 


La nueva situación democrática establecida en la Península también 
brindó oportunidades allende el océano. La insurrección independentista en 
Cuba comenzó el 10 de octubre de 1868 con el «Grito de 
Yara», pronunciado por el hacendado Carlos Manuel de Céspedes en el 
oriente de la isla. La rebelión, en la que muchos insurrectos combinaron el 
grito de «¡Viva Cuba Libre!» con el de «¡Viva Prim!» [71] , se extendió 
rápidamente al centro, pero no prendió en el occidente, mucho más 
próspero y controlado por los hacendados afines al llamado «partido 
español», un poderoso grupo de presión dispuesto a enfrentarse tanto a los 
insurrectos como a los representantes del Gobierno metropolitano que, tras 
la revolución de 1868, pretendían introducir ciertas reformas en la 
Administración de la isla. La insurrección se desplegó preferentemente bajo 
la forma de una guerra de guerrillas que tomó los ingenios azucareros como 
blanco preferente de sus ataques. La organización militar rebelde se redujo, 
en un principio, a la formación de partidas locales y, luego, de batallones, 
regimientos y brigadas de infantería y escuadrones y regimientos de 
caballería. La isla fue dividida en cinco distritos (Oriente, Holguín y Tunas, 
Camagúey, Las Villas y Occidente), mandados por generales que estaban a 
las órdenes del Gobierno revolucionario. 

A diferencia de la guerrilla prolongada maoísta o del foquismo guevarista, 
los insurgentes de 1868 no buscaron refugio en bosques o montañas, sino 
que realizaron un esfuerzo considerable por anular al enemigo en el llano y 
lo más rápidamente posible [72] . Esta perspectiva clausewitziana de la 
guerra irregular también fue desplegada por los españoles, que arremetieron 
contra los rebeldes movilizando a miles de hombres, confiscando bienes a 
los insurrectos y lanzando columnas volantes por toda la isla, en una táctica 
mutua de tierra quemada para privar de recursos al adversario e impedirle 
continuar la lucha. En ese sentido, como en la Primera Guerra Carlista, las 
expediciones (58 lanzadas desde fuera de la isla) y las invasiones de Oriente 
a Occidente (como la de Máximo Gómez de 1873 en Camagúey y 1875 en 


Las Villas) tuvieron un propósito recaudatorio y movilizador de la 
población, especialmente la sometida a esclavitud [73] . 

El hito militar más relevante de la primera fase de la guerra fue la toma 
de Bayamo por los insurgentes el 20 de octubre de 1868. Por esas fechas, el 
Ejército español sólo disponía de 14.000 hombres, de los que sólo la mitad 
estaba en condiciones de combatir; una precaria situación que se repetiría 
en el momento del alzamiento mambi de febrero de 1895. 

Los generales enviados desde la Península para combatirlos, como Blas 
Villate (conde de Valmaseda) o Valeriano Weyler, utilizaron la táctica de 
tierra quemada que habían usado en la Guerra de la Restauración de Santo 
Domingo (1863-1865) para dejar sin apoyos ni recursos a la guerrilla 
insurgente. Pero la contienda dominicana también había mostrado a los 
cubanos la eficacia de la táctica de guerrilla y la importancia del impacto de 
las enfermedades tropicales sobre el Ejército colonial. Céspedes respondió a 
las exacciones españolas con la misma moneda y ordenó la destrucción de 
las plantaciones de caña. La opción revolucionaria por una guerra de 
desgaste fue respondida de forma expeditiva por Valmaseda, que concluyó 
la campaña militar en Oriente en noviembre de 1870, tras haber dictado 
numerosas sentencias a muerte que fueron ejecutadas sumariamente. 
También hubo sacrificio de ganado, embargos, expropiaciones e incendio 
de propiedades. Valmaseda, que había combatido en los conflictos carlistas, 
de África y de Santo Domingo (todos ellos con un fuerte componente de 
guerra irregular) está en el origen del saber español sobre la 
contraguerrilla: en diciembre de 1868, repartió un memorando de 
directrices tácticas para hacer frente a la guerra de guerrillas [74] que 
llevaron a la práctica subordinados suyos como Martínez Campos, 
Polavieja y Weyler, que también estuvo en la campaña de Santo Domingo a 
la cabeza de una columna. Estos militares «antillanistas» habían aprendido 
en la selva dominicana algo que también habían experimentado los 
«ayacuchos» cuarenta años antes: las dificultades insuperables de luchar 
contra un ejército irregular, apoyado por los campesinos, que servían al 
enemigo de informantes y le suministraban alimentos, mientras, respecto a 
los soldados de España, actuaban como desinformadores y eludían la 
prestación de todo tipo de ayuda. Frente a este tipo de guerra, las estrategias 
clausewitzianas dominantes en Europa carecían de valor [75] . A partir de 
abril de 1870, el mando español adoptó el sistema de establecer en cada 
departamento un cierto número de núcleos militares distribuidos 


estratégicamente y defendidos por uno a tres batallones de 50-100 infantes 
escogidos (contraguerrillas y guerrillas montadas), uno o dos escuadrones 
de caballería y la artillería correspondiente. Se trató de controlar el territorio 
y la población estableciendo poblados amurallados y dividiendo el espacio 
mediante trochas o líneas fortificadas que impidieran el tránsito de las 
fuerzas rebeldes de este a oeste. De este modo, en abril de 1871, las 
autoridades españolas iniciaron la construcción de la trocha de Júcaro a 
Morón, de 70 kilómetros de extensión [76] . Este dispositivo de defensa 
pasiva se complementaba con el despliegue de contraguerrillas fijas y 
montadas, constituidas de voluntarios locales o de mercenarios, como los 
temibles Cazadores de Valmaseda, que actuaron a las órdenes del brigadier 
Weyler entre 1869 y 1872 en una brutal campaña contrainsurgente que 
recuerda la de Bonastre Tarleton entre 1778 y 1781, durante la Guerra de 
Independencia norteamericana [77] . El aseguramiento político y militar de 
amplias zonas del país permitió que las bisoñas tropas peninsulares (unos 
51.000 soldados en 1870-1871) tuvieran tiempo para aclimatarse y 
familiarizarse con el entorno geográfico, al tiempo que la recogida de 
noticias e informaciones fiables sobre el enemigo posibilitó una separación 
cada vez más neta entre la población civil y los rebeldes. 

Desde su misma gestación, las doctrinas contrainsurgentes tuvieron una 
marcada raíz colonialista. Desde el conflicto de la Vendée y la Guerra de la 
Independencia española, el Ejército galo optó por el empleo masivo de la 
fuerza contra una población invadida dispuesta a ofrecer resistencia. Un 
primer gran teórico fue el general francés Thomas-Robert Bugeaud, cuya 
lucha contra el emir argelino Abd el-Qader en 1836-1837 incluyó 
represalias masivas contra la población civil. En el despliegue de una 
estrategia contrainsurgente, un gobierno puede optar entre dos alternativas: 
en un extremo, figura la aproximación puramente militar, que asegura que 
la insurgencia se centra en la disputa por los rebeldes y el gobierno del 
monopolio de la coerción, y que este contencioso requiere una respuesta 
dirigida, en el más puro espíritu clausewitziano, a la destrucción pura y 
simple del adversario. En el otro extremo, figura la aproximación política, 
que busca derrotar a los insurgentes minando su base social de apoyo y 
tratando de paliar o eliminar los agravios que siente la población. En ese 
caso, la campaña se desarrolla en todos los frentes: político, económico, 
cultural, social, administrativo y militar, y sus ejecutores (el Ejército y la 
Policía) quedan bajo control de las autoridades civiles [78] . El modo más 


efectivo de enfrentarse a la guerrilla es la prevención, si se emplean medios 
no militares, o la derrota total y temprana del enemigo, si se opta por una 
estrategia bélica, pero, en ambos casos, el escenario de un conflicto 
prolongado que implica el control coactivo del territorio y de los recursos 
del enemigo es el peor posible [79] . Este fue el panorama que tuvieron que 
afrontar las autoridades militares españolas en Cuba, tanto en la «Guerra 
Grande» como en la Guerra de Independencia de 1895-1898. 

Otro factor que propició la brutalización de la contienda antillana fueron 
las operaciones de las unidades irregulares de voluntarios financiadas con 
fondos privados, como los procedentes del Casino Español de La Habana, 
cuyos integrantes sentenciaron el 23 de marzo de 1870 que «Cuba será 
española o la abandonaremos convertida en cenizas». Este voluntariado, 
que ya existía desde la capitanía de José Gutiérrez de la Concha en febrero 
de 1855, fue reactivado por Lersundi tras el «Grito de Yara». Sus efectivos, 
que pasaron de 33.000 en 1869 a 57.000 en 1873, protegieron las grandes 
ciudades, sometiéndolas a un virtual régimen de terror [80] . Un ejemplo 
notorio de sus desmanes fue el complot urdido el 23 de mayo de 1869 
contra el capitán general Domingo Dulce, quien tuvo que resignar el cargo a 
viva fuerza el día 28, pero, al intentar castigar a algunos miembros de la 
conjura, los Voluntarios se amotinaron el 1 de junio ante la Capitanía 
General, obligando a un Dulce mortalmente enfermo a embarcar hacia la 
Península el día 5 [81] . Más graves fueron las consecuencias de la presunta 
profanación realizada el 23 de noviembre de 1871 de la tumba del 
periodista ultraconservador y coronel de los Voluntarios de La Habana, 
Gonzalo Castañón y Escarano, por cinco estudiantes de la Facultad de 
Medicina de la capital. Un Consejo de Guerra procesó y absolvió a 45 
escolares, pero los Voluntarios se amotinaron de nuevo y exigieron al 
capitán general la repetición del juicio, esta vez con nutrida presencia de 
jefes de Voluntarios en el tribunal. El proceso, repleto de irregularidades, 
acabó con numerosas condenas a la pena capital, de las que se ejecutaron 
ocho por fusilamiento el 27 de diciembre. El resto de los encausados fue 
condenado a penas de entre seis años y seis meses, y sólo dos escolares 
fueron absueltos [82] . La memoria de los estudiantes inmolados por el 
fanatismo españolista impregnó a la generación de combatientes que 
libraron la «Guerra Chiquita» de 1879-1880 y la Guerra de Independencia 
de 1895-1898. 


La insurrección se mostró muy activa hasta mediados de 1870 y, desde 
entonces, comenzó a declinar, alcanzando su punto más bajo entre fines de 
1871 y mediados de 1872, en que volvió a activarse. El recrudecimiento de 
la contienda carlista en la primavera de 1872 y los continuos cambios de 
Gobierno en Madrid durante el año siguiente hicieron imposible el 
despliegue de una política militar coherente en Cuba, y alentaron un rebrote 
de la contienda. A fines de 1872, eran tantos los destacamentos y poblados 
que protegía el Ejército que los batallones estaban demasiado fraccionados 
y sus jefes no podían supervisarlos convenientemente. Con todo, el 
Gobierno republicano mostró algún gesto tendente a la normalización 
política: un Decreto del 15 de octubre de 1873 suprimió las facultades 
excepcionales de gobernador en plaza sitiada concedidas a los capitanes 
generales en 1825 y ratificadas en 1867. 

La guerra alcanzó su apogeo en 1874 y fue sostenida con vigor hasta fines 
de 1876, en que volvió a decaer (en buena medida, por tensiones 
regionalistas y rivalidades caudillistas entre las fuerzas revolucionarias) 
hasta la pacificación definitiva que se produjo a mediados de 1878. A fines 
de 1874, los insurrectos controlaban casi todas las zonas rurales orientales y 
el centro de la isla, amenazando incluso a las ciudades fortificadas. A fines 
de 1875, se llegó al punto álgido de la contienda, con la consolidación de la 
revolución en la parte occidental. Pero el desequilibrio de fuerzas seguía 
siendo abrumador: cuando Joaquín Jovellar llegó a la Capitanía General en 
enero de 1876, disponía de 72.000 soldados regulares y 80.000 voluntarios 
para enfrentarse a unos 20.000 rebeldes. A fines de noviembre, una vez 
finiquitada la Guerra Carlista, el nuevo capitán general, Arsenio Martínez 
Campos, llegó con importantes refuerzos, que desencadenaron en marzo de 
1877 una ofensiva en Puerto Príncipe y Oriente; combinación de represión, 
indultos y estímulos económicos que luego se repetiría en la Guerra del Rif. 
Esta estrategia mixta de avance militar y política de atracción pronto rindió 
sus frutos: el 10 de febrero de 1878 Martínez Campos firmó con los 
insurrectos el Pacto del Zanjón, logrando su rendición a cambio de 
conceder garantías para el ejercicio de las libertades de prensa y reunión, 
mientras no se utilizaran para atacar a España. Los Gobiernos 
metropolitanos habían realizado un titánico esfuerzo movilizador, enviando 
un total de 208.597 soldados para sofocar las rebeliones de Santo Domingo 
en 1863-1865 y de Cuba en 1868-1878; unas cifras que serían sobrepujadas 
con los 219.828 combatientes que se trasladaron a la Gran Antilla entre 


1895 y 1898 [83] . La «Guerra de los Diez Años» arrojó como balance unos 
260.000 muertos (145.000 de ellos españoles), la destrucción de 
comunidades enteras en provincias como Santiago, Puerto Príncipe y el este 
de Santa Clara, y la destrucción del 45 por 100 de la riqueza de la isla [84] . 

En la «Guerra Chiquita» que tuvo lugar en 1879-1880, el general Blanco 
dispuso de suficientes medios y soldados, y Polavieja, responsable de las 
operaciones militares en Oriente, ordenó la inmediata reconcentración de la 
población rural en las jurisdicciones de Santiago, Guantánamo y Baracoa, 
con lo que la rebelión pudo ser sofocada en unos meses [85] . La 
insurrección de Cuba fue interpretada por la elite liberal española —como 
Pirala en sus Anales — como una auténtica guerra civil. De la misma forma 
que la brutalidad de la Guerra de la Independencia y las guerras de 
emancipación americanas afectó a los modos expeditivos de hacer política 
de los «espadones» españoles entre los años treinta y los setenta del siglo 
XIX, las sucesivas guerras de Cuba dejarían un legado de militarismo 
herido cuyos efectos políticos nocivos se prolongarían hasta el primer tercio 
del siglo XX. 


«¡Abajo las quintas!» Los motines contra la conscripción durante el 
Sexenio 


Las distintas guerras libradas por y en España durante el Sexenio 
exigieron la movilización de 345.000 soldados en un país que contaba con 
16 millones de habitantes. No tiene nada de extraño que las quintas, como 
el impuesto de consumos, concitaran el odio popular y se convirtieran en 
una causa fundamental de la protesta social, afianzando su protagonismo 
con otros factores condicionantes de diversa índole: la crisis económica 
(reflejada en la carestía de las subsistencias), las promesas políticas 
incumplidas respecto a la conscripción y la intervención revolucionaria del 
republicanismo en las ciudades. Las movilizaciones contra las quintas se 
convirtieron en una válvula de escape de las frustraciones populares 
respecto de las desigualdades sociales, la represión gubernativa, el aumento 
de los impuestos, la corrupción y el caciquismo. Los motines contra la 
«contribución de sangre» fueron acciones colectivas que abarcaron casi 
todo el espectro social, pero el fraude, la emigración, la huida, las 
manifestaciones y los motines eran actitudes de protesta individuales y 


colectivas legitimadas desde hacía muchos años por la economía moral de 
los sectores populares. Los demócratas y los republicanos hasta 1875, y los 
internacionalistas a partir de entonces, capitalizaron la hostilidad contra las 
quintas y los consumos, hasta transformar esta modalidad de protesta 
popular en un movimiento crecientemente organizado a través de recogidas 
de firmas, manifiestos, manifestaciones e incluso motines, dirigidos contra 
las autoridades locales y provinciales, el Gobierno y el mismo Estado [86] . 

En 1820, ya se habían producido algaradas contra el reclutamiento de 
fuerzas militares para las guerras de América. La que brotó en Cataluña el 6 
de julio de 1845 tras la implantación de la leva obligatoria (25.000 hombres 
reclutados el 12 de noviembre de 1843, a los que se añadieron otros 50.000 
el 26 de abril del año siguiente), y que tuvo eco en Reus, Tarrasa, Sant Bo1 
y Valls, fue cruelmente yugulada por Narváez al precio de 5 muertos, 2 
fusilados y 45 prisioneros en San Andrés del Palomar y Sarria, 25 muertos 
en Sabadell, 7 en Ripollet y 40 en Tarrasa [87] . También se produjeron 
tumultos contra la conscripción en Zaragoza en 1855 y, en Valencia, el 6-7 
de abril de 1856, en el marco de una conspiración antigubernamental con 
fondos allegados de París y Madrid, cuya represión arrojó un balance de 40 
bajas entre la población civil [88] . 

Albino Feijóo ha censado 133 motines de quintas en la segunda mitad del 
siglo XIX [89] . El Sexenio fue el momento culminante de este tipo de 
protesta, ya que el Gobierno provisional había tenido que aceptar el 
programa de las juntas (donde se incluía la abolición de consumos y 
quintas) para lograr su autodisolución. En las elecciones de enero de 1869, 
Prim, Espartero, Madoz, Llauder o Rivero prometieron la liquidación de 
ambos gravámenes, pero los compromisos rotundos de supresión del 
servicio militar obligatorio asumidos en las proclamas de las juntas 
revolucionarias fueron rotos con la convocatoria de un reemplazo de 25.000 
soldados firmada por Prim. En marzo de 1869, los quintos se sublevaron en 
toda Andalucía y, especialmente, en Almería (donde se rompieron las listas 
de conscriptos), Paterna, Alcalá del Valle, Chiclana, Vejer, San Fernando y 
Jerez. En esta última ciudad, que en 1868 había vivido una algarada similar, 
se produjo el motín más sangriento. A pesar de la decisión municipal de 
redimir a los jóvenes del nuevo reemplazo, se fijaron los días 19 y 21 de 
marzo de 1869 como las fechas para comenzar el alistamiento de la quinta 
correspondiente. La fijación del bando el día 17 provocó los primeros 
incidentes —la proclama se arrancó en la plaza del Arenal- y protestas que 


se fueron transformando en algarada. Se levantaron barricadas en las 
cercanías de la iglesia de San Miguel, y en los barrios de Santiago y la 
Albarizuela, a pesar de los intentos del alcalde de que los manifestantes 
depusieran su actitud. Tras acudir dos compañías de soldados a disolver a 
los amotinados en la plaza de Santiago, comenzaron los primeros 
intercambios de disparos. Esa madrugada, el gobernador militar llamó a la 
ciudad al batallón de Cazadores de Reus, que esperaba en Cádiz para 
embarcar hacia Cuba. También acudió un batallón del regimiento de 
Albuera, procedente de Sevilla. En la tarde del día 18 de marzo, se 
levantaron nuevas barricadas en las calles Bizcocheros, Los Valientes y 
parte del barrio de La Albarizuela, así como en la plaza de la Cruz Vieja y el 
Arroyo, pero la resistencia fue inútil. El Ejército actuó con extrema 
severidad, hasta lograr dominar la situación en la mañana del 19, al precio 
de unos 600 civiles, 19 oficiales y 85 soldados muertos o heridos y 500 
paisanos prisioneros, que fueron deportados a Ceuta [90] . Andalucía fue 
«pacificada» por el general Pavía a punta de bayoneta, pero los motines de 
quintas se reproducirían en la región en octubre de 1869, marzo-abril de 
1870, noviembre-diciembre de 1872 y el verano de 1873. 

La Ley de Organización y Reemplazo del Ejército presentada por Prim a 
las Cortes el 10 de febrero de 1870 confirmó la persistencia de un modelo 
militar basado en la conscripción, si bien se redujo el tiempo de servicio en 
filas de ocho a seis años, y se crearon algunos batallones de voluntarios. No 
fue suficiente: el 13 de marzo se produjo un motín en Madrid y, en abril, 
hubo sucesos similares en Sevilla. Ese mes, la llamada a quintas del 
Gobierno provocó el toque a somatén y la erección de barricadas en el 
centro de Barcelona y en el Llano (Sants, Grácia, Moncada, San Andrés, 
Sabadell y Tarrasa) desde el lunes 4 al jueves 7 de abril. La ciudad condal, 
donde en marzo de 1869 ya se habían destruido los útiles de la talla, asumió 
la iniciativa de la revuelta, que se extendió a Gerona, Reus, Sant Feliu de 
Guíxols, Palamós, Caldes de Malavella, Calonge, La Bisbal, Roses, La 
Junquera, Cadaqués, Llagostera, Cassa de la Selva, Palafrugell o Santa 
Coloma de Farners, y fue atizada por los consistorios y ediles republicanos 
con el apoyo de las fuerzas obreras en curso de organización. El 5 de abril 
el comité local del PRDF de Barcelona preconizó la resistencia pasiva, y el 
capitán general Eugenio Gaminde impuso el estado de excepción y el toque 
de queda a las 10 de la noche, con el apoyo del Ejército y los Voluntarios 
monárquicos, que comenzaron la persecución de los rebeldes en Sants, 


Gracia y el valle del Llobregat. En los enfrentamientos, que se prolongaron 
hasta el 9 de abril, se movilizaron más de 11.000 soldados gubernamentales, 
que actuaron con extrema dureza: al menos 27 personas resultaron muertas 
en Gracia durante el feroz bombardeo y el asalto en toda regla efectuados 
por el Ejército contra una ciudad defendida por dos centenares de rebeldes 
[91] . A mediados de abril, la rebelión fue aplastada y, con ella, el aparato 
de propaganda del partido federal. La represión subsiguiente a las 
insurrecciones de 1869 contra el desarme de la Milicia y de 1870 contra las 
quintas, junto a la aparición y el desarrollo de la FRE de la AIT, 
desestabilizaron las bases del PRDF [92] . Para el republicano Antonio 
Sánchez Pérez, «la insurrección del llano de Barcelona, en abril de 1870, 
fue la última manifestación armada del partido federal, que desde entonces, 
convencido que en el terreno de la fuerza le sería muy costoso, cuando no 
imposible, el triunfo, resolvió valerse de otros medios, entrando, por decirlo 
así, en una nueva vida» [93]. 

El grito de «¡Abajo las quintas!» acompañó las sublevaciones 
republicanas de noviembre y diciembre de 1872, que tomaron como excusa 
el reemplazo extraordinario de 40.000 hombres establecido por el gobierno 
para luchar contra los carlistas. Hubo motines en Ferrol (11 a 18 de octubre 
y 24 de noviembre) [94] , Alcoy, Mérida o Málaga, pero los sucesos más 
graves tuvieron lugar en Madrid el 24 de noviembre y en Valencia ese 
mismo mes, ya que la insumisión se extendió a Cataluña con el aliento de 
carlistas y republicanos. Sin embargo, los enfrentamientos librados, 
precisamente, entre republicanos intransigentes y carlistas obligaron a la 
declaración del estado de guerra en muchas provincias hasta la celebración 
del sorteo. La mayoría de los motines fueron espontáneos y respondieron a 
la indignación producida por el bando municipal anunciando la quinta, la 
talla, el sorteo o la publicación de las listas de conscriptos. Participaban los 
mozos implicados en el reemplazo anual, junto a familiares —especialmente, 
mujeres y niños—, amigos, vecinos o activistas profesionales. Fueron de 
corta duración (salvo los de Jerez, Sans y Gracia en 1870), con escasos 
participantes, sin líderes previos, pero con cabecillas espontáneos. De la 
protesta verbal se pasaba a la destrucción del artefacto medidor de la talla y 
de los cántaros o bombos del sorteo y, de ahí, a la agresión a ediles y 
fuerzas del orden antes de que la multitud se dispersara por las calles. A 
veces se erigían barricadas y se arpillaban los tejados y las terrazas de los 
barrios populares de las ciudades, o se formaba una partida republicana con 


los restos del motín, formada por mozos que se «echaban al monte» junto a 
otros tipos de contestatarios. 

Los republicanos alentaron la crítica a las quintas sin lograr liquidarlas. El 
Gobierno concedió una amplia amnistía a los autores de actos de protesta 
contra las quintas, pero la anunciada abolición prevista para 1873 fue 
anulada por nuevos decretos dirigidos a alistar a voluntarios extraídos de la 
reserva, cuya movilización coincidió con el estallido del movimiento 
cantonalista. Ello provocó la oposición violenta de los federalistas más 
radicales contra el propio republicanismo gobernante, como se constataría 
en la rebelión cantonal y los motines de soldados del verano de 1873. 

Las revueltas contra la conscripción son un ejemplo clásico de las 
movilizaciones populares de ciclo antiguo contra el rearme coactivo del 
moderno Estado nacional; un repertorio caracterizado por su naturaleza 
parroquial (los intereses y la interacción se concentraban en el nivel de la 
comunidad o la corporación), localista (la acción se orientaba hacia 
objetivos particulares y específicos antes que a preocupaciones nacionales), 
particular (las rutinas de acción variaban de formato en función de cada 
grupo social o espacio geográfico afectado), patronizado (las demandas se 
dirigían a un líder o autoridad local, que podría representar sus intereses 
frente a las autoridades superiores y externas a la comunidad), bifurcado 
(existía una amplia separación entre la acción dirigida a objetivos locales y 
las peticiones para la intervención de las autoridades establecidas cuando se 
tratan cuestiones nacionales), directo (se efectuaban ataques a personas o 
bienes, y las autoridades respondían de forma igualmente violenta según 
una lógica militar de preservación del orden público) y ritual (la población 
empleaba medios clásicos de acción usados por la autoridad, expresados de 
forma performativa con rasgos frecuentemente caricaturescos, y asumía las 
prerrogativas de la autoridad en nombre de la comunidad local) [95] . Estas 
protestas confirman la centralidad de la comunidad local como escenario de 
la violencia a lo largo del siglo XIX. En ella convergían redes de 
camaradería ideológica, como las milicias o los clubes de tipo democrático, 
con las lúdicas de las pandillas o las collas de jóvenes de la misma 
generación, que se veían en la tesitura de afrontar unidos la incierta fortuna 
que les deparaba la movilización militar en un contexto de guerra casi 
permanente. La correlación de fuerzas sociales y materiales de cada 
comunidad ayuda a explicar el distinto papel insurreccional de esas redes 
que actuaron contra los Gobiernos antes y después de septiembre de 1868 


[96] . Las protestas contra las quintas no desaparecieron con la 
consolidación y la «naturalización» de las funciones extractivas del Estado. 
El hecho de que la «Semana Trágica» que vivió Barcelona en julio de 1909 
tuviera como origen un motín contra la conscripción de reservistas es algo 
más que una simple anécdota. 


EL DETERIORO DEL ORDEN PÚBLICO DURANTE LA MONARQUÍA 
AMADEÍSTA (1871-1873) 


La progresiva militarización de la seguridad pública (1868-1873) 


Como señala Manuel Ballbé, el Sexenio fue un periodo caracterizado por 
la primacía de la jurisdicción militar sobre la civil a la hora de juzgar los 
asuntos relacionados con la seguridad pública. El artículo 31 de la 
Constitución promulgada el 6 de junio de 1869 contemplaba la posibilidad 
de suspender temporalmente, y por medio de una ley, las garantías 
consignadas en los artículos 2, 5 y 6, y párrafos 1 a 3 del artículo 17, 
«cuando así lo exija la seguridad del Estado en circunstancias 
extraordinarias. Promulgada aquella [ley], el territorio al que se aplicara se 
regirá durante la suspensión por la Ley de Orden Público establecida de 
antemano. Pero ni en una ni en otra ley se podrán suspender más garantías 
que las consignadas en el primer párrafo de este artículo, ni autorizar al 
Gobierno para extrañar del Reino, ni deportar a los españoles, ni para 
desterrarlos a distancia más de 250 kilómetros de su domicilio. En ningún 
caso los jefes militares o civiles podrán establecer otra penalidad que la 
prescrita previamente por la ley». Ello obligó a la elaboración urgente de 
una norma que diese cobertura a este artículo constitucional. La Ley de 
Orden Público del 23 de abril de 1870 establecía diversos estados 
excepcionales: los de prevención y alarma surgían automáticamente en el 
momento de suspenderse los derechos garantizados en la Ley Fundamental, 
y los podía declarar la autoridad gubernativa para casos de delitos contra la 
Constitución, contra la seguridad interior y exterior del Estado y contra el 
orden público. El estado de guerra lo declaraba la autoridad civil, de 
acuerdo con la militar y la judicial, pero podía quedar establecido 
provisionalmente si no había habido acuerdo en el seno de esta Junta de 
Autoridades, no había habido tiempo para decidirlo en el momento del 
estallido de la rebelión o la sedición o si la autoridad civil contemplaba la 


urgente necesidad de emplear la fuerza armada para sofocarla. La Ley, que 
estuvo vigente hasta 1933, fue el penúltimo eslabón de un proceso de 
militarización largamente incubado, cuya primera medida fue la 
promulgación —en pleno periodo vacacional de las Cortes— del Decreto del 
22 de julio de 1869, por el que se mantenía en vigor la vetusta Ley del 17 
de abril de 1821, que otorgaba a la jurisdicción militar competencias para 
actuar sobre delitos de conspiración a mano armada realizados contra la 
Constitución, ampliando sus facultades sobre el aparato de la seguridad del 
Estado y el mismo poder judicial, ya que los encausados por un delito de 
rebelión o sedición armada quedaban sometidos a consejos de guerra 
ordinarios. Estas atribuciones eran claramente inconstitucionales, pues el 
artículo 31 de la Carta Magna señalaba que era necesario una ley previa 
para suspender las garantías. Una Orden del regente Francisco Serrano 
fechada el 19 de julio de 1870 solventó esta dificultad en sentido no 
garantista, al establecer que no era necesaria la publicación de la ley de 
suspensión para que pudiesen ser aplicados los artículos 11 a 15 de la Ley 
de Orden Público. 

Ballbé destaca que los abusos de poder de Prim y Serrano como capitanes 
generales de Cuba y Puerto Rico se trasladaron al ámbito peninsular 
mediante la aplicación de medidas de excepción de extraordinaria dureza 
[97] . Algunas de estas normas represivas fueron incorporándose de forma 
gradual en el acervo legislativo. El «Decreto de unificación de fueros» del 5 
de diciembre de 1868 consolidó la presencia de la jurisdicción militar en el 
ordenamiento sancionador general. El proyecto de reforma del Código 
Penal de 1848, presentado el 30 de mayo de 1870 por el ministro de Gracia 
y Justicia, Eugenio Montero Ríos, y promulgado tres meses más tarde sin 
haberse aprobado en Cortes, reguló estrictamente los derechos de reunión y 
manifestación (artículos 189 a 197). El Código reservaba los artículos 198 a 
201 a castigar a las asociaciones ilícitas como reos de los delitos de 
resistencia y desobediencia y distinguía la asociación ilegalmente 
constituida de la asociación ilícita propiamente dicha por ser contraria a la 
moral pública o tener como propósito la perpetración de actos delictivos, 
por los que podrían ser juzgados sus fundadores y sus directivos. 

La norma definió en su artículo 234 el delito de rebelión en los mismos 
términos que el rigorista «Código Pacheco» de 1848, pero ampliando su 
cobertura a «los individuos de la familia del Rey, los ministros, las 
autoridades y demás funcionarios, así civiles como militares, que cuando 


vacase la Corona, o el Rey se imposibilitase de cualquier modo para el 
gobierno del Estado, impidieren a las Cortes reunirse o coartase el derecho 
para nombrar tutor o Regencia». Las traumáticas experiencias políticas de 
los años treinta y cuarenta pesaban, sin duda, en la definición de las 
sanciones contempladas para los rebeldes, que se exponían a castigos que 
iban desde la reclusión temporal en su grado máximo a la pena de muerte 
para los caudillos, reclusión temporal a muerte para los subalternos, prisión 
mayor en su grado máximo a reclusión temporal en su grado mínimo para 
los ejecutores, prisión correccional en sus grados medio y máximo para los 
conspiradores y prisión correccional en sus grados mínimo y medio para los 
instigadores. 

En el artículo 250, la sedición se tipificaba de manera harto minuciosa: «1. 
Impedir la promulgación o la ejecución de las leyes o la libre celebración de 
las elecciones populares en alguna provincia, circunscripción o distrito 
electoral; 2. impedir a cualquier autoridad, corporación oficial o funcionario 
público el libre ejercicio de sus funciones o el cumplimiento de sus 
providencias administrativas o judiciales; 3. ejercer algún acto de odio o 
venganza en la persona o bienes de alguna autoridad o de sus agentes; 4. 
ejercer con un objeto político o social algún acto de odio o de venganza 
contra los particulares o cualquiera clase del Estado; 5. despojar, con un 
objeto político o social, de todos o parte de sus bienes propios a alguna 
clase de ciudadanos, al municipio, a la provincia o al estado, o talar o 
destruir dichos bienes». Las penas contempladas para este delito político 
iban desde la reclusión temporal a la prisión correccional en sus grados 
mínimo y medio. 

Este Código Penal incluyó por vez primera el epígrafe «Delitos contra la 
forma de Gobierno» en sus artículos 181 a 187. Estos consistían en 
reemplazar el Gobierno monárquico-constitucional por un Gobierno 
monárquico-absoluto o republicano; despojar en todo o en parte a 
cualquiera de los cuerpos colegisladores, al rey, al regente o a la regencia de 
las prerrogativas y facultades que les atribuía la Constitución; variar el 
orden legítimo de sucesión a la Corona, o privar a la dinastía de los 
derechos que la Constitución le otorga, e impedir a los padres del rey o, en 
su defecto, al Consejo de Ministros, gobernar provisionalmente el reino 
hasta que las Cortes nombrasen una regencia, cuando el rey no pudiera 
ejercer su autoridad o la Corona estuviera vacante. También se castigaban 
las manifestaciones y reuniones públicas donde se exteriorizaran propósitos 


o símbolos sancionados en el artículo 181, y los alzamientos en armas 
dirigidos a perpetrar cualquiera de los delitos antes reseñados. Las penas 
oscilaban entre la reclusión temporal en su grado máximo y la pena capital 
para los promotores o sostenedores. Se preveían iguales penas para los 
subordinados que fueran autoridades civiles o eclesiásticas; hubieran 
librado combate con las fuerzas del Gobierno o causado estragos en 
propiedades particulares, municipales o del Estado, cortado las líneas 
telegráficas o las vías férreas, ejercido violencias graves contra las 
personas, exigido contribuciones o distraído los caudales públicos de su 
legítima inversión. Para el resto de los casos, se impondría al culpable la 
pena de reclusión temporal. Los simples ejecutores serían acreedores de 
penas que iban de la prisión mayor en su grado medio a la prisión temporal 
en su grado mínimo. Por la Ley del 15 de febrero de 1873, los procesados 
por delitos políticos sufrirían la detención y prisión en locales distintos y 
completamente separados de los que ocupasen los procesados por delitos 
comunes. Se llegó a plantear la construcción de un establecimiento 
penitenciario especial para presos políticos en el exconvento de la Victoria, 
del Puerto de Santa María, que estaría regido por un reglamento más 
benévolo que el reservado para los delincuentes comunes. 

Las libertades públicas fueron rigurosamente fiscalizadas. El 29 de 
noviembre de 1868, Sagasta emitió una circular a los gobernadores civiles 
instándoles a la vigilancia de las reuniones republicanas, y el 3 de diciembre 
promulgó otra para que los gobernadores civiles se afanasen en «corregir 
los abusos que se cometan a la sombra del derecho de reunión y asociación 
pacífica, no menos que el de la libre emisión del pensamiento». Una nueva 
circular del 25 de septiembre de 1869 instruyó a los gobernadores civiles 
acerca de la manera de reprimir los presuntos excesos que se cometían en el 
ejercicio de los derechos de reunión, asociación, manifestación y expresión. 
Sagasta ordenó actuar «con mano fuerte [...], no tolerando en ellos ni gritos 
subversivos ni ataques a la Constitución monárquica de la nación, ni 
amenazas a la propiedad, a la honra o a la vida de los ciudadanos, ni ultrajes 
a la moral y deteniendo en el acto a los culpables» [98] . 

La «Gloriosa» derogó muchas de las disposiciones anteriores de 
salvaguardia del orden público. El principal escenario de la lucha por el 
control de los resortes del poder coercitivo fue el ámbito local donde, desde 
los años veinte, habían entrado en conflicto el modelo popular de 
salvaguardia pública representado por la Milicia Nacional y el proyecto de 


Policía militarizada y profesionalizada impulsado desde los años cuarenta 
por el Estado centralista, cuyo principal exponente era la Guardia Civil. 
Durante el Sexenio se libraron las últimas batallas por la primacía de una u 
otra visión orgánica del orden público, y ello en un contexto de progresivo 
quebranto del mismo por culpa de la multiplicación de desafíos violentos al 
régimen democrático. Dentro del progresismo, que actuaba como el fiel de 
la balanza de la coalición revolucionaria, el ministro de Fomento del 
Gobierno provisional, Manuel Ruiz Zorrilla, era partidario de conceder el 
monopolio de las competencias del orden público a los gobernadores 
civiles, pero el titular de Gobernación, Práxedes Mateo Sagasta, era más 
favorable a que asumieran ese control las autoridades militares. Las 
llamadas a una coordinación entre ambas autoridades para colaborar en ese 
quehacer fueron bastante infructuosas. Así lo demuestra el linchamiento en 
la catedral de Burgos del gobernador civil Isidoro Gutiérrez de Castro el 25 
de enero de 1869, cuando se disponía a aplicar un Decreto del Ministerio de 
Fomento que ordenaba la incautación de archivos, bibliotecas, gabinetes y 
demás colecciones de objetos de ciencia, arte O literatura ubicados en 
establecimientos religiosos. La Guardia Civil que acompañaba a la 
autoridad se limitó a contemplar el crimen, y los mandos militares presentes 
en la plaza permanecieron inertes ante el motín clerical que congregó a dos 
o tres millares de personas. Poco después, el comandante militar, Martín de 
Colmenares y Sánchez, declaró la ley marcial y ordenó el despliegue del 
regimiento de caballería de Bailén y de los Voluntarios de la Libertad para 
mantener el orden entre los grupos de católicos y liberales. La 
catedral permaneció clausurada por orden gubernativa hasta el 20 de marzo, 
día en el que la Iglesia preparó una ceremonia con el fin de «limpiar» la 
sangre derramada dentro del templo. Como responsables de semejante 
tropelía, fueron arrestadas más de 140 personas, entre ellas, varios 
miembros del cabildo. Fueron juzgadas unas 60, en su mayoría jornaleros 
analfabetos, en una veintena de procesos, pero no se produjo ninguna 
ejecución [99] . 

Aunque Sagasta impulsó la promulgación de normas para regular de 
forma restrictiva las libertades de pensamiento, asociación y reunión, en un 
principio dio satisfacción a las juntas revolucionarias reglamentando el 17 
de noviembre de 1868 la organización de los Voluntarios de la Libertad con 
las bases que regían en 1854 para la Milicia Ciudadana. El Cuerpo, que 
tendría un carácter local y no permanente, garantizaría el orden en las 


capitales de provincia y en los pueblos de más de 100.000 habitantes. La 
falta de profesionalidad, el ideario radical de buena parte de sus miembros, 
la independencia respecto de las autoridades gubernativas y la no sujeción a 
una ordenanza centralizada lastraron la acción de los Voluntarios de la 
Libertad. Ante la creciente falta de control de la Milicia por los 
ayuntamientos, y tras el asesinato del secretario del Gobierno Civil de 
Tarragona el 21 de septiembre de 1869, Sagasta procedió por Decreto del 1 
de octubre al desarme de los Voluntarios de la Libertad en varias 
poblaciones catalanas, como Tortosa, Tarragona, Barcelona y Martorell, 
potenciando la autoridad de los gobernadores civiles, que aprovecharon la 
coyuntura para desplegar la Guardia Civil, disolver las milicias ciudadanas 
y suspender las asociaciones políticas republicanas en sus demarcaciones. 

El desarme de los Voluntarios degeneró en confrontaciones callejeras en 
Zaragoza y Levante, que el Gobierno trató de atajar enviando al Ejército y a 
la Guardia Civil. El 2 de octubre Prim señaló la necesidad de adoptar 
medidas extraordinarias, «porque los medios regulares no bastan ya». Al día 
siguiente, a pesar de la firme oposición republicana, que abandonó las 
Cortes, el Gobierno logró hacer pasar una ley por la que se le facultaba a 
declarar el estado de guerra en aquella parte del territorio nacional que 
estimase conveniente. Con ello, el Ejército y la Guardia Civil pasaron a ser 
los principales actores de esta militarización creciente del orden público. 
Los reconvertidos Voluntarios de la Libertad intervinieron como cuerpos 
francos al lado del Ejército regular en la represión del alzamiento federal de 
septiembre de 1869, y en las algaradas de abril de 1870 en Barcelona. A 
fines de 1869, la Milicia fue disuelta en Cádiz, Jerez, Málaga, Tarragona, 
Tortosa o Barcelona, en virtud del incumplimiento del artículo 7 de la Ley 
Orgánica que regulaba el funcionamiento de dicha fuerza, y alegando que la 
mayor parte de sus integrantes eran «elementos contrarios a las 
instituciones del país» [100]. 

Tras la fallida experiencia monárquica democrática de Amadeo I, en la que 
se desarrolló la experiencia efímera de los Voluntarios de la Monarquía 
Constitucional, los Voluntarios de la Libertad fueron sustituidos el 14 de 
febrero de 1873 por unos Voluntarios de la República aún más radicales en 
su proclividad federalista. Como respuesta a un activismo ya más social que 
político, el Gobierno incrementó los efectivos de la Guardia Civil y el 
Ejército, y comenzó a desarmar a los Voluntarios. El 2 de septiembre 
Castelar restableció la vetusta ordenanza miliciana del 29 de junio de 1822 


y puso a los «gorros colorados» —remoquete popular de los Voluntarios por 
su frecuente uso de barretinas y gorros frigios— bajo el mando del 
Ministerio de la Gobernación, del inspector general, de los inspectores de 
provincias y, por último, de los alcaldes. A pesar de la amenaza de 
disolución que pendía sobre los Voluntarios desde la rebelión cantonal, 
siguieron siendo motivo de perenne inquietud para los Gobiernos 
republicanos hasta su definitiva disolución tras el golpe de Pavía del 3 de 
enero de 1874. El día anterior, varios jefes y oficiales de la milicia popular 
madrileña se reunieron en el Café del Prado y se conjuraron para movilizar 
sus batallones «en caso de peligro de la República», pero se retiraron 
prudentemente a sus casas antes de que se efectuara la toma militar del 
Congreso. 

El periodo de 1868 a 1874 fue crítico para la Guardia Civil, cuya actitud 
en la Revolución de Septiembre fue bastante confusa: en Córdoba, mientras 
que el Ejército y la Guardia Rural trataron de combatir la rebelión, los 
carabineros la apoyaron y la Guardia Civil se declaró neutral, 
concentrándose y alejándose de la ciudad a la espera de los 
acontecimientos. Pero, en localidades como Alcoy, la constitución de una 
Junta Revolucionaria republicana la llevó a actuar sin contemplaciones los 
días 24 y 25 de septiembre, en un enfrentamiento que se saldó con muertos 
por ambas partes. También en Santander se produjeron sangrientos 
incidentes, cuando se puso al servicio de las autoridades militares 
isabelinas. Sólo tras la batalla de Alcolea, la Guardia Civil optó por 
inclinarse francamente del lado de la revolución. La impopular Guardia 
Veterana hubo de retirarse de las calles, y el 20 de octubre se decretó la 
disolución del Tercio Veterano de Madrid, fuerza creada por los unionistas 
en 1859 y considerada hostil a la nueva situación política. El Gobierno 
provisional distribuyó sus efectivos en el resto de los tercios del Instituto. 
Su lugar en la vigilancia madrileña fue ocupado por un cuerpo de agentes 
de Orden Público, impulsado por el alcalde Rivero, uniformado con una 
discreta levita militar y quepis, y a cuyos agentes se les recomendó 
mantener un talante conciliador y no autoritario, limitándoles el uso de 
armas. Este cuerpo policial de emergencia tuvo una escasa eficacia real, ya 
que fue eclipsado por la creación el 24 de octubre de los Voluntarios de la 
Libertad, que operaron en misiones propias de la fuerza pública. 

Muy pronto, los gobernadores civiles comenzaron a arrogarse potestades 
sobre la distribución de la Guardia Civil, hasta el punto de que, a inicios del 


verano de 1869, el Ministerio de la Gobernación hubo de advertirles que, 
dada la agitación política reinante, no solicitasen la concentración de 
fuerzas de carabineros o de la Benemérita sin antes ponerse de acuerdo con 
las autoridades militares del distrito. Ante las reticencias de algún 
gobernador, Prim les exigió el estricto cumplimiento de la Orden del 
Consejo de Ministros del 19 de julio de 1869, que establecía el predominio 
de la autoridad militar en caso de alteración del orden público. Debido al 
aumento de la agitación revolucionaria, progresistas, unionistas y 
demócratas moderados optaron por la adopción de medidas excepcionales, 
especialmente a partir del otoño de 1869. El 29 de noviembre de 1871 se 
promulgó un nuevo Reglamento militar para la Guardia Civil, que el 18 de 
octubre de 1872 pasó a depender de la autoridad castrense, pero, en 1873, 
se decretó que sólo obedecieran las órdenes de los capitanes generales 
previa intervención del ministro de la Guerra [101]. 

En cuanto al cuerpo civil de Policía, continuó siendo el pariente pobre del 
dispositivo de seguridad estatal. A fines de 1868, se creó el Cuerpo de 
Orden Público, sustituto del desaparecido Ramo de Vigilancia Pública, cuyo 
reglamento promulgado el 1 de junio de 1870 imponía su total 
militarización. La norma reconocía la imposibilidad de cambiar por 
completo su organización y adaptarla a los principios del gobierno 
democrático. El Cuerpo de Vigilancia redujo sus funciones preventivas y se 
dedicó a reprimir desórdenes públicos y ataques a la propiedad. También se 
creó una embrionaria Policía Judicial, con un centenar de miembros del 
Cuerpo de Orden Público desmilitarizados y dependientes directamente del 
ministro de la Gobernación. Se redujeron los sueldos (de 2.500 a 1.000 
pesetas anuales) para equipararlos a los de la Guardia Civil, y se suprimió la 
Sección Central de Orden Público. Tras el asesinato de Prim, Sagasta 
aumentó las fuerzas policiales de la capital de 500 a 1.000 agentes, que 
obtuvieron algunas mejoras en el desempeño de sus servicios a cambio de 
aceptar su creciente militarización. El 20 de febrero de 1871, tras un 
atentado frustrado contra Ruiz Zorrilla en la madrileña calle del Pez, se 
ordenó que un centenar de agentes del Cuerpo de Orden Público ejerciera 
funciones de carácter reservado como Policía secreta [102] . Ese mismo día 
se creó un Cuerpo de Policía Judicial y de Orden Público para vigilar 
Madrid, organizado militarmente y bajo la dependencia de ministro de la 
Gobernación a través del gobernador civil. Este proyecto planteaba reforzar 
con 1.000 hombres los distritos de la capital, lo que suponía, de forma 


implícita, levantar el acta de defunción de los Voluntarios de la Libertad y 
del control municipal sobre el orden público, ahora monopolizado por el 
Estado. 

La psicosis de agresión ante el é/an federalista y socializante que inundaba 
los campos del sur se trasladó también a las ciudades, donde el ingreso en la 
escena pública de la clase media y de los estratos bajos urbanos bajo la 
bandera de la democracia fue contestado con un rearme defensivo de los 
sectores conservadores. Esta virulenta reacción adoptó una forma semejante 
a la que prevalecía en las zonas agrarias: la privatización de la violencia. 
Entre la revolución de 1868 y el final del reinado de Amadeo Ll, surgieron 
bandas de sicarios o grupos armados, que recorrían las calles de la capital 
como complemento y apoyo de la acción desplegada por los partidos y las 
facciones políticas en el Parlamento. La más conocida de estas fue la 
«partida de la porra» surgida durante el Gobierno de Prim bajo el liderazgo 
del empresario Felipe Ducazcal, que controlaba a «una treintena de 
individuos, unos, los de arriba, o jefes, en busca —según se decía— de un 
empleo, y otros, los de abajo, para ganarse un jornal» [103] . La aparición 
de este tipo de grupos parapoliciales suele ser síntoma de la fragilidad de 
los regímenes a los que dicen servir. 


Los motines rurales y urbanos: los sucesos de Montilla y Alcoy y el acoso a 
la Internacional 


El protagonismo que iban adquiriendo las masas trabajadoras produjo las 
primeras expresiones de protesta de tipo industrial durante el Sexenio. En 
mayo de 1869, se fundó en Barcelona la primera sección local de la 
Internacional Obrera (AIT). En el Congreso fundacional de la Federación 
Regional Española (FRE) de la AIT, celebrado en Barcelona en junio de 
1870, se aceptó la huelga como modo de resistencia contra los patronos y se 
estipuló que las reivindicaciones del movimiento obrero contaran con una 
cobertura política y sindical, que no descartaba una alianza con otros grupos 
sociales en periodos de máxima agitación política. Esta emancipación del 
proletariado respecto de las tácticas rervindicativas de la pequeña burguesía 
llenó de inquietud a los responsables del cambio político democrático, que 
veían a la «Gloriosa» despeñarse por la imprevisible senda de la revolución 
social. 


En septiembre de 1870 se proclamó en Francia la República, y surgió en el 
seno del federalismo español una tendencia socializante, contraria a la 
avenencia con la monarquía, y simpatizante de la Internacional como 
genuina y revolucionaria representación del proletariado. No cabe duda de 
que «la Comuna contribuyó a radicalizar a amplios segmentos del 
federalismo, buena parte del cual tomaría a la Internacional como referente 
e ingresó en sus filas sin abandonar su politicismo» [104] . En paralelo, la 
FRE ensayó a partir de 1871 una estrategia de atracción del federalismo 
criticando la incapacidad del partido republicano para llevar a cabo la 
revolución social. 

La liquidación de la Comuna de París el 28 de mayo de 1871 marcó el 
inicio en toda Europa de una era de reacción conservadora, una nueva 
«Santa Alianza» antiinternacionalista que se mantuvo activa hasta la 
primera década del siglo XX. En los días postreros de la Comuna, el 
Congreso de los Diputados vivió su primer gran debate sobre la llegada a 
España de la AIT. La controversia nació de una interpelación al Gobierno 
presentada el 22 de mayo por un diputado de la oposición republicana, 
Baldomero Lostau, en la que se acusaba al gobernador civil de la provincia 
de Barcelona de «violar los artículos constitucionales que autorizan a los 
ciudadanos para reunirse y asociarse». Sagasta replicó que la tensión que se 
vivía en Barcelona tenía mucho que ver con la presencia en la ciudad de 
communards huidos de Francia y conectados con la AIT [105] . El 28 de 
mayo el ministro de la Gobernación distribuyó a los gobernadores una 
circular en la que, tras informar de que el representante diplomático del 
Gobierno francés calificaba la Comuna de un acto de criminalidad común, 
transmitía una serie de instrucciones secretas referentes a la detención de 
los huidos de la Comuna parisina, y a la superación del plazo de detención 
de 72 horas establecido en el artículo 3 de la Constitución, lo que facilitaría 
las gestiones de extradición de los sospechosos [106] . En los primeros días 
de junio, Sagasta mandó instrucciones a todos los gobernadores 
otorgándoles «poderes ilimitados en orden a la represión de la 
Internacional». En vista de la situación, el Consejo Federal de la FRE-ATT 
abandonó Madrid y se refugió en Lisboa [107] . 

En paralelo a la creciente preocupación de los Gobiernos europeos por el 
auge del obrerismo revolucionario, se fue difundiendo por todo el 
continente un ambiente de «defensa social» que, por el momento, adoptó la 
forma de grupos inconexos de resistencia cívico-intelectual de las clases 


dirigentes contra la amenaza revolucionaria. La Internacional como fuerza 
tenebrosa de alcance mundial fue invocada por primera vez en España por 
Eugenio García Ruiz en el diario demócrata El Pueblo. El 14 de abril de 
1871 La Iberia ya hablaba del «derecho de la sociedad a armarse, a resistir, 
a herir la frente del enemigo que contra ella avanza» [108] . Estos 
llamamientos a la defensa violenta del orden social tuvieron un inmediato 
reflejo en la práctica: dos semanas después, la Policía asaltaba el local de 
las Tres Clases del Vapor; el 2 de mayo la «partida de la porra» disolvía un 
banquete internacionalista de solidaridad francoespañola en Madrid, y el 
gobernador civil de Barcelona prohibía terminantemente las huelgas y las 
reuniones obreras. El asunto volvió a tomar cuestión parlamentaria el 29 de 
mayo, cuando el diputado tradicionalista Plácido Jove y Hevia solicitó al 
ministro de la Gobernación que comunicara «las determinaciones que el 
gobierno piensa tomar con los autores de los tristísimos sucesos que han 
tenido lugar últimamente en París y en el caso que se refugien en territorio 
español». Al día siguiente, un nutrido grupo de diputados suscribía una 
condena del movimiento communard y, tras un debate donde intervinieron 
en favor de la «civilización ultrajada» los unionistas Gaspar Núñez de Arce 
y Antonio de Ríos Rosas y el conservador alfonsino Antonio Cánovas del 
Castillo, se votó afirmativamente la propuesta de «evitar que auténticos 
criminales se refugien en territorio español, haciéndose pasar por reos 
políticos». 

El 7 de octubre, Jove y Hevia interpeló de nuevo al Gobierno sobre la 
pertinencia de dictar una ley específica contra la AIT o si la mera 
observancia del artículo 19 de la Constitución (que establecía la prohibición 
de las asociaciones que conspirasen contra la seguridad del Estado) bastaba 
para decretar su disolución. El debate se reinició el día 16, y la semana 
siguiente el católico-monárquico Cándido Nocedal pronunció un discurso 
de tonos apocalípticos sobre los males que sufría la «civilización moderna» 
al impedir a la Iglesia y a los ricos los medios legales para establecer 
fundaciones de caridad organizadas y permanentes. Nocedal atacaba al 
liberalismo democrático que degeneraría, inevitablemente, en socialismo al 
socavar el principio de propiedad con las desamortizaciones, y a la 
Constitución de 1869, por revelarse incapaz de actuar contra la 
Internacional que, a su juicio, sólo podía ser combatida ideológicamente por 
la Iglesia, para finalizar acusando de ceguera a las clases conservadoras y 
proponer la alternativa contrarrevolucionaria tradicionalista mediante la 


conocida disyuntiva de «don Carlos o el petróleo» [109] . La ilegalización 
de la AIT fue votada favorablemente el 10 de noviembre. Era evidente que, 
tanto para los tradicionalistas como para los liberales, la Internacional era 
un simple problema de orden público [110]. 

Antonio Elorza considera que el debate sobre la legalidad de la ATT 
«enmarca la definitiva colocación defensiva de nuestra burguesía en el 
proceso revolucionario», incluida la representada por liberales progresistas 
como Sagasta [111] , que, desde el Ministerio de la Gobernación, utilizó 
sistemáticamente la represión para defender a la sociedad burguesa de los 
«delitos» de la Internacional. La burguesía conservadora fue identificando 
el republicanismo con los sucesos insurreccionales de 1869, luego con la 
Comuna de 1871 y, más tarde, con la amenaza de la Internacional. El 
Gobierno fue especialmente hábil a la hora de instrumentalizar el mito de la 
Comuna, su imagen de insurrección popular finalmente y «felizmente» 
derrotada, para legitimar su simultánea ofensiva política y policial contra el 
sindicalismo de oficio y el republicanismo más radicalmente democrático 
en la Barcelona de 1871. Entre fines de 1871 y abril de 1872, se desató en 
España una verdadera campaña de represión antiinternacionalista: el 16 de 
enero de 1872, Sagasta volvió a dirigir una circular a los gobernadores 
civiles, a quienes confirmaba sus plenos poderes para reprimir las 
actividades de la Internacional, «verdadera conspiración social contra todo 
lo existente, que proclamándose a sí misma como la más absoluta negación 
de Dios y del Estado, de la propiedad y de la familia, pretende elevar a la 
categoría de principios políticosociales, teorías que en toda sociedad 
organizada no pueden considerarse de otra manera que como la utopía 
filosofal del crimen» [112] . La represión a la que se lanzaron gobiernos 
como el francés, alemán o austrohúngaro propició, además, una serie de 
intentos de coordinación intergubernamental que, desde España, fueron 
asumidos por el ministro de Estado Bonifacio de Blas en un despacho 
enviado el 9 de febrero de 1872 a las diversas cancillerías europeas [113]. 

El movimiento de «defensa social» contra la Internacional se extendió por 
buena parte de Europa: en Francia y en Bélgica, surgieron asociaciones 
como la Alliance Universelle de l”'Ordre et la Civilisation, les Amis de 
lOrdre y la Ligue Nationale Belge. En España, tras el debate parlamentario 
planteado en octubre-noviembre de 1871, fueron instituciones como la Real 
Academia de Ciencias Morales y Políticas, la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación y los Ateneos de Madrid y Barcelona las que 


iniciaron este apiñamiento defensivo, que fue auspiciado también desde una 
postura netamente tradicionalista por la Iglesia en la última etapa del 
pontificado de Pío IX y tras el Concilio Vaticano I. El 30 de octubre de 
1871 se constituyó en Madrid una Liga contra el filibusterismo y la 
Internacional, que eran contemplados como amenazas exógenas a la unidad 
de la patria, y el 7 de noviembre el diario conservador La Época confirmó 
el llamamiento para la creación a escala nacional de una asociación frente a 
la insurrección cubana y la amenaza obrera, y en pro de los principios de 
nación, propiedad y familia. Durante el periodo 1870-1876, aparecieron en 
España más de 300 folletos destinados a combatir la Internacional, el 
socialismo o el derecho de huelga, y a dar una explicación plausible a la 
acumulación de riquezas y a la desigualdad social por medio de las 
justificaciones cristianas del derecho a la propiedad [114] . Además de la 
publicación de numerosos artículos y panfletos, tampoco faltaron a la cita 
revistas internacionalistas burdamente apócrifas, como El Petróleo o Los 
Descamisados, donde se vertían horrendas descripciones de la revolución 
social [115] . El 1 de abril de 1872 se lanzó la revista La Defensa de la 
Sociedad y su asociación homónima, por iniciativa de Juan Bravo Murillo y 
un importante grupo de conservadores españoles pertenecientes a muy 
variadas tendencias, como el moderantismo histórico (el propio Bravo 
Murillo, Lorenzo Arrazola o Ríos Rosas), el carlismo (Aparisi y Guijarro, 
León Galindo y de Vera o Cándido Nocedal), neotomistas miembros de la 
Unión Católica (hermanos Pidal y fray Ceferino González), alfonsinos y 
futuros hombres de la Restauración (Cánovas del Castillo, Francisco de 
Cárdenas, Alonso Martínez, marqués de Molins, Juan Valera o Moreno 
Nieto), y otras figuras como el conde de Santa Coloma, marqués de Perales, 
Hurtado, Martín Carromolino, el marqués de Bedmar, Nazario Carriquiri, el 
marqués de Vallejo, el marqués de Valderas, el conde de Guaqui (secretario) 
o su director, Carlos María Perier. La revista, que se publicó mensualmente 
hasta marzo de 1879, pretendía dar la réplica intelectual a la difusión de la 
Internacional, defendiendo los principios de Dios, familia, patria y 
propiedad que tan caros serían a la derecha española en circunstancias de 
radicalización defensiva durante las etapas finales de la monarquía 
restaurada y la Segunda República. A tal fin, además de la propia 
publicación y los actos impulsados por la entidad aneja, se difundió de 
forma gratuita una «Hoja Popular» de contenidos más sencillos y 
didácticos, destinada al reencauzamiento del pueblo en las ideas de la 


sumisión al poder establecido y la salvación ultraterrena. De la eficacia de 
su actuación contrarrevolucionaria y su papel como ámbito preferente de 
convergencia de las diferentes tendencias de la derecha extrema en pro de 
una restauración, da cuenta la casi idéntica estrategia seguida por el 
monarquismo autoritario desde 1931 a través de la sociedad cultural Acción 
Española [116]. 

Tras la represión padecida en 1871, la FRE recurrió a la clandestinidad 
para sobrevivir. En noviembre de 1872 (dos meses después de la escisión de 
la AIT entre los partidarios de una organización política y sindical legal y 
los  insurreccionalistas favorables al despliegue de la violencia 
revolucionaria gestionada por una organización secreta) [117] , el Consejo 
Federal de la FRE se opuso a la huelga general que reclamaron los 
internacionalistas vinculados al levantamiento federalista intransigente. Tres 
meses después se proclamaba la República y parte de la organización de la 
FRE derivó a posiciones insurreccionales a medida que la dirección de 
tendencia bakuninista se alejaba del societarismo catalán. En estos primeros 
años de su existencia, la polémica sobre la acción violenta de masas y de 
minorías O la pura gestión sindicalista corrió pareja al cambiante estatus 
legal del movimiento obrero, por ese entonces mayoritariamente adscrito a 
las tesis antiautoritarias. De esta forma, las específicas manifestaciones de 
violencia del anarquismo español dependieron tanto de sus tradiciones 
intelectuales como de sus específicos intereses de clase y de las 
manifestaciones de contraviolencia realizadas por los grupos poseedores 
[118]. 

Durante el Sexenio, el activismo popular campesino protagonizó múltiples 
episodios de revuelta, no todos ellos relacionados con la tenencia de la 
tierra. Las manifestaciones tumultuarias se vieron especialmente 
favorecidas por la coincidencia en el tiempo de dos circunstancias: la 
existencia de una grave crisis de trabajo y, consecuentemente, alimentaria y 
el inicio del aprovechamiento de la montanera en el mismo momento de 
producirse el estallido revolucionario de 1868 [119] . La apertura de una 
etapa de libertades públicas y la crisis de dominación que conlleva toda 
quiebra del poder autoritario potenciaron el desarrollo de los cuadros de la 
subversión campesina. Los tradicionales robos de frutos, casi siempre 
aislados y clandestinos, pasaron entonces a tener un componente colectivo y 
tumultuario. Los sucesos no quedaron limitados ni a las algaradas contra los 
consumos (destinadas a convertirse en elemento protagonista de la agitación 


popular en la segunda mitad del XIX) ni a las protestas contra la carestía de 
las subsistencias, que se intensificaron, como se ha visto, a partir de 1867. 
Dentro de la variada tipología de actos contra la propiedad que se dieron en 
aquellos años, el reparto de bienes y la destrucción de símbolos de la 
apropiación privada del suelo (mojones, tapias, paredes, edificaciones...) 
aparecieron como las manifestaciones más novedosas. El objetivo último de 
estas acciones era la recuperación de unos bienes considerados usurpados, y 
su distribución entre los campesinos. El pueblo amotinado destituía a los 
alcaldes, los forzaba a ponerse al frente del proceso nivelador o nombraba a 
otros por «aclamación popular». Invasiones, repartos y destrozos en las 
fincas particulares (es decir, la puesta en duda y, en última instancia, el no 
reconocimiento de las relaciones de propiedad vigentes) se sucedieron en 
diversas localidades meridionales, especialmente del sur de Badajoz o 
Cádiz donde, al comienzo del Sexenio, menudearon las ocupaciones, la 
recuperación de bienes de propios y el reparto de tierras. Esta situación 
agravó la sensación de grande peur de los sectores propietarios, que 
acabaron por convertirse en decididos avalistas de la ulterior Restauración. 

La proclamación de la República tuvo como efecto inmediato el 
recrudecimiento de la protesta jornalera en Andalucía, con ocupaciones de 
fincas que habían formado parte de los bienes comunales antes de la 
desamortización de Madoz, destitución de las autoridades locales 
monárquicas y huelgas de jornaleros y gañanes en Jerez o Sanlúcar de 
Barrameda, y de segadores en la campiña sevillana [120] . En la noche del 
12 al 13 de febrero de 1873, la muchedumbre asaltó el Ayuntamiento de 
Sanlúcar y destruyó los fielatos. En Medina Sidonia, Alcalá de los Gazules, 
Vejer, Villaluenga del Rosario, Ubrique y Prado del Rey se organizaron 
juntas revolucionarias que solicitaron al Poder Ejecutivo armamento para 
organizar, «como en el 68», las milicias populares de defensa del régimen 
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Los sucesos más graves se produjeron en la localidad cordobesa de 
Montilla los días 12 y 13 de febrero cuando, tras varias vejaciones 
electorales y agresiones perpetradas por la «partida de la porra» sostenida 
por los propietarios y el Ayuntamiento monárquico a campesinos que 
rebuscaban leña y aceituna, los revolucionarios locales sustituyeron el 
Consistorio por una Junta republicana interina, que pronto fue desbordada 
por el rencor y la violencia populares. Hubo asesinatos (como los de 
Antonio Polonio Expósito —miembro de la partida de matones rurales—, Luis 


Navarro o el propietario y exalcalde Francisco Solano Riobóo), incendios 
(del registro de la Propiedad y de las casas de los regidores, el secretario del 
Ayuntamiento, el administrador de consumos y el comandante de armas), 
saqueos, incautaciones de armas a los ricos y «reparto negro» o tumultuario 
de tierras [122] . La llegada de dos compañías del regimiento de Gerona dio 
paso a un dilatado periplo represivo que se prolongó hasta el proceso que se 
celebró en 1888 —muy cerca de los sucesos de la Mano Negra—, cuando ya 
habían fallecido 38 de los encausados. De los 42 procesados sometidos a 
juicio, uno fue condenado a cadena perpetua y varios a quince años de 
prisión, pero 23 fueron declarados inocentes tras haber pasado dieciséis 
años en la cárcel [123]. 

Si el de Montilla fue un movimiento espontáneo de resentimiento de 
pobres contra ricos, los sucesos de Alcoy tuvieron un evidente componente 
laboral y societario, ya que la ciudad albergaba al proletariado militante más 
numeroso de la época y allí residía, desde enero de 1873, la Comisión 
Federal de la FRE, que contaba con dos millares de afiliados en la 
ciudad. La localidad, que había contemplado el 2 de marzo de 1821 la 
primera manifestación de ludismo que hubo en España, era uno de los 
contados centros fabriles del país. Un tercio de sus 30.000 habitantes — 
incluyendo a mujeres y niños— trabajaba en la industria: 5.500 en 175 
empresas textiles y 2.500 en 74 industrias papeleras, todos ellos en 
condiciones laborales de extremada dureza. De hecho, los sucesos 
comenzaron por un conflicto laboral. Los empresarios locales, con apoyo 
del alcalde republicano Agustín Albors (que había participado en la 
sublevación de Pantaleón Boné en 1844 y en las revoluciones de 1854 y 
1868), habían rechazado las propuestas obreras de aumento de salario y 
reducción de jornadas laborales [124] . El 9 de marzo de 1873 se celebró un 
acto público en la plaza de toros de la ciudad con asistencia de 10.000 
personas, que exigieron un aumento de sueldos y la disminución de las 
horas de trabajo. El intento de golpe de Estado protagonizado por los 
progresistas radicales el 23 de abril irritó a los internacionalistas, al igual 
que el anuncio gubernamental de llamada a los reservistas. Según Josep 
Termes, con la proclamación de la república federal el 8 de junio, la 
Comisión de la FRE llegó a la conclusión de que había llegado el momento 
de desencadenar la revolución social. El 15 de junio pedía a los trabajadores 
que «se organicen y se preparen para la acción revolucionaria del 
proletariado a fin de destruir todos los privilegios que sostienen y fomentan 


los poderes autoritarios» [125] . Una asamblea obrera convocada el 7 de 
julio por la Comisión de la FRE acordó la convocatoria de una huelga 
general en solidaridad con el gremio de papeleros. En la tarde del miércoles 
9, los fabricantes, reunidos en el Ayuntamiento, rechazaron las 
reivindicaciones obreras por considerarlas exageradas, y se vieron 
confortados por el apoyo del alcalde. Una delegación obrera encabezada por 
Severino Albarracín (miembro de la Comisión de la FRE) solicitó al regidor 
que dimitiese y declinase su autoridad en una Junta Revolucionaria. El edil 
ordenó hacer fuego a la Guardia Municipal, que mató a 2 internacionalistas 
e hirió a otros 20. A las 8:30 de la mañana del día siguiente, los obreros 
asaltaron la Casa Consistorial y dieron muerte al alcalde, hiriendo a cuatro 
guardias y a dos fabricantes. Tras veinte horas de batalla campal, se eligió 
un Comité de Salud Pública presidido por Albarracín, que detentó el poder 
durante tres días, en cuyo transcurso detuvo a 42 empresarios acusados de 
disparar sobre la multitud, aunque al final de los tumultos fueron puestos en 
libertad. 

A 16:30 horas del día 10 comenzaron los desmanes: los insurrectos, en 
buena medida mujeres, asaltaron domicilios (fueron quemadas dos casas de 
industriales que intentaron resistir), incendiaron 21 edificios, fortificaron las 
puertas de acceso a la población y erigieron unas 200 barricadas. Algunos 
propietarios detenidos firmaron un telegrama dirigido al Gobierno en el que 
suplicaban que la columna gubernamental de 200 guardias civiles que se 
dirigía hacia Alcoy al mando del general Velarde se abstuviera de penetrar 
en la ciudad para evitar un baño de sangre. La demora permitió a los 
miembros de la Comisión de la FRE huir en la noche del 12 camino de un 
refugio más seguro en Madrid. A mediodía del domingo 13, con las 
barricadas ya deshechas, las tropas entraron sin encontrar resistencia y se 
proclamó el estado de sitio. Al día siguiente, cuando el Ejército recibió la 
orden de dirigirse a Cartagena, los trabajadores volvieron a hacerse dueños 
de la ciudad, apoyando una Junta Revolucionaria que se mantuvo en activo 
hasta el 23 de julio. Los fabricantes fueron obligados a subir los salarios, 
pero se echaron atrás en cuanto las tropas gubernamentales volvieron de su 
excursión cartagenera [126] . 

Según las actas del proceso, las víctimas mortales de la insurrección 
alcoyana fueron 15: 13 causadas por los insurrectos (el alcalde, cuatro 
civiles, un guardia civil y siete guardias municipales, tres de ellos 
asesinados tras haberse rendido) y los dos obreros matados el día 9 por los 


municipales [127] . Hubo, además, 16 heridos (entre ellos, dos insurrectos) 
y entre 500 y 700 detenidos hasta primeros de abril de 1874. Doscientos 
ochenta y dos acabaron siendo procesados por sedición; entre ellos, 11 
niños de entre doce y diecisiete años, pero los principales líderes de la 
rebelión, Severino Albarracín y Vicente Fombuena, lograron eludir la 
acción de los tribunales [128] . 

La «revolución del petróleo» de Alcoy se convirtió en un mito de doble 
filo: sus líderes y combatientes fueron ensalzados por la militancia 
internacionalista al mismo nivel de idealización que los mártires de la 
Comuna evocados por el movimiento obrero francés [129] . Los sucesos 
fueron magnificados y deformados por el republicanismo conservador, que 
asumió el discurso manipulador elaborado por la extrema derecha 
filocarlista dirigido a instrumentalizar el sobresalto de las clases 
acomodadas. Al igual que los communards, la opinión derechista tildó a los 
rebeldes alcoyanos de asesinos, petroleros e incendiarios, asimilando la 
revolución social con la guerra independentista cubana, y ambas con la 
barbarie más absoluta [130] . No tiene nada de casual que, a inicios de 
marzo de 1873, saliese a la palestra una iniciativa promocionada por 
cenáculos conservadores de Madrid para la creación de rondas de «vecinos 
honrados» dirigidas a «la defensa de sus hogares y familias» frente a la 
amenaza de una nueva Comuna [131]. Esa misma primavera, el historiador 
conservador Andrés Borrego lanzó un proyecto de Asociación Nacional 
defensora de la integridad nacional, la libertad de conciencia, la propiedad, 
la seguridad individual, la libertad de opinión, etc., constituyendo por todo 
el país comisiones y organizaciones especiales de vigilancia de estos 
derechos. En sus estatutos se advertía que, «cuando la violencia de los actos 
no dé lugar a esperar la acción de las leyes, [la Asociación Nacional] 
recurrirá a los medios de fuerza en su defensa, a cuyo fin la Asociación se 
limita por ahora a recordar a los que componen parte de ella el derecho que 
les conceden las leyes de organizarse en milicia voluntaria». Sin embargo, 
la iniciativa no tuvo el éxito esperado, pues los alfonsinos la consideraron 
lejana de sus aspiraciones políticas, los republicanos «de orden» se 
retrajeron cuando el Gobierno se fue inclinando en la dirección de los 
intereses y las tradiciones conservadoras, y los constitucionales, a 
excepción del presidente del consejo organizador, Antonio Romero Ortiz, 
tampoco la contemplaron como un instrumento eficaz para recuperar el 


poder [132]. 


El levantamiento de Alcoy coincidió con la proclamación del cantón 
murciano y con una rebelión protagonizada en Barcelona por los 
internacionalistas tras una derrota frente a los carlistas que causó gran 
zozobra y que hizo que muchos obreros comenzaran a alistarse en las 
milicias ciudadanas. El sindicato de Las Tres Clases del Vapor organizó una 
huelga general el mismo día en el que la Federación de Barcelona de la 
FRE celebraba un mitin en la ciudad. Se declaró el paro y se hizo un 
llamamiento de apoyo a la República democrática federal en las elecciones 
municipales. Un nuevo ataque carlista agravó la situación, hasta el punto de 
llevar a la formación de una Junta de Salvación y Defensa de Cataluña. El 
día de la huelga general coincidió con el inicio de la revolución cantonal en 
Cartagena, en la que la Internacional no tomó parte. A pesar de la ausencia 
de directrices, en el movimiento cantonal hubo una colaboración efectiva 
entre las bases del federalismo y el internacionalismo. Este último, que 
desempeñó un papel secundario en los comités constituidos para gestionar 
la federación «desde abajo», pareció mucho más efectivo en el control de la 
calle, y resulta muy llamativo su desenvolvimiento al mando del 
voluntariado en armas en algunas poblaciones [133]. 

La deriva autoritaria de la República implicó una nueva etapa de 
persecución del movimiento obrero organizado. La AIT fue declarada ilegal 
por Decreto firmado por el general Serrano el 10 de enero de 1874, cuyo 
artículo inicial ordenaba: 


Quedan disueltas desde la publicación de este decreto todas las reuniones y sociedades políticas 
en las que de palabra u obra se conspire contra la seguridad pública, contra los altos intereses de 
la patria, contra la integridad del territorio español y contra el poder constituido [134] . 


Miles de republicanos, socialistas y anarquistas fueron perseguidos, 
encarcelados y deportados a los más remotos confines de la monarquía. 
Para defenderse del acoso oficial, la Circular reservada número 38 de la 
Comisión Federal de las Secciones Locales de la AIT, fechada en Madrid el 
12 de enero de 1874 y referida a la organización clandestina de la 
Internacional, proponía a las Federaciones Locales la división en secciones 
y grupos revolucionarios, «a fin de estar apercibidos y dispuestos para la 
acción revolucionaria-socialista del proletariado» [135] . Proliferaron actos 
colectivos e individuales contra la propiedad (sabotajes, petardos, mensajes 
amenazadores...), pero no dirigidos contra las personas. El 
insurreccionalismo bakuninista, que había sido introducido en España 


durante la Revolución de 1868, acabó por transformarse en los años setenta 
en la piedra de toque de la doctrina anarquista de la mano de «apóstoles» 
como Severino Albarracín y José García Viñas, que abogaron por la 
«propaganda por el hecho» como acto de revuelta social, según la pauta 
táctica marcada desde Italia [136] . Desde el IV Congreso, celebrado 
clandestinamente en Madrid del 21 al 27 de junio de 1874, y hasta su vuelta 
a la legalidad en 1881, la FRE siguió propugnando unos modos 
rervindicativos basados en la renuncia a la táctica sindicalista de la «huelga 
científica» y la prosecución de una vía revolucionaria basada, por un lado, 
en la insurrección en solitario o en unión de los republicanos y, por otro, en 
la represalia individual «mientras se trate a los trabajadores como a las 
fieras y se les nieguen sus derechos» [137] . Por iniciativa del bakuninista 
Tomás González Morago, la FRE comenzó a incubar proyectos subversivos 
más o menos terroristas. En las conferencias del año siguiente, se insistió en 
la organización de grupos de acción revolucionaria, y se habló de acopiar 
recursos, armas y municiones y realizar represalias, dejando el principio de 
la huelga por las tácticas de «acción revolucionaria» y la «propaganda por 
el hecho», que encontraban eco favorable en las conferencias comarcales 
andaluzas [138] . En esta estrategia de lucha fundamentada en la práctica 
militante, la acción clandestina se imponía como una respuesta 
premeditada, práctica, racional y efectiva a la represión antiinternacionalista 
iniciada por Castelar en el otoño de 1873 [139] . 

En el congreso de la FRE celebrado secretamente en Madrid en junio de 
1874, se organizó la estructura clandestina en «comarcas» autónomas, pero 
la FRE siguió languideciendo. El anarquismo acentuó su discurso de la 
clandestinidad en células semilegales, invocando la violencia como modo 
legítimo de lucha contra la represión gubernativa, basada en represalias y 
venganzas personales [140] . La «propaganda por el hecho», que prosperó 
en aquellos lugares de Europa donde existía una tradición de violencia 
clandestina, se imbricó en España de manera natural con la que practicaban 
los militantes locales, especialmente contra los delatores y traidores [141] . 
Ese fue el origen del asunto de la Mano Negra, que acaeció en la comarca 
de Jerez de la Frontera entre 1882 y 1884. 


La crisis del progresismo y las agitaciones de 1871-1872 


En medio de la incertidumbre provocada por las sublevaciones federales 
de septiembre-octubre de 1869, estaban surgiendo en el seno del 
progresismo dos tendencias encontradas respecto al calado de las reformas 
democráticas y el modo de asentar la revolución. Desde mediados de 1870, 
se fue consumando la fusión del ala izquierda del progresismo (Prim y Ruiz 
Zorrilla) y el ala derecha de la democracia (Martos, Moret y Montero Ríos) 
en un partido radical que apostaba por la modernización económica y 
política del país, pero que de ningún modo alentaba la democratización de 
la política en un sentido favorable a las masas populares [142] . Por otro 
lado, Serrano y Sagasta defendían el mantenimiento a ultranza de la 
coalición revolucionaria, mientras que los radicales optaban por profundizar 
en unas reformas que hicieran irreversible la situación [143] . Sagasta y el 
ala minoritaria de la fracción progresista «pura» nunca rebasaron los límites 
ideológicos de un liberalismo monárquico «respetable» y de orden, 
heredero del espíritu evolucionista de la Constitución de 1837. Su 
progresismo siempre tendió a desconfiar de la aplicación de la democracia 
en un país que consideraban no estaba preparado para ella [144] . 

En la primavera de 1871, ya desaparecida la figura carismática de Prim, se 
dio el «deslinde de campos» entre una tendencia conservadora (los 
unionistas fronterizos y los progresistas sagastinos reunidos en torno al 
partido constitucional) y otra radical (partidaria de un acercamiento al 
partido demócrata y de aplicar los principios de la Septembrina, en especial 
la abolición de las quintas y la separación de Iglesia y Estado), que 
comenzaron a hostilizarse en las elecciones de marzo de 1871, en las que 
los sagastinos consiguieron más escaños que los zorrillistas. El encargo a 
Serrano de formar un Gobierno de conciliación desató el descontento del 
radicalismo, cuyo líder Ruiz Zorrilla obtuvo el poder el 24 de julio para 
«hacer la política del antiguo partido progresista». Fue el final de la 
avenencia, y la consumación de una separación forzada por razones de 
prioridad programática (reforma o consolidación del régimen), aunque las 
rivalidades personales también tuvieron su incidencia. El 5 de octubre la 
sorpresiva elección de Sagasta para la presidencia del Congreso frente al 
candidato radical Nicolás María Rivero precipitó la dimisión del Gobierno 
progresista-democrático y la escenificación de la ruptura final. Del 
enfrentamiento nacerían dos tendencias del progresismo llamadas a tener 
larga vigencia: el liberalismo templado y flexible del constitucionalismo 
sagastino y el puritanismo liberal de Ruiz Zorrilla, representante de un 


progresismo trascendente que, inflexible en sus principios programáticos, se 
deslizaría hacia el republicanismo a partir de 1872 [145] . El retrarmiento 
del partido de Sagasta en las elecciones de agosto de ese año hizo imposible 
el bipartidismo que hubiera sido garantía de estabilidad de la monarquía 
democrática. Ruiz Zorrilla mantuvo la lealtad hacia esta forma de gobierno 
hasta la abdicación de Amadeo el 10 de febrero de 1873, pero se tiene 
constancia de un conato de conspiración urdida en enero por ciertos 
políticos republicanos y radicales —incluso ministros— para proclamar la 
república mediante un acto de fuerza protagonizado por el coronel 
Francisco Rispa y Perpiñá con la aquiescencia del capitán general Manuel 
Pavía. La intentona se frustró porque Figueras y Rivero lograron convencer 
a los militares comprometidos de la inminencia de la proclamación del 
régimen republicano por vía parlamentaria [146]. 

El legado de esa década de convulsiones políticas que va de 1865 a 1874 
fue trascendental para la supervivencia política del progresismo que, 
cuando logró conquistar el poder, demostró carecer de los recursos y la 
fortaleza necesarios para socializar a gran escala los principios y los 
comportamientos políticos que exigía la correcta aplicación de las leyes que 
propugnaba [147] . Las premisas básicas para su actuación revolucionaria 
fueron desapareciendo una tras otra: el Ejército, diversificado en sus 
opciones políticas durante el Sexenio, sufrió los embates de las crisis 
bélicas y de los diversos proyectos de organización interna 
(universalización del servicio militar obligatorio o adopción fallida del 
modelo miliciano) e inició, a partir de 1873, un proceso de 
conservadurización que facilitó su favorable acogida a los proyectos de 
restauración borbónica. El apoyo popular al régimen amadeísta se fue 
disolviendo entre el creciente abstencionismo electoral y la opción 
movilizadora del federalismo. Por último, las tensiones internas impidieron 
el mantenimiento de una alternativa progresista unificada. Se fueron 
perfilando tres tendencias divergentes: de un lado, el liberalismo 
constitucionalista, heredero directo del progresismo «templado» en su 
defensa de los derechos individuales en un marco legal de monarquía 
constitucional, cuya posición accidentalista le facilitaría la integración en el 
sistema canovista del mismo modo que una cierta derecha del partido 
democrático se acercaría al liberalismo dinástico; de otro, dos tendencias 
republicanas depositarias de culturas políticas divergentes. En primer lugar, 
la posibilista inspirada desde 1853 por los «demócratas de cátedra» 


(Laureano Figuerola, Emilio Castelar, Francisco Fernández y González, 
Eugenio Montero Ríos, Francisco de Paula Canalejas, Nicolás Salmerón, 
Segismundo Moret, Julián Sanz del Río o Fernando de Castro), que se 
habían distinguido durante la lucha ideológica en pro de la libertad de 
conciencia y del régimen representativo durante los años 1858 a 1863, y 
fueron las víctimas de la primera crisis universitaria del otoño de 1864; en 
segundo lugar, el progresismo radical que había asumido sin complejos el 
programa democrático y se convirtió al republicanismo en la etapa final del 
Sexenio. Este progresismo de izquierda compartía con los sectores utópicos 
del republicanismo federal una cultura política popular-jacobina, que 
defendía los ideales de la Revolución francesa y expresó su ideario a través 
de propuestas de restitución de la democracia por medios violentos. Esta 
cultura de la movilización basada en el recurso a la fuerza era una 
derivación del ideal conspirativo romántico que tenía sus raíces en el 
progresismo originario y el primer republicanismo. Su persistencia marcó 
profundamente los repertorios de acción colectiva de la burguesía de 
agitación y los estratos bajos urbanos, ubicados hasta el fin de siglo (aunque 
la tentación insurreccional nunca desapareció por completo) en los aledaños 
de la barricada y de la conspiración militar tan del gusto del progresismo 
más radical [148]. 

El ala más extremista del republicanismo tampoco renunció a la vía 
revolucionaria. Los federales intransigentes rechazaron el manifiesto de la 
prensa republicana madrileña de mayo de 1870, que postulaba un diálogo 
con los republicanos unitarios que posibilitara un acercamiento a los 
demócratas de Rivero y a la tendencia radical de los progresistas (Ruiz 
Zorrilla) para instaurar la república unitaria española. El comité local 
barcelonés del PRDF, formado mayoritariamente por federales 
intransigentes, era partidario de utilizar la violencia para transformar a 
España en una auténtica federación. 

El retorno de los emigrados republicanos tras la amnistía del 10 de agosto 
de 1870 recrudeció las conspiraciones en marzo de 1871 (en coincidencia 
con la proclamación de la Comuna en París) y abril de 1872, como reacción 
a las elecciones muñidas desde el Gobierno por Sagasta, quien aseguró 
cínicamente al rey que serían «todo lo sinceras que pueden ser en España». 
En ese contexto de incertidumbre política, el 18 de julio de 1872 se produjo 
un atentado fallido contra don Amadeo y su esposa María Victoria en la 
calle del Arenal [149] . En marzo de 1871, la combinación de la 


radicalización de la huelga en la fábrica textil de los hermanos Batlló y la 
victoria electoral republicana en la Diputación de Barcelona encendió todas 
las alarmas de los sectores patricios y progubernamentales, que presionaron 
para la suspensión de la Diputación de mayoría republicana [150] . A fines 
de ese año 1872, aprovechando el malestar suscitado por el llamamiento a 
filas de una nueva quinta, los federales intransigentes apelaron otra vez a las 
armas. La insurrección, que estalló en noviembre y que tuvo como 
precedente el ya mencionado motín militar en El Ferrol del 11 al 18 de 
octubre, tuvo como centro Andalucía, pero su impacto fue mucho menor 
que la de 1869 [151] . A fines de noviembre se levantaron fugaces partidas 
en Murcia, Extremadura y Vizcaya. En Almería brotaron en Beja y Dalías y, 
en Jaén, en Baeza, Vilches y Linares. Esta última ciudad fue conquistada 
por una partida de 12 hombres encabezada por Nicolás Estévanez y Virgilio 
Llanos, que proclamó la república y alistó a unos 700 voluntarios, aunque 
estos se desbandaron a las primeras de cambio en La Carolina ante la 
presencia de una pequeña fuerza de caballería y unas parejas de la Guardia 
Civil. Con unos 80 hombres, Estévanez atravesó Despeñaperros y acabó por 
disolver los restos de la partida a fines de año [152] . 

En Málaga, aparecieron dos partidas de 600 hombres y se proclamó la 
república en Churriana, Alhaurín el Grande, Alhaurín de la Torre, 
Torremolinos y Almogía. En la capital hubo disturbios por varios días, y 
unos 3.000 federales resistieron el cañoneo antes de dispersarse y huir en 
partidas hacia los pueblos sublevados de la Hoya de Málaga. En Sevilla se 
produjeron alborotos. En Cádiz, se proclamó la República en Espera, 
Paterna, Bornos y Ubrique, donde fue derrotada una partida de 300 
hombres. En la capital provincial, San Fernando, Jerez, Algeciras y Puerto 
Real hubo agitación, pero las tropas impidieron la protesta. En Arcos entró 
una pequeña banda armada, que incendió un fielato de consumo. También 
se alzaron partidas en Vejer y en las proximidades de Tarifa. El 25 de 
noviembre Antonete Gálvez organizó una nueva partida en Miravete con 
200 prófugos de las quintas. Al día siguiente, logró entrar en Murcia y se 
enfrentó a las fuerzas del Gobierno erigiendo barricadas. La sublevación fue 
dominada a mediodía del 27 con un balance de un teniente de carabineros, 
un guardia civil, dos revolucionarios y 11 paisanos muertos. La partida 
logró escapar de la ciudad y continuó su senda errática hasta ser batida por 
la Guardia Civil el 22 de diciembre. A pesar de todo, Gálvez pudo entrar en 
Murcia triunfalmente tras la proclamación de la República el 11 de febrero 


de 1873 [153] . El 27 de noviembre el joven activista Juan Manuel Zapatero 
Castillo, que había luchado en la Guerra Franco-Prusiana en las filas de la 
Legión Garibaldina, levantó una fuerza de 400 hombres y proclamó 
fugazmente la república en la localidad riojana de Cervera del Río Alhama. 

La abdicación del rey Amadeo Í se produjo en medio de un ambiente de 
insubordinación militar. Tras la negativa de unos 300 jefes y oficiales de 
artillería a servir bajo las Órdenes del general Baltasar Hidalgo de Quintana 
(implicado en el levantamiento del cuartel de San Gil de junio de 1866), 
Ruiz Zorrilla decretó la destitución de la oficialidad del Arma, que sería 
sustituida por los sargentos y agregados facultativos. Al parecer, este plante 
estaba conectado con la conspiración alfonsina y la actividad disolvente de 
la Liga Nacional; lobby esclavista animado, entre otros, por el marqués de 
Manzanedo, que el 11 de diciembre anterior había promovido un motín 
antigubernamental en la Puerta del Sol [154] . A inicios de febrero de 1873, 
Topete y los generales unionistas se ofrecieron al monarca para atajar 
cualquier conato de rebelión, e incluso se mostraron dispuestos a apoyarlo 
en la asunción de poderes dictatoriales. Amadeo agradeció el ofrecimiento, 
pero, al día siguiente, llamó a Topete y le dijo que no quería cargar con la 
responsabilidad de que se derramara sangre por su causa. Tras la firma del 
Decreto de sustitución de la oficialidad, Amadeo abdicó la corona de 
España para sí y sus descendientes [155]. 


LA CONFRONTACIÓN VIOLENTA DE PROYECTOS POLÍTICOS 
DURANTE LA PRIMERA REPÚBLICA (1873-1874) 


El establecimiento de la Primera República propició una movilización 
política de los sectores populares de similar o mayor madurez que la de 
1869, en un contexto de retraimiento político de las fuerzas no republicanas 
y de crisis de la capacidad coercitiva de los cuerpos armados del Estado, 
que perdieron su exclusividad ante el masivo alistamiento de los 
Voluntarios de la República. 


El fracaso del modelo federal de seguridad pública: «gorros colorados», 
militares y guardias civiles 


Los ministerios progresistas del reinado de Amadeo no resolvieron los 
problemas que atenazaban al país, sino que estos se acentuaron, como la 
guerra en Cuba, transformada en una sangría de hombres y dinero que 
obligó al Gobierno a mantener las quintas y aumentar la presión fiscal a 
través de impuestos indirectos (consumos), que era lo contrario de lo que 
deseaban las clases populares [156] . La abdicación del rey impulsó a los 
radicales (los demócratas de Rivero y el sector izquierdista del partido 
progresista) a pactar con la dirección del PRDF la transformación de la 
monarquía parlamentaria en una República. Según el Manifiesto del 
Consejo Provisional de la Federación Española, publicado en noviembre de 
1872, la medida más urgente era el armamento de la Milicia. Una vez 
proclamado el nuevo régimen, el Gobierno decretó el 15 de febrero de 1873 
el restablecimiento de los Voluntarios de la Libertad que Sagasta había 
ordenado desarmar en octubre de 1869, «considerando que para la defensa 
de las instituciones y el orden público nunca ha sido más necesario que 
ahora el armamento del pueblo» [157] . El 17 de marzo (Gaceta del 21) se 
estableció oficialmente su nueva organización bajo la denominación de 
Voluntarios de la República. Este cuerpo estaría formado por vecinos de 
entre dieciocho y cuarenta años, licenciados del Ejército y de otros cuerpos 
de seguridad, y debía ser reclutado por los ayuntamientos y desplegarse por 
toda España para la custodia y defensa de las poblaciones hasta formar un 
total teórico de 80 batallones de 600 plazas cada uno, o sea, 48.000 
hombres dirigidos por unos oficiales electos por sufragio universal. Sin 
embargo, sólo se alistaron inmediatamente 3.000, para alcanzar los 10.000 a 
mediados de junio [158] . La excesiva politización y la escasa 
profesionalidad de estos voluntarios les hacía poco fiables para las arduas 
tareas que les fueron encomendadas, especialmente con el avance de la 
insurrección carlista (tomas de Ripoll y Berga el 24 y 26 de febrero) y el 
ulterior estallido de la insurrección cantonal. La Ley del 16 de agosto de 
1873, que dispuso la movilización de 80.000 reservistas, alertó a los 
Voluntarios de la República sobre la predisposición negativa del Gobierno 
hacia ellos, tanto más cuanto algunos de sus miembros se estaban poniendo 
al servicio del contrapoder cantonal. 

El 30 de agosto Salmerón solicitó el refrendo parlamentario para la puesta 
en vigor de la reformada ordenanza del 14 de julio de 1822 sobre el 
régimen de la Milicia Nacional, que establecía la incorporación forzosa en 
la misma de los ciudadanos con propiedades y medios acreditados de 


subsistencia, con el objetivo evidente de insuflarle un carácter más 
conservador. La Ley de Reorganización de los Cuerpos de Voluntarios de la 
República, que fue aprobada el 2 de septiembre y publicada el 18 en la 
Gaceta, resumía la aspiración republicana de profesionalización de la 
Milicia, pero generó conflictos con el Ejército regular, que vio con profunda 
preocupación la implantación del modelo de ejército voluntario propuesto 
por ciertos sectores federales, en un momento en el que las distintas guerras 
peninsulares y ultramarinas estaban acentuando la dependencia del poder 
civil respecto del militar [159] . Pero Salmerón fracasó a la hora de 
estimular el reclutamiento de los nuevos milicianos. La inviabilidad de 
recurrir a nuevas quintas, el fracaso en la recluta de cuerpos francos 
semiprofesionalizados, las crecientes necesidades de recursos humanos para 
afrontar las diferentes rebeliones y la obsesión por asegurar Madrid ante las 
incursiones de los carlistas o de los republicanos intransigentes dejaron a 
gran parte del país desprotegido, con minúsculas guarniciones militares que, 
a duras penas, se reforzaban con los magros efectivos de la Guardia Civil y 
los carabineros [160] . Sin embargo, la debilidad del Ejército ante el 
carlismo era anterior a la proclamación de la República. Ya desde el 
invierno de 1872 se habían producido debates en el Congreso sobre la 
escandalosa situación en que se hallaban las operaciones militares en 
Cataluña, donde el Ejército amadeísta apenas podía garantizar el 
levantamiento de las quintas [161]. 

La disputa en torno al modelo de Ejército se había planteado desde el 
comienzo del régimen republicano. Durante las semanas previas al 11 de 
febrero de 1873, circularon rumores en Barcelona de que el capitán general 
Eugenio Gaminde —el «general Bum-Bum», represor de los federales en 
1869 y 1870— estaba preparando con el segundo cabo, general Manuel 
Andía, y otros jefes de la guarnición (que ascendía a 17.000 soldados), una 
conspiración para poner en el trono al príncipe Alfonso de Borbón. El 12 de 
febrero los federalistas intransigentes presionaron a la Diputación 
barcelonesa para que proclamase el Estado catalán como parte de la futura 
federación española. El 18, el presidente Figueras sustituyó a Gaminde por 
el federalista Juan Contreras y Román. Un día después, el capitán general 
dimisionario embarcó hacia Port-Vendres sin esperar el traspaso de poderes, 
y el segundo cabo trató de convencer a la oficialidad y a parte de la tropa de 
la guarnición de Barcelona de realizar una sublevación en nombre de 
Alfonso XII. La llegada a la ciudad del general alfonsino Antonio Caballero 


de Rodas incrementó el miedo de las autoridades, sobre todo cuando se 
había ordenado a los batallones que tenían más proclividad republicana salir 
de la ciudad a combatir a los carlistas. La conjura fue desmontada por los 
coroneles Lera, Iriarte y Darnell, junto a jefes de los Voluntarios Federales 
como Juvany y Viñets [162] . El día 21, el batallón de La Habana se puso a 
las Órdenes de la Diputación, que ordenó que el coronel más antiguo, el jefe 
del regimiento de Almansa Félix Iriarte, ocupase interinamente la Capitanía 
para evitar un peligroso vacío de poder. Se enviaron delegados a los 
cuarteles y se ordenó el desarme del batallón franco de los Cazadores de 
Cataluña y de otras unidades de voluntarios conservadores procedentes de 
las poblaciones cercanas. Al grito de «¡Viva la República federal!», los 
milicianos (especialmente, los batallones de «gorros colorados») 
confraternizaron en la plaza de Sant Jaume con los soldados, que desfilaron 
gritando burlonamente «¡Que bailen!» a sus oficiales. Para entonces, la 
barretina había desplazado al reglamentario ros como tocado preferente de 
la soldadesca [163] . El 25 de febrero llegó por fin el general Contreras, que 
permaneció en Capitanía hasta su sustitución por José García Velarde el 6 
de abril. Trató de calmar a sus correligionarios más intransigentes y 
mantener el orden, al tiempo que combatía a los carlistas en la Cataluña 
Central. Pero las tropas estaban sujetas a las órdenes de los comités 
republicanos, que aspiraban a desorganizar el Ejército regular y sustituirlo 
por el voluntariado en armas como paso necesario para convertir a España 
en una verdadera federación [164] . La Diputación Provincial, dominada 
por los federalistas, ordenó a los mandos accidentales la entrega de las 
armas depositadas en los parques y el desarme de las unidades consideradas 
desafectas. 

El 22 de febrero la Asamblea Nacional había sancionado una ley sobre 
reemplazo del Ejército y abolición de las quintas. Sólo quedaría un Ejército 
activo formado por soldados voluntarios. A fines de ese mes, comenzaron a 
estallar motines militares, en los que los soldados exigían la licencia 
absoluta o el nombramiento de jefes por elección. Todo ello aumentó la 
inquietud de los mandos del Ejército, que vieron cómo se multiplicaban los 
casos de indisciplina y deserción. El 1 de marzo, Figueras presentó a la 
Asamblea Nacional un proyecto de ley para impulsar la organización de 50 
batallones francos con 900 plazas cada uno, mandados por jefes y oficiales 
del Ejército. La Ley fue aprobada el 17, aunque se amplió teóricamente la 
fuerza hasta los 80 batallones de 600 voluntarios [165] . 


A inicios de ese mes de marzo, los comités republicanos, con participación 
de internacionalistas, intentaron proclamar el Estado catalán dentro de la 
República Federal Española. Figueras trató de abortar el proyecto 
entregando el poder militar a la Diputación que, de inmediato, destituyó a 
400 oficiales e incitó a la tropa a desertar. El domingo 9, día previsto por los 
federales intransigentes para la proclamación del Estat Catala, los diputados 
provinciales aprobaron en sesión extraordinaria la disolución inmediata de 
las unidades del Ejército situadas en las comarcas barcelonesas, y su 
sustitución por un ejército de 30.000 voluntarios. La desmoralización 
alcanzó su momento culminante. Lagunero, que actuaba como capitán 
general en funciones, no dio ninguna validez a la proclamación, y P1 y 
Margall ordenó el despliegue de tropas del regimiento de Navarra en la 
Lonja y otros puntos estratégicos de la ciudad, a la par que trataba de 
disuadir por telégrafo a los jefes del movimiento. El presidente del Poder 
Ejecutivo, Estanislao Figueras, hubo de acudir a Barcelona el 11 de marzo 
para revocar las órdenes de la Diputación y apaciguar los ánimos con la 
promesa de que las Constituyentes darían a Cataluña el ansiado régimen de 
autogobierno [166]. 

El ministro de la Gobernación, Francisco Pi y Margall, asumió la 
responsabilidad de poner en marcha el modelo federal de orden público 
que, a imagen del sistema norteamericano, consistía en crear un Ejército 
voluntario y complementarlo con una milicia profesional garante del orden 
en las ciudades, pero bajo la dependencia del Estado, mientras que los 
municipios organizarían su propia Policía [167] . Ello no supuso la 
desaparición de la Guardia Civil, pero esta pasó a depender de las 
autoridades civiles (ministro de la Gobernación y gobernadores civiles) en 
detrimento de las militares, tal como se pretendió en el último tramo de la 
monarquía amadeísta, a fines de 1872. El 15 de abril de 1873, Pi y Margall 
emitió un decreto donde se proclamaba que: 


Habiendo desaparecido los motivos alegados por la Circular de este Ministerio de fecha 18 de 
octubre de 1872 para hacer depender a la Guardia Civil de las autoridades militares siempre que 
estas lo creyesen necesario, el Gobierno de la República ha dispuesto dejar sin efecto la 
disposición expresada y declarar conforme con lo preceptuado en el Decreto de 28 de marzo de 
1844 y pensamiento que presidió a la creación de aquel Instituto, que la Guardia Civil depende 
exclusivamente de los Gobernadores civiles y del Ministerio de la Gobernación [...]. Únicamente 
en casos extremos, cuando el estado del país exija en primer término atender a la salvación de la 
patria o a la conservación de la República, los Gobernadores, pesando las circunstancias en que se 
encuentre la provincia de su mando, y atento siempre al bienestar de los pueblos, podrán 


prestarse, siempre con el asentimiento del Ministro que suscribe, como Jefe nato de la fuerza de 
que se trata, a que sus Tercios, escuadrones o compañías queden a disposición de los Capitanes 
Generales de los Distritos. Fuera de estos casos excepcionales, la Guardia Civil, que ha sido 
creada para velar por la personas y las propiedades de los ciudadanos, continuará al servicio de las 
autoridades civiles, sin que por ningún concepto pueda distraérsela de las obligaciones propias de 
su Instituto [168] . 


Esta decisión llenó de enojo a las autoridades militares, algunas de las 
cuales (como los capitanes generales de Valencia, Granada y Galicia, 
empeñados en los combates contra las partidas carlistas y federales) se 
negaron a cumplir la orden argumentando la imposibilidad de prescindir de 
las fuerzas más fieles y capacitadas, a pesar de que el ministro de la Guerra, 
Juan Acosta Muñoz, impuso el 23 de abril el estricto cumplimiento de la 
directiva. Puede incluso que esta orden decidiese a algunos jefes militares a 
colaborar con los radicales en la intentona golpista frustrada ese mismo día. 
Tras estos sucesos, el ministro de la Guerra, el general Pierrard, efectuó una 
depuración y ascendió a 145 oficiales simpatizantes del federalismo más 
intransigente. 

A inicios de junio de 1873, la desorganización y la indisciplina de las 
unidades del Ejército que luchaban contra los carlistas en Cataluña 
trastornaba la economía, las comunicaciones y la captación de impuestos en 
el Principado. Tras la derrota y muerte del general Cabrinetty en Alpens el 9 
de julio, prácticamente todas las autoridades civiles y militares acordaron el 
día 18 constituir una Junta de Armamento y Defensa de Cataluña, formada 
por el capitán general, el gobernador civil, el presidente de la Audiencia, 
dos representantes de cada Diputación Provincial, el alcalde de Barcelona y 
tres diputados a Cortes. El Centre de l”Estat Catala, club de los federalistas 
intransigentes barceloneses, solicitó al presidente Figueras que proclamase 
la movilización popular —una especie de somatén federal- de todos los 
varones de entre veinte y cuarenta años de edad, pero la propuesta no fue 
aceptada. La Junta de Armamento y Defensa catalana se disolvió a los ocho 
días de su fundación, puesto que sus integrantes se persuadieron de que la 
creciente amenaza carlista obligaba a todos los republicanos a apoyar a un 
Gobierno central fuerte. 

Los sucesos acaecidos el 11 de junio en Madrid [169] acentuaron el 
malestar y la indisciplina en el seno de la Guardia Civil, hasta el punto de 
que el 23 de julio el coronel del Tercio de Barcelona, Cayetano Freixa, trató 
de pasarse a los carlistas con toda la oficialidad y la fuerza bajo su mando. 


No lo logró, pero él mismo cambió de bando y acabó la guerra civil como 
vocal del Consejo Supremo de Guerra carlista. Por lo general, frente a la 
represión practicada contra los cantonalistas, la Guardia Civil mostró 
tibieza e incluso simpatía hacia los carlistas. Sus puestos virtualmente 
desguarnecidos del centro peninsular fueron presa fácil para las partidas 
facciosas, deseosas de abastecerse de armas. 

El 19 de junio el ministro de la Guerra, el coronel Nicolas Estévanez, 
había intentado organizar una columna móvil compuesta de 2.000 guardias 
civiles y 4.000 carabineros para combatir al carlismo en Cataluña, pero la 
iniciativa fue bloqueada por Pi y Margall, temeroso de que esa 
concentración de fuerzas facilitase el camino a un pronunciamiento militar 
contrarrevolucionario. Pi siempre se mantuvo reticente a emplear a estos 
cuerpos tan impopulares y hostiles a la República para acallar las 
reivindicaciones de la base popular federal. Pero, para Castelar y otros 
dirigentes republicanos conservadores, la coalición con los radicales 
zorrillistas y la preservación de los aparatos coercitivos del Estado eran 
premisas fundamentales para evitar que el federalismo popular desbordase 
el programa de reformas institucionales y afectase a la distribución de la 
renta e incluso de la propiedad. 

En todo caso, la aspiración a un mayor control de la Benemérita por las 
autoridades civiles se frustró con las urgencias dictadas por la evolución de 
los conflictos cantonal y carlista. Tras la caída de Pi el 18 de julio, con un 
Ejército diezmado y concentrado en el norte y centro del país (al igual que 
la Guardia Civil), y sin poder contar con los imprevisibles Voluntarios de la 
República, los gobernadores civiles fueron incapaces de solventar los más 
acuciantes problemas de orden público. La Benemérita se vio afectada por 
el fracaso del modelo republicano de seguridad ejemplificado en los 
Voluntarios de la República, y por la indisciplina generalizada del Ejército, 
hasta transformarse en la única fuerza armada en la que los Gobiernos 
podían confiar. Muchas unidades militares y gran parte de los Voluntarios 
de la República se pasaron a la causa cantonal, de modo que el Ejecutivo 
hubo de adoptar medidas extraordinarias. 

En ese contexto de emergencia, se planteó el proyecto de incrementar 
espectacularmente la plantilla de la Guardia Civil en 30.000 guardias —más 
del doble de los existentes— el 21 de julio. La propuesta del Gobierno fue 
aceptada por la comisión parlamentaria correspondiente el día 27 y 
aprobada el 2 de agosto con sólo tres abstenciones. Salmerón temía que la 


relajación en los requisitos para el ingreso en la Benemérita permitiese la 
infiltración de elementos procedentes de los declinantes Voluntarios de la 
República, de modo que el 8 de agosto el Gobierno emitió un nuevo pliego 
de condiciones para los candidatos, que incluía un mínimo de un año de 
servicio militar. A pesar de los intentos de atraerse al paisanaje republicano 
más conservador, la recluta no progresó como era de esperar, y el 21 de 
diciembre el Gobierno se vio en la necesidad de sacar de los depósitos de 
reclutas a los mozos que la Guardia Civil necesitaba para cubrir las bajas en 
sus plantillas. 

Durante la revuelta cantonal, la Guardia Civil desempeñó un papel 
esencial en el reforzamiento de la autoridad. Su actitud de neutralidad o de 
fidelidad al Gobierno pesó mucho en la definición política de muchas 
poblaciones de Levante y Andalucía. También actuó como fuerza de 
vanguardia en las operaciones contra el cantón de Cartagena: 509 hombres 


de los tercios 5.* y 9.* figuraron entre los sitiadores y ocupantes de la plaza, 
en la que la Guardia Civil asumió de inmediato tareas de represión policial. 
Con esta ejecutoria, y con el sustancial reforzamiento de su plantilla 
obtenido en el verano de 1873, la Benemérita se convirtió en un factor 
político que tener muy en cuenta, como se comprobaría en los movimientos 
militares que, a lo largo de 1874, jalonaron la liquidación del régimen 
republicano. 


El fracasado golpe radical de abril de 1873 y la rebelión cantonal 


El convulso año de 1873 contempló la generalización del retraimiento y 
del procedimiento insurreccional por parte de los independentistas cubanos 
(sublevados desde octubre de 1868), los carlistas (en rebelión desde 
diciembre de 1872), los alfonsinos (cuyos primeros ensayos conspirativos 
serios datan de febrero de 1873), los antiguos unionistas liderados por 
Serrano (que se plantearon la posibilidad de asestar un golpe de mano para 
impedir la proclamación de la República) o los federalistas más extremos 
(que, tras la retirada parlamentaria de la minoría intransigente, organizaron 
los alzamientos cantonales en julio de 1873), pero también la recuperación 
de esa estrategia de la ruptura por las dos tendencias del progresismo 
relegadas del poder: los radicales más moderados, encabezados por Cristino 
Martos, intentaron asaltar el poder en los ocasiones (23-24 de febrero y 23- 


24 de abril de 1873) y los constitucionalistas lo lograron tras el golpe de 
Estado de Pavía el 3 de enero de 1874. 

Durante los primeros meses, menudearon los roces entre radicales y 
republicanos, dispuestos a disolver el Parlamento y convocar elecciones a 
Cortes Constituyentes para después proclamar la República federal. La 
Constitución de 1869 estipulaba que, en el caso de abdicación del rey, 
debían ser disueltas las Cámaras. Sin embargo, el Congreso y el Senado no 
lo hicieron, sino que se constituyeron en Asamblea Nacional para proclamar 
la República, ante el miedo a una restauración borbónica o un asalto al 
poder de radicales como Martos o Rivero para imponer una dictadura. De 
hecho, cuando la Asamblea Nacional se dispuso a designar un gobierno 
multipartidista y convocar elecciones a Cortes Constituyentes, su presidente 
(Rivero) especuló con la posibilidad de disolverla y proclamar una 
república conservadora de estilo macmahoniano, con Serrano como 
presidente de facto. Sin embargo, la propuesta del duque de la Torre era 
formar un nuevo Gobierno provisional con los partidos que habían 
impulsado la revolución de 1868 y que decidirían el camino político que 
debía seguirse, probablemente una república conservadora y unitarista [170] 


Para desactivar el «golpe blando» de Rivero, Martos logró desautorizarlo 
ante la Cámara y que esta votase directamente la República; alternativa 
nada grata para prohombres como Castelar, que no deseaba que el nuevo 
régimen fuera proclamado por una simple votación en Cortes ordinarias. 
Serrano y los suyos estuvieron esperando que Moriones (jefe del Ejército de 
Castilla la Nueva) y el Ejército del Norte avanzasen hacia Madrid, pero el 
Gobierno provisional lo sustituyó de inmediato por Pavía y la 
confabulación golpista fracasó, al menos por el momento [171]. 

Reconciliados zorrillistas y sagastinos ante el peligro de una deriva 
revolucionaria del régimen naciente, acordaron preparar un golpe de fuerza 
que posibilitara el establecimiento de una república unitaria, en la que 
Serrano ocuparía la presidencia del Poder Ejecutivo y Rivero la del 
Gobierno. Martos, nuevo presidente de la Asamblea y virtual jefe del Poder 
Ejecutivo, dirigiría la operación. El 23 de enero los ministros radicales 
manifestaron que no podían permanecer en el Gabinete sin conocer los 
planes federalistas de sus colegas republicanos. El titular de Gobernación, 
Francisco Pi y Margall, les aclaró que el diseño de Estado estaría asignado a 
las próximas Cortes Constituyentes. Insatisfechos con estas explicaciones, 


los radicales presentaron la dimisión. Martos, de acuerdo con el gobernador 
civil de Madrid, situó fuertes retenes de la Guardia Civil en los ministerios 
de Gobernación y Hacienda y en el Palacio del Congreso, y el alcalde Pedro 
Menéndez Vega ordenó a algunos comandantes de los Voluntarios de La 
Libertad que se mantuvieran alerta ante cualquier llamada de la Asamblea 
Nacional a mantener el orden. La aceptación de la dimisión del Gobierno 
por la Cámara le permitió, investido temporalmente de poderes ejecutivos, 
nombrar a Moriones capitán general de Castilla la Nueva, de acuerdo con el 
gobernador civil y algunos comandantes de las fuerzas ciudadanas. Esa 
noche, republicanos y demócratas fracasaron en su intento de formar un 
gabinete de conciliación, prolongando un vacío de poder que fue 
aprovechado por los conjurados. En la mañana del 24, Pi se encontró su 
ministerio ocupado por 400 guardias civiles y, como respuesta, alertó a la 
guarnición de Madrid y a los batallones de Voluntarios de la República. 
Ante el peligro de un enfrentamiento callejero inminente, esa tarde Pi, 
Figueras y Castelar se entrevistaron con Martos, que cedió ante sus 
apremios y dio a los republicanos el encargo de formar Gobierno. Esta 
segunda prueba de fuerza de los radicales se saldó con la desginación 
parlamentaria del segundo Gabinete Figueras, sin participación de los 
radicales [172] . 

Martos intentó una nueva maniobra desestabilizadora el 8 de febrero, 
cuando se propuso forzar la dimisión del Gobierno, conceder facultades 
ejecutivas al presidente de la Asamblea (Rivero) y formar un nuevo 
Gabinete exclusivamente con miembros de la mayoría radical con apoyo 
del generalato afecto a Serrano. Martos volvió a nombrar a Moriones 
capitán general de Castilla la Nueva y ordenó que la Guardia Civil rodease 
el Congreso, que pronto comenzó a ser cercado por una multitud de 
federales. La movilización popular, la actitud decidida del gobernador civil 
Nicolás Estévanez Murphy y el miedo de los demócratas de Rivero a 
desencadenar una nueva guerra civil ayudan a explicar este nuevo fracaso 
[173]. 

La Asamblea Nacional quedó disuelta el 22 de febrero para dejar vía libre 
a las elecciones previstas para los días 10 a 13 de mayo y establecer el 
Parlamento constituyente el 1 de junio. Radicales y constitucionalistas se 
dispusieron a impedir, a toda costa, la convocatoria de esos comicios que, 
casi con toda seguridad, traerían consigo la ratificación de la república 
federal. Martos y los radicales presentes en la Comisión Consultiva (una 


especie de comisión permanente de las Cortes) pensaban someter al 
Gobierno a la fiscalización de esta instancia parlamentaria, censurarlo y, 
acto seguido, anunciar la reunión de la extinta Asamblea Nacional, de 
acuerdo con el capitán genera Pavía. Calculaban que la celada provocaría el 
tantas veces anunciado levantamiento federalista intransigente, y que el 
presidente de la Comisión, el radical Francisco Salmerón Alonso, asumiría 
todos los poderes y nombraría a Serrano presidente del Poder Ejecutivo y a 
Rivero presidente del Gobierno [174] . 

El 23 de abril los radicales aprovecharon la reunión de la Comisión 
Consultiva para ensayar un nuevo golpe con el apoyo de cinco batallones de 
infantería de los Voluntarios de la Libertad de Madrid (entre ellos, los «del 
agua de Colonia» o «del aguardiente y el aguarrás», de signo conservador y 
generosamente sufragados por la aristocracia alfonsina) y dos escuadrones 
de caballería encabezados por el alcalde de Madrid, Juan Pablo Marina, que 
se concentraron en la plaza de toros situada en la Puerta de Alcalá. Parece 
que Serrano, López Domínguez, Caballero de Rodas y Topete estaban 
preparados para ponerse al frente de esas tropas, con la connivencia del 
capitán general Pavía. El brigadier alfonsino Antonio López de Letona 
convocó a varias unidades militares y milicianas con la intención de 
incursionar sobre las Cortes, mientras que Pi y Margall movilizó a unos 
12.000 Voluntarios de la República bajo el mando del brigadier Carmona y 
el gobernador civil Nicolás Estévanez, al tiempo que desplegaba un batallón 
del regimiento de Cazadores de Mendigorría bajo la jefatura del nuevo 
capitán general, Baltasar Hidalgo, y otros 10.000 hombres al mando de 
Pierrard. A primera hora de la tarde, se reunieron en el domicilio de Serrano 
(próximo a la plaza de toros, de infausta memoria por los acontecimientos 
de 1866) el duque de la Torre, sus ayudantes O'"Lawlor y Ahumada, los 
generales Concha, Topete, López de Letona, Baldrich, Valmaseda, Bassols, 
Gándara, Gasset, Ros de Olano y Caballero de Rodas, y algunos amigos de 
Sagasta y de Martos. El Gobierno, presidido de forma interina por Pi en 
ausencia de Figueras, que se había retirado temporalmente de la vida 
pública por el fallecimiento de su esposa, respondió sustituyendo a Pavía 
por Mariano Socías, y designando a los generales Ferrer, Hidalgo, Pierrard, 
Peco y Arín para mandar las fuerzas leales. 

La tensión entre ambos bandos se fue incrementando hasta que, tras un 
intercambio de disparos, los sediciosos se dieron a la fuga al anochecer. 
Cientos de Voluntarios de la Libertad fueron desarmados y menudearon los 


registros en busca de insurrectos y armas. Resultaron comprometidos los 
generales alfonsinos conde de Valmaseda, Gasset, Gándara, López de 
Letona y Caballero de Rodas, y los unionistas Serrano, López Domínguez, 
Ros de Olano, Bassols, Baldrich y Topete. Mientras que el duque de la 
Torre buscaba asilo en el Consulado de Inglaterra, el ministro de la Guerra, 
Juan Acosta, y el capitán general Pavía fueron cesados por no haber 
alertado al Gobierno sobre los preparativos del golpe y haberse negado a 
prestar el debido apoyo a los Voluntarios de la República [175] . El 
catastrófico desenlace de la intentona selló el definitivo alejamiento de los 
radicales del poder, la disolución por decreto de la Comisión Consultiva de 
las Cortes, el retralmiento de los partidos de oposición en la inminente 
convocatoria electoral de mayo y la radicalización del federalismo 
intransigente, que exigió a P1 —aclamado como salvador de la República— la 
organización inmediata de un Estado federal. 

Las elecciones a las Cortes Constituyentes celebradas en mayo arrojaron, 
además de una abstención del 60 por 100, una aplastante mayoría del 
republicanismo federal, que obtuvo 343 actas de diputado. Ello dio paso a 
una situación de retralmiento generalizado de todos los partidos, con la 
excepción del ganador de los comicios. Sin embargo, durante la III 
Asamblea celebrada a fines de 1872, el PRDF se había dividido en una 
mayoría benevolente, partidaria de una descentralización planteada desde 
las Cortes, y una minoría intransigente, que aspiraba a establecer 
previamente los estados (cantones) a escala provincial y luego construir la 
federación en el Parlamento. El 8 de junio las Constituyentes definieron el 
nuevo régimen como una república federal formada por 17 estados 
inspirados en los antiguos reinos históricos, que era el diseño preferido por 
los benevolentes. Ese mismo día se sublevaron contra sus jefes los 
Voluntarios francos en Vicálvaro, que desencadenaron un tiroteo donde 
murieron tres personas. Al día siguiente, se amotinó la población de 
Aranjuez contra los excesos de esos mismos Voluntarios, en un 
enfrentamiento que se saldó con un balance de 5 muertos y 27 heridos. En 
Granada hubo un choque entre varios Voluntarios de la República y unos 
carabineros, que dieron muerte el 6 de junio a un miembro de la milicia 
ciudadana, lo que generó una respuesta popular en forma de barricadas y 
asedios a los cuarteles. En Sagunto, unos soldados del Batallón de 
Cazadores de Madrid mataron al coronel Martínez Llagostera, llegado 
desde Valencia para imponer el orden [176] . 


En la noche del 10 al 11 de junio, Figueras abandonó inopinadamente el 
poder y marchó a Francia. Se produjo entonces una movilización militar 
aún no plenamente dilucidada. Según algunos testimonios, cuando, a las 
tres de la madrugada, el subsecretario de Guerra, el general Pierrard, supo 
de la fuga del presidente, llamó al excapitán general de Cataluña Juan 
Contreras y Román (que se hallaba en situación de cuartel en Madrid), y 
ambos se dispusieron a levantar en armas a la guarnición de la capital para 
reclamar la instauración de la república federal. Prevenidos de la conjura, 
Salmerón y Castelar hablaron con el capitán general, Mariano Socías del 
Fangar, que visitó los cuarteles y previno a jefes y oficiales de secundar 
cualquier orden emanada del Ministerio de la Guerra, cuyo titular 
encontraba ausente. También ordenó la concentración del 14.” Tercio de la 
Guardia Civil sin la preceptiva autorización del gobernador civil. El 
ministro Estévanez dio la contraorden y cesó a toda la oficialidad del 
Tercio. La Benemérita se declaró neutral en el conflicto y advirtió que sólo 
acataría las directrices emanadas de la Asamblea Nacional [177] . Por su 
parte, los Voluntarios de la República tomaron posiciones creyendo que era 
Socías quien pretendía dar un golpe de Estado en favor de los radicales. 
Pierrard mandó detener a Socías, ordenó el retorno de las tropas a los 
cuarteles y ejecutó algunas variaciones de mandos. La investidura de P1 y 
Margall ante las Cortes el día 13 calmó temporalmente los ánimos [178] . 
En carta fechada en Hendaya el 3 de septiembre, Figueras aseguró que 
Salmerón y Castelar habían buscado imponer un Gabinete escorado hacia la 
derecha y que, en una entrevista celebrada en el Ministerio de la Guerra el 
10 de junio, le habían ofrecido la jefatura de ese Gobierno, reservándose 
Salmerón la presidencia del Congreso. Descubierta la trama por Pi, 
Figueras habría preferido fugarse a Francia antes que dar cuenta de estas 
turbias maniobras ante las Cortes [179] . 

Algunos diputados vinculados al Centro Republicano Federal Español 
presentaron el 21 de junio una propuesta en las Cortes para que estas se 
constituyeran en Convención Nacional y designaran una Junta de Salud 
Pública con plenos poderes. El rechazo de la moción allanó el camino para 
que el 29 se formase en Madrid, a iniciativa del propio Centro Republicano, 
un Comité de Salud Pública bajo la presidencia del publicista sevillano 
Roque Barcia Martí, con el propósito declarado de vigilar los intereses de la 
nación y coordinar la insurrección general del federalismo intransigente. 
Inicialmente, el Comité pensó en impulsar la rebeldía desde Madrid, de 


modo semejante a lo que sucedió durante la Comuna parisina de 1871, pero 
ante la práctica imposibilidad para ejecutarlo eligió Cartagena por su virtual 
invulnerabilidad por mar y tierra y ser la base de la escuadra. El Comité 
constituyó una Comisión de Guerra presidida por el general Juan Contreras 
y Román, y de la que formaban parte Ruperto Chavarri, Andrés Lafuente y 
el coronel Guillermo Fernández. El plan revolucionario, que fue puesto a 
punto a mediados de junio, contemplaba que el diputado Emigdio 
Santamaría levantase la provincia de Valencia; en Barcelona, el coronel 
Moreno del Cristo se pondría de acuerdo con el brigadier Guerrero, que 
mandaba sobre el castillo de Montjuic; Pedregal, Fantoni, Guerrero, 
Cabello de la Vega y otros diputados sublevarían Sevilla, y Salvochea y 
Contreras harían lo propio en Cádiz. El diputado Aniano Gómez se ofreció 
a levantar la ciudad fabril de Béjar, con el fin de ofrecer una base a las 
insurrecciones que, en Salamanca y Castilla la Vieja, estaban preparando los 
diputados Benitas, Riesco y Eloy Palacios. De Murcia se encargaría el 
diputado Poveda, y Gálvez Arce asumiría la responsabilidad del 
movimiento en Cartagena [180]. 

La señal del levantamiento la dio el anuncio de las elecciones para 
ayuntamientos y diputaciones provinciales fijadas para los días 12 y 15 de 
julio, que se efectuarían con la legislación centralista anterior al 11 de 
febrero. Los federalistas más radicales de tendencia jacobino-socialista 
decidieron retomar la senda de la insurrección después de que el Parlamento 
aprobara una ley de medidas extraordinarias para frenar la insurrección 
carlista que se aplicó indiscriminadamente a toda España, lo que hizo que la 
minoría republicana intransigente se retirara de las Cortes el 1 de julio e 
invitase a la inmediata formación de cantones [181]. 

La insurrección prematura de Cartagena el 12 de julio precipitó los 
acontecimientos. El Gobierno interino republicano federal adoptó medidas 
inmediatas para impedir la creación de juntas revolucionarias, temeroso de 
que estas impulsaran el proceso federativo desde abajo [182] . Pi y Margall 
también intentó negociar con los dirigentes intransigentes para contener el 
movimiento cantonal, pero un nuevo complot militar desbarató cualquier 
posibilidad de contemporización: el presidente había tratado de atajar la 
conspiración alfonsina en el Ejército del Norte, que era apoyada por la 
mayor parte de los generales y coroneles con mando en tropa. El capitán 
general de Vascongadas, Eulogio González Íscar, le proporcionó una lista 
de comprometidos y, como recompensa, obtuvo la cartera de Guerra el 28 


de junio. Fue una elección no exenta de polémica, puesto que González 
Íscar no tardó en alinearse con los más pertinaces generales alfonsinos, 
asignándoles destinos clave en la estructura de mando [183] . Para colmo, el 
ministro se negó a retirar las tropas de las calles de Madrid, como P1 le 
había ordenado, y, en la noche del 14 de julio, tuvo una violenta discusión 
con el presidente al resistirse a ser relevado del cargo. El día 16 circularon 
rumores de que los alfonsinos pretendían impulsar una situación de fuerza 
mediante la rebelión de los generales Martínez Campos y Gasset. Ante la 
permanente desobediencia militar, delegados cantonalistas partieron el 17 
para distintos puntos de la periferia peninsular, prestos a sublevarse si 
triunfaba la derecha republicana o se consumaba la involución monárquica. 

Con la toma del poder por Salmerón el 18 de julio, los medios persuasivos 
cedieron el paso a las medidas autoritarias. El nuevo jefe del Poder 
Ejecutivo ordenó que los alcaldes controlaran las armas en poder de los 
vecinos, y el Ministerio de la Gobernación dirigió una circular a los 
gobernadores civiles para que se detuviera y juzgara con toda celeridad a 
los diputados y ediles implicados en la asonada. Los jefes militares 
sospechosos de simpatizar con el cantonalismo (entre ellos, Contreras y 
Pierrard) fueron destituidos. También se produjo el desarme de cuatro 
batallones de Voluntarios madrileños, el reemplazo de 300 policías 
federales por los monárquicos sublevados el 23 de abril, el mantenimiento 
de González Íscar en el Ministerio de la Guerra, el llamamiento a generales 
monárquicos que habían conspirado en los meses anteriores y la 
concentración de fuerzas militares en Córdoba el 19 de julio [184] . 

La nueva situación política fue contestada con la insurrección de un buen 
número de ciudades y pueblos del mediodía y levante, que comenzaron a 
proclamar cantones y gobiernos locales desde la madrugada del 19 hasta el 
22 de julio. Así sucedió el 19 en Sevilla, Cádiz, Valencia, Almansa y 
Torrevieja; el 20 en Castellón, Sevilla, Granada y Ávila; el 21 en Málaga, y 
el 22 en Salamanca, Béjar, Jaén, Bailén, Andújar, Tarifa y Algeciras. Los 
pueblos de Córdoba también se levantaron ese día, pero la capital no se 
atrevió a proclamar el cantón antes de concentrar a los Voluntarios de los 
pueblos. La llegada al día siguiente del general Pavía a la cabeza de 3.000 
hombres frustró el plan revolucionario. La mayoría de los cantones fueron 
sofocados manu militari entre fines de julio y mediados de agosto, salvo el 
de Málaga, que sobrevivió hasta el 19 de septiembre, y Cartagena, que se 
sometería el 12 de enero de 1874 [185] . Las rendiciones se hicieron 


frecuentemente tras la mediación del cuerpo consular, y conllevaron una 
oleada represiva cuyo primer acto fue el desarme de los cuerpos de 
Voluntarios de la República. 

El primer conato de insurrección en Andalucía se produjo en Málaga, 
donde las masas federales se habían echado a la calle, quemando los 
documentos de la Aduana y levantando barricadas desde el 12 de febrero, 
hasta conseguir el desarme de la guarnición el 7 de marzo. A fines de junio 
estalló el movimiento sedicioso, cuya primera víctima fue el alcalde 
republicano Moreno Micó. El Decreto del 21 de julio, por el que se 
declaraba piratas los buques de la Armada surtos en Cartagena y se 
autorizaba a las «potencias amigas de España» a detenerlos condujo al día 
siguiente a la proclamación oficial del cantón malacitano con el izado de la 
bandera roja y la asunción del poder por Francisco Solier, gobernador civil 
de la provincia y diputado federal. Salmerón destituyó a Solier y autorizó 
que una pequeña columna al mando de un delegado del Gobierno, no del 
general Pavía, fuese enviada a Málaga. Los días 25-26 de julio los 
federalistas intransigentes se enfrentaron con fuerzas de la Guardia Civil y 
voluntarios republicanos benevolentes de la capital y otros pueblos, siendo 
derrotados [186] . Desde entonces, el poder local fue controlado por los 
federalistas moderados hasta la disolución oficial del cantón el 20 de 
septiembre. En Granada, cinco batallones de Voluntarios de la República 
nutridos de trabajadores se manifestaron el 20 de julio en favor de la 
república federal local y forzaron la creación de un Comité Revolucionario 
con relevante participación internacionalista. Se enviaron tropas para 
auxiliar en la proclamación del cantón cordobés, pero, a inicios de agosto, 
derrotado el cantonalismo en la Baja Andalucía, el movimiento perdió 
cohesión y el Comité granadino tuvo que ser disuelto el 8 de agosto [187] . 

El 21 de julio el general Pavía había salido de Madrid hacia Córdoba para 
ponerse al frente del ejército que sometería a los cantones andaluces. El 10 
de agosto entró en Loja (que no había sucumbido al cantonalismo) y, dos 
días más tarde, ocupó Granada, sin encontrar la menor resistencia, tras de lo 
cual ordenó el desarme de los Voluntarios de la República. Las provincias 
de Jaén, Huelva y Almería permanecieron generalmente tranquilas. 

En Sevilla, los incidentes vinculados a la exigencia permanente de armas 
para el voluntariado arrancaban de la misma proclamación de la República 
y se agravaron a partir del 24 de junio a raíz de un enfrentamiento que 
protagonizaron el gobernador civil y las fuerzas gubernamentales (Ejército, 


Guardia Civil y Carabineros), encerrados en la fábrica de tabacos para 
defenderse de unos 400 voluntarios federales que erigieron hasta tres líneas 
de barricadas bien artilladas. Tras recibir el refuerzo de más de un millar de 
voluntarios intransigentes malagueños y algunos cordobeses, los 
cantonalistas asumieron el control y situaron baterías en los puntos 
estratégicos de la ciudad. Acto seguido, constituyeron una Junta 
Revolucionaria que fue disuelta por la fuerza por el gobernador civil el día 
27, cuando la llegada de refuerzos gubernamentales desde Córdoba condujo 
al desmantelamiento de las barricadas y al desarme del voluntariado. La 
rebelión resurgió en Andalucía el 30 de junio y, sobre todo, el 18 de julio 
con la proclamación del cantón sevillano, cuya influencia irradió sobre 
Carmona, Écija, Jerez, Marchena o Lebrija. Una columna de voluntarios 
cantonales partió de la capital hispalense en apoyo de los insurgentes 
jerezanos, pero no pudo pasar de Utrera ante la hostilidad manifestada por 
los vecinos. La defensa de Sevilla por el general Fernando Pierrard fue, en 
buena medida, obra del voluntariado internacionalista, pero gran parte de la 
provincia de Sevilla se mantuvo al margen del movimiento gracias a la 
diligente acción de las autoridades [188] . Sevilla fue tomada por asalto el 
28 y, dos días más tarde se rindió ante el nuevo capitán general Manuel 
Pavía. 

En Cádiz, los preparativos del levantamiento cantonal databan, al menos, 
de la primavera, cuando Fermín Salvochea, elegido alcalde constitucional el 
22 de marzo, inició el armamento de los Voluntarios de la República, 
encargando a mediados de julio 1.840 fusiles y 120.000 cartuchos a la casa 
Remington. El cantón fue proclamado el 19 de julio con el izado de la 
bandera roja en el Ayuntamiento [189] . La constitución de un Comité de 
Salud Pública, que fue colocado ese mismo día bajo la presidencia de 
Salvochea, tuvo como objetivo apoyar el movimiento desencadenado en 
Cartagena, Sevilla y otras ciudades. A pesar de la adhesión de San 
Fernando, Medina Sidonia, Alcalá de los Gazules, Benaocaz, Villaluenga 
del Rosario, Espera, Alcalá del Valle, Algodonales, Castellar, Chiclana, Los 
Barrios, Puerto Real, Paterna de la Ribera, Conil, Sanlúcar, La Línea, San 
Roque o Algeciras, el cantón gaditano quedó aislado y debilitado por la 
defección de Jerez, que fue controlada por el Gobierno tras el descalabro de 
los cantonalistas sevillanos en Utrera y el fracaso de la partida de Diego 
Carrasco en el Puerto de Santa María. En la capital, la oposición de un 
millar de soldados de infantería de marina acuartelados en el arsenal de La 


Carraca derivó, a partir del 21 de julio, en un intenso enfrentamiento, en el 
que se cruzaron 5.500 disparos de cañón en 80 horas de combate. Unas 
30.000 personas abandonaron la ciudad. Cercada por los soldados del 
Arsenal y con la flota de guerra surta en la bahía (aunque la fragata Villa de 
Madrid se puso del lado de la rebelión el 30 de julio), la fuerza cantonal de 
unos 4.000 hombres erigió barricadas ante los cuarteles que no se habían 
sumado al levantamiento. El abandono de San Fernando el 2 de agosto 
acentuó el derrotismo: el día 4, el Comité Revolucionario acordó resignar el 
poder en manos del cuerpo consular reunido en sesión permanente, que 
formó una junta provisional con distintas personalidades conservadoras, y 
acordó la entrega de la plaza a las fuerzas gubernamentales [190] . Ese día, 
las tropas de Pavía, procedentes de Sevilla, entraron en la ciudad sin 
combatir, pero no por ello menos resueltas a aplicar un castigo ejemplar. 
Hubo aplicación de la «ley de fugas», ejecuciones extrajudiciales (más de 
60 prisioneros fueron ahogados en sacos lastrados por la marinería de La 
Carraca), fusilamientos y numerosas penas de cárcel y deportación. Ciento 
cinco cantonales gaditanos seguían presos a la altura de 1877. Salvochea 
era uno de ellos. Condenado a veinte años de cárcel el 9 de febrero de 1874, 
el Consejo Supremo Militar elevó la pena a cadena perpetua, que comenzó 
a purgar en el peñón de Vélez de la Gomera, la fortaleza del Hacho en 
Ceuta y las islas Chafarinas. Se negó a aceptar el indulto del 22 de enero de 
1882, pero, en marzo de ese año, logró huir a Gibraltar y, de ahí, a París, 
Londres y Vila Real de Santo António (Algarve). Detenido a raíz del 
levantamiento republicano de Badajoz de 1883, pudo huir a Orán, donde 
permaneció hasta la amnistía dictada en diciembre de 1885 tras el 
fallecimiento de Alfonso XII. Fue entonces cuando pudo retornar a Cádiz, 
convertido en un auténtico mito revolucionario, pero también en el símbolo 
del fracaso del republicanismo federal, demasiado dividido y localista para 
poder desencadenar un movimiento sedicioso a escala nacional con 
mínimas posibilidades de éxito [191]. 

Los federales catalanes intransigentes no se unieron al movimiento 
cantonal porque entendieron que sólo la unión de todos los partidos 
liberales permitiría derrotar al enemigo común: el carlismo [192] . Con 
todo, en Barcelona, donde el 8-9 de marzo se había intentado de nuevo la 
proclamación del Estado catalán, se estableció el 20 de junio un Comité de 
Salud Pública integrado por federales y bakuninistas, que se disolvió al 
poco sin lograr arrastrar a las masas populares. Los soldados del cuartel de 


Atarazanas se insurreccionaron los días 14 y 18 de agosto, pero fueron 
sofocados en la primera ocasión por el alcalde y los Voluntarios de la 
Libertad y, en la segunda por el capitán general y la Guardia Civil [193] . 
En septiembre, la Milicia local barcelonesa fue reorganizada en un sentido 
inequívocamente conservador. El batallón del popular distrito cuarto, 
dirigido por el presidente de la Federación de las Tres Clases del Vapor, 
Josep Bragulat, quedó disuelto y, al mes siguiente, se dictó prisión para 104 
individuos de la Milicia de Rubí. El 11 de noviembre se declaró el estado de 
guerra en la provincia y, pocos días más tarde, se anunció la disolución de 
los batallones de Guías de la Diputación, nutridos de los republicanos más 
irreductibles. 

En Valencia, como consecuencia del decreto gubernamental del 14 de 
febrero de 1873, se habían reorganizado las fuerzas de Voluntarios de la 
República, que pronto alcanzaron los 5.000 hombres. El cantón valenciano 
fue proclamado el 18 de julio y, cuatro días más tarde, contaba con la 
adhesión de 178 municipios de los 225 con que contaba la provincia. Ese 
mismo día 22, Salmerón nombró a Arsenio Martínez Campos capitán 
general de Valencia y general en jefe del Ejército de Operaciones en la 
región. Al conocerse el 25 que el Gobierno se disponía a someter el cantón 
valenciano por la fuerza, la Junta Revolucionaria constituida en la ciudad 
quedó en manos de los federalistas más radicales y, los aliancistas, en 
especial los marxistas. Ante la inminencia de un ataque, el 26 se reforzaron 
las barricadas y se incrementaron los defensores de la ciudad, hasta alcanzar 
un total de 10.500 federal-socialistas frente a unos 5.000 soldados de las 
tropas gubernamentales. Desanimadas por las malas noticias procedentes 
del exterior, las milicias cantonales decidieron, por votación, acordar un 
armisticio, pero el disparo contra un oficial que acudió a parlamentar fue 
respondido por las tropas gubernamentales con un inclemente bombardeo 
que se prolongó del 2 al 6 de agosto. Al día siguiente, se 1zó la bandera 
blanca y la Junta cantonal se dio a la fuga. La Milicia fue desarmada tras la 
rendición oficial, que se efectuó el 8 de agosto. Se produjeron 
levantamientos cantonales en Torrevieja el 19 de julio, en Castellón el 20 y 
en Alicante el 22 [194] . En esta última ciudad, la adhesión fue impuesta 
por los insurrectos cartageneros a través de una visita de la fragata Vitoria. 
Se formó “una Junta Revolucionaria dominada por federalistas 
intransigentes, que fue disuelta el mismo día 22. El ministro de la 
Gobernación —el alicantino Eleuterio Maisonnave— destituyó a los cargos 


civiles y militares y preparó la defensa de la ciudad contra los posibles 
ataques procedentes del cantón de Cartagena [195] . El 31 de agosto, la 
derrota de Martínez Campos ante fuerzas cartageneras en las cercanías de 


Orihuela le obligó a devolver a sus puestos a las fuerzas del 9.” Tercio de la 
Guardia Civil para evitar motines y deserciones. 

El llamado «cantón murciano» tuvo especial trascendencia por su 
longevidad (fue el primero en proclamarse y el último en disolverse), su 
importancia estratégica (era la base de la flota de guerra) y su capacidad de 
irradiación hacia un área periférica que abarcaba de Huelva a Castellón. A 
las cuatro de la mañana del día 12 de julio, por iniciativa del enlace con el 
Comité de Madrid, el joven médico Manuel Cárceles Sabater, se constituyó 
en Cartagena una Junta Revolucionaria de Salvación Pública presidida por 
Pedro Gutiérrez de la Puente y con José Bonet Torrens como 
vicepresidente. La Junta 1zó la bandera roja en el Ayuntamiento y proclamó 
el cantón murciano, nombrando a continuación al diputado a Cortes 
Antonio Gálvez Arce, Antonete (que había participado en los 
levantamientos federales de 1969 y 1872), comandante general de las 
fuerzas del Ejército, la Milicia y la Armada [196] . Gálvez y el general Juan 
Contreras se apoderaron de los barcos de guerra surtos en la base naval sin 
causar víctimas. El 14 de julio Contreras asumió el mando militar de las 
fuerzas sublevadas, y los federalistas eligieron como jefe político del cantón 
a Roque Barcia [197] . El 24 de julio los diputados intransigentes y la Junta 
de Cartagena acordaron crear un Directorio provisional que actuaría como 
autoridad superior para dar cohesión al movimiento cantonal y extenderlo a 
toda España [198] . Tres días más tarde, el Directorio provisional se 
transformó en el Gobierno provisional de la Federación Española, colocado 
bajo la presidencia del general Contreras y concebido como contrapoder 
favorecedor de esta república de base cantonal, en su orientación social más 
radical y avanzada [199]. 

Numerosas localidades de las zonas central y meridional de la región 
murciana proclamaron juntas revolucionarias adheridas al poder ejecutivo 
del cantón murciano. Con la flota que quedó en su poder, se dirigieron 
expediciones marítimas hacia Mazarrón (20 de junio), Águilas (20 de junio 
y 15 de septiembre), Torrevieja (22 de junio y 11 de septiembre), Almería 
(que fue bombardeada el 30 de julio), Alicante (atacada el 27 de 
septiembre) y Vera (13 de octubre). Las incursiones, que cosecharon diversa 
fortuna, iban dirigidas a extender el espacio de influencia del cantonalismo, 


pero también a conseguir financiación y víveres. En tierra se dirigieron 
ataques contra varios puntos del sudeste, como Totana, Lorca (que junto 
con su comarca resistió el movimiento revolucionario), Orihuela (donde un 
batallón del regimiento de Mendigorría comandado por Antonete derrotó a 
fuerzas de la Guardia Civil) o Hellín, donde las tropas gubernamentales 
lograron detener una penetración cantonalista hacia Albacete [200] . Una 
expedición cantonal de 3.000 hombres, que tenía como objetivo interrumpir 
las comunicaciones sobre Madrid, fue desbaratada el 10 de agosto 
en Chinchilla, donde el Ejército gubernamental liderado por el general 
Salcedo tomó a 350 prisioneros [201] . Esta batalla dejó paso franco a las 
tropas del Gobierno para ocupar la ciudad de Murcia, cuya Junta 
Revolucionaria fue liquidada el día 12. Un millar de cantonalistas logró huir 
hacia Cartagena, que fue puesta bajo la ley marcial el 13 y comenzó a ser 
sitiada el 15. 

El 27 de noviembre, el general alfonsino Francisco Ceballos inició el 
bombardeo de Cartagena por orden del Gobierno presidido por Castelar. Se 
calcula que se lanzó una media de 1.200 proyectiles al día, y un total de 
27.189 salvas; un auténtico diluvio de fuego que causó 12 muertos, 800 
heridos y destrozos en la mayoría de los inmuebles de la ciudad, ya que sólo 
28 casas quedaron indemnes. Las pérdidas materiales se evaluaron en 200 
millones de reales. Tras la conquista de las baterías que rodeaban la ciudad 
y la ocupación del puerto, el nuevo general en jefe, José López 
Domínguez, consiguió la rendición de la plaza el 12 de enero de 1874, lo 
que implicó de inmediato la condena a muerte de los jefes rebeldes o su 
exilio forzado a Argelia [202] . Antes del sofocamiento total de la rebelión 
cantonal, los presos políticos preventivos ya ascendían a 20.000 en toda 
España, y varios millares más se habían ocultado o emigrado para evitar las 
represalias [203] . Menudearon los registros domiciliarios en busca de 
armas, la clausura de centros políticos del PRDF y obreros de la AIT, el 
nombramiento de nuevos consistorios progubernamentales y las 
conducciones de presos destinados a cumplir largas penas en la Península o 
en las colonias [204] . En Cartagena, las Comisiones Militares dictaron 37 
penas capitales en rebeldía y numerosas órdenes de deportación de soldados 
a ultramar, además de atender y tramitar centenares de reclamaciones 
particulares por las incautaciones realizadas por los revolucionarios [205] . 
La Guardia Civil, que había actuado como fuerza de choque durante la 
campaña, tuvo un protagonismo especial en la depuración de 


responsabilidades: el jefe de la Comandancia de Murcia, el coronel Pérez 
Ribera, fue nombrado jefe de Orden Público de Cartagena, con la orden de 
liquidar todo residuo de federalismo. 

Un total de 1.647 cantonales escaparon a Argelia en la fragata acorazada 
Numancia, entre ellos, los generales Contreras y Ferrer y los diputados 
Gálvez y Araus. Quienes no emigraron fueron indultados del delito de 
rebelión militar por el general López Domínguez, con el fin de evitar una 
resistencia enconada. Los militares fueron reorganizados en un batallón y 
enviados a luchar contra los carlistas, pero luego el Gobierno endureció la 
represión, expulsando del Ejército a jefes y oficiales, degradando y 
enviando a Cuba a los suboficiales y dispersando a los soldados por 
distintos regimientos que operaban en el norte [206] . Entre febrero y junio 
de 1874, permanecieron hacinados en las prisiones de Cartagena más de 
500 presos políticos. 

Las medidas punitivas no levantaron el acta de defunción del movimiento 
federalista. A fines de marzo de 1874, Antonete y un grupo de cantonales 
desembarcaron en Torrevieja y, a inicios de abril, se produjo en Portús un 
desembarco de 94 cantonales procedentes de Orán, que se dispersaron por 
la sierra a la espera de órdenes y en coincidencia con un conato 
insurreccional en Cartagena. En previsión de males mayores, el ministro de 
la Guerra, Juan de Zavala, ordenó el traslado a ultramar de los últimos 
presos cantonales [207] . En octubre llegaron a Madrid alarmantes noticias 
transmitidas por el cónsul de España en Orán sobre un proyecto urdido por 
los emigrados que allí se encontraban para emprender una nueva expedición 
sobre Cartagena con apoyo de los republicanos locales. El conocimiento de 
tales preparativos condujo a que la Capitanía General de Cartagena, el 
Gobierno Militar de la provincia de Murcia y la plaza de Cartagena, así 
como la Comandancia Militar de Marina y los Gobiernos Militar y Civil de 
Alicante —la región murciana permanecía en estado de guerra—, organizasen 
un fuerte dispositivo de vigilancia costera que movilizó a unidades navales 
y contingentes del Ejército de tierra. Al mismo tiempo, el Gobierno francés 
ordenó el internamiento en Guelma (Constantina) de los principales 
dirigentes cantonalistas, como Contreras o Gálvez [208] . La represión 
poscantonal sólo se aplacaría tras el indulto del 13 de enero de 1875 para 
los deportados políticos que no tuvieran causa pendiente en los tribunales 
ordinarios y el indulto final del 22 de junio de 1876, que afectó a todos los 


encausados judicialmente, presentes o en rebeldía, a excepción de los 
implicados en delitos comunes. 

El movimiento cantonal fue fundamentalmente sureño y levantino. No 
prosperó en las poblaciones de Cataluña y el norte sometidas al 
hostigamiento carlista, o en las ciudades donde existían fuerzas resistentes 
al federalismo extremo, como sucedió con los Voluntarios de Libertad de 
Valladolid. Como en los viejos movimientos junteros, las ciudades 
pronunciadas recibían el apoyo de otras localidades del entorno provincial y 
mandaban columnas expedicionarias a los pueblos limítrofes. El repertorio 
insurreccional del cantonalismo se desplegó a través de dos arquetipos: el 
defensivo de la barricada y el ofensivo de la columna expedicionaria 
formada por un heterogéneo voluntariado federal, en el que los 
internacionalistas tuvieron un destacado papel a la hora de ensayar nuevas 
formas de protesta, como fue la convocatoria de huelgas generales en 
Alcoy, Valencia y Barcelona. Por primera vez en la historia de España, el 
rojo se convirtió en el distintivo preferente de la revolución: los Voluntarios 
federales se uniformizaron portando el gorro frigio republicano o la 
barretina catalana, e incorporaron a su heterogénea vestimenta cintas rojas 
con el nombre de la república federal escrito en letras azules, como fue el 
caso de los Voluntarios jerezanos que huyeron de su ciudad para combatir 
en Cádiz. Las banderas rojas y republicanas, el himno de Riego, los mítines 
y los pasquines fueron los símbolos y los medios aglutinadores más 
comunes de una revolución donde se conjugaron la reivindicación regional 
autonomista, la inversión social y la protesta política [209] . Las 
consecuencias del fracaso del movimiento cantonal del verano de 1873 
fueron devastadoras para el movimiento democrático: el debilitamiento del 
federalismo trajo aparejadas la división del republicanismo y una reacción 
conservadora protagonizada de forma preponderante por los militares. 


Las etapas de la contrarrevolución: del golpe de Pavía al pronunciamiento 
de Martínez Campos 


Durante el verano de 1873, los emigrados políticos de identidad alfonsina, 
constitucional o radical residentes en Bayona (como Serrano, López 
Domínguez, Caballero de Rodas, López de Letona, el conde de Toreno, 
Alejandro de Castro o Cristino Martos) celebraron conversaciones para 


organizar un nuevo complot militar que debía ser encabezado por el duque 
de la Torre con el propósito de imponer una república de signo autoritario 
que dirigiera la convocatoria de nuevas elecciones a Cortes. Cánovas se 
mostró disconforme con la implantación de un régimen republicano de 
excepción y propuso la constitución de un Gobierno provisional 
«innominado» que preparase el advenimiento de la monarquía. El apoyo de 
la oposición conservadora en las Cortes a la política de orden desplegada 
por Nicolás Salmerón desactivó momentáneamente esta línea conspirativa, 
cuyas derivadas se prolongaron hasta el 3 de febrero de 1874 [210]. 

El 6 de septiembre de 1873, Salmerón dimitió de la presidencia del Poder 
Ejecutivo para no tener que firmar la sentencia de muerte de ocho soldados 
que, en Barcelona, se habían pasado al bando carlista, porque era 
absolutamente contrario a la pena capital que las Cortes debatían restablecer 
para determinados delitos militares. Con la llegada al poder de Emilio 
Castelar al día siguiente, se impuso la absoluta rectificación del régimen, 
precursora de la clausura del ciclo revolucionario. Los republicanos 
moderados defendían la formación de una República democrática que diera 
cabida a todas las opciones liberales, por lo que rechazaban la conversión 
de las Cortes en un poder revolucionario como defendían los federalistas 
intransigentes. Los Voluntarios de la República fueron la primera víctima de 
esta política restrictiva de la movilización popular: la ley del 12 de 
septiembre sobre régimen de la Milicia Nacional contemplaba el retorno a 
la ordenanza del 14 de julio de 1822, que imponía la incorporación 
obligatoria en la misma para los propietarios, los rentistas y sus hijos, y la 
depuración de sus elementos más radicales [211]. 

El 13 de septiembre Castelar consiguió de las Cortes la concesión de 
facultades extraordinarias para acabar tanto con la Guerra Carlista como 
con la rebelión cantonal. La suspensión de las sesiones parlamentarias 
desde el 20 de septiembre de 1873 hasta el 2 de enero de 1874 supuso 
paralizar el debate y la aprobación del proyecto de Constitución federal 
[212] . Además de la publicación de decretos de suspensión de garantías 
individuales (que se mantuvo en vigor desde el 20 de septiembre hasta los 
días previos al golpe de Pavía), de censura de la prensa política y de 
derogación de todas las licencias de armas, algunas de sus primeras 
decisiones fueron la definitiva relegación de los Voluntarios de la República 
y la restauración de la pena de muerte en el Ejército. 


El ministro de la Gobernación Eleuterio Maisonnave fue el artífice de la 
reorganización de una fuerza pública profesional, a la que militarizó, 
centralizó y purgó de federalistas. Nombró al teniente coronel de la Guardia 
Civil Benito Macías y Rueda jefe del Cuerpo de Orden Público. El 22 de 
octubre se promulgó un Decreto que organizaba las Policías Gubernativa y 
Judicial en todo el territorio de la República. Este Decreto estructuraba el 
ramo del Orden Público en un Cuerpo de Vigilancia y otro de Seguridad 
Pública. Se designó a 100 guardias del Cuerpo de Orden Público para 
funciones de información e investigación reservadas —esto es, Policía 
secreta—, pero el proyecto no pudo ser llevado a la práctica y quedó 
derogado por otro Decreto del 11 de enero de 1874, que restableció 
provisionalmente el emitido por Sagasta el 28 de marzo de 1871, en el que 
se recuperaba la concepción militar del Cuerpo de Seguridad. A estas 
iniciativas de reforzamiento del orden se añadieron un Decreto del 22 de 
diciembre de 1873 por el que se autorizaba a los gobernadores civiles a 
suspender periódicos sin necesidad de apercibimiento ni multa previa, y la 
supresión de diputaciones y ayuntamientos como el de Madrid, cuyos 
concejales fueron sustituidos por otros más conservadores. 

La política de Castelar de acercamiento a los constitucionales de Sagasta y 
a los radicales de Martos, que habían sustentado la monarquía amadeísta, 
encontró la oposición tanto de los republicanos centristas de Pi y Margall 
como de los moderados de Salmerón. El enfrentamiento se enconó cuando 
Castelar nombró a generales de dudosa afección a la República para los 
puestos más importantes, como fue el caso de Manuel Pavía, designado 
nuevo capitán general de Castilla la Nueva. El ascenso del pretorianismo se 
hizo patente a raíz del serio altercado que mantuvieron el 9 de septiembre el 
director general de la Guardia Civil, el general Mariano Socías del Fangar, 
y el jefe del 14.” Tercio, el coronel Iglesias Tempes, que había obedecido las 
órdenes del gobernador civil para dirigirse a la Puerta de Toledo ante la 
amenaza de una agresión carlista sobre Madrid, pero no dio cuenta de la 
disposición a su superior jerárquico. Retirado del mando, Iglesias aceptó el 
ofrecimiento de Pavía de conseguir la adhesión de la fuerza que realizaba el 
servicio regular de custodia de las Cortes para disolver la asamblea si caía 
Castelar [213]. 

La conspiración, liderada por Pavía, había sido preparada por mandos 
militares como Serrano y Gutiérrez de la Concha; republicanos unitarios 
como García Ruiz; radicales como Martos, Rivero, Becerra y Montero 


Ríos; constitucionalistas como Sagasta y Alonso Martínez, y alfonsinos 
como Cánovas y Elduayen, mientras que posiblemente Castelar estaba al 
corriente y dejó hacer. Se acordó llevar a cabo un golpe de fuerza para 
evitar que Castelar fuera reemplazado al frente del Poder Ejecutivo 
mediante un voto de censura que, previsiblemente, iban a presentar Pi y 
Margall y Salmerón en cuanto volvieran a abrirse las Cortes el 2 de enero 
de 1874. El acuerdo entre Serrano y Martos preveía la constitución de una 
dictadura extraparlamentaria de notables civiles y militares, en la que el 
primero ocuparía la presidencia de la República y el segundo la presidencia 
del Gobierno [214] . 

Cuando el 20 de diciembre Emilio Castelar tuvo conocimiento del golpe 
que se avecinaba, llamó a su despacho al capitán general de Madrid para 
intentar convencerlo de que se atuviera a la legalidad y no participara en la 
intentona. Pavía lo emplazó a prolongar el cierre de las Cortes, a lo que 
Castelar se negó. Sorprendentemente, el militar no fue destituido en ese 
momento por el presidente, y tuvo las manos libres para disponer sus tropas 
para el caso de que Castelar perdiera la votación de confianza 
parlamentaria. En el bando contrario, los batallones de Voluntarios de la 
República estaban preparados para actuar si Castelar era ratificado en el 
cargo. 

Pasada la medianoche del 3 de enero de 1874, el Gobierno perdió la 
cuestión de confianza por 120 votos contra 100. Pavía desplegó entonces 
sus fuerzas y se situó personalmente en la plaza de las Cortes. La Guardia 
Civil, que custodiaba el Congreso, se puso a las órdenes del capitán general 
e irrumpió en el hemiciclo a las siete menos cinco de la mañana, cuando se 
estaba procediendo a la votación para elegir al nuevo presidente, el federal 
Eduardo Palanca Asensi. Tras un dramático debate sobre la actitud que se 
debía adoptar ante este acto de fuerza, la asamblea fue disuelta a punta de 
bayoneta a las siete y media. El golpe fue protagonizado por la Guardia 
Civil, especialmente indispuesta contra la República debido a la 
desmoralización provocada por su constante implicación en operaciones 
bélicas, su utilización contra los enemigos políticos del régimen, su empleo 
fuera del ámbito rural, su antirrepublicanismo instintivo (en reacción al an- 
ticlericalismo, el antimilitarismo y la concepción descentralizada del Estado 
característicos de la cultura republicana), la conciencia del deterioro de la 
autoridad gubernativa, las tensiones políticas que habían afectado al 


Instituto y la ausencia de acuerdo entre autoridades civiles y militares a la 
hora de decidir quién tenía la competencia del servicio. 

Inmediatamente después de consumado el golpe, en la mañana del 3 de 
enero, Pavía convocó en el Congreso a personalidades relegadas en la 
anterior situación política, como los capitanes generales Serrano, Topete o 
José y Manuel de la Concha; políticos constitucionales como Sagasta; 
radicales como Beránger y Montero Ríos; alfonsinos como Cánovas y José 
Elduayen; demócratas como Becerra y Rivero, y republicanos unitarios 
como Martos, Echegaray y García Ruiz, además de los generales Zavala, 
Echagúe, Caballero de Rodas, Serrano Bedoya, Izquierdo, Valmaseda, 
Gasset, Gaminde, Andía o Vega Inclán, que se habían distinguido en las 
épocas isabelina y amadeísta [215] . Rivero propuso el nombramiento de 
Serrano como presidente de la República con potestad para constituir un 
Gobierno, a lo que se opusieron el marqués del Duero y su hermano el 
marqués de La Habana, quienes propusieron que el duque de la Torre 
actuara sólo como primer ministro. Volvieron a ponerse sobre la mesa las 
mismas alternativas sobre las que se habían discutido en Bayona aquel 
verano: o un Gobierno provisional innominado o uno claramente 
republicano. Pavía, con la autoridad que le confería su reciente acto de 
fuerza, impuso que «se conservase lo establecido» y llegó a proponer la 
constitución de un «Gobierno Nacional» presidido por Castelar, pero este 
negó su colaboración, al no querer mantenerse en el poder por medios 
antidemocráticos, y, días después, culpó de la «dictadura militar» en ciernes 
tanto a los golpistas como a los federalistas intransigentes y a los 
socialistas. Pavía insistió en el mantenimiento de una república 
conservadora y propuso a Serrano como jefe del Poder Ejecutivo, lo que 
llevó a Cánovas y a Elduayen a protestar y abandonar la reunión. El día 9 
de enero se constituyó el nuevo Gabinete, formado por constitucionalistas y 
radicales, y con los republicanos de Castelar y los monárquicos alfonsinos 
al margen del mismo [216]. 

La trayectoria política del duque de la Torre puede ser merecedora de 
cualquier epíteto, menos el de rectilínea: a mediados de 1872, había 
ensayado un tímido acercamiento a Isabel II por mediación del banquero 
Jacinto María Ruiz Ibarra, futuro marqués de Grijalba, que era amigo 
personal de López Domínguez, Martos, Castelar y Rivero. Sus contactos 
con los alfonsinos se intensificaron ese otoño, pero, tras su ruptura con 
Amadeo a inicios de 1873, se distanció de nuevo de la alternativa dinástica 


de los Borbones y antepuso sus ambiciones de poder personal. La llegada al 
poder de Castelar el 7 de septiembre pareció frenar sus aspiraciones, pero 
los sucesos del 3 de enero lo catapultaron por última vez a la primera fila de 
la política nacional [217] . 

El golpe de Pavía no sólo frustró la etapa constituyente de signo federal 
surgida de las elecciones de mayo de 1873 [218] , sino que también 
precipitó la clausura oficial de la etapa revolucionaria, acelerada por el 
desgaste político de las fuerzas democráticas [219] . Fue un acto 
contrarrevolucionario en toda regla, pero la involución se había venido 
gestando desde la intentona radical del 25 de abril de 1873, las medidas 
represivas de Salmerón (sobre todo, la persecución contra los diputados 
federales intransigentes y militantes internacionalistas) y la dictadura 
personal de Castelar (movilización de reservistas, reorganización del 
Cuerpo de Artillería, persecución de la Internacional y clausura de las 
Cortes). Ahora, los conservadores constitucionales y los radicales 
recuperaban el poder bajo la presidencia del duque de la Torre, que dio una 
nueva vuelta de tuerca a la regresión política declarando disueltas las Cortes 
e iniciando una campaña de persecución global del federalismo, el 
internacionalismo y el cantonalismo. 

El republicanismo no se rindió sin lucha. El 6 de enero, el capitán general 
Martínez Campos disolvió la Diputación y el Ayuntamiento de Barcelona y, 
al día siguiente, emitió un bando donde ordenaba la entrega de armas de 
todos los batallones de Voluntarios de la República, menos de los veteranos. 
Los milicianos se negaron a cumplir la orden, y el día 8 las organizaciones 
obreras proclamaron una huelga general de protesta, que se entreveró con 
actos de resistencia en las calles del Hospital y conde de Asalto. En 
Hostafrancs, el fuego cruzado entre voluntarios y soldados se cobró la vida 
de un capitán del Ejército, que también tuvo tres bajas mortales y 10 
heridos en Sants. Las barricadas erigidas en el Raval, Hostafrancs, Gracia y 
Sants comenzaron a ser desmanteladas el día 9, pero el 11 los obreros 
internacionalistas y republicanos de Mataró cerraron las fábricas y 
proclamaron simbólicamente el cantón. También se levantaron dos 
batallones móviles de Voluntarios con un total de 1.400 hombres al mando 
del coronel de cuerpos francos Joan Martí (Xic de les Barraquetes), que 
combatieron hasta el día siguiente en Sarria sufriendo numerosas bajas y 
unos 40 detenidos [220] . Luego, Martí y un contingente de 800 com- 
batientes se replegaron a Molins de Rei, donde obtuvieron el indulto del 


capitán general a cambio de la entrega de las armas. El 13, Barcelona vivió 
otra jornada de barricadas en los barrios de Poniente, y Hostafrancs y Sants, 
obligando a una nueva intervención militar. También se rebelaron los 
cuerpos francos en Tarragona. 

Los sucesos más sangrientos acaecieron en Zaragoza, donde siete 
batallones de voluntarios construyeron barricadas el 3 de enero. La ciudad 
fue asaltada a mediodía del día 4 por tres columnas gubernamentales, que 
ocuparon el último bastión, ubicado en la universidad, a las 19:00 horas, al 
precio de 60 milicianos muertos, 200 prisioneros, 6 militares muertos, 41 
heridos y 95 contusos [221] . Ese mismo día se formaron barricadas en 
Valladolid, donde dos millares de Voluntarios de la República se aprestaron 
a la defensa, sufriendo 10-12 muertos y 50-60 heridos, y ocasionando 7 
muertos, 15 heridos y 6 contusos a las fuerzas gubernamentales. El 7 se 
produjo un conato de rebelión de los milicianos de Gijón. Hubo también 
resistencia en forma de partidas en el Bierzo, Ciudad Real, Manzanares, 
Santa Cruz de Mudela, Garrovillas, Fregenal de la Sierra, Linares, Vélez- 
Málaga, etcétera. 

Con la «república ducal» de Serrano, incluso zorrillistas y federales 
pimargallianos comenzaron a hacer acopio de elementos armados antes de 
ser definitivamente anulados con el pronunciamiento de Sagunto [222] . A 
lo largo de 1874, los Voluntarios de la República se vieron imposibilitados 
de reorganizarse, hasta que fueron disueltos a fines de año por Cánovas. 

Durante el impasse formalmente republicano del Gobierno del general 
Serrano, el Estado reasumió vigorosamente sus atribuciones represivas. El 5 
de enero se suspendieron las garantías constitucionales en todo el territorio 
nacional, lo que trajo consigo un férreo control sobre la prensa. Las 
reuniones en los círculos políticos fueron prohibidas, y se ordenaron 
numerosos destierros. La Gaceta del 1 de febrero dio cuenta de un cambio 
general de los gobernadores civiles. Las fuerzas de la Guardia Civil 
volvieron a ser utilizadas libremente por los capitanes generales, y no se 
siguió con su aumento de plantilla. Mientras que, en el norte, la lucha 
contra los carlistas llegaba a su momento decisivo, los sectores 
conservadores afirmaron su presencia en la calle, mediante la adopción de 
unos usos violentos que, con la excepción de los Voluntarios Realistas 
fernandinos, habían sido hasta entonces privativos del impulso 
revolucionario liberal-progresista y democrático. A fines de enero de 1874 
se creó, con la aquiescencia del Gobierno, una nueva milicia voluntaria de 


defensa del orden, sin color político aparente y contraria a los «gorros 
colorados» que habían sido desarmados cautelarmente —y no sin sangrienta 
resistencia— tras el golpe de Pavía. Esta nueva agrupación armada, que 
recuperó la vieja denominación de Milicia Nacional, era, en realidad, una 
organización heredera del sector más conservador de los Voluntarios de la 
Libertad que, durante el año 1873, había empezado a ser infiltrada por los 
círculos alfonsinos y, en ese momento, presentaba un carácter 
ultraconservador y violento similar al desplegado por el cuerpo de 
Voluntarios Armados de Cuba, tristemente célebre por sus actuaciones 
punitivas en la guerra que sacudía la isla desde 1868. Una Circular del 
ministro de la Gobernación fechada el 22 de enero urgió a los gobernadores 
civiles el cumplimiento de la ordenanza del 16 de noviembre de 1873 sobre 
organización de la Milicia Nacional local, que incitaba la recluta de 
burgueses y empleados públicos. Los grupos concernidos mostraron una 
evidente falta de confianza e interés en secundar la iniciativa: en Madrid 
hubo más de 20.000 peticiones de exención para formar parte de la Milicia 
obligatoria [223] . Ante la más que evidente desmovilización política del 
republicanismo conservador, el Gobierno autorizó en febrero al duque de 
Sesto y marqués de Alcañices (hombre de plena confianza del príncipe 
Alfonso) para formar un escuadrón de la Milicia Nacional —el tercer 
escuadrón de caballería— de signo político notoriamente antirrevolucionario. 
Los jocosamente llamados «Voluntarios de la Propiedad» fueron apoyados 
por caballeros tan conspicuos de la burguesía conservadora como Urquijo, 
Ducazcal, Romero Robledo o Ruiz Ibarra. En realidad, los tres escuadrones 
de caballería organizados y comandados por el duque de Sesto, el marqués 
de Bogaraya y Ortiz y Casado eran una abigarrada mezcolanza política de 
radicales, alfonsinos, conservadores y reaccionarios de toda laya, unidos 
por su hostilidad hacia la extinta república federal. El periódico republicano 
El Orden se asombró de la inesperada estima de estos aristócratas 
alfonsinos por «las modestas clases de fotógrafos, ebanistas y carpinteros», 
y vaticinaba que «el gobierno conseguirá formar una milicia, no nacional, 
sino de partido» [224] . La benevolencia oficial del Gobierno Sagasta 
también permitió que los «Voluntarios de la Propiedad» actuasen a la luz 
del día y con creciente impunidad allanando, a su manera, el camino a la 
restauración borbónica. A inicios de 1875, se crearon los Voluntarios de la 
Monarquía Constitucional, casi todos devotos alfonsinos que recibieron 
alborozados al rey en febrero. Sin embargo, Cánovas los disolvió de forma 


casi fulminante [225] . El régimen de la Restauración no quiso insuflar 
nueva vida a la Milicia Nacional, cuyos veteranos aún lucían sus distintivos 
en actos públicos bien entrado el siglo XX. En la concepción doctrinaria de 
la política y del Estado, en Cánovas no había lugar para ningún tipo de 
milicia, ya fuera revolucionaria o fuertemente moderada. Comprendió que 
la defensa material del orden burgués ya sólidamente establecido debía 
pasar de la movilización armada de una clase entonces transformada en 
conservadora y cuya hegemonía ideológica no tenía contestación al empleo 
sistemático de los instrumentos estatales que garantizaban su predominio: el 
Ejército y la Guardia Civil. 

Tras el golpe de Pavía, que por vez primera no se hizo en nombre de 
ningún partido, el Ejército asumió de facto el control de la situación, pero 
estaba dividido en diversas opciones políticas, aunque la mayoría de los 
generales ya se inclinaba por la solución alfonsina [226] . El Gobierno trató 
por todos los medios de entorpecer la consolidación de esta alternativa: el 
21 de enero de 1874, el Consejo de Ministros acordó tomar medidas para 
«impedir la conspiración alfonsina que se supone existe» [227] . Al día 
siguiente, el ministro de la Gobernación Eugenio García Ruiz ordenó el 
cierre de todos los círculos alfonsinos, pero los monárquicos se siguieron 
reuniendo en banquetes privados, palacios, vivacs y cuartos de banderas. 

Aunque desde el verano de 1871 existían sendos comités alfonsinos de 
carácter civil (presidido por el duque de Montpensier) y militar (con la 
participación de generales como Zapatero, Lersundi, Marchessi, Gasset, 
Talledo, Priegue o Andía, con el brigadier Juan Guillén Buzarán como 
secretario), en agosto de 1872, comenzaron a declinar sus trabajos. La 
exreina Isabel trató de desembarazarse de su cuñado y buscó el apoyo de 
Serrano como posible agente ejecutor de la restauración [228] . Las riendas 
de la conspiración quedaron en manos de otro comité formado por civiles 
afines al moderantismo, como Claudio Moyano, Tomás Rodríguez Rubí y 
José Gutiérrez de la Vega, y militares como Valmaseda, Caballero de Rodas 
y Martínez Campos, que prepararon un golpe de fuerza en Madrid el 16 de 
julio de 1873, en los prolegómenos de la crisis del Gobierno federal de Pi y 
Margall. Valmaseda y Martínez Campos, que, en principio, creían contar 
con el apoyo de la Guardia Civil y la mayoría de las fuerzas de la 
guarnición, se situaron en el cuartel del barrio de Salamanca, mientras que 
otros generales como Bassols, Gasset o Marchessi permanecieron a la 
expectativa en otras instalaciones militares. Sin embargo, los compromisos 


fallaron y la intentona hubo de ser suspendida [229] . La primera gran 
conspiración, urdida en la primavera de 1874, estuvo alentada por los 
generales cercanos a Manuel Gutiérrez de la Concha quien, desde la 
jefatura del Ejército del Norte, debiera haber proclamado rey al príncipe 
Alfonso y, previsiblemente, haber acelerado la formalización de un 
convenio como el de Vergara y obligado a Serrano a convocar Cortes para 
ratificar el hecho consumado de la entronización [230] . En Cataluña, esta 
red complotista estaba instalada en la brigada comandada por el general 
José Arrando [231] . Al parecer, días después de entrar en Bilbao el 2 de 
mayo de 1874, Concha disuadió enérgicamente al general Echagúe de 
impulsar la iniciativa por considerarla prematura. Su muerte el 27 de junio 
en la batalla de Monte Muru frustró definitivamente la iniciativa golpista 
planteada por sus subordinados, pero dejó el camino expedito a nuevos 
intentos restauradores, legales o no, apoyados por el sector más conservador 
de la opinión pública, hastiado de incertidumbres revolucionarias. 

El 11 de diciembre hubo un nuevo conato de alzamiento alfonsino, en el 
que participaron generales como Valmaseda, Arsenio Martínez Campos, 
Joaquín Bassols, Manuel Gasset y José María Marchessi, y políticos 
moderados como Alejandro de Castro, Claudio Moyano o el marqués de 
Alcañices. Los viejos generales moderados como el conde de Cheste, con 
Gasset, Lersundi y Bermúdez Reina, también laboraban en pro de un golpe 
de Estado, mientras Cánovas y la exreina Isabel esperaban una 
entronización de don Alfonso de manos del duque de la Torre. Con todo, y a 
pesar de sus reticencias, Cánovas y Romero Robledo llegaron a reunirse 
con una junta de generales para explorar las fuerzas militares con las que se 
podía contar para el golpe. Se nombró una comisión de tres (Quesada, 
Marchessi y Martínez Campos) que darían cuenta a Cheste de sus 
averiguaciones. La impaciencia de jefes como Valmaseda, Marchessi, 
Echagúe, Reyes, Vega Inclán, Quesada o Martínez Campos molestaba a 
Cánovas, que era partidario de un proceso gradual y legalista de retorno de 
la monarquía borbónica. En realidad, no temía un golpe, sino que este fuera 
asestado por generales adictos al moderantismo, como Valmaseda o 
Martínez Campos, y prefería que lo dieran militares de principios políticos 
más templados, como Primo de Rivera o Jovellar [232] . 

Martínez Campos se quejó ante doña Isabel y el príncipe Alfonso del 
ambiguo proceder de Cánovas, e incluso anunció su retraimiento del 
complot, pero, de forma inesperada, se pronunció el 29 de diciembre de 


1874 ante unos 1.800 hombres de la brigada dirigida por Luis Dabán, 
concentrados en las Ventas de Puzol, en las cercanías de Sagunto. Cánovas 
estuvo tentado de emitir una protesta solemne del alfonsismo como ajeno al 
movimiento [233] . Los acontecimientos se precipitaron: la proclama de 
Martínez Campos fue apoyada ese mismo día por Jovellar, jefe de uno de 
los Cuerpos del Ejército del Centro, y se vio favorecida por la pasividad del 
Ejército del Norte y de la guarnición de Madrid. En la capital, el presidente 
del Consejo y ministro de la Gobernación (Sagasta) y el ministro de la 
Guerra (Serrano Bedoya) estaban en constante comunicación con el duque 
de la Torre que, desde el día 9, se hallaba enfrascado en las operaciones 
contra los carlistas. El jefe del Poder Ejecutivo acordó con el ministro de la 
Guerra el envío urgente por ferrocarril del primer Cuerpo de Ejército del 
Norte para sofocar la rebelión, pero su jefe, el general Manuel de La Serna, 
se negó a ejecutar la orden. El día 30, los gobernadores civiles se pusieron 
en contacto con sus homólogos militares para mantener el orden público, 
pero esa misma mañana el capitán general de Madrid, el antiguo unionista 
Fernando Primo de Rivera, aleccionado por generales como Francisco 
Ceballos, advirtió al Gobierno de la adhesión de las fuerzas del Ejército del 
Centro a la sedición e inició una llamativa gira de inspección por los 
cuarteles de la capital. La suerte quedaba echada. En una conferencia 
telegráfica celebrada esa noche con Serrano, los ministros de Estado, 
Guerra y Fomento se ofrecieron a ir al norte y mantener el Gobierno fuera 
de Madrid, pero el jefe del Poder Ejecutivo, quizá obsesionado con el riesgo 
de repetir el amargo trance de Alcolea, rechazó la propuesta, entregó el 
mando del Ejército del Norte al general La Serna y marchó a Francia. Los 
ministros abandonaron el palacio de Buenavista tras la llegada de una 
comisión que decía actuar en nombre de la guarnición insurrecta. Al tiempo 
que el Gabinete se disolvía y Serrano tomaba la senda del exilio, Primo de 
Rivera liberaba a Cánovas de su arresto, convocaba a las personalidades 
más importantes del alfonsismo (que se repartieron cargos y prebendas) y 
facilitaba a las 23 horas la constitución de un Gobierno provisional bajo la 
dirección del político malagueño, quien a la cabeza del Ministerio-Regencia 
decretó la restauración de la monarquía borbónica en la persona del príncipe 
Alfonso [234] . Salvo en Valencia, no hubo resistencia digna de ser 
reseñada. 

Se asegura que Cánovas, irritado, calificó el pronunciamiento de Sagunto 
de «botaratada» y «calaverada», pero la insurgencia militar y el sucesivo 


plante de generales transcurrieron sin efusión de sangre, y nadie obstaculizó 
la asunción de plenos poderes por el político malagueño. Hay razones para 
sospechar que el «partido español» de Cuba fue uno de los promotores de 
la operación restauradora, ya que ayudó a financiar el pronunciamiento de 
Martínez Campos, seguramente por medio de José Cánovas del Castillo, 
directivo del Banco Español en la isla de Cuba y hermano del jefe del 
partido alfonsino. Los intereses del conservadurismo esclavista 
representado por Julián Zulueta, marqués de Álava y presidente del 
ultranacionalista Casino Español de La Habana, se entrecruzan con los de 
generales «antillanistas» como  Valmaseda y Martínez Campos, 
respectivamente capitán general de la isla y ayudante de Estado Mayor a 
fines de 1870. De la relación amistosa entre ambos militares, apoyados por 
los generales Joaquín y José Luis Riquelme Gómez y los hermanos Luis y 
Antonio Dabán Ramírez de Arellano, nació el plan sedicioso de 1874 [235] 


Es preciso destacar que el pronunciamiento de Sagunto fue, junto con el 
primer golpe de Estado protagonizado por el general Elío en 1814, los 
únicos actos de ruptura política violenta que, a lo largo del siglo XIX, 
provocaron un cambio de régimen sin verse apoyados por la movilización 
popular, sino en exclusiva por una insurgencia militar. Las razones de su 
éxito deben asignarse más al agotamiento del resto de las alternativas 
políticas que a la propia capacidad de convocatoria y de consenso del 
proyecto restaurador laboriosamente tejido por Cánovas desde su control 
del partido alfonsino en 1870. A lo largo de 1873 y 1874, la violencia había 
hecho fracasar los planes de conquista o consolidación del poder de los 
diversos partidos que habían protagonizado el proyecto revolucionario del 
Sexenio: los constitucionalistas y radicales tras la intentona de abril de 
1873, los republicanos federales tras la rebelión cantonal de ese verano y el 
golpe de Pavía de enero de 1874, los republicanos unitarios al no aceptar 
ninguna componenda surgida de esa última  asonada y los 
constitucionalistas y antiguos unionistas en el poder durante la República 
autoritaria por culpa del pronunciamiento de Martínez Campos a fines de 
ese año. Cánovas hubiera preferido llegar al poder sin fiarlo al recurrente 
plebiscito de las armas, pero, a esas alturas, los únicos actores con 
capacidad real para cambiar la situación de crisis política eran los rebeldes 
carlistas y el generalato alfonsino, que mantenía una lealtad más que dudosa 
a la Jefatura del Poder Ejecutivo nominalmente republicano. El manifiesto 


de Sandhurst del 1 de diciembre de 1874 despejó muchas dudas, ya que 
evitó dar la imagen de una salida indistintamente reaccionaria a la 
descomposición del sistema democrático, y situó la propuesta de 
restauración en la persona del príncipe Alfonso como la única posibilidad 
factible de defensa del régimen liberal frente al legitimismo carlista, pero 
también frente a otras amenazas al orden social y político, como eran el 
independentismo cubano y la Internacional obrera. En todo caso, la 
monarquía alfonsina nacía con el estigma de la ilegitimidad, como se 
encargaron de recordar, arma en mano, tanto republicanos como carlistas en 
las décadas siguientes. 
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vI 


LA PACIFICACIÓN ENGAÑOSA: MODOS DE DISIDENCIA 
VIOLENTA EN LA PRIMERA ETAPA DE LA RESTAURACIÓN 
(1875-1903) 


EL CANOVISMO, O LA FORJA DE UN ENTRAMADO LEGAL DE 
COACCIÓN 


En su calidad de heredera del conflictivo proceso de consolidación del 
régimen liberal, la Restauración borbónica recibió, como legado de la etapa 
final del Sexenio, un sistema de seguridad escindido entre civilismo y 
militarismo, fuertemente centralizado y lastrado por el burocratismo en su 
organización, función y doctrina; un modelo de orden público que aparecía 
dictado por razones políticas antes que profesionales, lo que explica la 
prioridad otorgada al control estratégico de la capital del Estado, la 
ocupación militar del territorio, la mayor preocupación por el delito político 
que por la delincuencia común y la concepción de la seguridad como 
imposición y coacción estatal, antes que como salvaguardia de los derechos 
ciudadanos [1]. 

En esta época comenzaron a cristalizar una serie de procesos 
estrechamente ligados al desarrollo del capitalismo. Uno de ellos fue la 
estructuración de la sociedad a partir del funcionamiento de una serie 
compleja de dispositivos de vigilancia, moralización e individualización, 
que tenían como fin el mantenimiento del orden social establecido. El 
«orden social», entendido como plasmación inamovible, naturalizada e 
idealizada de los valores y los intereses de los grupos dominantes, tuvo uno 
de sus reflejos prácticos en un peculiar modo de gestionar los asuntos del 
orden público, que impregnaría la ejecutoria del régimen hasta su 
desaparición [2] . No se trataba de salvaguardar los derechos cívicos según 
la moderna doctrina de la seguridad ciudadana, sino de fiscalizar su 
ejercicio y, en caso necesario, de limitarlos o suspenderlos cuando, en 
opinión de las instancias estatales encargadas de estos menesteres, se 
alcanzaban los límites de la subversión institucional. La defensa coactiva 
del «orden social» fue una alternativa siempre presente: la fuerza fue la 


opción preferida por los poderes públicos en las coyunturas de crisis social 
y política, de modo que el resto de las posibles alternativas de control 
colectivo (disuasión, demostración, cooptación, reformismo, etc.) 
aparecieron como marginales o supeditadas al éxito de la misma. 

En un proceso crecientemente acelerado de transformaciones sociales y de 
progreso económico, no resultó extraño un cambio en la actitud y 
organización del Estado ante la protesta colectiva, aunque esta adaptación 
resultó insuficiente, y siempre fue con retraso respecto de los cambios que 
se fueron operando. En un principio, el régimen monárquico sólo se 
preocupó de recomponer el consenso entre las diversas fracciones del 
liberalismo decimonónico, roto durante el Sexenio, y de marginar 
políticamente a los diversos movimientos populares (republicanismo, 
obrerismo o carlismo, en sus diversas tendencias), haciendo uso y abuso del 
Código Penal de 1870 —que se mantuvo en vigor sin variaciones 
sustanciales durante la monarquía y la Segunda República— y del estado de 
excepción. Como se ha visto con anterioridad, el Código Penal tipificó 
escrupulosamente las infracciones del orden público, fueran delitos contra 
la seguridad y la Constitución del Estado, contra la forma de Gobierno; 
rebelión, sedición o atentado contra la autoridad; desacato, insultos, injurias 
y amenazas a la autoridad, o desórdenes públicos. Derechos fundamentales 
como los de reunión, asociación oO huelga quedaron seriamente 
comprometidos en la práctica por la estrecha fiscalización estatal antes 
incluso del pronunciamiento de Sagunto. 

Hasta la promulgación de la Ley del 10 de enero de 1877, que restableció 
las garantías constitucionales suspendidas por Serrano a inicios de 1874, el 
Ministerio-Regencia presidido por Cánovas desplegó unos modos de 
gobierno típicos de una dictadura. Desde su posición de fuerza, el líder 
conservador emprendió una doble tarea de reforma del sistema de seguridad 
del Estado: por un lado, detuvo el proceso de «popularización» de los 
instrumentos de protección del orden público, en concreto los diversos 
sucesores de la Milicia Nacional decimonónica, que habían ido 
afianzándose durante el Sexenio aprovechando la implicación del Ejército y 
la Guardia Civil en las guerras cubana, carlista y cantonal; por otro, se 
aseguró la lealtad de las Fuerzas Armadas como instrumentos clave de 
control social, captando la voluntad de los jefes más moderados y 
efectuando una amplia purga de los generales considerados «izquierdistas» 


13]. 


El entramado legal restauracionista encargó la defensa física del orden 
público a instrumentos gubernamentales específicos, cuya misión coercitiva 
y represiva quedó perfectamente definida, enmarcada y reconocida en el 
nuevo ordenamiento constitucional. El Gobierno contaba en primer y casi 
único lugar con el Ejército, considerado por el propio Cánovas como «un 
instrumento del Estado; el primero, el más alto y el más noble, a mi juicio, 
para mantener la independencia nacional y la integridad del territorio, para 
defender el orden público y los intereses sociales». Por ello, las Fuerzas 
Armadas, fortalecidas en su papel semipolicial por la Ley Constitutiva del 
Ejército del 29 de noviembre de 1877, la Ley Orgánica de 1878 y la Ley 
Adicional del 19 de julio de 1889, debían ser «por largo plazo, quizá por 
siempre, robusto sostén del presente orden social e inevitable dique a las 
tentativas ilegales del proletariado, que no logrará por la violencia otra cosa 
sino derramar inútilmente su sangre en desiguales batallas» [4] . 

La asunción por parte del Ejército de las funciones de salvaguardia del 
orden interior no era una cuestión menor. Por ese entonces, las Fuerzas 
Armadas regulares, incluida la Guardia Civil, eran la única baza fiable para 
la construcción de un sistema estatal de orden público, además de ser uno 
de los pocos instrumentos vertebradores del nacionalismo español tal como 
había sido concebido e interpretado por las diversas corrientes liberales a lo 
largo del siglo; de suerte que, reconociendo implícitamente la ineficacia de 
las estructuras gubernativas del poder civil, un Real Decreto del 22 de 
marzo de 1893 ratificó la división del país en circunscripciones político- 
militares: siete Regiones dirigidas por capitanes generales o tenientes 
generales, además de cinco Comandancias Generales en Baleares, Canarias, 
Campo de Gibraltar, Ceuta y Melilla. Cada provincia estaría controlada, 
además, por gobernadores militares, omnipotentes cuando la autoridad civil 
recurría al Ejército para hacer frente a las frecuentes alteraciones sociales. 
El nuevo ordenamiento legal otorgó una amplia libertad a los militares para 
organizarse de forma autónoma: de 1874 a 1923, 34 generales accedieron al 
cargo de ministro de la Guerra, por sólo cuatro civiles. Desde el Gobierno, 
se emitieron unas completas directrices sobre orden público, donde las 
Fuerzas Armadas siempre tuvieron un papel estelar acorde con su 
«vocación interior»: el de garante último del sistema político a través de dos 
importantes resortes de poder. 

En primer lugar, se encontraba la capacidad para constituir y dirigir 
jurisdicciones especiales de marcado carácter represivo, según lo 


establecido en la Ley de Enjuiciamiento Militar del 29 de septiembre de 
1886 (que mantenía la jurisdicción de guerra en los insultos a la Guardia 
Civil o «a cualquier instituto que preste servicio análogo»), el Código de 
Justicia Militar del 27 de septiembre de 1890 (que confería similares 
atribuciones a los tribunales castrenses en los casos de incitación a la 
rebelión militar o sedición por parte de civiles y prohibía las injurias u 
ofensas de palabra o por escrito a las autoridades e instituciones militares), 
la Ley del 1 de enero de 1901 (que sustrajo del juicio por jurado los delitos 
contra las autoridades civiles, militares o eclesiásticas) y la polémica Ley de 
Jurisdicciones del 23 de marzo de 1906, por la que las injurias a las Fuerzas 
Armadas o los ataques contra la unidad nacional serían juzgadas, en lo 
sucesivo, por la autoridad militar [5] . 

En segundo término, el nuevo ordenamiento legal dejó intacta la 
jurisdicción castrense en los estados de guerra. La Ley de Orden Público del 
23 de abril de 1870, emitida durante la regencia de Serrano bajo inspiración 
de la Ley homónima de González Bravo de 1867, y que se mantuvo vigente 
hasta 1933, señalaba dos grados de excepcionalidad en el disfrute de los 
derechos civiles: el estado de prevención y el estado de guerra. El primero 
sería declarado en el momento de publicación de la Ley de suspensión de 
garantías por el Gobierno según los artículos 31 de la Constitución de 1869 
y 17 de la de 1876. En este caso, los gobernadores civiles estaban 
facultados para utilizar la fuerza pública contra los sediciosos, suspender 
publicaciones, detener y encarcelar a sospechosos o hacer registros 
domiciliarios sin el previo recurso a las normas legales, aplicar multas 
gubernativas y mudar de domicilio o expulsar del territorio de su 
jurisdicción a los presuntos perturbadores del orden público. Pero la 
Constitución de 1876, en su artículo 17, quebró uno de los principios de 
salvaguardia pública arraigados desde la Ley Fundamental de 1812, al 
autorizar al Gobierno a suspender garantías «no estando reunidas las Cortes 
y siendo el caso de grave y notoria urgencia [...], sometiendo su acuerdo a 
la aprobación de aquellas lo más pronto posible». Lo que en realidad se 
sancionaba era la discrecionalidad del Ejecutivo para usar y abusar de los 
estados excepcionales, suspendiendo las garantías constitucionales con el 
Parlamento cerrado y solicitando, después de este, un «bill de indemnidad» 
que legitimase su proceder [6] ; un abuso del estado de excepción que llevó 
a las autoridades civiles y militares a suspender, en más de un centenar de 
ocasiones, las garantías constitucionales mediante el recurso a la Ley de 


suspensión, al Real Decreto ministerial o al más expeditivo y unilateral 
bando militar de declaración del estado de guerra. Durante la Restauración, 
el conjunto de los ciudadanos de la monarquía tuvo sus derechos básicos en 
entredicho durante un total de más de catorce años, y la suspensión parcial 
de garantías a escala local, provincial o regional afectó a importantes masas 
de población por once años más. En suma, veinticinco de los cincuenta y 
seis años de vida del régimen transcurrieron con las libertades públicas 
gravemente limitadas en todo o parte del territorio nacional, lo cual arroja 
un porcentaje del 45,6 por 100 del tiempo bajo estado de excepción (38,6 
por 100, si omitimos la Dictadura de Primo de Rivera), y más de dos 
medidas suspensivas por año [7] . A pesar de las ligerezas de algunos 
historiadores, que tienen una percepción selectiva del régimen alfonsino 
(identificando acríticamente a la monarquía restaurada con el liberalismo, y 
a este con el garantismo absoluto) [8] , la suspensión de los derechos 
constitucionales fue un recurso extremo de defensa empleado de forma 
claramente abusiva por casi todos los gobiernos y que, en determinadas 
regiones de España caracterizadas por una conflictividad sociopolítica 
aguda, como fue el caso de Cataluña, acabó siendo el régimen habitual de 
vida durante periodos muy dilatados. Entre 1875 y 1931, 7.538 días (36,6 
por 100 del total) transcurrieron en el Principado (que contaba con cerca de 
dos millones de habitantes a inicios del siglo XX, lo que representaba el 
10,6 por 100 de la población total de España) con los derechos cívicos en 
suspenso, 2.127 de los cuales (10,3 por 100) correspondieron en solitario a 
la ciudad de Barcelona, la más poblada de España con 544.000 habitantes 
en 1900. La suspensión de garantías, que en muchas ocasiones fue la 
coartada utilizada para desplegar una enérgica represión física, también 
afectaba a los artículos 4, 5, 6, 9 y 13 de la Constitución, que regulaban el 
derecho de los ciudadanos a no ser detenidos sino en los casos y las formas 
establecidos en las leyes, el habeas corpus, la inviolabilidad del domicilio y 
las libertades básicas de residencia, expresión, reunión y asociación, 
además del derecho de petición. 

La implicación militar en este tipo de situaciones excepcionales resultó 
siempre decisiva. La Ley de Orden Público de 1870 advertía que, si la 
autoridad civil no era capaz de restablecer el orden por sus propios medios, 
estaba obligada a disponer que el Ejército procediera a la adopción de las 
medidas que reclamara la paz pública mediante la declaración solemne del 
estado de guerra. Esta situación, que implicaba la cesión del mando 


gubernativo a la autoridad militar, debía imponerse previa deliberación de 
los máximos responsables de la Administración civil, judicial y castrense 
reunidos en una Junta de Autoridades. Pero si esta Junta no llegaba a un 
acuerdo, la autoridad militar podía asumir, de todas formas, el mando de 
forma unilateral, «cuando la rebelión o sedición se manifieste desde los 
primeros momentos» o «rompan el fuego los rebeldes o sediciosos» 
(artículo 13). Una vez proclamada la ley marcial, el Ejército disponía de un 
poder absoluto durante y después de la rebelión: intimaba a los sediciosos a 
abandonar su actitud en un plazo de dos horas, so pena de ser «disueltos a 
todo trance los grupos que se hubieran formado, empleando la fuerza, si 
fuere necesario hasta reducirlos a la obediencia» (artículo 22). Los rebeldes 
quedaban, además, a disposición de los Consejos de Guerra si la acción 
violenta había tenido carácter militar o si había sido mandada por jefes 
militares. 

Esta legislación no estaba exenta de cierta ambigiedad, que envenenó 
periódicamente las relaciones entre autoridades civiles y militares. 
Normalmente, los gobernadores civiles se escudaban tras del artículo 11 de 
la Ley Provincial del 2 de octubre de 1870 (artículo 21 de la Ley Provincial 
del 29 de agosto de 1882), el artículo 12 de la Ley de Orden Público y la 
Real Orden del Ministerio de la Gobernación del 17 de enero de 1873 para 
advertir que sólo podía declararse el estado de guerra cuando la autoridad 
civil considerase llegado el momento de resignar el mando voluntariamente. 
Pero los capitanes generales consideraban absurdo que, hasta ese instante, 
las fuerzas de una guarnición estuvieran a las órdenes exclusivas de un 
gobernador civil reticente, por tozudez oO indecisión, a ceder sus 
responsabilidades a los militares. Los altos mandos entendían que, en 
circunstancias de extraordinaria gravedad, era preciso aplicar el artículo 13 
de la Ley de Orden Público, que otorgaba a la autoridad militar la potestad 
de declarar unilateral y discrecionalmente el estado de guerra. Esa 
argumentación se basaba en la denuncia del empleo abusivo del Ejército en 
cometidos policiales ajenos a su naturaleza, pero ocultaba la ambición de 
una completa autonomía castrense respecto de la autoridad gubernativa, en 
consonancia con su secular vocación de guardián del orden interior. 

Una nueva Real Orden Circular del Ministerio de la Gobernación, emitida 
el 10 de agosto de 1885, trató de definir los límites de las atribuciones 
respectivas, y alentar la mutua colaboración entre las autoridades civiles y 
militares en caso de amenaza para la seguridad del Estado. Según esta 


normativa, correspondía a los gobernadores civiles restablecer la 
tranquilidad pública, utilizando para ello al cuerpo armado de Seguridad y a 
la Guardia Civil, y requiriendo, si era preciso, el apoyo de las autoridades 
judicial y militar. Sin embargo, no dependía exclusivamente del gobernador 
el reconocimiento de la insuficiencia de medios para mantener el orden — 
con la consiguiente cesión del mando a las autoridades castrenses— ya que, 
de acuerdo con el citado artículo 13 de la Ley de Orden Público de 1870, 
cuando los amotinados hostilizasen a las fuerzas del Ejército, la autoridad 
militar tomaría el mando aun sin haberlo resignado la autoridad civil. Si no 
hubiera acuerdo previo, el estado de guerra sería declarado con carácter 
provisional, tal como, de hecho, sucedió en Barcelona en la «Semana 
Trágica» de julio de 1909. En los casos en que fuera posible adoptar un 
acuerdo, la convocatoria de la Junta de Autoridades correspondería al 
gobernador civil. Por último, la reunión de esta Junta con el objeto de 
levantar el estado de guerra, con arreglo al artículo 32 de la Ley de Orden 
Público, correspondía convocarla a la autoridad militar. 

Como resulta obvio, estas normas otorgaban al Ejército una virtual carta 
blanca en los trances graves de orden público, rebasando las atribuciones de 
decisión y fiscalización de las autoridades gubernativa y judicial, y 
otorgando a los militares la última palabra en lo referente al plazo de 
finalización de la situación excepcional o el trato a dispensar a los 
ciudadanos en el ejercicio de sus derechos fundamentales; por ejemplo, 
todo paro laboral se consideraba sedición y, como tal, era tratado por los 
tribunales militares hasta su parcial regularización por la Ley de Huelgas de 
abril de 1909. Pero tampoco resultó infrecuente que la autoridad militar 
utilizara los poderes que le daba la situación de excepción para desempeñar 
una labor arbitral, como la que protagonizaron los gobernadores militares 
de Vizcaya, los generales José María de Loma y Enrique Zappino, 
sancionando mediante sendos bandos la resolución de las huelgas generales 
mineras de 1890 y 1903. Pero la intromisión castrense podía también actuar 
en sentido contrario, militarizando a los trabajadores de los servicios 
públicos esenciales, como hizo Canalejas frente a la huelga ferroviaria de 
septiembre de 1912. 

Atribuciones tan desmesuradas no podían sino causar serios conflictos con 
el poder civil en situaciones críticas para la seguridad pública. El debate 
sobre la preeminencia de uno u otro poder en circunstancias de excepción 
se mantuvo durante toda la Restauración y estuvo en los orígenes de un 


militarismo rampante desde antes del fin de siglo. El conflicto de 
competencias apareció de forma recurrente hasta bien entrado el siglo XX, 
pero el Ejército no cesó de aumentar sus prerrogativas en el tan delicado 
ámbito del orden público [9] , y eso que la autoridad civil también contaba 
con el auxilio de una rudimentaria Policía Gubernativa, que había sido 
parcialmente reformada el 2 de julio de 1870, cuando se creó un Cuerpo de 
Orden Público con personal y organización civil. Sin embargo, esta Policía 
siempre mantuvo una fuerte impregnación militar. El Cuerpo de Seguridad, 
establecido por vez primera en Madrid en 1877-1878, tenía unos mandos 
procedentes de la Guardia Civil y del Ejército, y una disciplina supeditada a 
las prescripciones del Código de Justicia Militar. Además, el modelo 
establecido en esta reforma se caracterizaba por la simultánea dependencia 
de las fuerzas policiales respecto del gobernador civil de turno y de la 
Dirección General de Orden Público, pero sin la existencia de una 
organización intermedia de tipo regional, lo que impidió extender la 
reforma policial capitalina al conjunto del Estado. En los años ochenta, sólo 
Madrid contaba con un cuerpo de Policía perfectamente regularizado, 
reglamentado y subdividido en dos ramas: el Cuerpo de Seguridad, 
encargado de labores de prevención, represión y auxilio, y el de Vigilancia, 
que asumía la investigación de los delitos en un sentido cercano a las 
actividades de la actual Policía Judicial. En general, la Policía padecía todas 
las lacras de una Administración civil atrasada, ineficiente, indisciplinada y 
corrupta. Sus integrantes, hasta los de más alta graduación, se reclutaban sin 
otro criterio de selección que el del favor político, y eran fácilmente 
sobornables y dados a arbitrariedades, lo que acentuaba la ineficacia del 
conjunto de la institución. 

Los ensayos reformistas emprendidos en 1883 y 1886 por los ministros de 
la Gobernación Segismundo Moret y Fernando León y Castillo (que 
impulsó la creación de la Dirección General de Seguridad y Orden Público 
como entidad coordinadora de toda la Policía, aunque en 1888 fue 
suprimida por entrar en permanente conflicto con los poderes de los 
gobernadores civiles) no alteraron sustancialmente la mala situación interna 
de los cuerpos de seguridad, al no eliminar la tutela militar de la institución, 
centrarse sólo en los problemas organizativos y jurisdiccionales y no actuar 
sobre el meollo del «problema policial», que era fundamentalmente 
presupuestario, político y de capacitación técnica. Habrían de pasar largos 
años para que, en la institución policial, se abriera un penoso e incompleto 


proceso de desmilitarización, que aún hoy sigue sin afectar a la Guardia 
Civil, puesto que el artículo 22 de la Ley Constitutiva del Ejército la definió 
como un cuerpo más de las Fuerzas Armadas modificando, de este modo, el 
estatus civil mantenido desde su creación por Narváez en 1844 como 
sustituto de la revolucionaria Milicia Nacional. La Benemérita había 
actuado desde esa fecha como verdadero garante de régimen oligárquico en 
el campo, y favorecido el impulso centralizador del Estado mediante el 
establecimiento de una tupida red de cuarteles enfocada al control 
preventivo del territorio, en la línea de conducta de un virtual ejército de 
ocupación. La Guardia Civil se organizaba en tercios compuestos de dos a 
cuatro comandancias; comandancias que coincidían con la división 
provincial, a excepción de Madrid y Barcelona, y cuyas fuerzas variaban en 
función de la superficie, densidad de población, implantación de centros 
obreros o nivel de criminalidad; líneas y puestos o destacamentos de cuatro 
guardias y una clase de tropa como mínimo, distribuidos según la 
importancia de las localidades, los nudos estratégicos de comunicación, los 
centros obreros o las condiciones topográficas, aunque también a solicitud 
de corporaciones e incluso de particulares. Mientras tanto, las Fuerzas 
Armadas se replegaban, vigilantes, a sus circunscripciones político- 
militares (las Regiones Militares), y sólo intervenían en circunstancias 
excepcionalmente graves. 

La dependencia orgánica de la Guardia Civil respecto de la autoridad civil 
era, por supuesto, mucho más estrecha que la del Ejército, pero tampoco 
estaba exenta de ambigiedad y conflicto: el artículo 22 de la Ley 
Constitutiva del Ejército definía inequívocamente al Instituto como cuerpo 
de carácter militar, pero el artículo 23 de su Reglamento señalaba la 
obligación de obedecer al gobernador civil y auxiliar a sus delegados en 
caso de tumulto o desorden. El forcejeo entre autoridades civiles y militares 
por asegurarse el control efectivo de la Guardia Civil fue constante a lo 
largo de la Restauración, y también durante la República [10]. 

Además de estos resortes oficiales todavía escasamente especializados, 
cuyos métodos de acción resultan típicos de un Estado en ocasiones brutal 
pero no policiaco [11] , el régimen de Cánovas contaba con una eficaz 
trama de control social, político y económico: el sistema caciquil, que del 
ámbito nacional al local vertebraría una compleja trama de patronazgo 
propia de un sistema de dominación basado en parámetros tradicionales. El 
cacique —una figura preexistente al sistema constitucional de la 


Restauración— era un representante de las elites locales, comarcales o 
provinciales, que ejercía un poder político extralegal —aunque no 
necesariamente ilegal- sobre un área determinada. Dicho poder aparecía 
fundamentado en su arraigo en un determinado medio geográfico, 
económico y social; en su predominio personal en el seno de una 
comunidad rural caracterizada por su aislamiento, sus usos tradicionales y 
su fuerte desigualdad social; en un poder económico basado, sobre todo, en 
la estructura agraria, o en su papel de mediador entre la instancia local y la 
Administración estatal a través de dos usos básicos: los favores (o su 
inverso, las extorsiones) sobre los grupos subordinados y la capacidad de 
influencia sobre las instancias superiores para obtener el «pacto». El 
entramado de actuaciones caciquiles produjo la implantación de una 
completa organización de dominio, amparada en el escaso dinamismo de la 
sociedad española, por lo que aún se sigue debatiendo si el caciquismo es el 
origen o la consecuencia de esta evidente apatía y desmovilización política 
y social. Autores como Varela Ortega y Romero Maura consideran que el 
caciquismo era un sistema de dominación que sancionaba un modelo 
político basado en la coincidencia espuria de intereses y en el patronazgo, 
medidas en principio más eficaces y duraderas que la violencia o el 
soborno. En una línea convergente con la anterior, aunque más rotunda en 
su análisis eminentemente político, Tusell afirma que el caciquismo «hizo 
desaparecer lo que había constituido el rasgo principal de la vida política 
nacional durante la primera mitad del siglo XIX: la violencia» [12] . Pero 
no debe desdeñarse la valoración de dicho entramado como una red de 
opresión económica, física y moral estructurada y organizada, que afectaba, 
sobre todo, a las capas más bajas de la población; un tipo de coacción 
estructural marcada por las detenciones ilegales, los abusos policiales en 
periodo electoral, las prisiones arbitrarias por denuncias de oligarcas, la 
usurpación de herencias, el incumplimiento de sentencias firmes, el sobre- 
seimiento forzoso de juicios de testamentaría, la inadmisión de escritos o la 
utilización sectaria de la Ley del Timbre, la Ley de Enjuiciamiento o el 
Código Penal [13] . El caciquismo, al adulterar un régimen formalmente 
democrático y transformarlo en un sistema oligárquico, retrasó la fundación 
de partidos de masas e impidió la reconducción del conflicto social hacia 
actitudes más eficaces y organizadas que hubieran posibilitado una apertura 
más temprana de los canales participativos. La indiferencia popular no era 
una causa, sino una consecuencia de tales usos abusivos. 


El remate de esta singular obra de defensa coercitiva de «orden social» era 
la monarquía, representante de la «constitución interna», legitimada por la 
historia y la tradición. A pesar de los esfuerzos de Cánovas por mantener al 
Ejército al margen de la política mediante su supeditación legal a la Corona, 
esta podría erigirse en momentos de crisis como el máximo representante o 
portavoz del militarismo subyacente al sistema, tal y como se encargó de 
demostrar Alfonso XIII con sus abundantes y crecientes extralimitaciones 
en sus deberes constitucionales. El binomio rey/Ejército podía resultar para 
algunos un expediente «natural» y provisorio ante la inoperancia de las 
instituciones parlamentarias y la debilidad de los Gobiernos, o bien —y ahí 
radicaba la tentación a la que sucumbió Miguel Primo de Rivera— con- 
cebirse como un estado de excepción permanente con voluntad liquidadora. 
No resulta, por ello, extraño que el prototipo de «monarca-soldado», 
fundamento supremo de la unidad nacional y del orden social, fuera 
reclamado por los intelectuales reaccionarios durante la Segunda República 
como piedra angular de un posible régimen autoritario restaurado y basado 
en una concepción patrimonialista del Estado [14] . 

La Restauración no cambió sustancialmente una concepción de orden 
público basada en un modelo político militarizado antes que un modelo 
civil profesionalizado. La intervención sistemática de las Fuerzas Armadas 
en el control de la acción colectiva supuso el mantenimiento de la 
autonomía de los militares respecto de los gobernantes civiles, y su 
predominio como actor político independiente hasta épocas relativamente 
recientes. El Ejército fue asumiendo un papel cada vez más decisivo en las 
tareas del Estado: su especialización y su virtual monopolio de la seguridad 
interior acentuaron su independencia respecto de los poderes públicos, hasta 
acabar por constituir un poder alternativo al político, en función de su 
presunta capacidad para imponer un orden social efectivo y preservar la 
unidad nacional [15] . Las Fuerzas Armadas intervinieron frecuentemente 
de forma autónoma en los conflictos que enfrentaban al capital con el 
trabajo, al centro con la periferia o al Gobierno con la oposición, 
provocando una mayor intensidad y frecuencia de la violencia. Las 
peculiaridades del control militar de la acción colectiva no facilitaron el 
desarrollo de unos repertorios reivindicativos menos conflictivos ni el 
tránsito del Estado hacia actitudes predominantemente reformistas; más 
bien, todo lo contrario. Como señala Tilly, la preponderancia militar 
minimizó las posibilidades de negociación que, en otras partes de Europa, 


posibilitaron la formulación de derechos individuales y sociales para los 
ciudadanos y restricciones para las prerrogativas del Estado [16]. 

Sin embargo, la omnipresencia del Ejército en las tareas de salvaguardia 
del orden público tuvo otras consecuencias; por ejemplo, estimuló el 
fortalecimiento de la acción del Estado a escala nacional. Desde fines del 
siglo XIX, se produjo una paulatina pérdida de influencia de los poderosos 
locales en las relaciones entre la Administración central y el conjunto del 
territorio, lo que permitió, desde la segunda década del siglo XX, una 
mayor implantación del Estado, a través de la regulación exhaustiva de las 
actividades sociales con la utilización de la ley y de la organización militar 
[17] . Pero esta creciente presencia no implicó una mayor eficacia a la hora 
de conciliar intereses dentro y fuera del entramado estatal. La dependencia 
predominantemente castrense y la adecuación de los recursos coactivos a 
los requerimientos del Estado  centralizador en un contexto 
predominantemente rural hicieron que los sucesivos Gobiernos no se 
atrevieran o no consideraran necesario impulsar la creación de un cuerpo 
civil de salvaguardia; de modo que la Policía surgió, diversificó sus 
funciones y se extendió por el territorio español mucho más tarde que en 
otros países europeos. 

En definitiva, el paradigma centralista de la seguridad interior, heredado 
de los tiempos napoleónicos, se caracterizó en España por la preocupación 
en el mantenimiento del orden público en la capital del Estado; por la 
militarización efectiva de los resortes institucionales y jurídicos del orden 
público; por el peso estratégico otorgado a la ocupación militar del 
territorio, garantizada por la Guardia Civil y por el Ejército, y por la 
orientación predominantemente represiva sobre la población, antes que por 
la constitución de cuerpos adiestrados y especializados en misiones 
preventivas de investigación o vigilancia [18] . Y es que, en España, donde 
la propia Policía se ha contemplado a sí misma como la larga mano del 
poder ejecutivo antes que como una institución al servicio del ciudadano, se 
ha tendido a la preservación de la ley y el orden antes que a la prevención, 
el control o la investigación de los crímenes. 


LA CORONA, «PENDIENTE DE UN HILO»: CONSPIRACIONES Y 
LEVANTAMIENTOS REPUBLICANOS, CARLISTAS E 
INDEPENDENTISTAS CUBANOS (1875-1906) 


A menudo, la historiografía conservadora ha ofrecido una imagen 
equivocada de la presunta estabilidad del sistema de la Restauración. En 
realidad, los primeros años del régimen fueron de constante sobresalto para 
sus dirigentes, lo cual no supone prejuzgar la entidad real de las amenazas 
sufridas. Vista la dureza de la acción represiva dirigida contra la disidencia 
más irreductible del interior y el exterior (republicanos, independentistas 
cubanos, anarquistas o carlistas), la Restauración no aparece como el 
sistema político conciliador, transigente y abierto que ahora se pinta desde 
algunos pagos historiográficos. Por el contrario, el régimen no tuvo 
contemplaciones con aquellos grupos políticos que se situaban en oposición 
frontal al sistema y marcaba el camino del paredón, la cárcel o el exilio a 
los disidentes que optaban por una resistencia más activa, fuera esta o no de 
tipo armado. 


La táctica del «alfilerazo»: Manuel Ruiz Zorrilla y las conspiraciones 
republicanas de 1876 a 1886 


De las fuerzas políticas marginadas del sistema  canovista, el 
republicanismo en sus diversas tendencias fue el que actuó más 
persistentemente con vistas a la subversión del régimen. Casi en solitario en 
sus inicios, de forma crónica y con aliados poco fiables hasta el fin del siglo 
XIX, y desde entonces más esporádicamente, pero buscando el apoyo del 
Ejército y la colaboración de fuerzas políticas y sociales nuevas y más 
representativas, hasta la —en cierto modo-— inopinada caída de la monarquía 
en abril de 1931. 

La inesperada rapidez con que había culminado el proceso restauracionista 
agravó la situación de enfrentamiento que durante todo el Sexenio habían 
protagonizado las tendencias políticas responsables de la revolución de 
1868. Mientras que republicanos conservadores como Castelar y 
progresistas constitucionales como Sagasta o Alonso Martínez optaban 
paulatinamente por la participación en el nuevo régimen, el dirigente radical 
Manuel Ruiz Zorrilla se proclamaba abiertamente republicano y se decidía 
por el enfrentamiento directo, con el apoyo de los jefes militares seguidores 
de Prim, supervivientes de la conspiración antiisabelina de 1865-1867 y de 
la «Gloriosa» de 1868. Expulsado del país el 5 de febrero de 1875, Ruiz 
Zorrilla vivió un prolongado exilio, que lo transformó en la figura política 


clave en la oposición violenta al régimen restauracionista, tanto por su 
predicamento en diversos sectores sociales e institucionales (proletariado, 
pequeña burguesía, grados medios y bajos del Ejército) como por su 
irreductible voluntad revolucionaria [19]. 

Carlos Dardé ha periodizado la actividad insurreccional de los 
republicanos en dos grandes etapas: una primera de intensa labor subversiva 
de carácter civil y de propaganda entre los militares entre 1875 y 1878, que 
fue persistentemente conjurada por el Gobierno Cánovas sin dar lugar a 
ningún gran levantamiento armado, y una segunda de protagonismo 
eminentemente militar entre 1879 y 1886, donde se produjeron las 
rebeliones castrenses más espectaculares [20] . El primer gran complot 
republicano, iniciado a mediados de mayo de 1875 por el exdiputado y líder 
cantonal valenciano Emigdio Santamaría, y continuado por Ruiz Zorrilla en 
el extranjero, contó con el apoyo de generales comprometidos en los 
complots progresistas desde los años sesenta, como José Lagunero, Baltasar 
Hidalgo de Quintana, José Merelo, Manuel Villacampa y del Castillo o Juan 
Acosta Muñoz, además de la supuesta implicación de una división del 
Ejército del Norte, todavía en operaciones contra los carlistas. En Cataluña, 
se Organizó una Junta Suprema Revolucionaria compuesta por 
internacionalistas, federales y progresistas como Baldomero Lostau, 
Francisco Puigjaner, Antonio Pina o Antonio Feliu y Codina. Entretanto, 
por la derecha, el exministro Beránger trató de concertar una alianza con 
Serrano, Martos y los republicanos posibilistas de Castelar para el 
restablecimiento de una república conservadora y centralista a imagen de la 
francesa, en la que Ruiz Zorrilla se resignaría a hacer las veces de 
Gambetta. Sin embargo, con 75 detenciones efectuadas en Madrid y 
Cataluña, esta primera conjura antirrestauracionista quedó yugulada en su 
bosquejo inicial. 

El irresistible ascenso político de los republicanos en Francia en 1876 
estimuló las actividades de sus homólogos españoles, que trataron de 
aprovechar el incremento del malestar profesional en el Ejército, el 
empeoramiento de la situación económica general y las protestas suscitadas 
en el País Vasco por la supresión de los fueros sustanciada en la Ley del 21 
de julio para reanudar sus actividades políticas legales e ilegales. El 23 de 
agosto de 1876 Ruiz Zorrilla y Salmerón firmaron en París un manifiesto 
anunciando la creación de un «partido revolucionario» republicano 
reformista. Tratando de hacer tabla rasa de los excesos demagógicos de 


1873, en el documento se defendía una concepción unitaria del Estado 
según la Constitución de 1869, pero también se garantizaba cierta 
autonomía provincial y municipal y se mostraba una franca vocación de 
cambio social [21] . Aunque el manifiesto tuvo el efecto de unir aún más a 
los constitucionales proclives a un ralliement con la Restauración, 
temerosos de verse rebasados en las urnas por esta versión extremada de su 
propio programa político, los ensayos de concentración republicana 
alentaron la esperanza de una destrucción in ovo del régimen monárquico. 
Sin embargo, apenas iniciado, el complot fue parcialmente descubierto en 
Madrid en septiembre y octubre de 1876: las autoridades castrenses 
expidieron cerca de 200 mandatos de captura contra oficiales de las 
diferentes armas; entre ellos, 18 generales republicanos, todos retirados del 
servicio activo. 

Este traspié no supuso la renuncia a los compromisos conspirativos, ya 
que, a fines de año, los agentes republicanos ampliaron el tráfico de armas y 
establecieron contacto en Marsella con refugiados carlistas. Según algunas 
informaciones, el propio pretendiente don Carlos habría entablado 
negociaciones formales con los republicanos federales para impulsar, con 
las armas escondidas tras la última guerra civil y una cantidad no 
determinada de dinero, un levantamiento conjunto. Conseguido un acuerdo 
básico, este contradictorio ramillete de conspiradores fijó el primer intento 
insurreccional para los días 25 a 28 de noviembre de 1876, aunque luego 
fue retrasado al 27 de mayo y, más tarde, al 6 de junio del año siguiente. 
Una circular de Ruiz Zorrilla a sus correligionarios, fechada en Ginebra el 
20 de diciembre de 1876, esbozaba los principales objetivos del 
movimiento: constitución de ayuntamientos y diputaciones provinciales en 
vez de la aparición espontánea de las tradicionales juntas revolucionarias; 
nombramiento para las corporaciones populares de personas identificadas 
con la República, con participación importante de la clase obrera, y 
armamento generalizado de los republicanos para evitar que «se formen 
cuerpos irregulares o indisciplinados, que, lejos de aumentar la fuerza o dar 
alientos a los que iniciaron el movimiento, sean o una complicación para las 
operaciones militares o un motivo de escándalo y de luto para los pueblos». 
Se buscaba la adhesión del espectro político más amplio posible, y acopiar 
elementos armados suficientes para que «el hecho de fuerza termine en el 
más breve tiempo y con los menos sacrificios que sea dable». Se trataba, en 
definitiva, de 


dar unidad y rapidez al movimiento revolucionario, sumar, desde el primer instante, la mayor 
cantidad de elementos para que la resistencia sea inútil o impotente, procurar que la sagrada 
bandera de la Patria no sea manchada por actos indignos de un pueblo liberal y culto, vigilar para 
que nuestros enemigos no lleven primero el desaliento y la anarquía después a nuestras filas, 
castigar severamente todo acto de traición a nuestra causa, evitar que la fortuna del municipio, las 
reservas de la provincia y el patrimonio del Estado sean mermados por los que aprovechan los 
movimientos de revuelta para sus fines particulares, inculcar la unión entre todos los buenos 
republicanos, sin distinción de matices, y proceder rápidamente contra los que quieran mistificar 
la Revolución o extraviarla [22] . 


El plan ejecutivo de Ruiz Zorrilla consistía en provocar un levantamiento 
fuerista en las Vascongadas y republicano en Cataluña, con ramificaciones 
en Valencia, Zaragoza y Cartagena. La conjura contaba con apoyos 
militares en Aragón (Merelo), Cataluña (Lagunero), Valencia (Villacampa), 
Andalucía (Laguardia) y País Vasco (Padial), además del compromiso de 
otros altos jefes, como los generales Moltó y Díaz Berrio y Contreras [23] . 
Emilio Prieto Villarreal, un comandante retirado de Caballería que ya había 
sido conspirador en favor de Prim en junio de 1866, fue designado para 
actuar en Madrid junto con el exgobernador Rojo Arias, y Gaminde quedó 
encargado de coordinar toda la acción militar, que contemplaba incluso el 
secuestro o el asesinato del rey durante su próximo viaje a Cataluña. Ruiz 
Zorrilla también se fiaba del apoyo tácito de los carlistas, los fueristas, los 
federalistas catalanes y los cantonalistas refugiados en Orán y en la Francia 
metropolitana. En un manifiesto dirigido «a sus amigos y adversarios», y 
fechado en Londres el 26 de febrero de 1877, Zorrilla resumía de este modo 
la justificación política del complot en marcha: «Cuando la Soberanía 
Nacional está detentada, la revolución es un derecho y un deber» [24] . 

A fines de mayo de 1877, cuando los rumores de agitación fronteriza se 
intensificaron, el Ministerio de la Guerra decidió desplazar al norte a 20.000 
soldados de infantería y 1.800 de caballería, que fueron concentrados sobre 
todo en Pamplona y San Sebastián [25] . Gracias a la amplia labor 
preventiva desarrollada por Cánovas con la ayuda del embajador en París, 
el marqués de Molins, y a las suspicacias que brotaron entre los distintos 
núcleos conspirativos, la puesta en marcha de la intentona insurreccional 
resultó un auténtico desastre: la Policía practicó durante la noche del 23 al 
24 de mayo nuevas detenciones en Madrid, entre ellas las del brigadier 
Villacampa, y el 11 de junio la conspiración carlo-republicana también fue 
descubierta en la plaza de Bilbao. El golpe de gracia al movimiento lo 
asestó un vasto despliegue policial, militar y diplomático. A mediados de 


agosto, la Policía efectuó una treintena de nuevos arrestos, entre ellos, el del 
coronel Serafín Asensio Vega. En Cataluña y el País Vasco, los generales 
Arsenio Martínez Campos y Genaro Quesada realizaron numerosas visitas 
de inspección, y Cánovas realizó una eficaz labor de zapa del 
republicanismo residual castrense, merced a una cauta política de arrestos, 
destituciones, sanciones y pases a la reserva de sus más destacados jefes en 
activo. El propio Ruiz Zorrilla fue detenido el 1 de julio de 1877 y 
expulsado de París el día 3, alrededor de un mes después de que recorriera 
idéntica ruta el pretendiente carlista. El plan de acción republicano fue 
aplazado sine die por el nulo eco popular, por el destierro de Zorrilla, por la 
defección de parte de los militares implicados y por las presiones de 
influyentes personajes del partido, como Salmerón y Fernández de los Ríos 
que, a mediados de diciembre, solicitaron la renuncia a las actividades 
conspirativas, reconociendo que «es imposible, y en todo caso 
inconveniente, hacer la revolución por un solo partido» [26] . 

Por ese entonces, la orientación excesivamente conservadora del Gobierno 
canovista y el escaso rédito que, a su juicio, les reportaba su actitud 
conciliadora indujeron a los constitucionales reunidos en torno a Sagasta a 
poner en ejecución, entre abril de 1877 y febrero de 1878, la vieja táctica 
progresista del retraimiento como modo de presión sobre el poder 
establecido. La situación política alcanzó cotas de crispación no vistas 
desde 1874, y ello no pasó desapercibido a las diversas facciones 
antidinásticas. Aunque circularon rumores de levantamientos republicanos 
en las fechas inmediatas al primer matrimonio del rey el 13 de enero de 
1878, no fue sino entre la primavera e inicios del verano cuando Ruiz 
Zorrilla retomó las riendas del complot, concertando en Bayona con el 
general Serrano —cuya estrella declinaba irremisiblemente desde el 
pronunciamiento de Sagunto— y con otros dirigentes constitucionales como 
Sagasta y Topete la preparación de un nuevo golpe fijado en primera 
instancia para septiembre y, posteriormente, para fines de año. El líder 
republicano delegó entonces gran parte de las funciones directivas del 
complot en una Junta Suprema Revolucionaria establecida en Madrid, 
cuyas proclamas prometían una reforma política basada en el sufragio 
universal, una descentralización económica sustanciada en una reforma 
tributaria y la autonomía provincial y municipal, lo que, en su conjunto, 
representaba una concesión muy insuficiente a ojos de los federales. En 
julio, la Junta Suprema Revolucionaria envió unas detalladas instrucciones 


a sus delegados de guerra, que ostentarían un poder absoluto en la 
preparación de la conspiración y en la administración del nuevo poder 
republicano [27] . El conjunto del plan sedicioso, netamente autoritario y 
centralista, no contaba con la aquiescencia plena ni de los cantonalistas ni 
de los internacionalistas, de modo que la conjura del verano de 1878 se fue 
también al traste por las diferencias doctrinales entre las fuerzas políticas 
implicadas [28] . El movimiento quedó reducido a una gran agitación carlo- 
republicana, cuyo hecho más destacado fue el levantamiento prematuro el 8 
de agosto de una partida de 30-45 hombres uniformados en las cercanías de 
la localidad cacereña de Navalmoral de la Mata bajo el mando del antiguo 
comandante de cuerpos francos Isidro Villarino del Villar que, tras asaltar 
varios puestos de la Guardia Civil al grito, ya clásico, de «¡viva la 
República Federal y abajo los consumos!», fue batida por la Benemérita el 
día 12 en el pueblo de Grimaldos (sierra de Guadalupe). Su cabecilla fue 
condenado a reclusión perpetua en rebeldía [29] . 

En septiembre de 1878, circularon por los mentideros madrileños 
insistentes rumores sobre la reunión de algunos líderes republicanos con 
Ruiz Zorrilla, Salmerón y Castelar. La antorcha de la revuelta no se 
consumió en los meses siguientes. El atentado contra Alfonso XUH 
perpetrado el 25 de octubre de 1878 por Juan Oliva Moncasi (un tonelero 
tarraconense de veintidós años presuntamente afiliado a la Internacional) 
pudo formar parte de este complot en el que aparecían implicados, a título 
personal, representantes de todas las tendencias antirrestauracionistas [30] . 
Sin embargo, la presión diplomática sobre el Gobierno galo y la renovación 
cautelar de los contactos con su tradicional enemigo, la Alemania 
bismarckiana, merced al acuerdo de 1877, dieron fuerzas al Gabinete 
conservador español para desarticular un movimiento que se creía 
inminente en el otoño de 1878 [31]. 

Estos reveses no desanimaron a Zorrilla que, en una carta escrita a 
Cristino Martos a mediados de año, reiteraba su propósito de «seguir en 
terreno de la acción, dispuesto a dar la batalla en cuanto tenga medios» [32] 
. La crisis del Gobierno canovista que dio el poder a Martínez Campos el 8 
de marzo de 1879 abrió nuevas expectativas de poder al constitucionalismo 
y arruinó todo atisbo de sintonía revolucionaria entre ambas tendencias del 
viejo progresismo. Ese mismo mes de marzo, Ruiz Zorrilla aceptó la idea 
propuesta por Martos de una magna reunión republicana para acordar una 
coalición electoral con los posibilistas castelarinos del Partido Demócrata 


abierta a los constitucionales, pero se negó a cualquier componenda política 
con su viejo rival Sagasta, rechazó ser candidato y reiteró su inquebrantable 
propósito de hacer la revolución e instaurar una República fundamentada 
sobre «el lastre de orden» [33] . El 11 de abril el Comité Directivo del 
recién reconstituido Partido Progresista Democrático hizo público un 
manifiesto donde acordaba salir del retralmiento y acudir a las urnas en la 
próxima lucha electoral, a pesar de la reciente proscripción de los partidos 
antidinásticos y la abolición del sufragio universal [34] . Al igual que 
Salmerón, Ruiz Zorrilla no firmó este compromiso legalista y, en una carta 
dirigida a Martos a mediados de año, reiteró su propósito de «seguir en 
terreno de la acción, dispuesto a dar la batalla en cuanto tenga medios» [35] 
; un empeño constatado por el embajador español en París, marqués de 
Molins, para quien el sistema o plan del líder progresista no era impulsar la 
revolución de inmediato, sino «tener siempre en jaque a nuestro gobierno, 
dar alfilerazos al rey y mantener la desconfianza en el exterior» [36] . El 
objetivo era, pues, el mismo que en 1863-1868: forzar por la vía del 
retralmiento institucional y los levantamientos revolucionarios una deriva 
autoritaria del régimen borbónico, que facilitaría la convergencia de las 
fuerzas liberales y democráticas en torno al programa defendido por el 
republicanismo reformista. 

En 1879, con ocasión de las segundas elecciones generales, Castelar y 
Martos, al frente de los partidos Posibilista y Progresista-Democrático, 
firmaron una coalición con el Partido Constitucional de Sagasta, que logró 
más de 40 actas de diputado. Pero, tras la reasunción del Gobierno por 
Cánovas a fines de año 1879, los constitucionalistas no ocultaron su 
frustración y amenazaron con «irse con los del gorro» —esto es, con los 
republicanos— hasta lograr la concertación de una alianza revolucionaria 
cuya finalidad oculta era presionar al rey para que les concediera el poder. 
Por esas fechas, el general López Domínguez, sobrino de Serrano, confiaba 
a Pi y Margall que, si don Alfonso no se plegaba a la amenaza y no 
propiciaba el nombramiento de un Gabinete de constitucionalistas, estos 
irían francamente a la revolución [37] . La crisis de relaciones del 
constitucionalismo con el régimen alfonsino fue la gran oportunidad del 
progresismo democrático para tomar la iniciativa de un cambio político 
revolucionario. Las dos vías posibles de actuación fueron debatidas en una 
conferencia republicana celebrada en París a inicios de septiembre, con 
participación de Martos y Ruiz Zorrilla. Tras arduas discusiones, se acordó 


que Zorrilla siguiera dirigiendo trabajos revolucionarios, mientras que 
Martos quedaba encargado de «dirigir los trabajos parlamentarios y las 
fusiones políticas», que abarcarían desde los cantonalistas a los carlistas, sin 
olvidar al Ejército [38] . 

La alternativa violenta pasó otra vez al primer plano: el nuevo atentado 
contra la vida del rey, perpetrado por Francisco Otero González el 30 de 
diciembre de 1879, parece una prolongación de esta trama revolucionaria 
múltiple, con vinculaciones internacionales, precipitada tras el fracaso del 
movimiento republicano de 1878. Al igual que en el intento de regicidio de 
Morral contra Alfonso XIII y su esposa en mayo de 1906, la acción 
revolucionaria debiera haberse realizado en los aledaños de las segundas 
nupcias del monarca, quedaba justificada como represalia por la reciente 
ejecución de activistas revolucionarios y habría de culminarse con un 
levantamiento popular [39] . 

Todos los recursos desplegados por los Gobiernos conservadores (y luego 
también por los liberales) para detectar y perseguir a los exiliados 
republicanos desmienten, en parte, la afirmación de Varela Ortega de que la 
acción subversiva del republicanismo era un problema secundario de orden 
público interior. Hasta la estabilización política del régimen con el primer 
ensayo «turnista» de 1881, la monarquía, según aseguró el propio Cánovas 
en 1877, «pendía de un hilo» [40] , y una gran parte de los esfuerzos de los 
ministerios de la Gobernación, de la Guerra y de Estado se dirigieron a la 
preservación de la dinastía frente a sus enemigos, por encima de otras 
consideraciones dictadas por estrictas razones de interés nacional. La 
subversión republicana tuvo, sin embargo, en los años setenta una 
significación política, una base más amplia y un arrastre popular del que 
carecieron las intentonas de los años ochenta, espectaculares en su casi 
exclusivo protagonismo militar, pero, por eso mismo, menos temibles desde 
la perspectiva de la preservación del orden social frente a un movimiento 
revolucionario de masas. 

A inicios de 1880, los observadores y confidentes a sueldo del Gobierno 
español constataban la pérdida de liderazgo de Ruiz Zorrilla, y su opción 
por iniciar la subversión desde el interior de la Península o desde la frontera 
portuguesa, menos protegida que el Pirineo. El 30 de marzo una partida 
republicana de 14 hombres se presentó en La Frecha (en el concejo 
asturiano de Lena), cortó el telégrafo y ocupó Bárcena de Quirós, donde 
arrebató unos 400 reales al recaudador de contribuciones, pero no atacó a la 


Guardia Civil. Tras haber vagado tres o cuatro días por los montes, se 
disolvió el 1 de abril cerca de Campomanes. Su cabecilla, el masón 
Valeriano Díaz Rodríguez-Vigil, que ya había actuado en las partidas 
levantadas en Extremadura en 1866, se refugió en Francia hasta que se 
benefició del indulto otorgado el 13 de abril de 1887 [41]. 

El 1 de abril de 1880 se hizo público un nuevo manifiesto, al parecer 
redactado por Salmerón, donde se proclamaba la existencia de una vasta 
«concentración democrática republicana progresista», basada en los 
principios unitaristas de la Constitución de 1869, y formada por los 
seguidores de Ruiz Zorrilla, Salmerón y el Partido Progresista Demócrata 
de Cristino Martos, creado el año anterior [42] . Sin embargo, el nuevo 
partido «demócrata-progresista» nacería muerto, por cuanto que la fracción 
martista tendía a incorporarse a un recién creado partido liberalfusionista 
con expectativas inmediatas de poder. Por otro lado, la prosecución de los 
contactos con los carlistas, fuertemente divididos a su vez sobre la 
necesidad del retorno a la lucha legal, llenó de malestar a Salmerón y a 
otros republicanos cada vez más cercanos al posibilismo. Estas tensiones no 
fueron obstáculo para que, a mediados de mayo, circulasen rumores 
alarmantes sobre la captación de exiliados en los departamentos franceses 
de Aude y Hérault, y sobre la preparación de un nuevo levantamiento 
republicano en Valencia, Barcelona y Tarragona, bajo la dirección de 
Villacampa. De nuevo, la frustración del ensayo derivó en el levantamiento 
de partidas tan fugaces como inofensivas, y en el hábil desbaratamiento de 
una conspiración conducida por el general Acosta en Zaragoza, por culpa de 
la condición impuesta por los oficiales de que Ruiz Zorrilla acudiese a 
Pamplona a dirigir personalmente la movilización [43] . 

Hasta la víspera de su llegada al poder, los constitucionales mantuvieron 
abierta la posibilidad de una acción de fuerza que hiciera presión sobre el 
rey para acelerar el tan deseado cambio de gobierno. Durante el verano de 
1880, se reprodujeron maniobras conspirativas dirigidas por militares 
cercanos a Sagasta [44] . Ese otoño, el político riojano puso, junto a López 
Domínguez, las bases de una organización militar clandestina dispuesta a 
tomar el poder por la fuerza si Alfonso XII no llamaba al poder al Partido 
Fusionista [45] . En noviembre de 1880, se reunieron en París Serrano, Ruiz 
Zorrilla, Salmerón y Juan Chinchilla para sentar las bases de un nuevo 
proyecto revolucionario. Como en el pasado, el duque de la Torre se erigió 
en defensor de un movimiento exclusivamente militar, mientras que el resto 


de los presentes abogaron por un cierto apoyo civil, aunque en condiciones 
de subsidiariedad. A pesar de que no se decidió nada en firme, Chinchilla 
consultó esta posibilidad subversiva con López Domínguez y con Sagasta. 
Este solicitó un plazo de reflexión y prometió que, si los fusionistas no eran 
llamados inmediatamente al poder, el partido entero iría al retralmiento 
como paso previo de la revolución. Ruiz Zorrilla depositó entonces sus 
esperanzas en que un recrudecimiento de la política reaccionaria de 
Cánovas radicalizara la actitud del liberalismo dinástico y de la izquierda 
posibilista hasta posturas de abierta ruptura. 

El 18 de enero de 1881 Sagasta pronunció en el Parlamento un 
tremebundo discurso en el que dijo arrepentirse de haber apoyado a la 
monarquía, advirtiendo sibilinamente al rey de que la dilación en el cambio 
de gobierno terminaría por lanzar al Partido Fusionista en brazos de la 
revolución [46| . Todo parece indicar que don Alfonso fue sabiamente 
aconsejado para no repetir los mismos errores de su madre cuando entregó 
el poder al gabinete de reacción de Narváez tras la intentona progresista- 
demócrata de junio de 1866, y consideró conveniente la apertura del 
régimen a sinistra . La «crisis del miedo» del 8 de febrero fue el primer 
caso en todo el siglo en el que las tendencias conservadora y progresista del 
liberalismo aceptaban un relevo pacífico entre gobiernos respetando las 
reglas del juego político sin la tentación de entrar en un periodo 
constituyente [47] . El otorgamiento de la confianza regia a Sagasta —era 
también la primera vez que un monarca borbónico llamaba al poder por 
propia voluntad a un partido heredero del progresismo— aseguró la 
estabilidad del sistema restauracionista, al ofrecer ciertas esperanzas de 
apertura hacia una izquierda moderada, dispuesta a administrar «vacunas de 
liberalismo» contra el peligro revolucionario zorrillista [48] . 

No quedó claro si el fusionismo recibió el poder ante la amenaza de 
sumarse a la coalición revolucionaria liderada por Ruiz Zorrilla, lo que 
hubiese supuesto un lamentable retorno a los viejos modos de obtención 
violenta del poder político tan caros al progresismo isabelino. Lo que no 
cabe duda es que el frente civil republicano quedó herido de muerte con 
este primer ensayo del «turno pacífico», aunque los senadores y diputados 
de todas las fracciones republicanas convinieron en la necesidad de 
mostrarse benévolos con el nuevo Gobierno, e incluso apoyarlo con sus 
votos frente a la mayoría parlamentaria conservadora. En un discurso 
pronunciado el 20 de septiembre de 1881, Sagasta dejó bien claro que el 


fusionismo llegaba al poder por vía legal, sin violencias, y dispuesto a 
alternarse lealmente en el poder con los conservadores [49] . 

La toma de posesión del primer Gobierno liberal de la Restauración 
facilitó la consolidación de un clima de distensión política y aceleró la 
división de los republicanos. Muy pronto comenzaron las disensiones entre 
Zorrilla, nombrado presidente del Comité Central Democrático, y Martos, 
vicepresidente del mismo y partidario de la acción legal. La polémica en el 
seno del progresismo arreció durante el mes de octubre, tras el desastroso 
balance que las elecciones parlamentarias de agosto arrojaron para los 
republicanos. Martos sentenció que «siempre se tendrá por crimen turbar 
sin razón la paz de los pueblos», a lo que Ruiz Zorrilla replicó con no 
menor rotundidad que «la benevolencia de los demócratas para con el 
Gobierno, es un crimen contra la patria» [50] . Una asamblea progresista 
celebrada en noviembre clausuró oficialmente el compromiso de los 
demócratas de Martos con la idea republicana y aceleró su paso hacia el 
monarquismo, hasta formar, en 1885, el Partido Liberal con el fusionismo 
sagastino y la Izquierda Dinástica de Serrano. La acción legalista, 
representada por Sagasta y Castelar, se imponía como táctica prioritaria de 
la izquierda, tras poco más de un lustro caracterizada por una esforzada 
actividad subversiva de carácter civil y una intensa propaganda 
revolucionaria entre los militares. 

Cada vez más aislado de sus interlocutores políticos y de sus bases 
sociales, Zorrilla radicalizó su táctica revolucionaria y decidió potenciar el 
desarrollo de una conspiración preferentemente castrense, de acuerdo con 
los viejos usos del progresismo. Para ello, recurrió a la Asociación 
Republicana Militar (ARM), entidad clandestina fundada a primeros de 
octubre de 1880 en Madrid por el teniente Miguel Pérez (Siffler-725), sobre 
el modelo de las sociedades secretas que tanto proliferaron en el turbulento 
Ejército decimonónico (sin olvidar a la AMR, la UME, la UMA, la UMRA, 
la UMD y otras del siglo XX), y cuyo ejemplo más acabado hasta ese 
entonces había sido la Orden Militar Española (también llamada Sociedad 
Militar Española) que, apoyada por la reina madre María Cristina y dirigida 
por Narváez, O”Donmnell y Fernández de Córdova, había precipitado la caída 
de Espartero en julio de 1843. El descontento motivado entre 1877 y 1879 
por los recortes presupuestarios, los retrasos en la percepción de haberes, la 
relegación de los sargentos en los ascensos a oficiales y los nuevos y poco 
atractivos destinos concedidos a los jefes y oficiales del disuelto Ejército 


del Norte fueron motivos que alentaron las actividades de la ARM, que se 
dio por constituida el 1 de enero de 1883, y pronto se extendió entre los 
sargentos y los oficiales de media y baja graduación, aunque también contó 
con la colaboración de generales como Ferrer, Merelo y Villacampa [51] . 
Al parecer, en la asociación convivían dos tendencias: una republicana 
progresista o zorrillista y otra federalista, aunque los nombres del duque de 
la Torre y de López Domínguez siempre estuvieron muy presentes en sus 
documentos y proclamas. De hecho, sus reivindicaciones mezclaban la 
profesión de fe republicana según los principios de la Constitución de 1869 
con el planteamiento de problemas puramente económicos y profesionales, 
como la «reorganización y dignificación del Ejército», la reforma de las 
ordenanzas militares, el auxilio mutuo y la persecución del favoritismo 
rampante desde 1875. El objetivo era proclamar la República y hacer 
cumplir «la voluntad nacional manifestada por medio del sufragio 
universal». 

En diciembre de 1882, la ARM nombró una Junta Directiva de nueve 
militares presidida por el brigadier Villacampa (Pedro Mur), que se encargó 
del diseño de un plan insurreccional. En una reunión celebrada en 
Barcelona el 22 de julio de 1883, se decidió iniciar el levantamiento en la 
madrugada del 5 de agosto en esa ciudad. De nuevo la estrechez de medios, 
las pugnas intestinas entre las diversas facciones republicanas, las 
indiscreciones de los implicados civiles y la consiguiente acción 
gubernamental anticipada desbarataron el plan, que hubo de ser postergado 
cinco días. Pero no hubo tiempo para dar contraorden e impedir la 
sublevación en Badajoz del teniente coronel Serafín Asensio Vega que, en la 
mañana del 5, detuvo al capitán general y al gobernador civil, confinó a los 
militares no comprometidos (incluidos guardias civiles y carabineros) en el 
cuartel de ingenieros, proclamó la República, arengó a sus tropas en la 
plaza de la Constitución, solicitó ayuda urgente del Gobierno francés e 
invitó a Martínez Campos a sumarse al movimiento. Pero la Junta de 
Guerra Mixta que debía constituirse con carácter interino no se formó por el 
rechazo de los republicanos locales (salvo el abogado Rubén Landa) a 
transigir con el excesivo protagonismo de los militares. Estas disensiones, 
junto a la declaración del estado de sitio en la región y el envío apresurado 
desde Madrid de dos millares de soldados al mando del general Blanco, 
obligaron a los implicados a emprender a las once de la mañana del día 6 
una precipitada huida hacia Portugal. 


Alertada por las confusas noticias recibidas desde Badajoz al mediodía del 
día 6, la Junta Directiva de la ARM residente en Madrid cometió de nuevo 
el error de cambiar apresuradamente la fecha de la rebelión general, 
comunicando esa misma noche que el levantamiento se adelantaba al día 
siguiente entre las cinco y las siete de la mañana. Tal imprevisión y 
precipitación resultaron fatales. Al no fijar claramente el plazo de ejecución 
del plan insurreccional, la ARM se enajenó el apoyo de la mayoría de las 
unidades conjuradas. Sólo unos pocos oficiales asumieron el riesgo de 
adherirse a un movimiento en clara regresión. A las once de la mañana del 8 
de agosto llegaron a Madrid las primeras noticias de la sublevación, 
producida durante la madrugada anterior, de unos escuadrones del 
regimiento de Lanceros de Numancia en la ciudad riojana de Santo 
Domingo de la Calzada. La acción, preparada por el activista republicano 
Juan Manuel Zapatero Castillo, acabó con el asesinato por sus tropas del 
teniente rebelde Juan José Cebrián Piqueras y el fusilamiento de cuatro 
sargentos el 12 de agosto. En la Seo de Urgel, el teniente coronel del 
Batallón de Depósito Francisco Foncuberta Vila y el capitán de Carabineros 
Higinio Mangado Morales sublevaron a un batallón del regimiento de 


infantería de Vizcaya n.” 54, el regimiento de caballería de Almansa y una 
compañía de carabineros, pero no pudieron obtener el control de la plaza, y 
tuvieron que franquear la frontera francesa el 10 de agosto. El intento de 
rebelión republicana se cerró con una cruenta represión, sustanciada en 173 
penas de muerte contra los pronunciados de Badajoz, una serie de medidas 
draconianas encaminadas a desarticular a la ARM y otras no menos 
rigurosas dirigidas a reforzar la disciplina militar [52] . Las rebeliones 
arrojaron a cerca de un millar de personas a las incertidumbres del exilio, 
que Zorrilla trató de controlar con una administración escrupulosa de los 
subsidios. Con todo, la mayor parte de los emigrados se acogieron al 
indulto ofrecido por Sagasta en diciembre de 1885, y quienes no lo hicieron 
se vieron amenazados con una retirada del apoyo económico procedente del 
Estado francés [53] . 

Según Pi y Margall, la intentona de 1883 malbarató «el caudal de la 
revolución, que no era escaso. Nunca más volvió la causa de la República a 
contar con tantos elementos». Por su parte, Castelar no perdía ocasión de 
denunciar, en público y en privado, las «mamarrachadas del héroe pasiego» 
y las «borricadas revolucionarias» de Ruiz Zorrilla y Salmerón, por más 
que este último intentase desligar al partido progresista de toda 


responsabilidad, aduciendo que la intentona había sido impulsada 
personalmente por Zorrilla y por los militares de la Junta de la ARM. El 
expresidente aseguraba confidencialmente a su inflexible correligionario 
que, «si el movimiento hubiese triunfado, me habría apresurado a declarar 
públicamente que no había tenido ninguna participación en él [...]. Vencido 
[...] no he pensado jamás, ni podía pensar, en desautorizar el movimiento» 
[54] . En un manifiesto «al pueblo español», fechado en Londres el 11 de 
diciembre de 1883 y repleto de tics románticos, Ruiz Zorrilla trató de 
excusar el desastre sin ahondar en los fines del movimiento y las razones 
profundas de su fracaso: «Discutir si es mejor la evolución que la 
revolución es absurdo. Nadie que tenga sentido común ama la violencia ni 
la emplea más que cuando su conciencia le dice que no hay otro modo de 
contrarrestar el abuso de la fuerza de que se vale el adversario». Todo ello 
no impedía a Ruiz Zorrilla propugnar un gobierno fuerte que tuviera como 
misión prioritaria la garantía del orden público [55] . 

El fracaso de Badajoz y las revelaciones que Siffler hizo públicas en 1883 
motivaron una reorganización completa de la sociedad secreta militar a 
finales de ese año: se fusionó con un grupo de oficiales republicanos 
federales, y la nueva organización cambió su nombre por el de Asociación 
Revolucionaria Militar, que se estructuró en dos redes paralelas, una 
castrense y otra civil, esta última encabezada por Ruiz Zorrilla. En 1886, las 
funciones de esa jefatura se vincularon a una junta clandestina de líderes 
republicanos, en la que figuraban Nicolás Salmerón, Bernardo Portuondo, 
José Rubaudonadeu o Francisco Pi y Margall. En realidad, la 
documentación disponible permite hablar de, al menos, cuatro asociaciones 
militares organizadas en la primera mitad de la década de 1880. Tres de 
ellas se vinculaban ideológicamente a diversas opciones republicanas: la 
Asociación Republicana Militar creada por Ruiz Zorrilla en 1880, una 
asociación militar vinculada desde 1881 al republicanismo federal bajo la 
dirección del general Fernando Pierrard y la fusión de ambas —la Asociación 
Revolucionaria Militar— efectuada en 1883. Frente a las anteriores, se 
articuló una cuarta agrupación secreta, esta vez de vocación monárquica, 
que adoptó el nombre de Unión Secreta Militar [56] . 

En la primavera de 1884, los republicanos volvieron a barajar las 
posibilidades de éxito de un movimiento inmediato y poco elaborado sobre 
una importante plaza fuerte (Ferrol), apoyado por «un importante general» 
que, posiblemente, fuera Valeriano Weyler. La fecha elegida fue el 27 de 


abril, coincidente con las elecciones generales a diputados. Como en 
circunstancias anteriores, el desmontaje parcial del complot en la base naval 
gallega no evitó sublevaciones puntuales, como la del batallón de Reserva 
de Santa Coloma de Farners (Gerona) el 27 de abril, encabezada por el 
comandante Ramón Ferrándiz Laplana y el teniente Manuel Bellés 
Casanova, que fueron detenidos y ejecutados sumariamente poco después. 
El día 29, una fracción de la banda de Higinio Mangado (mano derecha de 
Ruiz Zorrilla en la conspiración) traspasó la frontera y fue atacada por una 
columna de la Guardia Civil en el monte Navala, cerca de la raya con 
Francia. Allí cayó herido de muerte Mangado, junto a siete compañeros y 
dos carabineros [57] . 

De septiembre a diciembre de 1884, y en medio de la creciente alarma de 
los medios oficiales ante el deterioro de la salud del rey, se recrudecieron 
los rumores sobre una reactivación del complot. La segunda mitad del mes 
de abril de 1885 fue de tensión extrema: la agitación republicana bullía en 
toda España, especialmente en las fronteras, como preludio a otro gran 
movimiento insurreccional que fue fijado para el día 29. La detención de 
algunos generales, las nuevas presiones sobre las autoridades francesas y la 
depuración del Ejército iniciada por Cánovas no enfriaron los ánimos de los 
cabecillas republicanos más irreductibles. En la noche del 14 al 15 de julio, 
en pleno conflicto de España con Alemania por la posesión de las islas 
Carolinas, se abortó en Zaragoza una intentona encabezada por el teniente 
coronel de caballería Lasso (comandante de Voluntarios de Cuba), el 
coronel de infantería Manuel Magallón y el delegado revolucionario Román 
de Benito. El 26 de octubre Ruiz Zorrilla informó a los comités 
republicanos que la muerte del rey Alfonso —que se intuía próxima-— sería la 
señal para el próximo levantamiento. Fue en la estela de esta conspiración 
cuando se produjeron dos motines consecutivos en Cartagena. El primero 
adoptó la forma de una expedición de militares cantonalistas que zarparía 
desde Orán con la presunta connivencia del Gobierno francés. Reeditando 
la empresa frustrada en abril de 1884, esta pequeña fuerza debiera haber 
acudido en auxilio de un grupo de conjurados dirigidos por el sargento de 
Infantería de Marina Enrique Gallego González, que asaltó el cuartel de 
Guardias de Arsenales en la noche del 31 de octubre al 1 de noviembre de 
1885, coincidiendo con el momento álgido del contencioso hispanoalemán 
y la agonía del rey [58] . La fecha del movimiento general se fijó entre el 12 
y el 14 de diciembre, pero, en el último momento, Ruiz Zorrilla hubo de 


suspenderlo por indicación de Salmerón y los generales José López 
Domínguez (¡efe de una Izquierda Dinástica en franca descomposición tras 
la muerte de Serrano) y Manuel de Salamanca, que había criticado 
públicamente la gestión del Gobierno en el asunto de las Carolinas. Las 
garantías que estos aportaron para desencadenar la revolución se las llevó el 
viento cuando la regencia de María Cristina de Habsburgo se reforzó, 
«armada hasta los dientes», tras la concertación del Pacto del Pardo y la 
declaración de apoyo del Vaticano [59] . 

Un segundo motín, muy similar en su preparación, pero más grave en sus 
consecuencias, acaeció en Cartagena la noche del 9 al 10 de enero de 1886, 
es decir, pocos días después de la muerte de Alfonso XII. Fue encabezado 
por el sargento Francisco Rasero Vázquez, quien con el apoyo de unos 40 
paisanos, se apoderó del castillo de San Julián e izó una bandera tricolor, 
pero hubo de rendirse tras un enfrentamiento en el que perdió la vida el 
general gobernador, Luis Fajardo Izquierdo [60] . 

Este enésimo fracaso insurreccional encrespó aún más los ánimos de una 
comunidad de exiliados que ya comenzaba a flaquear por el agotamiento de 
sus recursos económicos y el alejamiento de la esperanza de un próximo 
retorno a España para acogerse a la generosidad de Sagasta y doña María 
Cristina. Las incertidumbres suscitadas tras la muerte del rey, y la 
preocupación por la suerte política y personal de los emigrados, impulsaron 
la política de convergencia republicana como estrategia idónea para el 
derribo de la monarquía. Después de unas negociaciones erizadas de 
dificultades, Ruiz Zorrilla, Salmerón y Pi y Margall aceptaron en marzo un 
programa mínimo de carácter electoral y no revolucionario, que 
contemplaba la defensa de la República y del sufragio universal, el 
restablecimiento de la Constitución democrática y la convocatoria a Cortes 
Constituyentes. Pero esta convergencia no pudo ocultar la pervivencia del 
dualismo estratégico. A pesar de que el diario republicano El Progreso 
seguía afirmando que la aceptación de la lucha electoral no significaba la 
renuncia a la confrontación armada, Salmerón había afirmado a inicios de 
1886 en una reunión en el Círculo Democrático-Progresista de Madrid que 
«no podemos ser perpetuamente revolucionarios materiales». Pero el 12 de 
septiembre de ese año matizaba que «el derecho de insurrección es el 
último de los derechos, pero sirve para sancionar todos los demás. No 
pueden los partidos apelar a la fuerza sino cuando carecen de medios de 
derecho para lograr el triunfo de sus aspiraciones [...]. Necesitamos los 


derechos individuales, el sufragio universal sin mistificación, la 
consagración de la soberanía nacional como única fuente de poderes. Sin 
esto tendremos un perfecto derecho a la insurrección y usaremos de él cómo 
y cuándo lo creamos oportuno para el triunfo definitivo de la República» 
[61] . 

La unión electoral de todos los grupos republicanos, salvo el posibilista de 
Castelar, potenció la vía legalista para alcanzar la República, pero mantuvo 
como estrategia complementaria la alternativa insurreccional. Entre marzo y 
septiembre de 1886, se produjo el fracaso de ambas estrategias. La 
coalición de progresistas y de federales pactistas y orgánicos logró unos 
resultados lo suficientemente buenos en los comicios de inicios de abril de 
1886 -—17 republicanos coalicionistas de un total de 28 escaños 
republicanos— para que, bajo la presión conjugada de los zorrillistas, los 
posibilistas castelarimos y su propio partido, Sagasta aceptase impulsar 
durante el «Parlamento Largo» un amplio programa de reformas liberales 
que fue arrebatando argumentos para una defensa revolucionaria de los 
principios democráticos. 

Ello no fue óbice para que Ruiz Zorrilla relanzase su plan subversivo. En 
mayo de 1886, había comisionado a García Ladevese a Madrid para que se 
entendiera con los jefes de la coalición republicana, a fin de constituir un 
organismo que se pusiera al frente de la conspiración. Tras lograr el 
asentimiento de figuras como el conde de Montemar y Laureano Figuerola, 
se constituyó un centro de coalición revolucionaria con fines aparentemente 
electorales, pero cuyo objetivo último era traer la República si las 
expectativas sucesorias de la monarquía se veían frustradas. Este centro 
revolucionario envió una circular a los delegados civiles de las provincias 
para que, llegada la ocasión, obrasen de acuerdo con los jefes militares del 
movimiento, armando sólo a los correligionarios más adictos, que actuarían 
como fuerza subalterna del Ejército, y nombrarían de inmediato 
ayuntamientos y diputaciones para evitar la formación espontánea de juntas 
revolucionarias. Se concebía una vez más la subversión como un asunto de 
exclusiva competencia de las Fuerzas Armadas, donde el elemento civil 
sólo tendría la misión de establecer un contrapoder político enérgico y 
disciplinado [62] . 

Durante el verano, el brigadier Villacampa, presidente de la declinante 
ARM, fijó, de acuerdo con el comité militar del centro revolucionario, un 
movimiento para el 25 de agosto, que debía iniciarse en Madrid y Ferrol, 


pero, en esta última ciudad, los jefes del comité progresista local pusieron 
objeciones para secundar la rebelión preparada por el general José Moreno 
del Cristo, ya que la Junta Directiva del Partido Republicano Progresista 
(especialmente, Nicolás Salmerón y Bernardo Portuondo) les había 
conminado a no tomar parte en ningún hecho de fuerza sin su autorización 
expresa [63] . Se acordó que Villacampa fijase la fecha de la sublevación, 
siempre que avisase al comité militar con la debida anticipación. 

Los republicanos se decidieron a emprender una nueva intentona en el 
otoño de 1886, con el apoyo de influyentes jefes vinculados a la antigua 
ARM, como el general de división Merelo y los brigadieres Villacampa y 
Mariné. Se obtuvo el compromiso de un buen número de oficiales de varios 
regimientos de guarnición en Madrid, Alcalá de Henares, La Coruña, 
Barcelona, Valencia, El Ferrol y —circunstancia premonitoria— Jaca. El plan 
contemplaba la ejecución de un pronunciamiento al viejo estilo, cuyas 
cabezas visibles serían Merelo en Alcalá de Henares y Villacampa en la 
capital, donde se esperaba que el control de las sedes del Gobierno 
precipitaría la rebelión de los cantones: Alcalá, Carabanchel y Leganés. El 
apoyo civil procedería del centro coalicionista y de algunos cabecillas 
anarquistas como Enrique Borrell. Lo verdaderamente novedoso del asunto 
era que, para algunos de los conjurados, la acción presentaba rasgos de 
auténtico golpe de Estado, ya que incluía la posible «neutralización» de las 
autoridades locales, la detención del Gobierno por parte de un «grupo 
especial» de medio centenar de republicanos al mando de Patricio Calleja y 
la toma violenta de los ministerios de la Gobernación y de la Guerra por las 
tropas del capitán Federico Rodríguez Vidaurreta y del alférez Soler, que 
cederían el control a P1 y Margall y a Salmerón. A estas alturas del siglo, los 
conspiradores reconocían perfectamente cuáles eran los verdaderos reductos 
del poder estatal, en contraste con el objetivo central del anterior golpe, casi 
incruento, del general Pavía: el Parlamento. 

Por fin, Villacampa decidió declararse en rebeldía el día 22 de septiembre, 
pero, en el último instante, adelantó el movimiento 72 horas, no se sabe si 
por razones técnicas Oo para hacerlo coincidir con el decimoctavo 
aniversario del inicio de la «Gloriosa». La sedición, iniciada a las 23:00 
horas del domingo día 19, comenzó bajo los mejores auspicios: Villacampa 
logró sublevar a una parte de los regimientos de infantería de Garellano y 
de caballería de Albuera acantonados en los cuarteles de San Gil y de la 
Montaña, pero la artillería del cuartel de los Docks decidió, a última hora, 


no otorgar su imprescindible colaboración. Tampoco lo hizo Merelo ni la 
guarnición de Alcalá de Henares. Cuando se disponía a ir a los barrios bajos 
para levantar a las capas más populares del vecindario, la fuerza 
republicana libró un intenso tiroteo con una columna del Ejército en las 
cercanías de la basílica de Atocha. Fue entonces cuando Villacampa decidió 
abandonar la capital e iniciar la escapada hacia los montes de Toledo, más 
con la intención de refugiarse en Portugal que con la esperanza de ganar 
tiempo para que su gesto fuese emulado en otras ciudades. Nada de lo 
esperado sucedió. Villacampa no fue apoyado en ninguna otra parte, y su 
maltrecha fuerza fue batida por las tropas monárquicas en las cercanías de 
Colmenar de Oreja, donde el impetuoso brigadier fue preso con la mayoría 
de sus hombres [64]. 

Con su casi instantánea dispersión y con la realización de arrestos 
masivos, finalizó el último golpe militar del siglo XIX. La intentona de 
1886 también cerró el ciclo insurreccional del republicanismo finisecular. 
En su morfología, este proceso, que cubre la década que va de 1876 a 1886, 
presenta deudas innegables con la etapa revolucionaria progresista- 
demócrata, que se inició con el retraimiento de 1863 y cobró carta de 
naturaleza entre 1865 y 1868. Podríamos aventurar que, en cierto modo, se 
trata de un único ciclo de protesta, caracterizado por el relevo violento de 
proyectos cada vez más radicales y con un apoyo social menguante: 
progresistas y demócratas desde 1865, republicanos desde 1868 y 
cantonalistas e internacionalistas en 1873. El golpe de Pavía marcó el punto 
de inflexión de este ciclo, cuyo declive quedó confirmado tras el golpe de 
Sagunto, por más que los zorrillistas intentaran, desde 1876, restablecer por 
todos los medios la alianza amplia que había logrado el triunfo en las 
«gloriosas jornadas» de septiembre de 1868. 

El fracaso de Villacampa precipitó también la escisión de los republicanos 
y el enfrentamiento táctico entre la facción pacifista de Salmerón y Azcárate 
(cada vez más cercanos a Castelar) y la más anarquizante de Pi contra la 
complotista de Ruiz Zorrilla. Una Asamblea republicana celebrada del 25 al 
29 de enero de 1887 consumó la separación entre legalistas y 
revolucionarios: Salmerón solicitó la  desautorización pública del 
movimiento de Villacampa y censuró los «procedimientos» de Ruiz 
Zorrilla. La tendencia irreductible, entre cuyos portavoces sobresalió José 
Sol y Ortega, argumentó que la base segunda del pacto de coalición 
confirmaba la licitud de la vía insurreccional si la soberanía nacional estaba 


detentada y no se garantizaban los derechos individuales [65] . El 30 de 
agosto Pi y Margall hizo público un manifiesto en el que, tras reclamar su 
libertad de acción, recordó los fracasos de O”Domnell en octubre de 1841 y 
junio de 1854, los de Prim en 1866 y el más reciente de Villacampa. En su 
opinión, los males de la patria se solucionarían, «no por los comicios, ni 
tampoco por el obscuro camino de las conspiraciones puramente militares». 
Los grandes cambios eran hijos de las grandes revoluciones, «y cuando 
estas sobrevienen, no falta nunca un hombre de fuerza y de prestigio que se 
ponga a la cabeza del movimiento» [66] . El 8 de septiembre Ruiz Zorrilla 
pasó a la ofensiva, dirigiendo una carta abierta al diario El Pueblo, dirigido 
por García Ladevese, donde recalcaba con toda intención que ambos grupos 
coalicionistas habían actuado de común acuerdo «hasta el día 19 de 
septiembre inclusive». Las tensiones internas acabaron produciendo la 
defección de Salmerón, su ruptura con Zorrilla, la constitución de un 
Partido Republicano Centralista y el definitivo alejamiento de la política de 
Laureano Figuerola [67] . Entre el colaboracionismo de Castelar, el 
abstencionismo de Salmerón y el populismo revolucionario de Pi, Ruiz 
Zorrilla se encontraba de nuevo y, definitivamente, solo. 

A fines de 1886, se establecieron los primeros contactos del Gobierno con 
Ruiz Zorrilla para un abandono de la senda revolucionaria «después de doce 
años de amarguras y de incesante lucha». La ARM quedó presumiblemente 
disuelta entre 1888 y la Ley de Amnistía otorgada por Cánovas el 20 de 
junio de 1891, que afectaba a los civiles y militares implicados en delitos 
contra la forma de Gobierno cometidos hasta el 21 de abril anterior; 
circunstancia que, junto a la adopción del sufragio universal y la disolución 
voluntaria del Partido Posibilista, revelaba la relativa seguridad de un 
régimen que ya no precisaba de cruentos escarmientos para mantenerse. La 
amnistía no contemplaba la reincorporación de los militares exiliados en las 
filas del Ejército. No hubo un pacto de Vergara para los republicanos 
durante la Restauración. 

Tras el fracaso de la coalición revolucionaria con los federales, desde fines 
de los años ochenta se fue decantando una tendencia republicana radical 
formada por los federales y un sector insurreccional del progresismo, y otra 
más moderada vinculada al krausismo institucionista y que derivó en 
actitudes accidentalistas que desde 1912 capitalizaría el Partido Reformista. 
El reflujo de la movilización insurreccional del republicanismo otorgó una 
creciente importancia a otras modalidades de acción política, como el 


Parlamento y la prensa. Esta última lideró un nuevo proceso de 
convergencia, que culminó en una asamblea convocada el 24 de junio de 
1889, que mantuvo las veleidades insurreccionales, pero alentó también la 
lucha electoral como complemento del «procedimiento revolucionario». 
Para evitar su aislamiento del movimiento coalicionista, Ruiz Zorrilla acor- 
dó en Biarritz en febrero de 1891 el apoyo a un proceso de alianzas que 
comprometiera al conjunto del republicanismo, «sin atender a sus 
antecedentes y procedimientos», lo que supuso una clausura de facto de los 
trabajos insurreccionales iniciados casi tres lustros atrás. El líder radical se 
mostraba dispuesto a abandonar la violencia si el régimen abría la 
posibilidad de una reforma constitucional, que era contemplada en la Ley 
Fundamental de 1869, pero no en la de 1876 [68] . Tras el moderado éxito 
de las candidaturas republicanas en las elecciones municipales de mayo de 
1891 y la amnistía decretada en junio, el viejo luchador hizo público otro 
manifiesto fechado en Bruselas en 1892, cuajado de halagos a los militares, 
donde reconocía su derrota y optaba por la acción legal, camino ya 
emprendido oficialmente por el Partido Posibilista de Castelar en 1886 y 
por el Partido Republicano Centralista de Salmerón en 1887. La adhesión 
de Ruiz Zorrilla al Pacto de Unión Republicana de 1893 fue una de sus 
últimas decisiones políticas, antes de retornar a España y presenciar, ya 
moribundo, la pírrica victoria del sector moderado y legalista de su partido 
en 1895. 

El nuevo éxito alcanzado por la recién creada Unión Republicana (que, a 
tenor de las manifestaciones de sus líderes, se constituía como algo más que 
una mera alianza electoral) [69] en las grandes ciudades tras los comicios 
parlamentarios de marzo de 1893 llenó de alarma al Gobierno, que impuso 
un retraso en las elecciones municipales, redujo las competencias de los 
concejales electos en favor de los alcaldes designados por Real Orden y 
aprovechó la suspensión de las garantías constitucionales en Barcelona tras 
el atentado anarquista del Liceo para destituir a un número considerable de 
ediles republicanos. La minoría parlamentaria de la Unión Republicana 
decidió abandonar el Congreso y activar un último movimiento sedicioso, 
que debiera haber liderado el general Juan Arolas y Esplugas en septiembre 
de 1893. Los republicanos esgrimieron los sucesos de Melilla de ese verano 
como pretexto para la suspensión definitiva de las intentonas. Los éxitos 
electorales de 1891 y 1893 no tuvieron continuidad. La incapacidad de la 


Unión Republicana para un triunfo legal o insurreccional aceleró su 
descomposición a partir de febrero de 1894. 

La gran novedad de estas últimas conspiraciones republicanas 
finiseculares fue la aparición en escena de Francisco Ferrer y Guardia, cuya 
propuesta insurreccional presentada en el Congreso Universal de 
Librepensadores celebrado en Madrid en octubre de 1892 tenía rasgos 
verdaderamente novedosos: la presencia de una vanguardia de 
revolucionarios profesionales, el uso de nuevas tácticas y técnicas violentas 
(huelga general o magnicidios con dinamita) y, sobre todo, la aspiración a la 
concertación de una alianza insurreccional con las incipientes 
organizaciones proletarias. A fines de siglo estaban naciendo otros modos 
de protesta política y, como cerebro organizador de esta nueva articulación 
subversiva, Ferrer iba a actuar como puente entre dos épocas. 

Andrés de Blas señala que la actividad conspirativa emprendida por Ruiz 
Zorrilla a partir de 1876 tuvo probablemente efectos nocivos para la causa 
del republicanismo español, obstaculizando el normal deslizamiento de la 
monarquía constitucional alfonsina hacia una plenitud liberal-democrática 
en la forma de monarquía parlamentaria [70] . Sin embargo, no cabe 
menospreciar su utilidad como instrumento de presión política. No resulta 
casual que el único ensayo insurreccional intentado durante los Gobiernos 
conservadores fuera la rebelión de Ferrándiz y Bellés en Santa Coloma en 
abril de 1884. Los demás intentos, de mucho mayor calado (los de agosto 
de 1883, noviembre de 1885 y septiembre de 1886), se realizaron en 
periodos del Gobierno de Sagasta. No es totalmente cierto, como aseguraba 
Natalio Rivas, que esa paradoja se pudiese explicar exclusivamente 
«recordando las antiguas luchas entre los dos políticos, que Zorrilla no 
había olvidado» [71] . El líder radical era plenamente consciente de que la 
confluencia de circunstancias favorables que había posibilitado la 
Revolución de 1868 resultaba difícilmente repetible, pero su presión «desde 
fuera» del sistema resultó eficaz para acelerar el proceso de confluencia de 
las fuerzas liberales que, a fines de la década de los ochenta, llevaron a la 
práctica gran parte del programa político concertado en Ostende en 1866. A 
través de la acción legislativa de 1887-1890, el Partido Liberal recuperó 
gran parte del contenido democrático de la Constitución de 1869, 
desgastando y agotando la casi totalidad de los programas políticos de los 
partidos republicanos, y favoreciendo el posibilismo en lugar de la 
confrontación con el régimen [72] . 


No cabe duda de que la violencia desplegada por el republicanismo afectó, 
de forma decisiva, a la dinámica política de la primera Restauración, pero la 
alternativa insurreccional fue cayendo en el olvido cuando se reveló más 
costosa que beneficiosa en el cálculo político de forzar una transformación 
democrática del régimen que contase con el republicanismo como una 
alternativa factible. Aunque los riesgos de una represión enérgica de la 
oposición política republicana fueron disminuyendo con el paso del tiempo, 
el coste del prolongado mantenimiento de esta estrategia rupturista fue 
someter al movimiento a fuertes tensiones internas, ya que las tentativas 
insurreccionales de Ruiz Zorrilla chocaron tanto con los ideales 
revolucionarios populares del federalismo como con el planteamiento legal 
y electoral de Salmerón y los institucionistas [73] . Con todo, la violencia 
facilitó una «especialización» de la «oferta» republicana que tuvo 
consecuencias decisivas en la definición de un «mercado» político más 
amplio para las reformas dentro del sistema monárquico aunque a medio 
plazo conllevó la amortización del republicanismo histórico como fuerza 
capaz de liderar una auténtica transformación democrática del sistema 
restauracionista. 

Los republicanos consideraban que el régimen restauracionista nunca 
emprendería la tan deseada modernización de las estructuras burocráticas, 
sociales, políticas o económicas y que, con ello, se enajenaba de forma 
irremisible el apoyo de las capas populares y de amplios sectores de clase 
media. Pero las distintas tendencias republicanas nunca se pusieron de 
acuerdo sobre el momento oportuno para emplear la táctica insurreccional o 
la lucha legal. Tampoco consiguieron conectar su propio proyecto 
revolucionario con las reivindicaciones y movimientos de protesta de 
grupos sociales amplios, si exceptuamos su instrumentación del malestar 
del Ejército, que posibilitó la aparición de la ARM. Porque la rebeldía 
zorrillista nunca tuvo móviles exclusivamente ideológicos, sino que 
entremezcló un cierto programa de cambio sociopolítico con 
reivindicaciones sectoriales de carácter puramente corporativo. En este 
segundo aspecto, el republicanismo insurreccional siempre estuvo dispuesto 
a pulsar la moral del Ejército, y a dar cobertura política al malestar 
profesional que periódicamente atenazaba a buena parte de sus 
componentes. Pero tampoco renunció a instrumentalizar el mito popular 
decimonónico del Ejército como instaurador o restaurador de la libertad 
que, al pretender derrocar a un régimen ilegítimo de origen, se transformaba 


en depositario de la voluntad nacional y de las aspiraciones democráticas, 
en cuya defensa coincidían civiles y militares. Esta imagen había sido muy 
útil en los prolegómenos de la «Gloriosa» y durante las conspiraciones 
republicanas de fines de siglo (en incluso en los años de crisis previos a la 
Segunda República) para unir a fuerzas políticas muy variopintas bajo el 
paraguas protector de una «plataforma mínima» de acción subversiva, 
controlada por una minoría de dirigentes civiles y militares. Ello permitió 
conjurar el riesgo de una aceleración revolucionaria de efectos 
imprevisibles, fruto de la intervención activa de las masas populares. Pero 
la estrategia del pronunciamiento militar con apoyo civil subsidiario, que 
permitió la conciliación de actitudes de cambio moderado con talantes 
mucho más radicales, sufriría importantes alteraciones a lo largo del primer 
tercio del siglo XX. 

El «interclasismo jerarquizado», que había posibilitado a lo largo del siglo 
XIX la supeditación de la revolución popular de las clases trabajadoras con 
el proyecto revolucionario democrático-burgués, se había roto 
irremisiblemente con la represión de la experiencia federal en el Sexenio. El 
recuerdo de los levantamientos federalistas impidió al republicanismo del 
último cuarto del siglo XIX dar el salto hacia actitudes políticas más 
avanzadas. La falta de sintonía y, en algunos casos, el temor al pueblo 
heredado del traumático año 1873 explican que las rebeliones zorrillistas 
tuviesen una impronta casi exclusivamente castrense desde los años 
ochenta, o que el republicanismo no lograse instrumentalizar el sordo 
sentimiento popular de descontento y de culpa brotado de la crisis 
finisecular. 

Como afirma Ángel Duarte, el binomio obrerismo-republicanismo dejó de 
existir cuando el proyecto canovista consiguió desanimar la participación 
electoral de las clases populares mediante los manejos caciquiles y la 
consolidación del sistema excluyente del turno. Los propios republicanos 
entraron en este juego, integrándose en su mayoría en la lucha 
parlamentaria y en las redes clientelares, mientras que sus viejos líderes 
sólo resucitaban la caduca retórica liberalrevolucionaria en las cada vez 
menos concurridas conmemoraciones de la Primera República [74] . Este 
fenómeno fue descrito muy gráficamente por Durán y Bas a Cánovas: «El 
club ha matado las barricadas» [75] . 

A lo largo de los conflictos subsiguientes, las masas trabajadoras iniciaron 
un proceso de toma de conciencia que les abrió a la realidad de la lucha de 


clases. El republicanismo mostró su incapacidad para liderar un proyecto 
interclasista de reforma democrática; su inoperancia para llevar adelante el 
golpe de Estado que acabara de forma abrupta con el régimen 
restauracionista, la opción legalista del republicanismo conservador de base 
mesocrática representado por Sagasta y Castelar a partir de los años ochenta 
y la creciente preferencia del movimiento obrero por los nuevos métodos de 
organización y de lucha del socialismo y el anarquismo muestran a las 
claras la incompetencia política y el inevitable aislamiento social de estos 
náufragos del Sexenio. 


La crisis de la vía insurreccional carlista (1877-1903) 


En el otro extremo del espectro político, tras el fracaso de su segundo gran 
levantamiento en febrero de 1876, el carlismo vio condicionada su lenta 
recuperación como movimiento de masas a la desarticulación interna 
motivada por el exilio masivo de sus combatientes y al replanteamiento 
estratégico del catolicismo político ante el triunfo liberal. Esta situación de 
declive se agravó por las defecciones que por ambos extremos sacudieron a 
la Comunión en los años ochenta —pidalistas e integristas—, sumiéndola en 
una inoperancia casi total. Cerrado el periodo «clásico» del carlismo con la 
derrota de 1876, su caracterización como la gran alternativa subversiva 
antiliberal fue evolucionando, por mor de la oligarquización progresiva del 
régimen canovista y del impulso revolucionario del republicanismo y del 
incipiente movimiento obrero, hasta su transformación en uno de los 
puntales de una alternativa de sociedad católica y ultraconservadora, que no 
hacía ascos al modelo económico capitalista. Pasó, en fin, de actuar 
violentamente en contra del sistema a hacerlo, de hecho, en favor de él [76] 


A pesar de la derrota, el carlismo conservó nominalmente más de 100.000 
hombres en sus filas y se afanó en mantener los empleos militares y la 
jerarquía castrense. Las autoridades francesas evaluaron en 15.000 el 
número de refugiados carlistas tras la guerra, de los que sólo 2.216 se 
acogieron al indulto personal de 1876, que exigía juramento previo de 
fidelidad a Alfonso XII [77] . El resto vagó por los distintos departamentos 
franceses durante años, ocupado eventualmente en tareas agrícolas y de 
obras públicas, o dedicado a la mendicidad y al robo, bajo el permanente 


acoso de las autoridades de uno y otro lado de la frontera. Pero, durante el 
último lustro de la década de los setenta, los refugiados mantuvieron viva la 
llama de la rebeldía: recibían con alborozo a los agentes del pretendiente, 
construían depósitos clandestinos de material de guerra, se implicaban en el 
contrabando de armas y levantaban eventualmente alguna partida, en 
sintonía muchas veces con los complots orquestados por el republicanismo. 
Fue entonces cuando se formaron comités conspirativos en París (sede de la 
Junta encargada por don Carlos de llevar los asuntos de la Comunión desde 
el final de la guerra), Burdeos, Bayona y Marsella, que no tuvieron ningún 
empacho en admitir a republicanos de toda clase y condición, siempre y 
cuando aceptasen participar en la realización de un movimiento 
antialfonsino. Unas instrucciones para la reorganización del partido, 
fechadas en Londres el 30 de marzo, establecían una serie de prioridades 
para la Junta de París: «No sólo estará en las facultades de la Junta, sino que 
esta tiene el deber de fomentar conflictos bajo mano; como promover 
movimientos republicanos avanzados a fin de acelerar los acontecimientos» 
[78] . 

El debate parlamentario en torno a la supresión del régimen foral en las 
Vascongadas acarreó un recrudecimiento temporal de la agitación. A fines 
de junio e inicios de octubre de 1876, circularon en las provincias 
septentrionales hojas sediciosas incitando a la revuelta popular con la 
promesa del restablecimiento de los fueros. El Ejército del Norte —una 
auténtica fuerza de ocupación de 12.000 a 15.000 hombres, acantonada de 
forma permanente en la región tras el final de la guerra— fue puesto en 
estado de alerta para dominar la previsible agitación, mientras que su 
comandante en jefe, el general Quesada, se entrevistaba a inicios de 1877 
con los diputados forales de Navarra para imponer la adopción de medidas 
preventivas. Como para los republicanos, el conocimiento del hinterland 
fronterizo resultaba esencial para el mantenimiento de la organización 
clandestina y la ejecución de todo tipo de actividades subversivas. En la 
frontera se recogían fondos, se reclutaban voluntarios, se almacenaban y 
contrabandeaban armas y se habilitaban refugios seguros en caso de 
persecución. La violación continua de la raya había sido un gesto habitual 
de los adictos carlistas desde la primera guerra civil, y su permeabilidad en 
uno y otro sentido fue motivo de constante preocupación para los Gobiernos 
español y francés hasta bien entrado el siglo XX [79] . 


A inicios de 1877, los carlistas ofrecieron su apoyo a los proyectos 
revolucionarios de los republicanos zorrillistas y cantonales, siempre que 
estos se comprometieran a garantizar los fueros. Incluso fijaron la fecha del 
levantamiento para el 3 de enero de 1877, poco antes de la primera boda de 
Alfonso XII. El Consejo carlista que tuvo lugar hacia el 18 de abril en París 
decidió esperar el desenlace de las tentativas republicanas para actuar por su 
cuenta, pero el 12 de mayo don Carlos tuvo la debilidad de insertar un 
oportunista mensaje al marqués de Valdespina, en el que ratificaba su 
voluntad de defensa de los fueros y alentaba el afán de resistencia de los 
vascongados. El manifiesto, publicado por la prensa francesa más 
conservadora, llevó a la expulsión fulminante del pretendiente, precipitando 
el fracaso de la conspiración carlista. Como iba a suceder en los años 
siguientes, la impaciencia de algunos exiliados se desgranó en la formación 
de bandas facciosas de vida tan incierta como su misma adscripción 
política. En el llamamiento a filas de 1878, la situación de rebeldía larvada 
en la zona vasconavarra se mantuvo de forma preocupante, pero don Carlos 
prefirió dejar la iniciativa a los zorrillistas, en una muestra de la permanente 
dialéctica conspirativa entablada en esa época entre el carlismo y el 
republicanismo. Frustrado el alzamiento de 1878, el pretendiente se dispuso 
a tomar la iniciativa del acoso al régimen alfonsino en colaboración con los 
republicanos radicales: trató de colocar un préstamo de cuatro millones de 
francos con destino a un movimiento que, bajo el mando militar de Joaquín 
Elío, contaba con ramificaciones en Zaragoza, Valencia, Bilbao, Teruel, 
Barcelona y Alicante. A tal fin, se habían comprado armas en Bélgica que 
fueron desembarcadas en Socoa, cerca de San Juan de Luz, donde fueron 
recibidas por el marqués de Valdespina, Bérriz y dos capitanes de la marina 
mercante para pasarlas a territorio vasconavarro. Estos nuevos movimientos 
sembraron la discordia entre algunos dirigentes de la Comunión, de un 
modo muy similar a las disensiones coetáneas suscitadas en el seno del 
republicanismo. En un mensaje fechado el 4 de mayo de 1879, notables 
como el marqués de Cerralbo y el barón de Sangarrén mostraron su 
oposición a la política de retraimiento y de conspiración tolerada por 
Cándido Nocedal y propusieron una acción política legal sobre la base de la 
unión de los católicos preconizada por León XIII. A fines de mayo, el 
pretendiente respondió a este conato de disidencia creando una Comisión 
para la reorganización del partido, compuesta por Nocedal, el conde de 
Orgaz, Gaspar Díaz de Lavandero, Vicente de la Hoz y Ceferino Suárez 


Bravo. La mayoría de esta Junta se oponía al retraimiento activo postulado 
por Nocedal, cuya táctica política semilegal identificaban con una tregua 
armada apenas encubierta. Desinteresado de forma creciente por la acción 
política, y harto de las disputas entre sus partidarios, el duque de Madrid 
destituyó a la Comisión el 6 de agosto de 1879, nombró a Nocedal dirigente 
máximo del partido y, a inicios de los años ochenta, apoyó su línea política, 
sustanciada en el impulso de una «cruzada de propaganda», la negativa a 
toda alianza con las fuerzas antidinásticas y la duda sistemática entre la 
aceptación de las reglas del juego constitucional y el mantenimiento de la 
subversión, fomentando conflictos bajo mano. A pesar de estas disensiones, 
las actividades de enrolamiento continuaron a toda marcha, sobre todo en 
localidades francesas como Bayona, Burdeos, Perpiñán, Toulouse, Poitiers, 
Chartres y París, donde existían comités carlistas y una gran masa de 
emigrados sin trabajo. Aun siendo evidentes los progresos en el 
reclutamiento realizado a ambos lados de la frontera, y las frecuentes 
relaciones con otros núcleos conspirativos, la firme vigilancia policial y la 
escasa disposición de don Carlos a la acción sumieron a la conjura carlista 
en una tensa espera que se hizo más insufrible con el paso de los meses, y 
degeneró en el consabido rosario de bandas incontroladas y descoordinadas 
tan característico de este tipo de movimientos de rebeldía. 

«Echarse al monte» fue siempre una tentación constante para la militancia 
tradicionalista, en especial, su juventud, subyugada por el talante romántico 
y evocador de este tipo de bandas armadas, cuyo origen se pierde en las 
brumas de la mitología guerrera del carlismo montaraz: un grupo de amigos 
se constituía en asociación informal, comprometiéndose a operar juntos, y a 
repartir las ganancias y pérdidas anejas a las incursiones militares; una 
actividad combativa que se encontraba, en la mayoría de los casos, a mitad 
de camino entre la lucha irregular en campo abierto y el bandolerismo, y 
que podía resumirse en el apelativo denigratorio oficial de «partida 
latrofacciosa». El modelo de sociabilidad que se tomaba como fundamento 
de estas bandas armadas no era ya la penya levantina o la cofradía piadosa 
andaluza (centros formalizados para «hombres sin casa», reunidos 
voluntariamente por afinidades y con reglas de actuación fijas) [80] , sino la 
banda o la cuadrilla vasconavarra; un típico ente asociativo informal de 
vínculos laxos y coyunturales, que preservaba el individualismo y la 
independencia propios de la vida en un hábitat rural disperso, donde el trato 
con los vecinos prácticamente se reducía a los mercados comarcales 


relacionados con festividades religiosas. Fundamentada en una identidad 
local y generacional, la cuadrilla estimulaba la solidaridad comunitaria y 
ofrecía circuitos alternativos para la información y la comunicación [81] . 
El papel del cura párroco como polo de atracción y fuente de noticias en un 
ámbito campesino mal comunicado resultó vital para el mantenimiento de 
los lazos comunitarios. En consecuencia, el clero gozó de una influencia 
política e ideológica difícil de contestar en un sistema rural autosuficiente 
que reaccionaba con hostilidad a toda tentativa de modernización. Así 
puede constatarse al menos en las guerras civiles del siglo XIX y, de forma 
más sorprendente por lo anacrónica, aún en los años treinta del siglo XX. 

El fenómeno de la partida a campo abierto, heredera directa de la guerrilla 
y del pronunciamiento como arquetipos revolucionarios  -—y 
contrarrevolucionarios— del siglo XIX, era concebida como un fenómeno 
central impulsor de la insurrección, como paso necesario para la 
reorganización militar y política y administrativa del carlismo. Sin 
embargo, la gradual pérdida de sostén social y la virtual ausencia de apoyo 
militar la fue transformando en un residuo insurreccional de casi nula 
capacidad de decisión, cuya simple presencia resultaba nociva en la senda 
legalista que se proponía tomar el partido. Además de ser el preludio 
prematuro, degenerado y anacrónico de intentos insurreccionales fallidos, 
las partidas carlistas levantadas durante la Restauración aparecen como 
catalizadoras de las secuelas sociales y políticas (bandidaje, clandestinidad 
o emigración) que trae aparejado todo conflicto civil prolongado. Debido a 
su progresivo desarraigo de las estructuras políticas y comunitarias de las 
que se nutría durante las grandes conflagraciones de la pasada centuria, la 
guerrilla degeneró fácilmente en las tortuosas circunstancias de la posguerra 
y la emigración política, en manifestaciones de delincuencia común como 
las partidas, nutridas por desertores, vagabundos, exiliados y delincuentes 
comunes que se dedicaban al pillaje, el robo a mano armada, el secuestro o 
el contrabando fronterizo y que utilizaban indistintamente la cobertura 
pseudopolítica del carlismo o el republicanismo. 

Como fenómeno residual y delictivo, la partida era una respuesta 
desesperada contra el aislamiento político, pero también contra la 
marginalidad social: en muchos casos, se ingresaba en ella para huir del 
servicio militar o por una soldada que aliviase los largos periodos de paro 
estacional; de ahí que, en ocasiones, las partidas fueran también el reflejo, 
espontáneo y poco articulado, de luchas populares como la rebeldía contra 


las quintas o la protesta contra el deterioro de la situación económica. Pero, 
en otros casos, no se ingresaba en las bandas por voluntad de protesta 
social, sino por mercenarismo, afán delictivo, especulativo (participación en 
jugadas bursátiles) o para burlar la persecución del Estado por pequeños o 
grandes delitos. La persistencia de este fenómeno dependía de la resolución 
de los problemas políticos y sociales planteados, pero también de la 
adopción de medidas paliativas de la situación personal de los exiliados, 
como las amnistías e indultos que podían otorgar el Gobierno y la Corona. 

El carlismo siempre evidenció una notable flexibilidad a la hora de 
adoptar y adaptar nuevos repertorios de confrontación, e incluso hacerlos 
convivir con fortuna diversa en el seno de estrategias políticas no 
estrictamente violentas. Sin embargo, la progresiva construcción de una 
cultura política beligerante y victimista, tan deudora de las hazañas 
militares de un pasado glorioso, condujo a que, en ocasiones, los repertorios 
violentos se acabasen fijando en arquetipos casi inmutables cuya 
preservación legitimaba la ejecutoria del propio movimiento, que 
difícilmente pudo prescindir de ellos a pesar de constatar su creciente 
ineficacia y su falta de adaptación a la realidad social y política del país. 
Pero, a pesar de ello, no cabe duda de que precisamente esa cultura política 
militarizada obligó a preservar un principio de disciplina que facilitó la 
supervivencia del carlismo tras las escisiones sucesivas de cabreristas, 
pidalistas, integristas y mellistas. Además, si bien el carlismo no inventó 
casi nada en lo referente a la violencia, sí introdujo y perfeccionó algunas 
de las más innovadoras técnicas de confrontación que se han podido 
experimentar en España en los últimos dos siglos; de modo que en la 
historia del carlismo se podrían compendiar casi todas las tácticas de 
violencia política utilizadas en nuestro país a lo largo de la época 
contemporánea. 

El 9 de octubre de 1885 don Carlos decidió dirigir personalmente la 
organización carlista intentando por todos los medios promover el 
desarrollo de una estructura militar eficaz en previsión del fallecimiento de 
Alfonso XII. El pretendiente prefirió mantenerse a la expectativa, 
afirmando públicamente que, mientras su sobrino estuviese en el trono, no 
haría nada, pero, si era derribado para dejar paso a un régimen republicano, 
llamaría a los carlistas a las armas y recomenzaría la guerra civil, para lo 
que aseguraba disponer de 100.000 fusiles, numerosos cañones y un tesoro 
de guerra valorado en un millón de pesetas [82] . Tras la muerte del rey el 


25 de noviembre de 1885, la actividad republicana se relanzó hasta el punto 
de que el prudente Castelar llegó a afirmar que sólo la República podía 
garantizar el orden y la estabilidad de la nación. Mientras el Gobierno 
Cánovas declaraba el estado de guerra en todo el país, los carlistas 
organizaron su cuartel general en Perpiñán, y aceleraron los preparativos 
militares en las provincias vascas, Navarra, Cataluña y Valencia. A fines de 
1885, el jefe de los realistas intransigentes franceses, el conde Maurice 
d'Andigné, recibió a un enviado de don Carlos con el fin de organizar 
etapas y depósitos de armas en los chateaux de los Pirineos [83] . Pero el 
pretendiente se resistía a abandonar la comodidad de su exilio en Venecia y 
—al parecer por indicaciones del papa León XIII inspiradas desde Madrid— 
optó por mantenerse a la espera del golpe republicano, contentándose con 
redactar un nuevo manifiesto donde aseguraba que, «sólo exigiéndolo las 
circunstancias, ordenaré a los míos que se levanten para una nueva guerra 
civil» [84] . En la dramática expectativa de una larga regencia, la actitud de 
la jerarquía católica resultó fundamental: a mediados de diciembre de 1885, 
una reunión de prelados convocados por el nuncio Rampolla a los funerales 
por el rey hizo público un documento donde se acataban las doctrinas y en- 
señanzas del sumo pontífice, haciendo referencia a la encíclica Immortale 
Dei y señalando que «la Religión y la política son, sin embargo, cosas muy 
distintas y que jamás deben confundirse; y que, salva la unidad en la Fe y 
en los principios católicos, puede con toda licitud sostenerse controversia». 
Esta defensa apenas velada de la actuación de la Unión Católica en el seno 
del régimen liberal representó un duro golpe para el carlismo nocedaliano 
[85] . Los servicios rendidos por la Iglesia exculpando al régimen 
restauracionista y desautorizando al carlismo como opción política 
exclusiva de los católicos llenaron de satisfacción y alivio al recién 
constituido Gabinete Sagasta. A pesar de todo, en el entorno político del 
pretendiente se produjeron tanteos respecto a la oportunidad de una posible 
acción armada; eventualidad que, por unos meses, llenó de esperanzas a las 
bases carlistas. Con la intención de aparecer como salvador del orden social 
amenazado por los republicanos, el duque de Madrid encomendó al 
marqués de Valdespina, jefe del carlismo vasco, la reorganización del car- 
lismo combatiente por regiones, a imitación de la división estatal en 
distritos militares. El pretendiente designaría a responsables en cada 
provincia, con el objeto de sondear las posibilidades morales y los recursos 
materiales para un levantamiento. En sintonía con esta remilitarización del 


partido, que recuerda sobremanera la abordada en 1869-1872, don Carlos 
comenzó a acopiar fondos para la futura campaña, y a preparar el viaje a la 
frontera en compañía de su hermano Alfonso Carlos. También dio orden de 
retirada a la minoría carlista en el Parlamento y permitió el desarrollo de un 
activo contrabando de guerra por los Pirineos, que trató de ser controlado de 
consuno por las autoridades españolas y francesas. 

La noticia del próximo parto de la reina disparó las especulaciones en las 
cancillerías europeas y en los salones de la alta sociedad, sobre un posible 
levantamiento republicano. Mientras tanto, desde los púlpitos y en las 
escuelas del país vasconavarro se llamaba a la rebelión si, como en 1833, el 
trono recaía en una hembra menor de edad. Pero muchos sinceros 
partidarios de la dinastía reinante deseaban que la regente diese a luz a una 
niña, ya que ello supondría conjurar el riesgo de que la Corona recayera en 
un varón de salud tan quebradiza como la de su padre, y asegurar que la 
Regencia durara sólo cinco años (el tiempo en que la princesa de Asturias, 
María de las Mercedes, alcanzaría la edad para reinar), pasados los cuales 
podría considerarse un eventual matrimonio de la heredera de Alfonso XII 
con el hijo de don Carlos. Con todo, los observadores diplomáticos no 
pensaban que el pretendiente dejara pasar esta posibilidad de asaltar por las 
armas un trono tan debilitado. El nacimiento de un heredero varón, las 
tensiones internas en el seno del carlismo y las maniobras de alta política 
patrocinadas por la jerarquía católica frustraron estos conatos subversivos, 
que sólo se manifestaron en forma de un manifiesto de protesta del 
pretendiente y de una sorda agitación en Cataluña [86] . El ciclo de 
prosperidad económica de 1876 a 1886 —la febre d'or sobrevenida por los 
beneficiosos efectos de una política económica librecambista moderada— 
había coadyuvado decisivamente a la estabilidad del régimen monárquico, 
gracias a la mayor tranquilidad material de que disfrutaban los grupos 
dominantes de la periferia y el interior. Una tendencia hacia la 
consolidación del «pacto político» de la Restauración y la articulación del 
Estado nacional que se vería confirmada con el viraje proteccionista 
sustanciado en el «arancel del hambre» de diciembre de 1891 [87]. 

Descorazonado tras la derrota de Villacampa, y viendo desvanecidas las 
esperanzas de una solución negociada al pleito dinástico —con toda 
seguridad, una de las razones para entender la prudencia del carlismo en 
esos años—, el pretendiente se sumió de nuevo en la melancolía política e 
inició, en marzo de 1887, un largo viaje por América, antes del cual 


reorganizó el partido en sentido casi castrense, otorgando a militares 
retirados de su entera confianza el mando de cuatro circunscripciones: León 
Martínez Fortún (León, Asturias y Galicia), Francisco Cavero (Aragón, 
Cataluña y Castilla la Nueva), Juan María Maestre (Andalucía y 
Extremadura) y el marqués de Valdespina (País Vasco, Navarra y Castilla la 
Vieja) [88] . La agitación se mantuvo en estado latente a ambos lados de la 
frontera, pero el régimen restauracionista había logrado salir airoso de la 
grave crisis dinástica de 1885-1886 gracias al favor de las potencias 
europeas y al decidido apoyo de la Iglesia y el Ejército. Consciente de este 
reforzamiento indirecto de la legitimidad del régimen liberal, el marqués de 
Cerralbo, antiguo miembro de la Juventud Católica de Madrid y jefe 
delegado de la Comunión desde 1890 a 1899, se dispuso a dirigir al partido 
carlista hacia posiciones más moderadas y respetuosas con la autoridad de 
la Iglesia que las que había mostrado el intransigente Nocedal. En ese 
sentido, no descartaba un acercamiento a la Unión Católica, aunque 
consideraba que esta asociación escondía un fin político perjudicial para el 
carlismo. Cerralbo abogó también por la intensificación de la actividad 
parlamentaria, aprovechando las oportunidades que el establecimiento del 
sufragio universal brindaba a una formación política que mantenía un 
liderazgo difícilmente recusable y un incontestado arrastre popular. 
Mantuvo y perfeccionó la organización militarizada de 1887 y multiplicó 
las tareas de propaganda y organización, reflejo de las cuales fue la creación 
en Cataluña de círculos juveniles que actuaron como embrión del futuro 
Requeté [89]. 

El deterioro de la situación en Cuba con el «Grito de Baire» del 24 de 
febrero de 1895 brindó al carlismo su segunda gran oportunidad 
insurreccional. Casualmente, El Correo Español, órgano oficial de la 
Comunión, se jactaba cuatro días antes de esta fecha de contar con más de 
100.000 combatientes dispuestos a todo. Las declaraciones públicas del 
marqués de Cerralbo, donde afirmaba que «es tal la fuerza de la 
organización que con una sencilla orden suya [de don Carlos] se lanzarían a 
pelear en el campo bastantes miles de hombres», no contribuyeron 
precisamente al sosiego gubernamental y público [90] . Tampoco lo 
fomentaron las constantes noticias que hablaban de agitación en las zonas 
fronterizas, la reproducción en la prensa liberal de títulos de un empréstito 
carlista emitido en 1873 pero que parecía conservar toda su validez o la 
difusión de obras como la Guerra de Guerrillas de Moore y el Manual del 


voluntario carlista de Reynaldo Brea, que eran profusa e inquietantemente 
anunciadas e insertadas en las publicaciones de la Comunión [91] . A fines 
de abril, la prensa carlista de Barcelona no tuvo reparos en comentar de 
forma provocativa que «ya se sabe lo que las juntas carlistas son en todas 
partes: LOS CUADROS DE LOS FUTUROS BATALLONES, o de las 
futuras compañías; porque esta organización de exterioridades meramente 
electorales y políticas, no es en el fondo sino LA ETERNA 
ORGANIZACIÓN MILITAR DEL CARLISMO...» [92] . 

Los años 1895 a 1897 fueron los culminantes del «carlismo nuevo» que 
impulsó la transformación del partido en una moderna organización de 
masas. Pero al remozamiento organizativo patrocinado por Cerralbo no 
sucedió una renovación paralela del aparato ideológico o militar, 
precisamente cuando la fase definitiva de la crisis cubana acercaba de 
nuevo la miel de la insurrección a los labios de los dirigentes carlistas. El 3 
de septiembre de 1896, don Carlos anunció la retirada de su minoría de las 
labores parlamentarias, lo que fue considerado por la prensa liberal como el 
paso previo a un movimiento armado y, por la carlista, como la evidencia de 
que el conflicto colonial acabaría para siempre con el régimen canovista y 
traería la «dinastía legítima» sin necesidad de un levantamiento [93] . A 
fines de año, mientras la prensa carlista aireaba los rumores de conspiración 
y advertía sobre la circulación de órdenes falsas que trataban de lanzar a los 
«leales» a una «raquítica aventura» [94] , don Carlos convocó a los 
integrantes de la plana mayor de la Comunión para intervenir en unas 
sesiones de debate ideológico en el palacio veneciano de Loredán. El Acta 
del Loredán fue presentada por la jerarquía carlista como el principal 
documento programático de una alternativa política al declinante sistema 
restauracionista. Aunque recogía algunas innovaciones introducidas por la 
doctrina social de la Iglesia, el texto, redactado en su mayor parte por Juan 
Vázquez de Mella, seguía manteniendo como dogma fundamental la 
monarquía de corte tradicional, con el rey como primer magistrado de la 
nación y primer soldado de la patria. El Ejército era un punto de interés 
especial para el pretendiente: propugnaba su mejora radical y el bienestar de 
sus componentes como garantías para el mantenimiento de la unidad 
nacional amenazada y para la iniciación de «gloriosas empresas» 
encabezadas por «un Rey soldado y español» [95] . Esa opción militarista, 
que sería recuperada por los alfonsinos en la Segunda República, cobró 
forma en 1897 cuando, ante las crecientes dificultades por las que 


atravesaba el régimen canovista, los responsables del carlismo decidieron 
oficialmente la reiniciación de los proyectos de conspiración. Don Carlos 
descartaba una insurrección en plena guerra de Cuba y, al referirse al 
Ejército, señalaba que «ni yo ni los carlistas, españoles por excelencia, 
suscitaremos nunca obstáculos a sus triunfos, que son los de la patria». 
Parece ser que en las sesiones del Loredán se resolvió también la 
continuación preferente de la acción legal, de ahí la desautorización oficial 
de los levantamientos de fin de siglo. Matías Barrio y Mier desmintió los 
rumores sobre la agitación carlista, la formación de juntas de guerra y el 
reparto de despachos militares. Del mismo modo, desautorizó a aquellos 
que intentaran comprometer o alterar el orden público invocando la causa 
del pretendiente [96] . Estos desmentidos tan poco convincentes se 
entremezclaban con proclamas abiertamente insurreccionales, que no 
hacían sino aumentar aún más la tensión interna del carlismo, la 
desconfianza hacia la verdadera actitud del pretendiente y el desánimo ante 
las crecientes medidas preventivas adoptadas por las autoridades. En ese 
contexto explosivo, no es de extrañar que la dirección del partido hiciera 
constantes llamamientos a la prudencia. Figuras de prestigio, como Manuel 
Polo y Peyrolón, opinaban que el carlismo no debía imitar a Sansón murien- 
do con los filisteos —obviamente, los liberales— en un levantamiento que 
terminase por llevar la revolución y la anarquía a España [97] . 

Ante tales manifestaciones, el Gobierno conservador no se mantuvo 
ocioso: como complemento de las amplias medidas disuasivas adoptadas 
por el Gabinete Azcárraga tras el asesinato de Cánovas, a fines de 
septiembre de 1897 se anunció la realización de maniobras militares en el 
País Vasco y Navarra; una decisión habitual en caso de agitación en la zona 
norteña, que el propio Azaña reproduciría en el verano de 1931 con motivo 
de ciertos rumores de movilización armada carlista-nacionalista, y que el 
Gobierno Calvo-Sotelo reeditaría medio siglo después, tras la intentona 
golpista del 23-F, con el anuncio a fines de marzo de 1981 de un 
espectacular despliegue policial-militar en la frontera francoespañola. 

A pesar de sus proclamas, las verdaderas expectativas de la jerarquía 
carlista no parecían apuntar hacia una insurrección popular basada en el 
levantamiento de partidas y guerrillas hasta la vertebración de un Ejército 
regular, según las enseñanzas de su añeja tradición guerracivilista. Hasta 
1897, se creyó que la revolución estaba a la vuelta de la esquina, pero ni el 
régimen de la Restauración había mostrado síntomas de especial debilidad 


ni el republicanismo se había revelado como un eficaz gestor de la 
subversión. En esta tesitura, y constatada la endeblez de la trama 
insurreccional carlista, la baza más adecuada parecía ser la del golpe militar 
o el pronunciamiento clásico iniciado por un general de prestigio. El 
cambio de actitud del carlismo hacia las Fuerzas Armadas resultó harto 
significativo: tras la derrota de 1876, los carlistas habían reclamado 
economías en los gastos militares, pero a inicios de los años noventa, 
cuando desde el Ejército se vertían las primeras críticas al sistema político, 
Carlos VII y Vázquez de Mella comenzaron a percibirlo como «el aliado de 
mañana» y, cinco años más tarde, reclamaban un aumento en el presupuesto 
militar y un papel de honor para el Ejército en la sociedad española [98] . 
Entre los generales que en ese momento figuraban en el candelero de las 
intrigas políticas, Camilo García de Polavieja estaba siendo sondeado por 
los integristas, por los republicanos y por algunos sectores catalanistas, 
mientras que Valeriano Weyler, aureolado por una fama de energía rayana 
en la ferocidad, comenzaba a ser cortejado desde diferentes ámbitos 
políticos tras su controvertido cese como capitán general de Cuba en 
octubre de 1897. Fue entonces cuando los carlistas pensaron instrumentar 
su prestigio de duro militar para integrarlo en una conspiración contra la 
Regencia. El día 26, Vázquez de Mella publicaba en £l Correo Español, del 
que era director, su artículo laudatorio «¡Viva Weyler!», que tuvo una 
enorme resonancia. Los carlistas, viejos adversarios del duque de Rubi, 
creyeron ver en él a su Martínez Campos más que a un segundo 
Zumalacárregui dispuesto a acaudillar a sus huestes en una larga campaña. 
Quizá sin proponérselo, el general echó agua en el molino de la oposición 
tradicionalista cuando utilizó argumentos similares a los del «Manifiesto- 
protesta» de la minoría parlamentaria carlista para criticar la autonomía 
política y arancelaria de las Antillas, y solicitar la ampliación de ese 
supuesto estatuto de privilegio a Cataluña, Galicia y Baleares. Por estas y 
otras razones, la prensa carlista le manifestaba su admiración sin reservas, 
mientras que la liberal se situaba entre la hostilidad y la perplejidad sobre 
los tortuosos caminos que el general parecía tentado a seguir. Tras su 
polémico mando en Cuba, Weyler desembarcó en La Coruña, y la campaña 
sobre su persona arreció. El marqués de Cerralbo fue uno de los primeros 
en cumplimentarlo a su llegada a Madrid el 12 de diciembre, mientras que 
en la calle romeristas, carlistas y republicanos progresistas lanzaban 
insistentes gritos de «¡a caballo, mi general!». Quizá el punto álgido de la 


tensión militar fuera la protesta escrita de Weyler a la regente María 
Cristina por la falta de apoyo gubernamental a la lucha en Cuba, que 
coincidió con nuevos rumores que situaban al general a la cabeza de un 
levantamiento que estallaría antes de las Navidades o durante la primavera 
[99] . Esta actitud animó aún más a los carlistas, que trataban de desmarcar 
por todos los medios al duque de Rubí del régimen liberal. Por fin, tras una 
serie de contactos con Cerralbo y el jefe carlista balear Felipe Villalonga, 
Weyler aceptó mantener una entrevista secreta con el duque de Madrid a 
bordo del yate del jacobita inglés lord Ashburnham, anclado en las 
cercanías de Mallorca. Aunque el general conocía la voluntad conspirativa 
de la dirección tradicionalista y no advirtió al Gobierno de estos planes, 
mantenía, a pesar de su carácter autoritario, unas ideas políticas muy 
distantes de las de don Carlos. 

En noviembre de 1897, había culminado la «militarización» de los 
principales mandos carlistas en el interior: la organización de Madrid fue 
encomendada al «general» Romualdo Cesáreo Sanz, Cataluña al antiguo 
guerrillero Rafael Tristany y Valencia y Aragón a los «generales» Alejandro 
Reyero y Francisco Cavero, respectivamente. El servicio policial francés 
informaba alarmado que los carlistas habían acopiado un volumen de 
armamento suficiente como para poner a 10.000 hombres en pie de guerra 
y, para confirmar este aserto, señalaba que un periódico afín de Madrid 
(muy probablemente, El Correo Español ) obsequiaba a sus abonados con 
un anuario donde figuraban los oficiales designados del «Ejército Real». A 
inicios de 1898, en el entorno de don Carlos pareció tomar forma la idea de 
una insurrección carlista con apoyo militar. El 2 de abril, tras los rumores de 
contactos con Estados Unidos sobre la venta de Cuba y la solicitud española 
de arbitraje tras la explosión del USS Maine, el pretendiente hizo una seria 
advertencia pública: «Los gobiernos de Madrid pueden hacer inevitable y 
hasta inminente un llamamiento a la lucha armada, si continúan dejando 
arrastrar por el lodo la bandera española» [100] . En realidad, no parece que 
don Carlos desease iniciar un levantamiento de forma inmediata, sino 
presionar al Gobierno Sagasta para que mostrase una mayor firmeza en los 
asuntos de Cuba. En esta línea de continuas amenazas, El Correo Español, 
con la mayoría de la prensa adicta, publicó el 13 de abril de 1898 un 
inquietante manifiesto-carta de don Carlos a Vázquez de Mella en el que 
reputaba como «inevitable y hasta inminente» un levantamiento con apoyo 
del Ejército en caso de pérdida deshonrosa de las colonias. La polémica fue 


impresionante: el órgano oficial carlista fue recogido por la autoridad 
gubernativa, y varias publicaciones afines fueron prohibidas por el 
Gobierno Sagasta. Dos meses más tarde, coincidiendo con rumores 
insistentes de abdicación de la reina regente, don Carlos afirmó a El 
Imparcial que su actitud pasiva duraría mientras persistiese la guerra: 
«Cuando suene la hora de la gran liquidación, entonces tomaré el desquite 
de mi actual silencio, no sólo con palabras, sino con actos». Plegándose 
quizás a una sugerencia vaticana, que en esos momentos trataba de mediar 
entre España y Estados Unidos, don Carlos ordenó detener temporalmente 
las actividades conspirativas hasta la finalización del conflicto [101]. 

Mientras se consumaba la derrota colonial, las jerarquías carlistas no 
pudieron refrenar sus optimistas sueños de triunfo inmediato. Los viajes y 
reuniones de los dirigentes se multiplicaron, al tiempo que se reprodujeron 
los rumores de agitación y de levantamiento de partidas. El día 13 de 
agosto, víspera de la entrada de las fuerzas norteamericanas en Manila, se 
suspendieron las garantías constitucionales y el Ejército reanudó sus 
consabidos paseos militares por el Maestrazgo, Navarra, Álava, Guipúzcoa 
y Vizcaya. Ante los rumores que señalaban a don Jaime aproximándose a la 
frontera pirenaica en compañía de Tirso Olazábal (el jefe carlista 
guipuzcoano que había organizado desde Francia una compleja red de 
contrabando de armas con el apoyo económico de lord Ashburnham), el 
Ministerio de la Gobernación emitió el 2 de diciembre una circular a los 
gobernadores civiles, ordenándoles que, en el instante de recibir noticias 
alarmantes sobre agitación armada, detuvieran a los componentes de las 
juntas carlistas y los pusieran a disposición de la autoridad militar [102] . 

La firma del Tratado de París a fines de año fue el definitivo aldabonazo 
para los carlistas, persuadidos de encontrarse ante una oportunidad 
irrepetible para intentar derrocar a la Regencia. Desde tiempo atrás, 
probablemente desde agosto anterior, actuaba en Madrid una Junta de 
conspiración dirigida por Cerralbo y compuesta por Vázquez de Mella, el 
conde de Casasola y los generales Gutiérrez Solana, el marqués de 
Valdecerrato, Romualdo Cesáreo Sanz Escartín, Álvaro Maldonado y 
Manuel Rodríguez Maíllo. Se formaron filiales de la misma en provincias 
como Barcelona y Tarragona, donde las juntas y círculos carlistas 
constituyeron con más rapidez que destreza comités de propaganda, 
información y otros destinados a la organización civil y militar de la futura 
Administración [103] . El fin de la Guerra de Cuba, con su correlato de 


desprestigio del régimen; la zozobra socioeconómica de la posguerra los 
problemas de la repatriación y las dificultades financieras y de 
abastecimiento impulsaron a Sagasta a convocar a Cortes en febrero de 
1899, a fin de saber si las minorías que se habían retirado del Parlamento 
(carlistas, republicanos y romeristas) estaban dispuestas a proseguir la 
actividad legal. Mientras que Ramón Nocedal, jefe de los integristas, 
expresaba públicamente su renuncia a cualquier actitud rupturista [104] , el 
8 de febrero don Carlos daba órdenes explícitas de abstención en la lucha 
parlamentaria, y el 21 de febrero escribía desde Venecia una carta a la 
Juventud Carlista en la que hablaba de la necesidad de mirar hacia atrás 
para «inspirarse en los héroes de nuestra historia» [105] . Menos de dos 
semanas después caía el Gobierno liberal-fusionista. Las contradictorias 
especulaciones periodísticas sobre la inminencia de una sublevación, que 
estallaría con el licenciamiento de las tropas o tras el desembarco de los 
repatriados, volvieron a dispararse. Sin embargo, la ocasión adecuada para 
un levantamiento parecía esfumarse, después de que el carlismo dejara 
pasar tantas situaciones propicias: la enfermedad y muerte de Alfonso XII, 
el nacimiento de Alfonso XI!Il, el enfrentamiento de Weyler con la 
Regencia, la Paz de París y la repatriación de los Voluntarios. El 9 de marzo 
el secretario de don Carlos, el conde de Melgar, comunicaba a Cerralbo la 
autorización para la distribución de los fondos destinados al alzamiento, 
aunque especificó que no se debía intentar un levantamiento sin la previa 
aquiescencia del pretendiente [106]. 

La agitación se incrementó tras las elecciones generales de abril de 1899. 
En contrapartida a los rumores que circularon el día 9 sobre órdenes del 
Ministerio de la Guerra para el movimiento de fuerzas de diferentes 
guarniciones y de conferencias de los jefes del Cuerpo de Ejército en 
prevención de movimientos carlistas [107] , llegaron noticias sobre la 
formación de una partida en Morella y la localización de un nuevo e 
importante depósito de armas en Sardañola a fines de mes [108] . En 
Cataluña, la inquietud ganaba Tarragona, el litoral entre Barcelona y Rosas, 
el Vallés (Granollers y Gerona) y la frontera (Olot, Camprodón, Puigcerda y 
Seo de Urgel). La actividad carlista encaminada a la sublevación era más 
que evidente, y las sospechas resultaban tanto más fundadas por cuanto se 
advertía que personalidades como Vázquez de Mella perseveraban en su 
labor propagandística en defensa del Ejército y en contra del orden liberal. 


Después de haber comenzado sus trabajos clandestinos en la primavera de 
1899, la Junta de conspiración organizada por Cerralbo en Madrid ultimó, a 
inicios de septiembre, el plan de ejecución de un movimiento armado que 
debía efectuarse en la segunda quincena del mes. El movimiento estallaría 
en Guipúzcoa con la excusa de los frecuentes altercados entre católicos y 
republicanos por la exhibición del Corazón de Jesús. Acto seguido, se 
levantarían partidas para cortar las comunicaciones en Segovia, Burgos y 
Valladolid, y se tomarían las armas y uniformes de la Guardia Civil. En la 
región vasconavarra, dirigida por el general Junquera, se contaba con los 
generales Isasi en Vizcaya y Solana en Álava, con un teniente coronel de 
artillería en Guipúzcoa y con un coronel de caballería en Navarra. La 
agitación en la frontera correría a cargo de Tirso Olazábal, sus hijos, su 
yerno y el conde de Rodezno, quienes, junto con Cerralbo, obtuvieron algún 
apoyo de los legitimistas galos. En Valencia y el Maestrazgo estaban 
comprometidos otros oficiales del Ejército, además de algunos marinos. La 
conjura en Aragón estaba al mando del barón de Sangarrén y, en Cataluña, 
la organización insurreccional estaba presidida por don Jaime (general en 
jefe), José B. Moore (jefe del Estado Mayor), Guillermo Moore 
(comandante general de Lérida), Juan Baró (vecino de Mollerusa y coman- 
dante general de Tarragona), Manuel Socas (natural de Calella, comandante 
general de Gerona y general en jefe de la División de Barcelona y Gerona), 
Matías Ripoll (comandante general de Barcelona) y Francisco Cavero 
(general en jefe de la División de Lérida y Tarragona). 

Siguiendo los dictados de la Junta de Madrid, Moore impuso su autoridad 
sobre las juntas civiles carlistas, adquirió 3.450 fusiles Remington y 
militarizó toda la organización del partido, instituyendo la tesorería como 
organismo castrense y responsabilizando de ella a José de España, con el 
rango de oficial general del Ejército carlista. Según el Reglamento 
Orgánico del Ejército Real de Cataluña, publicado en Perpiñán en 
septiembre de 1899, las cuatro provincias fueron asimiladas a distritos 
militares, organizados por jefes de brigada y subdivididos en cuatro zonas 
según el cálculo probable de voluntarios. En concreto, las fuerzas de 
Infantería serían organizadas en brigadas de cuatro batallones de 896 plazas 
cada uno, y se procedería a la organización progresiva del resto de las armas 
sin olvidar, por supuesto, el clero castrense. Los sueldos y gratificaciones en 
campaña oscilaban entre las 2.500 pesetas asignadas al capitán general y las 
2 pesetas que debían percibir los cabos. Manresa era considerada el centro 


estratégico de operaciones del Ejército Real en el principado. Influido muy 
probablemente por la deriva anárquica y delincuencial de los anteriores 
conflictos civiles, Moore fue especialmente cuidadoso a la hora de regular 
las futuras operaciones militares: 


Se prohíbe en absoluto la formación de las llamadas «partidas». Cualquiera que se levantara con 
armas y reuniera un número más o menos de gente armada debe presentarse en seguida al Jefe de 
la zona a que pertenezca para que inmediatamente ingresen en el batallón que corresponde [109] . 


Estaba previsto que don Carlos no saliese de Venecia hasta después de 
iniciado el movimiento, tras de cuyo triunfo el «general» Cesáreo Sanz 
Escartín asumiría el Ministerio de la Guerra [110] . En realidad, aunque el 
pretendiente mostraba cierto interés por los preparativos realizados en 
Valencia y el Maestrazgo, no parecía subyugado por la idea de encabezar 
una nueva insurrección y delegaba las más de las veces su representación en 
su hijo don Jaime [111]. 

Advertido de la amplitud de la conjura, el Gabinete conservador acentuó 
su vigilancia: se constituyó una sección especial de Policía destinada a 
vigilar todos los movimientos de dirigentes como don Carlos, don Jaime, 
Cavero, Ortiz de Zárate, Costa, Calvé, Moore, Bravo del Barrio, González 
de Granda, Viladrick, etc. También se incrementaron los efectivos de las 
guarniciones en el norte, Aragón y Cataluña, y se redoblaron los paseos 
militares de intimidación. 

El 12 de septiembre, ante el recrudecimiento de la agitación bizkaitarra, se 
suspendieron las garantías constitucionales en Vizcaya, cuyas guarniciones 
fueron reforzadas con unidades procedentes de Santander, Vitoria y 
Logroño. De nuevo se desautorizaron folletos y hubo recogidas y 
suspensiones de la prensa carlista. Este impasse entre la rebeldía puramente 
verbal y las reticencias de las máximas jerarquías no podía ser mantenido 
por mucho tiempo en el seno de un partido desunido por los recelos mutuos 
y minado por las desavenencias internas y por la represión. Al no 
descartarse ninguna de las salidas posibles a la crisis, la alternativa 
insurreccional carlista se magnificó en exceso, atribuyéndole unas fuerzas y 
una potencia que realmente no tenía. En última instancia, la paciente labor 
secreta del marqués de Cerralbo, secundado por Vázquez de Mella, 
Olazábal y los aguerridos veteranos del último conflicto civil, acabó 
fracasando ante el creciente acoso gubernamental, la indisciplina, los 
fallidos contactos con altos jefes del Ejército y la indecisión apática del 


propio don Carlos, que veía pasar con el proceso de liquidación colonial su 
última oportunidad para lograr el poder sin transacciones. La oleada de 
protestas por las crisis fabril y de subsistencias tampoco pudo ser 
instrumentalizada por los carlistas. El innegable, aunque no definitivo, 
fracaso de la conspiración acarreó la destitución el 10 de diciembre de 1899 
del propio Cerralbo por disparidad de opiniones con el pretendiente, que 
intentaba cada vez con menos fortuna mantener alta la moral de sus 
partidarios. 

No por ello se descartaron definitivamente unos complots que lan- 
guidecían desde hacía años por las dudas de don Carlos. La frustración ante 
tantas oportunidades insurreccionales perdidas motivó que el «coronel» 
Salvador Soliva Ruscalleda —un modesto empleado de banca, entonces jefe 
del distrito carlista provincial de Barcelona— comenzara a indisciplinarse 
contra el «general» José B. Moore (jefe del Estado Mayor del «Ejército 
Real de Cataluña» desde enero de 1899 y verdadera alma de la conspiración 
en la región) en enero de 1900, impulsando con algunos jefes y oficiales 
unos planes de rebeldía que no contaban con el apoyo oficial de la 
jerarquía. Enfrentados con la dirección regional, los compañeros de Soliva 
recurrieron a la potestad arbitral del pretendiente. La insubordinación cobró 
alas ante la ambigúiedad exhibida por el entorno de don Carlos: mientras 
que las evasivas lanzadas por su secretario, el conde de Melgar, daban a 
entender que el pretendiente jamás daría la orden de movilización, el duque 
de Madrid pareció indicar que veía con agrado que alguien iniciara la 
acción y no consideraría traidor a nadie que interviniera en una intentona 
contra la desacreditada Regencia. A pesar de las enérgicas amenazas de 
Moore, el levantamiento quedó convocado para el domingo 28 de octubre 
de 1900. 

La insurrección fue cortada de raíz por el capitán general de Cataluña, 
Manuel Delgado Zuleta, quien estaba perfectamente al corriente de la trama 
y tomó las medidas necesarias para salvaguardar el orden: concentró las 
fuerzas de la Guardia Civil en las cabeceras de línea, trasladó a Barcelona a 
otras unidades de la Benemérita y los mossos d'esquadra, movilizó a la 
«guardia cívica» de la ciudad y solicitó que, en el puerto, recalaran los 
acorazados Pelayo y Carlos Quinto . La rebelión carlista resultó un fiasco. 
El suceso más destacado fue la penetración en Badalona de una partida 
procedente de Santa Coloma de Gramanet que, en la tarde del 28 de 
octubre, intentó sin éxito tomar la Casa Consistorial y el cuartel de la 


Guardia Civil. El grupo se retiró entonces a la Torre Baró y allí se disolvió 
cuando su cabecilla José Torrens fue abatido por los guardias después de 
una larga persecución. La ansiedad que había dominado por largos meses al 
carlismo se liberó en una explosión de pequeñas sublevaciones en Igualada, 
Berga, Fígols, Avia, Gironella y Moncada, Castelldefels, Piera o Gironella, 
pero también en Andalucía y el Maestrazgo [112] . 

El 1 de noviembre el Gabinete Azcárraga suspendió las garantías 
constitucionales en todo el país y, dos días después, cerró todos los 
periódicos tradicionalistas y clausuró centenares de círculos regionales y 
locales y centros de la Juventud carlista hasta el 12 de marzo de 1901. 
Fuerzas del Ejército se concentraron en Valencia, Zaragoza, Madrid y 
Córdoba, atentas a cualquier eventualidad, y los «paseos militares» 
volvieron a hacerse habituales en el norte. La sorpresa entre los dirigentes 
del carlismo por el repentino estallido insurreccional y su no menos abrupto 
final fue igual o mayor que la del Gobierno. Don Carlos, viendo el 
preocupante derrotero que tomaba la situación, desautorizó el movimiento a 
inicios de noviembre, mientras que destacados dirigentes, como Mella, 
Cerralbo o Moore, optaron cautamente por el destierro para evitar la 
represión gubernamental y las iras del pretendiente. 

La agitación carlista de fin de siglo coincidió con el punto más bajo del 
prestigio don Carlos y de las formaciones republicanas, que se mostraron 
poco competentes para actuar como eficaces partenaires subversivos. 
Aunque el levantamiento y, en general, la voluntad insurreccional carlista 
no tuvo la entidad y la gravedad de las anteriores subversiones 
republicanas, su alcance fue magnificado por las tendencias liberales más 
avanzadas, que esgrimieron con soltura la amenaza de una asonada general 
carlista como instrumento de presión contra unos gobiernos conservadores 
acusados de excesiva condescendencia con el clericalismo. Pero las 
secuelas del frustrado levantamiento carlista degenerado en los sucesos de 
lo que se denominó «Octubrada» (en cierto modo, una reedición de las 
desdichadas aventuras de San Carlos de la Rápita en abril de 1860 y la 
«Escodada» de febrero de 1870) fueron para el tradicionalismo más 
importantes que las de un simple relevo de dirigentes. El talante 
insurreccional del movimiento legitimista y la guerra civil eran mitos que se 
mantuvieron con enorme fuerza entre los carlistas de base —especialmente 
los más jóvenes, los exiliados o los excombatientes del anterior conflicto 
civil— durante el último cuarto del siglo XIX. Pero las expectativas de corte 


populista y su manifestación subversiva frente al liberalismo de la 
Restauración entraban en contradicción cada vez más flagrante con la 
práctica del carlismo como manifestación de una corriente política 
legitimista en irreversible decadencia en toda Europa. 

Las primeras amenazas violentas de los grupos marginados del sistema 
fueron la crónica de un anacronismo. A la inversa de los zorrillistas, cuya 
obsesión revolucionaria retrasó por muchos años la conformación de una 
gran fuerza política democrática de oposición al sistema, los carlistas 
antepusieron la ortodoxia doctrinal y la unidad partidista a la tentación 
insurreccional, situándose a la espera de las acciones republicanas. 
Fracasaron en una cosa y en otra, pues no pudieron evitar ni las rupturas 
internas ni los levantamientos armados, frutos ambos del mismo ambiente 
de confrontación que afectaba a un partido en crisis de liderazgo y en curso 
de reestructuración y que seguía, además, sin definir claramente su táctica, 
ora en la legalidad parlamentaria, ora en la rebeldía centrada en métodos 
tradicionales y en ideales retrógrados y caducos. 

Hasta inicios del siglo XX, el carlismo se mantuvo en la duda de seguir 
siendo una alternativa rupturista frente al sistema de la Restauración o 
integrarse en los aledaños del mismo. Como resultaba patente en el 
legitimismo francés contemporáneo —esencialmente, el grupo político- 
intelectual de 1"Action Francaise—, la eficacia de la acción pública pasaba 
por la renovación doctrinal, la reforma organizativa basada en un mayor 
esfuerzo de propaganda ideológica, la captación y el encuadramiento de las 
juventudes y la autonomía táctica del partido respecto al pretendiente, sin 
renunciar a los principios esenciales del tradicionalismo y, lo que resultaba 
más importante, un nuevo enfoque, más agresivo e innovador, de la acción 
política, de nuevo a mitad de camino entre la legalidad y la rebeldía, 
mediante la creación y desarrollo de una milicia u organización política 
armada. El carlismo intentó con desigual fortuna la resolución de estas 
premisas de modernidad en los años siguientes, cuando la polémica 
suscitada por las reformas secularizadoras del último Gobierno Sagasta 
(marzo de 1901-diciembre de 1902) en la enseñanza y en el control de las 
asociaciones religiosas posibilitó un rearme militante del catolicismo que 
tuvo en el tradicionalismo un destacado impulsor. 

El inicio oficial de la campaña secularizadora lo dio un discurso 
pronunciado en el Congreso el 14 de diciembre de 1900 por Canalejas. Mes 
y medio después, el país se vio sumido en un ciclo de protesta de fuerte 


resonancia, donde se mezclaron las viejas dinámicas disruptivas del 
amotinamiento urbano con nuevos modos de acción colectiva, como la 
manifestación pública y la campaña de mítines anticlericales iniciada el 30 
de marzo de 1901 en Barcelona. La movilización católica se mantuvo hasta 
ese verano, sobre todo en las ciudades levantinas y, especialmente, en la 
republicana Valencia, desde donde solían partir las peregrinaciones carlistas 
a Roma organizadas a partir de 1890. Los testigos presenciales de esta 
oleada de tumultos anticlericales de inicios de siglo ya intuyeron la 
confluencia de una serie de causas coyunturales con otras de carácter más 
permanente. Entre los motivos precipitantes merecen citarse hechos que, en 
otras circunstancias, hubieran podido calificarse de simples anécdotas: el 
escandaloso estreno de Electra de Galdós en el Teatro Español el 31 de 
enero de 1901, el «caso Ubao» (la coacción jesuítica a una menor para 
ingresar en un convento, que fue contemplado como un ejemplo clásico de 
manipulación clerical de las conciencias), los discursos incendiarios de 
Romero Robledo o la repentina fobia anticarlista y anticlerical resurgida por 
el anuncio de la boda de la princesa de Asturias con don Carlos de Borbón, 
hijo del conde de Caserta (¡efe del Estado Mayor del pretendiente durante la 
guerra civil) en el verano de 1900 y su enlace en febrero de 1901. Una de 
las características de un ciclo de protesta es su poder de contagio y su 
rápida extensión geográfica. La agitación clerófoba que estalló en la Corte 
tuvo el cortejo de múltiples motines populares y algaradas estudiantiles en 
Salamanca, Zaragoza, Valencia, Barcelona, Valladolid, Coruña, Lugo, 
Guadalajara, Málaga, Cádiz, Granada, Badajoz y otras localidades, donde 
las turbas, con nutrida asistencia escolar, apedrearon a las autoridades, 
profirieron gritos contra los jesuitas y asaltaron conventos, residencias 
religiosas y sedes oficiales del Gobierno [113] . Estos eventos fueron 
elevados a la categoría de provocación por la convergencia de 
circunstancias de orden más general: la política autoritaria del Gobierno de 
Unión Conservadora presidido por Azcárraga, que mantenía suspensas las 
garantías constitucionales desde su toma de posesión en octubre de 1900; el 
sentimiento de descontento por la avasalladora presencia social de algunas 
Órdenes religiosas; el eco del affaire Dreyfus, y la polémica suscitada con la 
Santa Sede respecto a la campaña anticlerical. Todo ello condujo en marzo 
a la constitución del último Gabinete Sagasta, al Real Decreto del 19 de 
septiembre sobre inscripción de las entidades religiosas en el Registro 
gubernativo y a la presentación de un nuevo proyecto de Ley de 


Asociaciones, negociado muy duramente con la Santa Sede a lo largo de 
1902. La movilización católica se mantuvo a través de manifestaciones, 
procesiones y jubileos religiosos realizados en diversas ciudades, que 
dieron motivo a que se produjeran nuevos disturbios, con ataques a iglesias 
y conventos. El ciclo de protesta anticlerical se mantuvo de forma inter- 
mitente hasta el final de la década, con el sangriento estrambote de la 
«Semana Trágica», para declinar durante los años de Gobierno de Canalejas 
y Romanones (1910-1913), demostrando así que la eclesiofobia no era un 
fin en sí misma, sino un recurso de movilización para lograr otros objetivos. 

Este ambiente de crispación en las relaciones Iglesia-Estado proporcionó 
al carlismo una excelente coartada para reiniciar su conspiración. Los 
momentos culminantes de la inquietud carlista, con el consabido cortejo del 
descubrimiento de alijos de armas y de levantamiento de partidas en el 
Pirineo catalán y el Maestrazgo, coincidieron con acontecimientos 
destacados que debían reafirmar la continuidad de la dinastía reinante; en 
concreto, con la coronación de Alfonso XIII en mayo de 1902 y su boda en 
mayo de 1906. Al tiempo que entraba en declive la tradición insurreccional 
del carlismo, en el País Vasco y Cataluña, los jóvenes tradicionalistas se 
aplicaron a métodos de lucha aún a mitad de camino entre la guerrilla rural 
y la urbana. En Bilbao, los choques entre republicanos y liberales, por un 
lado, y los católicos y bizkaitarras, por otro, alcanzaron su momento álgido 
en 1903. En Cataluña, el irresistible ascenso del republicanismo lerrouxista 
y del sindicalismo anarquista en las campañas revisionista y anticlerical 
produjo una reaparición del carlismo militante a partir de 1906. La Juventud 
carlista barcelonesa se transformaría, de este modo, en la pionera de un 
proceso de paramilitarización política que, años después, llevaría al 
tradicionalismo a la cúspide de los ensayos organizativos de esta naturaleza. 


Las lógicas de la contrainsurgencia y el exterminio en la Guerra de 
Independencia Cubana (1595-1898) 


Tras la Guerra de los Diez Años, la Administración española en Cuba ya 
no consiguió imponer del todo ni el monopolio estatal de la violencia ni los 
intereses políticos de la metrópoli en el este de la isla [114] . Cuando el 24 
de febrero de 1895 se levantaron en armas numerosas partidas del Oriente, 
las tropas españolas se reducían a 15.900 soldados, que enseguida fueron 


engrosados por 9.000 hombres venidos de la Península. El 27 de febrero se 
declaró el estado de guerra en las provincias de Santiago de Cuba y 
Matanzas, el 4 de marzo se hizo lo propio en Santa Clara y el 17 de junio en 
Puerto Príncipe [115] . En marzo, el nuevo Gobierno de Cánovas envió a 
7.252 hombres más, junto con el capitán general Martínez Campos, que 
llegó a la isla como heraldo de una política de atracción en la que las 
operaciones militares se combinarían con unas negociaciones políticas con 
los autonomistas. La contienda se fue perfilando enseguida bajo los 
contornos de un conflicto irregular. Los combates de las guerrillas a caballo 
contra tropas de infantería se realizaron preferentemente en forma de 
emboscada. Raros fueron los enfrentamientos en campo abierto, pero 
Martínez Campos sufrió la humillación de la derrota en Peralejo el 13 de 
julio de 1895, 

La prematura muerte de José Martí en mayo hizo multiplicar las 
devastaciones de propiedades y las matanzas de civiles, que fueron 
respondidas con una táctica de contención que dispersó a las tropas 
españolas por pueblos y haciendas. Martínez Campos intentó usar al 
Ejército como policía rural, para proteger las propiedades y, al tiempo, 
combatir la insurgencia con una ocupación sistemática del territorio [116]. 
El Estado Mayor ordenó el 16 de mayo el control de todos los recursos 
ubicados en los territorios colocados bajo ley marcial. Como durante la 
Guerra Grande, los insurrectos emprendieron una campaña dirigida a minar 
los recursos económicos del enemigo. El 1 de julio la «República en 
Armas» presidida por Tomás Estrada Palma decretó que toda la población 
estaba obligada a colaborar en la independencia so pena de confiscación o 
expulsión, prohibiendo trabajar y transportar o vender alimentos, ganado, 
tabaco y otros productos básicos a los territorios controlados por los 
españoles. La lógica de la guerra revolucionaria consistía en la destrucción 
sistemática de la riqueza colonial fundamentada en el cultivo del azúcar, 
tabaco, café y plátano. Con el despliegue masivo de tropas en los ingenios y 
las grandes propiedades, la Capitanía General sólo disponía de poco más de 
2.500 hombres para llevar a cabo una campaña militar activa. Esta 
limitación de los recursos humanos se tradujo en una carencia crónica de 
información sobre las intenciones y los movimientos de los rebeldes. 

Los insurrectos cubanos, que hicieron la guerra en una desfavorable 
proporción de cinco a uno, raramente quisieron luchar en campo abierto, y 
mantuvieron una fluctuante moral revolucionaria, donde los móviles 


patrióticos y las actitudes altruistas se entremezclaban con la indisciplina, 
las deserciones y las inconfesables motivaciones individuales de los 
«plateados» (saqueadores) integrados en el Ejército Libertador. Como 
acostumbra a suceder en los conflictos revolucionarios, los civiles se vieron 
atrapados entre los dos fuegos de una violencia ejemplarizante, que era 
contemplada por ambos bandos como una parte necesaria y planificada de 
la guerra insurgente. La quema de cosechas, el saqueo e incendio de 
ingenios y poblaciones hostiles o tibias, la adopción de impuestos 
revolucionarios o el «enguasimado» (ahorcamiento) de proespañoles o 
neutrales («pacíficos») forjaron la imagen, caricaturizada en la prensa 
peninsular, de las fuerzas independentistas como mambies salvajes o 
delincuentes anarquistas dedicados al pillaje, el incendio, el saqueo y la 
extorsión. El mito del machete como arma de la «guerra del pueblo», 
ferozmente niveladora, ocultó el uso ilegal de balas dum-dum (mucho más 
destructivas que las de máuser) [117] y la letalidad infinitamente mayor de 
las enfermedades tropicales: algo más de 200.000 reclutas cruzaron el 
Atlántico a finales del siglo XIX para combatir en la Guerra de Cuba; el 22 
por 100 del total de soldados españoles murió de enfermedad y otras prl- 
vaciones, y sólo un 7 por 100 de las bajas se produjo en el campo de batalla. 
A fines de octubre de 1895, pasó a occidente una «columna invasora» de 
4.000 patriotas, que se dividió para realizar acciones más o menos 
independientes. El 2 de enero de 1896 los insurrectos se encontraban a las 
puertas de La Habana, obligando a Martínez Campos a declarar la ley 
marcial en la capital y en Pinar del Río. Con la situación fuera de control, 
Cánovas sustituyó el 19 de enero a Martínez Campos por Valeriano Weyler. 
La estrategia del nuevo capitán general consistió en aislar las unidades 
rebeldes mediante la construcción de defensas y el reforzamiento y 
modernización técnica de las líneas defensivas subsistentes desde la Guerra 
de los Diez Años (las trochas de Mariel-Majana o Júcaro-Morón), para 
luego proceder a la pacificación de oeste a este. Nada más llegar a la isla el 
10 de febrero, el duque de Rubí optó por la ofensiva, dejando a voluntarios 
armados en pueblos e ingenios y creando columnas militares más fuertes y 
homogéneas para pacificar el territorio, aislando Oriente con la trocha 
construida de Júcaro a Morón. Weyler lanzó una metódica guerra de 
desgaste en respuesta a la política de tierra quemada preconizada por 
dirigentes revolucionarios como Antonio Maceo o Máximo Gómez, que 
asumieron los principios de la guerra total basada en el sabotaje de los 


recursos económicos y las infraestructuras que habían sido puestos en 
práctica por el general Sherman en su marcha desde Atlanta hacia Savannah 
a fines de 1864, por las fuerzas restauradoras en la Guerra de Santo 
Domingo de 1862-1865 (donde el dominicano Gómez había escogió el 
bando español) y por los propios cubanos en el conflicto de los Diez Años. 

La invasión se extendió desde Santa Clara a Pinar del Río, pasando por 
Matanzas y La Habana. En todas estas provincias se aplicó una política de 
destrucción sistemática de la agricultura capitalista como modo de 
revolución militar y social [118] , lo que provocó las primeras hambrunas 
antes de la reconcentración general de la población ordenada por Weyler. El 
16 de febrero de 1896 se impuso la ley marcial en el conjunto de la isla y se 
prohibió todo contacto con los rebeldes. Ese mismo día se emitieron los 
primeros bandos de reconcentración en las provincias orientales, donde se 
dio a la gente un plazo de ocho días para reportarse a las autoridades. En 
realidad, la reconcentración había comenzado de forma espontánea meses 
atrás, cuando una parte de los habitantes de Manzanillo requirió la 
protección de las autoridades españolas frente a las represalias de los 
independentistas. En la primavera de 1896, tras los decretos de bloqueo 
económico y reconcentración, Weyler trató de «limpiar» las provincias una 
a una desde el oeste, aislando a Maceo en Pinar del Río y matándolo el 7 de 
diciembre. Los insurrectos perdieron la iniciativa, al tiempo que la 
autoridad militar efectuaba deportaciones masivas de sospechosos hacia 
Fernando Poo, Ceuta o las islas Chafarinas. 

Entre octubre de 1896 y mayo de 1897, cayeron las últimas barreras al uso 
indiscriminado de la violencia, con la destrucción sistemática de 
plantaciones e infraestructuras y la desaparición de los límites 
convencionales entre combatientes y población civil. La guerra económica 
provocó el colapso de la estructura productiva de buena parte del país, 
generando desabastecimiento, hambruna y migraciones forzadas. Las zonas 
despobladas fueron sistemáticamente arrasadas. El «Año horrible» de 1897 
quedó marcado por el declive de la revolución en las provincias 
occidentales. A inicios de año estaban desplegados 182.000 soldados 
españoles frente a unos 50.000 mambises, que, a la altura de mayo, se 
encontraban virtualmente derrotados debido a la intensificación de las 
operaciones de las tropas españolas y a los efectos de la reconcentración 
ordenada a partir del 27 de mayo en la parte oriental [119] . Desde la 
primavera de 1896, con un repunte en 1897 y en noviembre de ese año, los 


españoles desarralgaron a medio millón de civiles en 80 poblados 
fortificados que formaban parte de un engranaje militar estratégico [120] . 
En realidad, ya se habían producido reubicaciones forzosas durante la 
Guerra de los Diez Años en la parte oriental de Cuba, y Weyler ya había 
ordenado el realojo masivo de civiles durante su mandato en las islas 
Filipinas de 1888 a 1891 [121] . Lo que diferenció al último proceso de 
reconcentración en Cuba fue su criminal improvisación, ya que las 
autoridades militares endosaron la responsabilidad del realojo a unas 
autoridades municipales desprovistas de los recursos médicos, alimenticios 
y habitacionales más básicos. Ello se tradujo en una crisis humanitaria sin 
precedentes. Las cifras oficiales del Ejército español contabilizaron 102.496 
muertos en el proceso, Jordi Maluquer los sitúa en una horquilla que va de 
los 155.000 a los 170.000 fallecidos —la décima parte de la población de la 
isla— y John L. Tone, que cifra en 195.395 los cubanos reconcentrados 
(excluyendo a los de la provincia de La Habana), da por buenos los datos de 
Maluquer [122] . Los españoles aportaron su grano de arena a este ensayo 
pionero de modernidad homicida, que ya habían experimentado los 
estadounidenses en las guerras indias, y que se haría moneda corriente en 
los conflictos anticoloniales de liberación del siglo XX, comenzando con la 
lucha de los británicos contra los bóeres en 1901 o la contrainsurgencia 
estadounidense en Filipinas entre febrero de 1899 y abril de 1902. A partir 
de 1945, los «pueblos modelo», campos de internamiento o aldeas 
estratégicas se convirtieron en paradigmas de la estrategia contrainsurgente 
en los conflictos armados de la descolonización, por ejemplo, en las 
reubicaciones británicas en Malasia (1948-1960) y Kenia (1952-1957) 
[123] , las agrovilles francesas en Indochina entre 1945 y 1954 y los 
strategic hamlets norteamericanos en Vietnam en 1962-1963. Para Stuck, 
los campos y poblados fortificados en los confines de los imperios no se 
deben analizar como el origen de los campos de concentración y exterminio 
de la Segunda Guerra Mundial, sino como fenómenos específicos y parte de 
un engranaje militar estratégico en el contexto de guerras irregulares [124] . 

Esta muestra de «barbarie española» a las mismas puertas de los Estados 
Unidos provocó una oleada de indignación en ese país que alimentó la 
campaña en pro de una intervención armada. El relevo de Weyler por 
Ramón Blanco el 31 de octubre de 1897 condujo a una flexibilización de la 
práctica reconcentracionaria, gracias a la puesta en cultivo de tierras desde 
Pinar del Río a Santiago según orden emitida por Capitanía el 13 de 


noviembre. Ante la creciente presión internacional, un bando del 28 de 
febrero de 1898 puso fin oficialmente a la reconcentración en toda la isla. 

La Guerra de Cuba, que algunos autores describen como «el Vietnam de 
España» [125] , fue interpretada por peninsulares e isleños de la época 
como un conflicto civil de treinta años de duración, en el que se habían 
producido evidentes continuidades en los modos de aplicar la violencia de 
forma desmedida, brutal y despiadada. La rápida derrota frente a Estados 
Unidos, que fue el resultado inevitable de una guerra convencional para la 
que las fuerzas coloniales españolas no estaban preparadas, marcó el punto 
culminante de una severa crisis política y moral que afectó al conjunto del 
país. La traumática experiencia vivida por el Ejército en Cuba modelaría el 
pensamiento, los valores y la actuación pública de la siguiente generación 
de militares españoles. 


LAS ALTERNATIVAS VIOLENTAS DEL PROLETARIADO RURAL Y 
URBANO: CLANDESTINIDAD, «PROPAGANDA POR EL HECHO» Y 
HUELGA GENERAL (1876-1903) 


A la altura de 1878, se había consolidado el sistema parlamentario en 
prácticamente toda Europa. La década de los ochenta se abrió con 
discusiones entre liberales y conservadores sobre la vigencia de los valores 
del «orden moral» y se clausuró con la nueva «guerra de clases» 
propugnada por los movimientos sindicalistas y socialistas [126] . La 
industrialización y la emigración masiva a las ciudades fueron el trasfondo 
socioeconómico de la extensión de la política a un electorado cada vez más 
amplio. Hasta fines de siglo prevalecieron gobiernos conservadores de 
tendencia nacionalista e imperialista, apoyados por liberales clásicos y por 
católicos cada vez más movilizados frente a la naciente «amenaza» obrera. 
La oleada de huelgas generales en Bélgica, Países Bajos, Luxemburgo, 
Suecia, Italia o Alemania entre 1902 y 1905, que en España se manifestó en 
los paros acaecidos en Barcelona en 1901 y 1902, marcaron el declive de la 
derecha conservadora tradicional y la emergencia tanto de una derecha 
nacionalista con vocación de masas y una izquierda nutrida del liberalismo 
radical y del socialismo en sus diversas tendencias. 

En el último cuarto del siglo XIX, con el auge de la urbanización y el fin 
de las trabas gremiales, los marcos tradicionales de convivencia laboral, 


basados en el supuesto consenso entre patronos y trabajadores, se vieron 
desbordados por la aparición de una numerosa clase obrera que 
paulatinamente fue tomando conciencia de su situación, especialmente en 
los focos de desarrollo industrial de Cataluña, País Vasco y Asturias. La 
creciente organización del proletariado pronto se tradujo en la adopción de 
nuevos usos rervindicativos en el marco de un más intenso enfrentamiento 
clasista. 

En paralelo, la clase media reformista experimentó una notable mutación 
en sus hábitos políticos, que la llevó a perder su tradicional papel director 
de los movimientos reivindicativos populares. Las organizaciones secretas y 
las juntas, creadas más o menos espontáneamente y dirigidas en los tres 
primeros cuartos del siglo XIX por las pequeñas burguesías progresista, 
demócrata o republicana con vistas a la conquista, el mantenimiento o la 
profundización de las conquistas revolucionarias, dejaron su puesto desde 
fines de la centuria a los comités de huelga o a los comités revolucionarios, 
donde los representantes del movimiento obrero adquirieron un peso 
creciente [127] . A diferencia de la mayoría de los ensayos junteros 
decimonónicos, estos organismos rectores de las nuevas manifestaciones 
subversivas actuaban como gestores de un plan de acción definido a escala 
nacional, y estaban compuestos por una representación de dirigentes 
estables de todas las organizaciones contrarias al régimen. El proletariado 
fue adquiriendo protagonismo en tales coaliciones, hasta convertirse en la 
clave, junto a la tradicional baza militar, de cualquier movimiento que se 
planteara un asalto al poder con mínimas probabilidades de éxito. 

El obrerismo organizado se fue mostrando cada vez más receptivo a las 
modalidades de lucha de carácter ofensivo e incluso aportó muevas 
doctrinas y estrategias; por ejemplo, el marxismo elaboró toda una doctrina 
de la violencia, de su administración por el Estado burgués y de su potencial 
valor como instrumento revolucionario. Como fenómeno histórico, la 
violencia aparecía determinada por la realidad material de la sociedad de 
clases y era el instrumento imprescindible e inevitable para el desarrollo de 
las fuerzas productivas y para la expansión planetaria del capitalismo [128] 

En consecuencia, la acción subversiva también estaba ligada a 
determinadas relaciones sociales de dominación, basadas en la detentación 
del poder económico de unas clases sobre otras. Considerando que, en 
última instancia, la revolución no era más que la manifestación en forma de 
guerra civil de esta lucha de clases, Marx y Engels trataron de sentar las 


bases de una compleja estrategia subversiva, donde, no ya una elite 
politizada, sino toda una clase social, asumía el protagonismo. La 
revolución ya no tenía nada que ver con una conspiración o una subversión 
minoritaria. Desde 1848, Marx había criticado el modelo insurreccional 
jacobino-carbonario-blanquista dirigido por agitadores profesionales, ya 
que resultaban evidentes las escasas probabilidades de éxito que tenían un 
levantamiento popular espontáneo o inducido por una elite. A la altura del 
último cuarto del siglo XIX, la lucha de barricadas había quedado 
anticuada, y los nuevos levantamientos de masas debían ceñirse a unas 
reglas estrictas de planificación, organización, disciplina y financiación. En 
1895, Engels reconocía que el crecimiento urbano, los avances tecnológicos 
y el desarrollo de la logística obligaban a un replanteamiento global de las 
condiciones técnicas de la siguiente oleada insurreccional, que, si bien no 
invalidaba el combate callejero o la acción terrorista ocasional, imponía la 
necesidad ineludible de completar el cuadro táctico con el socavamiento de 
la fuerza armada al servicio del Gobierno mediante la difusión de la 
propaganda revolucionaria sobre las tropas, con el objetivo último de «la 
destrucción del militarismo y con él de todos los ejércitos por una explosión 
desde el interior» [129] . Las premisas de la acción revolucionaria desde el 
punto de vista marxista podrían resumirse de la siguiente manera: la 
revolución sólo era posible cuando existiera un portador histórico (el 
proletariado) cuyas necesidades se articularían hasta tal punto que la teoría 
revolucionaria apareciera como la expresión adecuada de sus intereses 
colectivos. El cambio revolucionario sobrevendría de forma inevitable 
como consecuencia de una crisis económica de alcance universal que 
exasperase los antagonismos de clase, con su corolario de concentración del 
capital, la paralela pauperización del proletariado y la agudización del 
conflicto entre fuerzas productivas y relaciones de producción. 

Aunque Marx y Engels reflexionaron profundamente sobre la revolución y 
la violencia, no teorizaron en exceso sobre la insurrección, pero esbozaron 
una serie de ideas (unión de lo político, lo social y lo militar en la lucha 
revolucionaria; evaluación de las relaciones de fuerza y de las condiciones 
objetivas; análisis de las etapas sucesivas de un proceso subversivo; 
socavamiento moral y material del Ejército, y armamento e instrucción del 
pueblo bajo la dirección de oficiales de la milicia) [130] que los 
bolcheviques rusos desarrollarían con mayor amplitud unas décadas 
después. 


En contraste con la teoría marxista de la revolución evaluada y ejecutada 
con métodos rigurosos y protagonizada por la clase obrera organizada y 
disciplinada, Mijaíl Bakunin aparece como el heredero legítimo de una 
vasta saga de revolucionarios románticos como Herzen, Mazzini, Garibaldi 
o Blanqui. A diferencia del marxismo, el bakuninismo concebía la 
revolución como punto de encuentro entre la teoría y la praxis; un «acto 
originario del espíritu práctico autónomo» que negaba totalmente lo 
existente. En consecuencia, la revolución habría de ser una «batalla de 
aniquilamiento», emprendida a escala internacional y enfocada a la 
transformación radical de la sociedad. Por ello, Bakunin no creía que la 
revolución social debiera ir precedida de una revolución política, ya que 
esta, al preservar los resortes de dominación estatal, propiciaría la 
consolidación de la explotación. El orden de precedencia estaba claro: «El 
primer problema para el pueblo es su emancipación económica, pues esta 
engendra directa y necesariamente su emancipación política, a la que sigue 
la emancipación intelectual y moral» [131]. 

Bakunin predicó el abstencionismo político y no aceptó ningún tipo de 
lucha que no condujera de forma inmediata a la revolución social. La 
revolución era, por tanto, un proceso inevitable de insurgencia que debía ser 
iniciado por el proletariado de las ciudades, organizado en milicias 
populares destinadas a destruir el aparato estatal. La acción insurreccional 
urbana habría de completarse con la preparación de un levantamiento 
simultáneo en el ámbito rural, aprovechando la tradición de rebeldía del 
campesinado [132] . De este modo, se lograría romper definitivamente el 
equilibrio social imperante, y evitar que el proletariado agrícola cayera en 
las redes de la contrarrevolución. Esta sobrevaloración del ámbito urbano 
no significaba que la revolución hubiera de triunfar irremisiblemente en los 
países más desarrollados. Para el éxito de sus planes subversivos, Bakunin 
pensaba, sobre todo, en las naciones menos industrializadas y más 
acostumbradas a las tácticas conspirativas de las sociedades secretas, como 
Italia, España o Rusia. El instinto del pueblo era el fundamento de la 
estrategia subversiva bakuninista, pero este espontaneísmo revolucionario 
debería ser capitalizado, cultivado, transformado y canalizado en acción 
consciente por unas organizaciones secretas de conspiradores. Sin embargo, 
Bakunin dejaba claro que la revolución sólo podía ser obra de las masas, y 
que la organización prerrevolucionaria debía ser libre, voluntaria y 
democrática. Para llevar a cabo tal revolución, las fuerzas populares debían 


ser guiadas por una organización subversiva que actuaría a escala 
internacional. La constitución de pequeños focos activistas puede parecer, a 
simple vista, una alternativa subversiva muy similar a la táctica 
insurreccional blanquista, pero Bakunin creía que las individualidades, 
útiles en la revolución política, eran perjudiciales e incluso incompatibles 
con el desarrollo y los objetivos de una verdadera revolución social; de 
forma que las bandas de agitadores no habrían de iniciar el movimiento de 
rebeldía, sino canalizar, propagar y acelerar el instinto revolucionario de las 
masas hacia la completa transformación de la sociedad. Para llevar a la 
práctica sus teorías, Bakunin formó en 1864 un grupo secreto en contra de 
los principios societarios de la AIT: la Alianza de los Hermanos 
Internacionales, inspirada en moldes carbonarios y masónicos. Esta Alianza 
se estructuraba en tres niveles: los Hermanos Internacionales dedicados a la 
propaganda pública y a la organización de una sublevación armada; los 
Hermanos Nacionales, y la Alianza Internacional de la Democracia 
Socialista, organización semisecreta para los no iniciados creada, al parecer, 
en Zúrich el 28 de octubre de 1868, pero presentada en el Congreso 
antiautoritario de Saint-Imier de septiembre de 1872 como una agrupación 
revolucionaria confidencial que debería insertarse en la organización 
sindical de la AIT [133]. 

Poco a poco, Bakunin fue derivando del insurreccionalismo de masas 
hacia la violencia terrorista canalizada a través de pequeños grupos. En 
1866 escribió conjuntamente con Serguéi Gennádevich Necháyev —un 
típico revolucionario de ese confuso periodo de transición entre el 
combativismo romántico de Herzen y las teorías revolucionarias científicas 
de Marx— un Catecismo revolucionario como manual de conspiración y 
subversión dirigido a los militantes de la Alianza de los Hermanos 
Internacionales, cuyo objetivo era «la destrucción radical de todas las 
instituciones religiosas, políticas, económicas y sociales». Tras el fracaso de 
la Comuna de París y por influencia de Necháyev, Bakunin cayó en la 
tentación de justificar un terrorismo nihilista muy lejano de sus iniciales 
llamamientos a la acción creativa de las masas, pero que comenzó a 
concitar una inquietante oleada de adhesiones espontáneas a inicios de la 
década de los ochenta. Es posible que los militantes bakuninistas aceptaran 
de mejor grado la acción violenta por su adhesión sentimental a las grandes 
revoluciones y por su estrecha vinculación con movimientos de corte 
jacobino, blanquista, mazziniano o garibaldino. La violencia individual, 


ilegal y libre —es decir, no masiva y disciplinada, en sentido marxista, u 
organizada como instrumento de una movilización esencialmente política, 
al estilo del populismo ruso— era, además, un acto de afirmación personal 
frente a todos, tanto amigos como enemigos. Se trataba de una forma de 
expresión individual, un acto de «destrucción redentora» a decir de 
Bakunin, que implicaba no tanto una elección racional sometida a una 
estrategia de cambio político como una elección existencial, una 
reafirmación de la voluntad al estilo nietzscheano o soreliano [134] . 

Arrastrado por esta oleada de «cientifismo subversivo», el arquetipo del 
revolucionario romántico pasó en poco tiempo a transformarse en terrorista 
individual o en activista al servicio de un partido o sindicato. La masa 
obrera dejaría de ser la turba incontrolable o el sujeto pasivo beneficiario de 
la voluntad de acción de unos pocos idealistas. Tenía que ser 
ideológicamente adoctrinada, técnicamente preparada y tácticamente 
dirigida por una minoría vinculada a un partido revolucionario, que habría 
de precipitar con sus acciones (huelgas parciales, huelga general, acción 
antimilitarista, etc.) las condiciones objetivas y científicamente 
fundamentadas para un levantamiento armado que se pretendía fuera 
eminentemente urbano, de alcance internacional y que supondría la fase 
final de ese proceso subversivo. 


El «terror de resistencia» en el campo: el affaire de la «Mano Negra» 


La situación política del obrerismo organizado en los años iniciales de la 
Restauración estuvo caracterizada por la precariedad y la división. 
Reprimida duramente desde 1874, la Federación Regional Española (FRE), 
fundada en Barcelona en junio de 1870, inició una trabajosa recomposición, 
donde los encontronazos entre las tendencias autoritarias y antiautoritarias 
de la AIT tuvieron sus manifestaciones más habituales en el contraste de 
dos discursos tácticos completamente antagónicos: el mantenimiento de la 
lucha política y las actitudes insurreccionalistas centradas en la violencia 
gestionada por una organización secreta frente a la resistencia económica 
basada en la organización pública y legal y la lucha sindical con el fomento 
de las asociaciones de oficios [135] . En las zonas fabriles de Cataluña, la 
decadencia de una FRE forzada a la clandestinidad y políticamente 
inoperante por culpa del maximalismo de sus dirigentes dejó paso libre a las 


iniciativas sindicalistas de carácter legal. Sin embargo, en las Conferencias 
Comarcales celebradas de 1876 a 1880 en Andalucía, Castilla la Vieja y 
Aragón, se siguió aceptando abrumadoramente la posibilidad de «sacar todo 
el provecho posible del primer movimiento insurreccional que se presente» 
—una clara referencia a los complots republicanos [136] —, y «la necesidad 
de ejecutar represalias, tanto en las personas y en los bienes de los 
burgueses como en las de los trabajadores que habiendo pertenecido a 
nuestra asociación abusan de los secretos que durante su permanencia en 
ella han adquirido» [137] . En 1876, la Federación española acordó que las 
secciones organizaran grupos de acción a los que se les suministrarían 
armas y munición [138]. 

El 17 de febrero de 1881 apareció una Real Orden del Ministerio de la 
Gobernación que legalizaba las asociaciones obreras. En septiembre se 
celebró en Barcelona el Congreso constitutivo de la Federación de 
Trabajadores de la Región Española (FTRE), entidad que adoptó una 
actitud mayoritariamente legalista. Sin embargo, en el II Congreso de la 
FTRE celebrado en Sevilla en septiembre de 1882, los grupos andaluces se 
mostraron partidarios del combate radical contra personas e instituciones 
mediante un plan de represalias y de lucha violenta que acelerase la 
revolución social. A pesar de que la Comisión Federal de la FTRE dio la 
menor publicidad posible a las decisiones del Congreso de la AIT en 
Londres de 1881 y al Congreso Obrero Regional de Barcelona de 
septiembre de ese año, un sector del anarquismo optó crecientemente por la 
resistencia violenta, centrada en la teoría de la «propaganda por el hecho» y 
la acción terrorista individual. 

El «orden social» restablecido en el campo durante la Restauración obligó 
a los trabajadores a recluirse en modos de resistencia de carácter 
predominantemente tradicional, localista, segmentado y directo. Este modo 
de proceder aparecía vinculado a espacios comunitarios, corporaciones o 
pequeños grupos de solidaridad que con frecuencia desplegaron una acción 
con un fuerte componente de violencia reactiva; esto es, mantuvieron como 
rasgo esencial la autodefensa frente a las presiones exteriores. Así deben 
entenderse comportamientos como los motines del hambre, las protestas 
antifiscales o las acciones de las sociedades secretas campesinas. La 
tipología de estas protestas se acercaba a los rasgos propios de las 
manifestaciones subversivas de «ciclo antiguo» [139] . El término «motín» 
y, con él, su más concreta y característica expresión de «motín del hambre» 


o «motín de subsistencias», alberga una serie de complejos sociales y 
culturales que se encuentran a mitad de camino entre la jacquerie antigua y 
las huelgas de la era moderna industrial. Estos movimientos de protesta 
llevaban a la plebe urbana a poner en práctica su tradicional instinto 
nivelador, según las ideas que las multitudes tenían respecto a qué prácticas 
eran legítimas o legítimas, y las normas y obligaciones económicas y 
sociales que los distintos sectores comunitarios contraían con el conjunto de 
la colectividad. Este tipo de acciones colectivas eran mucho más complejas 
de lo que podía contemplarse a simple vista. Autores como Calero y 
Sánchez Albornoz coinciden en ubicar a los motines, ya sean de 
subsistencias o antifiscales, en el estadio de máxima conflictividad 
socioeconómica provocada espontáneamente por las masas populares [140] 
. El desarrollo de estos disturbios resultaba muy característico: el motín no 
se producía en la coyuntura de mayor deterioro del nivel de subsistencia, 
sino en el momento previo de incertidumbre y de expectativa ante una 
cosecha que se presumía insuficiente. La protesta colectiva arrancaba con 
una algarada o un levantamiento más o menos espontáneo del vecindario, 
que se contagiaba velozmente a los pueblos vecinos sin necesidad de que 
mediasen cabecillas, instigadores o emisarios ajenos a la comunidad. Los 
manifestantes formaban masas compactas y lanzaban gritos de apoyo a las 
fuerzas del orden para evitar el enfrentamiento abierto y disminuir el riesgo 
de la represión, cortando las comunicaciones de los pueblos para diferir la 
acción punitiva de las autoridades. Encabezada por los sectores más 
sensibilizados por esta situación de crisis, la abigarrada comitiva buscaba el 
apoyo de los trabajadores y los obreros en paro; acosaba a los empleados 
fiscales y las autoridades municipales; rompía las tablillas de los fielatos; 
asaltaba los ayuntamientos, diputaciones, tribunales, prisiones y registros de 
la propiedad y, en ocasiones, atacaba las casas particulares de la burguesía 
acomodada y establecimientos religiosos, sobre todo los colegios de 
jesuitas, como sucedió en la algarada estudiantil madrileña de inicios de 
1901 o en la «Semana Roja» barcelonesa de julio de 1909. La violencia iba 
dirigida a las propiedades y a los objetos concretos —por ejemplo, los 
edificios oficiales o las casetas de consumos— con preferencia sobre la 
agresión personal. 

La finalización del motín era no menos abrupta que su inicio y estaba 
marcada por el compromiso o una represión selectiva, pero a menudo 
deficiente. La turba (definida por el sociólogo norteamericano Luther Lee 


Bernard como una variante altamente excitada de la muchedumbre en la 
que la atención y las emociones de sus miembros se concentran sobre un 
objeto o actividad con tal intensidad que pierden el poder de la inhibición 
racional) se disolvía una vez aplacada su furia de forma espontánea o por la 
acción expeditiva de las fuerzas del orden [141] . Por regla general, los 
motines eran explosiones de ira de rápido desarrollo y breve duración, pero 
podían prolongarse en el ámbito campesino con otras formas de protesta 
más o menos anómica, como incendios de mieses, las «confiscaciones», los 
«repartos negros», los asaltos a cortijos, el levantamiento de cuadrillas 
rurales o el rebrote de partidas de bandoleros (como sucedió en los años 
1901-1905), equivalentes agrarios del espíritu «revolucionario» de la turba 
urbana. Ello no quiere decir que los motines fueran, invariablemente, actos 
irreflexivos y refractarios a cualquier estrategia de conquista o defensa del 
poder en sus múltiples manifestaciones. En no pocas ocasiones, estas 
rebeliones «arcaicas» se yuxtaponían a indicios de actuación plenamente 
políticos, con vivas a la República y mueras al Gobierno, a la Guardia Civil 
o a las quintas, pero la conexión de estos motines de consumos con 
conspiraciones zorrillistas, socialistas o de cualquier otro tipo resulta dificil 
de probar [142] . 

A lo largo del siglo, se habían producido episodios de carestía en 1812, 
1817, 1825, 1834, 1856-1857, 1861, 1879, 1882 y 1887. En las décadas 
postreras del XIX, el típico motín de subsistencias, que brotaba ante la 
expectativa de una cosecha insuficiente, dejó paso a las algaradas motivadas 
por la mala distribución, fruto de un mercado nacional mal integrado. Desde 
la década de 1870-1880, y por espacio de aproximadamente un cuarto de 
siglo, el imparable flujo internacional de mercancías, hombres y capitales y 
la acelerada vertebración de un mercado mundial de productos 
agropecuarios afectaron a la agricultura española de forma desigual, 
lanzando líneas de producción muy rentables y competitivas (vino, aceite o 
cítricos), y hundiendo a sectores como el cerealista y el ganadero, incapaces 
de arrostrar la presencia creciente de exportaciones a mejor precio. Como 
respuesta a la caída del valor de los productos y a la disminución de la tasa 
de ganancia, los propietarios endurecieron los contratos y arriendos y 
abandonaron el cultivo de tierras marginales, reduciendo la demanda de 
mano de obra. La generalización del paro, la disminución de la producción, 
el estancamiento de los beneficios de los arrendatarios y la limitación del 
consumo corrían parejos a un inevitable incremento de la conflictividad 


social, que difícilmente trataba de ser paliada con la emigración masiva al 
extranjero o a las ciudades. Entre 1879 y 1881, la agitación fue constante en 
Levante, Extremadura y Andalucía, con algaradas, incendios de cosechas y 
protestas masivas por el aumento del precio del pan. El Gobierno reaccionó 
incrementando la cobertura de sus medios coercitivos, en especial de la 
Guardia Civil. En 1879, se acentuó la represión en Andalucía y la campaña 
contra las «asociaciones políticas ilícitas». 1882 fue el peor año del lustro 
en la producción de cereales, agravado en el mercado por el acaparamiento 
y la especulación. Ese verano se reprodujeron los motines del pan en 
Córdoba y otras localidades de Cádiz, Huelva, Jaén, Sevilla y Granada, 
donde la rebeldía campesina como reacción popular frente al peligro de 
disgregación de la sociedad rural adoptó igualmente las tradicionales 
fórmulas del bandolerismo y el asalto en despoblado. 

Fue precisamente en otoño de 1882, en el momento en que comenzaba a 
percibirse una cierta organización de la resistencia campesina y el Gobierno 
Sagasta había impulsado una más permisiva Ley de Asociaciones, cuando 
se destapó en Jerez de la Frontera el asunto de la «Mano Negra», una 
supuesta sociedad secreta de jornaleros vinculada a los principios de la ATT 
y dedicada al asesinato y a la perpetración de delitos contra la propiedad. 
Ante la ineficacia resolutiva de las huelgas, debido a la presión que los 
propietarios podían ejercer sobre la ingente masa de jornaleros, la «Mano 
Negra» optó por el sabotaje, los asaltos a cortijos y el simbólico destrozo de 
las cosechas como instrumentos disuasorios a la hora de negociar los 
salarios, antes que como medios para socavar la propiedad privada o el 
sistema socioeconómico en su conjunto. En el ambiente de miedo generado 
por estas actuaciones clandestinas, de amplia tradición en un entorno rural 
sometido al imperio de los poderosos, los mecanismos represivos del 
Estado, apoyados por una floreciente estructura caciquil, asestaron un duro 
golpe al movimiento campesino andaluz y, concretamente, a la FTRE. 

En noviembre de 1882, el Gobierno movilizó al Ejército y la Guardia 
Civil. Las detenciones selectivas de presuntos activistas de la AIT se 
intensificaron con los tumultos del hambre de fines de año, en el momento 
en que el jefe de la Guardia Rural de Jerez, Tomás Pérez de Monforte, y el 
capitán de la Guardia Civil, José Oliver y Vidal, descubrieron la trama de 
una supuesta «asociación clandestina de carácter socialista» que habría 
comenzado sus tareas en 1874, intensificado sus acciones en 1878 y 
protagonizado varios crímenes a fines de 1881. Desde febrero de 1883, se 


procedió a la disolución de sociedades obreras, y a arrestos masivos de 
jornaleros: 360 en Jerez y Cádiz y varios centenares en Marchena, el 
Arahal, Osuna, etc., hasta llegarse a los dos millares de arrestos en 
septiembre de ese año. Desde el 6 de junio, el Gobierno Civil gaditano 
restringió la movilidad de los jornaleros, acusando como presuntos 
culpables de incendios o daños a las cosechas a «los individuos que se 
detengan en el término dañado; y en defecto de estos los que compongan la 
junta local de la llamada Asociación de Trabajadores» [143] . Ese mismo 
mes se incrementaron los efectivos de la Guardia Civil con contingentes 
procedentes de Valencia y Sevilla, y se enviaron dos millares de soldados 
desde Madrid, procedentes de los regimientos de caballería de Villarrobledo 
y Alfonso XII, que colaboraron en la recogida de la cosecha. Las 
autoridades de Jerez, que ya en 1878 habían juzgado a los miembros de una 
sociedad secreta acusados de haber formado un «Comité de guerra» para 
promover el terrorismo, achacaron a la acción de la «Mano Negra» un 
sinfín de delitos comunes, manipularon políticamente sus limitadas 
actividades y desencadenaron una espiral de torturas y suicidios que 
culminó en la primavera y el verano de 1883 en varios procesos (Arcos, La 
Parrilla y Cuatro Caminos), saldados con 15 condenas a muerte, de las que 
se confirmaron ocho (entre ellas, la de algunos miembros de la Comisión 
Comarcal de la FTRE) y se ejecutaron seis el 14 de junio de 1884 [144] . 
¿Qué hubo de realidad y qué de ficción en todo este asunto? Para Lida, la 
«Mano Negra» era una asociación de resistencia comunista libertaria 
formada en la tradición de las sociedades secretas de tipo jacobino surgidas 
en la primera mitad del siglo XIX (el propio nombre fue utilizado por varias 
sociedades secretas francesas e italianas de la época romántica), creada por 
los anarquistas en la época de clandestinidad de 1874 a 1881, y que el 
Gobierno utilizó como excusa en 1883 para precipitar la crisis de la FTRE 
[145] . Kaplan opina que las organizaciones terroristas andaluzas estaban al 
margen del anarquismo organizado [146] , y Waggoner o Esenwein dudan 
de su misma existencia [147] . Por su parte, Castro Alfín cree que, pese a la 
legalización de las organizaciones obreras propiciada por el Gobierno 
liberal, era posible que núcleos radicalizados, enfrentados a las mismas 
autoridades locales y a sus agentes, no cambiaran sus hábitos clandestinos, 
conocedores de las represalias que en los pueblos podría acarrearles la 
militancia pública en una organización obrera. La crisis de 1882 habría sido 
propicia para que desplegasen sus prácticas de represalia, tanto contra la 


burguesía rural como contra los antiguos asociados que pudieran haber 
facilitado información [148]. 

La «Mano Negra», de cuya existencia no cabe dudar a pesar de las 
mistificaciones y exageraciones policiales y periodísticas, que hablaron de 
hasta 49.000 afiliados, parecía ser una organización clandestina vinculada 
vagamente a la FTRE, y extendida por las provincias de Cádiz y Sevilla 
como modo primario y radical de resistencia agraria basada en métodos 
vindicativos que actualizaron la añeja costumbre de la venganza 
comunitaria como «justicia del pobre». Como asociación secreta de 
trabajadores, la «Mano Negra» tenía rancios antecedentes en las sociedades 
carbonarias del primer tercio del siglo XIX o en organizaciones de terror 
agrario de tipo coercitivo e intimidatorio como los White Boys, Rightboys y 
Ribbonmen irlandeses que, con la quema de granjas o las agresiones 
individuales, trataron de disuadir al campesinado de la colaboración con las 
autoridades inglesas y, al tiempo, preservar la seguridad de los insurgentes 
[149] . Estas actitudes de resistencia, favorecidas por una férrea solidaridad 
que otorgaba cierta cohesión y legitimidad al uso de la violencia, sentaban 
también las bases de una incipiente «justicia revolucionaria» (el «Tribunal 
Popular» formado por 10 individuos encargados de «castigar los crímenes 
de la burguesía y sus dependientes por todos los medios que sea posible») y 
de un movimiento combatiente organizado en decurias, que intentaría la 
insurrección a gran escala cuando la ocasión política fuera propicia. Su 
programa y estatutos revelan una fuerte afinidad con los principios de la 
AIT de los años de la clandestinidad [150] . Se aseguraba que, con la 
proscripción de la AIT y la imposibilidad de resolver pacíficamente la 
cuestión social, la «Mano Negra» había tenido que convertirse en una 
organización secreta revolucionaria, cuya misión era fomentar conflictos 
laborales, quemar archivos y proceder al «castigo de la burguesía en sus 
personas o bienes». Ante la ineficacia reivindicativa de las huelgas, debido 
a la presión que los propietarios podían ejercer sobre la ingente masa de 
jornaleros, la «Mano Negra» optó por el sabotaje, los asaltos a cortijos y el 
simbólico destrozo de las cosechas como instrumentos disuasorios a la hora 
de tratar jornales antes que como medios de socavar la propiedad privada o 
el sistema socioeconómico. Sólo a partir de los días 3 y 4 de diciembre de 
1882 (es decir, cuando ya había cerca de un centenar de jornaleros 
detenidos), puso en práctica el asesinato de propietarios y confidentes. 


Con esta cuidadosa represión, la FTRE perdió el trabajo de varios años de 
paciente estrategia legalista y moderada en la línea del sindicalismo 
apolítico. Escindida, de hecho, entre un anarquismo rural organizado en 
sociedades secretas y un  obrerismo urbano más cercano al 
anarcocolectivismo y luego al anarcosindicalismo, la FTRE comenzó a 
desintegrarse en 1884 y dejó prácticamente de existir en el Congreso de 
Valencia de octubre de 1888. Desde entonces y hasta fin de siglo, el 
movimiento anarquista optaría por el activismo en pequeños grupos y por el 
terrorismo individual, hasta la aparición de los primeros grandes sindicatos. 
No por ello dejaron de producirse importantes estallidos de violencia, cuya 
pervivencia puede rastrearse hasta la Segunda República. Entre ellos 
destacaron los sucesos acaecidos en Riotinto (Huelva) el 4 de febrero de 
1888, cuando una huelga general de protesta contra la polución industrial 
(en este caso, por el tratamiento de las piritas a través del procedimiento de 
calcinación de las «teleras») derivó en una manifestación masiva que 
interpeló a las autoridades municipales y provinciales establecidas en el 
Ayuntamiento. Estas ordenaron la intervención del Ejército, que perpetró la 
que podría ser la mayor masacre sobre civiles en tiempo de paz producida 
en Europa occidental en el último cuarto del siglo XIX y, sin duda, el 
episodio aislado de violencia represiva más sangriento del periodo de la 
Restauración [151] . Otros episodios reseñables fueron la marcha de 
protesta sobre Cádiz de 6.000 campesinos el 1 de mayo de 1891 y, sobre 
todo, la ocupación por parte de unos 500 campesinos enfurecidos, armados 
con escopetas e instrumentos de labranza, de la ciudad de Jerez durante la 
noche del 8 al 9 de enero de 1892. Inspirados, a decir de algunos, por el 
carismático líder revolucionario Fermín Salvochea, los anarquistas 
asaltaron la cárcel con el propósito de liberar a los trabajadores presos por 
el alcalde días antes. Tras proclamar el comunismo libertario, quemaron la 
Audiencia y las casas consistoriales, pero la presencia en la ciudad de dos 
regimientos precipitó su dispersión. La explosión de cólera popular fue 
duramente reprimida por el Ejército y la Guardia Civil, brazos armados de 
una clase propietaria que no tuvo escrúpulos en agitar a voluntad el 
espantajo de la «Mano Negra» cuando la ocasión lo requería. La ejecución 
de cuatro campesinos el 10 de febrero y la confirmación de nueve 
veredictos a cadena perpetua dejaron paso franco a la espiral de atentados y 
de acciones represivas que conmovieron a España en los años siguientes 


[152]. 


El asalto a Jerez fue la última gran acción insurreccional espontánea del 
campesinado andaluz, tras los sucesos de El Arahal (1 de julio de 1857), 
Loja (28 de junio de 1861), Montilla (12 de febrero de 1873), Castro del 
Río (13 de febrero de 1873) y Aguilar de la Frontera (14 de febrero de 
1873). A partir de ese momento, los jornaleros mostrarían mayor interés por 
integrar sus movilizaciones en el seno de estrategias relivindicativas más 
amplias y estructuradas, donde la coordinación con el nuevo impulso 
revolucionario del proletariado urbano iba a ser decisiva. Los últimos 
movimientos «volcánicos» de protesta rural por el encarecimiento de las 
subsistencias se dieron en 1897-1898 [153] , 1902 (huelgas en Cádiz, 
Granada, Badajoz y Valencia y disturbios en Sevilla) y, de forma más 
impremeditada, en 1903 en Almería, Córdoba y Cádiz [154] . La agitación 
que cundió en Cádiz el mes de febrero estaba promovida, a decir del 
gobernador civil, por Salvochea. En Córdoba, un paro general de los 
obreros en protesta por la falta de trabajo degeneró el 17 de abril en un 
motín donde se dieron gritos favorables a la República, lo que motivó la 
declaración del estado de guerra en la ciudad y una alerta generalizada del 
Gobierno Silvela ante una eventual concomitancia subversiva entre los 
anarquistas andaluces y catalanes. Durante la jornada reivindicativa del 
Primero de Mayo, las turbas incendiaron en Almería un fielato de 
consumos, y la oleada de protestas culminó el 1 de agosto con los 
sangrientos sucesos acaecidos en el pueblo gaditano de Alcalá del Valle, 
donde la represión por la Guardia Civil de una huelga de braceros en favor 
de los presos por cuestiones sociales ocasionó un muerto, varios heridos y 
42 detenidos. Los campesinos presos fueron objeto de malos tratos en la 
cárcel de Ronda, dando lugar a un fuerte escándalo internacional contra el 
Gobierno de Fernández Villaverde [155]. 

La nueva oleada reivindicativa de 1904-1905 ya no pudo ser 
instrumentalizada políticamente por los conspiradores anarquistas O 
republicanos, sino que fue canalizada por sindicatos firmemente 
establecidos. La consolidación del moderno Estado nacional, el desarrollo 
del capitalismo industrial y de las organizaciones a gran escala, el auge del 
comercio, la urbanización acelerada, la mejora de las comunicaciones, etc., 
fueron elementos de cambio social que afectaron profunda, pero 
indirectamente, al carácter y la incidencia de la acción colectiva popular, 
cuyos modos de protesta se fueron haciendo, poco a poco, más generales, 
flexibles, coordinados y disruptivos. Pero, antes de que se generalizase este 


repertorio moderno de acción colectiva, los grandes centros urbanos 
contemplaron por unos años el despliegue de un tipo de violencia 
exasperada cuyo talante radicalmente subversivo y sus implicaciones 
internacionales no conseguían ocultar su significativo componente de 
protesta reactiva. Se aproximaba la época del terrorismo anarquista. 


La «propaganda por el hecho» en la ciudad. los atentados anarquistas y el 
«proceso de Montjuic» 


El movimiento anarquista español había utilizado como tácticas 
alternativas las huelgas y la acción de masas en 1871-1872 y 1881-1882 y 
la insurrección, a imagen del anarquismo italiano, durante el movimiento 
cantonal de 1873 y el levantamiento de Jerez en 1892. El saldo negativo de 
estas iniciativas de protesta popular facilitó la adopción del atentado 
personal como instrumento de combate y defensa, según los acuerdos del X 
Congreso de la AIT celebrado en Londres en junio de 1881, y que 
recomendó a sus afiliados el estudio de las ciencias técnicas y químicas 
como medio de ataque y de guerra [156] , ya que «el acto ejecutado contra 
las instituciones existentes despertaba a las masas mucho más que miles de 
folletos y torrentes de palabras» [157] . La propuesta violenta venía de 
lejos. En 1870, Bakunin ya había aseverado que «debemos propagar 
nuestros principios ya no mediante las palabras sino mediante los hechos, 
porque esta es la forma de propaganda más popular, más poderosa y más 
irresistible» [158] . La entonces llamada «propaganda activa» y de «acción 
revolucionaria o de guerra» fue presentada oficialmente como táctica de 
lucha por los líderes del anarquismo italiano Errico Malatesta, Carlo 
Cafiero y Emilio Covelli durante una serie de discusiones personales de 
julio a octubre de 1876 en Nápoles, y en el transcurso del Congreso de la 
AIT celebrado en Berna en octubre, que votó en favor de la lucha sindical 
[159] . El 5 de agosto de 1877 el Bulletin de la Fédération Jurassienne 
empleó por vez primera la expresión «propaganda por el hecho» [160] , 
pero la primera formulación doctrinal se debe al socialista posibilista 
francés Paul Brousse, quien, en el número de 17 de junio de 1878 de 
L”Avant-Garde (órgano de la sección romanche de la Internacional), señaló: 
«Consideramos insuficiente la propaganda teórica, y constatamos que la 
propaganda práctica es potente, incluso cuando no se desea; buscamos 


inaugurar una propaganda de hecho, ya no inconsciente, sino deliberada» 
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Como formulación táctica sintomática de la decadencia de la AIT, la 
«propaganda por el hecho» no puede ser asimilada única y exclusivamente 
al asesinato político y al terrorismo, ya que la intención intimidatoria hacia 
las «clases poseedoras» resultaba algo secundario en la estrategia 
revolucionaria del anarquismo de la época. La rebelión abierta y 
multitudinaria no era la única modalidad de «propaganda por el hecho», 
sino que se adscribía a esta táctica cualquier actitud de resistencia activa a 
los abusos de la autoridad, desde la protesta en la vida cotidiana hasta la 
revolución; es decir, un amplio abanico de opciones subversivas que podían 
ser aceptadas incluso por aquellos a quienes repugnaba la violencia 
explícita [162] . Ello incluía la organización de manifestaciones pacíficas, 
violencias individuales o colectivas (desde el atentado a la huelga general 
insurreccional), acciones de desobediencia civil (resistencia al servicio 
militar, la negativa al pago de alquileres o cánones agrícolas) y formas 
culturales y asociativas de carácter alternativo (participación en ceremonias 
laicas, formación de comunidades autárquicas, cooperativismo, etc.). Bajo 
el rótulo de «propaganda por el hecho» se acogía, por lo tanto, toda 
iniciativa que se dirigiera a desconocer la autoridad burguesa y fomentar o 
fortalecer el natural instinto de rebeldía y la conciencia revolucionaria del 
proletariado a través de la designación de sus verdaderos enemigos, antes 
que su adoctrinamiento político. Un grupo secreto de conspiradores se 
encargaría de la multiplicación cotidiana de la violencia, en una especie de 
alquimia política tendente a la condensación del máximo de energía 
revolucionaria sobre unas masas que deberían adquirir la conciencia de 
unidad necesaria para emprender su liberación por vía insurreccional. 

La «propaganda por el hecho» era una táctica de lucha generalmente 
defensiva, antes que una acción revolucionaria destinada a la insurrección 
inmediata, pero acabó por identificarse con las acciones violentas de tipo 
individual. El malentendido fue fomentado desde el mismo seno de las 
organizaciones obreras: el Congreso de Verviers, del 6 al 8 de septiembre de 
1877, penúltimo de la Internacional antiautoritaria, al mostrar su simpatía 
por «nuestros hermanos que han sido víctimas de su energía 
revolucionaria», consideró la insurrección y el terrorismo como fenómenos 
no muy diferenciados e igualmente encomiables. El texto se refería al 
episodio insurreccional emprendido por Carlo Cafiero, Errico Malatesta, 


Cesare Ceccarelli y una treintena de anarquistas el 5 de abril de 1877 en 
Benevento, donde, en un antecedente de la estrategia guerrillera adoptada 
por diversas organizaciones revolucionarias del siglo XX, los anarquistas de 
la «banda del Matese» ocuparon el Ayuntamiento de Letino a mano armada, 
y en nombre de la revolución social, proclamaron el comunismo libertario 
tras haber quemado los títulos de propiedad antes de la llegada de los 
soldados [163] . El suceso constituyó la primera tentativa seria de una 
sección nacional de la AIT para traducir a la práctica los nuevos principios 
de la «propaganda por el hecho» aunque la identificaran simplemente como 
un acto de revuelta popular, todavía en la línea del Romanticismo 
revolucionario que de Blanqui, Mazzini o Garibaldi condujo a Bakunin. En 
1878, el comité ácrata ruso de Ginebra, la Comisión de Correspondencia de 
Génova y la Federación Jurasiana recomendaron el abandono de la 
propaganda táctica para dedicarse exclusivamente a la «propaganda por el 
hecho». En diciembre de 1880, un artículo presuntamente escrito por 
Cafiero en el periódico Le Révolté, editado en Ginebra por el príncipe 
Kropotkin, llamaba a «la revuelta permanente mediante la palabra, el 
escrito, el puñal, el fusil y la dinamita», e incluso mediante el voto, siempre 
que se tratara de candidatos revolucionarios inelegibles [164] . 

La teoría de la «propaganda por el hecho» tuvo a fines de los años setenta 
sus primeras manifestaciones prácticas en España. Las razones que pueden 
aducirse en principio para su adopción en el contexto sociopolítico español 
resultan similares a las señaladas en otras latitudes: un movimiento obrero 
en recomposición tras la campaña represiva gubernamental en los años 
setenta y primeros ochenta, desbordado en su capacidad organizativa por la 
llegada masiva a ciudades como Barcelona. Esta legión de trabajadores, 
desarraigadas de su tradicional entorno comunitario, rompió con los viejos 
vínculos sociales, económicos y psicológicos y se abrió a nuevas pautas de 
socialización y de conducta colectiva, pero también reaccionó contra la 
alienación que imponían las duras condiciones de vida de las fábricas y 
talleres con explosiones de violencia individual. Tampoco hay que 
minusvalorar el papel desempeñado por otros factores, como el carácter 
provocativo de una represión gubernamental a menudo indiscriminada; la 
implicación en la protesta violenta de miembros de la clase media baja, 
aleccionados por la propaganda anarquista y la literatura individualista de 
Stirner o la nihilista de Nietzsche, y —rasgo no menos importante— el ya 
citado derrotero oficial que tomó el movimiento obrero antiautoritario por 


esos años. En el Congreso de Verviers de 1877, el representante español, 
Tomás González Morago, defendió el principio de la «propaganda por el 
hecho» y manifestó su solidaridad con los atentados y alzamientos obreros. 
Tras el Congreso de Valencia de septiembre-octubre de 1888, que rubricó la 
disolución oficial de la FTRE, una parte del anarquismo español asumió los 
principios del individualismo radical y sobrevaloró el papel de la 
vanguardia en la revolución. La creación, en septiembre de ese año, de la 
Organización Anarquista de la Región Española, partidaria de los métodos 
de la «acción directa» organizada por pequeños grupos autónomos («grupos 
de afinidad») estructurados según los principios del anarco-comunismo, dio 
lugar a una oleada creciente de violencias que, en la mayor parte de los 
casos, tomó la fisonomía de atentados con explosivo en los centros fabriles. 
Los primeros artefactos estallaron en las Ramblas barcelonesas entre junio 
de 1884 y enero de 1888, pero, tras los sangrientos sucesos entre 
huelguistas y Policía acaecidos en la Haymarket Square de Chicago el 4 de 
mayo de 1886, la conmemoración de la cruenta represión posterior en 
forma de jornada reivindicativa desde el 1 de mayo de 1890 se convirtió, 
para los anarquistas, en una excusa para vengar a los caídos por la causa 
obrera mediante acciones violentas, o bien para imponer represalias por el 
castigo infligido a los participantes en episodios de protesta popular, como 
los sucesos de Riotinto del 4 de febrero de 1888 o el alzamiento de Jerez de 
enero de 1892. Tampoco hay que olvidar la amplia repercusión que tuvieron 
entre los medios libertarios de Barcelona los atentados de Ravachol y de 
Vaillant en Francia, y la intermitente presencia en la ciudad de 
propagandistas como bErrico Malatesta o Charles Malato. En 1891, 
estallaron 15 artefactos en la Ciudad Condal, y el 8 de febrero de 1892, tras 
la ejecución de cuatro jornaleros implicados en el alzamiento jerezano, un 
petardo colocado en la plaza Real causó una nueva muerte. Desde ese año, 
las celebraciones del Primero de Mayo comenzaron a perder su carácter 
violento, dejando paso, desde inicios de 1893, a atentados que buscaban una 
más intensa conmoción de la opinión pública, y que generaron una espiral 
violenta que se mantuvo hasta 1897. Las agresiones se dirigieron de forma 
preferente contra las personalidades representativas del sistema político: 
militares de alta graduación (atentado de Paulino Pallás contra el capitán 
general Arsenio Martínez Campos el 24 de septiembre de 1893, que 
ocasionó la muerte a un guardia civil) [165] , gobernadores (intento de 
asesinato perpetrado por el anarquista Ramón Murull sobre el gobernador 


civil de Barcelona, Ramón Larroca, el 25 de enero de 1894), agentes de 
Policía (atentado de Ramón Sempau contra el teniente Narciso Portas el 4 
de abril de 1897) o primeros ministros (asesinato de Cánovas en Santa 
Águeda el 8 de agosto de 1897). La violencia también afectó a ámbitos muy 
caracterizados del poder económico, social e ideológico, como el 
Parlamento (el turbio affaire de las bombas del Congreso, descubierto el 5 
de abril de 1892), los domicilios de políticos (bomba contra el palacete «La 
Huerta» de Cánovas el 20 de junio de 1893), las sedes patronales (explosión 
en los locales del Fomento del Trabajo Nacional el 4 de enero de 1890), los 
centros del ocio burgués (bombas en el teatro del Liceo el 7 de noviembre 
de 1893, con la secuela de 22 muertos, 35 heridos graves y 7 ejecuciones de 
presuntos responsables) [166] , las iglesias o las procesiones cfvico- 
religiosas (atentado contra la procesión del Corpus en la calle Cambios 
Nuevos de Barcelona el 7 de junio de 1896, que provocó una docena de 
muertos y 41 heridos) [167] . 

Tras el atentado a Martínez Campos, el miedo expresado por las «fuerzas 
vivas» de Barcelona obligó al Gobierno de Sagasta a incrementar la 
represión sobre las organizaciones obreras. El 10 de julio de 1894 se 
promulgó una ley sobre atentados por medio de explosivos, que castigaba 
con penas que iban de la cadena perpetua hasta la muerte a los culpables de 
tales delitos, si la explosión causaba víctimas o si se producían en zona 
pública. Tras la bomba de Cambios Nuevos, la suspensión de garantías, 
decidida el 9 de junio, se prolongó hasta el 17 de diciembre de 1897, 
facilitando la realización sin previo aviso de expulsiones administrativas de 
sospechosos que provocaron serios incidentes con las autoridades francesas 
y británicas [168] . La pésima cualificación policial para combatir el 
terrorismo trató de ser enmascarada con la creación, en septiembre de 1896 
de una Sección de Policía Judicial especializada en la persecución de delitos 
sociales y dirigida por el tristemente famoso teniente Portas. La reacción 
oficial llegó a su punto culminante con la aprobación el 2 de septiembre de 
1896 de una nueva ley de represión del anarquismo, que acentuaba la 
gravedad de las penas establecidas por la de 1894 (muerte para los autores y 
cómplices de atentados con resultado de muerte y cadena perpetua para los 
encubridores y autores de atentados con secuela de heridos), permitía la 
supresión de periódicos, centros, establecimientos y lugares de recreo 
anarquistas e imponía el juicio por la jurisdicción castrense, sumarísimo si 
el delito era flagrante, y que extendió su vigencia a toda España el 12 de 


agosto de 1897, tras el asesinato de Cánovas y la creación de una Sección 
de Policía Judicial para la investigación de estos delitos el 15 de septiembre 
de 1896. En Barcelona, las nuevas medidas legales fueron la cobertura ideal 
para una acción policial abusiva e indiscriminada que desembocó, a partir 
de la primavera de 1896, en la prisión, tortura y procesamiento en el castillo 
de Montjuic de 154 encartados en la masacre del día del Corpus. Este 
oscuro episodio de manipulaciones policiales y judiciales con vistas a un 
escarmiento ejemplar se saldó con la absolución a 60 personas y penas de 
corta duración para 21, pero también con ocho condenas a muerte, cinco de 
las cuales se ejecutaron en los fosos de la fortaleza barcelonesa el 4 de 
mayo de 1897. La denuncia, más o menos exacta, de los «crímenes de 
Montjuic» alimentó una violentísima campaña internacional contra la 
monstruosidad jurídica urdida por la «España inquisitorial» representada 
por Cánovas; fue un importante elemento de socialización política de las 
capas populares de Barcelona, y contribuyó a la toma de conciencia de 
sucesivas generaciones de jóvenes, que tendrían ocasión de probar su 
temple revolucionario en las asonadas que iban a sacudir la ciudad desde 
1901 a 1923 [169]. 

El asesinato de Cánovas, el 8 de agosto de 1897, que implicó a per- 
sonalidades anarquistas como Fernando Tarrida del Mármol o Charles 
Malato, y a líderes independentistas antillanos como el médico 
puertorriqueño Ramón Emeterio Betances [170] , clausuró la primera etapa 
de violencia anarquista, iniciada en Barcelona en 1893. La oleada terrorista 
de los noventa frustró en Cataluña las tácticas organizativas del socialismo 
y del anarco-colectivismo, esta última tras el fracaso de la huelga de mayo 
de 1890 y la llegada de Malatesta a Barcelona al año siguiente. Según 
Núñez Florencio, el proceso de la rebeldía anarquista en España guarda 
ciertas similitudes con la dinámica terrorista que había sacudido a Francia 
en la misma época: rápida degeneración de los objetivos teóricos de la 
propaganda por el hecho, hasta desembocar en atentados de represalia; 
psicosis de amenaza colectiva y  sobrerreacción burguesa, que 
desembocaron en procesos espectaculares con ejecuciones sumarias; 
campañas revisionistas lideradas por anarquistas e intelectuales radicales, y 
fin abrupto del ciclo violento con un gran magnicidio (Carnot en 1894 y 
Cánovas en 1897) [171] . Como sucedió en el caso francés, los atentados 
anarquistas desaparecieron virtualmente de la escena social española 
durante el resto de la década. Además, Silvela decidió adoptar actitudes 


conciliadoras que rebajaron la crispación de los medios republicanos y 
anarquistas más intransigentes. A inicios de 1900, conmutó la pena a los 
implicados en el proceso de Montjuic; los encausados en el proceso de 
Jerez fueron indultados en febrero de 1901, y los de la «Mano Negra» el 4 
de marzo de 1903. Con estas medidas de benevolencia que pretendían hacer 
olvidar la anterior represión, y con la evidencia del fracaso de la doctrina de 
la «propaganda por el hecho» que había enajenado paulatinamente el apoyo 
de las masas obreras al anarco-comunismo, el terrorismo nihilista fue 
perdiendo vigencia, al tiempo que emergía con fuerza en el ámbito 
barcelonés el sindicalismo revolucionario y un nuevo republicanismo 
radical, que había atraído las simpatías de las masas populares por su 
actitud de firmeza durante la campaña revisionista del proceso de Montjuic. 

A fines del siglo XIX, el régimen monárquico había ensayado una tímida 
apertura. De la prohibición de las asociaciones de trabajadores y de las 
huelgas en los años setenta se pasó al reconocimiento legal de los derechos 
sindicales a través de la Ley de Asociaciones de 1887 y la Ley del 27 de 
abril de 1909 relativa a coaligaciones, huelgas y paros. Sin embargo, la 
aparición del terrorismo anarquista-nihlista no sólo llevó a la adopción de 
una legislación punitiva ad hoc, sino que también propició los primeros 
ensayos de coordinación policial y judicial a escala internacional, en los que 
España tuvo un papel destacado. En 1891, el ministro de la Gobernación 
Francisco Silvela propuso un proyecto de entente internacional contra el 
anarquismo. Doce días después del atentado del Liceo, el embajador 
español en Londres sondeó la posibilidad de llegar a un acuerdo 
antianarquista a escala continental y el 11 de diciembre de 1893, tras el 
atentado perpetrado dos días antes por Auguste Vaillant en la Cámara de 
Diputados francesa, España propuso oficialmente a las cancillerías europeas 
una legislación y acción conjunta contra los anarquistas, pero, dos días más 
tarde, Gran Bretaña se desvinculó de la iniciativa, argumentando la 
dificultad en trazar una línea divisoria entre el anarquismo y otras formas de 
opinión extremista. El primer ministro italiano, Francesco Crispi, también 
expresó sus reservas, pero el 12 de diciembre Austria-Hungría mostró su 
acuerdo de principio con la proposición española y fue secundada por Rusia 
y Portugal. Bélgica, Italia, Suecia y Dinamarca permanecieron a la espera 
de la actitud que adoptasen el resto de las grandes potencias. Alemania 
supeditó su decisión a la que tomase Francia, cuya participación en una 
futura conferencia intergubernamental resultaba imprescindible. Fue el 


rechazo expresado por el Gobierno de París el 21 de diciembre lo que hizo 
imposible un acuerdo de altos vuelos, de modo que, entre 1894 y 1896, los 
Gobiernos optaron por protegerse mediante la firma de acuerdos policiales 
bilaterales [172] . El Gobierno español también participó en la Conferencia 
Internacional para la defensa social contra los anarquistas celebrada en el 
Palacio Corsini de Roma entre el 24 de noviembre y el 21 de diciembre de 
1898, que supuso el primer intento de coordinación antiterrorista de alcance 
continental [173] . Aún en el verano y otoño de 1900, tras la conmoción 
provocada por el intento de asesinato perpetrado por el belga Jean-Baptiste 
Sipido contra el príncipe de Gales en Bruselas el 4 de abril, el asesinato del 
rey Humberto I en Monza el 29 de julio y el atentado frustrado contra el sah 
de Persia en su visita a París el 2 de agosto, el Ministerio de Estado realizó 
una última tentativa para comprometer a los Gobiernos europeos en una 
acción antiterrorista coordinada. En septiembre, una iniciativa antianar- 
quista ruso-alemana cosechó mejor fortuna, ya que desembocó en la firma 
del Protocolo de San Petersburgo el 1 de marzo de 1904, un acuerdo de 
recíproca información que buena parte de los países europeos concertaron 
«en interés de la defensa social» [174] . 

Según un autor de la época, de 1886 a 1892 se produjeron en toda Europa 
1.123 atentados con dinamita y 502 en América, con un saldo global de sólo 
21 muertos [175] . El número de agresiones se redujo significativamente a 
partir de 1900, aunque en países como Francia se mantuvo hasta vísperas de 
la Gran Guerra un activismo ácrata de tono violento centrado en el robo a 
mano armada y el asesinato [176] . El terrorismo produjo en las sociedades 
europeas de la «Belle Époque» una sensación pasajera de inquietud, 
aunque, entre los Gobiernos y la opinión pública biempensante, 
obsesionada con una violencia que estalló simultáneamente en Europa y 
América, cundiera el mito terrorífico de la «Internacional Negra», de una 
conexión terrorista a escala mundial cuyo espantajo se siguió agitando en 
otras ocasiones. La realidad era muy otra: el terrorismo constituyó un 
intento desesperado de una parte minoritaria del movimiento anarquista 
para escapar al aislamiento producido por el desarrollo de la alternativa 
parlamentaria y reformista del socialismo y por las represalias 
indiscriminadas de los Gobiernos, que perjudicaron más aún a unas 
organizaciones obreras colocadas a la defensiva. El fracaso reiterado de la 
táctica de la «propaganda por el hecho» obligó al anarquismo a escoger 
entre dos alternativas contrapuestas: la preparación paciente de las 


condiciones objetivas de una revolución a través de la acción sindicalista o 
el desengaño respecto a la voluntad de autoemancipación de la clase obrera, 
que derivó en un recrudecimiento ocasional del terrorismo indiscriminado 
de tipo nihilista, bajo el íntimo convencimiento de que era necesario crear el 
caos para construir una nueva sociedad sobre fundamentos de igualdad y 
solidaridad. La mayoría del movimiento libertario, tras reconocer que el 
terror ciego o la eliminación de grandes personalidades no erosionaban las 
bases del sistema burgués, optó en los años siguientes por una lucha 
puramente económica, basada en la acción sindical y la movilización 
revolucionaria de las masas. 


El sindicalismo revolucionario: teoría y práctica de la «acción directa» 


El incremento de la conflictividad social en los años postreros del siglo 
XIX hizo que el ámbito urbano cobrara cada vez mayor importancia, no 
sólo en la brega electoral contra los valedores del sistema canovista, sino 
también en las manifestaciones colectivas, creciente y variablemente 
violentas, de ese disenso. Poco a poco, los grupos comunitarios 
tradicionales fueron cediendo el testigo de la protesta a asociaciones 
especialmente cualificadas, como los partidos y los sindicatos, que 
perseguían objetivos concretos con arreglo a un programa preciso y trataban 
de maximizar las ganancias en un marco político de escala nacional, a 
través de estrategias de actuación más flexibles, homogéneas, específicas y 
autónomas respecto de los poderosos. Ello permitió el desarrollo de 
acciones colectivas más sostenidas y de mayor alcance, gracias a la difusión 
de programas, eslóganes o signos de identificación, y al acopio de recursos 
organizativos especializados en movilizar o desmovilizar a la gente en sus 
lugares de trabajo y en los espacios públicos más visibles. 

Durante la primera década del siglo XX, este repertorio moderno de 
acción colectiva se fue imponiendo lentamente en los núcleos fabriles más 
importantes, en sintonía con los atisbos de modernización política que 
conllevaba la aparición de los primeros partidos capaces de movilizar a 
importantes masas de ciudadanos y de competir eficazmente en la arena 
electoral. Pero este remozamiento de los comportamientos políticos no 
logró una democratización inmediata ni real del sistema. La tónica seguía 
siendo la descoordinación entre las diversas fuerzas urbanas empeñadas en 


la reforma del régimen o, simplemente, en su sustitución por la vía 
revolucionaria. El republicanismo, consciente de su debilidad tras el fracaso 
de los movimientos insurreccionales de la década de los ochenta, se dividió 
entre los partidarios de la colaboración política con fuerzas reformistas, 
como la burguesía catalanista, y los radicales, que no cejaron en sus 
empresas  conspirativas sin excluir el  regicidio- nm en la 
instrumentalización de las exigencias obreras. El proletariado organizado se 
hallaba igualmente escindido entre un movimiento socialista aún 
minoritario, partidario de las movilizaciones políticas de masas para obtener 
reivindicaciones puntuales; un anarquismo «de acción», que oscilaba entre 
el nihilismo terrorista o la insurrección al viejo estilo, y el sindicalismo 
revolucionario, que aparecería como línea predominante desde la creación 
de Solidaridad Obrera hasta la definición anarcosindicalista de la 
Confederación Nacional del Trabajo (CNT) en 1918. Los fugaces 
momentos de unión y colaboración de todas estas fuerzas darían lugar a 
acciones subversivas de gran relieve, como los prolegómenos de los sucesos 
barceloneses del verano de 1909, 

A fines de siglo, con el declive ocasional de la «propaganda por el hecho», 
fue apareciendo un sindicalismo revolucionario partidario del dogma 
internacionalista de la emancipación de los trabajadores por sus propios 
medios, pero opuesto al terrorismo individual. Pretendía canalizar el 
instinto de revuelta del proletariado mediante la traslación de la lucha de 
clases al terreno más apropiado: las relaciones laborales. El motor básico de 
esta nueva modalidad de lucha revolucionaria sindical era el concepto de 
«acción directa» o antipolítica, que abarcaba las normas violentas y no 
violentas de combate (huelgas, boicots, labels, sabotajes u obstruccionismo) 
y suponía un modo de actuación que consistía en prescindir de 
intermediarios y mecanismos de conciliación (partidos, gobiernos, 
tribunales, delegados, jurados mixtos, etc.) en los conflictos entre las 
fuerzas antagónicas del capital y el trabajo, logrando deslindar 
completamente ambos campos en lucha para abrir así el camino hacia la 
emancipación de la clase obrera [177] . Pero el principal instrumento de la 
«acción directa» de las masas era la huelga general, que habría de abocar a 
la revolución social mediante el control obrero de las fábricas, y sustituiría a 
métodos tradicionales de acción popular como la insurrección y las 
barricadas. Con respecto a anteriores repertorios de acción colectiva 
revolucionaria, en especial la insurrección o la rebelión armada blanquista y 


bakuninista, la huelga general no suponía necesariamente un enfrentamiento 
armado directo con el cada vez más potente Estado burgués, sino que 
trataría de derribarlo atacando su punto más vital y vulnerable: el aparato 
productivo. La huelga general tuvo su primer bautismo de fuego en la 
fracasada jornada de lucha de Primero de Mayo de 1890 como protesta por 
los sucesos de Chicago de 1886. A fines de siglo, las posiciones sobre la 
huelga general en el movimiento obrero europeo iban desde su concepción 
como un medio de reivindicación laboral hasta su defensa como un eficaz 
instrumento insurreccional, pasando por su utilización como medio de 
presión política contra determinadas medidas de gobierno; en especial, las 
de tipo militarista y belicista [178] . 

La idea de la huelga general vista como punto de arranque de una 
revolución fue desarrollada como «mito violento del sindicalismo 
revolucionario por Georges Sorel en su obra Réflexions sur la violence 
(1908), que influiría tanto a los intelectuales anarcosindicalistas como a los 
protofascistas y derechistas radicales en los años anteriores y posteriores a 
la Gran Guerra. Sorel desarrolló la idea matriz de la acción heroica, 
espontánea, libre y creadora, que intervenía en un rearme ético y moral 
basado en la violencia como forma de movilización de la voluntad y fuerza 
transformadora por excelencia de la realidad social [179] . La huelga 
general de masas también se fue transformando en la principal estrategia de 
un movimiento libertario cada vez más impregnado de las teorías del 
sindicalismo revolucionario. Poco a poco, las viejas concepciones sobre la 
insurrección y el atentado individual se fueron diluyendo o integrando en la 
más vaga idea de la «acción directa», ya que el principio de la huelga 
general era entrevisto como una expresión modernizada del componente 
insurreccionalista y subversivo del anarco-colectivismo bakuniniano [180]. 

Descartada la táctica de la acción clandestina tras los sucesos de la «Mano 
Negra», la de la insurrección rural tras el levantamiento de Jerez, y los 
experimentos de «propaganda por el hecho» planteados de forma 
contraproducente entre 1893 y 1897, con el nuevo siglo comenzó a 
difundirse por España la nueva idea-fuerza de la huelga general 
revolucionaria que, sin embargo, fue aceptada por un sector del proletariado 
español con el mismo entusiasmo y falta de preparación teórica que las 
tácticas precedentes. El paro masivo se utilizó en los años noventa y hasta 
inicios de siglo como elemento central de la reivindicación de la jornada 
laboral de ocho horas en las conmemoraciones del Primero de Mayo, en 


1902 como solidaridad con otros oficios en huelga, en 1903 en Bilbao para 
protestar contra las condiciones insalubres de las minas, en 1904 para 
liberar a los presos políticos y en 1909 para combatir el militarismo [181]. 
Bien es cierto que, durante el primer tercio del siglo XX, las huelgas no 
fueron tan numerosas como en otros países europeos debido, sobre todo, a 
las bajas tasas de sindicación y al talante negociador que desplegaba el 
sindicalismo socialista. Pero, si medimos la intensidad de los paros según el 
número de participantes y la violencia de los enfrentamientos, esta era 
mucho más elevada que la media de las naciones del continente [182] . 

El resurgimiento de la teoría y la praxis de la huelga general a partir de 
1900 fue en paralelo al nacimiento del sindicalismo revolucionario en las 
áreas industriales, especialmente en Cataluña. El 1 de mayo de 1901 se 
produjo en Barcelona el primer conato de huelga general proletaria 
rervindicativa de la jornada de ocho horas. Este paro preparó el terreno para 
las campañas huelguísticas de 1902 y 1903, que autores como Vicens Vives 
sitúan como un desarrollo lógico de las consignas emanadas del Congreso 
de la Federación de Sociedades Obreras de la Región Española celebrado en 
Madrid en 1900 [183]. 

El 17 de febrero de 1902 se declaró en Barcelona una huelga general —la 
mayor en Europa desde la organizada en 1893 en Bélgica en reivindicación 
del sufragio universal- que fue secundada por 80.000-100.000 obreros. El 
paro, motivado por la crisis de reconversión que afectaba a la industria 
catalana tras el «Desastre», no fue llevado a cabo por un gran sindicato 
preparado para iniciar una acción colectiva de envergadura, sino por 
asociaciones locales de oficio de un nivel organizativo bastante limitado, 
que se implicaron en la protesta general a nivel de distrito gracias a la 
existencia de vínculos vecinales muy fuertes. Se produjeron importantes 
disturbios, donde se yuxtapusieron las formas nuevas de protesta con 
manifestaciones de rebeldía urbana preindustrial: intentos de convergencia 
de rondas pacíficas sobre los edificios oficiales del centro de la ciudad; 
asaltos a panaderías, mercados y establecimientos religiosos; incendio de 
fielatos; etc. La intervención desproporcionada de fuerzas del Ejército, de la 
Guardia Civil y de los voluntarios civiles armados en somatén provocó un 
centenar de muertos y unos 300 heridos hasta el cese del conflicto el 24 de 
febrero [184] . Este conflicto tuvo eco en puntos tan alejados como Sevilla, 
donde la primera huelga general convocada el 14 de octubre de 1901 derivó 
en ataques de los piquetes contras las casetas de consumos, tranvías, 


tahonas y establecimientos religiosos. En febrero de 1902, hubo 
movilizaciones contra la declaración del estado de guerra en la ciudad 
condal, y el 9 de octubre se convocó una nueva huelga general en forma de 
mitin de protesta [185]. 

Sintomáticamente, el paro barcelonés de 1902 no contó en ningún 
momento con las simpatías del socialismo, cuya postura respecto a la 
huelga general revolucionaria pasó progresivamente del rechazo a la 
aceptación condicionada [186] . En realidad, los socialistas rechazaban la 
huelga general como arma subversiva del proletariado y sólo la admitían 
como instrumento de presión en defensa de las conquistas obreras o para la 
obtención de reivindicaciones políticas, como el sufragio universal o la 
proscripción del militarismo y las guerras. En el Congreso de la II 
Internacional celebrado en Ámsterdam de agosto de 1904, bajo la influencia 
de los recientes paros masivos en Bélgica, Suecia y Holanda, la «huelga de 
masas» sólo fue aceptada como un medio de autodefensa de la clase 
trabajadora y, en el de Stuttgart de agosto de 1907, la huelga general se 
aceptó como manifestación de protesta antimilitarista y, de ese modo, trató 
de ser llevada a la práctica en España por el PSOE y la UGT en el verano de 
1909. 

Quizá por esta postrera muestra de subordinación del obrerismo respecto 
del universo mental decimonónico, se entiende que los paros barceloneses 
de inicios de siglo gozaran de una cierta simpatía —bien es cierto que 
pasiva— por parte del republicanismo histórico. Francisco Ferrer y Guardia 
(uno de los inspiradores intelectuales del paro barcelonés, a partir del cual 
se reconvirtió a la pedagogía y la conspiración regicida) empleó todos sus 
recursos retóricos para poner en solfa el viejo revolucionarismo 
republicano, que se limitaba, en su opinión, a «formar comités, esperar 
Órdenes de la Junta, la que a su vez las aguardaba del jefe, quien, por su 
parte, continúa prometiéndoselo todo de Ejército». Ante el declive del 
movimiento republicano, sólo el anarquismo podía despertar el valor 
individual de las masas, fomentando el estudio de las cuestiones sociales, 
haciendo proselitismo y construyendo una férrea organización que se 
lanzase a la revolución social en cuanto la propaganda en favor de la huelga 
general hubiera dado sus frutos [187] . 

El proyecto subversivo de Ferrer, expuesto en el Congreso del Libre 
Pensamiento de Madrid (12 a 19 de octubre de 1892) era, según Álvarez 
Junco, un «híbrido del pronunciamiento zorrillista clásico y el nuevo 


atentado anarquista». Se basaba en la formación de una sociedad secreta 
revolucionaria nutrida de no más de 300 adheridos (republicanos, 
internacionalistas, librepensadores, anticlericales, etc.), que trataría de 
desestabilizar el régimen por medio de la violencia, y aprovecharía 
coyunturas de especial agitación —las jornadas del Primero de Mayo o una 
huelga general- para asaltar el poder con el apoyo del proletariado 
industrial [188] . En esa misma línea de articulación teórica del impulso 
revolucionario de las masas obreras, Ferrer patrocinó la edición del 
periódico La Huelga General; una publicación libertaria de gran violencia 
verbal, pero especialmente atractiva por ser una de las pocas interesadas en 
seguir el movimiento antimilitarista y las teorías y tácticas del sindicalismo 
revolucionario francés de acción directa. La Huelga General actuaba como 
portavoz oficioso de la Federación de Sociedades Obreras de la Región 
Española o Federación Regional Obrera, compuesta de las secciones de 
diferentes oficios del universo laboral barcelonés, y que desempeñó un 
cierto papel en la huelga general de 1902, tras de lo cual había quedado 
disuelta. El periódico tenía como objetivo impulsar el trabajo paciente del 
movimiento libertario para destruir los puntales de la sociedad (religión, 
patria y Estado) y, luego, conquistar la «última Bastilla» del poder burgués 
a través de una huelga general redentora. Sus colaboradores —en su gran 
mayoría, elementos ácratas opuestos al terrorismo— proponían una visión 
«científica» de la revolución que, en su opinión, ya no debía estar basada en 
un golpe militar, sino en una transformación completa del orden económico, 
al mismo tiempo que en la destrucción de toda autoridad gubernamental, 
mediante la apropiación por parte de los trabajadores de todos los medios 
de producción y de transporte, y la ejecución de un plan estricto de lucha 
armada [189]. 

Todavía en febrero y mayo de 1903 se intentó la convocatoria de una 
huelga general, pero la acción reivindicativa quedó frustrada por el 
reforzamiento de las fuerzas locales de seguridad. Los conflictos de 1901 a 
1903, con su impronta todavía predominantemente libertaria, dejaron el 
camino expedito para un fugaz retorno al terrorismo individual, pero 
también posibilitaron un vuelco no menos temporal hacia la acción política, 
esta vez representada en la violenta demagogia del republicanismo 
lerrouxista. 
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EPÍLOGO 


CONTINUIDADES Y DISCONTINUIDADES EN LAS 
FORMAS DE VIOLENCIA POLÍTICA EN LA ESPAÑA 
DECIMONÓNICA 


Como en gran parte de los países europeos, la violencia colectiva ha sido 
uno de los factores determinantes del proceso político en la España 
contemporánea: los levantamientos populares, las revoluciones, los 
pronunciamientos, los golpes de Estado o las guerras civiles han proliferado 
junto a otras manifestaciones conflictivas de menor escala. Pero la violencia 
también ha sufrido una importante mutación en los últimos dos siglos, en 
paralelo a procesos de singular calado que han cambiado, de forma 
duradera, la estructura de la sociedad, como la urbanización, el desarrollo 
del capitalismo industrial, las transformaciones del Estado nacional o el 
arraigo de las instituciones representativas. El primer gran cambio en los 
comportamientos violentos fue, precisamente, la adquisición de una 
creciente impronta política: con la evolución hacia la modernidad, los 
movimientos reivindicativos y las orientaciones de la protesta se han ido 
vinculando a los debates políticos centrales y a la lucha por los diversos 
espacios del poder público, desde las amenazas dirigidas contra una 
autoridad local hasta la conquista del gobierno de un país. 


EL DECLIVE DEL REPERTORIO TRADICIONAL DE LA PROTESTA 
VIOLENTA 


Este predominio de los objetivos políticos vino de la mano de una lenta 
pero progresiva transformación de la morfología de la protesta colectiva. El 
punto de partida era la tradicional violencia de carácter reactivo, es decir, 
prácticas de autopreservación frente a las presiones exteriores, que podían 
ser reaccionarias (protestas en pequeña escala de grupos comunitarios en 
una pequeña área de influencia) o defensivas (protestas de mayor escala y 
área de acción, llevadas a cabo por organizaciones más complejas). Estas 
modalidades violentas (en la que se incluían las revueltas campesinas, las 


ocupaciones de tierras y bosques, los motines antifiscales, de subsistencias, 
contra las condiciones de trabajo o contra la conscripción, los tumultos del 
hambre, el ludismo, etc.) eran fruto de una conflictividad multiforme que 
afectaba al intercambio y al disfrute de bienes cotidianos y concretos y se 
caracterizaban por las actitudes de resistencia de grupos que defendían sus 
formas tradicionales de vida contra la presunta conculcación de sus 
derechos consuetudinarios. 

Ante la irrupción de fuerzas transformadoras como el Estado nacional o 
las relaciones económicas capitalistas, los antagonismos localistas, basados 
en la costumbre y en las tradiciones, fueron dejando paso a una protesta 
emanada de unas pautas de conflictividad de ámbito nacional, que afectaban 
a la distribución global de los bienes materiales y simbólicos en el seno de 
la sociedad. Esta violencia proactiva se produjo donde y cuando la 
población había pasado a involucrarse masivamente en las estructuras 
nacionales del poder, la producción, la distribución y la asociación; se 
articulaba en torno a demandas de cambio que no habían sido ejercitadas 
con anterioridad y aparecía relacionada con la acción política cotidiana 
(mítines, manifestaciones o elecciones), con los enfrentamientos 
económicos organizados por motivos de salario (huelgas agrícolas y 
urbanas) o con las querellas contra la autoridad estatal (insumisiones, 
insurrecciones o movimientos revolucionarios de diverso tipo). Las 
protestas modernas están penetradas de ideología y son desplegadas de 
forma consciente por asociaciones especializadas y organizadas (sindicatos, 
partidos o grupos de presión), que defienden los intereses de amplias masas 
de población, y cuyos objetivos, relativamente bien definidos, consisten, 
antes que en la resistencia a ultranza frente a la autoridad, en el deseo de 
controlar una mayor gama de objetivos, programas y demandas políticas y 
económicas [1]. 

El primer problema que dilucidar es en qué momento se operó en España 
esa transición desde un repertorio violento «tradicional» a otro de carácter 
innovador. Ya antes de la Revolución industrial, habían aparecido 
manifestaciones «modernas» de protesta, como las huelgas, los boicots y las 
peticiones pacíficas, que, una vez consumado el proceso industrializador, 
siguieron coexistiendo con las formas tradicionales de lucha, como los 
motines y las algaradas. La cuestión fundamental es determinar cuándo las 
movilizaciones proactivas alcanzaron su predominio en la lucha social por 
los recursos que administraba el Estado liberal consolidado. Para los Tilly, 


el punto de inflexión hacia la actualización del repertorio violento vino 
marcado por dos factores esenciales: por un lado, la cronología de la 
nacionalización de la producción, la distribución y el poder y, por otro, el 
desarrollo de organizaciones complejas como vehículos de la acción 
colectiva, que aparecieron relativamente pronto en Francia, un poco 
después en Alemania y, más tarde, en Italia y la península Ibérica [2] . El 
propio Charles Tilly consideraba que el cambio de repertorio hacia esas 
nuevas formas de violencia colectiva se fue operando en Inglaterra entre el 
Reform Bill de 1832 y la agitación cartista de las dos décadas siguientes, en 
Francia entre 1840 y las primeras grandes oleadas huelguísticas de 1869- 
1870 y en Italia se vinculó estrechamente a la culminación del proceso de 
integración del norte en las estructuras económicas y políticas del Estado 
unitario. España parecía ser la excepción a esa constante que vincula el paso 
desde los modos predominantemente reaccionarios hasta las modernas 
formas de violencia colectiva a una más o menos duradera victoria del 
Estado y del mercado nacionales sobre los particularismos del pasado [3] . 
En nuestro país, esa victoria no fue completa, y los modelos dominantes de 
violencia permanecieron oscilando por largo tiempo entre los dos polos de 
ese problemático proceso de cambio. Como señalan los Tilly en su obra 
sobre las actitudes colectivas de rebeldía en Europa entre 1830 y 1930, «en 
España la transición desde las formas reactivas clásicas de la violencia 
colectiva —el motín de subsistencia, la rebelión contra los impuestos, y 
otras— se produjo tarde y en un calendario que varía marcadamente con la 
modernidad de la región» [4] . 

La visión que tiene Tilly de la dinámica histórica de la violencia en 
nuestro país resulta acertada en gran medida. A lo largo del siglo XIX, los 
diversos actores políticos y sociales desplegaron en España una extrema 
variedad de formas violentas situadas en la encrucijada entre la tradición y 
la modernidad: conjuras de palacio, guerrillas, bandolerismo, motines, 
pronunciamientos, revoluciones, guerras civiles, etc., etc. La Guerra de la 
Independencia, que combinó el levantamiento nacional con la guerra civil, 
posibilitó un primer proceso nacionalizador, no sólo de la política (con la 
convergencia del contrapoder de las Juntas revolucionarias en Juntas 
centrales), sino también de la violencia, donde la polifacética resistencia 
popular antinapoleónica y antijosefina se fue encauzando a través de una 
guerrilla cada vez más mediatizada por la obediencia política y la disciplina 
militar. 


Los arquetipos violentos en la política española del siglo XIX 


Para calibrar la complejidad de ese abigarrado repertorio de 
manifestaciones, podríamos intentar hacer una tipología de los arquetipos 
violentos de la España del siglo XIX atendiendo a tres factores esenciales: 


1) Los actores colectivos que protagonizaron las intervenciones violentas. 
Normalmente, las actuaciones de carácter minoritario son impulsadas por 
elites capaces de influir de forma decisiva sobre el gobierno por su 
cercanía a los resortes del poder, o por su capacidad y oportunidad para 
captar y movilizar recursos de índole diversa; de suerte que, al contrario 
de las acciones de masas, los procedimientos violentos ejecutados por 
minorías se suelen identificar con lealtades forjadas en el entorno del 
poder, y sus objetivos finales no tienen un carácter subversivo tan 
acusado como las formas de protesta de carácter multitudinario, aunque 
puedan verse forzadas por estas a radicalizar los objetivos iniciales de la 
protesta. 

2) El potencial subversivo, medido a través de la cuantía y la calidad de 
los recursos desplegados para la movilización violenta, tales como la 
coherencia de la protesta (homogeneidad identitaria, grado de 
organización interna, coherencia ideológica, porcentaje de apoyo social a 
la subversión y de apoyo institucional al régimen...), los recursos 
materiales (disponibilidad de dinero, armamento, materias primas 
comercializables...), los medios de influencia (movilización de 
combatientes, consenso y legitimación social, alianzas con otras fuerzas 
internas o externas al conflicto, proximidad o alejamiento de los espacios 
de poder político para precipitar o evitar una represión inmediata...) o la 
capacidad coactiva, concretada en la disponibilidad de una fuerza armada 
capaz de controlar una comarca o un espacio urbano relevante, y que 
muestre resiliencia, o capacidad para mantenerse operativa hasta la 
previsible organización de la respuesta revolucionaria y gubernamental. 

3) El impacto político, mensurable a través de su capacidad de irradiación 
en la esfera del poder. Los objetivos de la violencia pueden limitarse a la 
pura y simple rectificación de la línea de gobierno (en sentido reformista, 
continuista o involucionista), al logro de una influencia o fiscalización 
indirecta sobre el ejercicio del poder o a buscar fines más amplios y 
ambiciosos, como la conquista total del Estado y la transformación 


profunda de las reglas del juego político y de la organización social en su 
conjunto. 


Como puede verse en el gráfico adjunto, la conjugación de los tres 
factores que acabamos de sugerir da lugar a seis tipos básicos de violencia 
política, clasificables en función de la menor o mayor intensidad de los 
elementos concurrentes: 


Masas Limitado 


Violencia | Violencia 


tumultuaria | insurgente 
ACTORES (motines o | (partidas o POTENCIAL 
rebeliones) | terrorismo) SUBVERSIVO 


Violencia 
revolucionaria 
(insurrección 

nacional o guerra 
civil) 


Elites Magnicidio Amplio 


y regicidio 


Violencia pretoriana 
(cuartelazo, pronunciamiento 
o golpe de Estado) 


Conjura de palacio 


Limitado Amplio 
IMPACTO POLÍTICO 


El asesinato es, junto con la conjura de palacio, la modalidad de violencia 
política minoritaria más antigua. Entre las expresiones de la violencia 
pretoriana, figuran el cuartelazo inducido por un agravio de tipo 


corporativo, que tiene como premisas de ejecución la debilidad del 
gobierno, la solidaridad gremial y el apoyo político de esferas clave de la 
Administración civil y militar. Este tipo de actuaciones muestran un 
potencial coactivo intenso y una respetable capacidad de prolongación de la 
protesta en el tiempo. La ejecución de un pronunciamiento necesita un 
distanciamiento suficiente de los centros clave del poder gubernamental 
para evitar una represión inmediata. Su moderado potencial coactivo obliga 
a dilatar la movilización que se vaya organizando en su apoyo. Esto resultó 
evidente en las irrupciones fronterizas («rompimiento» o «salto»), que 
precisaban la complicidad o, al menos, la tolerancia de los gobiernos de 
acogida y una red de complicidades internas para sostener un contrapoder 
alternativo en una zona liberada el tiempo suficiente para erosionar la 
legitimidad del gobierno y alentar la emulación revolucionaria. Por el 
contrario, el golpe de Estado es un asalto fulminante y expeditivo a las 
instancias de gobierno, que se ejecuta desde dentro del entramado del poder 
y, en eso, se distingue fundamentalmente de las modalidades de violencia 
subversiva, como la guerra civil o la insurrección. Sus condiciones de 
ejecución son la presencia de apoyos políticos dentro del gobierno y de la 
Administración civil y militar, un potencial coactivo intenso y la necesaria 
rapidez en la movilización. 

La violencia insurgente, de carácter pre o subrrevolucionario, puede ser 
protagonizada por una elite, pero aspira a representar y movilizar a un 
sector significativo de la población, que anhela cambios radicales en el 
sistema político o social, pero que no dispone, en ese momento, de los 
recursos necesarios para arriesgar un enfrentamiento masivo, directo y 
decisivo contra el Estado y que, por ello, se ve obligado a optar por 
estrategias de lucha que suponen una menor implicación humana y material 
aunque, por su intensidad y su duración, acarrean elevados costes sociales. 
Los dos ejemplos más destacados de estas estrategias violentas de tipo 
insurgente son el terrorismo y la guerrilla residual, que acostumbraba a 
surgir tras el aplazamiento, demora o fracaso de un más amplio movimiento 
revolucionario. 

La violencia revolucionaria está en el epicentro de esos procesos de 
movilización extensa, conflictividad aguda y cambio radical que llamamos 
«revoluciones». A lo largo del siglo XIX, los conflictos violentos más 
intensos adoptaron la fisonomía característica de levantamientos masivos 
(sublevación «nacional» de 1808, actuación popular en los movimientos de 


1836, 1848, 1854, 1868 o 1873) o contrarrevolucionarios (revueltas 
realistas de 1822-1823, sublevaciones de los Malcontents en 1827 y de los 
Matiners en 1847-1849, guerras carlistas de 1833-1840 y 1872-1876), cuyo 
protagonismo era eminentemente popular, pero su dirección resultaba 
notoriamente elitista. Su origen frecuentemente local no impidió que, en 
circunstancias de movilización masiva (casos de la Guerra de la 
Independencia o de las guerras carlistas), otras organizaciones no 
comunitarias, como las sociedades patrióticas y secretas, las juntas militares 
o civiles, los partidos o las camarillas palaciegas, favorecieran la creación 
de marcos de identidad que constituyeron el fundamento de acciones 
colectivas con proyección nacional. 

Uno de los arquetipos revolucionarios más reconocibles del liberalismo 
español decimonónico lo constituyeron las movilizaciones populares de 
carácter urbano, inspiradas, estimuladas, instrumentalizadas o encauzadas 
por entes asociativos que se nutrían de las capas burguesas y mesocráticas. 
Sus herramientas preferidas de acción armada fueron la Milicia Nacional y 
el Ejército; su táctica, la jornada revolucionaria (como los levantamientos 
en cascada de las ciudades en julio-agosto de 1836, septiembre de 1840, 
julio de 1854 o septiembre de 1868), consistente en un pronunciamiento 
militar seguido de la erección de barricadas en las ciudades, y su instancia 
de poder, las juntas, que emergieron como alternativa de poder 
constituyente con base provincial y democrática. Este tipo de 
movilizaciones mostraban unas dinámicas de «contagio» (insurrecciones en 
bloque o en cascada) que trataban de desbordar la capacidad de respuesta 
del gobierno. Las bullangas de Barcelona como instrumento de presión para 
el cambio político son un buen ejemplo de ello. 

El pronunciamiento castrense acostumbraba a ser el preludio necesario de 
cualquier acción revolucionaria, tras del cual se armaban los ciudadanos, se 
pronunciaban los ayuntamientos y se formaban las juntas. En estas 
movilizaciones, el pueblo hacía las veces de protagonista, más simbólico 
que efectivo, de una amenaza indirecta sobre el poder, representada en las 
barricadas y en la resistencia pasiva frente al gobierno a la espera de que la 
actitud del Ejército resolviese el impasse político. Ello era posible porque, 
en el conjunto de las culturas políticas herederas del liberalismo 
decimonónico, el Ejército no aparecía como un ente ajeno al pueblo, sino 
como la nación en armas, portavoz y garante de sus derechos y de sus 
intereses. Tanto en su calidad de depositario de la legitimidad nacional 


como en su papel de receptor del poder popular en primera instancia, el 
Ejército como agente insurreccional resultaba indisociable del modelo 
subversivo liberal. El trinomio subversivo popular-miliciano-juntero se 
mantuvo como una constante decisiva para el empuje liberal en sucesivas 
oleadas o ciclos (1820, 1835, 1836, 1840, 1843, 1854, 1868 y 1869), pero 
entró en declive al manifestarse en su forma más radical: el cantonalismo, 
que afectó a ciudades de Andalucía, Levante y Centro en el verano de 1873 
[5] . 

En sus orígenes, la actividad revolucionaria de las juntas, del Ejército y de 
los ciudadanos en armas apuntaba directamente al control del poder 
público, pero su táctica de lucha hubo de coexistir con otras 
manifestaciones no estrictamente políticas de conflicto, como la algarada 
urbana, el motín agrario, la protesta industrial o el bandolerismo. Una de las 
características más acusadas de la violencia política durante buena parte del 
siglo XIX fue su íntima relación con los modos tradicionales de protesta 
social, que nuestra tipología incorpora bajo la rúbrica de violencia 
tumultuaria. Esta incluía fenómenos de acción colectiva, como los motines 
de subsistencias o de quintas, las protestas callejeras, los disturbios o 
alborotos urbanos o las revueltas campesinas, que son expresiones más o 
menos espontáneas y desestructuradas de descontento propias de los grupos 
sociales subordinados, pero con una escasa movilización de recursos 
materiales y de influencia, y unos objetivos que no van mucho más allá de 
las reclamaciones puntuales a las autoridades más próximas. Su 
instrumentalización política resultaba, en la mayor parte de los casos, harto 
complicada, pero solía manifestarse en toda su crudeza en momentos de 
crisis del aparato de gobierno o de la propia estructura del Estado, como 
sucedió en el trienio 1834-1836, el Bienio Progresista o el Sexenio 
Democrático. En esas circunstancias, el malestar social podía ser 
instrumentalizado por las tendencias políticas más radicales, ya que, a pesar 
de su fragmentación geográfica, la protesta acostumbraba a dirigirse, en 
primera instancia, contra la autoridad municipal y contra los símbolos del 
poder local, como los ayuntamientos, los juzgados, los registros de la 
propiedad o las casetas donde se cobraba el odiado impuesto de consumos. 

Las manifestaciones típicas de la violencia colectiva popular fueron, 
esencialmente, cuatro. En primer lugar, se hallaban las movilizaciones 
agresivas contra el poder social y simbólico de la Iglesia católica. Los 
motines anticlericales de 1822 y 1834-1835 brotaron esporádicamente al 


hilo del cuestionamiento de los privilegios jurídicos, culturales y materiales 
del clero; prerrogativas que obstaculizaban la construcción del Estado 
nacional en el contexto de un proceso revolucionario liberal marcado por 
las incertidumbres que acarreaba una guerra civil con fuerte connotación 
religiosa. En segunda instancia, se produjeron actos de protesta contra la 
captación de recursos económicos y humanos por parte del Estado 
centralizador; en concreto, las manifestaciones contra las quintas y los 
motines antifiscales. Las acciones contra la conscripción, en una época 
donde los movilizados en campaña estaban sujetos a una mortalidad muy 
elevada, resultaron especialmente intensas en 1870-1873. Los conflictos 
interiores y exteriores que la Primera República hubo de afrontar le 
impidieron promulgar la tan ansiada ley de reemplazo y abolición de 
quintas, con lo que este catalizador de luchas sociales se mantuvo hasta el 
establecimiento del servicio militar obligatorio en la primera década del 
siglo XX. En cuanto a los motines de consumos, remitieron cuando, en 
1868, se abolieron estos gravámenes, pero volvieron a aparecer cuando se 
restableció el impuesto en 1874. Estas acciones colectivas desaparecieron 
definitivamente en 1911-1912, merced a las reformas de las leyes 
respectivas como resultado de una intensa y persistente campaña de presión 
popular. 

Un tercer tipo de acción contenciosa popular fue la dirigida contra la 
escasa articulación de un mercado nacional incipiente, pero cada vez más 
sometido a estímulos exteriores. Las protestas tumultuarias contra las 
deficiencias de abastecimiento fueron «costumbres en común» (el término 
acuñado por E. P. Thompson para designar los repertorios tradicionales de 
acción colectiva) heredadas del Antiguo Régimen, pero, a la altura del 
ochocientos, no respondían a estímulos primarios de hambre o venganza, 
sino que eran respuestas exasperadas a las crisis agrarias, magnificadas por 
el deficiente suministro del medio urbano y por el acaparamiento de grano 
con fines especulativos. Las crisis agrarias coincidieron con crisis políticas 
en 1804, 1812, 1817, 1823-1824, 1837, 1847 (la hambruna más intensa de 
todo el reinado de Isabel II), 1856-1857 (carestía de grano por la Guerra de 
Crimea), 1867-1868, 1879, 1889-1890 y 1898. Los levantamientos 
revolucionarios en épocas de depresión económica se sucedieron en 1835, 
1844, 1854-1856 y 1866-1869. Los motines de subsistencia también se 
fueron desarrollando con su característica dinámica cíclica, con puntos 
culminantes en los años 1835, 1847, 1854, 1856 y 1897-1898, pero, a partir 


de los sesenta, dejaron de ser crónicos, gracias al aumento general de la 
producción nacional y al abaratamiento de los granos importados. 

Por último, hay que reseñar las movilizaciones contra el régimen de 
propiedad de la tierra implantado tras las desamortizaciones. En ellas, 
destaca la escasez de furores espontáneos con daños a las personas, a pesar 
de la debilidad de los resortes del orden público y frente a la situación de 
necesidad de la mayoría de la población rural. Las agitaciones y rebeliones 
campesinas andaluzas de 1857, 1861, 1868, 1871, 1873, 1879, 1882 y 1892, 
con su cortejo de ocupaciones, reparto de tierras señoriales o comunales, 
quema o robo de cosechas, asalto a poblaciones, acoso, secuestro oO 
asesinato de propietarios o bandolerismo endémico, adoptaron, en 
determinadas coyunturas políticas que consideraban favorables, la 
fisonomía de una auténtica rebelión armada, instrumentalizada por 
sociedades secretas, caudillos o partidos de tono radical, que trataban de 
conciliar la reclamación tradicional del reparto de tierras con las exigencias 
de democracia a escala local o nacional. En estas ocasiones, el impulso 
insurreccional campesino acostumbraba a derivar en la ocupación de 
pueblos o ciudades, donde se destituía O atacaba a los agentes de la 
autoridad, y se experimentaba una fugaz inversión social antes de que el 
orden quedase restablecido por la intervención de la Guardia Civil o del 
Ejército. Este «ciclo tradicional» de rebeliones campesinas pudo darse por 
finalizado tras la represión de la «Mano Negra» en 1882 y los sucesos de 
Jerez de 1892, aunque experimentó rebrotes esporádicos en 1911, 1918- 
1920 y 1931-1934, 

El contenido de estas protestas, eminentemente reactivas, sería luego 
incorporado al acervo reivindicativo de las modernas organizaciones 
políticas; en especial, los partidos democrático-republicanos y el 
movimiento obrero organizado que, desde mediados del siglo XIX, estaban 
ensayando tácticas de lucha más autónomas y flexibles con el objeto de 
exigir bienes o valores a la autoridad nacional o a sus representantes. Las 
primeras huelgas generales y manifestaciones proletarias se desarrollaron 
en Barcelona en 1854-1855 para reivindicar la libertad de asociación, la 
jornada de ocho horas y la constitución de tribunales paritarios para 
canalizar los conflictos laborales. En el ámbito agrario, el paro campesino 
de Jerez de 1882 allanó poco a poco el camino para el desarrollo de 
movimientos huelguísticos crecientemente organizados, que alcanzaron su 


culmen en los ciclos reivindicativos de 1903, 1905-1906, 1914-1915, 1918- 
1920 y 1930-1936. 


Las posibles causas de la heterogeneidad de los repertorios violentos 


¿A qué se debió la multiformidad y la indefinición política de los 
repertorios violentos desarrollados en España en el siglo XIX? Como ya 
hemos indicado, las causas de tan plurales manifestaciones de la violencia 
colectiva deben buscarse en el insuficiente alcance de las transformaciones 
de la vida política convencional, especialmente en dos aspectos que se 
influyeron y reforzaron mutuamente: el primero fue la compleja y 
dificultosa imposición del Estado centralizador de cuño liberal sobre los 
poderes rivales en poblaciones, provincias y regiones, y su relativa 
emancipación funcional de la burocracia y de las instancias políticas del 
Antiguo Régimen, especialmente en lo que atañía al poder militar; dicho en 
otras palabras, la dificultosa nacionalización de la «cosa pública». El 
segundo fue la proliferación e influencia de asociaciones complejas y 
especializadas, como partidos, sindicatos, clubes, tertulias, sociedades 
secretas o células conspirativas. 

Según Barrington Moore, los factores que facilitaron en Inglaterra el paso 
a la democracia sin grandes tensiones violentas fueron: un Parlamento 
fuerte e independiente de los otros poderes del Estado —léase el monarca—, 
la temprana adaptación de las clases rurales superiores al desarrollo del 
capitalismo industrial y la inexistencia de un aparato coercitivo eficaz por la 
debilidad tradicional del Ejército, lo que obligaba a las clases poseedoras a 
optar más por la negociación con otros grupos sociales que por la represión 
[6] . En España, el Estado controló los resortes del poder nacional más 
pronto y más rápido que los intereses colectivos, los cuales se fueron 
articulando a través de movilizaciones de acusado carácter rervindicativo. 
Pero esa autonomía respecto de los poderes sociales emergentes tuvo como 
contrapartida un aparato estatal infradimensionado, débil e inoperante, 
sometido a la presión de unos poderes fácticos tradicionales (Ejército, 
Iglesia o burocracia civil), que gozaron de gran autonomía en las esferas 
administrativas central y local. La difícil adaptación del Estado a los 
requerimientos de una moderna estructura burocrática, su limitada eficacia 
a la hora de controlar a los diversos agentes estatales o paraestatales, su 


incapacidad para llevar adelante sus objetivos racionalizadores a escala 
nacional, su falta de respuesta a las crecientes demandas de otros actores 
colectivos, sus reparos a la hora de integrar en la comunidad política a los 
nuevos movimientos sociopolíticos de carácter reformista o su reducido 
poder de arbitraje en los diversos conflictos de hegemonía y de dominación, 
fueron factores que aceleraron su crisis de legitimidad, y que explican su 
frecuente enquistamiento en actitudes resistenciales de fuerte impronta 
coactiva. Por su parte, los sectores sociales marginales al régimen liberal no 
lograron organizar su impulso de protesta ni movilizar con eficacia su 
propio arsenal reivindicativo. En ocasiones, no encontraron otra salida que 
instrumentalizar sus demandas mediante el despliegue de acciones de 
carácter violento, en un contexto de vulnerabilidad estatal que favorecía, 
precisamente, la adopción de este tipo de estrategias de la confrontación. El 
largo rosario de pronunciamientos, golpes de Estado y revoluciones 
triunfantes o fracasadas serviría para confirmar este aserto. 


LOS FACTORES ESENCIALES DE MODERNIZACIÓN DE LA 
VIOLENCIA COLECTIVA 


Pero volvamos a la pregunta inicial, es decir, el tránsito desde el repertorio 
tradicional de acción colectiva contenciosa a modalidades reivindicativas de 
carácter moderno. Durante el último cuarto del siglo XIX, coincidente con 
la proclamación y la consolidación del régimen de la Restauración, se 
vivieron situaciones de antagonismo especialmente virulento (sobre todo, 
en su etapa fundacional y durante la crisis de fin de siglo), donde el uso de 
la fuerza fue justificado, instrumentalizado y gestionado con arreglo a 
estrategias racionales de disputa del poder público. Simplificando quizá en 
exceso, los conflictos de tipo vertical —es decir, los que ligan al Estado con 
sus administrados— tuvieron que ver con los desacuerdos que, a nivel 
corporativo, territorial, político o social, se establecieron en torno a tres 
elementos institucionales que presentan grandes áreas de interrelación: 


1) La naturaleza y función uniformizadora del Estado, como las polémicas 
sobre el estatuto jurídico y las funciones asignadas a las fuerzas armadas 
en sus relaciones con el entramado administrativo-burocrático y con la 
sociedad civil, el problemático reconocimiento jurídico de las 
peculiaridades regionales en una estructura centralizada de Estado, las 


reacciones maximalistas contra la propia esencia de la organización 
estatal emanadas de movimientos como el obrerismo anarquista y 
anarcosindicalista, etcétera. 

2) La identidad nacional, sobre todo, la dificil integración simbólica de los 
mitos fundadores y movilizadores de localismos y los nacionalismos 
periféricos en el marco referencial del nacionalismo español de corte 
preferentemente centralista. 

3) La capacidad integradora y gestora del régimen político como, por 
ejemplo, el conflicto de hegemonía librado entre la gran burguesía 
oligárquica y los sectores burgueses emergentes, sobre todo, las 
burguesías industriales de la periferia, o la integración de los intereses, 
prerrogativas y aspiraciones del obrerismo reformista y del 
republicanismo en el marco de un Estado al que se reclamaba el 
reconocimiento pleno de los derechos políticos y sindicales, y un mayor 
intervencionismo en la esfera social. 


Estos conflictos, que enfrentaron al Estado con los grupos sociales y los 
movimientos de oposición marginados del sistema, sólo tuvieron carga 
agresiva en ocasiones muy determinadas. La violencia de mayor intensidad 
estaba vinculada a la respuesta represiva desplegada desde los resortes del 
poder público contra aquellas movilizaciones que suponían una 
impugnación extrema, radical y beligerante del statu quo, como fue el caso 
de las insurrecciones carlistas y federales, los pronunciamientos zorrillistas 
de los años 1870-1880, o del terrorismo anarquista de fines de siglo. La 
extensión de la violencia colectiva estuvo en función de la capacidad de 
concertación subversiva de las varias líneas de conflicto (es decir, la 
disconformidad frente al Estado, frente a la identidad nacional o frente al 
régimen político), como sucedió en las movilizaciones multisectoriales de 
1909, 1917 y 1930. Sin embargo, las mayores cotas de violencia se 
alcanzaron cuando los conflictos «verticales» (es decir, los planteados entre 
gobernantes y gobernados), siempre tendentes a la polarización, 
coincidieron con enfrentamientos de carácter «horizontal» entre diversos 
segmentos de la comunidad nacional sin relación inmediata con el poder 
político, y planteados en torno a problemas como la secularización 
(anticlericalismo), la estructura de la propiedad agraria (ocupaciones de 
tierras o movilizaciones campesinas), las relaciones laborales en el ámbito 
industrial (huelgas, lockouts, conflictos intersindicales, etc.), las querellas 


corporativas (luchas entre las diversas «capillas» militares) o la respuesta de 
los grupos españolistas a las reivindicaciones de los nacionalismos 
periféricos. 

En ese periodo histórico, se pudo asistir a una lenta pero progresiva 
transformación de la morfología de la protesta colectiva en esa dirección 
innovadora, aunque la transición desde un repertorio violento 
predominantemente tradicional a otro de carácter moderno se produjo en 
España de forma relativamente tardía en relación con los países de su 
entorno. Fue, precisamente, en el paso del siglo XIX al XX, cuando se 
operó el cambio hacia las nuevas formas de protesta violenta, con nuevos 
actores, organizaciones, estrategias, objetivos y justificaciones ideológicas. 
La adopción de un repertorio de protesta moderno implicó una serie de 
cambios en el ritmo, espacios, protagonistas, organización y tipología de las 
acciones violentas, que pasamos a exponer a continuación. 


La gestión del espacio y del tiempo 


Algunos autores han destacado el fuerte protagonismo del territorio en la 
configuración de la violencia política y social, la cual modela, a su vez, la 
propia fisonomía del espacio humano y de las luchas que en él se 
desarrollan. El conocimiento del terreno, imprescindible para la realización 
de cualquier campaña armada, alumbró saberes específicos, como la 
geografía y la topografía militares. Desde la Guerra de la Independencia, se 
fue aplicando el conocimiento geográfico a la actividad militar 
(especialmente la guerra), con vistas a implementar una estrategia defensiva 
ante una eventual invasión desde los Pirineos, pero también se contemplaba 
el escenario de una ofensiva sobre Portugal, para lo cual era preciso tener 
información detallada de la frontera [7] . Entre 1863 y 1865, se finalizó el 
Mapa itinerario militar de España a escala 1/500.0000, acompañado de un 
Manual itinerario militar como mapa logístico para uso de las fuerzas 
militares en sus desplazamientos por el territorio nacional [8] . 

Estos saberes profesionales estaban muy presentes en la formación básica 
de la oficialidad española del XIX y fueron utilizados tanto en las guerras 
civiles como en los pronunciamientos y otros tipos de violencia insurgente. 
A ningún oficial mínimamente capacitado se le escapaba, por ejemplo, el 
marcado carácter defensivo del escenario de operaciones del norte, donde 


Santander, Asturias y Galicia amenazaban de flanco los llanos de Castilla a 
través de los pasos del Escudo, Pajares o Astorga, o las Vascongadas, donde 
era necesario controlar enclaves estratégicos como Tolosa (que conduce a 
Vizcaya, Álava, Pamplona, Logroño y el Ebro) y Estella (que conecta con 
Aragón y los Pirineos) para tener un mínimo dominio del territorio. El 
reducto del Maestrazgo amenaza las costas catalana y levantina, pero, desde 
Valencia, resultaba muy dificultoso avanzar hacia Madrid por el valle del 
Júcar, el desfiladero del río Cabriel o la serranía de Cuenca. La cuenca del 
Ebro sirve de enlace natural entre Cataluña, Levante, Castilla y León y país 
vasconavarro, para lo cual se deben controlar los Pirineos al norte y el 
Maestrazgo y los montes de Teruel al sur. En Zaragoza, convergen las vías 
que cruzan los Pirineos centrales y orientales, dirigiéndose a Madrid por 
Miranda, ruta que también cubre Burgos y Soria. La ocupación de Burgos y 
Zaragoza permitiría operar a la vez sobre el centro, el nordeste y el este de 
España. La defensa de Madrid (la ciudad clave de cualquier campaña 
político-militar) no resulta fácil si el enemigo domina los puertos de la 
Cordillera Central, Guadalajara, la serranía de Cuenca, la zona de Almansa- 
Chinchilla y el vértice del Tajo-Jarama o el ferrocarril a Valencia que pasa 
por Aranjuez. Los Montes de Toledo podrían desempeñar el papel de 
reducto defensivo para un ejército que hubiera perdido Madrid y se dirigiera 
a Extremadura por Talavera de la Reina o a Andalucía por Mérida y Llerena 
[9] . 

Pero, poco a poco, las revoluciones desplegadas en forma de campañas 
militares (la de septiembre de 1868 fue la penúltima, hasta que fue 
sobrepujada por el complejo plan castrense de julio de 1936) dejaron paso a 
operaciones más fulminantes, centradas en las grandes ciudades. Como 
hemos señalado con anterioridad, el cambio de un repertorio reactivo a otro 
moderno de violencia colectiva coincidió en Europa con los momentos 
culminantes de los procesos de concentración urbana. El fenómeno capital 
de la creciente urbanización de la violencia no es sino el reflejo de un 
cambio no menos sustancial del vuelco del peso socioeconómico del país 
hacia el sector industrial y de servicios. Desde los años sesenta del siglo 
XIX, las grandes ciudades de la periferia peninsular se fueron 
transformando en el escenario de las formas modernas y dinámicas de 
conflictividad, dando lugar a nuevas identidades y a modelos organizativos 
más flexibles y sofisticados, inspirados en el gobierno y en la empresa, y 
cuya acción colectiva iba dirigida a las instancias nacionales de poder. El 


desarrollo industrial condujo al declive de la protesta rural tradicional de 
carácter extensivo, supeditada a los ciclos estacionales, a la orografía o a la 
estructura de la propiedad. El conflicto agrario, omnipresente hasta fines del 
siglo XIX, fue asumiendo a partir de entonces una fisonomía más adaptada 
al moderno repertorio reivindicativo, como las huelgas campesinas 
altamente organizadas, que alcanzarían su punto álgido a fines de los años 
diez y durante la década de los treinta del siglo XX. 

Los adelantos técnicos en las comunicaciones fueron aprovechados por el 
Estado para perfeccionar sus mecanismos de control social en los ámbitos 
rural y urbano, aunque su despliegue alcanzó más éxito en el campo. Como 
señaló en su día el profesor Jover, el telégrafo y el ferrocarril acabaron con 
formas tradicionales de subversión, como las partidas guerrilleras y 
latrofacciosas, los motines de subsistencia y las rebeliones campesinas que 
recorrían como un reguero de pólvora las comarcas adyacentes [10] . Entre 
1853 y 1863, se fue sustituyendo el telégrafo óptico (impulsado desde 1831 
con el propósito de mantener el orden público, con sus ramales que iban de 
Madrid a Irún, Cádiz y La Junquera) por el eléctrico, que también adoptó 
una estructura radial, conectando todas las capitales provinciales (salvo las 
insulares) en consonancia con la aspiración centralizadora del Estado 
liberal, y la prioridad que este concedía al mantenimiento del orden público. 
Los 32.494 kilómetros de tendido y las 1.491 oficinas telegráficas 
establecidas hasta fines de siglo son un ejemplo elocuente de esta vocación 
de control de la población, que se efectuó en paralelo al despliegue 
territorial de la Guardia Civil [11] . La extensión de las líneas y los puestos 
de la Benemérita al ritmo que marcaba la construcción de las nuevas 
comunicaciones reforzó su potencial preventivo y represivo. En adelante, 
ninguna insurgencia podría beneficiarse, como antaño, de una reacción 
morosa e insuficiente de los poderes públicos. El ferrocarril mostró su 
eficacia para el transporte de tropas y material, especialmente en las 
llanuras castellanas y andaluzas. La primera campaña militar en la que se 
emplearon de forma sistemática los caminos de hierro fue la llevada a cabo 
por el general Pavía para sofocar la revuelta cantonal andaluza en el verano 
de 1873 [12] : tomó la línea férrea Ciudad Real-Badajoz hasta llegar al final 
de la línea en Ovejo el 23 de julio, luego avanzó sobre Córdoba y, de ahí, 
por distintas redes hasta Sevilla (ciudad que capturó a fines de julio) y 
Cádiz, donde la contrarrevolución triunfó el 3 de agosto. A fines de mes, 


sometió Granada, Málaga y Andalucía oriental. En 40 días, ocupó toda la 
región gracias a una utilización inteligente y eficiente del ferrocarril [13] . 

De la obsesión cuasi militar por el control físico del territorio (vital, por 
otra parte, en las estrategias revolucionarias y contrarrevolucionarias del 
siglo XIX), los grupos en conflicto abierto pasaron a propugnar la 
ocupación intensiva de determinados espacios estratégicos de poder: la 
conquista simbólica de la calle o el control de los centros fundamentales del 
gobierno o de producción económica. De este modo, la urbe y sus aledaños 
(fábricas, barrios periféricos, centros de enseñanza, sedes oficiales, 
acuartelamientos o hinterlands rurales) se fueron transformando en el 
escenario, multiforme pero coherente, de la violencia política. La 
integración social de las actividades fabriles en el ámbito urbano señaló el 
comienzo del fin de la disociación entre las luchas de fábrica, vinculadas a 
factores productivos, y la tradicional agitación del ámbito urbano, referida a 
otros factores de la vida cotidiana, como el consumo o las exacciones del 
Estado. 

La dialéctica entre el centro y la periferia del país, que resulta fundamental 
para entender el desarrollo de los pronunciamientos del siglo pasado, se 
mantuvo en esencia durante la Restauración. El contrapunto a Madrid como 
centro administrativo y foco del poder establecido lo ponían las grandes 
zonas industriales como Asturias, Vizcaya y, sobre todo, Cataluña, como 
punto neurálgico de la contestación política a lo largo del periodo. Mientras 
tanto, la España rural del norte permaneció totalmente inerte, y la del sur 
mantuvo una autonomía en sus formas de protesta, que impidió cualquier 
acción concertada con las reivindicaciones de la periferia industrial. 

La frontera también se constituyó en actor histórico de primer orden. En 
los confines fronterizos de Portugal, Gibraltar y Francia, las actuaciones 
subversivas vinculadas a la emigración política se desarrollaron con 
facilidad relativa y, en muchas ocasiones, en acusada complicidad con los 
usos ilegales tradicionales de este tipo de regiones, como el robo de ganado 
y el contrabando. El incremento de este tipo de violaciones territoriales 
durante los periodos de crisis política impulsó a los gobiernos a establecer 
un control más estricto, que se tradujo en la desaparición de la tradicional 
concepción de la frontera como área extensa y permeable. Desde entonces, 
los confines nacionales se transformaron en una de las áreas más 
intensamente administradas de los Estados; no sólo en su delimitación o 
defensa, sino también en su vigilancia indirecta mediante oficiales y 


guardias fronterizos, que demuestran la capacidad soberana del Estado- 
nación [14] . 

La percepción del ritmo de la violencia por parte de sus actores también 
cambió. En el pasado, el tempo de la acción colectiva se acompasaba al 
ritmo de congregación y de dispersión de los grupos comunitarios 
existentes: los días de mercado, las fiestas oO los periodos de 
desabastecimiento marcaban la incidencia de la violencia. En el repertorio 
moderno, la mayor o menor agitación ya no depende de la coincidencia con 
las actividades o los rituales comunitarios, o de circunstancias imprevisibles 
de orden climatológico, orográfico o estacional, sino de las organizaciones 
formales, que establecen los vínculos cruciales y dan continuidad a las 
reivindicaciones de tipo social, político y económico, desplegadas a través 
de acciones bien proyectadas y delimitadas en su contenido, alcance y 
duración, como los contenciosos nacionales o internacionales, las 
movilizaciones de protesta, las campañas electorales, etc., etcétera. 

Amenazados por la fulgurante respuesta de los nuevos medios de defensa 
del orden público, el pronunciamiento y la insurrección clásicos hubieron 
de ser arrinconados por su excesiva lentitud, motivada por su dinámica 
gradualista y su carácter de movilización eminentemente demostrativa. Es 
evidente que la ejecución de las acciones violentas sufrió una significativa 
aceleración: desde la pausada movilización de los recursos en las luchas 
políticas decimonónicas (los militares pronunciados que vagaban por los 
campos y esperaban pacientemente una respuesta del Gobierno o de sus 
simpatizantes en las ciudades, los cuales protagonizaban una serie de 
«jornadas revolucionarias») hasta el dramático tour de force de un moderno 
golpe de Estado que se decide en pocas horas, los requerimientos de mayor 
rapidez y eficacia de la subversión contemporánea se explican por la 
necesidad de contrarrestar la más potente maquinaria represiva del poder 
constituido, actuando sobre su talón de Aquiles: la intrincada toma de 
decisiones y la lenta movilización de sus recursos dictada por su creciente 
complejidad burocrática. 


Las identidades colectivas y las nuevas formas de organización de la 
violencia 


En los episodios de acción colectiva violenta, también se forman y se 
transforman las identidades comunes. Desde la formación de estas 
identidades, pasando por la movilización del consenso hasta la 
concienciación durante los episodios de acción colectiva, las creencias se 
construyen y reconstruyen continuamente [15] . El conflicto es uno de los 
más poderosos acicates para la forja de una conciencia de grupo. El 
resultado de una lucha tiene implicaciones en la identidad colectiva de los 
adversarios, su sentimiento de descontento y la formulación de nuevas 
metas. A su vez, las experiencias de protesta protagonizadas por los 
movimientos sociales se traducen en la adopción de nuevos códigos 
culturales y nuevas alternativas simbólicas (creencias, relaciones sociales o 
reacciones emocionales), que redefinen la identidad de los actores y su 
actitud respecto de la violencia. Se puede hablar incluso de la elaboración y 
de la adopción de verdaderas subculturas de la confrontación física, que 
tienen especial eco entre los segmentos más jóvenes de la población. La 
imagen de la violencia como actitud privativa de la juventud nos confirma 
la importancia del factor generacional a la hora de analizar este tipo de 
fenómenos. En verdad que la violencia política suele ser un fenómeno 
juvenil, que aparece vinculado a los «ritos de paso» e iniciación a la vida 
política y social de la edad adulta, y con valores como la combatividad, el 
activismo, la virilidad o la intransigencia doctrinal. En multitud de 
ocasiones, el radicalismo violento de las bases de menor edad chocó con la 
actitud preferentemente negociadora de las generaciones mayores, que 
actuaban como responsables de las organizaciones partidistas. Esta 
dialéctica entre el establishment moderado y el esencialismo intransigente 
de las nuevas hornadas de militantes se dio en la práctica totalidad de las 
formaciones políticas del primer tercio del siglo XX, pero los jóvenes 
carlistas radicales, impulsores del Requeté, fueron los pioneros a la hora de 
reforzar el liderazgo carismático del pretendiente y difundir una subcultura 
de la violencia que actuaron como mediadores simbólicos en este «conflicto 
paternofilial». 

Los propios grupos sociales cambiaron de actitud respecto de la violencia. 
Al tiempo que las clases dominantes y sus sectores subordinados dejaron de 
confiar pasivamente en el Estado y optaron por la movilización callejera en 
determinadas coyunturas críticas, se fue operando una creciente definición 
del principal agente colectivo de la violencia subversiva: las capas 
populares. Sometidas y a la defensiva en el sistema de acción histórica de la 


Restauración, un sector de las clases bajas inició un lento proceso de rearme 
reivindicativo, rechazando toda actitud de subordinación política y 
ensayando modalidades violentas propias y con plena autonomía, hasta 
alcanzar sus expresiones más organizadas y más elaboradas 
ideológicamente en favor del cambio social. 

Elevado por encima de la turba gracias a su decisiva intervención en el 
proceso revolucionario liberal, el pueblo como protagonista del conflicto 
político experimentó la tensión entre sus nuevas reivindicaciones y una 
ideología y/o un lenguaje procedentes de una interpretación anterior de la 
sociedad, vinculada a formas tradicionales de relación social y laboral. 
Aglutinado y revitalizado en su identidad gracias a las técnicas de 
movilización de los populismos durante los años 1898-1910, el pueblo 
siguió protagonizando los motines como manifestación privativa de su 
impulso de protesta en los años 1892, 1895, 1898-1900, 1905 y 1909. Pero 
su autorrepresentación se fue difuminando al mismo ritmo que la 
consolidación del capitalismo industrial iba forjando nuevas identidades 
políticas y sociales, vinculadas a la consciencia de clase que generaba su 
posición conflictiva en el proceso de producción. Del mismo modo que, en 
los albores de la revolución liberal, las clases menesterosas —las «clases 
peligrosas» por excelencia en el ancien régime — cedieron el testigo de la 
revuelta al pueblo, la Revolución industrial marcó su progresiva sustitución 
por el proletariado como mítico agente del cambio social. 

En primer plano surgió la clase obrera, con sus peculiares modos de 
organización y de acción colectiva: grandes sindicatos de ámbito nacional, 
que asumieron la huelga general como instrumento adecuado, pero no 
único, de lucha. La trayectoria multidireccional del movimiento obrero 
español también influyó en la diversidad de sus manifestaciones violentas. 
Durante la Restauración, el proletariado agrario todavía ocupaba un puesto 
destacado en la estructura social y productiva (el 50 por 100 de PIB y el 70 
por 100 de la población activa), y su propio aislamiento y débil cultura 
cívica le hacían desarrollar una acción colectiva impregnada de fuerte 
extremismo y escasa vertebración a escala nacional. España fue, junto con 
Italia, el único país de Europa occidental donde se siguieron produciendo 
importantes estallidos de violencia campesina y fue el escenario de las 
únicas grandes insurrecciones urbano-industriales del continente entre 1875 
y 1918. En el espacio industrial, la evolución fue muy diferente. Cuando, a 
fines del siglo XIX, se implantó la producción en cadena, la separación 


entre la masa proletaria y los obreros cualificados alumbró la aparición de 
una «aristocracia obrera», que fue el motor del marxismo, frente a un 
potente movimiento anarquista que se vio penetrado de la doctrina y la 
praxis sindicalista a fines de la década de los diez. En contraste con el resto 
de Europa, donde sólo una minoría se adhirió a las tendencias francamente 
revolucionarias, como el comunismo y el sindicalismo, en España no se 
produjo una clara hegemonía del socialismo reformista. El movimiento 
obrero sufrió una importante fractura en su estrategia rervindicativa, lo que 
acarreó una fuerte rivalidad en su seno, que se tradujo, a su vez, en la 
presencia duradera de actitudes marcadamente violentas. 

Los sectores mesocráticos de carácter progresista perdieron su pro- 
tagonismo revolucionario entre 1873 y fines de siglo. Durante buena parte 
de la Restauración, las clases medias políticamente más avanzadas dudaron 
entre la subordinación al orden establecido por temor a la revolución 
popular o la renovación de la vieja alianza del Sexenio con un movimiento 
obrero que ahora exigía un pacto en condiciones de igualdad. Si la 
dependencia con respecto a la gran burguesía oligárquica pareció cada vez 
más improbable por cuanto el desarrollo capitalista diversificaba los 
intereses políticos y las bases socioeconómicas de las capas 
pequeñoburguesas (al menos en las grandes ciudades, con el impulso de un 
republicanismo remozado, y en las regiones periféricas, con la aparición de 
los nacionalismos), la alianza revolucionaria con el proletariado resultaba 
no menos dificultosa, por su prematura división táctica entre el reformismo 
y el revolucionarismo a ultranza, que aparecía como la contrapartida de la 
fragmentación política que sufrían las clases medias. 

Los canales de articulación del conflicto político experimentaron también 
un significativo cambio. Los movimientos de contornos sociopolíticos 
imprecisos y discontinuos, típicos de la era preindustrial, gestionaban su 
acción a través de instrumentos pasajeros y escasamente especializados: las 
juntas revolucionarias formadas sobre la marcha por la alianza coyuntural 
de varias fuerzas políticas; los conciliábulos y las sociedades secretas, cuyo 
funcionamiento clandestino era su principal garantía de supervivencia, o 
conglomerados de ciudadanos en armas como la Milicia Nacional, 
instrumento de presión política impulsado por los sectores sociales 
beneficiados del proceso revolucionario liberal, pero en cuyo seno se 
libraron las mismas tensiones sociales y políticas que dieron al traste con el 
régimen liberal clásico, y que obligarían a las clases dominantes a optar por 


fuerzas profesionalizadas de orden público para garantizar la salvaguardia 
de sus intereses. 

A diferencia de las antiguas entidades gestoras de violencia (juntas 
revolucionarias, sociedades secretas conspirativas, milicias y partidas 
armadas), la «nueva» violencia fue desplegada de forma consciente por 
movimientos sociales constituidos en grupos y asociaciones voluntarias, 
más formalizadas, estables, complejas y especializadas (partidos, sindicatos, 
grupos corporativos y socioprofesionales o asociaciones culturales) que sus 
predecesoras. Estos movimientos defendían los intereses de amplias masas 
de población (sobre todo, la obrera), y sus objetivos, relativamente bien 
definidos, consistían, antes que en la resistencia a ultranza, en el deseo de 
controlar una mayor gama de objetivos, programas y demandas políticas y 
económicas [16] . La convergencia de intereses y de estrategias de los 
movimientos sociales con las organizaciones más formalizadas, como los 
grandes partidos y sindicatos, se produjo, sin embargo, de forma bastante 
lenta e imperfecta. En algunos casos, los partidos de oposición tuvieron 
cierto éxito en la instrumentalización de viejos contenciosos, tal como 
sucedió con la agitación anticlerical atizada por el republicanismo (que tuvo 
la réplica de un activismo católico planteado en similares términos de 
beligerancia) desde inicios del siglo XX. En otros, la canalización política 
de las formas tradicionales de protesta fue tarea mucho más dificultosa, 
como pudo observarse, por ejemplo, en la agitación agraria en torno a 1902- 
1903, en los sucesivos rebrotes de la violencia anarquista hasta los años 
veinte y treinta, en la deriva tumultuaria de los sucesos de la Semana 
Trágica de 1909 o en la evolución insurreccional de la huelga general de 
1911 en la región levantina, que degeneró en los sucesos de Cullera. 

Las relaciones entre los movimientos de protesta también se fueron 
haciendo más y más complejas. Se pasó de la tutela ejercida por pequeños 
grupos de conspiradores sobre los sectores sociales menos conscientes, a la 
conformación de amplias alianzas interpartidarias. Los movimientos de 
contestación del statu quo fueron adoptando la fisonomía de grandes 
acuerdos pluriclasistas y multipartidarios, lo que obligaba a la elaboración 
de plataformas de actuación política que superaban la mera formulación de 
un plan subversivo coherente, y suponían el planteamiento ante la opinión 
pública de una auténtica alternativa al modelo social y político imperante. 

Desde el último tercio del siglo XIX, la teorización sobre la violencia 
experimentó un cambio en idéntica dirección: las inocentes y simplistas 


justificaciones de la subversión, ejemplificadas en la retórica que 
impregnaba los manifiestos y las proclamas revolucionarios hasta a mitad 
de la centuria, fueron sustituidas por auténticas ideologías (marxismo, 
bakuninismo, anarquismo y, más adelante, sindicalismo revolucionario, 
bolchevismo o fascismo), empeñadas en hacer un análisis riguroso de la 
sociedad existente, plantear los medios técnicos y políticos más eficaces 
para su derribo y proponer modelos alternativos de sociedad futura. 


El nuevo repertorio de la protesta violenta 


Las variadas muestras de disenso colectivo,  canalizadas e 
instrumentalizadas por organizaciones políticas o por movimientos sociales 
más o menos estructurados, experimentaron durante la Restauración un 
cambio sin precedente, que estuvo vinculado al complejo proceso de 
modernización que sufrió el país en el tránsito del siglo XIX al XX, y que el 
sistema político se mostró incapaz de gestionar con eficacia mediante una 
ampliación de los cauces legales para la participación política. Las 
alternativas subversivas al régimen de la Restauración se basaron, en un 
principio, en modelos decimonónicos desfasados (insurreccionalismo 
carlista o conspiraciones zorrillistas), centrados casi siempre en la 
posibilidad de un pronunciamiento militar al viejo estilo. Todavía a inicios 
del siglo XX, las protestas de tipo tradicional tenían gran peso en el 
conjunto de los repertorios de acción colectiva empleados en España por las 
clases populares, aunque estas comenzaban entonces la adaptación a los 
nuevos usos reivindicativos dictados por la  industrialización, la 
urbanización, la organización de la vida política a escala nacional y la 
territorialización de las relaciones sociales y políticas por parte del Estado 
[17] . 

Durante el periodo de transición a las nuevas formas de violencia, que 
podríamos hacer remontar a la década de 1880, y abandonamos en vísperas 
de la Gran Guerra, coexistieron formas de protesta tradicionales (motín 
popular en sus diversas modalidades: algarada, barricada y tumulto) con 
nuevos modos de acción colectiva (huelga, manifestación, marcha, reunión, 
mitin, insurrección urbana planificada por grupos revolucionarios, etc.), 
más sostenidos y de mayor alcance, estrechamente relacionados con los 
procesos electorales y con la actividad política general, difundidos 


extensamente por los medios de comunicación y dirigidos por asociaciones 
más  formalizadas (partidos, sindicatos, asociaciones culturales y 
profesionales, etc.), que perseguían objetivos concretos con arreglo a un 
programa preciso, y que trataban de maximizar las ganancias en un marco 
político concreto, a través de estrategias de acción flexibles y modulares. 
Ese nuevo repertorio, general en vez de específico, de ámbito nacional, 
autónomo respecto de los poderosos, homogéneo e indirecto, fue 
hegemonizando la acción colectiva de protesta a partir de la Semana 
Trágica. 

Pero la transición de repertorios nunca es unívoca n1 estática. En España, 
este cambio de usos violentos, paralelo al avance del capitalismo, al 
crecimiento de las ciudades y a la creación de un mercado nacional y de un 
Estado centralizado que debía ser combatido de otro modo, comenzó a 
hacerse patente a fines de siglo. Pero la mayor complejidad reivindicativa 
de los movimientos sociales no impidió la pervivencia de formas de 
protesta popular arcaicas, tradicionales y transicionales, que mantuvieron su 
coherencia y mostraron gran capacidad de adaptación para sobrevivir. El 
hecho más reseñable fue la creciente coincidencia y la interpenetración de 
estas manifestaciones de conflicto, que permitieron aumentar la magnitud y 
la extensión de las protestas colectivas. 

Los intereses de la gente derivaron hacia horizontes más amplios y 
abstractos. De la protesta local se pasó a las acciones dirigidas sobre 
interlocutores y esferas de poder cada vez más globales: la reclamación 
directa sobre las máximas autoridades del Estado, e incluso la planificación 
revolucionaria para la conquista del poder estatal. Los diversos tipos de 
lucha se centraban en unas pocas rutinas clave de confrontación, podían ser 
esgrimidos por una gran variedad de actores en muy diversas circunstancias 
y sus elementos podían combinarse en grandes campañas de acción 
colectiva y ser aplicados a una gran variedad de objetivos en solitario o en 
combinación con otras formas de acción colectiva. Además, proporcionaban 
convenciones que ayudaban a los movimientos a captar a grupos muy 
amplios y diversos, produciendo políticas destinadas a grandes masas de 
población, y estandarizando los procedimientos para la relación de los 
ciudadanos con las autoridades [18] . 

Las diversas y a veces contradictorias manifestaciones violentas de los 
grupos marginados del sistema restauracionista son prueba fehaciente de 
una división estratégica traducida en tácticas divergentes para la conquista 


del poder. En lo que respecta a los sectores populares obreros y campesinos, 
que hasta el Sexenio se habían subordinado a los modelos insurreccionales 
del tradicionalismo carlista, del progresismo o del partido demócrata, su 
conducta reivindicativa durante la Restauración se caracterizó, en un 
principio, por reclamaciones más o menos espontáneas en torno a 
condiciones elementales de subsistencia (agitaciones campesinas o motines 
del hambre), luego por la defensa del grupo de trabajo y de vida 
(movilizaciones por la autonomía gremial y profesional) y, a continuación, 
contra la dominación ejercida por el mercado de trabajo y en favor de un 
mayor control obrero (huelgas reivindicativas o métodos de «acción 
directa»). Se franqueó el campo cerrado de los conflictos de oficio 
(motivados por cuestiones gremiales y localizados en establecimientos 
fabriles reducidos), y se impulsaron iniciativas de protesta conjuntas y 
extensas, con implicaciones políticas evidentes, y que afectaban a un gran 
número de oficios en toda una ciudad. Luego, las acciones contenciosas se 
fueron dirigiendo hacia asuntos ajenos al trabajo, pero utilizando medios de 
gestión de la protesta surgidos de ese ámbito, como es el caso de la huelga 
general dirigida por un poderoso sindicato y apoyada por partidos políticos. 
Refiriéndose al conjunto de Europa, Tarrow observa que el mayor 
desarrollo de las fuerzas políticas coincidió con un incremento de las 
disputas laborales, particularmente cuando la huelga de masas se desarrolló 
a fines del siglo XIX [19] . Por su parte, Ralle señala que la ampliación del 
ámbito de acción de la huelga define la dinámica y alcance social de esta 
[20] . En España se produjeron menos huelgas, por las menores tasas de 
sindicación y la proverbial actitud moderada del socialismo, pero resultaron 
más intensas y violentas que en otras latitudes [21] . 

El creciente auge del movimiento obrero trajo consigo el 
perfeccionamiento de sus instrumentos de organización y de lucha. En 
concreto, las formulaciones subversivas de la Internacional (bakuninismo y 
marxismo) fueron relegando al baúl de los recuerdos algunas 
manifestaciones violentas sin salida política clara, como el motín popular 
(la turba y el tumulto, tan bien estudiados por Hobsbawm, Mousnier y 
Rudé), pero también las acciones de individuos o de pequeños grupos, 
como el complot blanquista y la ulterior «propaganda por el hecho» 
anarquista-nihilista. Desde fines del siglo XIX, la acción de masas de tipo 
sindicalista revolucionario basada en la acción directa (un concepto que 
encierra una amplia gama de acciones: boicot, label, huelga parcial o 


general, reivindicativa o insurreccional) pareció concitar la unanimidad 
subversiva de un sector importante del obrerismo organizado. Pero la 
descoordinación de su ejecución, la falta de una doctrina subversiva clara y 
eficaz en el objetivo político, la fuerte resistencia de los sectores sociales 
dominantes apoyados por el Estado, la carencia de una elite rectora, la 
debilidad de la coalición revolucionaria por la división del obrerismo entre 
socialistas y anarcosindicalistas y las reticencias de la burguesía reformista 
a secundar la revolución social frustraron estas expectativas o condujeron a 
manifestaciones subversivas fracasadas o incompletas. Así sucedió con el 
ensayo de huelga general en Barcelona en 1902 y con la Semana Trágica de 
1909. Con su mezcla confusa de repertorios de protesta, los sucesos 
barceloneses de ese verano fueron el verdadero punto de inflexión desde un 
repertorio antiguo, dominado por la protesta popular agraria e 
instrumentalizada por movimientos políticos declinantes (zorrillismo o 
carlismo) o antimovimientos (anarco-comunismo), a un repertorio moderno 
de lucha de clases en el ámbito urbano. 


El rearme defensivo del Estado 


La violencia no implica sólo una actuación de los grupos disidentes, sino 
una relación con las autoridades estatales; intercambio que estas tratan de 
monopolizar, controlar o contener. La extensión, la localización o la 
evolución de los hechos de violencia dependen, en gran medida, del modo 
en que las autoridades y sus agentes gestionan los retos planteados por la 
misma. 

Al igual que en el resto del mundo, uno de los principales elementos de 
vertebración histórica de la presencia estatal en España ha sido el Ejército. 
De hecho, los esfuerzos de centralización administrativa iniciados en el 
siglo XVIII se inspiraron en modelos de eficiencia militar que, en la 
práctica, se tradujeron en la presencia del Ejército en las tareas 
administrativas estrictamente civiles, trasladando a la jurisdicción militar 
aspectos políticos clave, como la salvaguardia del orden público. Según 
Ballbé, la crisis de la Restauración estuvo originada en parte por la 
defectuosa estructuración de las instituciones militarizadas de orden 
público, ya desde los prolegómenos del régimen [22] . Rafael Cruz ha 
destacado que la intervención del Ejército en el control de la acción 


colectiva ha supuesto el mantenimiento de la autonomía de los militares 
respecto de los gobernantes civiles, y su predominio como actor político 
independiente [23] . El Ejército fue asumiendo un papel cada vez más 
decisivo en las tareas del Estado: su especialización y casi monopolio de la 
seguridad interior acentuó su independencia respecto de los poderes 
públicos, hasta constituir un poder alternativo al político, en función de su 
presunta capacidad para imponer un orden social efectivo y preservar la 
unidad nacional [24] . Las fuerzas armadas han intervenido frecuentemente 
de forma autónoma en los conflictos que enfrentaban al capital con el 
trabajo, al centro con la periferia o al gobierno con la oposición, 
provocando una mayor intensidad y frecuencia de la violencia. Las 
peculiaridades del control militar de la acción colectiva no facilitaron el 
desarrollo de una acción no violenta ni el tránsito hacia actitudes 
reformistas. Como señala Tilly, la preponderancia militar minimizó las 
posibilidades de negociación que, en otras partes de Europa, posibilitó la 
formulación de derechos individuales y sociales para los ciudadanos y 
restricciones para las prerrogativas del Estado [25] . 

La omnipresencia del Ejército en las tareas de salvaguardia del orden 
público no impidió, sino que estimuló el fortalecimiento de la acción del 
Estado a escala nacional. Desde fines del siglo XIX, se produjo una 
paulatina pérdida de influencia de la intermediación de los poderosos 
locales en las relaciones entre la Administración central y el conjunto del 
territorio, lo que permitió, desde la segunda década del siglo XX, una 
mayor implantación del Estado en una sociedad territorializada de forma 
nacional, a través de la regulación exhaustiva de las actividades sociales 
con la utilización de la ley y de la organización militar [26] . Pero esta 
mayor presencia no implicó una mayor eficacia a la hora de conciliar 
intereses dentro y fuera del entramado estatal. En su estudio comparativo de 
la represión política en la Europa del siglo XIX, Goldstein señala que los 
regímenes más represivos, brutales y obstinados en tratar con las 
consecuencias de la modernización y el desarrollo de la movilización obrera 
recogieron como fruto una oposición que era igualmente rígida, brutal y 
obstinada [27] . Es decir, los sistemas menos liberales impulsan a los 
movimientos disidentes a adoptar posiciones de confrontación. 

En un proceso crecientemente acelerado de transformaciones sociales 
como el que sufrió la España de fines del XIX, no resultó extraño que se 
operase un cambio en la actitud del Estado ante la protesta. En un principio, 


el sistema sólo se preocupó de recomponer el consenso entre las diversas 
fracciones del liberalismo decimonónico, roto durante el Sexenio, y de 
marginar políticamente .a los diversos movimientos populares 
(republicanismo, obrerismo o carlismo), realizando un empleo abusivo del 
estado de excepción. Pero a fines de siglo, el régimen ensayó una tímida 
apertura: de la prohibición de las asociaciones de trabajadores y de las 
huelgas en los años setenta se pasó al reconocimiento legal de los derechos 
sindicales a través de la Ley de Asociaciones de 1887 y la Ley de Huelgas 
de 1909. 

El rearme defensivo del Estado obligó a las organizaciones disidentes a 
incorporar nuevas panoplias de la violencia, con armas más eficaces, 
tácticas más complejas y modos más adecuados de encuadramiento. En el 
seno de las formaciones políticas o sindicales, comenzaron a crearse 
organismos especializados para gestionar la actividad colectiva (grupos 
parlamentarios, comités de huelga, de acción o revolucionarios, oficinas de 
propaganda, secciones femeninas o juveniles, entidades culturales, prensa, 
etc.), dirigidos por una elite cualificada, y cuya cobertura era de ámbito 
nacional y, en ocasiones, internacional, lo cual acentuó su eficacia. 
Precisamente, para potenciar la eficiencia de la acción, las nuevas 
organizaciones alentaron la creación o la potenciación de «grupos de 
conflicto» (formaciones paramilitares, células activistas, piquetes de huelga, 
bandas pistoleriles, partidas armadas...), esto es, entidades expertas en 
conducir formas intensas de enfrentamiento, a veces en estrecha 
coordinación con una de las partes implicadas pero, a menudo, de una 
manera bastante independiente; por ejemplo, el moderno repertorio de 
protesta debió muchos de sus rasgos privativos al modelo de organización 
que aportó el Ejército, en su doble papel de «grupo de conflicto» y de 
institución nacionalizadora por excelencia. 


UN ESBOZO DE RELATO INTEGRADO DE LA VIOLENCIA 
POLÍTICA EN CUATRO PAÍSES DE LA EUROPA MERIDIONAL 


A lo largo de este libro, hemos tratado de mostrar cómo la violencia 
política que afecta a un país se va definiendo y manifestando en 
concordancia con los conflictos que afectan a su sociedad. Los recursos, las 
estrategias y las oportunidades para lograr determinados objetivos de poder 


son factores esenciales en el diseño de repertorios de enfrentamiento 
colectivo que no desembocan necesariamente en violencia, aunque esta 
siempre figura como resultado potencial de una confrontación que los 
actores no aciertan a resolver o a superar por otras vías menos onerosas. 

Otro componente básico de la violencia política es su naturaleza de 
fenómeno cultural. Los contendientes actúan condicionados por sus marcos 
interpretativos de la realidad, donde las ideologías, las tradiciones, las 
costumbres en común o las experiencias previas desempeñan un papel 
fundamental. Pero este bagaje cultural que modela la acción no está 
completo sin la experiencia del otro, sea amigo o enemigo, autóctono o 
foráneo. En este sentido, la circulación de ideas, personas, recursos, 
destrezas, estrategias o sucesos más allá de las fronteras de un país es un 
tema de envergadura que debiera incorporarse sistemáticamente a una 
investigación como la que estamos a punto de finalizar. Quizá no sea ocioso 
hacer un esbozo comparativo de las experiencias violentas de España y los 
países de su inmediato entorno geográfico y cultural (en concreto, Francia, 
Italia y Portugal), a fin de calibrar la importancia de los intercambios 
trasnacionales en la definición, adaptación y empleo de las diferentes 
formas de acción contenciosa en Europa meridional a lo largo del siglo 
XIX. 

Cada uno de estos países actuó como punto de referencia para los otros en 
las etapas o ciclos violentos que jalonaron la centuria. El primer centro de 
atención fue España. La monarquía hispánica se incorporó al ciclo 
revolucionario de 1789-1815 de forma traumática a través de una guerra de 
liberación nacional que se erigió en el modelo a seguir en Tirol, Prusia o 
Rusia, y que desencadenó otros conflictos armados de factura similar al otro 
lado del Atlántico. La guerrilla, que se convirtió en el arquetipo violento de 
esta clase de luchas, había sido padecida por los italianos aliados de 
Napoleón y fue analizada a posteriori en los gabinetes militares de los 
reinos transalpinos [28] . Para los opositores democráticos a Napoleón que 
buscaban su oportunidad en la península vecina, la guerra de España era el 
modelo por excelencia de la guerra popular que habría de dar a luz una 
nueva Europa. De hecho, los modelos subversivos españoles del pueblo en 
armas y de la guerra de guerrillas en un contexto político de liberación 
nacional fueron reformulados estratégicamente por Carlo Bianco en su 
tratado sobre la guerra partisana (1830) y por Giuseppe Mazzini en varios 
de sus escritos revolucionarios [29] . El modelo guerrillero español siguió 


interesando a los patriotas italianos hasta que las revoluciones de 1848 
alumbraron o consolidaron nuevos modelos subversivos, como la 
insurrección urbana o el ejército de voluntarios. 


La Restauración y los ciclos revolucionarios de 1820 y 1830 


La Restauración inauguró un ciclo represivo que, en Francia, se manifestó 
en el «terror blanco legal» del otoño-invierno de 1815-1816 y en el retorno 
a la dureza ultrarrealista tras el asesinato del duque de Berry (sobrino de 
Luis XVIII y potencial heredero) el 14 de febrero de 1820; una situación 
que tiene semejanzas con el autoritarismo de la primera etapa fernandina en 
España o los ajustes de cuentas con liberales, bonapartistas y muratistas que 
vivieron en Italia tras la reposición en el trono de los duques de Módena y 
Toscana o de los reyes de Cerdeña y Nápoles, sin olvidar el retorno al solio 
pontificio de Pío VI y el opresivo control austriaco sobre Venecia y 
Lombardía. Ya hemos mencionado la coincidencia de métodos 
insurreccionales en España, Francia y la península italiana entre 1815 y 
1830 [30] . El modelo de resistencia liberal bajo la forma de sociedades 
secretas conspirativas como el carbonarismo circuló con rapidez desde 
Italia a Francia y España. Los complots de Grenoble en 1816 y Lyon en 
1817 discurrieron en paralelo a los intentos de rebelión de Mina y Porlier en 
1814, de Lacy en 1817 o de Vidal en 1819. 

En Europa, el ciclo contrarrevolucionario de 1814 y los ciclos re- 
volucionarios de 1820, 1830 y 1848 mostraron evidentes conexiones entre 
actores y experiencias, especialmente de Italia (Nápoles y Piamonte) y las 
colonias en América con España, y de esta con Francia. El carbonarismo, 
difundido desde Italia hacia Francia, España y Portugal, fomentó la idea de 
una revolución, europea o, cuando menos, latina. El primer ciclo subversivo 
lo inauguró el pronunciamiento de Quiroga y Riego en Cádiz a inicios de 
1820, donde ya se pudo constatar la presencia de comités conspirativos más 
o menos estables que coordinaron la rebelión de los distintos núcleos 
urbanos. El Trienio Liberal fue el momento de máximo esplendor del 
«mito» español en Italia, Francia o Portugal, cuando el modelo hispánico de 
la «guerra por la independencia» se fundió con el programa emancipador de 
los patriotas liberales. Los movimientos revolucionarios quedaron vincu- 
lados al fenómeno continental de las sociedades secretas y al modelo 


subversivo del pronunciamiento militar. Este tipo de organizaciones 
revolucionarias clandestinas, como los carbonarios napolitanos o los 
federados piamonteses de 1820-1821, clamaron por el establecimiento en 
sus reimos la Constitución de Cádiz, la más liberal de la Europa del 
momento y aceptada como el programa máximo del liberalismo europeo 
posnapoleónico. 

La experiencia liberal española coincidió con los intentos revolucionarios 
que las sociedades secretas francesas protagonizaron en París en 1820, en 
Saumur y Belfort en 1821 o en La Rochelle en 1822. A diferencia del 
España, donde el gesto de rebeldía de Riego creó escuela, los 
pronunciamientos militares no tuvieron continuidad en Francia, donde la 
oposición liberal, reforzada por una nueva generación burguesa, optó hasta 
1830 por la vía parlamentaria en un contexto político que, incluso tras el 
acceso al trono del «ultra» conde de Artois, era más permisivo que el 
español. En Portugal, la victoriosa guerra contra Napoleón, librada bajo 
estrecha tutela inglesa, condujo a la confirmación del statu quo absolutista 
anterior al conflicto. La fracasada conspiración liberal del general Gomes 
Freire de Andrade el 24 y el 25 de mayo de 1817 (que condujo a sus 
inductores a la horca) fue el preludio de la revolución liberal vintista tras los 
pronunciamientos militares de Oporto el 24 de agosto y Lisboa el 15 de 
septiembre de 1820, en la estela del exitoso movimiento iniciado por Riego 
en Las Cabezas de San Juan. Ante la perspectiva de celebración de unas 
elecciones a Cortes Constituyentes, se produjo un conato de levantamiento 
absolutista (la Martinhada protagonizada por la guarnición lisboeta del 11 
de noviembre de 1820) cuyo fracaso, como el que sufrió la Guardia Real en 
Madrid el 7 de julio de 1822, condujo al triunfo del ala liberal radical que 
defendía el modelo de la Constitución de Cádiz, reflejado en la 
Constitución del 23 de septiembre de 1822. En Italia, las revoluciones 
constitucionalistas que tuvieron lugar en Nápoles en 1820 y en Turín en 
1821 alimentaron otras sublevaciones en ciudades como Bolonia o Palermo, 
frecuentemente por motivos de índole local. 

Tanto en kEspaña como en Nápoles, Piamonte o Portugal, la 
contrarrevolución adoptó, a la postre, la fisonomía de una intervención 
militar extranjera [31] . El éxito fulminante de la contrarrevolución italiana 
en 1821, preludio del cruento retorno del absolutismo en España en 1823 
tras una rebelión armada en toda regla, estuvo marcado por la política 
represiva de los Estados de la Santa Alianza, que provocó un fenómeno de 


interacción política y cultural de indudable trascendencia: la emigración 
política. Liberales españoles y portugueses estrecharon sus vínculos 
masónicos como indicio de su colaboración política. Centenares de liberales 
plamonteses huyeron por Génova hacia Barcelona, uniéndose a los 
numerosos italianos refugiados en la costa catalana (muchos de ellos 
veteranos de las campañas napoleónicas) en la formación de unidades 
propias que lucharon contra las partidas realistas que asolaban el Principado 
[32] . Dirigentes revolucionarios como el napolitano Guglielmo Pepe o el 
piamontés Carlo Bianco también obtuvieron asilo en España, y, en 1823, 
defendieron el Trocadero gaditano frente a las tropas francesas. En 
contraste, aunque los absolutistas portugueses ayudaron a las partidas 
realistas españolas en el momento de la invasión de los Cien Mil Hijos de 
San Luis, el Gobierno de Londres no admitió la extensión a Portugal de la 
«operación de policía» que se estaba efectuando en España; de modo que el 
retorno al absolutismo se efectuó de forma progresiva desde dentro del país 
con las revueltas de la Vilafrancada del 27 de mayo de 1823 (impulsada por 
absolutistas y liberales moderados, que alentaron al rey Joáo VI a suspender 
la Constitución y destituir al gobierno vintista ) y la Abrilada del 29 de abril 
de 1824, ya netamente absolutista, que fracasó por las presiones 
diplomáticas de Inglaterra y Francia y llevó a su inductor, el infante don 
Miguel, al exilio. Esta acción debe insertarse en el marco de una 
conspiración urdida desde los ámbitos más «ultras» de la Corte española 
que, desde 1823-1824, intentó controlar el poder en ambos países ibéricos 
colocando en los tronos respectivos a don Miguel y a don Carlos [33] . 

La reposición del absolutismo en España no sólo supuso una nueva 
emigración política, sino un incremento de las tensiones en el seno del 
propio régimen entre «ultras» y moderados. Las conspiraciones 
«apostólicas» de Vinuesa en 1821, Capapé en 1824 y Bessiéres en 1825, o 
la más amenazadora Rebelión de los Agraviados en 1827, actuaron como 
banco de pruebas de la ulterior guerra civil, pero no fueron una anomalía 
española, sino que tuvieron precedentes allende los Pirineos, como el 
complot ultrarrealista «du bord de l'eau» de junio de 1818, que se proponía 
secuestrar a Luis XVIII y desplazar por la fuerza al ministerio moderado del 
duque de Richelieu. En Portugal, como en España, el régimen evolucionó 
hacia el realismo moderado a mediados de los años veinte, pero esta 
tendencia se vio obstaculizada por la muerte de Joáo VI en marzo de 1826 y 


la definitiva plasmación del miguelismo como corriente absolutista 
intransigente. 

En década de los treinta, el nuevo «problema peninsular» (en este caso, los 
conflictos dinásticos de España y Portugal que degeneraron en sendas 
guerras civiles) pasó al primer plano de la preocupación de las cancillerías 
europeas. Sin duda, la Guerra Carlista fue el conflicto más cruento entre los 
movimientos contrarrevolucionarios que se produjeron en la Europa de la 
época. Vino precedida por la crisis portuguesa de 1826, en la que el rey 
Pedro IV, antes de marchar hacia Brasil, impuso la regencia de su hermano 
Miguel hasta la mayoría de edad de su hija Maria da Gloria y una Carta 
otorgada —la del 31 de julio de 1826 que, con diversas enmiendas, se 
mantendría en vigor hasta la proclamación de la República en 1910-— que 
reforzó el poder real en comparación con el Texto de 1822. El Gobierno 
español utilizó la sublevación miguelista en Trás-os-Montes, Alto Douro, 
parte de Minho y Beira Alta en julio-agosto de 1826 (una guerra de 
guerrillas apoyada por la nobleza local y el clero parroquial) [34] para tratar 
de derribar la Regencia y abolir la Carta portuguesa por medio de una 
invasión que fue dirigida desde el 22 de noviembre de 1826 por el capitán 
general de Castilla la Vieja, Francisco de Longa, con el apoyo de 6.000 
miguelistas refugiados, pero que el intento acabó en fracaso. Fernando VII 
temía que el criptoliberalismo cartista hiciera de Portugal un santuario y un 
punto de partida para las incursiones antiabsolutistas que preparaba la 
emigración liberal española [35] . 

El 22 febrero de 1828, el regente don Miguel retornó a Lisboa desde su 
exilio vienés y el 3 de mayo convocó unas Cortes estamentales que le 
proclamaron rey absoluto el 7 de julio. Tras esta usurpación, y a imagen de 
lo ocurrido en España tras la Rebelión de los Malcontents de 1827, el 
realismo lusitano se escindió en 1828 entre miguelistas gubernamentales y 
exaltados, mayoritarios entre los portugueses que habían emigrado a 
España. El restablecimiento gradual del absolutismo fue respondido en 
mayo con levantamientos cartistas en Oporto (cuna del liberalismo 
lusitano), Braga, Ponte de Lima, Valenga y Viana, que aclamaron como rey 
a Pedro IV antes de ser derrotados y arrojar a sus dirigentes al exilio en 
Galicia a partir de julio. Pero ni el «terror blanco» ni las Guerras Liberais de 
1828 a 1834 resultan comparables en violencia con el caso español. 

Cuando, por fin, los Gobiernos de París y Londres derivaron hacia el 
liberalismo a partir de 1830 (Revolución de Julio en París y caída del 


Gabinete Wellington-Peel en noviembre), Portugal y España entraron 
gradualmente en la órbita de los regímenes constitucionales. La guerra civil 
lusa, cuyo final se solapó con la primera fase de la rebelión carlista en 
España, comenzó a decidirse tras el desembarco de Pedro IV en Mindelo 
(cerca de Oporto) el 8 de julio de 1832 y la toma de Lisboa el 24 de julio de 
1833. Aunque la guerra se extendió entonces a todo el país, el avance del 
bando constitucional fue progresivo e irresistible. La concertación de la 
Cuádruple Alianza el 22 de abril de 1834 (en la que se pactó la expulsión de 
ambos pretendientes) fue el golpe de gracia: después de la entrada de dos 
divisiones españolas dirigidas por Rodil por la frontera de la Beira a fines 
de ese mes, don Miguel huyó hacia Évora, donde sus generales se rindieron 
a fines de mayo. Al igual que la Guerra Carlista, el conflicto civil portugués 
finalizó en un compromiso (el de Évora-Monte del 26 de mayo de 1834), 
que allanó el camino al reinado efectivo de María Il y al restablecimiento de 
la Constitución moderada de 1826 [36] . Como sucedería en España un 
lustro más tarde, el acuerdo entre absolutistas y liberales no evitó la 
prolongación de la agitación armada realista hasta 1838, la proliferación 
endémica del bandolerismo y la agudización de la lucha política entre 
«septembristas» y «cartistas» (similar al pulso librado en España entre 
progresistas y moderados doceañistas entre 1834 y 1836) en forma de 
revueltas y revoluciones. 

La Revolución de Julio de 1830, precedida de una crisis agrícola que 
estalló en 1827, desencadenó en Francia un ciclo de protesta que recuerda 
las tensiones que el régimen doctrinario español del Estatuto Real tuvo que 
soportar entre la movilización revolucionaria de los liberales progresistas y 
el desafío contrarrevolucionario del carlismo, si bien en tono menor. La 
revuelta de los canuts de Lyon en noviembre de 1831 fue el preludio de la 
Grande Peur de la primavera de 1832: una serie de motines urbanos (como 
el parisino del 5 al 6 de junio) atizados por la incertidumbre provocada por 
una epidemia de cólera, y que recuerdan a la algarada madrileña de julio de 
1834 o la bullanga barcelonesa de julio de 1835. A esta inquietud se 
superpuso la tentativa legitimista de la duquesa de Berry, que desembarcó 
cerca de Marsella en la noche del 28 al 29 de abril con la esperanza de 
relanzar las guerras de la Vendée, aunque la revuelta chouanne que estalló 
en el oeste de Francia fracasó tan rápida y estrepitosamente que indujo a los 
realistas a cambiar radicalmente de registro político, y desplegar en adelante 
una estrategia parlamentaria para la conquista del poder. 


Los liberales españoles exiliados durante la Década Ominosa fueron muy 
sensibles a los vaivenes políticos de los países vecinos. Ante la presencia de 
monarquías autoritarias en Francia y Portugal, los primeros «rompimientos» 
tuvieron lugar desde Gibraltar hacia Tarifa y Almería en 1824 (Valdés e 
Iglesias) o Guardamar en 1826 (hermanos Bazán). Conspicuos dirigentes 
del exilio como Espoz y Mina aprovecharon el caos reinante en Portugal 
para impulsar conspiraciones desde ese país en 1826-1827. La conjura 
liberal se relanzó desde Francia en la estela de la Revolución de Julio de 
1830, pero pronto fue entorpecida por el pacto concertado entre Luis Felipe 
y Fernando VII en octubre, que coincidió con la intentona de Espoz y Mina 
por el Pirineo. El reforzamiento de las medidas represivas implementadas 
por las autoridades francesas llevó a Espoz y Mina y a Torrijos a dirigir de 
nuevo la mirada hacia Portugal; concretamente, a la posibilidad de que don 
Pedro pudiese actuar como impulsor de un proyecto de unión peninsular de 
corte liberal. El emperador de Brasil había recibido mensajes en este 
sentido desde 1826, pero el proyecto se suspendió con su desembarco en 
Mindelo en 1832 [37] . El fracaso de esta iniciativa volvió a poner sobre el 
tapete la opción de los «rompimientos» sobre las costas del sur peninsular 
desde Gibraltar, tal como se ensayó en Cádiz en enero-marzo de 1831 y en 
Málaga a fines de año, esta vez con funestas consecuencias para Torrijos y 
sus compañeros de aventura. 

Si el arquetipo del pronunciamiento elitista basado en la acción de 
sociedades secretas entró en crisis en Francia en 1822 y en España una 
década más tarde, el insurreccionalismo carbonario italiano cosechó 
victorias pírricas en Parma, Módena, Romaña y Las Marcas en 1831, pero 
fue barrido a los pocos meses por la reacción absolutista encabezada por 
Austria. Tras su ocaso definitivo, el puesto del carbonarismo como principal 
agente revolucionario fue ocupado por la Joven Italia, sociedad constituida 
en Marsella por Giuseppe Mazzinmi en julio de 1831. Este grupo de 
revolucionarios republicanos estaba convencido de que la unificación 
italiana era factible e inmediata si se desataba el número suficiente de actos 
locales de revuelta, cuyo efecto contagioso produciría una guerra partisana 
a escala nacional similar a la española de 1808 a 1814. 

En 1833, Mazzini intentó por primera vez desencadenar un acto 
insurreccional, que se propagaría desde Chambéry (entonces parte del 
Reino de Cerdeña), Alessandria, Turín y Génova. Sin embargo, el Gobierno 
de Saboya descubrió el complot antes de que se pudiera llevar a la práctica, 


y desencadenó una represión que se saldó con 12 ejecuciones. En febrero de 
1834, Mazzini emprendió un nuevo movimiento insurreccional de la mano 
de Gerolamo Ramorino: los insurrectos entraron en Piamonte desde Suiza e 
intentaron propagar la revolución, mientras que Giuseppe Garibaldi, quien 
recientemente se había adherido a la Joven Italia, haría lo mismo desde 
Génova. Las tropas piamontesas aplastaron fácilmente el nuevo intento. Los 
sucesivos fracasos llevaron a Mazzini a reconsiderar su estrategia y darle un 
alcance internacional. La Fundación de la Joven Europa en Berna en la 
primavera de 1834 buscaba destruir el statu quo europeo acordado en 1815 
por el Congreso de Viena, que había restablecido la hegemonía opresiva de 
algunas grandes potencias y bloqueado el surgimiento de las naciones. 
Mazzini se mostraba partidario de una dictadura revolucionaria como paso 
previo a la implantación de una democracia descentralizada e integrada en 
un «congreso federal europeo». En agosto de 1843, Mazzini inspiró otro 
alzamiento, que fue ejecutado por Pasquale Muratori en Savigno (Bolonia) 
y, en 1844, se atrajo a dos jóvenes oficiales de la Marina de Guerra 
austriaca (los hermanos Attilio y Emilio Bandiera), que desembarcaron el 
16 de junio cerca de Cosenza (Calabria) y acabaron ante un pelotón de 
fusilamiento una semana después. 

En Francia, el viejo espíritu carbonario se resistió a morir. La insurrección 
de Lyon el 9 de abril de 1834 pronto cobró alcance nacional cuando el 
Gobierno del anciano mariscal Soult acordó la restricción de los derechos 
civiles. El 13 y 14 de abril se produjo un motín en París como protesta por 
las medidas contra el asociacionismo republicano y la libertad de prensa 
aplicadas por el Gabinete [38] . La vocación por la acción revolucionaria de 
elites encontró su más firme partidario en Auguste Blanqui, impulsor de 
entidades conspirativas clandestinas como la Société de la Famille, fundada 
en julio de 1834 y organizadora de un complot en 1836. En 1837, Blanqua, 
Armand Barbés y Martin Bernard crearon la Société des Saisons, de 
tendencia jacobina. El 12 de mayo de 1839, en un contexto de crisis 
económica y política, los miembros de la sociedad secreta decidieron pasar 
a la ofensiva para derrocar a la «monarquía de julio»: 500 revolucionarios a 
las órdenes de Blanqui ocuparon el Ayuntamiento de París y erigieron 
barricadas minuciosamente planificadas por Blanqui, pero las tropas reales 
aplastaron la revuelta tras dos días de combates y al precio de más de 100 
muertos, entre ellos, 30 soldados [39] . 


Portugal vivió entre 1835 y 1839 una guerra civil larvada en forma de 
guerrillas miguelistas y revueltas urbanas septembristas [40] . La revolución 
militar brotada en Lisboa el 9 de septiembre de 1836, que condujo a una 
nueva proclamación de la Constitución de 1822, tuvo como precedente el 
movimiento español de agosto de 1836, que acabó con el régimen del 
Estatuto Real. Ante el avance del liberalismo, hubo movimientos 
fracasados, como la conspiración miguelista de las Marnotas en mayo de 
1837, o la revuelta de los mariscales cartistas Saldanha y Terceira en julio- 
septiembre de 1837, además de la masacre perpetrada en marzo de 1838 en 
el Rossío contra los trabajadores del Arsenal de Lisboa, que condujo a la 
liquidación del septembrismo radical. En esos años turbulentos proliferaron 
distintas organizaciones armadas (ejércitos, voluntarios armados, 
guerrillas...), que se inmiscuyeron en las luchas entre facciones políticas. A 
partir de 1834, se crearon la Guardia Municipal en Lisboa y Oporto y las 
Guardias Nacionales como conjunto de fuerzas locales constituidas en una 
milicia ciudadana de seguridad interna del reino. El experimento miliciano 
comenzó a declinar en 1838, cuando se crearon los Corpos de Seguranca 
Pública fuera de Lisboa y Oporto [41] . 

Tanto en España como en Portugal acabaron por promulgarse 
constituciones de compromiso en junio de 1837 y abril de 1838. El golpe de 
Estado perpetrado por António Bernardo da Costa Cabral el 27 de enero de 
1842 significó el retorno a la Carta y a un modelo de Estado centralizador, 
del mismo modo como el golpe antiesparterista de junio-julio de 1843 fue 
el preludio de la Constitución moderada de 1844. 

Las guerras civiles de España y Portugal ofrecieron un ilustrativo ejemplo 
de cómo los exiliados ibéricos se estaban reinsertando en la política 
nacional y se transformaban en clase dirigente, al tiempo que los fuorusciti 
transalpinos participaban en una causa que les permitía adiestrarse 
militarmente (como fue el caso del batallón italiano de la Legión Extranjera 
organizado por Francia con 500 hombres procedentes de los ejércitos 
napoleónicos, del exreino itálico y de los contingentes de exiliados políticos 
huidos tras las primeras tentativas mazzinianas de 1833-1834), estrechar 
lazos políticos con sus interlocutores españoles (participaron en la guerra, 
entre otros, Carlo Bianco, Enrico Cialdini, Enrico Misley, Manfredo Fanta, 
Emanuele Marliani o Emilio Borso di Carminati, fusilado tras la 
sublevación antiesparterista de septiembre-octubre de 1841) y mantener 
vivo el problema nacional italiano entre la opinión pública europea. Si la 


Guerra Carlista fue vista por los legitimistas italianos como una cruzada, 
trasunto de la Guerra de la Independencia, también fue un punto de 
referencia insoslayable en la lucha revolucionaria contra los regímenes 
autocráticos que dominaban Italia. Pero su desenlace pactado y la paulatina 
deriva conservadora de la monarquía isabelina hicieron que la causa liberal 
española perdiese contenido poético y subversivo, y convenció a los 
exiliados italianos de que el proceso unificador de su país debía transcurrir 
por otros derroteros. La revolución y la contrarrevolución siguieron 
combatiendo por años en España e Italia, pero, mientras que el liberalismo 
español logró superar su derrota de los años veinte a partir de la segunda 
mitad de los años treinta (la Revolución de 1836 puede interpretarse como 
el eco español de las «tres gloriosas» parisinas de 1830), la Cuarta 
Restauración de 1849 convirtió al Reino de las Dos Sicilias en un auténtico 
anacronismo histórico cuando, en Italia, ya se extendía el Romanticismo 
nacionalista panitaliano que sellaría el destronamiento de los Borbones una 
década más tarde. 


La agitación democrática de 1848 a 1870 


Desde el otoño de 1846, estalló en Europa una grave crisis debida a una 
pésima cosecha de cereal. Este fue el trasfondo económico tanto de la 
Guerra dels Matiners catalana de 1846-1849 (una ambigua rebeldía 
legitimista y republicana con un fuerte componente antifiscal) como de la 
revuelta de Maria da Fonte, también llamada Revolución de Miño, 
desencadenada por los nuevos impuestos y la prohibición de entierros en las 
1glesias que estalló a inicios de 1846 y que se extendió en abril-mayo a 
Trás-os-Montes, valle del Duero y Centro. Entre mueras a Costa Cabral y 
vivas a don Miguel, la población destruía carteles gubernamentales, oficinas 
postales, edificios públicos o hitos de delimitación de propiedades. La 
protesta, que también mostró aspectos reivindicativos del autogobierno 
local, fue capitalizada por fuerzas contradictorias, desde antiguos 
absolutistas y miguelistas a izquierdistas radicales, moderados y cartistas 
enfadados con los métodos violentos y con la corrupción campante en el 
régimen despótico reformista de Costa Cabral, que tantas semejanzas 
muestra con el coetáneo de Narváez o el del futuro Napoleón III. La 
rebelión desembocó en una nueva guerra civil de ocho meses —la Patuleia 


del 9 de octubre de 1846 al 29 de junio de 1847— donde se enfrentaron los 
cartistas del duque de Saldanha apoyados por la reina María II y una 
coalición contra natura (como su coetánea catalana) que congregaba a 
septembristas, cartistas moderados y  miguelistas «electorales». La 
contienda finalizó con una clara victoria cartista, materializada el 30 de 
junio de 1847 en la firma de la Convención de Gramido, tras la intervención 
de las fuerzas militares británicas y españolas enviadas por la Cuádruple 
Alianza [42] . La estabilización política del país vino de la mano de una 
modificación de la Carta en julio de 1852, que incorporaba algunos 
principios de la Constitución de 1822, El cabralismo no había optado por 
crear una policía militarizada, sino por desarmar a la población civil. El 
monopolio castrense de las armas, consolidado a partir del golpe de Estado 
de 1847, fijó un modelo de orden público absolutamente controlado por el 
Ejército, frente al modelo cívico-militar español o francés y el civilista 
británico. 

La Revolución parisina del 23-24 de febrero de 1848, que tuvo un impacto 
paneuropeo, influyó en España de manera menos acusada, como muestra el 
conato revolucionario del 26 de marzo en Madrid (seguido de otros en 
Barcelona, Valencia y Sevilla) y el nuevo intento frustrado del 7 de mayo. 
Por el contrario, el eco en Italia fue enorme, aunque el estallido de la 
revolución en Palermo se adelantó al 12 de enero de 1848. Los monarcas 
concedieron estatutos liberales en Nápoles, Florencia, Turín y Roma; en 
marzo, se produjeron rebeliones urbanas antiaustriacas en Milán y Venecia, 
y Roma contempló la proclamación de la república de febrero a julio de 
1849. Tras la huida de Pío IX a Gaeta, el primer país que se movilizó 
militarmente en su favor fue España, en parte por razones internas 
(reforzamiento de la identidad católica del régimen liberal ante la nueva 
amenaza carlista que se cernía sobre el país con la guerra de los Matiners), 
en parte por una legítima aspiración de resituarse en el panorama político 
europeo. Una expedición militar llegó a Gaeta el 27 de mayo de 1849, 
cuando casi toda la campaña estaba decidida desde el cuartel general 
francés (el general Oudinot rechazó con desprecio la ayuda española para 
tomar Roma), y reembarcó con más pena que gloria en marzo del año 
siguiente [43]. 

El declive del ciclo revolucionario a partir de 1849 volvió a poner sobre el 
tapete la alternativa de una acción insurreccional de minorías. Mientras que 
el paradigma blanquista entraba en una larga etapa de obligado silencio por 


el encarcelamiento de su inspirador entre 1849 y 1865, Mazzinmi siguió 
ensayando una y otra vez la táctica de la insurgencia permanente. Llegó a 
conectar en 1844 con los exiliados Juan Prim y Lorenzo Milans del Bosch 
en Londres para iniciar una intentona revolucionaria y, tras 1848, maduró su 
idea de coordinar una conmoción revolucionaria en España y Francia con el 
objeto de provocar la caída de Luis Napoleón. En 1851, se mantuvo en 
contacto con Orense y otros próceres democráticos para impulsar una 
revolución que se llevaría a cabo con la permuta de Cuba a cambio del 
apoyo norteamericano para lograr la unión ibérica y avanzar en la 
consecución de la ansiada República Democrática Federal Universal [44] . 
En diciembre de 1852, fracasó una conspiración para levantar Mantua y 
Belfiore (Venecia). El 6 de febrero siguiente la insurrección milanesa de Il 
Barabba no obtuvo mejor suerte y significó un golpe brutal para la 
organización subversiva mazziniana, que nunca volvió a recuperar su 
prestigio de antaño. La expedición de Felice Orsini en Carrara en 1853- 
1854 resultó también un fiasco. En 1856, Mazzini volvió a Génova para 
organizar una serie de levantamientos, el más serio de los cuales fue el 
protagonizado por Carlo Pisacane en Sapri (Calabria) el 26 de junio de 
1857. En España, el proyecto insurgente mazziniano de alcance continental 
encontró a fervientes seguidores en el movimiento republicano, que 
continuaba en armas desde las «tormentas del 48». Los intentos 
insurreccionales de Sixto Cámara en junio-julio de 1857 en Andalucía y en 
julio de 1859 en Extremadura son un buen ejemplo de ese intento de 
emulación. Las redes clandestinas de los republicanos españoles estaban 
insertas dentro del denso tejido de solidaridades internacionales propiciado 
por Mazzini y su Joven Europa. Los demócratas en España y en el sur de 
Italia podrían rastrear raíces comunes en las asociaciones carbonarias, que 
habían impulsado la lucha contra el despotismo borbónico desde la segunda 
mitad de los años diez. Ambos grupos afrontaron el desafío de organizar el 
apoyo popular en unas sociedades agrarias en las que el sufragio restringido 
y el analfabetismo eran problemas endémicos. 

En España, los años cincuenta estuvieron repletos de esperanzas y 
decepciones. La Revolución de Julio de 1854 puede parangonarse a la 
francesa de 1848 en su programa reformista y en su protocolo de ejecución, 
que tanto debió al «repertorio de barricadas» puesto a punto en París desde 
las «tres gloriosas» jornadas de julio de 1830. Pero tras la euforia vino el 
miedo. En Francia, ese temor se dirigió hacia el proletariado, que se había 


convertido en beneficiario del atisbo de democracia social (plasmado en los 
talleres nacionales) impulsado por el Gobierno para paliar la crisis 
económica, pero, tras su rebelión durante las journées de juin (saldadas con 
1.500 fusilados y 10.000 prisioneros), la clase obrera se convirtió a los ojos 
del «partido del orden» en la clase peligrosa por antonomasia. En España, el 
«miedo al rojo» se dirigió hacia los sectores más populares de la Milicia 
Nacional y, sobre todo, hacia el campesinado, protagonista de los motines 
contra el hambre, el paro y los impuestos que, desde Castilla la Vieja, se 
extendieron a otras regiones durante el verano de 1855. 

Aunque la Revolución de 1848 reforzó la confianza de Blanqui en la clase 
obrera y quebrantó su fe en las técnicas del complot minoritario, no por ello 
abandonó esa vía, y ello lo condujo a mantener tensas relaciones con el 
internacionalismo obrero, tanto en su variante marxista (por su insistencia 
en el desencadenamiento de una insurrección elitista) como bakuninista 
(por su apuesta por una dictadura revolucionaria). En su /nstruction por une 
prise d'armes, elaborada en 1869 y publicada en la revista comunista y 
antifascista Le Militant Rouge (subtitulada Órgano teórico e histórico de las 
insurrecciones ) entre diciembre del926 y diciembre de 1928, condensó 
toda su doctrina al respecto: constitución de un cuerpo armado 
revolucionario clandestino, clasificado por experiencia militar; corte de 
comunicaciones de París con los departamentos y erección de barricadas 
para entorpecer los movimientos de la tropa, sitiarla y protegerse del fuego 
de la artillería; proclamas a obreros y estudiantes; a los parisienses y a los 
soldados y oficiales. El jefe supremo de la insurrección nombraría tres 
comisiones: una para la incautación de las fábricas de armas, otra para 
aprovisionar al ejército revolucionario y otra como servicio de información 
y seguridad interior. Un poder revolucionario dictatorial tomaría las riendas 
del poder desde el mismo triunfo de la revolución, y sin límite concreto de 
duración [45] . Aún tuvo tiempo de llevar a la práctica estas prescripciones 
en dos acciones armadas fallidas: una el 12 de enero de 1870 durante el 
funeral del periodista Victor Noir, asesinado por el príncipe Pierre Napoléon 
Bonaparte, y otra el 14 de agosto de ese mismo año, en un intento de tomar 
unos cañones de un acuartelamiento de La Villette en París, que sirvió de 
preludio a la proclamación de la República el 4 de septiembre. 

Del mismo modo que la Revolución francesa de 1848 difirió su impacto 
en España hasta julio de 1854, la contrarrevolución orquestada por Luis 
Napoleón el 2 de diciembre de 1851 tuvo su correlato en el golpe de Estado 


perpetrado por O”Donnell el 15 de julio de 1856. La salvaje represión de la 
resistencia republicana orquestada en las provincias meridionales de 
Francia del 5 al 10 de diciembre de 1851 (con 90.000 implicados y 25.000 
arrestados) no tuvo parangón en España, salvo en Barcelona, donde la 
oposición al asalto al poder del duque de Tetuán se cobró casi medio millar 
de vidas. Los motines campesinos que proliferaron en Andalucía, 
Extremadura, Castilla o Cataluña hasta fines de año recuerdan también a las 
insurgencias antibonapartistas del Midi a fines de 1851. 

En las décadas de los cincuenta y de los sesenta, con la consolidación de la 
«restauración» bonapartista en Francia y su alianza estratégica —no sólo a 
efectos de política exterior—- con la España isabelina, la alternativa 
insurreccional madurada en Italia durante cuatro décadas de lucha (centrada 
en la actividad de las sociedades secretas conspirativas y la formación de un 
ejército voluntario con el objeto de desencadenar una guerra abierta por la 
independencia y la unidad nacionales, y forzar una negociación diplomática 
con tales propósitos) fue ocupando el primer lugar en las preferencias 
revolucionarias de los republicanos españoles y franceses, pero no sólo de 
ellos: la política de prestigio emprendida por el general O”Domnell en 1859- 
1860 en Marruecos encerró una doble lectura de reivindicación del terreno 
perdido en el concierto europeo de potencias y de búsqueda de una causa 
patriótica y belicista que fuese un aglutinante nacional tan eficaz como las 
guerras del Risorgimento estaban siendo para Italia. La etapa decisiva del 
proceso unificador transalpino, que comenzó en 1859, sorprendió a 
O*Donmnell ocupado en afrontar una nueva intentona carlista en San Carlos 
de la Rápita que, en su ejecución, recordaba sobremanera a las expediciones 
garibaldinas de aquellos años. 

Con la excepción de los Gobiernos del Bienio Progresista, la España 
oficial se mostró hostil al movimiento nacionalista italiano que, por el 
contrario, fue enormemente popular entre las capas medias y bajas de la 
población. En ocasiones, esta simpatía tuvo una plasmación práctica: los 
carbonarios españoles estrecharon sus relaciones con los italianos a partir 
de 1859 con la creación de la Legión Ibérica coordinada por Sixto Cámara 
desde Lisboa, Fernando Garrido desde Barcelona, Carlos Beltrán desde 
Madrid y Pablo Soler y Eduardo Pons desde Zaragoza. Parte de los 
voluntarios catalanes licenciados de la reciente Guerra de África (1.600, 
más otros tantos portugueses) fueron encuadrados en esa Legión para 
ayudar a Garibaldi en Nápoles con el apoyo económico del partido 


demócrata, pero el proyecto se vino abajo cuando Cámara, más impaciente 
por precipitar la revolución en España que por ayudar a la unificación 
italiana, intentó el levantamiento frustrado en Extremadura que le costó la 
vida [46] . Fue la primera intervención de los demócratas españoles en el 
extranjero, en una época marcada, precisamente, por la solidaridad 
combatiente de las distintas fuerzas políticas en los sucesivos conflictos 
europeos y extraeuropeos, como la Guerra de Secesión o el enfrentamiento 
franco-prusiano. No hay tampoco que olvidar la llegada de un contingente 
de ultracatólicos y legitimistas españoles a Roma para defender los Estados 
Pontificios [47] , o el compromiso del Gobierno español en la persona del 
embajador Salvador Bermúdez de Castro para apoyar al destronado rey 
napolitano favoreciendo el reclutamiento de bandas legitimistas en Massa, 
Apulia y Nápoles [48] . Se habló de contactos con los generales Fernández 
de Córdova y Lersundi, y de la concentración de 1.500 carlistas listos para 
embarcar hacia Nápoles a fines de 1860. El «general» carlista José Borges 
organizó una expedición a Calabria vía Malta en el verano de 1861, en 
connivencia con el Gobierno de O”Donnell, pero fue capturado y fusilado a 
fines de año. Rafael Tristany asumió entonces el mando de la guerrilla en 
los confines pontificios hasta su detención por las tropas francesas en junio 
de 1863. Pero esta ayuda semioficial al brigantaggio contrarrevolucionario 
en 1861-1866 fracasó rotundamente y atizó una estéril polémica con el 
nuevo Reino de Italia. El Gabinete de Madrid trató en vano de no mezclar la 
causa de Francisco II con la del pontífice, pero el nombre de España estaba 
demasiado implicado en el desarrollo de la guerrilla reaccionaria 
meridional. El Gobierno de Madrid no logró la aquiescencia de Francia y 
Austria a esta política desestabilizadora, pero, al alentar un conflicto 
diversivo fuera del país, logró desviar por algunos años una parte del 
impulso insurreccional del carlismo más montaraz que, en esos años, 
pareció inspirarse más en las irrupciones de los camicie rosse que en el 
brigantaggio meridional, donde se mezclaban la militancia borbónica y la 
lucha contra el Estado unitario italiano con la búsqueda de un empleo 
ocasional y el afán de rapiña. 

Tras el inesperado éxito de los Mil en Sicilia y Nápoles en mayo-octubre 
de 1860, volvió a barajarse la posibilidad de impulsar una revolución 
democrática y republicana que conquistase Roma, tal como Garibaldi 
planeó con Mazzim en 1862. La aventura de unos cuantos cientos de 
voluntarios que, actuando como un ejército rebelde, había logrado el 


destronamiento de los borbones napolitanos, convirtió al garibaldinismo en 
un referente revolucionario que sugestionó al radicalismo democrático 
incluso más allá de Europa. En esos años, los demócratas y los republicanos 
españoles intentaron, con el apoyo de grupos conspirativos italianos, varios 
levantamientos armados, como el que Rafael Pérez del Álamo lideró en la 
comarca de Loja en julio de 1861. La revuelta compartió rasgos con los 
levantamientos carbonarios efectuados en Francia a inicios de la década de 
1820 contra la Restauración borbónica y con las insurrecciones socialistas- 
democráticas que proliferaron en el Midi francés en 1851-1852, pero 
también se interpreta como una insurrección de corte agrario tradicional 
antes que como una revolución netamente política [49] . En todo caso, la 
sombra de Garibaldi planeó como una amenaza sobre el régimen isabelino, 
paradójicamente en su etapa de mayor apertura bajo el predominio de la 
Unión Liberal. Incluso se especuló con la presencia del caudillo italiano en 
un plan de insurrección antiborbónica previsto en Andalucía para mayo de 
1864 [50] . También los más convencionales pronunciamientos progresistas 
encabezados por Prim entre 1864 y 1867 fueron legitimados, como en el 
caso de Garibaldi, por su carácter de «héroe de dos mundos» y heredero 
simbólico de los caudillos populares de la Guerra de la Independencia. 

La revolución española de septiembre de 1868, en su factura 
predominantemente castrense (pie forzado por el necesario compromiso del 
generalato unionista), debe poco a las experiencias transalpinas de la década 
anterior. Para los demócratas radicales italianos, cada vez más enfrentados 
con la monarquía piamontesa, los sucesos de España fueron vistos como la 
penúltima circunstancia externa que los podría ayudar a imponer su 
proyecto político. A pesar de la derrota garibaldina en Mentana el 3 de 
noviembre de 1867, durante el verano de 1868, el cada vez más postergado 
Mazzini mostró su optimismo ante la posibilidad de que una eventual 
proclamación de la República en España le permitiera iniciar en Génova 
una insurrección en cadena que lo llevaría a proclamar la República en 
Roma, ampliando su incidencia a todo el continente por medio de una 
Alianza Republicana Universal [51] . 

La caída del Segundo Imperio francés en septiembre de 1870 también fue 
interpretada desde Italia en clave de oportunidad: mientras que Mazzini era 
detenido y encarcelado tras un intento de rebelión en Sicilia, Garibaldi (que 
luchó en la guerra contra Prusia y sus aliados) pensaba que la solución a la 
crisis francesa era la implantación de una «dictadura honesta» de carácter 


electivo, que debía ser desempeñada por un Gobierno provisional 
republicano. La culminación del proceso unificador italiano en beneficio de 
la monarquía saboyana dejó fuera de juego a ambas figuras del 
Risorgimento. Muerto Mazzini en 1872 e incorporado Garibaldi a las poco 
gratificantes actividades parlamentarias, el garibaldinismo entró en una fase 
de decadencia, a pesar de la agitación republicana que había vuelto a brotar 
en Pavía, Piacenza, Bolonia, Volterra, Génova, Lucca, Reggio, Carrara y 
Milán en 1870 como secuela de las revueltas contra el impuesto sobre la 
molienda (macinato). El descontento se expresó en forma de 
manifestaciones urbanas a inicios de 1868 en Turín, Pavía, Livorno, Milán, 
Pistoia y Bolonia, de desórdenes rurales en Lombardía, Piamonte, Emilia, 
Marcas, Abruzos y Calabria en diciembre, y de ataques contra edificios 
municipales, molinos, manifestaciones y revueltas en diversos puntos del 
país hasta 1869. 

Un indicio plausible de los nuevos vientos estabilizadores procedentes de 
Levante lo tenemos en su recepción en España, donde las insurrecciones 
republicanas de 1868 y 1869 no pudieron evitar la instauración de una 
monarquía democrática precisamente en la persona de un miembro de la 
dinastía Saboya: Amadeo, duque de Aosta. Pero el rápido fracaso de la 
monarquía democrática volvió a situar en primer plano a la «conexión 
francesa» en su lectura más revolucionaria: la Comuna de París, donde el 
blanquismo vivió sus últimas jornadas de gloria antes del ocaso definitivo. 


El protagonismo del proletariado en el último cuarto del siglo 


Desde su mismo origen pero, sobre todo, después de su trágica 
desaparición, la Commune se convirtió en el nuevo hito y mito 
revolucionario a nivel internacional. Para los sectores socialistas y 
demócratas radicales de la política europea, el proyecto político comunero 
(autonomía, libertades individuales y colectivas, laicismo, educación, 
programa social igualitarista...) era la antítesis perfecta de los valores del 
fenecido imperio bonapartista. Pero, para los más conservadores, se 
transformó en una amenaza de tonos apocalípticos que era preciso erradicar. 
No cabe duda de que los demócratas españoles, italianos o franceses se 
vieron muy afectados por la traumática experiencia política que vivió París 
durante la primavera de 1871, y que esta los condicionó a la hora de adoptar 


en lo sucesivo actitudes políticas menos radicales [52] . La «Santa Alianza» 
anticomunera se plasmó en el lanzamiento de una campaña de propaganda a 
nivel continental y en la promulgación de una serie de medidas punitivas de 
los Gobiernos contra la AIT [53] . En Francia, las proscripciones de la I 
Internacional dictadas el 18 de junio de 1868 y el 5 de julio de 1870 fueron 
el preludio de la promulgación de la «Ley Dufaure» del 14 de marzo de 
1872. En España, la ilegalización de la AIT fue votada favorablemente por 
el Parlamento el 10 de noviembre de 1871 y ratificada por el Decreto 
firmado por el general Serrano el 10 de enero de 1874, justo en el momento 
de la rendición de la «comuna cartagenera», que concitó el apoyo de 
muchos internacionalistas italianos. 

Entre 1871 y 1874, se fue articulando una respuesta contrarrevolucionaria 
(con el repliegue conservador del mundo burgués, que justificó y alentó la 
represión de las clases populares en un contexto político autoritario) que 
delimitaría los campos de los vencedores y los perdedores en esta primera 
contienda por la democracia social. En Italia, los grandes damnificados de 
la culminación del proceso unificador en 1870 fueron el poder papal (como 
símbolo postrero de los regímenes tradicionales arrasados por el nuevo 
Estado unitario) y el republicanismo en sus diferentes vertientes; en la 
Francia posterior a la primavera de 1871, los derrotados fueron el 
bonapartismo y el republicanismo revolucionario y, en la España de las 
postrimerías de 1874, el fracaso político lo comenzaron a sentir los 
carlistas, pero, sobre todo, lo padeció el republicanismo en sus múltiples 
declinaciones. Ambas fuerzas seguirían manteniendo la llama de la 
oposición armada contra la monarquía restaurada hasta inicios del siglo XX. 

En cuanto a Portugal, desde la caída definitiva de Costa Cabral con el 
golpe militar «regenerador» del mariscal Saldanha en abril de 1851, se 
instaló el proyecto político de la Regeneracáo, que presenta ciertas 
similitudes con el auspiciado en España por la Unión Liberal: el 
compromiso político, el reformismo administrativo, la práctica restrictiva 
de la representación parlamentaria y el caciquismo se mantuvieron como 
claves de la vida política hasta la crisis del Ultimátum de 1890. Portugal fue 
el único país europeo continental que, durante la segunda mitad del siglo 
XIX, no contó con un cuerpo especializado de Gendarmería a escala 
nacional como disponían España, Francia o Piamonte, lo que significaba 
movilizar al Ejército en cada conmoción pública. Tras los motines del pan 
que, como en España, estallaron durante el verano de 1856 y en 1862, o los 


«tumultos do Natal» (25 de diciembre) de 1861, que fueron duramente 
reprimidos por la fuerza armada, las críticas al servicio policial del Ejército 
arreciaron y obligaron a la creación de la Policía Civil en Portugal por ley 
del 2 de julio de 1867. La polémica se desató precisamente cuando el nuevo 
repertorio de la protesta (con el mitin como escenificación ritualizada del 
apoyo popular a las reivindicaciones políticas) comenzaba a desplegarse a 
partir de 1867-1871, en un contexto de crisis política y de recesión 
económica similar al que se estaba sufriendo en España. Aunque en el 
verano de 1873 hubo una oleada de paros laborales en la zona de Lisboa, el 
recurso a la huelga (prohibido según el artículo 277 del Código Penal de 
1853) no tuvo continuidad durante la década siguiente [54] . Sumido en la 
crisis entre 1868 y 1872, el sistema político portugués se logró estabilizar 
mediante la implantación del rotativismo, en el cual las dos principales 
formaciones (el Partido Regenerador de tendencia conservadora y el Partido 
Histórico de identidad progresista) acordaron alternarse en el poder; un 
recurso para la conciliación de las grandes tendencias del liberalismo 
decimonónico del que tomó buena nota Antonio Cánovas. 

La salida contrarrevolucionaria se orquestó de manera opuesta en Francia 
y España: Mac Mahon, elegido presidente por la mayoría parlamentaria 
realista el 24 de mayo de 1873, actuó en 1875-1877 de puente involuntario 
entre las pretensiones de mantenimiento de la monarquía y la consolidación 
de una república conservadora tras el conato de «golpe parlamentario» del 
seize mai, mientras que Serrano propició, muy a su pesar, el camino inverso 
y fue arrojado del poder después de un pronunciamiento militar. 

Con la estabilización del poder burgués en Europa occidental en los años 
posteriores a la Guerra Franco-Prusiana, la alianza para la represión del 
movimiento obrero se mantuvo hasta el cambio de siglo. En principio, el 
enemigo a batir fue el insurreccionalismo bakuninista, que había sido 
introducido en España durante la Revolución de 1868. Su primera 
manifestación fueron los sucesos de Alcoy de julio de 1873, situados a 
mitad de camino entre el viejo motín y la nueva huelga general 
reivindicativa, que coincidieron con la proclamación del cantón murciano y 
con una rebelión protagonizada en Barcelona por los internacionalistas. Ese 
invierno estallaron en Italia agitaciones y huelgas contra la carestía de 
alimentos. El propio Bakunin se desplazó a fines de 1873 a Bolonia, ciudad 
que debía servir como detonante de un amplio subversivo preparado en 
varias urbes y áreas rurales del Mezzogiorno. Pero la Policía arruinó todos 


los preparativos con la detención de Andrea Costa, el hombre clave del 
complot. Inasequibles al desaliento, los internacionalistas prepararon otro 
movimiento revolucionario que fue abortado por la Policía en la noche del 1 
al 2 de agosto de 1874 cerca de Rímini. Los movimientos previstos en 
Bolonia, Florencia y Apulia fueron fácilmente controlados por las 
autoridades. 

La síntesis entre la «propaganda por el hecho» difundida desde mediados 
de los setenta en el entorno del movimiento obrero de identidad bakuninista 
y la herencia revolucionaria del Risorgimento, presente a través de la 
incorporación al movimiento obrero de antiguos seguidores de Mazzini, 
Garibaldi o Pisacane, se tradujo en una orientación insurreccional que fue 
ardientemente defendida por dirigentes como Carlo Cafiero, Andrea Costa o 
Errico Malatesta [55] . El 3 de abril de 1877 un grupo de internacionalistas 
armados guiados por Cafiero, Malatesta y el antiguo garibaldino Pietro 
Cesare Ceccarelli, conocido como la Banda del Matese (una zona 
montañosa que una década antes había sido el escenario del brigantaggio 
antiunitario, y en la que se esperaba desarrollar una guerra de guerrillas que 
propiciase la insurrección de la vecina Nápoles) [S6] , ocupó varios 
pueblos, quemó sus archivos municipales, distribuyó el dinero de los 
ayuntamientos y proclamó la revolución social ante la población 
congregada en las plazas. La llegada del Ejército el día 12 inauguró una 
durísima represión, que hizo desaparecer la federación italiana de la 
Internacional. El suceso constituyó la primera tentativa seria de una sección 
nacional de la AIT para traducir a la práctica los nuevos principios de la 
«propaganda por el hecho», aunque muchos militantes la siguieran 
identificando como un acto clásico de revuelta popular. 

En el X Congreso de la AIT, convocado por el príncipe Kropotkin en 
Londres del 14 al 19 de junio de 1881, se planteó abiertamente la 
utilización de la «propaganda por el hecho» como complemento de las 
propagandas oral y escrita. En España, esta táctica tuvo sus primeras 
manifestaciones prácticas a fines de los años setenta. El movimiento 
anarquista utilizó las huelgas y la acción de masas como modos alternativos 
de lucha en 1871-1872 y 1881-1882, y la insurrección urbana a imagen del 
anarquismo italiano durante el movimiento cantonal de 1873 y el 
levantamiento de Jerez en 1892. El saldo negativo de estas iniciativas de 
protesta popular facilitó la adopción del atentado personal como 
instrumento de combate y defensa, según lo estipulado en las resoluciones 


del Congreso de Londres. La primera oleada de violencia terrorista se 
prolongó de 1884 a 1897, y la segunda se produjo entre 1902 (fracaso del 
primer ensayo de huelga general en Barcelona) y 1909 (Semana Trágica), 
tomando la fisonomía de varios magnicidios frustrados (contra Maura en 
1904 y contra Alfonso XIII en 1905 y 1906) y atentados con explosivo en la 
vía pública [57] . 

En Francia, la oleada terrorista anarquista-nihilista se inició en 1881 y 
alcanzó su punto culminante entre los años 1892 y 1894, tras el episodio de 
violencia secreta de la Bande Noire en Montceau-lesMines y Le Creusot en 
1882, el motín de Decazeville el 26 de enero de 1886, la masacre perpetrada 
en 1891 en Fourmies durante la manifestación del Primero de Mayo y la 
disolución violenta de la marcha obrera que se celebró ese mismo día en 
Clichy, que trajo como secuela un escándalo en torno a las torturas 
policiales efectuadas a los detenidos [58] . El asesinato del presidente 
Carnot el 24 de junio de 1894 justificó la promulgación inmediata de las 
Lois scélérates los días 17 y 27 de julio, en el preciso momento en que el 
Gobierno español promulgaba el 10 de julio una ley sobre atentados por 
medio de explosivos y Crispi dio vía libre a tres leyes antianarquistas el 19 
de julio. La Ley celerada («malvada») promulgada el 13 de febrero de 1896 
bajo los auspicios del primer ministro portugués Joáo Franco preveía el 
cierre administrativo de la prensa anarquista y la deportación a Timor por 
delitos de propaganda subversiva. Los ensayos de coordinación 
intergubernamental frente a la fantasmagórica amenaza de una 
«Internacional negra» culminaron en la decepcionante Conferencia de Ro- 
ma contra el anarquismo de 1898-1899. 

Fue también a comienzos de los ochenta cuando un sector del anarquismo 
italiano pasó a emplear el terrorismo individual, una sucesión de atentados 
que culminó en el asesinato del rey Humberto en Monza el 29 de julio de 
1900. Como en el caso de Cánovas, el magnicidio clausuró la política 
represiva conservadora y posibilitó la consolidación del sindicalismo como 
estrategia dominante del movimiento obrero transalpino. Pero este proceso 
fue más dificultoso que en Francia. Los fasci siciliani (entidades a mitad de 
camino entre el moderno sindicato y la antigua sociedad de resistencia, muy 
semejantes a los grupos organizados en Andalucía antes de la aparición de 
la «Mano Negra») apoyaron, desde 1889 a 1894, la movilización 
inicialmente reactiva del proletariado agrícola meridional. Pero los 
disturbios que protagonizaron entre fines de 1893 e inicios de 1894, con 


ocupaciones de tierras y asaltos a oficinas municipales y de impuestos, 
fueron atajados de forma brutal por el Gobierno de Crispi con la 
declaración del estado de sitio en Sicilia el 3 de enero, una intervención 
militar que arrojó 90 víctimas mortales y un proceso contra el comité 
central de los fasci, que tuvo lugar en Palermo en abril y mayo de ese año. 
Las protestas por la crisis de subsistencias (pero también por la reclamación 
de trabajo, el aumento de los salarios y la libertad de asociación) que se 
produjeron a inicios de 1898 en Sicilia y el sur de la península ya 
emplearon modos de protesta actualizados, como la huelgas y las 
manifestaciones. Sin embargo, los fatti di maggio milaneses de ese año, que 
tuvieron repercusión en Pavía y Florencia, mantuvieron la fisonomía de un 
clásico motín urbano con proliferación de barricadas que hubieron de ser 
desmanteladas por la acción del Ejército. Con el nuevo siglo, el clima 
político cambió y, con él, las actitudes de lucha de los anarquistas italianos. 
Los datos disponibles parecen indicar que las formas antiguas de acción 
colectiva violenta comenzaron a desaparecer en Francia antes que en Italia, 
España o Portugal. Desde la Revolución de 1848, los obreros y campesinos 
galos optaron por organizarse en sociedades de resistencia, al tiempo que se 
consolidaba el Estado burocrático, parlamentario y laico. Ello supuso la 
desaparición gradual de los motines de subsistencias, y la asunción del 
protagonismo en las protestas por parte del proletariado industrial a partir 
de 1860. Tras el congreso fundacional de la Confédération Générale du 
Travail (CGT) en Limoges el 23-28 de septiembre de 1895, el sindicalismo 
organizado siguió alentado huelgas insurreccionales en Belfort, Montceau- 
les-Mines, Marsella y otros lugares en 1900-1901. No fue sino hasta la 
Carta de Amiens de 1906 cuando el sindicalismo confederal francés se dotó 
de una ideología y una praxis netamente revolucionaria. En Italia, el nuevo 
repertorio vino de la mano del incremento de la conflictividad huelguística 
entre 1878 y 1903, gracias a la expansión de las organizaciones obreras y 
una actitud crecientemente permisiva del Gobierno frente a los conflictos 
laborales, especialmente desde comienzos del siglo XX. Fue entonces 
cuando, como en otros países de su entorno, el movimiento obrero tomó la 
senda de la organización de masas mediante la creación de la 
Confederazione Generale del Lavoro (CGL) en el Congreso de Milán del 29 
de septiembre al 1 de octubre de 1906 y actualizó su programa de acción en 
torno al concepto de huelga general revolucionaria. En España, como 
hemos visto, el periodo de transición a las nuevas formas de protesta 


colectiva eventualmente violentas se podría delimitar entre la década de 
1880 y la Primera Guerra Mundial, con la «Semana Trágica» barcelonesa 
de julio de 1909 como momento de inflexión y la huelga revolucionaria de 
agosto de 1917 como punto de no retorno. 

En Portugal, la crisis del ultimátum con Gran Bretaña del 12 de enero de 
1890 —que se adelantó a la española de 1898— desembocó en numerosas 
manifestaciones de protesta, que obligaron a un refuerzo de la autoridad del 
Estado, con prohibición de las reuniones públicas y el aumento de los 
efectivos de la Guarda Municipal y la Policía Civil. Los motines antifiscales 
y de subsistencias (como los producidos en Lamego en 1890 o Lourinhá en 
1891) continuaron siendo reprimidos con efusión de sangre. La fiebre 
regeneracionista desembocó en una crítica global de las miserias y las 
corruptelas del régimen monárquico. El ciclo de agitación desembocó en la 
Sargentada republicana de Oporto del 31 de enero de 1891, que fue 
rápidamente derrotada por la Guarda Municipal. También en las décadas 
finales del siglo XIX, se incrementó la resistencia de los militares a ser 
empleados como guardias de policía. Pero, a diferencia de España, en los 
sesenta años de Regeneracáo, sólo se dieron dos casos de suspensión de 
garantías que implicaron la entrega de la autoridad a un gobernador militar: 
en Braga, en 1862, con ocasión del pronunciamiento de un regimiento de 
infantería, y en Oporto, para sofocar la insurrección republicana de 1891 
[59] . Con todo, hubo una progresiva militarización de la función policial a 
partir de 1893 [60] , precisamente cuando el rotativismo salía de la crisis 
provocada por la humillación nacional de 1890 y volvía a erigirse en seña 
de identidad de la política portuguesa hasta la implantación de la República 
como versión radicalizada del liberalismo decimonónico. La disyuntiva 
entre la vía democrática o la autoritaria de regeneración nacional se 
mantendría hasta bien entrado el siglo XX. 

A fines del XIX, el repertorio de la protesta colectiva se desgranó en 
forma de huelgas obreras, turbulencias estudiantiles y agitación anticlerical. 
En febrero y marzo de 1901, se produjeron en Oporto y Lisboa 
movilizaciones anticlericales de estudiantes en protesta por el «caso 
Calmon», un episodio de abuso de confianza muy similar al coetáneo «caso 
Ubao». En este caso, la política reformista del Gobierno portugués de 
Hintze Ribeiro fue más lejos que en España, ya que obligó a las órdenes 
religiosas a obtener un estatuto legal como asociaciones civiles. En cuanto 
al movimiento obrero, que celebraba el Primero de Mayo desde 1890, 


condicionó su despliegue reivindicativo a la debilidad del socialismo y a la 
afirmación, a partir de 1903, de un anarcosindicalismo que sería 
hegemónico hasta la década de 1930 [61] . A inicios de siglo, continuaron 
alternándose las revueltas tradicionales (como la que protagonizaron del 11 
al 14 de marzo de 1903 las vendedoras del mercado de Coimbra, que se 
saldó con cuatro muertos y varios heridos) con la moderna agitación 
laboral, tal como muestra la gran huelga que tuvo lugar en Oporto en abril- 
mayo de 1903, y que transcurrió sin excesos violentos. 

En definitiva, superar los límites de lo doméstico y hacer una historia 
transnacional de la violencia política serían una frontera que habría que 
franquear y un territorio aún poco explorado que merecería la pena 
observar. 
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APÉNDICES 


I 
LA VIOLENCIA MILITAR EN ESPAÑA (1814-1985) 


Fecha Lugar Protagonista Tipo de acción Tendencia política Resultado 
A A Cap. gral. Francisco Javier EN ¿ (E) Reimplantación del 
4-V-1814 Valencia Elío Coacción Absolutista absolutismo 
y y L (F) Huida a Francia. 
25-1X-1814 Pamplona ce Francisco Javier Pronunciamiento Liberal fusilamiento cnel. 
Górriz 
19-IX-1815 La Coruña y Ferrol Gral. Juan Díaz Porlier Pronunciamiento Liberal (1) Ejecutado. 80 civiles 
represaliados 
Comis. Guerra Vicente 
21-11-1816 Madrid R. Richart (conspiración Complot (regicidio) Liberal (E) Ejecutado 
Triángulo) 
á (F) Ejecución de Lacy, 
5/8-1V-1817 Caldetas (B) nr y gral. Pronunciamiento Liberal huida de Milans a 
Gibraltar 
A E Conde de Montijo, tcol. 
16/24-1X-1817 Granáda, Murcia, Alcante Juan Van Halen, José M= | Complot Masónico (E) 76 detenciones 
y Cartagena as k 
Torrijos, etc. 
: de Pronunciamiento (deposición . A 
1-1-1819 Valencia Cnel. Joaquín Vidal cap. gral. Elío) Reponer Carlos IV (F) 19 ejecuciones 
NS Conde de La Bisbal, cnel. NE . (E) Prisión de los jefes 
8-VII-1819 El Palmar (CA) A. Quiroga y otros Pronunciamiento abortado Liberal de los cuerpos 
OS Las Cabezas de San Juan Cneles. Antonio Quiroga y ENERO, . e 
1-1/9-111-1820 (SE) Rafael del Riego Pronunciamiento Liberal (E) Trienio Liberal 
28-1/19- País V: Absoluti do 3xe Ul ali 
1V-1821 ís Vasco solutistas Pronunciamiento trarrealista (E) 
Conspiración (plan M. (E) Disolución de la 
4/6-11-1821 Madrid Guardias de Corps del Rey |, y Absolutista unidad. Asesinato 
Vinuesa) vi 
inuesa 
24-11-1822 Barcelona Coronel Costa y Pronunciamiento Republicano (F) Procesamiento 
milicianos nacionales 
As a s A ta E (E) Ejecución del 
30-V-1822 Valencia Artilleros de la Ciudadela | Pronunciamiento Absolutista general Fco. Javier Elío 
Batallones de la Guardia A 
2/7-VI11-1822 Madrid Real (tte. Luis Fernández | Pronunciamiento Realista anticonstitucional a hrs E FE de 
de Córdova) varisto San Migue 
28-V-1824 Zaragoza Brigadier Joaquín Capapé | Pronunciamiento Ultrarrealista (E) Absuelto 
3/20-VII-1824 | Tarifa y Almería Cnel, Francisco Valdés y Desembarco Liberal (E) Huida a Gibraltar. 30 
cap. Pablo Iglesias ejecuciones 
Mariscal Georges rt ó “ a 
21-VIM-1825 Getafe Bessiéres Pronunciamiento Ultrarrealista (E) 8 ejecuciones 
19/22-11-1826 Guardamar (A) ae rear uan Desembarco Liberal (E) 30 ejecuciones 
= (E) Intervención del rey 
27-VII-1827 pin y Estalúña Malcontents Rebelión Ultrarrealista el 28-IX y ejecución o 
exilio de sus líderes 
21/29-X-1830 Vera de Bidasoa e Irún o Javier Rompimiento Liberal (EF) Huida a Francia 
29-1-1831 Algeciras Gral. José M.: Torrijos Desembarco Liberal (F) Huida a Gibraltar 
30-X1-1831 Fuengirola Gral. José M.* Torrijos Desembarco Liberal e 53 ejecuciones el 11- 
E Cte. Voluntarios Realistas E . (E) 11 fusilamientos. 
2-X-1833 Talavera de la Reina A Pronunciamiento Carlista Inicio de Guerra 
Manuel M.* González Carlista 
15-1-1834 Madrid y Barcelona Caps. grales. Vicente Coacción a la regente Moderado (E) Gobierno Martínez 


Genaro de Quesada y 
Manuel Llauder 


de la Rosa 


Tte. Cayetano Cardero, 


(E) Muerte del cap. gral. 


18-1-1835 Madrid : Pronunciamiento Liberal J. Canterac. Pacto con 
Quiroga y Palarea 
M.? Guerra 
UHT s Cap. gral. Vicente Genaro qa : (E) Gabinete 
15-VIII-1835 Madrid de Quesada Motín Milicia Urbana Liberal Mendizábal 
9-VIII-1836 Valencia Cte. Antonio Boil Pronunciamiento Liberal (E) Formación de una 
Junta provisional 
12-VII-1836 La Granja Sargentos García, Gómez Motín Liberal (E) Constitución de 
y Lucas 1837 
VIT Oficiales de la 2.* Brigada is (E) Dimisión del 
18-VII-1837 Pozuelo y Aravaca dela Guardia Coacción Moderado Gabinete Calatrava 
Grales. Luis Fdez. de i i 
12/24-XI-1838 | Sevilla s A Pronunciamiento Moderado (antiesparterista) 2) Huida a Lisboa y 
Córdoba y R. M.* Narváez Gibraltar 
E NS Gral. Baldomero F. E A (E) Gobierno de 
3-X-1840 Madrid y provincias Espartero Revolución Progresista Espartero 
(E) Ejecutados Manuel 
Montes de Oca, 5 
£ Grales. O'Donnell, generales (Diego 
27-1X/7-X-1841 Pamplona, Madrid y Concha, Pezuela, Narváez, | Pronunciamiento Moderado de León, Borso di 
Zaragoza as 
etc. Carminati, Piquero, La 
Hera y Quiroga) y 200 
oficiales 
d A , E) Caída de Espartero. 
23-V/23- Málaga, Granada, Reus, Gral. Narváez, cnles. Prim A á Ñ ( a 
VIL-1843 Barcelona y Valencia y Milans del Bosch Pronunciamiento Moderado-progresista a de edad de 
17-1X/23- Zaragoza, Valencia y Gral. Victoriano Ametller Pronunciamiento Demócrata-jacobina (E) Licencia ilimitada 
X-1843 Barcelona (hasta 19-XI) y oficiales esparteristas («centristas») para los rebeldes 
hs e á a - (E) 24 ejecuciones. 
17-1/25 Alcoy, Alicante y Cap. Pantaleón BonÉ y Pronunciamiento Progresista Huida a Orán y 
111-1844 Cartagena Antonio Santa Cruz Ñ 
Gibraltar 
(E) Ejecutado el 21- 
11-XI-1844 Haro (LO) Tte. gral. Martín Zurbano | Pronunciamiento Progresista 1-1845 con sus dos hijos 
y otros subordinados 
Gral Fúlsosio y cual (E) Caída del Gabinete 
16-111-1846 Madrid O e y Complot palaciego Moderado Miraflores. Gobierno de 
rtega A 
Narváez 
k Ñ Cnel. Miguel Solís Cuetos, A A 
2/23-1V-1846 Lugo, Vigo, Santiago y brigadier Rubín y cap. M. | Pronunciamiento Progresista-provincialista (E) 62 ejecuciones el 26- 
Pontevedra Buceta Tv. 
(E ) Caída del Gabinete 
4-X-1847 Madrid Gral. Narváez Golpe político Moderado García Goyena. 
Gobierno Narváez 
7-V-1848 Madrid Sargentos Rgto. España Motín Progresista (E) 9 ejecuciones 
13-V-1848 Sevilla José Portal Pronunciamiento Progresista (E) 
oz, Brigadier Rafael Hore a: o (E) Muerto en 
21-11-1854 Zaragoza (Reto. Córdoba) Pronunciamiento Progresista-moderado enfrentamiento 
28-VI/19- Canillejas y Vicálvaro Grales. O'Donnell, Dulce y E ¿S a A a 
VIL-1854 («Vicalvarada») Espartero Pronunciamiento/revolución | Progresista-moderado (E) Bienio Progresista 
EA z Pta z Rebelión (reposición de E (E) Fin del Bienio 
14/15-VII-1856 | Madrid Milicia Nacional Espartero) Progresista Progresista 
E % Sixto Cámara y Fernando A a (FE) Muerte de Cámara 
8-VIL-1859 Badajoz Garrido Complot Demócrata «carbonario» en Olivenza 
(E) Ejecutado. 
1/5-IV-1860 San Carlos de la Rápita (T) | Cap. gral. Jaime Ortega Pronunciamiento Carlista Abdicación del conde 
Montemolín 
4-VII-1864 Madrid Bgto. Saboya y gral. Juan Pronunciamiento Progresista (E) Destierro de Prim y 
Prim de otros progresistas 
2/10-VI-1865 Pamplona y Valencia Gral. Juan Prim Pronunciamiento Progresista (E) Huida de Prima 


Orán 


Aranjuez, Ocaña y 


2/3-1-1866 Villarejo de Salvanés (M) Gral. Juan Prim Pronunciamiento Progresista (E) Huida a Portugal 
Gral. Pierrard, cap. (F) 200 muertos, 
22-VI-1866 Madrid (cuartel de San Gil) | Baltasar Hidalgo y Motín Progresista 500 prisioneros, 66 
sargentos ejecuciones 
Gral. Juan Prim, Baldrich, 
16-VII1-1867 Valencia y Barcelona cnel. Domingo Moriones, | Pronunciamiento Progresista (E) Indulto general 
etc. 
19/28-IX-1868 | Cádiz-Alcolea Grales: Prim y Serrano y Pronunciamiento/Revolución Progresista Unlonistas (E) Caída de Isabel II. 
alm. Topete demócrata Sexenio Democrático 
Brigadier Bartolomé 
12-X-1872 El Ferrol Pozas y cap. Braulio Motín Republicano federal (E) Prisioneros 
Montejo 
Grales. Caballero de A 
31-XI1-1872 Madrid Rodas, hnos. Concha y pcia (dictadura de Antiamadeísta (E) 
a errano) 
Lersundi 
(E) Disolución del 
7/11-11-1873 Madrid Oficiales de Artillería Plante Conservador Arma. Abdicación de 
Amadeo 1 
P Regimientos de 
11-11-1873 cen a Henares y Caballería, grales. Soria Complot Alfonsino (5 
Santa Cruz, O'Lawlor, etc. 
(E) Deserciones. 
21-11-1873 Barcelona Grales. Gaminde y Andía | Complot Radical Agitación federal. 
Nuevo capitán general 
: Gral. Moriones, C. Martos z 
24-11-1873 Madrid y Guardia Civil Golpe de Estado Radical (E) 
5-111-1873 Barcelona Tropa Insubordinación Federal radical (5 
ES : Gral. Serrano, C. Martos y z ñ (E) Proclamación de la 
231V51873 Madrid Milicia Nacional Motín Badical República Federal 
ys Gral. Román Contreras y EN A (E) Proclamación del 
13-V1-1873 Cartagena diputado Gálvez Rebelión de la escuadra Federal radical Cantón de Cartagena 
Grales. Valmaseda, 
Ani a Martínez Campos, Gasset, ce; (F) Presidencia de 
16:VI-1873 Madrid Bassols, Marchessi y Complot Monárquico Nicolás Salmerón 
coronel Iglesias 
E (E) Ley del 9-VIII 
1/8VI11-1873 Cataluña J efes y oficiales del Plante/petición Corporativista sobre pena de muerte. 
Ejército de Cataluña PA 3 
Dimisión de Salmerón 
Grales. Valmaseda, 
: Martínez Campos, SE PM E 
11/16-XI1-1873 | Madrid Bassols, Gasset y cnel. Complot (restauración) Monárquico (E) Arrestos y destierros 
Iglesias 
PE z % . (E) República 
3-1-1874 Madrid Cap. gral. Manuel Pavía Golpe de Estado Republicano moderado autoritaria de Serráno 
30-XI1-1874 Sagunto ps Arzenio MArinez Pronunciamiento Alfonsino (E) Restauración dela 
'ampos monarquía 
A ; Cnel. Asensio, tcol. A 
8/10-VII-1883 Badajoz, Sto. Domingo, Foncuberta y cap. Pronunciamiento Republicano zorrillista (E) Huida a Portugal, 
Seo de Urgel Andorra y Francia 
Mangado 
Sta. Coloma de Farners Cte. Ramón Ferrándiz y a : is s 
27-1V-1884 (GI) tte. Manuel Bellés Pronunciamiento Republicano zorrillista (E) Ejecutados 
31-X-1885 Cartagena Sargento Enrique Gallego | Motín Republicano (F) Condena a muerte 
10-1-1886 Cartagena O ESAnCIECO, Motín Republicano (F) Huida a Orán 
19-1X-1886 Madrid («Villacampada») cri etaccdorgi Pronunciamiento-golpe Republicano (F) Cadena perpetua 
Madrid (asaltos a El F 5 A . (E) Caída del Gobierno 
14/15-I11-1895 Resumen y El Globo) Oficiales de la guarnición | Motín Corporativo Sagasta 
E) Envío del Maine a 
La Habana (asalto a El ; ee F . ( hs 
12-1-1898 Réconiceri sola do) Oficiales de la guarnición | Motín Corporativo Cuba. Fracaso política 


autonomista 


Barcelona (asalto al Cu- 


(E) Caída de M. Ríos. 


25-XI-1905 cut! y La Veu) Oficiales de la guarnición | Motín Corporativo Ley Jurisdicciones, 20- 
TI-1906 
1-VII-1911 Fragata Numancia Antonio Sánchez Moya Motín Republicano (F) Ejecutado 
1-VI-1917 Barcelona Juntas de Defensa Coacción Corporativo (E) Caída dl el Gabinete 
García Prieto 
Uta Zaragoza (cuartel del Cabos Godoy y Gálvez, A da (F) 2 muertos, 7 
8/951920 Carmen) sindicalista A. Chueca MGin Sindicalista ejecuciones 
23-VIII-1923 Málaga Cabo Sánchez Barroso Motín Comunista (E) 1 condenaaa 
muerte 
13-1X-1923 Barcelona cd . Miguel Primo de Pronunciamiento Corporativo (E) Directorio Militar 
24-VI-1926 Valencia («Sanjuanada») Cnel. García y grales. Pronunciamiento Constitucionalista (E) Prisión y multas 
Aguilera y Weyler 
5-IX-1926 Segovia y otras Cuerpo de Artillería Plante Corporativo (E) Disolución del Arma 
guarniciones 
29-1-1929 Ciudad Real y Valencia José Sánchez Guerra Desembarco Constitucionalista (F) Procesamiento 
12-11-1930 Barcelona Gral. Miguel Primo de Complot (recuperación del Primorriverista (E) Marcha de Primo de 
Rivera poder) Rivera a París 
12-XI1-1930 Jaca Caps. Fermín Galán y Pronunciamiento Republicano (E) Ejecutados 
Ángel García Hernández 
eS A Cte. Ramón Franco y gral. ó á 
15-XII-1930 Madrid y Barcelona Queipo de Llano Golpe de Estado Republicano (F) Huida a Portugal 
pea Sevilla (aeródromo de Cte. Ramón Franco y J. A. anida A ] 
27-VIH-1931 Tablada) Balbontín, etc. Complot Extrema izquierda/anarquista (F) Procesamiento 
Sevilla, Madrid p EA eS sur E : z 
10-VII-1932 («Sanjurjada») Gral. José Sanjurjo Pronunciamiento Constitucionalista-reaccionario | (F) Cadena perpetua 
17/18-VII-1936 | Marruecos y Península Pc psi Mola, Golpe de Estado Reaccionario (F) Guerra Civil 
dE : Grales. Casado y Miaja, J. Ñ A A b 
5/6-111-1939 Madrid Besteiro y W. Carrillo Golpe de Estado Republicano anticomunista (F) Fin de la guerra 
23-11-1981 Madrid y Valencia Grales. Armada y Milans, Golpe de Estado Reaccionario (E) 33 condenas 
tcol. Tejero 
q ] Junta Central de la UME . . Sons 
27-X-1982 Madrid y Barcelona (22 coroneles) Complot (golpe de Estado) Reaccionario (E) 3 condenas a prisión 
2-VI-1985 La Coruña Restos de la UME Complot (asesinato del rey) Reaccionario os los complots 


(E) Éxito 


(F) Fracaso 


TI 
ESTADOS DE EXCEPCIÓN EN ESPAÑA (1821-2011) 


Decreto de las Cortes 
«sobre el conocimiento y 
modo de proceder en las 
causas de conspiración 
o maquinaciones contra 
la observancia de la 
Constitución», equiparado 
a Ley el 21-IV, con el 
17-IV-1821 objeto de combatir a las 
partidas realistas. Por Real 
Orden Circular del 12- 
111-1875, se declaró aún 
en vigencia, confirmando 
la continuidad de la 
intervención militar en 
materia de seguridad 
pública. 


Real Decreto de declaración 
23-VI-1822 del estado de guerra en 


el 7.2 Distrito Militar 


11-VIII-1822 


3-1-1823 


25-V1-1823 


3-IV-1827 


13-X-1833 


(Cataluña) por la agitación 
realista. 


Real Decreto de declaración 
del estado de guerra en 


el 5. Distrito Militar 
(Navarra) por la agitación 
realista. 


Real Decreto de declaración 
del estado de guerra en el 


6. Distrito Militar (Aragón) 
por la agitación realista. 


Declaración del estado de 
sitio en la ciudad de Cádiz. 


Declaración del estado 
de alarma en Cataluña 
ante la rebelión de los 
Malcontents. 


Declaración de la ley 
marcial en las regiones 


afectadas por el 
levantamiento carlista. 


Declaración del estado 
de sitio en Bilbao por 
el general Baldomero 
Espartero. 


9-V-1834 


Declaración del estado 
de guerra en Madrid por 

18-VIl-1834 la agitación popular que 
derivó en la matanza de 
frailes. 


Real Orden aplicando 

el estado de sitio a las 
provincias de Norte por la 
rebelión carlista. 


12-1-1835 


Declaración del estado 
6-I1V-1835 de sitio en Murcia por la 
agitación anticlerical. 


Declaración de estado 
5-V11-1835 de sitio en Aragón por el 
capitán general Antonio 


16-VII1-1835 


22-1X-1835 


26-1X-1835 


29-XI-1835 


María Álvarez de Tomás 
por la matanza de frailes 
perpetrada en Zaragoza. 


Declaración del estado 

de sitio en Madrid por el 
capitán general contra las 
perturbaciones fomentadas 
por los liberales contra el 
régimen del Estatuto Real. 
Levantado el 16-IX-1835. 


Declaración del estado de 
sitio en Valencia y Murcia 
por el capitán general 
conde de Almodóvar contra 
la agitación progresista. 


Declaración del estado de 
sitio en Granada contra la 
agitación progresista. 


Declaración del estado de 
guerra en Cataluña por el 
capitán general Francisco 


29-XI-1835 


12-1-1836 


3-VII1-1836 


Espoz y Mina. Se mantenía 
aún en 1-1836. 


Declaración del estado 
de guerra en Galicia por 
el capitán general Pablo 
Morillo. 


Real Orden del ministro 
José M. Moscoso declarando 
el estado de sitio en las 
provincias del Norte 
sublevadas por los 
carlistas. En las limitrofes 
(Castilla, Aragón y 
Cataluña), se concedieron 
amplias atribuciones a los 
militares. 


Real Decreto de declaración 
del estado de sitio en 
Madrid por el capitán 
general Vicente Genaro de 
Quesada ante el malestar 
que desembocó en el 


29-XI-1836 


14-1-1837 


6-VII1-1837 


motín de los sargentos de 
La Granja y la caída del 
régimen del Estatuto Real. 


Declaración del estado 
de guerra en Galicia por 
el capitán general de la 
región. 


Bando del capitán general 
en funciones José Parreño, 
decretando el estado de 
sitio en Cataluña por la 
bullanga estallada entre 
milicianos de distintos 
batallones el día anterior. 
Derogado el 18-IV-1837, 
pero tras la llegada a 
Capitanía del general barón 
de Meer, la orden tardó 10 
días en cumplirse. 


Real Decreto de declaración 
del estado de sitio en 
Madrid y Castilla la Nueva 


29-VII1-1837 


1-1X-1837 


11-1X-1837 


ante la aproximación a la 
capital de la Expedición 
Real de don Carlos. 
Derogado el 15-VIITI. 


Declaración del estado de 
sitio en la provincia de 
Burgos ante la presencia de 
partidas carlistas. 


Bando de declaración 

del estado de sitio en 
Barcelona por el capitán 
general barón de Meer, 
ante la amenaza carlista. 
Ampliado a toda Cataluña 
el 4-IX y finalizado el 24- 
VII-1839 por el nuevo 
capitán general Gerónimo 
Valdés con motivo de las 
elecciones a Cortes, pero 
se mantiene el estado de 
guerra. 


Real Decreto de declaración 


20-X-1837 


4-XI-1837 


29-1-1838 


del estado de guerra en 

la Capitanía General de 
Castilla la Nueva. Derogado 
el 9-X. 


Declaración del estado de 
sitio en la provincia de 
Cáceres por la presencia de 
partidas carlistas. 


Declaración del estado de 
sitio en once pueblos de la 
provincia de Málaga por 
el capitán general Juan 
Palarea. Ampliado a toda 
la provincia el 10-XI y 
derogado el 11-XI. 


Declaración del estado 
de guerra en la Capitanía 
General de Sevilla ante 
la amenaza carlista. 
Levantado por la Junta 
Superior hispalense 
presidida por el general 


1-11-1838 


13-11-1838 


26-X-1838 


4-X1-1838 


Luis Fernández de Córdova 
el 17-XI. Levantado 
legalmente el 30-I11-1839 
por el capitán general José 
Carratalá. 


Declaración del estado de 
guerra en Málaga, Granada, 
Jaén y Almería. Levantado 
el 18-1-1839 por el capitán 
general Juan Palarea. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Murcia por la agitación 
carlista. 


Declaración del estado 
de sitio en la ciudad de 
Valencia por el capitán 
general interino Narciso 
López. 


Declaración del estado 
de sitio en Madrid por el 


capitán general Antonio 
Quiroga. Levantado el 14- 
XI. Se siguen manteniendo 
en estado de sitio Segovia, 
Salamanca, Palencia, 
Badajoz, Valencia, 
Barcelona, Málaga, Cádiz 

y varias provincias 
andaluzas. El estado de sitio 
se levantó en Ciudad Real 
y Toledo (con excepción 

de algunas localidades de 
los montes) el 10-XI-18309. 
En Cádiz se levantó el 3- 
VI-1839. 


Declaración del estado 

de sitio en la ciudad de 

Valencia por el segundo 
31-I11-1839 cabo interino, el brigadier 

Pedro Chacón, por una 

insubordinación de la 

Milicia. 


15-V-1839 Declaración del estado 


25-11-1840 


22-VIl-1840 


de guerra en Galicia por 

la agitación carlista. 
Derogado en la provincia de 
Lugo el 6-XII. 


Declaración de estado 

de sitio en Madrid por el 
capitán general Alejandro 
González Villalobos. 
Levantado el 1 8-III. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona por el 
general Espartero ante los 
choques entre progresistas 
y moderados motivados 
por la aprobación de la 
Ley de Ayuntamientos 
(avalot de les levites). 
Parcialmente levantado el 
20-XI-1840 con motivo de 
las elecciones y derogado 
definitivamente el 8- 
v-1841. 


Declaración del estado de 
sitio en Fuente de Cantos 
(Badajoz) durante el 
proceso electoral. 


25-XII-1840 


Declaración del estado de 
sitio en todo el país por el 
7-X-1841 intento fallido de rebelión 
militar en favor de la 
exregente María Cristina. 


Declaración del estadio de 

sitio en Barcelona contra 

la revuelta moderada 
15-X-1841 que había conducido a 

la formación de la Junta 

de Vigilancia y el derribo 

parcial de la Ciudadela. 


Declaración de la ley 
marcial en Valencia, ante 

2-XI-1842 la llegada de noticias sobre 
la agitación centralista en 
Barcelona. 


13-X1-1842 


5-V-1843 


Declaración del estado 

de sitio en Barcelona 

por el capitán general 

Juan Van Halen por un 
motín de consumos 

que desembocó en una 
rebelión antiesparterista. 
El 3-XII Espartero ordenó 
bombardear Barcelona y, 
al día siguiente, reafirmó 
la vigencia del estado de 
sitio en Barcelona por 
tiempo indefinido. El 18- 
11-1843 fue restablecida la 
normalidad constitucional 
con motivo de las 
elecciones y para recuperar 
la tranquilidad pública tras 
el bombardeo de la ciudad, 
pero la ley marcial aún se 
mantenía en Barcelona en 
I11-1850. 


Declaración de la ley 
marcial en Barcelona 


12-VI-1843 


9-VII-1843 


6-1-1844 


para combatir la rebelión 
antiesparterista. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona por 

la junta antiesparterista. 
Se mantuvo de forma casi 
ininterrumpida (salvo en 
las elecciones) hasta el 17- 
VII1-1854. 


Declaración del estado 

de guerra en la provincia 
de Madrid por el capitán 
general Evaristo San 
Miguel ante la revolución 
antiesparterista. Levantado 
el 26-VII. 


Circular para que los jefes 
políticos, con acuerdo de la 
autoridad militar, declaren 
discrecionalmente sus 
respectivas provincias en 
estado de sitio. 


22-1-1844 


31-1-1844 


1-11-1844 


Declaración del estado de 
excepción en la Capitanía 
General de Zaragoza 
(Narciso Clavería) por 

la insubordinación de 

la Milicia Nacional. 
Levantado el 24-I. 


Real Orden de declaración 
del estado de excepción 

en diversas provincias 
levantinas afectadas por 
los pronunciamientos 
progresistas, según la Ley 
del 21-IV-1821. Extendida 
a todo el territorio nacional 
el 6-11-1844, mientras 
subsistieran las rebeliones 
en Alicante y Cartagena. 
Levantado el 4-V-1844. 


Declaración del estado 

de excepción en el cuarto 
distrito militar (Valencia) 
por el capitán general 


4-11-1844 


6-11-1844 


8-11-1844 


9-11-1844 


Federico Roncali ante la 
insurrección de Alicante. 


Declaración del estado de 
excepción en el campo de 
Gibraltar por el gobernador 
Felipe Montes y Flores. 


Declaración del estado 
de excepción en algunas 


provincias del 2.* distrito 
(Barcelona, Tarragona, 
Lérida y Gerona) por el 
capitán general Ramón de 
Meer. 


Declaración del estado de 
excepción en Madrid por 
el jefe político Antonio 
Benavides ante los sucesos 
de Alicante y Cartagena. 


Bando declarando el estado 
de sitio en la ciudad de 
Cádiz. 


10-11-1844 


12-11-1844 


2-VIl-1844 


10-VII-1844 


Declaración del estado de 
excepción en las provincias 
gallegas por el capitán 
general Francisco Puig 
Samper, en coincidencia 
con la agitación juntera en 
Alicante y Cartagena. 


Declaración del estado de 
excepción en las provincias 


restantes del 2.* distrito por 
el capitán general Ramón 
de Meer. 


Declaración del estado 
de sitio en Logroño por la 
amenaza carlista. 


Declaración del estado 
excepcional en Zaragoza 
tras los tumultos 
ocasionados por el 
fusilamiento de Francisco 
Lagunas, Bartolomé Ribeiro 
y Esteban Miaña (alias 


5-X1-1844 


14-X1-1844 


18-X1-1844 


general Zurdo), que habían 
asesinado al mariscal 

Juan Bautista Esteller el 
6-I11-1838,cuando se 
encontraba preso por 
acusaciones de traición 

en la «Cincomarzada». 
Levantado el 19-VII. 


Declarado el estado de 
excepción en Lérida ante la 
aparición de una partida. 


El capitán general de 
Burgos Joaquín Bayona 
declara el estado 

de excepción en las 
cuatro provincias de 
su demarcación por la 
rebelión del general 
Zurbano. 


Declaración del estado 
de excepción en Aragón. 
Levantado el 12-11-1845. 


8-VIl-1845 


19-VII1-1845 


3-X1-1845 


21-IV-1846 


Declaración del estado 

de excepción en Lérida y 
Tarragona por el capitán 
general Manuel Gutiérrez 
de la Concha, ante el 
estallido de motines de 
quintas. 


Declaración del estado 

de sitio en Madrid por el 
capitán general Manuel 
Mazarredo por una 
protesta tributaria de los 
comerciantes de la ciudad. 


Declaración del estado 
excepcional en la provincia 
de Valencia por el 

general Federico Roncali. 
Levantado el 26-V-1846. 


Declarado el estado de 
excepción en Galicia. 
Levantado el 5-V. 


2-V-1846 


4-V-1847 


28-VI-1847 


13-111-1848 


Declaración del estado 
excepcional en la provincia 
de Málaga por el capitán 
general Javier Fulgosio ante 
el estallido de unos motines 
de subsistencias. 


Declaración del estado 
de excepción en Granada 
por un motín del pan. 
Levantado el 18-VI-1847. 


Declaración del estado de 
excepción en los partidos 
judiciales de Salas de 

los Infantes, Belorado, 
Briviesca y Burgos, menos 
la capital, por la aparición 
de una partida. Levantado 
por el capitán general 
Felipe Rivero el 27-VII. 


Ante la amenaza 
revolucionaria, el general 
Narváez obtiene el 6- 


26-111-1848 


26-I11-1848 


7-V-1848 


111-1848 del Congreso 
poderes extraordinarios 
que implican la capacidad 
de suspender las garantías 
constitucionales. El 13-ITI 
la reina sancionaba la ley. 


Real Decreto declarando 
en suspenso las garantías 
constitucionales en toda la 
monarquía por los sucesos 
revolucionarios de Madrid. 
Restablecidas el 19-V-1849. 


Declaración del estado de 
guerra en la capital por el 
capitán general de Madrid, 
José Fulgosio. Levantado el 
4-V. 


Declaración del estado 
de guerra por el capitán 
general de Madrid Juan 
de la Pezuela ante la 


14-V-1848 


22-V-1848 


28-IX-1848 


28-VIl1-1851 


reiteración de los sucesos 
revolucionarios. 


Declaración del estado 

de guerra en Alicante 

ante el estallido en 

Pego de un movimiento 
revolucionario dirigido por 
los progresistas Joaquín A. 
Sendrá y Antonio Ivars. 


Declaración del estado de 
guerra en toda la capitanía 
general de Valencia por los 
alzamientos republicanos 
en Pego y Chiva. 


Declaración del estado de 
guerra en toda la Capitanía 
General de Valencia, por la 
reiteración de la agitación 
republicana en Alicante. 


Real Orden declarando el 
estado de excepción en la 


20-11-1854 


22-11-1854 


28-VI-1854 


provincia de Málaga. 


Ante la sublevación en 
Zaragoza del Regimiento 
de Infantería de Córdoba, 
el gobernador civil de 

la provincia publica un 
bando declarando el estado 
excepcional en el territorio 
a su mando. 


Real Orden atodos los 
capitanes generales 

para que publicaran 
inmediatamente en 

todo el distrito de su 
mando la Ley del 17- 
IV-1821,«declarando por 
consiguiente el mismo en 
estado excepcional». El 
estado de sitio subsistió en 
todo el país hasta inicios de 
julio de 1854. 


Real Orden mandando que 


24-V-1855 


31-V-1855 


se mantenga el estado de 
sitio en toda la Península y 
se establezcan comisiones 
militares. Subsistió hasta 
inicios de julio de 1854. 


Declaración del estado de 
guerra en los distritos de 
las Capitanías Generales de 
Aragón, Burgos y Navarra 
ante la agitación carlista. 
Levantado por Real Decreto 
del 5-11-1856 en Zaragoza, 
Teruel, Huesca, Soria, 
Logroño, Santander, Burgos 
y Navarra. 


Declaración del estado 
de guerra en los pueblos 
de la provincia de Teruel 
pertenecientes al distrito 
militar de Valencia, la 
provincia de Castellón de 
la Plana y los pueblos de 
Cataluña que, por Real 


Decreto del 7-VIII-1847, 
estuvieran comprendidos 
en la Capitanía General de 
Valencia, ante la agitación 
carlista. 


Ley autorizando al 
3-VI-1855 Gobierno a suspender las 
garantías constitucionales. 


Real Decreto de declaración 
del estado de guerra en las 
provincias de Cataluña 
ante el levantamiento de 
partidas carlistas y una 
huelga general. 


3-VI-1855 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 

6-IV-1856 Valencia ante un motín de 
quintos que produjo tres 
muertes. 


2211-1856 Declaración del estado 
de guerra en Valladolid, 


14-VII-1856 


22-VIl-1856 


29-VIL-1856 


Palencia y algunos pueblos 
de Burgos por el capitán 
general Joaquín Armero y 
Fernández de Peñaranda 
por el estallido de una serie 
de motines del hambre en 
Castilla la Vieja. 


Real Decreto declarando el 
estado de guerra en toda 
España tras los sucesos 
que condujeron a la caída 
de Espartero. Levantado 
por Real Decreto del 11- 
XI-1856, pero Narváez 
mantuvo el estado de 
emergencia en Málaga, 
Cataluña y el Maestrazgo 
hasta el 20-IX-1858. 


Declaración del estado de 
sitio en Vigo. 


Declaración del estado de 
guerra en Aragón por el 


20-IX-1858 


3-1-1866 


capitán general Domingo 
Dulce. Ratificado el 1-VIITI. 


Mantenimiento del estado 
de excepción en la zona que 
comprende los bajos y altos 
Pirineos de Aragón, desde 
la línea española y límites 
de Navarra y Cataluña, en 
toda la extensión de los 
valles de Ansó, incluidos el 
término y pueblo de Jago, 
valles de Hecho, Aragúés, 
Aisa, Canfranc, Tena, Broto, 
Bielsa, Gistaín y Benasque, 
como también los partidos 
judiciales de Jaca y Sos. 
Levantado el 31-III-1859. 


Declaración del estado de 
sitio en Madrid y el distrito 
de Castilla la Nueva por 

el levantamiento de Prim 
en Villarejo de Salvanés. 
Levantado el 16-III-1866. 


Ley autorizando al 
Gobierno a declarar en 
suspenso las garantías 
8-VI-1866 constitucionales «con 
arreglo a lo que se previene 
en el artículo 8 de la 
Constitución». 


Declaración del estado de 
guerra en toda España por 

22-VI-1866 los sucesos del cuartel de 
San Gil. Levantado el 7- 
111-1867. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en todo 
el país por la agitación 
revolucionaria de 

26-VII-1866 progresistas y demócratas. 
La medida se mantuvo 
en Cataluna hasta el 11- 
111-1867, del 18 VIT al 1- 
XII-1867 y del 16-IV al 1- 
IX-1868. 


20-111-1867 


17/19-VII-1867 


21-VIlI-1867 


25-11-1868 


Ley de Orden Público. 
Derogada el 22-VII-1869 
como consecuencia de 

la entrada en vigor de la 
Constitución democrática. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España por 
la agitación revolucionaria. 
Levantado el 15-XI. 


Declaración del estado 

de guerra en Madrid y 

el distrito de Castilla la 
Nueva por el capitán 
general Rafael Mayalde y 
Villarroya, por la agitación 
revolucionaria. 


Declaración del estado 
de guerra en Granada 
capital por un motín de 
subsistencias. Levantado 
por el capitán general 


1-111-1868 


21-IX-1868 


17-X1-1868 


5-XII-1868 


Antonio María Blanco el 27- 
111-1868. 


Real Decreto de declaración 
del estado de guerra en los 
bajos y altos Pirineos de 
Aragón; concretamente, los 
valles de Ansó, incluido el 
término y pueblo de Yago, 
valles de Hecho, Aragúés, 
Aisa, Canfranc, Tena, Broto, 
Bielsa, Gistaín, Benasque y 
partidos judiciales de Jaca 
y Sos. La causa alegada 

era la proliferación del 
contrabando. 


Declaración del estado de 
guerra en Tarragona. 


Declaración del estado de 


guerra en Málaga por la 
agitación federal. 


Declaración del estado de 


31-XII-1868 


25-1-1869 


guerra en la provincia de 
Cádiz por el gobernador 
militar Joaquín de Peralta 
por la actitud levantisca de 
los obreros del Puerto de 
Santa María. Levantado el 
5-1-1869. 


El capitán general de 
Andalucía, Antonio 
Caballero y Fernández de 
Rodas, declara el estado 
de guerra en Málaga por 
la rebelión federal, y el 
general Manuel Pavía 

lo puntualiza desde el 
Gobierno Militar. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Burgos tras el asesinato 
del gobernador civil por 
las turbas clericales. 
Levantado el 26-V-1869. 


22-VI[-1869 


25-IX-1869 


Decreto por el que se pone 
en vigor la Ley del 21- 
IV-1821 que otorgaba a 

la jurisdicción militar 
competencias para 

actuar sobre delitos de 
conspiración a mano 
armada realizados contra 
la Constitución. Se trataba 
de detener la subversión, 
en especial la carlista, sin 
tener que restringir las 
libertades individuales ya 
que, por el artículo 31 de 
la Constitución de 1869, 
era necesaria una Ley 
previa para suspender las 
garantías consignadas en 
los artículos 2, 5,6 y 17. 


Sagasta cursa una circular 
alos gobernadores civiles 
por la que se prohibía el 
uso de lemas subversivos 
en los estandartes de los 


5-X-1869 


actos políticos y se limitaba 
el derecho de asociación, 
reunión, manifestación y 
pensamiento. La norma 
cobra fuerza de ley el 4-X, 

a la vez que se autorizaba 

al Gobierno a declarar el 
estado de guerra cuando lo 
creyera conveniente. 


Ley de suspensión en toda 
España de las garantías 
consignadas en los 
artículos 2, 5 y 6, y párrafos 
primero, segundo y tercero 
del 17 de la Constitución 
del Estado. Se autoriza al 
Gobierno para declarar en 
estado de guerra aquella 
parte del territorio que 
estimen conveniente. Los 
republicanos abandonan 
las Cortes como protesta. 
Derogada por Ley del 10- 
XII-1869. 


5-X-1869 


6-X-1869 


6-X-1869 


6-X-1869 


Orden del general Prim 
dando instrucciones a las 
autoridades militares para 
la declaración del estado 
de guerra ante la agitación 
republicana. Derogada por 
Ley del 10-XII-18609. 


Declaración del estado de 
guerra en el distrito militar 
de Granada por el capitán 
general Antonio del Rey 
ante la inquietud de los 
Voluntarios de la Libertad, 
a quienes se amenaza con la 
disolución. 


Declaración del estado de 
guerra en el distrito militar 
de Galicia por el capitán 
general Cándido Pieltain. 
Levantado el 19-X-1869. 


Declaración del estado de 
guerra en Valencia por el 


capitán general Fernando 
Primo de Rivera ante los 
disturbios ocasionados 
por la disolución de los 
Voluntarios de la Libertad. 


Declaración del estado 

de guerra en Cataluña 

por el capitán general 

Eugenio Gaminde ante la 
9-X-1869 insurrección federal que 

estalla el 8-X en Tarragona. 

El estado de guerra se 

mantuvo hasta mediados 

de diciembre. 


Propuesta del Gobierno 
ante el Parlamento para 
decretar la suspensión 

de las garantías 
constitucionales y obtener 
la autorización para 
declarar el estado de guerra 
en todo el territorio. 


3-XII-1869 


5-IV-1870 


23-IV-1870 


19-VIl-1870 


24-XI-1872 


El capitán general Eugenio 
Gaminde estableció el 
estado de excepción en 
Cataluña, con el toque de 
queda a las 22:00 horas, 
ante la insurrección federal 
contra las quintas. 


Ley de Orden Público. 


Real Orden circular 
autorizando al Gobierno a 
declarar el estado de guerra 
sin requerir la sanción 
parlamentaria. 


Ante el levantamiento 

de un reemplazo 
extraordinario de 40.000 
hombres que deriva en 
varios levantamientos 
contra quintas en Ferrol, 
Alcoy, Mérida, Málaga o 
Madrid, el Gobierno declara 
el estado de guerra en 


2-VII-1873 


13-VII-1873 


19-VII-1873 


varias provincias hasta la 
celebración del pertinente 
sorteo. 


Ley autorizando al 
Gobierno de le República 
para adoptar todas las 
medidas extraordinarias 
que exijan las necesidades 
de la guerra en que se 
encuentran algunas 
provincias, principalmente 
las Vascongadas, Navarra 

y Cataluña, entendiéndose 
concedidas al Gobierno 
presidido por Francisco Pi y 
Margall. 


Declaración del estado de 
guerra en Alcoy. 


Suspensión de garantías 
constitucionales en varios 
puntos de España, como 


11-X1-1873 


5-1-1874 


18-VII-1874 


Madrid, por la rebelión 
cantonal. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona. 


Decreto del Ministerio de la 
Gobernación suspendiendo 
en todo el territorio de la 
República las garantías 
establecidas en los arts. 


2,5y 6 y parágrafos 1.", 


2.2 y 3." del artículo 17 de 
la Constitución de 1869. 
Levantado por Real Decreto 
del Gobierno Cánovas el 
10-1-1877, salvo en las 
provincias del Norte. 


Decreto de Presidencia del 
Gobierno declarando el 
estado de sitio en España 

e islas adyacentes por el 
Gobierno Zavala. Levantado 
por Real Decreto del 


14-11-1875 


22-V-1876 


5-XI1-1876 


Gobierno Cánovas el 10- 
1-1877. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España. 
Levantado por Real Orden 
del Gobierno Cánovas 

del 10-1-1877,salvo en 

la zona de territorio bajo 

el mando del general en 
jefe del Ejército del Norte 
(artículo 5). Las Capitanías 
Generales ejecutan la orden 
entre el 27-l y el 8-11-1877. 


Declaración del estado 

de guerra por el general 
Quesada en las provincias 
vascas ante la agitación por 
la supresión del régimen 
foral. Levantado el 4- 
XI-1879. 


Real Decreto autorizando 
la presentación de 


10-1-1877 


un proyecto de Ley 

sobre el ejercicio de las 
facultades legislativas 
por el poder ejecutivo, 
medidas extraordinarias 
y suspensión de garantías 
constitucionales. 


Ley declarando con 

fuerza y valor de ley del 
reino el decreto del 5- 
1-1874. Se restablecen las 
garantías constitucionales 
y se declara libres de 
responsabilidad a los 
Gobiernos que hayan 
ejercido facultades 
legislativas desde el 1- 
1-1874, suspendiendo el 
ejercicio de los derechos 
públicos. La Ley, votada el 
5-I y publicada en la Gaceta 
de Madrid, 11-1-1877, 

p. 81, marca el fin de la 
«dictadura Cánovas». Por el 


19-111-1879 


19-V-1879 


artículo 5, la suspensión de 
garantías se mantiene en 
las provincias vascas y en 
determinadas poblaciones 
del ferrocarril Miranda- 
Alfaro y el curso del Ebro, 
ante la persistencia de la 
agitación carlista. 


Real Decreto de Presidencia 
restableciendo las 
garantías constitucionales 
durante el periodo electoral 
en todo el territorio 
designado en el artículo 

5 de la Ley del 10-1-1877 
(provincias vascas). 


Real Decreto disponiendo 
vuelvan a quedar en 
suspenso las garantías 
constitucionales en todo 
el territorio designado en 
el artículo 5 de la Ley del 


4-XI-1879 


31-I11-1880 


5-VIL-1880 


10-1-1877, por el Gobierno 
Martínez Campos. 


Real Decreto de Presidencia 
restableciendo en su 
fuerza y vigor en las 
Provincias Vascongadas y 
en Navarra las garantías 
constitucionales, con 
algunas limitaciones 

en cuanto a la última 
provincia. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Oviedo por la aparición 
de una partida facciosa 
cerca de Campomanes. Se 
suspendió su publicación. 


Declaración del estado de 
guerra en Valls (Tarragona) 
por motines de consumos. 
Levantado el 9-VII-1880. 


31-111-1882 


5-VIM-1883 


6-VII1-1883 


Declaración del estado de 
guerra en el distrito militar 
de Cataluña por el cierre 
industrial en protesta por 
el tratado franco-español 
de comercio firmado el 28- 
III. Levantado el 2-IV-1882 
en Lérida, Gerona y 
Tarragona y el 12-I1V-1882 
en Barcelona. 


Real Decreto de suspensión 
de garantías del artículo 
17 de la Constitución en 

el territorio del distrito 
militar de Extremadura 
por el Gobierno Sagasta, a 
causa de la sublevación de 
la guarnición de Badajoz. 
Derogado por Real Decreto 
del Gobierno Sagasta del 
31-VIII-1883. 


Declaración del estado 
de guerra en el distrito 


8-VIII-1883 


8-VIl1-1883 


militar de Extremadura 
por la sublevación de la 
guarnición de Badajoz y en 
función de un Real Decreto 
del día anterior. Levantado 
el 3-IX-1883. 


Declaración del estado de 
guerra en las provincias 
de Logroño y Soria por la 
sublevación republicana 
de Santo Domingo de la 
Calzada. Levantado el 3- 
IX-1883. 


Real Decreto de suspensión 
de garantías del párrafo 


3. del artículo 17 de la 
Constitución en toda la 
Península por el Gobierno 
Sagasta, ante las sediciones 
militares republicanas 

de Santo Domingo de la 
Calzada y Seo de Urgel. 
Derogado por Real Decreto 


10-VIII-1883 


10-VIII-1883 


10-VII-1885 


25a27-X1-1885 


del Gobierno Sagasta el 31- 
VIIT-1883. 


Declaración del estado 

de guerra en el distrito 
militar de Cataluña por el 
levantamiento republicano 
de Seo de Urgel. Levantado 
el 3-I1X-1883. 


Declaración del estado de 
guerra en las provincias de 
Sevilla, Córdoba, Huelva 

y Cádiz por la intentona 
republicana. Levantado el 
3-IX-1883. 


Declaración del estado 

de guerra en Lérida por 
un motín de consumos. 
Levantado el 16-VIT-1885. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España por 
la muerte de Alfonso XII. 


6-IX-1886 


21-IX-1886 


15-1-1887 


3-VIl-1887 


10-IV-1890 


Levantado por el Gobierno 
Sagasta del 11 al 23- 
XII-1885. 


Declaración del estado de 
guerra en La Coruña por 
un motín de consumos. 
Levantado el 13-IX-1886. 


Declaración del estado de 
guerra en el distrito militar 
de Castilla la Nueva por la 
intentona de Villacampa. 
Levantado el 14-X. 


Declaración del estado de 
guerra en Cartagena por 
la agitación republicana. 
Levantado el 19-III-1887. 


Declaración del estado 

de guerra en Valencia por 
un motín de consumos. 
Levantado el 3-VIII-1887. 


Declaración del estado 


2-V-1890 


14-V-1890 


31-V-1891 


de guerra en Valencia y 
provincia por los tumultos 
ocasionados por la visita 
del dirigente carlista 
marqués de Cerralbo. 
Levantado el 18-IV-1890. 


Declaración del estado 

de guerra en Barcelona 
por la agitación obrera 

en Manresa, la huelga 

del Primero de Mayo y la 
explosión de un artefacto 
en el Fomento del Trabajo 
Nacional. Levantado el 21- 
VI-1890. 


Declaración del estado 

de guerra en Vizcaya por 
huelgas. Levantado el 27- 
v-1890. 


Declaración del estado 
de guerra en Vizcaya por 
incidentes a la salida de un 


mitin socialista durante el 
conflicto de panaderos, y 
la muerte de un huelguista 
que provoca un motín. 
Levantado el 9-VI-1891. 


Declaración del estado de 
guerra en Vizcaya por una 
huelga minera. Levantado 
el 20-11-1892. 


27-1-1892 


Declaración del estado de 
guerra en Cataluña por la 
huelga textil. Levantado el 
26-VI[-1892. 


12-VI-1892 


Declaración del estado 

de guerra en la ciudad de 
24-VIT-1892 Pontevedra por un motín de 

consumos. Levantado el 27- 

VII-1892. 


Declaración del estado 
8-VII1-1893 de guerra en Vitoria por 
las manifestaciones de 


9-XI-1893 


9-IX-1895 


8-I11-1896 


protesta contra la nueva 
división territorial militar 
y la reivindicación foral. 
Levantado el 6-IX-1893. 


Declaración del estado de 
guerra y Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en la 
provincia de Barcelona 

por el Gobierno Sagasta 
tras el atentado del Liceo. 
Derogado por Real Decreto 
del Gobierno Sagasta el 31- 
XII-1894. 


Declaración de estado de 
guerra en El Ferrol tras un 
choque entre militares y 
socialistas por un suelto en 
un periódico, que provoca 
una huelga. Levantado el 2- 
X-1895. 


Declaración del estado 


8-VI-1896 


2-VIL-1896 


de guerra en Valencia por 
manifestaciones a favor y 
en contra de la concesión 
de beligerancia a los 
rebeldes cubanos, que 
provocan la muerte de un 
guardia civil. Levantado el 
6-IV-1896. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en la 
provincia de Barcelona 

por el Gobierno Cánovas 
tras el atentado de la 

calle Cambios Nuevos. 
Derogado por Real Decreto 
del Gobierno Sagasta el 17- 
XII-1897. 


Declaración del estado de 
guerra y Real Decreto de 
suspensión de garantías 
por el Gobierno Cánovas en 


Alicante por un conflicto de 
arbitrios. Levantado el 1 5- 
VII-1896. 


Real Decreto de suspensión 

de garantías en Madrid 

por el Gobierno Sagasta 
2-V-1898 tras el desastre de Cavite. 

Levantado por Real Decreto 

del Gobierno Sagasta el 8- 

11-1899. 


Declaración del estado 

de guerra en Madrid por 

manifestaciones tras 
3-V-1898 la derrota española en 

Filipinas. Levantado por 

Real Decreto del Gobierno 

Sagasta el 8-I1-1899. 


Declaración del estado de 
guerra en Asturias por un 
motín de consumos en 
Oviedo y Gijón. 


3-V-1898 


6-V-1898 


7-V-1898 


8 a 12-V-1898 


14-VII-1898 


Declaración del estado de 
guerra en Alicante por un 
motín de subsistencias. 


Declaración del estado 
de guerra en Soria por un 
motín de consumos. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España. 
Levantada por Real Decreto 
del Gobierno Sagasta el 8- 
11-1899. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales y 
declaración del estado 
de guerra en toda 
España por el Gobierno 
Sagasta ante la guerra 
hispanonorteamericana 
y los motines de 
subsistencia. Derogado 
temporalmente en lo 


9-11-1899 


17-11-1899 


13-V-1899 


que respecta al párrafo 


2. del artículo 13 de la 
Constitución por Real 
Decreto del 23-VIII-1898 
mientras durase el 

periodo electoral para la 
renovación de diputaciones 
provinciales. Derogado 
definitivamente por Real 
Decreto del Gobierno 
Sagasta el 8-I1-1899. 


Declaración del estado de 
guerra en Galicia por el 
capitán general Francisco 
Gamarra Gutiérrez. 


Declaración del estado de 
guerra y suspensión de 
garantías en Navarra por la 
agitación carlista. 


Declaración del estado 
de guerra en Valladolid. 
Levantado el 15-V-18909. 


26-VI-1899 


12-1X-1899 


13-1X-1899 


Declaración del estado 

de guerra en Valencia y 
Zaragoza por disturbios 

de los republicanos 
blasquistas contra la 

Ley Presupuestaria de 
Fernández Villaverde. 
Levantado en Valencia el 
11-VII-1899 y, en Zaragoza, 
el 6-VIIT-1899. 


Real Decreto de suspensión 
de garantías del artículo 

17 de la Constitución en 
Vizcaya por el gobierno 
Silvela ante los rumores 

de agitación bizkaitarra. 
Derogado por Real Decreto 
del gobierno Silvela el 14- 
VII-1900. 


Declaración del estado de 
guerra en Vizcaya ante 

la agitación bizkaitarra y 
carlista. 


24-IX-1899 


23-X-1899 


27-X-1899 


Declaración del estado 

de guerra en El Ferrol por 
una oleada de huelgas. 
Levantado el 13-XII-1899. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en 
Barcelona por el Gobierno 
Silvela contra el tancament 
de caixes o resistencia 

al pago de impuestos. 
Derogado por Real Decreto 
del Gobierno Sagasta el 9- 
MMI-1901. 


Real Decreto declarando 
el estado de guerra en 
Barcelona y provincia por 
el tancament de caixes. 
Levantado por el Gobierno 
Silvela el 21-XII-1899, 
aunque se mantiene la 
suspensión de garantías 
por Real Decreto del 23-X. 


12-V-1900 


20-VI-1900 


1-XI-1900 


Declaración del estado de 
guerra en las provincias de 
Cataluña y la de Valencia 
por la revuelta contra los 
impuestos y la agitación 
suscitada por el viaje de 
Eduardo Dato a Cataluña. 
Levantado en Valencia el 1- 
VIII-1900 y, en Cataluna, el 
9-I111-1901. 


Real Decreto de 

suspensión de garantías 
constitucionales en Madrid 
y provincia por el Gobierno 
Silvela ante los motines 
suscitados por la negativa 
a pagar contribuciones. 
Derogado por Real Decreto 
del Gobierno Silvela el 17- 
IX-1900. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales de 


los artículos 4, 5,6, 9 y 
párrafos 1, 2 y 3 del artículo 
13 en toda España por 

el Gobierno Azcárraga 

ante la agitación carlista 

y anticlerical. Derogado 
parcialmente en algunas 
provincias por Real Decreto 
del Gobierno Azcárraga 

del 29-XI-1900, por efecto 
de elecciones parciales 

a Cortes. Derogado 
parcialmente en algunas 
provincias por Real Decreto 
del Gobierno Azcárraga 

del 4-XII-1900 por efecto 
de elecciones a diputados 

y senadores. Derogado 
parcialmente en Almería y 
Lugo por Real Decreto del 
Gobierno Azcárraga del 12- 
XII-1900 para la elección de 
un senador y un diputado. 
Derogado parcialmente en 
Huesca por Real Decreto 


del Gobierno Azcárraga 
del 24-XII-1900 para la 
elección de un diputado. 
Derogado parcialmente 

en Oviedo, León, Sevilla y 
Tarragona por Real Decreto 
del Gobierno Azcárraga 
del 5-1-1901 para la 
elección de senadores. 
Derogado parcialmente 

en Albacete, Oviedo y 
Toledo por Real Decreto 
del Gobierno Azcárraga del 
19-1-1901 para la elección 
de diputados. Derogado 
parcialmente en Álava y 
Baleares por Real Decreto 
del Gobierno Azcárraga del 
5-I1-1901 para la elección 
parcial de senadores. 
Derogado definitivamente 
en toda España por Real 
Decreto del Gobierno 
Sagasta el 9-III-1901. 


4-I11-1901 


11-11-1901 


14-11-1901 


5-V-1901 


Declaración del estado de 
guerra en Asturias por una 
huelga minera. Derogado 
por el Gobierno Sagasta el 
7-111-1901. 


Declaración del estado 

de guerra en Valencia por 
la agitación anticlerical. 
Levantado por el Gobierno 
Sagasta el 7-I11-1901. 


Declaración del estado 

de guerra en Madrid y 
provincia por el capitán 
general Weyler ante la 
agitación anticlerical 
suscitada por el 
matrimonio de la princesa 
de Asturias con el hijo 

del conde de Caserta. 
Levantado por el Gobierno 
Sagasta el 7-I1I1-1901. 


Declaración del estado 


7-V-1901 


8-V-1901 


31-V-1901 


de guerra en Barcelona 
por sucesos durante los 
Jocs Florals con mueras a 
España. 


Real Decreto de suspensión 
de garantías del artículo 

17 de la Constitución por 

el Gobierno Sagasta ante la 
agitación obrera de Primero 
de Mayo. Derogado por Real 
Decreto del 14-V-1901 por 
el Gobierno Sagasta. 


Declaración del estado 

de guerra por el capitán 
general Delgado Zuleta en 
la provincia de Barcelona 
ante la huelga de tranvías y 
los disturbios catalanistas. 
Derogado por Real Decreto 
del 14-V-1901 por el 
Gobierno Sagasta. 


Declaración del estado 


10-VII-1901 


17-11-1902 


de guerra en el partido 
judicial de La Coruña por 
una oleada de huelgas de 
empleados de consumos 
que se saldó con la muerte 
de dos huelguistas. 
Levantado por el Gobierno 
Sagasta el 18-VIII-1901. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Sevilla por una oleada de 
huelgas. Levantado el 26- 
VII, nuevamente impuesto 
el 15-X-1901 y levantado 
definitivamente el 1- 
XII-1901. 


Real Decreto autorizando 
al Gobierno Sagasta a 
presentar a las Cortes 

un proyecto de ley 
suspendiendo las garantías 
constitucionales en la 
provincia de Barcelona. 


19-11-1902 


20-11-1902 


20-11-1902 


21-11-1902 


Ley de suspensión 
temporal de garantías 
constitucionales por 

el Gobierno Sagasta en 
Barcelona y provincia por 
la huelga general. Derogada 
por Ley del 29-1-1903 por el 
Gobierno Silvela. 


Declaración del estado 

de guerra en Zaragoza y 
provincia por el estallido 
de huelgas en solidaridad 
con el paro de Barcelona. 
Levantado el 5-IV-1902. 


Declaración del estado 
de guerra en Barcelona y 
provincia por la huelga 
general. Levantado por el 
Gobierno Sagasta el 13- 
X-1902. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 


1-VI-1902 


10-X-1902 


17-IV-1903 


26-V-1903 


Tarragona. Levantado el 
13-X-1902. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Badajoz por una huelga de 
braceros. Levantado el 10- 
X-1902. 


Declaración del estado 

de guerra en La Línea 

de la Concepción por 
manifestaciones obreras 
con 5 muertos y 4 heridos 
el 10-X. Levantado el 16- 
111-1903. 


Declaración del estado 

de guerra en Córdoba por 
huelgas y manifestaciones 
de los obreros del campo. 
Levantado el 20-IV. 


Declaración del estado de 
guerra en Sama y Langreo 


27-X-1903 


9-XI-1903 


23-V-1905 


27-X1-1905 


por huelgas mineras. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Vizcaya por huelga general 
en Bilbao y conflicto 
minero. Levantado el 29- 
XII-1903. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Santander (zona minera) 
por manifestaciones 
anticlericales. Levantado el 
1-1-1904. 


Declaración del estado de 
guerra en la plaza de Bilbao 
y en las poblaciones de los 
márgenes del Nervión y 
zona minera hasta el mar 
por conflictos laborales. 
Levantado el 13-VI-1905. 


Real Decreto autorizando 


29-XI-1905 


23-VII1-1906 


29-1-1907 


al Gobierno Montero 

Ríos a presentar a las 
Cortes un proyecto de ley 
suspendiendo las garantías 
constitucionales en la 
provincia de Barcelona. 


Ley de suspensión 

de garantías de los 
artículos 4,5,6,9y13 

de la Constitución por el 
gobierno Montero Ríos en 
la provincia de Barcelona 
por el asalto al Cu-Cut! 
Derogada por Real Decreto 
del 15-IV-1906 por el 
Gobierno Moret. 


Declaración del estado 

de guerra en Bilbao por la 
huelga general declarada 
el día 20. Levantado el 19- 
IX-1906. 


Declaración del estado de 


1-1-1908 


26-VI[-1909 


guerra en Valencia por una 
huelga general, una oleada 
de motines de consumos 
que afectó a Madrid y a 
Levante y la ruptura de 
negociaciones de la Junta 
General de Reformas 
Sociales. Levantado el 3- 
11-1907. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales y 
declaración del estado de 
guerra por el Gobierno 
Maura en las provincias 
de Barcelona y Gerona por 
las acciones terroristas. 
Derogado por Real Decreto 
del 2-VI-1908 por el 
Gobierno Maura. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona por 
los sucesos de la «Semana 


Trágica». Levantado el 17- 
VIII-1909. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por 
el Gobierno Maura en 
Barcelona, Gerona y 
Tarragona por los sucesos 
de la «Semana Trágica». 
27-VIL-1909 Real Decreto del 27- 
IX-1909 restableciendo las 
garantías en Tarragona. 
Real Decreto del 7- 
XI-1909 del Gobierno 
Moret, restableciendo las 
garantías en Barcelona y 
Gerona. 


Declaración del estado de 


28-VIl-1909 guerra en Alcoy por un paro 
general. 
28-VIIL-1909 Real Decreto de 


suspensión de garantías 


1-IX-1910 


constitucionales por el 
Gobierno Maura en toda 
España por los sucesos 

de la «Semana Trágica». 
Derogado por Real Decreto 
del 27-IX-1909 por el 
Gobierno Maura, salvo en 
Barcelona y Gerona. 


Declaración del estado de 
guerra y Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno Canalejas en la 
provincia de Vizcaya por 
la huelga minera y por 
incidentes en Begoña entre 
católicos y republicanos. 
Derogado por Real Decreto 
del 23-IX-1910 por el 
Gobierno Canalejas y 
restablecido el 28-IX «con 
normalidad y garantías» 
ante los preparativos de 


12-1X-1911 


18-IX-1911 


una gran manifestación 
católica contra el Gobierno. 


Declaración del estado de 
guerra y Real Decreto de 
suspensión temporal de 
garantías expresadas en 
los artículos 4,5,6y 9 y 
párrafos 1, 2 y 3 del artículo 
13 de la Constitución en la 
provincia de Vizcaya por 

el Gobierno Canalejas ante 
el paro general portuario y 
minero. La suspensión de 
garantías fue derogada por 
Real Decreto del 5-X-1911 
por el Gobierno Canalejas. 
El estado de guerra fue 
levantado el 4-X-1911. 


Declaración del estado 
de guerra en Madrid y 
declaración del estado de 
guerra y Real Decreto de 
suspensión de garantías 


19-IX-1911 


de los artículos 4, 5,6 y 
9 y los párrafos 1.%, 2. 


y 3. del artículo 13 de 

la Constitución por el 
Gobierno Canalejas en 
Valencia y provincia por 
los brotes revolucionarios 
que desembocaron en 

los sucesos de Cullera. 

El estado de guerra se 
levantó en la provincia 

de Valencia el 17-1-1912, 
y las garantías fueron 
restablecidas por Real 
Decreto del 21-X-1911 por 
el gobierno Canalejas. 


Real Decreto haciendo 
extensiva a toda España la 
suspensión de garantías 
constitucionales acordadas 
el 12 y 18-IX para las 
provincias de Vizcaya y 
Valencia. Emitido por el 


13-VIl-1916 


Gobierno Canalejas ante el 
paro general. Derogado por 
Real Decreto del 21-X-1911 
por el Gobierno Canalejas. 


Real Decreto de suspensión 
de garantías de los artículos 
4,5,6y9ylos párrafos 


1.9, 2.2 y 3. del artículo 
13 de la Constitución, 
proclamación del estado 
de guerra en toda la 
Península y suspensión de 
las sesiones de Cortes por 
el Gobierno Romanones 
por las protestas contra 
la carestía y la huelga 
ferroviaria y minera. 
Levantado el estado de 
guerra el 21-VII-1916 y la 
suspensión de garantías 
por Real Decreto del 11- 
VIII-1916 por el Gobierno 
Romanones. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en 
13-VI-1916 Baleares y Canarias. 
Derogado por Real Decreto 
del 2-VIII-1916 por el 
Gobierno Romanones. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno Romanones en 
toda España ante la oleada 
huelguística en Barcelona, 
Valladolid, Valencia, Bilbao, 
etc., y las repercusiones 

de una declaración 
programática en favor 

de una huelga general de 
los sindicatos UGT y CNT 
(Gaceta del 29). Derogado 
por Real Decreto del 21- 
IV-1917 por el Gobierno 
García Prieto. 


28-I111-1917 


1-IV-1917 


25-VI-1917 


20-VII-1917 


Declaración del estado de 
guerra en Valladolid por la 
agitación ferroviaria. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por 

el Gobierno Dato en 

toda España por el 
recrudecimiento del 
movimiento juntero, 

la convocatoria 

de la Asamblea de 
Parlamentarios y los 
preparativos para la 
huelga general de agosto. 
Derogado por Real Decreto 
del 18-X-1917 por el 
Gobierno Dato. 


Declaración del estado 

de guerra en Valencia y 
Santiago de Compostela 
por una oleada de 
huelgas preparatorias del 


13-VIII-1917 


24-1-1918 


movimiento de agosto. 
Levantado el 25-VIl en 
Valencia y repuesto del 31- 
VI al 7-X-1917. 


Declaración del estado 
de guerra en toda España 
por el Gobierno Dato. 


Levantado en la 1.? Región 
Militar el 7-IX-1917. 
Levantado en el resto 

de España excepto en 
Barcelona por el Gobierno 
Dato el 7-X-1917. Derogado 
en Barcelona el 18-X-1917. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno García Prieto en 
Barcelona y provincia por 
la agitación catalanista y 
la crisis de subsistencias. 
Derogado por Real Decreto 


25-1-1918 


31-VIII-1918 


16-1-1919 


del 4-I1V-1918 por el 
gobierno Maura. 


Declaración del estado 

de guerra en Barcelona 

y provincia por las 
protestas contra la carestía. 
Levantado el 6-IV-1918. 


Real Decreto de suspensión 
de la garantía sobre libertad 
de expresión (artículo 13 

de la Constitución) por el 
Gobierno Maura en toda 
España. Derogado por 

Real Decreto del Gobierno 
Maura el 15-X-1918. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno Romanones en 
Barcelona y provincia por 
la agitación nacionalista 
y sindicalista. Derogado 


11-11-1919 


18-11-1919 


27-11-1919 


definitivamente por Real 
Decreto del 30-II1I-1922 
por el Gobierno Sánchez 
Guerra. 


Declaración del estado 

de guerra en Granada por 
disturbios estudiantiles 
y protestas contra el 
Ayuntamiento regentado 
por La Chica. 


Declaración del estado 
de guerra en Baleares. 
Levantado el 26-11-1919. 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales en 
Lérida por el Gobierno 
Romanones. Derogado 
definitivamente por Real 
Decreto del 30-III-1922 
por el Gobierno Sánchez 
Guerra. 


28-11-1919 


12-11I1-1919 


24-I11-1919 


Declaración del estado 

de guerra en Madrid 

por el problema de las 
subsistencias. Levantado 
por el Gobierno Romanones 
el 3-111-1919. 


Declaración del estado 

de guerra en Barcelona 

por el conflicto de «La 
Canadiense». Levantado 
por el Gobierno Romanones 
el 18-I11-1919. 


Declaración del estado 

de guerra en Barcelona. 
Levantado por el Gobierno 
Sánchez de Toca el 2- 
IX-1919. Se mantiene la 
suspensión de garantías 
dispuesta por Real 

Decreto del 16-1-1919 y 
generalizada a toda España 
el 24-11-1919. 


24-I11-1919 


Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno Romanones 

en toda España ante la 
agitación sindicalista. 
Derogando parcialmente 
por Real Decreto de 
suspensión de garantías 
constitucionales por el 
Gobierno Romanones 

en toda España ante la 
agitación sindicalista. 
Derogado parcialmente por 
Real Decreto del 18-V-1919 
para garantizar el derecho 
de reunión y eliminación 
de la censura previa el 21- 
V-1919 mientras durase la 
campaña electoral (hasta 
1-VI-1919). Derogado 
parcialmente por Real 
Decreto del 21-1-1920 para 
garantizar el derecho de 
reunión mientras durase 


la campaña electoral. 
Derogado parcialmente 
por Real Decreto del 27- 
XI-1920 para garantizar 
el derecho de reunión 
mientras durase la 
campaña electoral (hasta 
el 19-XII-1920). Derogado 
totalmente en todas las 
provincias por Real Decreto 
del 30-III-1922 por el 
Gobierno Sánchez Guerra. 


Declaración del estado de 
26-11-1919 guerra en Valencia por la 
agitación sindicalista. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España. 


30-III-1919 Levantado el 21-X-1919 
por el Gobierno Sánchez de 
Toca. 

21-I1V-1919 Declaración del estado 


de guerra en la ciudad de 


29V-1919 


15-IX-1919 


24-XI-1919 


8-XII-1919 


6-1-1920 


Valencia. 


Declaración del estado de 
guerra en Córdoba por la 
agitación campesina del 
«trienio bolchevique». 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona tras 
el asesinato del comisario 
Manuel Bravo Portillo. 
Levantado el 18-IX-19109. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Zaragoza. Levantado el 29- 
XI-1919. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona. 


Declaración del estado de 
guerra en Barcelona tras 
el atentado al empresario 
Félix Graupera. 


9-1-1920 


3-11-1920 


28-IV-1920 


18-V-1920 


Declaración del estado de 
guerra en Zaragoza por la 
sublevación del cuartel del 
Carmen. Levantado el 1- 
I11-1920. 


Declaración del estado de 
guerra en la provincia de 
Santander por la huelga 
de camareros y tras el 
asesinato del dirigente 
sindicalista Pedro Vergara. 
Levantado el 23-11-1920. 


Declaración del estado 

de guerra en Asturias 

por una huelga minera 

que degenera en 
enfrentamientos con varios 
muertos entre obreros 

de la Unión Católica de 
Asturias y los huelguistas 
en Moreda. 


Declaración del estado 


21-V-1920 


26-V-1920 


13-1X-1923 


de guerra en Orense por 
conflictos laborales. 


Declaración del estado de 
guerra en Béjar, Valencia 
y Sevilla por conflictos 
laborales. 


Declaración del estado de 
guerra en San Sebastián 
tras las protestas de 

la población contra el 
gobernador civil Miralles 
por la represión efectuada 
por la Guardia Civil contra 
una manifestación obrera. 
Levantado el 1-VII-1920. 


Declaración del estado de 
guerra en Cataluña por el 
golpe de Estado de Primo 
de Rivera. Levantado por 
el capitán general Barrera 
el 21-V-1925 con motivo 


14-1X-1923 


15-1X-1923 


del viaje de los reyes a 
Barcelona. 


Declaración del estado 
de guerra en toda España 
por el capitán general 

de Madrid Diego Muñoz 
Cobos. Confirmado por 
el Directorio Militar el 
15-IX-1923. Ampliado 
en enero de 1924 con 

la censura telefónica y 
telegráfica y levantado 
en su conjunto por el 
Directorio Militar por Real 
Decreto del 17-V-1925. 


Suspensión de garantías 
constitucionales en toda 
España por el Directorio 
Militar, confirmada por 
Real Decreto del 17 del 
mismo mes. Levantada 
por el Gobierno Berenguer 
el 7-11-1931 «mientras 


5-IX-1926 


dure el próximo periodo 
electoral» (hasta el 1 5- 
IID), sólo para el artículo 


13. de la Constitución 
(expresión, reunión y 
asociación). Suspendidas 
de nuevo por el ministro de 
la Gobernación Leopoldo 
Matos el 17-11-1931 a 

raíz de la anulación de la 
convocatoria de elecciones 
generales, y levantada por 
el Gobierno Aznar el 22- 
111-1931 para permitir la 
campaña electoral. 


Declaración del estado de 
guerra en toda España por 
los sucesos de Valencia y 
la cuestión artillera. Real 
Decreto del 9-IX-1926 
levantando el estado de 
guerra por el Directorio 
Civil. 


12-XII-1930 


26-111-1931 


Declaración del estado de 
guerra en toda España por 
el levantamiento de Jaca. 
Levantado por el Gobierno 
Berenguer el 24-1-1931, 
salvo en Cataluña, Castilla 
la Nueva y Aragón por la 
agitación sindicalista, y 
por continuar en las dos 
últimas regiones militares 
los procedimientos 
judiciales por la intentona 
de diciembre. Levantado 
en Teruel, Castellón, Soria 
y Guadalajara el 25-1-1931. 
Levantado en Cataluña por 
el Gobierno Berenguer el 


27-1-1931,en la 5.? Región 
Militar (Zaragoza y Huesca) 
el 4-11-1931 y, en Madrid, al 
día siguiente. 


Suspensión de garantías en 
Madrid y otras provincias 


14-IV-1931 


16-IV-1931 


5-V-1931 


11-V-1931 


por la agitación estudiantil. 
Levantada el 14-IV-1931 
por el Gobierno provisional 
de la República. 


Solicitud de declaración 

del estado de guerra por el 
Gobierno Aznar al capitán 
general de Madrid. La orden 
no es cumplida. 


Declaración del estado 
de guerra en Sevilla por 
el general Cabanellas. 
Levantado el 18-IV con 
la llegada del nuevo 
gobernador Antonio 
Muntaner Castaño. 


Declaración del estado de 
guerra en Sevilla. 


Declaración del estado de 
guerra en Madrid esa tarde 
por el Gobierno provisional 


28-V-1931 


18-VI-1931 


de la República ante los 
disturbios anticlericales 
que desembocaron en 

la quema de conventos. 
Declarado el 12-V en 
Alicante, Málaga, Sevilla, 
Cádiz, Murcia, Córdoba 

y Badajoz. Levantado en 
Madrid el 21-V. Prorrogado 
de forma indefinida por 
Cabanellas en Andalucía el 
23-V y levantado el 15-VI. 


Declaración del estado de 
guerra en San Sebastián 
tras los incidentes 
producidos por la 
disolución por la Guardia 
Civil de una marcha de 
huelguistas procedente de 
Pasajes. 


Declaración del estado 
de guerra en Gerona con 


30-VI-1931 


2-VI[-1931 


23-VI1-1931 


21-X-1931 


10-VIII-1932 


motivo de una huelga 
general sindicalista. 


Declaración del estado 
de guerra en Málaga ante 
el aviso de una huelga 
general. 


Declaración de estado de 
guerra en Logroño por una 
huelga que provoca un 
muerto y varios heridos. 


Declaración del estado de 
guerra en las provincias de 
Andalucía a las 00:00 horas 
por la huelga general de 
Sevilla. Cesó el 29-VII. 


Ley de Defensa de la 
República. 


Declaración del estado 
de guerra en Sevilla 
por Sanjurjo a las 9:00. 
Desactivado por el 


8-1-1933 


28-VI1-1933 


19-VIII-1933 


5-X-1933 


2-XI1-1933 


Gobierno a las 3:00 del 11- 
VIII. 


Declaración del estado 
de guerra en los lugares 
afectados por la sedición 
anarcosindicalista. 
Comienza a levantarse el 
11-1. 


Nueva Ley de Orden 
Público. 


Declaración del estado de 
prevención en la provincia 
de Sevilla por la agitación 
centista agudizada desde 
junio. Mantenido hasta 
octubre de 1933. 


Decreto declarando el 
estado de prevención en 
Cataluña. 


Decreto declarando el 
estado de prevención 


3-XI1-1933 


9-XII-1933 


6-1-1934 


en Cataluña, por el 
Gobierno Martínez Barrio 
ante el movimiento 
revolucionario 
anarcosindicalista. 


Decreto declarando el 
estado de prevención 

en toda España, por el 
Gobierno Martínez Barrio 
con motivo de la segunda 
vuelta de las elecciones 
generales. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en toda 
España por el Gobierno 
Martínez Barrio, con 
motivo del levantamiento 
anarquista de Rioja, 
Andalucía, Galicia y 
Levante. 


Decreto pasando del estado 
de alarma al de prevención 


7-111-1934 


11-IV-1934 


17-IV-1934 


25-IV-1934 


en toda España. Prorrogado 
un mes por Decretos del 2- 
11-1934 y 1-111-1934. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en toda 
España por el Gobierno 
Lerroux. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en la 
provincia de Zaragoza. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en 
Valencia y provincia. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en toda 
España por la agitación 
campesina y la crisis de 
Gobierno que provoca 

la defección de Martínez 
Barrio. Prorrogado por 
Decreto del 25-V-1934. El 


6-VI-1934 


24-V1-1934 


23-IX-1934 


6-X-1934 


26-IV-1934 Salazar Alonso 
comunica en una circular 
alos gobernadores civiles 
la posibilidad de declarar 
el estado de guerra en 
aplicación del art. 48 de la 
Ley de Orden Público. 


Declaración del estado de 
guerra en Jaén por la huelga 
general campesina. 


Decreto pasando del 
estado de alarma al de 
prevención en toda España 
por el Gobierno Samper. 
Prorrogado por un mes por 
Decreto del 21-VII-1934. 


Decreto declarando el 
estado de alarma en toda 
España por el Gobierno 
Samper. 


Decreto de declaración del 


23-1-1935 


estado de guerra en toda 
España por el Gobierno 
Lerroux, tras la rebelión 
de la Generalitat y la 
insurrección obrera en 
varios puntos de España. 
Prorrogado por 30 días 
por Decretos del 6- 
X1-1934, 6-XI1-1934 y 5- 
1-1935. El 23-1-1935 los 
monárquicos solicitaron el 
levantamiento del estado 
de guerra, aduciendo un 
desgaste en el prestigio 

de la autoridad militar y 
una manipulación por el 
Gobierno sobre las fuerzas 
armadas. 


Decreto de paso al estado 
de alarma en toda España, 
salvo en los territorios de 
los gobernadores generales 
de Cataluña y Asturias, 

y en las provincias de 


28-1-1935 


23-11-1935 


Madrid, Zaragoza, Huesca, 
Teruel, Navarra, Guipúzcoa, 
Vizcaya, Santander, León 

y plazas de soberanía en 
Marruecos, Ceuta y Melilla, 
que se mantienen en estado 
de guerra. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 6- 
11-193 5 el estado de guerra 
en los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña y Asturias, y en 
las provincias de Madrid, 
Zaragoza, Huesca, Teruel, 
Navarra, Guipúzcoa, 
Vizcaya, Santander, León 

y plazas de soberanía en 
Marruecos, Ceuta y Melilla. 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
en los territorios en que 


1-111-1935 


29-I11-1935 


no estuviera declarado el 
estado de guerra. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 6- 
II1-1935 el estado de guerra 
en los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña y Asturias, y en 
las provincias de Madrid, 
Zaragoza, Guipúzcoa, 
Vizcaya, León y plazas de 
soberanía en Marruecos, 
Ceuta y Melilla. Se levanta 
el estado de guerra y se 
proclama el de alarma 

en las provincias de 
Huesca, Navarra, Palencia, 
Santander y Teruel. Se pasa 
del estado de alarma al de 
prevención en el resto de 
España. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 6- 


13-IV-1935 


10-V-1935 


IV los estados de guerra, 
alarma y prevención en los 
territorios indicados. 


Decreto levantando 

el estado de guerra en 

los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña y Asturias, y en 
las provincias de Madrid, 
Zaragoza, Guipúzcoa, 
Vizcaya, León y plazas de 
soberanía en Marruecos, 
Ceuta y Melilla, que pasan 
al estado de alarma. Se 
declara subsistente el 
estado de alarma en las 
provincias de Huesca, 
Navarra, Palencia, 
Santander y Teruel, y el de 
prevención en el resto de 
España. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13- 


7-V1-1935 


28-V1-1935 


5-VII-1935 


V los estados de alarma y 
prevención declarados por 
Decreto del 13-IV-1935. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13-VI 
los estados de alarma y 
prevención declarados por 
Decreto del 13-IV-1935. 


Decreto de declaración 

del estado de guerra en 
Barcelona y provincia por el 
Gobierno Lerroux. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13-VII el 
estado de alarma declarado 
por Decreto del 10-V-1935 
en los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña (salvo Barcelona 
y provincia, en estado de 
guerra) y Asturias, y en 

las provincias de Madrid, 


18-VII-1935 


26-VI[-1935 


29-VII1-1935 


Zaragoza, Guipúzcoa, 
Vizcaya, León, Huesca, 
Navarra, Palencia, 
Santander, Teruel y plazas 
de soberanía en Marruecos, 
Ceuta y Melilla. Se prorroga 
el estado de prevención 
declarado por Decreto del 
10-V-1935 en el resto de 
España. 


Decreto de prórroga por 
30 días a partir del 28-VII 
del estado de guerra en 
Barcelona y provincia. 


Decreto prorrogando por 
30 días más a partir del 13- 
VIII los estados de alarma 
y prevención declarados el 
10-V-1935. 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de guerra 
en Barcelona y provincia. 


13-1X-1935 


27-1X-1935 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13- 

TX el estado de alarma 
decretado el 10-V-1935 

en los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña (salvo Barcelona 
y provincia, en estado de 
guerra) y Asturias y en 

las provincias de Madrid, 
Zaragoza, Guipúzcoa, 
Vizcaya, León, Huesca, 
Navarra, Palencia, 
Santander, Tenerife y 
plazas de soberanía en 
Marruecos, Ceuta y Melilla. 
Se prorroga por 30 días el 
estado de prevención en el 
resto de España. 


Decreto del Gobierno 
Chapaprieta levantando 
el estado de guerra y 
declarando en su lugar el 


11-X-1935 


de alarma en Barcelona y 
provincia. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13- 

X el estado de alarma 

en los territorios de los 
gobernadores generales 
de Cataluña y Asturias 

y en las provincias de 
Madrid, Zaragoza, Vizcaya, 
León, Palencia y plazas de 
soberanía en Marruecos, 
Ceuta y Melilla. Se pasa 

del estado de alarma 

al de prevención en las 
provincias de Guipúzcoa, 
Huesca, Navarra, Santander 
y Teruel. Se mantiene 

el de prevención en 

las provincias de Jaén, 
Logroño, Málaga, Sevilla, 
Granada, Murcia, Baleares, 
Las Palmas y Tenerife. 

En el resto de España, se 


12-X1-1935 


9-XII-1935 


restablecen las garantías 
constitucionales. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13- 

XI el estado de alarma 

en los territorios de los 
gobernadores generales de 
Cataluña y Asturias y en 
las provincias de Madrid y 
Zaragoza. Se pasa del estado 
de alarma al de prevención 
en las provincias de León, 
Palencia, Vizcaya y plazas 
de soberanía en Marruecos. 
Se mantiene el estado de 
prevención en Tenerife y 

se mantienen las garantías 
constitucionales en el resto 
de España. 


Decreto prorrogando por 
30 días a partir del 13-XII 
el estado de alarma en el 
territorio del gobernador 


general de Asturias y en 
las provincias de Madrid 
y Barcelona. Se pasa 

del estado de alarma 

al de prevención en las 
provincias de Lérida, 
Gerona, Tarragona y 
Zaragoza. 


Decreto derogando en las 

provincias de Asturias, 

Madrid y Barcelona 

el estado de alarma 
12-XII-1935 decretado el 10-V-1935, 

pasando al de prevención, 

y el restablecimiento 

de garantías en otras 

provincias. 


Decreto levantando todos 
los estados de excepción 

y restableciendo las 
garantías constitucionales 
con motivo del comienzo de 
la campaña electoral. 


7-1-1936 


17-11-1936 


17-11-1936 


18-11-1936 


26-11-1936 


Decreto declarando el 
estado de alarma en 

toda España y plazas de 
soberanía por el Gobierno 
Portela Valladares tras el 
triunfo electoral del Frente 
Popular y en el transcurso 
de sus tiras y aflojas con 

la camarilla militar del 
Ministerio de la Guerra y los 
grupos políticos de derecha 
(Gaceta del 18). 


Declaración del estado 
de guerra en Albacete y 
Alicante. Revocado el 19-II. 


Declaración del estado 
de guerra en Valencia, 
Zaragoza y Oviedo. 
Revocado el 19-IT por el 
Gobierno Azaña. 


Decreto levantando el 
estado de alarma en las 


16-111-1936 


16-IV-1936 


27-IV-1936 


provincias de Álava, 
Castellón, Guipúzcoa, Soria 
y Vizcaya (Gaceta del 27). 


Decreto levantando el 
estado de alarma en las 
provincias de Álava, 
Castellón, Guipúzcoa, Soria 
y Vizcaya. Se prorroga por 
30 días el estado de alarma 
declarado el 17-II en el 
resto de España (Gaceta del 
E 


Decreto prorrogando 

por 30 días el estado de 
alarma declarado el 17- 

II en toda España salvo en 
las provincias de Álava, 
Castellón, Guipúzcoa, Soria 
y Vizcaya (Gaceta del 18). 


Decreto levantando el 
estado de alarma en las 
provincias de Cuenca 


16-V-1936 


11-VI-1936 


26-VI-1936 


11-VII-1936 


23-VIl-1936 


y Granada, quedando 
restablecidas las garantías 
constitucionales hasta el 4- 
V-1936 por repetición de 
elecciones. 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
decretado el 17-II (Gaceta 
del 17). 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
decretado el 1 7-II. 


Decreto restableciendo las 
garantías constitucionales 
hasta el 29-VI-1936. 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
decretado el 17-II. 


Decreto del Gobierno 
republicano declarando 


28-VIl-1936 


28-VIl-1936 


«zona de guerra» el 
Protectorado de Marruecos. 


Decreto de la Junta 

de Defensa Nacional 
confirmando los bandos 
de estado de guerra 
promulgados por las 
autoridades militares 
rebeldes a inicios de la 
sublevación. El Estado de 
guerra no fue derogado de 
iure hasta la emisión de un 
Decreto de competencia 
por la Presidencia del 
Gobierno el 7-IV-1948. 


Decreto facultando al 
Ministerio de la Guerra 
para declarar «zonas de 
guerra» aquellas partes 
del territorio nacional 
afectadas por operaciones 
militares. 


11-VIII-1936 


15-1IX-1936 


14-X-1936 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
decretado el 17-II. 


Decreto prorrogando por 
30 días el estado de alarma 
decretado el 1 7-II. 


Decreto prorrogando 

por 30 días el estado de 
alarma decretado el 17- 

IT. Este estado de alarma 
se prorrogó los días 15-XI 
y 15-XII-1936; 16-1, 15- 

IL, 16-II1, 16-IV, 16-V, 12- 
VI, 16-VII, 16-VIIIL, 16-IX, 
16-X, 16-XI y 16-XI1-1937; 
15-1, 16-IL, 16-111, 16-IV, 
16-V, 17-VI, 16-VII, 16- 
VII, 14-IX, 17-X, 16-Xl y 
17-XII-1938 y 16-1-1939. 
El Gobierno republicano 
declaró el estado de guerra 
en su territorio el 23- 
1-1939. 


10-11-1956 


14-I11-1958 


4-V-1962 


Decreto-Ley suspendiendo 
por tres meses los artículos 
14 y 18 del Fuero de los 
Españoles (residencia y 
habeas corpus), ante los 
sucesos estudiantiles de 
Madrid y Barcelona. El 
estado de excepción se 
mantuvo en toda España 
hasta el 10-V-1956. 


Declaración del estado 

de excepción en Asturias 
por las huelgas mineras. 
Suspensión de los artículos 
14,15 y 18 del Fuero de 

los Españoles. Se mantuvo 
hasta el 14-VII-1958. 


Suspensión de los 
artículos 12 a 18 del 
Fuero de los Españoles 
(libertad de expresión 
y residencia, secreto 
postal, inviolabilidad 


8-VI-1962 


21-IV-1967 


3-VII1-1968 


domiciliaria y habeas 
corpus) en Asturias, Vizcaya 
y Guipúzcoa hasta el 4- 
VIIT-1962. 


Suspensión del artículo 14 
del Fuero de los Españoles 
en toda España por dos 
años, en respuesta al 
«Contubernio de Múnich», 
calificado como una 
«campaña exterior contra 
el prestigio de España». 


Suspensión de los artículos 
14,15 y 18 del Fuero de los 
Españoles en Guipúzcoa 
hasta el 21-VI-1967. 
Prorrogado otros tres 
meses hasta el 31-X-1967. 


Suspensión de los artículos 
14,15 y 18 del Fuero de los 
Españoles en Guipúzcoa 
hasta el 31-X-1968. 


31-X-1968 


24-1-1969 


Suspensión de los artículos 
14,15 y 18 del Fuero de los 
Españoles en Guipúzcoa 
hasta el 31-1-1969. 


Suspensión de los artículos 
12 (libre expresión 

de ideas), 14 (derecho 

a fijar libremente la 
residencia), 15 (derecho 

a la inviolabilidad del 
domicilio), 16 (libertad de 
reunión y asociación) y 18 
(habeas corpus: detención 
por más de 72 horas 

sin pasar a disposición 
judicial) del Fuero de 

los Españoles en toda 
España por tres meses 

por las movilizaciones 
estudiantiles y obreras, que 
acaban con la muerte del 
estudiante Enrique Ruano. 
Levantado el 25-III-1969. 


1-XI1-1970 


14-XII-1970 


25-IV-1975 


28-1-1977 


Suspensión del artículo 18 
del Fuero de los Españoles 
en toda España hasta el 14- 
vI-1971. 


Suspensión de los artículos 
12,14,15,16y 18 del 
Fuero de los Españoles en 
Guipúzcoa por tres meses, 
ante el eco conseguido por 
el Juicio de Burgos iniciado 
el 3-XIT. Derogado el 14- 
vI-1971. 


Suspensión de los artículos 
12, 14,16 y 18 del Fuero de 
los Españoles en Guipúzcoa 
y Vizcaya por tres meses 
debido a las acciones de 
ETA. Levantado el 2 5- 
VII-1975. Sólo entre 1963 

y 1967,no hubo estado de 
excepción. 


Decreto-Ley 4/1977 de 


suspensión por el plazo 
de un mes de los artículos 
15 y 18 del Fuero de 

los Españoles en todo 

el territorio nacional 

por actos terroristas. 
Prorrogado el 25-11-1977 
hasta el 31-I11-1977. 


Declaración a las 19:30 
horas del estado de guerra 
en la III Región Militar 
23-11-1981 (Valencia) por el teniente 
general Jaime Milans del 
Bosch. Retirado a las 4:00 
horas del 24-11-1981. 


Ley Orgánica 4/1981 sobre 
1-VI-1981 desarrollo del artículo 116 
de la Constitución. 


Real Decreto de declaración 

A-XII-2010 del estado de alarma por 
una duración máxima de 
15 días por el Gobierno 


de José Luis Rodríguez 
Zapatero ante la crisis 
suscitada por una 

huelga encubierta de los 
controladores aéreos. 
Prorrogado el 15-XII-2010 
hasta el 15-1-2011. 


Fuentes: Gaceta de Madrid, 1821-2011; Colección Legislativa, 1874-1882; Unión Patriótica 
(Madrid), n.* 8, 15-2-1927, p. 10; AAE, Espagne, Correspondance Politique, 1871-1896; Nouvelle 
Série, 1896-1918; Guerre, 1914-1918 y Série Z, Europe, 1918-1929; AGMM, 2.* Sección, 4.* 
División, legs. 7 y 8 (Estados de sitio y guerra, 1701-1898 y 1898-1936), leg. 157 (Orden público en 
general, 1774-1892), legs. 160-167 (Disturbios y huelgas, 1672-1922) y 169-174 (Motines, 1821- 
1915); AHN, Gobernación, Serie A, leg. 44A, exp. n.* 20 y leg. 60A, exps. n.” 813; AHN, Tribunal 
Supremo, Fondo Reservado, exp. n.* 46, caja n.” 1; AGA, Presidencia, Garantías Constitucionales, 
1835-1936, legs. 3483 y 3484; AHN, Ministerio de Asuntos Exteriores, Sección Histórica, 
Republicanos y Socialistas, 1884, leg. H 2869; APG, Inventario, Garantías Constitucionales; RAH, 
Archivo Romanones, leg. 96, carp. 38; Águila, 2001: 32; Alberti, 1972: 482-484; Ballbé, 1983: 221- 
316; Martell, 1988; Soldevila (ed.), 1961, vol. I y Soldevilla, 1923: 6970. 
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GUERRAS E INTERVENCIONES MILITARES DE ESPAÑA 
(1793-1939) 


Guerra del Rosellón 
(1793-1795) 


Guerras 
revolucionarias 
francesas y Guerra 
Anglo-española 
(1796-1802) 


Guerra de las 
Naranjas (1801) 


Guerra Anglo- 
española (1804- 
1809) 


Guerra de la 
Independencia 
española (1808- 
1814) 


Guerras de 
Independencia 
hispanoamericanas 
(1810-1833) 


Alzamientos 
realistas (1821- 
1823) 


Primera Coalición 


España, República 
Francesa y aliados 


España aliada 
al Imperio francés 


España, Imperio 
francés y aliados 


España, Reino Unido 
y Portugal 


Ejército Realista en 
América 


Gobiernos liberales 


República francesa 


Segunda Coalición 


Portugal 


Tercera y Cuarta 
Coaliciones 


Imperio francés y 
España josefina 


Patriotas 
americanos 


Realistas 


Victoria francesa. Paz de 
Basilea (1795) 


Victoria francesa. Tratado 
de Campo Formio (1797) 


Victoria española. 
Tratados de Badajoz y 
Madrid (1801) 


Victoria británica en 
Trafalgar (1805) Victoria 
francesa en 

Austerlitz (1806) 
Expedición española a 
Dinamarca (1807) 
Invasión francesa de 
España (1808) 


Victoria hispano- 
británica-portuguesa. 
Tratado de Valengay 
(1813) 


Independencia de los 
nuevos Estados 
americanos, 

salvo Cuba y Puerto Rico 


Intervención francesa 


Cien Mil Hijos de 
San Luis (1822- 
1823) 


Rebelión de los 
Malcontents (1827) 


Primera Guerra 
Carlista (1833- 
1840) 


Guerra de los 
Matiners (1846- 
1849) 


Expedición a Roma 
(1849) 


Expedición franco- 
española a 
Cochinchina (1857- 
1862) 


Guerra de África 
(1859) 


Expedición a 
México (1861-1862) 


Guerra de 
Restauración en 
Santo Domingo 
(1863-1865) 


Guerra del Pacifico 
(1865-1871) 


Guerra Grande 
(1868-1878) 


Santa Alianza y 
absolutistas 
españoles 


Gobierno fernandino 


Isabelinos/liberales 


Liberales 


Reino de España e 
Imperio francés 


Reino de España e 
Imperio francés 


Reino de España 


Reinos de España y 
Gran Bretaña, 
Imperio francés y 
conservadores 
mexicanos 


Reino de España 


Reino de España 


Reino de España/l 
República Española 


Liberales 
españoles 


Ultrarrealistas 
«apostólicos» 


República Romana 


Reino de Annam 


Marruecos 


República 
Mexicana 


Patriotas 
dominicanos 


Perú, Chile, 
Bolivia y Ecuador 


Ejército 
Independentista 
Cubano 


Restablecimiento de 
Fernando VII como rey 
absoluto 


Represión de la revuelta 


Victoria liberal. Abrazo de 
Vergara (1839) 


Victoria liberal 


Restitución de Pío IX 


Victoria franco-española. 
Tratado de Tianjin (1858) 


Victoria española. Tratado 
de Wad-Ras (1860) 


Retirada unilateral de las 
tropas españolas (1862) 


Restauración de la 
República Dominicana 


Tratado de Washington 
(1871). Reconocimientos 
de Perú (1879) y paces 
con Bolivia (1879), Chile 
(1883) y Ecuador (1885) 


Paz de Zanjón (1878) 


Segunda Guerra 
Carlista (1872- 
1876) 


Revolución cantonal 


(1873-1874) 


Guerra Chiquita 
(1879-1880) 


Guerra de Melilla 
(1893-1894) 


Guerra de Cuba 
(1895-1898) 


Rebelión filipina 
(1896-1898) 


Guerra Hispano- 
norteamericana 
(1898) 


Guerra de Melilla 
(1909) 


Guerra del Rif 
(1911-1927) 


Revolución de 
Asturias (1934) 


Guerra Civil (1936- 
1939) 


Reino de España/l 
República Española 


I República Española 


Reino de España 


Reino de España 


Reino de España 


Reino de España 


Reino de España 


Reino de España 
Reino de España y 
República Francesa 


TI República 
Española 


TT República 
Española 


Carlistas 


Cantonalistas 


Insurrectos 
cubanos 


Tribus rifeñas 


Ejército Libertador 
Cubano 


Katipunan 


Estados Unidos y 
rebeldes cubanos y 
filipinos 


Tribus rifeñas 


«República del 


Rif» 


Obreros 
revolucionarios 


Militares 
rebeldes/franquista 
S 


Victoria alfonsina 


Victoria gubernamental 


Derrota de los 
independentistas cubanos 


Derrota de las tribus 


Intervención 
estadounidense 


Intervención 
estadounidense 


Victoria norteamericana. 
Tratado de París (1898) 


Derrota de las tribus. 
«Semana Trágica» de 
Barcelona 


Victoria franco-española 


Victoria gubernamental 


Victoria franquista 
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AMR 
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CGL 


CGT 
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CSGM 


FRE 


Asociación Internacional de 
Trabajadores. 


Agrupación Militar 
Revolucionaria. 


Asociación Republicana Militar. 
Asociación Revolucionaria 
Militar. 


Confederazione Generale del 
Lavoro. 


Confédération Générale du 
Travail. 


Confederación Nacional del 
Trabajo. 


Consejo Supremo de Guerra y 
Marina. 


Federación Regional Española 
de la AIT. 


FTRE 


PRDF 


UMA-UMRA 


UMD 


UME 


USS 


Federación de Trabajadores de la 
Región Española. 


Partido Republicano 
Democrático Federal. 


Unión Militar Antifascista- 
Unión Militar Republicana 
Antifascista. 

Unión Militar Democrática. 


Unión Militar Española. 


United States Ship. 
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AGA 


AGMM 
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AGN 
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APPP 
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Archives de la Préfecture de Police de 
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Archivio Storico del Ministero degli 
Affari Esteri (Roma). 


Archivo de la Villa (Madrid). 
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